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(cuatro  ciencias  auxilian  principalmente  el  estu- 
dio de  la  administración^  el  derecho  político ^  la 
jurisprudencia  civil,  la  economía  publica  y  la  esta- 
dística. La  primera  le  señala  sus  fuentes  y  la  segun- 
da le  traza  sus  límites,  le  comunica  sus  principios 
la  tercera  y  la  última  le  sugiere  datos  y  noticias. 

Entran  á  componer  toda  legislación  dos  canti- 
dades ,  una  fija  y  constante  y  otra  variable  6  movi- 
ble. Los  antiguos  jurisco^sultos  explicaban  esta 
doctrina  distinguiendo  en  las  leyes  la  bondad  ab- 
soluta y  la  bondad  relativa,  y  Mr.  Savigny  la  expo- 
ne diciendo  que  son  dos  los  dementos  de  todo  de- 
recho ,  el  técnico  y  el  político. 

Constituye  el  elemento  técnico  la  reunión  de 
principios  y  de  reglas  ciertas  y  constantes  por  su 
naturaleza ;  de  modo  que  la  ley  viene  á  ser  la  ex- 
presión de  la  verdad  abstracta ,  susceptible  de  mo- 
dificaciones solamente  cuando  grandes  sucesos  exi- 
gen cambios  análogos.  La  estabilidad  forma  su 
esencia  y  la  mudanza  es  una  escepcion. 
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El  eiemento  político  del  derecho  es  la  base  en 
que  descansan  la  posibilidad  de  la  ley  y  la  utilidad 
de  su  aplicación.  Este  elemento  es  la  nación  misma 
para  quien  se  dicta ,  con  sus  necesidades^  sus  ri- 
quezas ^  su  religión^  su  carácter^  sus  hábitos^  su 
territorio  9  su  industria^  y  en  fin  con  todas  aquellas 
circunstancias  que  constituyen  la  historia  de  cada 
pueblo  y  se  manifiestan  en  su  jurisprudencia  con* 
suetudinaria.  Estas  leyes^  por  lo.  mismo  que  son  de 
suyo  variables^  ceden  diñcilmente  á  la  codificación. 

Cuanto  mas  uniforme  sea  el  derecho,  tanto  mas 
fácil  es  de  codificar;  y  de  ahí  nace  que  miestras  laB 
leyes  civiles  fundadas  en  relaciones,  si  no  invaria-^ 
bles,  muy  permanentes ,  fueron  codificadas  en  casi 
toda  Europa^  las  administrativas ,  expresión,  dé  los 
mas  leves  accidentes  de  la  vida  social ,  no  se  han 
sistematizado  todavía  en  parte  alguna. 

A  decir  verdad,  la  codificación  del  derecho 
administrativo  compuesto  de  preceptos,  unos  de 
observancia  constante  y  general ,  y  otros  contraá-* 
dos  á  una  época  ó  lugar,  ofrecería  graves  inconve^ 
nientes  y  leves  resultados  bajo  el  aspecto  de  la  fi- 
jeza ;  mas  siempre  será  mejor  para  los  admin^tra- 
dos  y  mas  favorable  á  la  ciencia  misma  reducirios 
á  un  método,  que  abandonarlos  á  la  codfb^M  ac- 
tual con  BU  libertad  de  razonamiento  y  su  Mta  áé 
sanción  positiva.  El  jurisconsulto  biecá  enirano  los 
principios  generales  que  pueden  auxiliaiie  á  coi- 
mar  los  vacíos  de  la  jurisprudencia  y  á  resolver  las 
cuestiones  no  previstas  por  la  ley ;  y  el  no  juris- 
consulto pierde  mucho  tiempo  y  trabajo  en  horjear 
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voluminosas  colecciones^  antes  de  encontrar  la  dis- 
posición adaptable  á  una  especie  ó  caso  dado. 

Hé  aquí  el  pensamiento  dominante  en  esta  obra. 
Codificado  el  derecho  administrativo  he  intentado 
ecqponer  los  principios^  descubrir  las  reglas  é  in- 
vestigar la  consecuencia  en  esta  parte  de  nuestra 
legislación. 

Codificar  es  atributo  del  poder  legislativo,  cuan- 
do la  codificación  emana  de  la  autoridad  pública; 
mas  si  procede  de  una  persona  privada^  no  tiene 
otra  ñierza  que  la  correspondiente  al  grado  de  con- 
fianza individual  que  merece  el  jurisconsulto;  y  así 
establezco  la  misma  diferencia  entre  la  ley  y  este 
libro,  que  media  entre  un  código  y  un  tratado  cien- 
tífico de  derecho.  M  objeto  ha  sido  ordenar  por 
categorías  las  leyes  y  actos  administrativos  pa- 
ra facilitar  su  estudio  á  todo  el  mundo,  su  en- 
señanza en  las  aulas  y  á  las  autoridades  su  apli- 
cación. 

En  la  disposición  de  las  materias  he  seguido 
un  sistema  enteramente  nuevo  y  distinto  de  los  has- 
ta ahora  recibidos.  Le  preferí  después  de  larga 
meditación  por  su  claridad  y  sencillez,  y  por  la 
perfecta  analogía  que  reina  entre  el  derecho  civil  y 
el  administrativo  que  son  dos  ramas  paralelas  de  la 
jurisprudencia ,  á  pesar  de  su  divorcio  en  las  uni- 
versidades del  reino.  La  rigorosa  filiación  de  las 
doctrinas  exige  desmembrar  á  veces  un  tratado  6 
capítulo;  mas  esta  aparente  irregularidad  indica  que 
su  ordenación  no  depende  de  una  disposición  ar- 
bitraria de  las  ideas ,  sino  que  el  anáfisis  penetra 
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hasta  el  fondo  en  busca  de  relaciones  y  analogías 
que  no  salen  á  la  superñcie. 

Si  hubiese  códigos  especiales  para  la  adminis- 
tración y  hubiera  podido  concretar  mas  mi  trabajo; 
pero  á  falta  de  compilaciones,  he  creido  prestar  un 
servicio  al  estado  formando  un  copioso  repertorio 
de  legislación  y  jurisprudencia  administrativa,  y 
acaso  ofreciendo  á  las  autoridades  un  guia  que 
las  conduzca  en  el  ejercicio  de  su  potestad  al  tra- 
vés del  confuso  laberinto  <le  infinitas  leyes,  de- 
cretos, órdenes  y  reglamentos,  ordenanzas  é  ins- 
trucciones. 

No  es  sin  embargo  mi  obra  una  relación  des- 
carnada de  las  disposiciones  administrativas,  sino 
una  exposición  crítica  en  la  cual  se  hallarán  á  cada 
paso  enlazadas  la  teoría  y  la  práctica,  habiendo  con- 
sultado las  tres  fuentes  de  esta  clase  de  doctrinas, 
á  saber,  la  ciencia,  la  historia  y  el  derecho. 
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LIBRO  PRIMERO. 

OE    LA    CIENCIA     ADMINISTRATIVA. 


CAPÍTULO  I.'  > 

Del  estado. 

l.~ Fundamento  de  la  sociedad  5.— Elementos  que  componen  el 

política.  estado. 

2. — Origen   y  objeto  del  poder  6.— Soberanía.. 

social.  7.— Acción  social  y  acción  in- 
3. — Su  naturaleza  y  sus  formas.  dividaal. 

4.— Idea  del  estado. 

t.—La  sociedad  no  fué  adquirida  ai  premeditada:  el  sis- 
tema de  las  con  venciones  ó  pactos,  como  origen  y  fundan 
mentó  de  la  asociación  civil,  repugna  á  las  leyes  ie  la  orea- 
cioo,  porque  supone  contingente  lo  que  en  stj^  esencia  es  n^ 
cesario.  La  sociedad  coexiste  y  coexistió  sjempre  con  el 
hombre,  y  es  una  condición  inviolable  de  su  triple  natura- 
leza como  ser  físico,  moral  é  intoleclualá  pfi  tiempo*  P 
hombre  tiene  horror  al  aislamiento,  porque  fuera  de  la  so- 
ciedad no  vé  sino  la  nada,  y  su  espíritu  se  agita  doloro^r 
mente  en  el  vacío. 

#.— Así  como  la  sociedad  nació  con  el  hombre^  así  qI  po- 
der apareció  cuando  la  sociedad.  Todo  lo  que  es  necesario 
encierra  en  sí  mismo  la  razjpa  de  su  existencia;  y  confoni^e 
no  se  concibe  una  circunferencia  sin  un  centro,  tampoc.o^e3 
posible  imaginar  una  sociedad  sin  poder  que  la  rija  y  la  go* 
bierne.  El  objeto  del  poder  es  el  bien,  su  medio  el  orden, 
su  instrumento  la  ley,  su  esencia  la  justicia.  Ved  ahí  proba- 
da la  legitimidad  del  poder. 

TÓMO  I.  J 


Digitized  by 


Google 


2  DERECHO  ADMINISTRATIVO   BSPAISOL. 

á.-'BI  poátt  t^  ¿iéttipré  uno  y  el  misino  ea  tó(tos  te  so- 
ciedades póliiidas,  ^oi*qde  las  leyes  ék  \»  aaturaleZd  soq 
eternas  é  inoíiatabies ;  pero  las  Tormas  del  poder  son  va- 
rias y  de  institución  puramente  humana.  La  inquietud  del 
pensamiento  ,  la  veleidad  de  los  afectos ,  lo  instable  de 
nuestras  necesidades  y  deseos ,  las  mismas  desigualdades 
naturales  impiden  (\nt  haya  nn  tipo  originario  de  orga- 
nización política,  un  sistema  uniforme  y  permanente  de 
existencia  social.  La  Providencia  nos  ha  señalado  el  término 
de  la  carrera,  no%ha  indicado  la  senda  del  bien  y  puesto 
cerca  de  nosotros  los  medios  de  practicarla  breve  y  fácilmen- 
te: su  elección  pende  de  nuestro  libre  albedrío,  y  de  la  ma- 
nera como  nsérremos  de  nuestra  libertad,  habremos  de  ser  los 
únicos  responsables.  Esta  libertad  debe  moverse  dentro  de 
ciertos  límites;  porque  si  bien  la  naturaleza  no  impone  con- 
diciones determinadas  á  la  vida  en  sociedad ,  no  por  eso  deja 
dé  díctala  una  ley,  como  fundamento  de  aquella  existencia, 
á  saber,  que  sea  conforme  con  nuestra  organización  física  y 
moral,  al  punto  que,  lejos  de  comprimir  al  individuo  con 
fohnás^  políticas  extrañas  á.  su  naturaleza,  permitan  y  aun 
promuevan  y  aceleren  su  desarrollo  hasta  la  perfección. 

4.— 'Una  Sociedad  asi  constituida  forma  on  cuerpo  político 
áV  cuá(  llaman  estada  ó  nación. 

El  estado  ó  la  nación  es  a  un  conjunto  de  persodas  que  vi- 
Veii  en  común  bajo  un  régimen  legal.  )>  Según  esta  defini- 
ción entran  á  componer  el  estado: 

I.  Vn  número  de  personas  que  son  lois  miembros  de  lia 
Sóciiédad  ó  inétvíduos  de  la  asociación,  y  se  llaman  ciudada- 
nos: como  tales,  se  hallan  revestidos  de  ciertos  derechos  y 
éstáú  áujetoi  á  ciertas  cargas  ú  obligaciones. 

II.  I^n  podei*  supremo  que  dictando  leyeá  y  haciéndolas 
obedecei",  conduce  i  la  sociedad  según  sus  fines.  La  perso- 
na ó  cuerpo  revestido  de  este  poder  se  denomina  sobéf*ano  ó 
jíefe  del  estado. 

5.— Toda  sociedad  política,  estafdo,  pueblo  ó  naciot)  debe 
(ióseetáe,  és  decir,  abrigar  una  etístentia  rftdividnal  bajo  sú 
forma  colectiva.  Esta  vitalidad  propia  á  la  cual  llamáú  ihde- 
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pendmtiú  4  HatíonaliSái,  &e  mcíéñiDeé  en  la  ^teseüdá  tíiíávA^ 
tánea  de  dos  caracteres: 

I.  Una  YolaatAd  espoAfáiiea  en  su  eféncepcíon  y  librb  en 
SAs  ttiiiilfestaeionés  para  qtte  lá  ley  corre^néa  á  las  MMá 
é  hktéi^es^  domhiatites  en  la  nación.  No  podiendo,  ni  débiéA* 
do  esta  voluntad  cotectirá  ^r  aplicada  sithultáneaafienlé ,  c!á 
pttlútíú  escoger  órgancís  ó  intérpretes  legales  de  \ks  nec^i- 
dades  y  deseos  púbKcos,  y  coastilurr  una  autoridad  ({üe  ejeN 
iá  iá  facultad  de  conceutrár  y  reasumir  en  una  veluntad 
siApIe  la  Voluntad  compleja  dé  los  asociadas.  i 

II.  duá  actividad  tattirbieh  libré  para  secutidar  aquélla 
voluntad,  pues  nó  basta  tpsé  el  pensamiento  coiüúá  ^ea 
Mneebido,  sino  que  es  necesaria  üná  tútriá  para  llevarlo  á 
éjecoeioQ.  Como  los  conatos  individuales  encaotíflados  á 
ejecutar  la  voluotád  general  producirían  tentativas  divergen* 
tes  6  elieqneé  i'ados,  debió  orlarse  otro  poder  ^  á  quieii  stt 
éonfiastt  la  dit-ecbion  Úuica  dé  iá  actividad  social.  Asf  se  pro^ 
dücén  ttovitidiéutos  unifórmeos,  lentos  y  suaves »  en  vec  dé 
nttpulsos  desígnales  y  cénmoeiones  profundas  y  repentinas. 

#.^Pot'  madera  que  fodá  nación  qne  conservé  su  iá^i^ 
iUaUiády  mantendrá  viváis  y  puras  las  fnétites  de  su  Votufi-»- 
tad  y  dé  su  actividad  atanbas  libres.  Solo  así  podrá  decirse  dli 
ella  ^e  retuvo  iutegro  el  poder  supreoto  y  conservé  intacta 
su  mlfttMá. 

Ejél'cer  la  séberania  es  reasnniír  en  una  vblontad  y  fuet- 
iá  social  las  totüUadéá  y  las  Alertas  légftiüias  de  los  iá^ 
dfMduoS.  Ejercer  la  soberanía  és,  usando  una  profunda  és-^ 
presioti  ée  Pascal,  tétéñr  lá  tíittltltád  á  la  unidad  para  htíir 
de  la  anarquía,  y  la  unidad  á  la  multitud  por  álefár  él  déspo^ 
tismo :  es  en*snma  alzar  el  régimen  de  la  libertad  política 
sobre  los  cimientos  indestructibles  de  la  libertad  individual. 

9.— De  la  precedente  doctrina  se  infiere: 

I.  Que  ni  las  voluntades,  ni  las  fuerzas  legítimas  de  los 
individuos  deben  ser  sustituidas  por  la  autoridad  social  si- 
no en  tanto  que  aquellos  no  puedan  ejercerlas  sin  peligro  y 
sin  incoAyeniente  por  si  propios.  La  iniciativa  individual  de« 
be  gozar  de  la  mayor  latitud  posible,  sin  sujetarla  á  otras 
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restricciones  que  las  que  exigieren  el  respelo  al  derecho  de 
cada  uno  y  el  bien  de  la  comunidad. 

Cuando  el  derecho  de  los  indi?iduos  es  violado,  la  auto- 
ridad política  oprime;  y  si  la  sociedad  es  ofendida  en  los  su* 
yos,  no  reprime  lo  bastante.  En  la  fuerza  penal  hay  el<lo* 
ble  carácter  de  freno  y  sanción  de  la  libertad. 

II.  La  autoridad  social  tiene,  pues,  el  encargo  de  pro-; 
clamar  aquella  voluntad  y  dirigir  aquella  fuerza»  para  pro* 
teger  la  espontaneidad  de  pensamiento  y  de  acción  en  cada 
indivi^MO.  Asi,  el  estado  será  un  compuesto  de  distintas  es- 
feras de  actividad,  cuyo  libre  juego  concurrícá  al  esiableci- 
miento  y  conservación  de  la  armonía  general. 

La  historia  ensefia  que  la  gloria  y  el  poderío  síguieroa 
siempre  á  las  naciones  en  donde  la  s^ctividad  individual  ¿a,* 
sido  mas  respetada.  Entonces  la  sociedad  recoge  el  frulo^el, 
pensamiento  y  del  trabajo  de  cada  uno  de  sus  miembros.  Mas 
no  poroso  deben  abandonarse  á  su^propio  movimiento  todas^ 
estas  esferas  de  actividad  social,  porque  dejándolas  obrar  li-^ 
bremente  pudieran  destruii*  la  unidad,  es  decir,  romper  el 
lazo  orgánico  que  debe  atraerlas  y  confundirlas  en  un  todo. 
La  civilización  antigua  incurrió  en  el  extremo  de  aglomerar 
en  el  estado  toda  la  vida  social;  y  á  la  edad  media  se  le  in-^ 
crepó  con  justa  razón,  el  esparcimiento  de  esta  vida  en  be- 
neBcio  de  ciertos  hombres  y  corporaciones.  A  la  autoridad 
social  corresponde  conservar  el  equilibrio  entre  las  fuerzas 
individuales  que  pugnan  por  adquirir  una  independencia 
anárquica,  y  las  fuerzas  sociales  que  propenden  á  una  con* 
centracion  despótica.  Es  el  eterno  problema  de  la  alianza  del 
orden  con  la  libertad. 
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CAPÍTULO  IL 

Del  gobierno. 

S."— Idea  df  1  poder  político.  de  los  poderes  polititos. 

9.^Gobierno.  II.— Poder  ejecatÍYO, 

fO.— Clasificación  y  distribución 

H. — Poder  es  querer  con  eficacia:  donde  do  hay  voluatad 
para  concebir  y  fuerza  para  ejecutar,  allí  no  existe  poder  de 
ninguna  especie.  La  voluntad  sola  significa  un  pensamiento 
estéril  ó  un  deseo  ineficaz:  la  fuerza,  también  sola,  supone 
un  instrumento  ciego,  nn  acto  de  obediencia  pasiva.  En  es- 
te sentido  no  hay  sino  un  solo  poder  poHiico,  coya  idea  mas 
exacta  es  ala  voluntad  social  espresada  por  el  órgano  de  sus 
intérpretes  legítimos,  y  seguida  de  efectos.»  Por  manera  que 
la  vida  de  las  sociedades  se  revela  en  el  libre  ejercicio  de 
estas  dos  facultades,  deliberación  y  ejecución,  que  correspon- 
den á  la  voluntad  y  acción  humanas.  Tan  Intimo  es  el  enla- 
ce que  existe  entre  la  organización  del  individuo  y  la  del  es- 
tado, entre  la  psicología  y  la  política. 

•.—Si  deliberar  y  ejecutar  son  funciones  propias  del  go- 
bierno, gobernar  será  «dirigir  la  voluntad  y  encaminar  la 
acción  social  hacía  el  bien  común.»  El  ^o6t>fno  ejerce  un 
poder  general  sustituido  á  los  poderes  individuales;  y  en  es- 
te sentido  se  dice  que  el  gobierno  es  la  personificación  del 
estado. 

El  gobierno,  en  su  acepción  mas  lata,  reasume  todos  los 
poderes  públicos,  ó  mejor  dicho,  posee  la  plenitud  de  las 
funciones  propias  del  único  poder  social  existente:  dicta  la 
ley,  declara  el  derecho  y  provee  al  bien  común,  ó  legista, 
juzga  y  administra, 

to. — Esta  triple  acción  legislativa,  judicial  y  administra- 
Uva,  se  ha  desmembrado  por  el  influjo  de  las  teorías  políli- 
ca§,  que  no  consienten  tamaña  aglomeración  de  fuerzas  so- 
ciales en  manos  de  una  sola  persona  ó  corporación.  «Cuan- 
do el  poder  legisUtivo,  dijo  Montesquieu,  se  reúne  con  el 
poder  ejecutivo  en  la  misma  persona  6  cuerpo  de  magislra- 


Digitized  by 


Google 


j8  U^ftKCmO^ADMIN^STBiXfyp  BIFAllipi. 

tara,  no  existe  la  libertad,  por(}ae  es  de  temer  qne  el  mis* 
mo  monarca  ó  el  mismo  senado  dicten  leyes  tiránicas  y  las 
bagan  ejecutar  tiránicamente.  Taippaco  bay  libertad,  si  el 
poder  de  juzgar  no  está  separado  del  poder  legislativo  y  del 
ejec«tivo<  Si  esta  viese  jnnto  con  el  poder  legiriativo,  la  vi- 
da y  la  libertad  de  los  ciudadanos  quedarían  á  merced  4e 
un  poder  arbitrario.  Si  se  uniese  al  poder  ejecutivo,  el  juez 
pudiera  llegar  á  oprimir^l ).  9 

De  aquí  nació  la  teoría  mal  llamada  del  equilibrio  6  ba^ 
lanza,  y  mejor  dicba,  de  la  limitacinn  de  los  poderes.  Cual-r 
quiera  que  sea  la  organización  politici^  de  un  estado,  si  fue- 
re libre,  sus  poderes  públicos  se  lioútarán  reciprocamente, 
pprque  todo  poder  ilimitado,  es  un  poder  absoluto,  indefini^ 
do,  que  destruye  los  derechos  individuales  &  pue()e  arreba- 
tarles 9u  precaria  existencia* 

Por  ^sta  causa  se  depositó  la  legislación  en  asaipbleas 
deliberantes,  la  justicia  en  una  magistratura  ina«u>vible  y 
la  administración  en  un  gobierno  responsable. 

tt^—Adminütrar,  pues,  equivale  ^  gobirnar;  es  decir, 
ejercer  el  poder  ejecutivo.  Ahora  se  deja  ver  que  la  palabn^ 
^ofriema  es  anüBológica,  pues  ya  np  significa  cpmo  ajc^tes  la 
suma  de  los  poderes  públicos,  ni  determina  la,  organización 
política  de  un  estado  ó  su  eonstitucian ;  sino  que  espresa  sq* 
IsM^en^e  la  idea  de  <cun  poder  central  que  representa  á  la  sor 
ciedad  en  la  persona  de  ua  gefe  investido  con  todas  l^s  fa-r 
cultades  necesarias  para  hacer  cumplir  la  ley ;  píero  sin  atri- 
bt^ciones  en  cuanto  á  la  legislación  y  i^  la  justicia*» 

£1  gobierno,  asi  limitado,  dispone  del  po^^r  ejecuUvp 
eo  el  cual  ^e  comprenden  la  polUica  y  1^  admini^racion  pro-r 
píamente  dicha.  La  primera  imprime  una  dirección  mora)  ^ 
la  sociedad,  mueve  y  ordena  los  poderes  constitucionales  y 
restableipe  eQtre  ellos  la  piertorba^^  arnuo^ía.  T^es  S09  sus 
funciones  en  lo  ipterior.  L^  ^oUtip^  ext^ior  vel^  por  los  i^^ 
tereses  colectivos  del  estado,  (iürig^ejpidp  SQS  relaciones  di- 
plojpiáticas  ó  comerciales,  yi^  ps^fici^,  ya  belicosas  con  laf 
potencia  extranjeras. 

(1)    JBipirUu4ela$  Ltt/Uf  Ub.  XI,  cap.  v*. 


Digitized  by 


Google 


LIBBO  I.  Al  LA  qiBNGIi  ADMINISTfiATlVA.  7 

JBsbi9  fuAcíope^  soD  de  un  orden  tan  elevado,  q«e  piiede 
afirmarse  que  la  polílica  regula  y  atempera  la  actividad iSo- 
cíal,  y  coQcienta  todos  sus  movimieatos,  ípaprimiéodoles  ui¡i^ 
lolsma  dirección  y  subordinándolos  á  un  solo  impalso. 

CAPÍTÜtO  ffl. 

He  la  admliilfltraeloii» 

i2.-^bjeto  de  la  administración  14.<— Objetos  de  la  adminiitr»^ 
para.  cioo  práctica. 

IB.^FiD  de  la  ciencia  adminis-  15.— r^ecesidades  publicas  qae  la 
tratifa.  administración  eatisface. 

ü9.—h^  administración  considerada  en  abstracto « ó  la  a(^ 
n^niatrfieion  pura^e»  ^1  conjunto  de  pr^cipios  y  reglas  qua 
determlaan  las  relaeiones  entre  el  estado  y  sus  miembros*» 

La  exiatenoia  colectiva  de  los  hombres  que  viven  bajo 
unas  mismas  leyes  y  están  regidos  por  un  mismo  gobierno, 
e^  el  origen  de  una  multitud  de  cpneEíones  nuevas  de  don* 
de  nacen  derocbos  y  deberes  especiales.  T  asi  como  la  r«K- 
gjon  determina  nuestras  relaciones  pa^a  con  Dios,  la  moral 
nuestra  conducta  privada,  la  justicia  los  derechos  civiles  y 
la  política  exterior  el  derecho  común  de  los  estados;  aal  la 
cieiM^a  administrativa  estudia  y  seQala  las  relaciones  que 
conviene  establecer  entre  los  gobeuroantes  y  los  gobern^dW; 
órdei^  de  derechos  y  deberes  intermedio  respecto  á  la  jus- 
ticia y  á  la  política  internacional. 

ts.— La  oiettcia  de  la  admiaísU?acion  abraza  todos  tos  im^ 
tereses,  las  necesidades  todas  de  la  sociedad.  Fomentar  el 
bien ,  combatir  el  mal ,  ora  nazcan  de  causas  físicas,  era  pror 
cedan  de  uja  origen  moral;  tal  es  la  tarea  infuensa  del  poder 
adiunistrativct.  Es  una  verdadera  Providencia  de  lo^  esudos^ 
porqne  debe  sesr  sabio ,  previsor  y  estar  siempre  despierto  y 
presente  en  todas  partes. 

t#.— La  administración  aplicada  acompa&a  al  bombee 
desde  la  cima  basto  el  sep«lcso,  y  todavía  antes  y  después 
de  estos  linderos  del  mundo  tíenie  deberes  que  cumpl^Ts 
porque  espera  á  las  generaciones  en  las  puertas  de  la  vi^ 
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da  Y  vela  por  su  reposo  ea  la  mansión  de  los  muertos. 

'  La  admiDistt*acíon  es  cual  otro  ángel  tutelar  del  hombre, 
porqué  á  cada  paso  que  <)amos  en  la  sociedad  corresponde 
un  acto  administrativo  qué  nos  ampara  ó  nos  reprime;  de 
suerte  que,  en  medio  del  absoluto  aislamiento  de  nuestros 
conciudadanos,  todavía  no  vivimos  solos,  pues  la  autoridad 
de  la  administración  nos  sigue. á  donde  quiera  y  vela  de 
contino  á  nuestro  lado« 

.  Las  escuelas  públicas  del  arte  obstetricia  y  ios  asilos  de 
maternidad  prueban  que,  antes  de  nacer,  somos  ya  objeto  de 
la  solicitud  paternal  de  la  administración.  La  débil  infancia, 
la  frágil  adolescencia,  la  edad  adulta,  la  achacosa  senectud, 
híalian  siempre  amparo  y  protección  en  este  benéfico  poder. 
For  él  halta  el  expósito  nodriza,  la  juventud  recibe  enseñan- 
za ^  la  edad  viril  trabajo,  la  vejez  socorros,  el  etíCermo  la 
salud,  el  desvalido  amparo,  el  vicioso  enmienda  y  castigo  el 
criminal.  Si  la  abundancia  reina  en  los  pueblos:  si  la  bara^ 
tufa  proporciona  alimentos  sanos  y  agradables  al  mas  humil- 
de habitante:  si  una  variedad  infinita  de  artículos  de  como- 
didad y  de  lujo  hacen  amable  la  vida;  á  la  administración  lo 
debemos,  pues  protegiendo  la  industria,  foméntala  riqueza, 
y^abriendo  caminos  ó  canales,  difunde  el  comercio.  Si  las 
maravilláis* del  arte  nos  encantan^  y  suspenden ,  6  el  aura  em- 
balsamada de  un  paseo  ó  de  un  jardín  público  halaga  nues- 
tros sentidos,  tales  placeres  la  administración  nos  los  pro- 
cura, pues  cuida  del  ornato  de  los  pueblos  y  del  bienestar 
de>  sus  habitantes,  y  promueve  todo  género  de  bienes  cons- 
truyendo estas  obras*,  plantando  aquéllos  árboles  ó  sembran- 
do aquellas  flores. 

'  Nada  hay  indiferente  para  la  administración  desde  lo 
ea^s  grande  hasta  lo  mas  pequeño;  ó  por  mejor  decir,  nada 
(íaréce  pequeño  á  los  ojos  de  una  administración  solicita  por 
el  bien  detestado,  porque  las  cosas  mínimas  en  la  vida  pri-. 
va^a' adquieren  gigantescas  proporciones  en  la  existencia  so- 
cial; de  que  se  infiere  que  su  mirada  debe  ser  penetrante, 
su  voluntad  firme ,  permanente  su  acción  y  su  perseverancia 
infatigable. 
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El  objeto,  pues,  de  la  admiaislracioa  son  las  Decesida* 
des  materiales  y  morales  de  los  pueblos:  su  fin  satisfacerlas 
coa  la  mayor  amplitud,  y  á  costa  de  sacrificios  leves  cuan- 
to fuere  posible.  Este  principio  requiere  las  siguientes  ex- 
plicaciones. 

t&. —  I.  Por  necesidades  morales  no  se  entienden  tan 
solo  las  relativas  al  corazón,  sino  también  lasque  nacen  del 
pensamiento  ó  las  necesidades  intelectuales. 

H.  La  administración  no  solo  acude  á  ftitisfacer-  las  ne- 
cesidades existentes,  sino  á  precaver  las  futuras,  como  que 
ano  de  los  caracteres  de  la  acción  administrativa  es  parti- 
cipar antes  del  régimen  preventivo^  que  del  represivo,  mas 
análogoá  la  naturaleza  de  la  acción  judicial. 

III.  Estas  necesidades  no  son  tan  seio  del  número  de 
aquellas  coy a^  satisfacción  es  de  ri^or  para  la  conservación  de 
la  sociedad ,  sino  también  las  condecentes  á  su  perfección  y 
adelantos. 

lY.  Cumple  á  la  administración  tío  acvdir  á  la  satisfao^ 
cioQ  de  otras  necesidades  que  las  públicas,  y  de  estas,  solo 
atiende  á  las  que  no  puedan  abandonarse  sin  inconveniente 
y  sin  peiigi'o  á  la  actividad  individual.  Regla  geberal :  el  go- 
bierno jamás' debe  bacer  lo  que  la  sociedad  sabe  y  puede  ha* 
cer  por  si  misma. 

Hay,  pues,  una  vida  moral  y  social,  separada  de  la  vida 
oficial  y  poUtica ,  y  descúbrese  en  las  naciones  una  marcha 
natural  en  que  la  administración  nopuedeintervenir,  sin  so- 
focar todo  sentimiento  individual  y  sin  trastornar  las  leyes 
del  érden^  sustituyendo  una  voluntad  ciega  y  forzada  al  mo- 
vimiento espontáneo  y  colectivo  délos  hombres. 

Aun  dentro  de  estos  limifes  la  administración  abrasa  la 
edstemiia  entera  de  lia  Sociedad,  su  pasado,  su  presente  y 
su  futuro,  y  por  eso,  prever ,  ver,  proveer  son  tres  palabras 
que  reasumen  todos  los  actos  de  todos  los  gobiernos. 
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CAPÍTULO  IV. 

He  la  acelon  «dmli&ijitrmtlTa. 

16.— Qué  se  entiende  por  acción    18.— Con  respecto  ál^e|*49qfui. 
admÍQÍstrati?a?  19,— BelatÍTamen(e  4  us  c^sgs. 

47.— Reglas  de  esta  acción. 

te.— La  sociedad  es  ^seaeíaloieoie  acllyat  porque  don** 
de  hay  vid»  bay  io^imi^to;  pero  e$ta  aoUvidad  oo  )a  paeder. 
^j/erceyr  ppr  si  propia.  Necesita  toda  aacioa  «oa  cabéis  q^Ae 
píeose  y  an  brazo  que  obre.  Su  cabe^  peqsadora  e$  el  porr 
A^r  l^gislalÍTO  y  el  adai¡(\i$traAivofl|i  brazo  íju^rte. 

La  acción  adiQÍuistrajl,iva  es  por  fioosiguieaie  la  paisoaa 
^ctiiFidad  isociai,  ó  la  reflexión  de  ias  fuerzas  iodividoaie;» 
que  se  coaceotrau  para  ooestituir  el  poder  politieo,  el  cujal 
|a^  irradia  para  formar  h  adcninisUaciofli.  De  suerto  que  la 
acción  administrativa,  no  supone  la  intervención  de  Jiiiigur 
i^^XQlUQtad  ni  fiAer^a  ei^trañas;  $íno  la  organización  délas 
{ffierzas  y  de  las  voluntades  íngénita3  ea  la  isociedad  por  el 
a^ÍP  beebo  de  la  asociación. 

t  Vt-^U  fwcioa  adpaiftWiwUvft  deb^  Pj^jfOfrae  en  los  hom- 
bres y  en  las  cosas. 

En  los  hombres:  porque  como  el  gobier.aoi  qí  absonbie  ni 
debe  absorber  de  tal  manera  al  indívidioo  que  le  ixrivede  su 
actividad,  i:esal4a  que  esta  justa  Ubertad  permite  oaeer  y  de&r 
arrollarse  ea  el  hombre  eiertos  sentioueotos  priviulas,  ya  farr 
irerables,  ya  adversos,  ora  convergentea,  ora  dijirergentes  coii 
reafiecto  al.objetoy  al  lin  de  la  aociedad,  asi  que  hay  unasin* 
clinaciones  »Qci(ih$y  antísMíi^B  otras  y  otras  mistas.  Aj^ae-r 
Uas  son  las  compatibles  coa  el  ^apúúico  euyafiatisfaaeion, 
por  eata  cansa ,  no  tiene  limiies  definidos  por  la  ley :  las 
sigweates  aon  Ji^  hAatjles  4  la  felíoida^  general,  y  l^e  áUimas 
pertenecen  i  «a  ^rcer  género  de  senlitmenlos  ioaaks  haatfi 
cierto  ponto,  mas  all&  del  cual  degeneran  en  antisociales. 

La  acción  administrativa  debe  proteger  la  satisfacción  de 
los  sentimientos  amigos  de  la  sociedad ,  combatir  los  enemi* 
gos  y  moderar  los  propensos  á  un  fácil  abuso. 
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A  la  díreccíoQ  qae  &  c^da  iodividoo  imprime  Jia  vari^cMi 
deseotimientos  é  ioclinacioaes  qw  determinan  so  conduct^^ 
llaman  inter¿s  particular;  y  la  ^oma  de  todos  los  interesa/; 
primados  eompoine  j^l  bim  público  ó  h  felicidad  genera^l. 

Quaodo  varios  intereses  privadps,  inocentes  todos  r^9* 
pe^jl^  1^  1^  sociedad  ^  son  antipáticos  enU^  si ,  la  acción  ad- 
qi^iaislratiya  debe  suavizar  su  cheque;  si  son  simpáticos, 
fundirlos;  si  di^er^nteg«  concentrarlos;  si  aGne$,  no  tprb^J' 
sif  reposo.  El  orden  social  exige  qfue  en  ve^  de  una  pluraUr 
düul  egoísta ,  reipe  en  l^  sociedad  la  unión  armónica  de  ^o* 
4p9  los  intereses;  y  ^n  vez  del  tumulto  de  las  hoslilidadefi 
individuales  ^riui^^e  un  gobierna  pnítario  y  una  ftdmwstn^- 
oipp  jQ^oderadora. 

Oe  lo  dicho  se  inGere  que  la  ac<;ion  adjtninistrativi^  wp 
puede  s^r  puf  a  y  sijoo^demente  negativa  ó  indirecta  t  limit^i- 
da  i  r^over  M  obstáculos  al  desarrpllo  del  pensamiento  y 
del  trabajo  individual:  es  preciso  que  sea  U«)ibiep.pp^iláya  ó 
direplt^»  loi^andp  la  administración  la  ipipia^tiva  en  los  ci^s 
^n  4ue  el  ipterés  jpajticuiar  ^s  débil  (>  ciegp ,  .d¡s^prdv>JjE}  í 
spspecliosn. 

#9^— I^a  máxima  de  de^'t^r  obrar  6  n^  gobernar  defna$ifldo, 
consecuencia  de  aquella  otra  libertad  en  todo  y  para  todos, 
carece  de  exactitud  en  el  fondo  y, de  conveniencia  en  la  apli- 
cación. Si  es  cierto  que  debe  la  náRvinistracion  respetar  la 
actividad  individual,  también  es  verdad  que  para  regulari- 
zar el  ejercicio  de  estas  fuerzas  dentro  del  estado ,  se  nece- 
sita un  poder  activo  y  fuerte  encargado  de  aplicar  la  ley  á 
todos  los  derechos  y  de  medir  con  eqnídaé  todos  los  intere- 
ses. Todos  deben  aer  pesjg^d^^  en  \^  mm^  Mw^\  PQ«r  JP4« 
ñera,  que  la  admiai»traetoii  ejecuta  un  trabajo 4to  pondera- 
ción y  g()vilit)rio,  imposible  de  acabar  ^on  solo  estar  dotada 
de  un  poder  Mgativ<^,  de  un  V0i^  ^m  ^snlMrineiQQ,,  v^toM9 
confiere  autoridad  nlgcma  coercitiva.  %\  ^o))ieri\o  no  es  solo 
un  escudo^;  ^^  IsanbtieA  una  palanca. 

t^w^Iü  aooioB  í^íAialrativa  se  emplea  adenái  «a  íbs 
Qos^Sj,  poj'que  ya  t^rtet^zcap  esitos  bienes  ^1  domiifio  ,púb)i^ 
CQ ,  ya  fovmep  U  propinad  particular ,  son  i$ípmpse  ffiedíos 
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de  satisfaoer  nuestras  necesidades  y  recursos  de  nuestra 
existencia;  por  lo  cual,  quien  atenta  contra  las  cosas  atenta 
indirectamente  contra  nuestra  vida. 

Cuando  las  cosas  tienen  un  carácter  nocivo;  si  dañan  á 
nuestra  existencia  en  vez  de  favorecerla ,  entonces  la  acción 
administrativa  interviene ,  igualmente  para  destruir  ó  debi- 
litar los  gérmenes  del  mal,  ó  convertirlo  en  bien,  si  fuese  po- 
sible. Asi  es  como  la  acción  administrativa  lucha  aquí  con 
los  elementos  oponiendo  diques  al  mar,  allí  combate  el  ri  - 
gor  de  los  climas  descepando  bosques  para  que  lleguen  los 
rayos  del  sol  á  una  tierra  cenagosa,  ó  plantando  árboles  que 
atraigan  benéficas  lluvias  y  fecundicen  ardientes  arenales. 

La  acción  administrativa  con  respecto  á  las  cosas  es  po- 
sitiva y  negativa  también  ,  como  queda  dicho  de  las  perso- 
ñas.  Garantizar  las  propiedades  es  remover  obstáculos  al 
desarrollo  del  trabajo  individual,  y  por  tanto  equivale  á 
ejercer  una  acción  indirecta  ó  negativa;  mas  desecar  una  la- 
guna para  purificar  una  atmósfera  infecta,  construir  un  ca- 
mino ó  abrir  un  canal  que  ponga  en  contacto  un  centro  de 
producción  con  un  foco  de  consumo,  esto  es  obrar  ,no  im- 
pedir; es  en  suma  hacer  uso  de  un  poder  directo  y  positivo. 

CAPÍTULO  V. 

Caracteres  generales  de  la  adminisiraeloii^ 


20.— Verdad  absolata  en  laad- 
mioistraQioD. 

21.— Principios  de  la  ciencia  ad- 
miiristratifa. 

22.— Fonds^pieDto  de  sus  reglas. 

2á. — Teoría  general  déla  ciencia. 

24.  ^  Organitacion  admÍDÍstra-> 
tiva. 

25. —  Caracteres  de  toda  admi- 
nistración. 

^.—Analogía. 

27.— Actividad. 

28»— Condiciones  de  la  acción  ad< 
ministratiya. 


^^.—Generalidad. 

30. — Perpetuidad, 

Zi.—Prontilud, 

S^.— Energía, 

33. — CBüTaALiZACion. 

34.— Idea  de  la  centralización 
aaministrativa. 

35. — Su  necesidad  en  el  drden 
adminislrati?o,  en  el  poli- 
tico  y  en  el  civil. 

36.— Límites  inciertos  de  la  cen- 
tralización. 

37. — unidad  ^  como  base  de  la 
centralización  administrativa 


Digitized  by 


Google 


LIBRO   I.    DB   LA  GI«N€IA  ADMIPflSTIATlVA.  43 

38»-*Gaasas  de  la  Kmdad  admí-  la  centralixacioD. 

nislrativa.         *  48. — La  ceotralizacion  mas  nece- 

39. — Topografía.  saria  en  los  gobiernos  po- 

40.— historia.  putares. 

41.— Legislación.  49.— Ikdepbudemcia. 

4S.— Economía.  50.— Potestad  coercitiva  de   la 

43.— Beligion.  administración. 

41. — Inconveniente»  y  peligros  51.— Rjbspoiisabilidad. 

de  la  centralización.  52. — Amovilidad  de  los  agentes 

45.— Orden  publico.  administrativos. 

46.— Libertad  poUtiea.  53.— Resumen  del  capitnlo. 
47. — Argumentos  en  contra  de 


to.— La  cieocia  adníiaístrativa  enseña  pocas  reglas  fijas 
y  verdades  absolutas  para  dirigir  según  ellas  la  acción  del 
gobierno  cod  respecto  á  los  intereses  públicos.  Mil  géneros 
de  necesidades  todas  distintas,  la  movilidad  constante  de 
los  elementos  sociales,  su  combinación  tan  varia,  bacen  que 
tal  nación  exija  cuidados  muy  diversos  respecto  de  otra,  al 
parecer  semejante,  y  que  un  pueblo  hoy  no  se  administre 
de  igual  manera  mañana.  Así  como  el  individuo  se  renueva 
á  cada  instante  de  la  vida,  asi  también  cambian  los  estados, 
sucediéndose  unas  á  otras  generaciones,  como'las  olas  en  el 
mar«  trayendo  siempre  algo  nuevo  la  que  se  acefca,  y  lle- 
vando algo  suyo  la  que  se  extingue.  Por  ew  la  ciencia  de  la 
administración  debe  ser  variable  y  el  poder  que  la  aplica 
muy  flexible. 

tt. — No  obstante  la  instabilidad  de  las  doctrinas  admi-- 
nistrativas ,  todavía  podemos  oponer  á  la  fluctuación  (le  las 
ideas  aplicables  la  inmovilidad  de  ciertos  principios.  En- 
tran á  componer  las  teorías  de  la  administración  dos  can- 
fldades,  la  una  fija  y  constante,  y  la  otra  variable  é  indefi- 
uida;  aquella  constituye  la  verdad  absoluta  y  esta  la  verdad 
relativa. 

MMé—Eü  la  economía  política,  que  es  la  ciencia  de  la  ad- 
ministración pura,  debemos  buscar  las  reglas  del  arte  de 
gobernar  los  estados,  cuidando  siempre  de  distinguir  con 
suma  claridad  lo  abstracto  de  lo  concreto,  esto  es,  Iq  que 
exige  la  jerdad  científica  que  inquiere  el  Slósoro,  d.e Jo  que 
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reclama  lá  térdad  de  tfonveniencíat  que  debe  realizar  ét  es* 
tadista.  - 

ts.— Como  no  se  descubre  fácilmeote  la  anaiogfa  entre 
los  actos  del  órdeü  admioístralivo,  puesto  que  su  prodigiosa 
multitud  impide  clasificarlos  por  categorías,  su  aislamiento 
no  permüé  establecer  comfi^raeiones  eiactas  y  sn  vatiedád 
infinita  no  coasiente  sujetarlos  á  reglas  uniformes  de  protec- 
ción y  fonentoí  ée  abi  tiene  que  no  tengamos  uiía  teoría  gé-^ 
neral  de  la  ciencia  administrativa,  y  que  cbú  la  experiencia 
ó  práctica  de  los  negocios  se  adquiera,  mas  que  con  los  es* 
tudios  teóricos,  aquel  don  del  acierto  para  guiar  los  estados 

{[tié*  áofefldos  llamar  tacto  gubernativo,  ó  doH  del  eúnsffó,  en 
edguaie  de  Alvarez  Osorio. 

No  presentáremt)s,  pues,  mátimas  vagas  acerca  de  los 
deberes  generales  de  la  administración  ó  doctrinas  centro* 
Vertibles  de  utílrdad  incierta  y  aplicación  dudosa.  AgropaA- 
dó  las  ideas  afines  podremos ,  sin  embargo,  desentrafiar  lo 
4u^  hubiere  de  mas  cómutr  en  su  variedad  y  de  mas  cons^ 
tanHé  eá  ¿ti  fluctuación. 

Éá.^TAis  si  la  ciencia  etísefla  tan  pocof  efn  cuanto  á  la 
áéóion  general  de  la  administración,  algo  d^  mas  concreto 
sé  descubre  en  las  doctrinas  tocantes  á  la  organización  ad- 
ttinisiratíva.       * 

M.-^A  dncó  ptledén  referiese  tofdas  las  cbtidicioneá  or- 
gánicas de  la  administración  ó  los  caracteres  propios  de  la 
organizacidA  administrativa  de  cualquier  estado. 

k#4-^  I.  £á  ádntiñislrátían  debe  sét  Málaga  á  las  itutí^ 
tueioneé  polfíieas  de  cada  nacioú. 

Yicd,  babterido  del  derecho  común,  asentó  la  iíiáxím| 
qitó  la/^  g'obiernos  debian  ser  conformes  con  la  náturafeza  de 
tos  femados;  y  á  los  cambios  que  sufrieron  loi^  elementóla 
constitutivos  de  la  sociedad  romana,  atribuye  el  sabio  es- 
critor lá  sdcdsíon  de  aquéllos  períodos  legales  qué  los  juris- 
<$éns«Atés  flámafr  é^oea  de  la  jurisprudencia  antigua ,  medto 
f  Huéüd. 

Si  ésto  es  Verdad  ett  cbántd  á  tas  léyés  civiles ,  con  más 
tkíM  iHiédé  AfftíéliMé  f  fÉt  ápKé«  éní  efecto  á  ias  iistitttcM- 
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íttn  admiDÍ9l^át¡yas ,  las  eualea,  como  emanaú  dtrei^tat  é  iíi-' 
fttediatamente  de  las  {yolítica^,  üacien  6  p^vtcen,  se  perfecero* 
dáii  ó  eotfútnpeú  édti  ellas. 

El  eódigcf  polffreo  regalarizá  el  jprlncipio  de  la  autoridad, 
deteí teína  la»  relaciones  del  estado  ooi^  )<¡é  ciodadanos  y  de 
estos  éon  el  estado,  elasrfica  y  distribuye  los  podei'est  la  ad*^ 
Éiinistraciea  práctica  lo  que  el  código  eslablece ,  atfíma  la 
ley  y  trasforma  én  precepto  tívo  una  letra  maerta. 

La  ttiísma  conetion  fatiiQa  qtie  bay  eütre  los  principios  y 
EOS  fiecésarías  consec'aeiiciafs ,  la  misttta  existe  etitre  las  le-' 
ye»  faadainentalés  del  estatlo  y  las  orgánicas  de  la  adtbinis'- 
tracjott,  y  enti'e  estas  y  las  secundarías;  pt)rque  si  aquelfaá 
erígéti  los  poderes  ^  la  administración  señala  á  Cada  uno  stir 
manera  deset  y  obrar,  (comunica  á  todoá  el  espfrítu  reinan^ 
^te  ent  la  ley  política  y  les  impHme  formas  exteriores  homo'^ 
géieas  y  simétHcas  relativamente  k  la  organización  cons^ 
tít4]ícknial  y  á  la  naturaleza  de  sos  respectivas  Tonciones.  Ro^ 
esta  razón  coexisten  siempre  tales  principios  políticos  toú 
táAés  institucioties  administrativas  que  las  desarrotlaín ;  y 
por  esee  tambiéá  se  observa  que  cuando  una  constitución  se 
modifica,  la  admit^istracion  sufre  al  instante  reformas  an&lo^ 
gaá ;  de  suelte  qué  el  cambio  es  casi  stmtíltáneo  en  la  pábe^ 
zh  y  el  los  miembros.  El  orden  natural  de  las  sociedades  y 
M  feefza  dé  los  priiicípios  pugnan  Sin  cesar  por  introducir 
hi  unidad  en  las  fóyés  y  la  analogía  én  las  instituciones  dé 
Cádffpuébh». 

tifé-*  IL  JA  oékáiiiMtaéion  iebé  ser  eséncitílménU  aó-- 
thé. 

El  poder  legislativo  delibera;  h  admiiiistracion  ejecuta! 
su  carácter  es  la  actividad ,  et  ¿dovimiento. 

Mi-^Gttátro  áon  la^  condiciones  esenciales  de  la  acción 
adteibisfraiíVa :  generalidad,  perpetuidad,  prontitud  y 
ewrgf*. 

Wbi-^^^Géáeráliiúd,  qtiétt  dédr  que  la  admiuístración  apli- 
ca las  ley«i  del  hiere  e^rfnuii  y  es  por  tanto  ésendoilfMnU  ei^ 
^il;  |^c|tté  né  dOló^las  autoridades  civiles  abaitattdo'  kt  üni^ 
verísáHOkáík  M  iátércaMé  JHUtfiates  reprerfétttíiD,  Cófl  eióltísii^il 
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de  Otra  cualquiera,  al  gobieroo  ea  todos  los  ceutros  adiniois- 
trativos,  síqo  que  ea  la  fuerza  organizada  oo  se  hallaulas 
condiciones  de  templanza  en  la  deliberación  y  sobriedad  en 
el  mando  necesarias  para  velar  por  los  intereses  de  lospue* 
blos.  Los  hábitos  militares  son  opuestos  á  los  caracteres  del 
buen  administrador;  y  por  eso  jamás  debe  considerarse  la  mi- 
licia como  parte  de  la  administración  activa,  sino  como  un 
auxiliar  poderoso,  pero  subordinado,  que  nunca  pbra  sin  ser 
requerido  por  una  autoridad  responsable  &  quien  compete 
moderar  el  empleo  de  la  fuerza  pública.  Toda  autoridad  ci- 
vil ejerce  4in  imperio  6  uaa  jurisdicción  de  derecho  común; 
un  gefe  militar  ejerce  siempre  un  poder  de  escepcion ,  el 
cual,  por  lo  mismo,  no  se  exüende  sino  á  los  casos  expr^sa^ 
mente  señalados  en  la  ley.  Si  tal  vez  algún  gefe  militar  se 
sobrepone  á  la  autoridad  civil,  es  que  ejerce  una  dictadura 
que  él  se  arroga  ó  de  que  leyes  escepcionales  le  revisilen;* 
pero  de  todas  suertes  la  sociedad  se  halla  en  una  situación 
anormal  y. transitoria. 

ZO.^Pérpetuiiai  y  porque  la  gestión  de  los  interesas  pú<- 
blicos  no  consiente  las  alternativas  de  actividad  y  descanso 
que  observamos  en  el  poder  legislativo.  No  seria  necesario, 
ni  útil  tampoco  dictar  una  ley  <;adadía;  mas  la  defensa  de 
las  personas,  el  respeto  á  las  propiedades,  el  fomento  de  la 
riqueza  y  del  bien  general,  requieren  un  poder  asiduo,  aten- 
to siempre  á  estudiar  y  muchas  veces  á  prever  las  cansas  del 
progreso  ó  decadencia  de  las  naciones.  Sí  la  vida  de  los  pue- 
blos supone  una  modificación  continua  en  los  elementos 
constitutivos  de  la  sociedad,  la  acción  administrativa  debe 
estar  dotada  de  una  movilidad  igual  á  la  rapidez  con  que  se 
verifican  aquellas  trasformaciones. 

st.— f  ronít/ud ,  porque  una  administración  lenta  descu- 
bre ó  falta  de  saber  para  calcular  el  grado  bondad  de  tal 
medida,  ó  falta  de  resolución  para  llevarla  á  cabo.  La  lentitud 
en  laaccion  administrativa,  no  solo  arguye  ignorancia  ó  ^debi- 
lidad en  el  poder,  sino  que  priva  á  sus  resoluciones  del  m¿* 
rito  de  la  previsión  y  de  la  oportunidad.  Una  disposición  tar- 
día rara  vez  es  bien  acogida »  porque  rara  vez  cuadra  á  los 
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intereses  que  la  reclámabaa  en  otro  tiempo.  Juzga  la  admí- 
aisiracion  lo  que  ea,  por  lo  que  fué,  y  se  olvida  que  toi  ei 
cambio  de  los  tiempos  ocurren  graves  mudanzas. 

No  obstante  que  la  administración  debe  ser  pronta >  nego- 
cios bay  arduos  6  cue3tiones  importantes  cuya  siolucion  re* 
quiere  maduro  examen  y  una  deliberación  previa  como  ga- 
rantías del  acierro.  Por  eso  admite  la  administración  ciertos 
caerpos  consultivos  que  la  ilustran  en  casos  semejantes ;  pe- 
ro habrán  de  estar  de  tal  manera  organizados  y  con  tales 
airibucion^ revestidos,  que  ni  coarten  la  espontaneidad  de 
la  administración,  ni  entorpezcan  su  accipn  mas  de  lo  justo, 
ni  quebranten  la  unidad  de  este  poder,  ni  menos  den  pretes- 
to  k  ||  irresponsabilidad  de  sos  actos. 

Sü.—Jífierffíéi,  «porque  jamás  debe  Jejar  leíanle  de  los 
obstáculos  que  opusieren  á  su  marcha  los  particulares  ni 
jiun  so  prete'sto  de  intereses  lastimados,  ó  de  derechos  ofen- 
didos. La  ley  determina  cómo  los  intereses' obtienen  la  me- 
recida protección;  y  en  cuanto  k  los  derechos,  sefiala  recur- 
sos y  tribuaales  donde  ^e  defiendan  contra' los  atentados  de 
la  administración  misma.  Una  administración  lánguida ,  sea 
por  defectos  inherentes  á  su  organización  accidental^  ó  á 
causa  del  carácter  personal  de  los  ailministradores^  está 
perdida  en  el  concepto  público ;  y  sin  Coerzar  moral,  cuando 
se  acordare  de  exigir  obediencia  á  las  leyes^  ya  no  podrá  em- 
plear la  voz  que  persuade,  sino  acudir  á  la  espada  que  hiere 
y  á  todos  los  medios  mas  duros  de  coacción.  La  administra- 
ción, como  poder  paternal,  debe  ser  justa,  pero  fuerte,  hu- 
yendo de  caer  en  los  extremos  de  una  degradante  flojedad  y 
de  una  violenta  Urantéz.  El  consejo  debe  reinar  en  sus  deli- 
beraciones, y  en  sus  actos  la  energía. 
,   SS.-^  nL  La  administración  debe  estar  centralizada. 

S4.^La  centralización  administrativa  es  la  concentra- 
ción en  el  poder  ejecuUvo  de  cuantas  fuerzas  son  necesarias 
parra  dirigir  los  intereses  coiíiunes  de  una  manejra  unifor-'* 
me.  La  centralización  es  la  unidad  .en  la  nación  y  en  el'po^ 
der,  ó  la  unidad  en  el  territj)rio,  en  la  legislación  y  en  el 
gobierno. 

Tono  L  S 
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Centralizar  es  someter  todas  las  personas  y  todos  los 
inUr&es  á  la  ley  de  la  igualdad,  y  distribuir  eqoitattvaiMiitt 
los  beneficios  y  las  cargas  anejas  &  hi  cualidad  de  ciudadá* 
Bo.  Es  al  ibismo  tiettpo  establecer  ana  regla  de  orden  im- 
prímiendoá  las  fuerzas  soeialos  una  dirección  única,  y 
robusteciendo  el  poder  qw  tela  por  la  pai  interior  y  por  la 
independencia  nacional. 

»Qoíen  divide  sus  fberzas,  dice  Mr.  €<irmettin,  las  píer« 
de:  qutcfn  apetece  la  libertad,  desea  el  orden:  quien  quiero 
el  orden,  quiere  un  pueblo  arreglado:  quien  qi||Sre  un  poé^ 
blo  arreglado,  quiere  un  gobierno  fuerte,  y  quien  quiere 
gobierno  fuerte*,  quiere  gobierno  central.» 

S6.— La  necesidad  de  un  régimen  homogéneo  y  4P  nna 
autoridad  centralizadora  es  igoatmente  imperiosa  para  todos 
los  gobiernos:  que  cambie  la  centralización  de  formase  de 
medios,  n^}  cambiará  de  objeto.  Apenas  habrá  ?encido  una 
rerolucion  hecha  en  nombre  del  pueblo  contra  tal  poder  ab^ 
soluto,  y  ya  ten(Irá  planteado  el  poder  triunfante  un  siste* 
ma  de  centralización  regular  ó  irregular,  tan  fuerte  como  sea 
nece^río  para*oponer  vigorosa  resistencia  á  toda  tentativa 
de  contrarevolucion. 

La  centralización  es  una  reacción  contra  el  sistemada 
incoherencia  antiguo,  pues  el  periodo  histórico  donde  se 
advierte  una  excentralizacion  mayor,  es  la  época  del  régimen 
feudal/  cuando  los  sefiores ,  los  prelados  y  las  ^corporacionea 
ejercian  el  derecho  de  acuñar  moneda  7  administrar  justicia 
en  sus  respectivocr  territorios,  fe  también  una  reacción  eon-* 
ira  el  régimen  no  menos  enérgico  de  la  independeneia  mu« 
nicipal,  cuando  cada  ciudad  y  aun  cada  villa  tenia  un  fuere 
particular  y  constiluia  un  pequeño  estado  con  sus  privile-^ 
gios  y  magistrados  cada  uno ,  sin  vínculos  l^ue  los  ligaran 
entre  sí  y  sin  subordinación  k  un  poder  común. 'Entonces  no 
había  espíritu  nacional  ni  existencia  colectiva;  solo  se  rece* 
nocian  grupos  de  ihtercsed  divergentes  ó  encontrados  y  sen- 
timientos de  un  egoismo  local,  incapaces  de  elevarse  hasta 
<a  concepción  de  la  ideagenerq^a  de  un  bien  público. 
La  suerte  de  la  libertad «  así  política  como  civil  ^  eiMá, 
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pued,  ligada  al  predominio  de  un  régímea  admiDislrativo 
que  ensalce  el  bien  eomun  disminayendo  y  ordenando  los  in* 
lereses  locales.  Ninguna  parcial  resistencia  debe  entorpecer 
la  acción  administrativa  central,  cuando  fiel  intérprete  de  las 
necesidades  y  deseos  de  la  nación ,  la  encamina  háoia  st 
prosperidad.  Una  sola  voluntad  y  únasela  fuerza  eoastituycn 
el  todo  político  á  que  llamamos  estado. 

s«.-*La  centralización  es  un  principio  cuyas  apli¿acíoA^ 
pueden  ser  muy  vária^No  hay  una  medida  exacta  del  radio 
de  la  acción  admínisffiítiva  central,  ningnp  pnnlo  fijo  por 
dónde  trazar  la  linea  demareatoria*de  las  funciones  propias 
dé  la  existencia  comou  y  de  la  vida  local.  Hay  sin  embargo 
una  regla  de  prudencia  para  el  gobierno  y  de  conveniencia 
para  los  pueblos,  á  saber,  sujftar  á  una  centralización 
máxima  los  negocios  de  importaneia  soma,  á  una  centrali- 
zación medía  los  de  mediano  interés  y  los  leves  á  una  cen-^ 
tralizacion  mínima  ó  exoeatralizarlos  completamente. 

Los  hábitos  de  gobierno  adquiridos  por  la  nación  á  con- 
secuencia del  pit>longado  goce  de  «ña  grande  libertad  mu-^ 
níoipal,  fruto  otras  veces  de  la  ilustración  comutt  ó  efee* 
to  del  espíritu  de  actividad  y  de  las  costumbres  populares, 
contribuyen  á  determinar  el  grado  de  «entralizaeion  itü  á 
cada  estado.  . 

También  debe  el  gobierno  contar  con  el  inOiijo  d«  las 
conciencias  al  resolver  este  problema  administrativo,  por* 
que  es  ley  constáttte  de  la  sociedad  que  cuantos  menos  vfn^ 
culos  morales  mas  politices ;,  cuanta  menos  i^igion  mas 
poder. 

Que  jamás  la  centraliíaclon  administrativa  degenenB  en 
abuso,  ni  el  principio  de  4rden  se  convierta  en  instrumento 
de  tiranía  ó  en  máxima  de  monopolio.  No  consiste  la  verda* 
dera  centralización  en  atribuir  á  las  mismas  manos  la  dírec* 
cion  de  lodos  los  intereses  y  sujetar  á  igaaies  trámites  el  des- 
pacho de  todos  los  negocios,  asi  de  particulares  como  de 
eerporaciones,  tanto  de  pueblos  como  de  provincias;  estriba 
en  la  exitteneia  de  un  poder  central,  destinado  á  imprimir 
M  movimiento  uniforme  á  todas  las  partes  del  estado,  á 
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procurar  &  todos  sas  miembros  el  goce  de  anos  mismos 
bienes  y  &  repartirles  equitativamente  las  mismas  cargas  y 
obligaciones. 

Mezclarse  sin  necesidad  en  la  vida  social  es  acostumbrar 
á  la  nación  á  vivir  en  perpetua  minoría  y  á  mendigar  la  tu-* 
tela  del  gobierno  en  los  actos  mas  sencillos  de  su  existencia. 
A  fuerza  de  ver  que  nada  se  hace  sino  por  orden  ó  mediante 
la  aut¡órizacion  del  poder  central ,  la  actividad  individual  se 
adormece  y  los  particulares  se  habitan  á  no  contar  con  sus 
propias  fd^zas  y  á  requerir  protecciff  é  impulso  donde  solo 
debe  otorgárseles  libertad.  El  espíritu  público  también  se 
vicia  y  |a  opinión  se  corrompe,  haciéndose  á  considerar 
como  regla  de  todos  los  actos  administrativos ,  no  la  legali-^ 
dad,  sino  la  voluntad  de  la  administración.  Entonces  el  respe- 
^  lo  al  poder  sustituye  en  los  ánimos  al  respeto  á  la  ley,  cuyA 
idea  se  oscurece  y  al  fin  se  eclipsa  ocultándose  detrás  del 
magistrado.  Por  otra  parte,  en  un  régimen  administrativo 
excesivamente  centralizado  ^  el  ministro,  no  puede  elevar  su 
inteligencia  á  las  altas  cuestiones  de  legislación ,  de  política, 
de  economía  y  su  genio  espira  abrumado  con  el  peso  de4os 
expedientes. 

^9._No  obstante  que  la  justa  centralización  es  un  bien^ 
puede  á  vec^s  no  convenir  á  tal  pueblo  cuyas  circunstancias 
físicas  ó  morales  repelen  temporalmente  la  aplicación  de  un 
.  régimen  uniforme  k  la  administración  del  estado.  Entonciss 
debela  administración  empezar  por  introducir  la  unidad,  y 
sobre  esta  ^se  establecer  la  centralización,  corrigiendo  las 
ideas  ó  atemperando  los  intereses  opuestos  á  dicho  principio, 
porque  no  es  ia  centralización  quien  conduce  á  la  unidad, 
sino  esta  quien  nos  guia  hacia  aquella.  La  unidad  se  funda 
en  vínculos  morales;  mas  toda  centralización  facticia  solo 
existe  por  la  fuerza. 

S8.— Varias  son  las  causas  de  que  depende  la  unidad  ma^ 
terial  y  moral  de  los  pueblos,  y  que  por  consiguiente  facili- 
tan ó  dificultan  el  establecimiento  de  una  administración 
central:  las  principales  pueden  referirse  á  .las«¡giñentes. 

S9.— En  primer  lugar  las  condiciones  topográficas  de 
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cada  regioa,  porque  aquellos  territorios  que  por  efecto  de  sus 
limites  naturales  quedao  como  encerrados  y  viven  en  un  casi 
completo  aislamiento  de  los  contiguos,  carecen  de  mancomu- 
nidad de  ideas  é  intereses  con  sus  vecinos,  y  no  comprenden 
otra  vida  colectiva  fuera  de  la  existencia  puramente  local. 
Este  inconveniente  puede  combatirlo, y  vencerlo  toda  admi- 
nistración celosa,  abriendo  vias  fáciles  de  comunicación  á 
cuya  inOuencia  benéfica  se  deberá  que  el  valle  escondido 
salga  á  la  luz  del  dia,  entre  en  cambios  con  las  tierras  co- 
marcanas y  sus  moradores  formen  parte  de  una  grande  fami- 
lia de  la  cual  vivieron  hasta  entonces  alejados. 

40.— En  segundo  lugar  las  tradiciones  históricas ,  cuan- 
do cada  fracción  del  territorio  nacional  ha  formado  un  esta- 
do independiente',  con  sus  leyes  y  dialecto  particulares,  con 
sus  principios  y  magistrados  distintos,  con  sus  glorias  y  re- 
teses aparte.  Remover  un  obstáculo  semejante  es  obra  del 
tiempo,  no  porque  todo  haya  de  abalidonarse  á  la  acción 
corrosiva  de  los  siglos;-  sino  porque  la  administración  no 
puede  ejercer  aquí  su  imperio  mandando  en  los  caracteres, 
en  los  hábitos,  en  el  lenguaje  f  recuerdos  de  un  pueblo  en-r 
tero.  En  tal  caso  es  preciso  ínOuir  en  la  opinión  ,  modificar 
los  intereses,  desarraigarlas  costumbres  ofreciendo  á  este 
pueblo,  en  cambio  de  los  beneficios  de  su  antigua  existeu- 
eia  local ,  otros  mayores  en  la  vida  colectiva  moderna.  £1 
fomento  de  la  agricultura,  la  protección  á  las  artes  y  al  co- 
mercio, y  un  buen  sistema  de  enseñanza  pública  infiltrarán 
una  sangre  nueva  en  esa  sociedad  caduca,  la  cual,  as^  re- 
juvenecida, aceptará  sin  repugnancia  los  vinculos  de  fra- 
ternidad que  se  le  ofrecen,  y  ahogará  sus  sentimientos  de 
egoismo  local  en  otro  no  menos  vehemente  y  mas  generoso, 
en  el  espíritu  nacional.  ^  * 

41. — También  obsta  ala  unidad  de  los  pueblos,  y  por 
eonsiguiente  á  su  centralización,  la  falla  de  uniformidad  en 
sus  leyes;  pero  estas  divergencias ,  cuando  no  arraigan  en 
las  causas  anteriormente  dichas,  se  combalea  con  facilidad 
suma.  Es  obvio  que  no  debe  existir  en  cada  nación  sino  un 
código  civil  y  un  solo  fuero,  salvas  aquellas  leve|  escepcio- 
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Bes  que  lajuslieia  óia  confenieucia  reclamareD,  comdel 
fuero  eclesiástico,  el  militar  y  alguQ4>tro. 

4)i.— >La  (alta  de  armonía  entre  tos  intereses  económicos 
de  las  distintas  fracciones  del  territorio  embarazan  iguaU 
mente  la  acción  de  todo  poder  central;  porque,  cuando  son 
extensos  los  estados,  a^brazan  regiones  desiguales  por  razón 
del  clima,  del  carácter  de  sus  habitantes  y  de  los  productos 
de  su  suelo  y  de  su  trabajo.  En  los  pueblos  septentrionales 
predominan  comunmente  las  artes,  así  como  la  agricultura 
en  las  tierras  del  mediodia.  El  espíritu  industrial  propende 
á'un  sistema  comercial  restrictiyo;  y  por  el  contrario,  la 
agricultura  se  inclina  mas  hacia  la  libertad  del  comercio.  De 
aquí  nacen  pretensiones  opuestas  difíciles  de  ¿onciUar  y  por 
consiguiente  de  avenir  con  la  unidad  en  la  legislación  ad- 
ministrativa. En  tales  circunstancias  debe  la  administra- 
ción, lo  primero,  ilustrar  la  opinión  general,  procurando  6e 
difundan  y  bagan  papulares  aquellas  doctrinas  de  las  cuant- 
íes penden  el  feliz  desenlace  de  las  mas  arduas  cuestiones 
de  la  economía  pública;  y  debe,  lo  segundo,  intervenir  apU^ ' 
cando  las  ideas  á  los  hechos*  transigiendo  entre  los  interesa- 
ses antiguos  y  las  tendencias  modernas,  pero  con  prudea-*- 
cia,  con  imparcialidad,  sin  afecciones  de  escuela,  ni  espi'^ 
ritu  de  provincialismo,  dando  á  cada  dificultad,  no  tanto 
una  solución  rigorosa  conforme  á  los  principios,  cuanta 
una  solución  conveniente  según  las  circunstancias  de  espa- 
cio, tiempo  y  lugar  que  suavizan  la  aspereza  de  las  teprias^ 

4S«^La  falta  de  uniformidad  en  las  creencias  es  el  obs^ 
táculo  mas  poderoso  á  la  centralización  administrativa.  La 
unidad  política,  si  no  se  destruye ,  se  debilita  sin  la  unidad 
religiosa.  El  vinculo  sagrado  de  las  conciencias  que  liga  á  to- 
dos to^hombres  con  el  mismo  Dios  y  los  postra  ante  el  mis^ 
mo  altar,  tiene,  ademas  de  una  importancia  esencialmente 
divina,  un  interés  paramente  humadb.  Si  es  vtii  parala 
consolidación  de  los  estados  ser  regidas  por  una  sola  ley  ci- 
vil ,  es  útil  también  profesar  igual  religión.  Entonces  ni  d 
espíritu  de  secta  los  divide,  ni  la  diversidad  de  preceptos  los 
separa.  I^  sociedad  política  y  la  sociedad  religiosa  ^  cada 
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ysa  co^  SQS  l^zos ,  forman  ua  doble  vioculo  cotopaeslo  de 
precefitos  divinos  y  leyes  humanas  que  recfprocameqXe  se 
auxilian. 

Ninguna  religión  iguala  al  catqjicismo  para  fundar  la 
anidad  política  en  la  uoidad  religiosa.  Lo  invariable  del  dog- 
ma, la  autoridad  de  la  Iglesia  y  el  orden  gerárquíco  de  sus 
ministros,  le  atribuyen  ana  superioridad  iaconlesiable  res- 
pecto á  las  sectas  protestantes  y  á  otras  creencias  cuales- 
quiera. Es  un  deber ,  pues ,  de  la  admioistracion  conservar 
eita  feliz  anidad  que  en  medio  de  las  discordias  civiles  mas 
«angrienlas  puede  todavía  moderar  los  excesos  populares*  ó 
ayadar  á  restablecer  la  concordia  entre  los  ánimos  dividi- 
dlas por  la  exaltación  ^  las  pasiones;  pero  este  deber  babrá^ 
de  complírse  sin  imponer  á  la  coaciepcia  leyes  de  rigor,  sin 
lalUr  al  principio  de  la  tolerancia. 

44* — La  centralización  ofrece  en  efecto  bienes  á  la  socie- 
dad; pero  no  puros,  sioo  en  ca9)bio  de  algunos  males. 

M.^Con  la  ((^ralizacion  administrativa  todos  los  re* 
«oriea  sociales  .se  reunea  en  an  pual»,  y  todas  Las  fuerzas 
CLOnflayen  en  Ja-ciudad  dondie  tiene  su  asiento  el  gobierno 
de  la  nación.  De  allí  parten  las  ley^  y  el  impulso  que  co- 
munica un  movimiento  uniforme  áiodala  máquina  deles- 
lado.  Si  una  invasión  extranjera  ó  una  revolucioa  inferior 
trioafan  un  instante  de  la  ^^pilal,  se  organizan  al  momento 
y  dominan  todo  el  territorio  acostumbrado  i  prestar  dócil 
ab^ienciaásu  metrópoli;  desperté  que  el  poder  queda á 
pierced  del  primer  ocupante. 

Este  peligro  es  real,  es  positivo;  mas  está  contrabalan- 
ceado con  la  ventaja  de  que  también  en  una  capital  pre- 
ponderante se  reúnen  mas  medjos  de  resistencia  á  los  eiA- 
«digos  iateriores  y  exteriores  del  reposo  público.  Ué  aquí 
^oíao  U.  Cormenin  espone  en  su  habitual  estilo  las  venta- 
jas de  la  centralización  para  repeler  una  agresión  extranje- 
ra. tEa  un  solo  instante  el  gobierno  quiere,  el  ministra 
manda,  el  prefecto  comunica,  el  alcalde  •ejecuta,  los  ejér- 
citos marchan,  las  e|puadras  navegan,  se  toca  k  rebata,  re- 
tumba el  cañón  y  la  Francia  está  en  piel  y>  Iguales  medios 
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se  emplean  para  sofocar  una  conmoción  interior  ó  nna  gnei^- 
ra  civil. 

4«.— tel  segando  peligro  verdadero  es  que  una  centralí-- 
zacion  desmedida  amenaza  la  libertad  de  los  cindadanos  cu- 
yos derechos  corren  el  riesgo  de  ser  absorbidos  por  un  po- 
der robaste  j  fuerte.  Sin  embargo,  este  peligro  no  es  tan 
formidable  que  no  tenga  su  correctiva  natural. 

Bajo  cualquier  forma  de  gobierno,  el  poder  ejecutivo  se- 
rá siempre  nn  agente  sobordinado  al  legislativo,  quien  le 
dic^asu  organización  y  seílala  límites  á  su  autoridad.  La  in- 
dependencia del  poder  legislativo  descansa  en  la  fuerza  de 
las  instituciones,  estas  en  la  opinión,  y  la  opinión  se  apo- 
.ya  en  la  libertad  de  imprenta.  Mientras  este  derecho  político 
exista,  los  ciudadanos  no  vÍTirán  sin  garantías;  y  si  el  poder 
central  lo  conculca,  queda  aun  la  opinión  ferviente  y  uná- 
nime que  defenderá  fas  instituciones,  y  detrás  de  ella  viene 
un  poder  público  que  exigirá  la  responsabilidad  á  sus  man- 
datarios.. Si  estos  frenos  no  bastan ,  es  poipie  las  institueio- 
nes  no  son  todavía  ó  dejaron  ya  de  ser  adecuadas  para  aquet 
pueblo,  cuyo  espíritu  nacional  requiere  otras  distintas.  El 
dafip  no  está  en  la  organización  administrativa,  srno  en  la  or- 
ganización política  que  exige  un  cambio. 

49.^Si  se  objeta  á  la  centralización  que  la  sociedad  debe 
fundarse  en  la  unión  y  no  en  el  aislamiento  de  los  hombres, 
contestamos  que  la  centralización  no  aisla  al  hombre,  antes 
por  el  contrario  sustituye  á  una  agregación  tan  limitada  como 
la  que  constituye  un  pueblo,  otra  agregación  indefinida  que 
forma  el  estado.  .  « 

^Si  se  combate  diciendo  que  importa  no  extinguir  la  vida 
local,  los  intereses  de  pueblo  y  las  afecciones  íntimas  y  casi 
familiares  de  nacimiento  ó  vecindad,  replicamos  que  una 
centralización  bien  entendida  respeta  y  protege  aquellos 
afectos  é  intereses  locales  qae  pueden  coexistir  con  el  bien 
público,  los  ordena  y  combina  y  les  señala  soesfera  legal. 

Si,  en  fin,  rep'elen  el  principio  en  nombre  de  la  econo- 
mía 5  considerando  que  la  administración  no  puede  ejercer 
el  cúmulo  inmenso  de  atribuciones  que  la  centralización  de- 
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^  posita  ea  sos  maoos,  respondemos  que  |a  verdadera  centra- 
lizacion  es  el  órdea  y  el  orden  es  también  economía;  y  por 
último,  proclamar  el  principio,  no  es  defender  los  abusos 
cometidos  en  sn  aplicación. 

48.— Toda  nación  cuyo  régimen  político  consistiere  en 
la  descomposición  4el  poder  social  en  varios  poderes  púUi* 
eos,  ha  menester  Y  mas  qoe  los  otros,  de*la  centfalizacion 
administrativa,  porque  cuanto  el  poder  pierdf  en  energía 
por  efecto  de  aquella  desmembración,  oti^o  tanto  con  esta 
concentración  debe  ganar  en  fuerza.  Asi  sucede  que  á  nin- 
guna organización  política  cuadra  mejor  la  centralización 
administrativa  que  fc  los  gobiernos  en  donde  se  ejercita  el 
derecho  electoral,  ó  en  donde  los  ciudadaoos» son  llamados, 
á  emitir  sus  sufragios  para  la  constitución  ^\  pod^r  y  á  par-r 
ticipar  de  la  administración  del  estado.  Y  no  solo  la  nece* 
sidad  de  erigir  un  gobierno  fuerte,  sino  tam1)ien  el  espíritu 
reinante  en  los  pueblos  asi  constituido  los  inclina  hacia  la 
centralización,  porque  a  elegir ,  dice  Mr.  Cormenin*  es  aso* 
ciarse,  y  asociarse  es  centralizar. i» 
49.—  IV.  La  administración  debe  ser  independiente. 
Los  obstáculos  invencibles  al  movimiento  libre  de  la  ad- 
ministración .comprometerán  los  intereses  públicos  cuya  de- 
fensa  requiere  una  vigilancia  y  una  previsión  constantes..  De 
aquimace  que  el  poder  ejecutivo  á  cuyas  manos  está  con- 
fiada la  gestión  de  los  intereses  comunes,  debe  caminar  con 
independencia  absoluta  del  poder  legislativo.  No  es  decir 
que  la  administración  no  reconozca  la  superioridad  de  la  ley, 
que  no  deba  recibir  do  ella  la  organización  conveniente, 
ni  haya  de  obedecer  las  reglas  señaladas  á  su  accÍQ§ ,  '6  que 
pueda  salvar  impunemente  los  líinites  trazados  á  su  acti« 
vidad. 

Dejar  expedito  el  cjurso  de  la  administración  es  cuanto 
conviene  á  la  mutua  concordia  ide  ambos  poderes.  Una  au* 

'  toridad  colectiva  es  apta  para  la  deliberación,  y  para  la  eje- 
cución ana  autoridad  unipersonal ;  y  por  eso,  tan  impropio 
sería  de  toda  asamblea  legislativa  ofrar,  como  discutir  age* 
no  de  la  administración. 
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4M.-*-La  indepen<)eacia  de  la  admioistracioD  estaría  com- 
prometida si  no  tQfiese  nioguna  potestad  coercitiva  ó  care- 
ciese absolataneete  de  facultades  para  exigir  la  flel  obser- 
vaocia  de  sus  actos,  aplicando  peuas  pecuniaria  ó  corpo- 
rales dentro  de  ios  límites  de  una  simple  corrección  ó  por 
vía  de  disciplina.  El  poder  legislativo  dekga  en  la  adminis** 
tracton  esta  parte'  de  funciones  propias  del  orden  judicial ,  & 
fin  de  robui^cer  su  acción  y  completar  su  existencia,  reser- 
vando el  conocimiento  de  las  faltas  graves  y  de  los  delitos 
contra  la  autoridad  á  los  jueces  competentes. 

6t.—  V.  La  administración  debe  ser  respomable. 
Todos  los  actos  admiaistrativos  deben  estar  sujetos  ¿res- 
poasabilidad ,  .porque  toda  administración  es  un  poder  subor- 
dinado al  poder  legislativo  cuya  voluntad  ejecuta.  La  ley  sé- 
llala limites  á  la  autoridad  administrativa,  como  ft  todos  los 
poderes  del  estado;  pero  estos  limites  serian  ilusorios  y  las 
transgresiones  frecuentes,  si  no  tuviese  la  administración  un 
freno  en*la  responsabilidad  de  sus  agentes.  Tanto  mas  seve^ 
ra  habrá  de  ser  la  responsabilidad,  cuanto  mas  independiente 
la  acción  administrativa,  á  fin  de  que  ni  el  gobierno,  jbí  (Bus 
mandatarios  abusen  de  las  facultades  coercitiva!  que  1^  ley 
les  confiere  como  necesario  complemenio  de  su.antoridad. 

6l»-^De  esto  se  sigue  que  ios  agentes  del  orden  adminís* 
Irativo  ejercen  cargos  amovibles  á  voluntad  del  gefe  SiH)re^ 
mo  en  el  orden  gerárquico,  el  cual  habrá  de  reasnoair  en  s» 
persona  la  responsabilidad  de  todos  sus  subalternos.  Por  tanr 
to  es  preciso  que  sea  libre  la  elección ,  pues  á  jiadie  se  obli-^ 
ga  á  responder  sino  de  nn  hecho  propio  ó  de  los  actos  de  su 
maodatyio.  Suele  la  ley ,  noobstanie,  circunscribir  la  elee^ 
don  á  un  determinado  námero  de  personas  revestidls  de  cier- 
tas cualidades;  mas  como  nunca  la  elección  queda  tan  conr- 
creta  que  falte  la  espontaneidad  del  nombramiento;  y  como 
por  otra  parte  se  acepta  ó  se  retiene  el  poder  con  aquella 
condición,  jamás  una  escepcion  semejante  es  razón  para  ate* ' 
nuar  la  responsabilidad  de  qníen  mueve  la  máquina  admi  - 
nistrativa.  * 

6S.— -En suma,  analogía  cenias  instituciones  políticas, 
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actividad,  ceDlralizacioo ,  iodepeodenciay^esponsabilidad^ 
son  los  caracteres  comunes  á  cualquiera  admioistracioü,  ó 
las  leyes  generales  de  toda  organización  administrativa.  El 
examen  de  dichos  caracteres  nos  ha  conducido  á  esponer  una 
serie  de  principios  y  doctrinas  relativas  %  la  administración 
pura  que  hallarán  conyQBiente  desarrollo  y  aplicación  opor- 
tuna en  el  discurso  de  esta  obra.  La.  teoría  nos  abrirá  las 
puertas  de  la  práctica;  la  ciencia  de  la  administración  ilu- 
minará el  derecho  administrativo. 
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CAPÍTULO  I. 

De  la  Baiaral<»Ba  y  faenietf  del  dereelio 
admlnisiraÜTo . 

54.— Relación  entre  la  ciencia  y  58.— Orígenes  del  derecho  adAii- 

el  derecho  administrativo.  nistrativo. 

55. — Definición  del  derecho  ad-  59.~La  ley,  prinfera  fuente  del 

mí  nistrativo.  '  derecho  administrativo. 

56.— Diferencias*  entre  éste  y  el  60 — Preceptos  de  la  administra- 
civil,  cion ,  sesanda  fuente. 

57 .—Por  qué  el  derecho  adminis*  6 1  .—Jurisprudencia  administrati- 

«   trativo  carece  de  historia.  va,  tercera  fuente.        ^ 

#4.— Hasta  aquí  hemos  considerado  únicamente  la  cien- 
cia pura  ó  la  administración  en  abstracto;  pero  desde  aho- 
ra concretamos  nuestros  estudios  á  la  España,  y  emprender 
mos  la  exposición  de  su  derecho  administrativo. 

Si  la  ciencia  de  la  administración  iilt|uiere  las  relaciones 
naturales  del  estado  con  sus  miembros  y  enseña  los  princi- 
pios que  deben  guiar  al  soberano  cuando  intenta  someterlas 
aun  régimen  legal,  las  leyes  administrativa^  verifican  la 
teoría  dictando  preceptos  de  equidad ,  estableciendo  reglas 
de  orden,  confiriendo  derechos  é  imponiendo  obligaciones. 
Hay,  pues,  entre  la  ciencia  y  el  derecho  administrativo  una 
diferencia  tan  esencial  y  profunda,  coma  existe  entre  las 
relaciones  naturales  y  las  legales  de  la  administración  con 
los  administrados.'La  ciencia  es  absoluta:  el  derecho  es  re* 
Ritivo. 

66.— aEl  derecho  administrativo,  será  pues,  el  conjunto 
de  leyes  que  determinan  las  relaciones  de  la  administración 
con  los  administrados.»  De  donde.se  colige  que  el  derecho  ad« 
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miDíslrativo  difiere  del  civil  por  razón  de  su  objeto,  de  su  fio 
y  de  sus  medios.     . 

6e«— Por  razoa  del  objeto,  porque  así  como  las  leyes  ci- 
viles versan  sobre  materias  de  interés  privado,  las  adminis- 
trativas se  ocupan  en  cosas  de  interés  público.  Por  razón  del 
fin  inmediato,  porque  el  flerecbo  civil  busca  el  bien  gtneral  en 
el  particular,  mientras  el  derecho  adnftnistrativo  labra  la 
dicha  del  individuo  procurando  la  ventura  común.  T  por  ra- 
zón de  los  medios,  pues  la  aplicación  de  la  ley  civil  está  en- 
comendada á  una  magistratura  independiente  é  inamovible, 
pbder  distinto  del  legislativo  j  ejecutivo,  en  tanto  que  el  de- 
recho administrativo  emana  en  su  mayor  parte  de  la  admi- 
nistración misma,  y  ella  cuida  generalmente  de  la  obser- 
vancia de  sus  propias  disposiciones. 

Otra  diferencia  notable  se  advierte  entre  ambos  derechos 
procedente  de  la  base  en  que  estriban  unas  y  otras  leyes. 
Fúndanse  las  civiles  en  lajt^^tcta  un^frsal,  descansan  en 
principios  de  eterna  verdad,  y  por  consiguiente  en  susapli- 
caciones  descúbrese  siempre  mucha  analogía  á  pesar  de  la 
varíedacyie  los  tiempos  y  la  distancia  de  los  lugares.  Mas  el 
derecho Híministrativo  reconoce  -como  fundamento  la  eqúi^ 
dad.,  y  por  eso  es  en  sumo  grado  variable.  De  snerte  que  el 
derecho  civil  es,  por  decirlo  así,  preexistente  ó'sín^rior  i  los 
códigbs,  y  el  derecho  administrativo  es  creación  de  la  ley, 
y  por  tanto  positivo  ó  arbitrario. 

69.— De  ahí  procede  que  el  derecho  administrativo  no 
tenga  una  historia  común  á  semejanza  del  civil,  y  que  es- 
*te  carezca  del  carácter  especial  y  colorido  propio  que  aquel 
toma  en  cada  pueblo.  Las  relaciones  privadas  son  casi  las 
mismas  en  .todos  tiempos  y  lugares;  las  relaciones  públicas 
están  sujetas  á  continuas  y  profundas  mudanzas. 

69.— El  derecho  administrativo  ha  existido  siempre,  por- 
que la  administración  no  ha  faltado  nunca.  El  cuidado  de  ad-. 
ministrar  es  tan  antiguo  como  la  sociedad ,  y  su  ejercicio 
una  condición  esencial  de  toda  existencia  colectiva.  Lq  úni- 
co que  debemos  á  nuestra  época  es  la  clasificación  de  las 
leyes  relativas  á  la  administración  pública,  el  aislamiento 
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de  sas  prineipios  y  la  deducción  de  una  serie  de  consecoen" 
cías  pertenecientes  á  este  nuevo  orden  de  ideas:  en  suma, 
al  espíritu  analítico  del  siglo  somos  deudores  de  la  teoría  en 
cuanto  á  las  doctrinas,  y  del  sistema  en  cuanto  á  la  organi* 
zacioú. 

Sucálió  con  la  administración  lo  que  con  la  eeon^mia 
pública,  que  ante#de  ser  conocido  ni  aun  el  nombre^  se 
practicaban  sus  máximas  con  mas  ó  menos  acierto;  y  en  es- 
ta parte  de  la  ciencia  que  pudiéramos  llamar  latente,  mas 
bien  sentida  que  explicada,  es  en  donde  se  puede  inquirir 
ia  historia  y  buscar  los  materiales  del  derecho  moderno.  Por 
eso  las  leyes  adq^inistrativas  se  hallan  mezcladas  y  confun- 
didas con  las  cíTiles  hasta  el  extremo  de  ser  necesario  con- 
sultar nuestros  primitivos  códigos,  si  hemos  de  adquirir  un 
perfecto  conocimiento  del  derecho  administrativo;  y  así,  por 
no  incurrir  en  gravas  errores,  al  hojear  las  voluminosas  co- 
lecciones de  nuestr^Jeyes,  debemos  tener  presente  á  cada 
instante,  que  unas  son  relativas  al  estado  y  cualidad  de  las 
personas,  i  la  propiedad  privada,  á  la  represión  y  castigo  de 
los  delitct^,  cuyo  conjunto  forma  el  derecho  civil ;  jotras  tíe* 
nen  por  objeto  el  poder,  la  organización,  los  deleres  y  las 
atribuciones  del  gobierno  en  negocios  de  interés  público,  las 
cuales  cofistituyen  el  derecha  administrativo. 

•&•.—<! La  ley  ordena  y  establece  reglas,  determina  1^  de^ ' 
rechos  políticos  y  civiles  conforme  ala  Constitución,  decreta 
las  cargas  de  los  ciudadanos,  autoriza  los  gastos,  constituye  Ja 
fuerza  pública  y  mueve  con  su  mano  soberana  todos  los  in- 
tereses sociales,  morales  ó  materiales,  exteriores  ó  domes-* 
ticos,  individuales  ó  colectivos  (\),^  Las  leyes,  pues,  son  la 
fuente  mas  pura  y  el  mas  alto  origen  del  derecho  adminis- 
trativo. 

•o.— Mas  la  ley  es  general  (communepríBceptum);  solo  es- 
tablece principios,  no  prevén  no  desciende  á  pormenores: 
asienta  las  reglas  fundamentales  y  determina  las  formas  esén* 
cíales  del'  ejercicio  de  los  derechc^;  la  administraciones 

(1)    M.  Vivien,  ÉtadesadmiDistratives,  pá^f.  3. 
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qaien  ejecuta,  explica  y  acomoda  el  priacipio  de  la  acción  k 
las  circunstancias,  haciendo  veces  de  tin  lazo  entre  el  hecho 
y  el  derecho,  entre  lo  relativo  y  laabsolato.  De  suerte  que 
ejecotar  la  ley  no  es  para  la  administración  lo  que  para  el 
jue^  mantener  la  integridad  de  un  testo  literal,  ó  exigir  ma- 
terial obediencia  á  un  precepto;  sino  emplear  las  fuerzas  vi- 
vas de  la  sociedad  en  desarrollar  y  animar  el  pensamiento  del 
legislador  en  cuyo  espíritu  está  empapada,  pues  con  tal  ob- 
jeto le  asocia  á  sus  delicadas  tareas.  «La  ley  manda  ó  prohi- 
be, pero  no  obra:  contiene  (an  solo  el  firincipio  y  la  fuente 
dé  la  acción.  Quien  imprime  el  movimiento  es  la  administra* 
don,  ora  aplique  la  ley  por  si ¿nisma,  ora  asegure  la  ejecu-- 
cton  de  las  sentencias,  después  que  la  aotoridad  judicial  ha 
decidido  las  cu^tiones  de  interés  pVivado.    « 

Las  disposicíonea  de  la  administración  misma  son,  por 
tanto,  la  segunda  fuente  del  derecho  administrativo. 

M.^EI  derecho  administrativo  tiene,  como  el  civil,  sa 
legislación  y  su  jurisprudencia.  Coliponen  su  legislación  esa 
multitud  de  leyes  y  disposiciones  administrativas  que,  si 
bien  no  se  hallan  codiGcadas,  sino  esparcidas  ¿  ineoheren^ 
tes,  no  dejan  de  ser  de  observancia  obligatoria. 

L^  jurisprudencia  administratim  fúndase  en  precedentes 
bien  observados  y  definidos^  de  cnyoerxámen  se  derivan  re-^ 
glas  de  interpretación  qoe  el  Consejo  Real  consagra  en  de- 
cisiones solemnes,  constituyendo  por  su  multitud  é  impor-* 
lancía  una  segunda  legislación. 

CAPÍTULO  n. 

He  li^  tndefieiidemeia  reeipr^e*  j  niúitiuui  relí^- 

«iones  de  lo«  podeiüe*  péOMemm. 

m 
6S.«-^Priocipio  fandam^Dial  del  lativoylaadmísistnicioQ. 

derecno  admÍDÍstrativo,  68.— UsorpacioD    reciproca   de 
63  .—Potestad  legis1atl?a.  sns  nfbaltades. 

94.— Actos  legishtivotf.  69.-^?ot«6tad. ejecutiva. 

6&.— Derogación  de  la  ley.  70. — Extensión  de  As  preroga- 
66. — Interpretación.  tivas. 

67.— Concordia  del  poder  legís-  71.— Delegación    constitucional 
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de  la  facultad  de  ¡oterpre-  76.— j^uid  si  los  actos  de  k  au-^ 
lar  la  ley  en  el  poder  eje-  toridad   admiaistrativa    oo 

cutÍYO.  emanaseD  del  ejercicio  íegi- 

72.— Delegación  extraordioaria.  ¿imo  de  sus  atribuciones? 

73.-^Pote8tad  judicial.  77.— Interpretación  doctrinal  de 

74.— Independencia  mdtua  de  las  los  actos  administrativos, 

autoridades  judiciales  y  ad-  78.— Interpretación  por  viH  de 
ministrati?as.  autoridad. 

75.— Se  prestan  recíprocoauxilio 

•9.— Los  gobiernos  representativos  i^  regímenes  consti- 
tucionales descansan  en  un  principio  que  puede  llamarse  el 
fundamento  de  esta  organización  política,  á  saber,  la  divi- 
sión del  poder  §ocia1  en  tres  poderes  públicos,  el  legislativo, 
el  ejecutivo  y  el  judicial  que  están  en  mutuo  contacto,  pero 
que  también  mutuamente  se  limitan. 

Como  el  derecho  administrativo  ocupa  una  región  me- 
día entre  el  politico  y  el  civil ,  pues  toca  el  primero  por  su 
parte  superior  y  por  el  extremo  inferior  raya  con  el  segun- 
do; el  poder  administralíiPo  reconoce  límites  precisos  y  exac- 
tos que  su  acción  debe  respetar  conforme  á-  la  letra  de  las 
leyes  y  al  espíritu  de  la  Constitución.  Conviene,  pues,  expo- 
ner el  testo  y  declarar  el  sentido  de  estas  leyes  que,  siendo 
fundamentales  en  cuanto  al  orden  político,  lo  sonigualmen* 
te  con  respecto  al  orden  administrativo. 

es.— La  potestad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Cortes 
con  el  Rey  (4),  de  suerte  que  el  poder  legislativo  es,  según 
la  Constitución  espafiola,  un  poder  colectivo  en  cuya  com- 
posición entran  el  Congreso  de  los  diputados,  en  donde  tie- 
nen viva  representación  los  elementos  mas  movibles  de  la 
sociedad;  el  Senado,. en  donde  se  refugian  sus  elementos  con- 
servadores, y  el  Monarca  en  quien  se  personifica  el  estado 
con  sus  elementos  de  perpetuidad. 

Vi  Rey  y  cada  uno  de  los  cuerpos  colegisladores  tienen 
la  iniciativa  de  las  leyes,  escepto  las  relativas  á  contribucio* 
nes  y  crédito  público  que  deben  presentarse  primeramente 
al  Congre^  de  los  diputados  (2). 

(1)    Art.  12  de  la  Constitución  de  1845. 
(S)    ArU.  35  y  36. 
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No  solo  inflaye  el.  Rey  en  la  formación  de  las  leyes  por 
medio  de  la  inicialÍYa,  que  á  su  oombre  ejercen  los  minis- 
tros responsables  ^  sino  haciendo  uso  de  la  prerogali?a  de 
coDceder  ó  denegar  libremente  la  sancioa  á  los.proycictos  de 
ley  aprobados  ya  en  ambos  cuerpos  colegisladores  (i), 

64. — Como  el  poder  legislativo  es  soberano,  nadie  puede 
arrogarse  sus  atribuciones  y  menos  todavía  reformar  sus  ac* 
tos.  Asi  que  nadie  tiene  facultad  para  establecer  leyes,  mo- 
dificaré abolirías  antiguas,  sino  el  mismo  poder  legislativo; 
principio  de  eterna  verdad  que  los  jurisconsultos  roixranos  ex- 
presaban con  admirable  coneision  en  aquella  máxima  tan 
sabida:  Ejus  est  toMere,  eujus  est  condere. 

•5.— La  derogación  de  una  ley  puede  ser  expresa,^  en  vir- 
tud de  otra  ley  posterior  contraria,  ó  tácita  por  efecto  de  una 
costumbre  legal.  El  derecho  consuetudinario  tiene  en  Espa- 
ña fuerza  de  derecho  escrito,  aun  contra  testo  expreso  cuan- 
do reúne, las  condiciones  requeridas  (S).  En  tal  caso  existe 
una  raxoD  legal  para  dar  fuerza  derogatoria  á  la  costumbre,  k 
saber,  el  consentimiento  presunto  del  soberano,  y  otta  razón 
de  alta  conveniencia  pública,  cual  es  la  necesidad  de  dar 
firmeza  y  seguridad  á  todos  los  derechos  antiguos,  Jegiti-^ 
mándelos  por  medio  de  la  prescripción*  ¿Qué  derecho  pu- 
diera haber  superior  á  toda  coi^roversía^  si  las  costumbres 
legitimas  no  pusiesen  coto  á  t^nta  arbitrariedad  y  á  tanesi- 
pantoso  caos ,  como  nacerian  de  la  resurrección  de  mil  olvi- 
dadas leyes? 

También  ocurre  la  derogación  tácita  cuando  la  existen^- 
cia  de  una  ley  anterior  es  incompatible  con  la  observancia  de 
otra  posterior  fundada  en  principios  nuevos ;  mas  entonces 
la  derogación  no  será  sin  embargo  totaU  sino  parcial,  es  de- 
cir ,  Kmitada  á  las  disposiciones  contradictorias  á¡irreconci- 
liables  con  las  últimas  eislablecidas;  mas  en  casos  tates4 
conviene  proceder  con  suma  cautela.  No  basta  que  una  ley 
aparezca  en  disonancia  é  ^  oposficion  con  el  espíritu  conft«* 
tiittcional  para  creerla  derogada;  pues  si  haciendo  na  uso 

(1)    Art.  44  do  la  Gonstilucion. 
(S)    Leyes  1,  2,  3,4yS,tit.  II,  Partil. 
Tomo  L  3 
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i«(liscrelo  de  la  máxima  no  hay,  det^echo  contra  el  deéecho 
ao9  creyésemos  autorizados  para  declararla  abclida»,,el  orden 
social  quedaría  i  merced  del  capricbo^de  las  uslerpi^taciofiei 
ihdividuales.  El  primer  deber  es  respetar  las  [ejes  exis-^ 
teates.  ' 

La  deregacion  expresa  es^  parcial  cuando  la  clánsulA^e-* 
fogaloria  se  halla  concebida  en  esta  fórmula  ú  oira  eNfoiva*^ 
4ente:  Quedan  derogadas  todas  ¡as  dispomciones  eontratiasá 
la  presenté  ley ;  pero  si  en  la  cláusula  derogatoria  se  deela^ 
iwen  expresamente  abolidas  todas  las  le^^^  anierioresi  i^ 
dero^acíM  seria  tptal,  de  lo  coal  tenemos  un  ejemplo  notan- 
ble  en  la  ley  de  8  de  enero  de  f845,  en  inyo  articiíio  <4S  j 
úUimose  dice :' Quedan  derogadas  todas  las  leyes  anterio^s, 
decretos  y  disposiciones  vigentes  sobre  organización  y  airibui^ 
dones  de  los  ayuntamientos. 

^•« — La  facultad  de  interpretar  la  ley ,  cuando  la  inteiv*> 
piretacioQ  es  auténtica  y  se  6ja  el  seniido  de  las  palabras  pcfr 
fia  de  alitofidad,  es  atribución  propia  de  quien  ejerce. Ja 
potestad  legisiali?a ;  y  asi  di  legislador  debe  acndirse,  si  tas 
tej^s> lucren  dudosas,  oscuras  ó  insuficientes  para  qtie  las 
ÍBiierprete,  declare  ó  reforme  (4).  Sin  embargo,  en  Ja  obra 
de  .la  interpretación  legal  cabe  mucha  parte  al?  podei'  ejeca^ 
ÜTó,  y^  sea  dictando  reglamentos  Como  encargado  dé  con^ 
vertir  el  derecho  en  hecho,  á.cuyo  fin  la  Constitución  oU>r^ 
ga  al  Bey  una  autoridad  tan  extensa,  cual  se  requiere  ps^ft 
hacer  ejecutar  las  leyes;  ó  bien. sentenciando,  porqie  teda 
interpretación  doctrinal  declarada  porün  jue7>  es  un  vairda- 
dero  juicio  y  la  verdadera  ley  de  las  parles. 

ttV.^No  obstante  que  el  poder  legislatíTO  e»  soberano  f 
en  este  concepto  el  administrativo  le  está  enteramente  snbof^- 
dinado,  conviene  que  no  se  turbe  laarmonia  cb&stítucioialpor 
el  deseo  inmoderado  de  ensanchar  sus  atribuciohes^  arro^in^^ 
dráe  otras  mp'ropias  de  su  índole  y  de  su  carácter  pufamen-^ 
te  preceptivo.  La  ley  es  letra  mtferta;  todo  lo  que  sea  actt^ 
dad ,  movimiento,  es  ageno  &  su  fnde^le  y  exirafio  4  mn  lan^ 

(1)    Leyes  14,  üi.  i,  PíTt,  I  jl  3^  tit.  ii,  lib.  3,  No?.  Recoja 
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eioaes.  La  Conslitucion  del  estado  delermiiia  los  límites  que 
separaD  la  acción  tegíslatita  de  la  adodioistraliva;  y  si  todavía 
quedase  algún  terreno  liligioso,  es  el  legislador  quien^  apli- 
cando los  principios  generales  át  la  ciencia  política,  debe 
dirínirr  la  cnesiion ,  no  coa  miras  indiscretas  de  arrojgarBO 
mas  ó  menos  facultades,  sino  con  absoluta  independencia  j 
ánimo  imparcial,  partiendo  siempre  de  la  pacifica  ideaqoei 
el  poder  legislativo  y  el  ejecutivo,  lejos  de  ser  eternos  riva- 
les, como  supuso  Mablj,  son  sinceros  aliados  y  se^ompletaff 
reciprocamente.  Si  alguna  vea  pu<}e  existir  isemejante  anti^ 
patía,  hoy  se  halla  extinguido  el  fnego  de  la  discordia,  por  lo 
menos  en  aquellas  naciones  qoe  gozan  de  libertad  política  y 
comprenden  su  ^ercicio;  porque  allí  hay  asambleas  deltbe^ 
rantes  que  trasmiten  su  espirita  y  hacen  heredero  dé  sos 
tradiciones  al  gobierno  nacido  en  su  seno  y  apoyado  con  sn 
voto/ 

es.— Todo  pues  conspira  Restablecer  ona  estrecha  alian- 
za entre  el  poder  legislativo  y  el  administrativo  ;•  mas  sin 
embargo  pueden  ocurrir  oonSictos  y  ann  cometerse  graves' 
usurpaciones.  En  estos  cases ,  cuando  Sobrevienen  coestib**' 
nes  de  (fudosa  solución,  ó  ouandoatgoo  poder  Craslimitá  la 
esfera  de  su  actividad  é  invade ,  sería  preferible  que  la  ai4 
ministraeion,  y  no  la  ley,  fuese  la  agresora.  La  opinión  péblh 
ca  en  contrario ,  aunqufé  sea  la  regla  mas  general ,  no  es 
siempre  la  mas  cuerda.  Si  la  superioridad  reconocida  del  pio^ 
der  legislativo  puede  disculpar  taatraccioíidefaboltades  er^> 
trafias,  esa  misma  superioridad  las  báce  también  mas  temí^ 
bles.  Al  arrogarse  la  admtuistracieá  focnitaries  legiriattvás; 
el  poder ,  así  menoscabado ,  ffoeda  todavía  €on  fuerzas  ba^ 
tantespara  revindicar  su^  dereckos ;  pero  siendo  la  ley  la 
usurpadora,  nada  ma«r  puede  hacer  la  administráai^moleñidi^ 
da  para  recobrar  el  ejercicio  de  los  suyos,  que  pedir  Ifr  rkf^- 
ración  del  agravio  en  noübre  de  losfrinoipiesv  pon}oelco^ 
mo  la  ley  eé  soberana,  no  kay  trámites  que  enfreaeii  sü  vo^ 
tuntad  6  la  inclinen  á  desprenderse  de  su  conquista,     i 

es.— «La  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en 
el  Rey,  y  su  autoridad  se  extiende  á  todo  cuanto  CjOndiice 
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á  la  coQservacioa  del  orden  público  eo  lo  interior ,  y  á  la 
segaridad  del  estado  en  lo  exterior,  conforme  á  la  Constitii- 
.  cion  y  á  las  leyes  (f  ).2>  £q  el  Rey ,  pues«  reside  la  plenitud 
del  poder  ejecutivo  que  ejerce  por  el  conducto  necesario 
de  sus  ministros  quienes,  con  su  responsabilidad  moral  6 
efectiva ,  protegen  la  persona  del  Monarca  sagrada  é  invio- 
lable según  la  Constitución  (2). 

vo.— En  el  poder  ejecutivo  reside  exclusivamente,  con- 
forme al  testo  constitucional,  k  facultad  de  desarrollar  el 
pensamiento  del  legislador  sin  corromperle  y  sin  atentar 
indirectamente  á  sus  prerogativas ,  abusando  del  derecho 
de  dictar  leyes  secundarias  para  explicar  las  primarias  y  dis- 
poner su  ejecución ;  derecho  inherente  á  la  naturaleza  de 
sus  funciones  que  son  propias  de  un  poder  activo,  y  en  nada 
semejan  al  efecto  de  un  instrumento  ciego  ó  al  movimiento 
de  una  máquina  empleada  en  exigir  obediencia  pasiva*á  los 
preceptos  del  legislador.         ^ 

Todos  cuantos  intereses  hay  en  la  sociedad  de  carácter 
permanente,  como  deGnir  los  derechos  del  ciudadano,  deter- 
minar el  estado  de  las  personas,  constituir  la  propiedad^ 
pertenecen  al  dominio  de  la  ley,  porque  la  ley  se  dicta  para 
qne  sea  regla  general  y  perpetua ,  y  por  eso  no  es  necesario 
que  la  acción  del  poder  legislativo  sea  constante  sino  inter- 
mitente. Y  al  contrario  todas  cuaata^  disposiciones  llevan 
impreso  el  sello  de  una  conveniencia  de  tiempo  ó  de  lugar, 
de  la  equidad  mas  Bien  que  de  la  justicia,  y  suponen  por  lo 
mismo  una  instabilidad  proporcionada  á  la  rapidez  ó  lenti- 
tud del  movimiento  social  al  que  están  subordinadas,  entran 
en  la  esfera  de  la  administración.  Tales  son  los  principios 
que  suplen  el  silencio  de  la  ley ,  al  trazar  la  Unea  divisoria 
de  la  acción  legislativa  y  administrativa. 

91.— Hay,  pues,  una  verdadera  delegación  constitucional 
del  derecho  de  interpretar  la  ley  en  favor  del  poder  ejecuti- 
vo; delegación  necesaria,  cuando  la  interpretación  no  es 
auténtica,  si  este  poder  ha  de  reunir  cuantas  atribuciones 

(1)  Art.  43. 

(2)  Árt.  4Í. 
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se  requieren  para  administrar  un  estado.  La  intermitencia 
de  la  acción  legislativa;  las  dificultades  que  la  experiencia 
enseña,  el  dasarrollo  de  los  pormenores,  la  previsión  de  todas 
las  hipótesis ,  la  avenencia  de  las  pretensiones  legitimas  y 
otros  mil  accidentes  son  objetos  que  huyen  á  la  perspicacia 
^el  legislador  y  que  la  administración  vé  y  palpa,  porque  está 
más  cerca  de  las  personas  y  de  las  cosas;  y  por  tanto  no  con- 
viene retirar  absolutamente  al  poder  ejecutivo  la  facnitad  de 
interpretar,  dejando  á  la  ley  convertida  en  un  lecho  de  Pro- 
custo á  cuyas  invariables  dimensiones  se  ajusten,  de  grada 
ó  por  fuerza,  los  intereses  de  todos. 

99.— Algunas  veces  el  legislador  reconoce  como  insafi- 
ciente  esta  delegación  ordinaria  y  reviste  al  poder  ejecutivo 
con  mas  extensas  facultades  para  interpretar  la  ley,  por 
medio  de  una  delegación  extraordinaria;  y  en  tal  casa  deben 
aparecer  claros  y  perfectamente  definidos  los  límites  de  esta 
especie  de  voto  de  confianza.  Cuaiido  es  la  delegación  ordi- 
naria, la  facultad  interpretativa  no  debe  salir  del  ancho  cir- 
culo descrito  por  el  espíritu  constitucional,  que  es  atribuir  ai 
poder  ejecutivo  la  autoridad  bastante  para  satisfacer  las  nece- 
sidades de  la  administración. 

98.— La  potestad  de  juzgar  ó  aplicar  la  ley  á  las  coestio- 
nes  de  interés  privado  reside  en  el  cuerpo  de  la  magistra» 
iura  Ó  en  los  tribunales  del  orden  judicial. 

La  administración  de  la  justicia  requiere  una  organiza- 
ción distinta  y  separada  de)  poder  administrativo.  La  iode^ 
pendencia  del  poder  judicial  está  consagrada  en  la  Constitu- 
ción que  declara  á  los  jueces  inamovibles  (4 ). 

La  justicia  se  administra  en  nombre  del  Rey  (2)  á  quien 
corresponde  asimismo  cuidar  de  que  se  administre  pronta 
y  cumplidamente  en  todo  el  reina  (3);  y  opmo  en  la  corona 
«reside  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  y  su  autori- 
dad se  extiende  á  cuanto  conduce  á  la  conservacíQu  del  orden 
público  en  lo  interior,  y  á  la  seguridad  del  estado  en  lo  exte- 

(1)  Art.  69. 

(2)  Art.  71. 

(3)  Art.  45,  §.  2.« 
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pioF  (4 },»  se  iafiere  elaram^ate  del  testa  constitacional  que  el 
Re;  es  gefe  supremo  del  poder  ejecutivo;  es  decir,  superior 
cocnuA  de  todas  las  autoridades,  asi  del  órdeu  adroÍDistrativo 
^mo  del  judicial..  Ka  este  concepto  dirinve  las  competeiM^ias 
(aoto  de  jurisdiccioQ,  cuaato  de  fttribuciooes.  El  Bey  modera, 
pues,  la  acción  de  ambos  poderes  que  do  son  rivales,  sino^ 
iadepeudíeates,  y  los  coatiene  deniro  de  los  límites  de  su  res- 
pectif  a  esfera  legal. 

£sta  reciproca  indepeodencia  seria  quebrantada: 

I.  Si  alguna  autoridad  del  orden  administrativo  ó  judi- 
cial mandase  en  materias  reservadas  k  las  del  otro  orden, 

II.  Sí  impidiese ,  coartase  ó  falsease  la  ejecución  cié  los 
aolos  emanajdos  de  etalquiera  autoridad  del  orden  distinto.. 

III.  Sí  las  autoridades  judiciales  pudiesen  atraer  á  su 
tribunal  y  senteeciar  á  los  agentes  administrativos  y  vice- 
irersa. 

Cuando  los  limites  entre  unas  y  otras  atribuciones  fuereis 
oscuros,  i  la  administración  y  no  íi  ia  justicia  corresponde  de- 
finirk»,  según  se  demostrará  en  el  tratado  de  la  comper 
tencia, 

94.— Del  principio  constitucional  de  la  divisioo  é  indse^ 
pend&cia  recíproca,  dé  los  poderes  judicial  y  administrativo, 
se  sigue  que  cada  uno  es  soberano  en  su  Unea,  y  que  por 
consiguiente  ninguno  puede  reformar  las  providencias  d^t 
oArov  ni  desobedecerla^,  ni  negar  el  auxilio  de  su  autoridad 
á  la  autoridad  de  distinto  orden,  en  caso  de  contravención  á 
S(us  mandatos. 

Dedúcese  igifalmei^  del  principio  establecido  que  nía- 
gua  juez  puede  arrogarse  alribuciones  propias  de  las  autori- 
dades admii^isirativas,  ni  impedir  i  estas  el  ejercicio  legíti* 
mo  de  las  suyas^  so  peoa^de  suspensión;  asi  como  ningún 
^spleado  del  órdep  administrativo  puede  arrogarse  atribu- 
ciones judiciales  6  impedir  la  ejecucioa  de  una  providencia 
ó  decisioA  dictada  por  jue^  competente,  bajo  igual  pena  (S). 

95.— Este  cambio  de  servidios  y  este  mutuo  respeto  en- 

(1)    Art.  43. 

(S)    Art.  299  del  Código  penal. 
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tre  ambos  poderes»  coi^tituyea  á  Ja,  justicia. en  auxiliar  de  Ja 
admioistrafcioo,  y  b^ceo  á  la  admiDislracioa  aliada  oaturai 
delajuslicMi.  El  poder  jadicial  presta  apoyo  al  administra-^ 
tivo,  ouaodo  juzga  de  las  contraveocioBes  á  los  preceptos 
q«e  evaaaaa  de  una  autoridad  k  quieo  corresponde  Tclar  por 
la  ejecución  de  las  leyes  de  inierés  publico.  El  deber  de  los 
tribaoflles  ordinarios  en  casos  semejantes  se  cifra  en  ;ylicar 
estrictafiiente  la  disposición  administrativa,  sin  parlarse  k 
examinar  ni  m  conveniencia  ni  su  justicia. 

9e.-*Has  8i  la  disposición  administrativa  no  fuere  dieta* 
dalegalmeote,  es  decir,  en  virtud  del  ejercicio  legUmoá^ 
las  atribuciones  propias  de  las  autoridades  admínistrathras, 
el  juez  ó  el  tribunal  ordinario  no  está  obligado,  li  debe  dar 
cumplimiento  á  un  acto  <iue  la  ley  castiga  como  un  deli-*-, 
to  denominado  en  el  Código  petal  usurpügUm  de  atribuci(H 
nes(i).  •' 

Esta  legislación  está  muy  ^conforme  con  los  principio» 
ooastitttcioaales  y  es  adecuada  af  intento  de  proteger  el  de- 
recho de  los  particulares  cottra  cualesquiera  abusos  del  po^ 
der  administrativo. 

El  juez  al  aplicar  una  disposición  de  dicho  poder  no  pro- 
cede  como  delegado  de  la  autoridad  que  la  dictó,  sino  conio> 
depositario  del  tesoro  de  la  justicia  que  la  ley  le  confia,  para 
que  la  dispease  con  imparcialidad.  No  existe,  pues,  un  de-r 
^er  de  ciega  obediencia  que  le  obligue  á  cerrar  los  ojos  sobra 
la  legalidad  ó  ilegalidad  de  los  mandatos  de  la  administran 
ciott;  por  el  contrario,  existe  una  obligación  sagrada  de  in- 
qvirir  si  tiene  ó  no  fuerza  obligatoria  el  precepto  en  cues* 
tioo,  y  de  reusar  su  complimieiito,  cuando  adolece  de  tale» 
ykios,  que  anulen  el  acto  emanado  de  una  autoridad  á 
qui^n  RO  corresponde  el  ejereició  legitimo  de  las  atribuciones 
ntcesarias  para  dictarlo. 

No  se  entienda  por  eso  q«e  el  poder  judicial  conoce  de 
actos  administrativos  y  usurpa  prerogativas  agenas  á  su 
autoridad.  El  juez  ó  tribunal,  negándose  á  la  aplicación  d# 

(t)    Tttolo  VIH,  cap.  x. 
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queque  concessa  etst  f>idintur,  riñe  quibus  jurisiietio  exflicu- 
ri  non  potest. 

Esta  doctrina  se  funda^  no  solo  en  una  recta  interpreta* 
cion  de  las  leyes  de  competencia,  sino  en  el  articulo  66  de 
la  Constitución  de  cuyo  contesto  literal  se  infiere  que  «á  los 
tribunales  y  juzgados  pertenece  exclusivamente- la  facultad 
de  aplicar  las  leyes  en  los  joicio?  civiles  y  crimínales.  9  Si  la 
administración  ejerce  alguna  ve^  el  derecho  de-  imponer  pe- 
nas pecuniarias  ó  corporales,  débese  k  una  delegación  es- 
pecialdel  poder  legislativo  que  ps#i.  robustecer  la  acción  del 
poder  administrativo  le  confiere  facultades  coercitivas  y  le 
reviste  de  unajUMsdii^cion  escepcional  y  limitada  por  tanto  á 
los  c-asos  expresamente  sefialados'en  la  ley. 

Admitiendo  una  doctrina  mas  laxa,  quedaba  abierta  de 
par  en  parla  puerta  .para  que  la  administración  revindicase 
el  derecho  de  injtecfiretar  sus  actos  en  cualquier  período  del 
juicio;  y  esta  iialérpretación  posterior  al  desacato  á  su  auto- 
ridad, imprimirla  al  acto  un  odioso  carácter  dé  precepto 
retroactivo.  Entonces  también  pudiera  suceder  que  una  ju* 
risdiccion  escepcional,  cual  es  (a  administrativa,  se  extendie- 
se tanto,  que  al  fin  se  subrogase '  en  lu^r  de  la  ordinaria, 
apoderándose  por  medios  indirectos  del  conocimiento  de  las 
contravenciones  iiulíoadas,  suspendiendo  los  trámites,  inOu- 
yendo  en  las  sentencias,  y  en  fin  paralizando  ó  dirigiendo  d 
curso  de  la  justicia^  con  lo  cual  se  arrogarla  la  administra- 
ción facultades  propias  de  los  tribi^nales  y  llegarían  á  ser 
ilusorias,  las  garantías  que  la  Constitución  quiso  otorgar  al 
ciudadano  en  la  división  y  reciproca  independencia  de  les 
poderes. 

99.— Mas  cuando  la  interpretación  de  los  actos  adminis- 
trativos no  es  judicial,  sino  auténtica  ó  se  hace  por  v»a  de 
autoridad,  no  son  los  tribunales  ordinarios,  sino  laadmi- 
nistracion  misma,  el  poder  competente  para  declarar  las  pa- 
labras j  exponer  el  espíritu  de  la  ley.  Una  declaración  se- 
mejante equivale  á  uña  protidencia  nueva;  y  si  el  poder  ad- 
ministrativo ha  de  conservar  intactas  sus  prerogaliva»,  apo- 
yado en  los  artículos  42  y  43  de  la  Constitución,  do  debe 
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consentir  en  ei  despojo  de  tales  facultadles  qtie  sin  ellas*  que^ 
dase  mutilada  su  autoridad,  saocionaado  la  irresponsabili- 
dad de  sus  propios  actos,  ó  someliéndose  á  la  responsabilidad 
de  los  ágenos. 

CAPÍTULO  ni. 

Bel  poder  mdwÉñinítitrmtíirf». 


79.^ADári8Í8  del  derecho  aámi-  S7 ,^  General  y  local. 

nistraÜYO.  SS,-^jéctÍvoy  contencioso. 

80. — Sugeto  de  la  admínisU'a-  89.  -^Actos   de  administración 

cioB.  pura. 

81.— Objeto.  90. — Actos    de   admiDistracion 
83. — Resultado.  coittenciosa.  ' 

83.— Poder  administrativo.  9t.—^a  diferencia. 

84. — Sus  divisioDes.  92. — J divo  y' deliberante. 

85.— Poder  admioistratÍYO  civil  93.— Cuerpos  consultivos  de  lai 

y  mililarí  admÍDÍstracion. 

S^.-'Interior  y  exterior. 


99.— En  el  estudio  del  derecho  administrativo  importa 
considerar  tres  hechos  que,  aunque  de  origen  común,  son 
de  naturaieía  may*  dtstinita»  á  saber,  á^ugeto^el  objeto  j  ud 
resultado. 

^#. — El  sugeto,  ó  la  administraeion  sugetiva^  estudia  d 
número,  distribncioa  y  atríbudones  de  las  diferentes  auto^ 
ridades  &  quienes  compete  la  ejecución  de  las  leyes.de  ínte^ 
res  común,  y  es  el  instrumento  de  la  acción  administrativa. 

81.— El  objeto,  ó  la  administración  objetiva,  declara  las 
personas  y  las  cosas  en  que  recae  ó  debe  recaer  el  ejercicio 
<le  la  potestad  administrativa,  las  cuales  forman  la  materia  de 
su  acción.  : 

99.— E^  resultado  es  el  producto  de  la  acción  de  adninisn 
tpar  ó  el  acíto  admioistrativo. 

9S.^Pbcítfr  admimtk'ñtivo  equivale,  á  adpiiaistracion  su- 
getlva:  couiprende  todas  las  facnttades  inherentes  al  "poder 
fiecutivo,  meaos  las  concernientes  at  órdlen  político  y  al  jn* 
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dicial:  esti  subordíoado  &  la  ley  y  es  paralelo  de  la  iM)liUca 
y  de  la  justicia. 

$4.— Et  poder  adroÍDistratíva  se  divide  ea  civil  y  militar, 
en  interior  y  exterior,  eo  general  y  lacal»  en  activo  y  con- 
tencioso, en  activo  y  consultivo  ó  deliberante. 

9^. — El  poder  administrativo  ctt^íMnr^a  los  intereses 
todes  de  la  sociedad,  escepto  los  relativos  k  la  oriiatizacíon, 
distribución  y  empleo  de  las  fuerzas  del  ejército  y  armad* 
que  son  de  competencia  exclusiva  ^e  las  autoridades  mili7a«^ 
rñ$.  Esta  división  se  fa^da  en  que,  habiendo  llegado  á  ser  la 
guerra  an  arte,  el  despaebode  los  negocios  propias  de  la  mir 
li^ía  Y  el  mando  inmediato  de  los  ejércitos  requiereft  eatu^ 
dios  profesionales  y  una  experiencia  tal,  que  solo  puede  en- 
contirarse  en  quienes  haa  abrazado  y  seguido  la  carrera 
especial  de  las  armas. 

9A**«*EI  pQÜer  administrativo  interior  vela  por  la  conser- 
vaiQion  del  orden  público  de&tro  del  fi^tadp,  procura  la  per^ 
feccion  de  sus  miembros  y  p^romi^^ve  el  dess^rtoUo*  4e. lodos 
hs  e(e8>^tQS  de  riqueza  y  hieaeslar  que  la  naeioa  en^ier- 
va.  El  eatmor  dirige  las  relaciones  internacionaVes  y  calda 
de  la  seguridad  del  estado  amenazada  ó  comprometida  por 
pueblos  extraaos.  Esta  divisioa  se  funda  en  el  art.  4^  de  la 
Constitocion. 

$9. — ^El  poder  administrativo  j/aft^ra/  ocupa, el  centro  deJ 
estado,  y  desde  allí  abarca  eon  an  mirada^  lodo  eli  horizonte 
de  la  sociedad  y  ejerce  su  actividad  en  cuanto  comprende 
el  territorio  nacional.  El  local  es  nna  derivación  del  poder 
central ,  y  su  autoridad  estíi  circunscrita  &  los  casos  de  imr 
poftaacia  subalterna,  y  encarada  dentro  de  los  límites  maS;  é 
menos  estrechos  de  una  fracción  regular  de  aqu^  territoriov 

9S.-^El  poder  administrativo  es  también  activQ  ¿  conttn- 
doso  segnn  que  nnas  veces  ejerce  actos  i$  imperio  j  otras 
a€tcs  ie  juri8iie$ion.  Son  actos  de  imperio  las  providencias 
dietadas  por  et  poder  administrativo  en  uso  de  sia^potestad 
discrecional,  para  la  ejecución  de  las  leyes. 

Mas  al  ejercer  estas  atribuciones  de  puro  mando  con 
respecto  á  los  intereses  ya  generales»  ya  particulares,  puje4e 
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suscitar  reclamaciones  que  debe  escuchar  y  decidir.  En  tal 
caso  cambia  la  naturaleza  de  sus  actos,  porque  si  antes  de 
la  oposición  se  manifestaba  en  forma  de  aceion,  después 
aparece  en  forma  de  juicio. 

El  poder  admia^ativo,  pues,  hállase  revestido  del  mero 
y  misto  imperio.:  ™aquel,  porque  tiene  po/wtod ;  de  este, 
porque  tiene  jurisdicción.  La  potestad  sola  constituye  la  ad" 
ministraeion  pura  \  la  potestad  coa  la  jurisdicción  constitu- 
yen la  administración  contenciosa  (1). 

99. — El  poder  administrativo,  ejerciendo  actos  de  admi- 
nistración pura,  emplea  una  acción  directa,  camina  inme- 
diatamente á  su  objeto,  consutta  la  utilidad  pública ,  provee 
á  los  varios  servicios  y  obra  espontáneamente,  sin  haber  si- 
do provocada,  ó  acaso  pidiéndosele  auxilio.  Entonces  pue- 
de ser: 

I.  « Órgano  de  comprobación  para  buscar  ,*  recoger  y 
trasmitir  las  luces,  para  inspeccionar,  confrontar  y  apreciar 
los  datos  é  informes  y  hacer  declaraciones  auténticas.  9 

II.  (/.Instrumento  de  operaciones  puramente  materiales 
que  maueja  los  bienes  y  propiedades  comunes ,  adquiere  y 
enagena ,  ejecuta  obras  públicas ,  las  repara  y  entretiene, 
^erce  acciones  activas  ó  pasivas,  sosteniendo  litigios ,  per- 
cibe las  rentas  públicas  y  paga  los  gastos,  haciendo  las  cor- 
respondientes liquidaciones.  9 

III.  (íFuerza  moral  con  cierto  poder,  aunque  sin  rigorosa 
autoridad,  que  goza  de  la  prerogaliva  indeterminada  y  emi- 
nentemente benéfica  de  fomentar  instruyendo ,  animando, 
recompensando,  asistiendo,  protegiendo  y  socorriendo  á Jos 
individuos;  y  de  vigilar,  autorizar  y  dirigir  alas  corpora- 
ciones prestándoles  su  apoyo  tutelar.» 

lY.  mAutoridad  positiva  que  manda  en  nombre  del  pro- 
comunal unas  veces  en  lo  que  concierne  á  las  cosas,  como 
Cuando  por  la  declaración  de  utilidad  pública  somete  á  cier- 
tas servidumbres  la  propiedad  ,  y  otras  en  lo  tocante  á  las 

(1)  Usamos  a(¡ai  la  palabra  administración  como  sinénima  do 
poder  admioistratÍTO  v  por  no  separarnos  del  lenguaje  recibido ,  no 
obstante  qne  es  anfiboldgtca. 
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personas,  proejando  en  servicio  de  la  sociedad  el  cumplí' 
inienlo  de  las  leyes  y  la  obediencia  de  los  agentes  adminis- 
trativos ,  ó  de  los  contratistas  de  la  administración  ó  de  los 
individuos  particulares  (i).» 

mi.— El  poder  administrativo,  en  los  actos  de  administra- 
ción contenciosa,  ejerce  una  verdadera  jurisdicción,  porque 
posee  la  facultad  de  aplicar  las  leyes  ventilando  derechos  y 
pronunciando  decisiones. 

et.^Los  actos  de  administración  pura  son  imperativos 
cómelas  miscnas  leyes  cuya  ejecución  preparan;  son  la  am- 
plificación del  pensamiento  del  legislador  y  tienen  el  carác- 
ter de  leyes  secundarias. 

Los  actos  de  administración  contenciosa  también  son 
obligatorios,  aunque  unas  veces  solo  entre  particulares  á  ma- 
nera de  una  sentencia  judicial,  y  otras  llevan  impreso  él  se- 
llo y  tienen  la  fuerza  de  preceptos  generales. 

99. El  poder  administrativo  ejerce  además  actos  de  ad- 
ministración activa,  á  diferencia  de  los  actos  de  administra- 
ción puramente  consultiva  ó  deliberante.  Los  primeros  tie- 
nen por  objeto  ejecutar:  los  segundos  ilustrar  Un  solo  á  las 
autoridades  encargadas  de  la  ejecución. 

e8._I)(o  obstante  que  el  ministerio  principal  del  poder 
administrativo  es  ejecutar  y  no  discutir,  casos  se  ofrecen  ár- 
daos, ó  negocios  de  tal  entidad ,  ó  tan  enlazados  con  la  vida 
local  á  cuyos  minuciosos  pormenores  no  puede  descender  tt 
administración ,  que  la  ley  ha  querido  sabiamente  no  enco- 
mendar su  resolución,  sin  una  deliberación  previa,  á  una  au- 
toridad sola.  De  ahí  nace  que  la  administración  central ,  lo 
mismo  que  cada  autoridad  á  ella  subordinada,  aparezca  siem- 
pre asistida  de  un  consejo  ó  cuerpo  puramente  consultivo  que, 
sin  debilitar  su  acción  ni  servir  de  escudo  á  su  respopsabi- 
lidad.,  i\ustran  al  poder  con  sus  conocimientos  facultativos  6 
locales;  es  decir,  con  un  saber  especial  que  en  vano  se  bus- 
caria  faera  de  aquel  recinto. 

Este  doWe  mecanismo  produce  un  movimienta  complejo 

(1)    De  la  administración  pública  con  relación  á  Eipafia^  por 
4on  A.  Qlif  aD« 
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Ó  uoa  aocfam  paralela ,  y  dá  orígea  á  la  divi^jM  de  los  aatds 
administrativos  arriba  establecida,  coyas  iamediatas  aj^Iica- 
ctones  se  descubrirán  ea  los  capítnios  signieates. 

CAPÍTULO  IV. 

De  la  dlirtoion  territorial. 


94.— Extensión  del  poder  admi- 

nistrati^. 
95. — Territorio  nacional. 
96. — £1  territorio,  condición  de 

toda  existeúcia  social^ 
97.-^Enagenacione8 ó  desmem- 
braciones de  territorio.  ^ 
98.-- Importancia  de  toda  din- 

sion  territorial. 
99.  -S<i  di&culud. 
100.— Recias  generales. 
iOÍ,— Uniformidad. 
iO^.'^ígttítídad. 
103.— Medios  de  con^obaila. 
104.— Saperñcie. 
lOS.^—Poblacioo. 
i06.-*^Riqueza. 

107.— Consecuencia  de  su  exa- 
men. 
íOB.^ProporcUm. 

110.— Gflpt/a/ei. 

Hl.— Territorio  espaflol. 
2.— Historia  de  nneitra  división 
territorial. 
1 13.— ÍHvision  cÍYÍI  de  Espafia  en 

provincias.* 
ll4.-MSubdiyiaion  en  diatritoa  j 

términos  municipales. 
1  í  S. — DÍTÍsion  política. 
ir6.— Jndii^). 
117.— Fiscal. 
118.— Literaria. 


119.— Be  obras  pilblicas. 

190.— Militar. 

ISl.— De  marina. 

ÍS2.— Eclesiástica. 

183.— Qué  autoridad  es  la  com*« 
pétente  para  establecer  d 
alterar  la  división  territo- 
rial? 

124.— Carácter  de  las  oaidadet 
de  terrílMÍo  Uamadius  pro^ 
vincias  y  ayuntamientos, 

125.— Carácter  de  las  unidades 
llamadas  di»tritof. 

1!¿6.— El  gobierno  es  incomj;»e- 
tente  para  alterar  los  bmi- 
tes  de  las  provincias* 

IS 7.— Creación  do  «nevos  ajnn** 
tamiontos  j  supresión  de 
los  antiguos. 

1^8.— Ájgregaciones  y  segrega- 
ciones de  pueblos  o  terri^ 
torio  habitado. 

1S9.— Importancia  sonra  de  es-. 
tosactaa. 

1 30.^^Bectificaciaa  de  limites. 

131.— índole  de  esta  operación 
.  administrativa. 

132.-náatoridades  competentes 
para  declarar  los  límites 
provinciales  f  municipales 

133.-^Apeo  d  deslinde  de  lerri^ 
toci^ 


1^4.— El  derecho  administrativo  español  es  la  éieficia  mis* 
made  laadministracioQ  aplicada  á  nuestra  patria:  defiíboioi, 
ptieSj  empezar  sü  estudio  describiendo  el  circuio  de  la  ac- 
<noQ  propia  del  poder  admíobtrailira  éa  el  rei&o  de  Espala. 

96. — Todas  las  naciones  poseen  en  común  una  ^tteAsion 
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deférmiiiada  de  tierras  eo  cuy»  propiedad  cotectiva  están 
tnctavadas  las  propiedades  de  las  proTÍncías,  de  ios  poebtos, 
de  las  bmilíi^  y  de  los  iadivídaos.  Esta  propiedad  lectiva 
á  la  cual  llamaa  territorio  nacional,  es  anterior  á la  propie- 
dad privada,  porque  la  idea  de  aquella  naeíó  entre  los  pue- 
blos cazadoreSiy  la  nec^idad  posterior  del  cultivo  produjo 
ésta,  pasando  el  hombre  de  la  yída  errante  &  la  vida  seden- 
laña,  de  la  caza  á  la  agricultura.  Hay  tddavia  pueblos  sal- 
vages  qoe  desconocen  la  propiedad  particular,  y  mueven 
gnerrasá  otras  tribus  vecinas  por  violaciones  de  territorio. 

fMk-f^EI  territorio  es  tan  inseparable  de  la  nacien;  como 
86b  inseparables  del  hombre  sus  medios  de  existencia,  ün 
pneblo  á  quien  se  arrebatase  su  territorio  >  perdería  también 
su  nacionalidad,  ó  quizás  seria  exterminado.  £1  único  pue- 
blo del  mundo  que  carezca  de  territorio  nacitynal  es  el  he- 
breo, cuya  dispersión  y  vida  errante  impiden  la  obediencia 
á  unas  mismas  leyes,  la  constitución  de  un  gobierno,  y  en 
suma  i^  la  formación  de  un  cuerpo  mora|.||. 

El  ciudadano  dentro  del  territorio  nacional ,  vive  como  et 
honiftre  privado  en  la  casa  que  habita  y  en  el  campo  que  cul- 
tiva: fuera  de  él  es  un  extraño  tolerado  ó  tal  vez  protegido, 
pero  nunca  considerado  como  miembro  de  la  gran  familia  lla- 
mada nación.  El  gobiemp  de  so  patria  no  le  signe  fuera  del 
territorio,  poique  ai  tocar  sus  confines  se  extingue  la  fuerza 
de  las  leyes  y  muere  el  poder  de  la  administración. 

El  poder  administrativo  viene  á  ser ,  pues,  un  poder  esen- 
cialmente doméelico,  mas  inherente  ai  territorio  de  la  na- 
eion,  q«e  á  sus  moradores.  Si  hay  ciertas  leyes,  como  las  re- 
lativas al  estado  y  capacidad  de  las  personas  que  tal  vez  si^ 
gttea  al  ciodadane  en  tierra  extraofjera  y  por  eso  las  llaman 
personales;  débese  á  Jas; convencioneSiy  tratados  celebrado» 
entre  los  gobiernos  qii^  constituyen  d  derecho  intemaclo-^ 
nal'.soB  leyes  pñremenle  positivas  qne  pueden  no  existir  sin 
queja  eifoidad  ae  resienta ,  ni  se  ofenda  la  |usticia. 

9(V.ftrLa  l^gislacicya  ^e^  todos  losi  pueblos  ^ouhes  (Üsuma 
importancia  á  los  actos  que  pueden  producir  la  desmembra- 
ción del  territorio  nacional,  ó  la  segregación  de  alguna  de 
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SOS  partes.  Según  un  artículo  constitucional  necesita  el  Rey 
estar  autorizado  por  una  ley  especial  para  enag^enar,  ceder 
ó  permutar  cualquiera  porción  del  territorio  español  (1)« 

•9. — La  primera  condición  de  un  buen  sistema  adminis- 
trativo es  una  acertada  división  territorial,  ó  la  distribución 
de  la  esfera  común  de  la  acción  administrativa  en  cierto  nú^ 
mero  de  esferas  particulares  que  juntas  se  muevan  en  armó«- 
nía  y  en  virtud  de  un  solo  impulso.  Si  ha  de  reinar  el  órdeii 
en  la  administración,  si  su  vigilancia  ha  de  ser  constante,  in« 
fatigable  su  actividad  y  su  omnipresencia  posible,  es  fuerza 
repartir  los  cuidados  de  tal  forma,  que  toda  la  administra- 
ción corresponda  á  todo  el  territorio  y  una  fracción  á  cada 
fracción.  Clasificar  las  funciones  administrativas  por  servi-^ 
cios  y  por  distritos,  es  aplicar  el  método  á  la  administración 
y  simplificar  su  mecanismo,  señalando  á  cada  autoridad  el  oír^^ 
culo  de  su  poder  y  los  limites  de  su  jurisdicción. 

99.— Una  división  territorial  es  obra  dificil,  porque  hay 
que  consultar  pri^ipios  é  intereses  y  necesidades  muy  di- 
vergentes. La  adimnistracion  debe  oir,  antes  de  dictarla,  el 
consejo  de  personas  experimentadas  en  varios  ramos  del  ser- 
vicio público  y  entendidas  en  geodesia,  porque  hay  que. fi- 
jar la  vista  alternativamente  en  la  sociedad  y  en  la  naturaleza. 

t9<l.--EKpondremos  las  reglas  que  conviene  tenga  la  ad- 
ministración presente  al  introducir  ó  reformar  la  división  del 
territorio;  no  porque  sean  las  únicas,  sino  por  considerarlas 
como  principales. 

tot.—  L  Ladífíision  ttrritorial  debe  ser  tiní/orme.— La 
igualdad  que  debe  presidir  al  repartimiento  de  los  derechoB 
y  deberes  sociales  entre  todos  los  ciudadanos,  así  como  la 
sencillez  y  celeridad  de  la  acción  administrativa  exigen  la 
adopción  de  un  sistema  de  división  territorial  aplicable  á  to- 
da la  superficie  de  la  nación. sin  escepcion  ni  privilegios.  Ei 
mayor  bien  de  la  centralización  administrativa  fa^  y  será  de-^ 
bilitar,  sin  eitiaguir,  la  vtda  local,  sustituyendo  á  este  egoU^ 
mo  colectivo  un  sentimiento  mas  paro  y  expansivo  en  el 

<i)   Art.  46. 
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amor  de  la  patría.  Uua  divisioa  ierrílorial  Tnodada  ea  e>  re<< 
conociúiiciito  dé  antigvoÉ  fueros,  en  las  tradicioDes  de iade^ 
pendencia  remota  Jó  eo  ioveteradas  y  abusivas  eostombres, 
no  salisfaria  las  exigendias  de  la  política,  ni  las  oecesidades  á% 
la  adfnÍQÍslracioD,  y  sería  un  aaaeronisnio  ea  estos  tiempes 
eo  que  las  ideas  mas  propeodea  á  la  fusioe  de  los  sentimien- 
tos-de aacioitalidad^  que&  fomentar  las  ya  olvidadas  pretéii«* 
siones  de  aislamiento  con  su^  tendencias  siempre  hostiles. 

No  solo  conviene  aplicar  la  regla  de  la  «nifprmid^dá  tor 
das  las  fracciones  del  mismo  territorio  subordinadas  á  laad« 
ministracíon  cLvil^  ¿ino  que  debe  extenderse  á  todos  los  ser«* 
vicios  públicos;. dé  suerte  ^ue  la  admÍBístracion  fiscal»  1> 
militar,  la  eclesiástica,  y  cuantas  otras  pudieran  in)aginar«^ 
se,  se  ajusten  á  uodlsola  división  territorial. 

t«/i.<^  11.  Los  términos  deben  ser  iguales.— No  fE  decir 
que  la  distribución  del  territerio  en  fracciones  se  haga  coa 
igualdad  o^atemática,  sino  con  aquella  exactitud  prudencial 
que  la  administración  consulta  en  todos  sos  actos.  Unterrí^ 
torio  dividido  en  círculos  desiguales  forzosamente  estarte 
mal  administrado^  pórqne  onos  serian '  demasiado  grandes  y 
otros  demasiado  pequeftos., 

;  H^s.-— Mas  ¿qué  principio  deberá  adopiafse  para  medin 
cada  fracción  de  te.rrit6rio?  Tres  se  ofrecen ,  á  áaber:  la  sa-^ 
perfipie,  la  población,  la  riqueza.     '    ^    , 

tM.— La  superficie  no  es  una  medida  aceptable »  porque 
los  deberes  de  la  admiaistraoÍQa  no  se  multiplican  següo  que 
-  el  territorio  se  dilata,  sino  conforme  crecen  las  necesidades 
sociales,  '- 

Adoptando  este  sistema  habría  términos  excesivamente 
.laboriosos y  poblados,  y  otros  incultos  y  casi  desiertos.,  y  la 
acción  administrativa  distribuida  con  igualdad  aparente,  es- 
taría en  resrtidad  desigualmente  repartida.  La  administración 
no  guardaría  proporción  en  sos  miembros »  ni  en  sus  fuer-^ 
zas  equilibrio.     ,  •    t 

t0&,.^La  población  tampoco  es  una  base  conveniente, 
pues  el  poder  administrativa  no  siendo  tan  solo  á  las  perso-* 
ñas,  sino  además  &  las  cosas.  Hay  razones  nainralet  y  eco* 

Tomo  I.  4 
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Bémicas  qse  deben  tomarse  muy  en  caenfta  al  díYulir  eTter^ 
ritorio  nacional  en  círculos  admioÍ9lcaUvo8,.Un  rio  iayadeA*> 
ble,  una  monUlla  inaccesible,  ;3on  un  litnite  que  la  nataUtale*' 
aa  opone  á  la  cómunieacion  de  los  bo«ibreé«  y  fwr  coiisir 
gttiente  á  la  auftoridAd  de  nn  *gefe  local. 

Las  coadiciones  eConémicas  establecen  labittieAdifpien** 
eias  esenciales  en  cnanto  al  carácter  y  extedsion  de  la  ad^ 
ministrácion  para  con  los  pueblos.  Eii  donde  predomina  Ift 
tndttstria*  la  población  está  agloipenulai.  las  reUeíones  de 
los  habitantes  son  mas  extensas  y  complicadas,  el  comercia 
es  a(Oti?o,  lacirculaoipn  rápida  y  lasinstítaciones^decródl^* 
lo  muy  frecoenies,  AiU  hay  maa.actívídad«spcial«  y  por  tao^^ 
lo  se  requiere  que  la  acción  administrativa  obre  de  mas  ce«- 
ca  y  abiairque  menos  territorio.  Eadond^repondera  laagrí^ 
onltucaí  la  población  se  halla  disperss,  su  carácter  eapafí-* 
ftco,  el  tráfico  escaso,  lenta  la  circulación  y  elcrédíta  adr 
Quiere  mujf  poco  desarrollo.  AIU  hay  menos  acti^i/iad  aociab 
y  camo  bastan  meaos  fnaraas,  la  admiaisliracioiL  pu^e  co^ 
locarse  en  centitMi  mas  remotos. 

Una  difísíoB  territorial  fundada  en  la  igualdad  46  pobla** 
cion,  adoleceria  de  un  gravísimo^  inconvenientA,  cual  seria 
descansar  sobre  una  base  incierta  y  moyible.en  sarao  {;cado. 
La  autoridad  da  cada  agente  administrativo  crecerfa^  men^ 
guaría  al  tenor  del  nipvimiento  ascendente  ó  desceddenle  d^ 
la  población;  y  tuita  inmovilidad  se  hiciera  inseporáéle  á  , 
la  adari^istracioa  que  necesüa  si^etor  á  reglad  fijaaso  podec« 
y  sefialar  límites  ciertos  1  cada  juri^ccion.  Los  administra^ 
dos,  por  oirá  parte^  vivirían  e|i  perpetua  incertidumbre  aoer*  . 
ea^le  la-  autoridad  da  quien  debieran  depender  y  del  pue^ 
blo  al  cual  pudieran  agregarlas,  como  á  su  n^eva  capitaL . 
Esta  movíltda'd  continua,  apagandoiodo  sentimiento  de  aaíor 
local  y  destrayendo  toda  comunidad  de  interesesv  exiipgni'^ 
ría  aquella  viida  t)ropia  qve  los  pueblos. deben  faeoer  -dentro  da 
la  existencia  social.  * 

t#«;MLá  riqueza  M  es  taa^>ooo  un^  signo  de  la  igaaléad 
de  necesidades  sociales^  poj^  cuya  raaon  no.  debe  ser  aidoptadi( 
como  base  áaica  da.laidiv|sion  laKritosiaLJEatahaseíasíai] 
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.  oierlA  coiMlapoMacion,  y  variable  como  laseMdicicNHs 
-ecra^micaft  4ñ  ios  poebloi. 

Si  ol  calas  tro  fiiose  «I  signo  do  la  ri^aoza ,  ladivisioii  tor- 
iM^ríal  seria  aoa  Imo*  íniaeMa  por  la  e&ioasMMi  de  sw  tra- 
bajos 7  por  sAMoeeifo  60s4e.  Uoa  vea  aiveglada,  todaite 
qoedaii  sojeta  á  taüas  olteracLoMs;  eo«o  poetificaeioiief  se 
biciesea  en  la  operación  catastral. 

Si  la  cuota  de  las  oontribocíones  dimstas  foese^dato 
preferido»  cadocaha  labasedebriqQesa,  exeluy^iido del 
eUenlo  bs  impuestos  indirectos  ifoe  en  los  puebles  indoSi- 
4ríftles«  es  dectr»  en  los  mas  tiáss^  compsftfti'  el  sMjfier  a4»- 
mero.  La  administnacioa»  por  oAro  lado,  cuando  qnisiese  ia- 
inedacirTeformas  en  el  sísiema  de  imposición  ó  repavtimieo*- 
tOide  las  eontiibuciones,  cejaria  siempre  ó  las  mas  teces  m* 
ie  un  obstáonlo  de  iMkia . gravedad»  como  seria  el  Irastorao 
de  la  di  vistea  terriioríal  establecida^  resultando  dé  ac^ai^oe 
lae  rentes  pábUcas  disminuyesen^  la  proporción  dalimpnea- 
lo  se  «yaebrantase. 

i;#r.*--rLa  conseDueacía  de  este  exámea  m  que  iaq)eelfi 
aaadmitir  k  aaperiek«  nila  población,  ni  la  riquanOr  ee^ 
me  basesi  énieas^  de  una  perfecta  ó  por  b>  «nanos  aceptable 
división  territorial.  Todas  tres  suminislran  datos  iaifporlaB^ 
Ustaios  caja  influencia  exclusiva  debe  lepeleese,  pero  cuyo 
oeaciÍHrsosíatoltiuieo  convieiie aprovechar  para  lasolacionide 
este  interesante  proUeaut  de  admisástracion  pábMea. 

109.—  III.  Imíérmm^dñb4ns9rm4d%anmí  Mojgraa- 
des,  la  adminístraeion  eataria  lejos  de  los  administrados^  no 
veria  sas  necesidades  y  su  acción  Hegaria  llo}a  y  lánguida  i 
los  extremos.  Mof.  pequeAos,  la  admioistf  ación  íalerrendria 
en  negocios  mínimas  cayendo  en  el  vído  de  la  impertinen* 
eéa«  seria  costosa  y  auacciaa  pecaria  también  de  4orpe  y 
taita,  defectos  aecesarioaeimadael  meeaaisnio  administra^ 
Uve  se  complica  coa  la  inkrasMsion  da  ruedan  ináliles. 

Aunque  es  diRcil  djeiarár  este  propósito  una  regia  Bfa^ 
se  psesuHN  que  en  an  ostado.de  cíaeo  á,  diez  milleguaacoa- 
dralas'de  snperfioia,  y  con  ana  poblaeion  entre  cinco  y  díex 
míHoMS  de Imkitantea,  como  aaa los csüdoo medica deBoi- 
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ropa,  pediera  dmdirse  ea  grandes  distritos  de  á  cien  mil 
habitantes  en  uo  territorio  de  cien  leguas  cuadradas ,  y  estos 
términoa  sobdividirse  eo  circuios  de  á  cinco  mil  habitantes 
enutta  extea^on  de  cinco  leguas  también  cuadradas.  Esta 
difision,  fundada  tan  solo  en  las  bases  de  superficie  y  pobla- 
ción, debería  ser  modificada,  sin  embargo,  por  el  influjo  de 
la  tercera  ó  la  riqueza. 

t#».— -  lY.  LosHmiUs  deben  favorecer  la  unidad  admi- 
nistrativa.— De  modo  queen  una  nueva  división  territorial  no 
conviene  consultar  sino  las  necesidades  presentes  de  la  socie- 
dad, dando  de  maao  á  las  pretensiones  fundadas  en  el  espf*^ 
rítu  de  aislamiento  y  de  independencia  local  que  antes  pii«- 
diera  predominar  en  cada  fracción  del  territorio.  Si  alguna 
vez  se  transige  congos  sentimientos,  es  porque  se  prefie*- 
re  ií  combatirlos  con  violencia,  «I  méiodo  mas  suav^  de  ex«- 
lirparlos  con  lentitud.  La  máxima  que  recomienda  erigir  una 
administración  centn|li«ada,  si  puede  ser  relativa  con  res-^ 
pecto  á  sus  aplicaciones,  en  cuanto  al  fondo  es  absoluta;  t 
.por  eso  una  buena  división  territorial  deberá  absorber  todas 
4as  existencias  colectivas,  confundiendo  los  limites  de  los  aa**- 
iíguos  estados,  y  dejándoles  tan  solo  «I  goce  de  los  dere-^ 
chos  anejos  á  una  vida  local,  subordinada  al  interés  de  la 
unidad  política  y  al  principio  de  la  centralización.  CuaU 
quier  otro  sistema  pudiera  convenir  á  un  estado  federal,  pe« 
ro  sería  impropiio  de  un  pueblo  quer  aspirase  á  íbrmar  un  to^ 
4o  y  á  ser  regido  por  un  gobierno  unitario. 

ttd.-r-  V.  Las  capitales  deben  fijarse  en  ¡os  centros  de  ac* 
tinidad  xoeia/.— Es  seguramente  muy  de  apetecer  que  el  cen*^ 
tro  de  actividad  coincida  cou  el  centro  del  territorio;  mai 
siendo  distintos ,  el  foco  ^e  la  acción  administrativa  debe  co- 
locarse^ no  en  un  punto  matemático,  sino  en  un  punto,  por 
decirlo  asi,  extratégice,  para  atender  desde  alHá  todas  las 
necesidades  públicas,  dar  impulso  á  todos  los  movimientos  y 
dirigir  el  servicio  en  todos  los  ramos. 

Las  ciudades  capitales,  antes  de  cbtener  este  titulo  ó 
prisemineocia  de  la  ley^  descuellan  ya  entre  los  pueblos  tu« 
mediatos,  küt  tienen  su  asieato  el  saber ,  la  grande  fabrica^ 
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CHW  y  c9  grande  comercia  idel  territorio  coDtigvo;  4e  alté  par* 
ten  las  carreteras  y  alii  termioaa;  ios  ríos  y  canales  entázan 
taiftbieii  á  esl^s  cindade^  coa  las  villas  y  lugares  que  les  ro- 
dean^ y  su  poblacioQ  e^erce^n  iaflvjo  moral,  y  acaso  aa  ver-* 
dadero  preAomíDío,  sobre  los  babitaútés  del  campo  y  de  los 
pueblos  ciroQ&Tecinos.  Apoderada  la  admisistracion  de  es» 
ta  llave,  gobierna  el  territorio  anejo  con  facilidad,  porque  á 
donde  no  alcaazasQ  mano,  llegan  pronto  las  órdenes  qué  co- 
munica desde  el  \iuaUjf  de  sn  residencia* 

4tt.— El  territorio  español  se  compone  de  la  Península  é 
HIas  adyacentes,  y  l(^  preciosos  restos  délos  dominios  de 
Ultramar.  De  estos  no  hablaremos,  porque  como  noestro  ré* 
gimen  colonial  constituye  una  legisUdioa  escepefonal,  qne 
llaman  de  Indias,  fundkdaien  la  especialidad  de  los  intere* 
sesquealli  prevalecen,  forma  también  un  estudio  aparte. 
La  CoBSütocioa  declara  que  las  provincias  de  ultramar  se- 
rán gobernada^  por  leyes  especiales  (1). 

iLtii.— El  territorio  de  la  Península  é  Islas  adyacentes 
estovó  muy  desigualmente  dividido  hasta  nuestros  días,  con* 
servándose  aun  los  limites  señalados  por  las  antiguas  nacio- 
nalidades y  hasta  sus  mismas  denominaciones  de  reinos,: 
principados  y  señoríos.  Despoes  de  la  incorporación  de  las 
dos  coronas  dQ  Aragón  y  Castilla  era  preciso  adoptar  pron- 
tamente una  nneva  división  territorial  que  consolidase  la^ 
grande  oi>ra  del  redondeamiento  de' la  peaiosula  española; 
mas  sea  que  el  gobierno  hubiese  entrevisto  obstáculos  inso* 
perabíes  en  la  obstinada  resistencia  de  los  estados  antiguos 
á  cambiar  de  nombres  ,  de  confines  y  de  leyes,  ó  que  des^ 
conociese  la  urgente  necesidad  de  tal  reforma, es  lo  cierto 
que  hasta  fines  del  siglo  pasado  no  se  pensó  seriamente  en 
ella.  Aun  entonces  los  trabajos  caminaron  con  lentitud  ^  y  si 
produjeron  algún  resultado  de  utilidtd  incontestable  para  el 
efecto  de  reunir  datos  estadísticos,  fueron  de  todo  punto  es- 
tériles en  cuanto  al  intento  de  dividir  el  territorio. 

Las  cortes  de  4822  hicieron  la  pritnera  división  territo- 

(1)    ArL  80. 
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tM  findada  ea  lot  priiiei|»ios  y  cafés  de  saUsfaoer  ItS'M* 
cesidades  de  la  admÍMstracíon;  pevo  sa  obra  vino  á  tierra  ai 
espirar  el  brefe  período  eoostítueioBal  que  lar  produjo.  Desu- 
de entonces  no  se  hiao  nimyailiett  atgnna  hiüta  ana  época 
rédente  y  mny  sefiaiaéa  ea  h  historní  de  nneslro^  derecho 
administrativo  por  grandes  novedades  i  ínporlattes  re- 
fermaa.  , 

Ei  real  decreto  (|«e  establece  el  derecho  Tigenta  en  la 
materia,  planteándola  división  eifil  del  territorio  «como  base 
de  la  administración  interior  y  medio  para  obtener  losi>tHe* 
fick»  que  el  gobierno  meditaba  hacer  4  los  puiebros,ji  es  oHa 
de  las  leyes  qtie  ananciaron  la  regOMtacion  polHiea  y  «dmi<- 
mstrativa  de  Espafia  (4). 

tts.— Según  el  citado  decreta  el  territorio  eapafiol  de  la 
Peninsnla  é  Islas  adyacentes  se  divide  en  caareüta  y  nue^^ 
ve  provincias  qae  toman  el  nomíbre  de  sns  capiiales^  escepto^ 
las  de  Navarra,  Álava,  Gnipúzcoa  y  Yiacaya  q«ie  conservaa 
sns  antiguas  denominaciones  (2).  Bí  gobienio^  quido  sin  ik- 
da  no  herir  con  esta  reforma  á  los  pueblos^  mas  susoepttblo» 
por  su  amor  provincial  y  mas  apegados  á  sus  tradícíonea^ 
pero  una  experiencia  harto  crnel  ensefió  lo  inútil  de  Bekne«« 
jante  caiutela. 

En  dicha  ley  se  fijan  los  límites  de  cada  provincia,  en- 
tendiéndose que  si  un  pueUo  situado  &  la  eitremidad  de  una 
provincia  tiene  una  parte  de  su  territorio  dentro  de  los  con-- 
fines  de  la  contigua ,  este  (errilorio  pertenece  &  k  proviñcia^ 
donde  se  bailare  sito  el  pueblo,  amn  cuando  la  línea  diviso^ 
ría  los  separe  en  la  apariencia  (3). 

La  división  sobredicha  no  se  ha  establecido  eon  4ni-^ 
mode  limitarla  al  orden  administrativo,  sino  para  que  se 
arreglasen  lai^biea  á  ella  las  demarcaciones  militares »  ju^ 
diciales  f  d^  baciendati)  según  asi  se  verifieé  en  losuoe^ 
sivo. 

(1)  Expedido  en  10  de  noviembre  de  ilS3. 

(2)  Arl.  l.o 

(3)  Art.  3. 
(4;  Art.  4. 
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provincias  están  sabdivididas  ea  civoulos  adoMoísirftli^o» 
6  iÍ9íriéo$  (4).  Bi.«ob¡^riio/«l  inlrodiaotr  eito  satRÜYí- 
8Íoa  imiMíMy  hho  «so  4o<to««loríflicieQ  qae  le  ^towot* 

*deila  ley. {para  elgoUeriiD  detas  pnnriii0¡a9(i>,  sogtu»!» 
cual  podie  establecer  en  aqñelfas  en  iqne  16  jvzgoe  neccaa*- 

.  rio  no  i  «as  gM»  pohlíoos  tabakeraos;  qnteqes^jeitM  en 
8«8  Yespeetifos  disiritoav  bajo  la^idopéndeMía  del  geTe  poHli^ 
co^uperíor,  ias  alittrndonÁ  seftaladas  á  esta  aataridad,  pt^ 
ro  con  las  modificaciones  qne  el  gobierno  determina  (3);  y  et^ 

•  mo  no  es  'poeíMe  introdiioir  ningvna  autoridad  «nóM  sin 

'  sffiaiarle  ei^ipneato  qme  debe  o^ofMirTeatfe  las  Mügfias,  ya 
por  TW^  de  so  Teclprooa  depcndeieta »  y.  ya  e«  cnaal»  al 
lerritonoso^loKiso  mando,  de  abl iw  pracadido  esta  aabdí^ 
▼ision  accidental  y  Tartabte  á  voloniaid  del  ^biefo»»    < 

Gada  distrito  compeeáde  nn  «atmero  mayior  ónnoMr  de 
aynntaqiieato's;  pAr^toüéra  qne  el  terr»larÍ0'«8paaNrfjse.dí^ 
tidepara  él  sen/foio  general  de  la  administración ,  m  pro- 
vinéiat  rdÍ9triio$  y  iáminoémnmiipaks- 

MS.v^AdoiÉésdeladi.YisíoávtBtTlFhay  üittó  qweseofiistan 
ó  soaceroan'iresta  fnoídaaieatat  y  i>ay«a objeto  es  regaitciizar 

/Ciertos  ramos  especiales  deíaemoto-páblico  y  sen  las  st^ 
giíantes:  ' 

I.  La  poHíiéM  qne  ae  propone  fií^ililar  y  pootegér  el  ejér^ 
<ricio  deldéracbode  eltocion  inhetenle  h  tn-cpalidad  de  ciu- 
iadano  aotiyo;^EI'lenrítorio  s^.  di? ide  para  este  servicio  en 
4i$triUm  chctortíis  y  en  mceiames  ée  distrito  (4). 

11^.^  II.  La  /«dirátqaetiende'A  dejar  eipedita.Ia  ad« 
mittisnpaóion  ¿e  justioia.^La  Península  se  diiide  effclrcn- 
ioa^e  jacisdfcaíaQ  que  forman  at  territorio  d$  las  auiieneias^ 
.sobdi?idido  enpofMdóf  jad{cta/«<(i^}.  *       '    • 

119. —  in.  ín/iseal  para  regularizar  la  hnposicion  »  re* 
partiinlento  y  cobranza  de  las  rentas  púbíicas.— El  territorio 

(1)  Real' decreto  de  i. •  de  tHo^Dttftre  de  1847. 

(2)  Deis  de  abril  de  1845. 
.  (3)    Arl.  10. 

(4)    Ley  electoral  de  18  de  manb  de  1848,  arta.  38  y  38. 
^)    Beales  decretos  de.S8  de  éoero  y  fl  de  abril  de  1 834. 
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se  divide  eii  isUéwdaíeias^  admúrntraeiones  de  provmeiM  j 
adminUtraci(mesdéfartido{i). 

AIS. —  IV.  Ld  qne  reelinuí  ej  servicio  de  la  instrucmn 
públicM,  para  cayo  buen  desempeñóse  divide  el  territorio  en 
distritos  uniwrsitarios^  síefldo  ca|reza  de  cada  uno  la  udí-  - 
venidad  respectiva  (i). 

ttl^.—  y»  la  ^ue  exige  el  servicio  de  las  oftreMpttMtca^, . 
coa  respectó  cíl  cual  se  divide  la  Peafosula  eo  varios  distritos 
y  dos  masen  las  Islas  adyacente,  á  isaber,  Baleares  y  Cana- 
rias (3): 

HM.^  Yl^  La  qac  pide  el  servicie  militar /en  capita^  - 
nias  gsneraUs,  ¿omandanda^  generales^  y  en  tantas  coman • 
daoeias  de  armas  enantes  son  ios  partidos  judiciales,  es- 
eepUiando  las  capital»  de  prbvinoiaó  pontosderesideaeia 
de  un  gobernador  militar  (4).   *   • 

tM.-—  Vü.  La  relativa  para  él  servicio  de  jnaríoa  en 
departamentos,  tercios  y  comandancias.* 

±99.—  YIIL.Y  en  suma,  la  eelesiáátita,  según  la  cual 
para  la  administración  del  culto  se  divide  el  territorio  espa- 
fioien arzobispados,  obispados^  dretprestazpi  y  parroqnius, 

tüa.— ^bida  las  divisiones  administrativas  del  territorio 
español,  importa  fijar  dos  puntos  muy  interesantes  en  el  de* 
recho,  á  saber,  quién  puede  establecerlas  y  modificarlas  y 
k  quién  incumbe  recdnocer  y  declarar  sus  limites. 

Antes  de  resolver  esta  cuestión  e^pretíso  asentar  el  prín* 
cipio  q^ie  no  bay  verdadera  división  teríritorial  sino  la  cíi^ 
de  dos  grados  (provincias  ^  ayuntamientos),  pues  las  otras, 
fnas  bien  clasifican  los*sérvtcios  administrativos^  que  no  des- 
membran el  territorio,  y  por  lo  común  se  avienen  k  U  esta- 
blecida para  la  administración  general ,  considerándola  como 
el  fundamento  de  todas. 


(1} '  Real  decreto  de  IS  de  jauio  de  1845  para  orgaaizarla  admi- 
nistración de  la  hacienda  pübUcar,  cap.'Jí. 
(S)    Plan  de  esludios  decretado  en  a  de  julio  de  1847,  art.  106.  • 

(3)  Real  decreto  de  !.•  de.  julio  de  1847. 

(4)  Reajes  decreto»  de  3ae  setiembre  de  1S44, 18  de  diciembre 
de  1847  y  !.<*  de  agosU)  d«  1841  y  real  drden  de  4  de  j[uliode  184&. 
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tt4,-7-UQa  provÍQcia,  uo  ayuolamieDto  soQ  demarcacio- 
nes territoriales  ó  distritos  admiaistrs 
nea  el  carácter  de  sociedad  polUica, 
coQstituyeú  una  corporacioo  cuyos  in 
tívauíeDte  ciertos  derechos  político 
persona  moral  ^  con  propiedades  y  a[ 
nesV  cuya  adquisición,  coaservaqioa  y  trasmisión  son  actos  * 
puramente  cívíIqs¡.  T  como  solo  }a  ley  puede  crear  ó  abolir 
derechos  y  resolvei'las  cuestiones  tocantes  al  estado  civil  de 
las  personas  y  á sus  derecho^  de  propiedad,  de  ahi  nao/e  que 
solo  el  poder.  legiMativo  ^ea  competente  para  establecer  una 
nueva  división  territorial,  6  alterar  la  ya  establecida.' 

f  M.-^Pero  Tos  distritos  son  círculos  ádministratírps  que . 
el  gobierno  introdujo  y  que  puQde  reformar  ¿abolir,  porque 
na  son  como  las  provincias  y  ayuntamientos  sociedades  po- 
líticas ni  personas. morales,  ni  tampoco  llevan  el  sello  de 
perpetuidad  propio  de  los  actos  legislativos. 

tíi<^.— La  doctrina  anterior  es  de  rigorosa  aplicación  con 
respecio  á  las  provincias  cuyos  limites  invariables  dan  esta- 
bilidad á  (a  administración,  garantizan  el  ejercicio  de  los 
derechos  políticos  y  trazan  &  cada  autoridad  judicial  el  cír^ 
culo  de  sa  competencia. 

199. — Mas-  no  se  aplica  á  los  (orminos  municipales  con 
amplitud  tanta  que  excluya  toda  éscepcion  legal.  Como  en 
estos  casos  pudieran  agitarse  cuestiones  de  resolución  pe^ 
rentería  <i  morerse  intereses  de  leve  importancia,  y  el  poder 
l^isiativo  ni  ejerce  una  acción  continua ,  ni  puede  descen- 
der á  pormenores,  el  respeto. á  los  principios  junto  con  la$ 
necesidades  de  \ps  pueblos,  aconsejaban  adoptar  un  tempQr 
lamento  medio ,  en  virtud  del  cual  se  reservasen  á  la  ley  las 
rerormas  menos  urgentes,  y  las  apremiantes  ^e  cometiesen  á 
la  administración.  j  >  ' . 

Tal*  es  el  espíritu  de  nuestra  legislación  ad  ministralsviL  en 
punto  &  la  crea(fioif  de  nqevos  térininos  municipales.  El  go- 
bierno está  autorizado  para  rntrpducir  semejant  es  alteraciones 
en  la  división  territorial,  con  dos  condiciones  :  primera^  si 
el'distríto  contiene  cien  vecinos,  y  segunda  oyendo  á  la  dipu- 
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tftcioB  proviuttial  (I).  Et  efUeorcio  de  la  ley  aulorita-paMaiír- 
mar  qoe  si  la  admifiistraetoB  ^ttede  iátrodatír  ntiet da  dteirí- 
tés  tnaaicipali^,  carece  áé  fa^ullades  para  soprimir  aao  ^oia. 

t)»s.--^Sí  elpodet*  adminíatrativono  tieáaatatóridad  pro- 

-pía  park  crear  ni  suprimir  difiiritoa  «oaaicipales,  latnipoo» 

debe  tenerla  para  renair  ó  sej^gar  pneMos  ó  seecionea  h«- 

hitadas  de-un  término  municipal  y  trastornar  los  Kmhes  lega* 

les  de  sos  refiípeotitos  terriforios.  Solo  en  rfriud  de  \)na  an-^ 

torit^acien  especial  puede  afterar.la  obí'a  del  legislador,  y 

está.ua'toritacion  se  laeoneéde  al  gobierno  la  ley' citada, 

oyendo  también  á  la  diputación  provincial,  y  con  las  condt«* 

ciones  de  trerificarse  la  reonión  á  instancia  de  ttMlos  lo$  in*^ 

-  teresadds ,  y  4a  segregación  á  solidtüd  def  que  la  inteñle  y 

'  con  andieacia  de  los  demás  (9). 

iM.-^a  reunión  ó  segregación  de  pueblos  es  un  acto 
en  q^e  debe  brillar  la  prudencia  suma  de  la  ádminisiracion, 
.porque  arecta-i  las  pasiones  mas  Titas  y  h  l<»s  sentimientos 
mas  delíéados  del  hombre.  Sepatnmos  del  poeMo  xjve  nos 
vió;nacer,  excluirnos  deHoda  participación  en  las  propíe^- 
•des  de  que  fuimos  áiempreconduellos;  alejarnos  del  sepulcro 
donde  descansan  los  huesos  de  ntiestros mayores,  son  sacrifi- 
cios dolorosos  que  la  administración  reusará  imponer,  mien- 
tras «m  í,eo0ttocido 'interés  público  lio  lo  exija  con  empefio. 

tf  #.— La  rectificación  de  tos  límites  comunes  á  dos  ó  mas 
dtoiptos  lerritortales  es  una  operación  puramente  adminis-^ 
tratija.  La  admíinistracion,  en  este  caso,  deja  iutadas  las  in- 
diyídnalidades  administrativas,  pues  ni  crea,  üi' destruye  de« 
rechos  acerba  de  la  propiedad'6  aprovechamientos  comunes, 
ni  tuaslada  personas  de  uno  á  otro  territorio ,  ni  sefiala  nue^ 
1FQS  confines  k  la  jurisdicción  de  cada  autoridad  jud¡dál;:8Ítio 
^nie  el  acto  se  limita  á*declarar  si  ciertas  porciones  de  terri- 
torio pertenecen,  según  la  ley,  á  tal  ó  cual  provincia é pueblo. 
iM'.^Tal  vet  ocnrráb  d\idá^  fondadas  acerca  del  verdade- 
ieo«ará<$l6r*de^ta  operadou  <)ue  si  laadminislracion  la  -vio* 

(1)    Ley  de  organización  y  atribaciooes  de  los  ayuntamientos ,  ar- 
ticnloTi. 
(9)  Art  78. 
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leota,  paeda  degenerar  en  un  acto  i«eo«stit«cioiial,  arrogiin- 
dwB  el  poder  cgecotívo  la  facollad  de  Teformar  la  di míóo  del 
territorio.  Alganoe  pabiicistas  pretendieron  dUlíngoir  la  tee* 
táficacion  de  limites  del  seftalaniiento  de  otros^noevos,  por  ta 
eircunstaiicia  d$  uimr  6  «o  A 
trofertido  é  incorporado.  M 
porque  ni  es  legal,  ni  está 
ciencia,  según  los  cuales  h 
funda  en  la  idea  de  díslríbuii 
k  de  ctaisifioar  por  grupos  1j 
oira  razón  decismi,  i  saber, 
rítorio,  se  trastornan  los  Ifmi 
petenoía  judicial,  y  se  verá 
tinción  y  cuan  débil  aquella  I 
La  operación  de  reetifie 
eho,  como  es  en  el  derecho, 

de  división  terríloriat;  por  consiguiente  parece^  opinitifn  mas 
e|i6rda  que  la  administración  ^  atenga  á  la'  letra  y  al.espi- 
ritu  del  lesto  del  cual  se  desf  iar&  ttm  j  poco,  prolongando  la  K- 
Boa  divisoria  por  el  of^paeío'oscuto,  de  suerte  que  una  entre  si 
ambos  exiremos  cono6idos  por  medio  de  ooa  recta.  Si  hay  olMS« 
tiicvios  naturales  á  esta  dirección,  será  prodente  colegir  que 
Va  limites  de  la  naturaleza  son  también  los  Itmf  tes  de  la  lejr. 

tn.^Soto  al  Rey  corresponde  dectarar  los  límites  prt^-^ 
viaciales-f  porque  solo  en  él  reside  la  plenitud  del  poder  ad- 
mtiüstratif o  y  la  superioridad  comua  necesaria  para  termi^^ 
nar  las  direrenciás  y  dirimir  las  cuestiones  pendientes  entibe, 
dfs  gefes  políticos  iguales  en:autorídiad,  como  rspreseutsnto 
cada  ctíaVde  su  respéotira  provincia.  Has  dada  gefe  polüi-^ 
to  en  80  territorio  U  conípeteüte  (i«ua  deetarar  los  ^i'^ 
tes  de  los  éistri^tos.y  ayuntamientos  compréudidos  en  éi^ 
porque  siendo  esta  operación  un  acto  administratifo ,  mWá' 
en  el  número  de  sus  atribuciones,  como  autoridad  nombra- 
da por  el  ¿ey  para  el  gobierno  de  las  provincias. 

iiS8.»^La  operación  de  señalar  los  limites  legales  de  uora 
provincia  ó  ayuntamiento  es  muy  distiota  delapéo  ó  deslinde 
de  sos  terrítoriosy  porque  aquella  es  un  acto  administrativo  y 
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esta  ua  acto  de  ejeciiciofl.  £q  el  primer; caso  la  admioiairat 
etoQ  procede  dentro  de  la  ley  y  guiada  port^OQsidera^ioiieá 
de  ¡oleres  público,  coa  cierto  grado  de  arbitrariedad;  y  en  el 
segundo  no  se  trata  sino  de  dar  rigoroso  complimiento  á  la 
decisión  de  la  autoridad  administrálifa,  obedeciendo  sus  man-* 
da|os,  sujetándose  á  sos  instriicciones  y  sometiendo  el  re*; 
süUado  de  estos  trabajos  facoltalivos  i  ^tk  censura  ó  apror 
bacion. 

Las  resta^ites  divisiones  territoriales  yá  dijinras  qufeDO^ 
tienen  la  importancia  ai  la  estabilidad  queia  crril  dadminisf' 
trativa.  Hay  dos  sin  embargo  dignas  de  mención  «aunque 
agenas  de  nuestro  examen  ,  porque  nos  llevaria  al  estudio  de 
materias  que  no  caben  en  los  limiten  de  esta  obra:  la  judicial, 
y  la  eclesiástica. .  * 

La  primera  está  enlazada  con  las  leyes  relatiras  á  la  er- 
gaaizacion  de  los  tribunales  y  á  la  competencia  jodicial,  y 
por  tanto  debe  ser  objeto  de  un  acto  ^egis^ativo. 

La  segunda  peírtenece  á  la.  clase  de  las  materias  mistas,  ó 
e$  asunlo  propio  de  la  jurisdicción  espiritual  y  temporal  á  un 
mismo  liempOi.  Seria  de  apetecer  que  las  provincias  civiles 
fuesen  también  provincias  eclesiásticas,  y  esperamos  qué. el 
gobierno ,  de  acuerdo  con  el  gefe  de  la  Iglesia  (cual  cumple 
en  una  aacion  católica),  procurará  se  rectifiquen  los  límites 
estraños  é  irregulares  de  nuestras  diócesis,  itiustando  todo  lo 
posible  su  territorio  al  de  los  grandes  círculos  admlnistratí-' 
vos,  y  colocando  una  silla  episcopal  en  la  ciudad  donde  resi-^ 
diere  la  autoridad  superior  de  aquella  demarcación.  Los:  in-^ 
tereses  religiosos  y  los  terrenales  reclaman  con  ui'geneiá 
esta  reforma,  en  la  cnal  deben  resplandecer  la  perfecta  oónr 
cordiadelas  dos  potestades  que  se  dividen  el  imperio  del 
mundo ,  rigiendo  una  lá  opinión  y  otra  gobernando  las  con* 
xicncias{4). 

(1)  La  prímjBra  base  de  la  ley  que  autoriza  al  gobierno  para  que, 
do  acuerdo  coa  k  Sauia  Sed^  veríBqáe  el  arreglo  general  del  clero 
es,  «establecer  uoa circanscripdon  de dídccsís  ^ue  se  aeomode,.  ea 
cuanto  sea  posible,  á  la  mayor  utilidad  y  couvenieDcia  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  procurando  IsC  armonía  correspondiente  en  el  número  de 
las  siUás  metropolitaaas  y  sufragáneas.»  Ley  de  8  de  nayo  do  1^9. 
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'  DE  LA  ORGANIZACIÓN 
Y  ATRIBUCIONES  DE  LAS  AUTORIDADES  ADMINISTRATIVAS. 


TITULO  I. 

DE    LAS    AUTORIDADES     ACTIVAS. 

ISKCCIOM  PRIMERA. 

A«««rldaiie«  centrales. 

CAPÍTULO  I. 

Re  la  orgrimlsacloii  Administrativa  en  general. 


134. — OrgaDÍzacion  adminislra- 

135.— Gerarquía  admÍDislratira. 

135.— Sas  caracteres. 

1 37 . — Uniformidad. 

138.— Régimen  especial  de  las 
*      provincia^  Vascongadas. 

139.  ■^Suf}ordÍ7iacion. 

146.— Beber  de  obediencia. 

141.— La  obediencia  gerárquica 
es  una  obediencia  pasiva? 

14S. — Leyes  conservadoras  de  lá 
subordinación  gerárquica. 

143. — Amovilidad  de  las  autori- 
dades y  agentes  adminis- 
iratifo^. 

144. — Suspensión,  enmienda  y 
revocación  dé  los  actos  del 
agente  inferior. 

1 45. — Responsabilidad. 

146;— Extensión  de  la  responsa- 
bilidad administrativa. 

147.— Autorización  para  proce- 


sar á  los  agentes  del  go- 
bierno. 

148.— Necesidad  de  esta  autori- 
zación previa. 

149.— Argumentos  eñ  contra. 

150.-(jonsecuencia  de  aquel  prin- 
cipio 

15l.--LafaUa  de  la  autorización 
previa  vicia  el  proceso. 

152.— A  quién  compete  conceder 
ó  denegar  esta  autoriza- 
ción? 

153. — Necesidad  de  una  lej  de 
Responsabilidad  adminis- 
trativa. • 

154.- Tribunales  competentes  pa- 
ra juzgar  á  los  funciona- 
rios públicos. 

155.— Como  deben  proceder  los 
gefes  políticos,  cuando  se 
solicita  de  ellos  la  autori- 
zación para  encausar  á  los 
empleados  sabalternos? 
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156.— ProcedímicDtos  contra  las  publica. 

demás  autoridades  y  agen-  ISS.^Efectos  de  la  autorización. 

tes  administrativos.  1 59.— /'reiencúx. 

157. — Empleados  en  la  hacienda  190. — Observación  final. 

184.— No  basta  q^e  e|  poder  |IIipiQÍslratiyo  exista:  es 
preciso  adem&8  que  para  corresponder  á  su  objeto ,  tome 
formas  adecuadas  á  la  naturaleza  de  sus  funciones;  en  fin, 
es  necesario  que  tenga  una  organización  conveniente. 

La  organización  administratÍTa  debe  fundarse  en  el  prin- 
cipio de  qué  la  administraeton  esiina  é  indivisible,  y  que  la 
autoridad  emana  de  un  poder  ceotral  responsable  quien  la 
trasmite  de  grado  en  grado  hasta  los  últimos  agentes  de  esta 
escala,  unidos  entre  si,  come^^laiioaca  de  uia  misma  cadena. 

tSft.— Hay,  pues,  un  orden  g;erárquico  en  la  adminis- 
tración ó  una  verdadera  jffrargu^a  administrativa  que  de- 
finiremos a  la  serie  ofd«aáda  de  autoridades  que  bajo  la 
dirección  y  reponsabilidad  ddppder  central ,  están  eioLcarga- 
das  de  ejecutar  las  leyes  deiníter^s  común. 9 

tss.— De  la  deSnicion  expuesta  se  coliga  que  cuatro  ca- 
racteres constituyen  la  gerarqufa  administrativa,  á  saber: 
uniformidaif  subordinación,  responsabilidad  y.  presencia  dt 
las  autoridades  en  todos  los  grados  del  orden  gerárquico. 

189.— Sin  um/ormtJad  no  fuera  la  gerarquia  adminíi^ 
trativa  serie  ordenada,  sino  disposición  confusa  y  repartid 
miento  desigual  de  las  fuerzas  de  la  administración.       « 

La  uniformidad  >o  revela  en  la  presencia  constante  de 
unas  mismas  autoridades  en  unos  mismos  distritos  con  idén» 
ticas  atribuciones,  sea  relativamente  á  la  acción,  ó  sea  en 
cuanto  al  consejo.  Asi  vemos  que  nuestra  gerarquía  admí-» 
nístrativa  observa  esta  ley  de  la  uniformidad  al  establecer 
el  Consejo  Rea)  y  varios  consejos  e;$peciales  cerca  del  go- 
bierno: un  9f/i(  |ioI^/tco  en  cada  provincia  asistido  también 
de  un  Consejo  jr  de  una  Diputación  provincial:  w  gefe  c>vit 
en  cada  distrito  (4 ),  y  un  alcalde  en  cada  pueblo  rodeado  de 
^u  ayuntamiento. 

(1)  La  falta  de  uniformidad  que  aquí  se  advierta  en  np  sefialar 
^erpp  cppsqhivo  ti  gefe  civil  proced^.fl^  lo  |D^ppes<:o,e9  el  mHiifL  tS^. 
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188.— La  aarformida 

€Ovaple&  Di  las  reformas 

laa  dei  larga  fecha.  -Nava 

mico ,  judicial  y  roililar 

proví ocias  yascopgadas 

basta  igual  época*  Entoq 

confirmó  estos  faeros  y  I 

ufiidad  coQstituciooal  de 
Las  cortes  do  ¿quel  tí 

la  unidad  coostitOQJouaii 

Irativo  Gomon,á  NavjBrr 

biBn  en  cuanto  al  norubn 
y  esl^  es  la  legislación  vi] 
caag^dfis  disfrutaron  de 
Regenta  publicado*  en  29 
protesta  el  gobierno  que 
una  centralización  extrer 
viüCi^les  y  municipales  k 
de  la  unidad  administráti 
agentes 'en  todo  lo'cooqe 

responden  según  la  Constitución;  «de  otro  modo  (afiade),  ni 
el. gobierno  seria  posible «  ni  tampoco  la  rosponsabüidad  mi- 
nisterial,))       •      .  .  ' 

Y  en  efecto ,  la  integridad  de  los  fueros  no  solo  ooártabn 
la  libre  acción  del  poder  ejecutivo ,  isino  ademte  la  del  mis-r 
mo  poder  legislativa,  porque  en  rigor  también  las  leyes*  vota?^ 
d9S  por  las  cortes  con  asistencia  de  los  representantes  de  dU 
e^M  provincias  y  después  sancionjidis  porla  corona,  queda- ' 
b^  aun  sujetas  al  pase  foral  >  y  los  actos  del  poder  judicial 


Boeica>  del  earáeter  de  estos  GíreuloBadmiBistratiTOs  é  áeecipoes  d^ 
territorio^  El  gefe  civil  es  como  U\,  qna  e^toridad  intermeciia  y  el 
▼loculó  necesario  entre  el  gefe  poÚtico.ylos  alcalde^  de  los  pue- 
blos ;  mas  cuando  ejerce  íoneiODes  de  alcalde  corregidor ,  enton ' 
ees  tieoesa  coMcJQ  en  él  ajttntamienlo«  detodolaciálhablai^qNe 
con  mas  latitud  en  el  capítalo  especial  d^stjpello  kI  ,9Kápi0D  d§^4Uqbas 
autoridades. 

(i)    Ley  de  S5  de  octubre  de  1839,  art.  1.<*  • 

(S)   LejFdo  16 de^^ agostada  la^J.    . 
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sufriao  gaa  especie  de  físcalizacioQ,  por  cuanlo  era  pen^ritido 
á  la  admíDistracíoD  proviacial  impedir  la  ejecucíou  de  los  fa- 
llos de  la  juslicía  «El  pase,  prosigue  ePgohierno,  conspira 
cohtra  la  división  armónica  de  los  poderes  del  estado  ,  con- 
tra la  dignidad  de  la  corona  y  del  gobierno  y  contra  la  inde- 
pendencia judicial  y  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.»  En 
consecuencia  de  estos  principios  los  fueros  de  las  provincias 
Vascongadas  quedaron  casi  completamente  abolidos,  aunque 
la  palabra  abolición  no  se  hubiese  pronunciado. 

Posteriormente  el  gobierno  de  la  Reina,  sea  que  cediese 
al  imperio  de  las  circunstancias  políticas,  ó  que  preCriese  el 
sistema  de  introducir  lentamente  la  unidud  administrativa 
influyendo  primero  en  las  costumbres,  declaró  que  el  estado 
de  cosas  creado  por  el*  decreto  de  16  de  agosto  no  podía  str 
considerado  como  definitivo,  sino  como  puramente  transito* 
rio  é  interino,  y  que  su  intención  era  ejecutar  lealmente  la  ley 
de  35  de  octubre;  y  mientras  no  se  procedía  á  la  formación 
de  un  pibyecto  de  ley  que  resolviese  para  siempre  esta  cues* 
lion,.el  gobierno  acordó  que  los  gefes  políticos  de  Vizcaya, 
'  \iava  y  Guipúzcoa  presidiesen  las  juntas  gen^ral^s  de  dichas 
provincias  con  el  carácter  de  corregidores  políticos,  se  con- 
servasen las  diputaciones  forales  y  su  nombramiento  se  hicie- 
se en  Ja  forma  antigua  6  según  fuero, -y  tuviesen  las  mismas 
facultades  que  las  diputaciones  provinciales  en  lo  res.tante 
del  reino,  cuyos  cuerpos  subsisten  sin  embargo,  mas  bien 
por  respeto  al  prin,cipio  de  la  unidad,  que  por  ser  alli  necesa- 
rios para  el  gobierno  económico  de  los  pueblos.  Los  ayunta- 
mientos gozan ,  Ínterin  no  .se  hace  el  arreglo  definitivo  de  ios 
fuerds,  de  las  mismas  atribuciones  que  les  correspondían 
antes  del  decreto  d^  29  de  octubre,  salvo  en  aquellos  pueblos 
que  á  petición  suya  prefieran  sujetarse  á  la  legislación  co- 
mún, la  cual  rige  con  graves  escepciones  en  punto  á  ren- 
tas,  y  completamente  eú  cuanto  á  las  aduanas,  proteccioa  y 
seguridad  pública  y  administración  de  justicia  (1 ). 

tso.— La  subordinación  consiste  en  la  dependencia  suce- 

(1)    Real  decreto  de  4  de  ju1iü^,  pnbKcado  en  8  del  mismo  de  1844. 
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sWa  de  (a  aaioridad  mener  de  la  mayor,  y  en  el  CQmdí- 
miento  de  los  deberes  de  obedíeacia  y  respeto  para  con  UkÍs 
las  superiores  en  grado.  La  admiaistracion,  como  la  mili- 
cia, tieiiesii  disciplina  cuya  base  es  este  deber  mas  ó  me- 
nos estrecho  de  la  obediencia,  stü  la  cual  no  liay  subordi*- 
nacion  ni  orden  posible. 

Asi  como  el  poder  central  obedece  á  la  ley,  y  la  ejecuta  y 
la  manda  cumplir  bajo  su  responsabilidad,  asi  las  autoridades 
provinciales  le  obedecen  á  él»  á  las  de  provincia  las  de  dis-- 
trito  y  á  estas  las  locales.  Rota  la  cadena,  ni  habría  unidad 
^n  el  pensamiento,  ni  regularidad  en  la  acción»  ni  podría 
«exigirse  la  responsabilidad  moral  ó  legal  á  gobierno  alguno. 

146.— El  deber  de  la  obedíenoia  está  expresamente  con* 
«ignado  para  todas  las  autorídades  en  la  ley  que  declara 
responsable  á  todo  general,  junta,  audiencia  ó  cualquier  otro 
snperíor  it  quien  incumba  dar  cumplimiento  á  las  órdenes  del 
gobierno  y  loa  castiga  con  la  privación  de  sus  respectivos 
empleos,  si  por  culpable  omisión  «^negligencia  ó  tolerancia, 
dejaren  de  ser  ejecutadas  (4 );  y  en  cuanto  á  las  autoridades 
del  orden  administrativo  en  particular ,  este  deber  está  teS'- 
tualmente  consignado : 

'  I.  En  la  ley  para  el  gobierno  de  las^ provincias  donde  se 
dice  «que  correspondftal  gefe  politice  eje^tar  y  hacer  que 
se  ejecuten  en  la  provincia  de  su  mando  las  leyes,  decretos, 
órdenes  y  disposiciones  que  al  efecto  le  comunique  el  go- 
bierno;» y  mas  esplicitamenteen  donde  expresa  que  los  getes 
políticos,  bajo  su  responsabilidad,  «están obligados  á obede* 
cer  y  cumplir  las  disposiciones  y  órdenes  det  gobierno  qne 
al  efecto  se  les  comuniquen  por  el  conducto  debido,  sin  que 
por  su  obediencia  puedan  incurrir  nunca  en  responsabili- 
dad de  ninguna  clase  (2).» 

II.  En  el  real  decreto  para  el  establecimiento  de  los  gefes 
civiles  qne  enumera  entre  sus  facultades  la  de  «ejecutar  y 
hacer  que  se  ejecuten  en  el  distrito  de  su  mando  las  leyes, 

(1)  Decreto  de  las  cortes  de  Cádiz  de  14  de  julio  de  1811  res- 
tablecido por  la  ley  de  31  de  enero  de  1837. 

(2)  Arts.  4  y  7  de  la  ley  de  2  de  abrU  de  1845, 
ToHO  I.  6 


Digitized  by 


Google 


66  DKIBCHO  AOHINISTBATiVO  ESPAÑOL. 

dyretaf  órdenes  y  disposícioBes  qae  les  conaiique  el  gefe 
{lllítíco  superior  (4).» 

III.  En  la  ley  de  ayantamientos  que  dispone  correspon-^ 
d«r  al  alcaide,  bajo  laantoridad  inmediata  (2)  del  gefe  polifcí* 
•0^  «pnblicat,  qecotar  y  hacer  ejecalar  las  leyes,  reglamen- 
tos, reales  órdenes  y  disposiciones  de  lia  administrácion/W- 
perior  (3).» 

ft4l.— La  obedieieiá  gerirq»ica  es  tin  deber  rigoroso  en 
la  adfluiiistracion,  aunque  no  taD  estrecho  como  en  la  mlicia; 
es  decir  que  doñea  llega  á  íer  una  obediencia  paramente  pa*> 
8iva.  La  variedad  de  circunstancias  y  de  intereses  locales  re*- 
clama  i  menudo  introducir  ciertos  cambios  que  no  están  al 
ateance  de  la  administración  central  ó  provincial;  novedades 
de  pormenores  que  no  alteran  la  ky,  pero  modiñean  ks  actos 
de  ejeGitci<m.  • 

En  casos  semejantes  el  funcionario  publicóse  halla  colo- 
cado entre  dos  deberes,  el  de  una  obediencia  estricta  y  el  de 
Uestrar  á  la  autoridad  suf  erior  acerca  de  la  necesidad  ó  con* 
veniencia  de  atender  á  ';e5ta5  eugencias  locales.  El  mejor 
medio  que  se  ofrece  de  conciliar  ambos  extremos,  es  acordar 
la  ejecución  provisional  y  representar  exponiendo  lasdíficuU 
tades  ó  peligros  de  aquella  disposición  administrativa;  mas  si 
de  la  ejecución,  aunque  moQ»entánea,|pudiesen  resultar  gra^ 
ves  periuidos  de  naturaleza  irreparable,  no  repugna  la  doc- 
trina que  aconseja  suspender  la  ejecución  ilustrando  á  la 
autoridad  superior  en  punto  á  los  motivos  que  provocan  tal 
acuerdo.  Esta  es  una  cuestienée  prudencia  y  descolo  que 
jamás  podrá  resolverse  por  principios  generales. 

La  doctrina  expuesta  no  es  en  modo  alguno  subversiva 
del  orden  gerárquieo,  ai  relaja  el  principio  de  la  obediencia 
k  las  autoridades  superiores,  como  se  colige  de  hallarla  expre- 
sámente  consignada  en  un  servicio  tan  rigoroso  cual  es  el  de 

<1)    Art.  2  del  real  decreto  de  l.<»  de  diciembre  de  1847. 

(€)  Gmiado  se  publicó  osU  ley  no  existia  aan  la  autoridad  in* 
iermedia  de  los  eeíes  civiles ;  hoy  el  alcalde  obra  bajo  la  autori- 
dad inmediata  del  gefe  péptico,  solamente  donde  no  hay  gefe  dvUc 
donde  le  hay>  la  autoridad  de  este  es  la  inrMdiata. 

(3)    Act.  73  de  k  ley  de  8  de  enero  de  1845. 
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las  reatas  del  estado.  Ea  el  real  decreto  para  la  org9piza<^ 
cíouL  (te  la  adminiatraoioa  central  y  provincial  de  la  bacíea-^ 
da  publicase  dice:  «ios  admiaisirado res  obedecerán  lasi^rde* 
nes  del  ioleodeate;  peros!  alguna  de  ellas  alterase  laa  reglas 
establecidas  para  el  servicio,  sufpenderán  iu  ^umplimienio  y 
h  harinfrisiñtes  las  obsermciotus  qui  crean  oonwnimtes.  St 
el  intendente,  no  obstante,  mandase  llevar  &  efeclo  lo  dis^ 
puesto^  el  administrador  obedecerá^  dando  cuenta  de  ledo  por 
el  correo  ñas  próximo  al  director  general  de  qnien  dependaé 
Los  geíes  de  la  administración  j^ar/tctpar^n  ie  la  responsabüi^ 
dad  de  l$s  inimdenUs^  cuando  no  le  hayan  manifétiadawporn 
tunameníe  ¡os  perjuicios  que  pueden  producir  sus  proeiden^ 
eias\  y  cuando  kabíendo  hecho  esta  exposición  no  hayan 
dado  cuenta  inmediatamente  al  director  general  (4): »  de  todo 
lo  cual  se  infiere  que  la  disciplina  gerárquica  dista  mochd  de 
la  obediencia  pasiva. 

t49.*-*-ConserTan  la  snberdiíacion  gerárquica  dos  clases 
de  disposiciones  administrativas: 

I.  Las  relativas  al  método  que  debe  ebservarse  en  la  cor-* 
respandencia  con  las  auioridadcs  supec iores  en  mas  de  na 
grado,  á  quienes  nunca  pueden  las  inferiores  dirigirse  sino 
por  mano  de  las  intermedias^  como  el  alcalde  que  no  puede 
repcesenlar  al  gobienio ,  sino  por  condacto  jdei  gefe  peUU*  |  ^  • 

co  [%  y  el  gefe  civií  que  tampoco  puede  eorresponderse  dtrec^ 
tamente  coa  el  gobierno,  salvo  ea  el  únieo  y  exclusivo  case  de 
eomunioar  alguna  noticia  importante  y  argente  coyo  eoAOK 
eimieato  se  retardarla  de  esperar  el  cendncio  ordinario  (S]^p  > 

II. — T  las  que  facultan  á*las  autoridadeü  superiores  poia 
detener ,  modificar  y  revocar  los  actos  de  las  subaUeroas;  y  j  ~^  J   i 

suspenderlas,  ea  el  ejercicio  de  sus  funciones^  ó  deitituirtas  (  .^  .    f 

de  sus  cargos. 

ft48.^Todas  las  autoridades  y  agentes  adminisirati?os 
son  amovibles  á  voluntad  del  gobierno,  porque  si  fueisen  íiüh 
movibles  no  habria  obediencia  gerárquiea,  ni  el  poder  sería 

(1)  Real  decreto  de  S9  de  mayo  de  1S45,  irt.  54. 

(2)  Art.  74,  S.  11,  déla  ley  de  6  de  enero  de  1845. 

(3)  Art.  4  del  real  decreto  de  l.<»  de  diciembre  de  1846. 
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flexible,  ni  responsable.  El  gobierno  escoge  sus  mandatarios 
como  quién  debe  dar  cuenta  de  su  elección:  los  actos  del  últi- 
mo funcionario  público,  actos  son  de  una  autoridad  delegada 
cuya  responsabilidad  pesa  sobre  el  gefe  superior  que  la  ins- 
tituye, si  no  la  declina  legatmente.  Pero  la  amovilidad  de  los 
funcionarios  públicos  dista  mucho  de  la  arbitrariedad  en  pun* 
tp  á  instituirlos,  trasladarlos  ó  removerlos.  Cuando  la  autori- 
dad administrativa  mas  celosa  é  ilustrada  es  sustituida  sin 
razón  por  otra,  sus. proyectos,  sus  trabajos  empezados,  el 
fruto  tardío  de  sus  conocimientos  locales,  todo  es  perdido  para 
tos  pueblos;  y  cuando  esta  movilidad  nace  del  justo  deseo 
que  el  gobierno  abriga  8e  recompensar  ascendiendo  á  sus 
mejores  servidores,  entonces  olvida  que  el  fin  es  la  provincia 
y  el  hombre  solo  el  medio. 

La  administración  suprema  ejerce  esta  facultad  sin  mas 
límites  que  los  de  la  justicia  y  de  la  conveniencia  pública; 
pero  los  gefes  inmediatos  los  tienen  ya  mas  estrechos. 

144.— Cuando  el  gefe  superior  de  una  provincia  snspen* 
de,  modifica  ó  revoca,  según  las  circunstancias,  los  actos  de 
las  autoridades,  corporacioues  y  agentes  á  él  subordinados, 
debe  mirar  no  se  opongan  á  ello  las  leyes  ó  los  decretos  y 
órdenes  dd  gobierno.  Suspen^pr  de  empleo  solo  puede  en 
casos  urgentes,  dando  inmediatamente  cuenta  al  mismo  de 
la  providencia  y  de  sus  motivos  (4 ). 

El  gefe  civil  posee  atribuciones  equivalentes  en  sus  rela« 
ciones  con  las  autoridades,  corporaciones  y  agentes  que  de  él 
dependen ,  y  dá  cuenta  de  sus  disposiciones  al  superior  in- 
mediato el  gefe  de  la  provincia*(^]. 

t4S.— La  responsabilidad  del  poder  administrativo  es  una 
condición  esencial  de  la  libertad  pública :  se  funda  en  la  Cons- 
titución que  declara  sagrada  é  inviolable  la  persona  del  Rey 
y  responsables  jos  ministros  ( 3),  en  quienes  residen  la  auto- 
ridad y  la  fuerza  necesarias  para  ejecutar  la  ley  en  todo  el 
ámbito  del  territorio  nacional. 

(O    An.  5,  §.  5.<»y  6.®  de  U  ley  de  2  de  abril  de  1845. 

(2)  Art.  4  del  real  decreto  de  i. «de  dicietubre  de  1847, 

(3)  Art.  42. 
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A  las  corles  corresponde  eiigír  la  res{Aasabili<lad  minis- 
terial, pero  además  de  esta  alta  responsabilidad  política,  bay 
otra  inferior  á  que  están  sujetos  todos  los  funcionarios  públi- 
cos ó  afrentes  del  gobierno,  ;  es  la  responsabilidad  adminis- 
trativa. 

44e.— Incurren  en  ella  los  gefes  polfticos  y  todos  los  em- 
pleados y  corporaciones  dependientes  de  su  autoridad  por 
^ ¡tos  ó  faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de  sos  atribuciones. 

44*9.— Claro  está  que  para  exigir  la  responsabilidad  ad- 
ministrativa debe  abrirse  un  juicio  ante  el  tribunal  ordinario 
competente,  porque  siendo  una  cuestión  civil  6  penal,  solo 
á  los  jueces  instituidos  por  la  ley  corresponde  administrar 
justicia.  Mas  como  por  otra  parte,  si  se  concediese  al  poder 
judicial  sin  limitación  alguna  la  facultad  dé  encausar  á  los 
agentes  administrafivos,  conocería  indirectamente  de  los  ac- 
tos de  la  administración,  turbando  ta  armonía  constitucional 
y  destruyendo. el  principio  de  la  recíproca  independencia  de 
los  poderes;  de  ahí  dimanan  que  uo  se  pueda  procesar  á  nin- 
gún gefe  político  sin  autorización  del  gobierno  (1),  y  sin  la  au- 
*4orízacion  d&  aquel  á  ningún  funcionario  ó  corporación  su- 
balterna^?). *  .  , 
'  14^.— Por  otra  parte,  nadie  sino  la  administración  puede 
apreciar  exactamente  el  acto  de  un  funcionario  público,  por- 
<|ne  solo  la  administración  sabe  si  aquel  obedeció  una  orden 
superior  ú  obraba  por  so  propio  impulso ,  y  solo  ella  conoce 
los  deberes  de  cad^  servicio,  sus  necesidades  y  sus  reglas;  y 
asi  solo  el  gobierno  debe  examinar  la  conducta  de  sus  agen- 
Íes  antes  de  someterlos  al  fallo  de  los  tribunales,  pojrque  como 
se  supone  que  el  funcionario  de  la  administración  no  proce- 
de en  virtud  dé  determinación  previa  y  personal,  sino  á  con- 
secuencia del  mandato  del  poder  ejecutivo,  ó  el  ministro 
aprueba  el  becho  de  su  mandatario  y  cubre  con  su  respon- 
sabilidad la  responsabilidad  del  subalterno,  degenerando  la 
«uestion  administrativa  en  política;  ó.  lo  desaprueba,  fun- 
^ado.en  que  el  agente  obró  sin  órdea  ó  excedió  los  limites  de 

(I)    Ley  de  S  de  abril  de  1845,  art.  9. 
(a)    Id.  art.  4,  §,  8.0 
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SMS  fuaaíones,  y  fátonces  abandosa  ásu  agenta  y  Je  entrega 
k  los  tríbuoales  para  que  le  juiguen  y  le  castiguefl. 

Al  mismo  tiempo  qae  la  autorización  previa  para  proce- 
sar á  cualquier  funcionario  público  es  un  medio  de  conser* 
var  la  unidad  en  la  administración  y  la  responsabilidad  en 
el  gobierno,  es  también  una  garantía  eficaz  y  una  justa  pro- 
tección que  el  gobierno  les  dispensa,  para  que  no  sean  mo- 
lestados ni  perseguidos  por  personas  que  se  obstinan  en  ver 
un  agrario  en  tal  acto  rigoroso  del  funcionario  que  nO  eá  si- 
no el  exacto  cumplimiento  de  un  deber  duro  acaso,  pero  asH 
mismo  inyiolable.  Quitada  esta  garantía,  todos  los  agentes 
administrativos  quedarían  expuestos  á  las  reclamaciones  mas 
insensatas ,  á  (os  procedimientos  mas  severos  y  á  la  suscep^ 
tibilidad  dé  los  tribunales :  el  temor  de  ser  procesados ,  en- 
carcelados y  sentenciados,  siá  poder  el  gobierno  impedtrlov 
baria  que  ftiesen  flojos  y  tímidos  en  el  desempefio  desusde^ 
beres,  y  la  administración  se  resentiría  de  la  lentitud  y  lan^ 
guidez  de  sus  miembros. 

Esta  garantía  contra  las  acusaciones  apasionadas  y  re» 
criminatorias  de  los  particulares  no  es  una  excepción  en  fa^ 
vor  de  los  funcionarios  del  orden  administrativo,  pues  en  ef 
orden  político  los  diputados  y  senadores  goean  de  iglial  6 
mayor  protección ,  y  los  magistrados  la  tienen  en  la  inamo«^ 
Tilidad  de  sus  cargos  y  en  la  independenciaf  del  óf den  ju^ 
dicial.  .  • 

lAo.-^Pudiera  oponerse  una  reflexión,  4  saber  ¿no  está 
igualmente  y  aun  mas  comprometida  la  independencia  mú-* 
tna  de  los  poderes  políticos  deteniendo  el  administralrro  iá 
acción  judicial,  que  si  este  conoce  por  incidencia  de  a/lgoa 
acto  de  la  administración?  ¿No  es  ya  el  poder  adminístrati-^ 
To  bastante  fuerte  de  suyo  ,  armado  con  la  m&quina  formi- 
dable de  la  centralización,  para  inclinar  otra  vez  todavía  la 
balanza  en  su  favor?-*Esta  cuestión  se  ventilará  mas  des^ 
pació  cuando  se  tratare  de  las  competencias:  por  ab^a  nos 
contentaremos  con  recordar  que  hay  dos  caracteres  qme  di- 
viden profundamente  y  separan  el  poder  administrativo  del 
judicial:  el  primero  es  amovible  y  responsable:  el  según- 


Digitized  by 


Google 


LIB.  111.  OaaANlZ.  T  ATMD.  DE  LAS  A0fOB»ADBS.       74 

do  independieote  é  íoamovíbie.  Al  ruocioaario  páblico  s% 
le  manda:  el  magistrado  obeáea  á  su  conciencia:  puede 
eiigirsele  exactitud;  pero  dictarle  una  sentencia^  jamás. 

A  esta  mayor  DeiiUlidad  y  responsabilidad  de)  poder  ad* 
mini8tralÍT0,  asi  coqk)  á  la  consideración  que  representa  los 
iatereses,  públicos,  se  debe  la  amplitud  también  mayor  que 
se  otorga  á  su  acción,  y  en  el  caso  presente  en  tales  raza* 
nes  Se  funda  ia  aotofizacíon  pcévit  para  procesar  á  ios  em-* 
picados,  como  condición  de  independencia  y  regla  de disr* 
ciplioa. 
lMl9-De  los  principios  establecidos  se  infiere: 

I.  Que  esta  garantia no alcaaza  á  los «inistros,  pocqueca^ 
recen  de  autoridad  superior  que  anule  ó  reforme  sus  actos  y 
defienda  sus  personas ,  debiendo  aquellos  gefes  superiores 
de  la  administración  dar  euenla  directa  de  su  mandato  á  las 
cortes,  según  las  leyes  constitucionales  que  establecen  la 
manera  de  exigir  4a  responsabilidad  at  podeyjecutivo. 

II.  Que  la  autorización  previa  para  procesar  á  las  autori* 
dades  y  agentes  administratiTos  no  se  requiere  cuando  se 
procede  contra  dios  por  actos  que  no  tienen  relación  alguna 
con  el  ejercicio  de  sus  fooiiones  públioas,  puds  en  tal  caso 
son  juzgados  con  arreglo  á  la  ley  común.  La  autorización 
previa  no  se  estiende  ni  se  aplica  á  sus  actos  privados;  de 
suerte  que  la  protección  del  gobierno  es  una  garantía  coiki* 
titucional  aneja  al  desempeño  de  w|^  ñindon  pública,  ao 
un  privilegio  inherente  á  la  bondiciR  y  menos  á  la  persona 
del  empleado. 

III.  Que  la  autorización  para  procesar  se  habrá  de  re** 
querir  lo  mismo  cuando  se  intenta  contra  las  autoridades  y 
agentes  administrativos  una  lección  civil  en  indemnización 
de  da&os,  que  cuando  se  les  persigue  por  medio  de  una  ac* 
eion  criminal,  pues  de  ambas  maneras  los  tribunales  ordina« 
rios  vendrian  &  cqnocer  de  actos  propios  de  la  administra^- 
cion  y  totalmente  ágenos  á  su  competencia. 

IV.  Que  esta  garantia  debe  extenderse  al  funcionario  aun 
después  de  volver  á  la  vida  privada,  con  respecto  á  los  ac- 
tos de  su  vida  pública;  y  también  es  equitativo  que  alcance 
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á  los  herederos  citados  ante  los  tribunales  civiles  con  ocasión 
de  an  acto  administrativo  de  su  causante. 

V.  Las  reglas  de  la  recta  interpretación  aconsejan  soste- 
ner que  la  necesidad  de  la  autorización  previa  no  es  obstácu- 
lo para  que  los  tribunales  ordinarios  instruyan  las  primeras 
diligencias  de  los  procesos  contra  los  funcionarios  públicos; 
pero  de  ningún  modo  podrán  someterlos  á  interrogatorio  ni 
expedir  mandamiento  de*  prisión  sin  llenar  antes  aquel  re* 
quisito.  ' 

VI.  Igualmente  se  deduce  que  la  aquiescencia  ó  la  re* 
Duncia  voluntaria  de  esta  protección  por  un  agenteAel  go- 
bierno no  dispensa  de  solicitar  la  previa  autorización  para 
procesarle ,  puesto  que  semejante  requisito  no  constituye  un 
privilegio  personal,  sino  una  garantía  de  orden  público,  ni 
protege  al  empleado,  sino  al  empleo.  . 

YII.  T  por  último,  cuando  una  autoridad  ejerce  funcio- 
nes diversas ,  K»r  ejemplo ,  los  alcaldes  que  son  agentes  de 
la  administración  y  auxiliares  ó  delegados  de  los  jueces  de 
primera  instancia ,  la  autorización  para  procesar  alcanza  en 
lodo  lo  concerniente  á  sus  actos  administrativos;  pero  desús' 
actos  judiciales  ó  de  otro  género«responden  á  sqs  wperiores 
respectivos  dentro  de  cada  orden  (4)* 

tst.*-La  falta  de  la  autorización  previa  es  un  vicio  sus- 
tancial del  procedimiento  y  sin  ser  causa  de  inhibición,  pro- 
ducirá la  nulidad  del  jj^io,  cuya  nulidad  corresponde  á  los 
tribunales  superiores  olí  orden  judicial  declarar,  mientras 
no  se  reserve  expresamente  al  Rey  en  el  Consejo  Real  el  ejer- 
cicio de  esta  prerogativa,  como  gefe  comuíl  de  ambos  po- 
deres y  moderador  de  todas  las  jurisdicciones. 

t&ü— La  ley  ha  querido  .que  ub  acto  tan  delicado,  cuál 
es  conceder  ó  denegar  la  autorización  previa  para  encausar 
á  un  agente  del  gobierno,  no  quedase  completamente  á mer- 
ced del.  ministro,  pues  antes  de  resolver  le  impone  la  obli- 


(1)  En  este  sentido  ha  resuelto  el  Consejo  Real  una  competencia. 
Véase  ñirisprüdeneia  administrativa  por  don  Juan  Sanyé,  sección  I, 
número  4|. 
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gacíoQ  de  consultar  al  Con 
requisito  no  envuelve  la  n 
de^tquel  alto  cuerpo  admi 
informe  ilustrado  y  prodenl 
roe  el  gobierno  la  responsa 
do  público,  ya  no  habrá  e 
nistros. 

En  snma ,  la  autorizacioi 
ministrativos  no  se  concede 
formación  de  los  hechos ,  dii 
lucion- del  gobierno:  así  con< 
ber,  verificación  judicial,  d 
cisión  política  (2). 

tss^^De  lo  dicho  se  infiere  que  es  necesaria  una  ley  de 
responsabilidad  del  poder  ejecutivo,  ley  que  debe  compren* 
der  na  solamente  los  actos  ministeriales,  sino  los  de  todos  los 
agentes-  subalternos  desde  las  autoridades  inmediatas  á  la 
administración  central,  bástalos  funcionarios  que  viven  en 
intimo  contacto  con  los  pueblos.  Mas  ya  que  esta  reforma  se 
haga  esperar  largo  tiempo,  porque  siempre  se  suscitarán  mil 
embarazos  á  la  realización  de  este  pensamiento,  Convendría 
por  lo  menos  y  sería  cosa  llana  y  expedita ,  fijar  un  término 
fatal  dentro  del  cual  debiese  el  gobierno  resolver  las  solici* 
tudes  de  autorización  para  procesar,  pnés  de  otro  modo,  per- 
sistiendo por  tiempo  indefinido  en  un  calculado  silencio,  no 
contrae  ninguna  responsabilidad  efectiva  y  paraliza  impune* 
*  mente,  el  curso  de  la  justicia. 

tS4.— Luego  que  el  gobierno  hubiese  concedido  esta  an- 
tprizacion  previa,  los  funcionarios  públicos  serán  procesa- 
dos por  los  jueces  y  tribunales  á  quienes  corresponde  exclu- 
sivamente, según  la  Constitución,  la  potestad  dé  aplicar  las 
leyes.  Losgefes  políticos  solo  podrán  ser  juzgados  por  sus 
actos,  como  funcionarios  públicos,  ante  el  tribunal  supre- 
mo Ide  Justicia,  después  de  concedida  la  autorización  previa 

(1)  Real  decreto  de  22  de  setiembre  de  1845,  art.  7,  §.  6. 

(2)  Mr.  GormeDÍo,  DroU  adrmnistratif  ^  chap.  zxxvi. 
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por  el  Rey,  refrendada  \Mr  el  míaistro  de  la Gobernadon  de 
hPeQÍQSula(4). 

156.<--La  autorizacioQ  competente  para  procesar  á  los  #m* 
pleados  y  dependientes  de  los  gefes  políticos  por  hechos  re-* 
laiÍTos  al  ejercicio  de  £uis  funciones,  debe  ser  solicitada  an- 
te dichas  autoridades,  quienes  la  concederán  ó  negarim  con 
arreglo  á  las  leyes  é  instrucciones,  y  en  caso  de  negativa, 
darán  cuenta  documentada  al  gobierno  dentro  de  los  cuatro 
primeros  dias  siguientes «  acompaftando  una  copia  integra 
del  expediente,  y  haciendo  cuantas  observaciones  juzga- 
ren oportunas  para  apreciar  su  resolución  (%.  Los  jueces 
de  primera  instancia  por  sp  parle,  deben  también  ilar 
cuenta  al  regente  de  la  Audiencia,  y  éste  al  ministro  de  Gra^ 
cia  y  Justicia,  de  los  casos  en  que  la  autoridad  politica«e  ne- 
gare á  conceder  dicha  autorización ,  con  expresión  de  los 
motivos  en  que  se  funda  la  autoridad  judicial  para  reclamarla, 
i  fin  de  que  con  el  conocimiento  cabal  de  Us  razones  y  an<* 
tecedentes,*  pueda  el  gobiernf  resolver  esta  «levada  cuestión 
de  competencia  (3). 

ftftS. — Nada  dicen  las  leyes  en  ponto  á  los  demás  funcio- 
narios qut  no  son  ai  ge£es  políticos,  ni  autoridades  6  corpo^ 
raciones  ^pendientes  de  ellos,  porque  en  realidad  solo  en 
estos  gefes ,  autoridades  y  corporaciones  debe  hallarse  el 
carácter  de  agentes  del  gobierno.  El  poder  ejecutivo  se  divi* 
de  en  tres  grandes  ramas  que  constituyen  tres  órdenes  dis- 
tintos, el  civil,  el  militar  y  el  judicial:  el  primero  es  el  ad- 
ministrativo propiamente  dicho,  el  segundo  es  auxiliarle  és-» 
te  y  el  tercero  tiene  su  vida  independíente.  Al  primero  so- 
lamente akanxan  la  leetslacion  y  jurisprudencia  relativas  á 
la  auiorizaeioA  para  procesar,  porque  sotamente  él  adminis* 
ira:  el  segundo  liene  su  régimen e^)eeiail  y  carece  de  accioa 
propia,  pues  no  debe  obrar  sin  ser  requerido;  el  tercero  se 
t\^  por  sus  leyes  particulares  y  está  sujeto  á  una  respon- 
aaJbflidad  de  orden  distinte. 

(1)  Ley  de  2  de  abril  de  1845 ,  art.  9. 

(2)  Id.  art.  4,  §.  8,  y  real  érden  de  iS  de  jimio  de  1846. 

(3)  Real  drden  de  5  de  setiembre  de  1815.    * 
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1119.— Hay  8io  eaobargo  ciertas  autoridades,  que  constí-* 
toyea  una  gerarquia  separada  ai  iado  de  la  gerarquia  estríe- 
táñente  llamada  adDaíaisU'aüya,  y  son  las  auioridades  e|car- 
gadas  de  repartir,  cobrar  y  distribuir  las  rentas  del  estado,  de 
las  cuales  tampoco  hablan  nada  las  leyes  eo  punto  á  la  auto- 
rización para  procesarlas.  Este  silencio  acaso  indique  en  ei 
gobierno  el  presentimiento  de  una  rerorna  encaminada  á  or* 
ganizar  un  solo  poder  adninistrativo,  en  tez  de  dos  qne  aho- 
ra existen  en  las  provincias;  reforja  ya  intentada,  pero  no 
conducida  á  término  feliz. 

Los  intendentes  y  sus  sabalternos  no  gozam,  pues,  por 
ky  esplícíta  la  garantía  constitucional  que  protege  á  las  au- 
toridades administrativas ;  mas  no  por  eso  debemos  supo- 
ner que  eí  gobierno  los  abandone,  sin  protección  algona  á 
todo  género  de  recriminaciones  y  procedimientos  judiciales, 
comprometiendo  la  celeridad  y  exactitud  de  nn  «enricio  tan 
íaoportante  para  la  existencia  del  estado.  Dejar  también  á  los 
particulares  i  merced  de  los  admiaistr&dores  de  la  hacienda 
pública,  sin  leyes  que  los  defiendan  de  su  arbitrariedad,  pa- 
rece duro  é  injusto,  tanto  mas,  cuanto  qne  al  decidir  sobre 
redamaciones  de  agravios  cansados  en  el  repartimiento  de 
los  impuestos,  pronuncian  los  intendentes  verdaderos  jnicios 
en  que  se  ventilan  cuestiones  del  orden  contencioso-admi- 
nistrativo. 

k  falta,  poes,  de  ley  expresa  qne  exija  la  autorización 
previa  para  procesar  á  los  gefes  y  empleados  de  rentas  por 
actos  relativos  al  ejercido  desús  fu&ciones,  liabremosde 
aleñemos  á  lo  dispuest^n  el  real  decreto  para  la  organiza*- 
cion  de  la  administración  central  y  provincial  de  la  haden* 
da  páblica,  donde  se  «establece  (foe  la  responsabilidad  de  los 
intendentes  es  general,  cuando  en  tos  diferentes  ramos  déla 
administración  se  cometan  aiusús,  é  se  incurra  en  descoídps 
4  negligencias  qne  sn  autoridad  debe  reprimir  H\. 

Esta  palabra  abusos  es  genérica,  y  no  solo  comprende  en 
el  caso  presente  los  delitos  ó  bitas  cometidas  para  con  el  go- 

(1)    Real  decreto  de  23  de  mayo  de  id45,  art.  47. 
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bíerno  de  un  modo  directo ,  sino  además  los  agravios  hechos 
á  particulares  que  pueden  proceder  del  mal  empleo  de  laju- 
risdíicion  propia  de  los  intendentes,  ó  del  mal  uso  de  su  po- 
der discrecional. 

En  el  primer  caso  se  admite  apelación  para  ante  las  au- 
diencias del  respectivo  territorio,  en  cuyos  tribunales  halla- 
rán justicia  los  particulares  y  los  intendentes  un  freno  á  su 
autoridad.  La  superioridad  gerárquica  que  corresponde  alas 
audiencias  respecto  á  los  intendentes  obrando  como  jueces 
subdelegados,  hace  de  todo  punto  innecesaria  la  autorización 
previa  para  conocer  de  sus  actos  de  jurisdicción. 

Cuando  obran  en  virtud  de  su  autoridad  discrecional, 
pueden  comeiev  abusos  de  dos  modos  distintos,  ó  por  incom' 
petencia  ó  por  exceso  de  poder.  En  ambos  casos  son  respon* 
sables  solamente  al  gobierno,  de  suerte  que  no  se  puede  in- 
tentar contra  ellos  la  via  judicial  con  autorización  previa,  ni 
sin  ella,  sino  hacer  uso  de  la  via  gubernativa,  elevando  el 
agraviado  su  queja  al  ministro  competente.  Si  el  ministro  ac- 
cede á  la  justa  reclamación  del  particular  agraviado,  refor- 
mará el  acto  del  intendente,  le  destituirá  acaso  y  aun  le  en-^ 
tregará  al  tribunal  supremo  de  Justicia  que  le  juzgue,  al  cual 
corresponde  conocer  de  la  residencia  de  todo  eippleado  pú^ 
blíca  que  esté  sujeto  á  ella  por  las  leyes  (4);  y  si  la  desoye, 
su  providencia  es  apelable  para  ante  el  Rey  en  Consejo  Real, 
porque  el  asunto  pertenece  á  la  clase  de  los  contenciosos  de 
la  administración. 

La  responsabilidad  de  los  empleados  de  hacienda  sujetos 
á  la  autoridad  de  los  intendentes  estk  subordinada  á  la  de  es- 
tos y  participa  de  sus  reglas. 

159.— Por  último,  conviene  advertir  que  el  otorgamien- 
to de  la  autorización  para  proóesar  á  una  autoridad  6  agen- 
tQ  administrativo,  no  prejuzga  cuestión  alguna:  el  gobierno 
ó  el  gefe  político  no  hacen  suyo  el  hecho  del  subalterno;  pe- 

(1)  Art.  S61  de  la  Constitución  de  1812.  Este  articulo  y  todas  las 
disposiciooes  contenidas  en  el  tít.  V  de  dicha  Constitución,  no  abo- 
lidas ó  modiñcadas  j)or  la  de  1837,  subsisten  vigentes,  según  la 
ley  de  16  de  setiembre  de  1837. 
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ro  tampoco  le  califican;  y  al  declarar  qae  el  examen  de  aquel 
acto  administrativo  no  se  opone  á  la  independencia  de  la  ad- 
ministración, ni  al  interés  comon,  solamente  se  abstienen  de 
paralizar  el  curso  de  la  justicia. 

IttH.— ta  presencia  de  las  autoridades  administrativas  es 
necesaria  en  todos  los  grados  de  la  gerarquía,  porque  la  ad- 
ministración es  perpetua  vigilancia  y  acción  continua.  Don- 
de el  poder  central  no  está  presente,  allí  envía  mand^arios 
que  inspeccionen  y  ejecuten  en  su  nombre,  ó  informen  y  co- 
muniquen lo  que  excediere  de  sus  atribuciones. 

Esta  omnipresencia  de  la  administración  lleva  consigo  el 
deber  de  la  residencia  impuesto  á  todas  las  autoridades  del 
orden  administrativo;  por 'cuyas  razones  se  fija  el  término 
perentorio  de  un  mes  contado  desde  la  fecha  del  nombramien- 
to para  entrar  en  ejercicio  de  las  funciones  públicas,  y  está 
prohibido  ausentarse  del  lugar  de  su  destino  sin  la  licencia 
real  competente  (1)*.  Por  iguales  y  todavía  mas  poderosos  mo- 
tivos, no  pueden  los  gefes  políticos  salir  de  la  capital  de  su 
provincia  sin  autorización  previa  del  gobierno ,  ni  aun  cuan- 
do se  propongan  apreciar  el  estado  de  la  opinión  pública,  la 
manera  como  se  hubiese  ejecutado  alguna  díspobíoion  impor- 
tante«  sus  consecuencias  en  bien  ó  en  mal  de  los  pueblos  ú 
otros  objetos  análogos,  pues  aunque  estas  autoridades  están 
obligadas  á  girar  visitas  dtnUo  del  territorio  de  su  man^ 
do,  deben  consultar  antes  al  gobierno  y  obteiffr  su  per- 
míso^ 

No  obstante,  cuando  sobreviniere  en  cualquier  punto  de 
la  provincia  un  acontecílniento  grave  é  imprevisto,  como  la 
perturbación  del  orden  ó  alguna  calamidad  pública,  los  ge- 
fes  políticos  deben  acudir  inmediatamente  por  sí  ó  por  me-* 
dio  desús  subordinados,  según  la  necesidad  lo  exija  ó  lo  acon- 
sejen las  circunstancias,  á  los  puntos  de  su  territorio  ame- 
nazados ó  invadidos,  sin  esperar  la  autorización  del  go- 
bierno (2),  porque  la  acción  administrativa  debe  sqf  rápidA 

(1)  Real  drdcn  de  29  de  junio  de  1835 ,  y  real  decreto  de  23  de 
febrero  de  1848. 

(2)  Real  drden  circular  de  4  de  noviembre  de  1846. 
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y  enérgica  ea  proporción  que  el  mal  es  ¡oleoso,  temible  el 
contagio  y  los  peligros  mas  ciertos  y  mayores. 

«•o.--Tales  son  las  propiedades  esenciales  ó  los  caracté* 
res  fundamentales  de  la  organización  administrativa;  y  si  ea* 
tre  ellos  no  contamos,  como  suelen  respetables  autores,  la 
unidad  y  la  centralización,  es  porque  vemos  en  ambas  ma$ 
que  una  simple  cualidad  de  forina,  una  ley  inbereoteála 
esencia  misma  del  poder;  y  por  equivalente  razón,  si  tam«* 
poco  incluimos  la  moralidad  y  la  capacidad,  atribuyase  & 
que  son  estas  condiciones  de  los  agentes  de  la  administración 
y  no  reglas  de  la  gerarqaia  administrativa. 


CAPITULO  n. 


Del  Rcj. 


IH  .—£1  Rey,  gefe  supremo  de  la    17  5.->*.{ 
adoxibistracioD. 

162. — Sus  prerogatWas  como  su- 
perior gerárqnico  del  ér-    176.—] 
den  administrativo. 

163. — Promulgación  de  Icls  leyes,     177.—' 

164. — Desde  cuáodo  son  obliga- 
torias las  leyes. 

165.— Fórmula  de  promolgaGioo. 


178.- 
179.- 
180.- 
181.- 
182.- 


166. — Pote^d  reglamentaria 

167.*-Potesnid  general  y  locaf. 

168.— Reales  decretos. 

169.— Reglamentos,  instruccio- 
nes y  ordenanzas.  183.- 

170.— Diferencias  entre  estos  ac- 
tos reglaaeatarioB  y  los 
actos  legislativos. 

171.— Inconstitucíonalídad  de  los  184.- 
reglamentos  por  razón  de  185.- 
la  materia. 

172.— Cláusula  penal  de  los  re-    1Í6.— , 
glamentos. 

173.-<-¿QS  reglameotOB  deaen-    187.--. 
vuelven  el  espíritu  de  la 
ley.  188.- 

174.— Inqpnstitucionalidad  en  189.^ 
cuanto  á  la  forma. 


(}ttid  si  el  Rey  dictare  re* 
glamentos  inconstitucio'r 
nales? 

Dos  medios  legítimos  de 
oposición. 

Tercer  medio,  la  proteo-^ 
cion  de  los  tribunales. 
•Reales  órdenes. 
Circulares. 

'jédministracion  de  justicia 
•División  de  la  justicia. 
Potestad  real  con  ro^pecto 
á  la  justicia  coman. 
Potestad  del  Rey  para  deci^ 
dir  las  competencias  entre 
las  autorida4ef  imIoíiús^ 
trativas  y  judiciales. 
Derecho  de  gracia^ 
Declaración  de  guerra  y 
celeóracion  de  la  pnz . 
Mando  de  la  fuerza  ar^ 
mada, 

Direaciam  de  tai  reíaeio'» 
nes  exteriores, 
Jcuñacion  de  moneda. 
Aplicación  de  tas  rentas 
publicas. 
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190.    Nombramknto  de  emplea--    191.    Nombramiento  y  remoción 
dos  públicos  y  concesión  de  de  los  ministros, 

honores.  í  92.    £1  Bey  no  administra. 


101  .^No  examinamos  ea  este  lugar  todas  las  prerogaii* 
vas  de  lacoroaa;  solameote  consideramos  ai  Monarca  como 
ge(^  sapremo  de  la  admioistracioo,  y  eo  esie  concepto  expo- 
nemos sos  atribacioaes  ooastiincíoDales. 

En  la  potestai  real  se  reasume  la  {>lenitQ4  de  la  autori- 
dad encargada  de  ejecutar  las  leyes  (i ). 

«La  persona  del  Rey  es  sagrara  é  inviolable,  y  no  e$t& 
sujeta  áTrespoiisabíUdad ;  son  responsables  los  miíJstros  (S);» 
y  como  consecuencia  de  este  principio »  « todo  lo  que  el  Rey 
mandare  ó  dispusiere  en  d  ejercicio  4e  su  autoridad ,  debe- 
rá ser  firmado  por  el  ministro  ¿quien  corresponda,  y  nin- 
gún funcionario  público  dará  cumplimiento  á  lo  que  carezca 
de  este  ij^quísito  (3}.])  Tales  son  las  leyes  fundamentales  re- 
lativas á  la  insüiucion  del  poder  ^cutivo.      • 

tes. — ^Siendo  el  primero  en  el  orden  ger&rquico  de  laad* 
ministracion,  corresponde  al  fiey: 

tes.—  I.  «Promulgar  las  leyes  (4).»— Esíe  acto  no  es  le* 
gislativo,  como  la  sanción,  sino  pura  y  simplemente  ejecoti*- 
vo  é  administrativo.  La  promulgación  es  la  voz  viva  dei  Ie«> 
gislador  que  proclama  un  precepUb  soberano  y  exige  su  obe- 
diencia &  los  subditos:  es  la  publicación  solemne  de  su  vo- 
luntad que  no  puede  ser  «umplida^  mientras  no  llegue  i  no- 
ticia de  todos.  Las  leyes,  pues^  aunque  sancionadas  y  per- 
fectas, no  son  obligatorias  antes  de  su  notificación  al  pueblo 
i  quien  se  imponen.  La  promulgación  es  el  primer  acto  dei 
poder  Qncar,gado  de  U  ejecución  de  las  leyes. 

ta4. — ^Las  leyes^y  las  disposiciones  generales  del  gobier- 
no  son  obligatorias  para  cada  capital  de  provincia,  desde 
que  sepuUiqoen  ofioiahnente  en  ella,  y  desde  cuatro  dias 

(1)  Art.  43  de  la  Gonstitucioo. 

(2)  Art.  42. 

(3)  Art.S4. 

(4)  Art.  44. 
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después  para  los  demás  pueblos  de  la  misma  provincia  (4). 
Sin  embargo  de  esta  disposición  legislativa,  el  gobierno  res* 
tableció  por  sí  solo  la  legislación  vigente  antes  de  la  ley  de 
cortes  citada,  según  la  cual  los  reales  decretos,  órdenes  é  ins- 
trucciones  del  gobierno  que  se  publicaren  en  la  Gaceta  bajo 
el  artículo  oGcial,  son  obligatorios  desde  el  momento  de  su 
publicación  para  toda  clase  de  personas  en  la  Península  ^s- 
las  adyacentes,  debiendo  las  autoridades  y  gefes  de  cualquier 
clase,  sea  el  que  fuere  el  ministerio  á  que  pertenezcan,  apre- 
surarse á  darlas  cumplimiento  en  la  parte  que  les  corres<^ 
ponda  (2).  * 

te&.— La  fórmula  adoptada  para  la  promulgación  de  las 
leyes,  comprende  también  el  acto  legislativo  de  la  sanción  y 
suele  redactarse  en  estos  términos:  Doña  Isabel  II,  por  la 
gracia  de  Dios  y  de  la  Constiiucion  de  la  monarquía  españo^ 
la.  Reina  de  las  Españas;  á  todos  los  que  las  presentes  vieren 
y  entendieren  sabed:  que  las  cortes  han  decretado  y^os  san- 
donamos  lo  seguiente:...  Por  tanto  mandamos  á  todos  los  tri^ 
tunales ,  justicias ,  gefes,  gobernadores  y  demás  autoridades, 
asi  civiles,  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  clase 
y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar ,  cumplir  y  ejecutar 
la  presente  ley  en  todas  sus  partes,  Al  pié  aparece  la  rúbrica 
del  Monarca  en  señal  de  adhesión  á  este  acto  de  su  potestad, 
y  lo  refrenda  el  ministro  del  ramo  en  calidad  de  consejero 
responsable  de  la  corona. 

«MI.—  II.  «Expedir  los  decretos,  reglamentóse  instruc- 
ciones conducentes  á  la  ejecución  de  las  leyes  (3).»— Toda 
administración  está  colocada  bajo  la  dependencia  y  alta  vigi- 
lancia de  la  autoridad  realf  la  administración  exterior  y  la 
interior  en  todos  sus  ramos,  así  la  política,  como  la  civil,  ya 
proteja  y  fomente  los  intereses  comunes,  ya  ejerza  su  dere- 
cho de  patronato  ó  tutela  en  los  establecimientos  públicos, 
ya  en  fin,  procure  la  gestión  de  la  fortuna  del  estado. 

(1)  Ley  de  28  noviembre  de  1837. 

(2)  Reales  órdenes  de  22  de  setiembre  de  1836,  v  4  de  mayo 
de  1838. 

(3)  Art.  45,  §.  I. 
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EsU  variedad  de  actos  admiaistratÍTOs  que  todos  emanan 
del  Rey,  exigen  que  la  autoridad  real  tenga  potestad  para 
dictar  medidas  generales  de  interés  y  orden  público ,  reglas 
particnlares  á  cada  servicio  y  providencias  de  tarácter  pri* 
vado.  En  tales  razones  se  fonda  la  facultad  de  expedir  reales 
decretos,  reglamentos,  instrucciones,  ordenanzas ,  reales  óT" 
denes  y  circulares,  otorgada  por  la  Constitución  al  poder  eje- 
cutivo. 

Aa9. — Dividen  comunmente  esta  potestad  en  general  y  lo- 
cal,  según  que  se  re6ere  á  los  actos  de  la  administración  cen- 
tral, ó  á  las  disposiciones  de  las  autoridades  encargadas  del 
gobierno  de  las  provincias,  distritos  ó  pneblos;  pero  noso^ 
tros  hablaremos  aqoi  tan  solo  de  la  primera,  dejando  el  es- 
tudio de  la  segunda  para  logar  mas  oportuno. 

109.— No  hay  una  jurisprudencia  cierta  á  que  debamos 
atenernos  para  distinguir  los  caracteres  de  ca^  una  de  es- 
tas disposiciones  del  poder  ejecutivo, 4^  menos  todavía  pode^ 
mos  señalar  con  precisión  rigorosa  qué  actos  administrativos 
exigen  esta  ó  la  otra  forma.  No  obstante,  en  los  reales  de- 
cretos se  descut»ren  tres  circunstancias  especiales  que  los 
distinguen  de  las  demás  disposiciones,  á  saber:  emanan  de 
la  voluntad  real,  van  rubricados  por  el  Monarca  y  contienen 
resoluciones  de  grave  importancia  ó  que  importa  revestir  con 
cierta  solemnidad. 

Los  actos  graves  y  solemnes  relativos  á  la  administración 
política,  como  convocar,  prorogar  ó  disolver  las  cortes,  nom- 
brar senadores,  presidente  y  vice-presidentes  del  Senado,  el 
nombramiento  ó  separación  de  los  ministros  y  otros  altos 
empleados;  por  ejemplo,  consejeros  reales,  capitanes  ge- 
nerales y  gefes  políticos  de  provincia^  y  todas  las  resolucio- 
nes importantes  del  Rey  para  procurar  la  ejecución  de  las  le- 
yes, son  asunto  de  reales  decretos. 

!€•.— Los  reglamentos,  instrucciones  y  ordenanzas  solo 
se  diferencian  entre  si  en  el  nombre,  pues  convienen  en  to- 
dos sus  caracteres:  son  actos  de  h potestad  reglamentaria  in- 
herente al  poder  ejecutivo;  no  intervienen  en  casos  especia* 
les  ó  en  negocios  de  interés  privado,  sino  que  encierran  un 
Tono  L  6 
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peosamiento  de  utilidad  comuo^  y  por  eso  se  dijo  que  habia 
cierta  geneinüiiai  en  su  objeto;  do  soq  provocados  por  de*^ 
manda  ó  reclamación  alguna,  sino  que  el  Rey,  usando  dosu 
derecho  de  iniciaiiva  en  cuanto  á  proveer  á  las  necesidades 
públicas,  los  dicta  espontáneameníe:  miran  al  portenir  ase- 
mejauEa  de  (a  ley,  aunque  no  son  regla  tan  constante  y  per*- 
mauente ;  y  por  último ,  tienen  fuerza  obligatoria  para  los  eia- 
dadanos  y  para  las  autoridades  enlodo  lo  relativo  al  servicio 
público  que  ordenan. 

Todas  estas  disposiciones  que  podemos  comprender  en  el 
nombre  genérico  de  reglamentos  de  administración  pública, 
siguiendo  el  lenguaje  comunmente  recibido^  tocan  Un  de 
cerca  ala  ley,  que  seria  fácil  la  confusión:  conviene,  pues, 
señalar  claramente  los  limites  entre  la  autoridad  legislatirR 
y  la  potestad  reglamentaria,  á  fin  de  conservar  inalterable 
la  base  del  orden  constitucional ,  é  intacto  el  principio  de  la 
división  y  recíproca  i^^dependencia  de  los  poderes  públicos. 
AVO.-r-Cuando  la  potestad  reglamentaría  invadirá  lasatri- 
JNiciones  legislativas,  no  es  posible  determinarlo  con  preci- 
sión, aunque  se  colige  de  las  siguientes  diferencias  entre  los 
actos  del  legislador  y  las  disposiciones  reglamentarias.— La 
ley  proclama  máximas  generales  del  derecho,  establece  prin- 
cipios: los  reglamentos  preven,  deducen  consecuencias,  re- 
mueven obstáculos,  descienden  á  pormenores.— La  ley  es 
perpetua  ¿inmutable:  los  reglamentos  varían  según  los  tiem- 
pos y  se  modifican  al  tenor  de  las  circunstancias. —La  ley 
manda  y  el  reglamento  obedece. 

Mientras  la  potestad  reglamentaria  se  mantenga  dentro 
de  estos  límites,  los  reglamentos  serán  constitucionales:  si 
excede,  sus  actos  llevarán  el  vicio  de  inconstitucionales. 

191  .--La  inconstitucíonalidad  de  los  reglanenios  procede 
de  la  materia^  cuando  disponen  en  cosas  agenas  á  la  compe- 
tencia de  la  potestad  reglamentaría;  y  de  la  forma^  enando 
faKan  los  requisitos  exteriores  que  la  ley  exige  en  su  for* 
maeion. 

Son  inconstitucionales  las  reglamentos  en  úuanto  á  la  ma- 
^  teria^  «sí  crean  poderes  públicos,  ó  autorízan  impuestos,  ó 
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^fiaeii'eríaieaeB,  ó«8UbleoeQ  penas,  ó  perjudican  álos  de- 
rechos politices  de  los  ckidadaBos,  ó  disponen  en  pnato  á  ais 
derechos  privados  de  otro  Jttodo  qoe  ei  necesario  para  desen- 
volver ios  principios  cuyas  conseoneAcias  les  eonj^a  las  le- 
yes (4)». 

t99.— SU  embargo^,  Mn^pie  la  potestad  de  establecer  ped- 
ias correspcyde  al  poder  legislativo^  y  al  judicial  la  de  aplí« 
«carias^  alguna  vez  sucede  que  los  reglamentos  contengan 
«lá^isula  penal,  y  acaso  también  la  aut^idad  administrativa 
se  atribuye  elilerecho  de  castigar  sus  infracciones,  fistases- 
cepcÍMies  se  fundan,  ó  en  una  delegación  expresa  4e  la  ley, 
é  en  la  jneoesidad  de  armar  al  poder  «jeoulivo  con  facultades 
-onercitivas  deoiro  de  los  estrechos  limites  de  la  policía  eer^ 
reccional;  y  por  eso  mismo,  si  en  oso  de  seroejanies  atribn<*- 
cioaes  sé  imposiese  ea  tal  ó  cual  seglamento  ua  instigo  ma- 
^or  qoe  seftala^ei  Código  penal  al  mismo  delito  é  ÍbUa  ,  el  juez 
defce  aplicar  el  3as  leve  establecido  por  la  ley ,  y  no  él  mas 
grave  ampuesla  en  el  reglamento,  porq^ie  en  cuanto  al  exce- 
so de  severidad,  hay  abuso  y  usurpación  de  poder ,  y  iodo 
se  hornilla  delante  de  la  omnipotencia  legislaüva. 

4flfS^— Pace  ^fe  el  objeto  de'  ios  regiameiítos  4e  admínis- 
Iracion  pública  es  fiRrpiír  «1  silencio  de  la  ley ,  claco  está  qae 
no  puede  suspenderla,  viciar  su  sentido,  dispensar  den 
^eeucion  y  mncbo  menos  derogarla.  Pero  ¿pocúri  un  re|^a- 
«enio  alterar  las  dispostoiones  reglamentarias  contenidas  en 
Qoaley?— TaoÉipooo,  porque  aun  cuando  por  sn  naluraleza 
árabieren  de  ser  regilas  Tariables  y  traaattorias^  el  legishulor 
lia  qnerído  darles  «stabiliiad  y  firmeza,  eleváadolás  á  la  ¡ca- 
tegoría de  leyes» 

«94.— Son  inconstitociofiaJes  los  r^eglamentos  por  raz<m 
ée  la  forma,  cuando  no  han  sido  consultados  con  el  Consejo 
Real,  según  dispone  la  ley  orgánica  de<este  alto  cuerpo  ad«* 
«línislratiYO,  donde  díoe  que  fndeberé  s$r  skmpfe  consMilaio 
sobre  las  instmiociones  generales  paca  el  réginuia  de  cual^ 
4|uier  ramo  de  la  administración  pública  (3)»»  y  según  el  deh- 

(1)  Mr.  Macarel,  Goars  dedroit  admioistratif ,  tom.  I,  tít.  ni. 

(2)  Ley  de  6  de  julio  de  iS45t  «rt  11,  £.  i. 
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creto  para  complelar  la  orgaoizacion  del  mismo  cuerpo»  ea 
el  caal  se  declara  qae  a  corresponde  al  Coosejo  pleno  cono- 
cer de  las  instrucciones  y  reglamentos  genérale»  (1)». 

Los  reglamentos  constitucionales  deben,  pues,  contener 
la  fórmula  oíclo  el  Consejo  Real,  sin  la  cual  pudiera  dod&rse 
de  su  constitucionalidad.  Las  funciones  del  Consejo  Real  no 
son  las  de  un  cuerpo  político,  sino  simplemente  las  de  an 
consejo  del  Rey  (|ue  ilustra  con  su  dictamen  al  gobierno  sin 
privarle  de  su  libertad  de  acción,  ni  disminuir  un  &pice  la 
responsabilidad  ministerial.  • 

175.— Cuando  á  pesar  de  todo  el  Rey  dictare  reglamentos 
notoriamente  inconstitucionales  ¿qué  medios  legítimos  de 
oposición  pueden  emplear  los  particulares  para  salvar  sus  de^ 
rechos,  sin  ofender  la  autoridad  del  Monarca? 

fí©.— Dos:  el  primero  elevar  una  petición  á  las  cortes 
para  que  en  uso  de  su  omnipotencia  legislativa,  exijan  la  res^ 
ponsabilídad  al  ministro  competente.  El  segundo  dirigir  una 
reverente  exposición  al  Rey  como  gefe  supremo  del  poder 
ejecutivo,  señalándole  el  acto  inconstitucional  de  su  mini6* 
tro,  para  que  oiga  y  provea  á  esta  reclamación  en  su  Conse- 
jo Real,  pues  habiendo  sido  desconocido  «^  conculcado  en  el 
reglamento  un  derecho  garantizado  por  la  ley,  es  ya  un  ne<* 
gocio  contencioso  de  la  administración. 

199.— El  tercer  medio  es  acogerse  ala  protección  de  los 
tribunales,  porque  como  la  administración  carece  por  lo  co- 
mún de  potestad  para  aplicar  penas ,  debe  remitir  al  ciuda- 
dano refractario  á  su  juez  competente  que  le  castigue.  Este 
examinará  si  el  acto  desobedecido  es  ó  no  constitucional:  si 
no  lo  fuese,  absuelve  al  acusado  y  encierra  así  dentro  de  sus 
justos  límites  á  la  autoridad  invasora. 

Objétese  que  esto  seria  destruir  la  independencia  de  la 
administración  y  otorgar  al  poder  judicial  el  derecho  de  exa- 
minar y  calificar  sus  actos ,  ó  impedir  su  ejecución;  mas  se- 
mejante réplica  no  parece  fundada,  supuesto  que  el  juez  ni 
tleclara  la  nulidad  del  reglamento  inconstitucional ,  ni  lo 

(1)    Real  decreto  de  22  de  setiembre  de  1H45,  art.  9,  §.  2. 
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reforma,  solamente  se  abstiene  de  aplicarlo  y  de  castigar  ab 
desobediente,  visto  qae  según  el  silencio  ó  la  palabra  expre- 
sa de  la  ley,  no  puede  prestar  á  la  administración  el  auxilia 
que  de  él  reclama.  Tal  opinión  (Oí  aunque  por  muchos  com- 
batida, parece  la  mas  segura,  si  hemos  de  apreciar  en  algo 
las  garantías  que  ofrecen  la  inamovilidad  é  independencia^ 
del  poder  judicial,  y  si,  entre  todas  las  garantías  constitu- 
cionales, hemos  de  preferir  las  mas  eficaces.  No  olvidesaos 
que  la  centralización  extremada  adolece  de  graves  inconve- 
nientes y  oculta  verdaderos  peligros. 

198.— Las  reales  órdenes  son  disposiciones  administratn 
▼as  menos  importantes  que  ios  reales  decretos  y  los  regla- 
mentos, porque  carecen  de  la  solemnidad  de  aqueMos  y  dé- 
la generalidad  de  estos:  son  actos  espontáneos  del  ministro 
que  las  expide  sin  conferir  con  el  Rey  ni  consultar  al  Con- 
sejo Real  y  recaen  en  pormenores  de  la  administración ,  ya 
resuelvan  alguna  cuestión  ó  duda  por  punto  general,  ya  con- 
tengan alguna  instcucciou  ó  advertencia  á  las  autoridades, 
ya  decidan  reclamaciones  privadas. 

Verdaderamente  «I  epíteto  de  reales  no  /cuadra  á  unas 
órdenes  extrañas  enteramente  á  la  autoridad  del  Rey,  pues, 
según  observa  el  seilorSilvela,  «cuando  ésle  no  firma,  existe 
delegación:  los  ministros  obran  por  si,  en  interés  del  Rey,  de 
sus  prerogativas  constitucionales,  en  su  nombre,  si  se  quie- 
re; pero  no  de  orden  suya.  Por  tanto  no  hay  necesidad ,  y 
aun  puede  ser  contradictorio  que  los  ministros  concluyan 
siempre  sus  oficios  con  la  fórmula  de  real  orden  (^),t> 

199.— Las  circulares  no  son  sino  óráenes  ya  del  minis- 
tro, ya  de  otros  gefes  de  la  administraciin  que  se  tras- 
miten  á  todas  las  autoridades  encargadas  de  cierto  ramo 
del  servicio  público  á  quienes  compele  su  ejecución  y  se  eo^ 
carga  su  cumplimiento. 

tsn.^  111.  «Cuidar  de  que  en  todo  el  reino  se  adminis- 
tre pronta  y  cumplidamente  la  justicia.»— El  Rey  es  gefe  del 
poder  judicial,  porque  en  él  reside  la  potestad  de  hacer  eje- 

(1)    Sígnenla  MM.  Foucart,  Dnfoip,  Gougeon  y 'otros. 
(3)    Estadios  prácticos  de  admiuistr ación ,  pág.  324. 
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catar  las  leyes,  j  so  autoridad  se  extiende  á  coaiUo  coBdooa 
á  la  conservación  del  orden  páblíco  en  lo  interior,  y  ii  la 
seguridad  del  estade  en  lo  exterior  (i). 

Esta  doctrina  no  es  nueva,  sotamente  es  nuera  la'expce- 
síon  del  principio  constitacional.  En  uno  de  nuestros  anliguoa 
Códigos  se  lee:  «Estas  ciíatra  cosas  son  batúcales  al  señoría 
del  Rey  que  non  las  deve  dar  á  ningund  ooie,  nin  las  partir 
de  sí,  ca  pertenescen  á  él  por  razón  del  sefiorlo  nalnral»  ^s^ 
ticia.  Moneda,  Fonsadera  é  saos  yantares  (2).» 

ASI.— Suelen  dividir  los  publicistas  la  justicia  en  admi-* 
nistrativa  y  ordinaria:  aquella,  ó  la  potestad  du  decidir  los 
asuntos  contenciosos  de  la  admíaistf ación ,  Uámanla  con  mas 
ó  menos  exactitud  rttemda^  porque  el  Rey  se  reserva  su 
ejercicio  como  complemento  necesario  del  poder  ejecotivo; 
y  esta  6  la  potestad  de  conocer  y  jmgav  las  cuestioftes  civiles 
y  criminales ,  la  denominan  delegada ^  porqae  el  Rey,  aun^ 
que  gefe  del  orden  judicial^,  no  administra  directamente  la 
justicia,  sino  por  medio  de  jaeces  inst^uidios  según  la  ley 
inamovibles  é  independientes  de  lodac  autoridad  (d). 

199.— La  potestad  del  Rey  en  cuanto  á;  la  justicia  común 
ú  ordinaria  se  concreta  á* velar  porque  sea  administrada  pron- 
ta y  cumplidamente  en  todo  el  reino:  á.  esle  fia  nombra  é 
instituye  los  jaeces  y  magistrados;  pero  su  mandato  es  irre^* 
voeable« 

De  lo  dicho  se  sigue  que  ni  el  Rey»  ni  auioridad  alguna 
delegada  extraordinariamente  por  él ,  pnode  sentarse  en  un 
tribunal  y  admintsUrarjuatidia,  ni  exigir  un  fallo,  ni  recia/* 
mar  una  sentenciaf  ni  variar  los  trámites,  ni  cometer  ai  co- 
nocimiento do  una  causa  á  un  jues  incompetente,  ni  entor^ 
pecer  la  ejecución  deán  juicio,  lu  alentar  á  la  santidad  de 
la  cosa  juagada,  ni  en  suma,  menoscabar  de  cualquier  modo 
la  independencia  del  poder  judicial  (i). 

«Mt.^Mas  el  Rey  tiene  potestad  para  decidir  soboniia- 

(1)  Art.  41  do  b  Goastituoioo. 

(2)  Fuero  viejo  de  Castilla,  iib.  I,  tít.  i,  ley  1. 

(3)  Art.  69  de  la  GonBtitiMÚ>n. 
(4}  Art.  66.  ^^ 
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«BDla  las  oompeteacias  entre  las  aatoridades  admiaistraiiva 
y  jodictal,  porque  siendo  cada  una  iodependienie  de  la  otra, 
en  niogaaa  hay  potestad  de  dirimir  enalqaiera  caestioa  so- 
bre atribuciones  r^peetivasciue  se  soseitase,  pretendiead(^ 
ambas  ser  competeales  ó  incompetentes  para  conocer  de  un 
asante  determinado.  Solo  el  Bey  como  gefe  suprema  de  teda 
justicia,  arbitro  entre  todos  loa  poderes  y  regulador  de  todas 
las  jurisdicciones  r  tiene  autoridad  para  restablecer  ka  con«^ 
cordia  entre  estos  dos  órdenes  paralelos  y  alguna  ycz  rivales. 

ftM.—  lY.  alndultar  á  los  delincuentes  con  arreglo  á  las- 
leyes.» — La  oleneicia  es  la  mas  bella  prerogativa  de  ka  Co- 
rona; pero  sn  examen  coadoce  á  doctrinas  agenas  al  estudiO' 
del  derecho  administrativo. 

tM. —  V.  aDeclarar  la  guerra  y  bacer  y  ratiGear  los  tra- 
tados de  paz,  dando  después  cuenta  documentada  á  las  cor- 
les.])— Estas  facultades  pertenecen  al  género  de  las  que  cons- 
titayen  la  administración  exterior.  Si  el  Rey  reía  por  la  se- 
guridad del  estado,  debe  mover  la  guerra  ó  ajustar  la  paz 
libremente  bajo  la  responsabilidad  de  sus  ministros.  La  in*- 
tarvencion  del  poder  legislativo,  por  mas  que  parezca  ncce*- 
saria  en  actos  de  tan  grave  importancia  y  consecuencia,  no 
debe  ser  directa,  sino  indirecta,  ni  anterior,  sino  posterior. 
Bl  Bey,  para  hacer  la  guerra,  necesita. hombres  y  recur- 
sos que  no  puede  obtener  sino  de  los  pueblos  por  medio  de 
contribuciones  de  sangre  y  de  dinero.  El  poder  legislativo,, 
negándose  k  votar  los  impuestos  que  el  gobierno  pide  i  fin 
de  atender  á  los  gastos  extraordinarios  de  la  guerra,  le  inca- 
pacita para  intentar  ó  proseguir  una  empresa  loca  ó  temera- 
ria; y  sia  menoscabar  la  independencia  del  poder  ejecutívc 
tn  ouanle  4  la  aecion^  Miberando  le  encierra  dentro  de  los  li- 
mites seflalados  por  la  razón  y  por  la  conveniencia  pública. 

tse. —  Vi.  «Disponer  de  la  fuerza  armada  distribuyéndo- 
la CODO  mas  eonvenga.» — El  gobierno  nunca  es  coactivo  por 
esencia,  sino  racional,  ni  debe  por  consiguiente  hacer  alar- 
de de  fuerzas  para  requerir  la  obediencia  de  jos  subditos, 
sino  obtener  su  voluntaria  sumisión  empleando  medios  mo- 
rales; por  cuyaa  razones^  tanto  mas  perfecto  será  un  régi- 
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mea  poHUco ,  cuanto  mas  se  apoye  en  el  eateadirntent» 
y  menos  recurra  á  la  violeocia  y  al  terror.  Casos  hay,  sin 
embargo ,  en  que  agotados  todos  los  recursos  de  la  persua- 
sión y  del  consejo,  es  preciso  aludir  á  la  resistencia,  y  domar 
con  entereza  ciertas  voluntades  individuales  y  ciertas  pasio- 
nes enemigas  de  la  sociedad,  de  carácter  indócil  y  reb^de;  y 
entonces  el  poder  ejecutivo  tiene  el  derecho  y  el  deber  de 
apelar  á  la  coacción  para  proteger  el  orden  social. 

Para  esto  se  ha  instituido  el  ejercita  permanente  que  coo- 
pera al  mantenimiento  de  la  paz  de  los  pueblos  y  los  defien- 
de contra  las  agresiones  extrañas.  I  como  al  Rey  toca  velar 
por  la  conservación  del  orden  público  en  lo  interior  y  por  la 
seguridad  del  estado  en  lo  exterior,  á  él  también  debe  cor- 
responderle  el  mando  y  distribución  de  las  fuerzas  sociales, 
como  instrumento  necesario  para  el  logro  de  ambos  fines. 

£1  Rey,  no  obstante,  carece  de  una  potestad  ilimitada 
en  cuanto  al  ejercicio  de  esta  atribución  constitucional,  por- 
que no  es  dueño  de  aumentar  el  ejército  á  su  placer ,  pues 
las  corles  fijan  todos  los  años  la  fuerza  militar  y  permanente 
de  mar  y  tierra  (1  ];  ni  puede  mandar  el  ejército  ó  la  armada 
personalmente,  sino  por  medio  de  gefes  responsables  que 
nombra  ó  separa  á  propuesta  y  por  el  conducto  necesario  de 
su  minislro  de  la  guerra;  ni  en  fin  ,  puede  tampoco  admitir 
tropas  extranjeras  en  el  reino,  á  no  estar  autorizado  para  ello 
en  virtud  de  una  ley  especial  (2). 

tsi.— .  VIL  «Dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  co- 
merciales con  las  demás  potencias.» — La  diplomacia,  ó  el 
arte  difícil  de  las  negociaciones,  se  funda  en  adivinar  los  in- 
tentos de  un  gabinete,  precaver  los  sucesos,  aprovechar  los 
accidentes,  conducir  tal  cuestión  complicada  á  un  desenlace 
feliz ,  granjearse  la  confianza  de  los  gobiernos  extranjeros, 
convencerlos  y  determinarlos  á  tomar  un  partido. 

Apreciar  la  situación  política  de  un  estado  y  tratar  con 
su  soberano,  son  cosas  que  no  pueden  concluirse  sipo  en  la 


(f)    Art.  79  de  la  GonstitucioDv 
(^    Art.  46,  §.  2. 
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intimidad  y  en  el  siieocio  de  los  gabÍDetes,  por  lo  meóos  has- 
ta las  raliGcacíones  y  caoges  según  los  usos  diplomáticos; 
y  por  eso  ea  todos  tiempos  y  en  todas  las  naciones  la  guer-* 
ra,  la  paz,  las  alianzas  y  tratados,  se  han  confiado  á  los 
principes  solamente,  porque  sola  entre  ellos  es  posible  guar- 
dar  un  in?iolabíe  secreto.  Solo,  pues,  efi  Rey  debe  poseer  la 
facultad  de  conducir  las  relaciones  con  las  potencias  extran^ 
jeras  por  medio  de  su  míoistro  de  Estado  ó  de  las  personas 
acreditadas  al  efecto,  sin  tener  la  representaron  nacional 
otra  participación,  que  la  de  examinar  la  conducta  de  los 
consejeros  de  la  Corona  y  acusarlos ,  si  hubiere  motivo  bas* 
tante  para  exigirles  la  responsabilidad  de  sus  actos. 

A99. —  YIII.  aCuidar  de  la  fabricación  de  la  moneda  en  ta 
que  se  pondrá  su  busto  y  nombre.  9  —Acufiar  moneda  es  una 
prerogativa  de  la  soberanía  según  la  ley  del  Fuero  Real  cita- 
da; y  así,  quien  labra  moneda  falsa,  no  solo  comete  hurto, 
sino  atenía  á  este  derecho.  La  efigie  del  principe  y  el  escu- 
do ó  sello  de  armas  impresos  en  ambas  superficies,  garanti- 
zan la  fe  pública  y  atestiguan  la  verdad  de  los  contratos.  El 
gefedel  estado,  pues,  debe  ejercer  exclusivamente  la  facul- 
tad de  acuñar  moneda ;  principio  reconocido  en  todas  las 
edades;  como  que,  sf  alguna  vez  los  señores  feudales  goza* 
ron  de  tan  alta  prerogativa,  fue  en  calidad  de  participes  que 
eran  de  la  autofídad  soberana,  ó  por  privilegios  y  mercedes 
especiales,  que  arrancaron  á  los  reyes  en  aquellos  tiempos 
aciagos  en  que  la  nobleza  ejercía  tan  fuerte  preponderancia  y 
estaban  tan  humilladas  las  coronas.  *  * 

ISH. —  IX.  aDecrctar  la  inversión  de  los  fondos  destina- 
dos á  cada  uno- de  los  ramos  de  administración  pública,»— £1 
poder  legislativo  vota  las  contribucit^nes;  el  poder  ejecutivo 
las  aplica  á  cada  servicio:  el  uno  considera  las  necesidades 
sociales  en  su  conjunto ;  el  otro  atiende  á  sus  minuciosos 
pormenores:  aquel,  agrupando  cuotas  individnales,  forma 
las  rentas  públicas;  este,  invirtiendo  las  rentas  públicas,  pro- 
mueve el  desarrollo  de  la  riqueza  individual.    . 

Si  votar  las  contribuciones  es  una  prerogativa  del  poder 
legislativo,  ya  se  considere  su  ejercicio  como  una  garantía 
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coDstitqcional,  ya  se  mire  en  el  impaesto  UBa  disnÚDuciao 
de  los  derechos  de  la  propiedad  qne  la  ley  establece  y  soU  la 
ley  puede  meDoscabar;  la  gestión  de  la  tortana  del  estado  es 
un  acto  adiDÍQ¡strat¡?o,  y  administrar  incambe  exclusiva- 
mente al  Monarca,  segnn  la  CoBstitttcioft  y  los  príneípiog 
fundamentales  del  régimen  representativo.  SI  les  cuerpos 
colegisladores  llevan  á  las  regiones  del  gobierno  abundante 
caudal  de  luces  y  doctrinas ,  sn  encargo  es  y  debe  ser  pura-* 
méate  teóri<A ,  puesto  que  ni  los  muchos  son  á  propósito  pa- 
ra  ejecutar,  ni  á  los  mjembros  de  las  asambleas  deliberantes 
los  debemos  suponer  adornados  por  lo  común  de  conocí- 
mieotos  prácticos,  ni  sabedores  á  fondo  de  la  situación  po-* 
litiea ,  moral  y  económica  de  los  pueblos,  ni  por  tanto  dola- 
dos del  tino  para  el  mando  que  no  se  baila  de  seguro  en  los 
hombres  especulalivos,  sino  en  los  adiestrados  con  la  expe- 
riencia de  los  negocios. 

A1HI.—  X.  «Nombrar  todos  los  empleados  públicos  y  con- 
ceder honores  y  distinciones  de  todas  clases,  con  arreglo  á 
las  leyes. »--EI  Rey  posee  la  plenitud  de  la  potestad  ejecutiva, 
y  debe  pof  tanto  estar  revestidé  de  las  facultades  necesarias 
para  ejercer  su  autoridad.  El  primer  medio  es  crear  una  ge- 
rarqnía  aámtnistraUva ,  compuesta  d€  gefes  y  subalternos 
encargados  de  dar  cumpUmiento  á  las  órdenes  que  les  fueren 
comunicadas;  y  como  estos  funcioaarios ,  eS  vez  de  favore- 
cer la  marcha  de  la  administración,  la  entorpecerían,  9i  no 
hubiese  unidad  en  el  pensamiento,  sumisión  al  poder,  diU- 
gehcia  para  ejeciftar  y  entereza  para  vencer  toda  resisten^ 
cia  á  la  voluntad  del  Monarca,  de  ahf  nace  la  necesidad  de 
otorgar  al  Rey  la  prerogatíva  de  no«ibrar  ó  remover  los  em- 
pleados públicos,  porque  quien  se  obliga  á  un  trabajo  es 
fnerza  quede  arbitro  de  elegir  sus  instrumentos. 

Para  escoger  los  funcionarios  con  acierto  debe  qnien  los 
nombra  estudiar  los  deberes  especiales  dé  cada  cargo,  in- 
quirir las  cualidades  de  las  personas  útiles  y  comparar  estas 
noticias ;  observaciones  de  pormenores  y  trabajos  propios 
de  la  administración  solamente. 

Los  honores  y  distinciones  son  recompensas  otorgadas  al 
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mérito  contraído  en  el  serricio  del  estado;  y  como  no  habría 
justicia  en  el  premio,  sí  la  distinción  ó  el  honor  no  guarda^ 
sen  la  proporción  debida  con  la  magnitud  é  importancia  de 
los  servicios  prestados,  resulta  qae  soto  el  Rey,  único  ca- 
paz de  conocer  y  apreciar  los  aeios  administratiyos,  puede  y 
debe  decretar  las  recompensas. 

Hay  otra  razón  poderosa  para  atribuir  exclusivamente  al 
Monarca  esta  facultad  constitucional,  á  saber,  la  responsable 
lidad  á  que  están  sujetos  todos  los  actos  del  poder  ejecutivo; 
responsabilidad  que,  sí  bien  no  alcanza  á  la  persona  del  Rey, 
sagrada  é  inviolable  según  la  Constitución,  pesa  de  lleno  so- 
bre sus  ministros;  por  lo  cual  á  ellos  les  toca  aconsejar  y  pro* 
poner  al  gefe  del  estado  el  nombramiento  y  remoción  de  los 
fancionaríos  públicos  y  la  concesión  de  las  recompensas  á  que 
se  hicieren  acreedores,  pues  no  bay  responsabilidad,  ni  moral, 
ni  efectiva  donde  no  hay  hechos  imputables,  y  no  son  impu- 
tables sino  los  aclos  propios  ó  los  de  nuestros  mandatarios. 

El  poder  legislativo,  sin  embargo*,  seüala  los  límites  dea- 
tro  de  los  cuales  deberá  el  Rey  e¡ercer  esta  prerogaliva  que 
no  es  absoluta ,  ni  conveadf ia  quedase  á  merced  de  la  arbr* 
traríedad  ministerial ,  sino  moderada  de  tal  suerte,  que  sin 
destruir  la  justa  libertad  de  premiar  el  mérito  y  los  servicios 
al  estado,  se  ponga  coto  á  las  demasías  del  poder  y  no  dege^ 
neren  las  recompensas  en  favores  palaciegos  ó  gracias  vítu^^- 
perables;  y  eso  mismo  significa  la  expresión  final  con  arreglo 
á  las  leyes  {{). 


•  (1)  Habíamos  concebido  la  esperanza  de  qoe  las  cdrtes  acudiesen 
al  remedio  de  ciertos  TÍcios^e  nuestra  adnnnistracion  ,  aprobando 
el  projrecto  de  ley  8ol>re  sooibramienle  de  empleados  presentado 
por  el  gobierno  al  Congreso  de  bs  diputados  en  16  de  marzo  d&184U. 
Dificoltades  acaso  inYencibles  ban  entorpecido  el  curso  de  la  discu- 
siea,  y  diferencias  entre  ambos  cuerpos  colegialadores  han  hecho  ne- 
cesaria la  reunión  de  una  comisión  mista  ,  cuyo  dictamen  no  llegó  á 
evacuarse  durante  la  líltima  legislatura,  siendo  por  tanto  imposible  )a 
sanción  inmediata  de  la  Corona. 

Al  lamentar  el  malogro  de  aquel  buen  pensamiento  no  podemos 
menos  de  expresar  nuestros  yívos  deseos  de  verlo  reproducido  con 
mejoras  en  la  legislatura  próxima.  Gobernar  (aunque  todo  el  mundo 
se  considera  apto  para  tan  difícil  encargo)  es  un  arte  que  requiere 
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tM. —  XI.  «Nombrar  y  separar  libremefite  los  mioís- 
tros.9— Esta  facultad  coostitucional  no  solo  se  deriva  natu* 
raímente  de  la  anterior,  sino  que  se  fonda  en  el  carácter  de 
poder  moderador  inherente  á  la  autoridad  real.  Sabido  es 
que  solamente  en  el  Rey  reside  la  potestad  de  hacer  ejecu- 
tar las  leyes ;  pero  esta  potestad  no  la  ejerce  por  sí  mismo, 
sino  que  la  delega  á  sus  ministros  responsables.  Cuando  gra- 
ves cuestiones  dividen  á  los  poderes  públicos  y  su  concordia 
aparece  turbada,  el  Rey  es  arbitro  entonces  de  eslas  diferen- 
cias, y  cambia  su  ministerio  para  poner  en  consonancia  el 
poder  ejecutivo  con  el  legislativo,  ó  disuelve  el  Congreso  d^ 
los  diputados  sometiendo  la  decisión  de  la  contienda  al  jui- 
cio de  la  nación.  Estas  prerogativas  del  Rey  dan  tal  flexibi- 
lidad al  régimen  representativo,  que  si  le  suponemos  por  un 
instante  despojado  de  ellas,  la  existencia  de  la  monarquía 
constitucional  es  un  imposible. 

tu».— Aunque  en  rigor  de  principios  el  Rey  es  duefio  de 
nombrar,  despedir  y  reemplazar  á  sus  ministros,  las  prácticas 
parlamentarias  6  el  espíritu,  mas  que  la  letra  de  las  leyes 
constitucionales  ,  coartan  su  libre  albedrío  y  le  hacen  con- 
sultar la  situación  política  que  atraviesa,  es  decir,,  le  obligan 
á  tener  en  cuenta  la  mayoría  de  las  cortes  ,  el  estado  de  la 
opinión  publicarla  conveniencia  de  los  pueblos  y  cuantas 
circunstancias  pueden  influir  en  tan  grave  determinación  y 
en  sus  resultados. 

En  ningún  acto  se  revela  mas  claramente  el  ¿arácter  que 
el  Rey  tiene  de  gefe  supremo  de  la  administración,  q«e  en 
el  ejercicio  de  esta  facultad  constitucional. 

!•».— Ora  el  Rey  reine  y  no  gc^ierne,  ora  reine  y  gobier- 
ne también,  es  un  axioma  constitucional  que  no  administra; 
de  suerte  que  si  bien  la  potestad  de  ejecutar  las  leyes  reside 
en  el  Monarca,  la  ejerce  siempre  por  el  conducto  necesario  de 

• 
estuclios  preliminares  y  exige  uoa  especie  de  aprendizaje,  bí  los  pue- 
blos han  de  experimentar  los  beneficios  de  una  administración  inteli- 
gente en  todos  sus  ramos;  y  por  eso  el  defecto  capital  del  proyecto  re- 
ferido^ consiste  en  no  reconocer  necesidad  de  preparación,  sino  en  los 
empleados  en  el  ministerio  déla  Gobernación  del  reino. 
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SUS  mioistros  responsables ;  por  inaaera  qae  todois  los  actos 
admiaistralifos  son  eseocialmeate  actos  ministeriales. 

CAPÍTULO   III. 

De  lo«  ministros. 


194.— Carácter  de  los  mÍDÍstros.    209.  — 

195. — Administración  superior 
dorante  la  monarquía  go- 
da. 

196.— >Y  en  la  época  de  la  recon- 
quista. 

197. — Novedad  introducida  por 
don  Alonso  Vil. 

198.— Reforma  de  don  Juan  I. 

199.— Rédinenadministrativoba- 
ioTa  dinastia^ustriaca. 

20D. — Origen  de  \m  ministerios 
al  advenimieoto  de  la  casa 
do  Borbon. 

201.— Cambios  y  arreglos  de  se- 
cretarías hasta  la  fecha. 

202.— !NeÍesidad  de  un  ministe- 
rio en  los  gobiernos  re- 
presentativos. 

203. — £s  un  cuerpo  intermedio 
y  una  autoridad  delegada. 

204. — ulasifícacion  de  los  nego- 
cios admioistrativos. 

205. — Necesidades  generales  de 
los  i)ueblos. 

206.— Distribución  de  losminis- 
téríos  según  estas  nece- 
sidades. 

207.— atribuciones  de  los  minis- 
tros. 

208.— Comttn«5.  230.— 


210. 
211. 
212. 
213. 
214.- 

215.— 

216. 
217. 
218. 


219. 

220 
221. 
222. 

223.- 
224. 
225. 
226. 
227. 


228.—] 
229.—: 


Instrucciones  ministeria- 
les. 

Disposiciones  6  maudatct;». 
•DecisioDes. 
-Actos  de  gestión. 
Especiales. 

Enumeración  de  los  minis- 
terios de  España. 
Atribuciones  do  la  secre- 
taría de  Estado. 

de  Gracia  y  Justicia. 

de  Gobernación. 

de  Comercio,  Instrucción 
y  Obras  públicas. 
—  de  Hacienda. 
•  de  Guerra. 

-  de  Marina. 

-  A  quién  compete  modifi- 
car esta  distribución. 

•Unidad  del  ministerio. 
-Consejo  de  ministros. 
-Presidente  del  consejo. 
-Ministros  sin  cartera. 
Cada  ministro  es  superior 
gerárquico  en  la  adminis- 
tración de  su  ramo. 
-Revocación  y  enmienda  de 
los  actos  ministeriales. 
-Responsabilidad  de  los  mi- 
nistros. 
Es  individual  6  colectiva. 


t94.— Son  los  ministros  de  la  Corona  gefes  superiores  de 
la  administración  que  bajo  la  autoridad  inmediata  del  Rey 
ejercen  el  poder  ejecutivo.  Los  ministros  son,  pues,  delega- 
dos próximos  é indispensables  de  la  potestad  real  y  después 
del  Monarca,  ocupan  el  primer  grado  en  la  gerarquía  admí- 
nistrativa.  Su  autoridad  sb  extiende  á  tanto,  cuanto  alcanzan 
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las  atríbaeiones  constitocionales  del  Rey  de  qaien  soa  coaie- 
jeros  Datarales  y  al  mismo  tiempo  sus  medianeros. 

!•&.— No  siempre  se  ha  recoaocido  la  necesidad  ó  la  con- 
veaieacia  de  nombrar  estos  secretarios  del  Rey  ni  en  Espa^* 
fia,  D¡  ea  otras  naciones.  La  legislación  goda,  imitando  la  or- 
ganización administrativa  del  imperio  romano  ,  encargaba  el 
gobierno  universal  principalmente  á  dos  altos  funcionarios, 
el  conde  de  los  notarios  cuya  obligación  era^  dictar  las  cartas  y 
privilegios  reales,  y  el  conde  de  ios  tesoros  ó  del  emirío  públi' 
cor\  títulos  que  no  eran  de  honor,  ni  significaban  tampoco 
verdaderos  oficios  palatinos,  sino  cargos  públicos  ó  dignidad- 
des  del  estado. 

•  Con  la  ruina  de  la  monarquía  goda  desaparecieron  ó  se 
ocultaron  al  estruendo  de  tas  armas  las  instituciones  y  digni- 
dades anteriores  k  la  irrupción  de  los  sarracenos,  si  bien 
tornaron  en  breve  tiempo,  pues  consta  ((lie  don  Alfonso  II, 
llamado  el  Gasto ,  restableció  en  su  corte  de  Oviedo  los  usos 
y  costumbres  de  los  godos,  asi  en  el  orden  civil,  como  en  el 
eclesiástico,  volviendo  las  cosas  á  la  antigua  i^Ninza  de 
Toledo. 

tlM.— Esta  sencillez  primitiva  del  gobierno  gótico  sub^ 
sistió  en  la  época  de  la  reconquista  por  espacio  de  algunos 
siglos,  pues  la  facilidad  .de  atender  á  las  necesidades  públi- 
cas no  requería  tampoco  una  adminislracion  dos  complica- 
da. Escasos  eran  los  pueblos  de  realengo  en  proporción  al 
gran  número  que  pertenecía  á  las  clases  de  abadengo ,  de 
se&orlo  solariego  y  de  behetría.  Poebios  babia  contribuyen- 
tes (eillas  tercias  ó  mandaciones)  y  pueblos  exentos  [villas 
ingenuas);  y  aunque  según  la  antigua  constitución  tie  los 
godos  so(o  ei  Rey  ejercía  el  alto  señorío  de  la  justicia  y  el 
supremo  imperio  por  medio  de  magistrados  civiles,  políticos 
7  militares,  andando  ei  tíempo  la  autoridad  real  se  déspren- 
dio  de  muchas  de  sus  anieriores  prerogatívas,  ya  concedien- 
do á  los  selores  jurisdicción,  ya  otorgando  &  las  comunida- 
des el  privilegió  de  proveer  el  gobierno  económico  de  cada 
pueblo  y  su  alfoz  por  medio  de  sus  alcaldes  jurados  7  dor- 
nas oficiales  de  los  concejos  de  eleccioii  popular ,  y  ya  en 
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fia  dando  por  faero  á  muchas  ciadades  de  Castilla  que  dos 
hom$s  buenos  amniestn  sus  pleitos  y  los  librasen  por  alveario. 
^  tM.— Coa  tales  coneesioaes  quedaba  la  admioistracioa 
central  muy  descargada  de  Degocios  y  podía  confiarse  4  po- 
cas díanos.'  Eq  el  siglo  XII  hízose  proclamar  emperador  el 
Rey  don  Alonso  VII  en  las  cortes  de  León.  Entonces  empezó  á 
conocerse  el  título  de  canciller  á  cnya  dignidad  correspondía 
la  custodia  del  sello  real  desde  que  empezó  á  asarse  por  es- 
te tiempo  para  autorizar  con  él  los  pririlegios  y  cartas  real^. 

t09.->Don  Juan  I  alteró  en  parte  la  forma  antigua  de  la 
administración  central,  decretando  y  publicando  en  las  cor- 
tes de  4385  el  plan  de  un  consejo  de  gobierno  de  donde  tuto 
origen  el  famoso  Consejo  de  Castilla.  No  era  dicha  institución 
un  consejo  privado  como  antes  solían  tener  los  Monarcas; 
sino  una  rueda  muy  importante  de  la  máquina  admioistrati- 
va,  motivando  el  Rey  su  introducción,  entre  otras  razones, 
en  la  sigoieile  bien  significatita  de  la  participación  directa 
que  le  daba  en  la  administración  pública:  «el  si  nos.oviése- 
mos  de  oir  é  librar  todos  los  'negocios  del  regno  non  podría^ 
mos  facer  la  guerra,  nin  las  cosas  que  pertenecen  á  ella,  se- 
gún que  á  nuestro  servicio  é  á  nuestra  honra  cumple.»  Y  en 
efecto,  auxiliaba  al  Rey  no  solo  deliberando,  sino  con  sus 
grandes  atribuciones  activas^  cuyo  ejercicio  ya  no  podía  con- 
centrarse en  una  aola  persona  ó  dignidad ,  pues  ensanchado 
el  ierriiorio,  aumentada  la  población  y  creciendo  la  riqueza, 
necesariamente  habían  4e  ibaltiplicarse  los  negocios  hasta  el 
punto  de  requerir  el  Rey  el  concurso  de  oirás  fuerzas  que  le 
ayuibsea  á  soportar  las  cargas  del  gobierno.  Tan  cierta  es 
esta  misión  pritnitiva  del  Consejo,  que  Felipe  II  en  la  ins- 
trueoion  que  dio  i  sn  presidente  «en  4  582  le  decía:  «  El  oficio 
del  Consto  real  es  tener  cuidado  de  los  negocios  del  reino, 
y  los  pleitos  accesorios  al  Cons^,  y  no  su  propio  «ficio.» 

tlNI, — La  dinastía  austríaca  no  dio  naeva  forma  á  la  admi- 
nistradoA  central.  Los  reyes  gozaban  de  un  poder  absoluto 
y  le  ejercían  por  si,  valíéttdose  de  sns  privados  como  de  ins- 
trume|itos  dóciles  á  su  volnatad ,  y  siendo  el  ministro  en 
aquel  tiempo  un  secretario  del  Rey  sin  facultades  propias  y 
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sin  atribuciones  designadas  por  ley  alguna.  El  Consejo  ejer- 
cia  gran  parte  de  las  funciones  gubernativas  y  á  veces  dis- 
putaba sus  derechos  con  el  Monarca.  ^ 
900.— Felipe  V  introdujo  en  Espafía  con  otras  noveda- 
des el  sistema  administrativo  de  Francia ,  creando  en  el 
ailo  4700  dos  secretarías  {>  ministeríos,  al  uno  de  los  cuales 
atribuyó  el  despacho  de  todos  los  negocios  concernientes  á 
Guerra  y  Hacienda  y  al  otro  cometió  los  restantes.  Esta  inno- 
vación encerraba  no  solo  un  pensamiento  administrativo*  sino 
también  la  mira  política  de  enflaquecer  la  autoridad  del  Con- 
sejo y  debilitar  su  influjo ,  despojándole  poco  á  poco  de  sus 
facultades  gubernativas  tan  impropias  de  toda  corporación,  y 
libertar  al  gobierno  81  aquella  especie  de  tutela,  constitu- 
yendo la  unidad  del  poder,  rodeándole  de  fuerza  y  de  pres- 
tigio y  subordinando  su  movimiento  al  impulso  del  Mo- 
narca. 

tOi. — En  47U  hízose  un  nuevo  arreglo  y  distribución  de 
todos  los  negocios  del  estado«entre  cuatro  secretarias  del 
despacho  y  una  intendencia  universal,  perteneciendo  á  una 
los  negocios  exteriores  ó  de  Estado,  á  otra  los  de  Justicia  y 
asuntos  eclesiásticos,  á  otra  los  de  Guerra,  áotra  los  de* In- 
dias y  Marina,  y  á  la  intendencia  librar  los  de  Hacienda. 

En  4715  redujéronse  á  tres  los  ministeríos,  de  Estado,  de 
Guerra  y  Marina,  de  Gracia  y  lusticia  y  Hacienda. 

El  4754,  bajo  el  reinado  de  Fernando  VI  agregáronse  á  la 
secretaría  de  Estado  la  superintendencia  general  de  correos 
y  otros  asuntos  inconexos  con  su  objeto  especial  y  primitivo, 
y  se  atribuyeron  á  las  otras  secretarías  nuevas  facultades. 

Carlos  JII,  en  4777,  estableció  dos  secretarías  para  el 
despacho  de  los  negocios  de  Indias,  una  de  Gracia  y  Justi- 
cia, y  otra  de  Guerra,  Hacienda,  Comercio  y  Navegación; 
pero  Cáríos  IV  en  4790  reunió  los -negocios  de  Indias  &  los 
ministerios  análogos. 

Las  cortes  de  Cádiz  crearon  un  nuevo  ministerío  llamado 
de  la  Gobernación  de  la  Península  que  fué  abolido  en  la  reac- 
<;ion  de  4844,  y  formóse  en  su  lugar  otro  de  Indias  q^p  duró 
hasta  4846. 
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Residblecida  la  Constitneíon  de  1842  en  1820  reapareciA 
el  mÍDisterío  de  la  Gobernación  y  bnodióse  nuevamente  coa 
el  régimen  constitucional  de  la  segunda  época  (i ). 

En  4833  fué  restablecido  con  el  nombre  de  ministerio  del 
Fomento,  que  después  mudó  en  el  de  Interior^  y  al  fin  reco- 
bró su  primera  denominación, .la  misma  que  hoy  lleva;  y 
recientemente  en  4847  creóse  un  nuevo  ministerio  llamado  de 
Comercio ,  Instrucción  y  Obras  públicas. 

9419.— En  los  gobiernos  representativos  es  de  necesidad 
la  institución  de  esta  especie  de  cuerpo  intermedio,  al  cual 
apellidan  ministerio  para  salvar  el  dogma  constitucional  de 
la  inviolabilidad  del  Rey  y  hacerlo  compatible  con  la  respon- 
sabilidad del  poder  ejecutivo:  por  manera  ,que  los  ministros 
son  medianeros  y  delegados  indispensables  del  Monarca. 

tos.— Medianeros  entre  el  Rey  y  los  cuerpos  legislativos, 
en  cuanto  presentan,  defienden  ó  combaten  los  proyectos  de 
ley  y  aconsejan  su  sanción  ó  no  sanción  al  Monarca.  Media- 
neros entre  el  Rey  y  la  nación,  porque  se  encargan  de  ejecutar 
acuellas  mismas  disposiciones  cuya  aprobación  someten  á  la 
autoridad  real;  y  medianeros  en  fin  entre  este  y  los  agentes 
administrativos,  pues  nombran  ó  destituyen  en  nombre  del 
Rey  á  los  altos  funcionarios  del  estado  y  les  transmiten  sus 
mandatos. 

Como  delegados  del  Rey  administran  por  si  propios,  ex- 
piden órdenes  y  circulares,  comunican  instrucciones  y 
hacen  advertencias  á  los  funcionarios  públicos,  ó  bien  resuel- 
ven asuntos  particulares  en  interés  de  la  administración. 

En  el  ejercicio  de  estas  funciones  no  deben  invocar  el 
nombre  del  soberano^  pues  ya  se  supone  delegada  en  los  mn 
nistros  virtual  y  constantemente  la  autoridad  real  para  todo 
cuanto  la  Corona  no  puede  hacer  por  sí  misma. 

Todo  el  peso  de  la  administración  recae,  pues,  sobre  los 
ministros;  y  dejando  á  un  lado  la  parte  que  tienen  en  el  ejer- 
cicio de  Ia3  altas  prerogativas  de  la  Corona,  como  sus  conse- 

(1)  GoDSÚUease  para  mayor  claridad  laserndilas  lecciones  de 
administración  del  scüor  Posada  Herrera. 

Tomo  I.      "  7 
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teros  qae  sob,  dos  fijaremos  soUmeDte  efi  su  carácter  a4mi- 
aistratívo. 

904.— Sieado  los  cuidados  de  la  admioistracioA  iofiaitos 
y  de  tan  varia  especie,  para  mejor  cumplir  los  deberes  que 
á  los  agentes  admiaistrativos  competen,  se  ha  escogitado  d 
inedio  de  clasificar  I^  í^ultadies  inherentes  al  ejercicio  dél 
poder  ejecutivo  según  su  analogía,  y  dividir  la  administra- 
ción central  en  cierto  número  de  circuios,  regido  cada  uno 
por  un  gefe  superior  ó  ministro  del  ramo,  con  sujeción  sin 
embargo  á  la  voluntad  colectiva  del  ministerio  en  aquellos 
asuntos  que  por  su  gravedad  deben  considerarse  como  cues- 
tiones, no  de  administración  pura,  sino  de  gobierno. 

Esta  distribución  de  los  negocios  públicos  caire  díferen* 
tes  ministerios  para  corresponder  &  su  objeto ,  que  es  diri^ 
gir  y  vigilar  todos  los  ramos  del  servicio  administrativo  y  re- 
gularizarlo, debe  Tundarse  en  la  clasificación  natural  de  las 
necesidades  del  estado,  en  cuyp  conjunto  parece  descuellan 
tres,  acasjo  las  primitivas,  á  saber:  la  paz,  la  gestión  de  la  for* 
tuna  general  y  el  fórjente  de  los  intereses  morales  y  materia- 
les de  la  sociedad. 

905*— lia  paz  i  la  conservación  del  urden  público ,  pri- 
mera necesidad  de  los  pueblos,  requiere  la  práctica  de  una 
serie  de  disposiciones  muy  distintas  entre  sí,  porque  el  go<^ 
bierno  precave  ó  reprime  para  dársela  á  la  nación.  Precave 
mantmendo  rehciones  éUploviátieas  con  las  demás  potencias: 
reprime  adminislranio  justicia ,  combatiendo  á  los  enemigoi 
interiores,  y  en  caso  extremo  declarando  y  haciendo  layuer» 
ra.  La  gestión  de  la  fortuna  del  estado  y  el  desarrollo  de  sus 
intereses,  ya  morales,  ya  materiales,  exigen  tamhien  una 
mukitud  de  actos  administrativos  que  se  refieren  á  la  repre^ 
sentacion  del  gobierno  en  todo  el  ámbito  del  territorio,  á  la 
•mpoiíeton,  repartivuimto  y  cobranza  de  las  rentas  públicas^ 
y  al  fomisnto  de  la  instrucción  y  déla  riqueza  de  los  pueblos. 

9^S*— Resulta,  pues,  del  precedente  análisis,  que  en  to- 
da nación  de  población  regular  y  de  territorio  algo  extenso, 
debe  haber  un  ministerio  de  Relaciones  diplomáticas,  otro  de 
Justicia,  otro  de  Gobierno,  otro  de  Rentas  públicas >  otro  de 
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Fomento,  otro  de  Guerra  y  otro  en  fia  de  Marina.  Pueden  ser 
mas,  sin  embargo,  ó  menos  los  necesarios:  mas  coando  eier'- 
tas  atenciones  especiales  los  reclaman,  por  ejemplo,  un  mi- 
nisterio de  Cultos  ó  de  Policía  donde  la  tolerancia  religiosa ' 
ó  el  estado  de  la  sociedad  multiplicaren  los  negocios  de  este 
iinage  hasta  el  ponto  de  exigir  la  detenida  inspección  y  vi^ 
gitancia  del  gobierno  por  medio  de  na  minisiro  ad  hoc\  me* 
nos,  si  la  escasez  de  negocios  de  un  r4mo  permitiese  despa-» 
cbarlos  acnmuladamente  con  otro  an&logo,  por  ejemplo,  in^ 
corpdrando  el  ministerio  de  Marina  al  de  Guerra,  ó  el  de  Fo« 
mentó  al  de  Gobierno.  Pero  siempre  será  verdad  que  cuan^ 
tomas  prosperen  las  naciones, '  tantos  mas  centros  especia** 
les  de  actividad  administrativa  ó  ministerios  necesúarftn, 
porque  la  civilización  multiplica  las  relacíoaes  sociales  á  ca^ 
da  paso  t  y  con  ellas  los  deberes  del  gobierno  y  los  gastos  p6« 
blicos;  daño  verdadero,  si  bien  compensado  con  el  progreso 
sucesivo  de  la  riqueza  contril^uyente. 

••l. -^Cualquiera  que  sea  la  clasificación  admitida,  es 
llano  que  cada  ministro  será  parte  del  ente  colectivo  llama- 
do ministerio,  y  gefe  superior  del  ramo  especial  cuya  admi- 
nistración le  estuviera  encomendada. 

Como  miembros  del  Consefo  i$  minisíroSf  los  secretarios 
de  estado  y  del  despacho  deliberan- junios  y  adoptan  colec- 
tivamente ciertas  resoluciones;  y  como  gefes  superiores  d^ 
tal  ó  cual  servicio  administrativo,  obran  con  entera  inde- 
pendencia y  deciden  lós  asuntos  de  su  respectivo  ministerio, 
de  donde  nace  la  sencilla  división  desús  facultadesen  ó(nnfh 
neéy  esperialei. 

IMS.— 9on  comunes  las  que  se  derivan -de  la  índole  mis* 
ma  de  las  foncioBes  ministeriales,  y  especiales  son  las  in- 
herentes h  la  autoridad  privativa  dé  cada  ministro*. 

En  todos  ios  ministros  se  descubren  dos  caracteres,  el 
ano  principal  6  predominante,  y  secundario  6  excepcional  el 
otro:  el  primero  es  el  de  agente  superior  de  la  administra- 
ción,-y  el  segundo  el  de  juez  administrativo.  De  esta  juris- 
dicción puramente  excepcional  hablaremos  en  otra  parte. 

Cuando  el  ministro  procede  coma  agenl,e  administrativo, 
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los  actos  míoisteríales  se  resaelven  ea  instimcciones  ^  dispon 
sieiones  y  actos  áe  gestión. 

•••.— El  objeto  de  las  instrucciones  es  dirigir  la  ejeca- 
cioQ  de  las  leyes  y  reglamentos  y  obtener  su  obediencia  de 
todos  los  subordinados;  y  ora  aparezcan  bajo  la  forma  de  re- 
soluciones generales,  ora  bajo  la  de  decisiones  particulares, 
hablan  siempre  con  las  autoridades  administrativas  á  quie* 
nes  ilustran,  y  declaran  el  sentido  de  Jas  disposiciones  cuya 
Gel  observancia  procuran:  expresan  una  determinación  su- 
perior, y  señalan  al  subalterno  la  linea  de  conducta  quede^ 
ben  seguir,  pero  nada  añaden  á  las  leyes  y  reglamentos  es- 
tablecidos. Tales  son  nuestra^  reales  órdenes  y  circulares. 

9t9.— Las  disposiciones  6  mandatos  ministeriales  son ,  ó 
medidas  de  orden  y  utilidad  pública,  de  conveniencia  mo- 
mentánea y  aplicación  fugitiva,  ó  decisiones  en  asuntos  pri* 
vados. 

Las  primeras  son  i  los  reglamentos  de  administración  pú- 
blica lo  que  estos  á  las  leyes,,  es  decir,  suplen  el  silencio 
de  aqueílas,  disipan  la  oscuridad  de  sus  palabras*  colman 
sus  vacíos,  tienen  la  fuerza  y  el  valor  de  la  ley  ó  del  decre- 
to que  comentan,  y  las  autoridades  encargadas  de  su  cum* 
plimiento  deben  observarlas  como  un  precepto.  Entre  noso- 
tros se  expiden  igualmente  en  forma  de  reales  órdenes  y  cir- 
culares. 

*  A^utores  presuntos  de  las  disposiciones  que  dictan  en 
nombre  del  Rey  ó  de  que  toman  la  iniciativa  en  los  cuerpos 
Golegisladores,  los  ministros  se  suponen  poseídos  del  espí- 
ritu de  aqnellas  disposiciones  y  preparados  á  llenar  con  me- 
didas supletorias  el  vacio  que  presenten ,  ó  á  salvar  con  acla- 
raciones motivadas  los  inconvenientes  de  las  interpretación- 
nes  arbitrarias.  De  esla  presunción  natural  y  legítima  se  de- 
riva desde  luego  la  consecuencia  de  que  corresponde  á  los 
ministros  la  resolución  de  las  dudas  que  puedan  ocurrir  en 
la  ejecución  de  las  leyes  (4 ). 

9tt.— Las  decisiones  ministeriales  son  también  actos  ad- 

(1)    /deas  de  administración^  por  el  señor  Burgos. 
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miaistratívos  obligatorios  para  todos  los  éludadanos  y  para 
todas  las  autoridades  políticas  y  judiciales.  So  objeto  es  man- 
dar, permitir  ó  vedar  alguna  cosa  á  instancia  de  nn  partí- 
cnlar  k  quien  el  ministro  otorga  6  niega  su  solicitud  en  in- 
terés de  la  administración.  Estos  actos  emanan  del  ministro 
requerido  6  provocado «  y  es  preciso  quepan  dentro  de  los  li« 
mites  de  su  poder  discrecional  para  no  degenerar  en  actos 
de  jurisdicción.  La  autorización  para  establecer  una  fábrica 
á  orillas  de  un  rio  navegable,  la  solicitud  de  privilegios  de 
invención  ó  perfección,  los  empleos,  ascensos,  honores,  pen- 
siones y  otras  gracias  cualesquiera,  6  pretensiones  de  justi^ 
cia  provocan  estas  decisiones  ministeriales. 

Ño  hay  forma  ninguna  establecida  para  intentar,  prose- 
guir y  resolver  estos  asuntos.  El  ministro  comunmente  reci- 
be el  memorial,  y  si  alguna  vez  decide  en  el  acto,  las  mas 
ordena  instruir  expediente,  oye  el  informe  del  gefe  especial 
del  negociado  y  después  decide  con  pleno  conocimiento  de 
causa. 

919; — Aeíos  de  gestión  llámanseí  los  rehtivos  á  la  admi^- 
nistracíon  deP  patrimonio  ó  fortuna  del  estado,  y  son  verda- 
deros contratos  civiles,  tales  como  compras,  ventas,  arrien- 
dos y  permutas  cuyo  objeto  es  asegurar  el  servicio  público 
en  todos  sos  ramos.  Solo  en  los  ministros  reside  la  persona- 
lidad ó  la  representación  necesaria  para  contraer  tales  obli- 
gaciones en  nombre  del  estado,  cada  uno  en  su  respectivo 
ministerio;  y  las  cuestiones  á  que  dieren  margen  la  validez 
ó  interpretación  de  estos  actos,  constituyen  verdaderos  liti- 
gios entre  los  ministros  y  los  interesados  cuyo  exámeüapla* 
zamos  para  logar  mas  oportuno. 

Los  actos  de  gestión  no  necesitan'  ser  autorizados  por 
escribano,  pues  ya  intervieoe  la  fe  pública  eú  eslos  con- 
tratosi  representada  en  el  carácter  también  público  de  los  mi- 
nistros. 

Bts.^Tales  son  las  atribuciones  comunes  de  los  minis- 
tros: sus  faonltajJes  especiales  se  derivan  de  las  leyes  y  re- 
glamentos admioi^lratTvos.  que  distribuyen  el  servicio  pú- 
blico entre  varios  ramoso  ministerios;  de  suerte  que  en  es» 
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IQ  pufitQ  h  l^tocioá  es  positiva  y  lajurisprudenciasefaa- 
da  eii  la  recta  iiHerpretacioii  de  Ips  priaoipios  consigoadoa 
en  dichas  ley^s  y  reglamentos  y  eo  biea  observadas  ana* 
logii^s. 

9t4«^£iv  España  soa  boy  siete  los  miaisleríos  ó  secreta- 
rias de  estado  y  del  despacho  entre  las  cuales  están  distri^ 
buidos  todos  los  negocios  del  reino,  á saber:  £<¿(uIo»  Gracia 
yJusiieia,  Gobirnaciqh,  Comercio,  Hñcienáa,  Guerra  y  M^^ 
fina,  cuyas  respectivas  atribuciones  son  las  siguientes: 
ti 6.-^  L  El  de  EtfadQ  tiene  á  su  cargo: 
i  ***    ia  correspondencia  cpn  tas  c6rtes  extrai\¡eras. 
2.^    £1  nombramiento  de  ministros  residentes. 
3.^    Los  tratados  internacionales, 
i,^    Las  representaciones,  quejas  y  solicitudes  délos  que 
no  $on  subditos  del  Aey ,  ó  de  ministros  de  principes  eitran-* 
jeros  en  materias  pertenecientes  á  estado  ó  á  regadías^ 

5.^  Los  decretos  para  gastos  que  se  hubieren  de  hacer 
por  razón  de  estado ,  ó  paga  de  dependientes  ó  ministros  que 
residan  de  orden  del  Rey*  fuera  del  reino,  y  la  focmaoioa  de 
sus  despacbos,  cédulas  ó  patentes. 

6.^  La  correspondencia  con  las  personas  de  la  real  fa* 
mtUa. 

7.^  Las  concesiones  de  grandezas  de  Espafia,  sus  hoao-^ 
res  y  habilitación  ó  declaración  de  sus  clases^ 

8.^    Todo  lo  perteneciente  á  la  insigne  6rden  del  Toison,< 
sos  estatutos  y  oficiales ,  como  asimismo  4  las  cruces  de  las 
distinguidas  órdenes  española  de  Carlos  III  y  americana  de 
Isabel  la  Católica,  sus  asamj)leas  y  secretaria,  é  igualmente 
la  autorización  para  usar  condecoraciones  extranjeras. 
9.""    El  tribunal  de  la  Rota, 
.40.^    La  agencia  general  de  preces  á  Romk. 
44.^    La  fecr^taria  de  la  ínterpretaoion  dculeuiguas.' 
12.°    El  refrendo  de  todos  los  documentos  y  pasaportes 
para  el.  extranjero. 

43.. ""  Y  por  último,  lodas  las  resoluciones  á  las  consultas. 
6  representaciones  que  en  cualquiera  de  estas  materias.^e  bi- 
cJQren'al  Reyi  tanto  por  tos  Irifattiiiales  de  oficio^  como  por 
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•trat  Juntas  y  miiiislros  particulares,  j  la  fornaeíoD  délos 
decretos  y  órdenes  ^tie  el  Hey  nvandare  expedir  en  los  nego- 
cios de  esta  natoraleza  (4). 

9te.—  II.  Al  de  Gr(HÍa  y  JuHicia  corresponden: 

4  .^  Los  reales  nombramientos  para  las  plazas  dé  jaeces 
y  magistrados,  escepto  hs  deftribnnal  sapremí^  de  Gnerra 
y  Ifsfrina,  y  el  Iribanal  marfor  de  Caemlas. 

2.^  Todo  lo  tocante  al  gobierno  de  los  tribnMles  y  las 
órdenes  ó  resolnciones  relativas  á  promover  ó  activarla  ree* 
la  administración  de  jvstícia. 

3.^  Todos  los  negocios  del  Real  Patronato  con  las  con* 
testaciones  déínrisdrccion  edlesiéc^ica  en  lo  qne  no  tenga  co- 
nexión conlos^dlerechos  y  rentas  reales. 

i."*  Lo  concernirte  á  puntos  de  religión,  de  reforma  y 
de  disciplina  eclesiástica  y  la  cooservacion  de  las  regaifas  de 
la  Corona. 

5.^  Los  nombramientos  para  arzobispados,  obispados, 
prebendas  y  beneicios  eclesiásticos. 

6w^   Los  semisarves  conciliares. 

7.*  los  estableeimientos  de  éasas  de  comunidades  refi« 
glosas. 

8.^    Las  mercedes  de  títulos  de  Castilla. 

9.*    La  provisión  de  las  encomien^  militares. 

40.^  T  el  notariato  mayor  de  los  reinos,  en  cuya  calidad 
el  mittisiro  de  Gracia  y  Insticia  interviene  en  los  matrimo- 
nios, nacimientos  y  defunciones  d^  las  personas  neales,  en 
todos  los  actos  de  cesiones,  renuncias,  obligacioties y  pode- 
res de  las  misjnas,  legali^  todos  los  testimonios  de  docu- 
mentos públicos  que  reclaman  los  tribunales  extranjeros  ó 
se  remiten  k  los  mismos,  y  presenta  á  la  sanción  real  todos 
los  proyectos  de  ley  aprobados  por  las  cortes,  sea  cnalquie- 
ra  el  mintslerio  á  que  corresponda  (S|). 

.M9.-^  IIL  Al  de  éroAema^n  (fe  fo  Pen^ttla  pertenece: 

(1)  Ley  7,  tit  vi,  lib;  m,  I9ot.  Recop.  y  drdenefl  posteriores. 

(2)  Ley  S,  tít.  vi,  íib.  ixi,  liov.  Recop.  y  drdtnes  posteriores. 
,  GoDsüUese  tamUieo  el  Diccionario  de  legislación  y  jurisprudencia  por 

•1  señor  Escriche,  teroeraed.  art.  BIihistsodvlaGoíoha. 
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4.®  Las  relaciones  con  el  Ck)Dsejo  Real,  consejos  provin- 
ciales ,  diputaciones  provinciales  y  ayuntamientos. 

S.^    Las  competencias. 

3.^    Los  propios  y  comunes  de  los  pueblos. 

4.°    Los  pósitos. 

5.^  La  policía  administrativa  en  todps  sus  ramos,  y  por 
consiguiente  la  seguridad  pública  y  personal,  la  guardia  ci- 
vil y  municipal,  los  espectáculos  y  reuniones  públicas  y  la 
poljcia  urbana. 

6.®  Las  quintas,  alojamientos,  bagajes,  cargas  y  servi- 
cios públicos. 

7.°  Los  disensos,  secuestros,  iodetonizaciones,  conser- 
vación, reparación  y  obras  de  los  cuerpos  colegisladores,  es- 
tadística general,  división  territorial,  cartas  geográficas  y  to- 
pográficas. 

8.®  Los  montes,  baldíos  y  sus  aprovecbamientos  y  la 
policía  rural. 

9.°  La  beneficencia  pública,  y  por  consiguiente,  los  bos- 
pítales,  hospicios,  casas  de  refugio  y  de  socorro,  casas  de 
maternidad,  establecimientos  de  dementes  y  sus  análogos, 
montes  pios,  limosnas  y  socorros  públicos,  cajas  de  ahor- 
ros y  las  calamidades  públicas. 

iO.""  Los  establecimientos  de  corrección  como  cárceles, 
presidios  y  demás* penitenciarios. 

41.^    La  sanidad,  policía  sanitaria  y  bafios  minerales. 
4 2.''    T  por  último,  la  contabilidad  de  todos  los  ramos  de- 
pendientes de  Gobernación  (i). 

Este  ministro  se  reserva  para  su  despacho  personal: 

4  .^  Todo  lo  que  haya  de  someterse  á  la  resolución  de  la 
Corona. 

2.®    Todo  lo   relativo  á  nombramiento  de  senadores  y 
a  .eleccjipnes  de  diputados  á  cortes,  de.  diputaciones  pro- 
vinciales, ayuntamientos  y  al  personal  de  estas  corporfi- 
ciones. 
3^    Todo  lo  tocante  á  la  política,  al  ^f^rden  público,  á'lá 

(1)    Real  decreto  de  20  ñc  octubre  de  1847. 
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seguridad  pública  y  personal,  estados  excepcionales  y  fuerxa 
armada  dependiente  de  su  autoridad. 

4.^    Lo  concerniente  á  la  libertad  de  imprenta. 

5.^    El  personal  del  ministerio. 

6.^    La  gobernación  de  Ultramar. 

7.^  T  los  demás  asuntos  que  por  circunstancias  especia- 
les juzgare  oportuno  reservarse  (4). 

•19.^  IV.  Al  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  púhli^ 
cas  incumben: 

i  .^  Todos  los  negocios  y  establecimientos  relativos  al  co- 
mercio, como  sus  tribunales  y  Juntas:  los  asuntos  relativos 
al  aumento  ó  reducción  de  los  derechos  de  importación  y 
exportación  y  al  rcjcargo  ó  supresión  de  arbitrios,  coyas  de- 
cisiones en  último  resultado  corresponden  al  ministerio  de 
Hacienda:  la  mejora  y  fomento  del  cabotage:  la  concesión  de 
ferias  y  mercados:  el  arreglo  de  pesos  y  medidas:  los  eipe- 
dientes  gubernativos  sobre  el  cumplimiento  del  código  de 
comercio  y  ley  de  enjuiciamiento:  las  casa-lonjas  ó  bolsas 
de  comercio,  y  las  consultas  del  ministerio  de  Estado  sobre 
los  tratados  de  comercio  é  incidencias  del  ramo  con  las  de- 
más naciones. 

2.^  La  instrucción  pública,  y  por  tanto,  las  universida- 
des, institutos  de  segunda  enseftanza  y  colegios  de  humani- 
dades: la  instrucción  primaria:  los  colegios  de  sordo-mudos 
y  de  ciegos:  los  de  san  Telmo  de  Málaga  y  Sevilla:  el  de  ve- 
terinaria:  las  academias  y  demás  sociedades  científicas  y  lite- 
rarias, escuela  de  bellas  artes,  bibliotecas,  archivos,  mu- 
seos, conservatorio  de  artes  y  de  música  y  declamación,  pro- 
piedad literaria,  premios  á  sabios,  literatos  y  artistas,  y  co- 
misión de  moúomenlos  históricos  y  artísticos. 

3.^  Las  carreteras  y  ferro-carríiesr  los  caminos  provincia- 
les y  vecinales,  canales  de  navegación  y  de  riego,  acequias, 
obras  públicas  «y  privadas  de  los  ríos  navegables  y  flotables 
y  policía  de  )ós  caminos:  desale  de  lagunas  y  formación  de 
pantaftos:  obras  de  mar,  foros  y  todas  las  accesorias  de  los, 

(t)    Retí  decretó  de  ^5  de  agosto  áe  1M9 ,  trt.  5. 
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puertos,  su  limpia  y  conservación,  fosos,  boyas  y  bausas:  la 
juQta  consultiva  de  estos  ramos:  el  cuerpo  de  ingenieros  ci- 
viles y  sa  escuela  especial:  portazgos >  pontazgos,  barcajes, 
aranceles  y  tarifas  de  pea)e  y  trasporte  de  toda  vía  públi* 
ca,  administración  y  arriendo  de  sus  productos:  concesiones 
y  contratas  de  eatos  servicios,  monumentos  y  edificios  cos- 
teados por  el  estado. 

4.^  La  protección  y  fomento  de  los  diversos  ramos  de  la 
agricultura:  los  proyectos  de  ley  para  su  mejora  y  desarroDo: 
la  enseñanza  y  perfección  de  los  procedimientos  agrícola»:  la 
introducción  de  nnevos  y  Ailes  cultivos:  las  escuelas  espe- 
ciales de  agronomía:  la  destrucción  de  las  plagas  del  campo: 
premios  y  recompensas  k  los  cultivadores:  uso  y  aprovecha-^ 
miento  de  los  productos  rurates:  ganadería,  cria  caballar  y 
negociados  análogos^ 

6."*  La  iiidastria  gen«ral ,.  su  protección  y  fomento:  la  con- 
cesión  de  privilegios  de  invención  y  perfección  *  y  la  direc* 
cion  del  ramo  especial  de  mineiia  (4 ). 

•!•.—  V.  Toca  ai  ministerio  de  Hacienda: 

4.^  La  imposición,  repartimiento,  cobranza  y  distribu- 
ción de  las  contribuciones  ordinarias  y  extraordinariaa  en 
ambos  hemisSeu*ios. 

iJ"    Los  negocios  de  las  «rnsas  de  moneda. 

S.""  La»  minas  cuyo  beneficio  se  reserva  el  estado  y  forma 
parte  de  los  ingresos  del  tesoro. 

i.""    Las  fábricas  de  tabacoa. 

5,^    Los  resgaardos  de  mar  y  tierra. 

6.*  La  vigilancia  sobre  todas  las  ofictna»  de  cuenta  y  ra- 
zón y  administración  de  la  hacienda  púbKca. 

T.""  La  admiaisfracíon  de  lo»  bienes  mostrencos  y  nacio- 
nales, 6  sea  de  rentas  y  arbitrios  de  amoctizacioü,.  como  asi- 
mismo de  los  maestrazgos  y  encomiendas  de  l^  órdenes  mi- 
litares inclusas  las  de  san  Joan  de  Jerusalen. 

S.^  Las  loteriaa  y  todos  loa  demfa  derechos  y  efectos  de 
la  hacienda  pública. 

(I)  Reales  decretos  de  I  de  febrero,  16  de  janio,  20  de  octubre  y 
9  de  diciembre  de  1S47. 
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9.®  Los  nombramientos  de  ministros  del  tribunal  mayor 
dé  Cuentas,  directores  de  rentas,  intendentes,  sus  asesores 
y  todos  los  demás  gefes  subalternos  dependientes  de  este  mi- 
nisterio [i]. 

tto.-*  YL  Al  de  la  Guerra  corresponden: 

i  ."^  Los  asuntos  militares  y  la  correspondencia  oficial  con 
los  capitanes  generales  de  ejército  y  provincia,  directores 
generales  de  las  distintas  armas  y  el  cuerpo  de  inválidos. 

2.^  Todo  lo  relativo  á  la  conservación^  aumento  ó  dismi- 
nución de  tropas  de  la  Casa  real  y  del  ejercito  y  lo  concer- 
niente á  su  servicio^  régimen,  movimientos  y  subsistencia  en 
guarnición,  cuarteles  ó  campaña. 

3."^  Los  estados  mayores  de  plazas,  vestuarios,  víveres  y 
utensilios,  cuarteles,  forraje,  alzamientos,  itinerarios  y  de«- 
más  partes  correspondientes  á  la  fuerza,  armamento,  entre* 
tenimíento  y  buena  asistencia  del  ejército. 

i.""  Todo  lo  relativo  á  la  hacienda  militar,  nombramiento 
de  intendentes  militares,  comisarios  ordenadores  y  de  guer- 
ra y  demás  individuos  de  este  cuerpo. 

5.^  La  artillería  en  todas  sus  partes^  el  cuerpo  de  ingenia 
ros  y  sus  escuelas  especiales. 

6.<>  La  concesión  de  emploQS^  grados  y  honores  por  ser- 
vicios de  guerra^  esoepto  aquellos  cuya  ejecución  correspon- 
da á  otro  ministerio,  en  cuyo  caso  debe  oficiar  al  que  hubie- 
re de  expedir  los  decretos. 

T.""  La  provisión  de  las  plazas  que  le  corresponden  en.  el 
tribunal  supremo  de  Guerra  y  Marina  y  el  nombramiento  de 
auditores  de  guerra. 

8.""  El  vicariato  general  castrense  y  el  cuerpo  de  Sanidad 
militar. 

.  O.""  T  las  mercedes  4e  hábitos  de  las  órdenes  militares, 
pero  dirigiéndose  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
comunique  los  nombramientos  itl  tribunal  de  las  Ordenes  (2). 

(i)  Leyes  fOy  12,  tít.  vi,  lib.  m,  y  ley  6,tít.  ix,  lib.  vi,  Nov.  Re- 
eopilacíoo;  real  decreta  de  4  de  julio  é  iostruccioo  de  18  de  diciem- 
bre de  1825,  y  reales  órdenes  de  29  de  octubre  de  1814  y  25  de  no- 
viembre de  1839. 

(2)    Ley  11,  lit.  VI,  lib,  iii,  Kov.  Recop.^ 
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9ti.—  Yll.  T  por  último,  son  atríboeioDes  del  míQís- 
lerio  de  Marina: 

i  ^  Todo  lo  concerDÍeate.&  los  arsenales  y  astilleros  de  la 
real  armada,  constraccion  de  bajeles,  armamentos  y  expedi- 
ciones, provisiones  de  viferes,  pertrechos  y  mnniciones  de 
guerra,  matriculas  de  gente  de  mar,  pesca,  naufragios,  pre- 
sas y  todo  lo  demás  comprendido  en  la  jurisdicción  de 
marina,  según  se  previene  en  las  ordenanzas  generales  del 
ramo. 

2.^  Las  disposiciones  relativas  al  andamento,  distribu- 
cíon,  mando  y  empleo  de  las  fuerzas  navales  y  el  servicio  de 
Iqs  guarda-costas. 

3.®  La  junta  del  Almirantazgo,  el  tribunal  supremo  de 
Guerra  y  Marina  en  la  parte  que  le  corresponde ,  el  nombra- 
miento de  generales  de  departamento,  comandantes  de  ter- 
cios navales,  de  arsenales  y  capitanes  de  puerto,  de  audito- 
res; asesores  y  Oséales,  intendentes  y  contadores  de  marina. 

i.®  El  colegio  naval  militar,  la  escuela  de  condestables, 
el  observatorio  astronómico  de  san  Fernando  y  el  depósito 
hidrográBco.. 

5.^    T  el  cuerpo  de  capellanes  de  la  armada  (4). 

Mt.— La  distribución  de  los  negocios  públicos  entre  los 
distintos  ministerios  incumbe  al  poder  ejecutivo,  pues  es 
un  medio  de  ordenar  la  administración  y  procurar  la  fácil 
ejecución  de  las  leyes;  y  por  eso  cabe  dentro  de  la  autoridad 
real  variar  la  linea  divisoria  de  cada  secretaria,  y  atribuir  á 
una  facultades  pertenecientes  á  otra.  También  puede  el  Rey 
crear  nuevos  ministerios,  si  las  necesidades  de  la  administra- 
ción los  reclaman,  y  con  tal  que.no  traspase  ellimite  consti- 
tucional de  los  presupuestos. 

99S..— El  ministerio,  aunque  dividido  para  et  despacho 
de  los  nego.cios^  debe  mantener  la  unidad  de  pensamiento  j 
de  acción  en  su  seno;  debe  formar  un  cuerpo  homogéneo  y 
compacto  y  tener  una  organización  adecuada  á  este  fin,  y  de- 

(1)  Ley  9,  tit.  v^  lib.  ni,  Nov.  Itecop.,  ordoninzas  deí  cuerpo» 
real  drden  de  25  de  setiembre  de  1845,retle8decreto&de  2  de  di- 
ciembre de  1846  j  JTde  febrero  de  1847  y  otras  disposiciones. 
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be  por  úlUma  reconocer  un  gefe  que  sea  la  personificación 
yiva  del  gobierno. 

M4.— De  abi  la  necesidad  del  Consejo  ie  ministros  cnyas 
frecuentes  reuniones  sirven  para  extender  y  conservar  la  nni* 
formidad  en  las  ideas  y  en  los  actos  del  níiínisterio,  al  mismo 
tiempo  que  delibera  acerca  de  los  arduos  asuntos  de  cada 
secretaria  y  resuelve  colectivamente  ios  mas  graves,  sean 
cuestiones  de  gobierno  ó  negocios  de  pura  administración. 

99ft.— De  ahí  también  la  necesidad  de  un  presidente  del 
Consejo  de  ministros  que  encabeza  el  ministerio ,  le  imprime 
dirección  y  con  frecuencia  le  dá  su  nombre.  Bajo  un  régi- 
men absoluto  es  el  Rey  gefe  del  ministerio,  porque  los  mi- 
nistros son  meros  secretarios  suyos  y  ciegos  servidores;  pero 
en  los  regímenes  representativos,  tiene  el  ministerio  ana  vi- 
da propia  que  el  Monarca  puede  darle  ó  quitarle;  pero  mien- 
tras existe*  es  libre* porque  es  responsable. 

La  presidencia  del  Consejo  de  ministros  es  una  dignidad 
personal,  y  no  inherente  á  ningún  ministerio  en  particular. 
Aquel  de  los  ministros  á  quien  puede  considerarse  como  la 
representación  genuina  de  cierto  sistema  político  ó  pensa^ 
miento  de  gobierno,  es  el  gefe  natural  del  gabinete,  cual- 
quiera que  sea  el  ministerio  puesto  á  su  cuidado,  ó  aun  cuan* 
do  no  desempeñe  ninguno  ó  sea  ministro  sin  cartera. 

990. — La  institución  de  estos  ministros  sin  ministerio,  $i 
bien  á  primera  vista  parece  anómala,  se  justifica  observando 
que  SI  objeto  es  dar  entrada  en  el  gabinele  á  tal  personaje  á 
quien  se  considera  como  la  encarnación  viva  de  la  política  do- 
minante en  las  altas  regiones  del  estado,  k  fin  de  consagrarse 
con  mas  libertad  y  ahinco  á  la  realización  de  suis  ideas  y  ejer- 
cer con  mas  fuerza  el  influjo  preponderante  de  su  persona  ó 
situación.  Suele  estar  exento  del  despacho  ordinario  de  los 
negocios^  quedándole  desembarazada  su  voluntad  y  expedita 
su  acción  para  dar  color  é  imprimir  la  dirección  conveniente 
al  gobierno,  asi  en  cuanto  á  la  política,  como  respecto  á  la  ad- 
ministración. Por  eso  acompaña  siempre  al  carácter  de  mi- 
nistro sin  cartera,  la  presidencia  del  Consejo  de  ministros. 

999.— Cada  íninistro  es  superior  gerárquico  de  todas  las 
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aotoridadeseaeargadas^dei  servicio  admittistratiTo  íoherenta 
á  su  ministerío;  y  consecuencia  de  dicha  superioridad,  es  la 
fecoltad  omnímoda  de  vigilar,  sospeoder,  reformar  ó  revocar 
los  actos  de  todos  los  funcionarios  sujetos  á  sus  órdenes,  bie» 
proceda  expontáneamente,  bien  á  petición  de  los  agraviados. 
Es  también  consecuencia  del  car&cter  que  los  ministros  tie--' 
Aen  de  agentes  superiores  de  la  administración «  su  indépen-^ 
dencia  recíproca,  es  decir,  que  ninguno  puede  conocer  de  lo9 
actos  del  otro,  alterarlos  ni  corregirlos,  aunque  estuviese  en 
sus  atribuciones  darles  cumplimiento;  per^  puede  cada  mi^ 
nistro  reformar  sus  propios  actos^  y  los  de  sus  antecesores, 
salvo,  no  obstante,  si  las  decisiones  revocadas  hubiesen  cons* 
fiCuido  derechos  á  favor  de  tercero. 

99^. ^De  suerte  que  el  ministro,  considerado  no  como 
juez  y  sí  como  agente  administrativo,  decide  soberanamente 
sin  sujeción  á  otra  autofidad  alguna  en  tos  actos  de  simple 
gestión,  de  potestad  reglamentaria,  de  poder  discrecional,  y 
en  las  medidas  de  orden  público  ó  seguridad  común;  en  suma, 
de  todas  cuantas  disposiciones  dictare  dentro  de  los  límites 
de  la  administración  pura ,  no  queda  6  ios  interesados  otro 
recurso  que  acudir  nnevamente  al  ministro  mejor  Informa- 
do. Has  si  de  sus  varias  disposiciones,  en  vez  de  intereses 
lastimados,  resoltase  algún  derecho  ofendido,  debe  eí  agra- 
viado pedir  la  revocación  del  acito;  y  si  su  qaeja  no  fuere  es- 
cuchada, desde  entonces  edipieta  un  juicio  contradietorio 
entre  el  particular  y  el  ministro,  esie  pierde  su  carácter  de 
agente,  se  reviste  de  la  cualidad  de  juez,  y  ya  cae  el  negocio 
bajo  la  jurisdicción  contencioso^administrativa. 

999.— Los  ministros  son  constilucioftatraeate  responsa- 
bles de  sns  actos  y  de  los  de  sus  mandatarios  ó  agentes  sur^ 
bordinados;  y  por  eso  también  los  nombran^  suspendes  y  des- 
tituyen libremente,  aprueban  6  desaprueban  sa  condoetaco* 
mo  funcionarios  públicos  y  conceden  ó  niegan,  la  ai^torizacíon 
para  procesarlos. 

93#.-*Eáta  responsabilidad  es  individual  6  colectiva^  se- 
gún que  el  acto  que  la  provoca  emana  de  la  autoridad  espe« 
cial  de  un  ministro  solamente  6  nace  de  nna  resoIncioA  pío- 
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puesta  al  Rey  por  acoerdo  del  Consejo  de  miaistros;  y  aunque 
b  firma  señala  desde  luego  la  persona  contra  quien  debe  di* 
rigirse  la  acusación,  se  extiende  también  á  los  no  refrenda** 
tarios,  si  aparece  haber  el  Rey  adoptado  aquella  disposición 
inconstítncional  oida  el  Consejo  de  mini$tro$;  ó  aun  cuando 
no  aparezca  dicha  fórmnlr,  si  en  efecto  resolta  haber  sido 
deliberada,  resuelta  y  aconsejada  á  la  Gorooa  por  todo  el  mi-^ 
nisterío.  Por  manera  que  esta  responsabilidad  viene  &  se^  so- 
lidaria en  los  actos  de  gobierno  general,  y  personal  únicamen- 
te en  aquellos  negocios  en  que  proceden  los  ministros  eon 
absoluta  independencia,  en  uso  de  las  atribuciones  especia- 
les comprendidas  en  la  esfera  administratita  que  las  leyes  y 
reglamentos  han  trazado  k  cada  ministerio. 

CAPÍTULO  IV. 

De  liMi  «nbseeretoHiMi. 

231.— Mmislerios  mas  importan-  236.— AtribvcioDes  comnDes   y 

tes  en  el  estadio  del  d^  eepeclales. 

recho  administrativo.  237.— Facnlladesdelsnbsecreta- 
SSS. — Subsecretarios.  rio  de  Gobernación. 
233.— Origen  y  motivo  desaina-  238.— De  Hacienda. 

titncion.  239.— El  mioísterio  de  Comer-* 

234.— Carácter  de  los  sabsecre*  cío  no  tiene  subsecretario. 

tarios  en  Inglaterra.         .  240.— Subsecretarios,  como  mi- 

235.— Natnraleza  de  sos  atribo-  nittros  interinos. 

cienes  en  los  demás  pue^  241.— Forma  de  nombramiento 

blos  regidos  por  un  go-  de  los  subsecretarios. 

biemo  representativo. 

•Si, -^Aunque  el  derecho  administrativo  comprende  la 
exposición  de  las  leyes  y  reglas  secundarias  relativas  á  todo 
el  servicio  público,  concretaremos  sin  embargo  nuestros  es* 
tudios  al  ex&men  de  las  facultades  inherentes  k  los  ministe^ 
rios  de  Gobernación,  Hacienda  y  Comercio  y  á  sus  mas 
intimas  conexiones  con  los  restantes ,  de  los  cuales  tomare-? 
mes  solo  cuanto  fuere  análogo  á  nuestro  propósito  que  ea  la 
administración  general  del  reino.  El  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  ejerce  funciones  encaminadas  al  orden  civil :  el  de 
Estado  cuida  de  la  administración  exterior,  y  el  de  Guerra 
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7  el  de  Marína  tieoen  á  sa  cargo  servicios  especiales  y  facol- 
tativos;  de  suerte  qué  úoicamente  los  tres  primeros  debea 
ser  objeto  directo  de  nuestras  iavesligacioiies. 

9S9.--Despues  de  los  mioistros  siguen  en  el  orden  gerfcr- 
qnico  los  subsecretarios  de  los  ministerios,  agentes  auxilia-, 
res  é  intermedios,  y  órganos  de  instrucción  y  comunicación 
inmediatamente  subordinados  á  los  gefes  superiores  de  cada 
grande  rama  del  servicio  administrativo. 

931^— Los  subsecretarios  de  los  ministerios  son  una  re- 
ciente  importación  de  Francia  que  á  su  vez  los  ha  tomado 
,  de  Inglaterra,  y  puede  ser  considerada  su  institución  como 
una  necesidad  del  régimen  constitucional.  Cuando  estas  au* 
*  toridades  fueron  establecidas  en  España,  el  gobierno  motivó 
su  creación  en  la  necesidad  de  descargar  á  los  mioistros  de 
los  asuntos  de  leve  cuantía  ó  que  se  reducen  á  meros  trámi- 
tes de  instrucción  de  los  expedientes,  á.Gn  de  que  pudiesen 
dedicarse  á  introducir  en  los  diversos  ramos  de  la  adminis- 
tración reformas  importantes  y  asistir  á  las  cortes  generales 
del  reino  con  la  frecuencia  que  el  servicio  del  estado  re- 
clama (1  )• 

tS4.— En  Inglaterra  no  son  los  subsecretarios,  como  en 
Francia  y  en  Espafía,  meros  auxiliadores  de  los  ministros, 
sino  los  ministros  verdaderos  en  la  acepción  administrativa 
de  esta  palabra,  quedando  á  cargo  de  los  secretarios  de  esta- 
do presentar  los  proyectos  de  ley  y  dirigir  las  discusiones 
en  el  parlamento;  organización  que  si  bien  puede  parecer- 
no^  extraña,  tal  vez  convenga  á  las  circunstancias  singula- 
res de  aquel  país  en  donde  el  principio  aristocrático,  las  po- 
derosa^  corporaciones,  un  régimen  municipal  esencialmente 
distinto  del  nuestro,  y  en  suma,  la  falta  de  centralización  ad- 
ministrativa ,  requieren  acaso  esta  distribución  de  facultades 
entre  el  ministro  y  el  subsecfetftrío,  si  la  acción  del  gobier- 
no ha  de  ser  fuerte ,  regular  y  uniforme. 

98ft.— En  las  demás  naciones  donde  prevalece  el  sistema 
representativo,  son  los  secretarios  de  estado  quienes  admi- 

<1)    Real  decreto  de  17  janio  de  iS34. 


Digitized  by 


Google 


LIB.  lU.  ORGAlflK.  T  ATKIB.  OB  LAS  AQT0BIDADB8.         443 

Bístraa  y  dan  caeota  de  sq$  actos;  de  suerte  que  á  ellos  solos 
correspoodea  jootamente  la  dirección  de  los  negocios  públi- 
cos desde  el  fondo  de  sn  gabinete  y  la  defensa  de  su  política 
ante  la  representación  nacional.  Por  efecto  de  hábitos  consti- 
tucionales mal  comprendidos,  se  ha  considerado  ta  discusión 
como  el  deber  principal  de  los  ministros  y  la  administración 
cual  si  fuese  un  trabajo'  accesorio;  de  donde  ha  nacido  que 
no  pndiendo  darse  sustitutos  en  la  tribuna,  se  han  nombrado 
auxiliares  para  el  despacho.  Al  fijar  pues  las  atribuciones  de 
los  subsecretarios,  túf  ose  presente  el  principio  que  erUn,  aun- 
que gefes  déla  administración,  agentes  subordinados ,  y  hu- 
yóse por  lo  mismo  de  conferirles  tales  facultades  que  parecie- 
sen tutores  y  los  ministros  sus  pupilos;  combinación  tanto 
mas  inadmisible,  cuanto  que  aquellos  poseerian  todo  el  poder 
para  administrar,  y  estos  sorportarian  toda  la  responsabiKdad 
de  los  actos  administrativos.  Por  manera  que  las  faetones  de 
los  subsecretarios  deben  pertenecer  naturalmente  á  un  orden 
secundario  ó  puramente  reglamentario,  y  referirse  ¿taparte 
menos  túóvil  de  los  negocios;  es  decir  «^  U  tramitación  y 
resolución  de  los  asuntos  leves  y  de  los  que  ofrecen  fácH 
despacho,  aplicando  las  reglas  claramente  establecidas. 

tse.— -Estos  altos  funcionarios  pertenecen  á  la  adminiü-- 
Iracion  activa  y  central  por  el  carácter  de  sus  focuitades,  de 
las  cuales  &  semejanza  de  los  ministros,  unas  son  comones 
y  otras  especiales. 

Son  comunes  las  de  firmar  de  orden  del  ministro  todas 
las  comunicaciones  preparatorias  relativas  á  la  instrucción  de 
los  expedientes  hasta  que  se  hallen  en  estado  de  resolución, 
y  los  traslados  de  todas  las  resoluciones  definitivas  cuya  co-^ 
municacion  principal  suscribe  el  ministro  (4 ). 

Son  especiales  las  que  les  corresponden  según  la  orga- 
nización de  cada  secretaria^  ó  las  particulares  que  en  ellos  de^ 
legan  los  ministros. 

9S1.— Al  de  Gobernación,  según  esto,  pertenece  el  des- 
pacho: 4  .^  de  todos  los  negocios  no  reservados  al  minis- 

(1)    Real  decreto  de  17  de  jumo  de  1834. 
Tomo  L  8 
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tro:— ?.•  el  de  tp<lf9  los  aegoejos  que,  aunque  reserva- 
dos ,  el  mimstro  los  delega  ^  él,  atendida  su  leve  impoiv 
taacía. 

TacpbJQi^  carveisponde  al  sal>secr^ano  (afirma:  t^  de 
M^  los  HegQpi^  que  despachase  por  si  en  uso  de  9U9  (ar 
cu^iades:— 2.®  ios  traslados  de  las  reales  órdei^es:-*3.^  los 
avisos  y  resolucio^ies  de  mera  traiuituciou  que  setomuaiqueii 
^  los  deo^áa  iníaisleriosi.  Consejo  Real,  autoridades,  funci^ 
aario^  y  corporaciones  de  Ultramar ,  y  á  los  no  dependientes 
dei  mifli^tQfio  dei  la  gobernación:  — 4«°  todps  los  nombra-r 
oaientos  que^  v^o  s^n  de  real  orden. 

También  consigna  su  dictamen  en  los  eiipedientes  cnye 
dlfQspapbo  sd  reserva  el  ministro,  y  tj^e  además  la  inspeo^ 
üipA  y  díreccioin  de  U  secrets^ria  (i  ]. 

£¡i  subsecr^tarie  dQ  la  G^hernacion  tiene  el  carácter  di| 
4i^p^l,or  general  del  cuerpo  de  admini^tracioo  pivü ,  y  como 
4  ti^nedi^stOk  /subordinado  al  mi^stro  k;  pertenece  todo  If 
^p/i^j^rpien^  á  h  inspeíOC¥^n  del  personal  en  sn^  diversos  va» 
m^fi*  Y  ^91^  ^l)lig^o  á  preponer  las  reformasi  quf^  estÍ9M 
^p#rt«naaen  snt  organización  (SJ. 

m  ^pt^itii,  reinante  en  este  conjunto  de  Cacnltad^s  es  Iji 
di^bgacÁQQt  en  el  s^bseit^etario  de  aquellas  atribu^qiones  pro- 
fÍI¡L^  áfil  p9ÍAÍsitro«  de  las  cuales  puede,  sin  meogi^r  snaMto-t 
^id^».  despréndase  y  «toA^fibuir  por  este  medio  á  la  mas  rá- 
pida expedición  de  los  negocios,  como  el  despaqbo  y  lirniia  de 
\m  ^iM4¡e#A«B.  la,  JMra  aplifla^íw  áe  las  ley^,  docfetos, 
W)jW  ^d?n^  y  Tegl;9t»enMí^  y  oiréis  cnalesquieríi  d/f  (á^il  a«i 
\Mm\  princjpiq  (^xpr^^a^eft^c  9íi^así«na4A  en  nuestro  derft- 
cbo  ad(Pini/Hr9iAiyo  (aj, 

•S8 — Al  sqbiBeciiei^i^  de,  haqiieoda  corresponden  laa  (a¡T» 
ci^ltade^.  q()^  par^i  el  mas  p^ontq  d^paclpo  de  los  negocios 
c^nsi^e  eeftvejMente  delegarle  ei  «ínistro  del  ranjip.,  wsr- 
pecto  al  acuerdo  y  firma  de  los  expedientes  ((e  viera  aplioar 


(1)  Real  decreto  de  25  de  agosto  de  1^49,  arts.  7  y  S. 

(2)  Real  decreto  de  8  de  enero  de  1844. 

(3)  Real  decreto  de  204*  o«tiily-ede  f847,  art.  5. 
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eion  4t  leyes,  decretos,  reales  órdeoes  6  reglameotos,  cuaor 
do  no  ofrecierea  dificultad  (i). 

.  108S*— i^miHisterio  de  Comercio,  lastraccioQ  y  Obras  pú- 
blicas ha  considerado  que  podia  aun  dispensarse  de  admitir  la 
autoridad  auxiliarle  los  subsecretarios  cuya  necesidad  no 
86  dejará  sentir,  mientras  el  desarrollo  progresivo  de  la  pú- 
blica prosperidad  no  multiplique  las  atenciones  del  gobierno 
hasta  el  punto  de  fatigar  el  ánimo  del  ministro  con  los  por- 
menores -de  un  prolijo  despacho,  distrayéndole  de/)tros  mas 
irduos  negocios  y  graves  cuidados  de  la  administración  y 
estorbándole  seguir  el  curso  de  las  cuestiones  constitucio- 
nales. 

]i4#.— Algunas  veces  también,  los  subsecretarios  desem- 
peñan interinamente  el  ministerio  en  ausencia  del  ministro 
ó  en  caso  de  vacante,  pero  previa  la  autorización  del  Rey, 
expedida  en  forma  de  real  decreto. 

iSAt.— Es  consecuencia  de  la  elevada  categoría  de  dichos 
fonciontries  que  hayan  de  ser  nombrados  por  decreto  del 
Rey,  y  es  prerogativa  de  su  clase  que  pueda  recaer  en  los 
que  fueren  ó  hubieren  sido  subsecretarios  de  los  roiaisterios, 
el  nombramiento  de  consejeros  reales.  * 

CAPÍTULO  V. 

Ae  las  direeetoncs* 

24iS.  — líecesidad  de   las  direc-  tes  al  mioislerio  de  6o- 

ciones.  bernacioD. 

S43. — Argumeiitos en  contra.  247.— al  de  Comercio,  Instruc-* 

S44. — Bases  para  la  organización  clon  y  Obras  públicas, 

de  las  direccioiies.  248. — al  de  Hacienda. 

545. — Carácter  y  facultades  de  249.— -Subdirectoresdc Hacienda, 

los  4ireeioreaB.  250.— Facultades  ilo^los  directo- 

246. — Direcciones  pertenecien-  res  generales  de  rentas. 

25 1 . — Antiguas  direcciones. 

t49.— Es  achaque  del  gobierno  representativo  que  sean 
llamados  al  poder,  mas  bien  hombres  políticos  ó  parlamenta- 

(f)    Real  decreto  de  14  de  ^nero  de  1848. 
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ríos,  que  personas  dotadas  de  conociniieDlos  especiales  y 
prácticas  en «1  despacho  de  los  negocios.  Talhbien  es  condi- 
cioD  de  estos  regímenes  la'mayor  movilidad  de  #sgeüe8  su* 
periores  de  la  administración  que  cambian  según  el  viento 
de  la  opinión  pública,  y  caen  ó  se  levantan  ai  impulso  de  una 
tal  vezdébil  ó  accidental  mayoría.  La  necesidad,  pues,  de ali* 
v^r  á  los  ministros  del  peso  de  infinitos  pormenores  de  la  ad- 
ministración: la  conveniencia  de  segregar  los  servicios  me- 
nos análogos  y  señalar  á  cada  cual  una  esfera  distinta  regida 
por  un  gere  Tacultativo,  y  el  interés  general  que  exige  dar 
unidad  y  firmeza  4  los  pensamientos  y  actos  administrativos, 
poniéndolos  á  cubierto,  hasta  cierto  punto,  de  los  vaivenes  y 
oscilaciones  de  la  política,  fueron  las  causas  poderosas  del 
establecimiento  de  las  direcciones. 

t43.— Objétase  que  las  direcciones  embarazan  la  acción 
administrativa,  excentralizan  el  gobierno  y  son  un  obstáculo 
para  que  prevalezcan  en  el  despacho  de  los  negocios  públi- 
cos la  uniformidad  y  acuerdo  convenientes;  mas  efttas  ob- 
jeciones mejor  cuadran  á  los  defectos  de  su  organización» 
que  convienen  á  la  institución  misma,  ni  las  direcciones  de  * 
ben  obrar  con^bsoluta  independencia,  ni  resolverlos  nego^ 
cios  arduos,  ni  participar  del  carácter  instable  denlos  mi- 
nistros. 

ti»4.— Para  <|ue  las  direcciones  correspondan  á  su  objeto 
deben  reunir  dos  circunstancias:  primera,  que  sean  oficinas 
generales  y  formen  una  sección  de  cada  secretaría,  á  fin  de 
sujetarlas  á  la  inmediata  dependencia  y  vigilancia  continua 
del  ministro  de  quien  parte  el  impulso  que  mueve  todos  los 
resortes  de  la  administración ;  y  segunda^  que  no  tengan  la 
forma  de  cuerpos  colectivos  encargados  de  ejecutar,  sino  el 
carácter  de  autoridades  unipersonales  auxiliadas  con  el  con- 
sejo de  los  gefes  próximamente  subordinados;  de  suerte  que, 
en  suma,  las  direcciones  se  conviertan  en  directores  indivi- 
dualmente responsables  de  sus  actos  al  ministro. 

De  esta  manera  desaparecerán  la  acción  independiente» 
la  diversidad  y  aun  contradicción  en  el  despacho  de  nego- 
cios semejantes,  las  escusadas  y  molestas  dilaciones,  una 
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or^aoizacioa  monstruosa  y  la  responsabilidad  colectiva  taa^ 
lo  mas  ilusoria,  cuanto  mas  vaga;  vicios  de  que  adolecían 
casi  todas  las  direcciones  antiguas  y  aun  algunas  de  las  que 
hoy  subsisten.  En  vez  de  dichos  inconvenientes  habremos 
llevado  la  regularidad  al  servicio,  el  acierto  y  la  bondad  at 
despacho  de  los  negocios,  la  responsabilidad  efectiva  á  io9 
actos,  y  la  administración  habrá  adquirido  algunos  grados 
mas  de  solidez  é  independencia,  asegurándola  un  tanto  con* 
tra  las  veleidades  de  la  política. 

945.— Las  direcciones  ó  los  directores  son,  como  los  sub- 
secretarios, agentes  auxiliares  y  órganos  de  instrucción  y  co- 
municación y  suceden  á- estos  en  grado:  no  ejercen  ningún 
poder  nominal,  pero  tienen  muchas  veces  un  poder  real  fun- 
dado en  sus  conocimientos  facultativos,  en  su  probada  expe- 
riencia y  en  su  fidelidad  á  las  reglas  establecidas.  Sus  fun- 
ciones^ aunque  modestas,  porque  están  encerradas  en  el  es- 
trecho recinto  de  un  gabinete,  no  son  menos  útiles  que 
aquellas  á  las  cuales  la  publicidad  da  mayor  brillo;  pues  no 
solo  contribuyen  á  ejecutar  las  órdenes  superiores,  sino  que 
preparan  los  negocios,  los  resuelven  dentro  de  ciertos  limites, 
dictan  [disposiciones  relativas  á  la  instrucción  de  los  expe- 
dientes, declaran  dudas,  piden  datos  á  las  autoridades,  vigi-  ^ 
lan  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  reglamentos  administra- 
tivos y  proponiendo  las  mejoras  convenientes  á  su  ramo,  pro- 
vocan ta  acción  del  gobierno. 

Tales  son  las  facultades  inherentes  á  la  índole  de  las  di- 
recciones; sí  otras  cualesquiera  les  perteneciesen  de  natnra* 
leza  distinta ,  las  desempeñarán  como  delegados  especiales^ 
del  ministro. 

•4e.— Seis  son  las  direcciones  dependientes  del  ministe^ 
rio  de  la  Gobernación:  4.*  de  gobierno:  2.^^  de  administra- 
ción general:  3  *  de  beneficencia,  corrección  y  sanidad:  *.* 
de  correos  y  gobernación  de  Ultramar:  5.*  de  presupuestos 
provinciales  y  municipales;  y  6.^  de  contabilidad  especial  (1). 
Cada  una  de  las  cinco  primeras  direcciones  consta  de  un 

(1)    Real  decreto  de  25  de  agosto  de  1849^  art.  S. 
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director,  ufii  subdirector,  de  oficiales  de  secretaria  y  auxi- 
liares. La  sesta  tiene  una  organización  algún  tanto  distinta  y 
mas  adecuada  á  su  objeto. 

Las  facultades  positivas  de  estos  directares  son:  4.^  dic- 
tar las  resoluciones  necesarias  para  la  ínstruecioi  de  toda 
elase  de  expedientes  basta  ponerlos  en  estado  de  resolncioft 
definitiva:  ^."^  decretar  definitivamente,  cuando  la  resolución 
que  convenga  sea  un  visteó  enterado:  3.^  pedir  á  las  auto-^ 
ridades,  funcionarios  ó  corporaciones  dependientes  del  mi- 
BÍsterio  de  la  Gobernación,  excepto  las  de  Ultramar,  cnnslos 
datos,  estados  y  noticias  estimen  necesarias:  4.®  cuidar  deí 
exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones  del  gobierno,  ne-^ 
co?danda  aquellas  cuya  observancia  es  periódica:  5.*  propo- 
ner la  resolución  definitiva  de  toda  clase  de  expedientes:  6.^ 
proponer  asimismo  las  mejoras  qtro  estimen  oportunas  y  las 
alteraciones  que  la  experiencia  acredite  ser  necesarias  en  las 
disposiciones  y  reglamentos  vigentes:  7.^  formar  la  estadfs-^ 
liea  de  los  ramos  puestos  á  su  cargo:  8.^  y  desempefiar  cna-» 
lesquiera  otras  atribuciones  que  el  ministro  les  delegare  (f  >. 
Por  manera  que  cada  dirección  no  es  un  centro  especial  ée- 
accioB,  sino  el  núcleo  de  ciertos  servicios  administrativas  ]f 
*  el  vínculo  que  los  liga  estrechamente  con  el  gobierno. 

Los  subdirectores  reemplazan  á  los  directores  en  caso  dr 
enfermedad,  ausencia  ó  vacante  (2). 

•41.— El  ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y  Obma pú- 
blicas también  está  organizado  en  otras  cuatro  direcciones: 
i.''  de  instrucción*  pública:  2.^  de  obras  públicas:  3.*  de- 
agricultura  y  comercio:  i.*  de  contabilidad. 

Cada  dirección  se  compone  de  un  director,  de  oficíales  de 
secretaría,  de  gefe^  de  negocios  y  oficiales  de  dirección.  En 
caso  de  enfermedad  ó  ausencia  de  k)s  directores,  son  subdi- 
reetores  los  oficiales  de  secretaria  n»as  antiguos  de  cada  di- 
rección. 

Los  directores  tienen  facultades  propias,  no  solamente  pa- 
ra la  tramitación é  instrucción  de  los  expedientes,  sino  tam- 

(1)  Real  decreto  de  S5  do  agosto  de  1849,  art.d. 

(2)  Ibid.art.  IS. 
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bien  para  dictar  las  disposieieñes  qaé  estimen  opt^rtuiias  y 
decidir  los  negocios  que  do  exijan  real  resoludoá  bon  arre- 
glo á  los  decretos  y  reglamentos.  También  despachan  con  tos- 
ministros  los  asuntos  qae,  además  de  sn  importancia,  eti^ 
jan  ser  reaneltos  por  el  Rey  mediante  deereitós  ó  reales  ór-- 
dede$(4). 

La  dirección  de  contabilidad  sustituye  á  lll  ettiftgnída  jun^ 
ta  de  centraliíacion  de  fondos  de  instmceidn  pública,  y  He-^ 
Ti  la  obenia  y  razón  de  estos  y  de  los  pertenecieoteá  á  \ít 
tatribien  ^rímtda  dirección  general  dé  caminos ;  eáfiaies  f' 
puertos  (2). 

ÉAs.^El  Ministerio  de  Bacienda  está  snbdividida  en  6ei& 
direcciones  generales:  4.*  dé  contribuciones  díredtai^:  2.* de^ 
contribuciones  indirectas!  3.*  de  aduanad  y  aran<teléd  y  d^ 
retita^  estancadas:  4.*  de  loterías:  5.^  de  fincas  del  éMitdo;  y 
6.^  de  la  deuda  del  éstadd  (9). 

tan.— *Cada  dirección  general  tiene  dos  é  tilas  snbditée- 
toves  qtilenes  sustituyen  po^  el  orden  de  su  gradu^iotí  al  di- 
reeior  y  bajo  sin  presidencia  forman  uti  óonsejd  d^  dirección, 
además  dé  oouptráe  en  sus  trabajos  ordlaarios  (4).  Eii  (^lerids> 
asntftos  señalados  por  los  reglament(y$  el  director  dtb»  oir  ti 
dictamen  del  consejo  de  dirección:  eo  aquéFFos  que  no  e^tnn^ 
do  eipresos,  coomdere  de  gravedad,  pu9(k  pedirle  0»  dpí^ 
nidn;  pero  nnnoa  son  obligatorios  para  el  director  los  actrer^ 
dos  del  consejo  relatítos  á  los  asuntos  que  hubiere  de  resol^ 
ver  según  sus  atribuciones  (5),  ni  por  consiguiente  atenea  su 
responsabilidad  la  circanstancía  de  asentir  á  su  dictáméo. 

tAO.— Loá  directores  genérales  de  rentas  tienen  faculta- 
des mas  extensas  que  los  de  los  demás  ministerios;  pero  siem- 
pre se  refieren  al  cumplimiento  y  comunicación  de  las  órde- 
nes superiores,  á  la  vigilancia  desús  dependencias,  á  la  pro* 
• 

(1)    Real  decreto  de  18  de  febrero  de  1849. 

(S)    Real  decreto  de  7  de  abril  de  1847. 

(3)  Reales  decretos  de  23  do  mayo  de  18i5, 11  de  janio  do  1847  j 
14  de  enero  de  1848.  9 

(4)  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845,  art.  4. 

(5)  Instrucción  provisional  para  la  administración  de  It  hacienda 
pública,  arts.  3,  4  y  5. 
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posición  de  medidas  geoerales ,  á  la  declaracioQ  de  dudas  y 
resolución  de  consultas ,  á  la  reclamación  de  datos  y  noticias 
para  apreciar  el  estado  del  servicio  que  dirigen,  y  á  todo  lo 
concerniente  al  gobierno  interior  de  sus  oficinas.  También 
proponen  al  ministróla  traslación,  cese,  separación  ó  jubila- 
ción de  los  gefes  y  empleados  y'nombran  los  de  cierta  inre- 
rior  categoría;  mas  su  primer  y  principal  deber  es  procurar 
la  recaudación,  integra  de  las  contribuciones  é  impuestos  de 
sa  cargo,  el  fomento  de  las  rentas  públicas  de  produeto  even- 
tual y  el  puntual  ingreso  de  unas  y  otras  en  las  cajas  del  te- 
soro (4). 

Tales  son  las  direcciones  que  boy  reemplazan  al  conside- 
rable número  de  cuerpos  colectivos  con  una  vida  propia  á 
quienes  antes  estaba  cometido  el  cargo  de  ejecutar  las  leyes  y 
reglamentos  relativos  á  ciertos  servicios  públicos :  en  ella  se 
hallan  ahora  refundidas  con  ventaja  sus  atribuciones. 

t6t.— La  dirección  general  de  presidios  fue  suprimida,  y 
sus  atribuciones  incorporadas  á  la  tercera  del  ministerio  de 
la  Gobernación:  la  de  caminos  absorbida  por  el  de  Comercio, 
Instrucción  y  Obras  públicas,  y  agregadas  sus  facultades 
á  la  segunda  de  sus  direcciones:  la  de  correos  suprimida  tam- 
bién y  la  administración  de  este  ramo,  pasó  igualmente  á  la 
primera  de  dichas  dos  secretarías,  y.  la  de  minas  experimentó 
la  misma  suerte,  despachando  ahora  sus  negocios  el  ministe- 
rio de  Comercio  por  el  ramo  de  industria  (2). 
• 

(1)    Instr.  citada,  arta.  1  y  2. 

{i)    Ley  de  11  de  abril  y  reglamento  de  31  de  julio  de  1849. 
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Autoridades  localeii. 


CAPÍTULO  VL 

De  IcM  getem  políiieo0. 


252.— Intereses  generales  y  lo-  273.- 
cales.  274.- 

2^3. — La  administraeion  los  pro- 
mueve por  medio  de  auto-    275.- 
ridades  y  agentes  subal- 
ternos. 276.- 

254.— Antiguo  sistema  de  admi- 
nistración provincial. 

255. — Variaciones  en  tiem||>o  de  277.- 
don  Alooso  VIL 

256. — Adelantados  mayores.  278.- 

257.— Corregidores. 

25^»— Política  de  los  reyes  ca*  279.- 
tólicos.  280.- 

259. — Autoridad   de  los  corre- 

f;idores.  281.- 

nteodentes.  282.- 

26  i.— Confusión  de  atribuciones.    283.- 

262.— Gefes  políticos. 

263.— Sos  Ticisitudes.    .  284.— 

264.— Su  nombramiento. 

265.— Su  autoridad.  285.- 

266.— Deben  ser  gefes  únicos  de  286.- 
la  administración  provin-  287.- 
cial.  288.- 

267. — Necesidad  de  incorporar 
las  intendencias  á  los  go- 
biernos políticos.  289.- 

268. — Atribuciones  de  los  gefes 
políticos. 

269. — Como  agentes  subordina-    290.- 
dos  á  fa  administración 
,    central,  son: 

270. — Órganos  de  comunica- 
ción. 291  <- 

271.— Instrumentos  de  ejecu- 
ción. 292.- 

272.— Medios  de  instrucción. 


Tutores  de  las'  provincias. 

Gomo  gefes  de  la  admi- 
nistración provincial: 

Procuran  la  acción  admi- 
nistrativa. 

■Promueven  los  intereses  y 
administran  la  fortunado 
las  provincias. 

Tienen  potestad  coerci- 
tiva. 

Aplican  penas  por  via  de 
disciplina. 

-Imponen  multas. 

-A  quién  corresponde  su 
exacción?. 

-Cómo  deben  recaudarse? 

-Instruyen  sumarias. 

-Bequieren  la  fuerza  ar- 
mada. 

Qnién  reemplaza  i  los  ge- 
fes políticos? 
Actos  delgefe  político. 
Su  forma. 
Su  publicación. 
Enmienda  ó  revocación  do 
los  actos  simplemente  ad- 
ministrativos. 
Casos  en  que  no  puede  el 
gefe  político  aoularlos  ni 
corregirlos. 

Solo  el  Rey  y  el  minis- 
tro de  la  Goberoacion  los 
suspenden,  modifícan  ó  re- 
vocan. 

•Actos  del  gefe  político  co- 
mo autoridad  delegada. 
•Actos  de  tutela  y  de  ges- 
tión. 


tftt.— DisUogoense  én  lodoá  ios  estados  uoa  vida  gene- 
ral y  coman  y  otra  particular  ó  local,  aquélla  propia  del 
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ente  colectivo  llamado  nación,  y  ésta  especial  de  las  diver- 
sas agregaciones  que  entran  á  componerla.  La  administra- 
ción debe  proteger  la  primera,  subordinando  los  intereses  de 
corporación  al  principio  de  la  unidad;  y  en  cuanto  á  la  se- 
gunda, dictan  las  reglas  de  tá  prudencia  y  altas  razones  de 
bien  público  que  el  ^dder  eeiriral  propendí  á  disminuirla  ó 
moderarla «  pero  sin  sofocarla  ó  extinguirla  enteramente. 

9^M.— El  ejercicio  de  estas  dos  elevadas  funciones  de  la 
administi'aíeion  superior,  á  saber,  la  extiension  de  la  vídagéi* 
neral  por  todo  el  ámbito  del  territorio  y  la  templanza  de  cua- 
lesquiera existencias  locales,  requieren  la  insiitueion  de 
aotorídades  en  todos  los  grandes  focos  de  activldadf  social, 
encargadas  de  representar  el  pensamiento  y  trasRvitir  la 
voluntad  del  gobierno  unitario. 

954.— Esta  necesidad  se  ha  dejado  sentir  y  se  ba  procu- 
rado satisfacer  en  G^spaña  con  mas  ó  medos  acierto  deade 
tiempos  muy  rertfiotos.  Nuestra  historia  legal  arroja  alguna, 
si  bien  escasa  luz  sobre  el  sistema  de  administración  pro- 
vincial, cuando  nos  enseña  que  en  tiempo  de  Io9g6dosy 
ert  los  pHmeroá  siglas  de  la  monarquía  [egioüéftísc,  había  al 
frente  de  cada  antigua  provincia  magistrados  ém  ei  título 
de  duques  y  eotides,  algunos  de  los  cual«»  sioliatí'  fe^r  lá 
jurisdicciorf  tíivíl,  política  y  militar,  y  á  quiénes  ésíaba  en* 
comendado  el  goíbíerno  de  los  pueblos  en  nombre  del  Rey  que 
los  institufai  tertípotalmeute  y  los  conGrmaba,  si  lé  (ilacia. 
En  su  orígefn  los  condes  de  las  |)roVincias  eran  unos  verda- 
deros gobernadores  amovibles  á  voluntad'  del  soberano  en 
quien  únicamente  residía  el  supremo  imperio^  y  tó  títulos 
de  honor  vitalicios  ó  hereditarios.  Entre  esto»  condados  fve- 
roü  mas  notables  los  de  Castilla,  Galicia  y  Portugal  i^fue  des- 
pués se  erigieron  en  estados  independientes  á  causa  díe  laá  im- 
políticas partícrones  delreiflo,  ó  por  el  inOujo  de  las  ideas 
doltiitíáMes  bajd  él  régimen  feíídal ,'  ó  t)t)r  h  árrogáticia  de 
la  nobleza  en  aquellos  tiempos  y  el  déb^L  podofíode  ía  Coro- 
Ba  para  reprimir  sus  orgullosas  pretensiones. 

M&.— Luego  qlttiei  dcm^  Moteo  YIl  tmoé  ef  oonArl^de 
eiAperádor,  itttrodajo  ea  éu  covte  y  en  su  remo  tMyl09  y  dig^ 
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Bídades  parecidas  á  las  usadas  en  el  imperio  romano.  Enton- 
ces se  eoQocieroa  los  cónsules  ipie  eran  gobernadoras  polí- 
ticos é  militares  de  las  provincias,  como  los  habidos  en  As- 
turias y  León. 

9A«.— Hubo  también  adelantados  mayores,  magistrados 
que*eqaívalían  al  presidente  de  una  proyincia  entre  lo9  ro-' 
Humos,  y  ejeroian  facultades  políticas  y  militares  y  también 
administraban  jasticia;  de  suerte  qoe  este  cargo  parecía  ins- 
tituido con  el  doble  objeto  de  gobernar  el  territorio  en  tiem- 
po de  paz  y  defenderle  en  caso  de  guerra. 

Los  adelantamientos  comprendían  varias  merindades,  y 
los  magistrados  que  mandaban  en  cada  una  prestaban  obe- 
diencia al  adelantado,  como  á  superior  inmediato,  cea  es 
puesto  por  mandado  del  Rey  sobre  todos  los  merinos,  tam-» 
bieá  sobre  los  de  las  comarcas  é  de  los  alfoces,  como  sobre 
los  otros  de  las  villas  (1)». 

•SI.— Por  esta  época  aparece  también  una  nueva  auto- 
ridad política  á  la  cual  llaman  corregidor  (totreetor),  cuyo 
nombre  suena  por  primera  vez  en  lias  eórtes  de  León  (4387). 
Guando  don  Alonso  XI  los  creó  no  se  instilníau  de  ordinario, 
sino  solamente  en  ocasionen  y  circunstancias  espedafes,  si 
el  Rey  de  su  propio  movimiento,  ó  &  peticioi»  de  los  pueblos 
ó  de  personas  agraviadas,  bailaba  conveniente  enviar  esté 
delegado  especial  de  la  Corona  á  tal  punto  de  sus  dominios 
para  moderar  el  poder  de  los  adelantados  y  merinos  tt^ayo- 
res,  cuya  autoridad  había  degenerado  en  abusiva  y  arbi- 
traria. 

9a8.-*-La  política  de  Tos  Reyes  católicos  aprovechó  esta 
coyuntura,  como  otras,  de  extender  y  afirmar  el  poder  so- 
berano, introdaciendo  la  costumbre  de  nombrarlos  para  jue^ 
ees  y  gobernadores  de  los  pueblos  dN^rante  un  añO',  y  luego 
por  espacio  de  dos  ó  mas,  y  solían  prorogarles  et mando  pov 
t^mpo  ifldedirido  ó  mientras  no  fuese  su  vohi«lad  retirarlos 
ó  darles  reemplazo. 
9611.— La  jurísdiccioq  de  los  corregidores,  á  semejanza 

(1)    Ley  22,  lU.  ii.  ptrl.  EL 
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de  las  autoridades  admiaistrativas  anteriores  en  el  orden  de 
los  tiempos,  era  mista,  porque  no  solo  conocianen  primera 
instancia  de  todos  los  asuntos  civiles  y  criminales,  sino  que 
gozaban  de  cierta  inspección  gubernativa  sobre  todo  lo  po- 
lítico y  económico  de  las  ciudades  y  villas  encomendadas  á 
su  autoridad.  Ellos  entendian  en  la  cobranza  y  repartimien- 
to de  las  rentas  públicas,  en  la  policía  de  seguridad,  en  tos 
establecimientos  piadosos  y  correccionales,  en  la  protección 
de  los  campos  y  caminos,  en  la  caza  y  pesca,  en  los  montes 
y  plantíos,  en  la  cria  caballar,  en  los  pósitos*y  propios  de 
los  pueblos,  en  mojones  y  portazgos  (4). 

9eo.— Esta  confusión  monstruosa  de  atribuciones,  lleva- 
da á  un  extremo  indefinible  durante  la  prolongada  guerra  de 
sucesión,  fijó  las  miradas  de  Felipe  Y,  quien  apenas  hecha 
la  paz,  creó  los  intendentes  de  provincia  á  cuyo  cargo  puso 
el  fomento  de  la  agricultura,  de  las  artes  y  del  comercio,  y 
la  cobranza  é  inversión  de  los  caudales  del  erario ;  todo  con 
la  mira  de  separar  la  administración  de  justicia  de  la  causa 
pública  y  volver  á  su  antiguo  esplendor  el  gobierno  econó- 
mico de  los  pueblos  (S). 

9ttl.— Como  los  designios  del  Rey  eran  libertar  la  acción 
administrativa  del  yugo  de  los  tribunales,  hubo  de  reunir  á 
cada  intendencia  el  corregimiento  político  de  la  provincia: 
punto  que  fue  combatido  con  obstinación  por  las  audiencias 
y  reforma  que  no  se  llevó  enteramente  á  cabo;  si  bien  que- 
dó á  merced  del  Monarca  unir  ó  separar  dichos  cargos,  se- 
gún lo  creyere  conforme  al  servicio  del  estado. 

Mas  en  donde  los  corregidores  habian  subsistido,  prose- 
guían ejerciendo  sus  antiguas  facultades  bajo  la  inspección 
inmediata  de  las  audiencias  y  la  superior  del  Consejo  de 
Castilla;  de  donde  resultaba  que' la  acción  administrativa  no 
fuese  aun  bastante  independiente,  ni  estuviese  separada  de 
la  administración  de  justicia,  única  función  que  cuadra  á  la 
Índole  y  á  la  forma  de  aqueHos  tribunales  colegiados. 

(f)    Instrucción , de  corregidores  (ley  S3,  tit.  xi,  lib.  7,  Jüov. 
Recopilación). 
(2)    Ordenanza  de  1718,  reformada  en  1749. 
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Los  íQteodeDles,  por  otra  parte,  tampoco  debían  poseer 
atribuciones  judícialeg,  sioo  facultades  puramente  adminisr 
trativas  y  de  orden  misto;  principio  q^ue  fué  reconocido  y 
aplicado  por  el  sabio  gobierno  de  Carlos  III.  En  '^uma,  los 
corregidores  y  los  intendentes  han  sido  jueces  y  gobernado- 
res á  un  mismo  tiempo,  mez^cla  de  facultades  incompatible 
con  la  mutua  independencia  que  requieren  la  autoridad  ad- 
ministrativa y  el  orden  judicial. 

9^9.— Consignado  el  principio  de  la  división  de  los  pode- 
res públicos  en  la  Constitución  de  1812^  era  consiguiente  es- 
tablecer en  cada  provincia  autoridades  administrativas  re- 
presentantes del  gobierno  y  ejecutores  de  sus  mandatos  con 
atribuciones  meramente  gubernativas,  es  decir,  políticas  y 
económicas,  reservando  á  los  jueces  y  tribunales  el  derecho 
exclusivo  de  aplicar  las  leyes  civiles  y  criminales  y  de  ^je* 
cutar  lo  sentenciado.  Estas  autoridades  fueron  llamadas  ge- 
fes  políticos  y  sus  atribuciones  señaladas  en  la  instrucción 
de  23  de  junio  de  4813. 

9oa.— En  1814  desaparecieron  con  el  régimen  constitu- 
cional y  fueron  restablecidas  al  mismo  tiempo  que  el  minis- 
terio déla  Gobernación  en  1820,  sujetándose  para  el  ejer- 
cicio de  su  autoridad  á  la  ley  de  3  de  febrero  de  1823  acerca 
del  gobierno  de  las  provincias. 

Aparecieron  nuevamente  en  virtud  de  un  real  decreto  (1), 
tomo  autoridades  superiores  administrativas  de  cada  provin- 
cia con  el  título  de  subdelegados  de  fomento,  cuya  creación 
era  de  necesidad,  después  de  instalado  el  ministerio  de  este 
nombre.  Cuando  mas  adelante  el  ministerio  del  Fomento  to-. 
mó  la  denominación  de  lo  Interior ,  Iqs  subdelegados  esta- 
blecidos en  las  provincias' cambiaron  su  título  en  el  de  go- 
bernadores civiles,  conservaiido  las  mismas  atribuciones, 
sueldos  y  honores  que  antes  tenían  (2).  • 

Por  último,  dichas  autoridades  recobraron  su  antiguo  nom- 
bre de  gefes  politícos,  desde  que  promulgada  la  Constitución 
de  1842  en  13  de  agosto  de  1836,  hubo  necesidad  de  po- 

(1)  De  S3  de  octnbrede  1833. 

(2)  Real  decreto  de  13  de  mayo  de  1834. 
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ji«r  en  coasonaDcia  el  gobierno  de  las  provincias  con  la  ley 
fuadamentai  del  estado,  restableciendo  la  ley  de  3  de  febre» 
ro  (1).  Desde  entonces  acá  llámanse  asi  estas  autoridades  sa- 
periores,  lítalo  con6raiado  aunque  con  la  reserva  de  par  aho- 
ra, en  la  ley  vigente  para  el  gobierno  de  las  provincias  (2). 

••4.— Los  gefes  políticos  son  nombrados  ó  revocados  por 
el  Rey  en  virtud  de  real  decreto  refrendado  por  el  ministro 
de  la  Gobernación  de  la  Península,  y  están  bajo  la  depen- 
dencia inmediata  de  dicho  ministerio  (3). 

No  exigen  las  leyes  y  reglamentos  cualidad  alguna  en  las 
personas  para  ser  gefes  políticos,  de  suerte  que  el  gobierno 
goza  de  una  libertad  omnímoda  en  cuanto  k  su  nombramien- 
to. Este  silencio  estudiado  fúndase  en  que,  siendo  la  el ec- 
aon  difícil  y  gravísima  la  responsabilidad,  importa  dejar  al 
ministro  grande  amplitud  para  que  escoja  su  mandatario.  Sin 
embargo,  bien  pudiera  la  ley  exigir  condiciones  de  edad  y 
garantías  de  capacidad  sin  quebrantar  aquel  principio;  por- 
que si  dictar  reglas  inflexibles  en  asuntos  tan  variables  equi- 
valdría á  poner  al  ministro  en  la  alternativa  de  administrar 
mal  obedeciendo  la  ley,  ó  gobernar  bien  violándola,  aban- 
donar  el  nombramiento  de  unas  autoridades  tan  inOnyentei 
en  la  quietud  y  prosperidad  de  los  pueblos  al  favor  de  los 
amigos,  á  las  intrigas  de  la  corte  ó  al  csypricho  ministerial, 
es  un  error  gravísimo,  causa  próxima  de  muchos  vicios  de 
nuestra  administración. 

••S.-^So  autoridad  es  la  superior  en  el  territorio  de  sa 
mando,  pues  así  como  el  gobierno  administra  los  negocios  de 
interés  común  desde  la  capital  de  la  monarquía,  así  el  ge  fe 
político  administra  los  de  ioierés  local  desde  la  capital  de  su 
provincia. 

9Sll.*-*Hay  todavía  mayor  eiteusíon  de  facultades  en  la 
autoridad  de  un  gefe  político  que  en  la  de  un  ministro,  por- 
que este  no  preside  sino  á  ciertos  ramos  del  servicio  público, 
en  tanto  que  aquel  representa  al  Rey  y  ejerce  la  plenitud 

(f)    Real  decreto  de  f9  de  octubre  de  1836. 
^S)    Ley  de  2  de  abril  de  1845,  «rt.  1. 
(3)    Ley  citada^  arU.  1  y  á. 
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del  poder  ejecutivo  ea  sa  díslríto  y  reasume  todo  el  gobier* 
no  (le  la  proviacia.  Verdad  que  ciertas  atribueioaes  especia* 
les,  como  suq  el  mando  de  las  armas,  eompetea  eiclusita'* 
mente  á  los  gefes  militares;  pero  aun  así,  ia  autoridad  civil 
es  la  superior  de  la  provincia,  y  los  capitanes  y  comandan- 
tes generales  meros  auxiliares  de  aquella  sin  facultades  pa-^ 
ra  obrar,  si  no  fueren  requeridos.  Y  si  los  intendentes  partí* 
cipao  hoy  del  gobierno  económico  de  los  pueblos,  es  poF  un 
arraigado  abuso  que  mantiene  todavía  separado  de  la  admt  * 
aÍ9traoioo  general  de  la  provincia  el  servicio  de  repartir  y 
cobrarlos  impuestos,  atribuciones  íntimamente  enlazadas 
eon  el  desarrollo  de  la  riqueza  pública,  cuyo  fomente  solo  á 
los  gefes  políticos  está  encomendado.  Un  gobierno  tint^oexi** 
ge  la  presencia  de  una  autoridad  superior  iambien  única  en 
eada  provincia ,  un  representante  único  de  su  voluntad,  un 
a^atetimco  de  la  administración;  y  en  suma,  si  hay  un  sú» 
la  Aey  >  M  puede  haber  sino  un  solo  delegado  del  poder  real 
e«  oada.unidad  administrativa. 

|IN|V,--*La  agregación  de  las  facultades  de  tos  intendentet 
Á  Tos  goluernes  políticos  es  necesaria,  porque  así  lo  exigen 
loa  piincípioQ  de  la  organízaoion  administrativa,  porque  asi 
lo  reclaman  al  mismo  tiempo  ratones  de  economía,  y  porde« 
ferir  á  graves  consideraciones  de  orden  público  interesado  en 
enaltecer  la  autoridad  civil,  tanto  que  no  la  deslumbre  ni  la 
humille  la  preponderancia  militar.  Despees  de  esla  reunión 
de  facultades,  los  gefes  politioos  serían  ia  personificación  vit- 
va  del  gobierno  y  los  agentes  superiores  de  la  administra-* 
eion  central,  por  cuyo  motivo  deberían  ser  nombradps  por 
el  Consejo  de  ministros  y  obedecer  y  cumplir  las  órdenes  de 
lodos  loa  Biinisterios,  bien  les  fuesen  comunicadas  directa^ 
mente,  ó  hien  trasmitidas  por  el  conducto  de  la  Gobernación, 
eomo  eaeargada  esta  secretaria  de  disponer  y  veniioar  todos 
los  actos  administrativos, 

ses.— Los  gefes  políticos  tienen  el  doble  carácter  de  agen- 
tes administrativos  y  jueces  de  escepcion;  mas  no  les 'consi- 
deráronos ahora  sino  como  depositarios  de  una  parte  del  po- 
der discrecional  delegado  por  el  Rey  eo  ellos  para  mejor  ser- 
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vicio  del  estado.  Sos  funciones  de  tales  jueces  corresponden 
á  otro  orden  de  ideas,  y  hallarán  fácil  cabida  cuando  se  tra- 
tare de  la  jurisdicción  administrativa. 

Como  autoridades  revestidas  de  imperio  ó  de  mando, 
ejercen  muy  varias  atribuciones,  de. las  .cuales  unas  se  re- 
fieren al  carácter  de  agentes,  subordinados  á  la  administra- 
ción central,  y  otros  al  de  gefes  de  la  administración  local. 

ten.—  I.  En  cuanto  agentes  subordinados  álaadminis^ 
tracion  central  obran  siempre  como  delegados  del  poder 
real  (4);  pero  sus  facultades  todavía  son  varias  según  que 
fueren: 

990«—  I.  Órganos  de  comunicación  ó  meros  encargados 
de  trasmitir  los  mandatos  de  la  autoridad  suprema,  en  vir- 
tud de  lo  cual  publican  y  circulan  en  sus  respeptivas  provin- 
cias las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones  que  al  efec- 
to les  comunique  el  gobierno  (2).  Bajo  este  concepto  la  auto* 
ridad  délos  gefes  políticos  es  puramente  pasiva  é  inerte,  li- 
mitándose á  trasmitir'  el  impulso  que  recibe,  y  su  pficio  es 
ser  medianeros  forzosos  entre  el  ministro  y  las  autoridades 
locales  ó  sus  administrados;  de  suerte  que  toda  reclamación, 
queja  ó  consulta  de  unos  ú  otras  al  gobierno,  por  mano  del 
gefe  político  deben  elevarla;  y  asi  todas  las  exposiciones  y 
comunicaciones  de  los  ayuntamientos,  comisiones  superio- 
res de  instrucción  primaria  y  demás  autoridades  y  corpora- 
oiones  dependientes  del  gefe  de  la  provincia,  habrán  de  ser 
dirigidas  por  su  conducto  sin  perjuicio  de  que,  cuando  con- 
tengaii  quejas  contra  ellos,  pueda  remitirse  en  derechura 
nn  duplicado  al  ministro  de  la  Gobernación  (3).  Has  silos 
.  ayuntamientos  á  pesar  de  todo,  no  observasen  el  orden  pres- 
crito, no  solo  dejará  de  darse  curso  á  sus  representaciones, 
sino  que  se  expondrán  á  las  medidas  enérgicas  y  eficaces  que 
el  gobierno  creyere  conveniente  adoptar  para  reprimir  un 
abuso  tan  perjudicial  al  servicio  público  (4).  En  estos  casóse 

(1)  Ley  de  2  de  abril  de  1S45,  art.  6. 

(%)  Art.  4,  §.  l.o 

(3)  Boal  orden  de  18  dema^o  de  1834,  y  16  de  mayo  de  1844. 

(4)  Real  drden  de  9  cTe  enero  de  1837. 


Digitized  by 


Google 


IIB.  III.  OftGANIZ.  T  ATftIB.  B«  US  AÜTOBIBABBS.        IS9 

es  obligación  rigorosa  del  gefe  polilico  remitir  al  gobier- 
DO  debidamente  instruidos  é  informados  los  expediéntese 
instancias  que  se  elevaren  al  gobierno  por  sn  conducto,  a 
lin  de  asegurar  el  acierto  y  la  prontitud  de  las  resolucio-^ 
oes  (<J. 

Tan  propio  es  del  gefe  superior  de  la  provincial  carác- 
ter de  órgano  de  comunicación,  que  ios  anuncios ,  circulares 
j  otras  cualesquiera  disposiciones  de  las  demás  autoridades, 
deben  remitirse  al  gefe  político  respectivo,  para  que  las  man* 
de  insertar  por  su  orden  en  el  Boletín  oficial,  si  hubiesen 
de  teoer  publicidad  por  esté  medio,  siendo  aquel  responsa- 
ble^e  las  consecuencias  que  pueda  acarrear  la  tardanza  in- 
debida de  todo  anuncio  perteneciente  á  otra  autoridad,  á 
no  existir  razones  de  conveniencia  pública  que  la  justifi- 
quen (2)i 

Sigúese  igualmente  deí  principio  establecido,  que  los 
gefes  políticos  no  pueden  reusar  la  notificación  á  las  auto«- 
ridades  subalternas  ó  á  los  habitantes  de  su  provincia,  de 
ninguna  ley,  decreto,  orden  ó  reglamento  de  administración 
pública,  siéndoles  comunicadas  por  el  conducto  debido.  Su 
deber  principal  es  la  obediencia,  sin  que  por  ella  puedan  ja- 
más incurrir  en  responsabilidad  de  ninguna  clase  (3). 

99t. —  II.  Instrumento  de  ejecución,  cuyo  carácter  im« 
pone  á  los  gefes  politicos  la  obligación  de  cumplir  y  obtener 
el  cumplimiento  de  las  órdenes  superiores,  ejecutándolas  por 
si  ó  haciéndolas  ejecutar  á  todos  sus  agentes  subordinados.  A 
este  fin  explica  las  leyes,  declara  las  dudas,  resuelve  cuestio- 
nes y  en  suma  dicta  cuantas  providencias  asi  relativas  á  nego- 
cios de  utilidad  local  como  á  los  asuntos  de  interés  privado, 
estimare  convenientes  dentroi  del  circulo  de  su  autoridad  y 
fueren  relativas  á  la  observancia  de  las^órdenes  superiores  (4); 
y  en  general,  como  agentes  de  ejecución,. los  gefes  políticos 
hacen  y  ejecutan  todo  lo  que  disponen  las  leye^,  decretos  y  ór- 

(1)  Real  orden  de  31  de  octubre  dé  1838. 

(2)  Aeales  órdenes  de  14  de  abril  de  1837 ,  y  6  de  abril  de  1839. 

(3)  Art.  7. 

(4)  Art.  10. 

foso  I.  9 
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deaes  del  gobierno  en  la  parte  que  requieran  la  intervención 
de  su  autoridad  (\)  6  estuviere  sometida  á  su  acción  inme- 
diata. 

Por  esta  razón  los  actos  de  los  gefes  políticos  no  pue- 
den ser  nunca  medidas  generales,  como  las  disposiciones 
comprendidas  en  los  reglamentos  de  administración  pública, 
sino  providencias  especíales.  Aun  aquellas  mismas  instrue* 
ciones  que  tieften  el  derecho  y  el  deber  de  dictar  en  interés 
del  orden,  de  la  seguridad  y  de  la  salubridad  de  sus  adminis- 
trados, llevan  siempre  el  sello  de  acuerdos  puramente  loca- 
les; y  si  los  gefes  políticos,  en  casos  imprevistos  ó  urgentes, 
adoptaren  alguna  disposición  con  cierto  carácter  de  genera- 
lidad, no  será  considerada  sino  cotiro  una  medida  que  la 
necesidad  reclama,  y  por  tanto  provisional ,  sujeta  á  la  in- 
mediata aprobación  del  gobierno. 

Por  la  misma  causa  no  tienen  los  gefes  políticos  facul- 
tad para  publicar  alocuciones  ó  proclamas  eti  que  espongan 
principios,  emitan  sos  opiniones  particulares  ó  desenvuelvan 
teorías  de  administración,  porque  las  ideas  generales  deben 
partir  del  centro  y  de  alli  también  el  impulso  común  y  la  di- 
rección uniforme. 

Siendo,  pues,  los  gefes  políticos  agentes  subordinados, 
no  puede  resistir,  modificar,  ni  menos  anular  los  actos  del 
gobierno  supremo,  ni  interpretar  las  leyes  ó  ampliar  ó  res- 
tringir el  sentido  de  los  reglamentos  de  administración  pú- 
blica, ni  en  suma  dictar  otras  disposiciones  que  lasan&logas 
á  su  carácter  de  autoridad  subalterna  encargada  de  la  admi- 
nistración secundaria  ó  local  de  cierto  territorio. 

919;—  III.  Medios  de  instrucción ,  por  lo  cual  les  corres* 
ponde  evacuar  los  informes  que  el  gobierno  les  pidiere  para 
resolver  acertadamente  cualesqi]iiera  negocios  en  cuya  deci- 
sión conviniere  apreciar  las  circunstancias  locales  ó  los  por<^ 
menores  de  la  administración  provincial  que  solo  están  al  al« 
canee  de  los  gefes  políticos;  y  les  pertenece  también  propo- 
ner al  gobierno  todo  lo  que  pueda  contribuir  al  adelanto  y 

(1)    Art.  A,  g.  10. 
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desarrollo  intelectml  y  moral  de  la  provincia  y  al  fomeat* 
de  6ds  ietereses  materiales  (4)., 

En  casos  semejaBtes  elgefe  político  no  ejerce  acción  al-* 
giiDa,  sino  que  escita  6  provoca  la  del  gobierno,  á  quien 
sefiala  la  necesidad  ó  la  conveniencia  de  dictar  tales  medi* 
das  que  están  fuera  del  circulo  de  su  autoridad  ^  com»  agen- 
te subordinado. 

.  tVS.-—  IV.  Tutorei  de  los  intereses  primndahs^  cob« 
delegados  que  son  del  Rey  á  quien  corresponde  la  tutel»ad«- 
mínistrativa  sobre  todos  los  establecimientos  públicos  y  tam* 
bien  sobre  los  privados «  cuando  su  objeto  es  algún  servicio 
de  utiUdc^  común,  considerando  la  ley  á  dicbas  corporacio* 
nes  cual  si  fuesen  menores  de  edad,  y  revistiendo  al  gefe  sn-^ 
premo  del  estado  de  un  derecho  de  patronato  ó  protección, 
es  decir,  de  inspección  y  vigilancia  en  todos  los  actos  de 
estas  personas  morales.  Mas  de  las  atribuciones  de  los  gefes 
políticos  como  tutores  de  las  provincias,  se  hablará  con  la 
debida  extensión  al  exponer  If  doctrina  general  concerniente 
&  las  pefisonas  morales  y  á  los  actos  de  tutela  adminis- 
trativa^ 

994^  II.  Además  de  agentes  subordinados  de  la  admi- 
nistración central ,  son  los  gefes  políticos  gefes  superiores  de 
la  administración  provincial,  cuyo  carácter  les  impone  obIi<^ 
gacioües  diferentes,  pues  ó  son  estas  relativas  á  su  cualidad 
de  superiores  ger^quieo^  ó  á  tet  de  administradores  de  la 
provincia,       ,  . 

99^.-^  I.  Como  superiores  en  el  orden  gerárqulco  de 
la  administración  provincial,  procuritn  la  acción  administra* 
tiva,  esto  es,  hacen  obrar ^  ponen  en  movimient(^á  todas 
las  autoridades  dependientes  de  fe  su^a:  vigilan  é  inspección 
nao  á  los  funcionarios  subalternos :  nombran  y  separan  á 
ciertos  agentes  inferiores:  aprueban  ó  censuran  los  actos  de 
todos,  los  reforman  ó  los  anulan :  suspenden  en  casos  urgen- 
tes á  cualquier  empleado  del  ministerio  de  la  Gobernación, 
dando  cuenta  inmediatar  al  gobierno:  conceden  ó  niegan,  con 

(i)    Art.  4,  §.  6. 
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arreglo  á  las  leyes  é  iastruccioaes,  la  aatomacion  compe- 
teate  para  procesar  á  los  empleados  y  corporaciones  su- 
jetas á  sa  potestad  por  hechos  relativos  al  ejercicio  de  sus 
fdQciones,  y  presiden  aquellas,  cuando  to  juzgan  oportu- 
no (4). 

.  9901—  II.  En  razón  de  administradores  de  la  provincia 
dictan,  ya  en  consejo  provincial,  ya  por  si  solos,  cuantas  dis- 
posiciones creyeren  conducentes  á  la  buena  administración 
y  gobierno  de  los  pueblos:  vigilan  é  inspecciojian  todos  ios 
ramos  de  la  administración' comprendidos  en  el  territorio  de 
su  mando  y  los  establecimientos  que  de  ellos  dependen:  con- 
ceden ó  niegan  el  permiso  para  las  funciones  ó  reoniones 
públicas  que  hubieren  de  verificarse  en  el  punto  de  su  resi* 
dencia  y  presiden  estos  actos,  si  lo  tienen  por  conveniente: 
presiden  las  diputaciones  provinciales  y  ejecutan  sus  acuer* 
dos:  provocan  y  sostienen  las  competencias:  contratan  y 
celebran  los  demás  actos  de  gestión  en  nombre  de  la  provin- 
cia y  la  representan  en  juicio  ^forman  el  presupuesto  de  sus 
gastos  anuales;  ordenan  los  pagos  y  dan  cuenta  justificada 
de  la  inversión  de  los  ingresos  (2). 

997.— Tales  son  la  ftndole  compleja  y  la  dilatada  á^tension 
de  la  autoridad  de  los  gefes  políticos,  mas  esta  autoridad  seria  . 
vana  é  ilusoria,  si  la  ley  no  reuniese  al  mero  imperio  alguna 
parte  del  hiisto,  ó  á  su  potestad  de  mando  cierta  jurisdicción; 
porque  si  bien  la  facultad  de  conocer  de  las  faltas  y  delitos  y 
castigarlos  correspojide  por  regla  general  á  los  jueces  insti- 
tuidos por  la  ley  para  sentenciar  las  causas'civiles  y  crimina- 
les, todavía  coaviene  qtfe  el  legislador  delegue  en  las  autori- 
dades a4ministralívas  el  derecho  de  reprimir  ciertos  desaca- 
tos ó  refrenar  á  los  desobedientes.  ,  ' 

a^S.—  I.  Por  este  carjtoter  corresponde  al  gefe  político 
como  medio  de  ejercer  su  autoridad  la  facultad  de  aplicar  gu- 
bernativamente las  penas  señaladas  en  las  leyes,  reglamentos 
y  disposiciones  de  policía  y  en  los  bandos  de  buen  gobier-  - 


(1)  Art.  4,  §.  8,  y -5,  §§.  5,  6  y  7. 

(2)  Leyes  de  8  de  enero  y  2  de  abril  de  1845. 
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no  (1  ];  mas  eslas  peoas  debea  tener  límites  coDDcidos  y  no 
traspasar  nunca  la  linea  de  la  policía  correccional ,  ni  ser 
mas  severas  de  lo  que  exigen  las  necesidades  de  la  disci- 
plina. 

9911. — Los  gefes  políticos  puedeh  imponer  correccional- 
mente  multas  cuyo  máximo  no  exceda  de.tnil  reales/y  en  caso 
dé  insolvencia  la  pena  de  detención  sin  que  el  término  de  esta 
pueda  nunca  pasar  de  un  mes  (2).  El  contesto  del  articulo 
referido  indica  que  la  facultad  de  aplicar  penas  pecuniarias  y 
corporales  delegada  en  los  gefes  políticos  no  es  alternativa, 
$¡no  gradual;  es  decir,  que  no  deben  castigar  con  detención, 
sino  cuando  por  insolvencia  del  corregido,  la  muitano  pu-. 
diere  hacerse  efectiva.. 

9S0. — La  exacción  de  las  multas  impuestas  por  los  gefes 
políticos  pertenece  á  ellos  mismos  dentro  de  la  vía  gu-. 
bernativa;  mas  si  fuere  necesairio  practicar  diligencias  judi- 
ciales como  embargar  bienes,  trabar  ejecución,  ó  seguir 
otros  trámites  cualesquiera  del  juicio  civil,  el  gefe  político 
debe  abstenerse  de  tales  procedimientos  é  invocar  el  auxilio 
del  juez  competente,  porque  asi  conviene  á  la  mutua  inde- 
pendencia de  los  poderes. 

991. — En  todo  caso,  estas  multas,  asi  como  las  que  im- 
pusiere cualquiera  otra  autoridad  en  uso  de  sus  facultades, 
deben  satisfacerse  siempre  en  el  papel  creado  al  efecto,  no 
consintiendo  el  gobierna  por  ningún  pretesto  ni  motivo,  la 
menor  contravención  á  lo  mandado  (3)'. 

9^.—  U.  Ségun  este  mismo  principio  pueden  los  gefes 
políticos  instruir  por  sí  mismos  ó  por  sus  delegados  la  suma- 
ria información  de  los  delitos  cuya  averiguación  se  deba 
á  sus  disposiciones  ó  agentes;  de  suerte  que  conoce  á  pre- 
vención con  los  jueces  de  estos  asuntos  del  orden  judicial, 
para  que  las  huellas  del  crimen  no  se  borren  ó  el  criminal 
no  eluda  el  condigno  castigo;  pero  tan  pronto  como  estas 

(I)    Ley  do  2  de  abril,  ar^.  5,  §.  2* 
.(2)    Art.  5,  §.  3. 

(3)  Real  decreto  de  18  de  abril  de  J8i8y  real  drden  de  20  de 
juuiu  de  1849. 
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primeras  diligencias  faeren  practicadas,. espira  la  autoridad 
administrativa  y  empieza  la  judicial  á  quien  debe  entregar  el 
sumario  con  los  detenidos  ó  presos  para  que  los  juzgue  el  tri* 
bunal  competente  (4). 

99S.— *  III.  Porúltiifto,  el  medio  extremo  de  exigir  la 
obediencia  y  obtener  el  cumplimiento  de  las  órdenes  del  go- 
bierno y  de  sus  propias  disposiciones  y  providencias,  á  pesar 
de  cualesquiera  resistencias  individuales  ó  colectivas,  es  re* 
querír  el  auxilio  de  la  fuerza  armada  (2).  Entonces  la  fuerza 
física  sustituye  al  poder  moral,  la  autoridad  militar  acude  en 
socorro  de  la  civil  y  obra  como  instrumento  de  esta  y  según 
sus  instrucciones.  Del  uso  intempestivo  ó  imprudente  de  las 
armas  será  responsable  el  gefe  político ,  mientras  la  provin* 
cia  no  fuere  declarada  en  estado  excepcional  y  sus  órdenes 
fueren  cumplidas ;  desde  alli  en  adelante ,  responden  los  ca- 
pitanes ó  comandantes  generales. 

994.— Las  funciones  de  los  gefes  políticos  interesan  de 
tal  manera  á  la  vida  de  los  pueblos,  que  asi  como  no  puede 
la  nación  estar  un  solo  instante  sin  gobierno,  no  puede  tam«^ 
poco  una  provincia  estar  huérfana  un  solo  dia  de  su  admi* 
nistracion  local.  Por  eso  mismo  exigen  las  leyes  y  los  regla- 
meatos  la  asidua  atención  y  la  presencia  constante  de  dicha 
autoridad  en  la  capital  de  provincia  (d) ;  y  por  eso  también 
han  provisto  anticipadamente  i  las  necesidades  de  la  admi- 
nistración ,  declarando  que  en  ausencia  ó  imposibilidad  del 
gefe  político  le  reemplazará  la  persona  designada*ó  que  de- 
signe  el  gobierno,  y  á  falta  de  ésta  desempeflará  el  go* 
bierno  político,  en  clase  de  interino,  el  vice-presidente  del 
consejo  provincial  ó  quien  hiciere  sus  veces  (4);  pero  solo  en 
el  caso  que  el  gefe  político  se  ausentare  de  la  provincia,  pues 
si  su  ausencia  fuese  únicamente  de  la  capital,  continuará  en 
el  ejercicio  de  todas  sus  atribuciones,  sin  perjuicio  de  que  el 
secretario,  con  sujeción  á  las  instrucciones  que  tuviere,  des- 

(1)  Art.  5,§.  1.* 

(2)  Art.  5,  §.  4. 

(3)  Yéaae  el  oiim.  159. 

(4)  Arl.  3. 
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paehe  y  firme  todo  lo  qae  sea  de  mera  iranutacion ;  y  aua 
puede  eAteoderse  directagieiile  cod  el  gobierBO,  si  la  urgea- 
cia  y  perenU^riedad  de  los  asuntos  lo  reclaman  (i). 

99^.— Los  actos  de  esta  autoridad  superior  de  las  provin* 
cias,  Uimanse  órdenes  ó  decretos  del  gobierno  ó  del  geSi 
político.  Entiéndese  comunmente  por  orden  cuatquiera  dis* 
posición  relativa  á  un  asunto  de  interés  general,  y  decreto  es 
la  providencia  resolutiva  de  alguna  solicitud  ó  pretensión 
privada :  de  donde  se  infiere  que  el  gefe  político  al  expedir 
una  orden  puede  obrar  espontáneamente  ó  requerido;  mas  al 
dictar  una  providencia,  obra  siempre  escitado  ó  á  petición  de 
parte. 

98e.— Apenas  hay  fórmulas  prescriptas  paira  estos  actos; 
pero  existen  ciertas  reglas  esenciales  consagradas  por  la  prác- 
tica, aconsejadas  por  la  raion  y  requeridas  por  la  justicia,  aU 
gnnas  de  las  cuales  recibieron  la  sanción  del  legi^ador,  y 
otras  son  preceptos  reglamentarios.  Nadie  debe  ser  juiga¿ 
sin  ser  oído ,  y  de  aqni  la  necesidad  de  escachar  la  defensa 
de  los  interesados,  oyendo  por  si  ó  por  medio  de  sus  sobor<^ 
diñados,  con  toda  la  frecuencia  compatible  con  el  servicio 
público,  las  quejas  y  reclamaciones  verbales  que  se  les  hicie- 
ren, debiendo  darles  la  terminación  mas  breve  y  perentoria 
y  evitar  cuantas  veces  fuere  dable  la  instrucción  de  expe* 
dientes;  ó  si  se  instruyen,  procurando^que  sean  sucintos  y 
poco  díspendiosos^'2). 

La  administración  habrá  de  ser  ilustrada,  de  donde  se 
infiere  que  los  gefes  políticos  deben  pedir  informes  á  las  aur 
toridades  y  corporaciones  subalternas  en  asuntos  que  versan 
sobre  el  conocimiento  y  apreciación  exacta  de  los  hechos  ó 
délas  circunstancias  locales,  teniéndola  obligación  decir  el 
dictamen  de  las  diputaciones  ó  de  los  consejos  provinciales, 
cuando  las  leyes  ó  reglamentos  así  lo  exigen:  condición  rigo- 
rosa cuyo  cumplimiento  es  preciso  haga  constar  en  la  ins- 
trucción del  expediente  y  en  el  preámbulo  de  la  parte  dispo- 

(1)    Beal  drde'Q  de  2  de  noviembre  de  1846. 
(S)    Beal  arden  de  24  de  diciembre  de  IS¿3. 
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sitiva,  iosertaado  las  fórmulas  de  costumbre,  para  que  el  ac- 
to DO  pueda  ser  tachado  ni  combatido  como  vicioso  por  ex- 
ceso de  poder.  Por  último,  todos  los  actos  del  gefe  políti- 
co deben  estar  autorizados  con  su  firma,  é  importa  al  buen 
orden  de  la  administración  se  inserten  en  un  registro  es- 
pecial. 

Los  actos  de  los  gefes  políticos  son  tan  obligatorios  den- 
tro de  la  provincia,  como  los  del  gobierno  en  todo  el  reino,  y 
su  desobediencia  puede  ser  castigada  por  la  misma  autori- 
dad que  los  dicta  con  penas  correccionales;  mas  para  exigir 
su  cumplimiento  y  castigar  su  inobservancia,  es  preciso  ha- 
cerlos antes  notorios. 

989.— Cuándo  las  disposiciones  de  los  gefes  políticos  fue- 
ren de  observancia  común  deben  obtener  una  publicidad 
equivalente  á  la  promulgación  de  los  actos  legislativos,  para 
lo  cual  se  sirven  dichas  autoridades  del  Boletín  oficial  de  la 
provincia,  como  el  gobierno  de  su  Gaceta:  otras  veces  ex- 
piden circulares  ^  los  gefes  subalternos  quienes  las  publican 
y  ejecutan  con  arreglo  á  las  leyes;  pero  si  la  providencia  del 
gefe  político  fuese  de  carácter  privado  ,  la  notificación  debe 
hacerse  solamente  á  los  interesados.  De  cualquier  modo  que 
la  publicación  de  dichos  actos  se  hiciere ,  son  obligatorios 
desde  el  día  en  que  el  gefe  político  ó  las  autoridades  sujetas 
á  sus  órdenes,  los  popen  en  noticia  de  los  administrados  á 
quienes  incumbe  su  cumplimiento.  ^ 

888.— Para  decidir  cuando  y  como  pueden  reformarse  ó 
anularse  los  actos  del  gefe  político,  es  preciso  distinguir  de 
actos,  porque  ó  son  fiXTumeüiQ  administrativos ,  ú  obran  en 
virtud  de  una  delegación  especial ,  ó  son  actos  de  tutela  ó  de 
administración  contenciosa. 

Si  son  simplemente  administrativos ,  es  decir,  si  emanan 
de  su  autoridad  como  administradores,  el  mismo  gefe  políti- 
co que  los  dictó  ó  sus  sucesores,  pueden  modificarlos  ó  re- 
vocarlos, pues  como  las  necesidades  de  la  administración  va-' 
rían  continuamente,  los  actos  administrativos  no  deben  con- 
servarse estacionarios. 
98ii.^Mas  sin  embargo ,  tres  casos  pudieran  ocurrir  de 
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excepción  á  esta  regla»  á  saber^l  .^  si  el  acto  del  gefe  políti- 
co fuese  coafirmado  por  oaa  autoridad  superior^  en  cuyo  ca- 
so tiene  la  misma  fuerza  obligatoria  y  el  mismo  carácter  de 
generalidad  que  si  el  Rey  ó  el  ministro  lo  hubieren  dictado: 
'  2.®  cuando  el  acto  resolvió  una  cuestión  preexistente  que  ha 
sido  el  fundamento  de  una  decisión  judicial ,  parque  ya  se 
halla  fuera  de  los  límites  de  la  competencia  admioistrativa  y 
adquiere  la  estabilidad  de  la  cosajuzgada;  y  3.''  cuando  cons* 
tituye  Un  derecho  adquirido,  pues  entonces  existe  uoa  pro- 
piedad de  la  cual  no  puede  privarse  á  su  dueño  sino  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  y  previa  una  justa  indemnización. 

MO.— Los  actos  del  gefe  político  en  materias  de  pura  ad- 
ministración pueden  ser  reformados  ó  anulados  completa- 
mente por  el  ministro  de  la  Gobernación  de  la  Península  y 
después  por  el  Rey  en  Consejo  de  ministros,  cuya  suprema 
autoridad  no  será  lícito  invocar  omisso  medio,  es  decir,  sin 
acudir  antes  al  superior  inmediato  de  las  autoridades  de  pro- 
vincia, porque  asi  conviene  á  la  subordinación  gerárquica  y 
á  la  conservación  de  la  disciplina  administrativa. 

901. — Cuando  los  gefes  políticos  obran,  no  en  virtud  de 
su  autoridad  propia,  sino  en  uso  de  una  delegación  especial 
atribuida  por  las  leyes  y  reglamentos,  las  mismas  leyes  y  re- 
glamentos determinan  quiénes  son  sus  superiores  en  aquel 
ramo  y  á  quién  por  tanto  corresponde  conocer  de  sus  actos 
por  via  de  apelación. 

til9.— De  los  actos  de  gestión  y  de  tuíela,  y  de  las  provi- 
dencias que  dictaren  en  calidad  de  jueces  en  asuntos  con- 
tenciosos de  la  administración ,  hablaremos  en  el  lugar  que 
la  filiación  natural  de  nuestras  doctrinas  nos  señala  como 
mas  conforme  al  orden  de  las  ideas;  asi  como  de  los  deberes 
de  residen^cia  y  de  la  responsabilidad  de  los  gefes  políticos 
hemos  tratado  ya  al  exponer  los  principios  concernientes  á 
la  organización  administrativa. 
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CAPírtiLOvn. 

He   !••   geihm   elTll««. 

293.—Neeeiidt4  de  ina  acdoa  298.— Sas    «tribacioiles    como 

inmediata.  agentes  del  gobierno. 

294.— Subdelegados  subalternos.  *  299.— Órganos  de  comanicacíon. 

295. — Gefes  eiviles.  300.— Agentes  de  ejecución. 

296.— Doble  carácter  de  estas  au*  301.— Medios  de  instrucción. 

toridades.         .  302.— Son  superiores  gerárqnicos 
297.— Sus  atribuciones  como  ad-  en  su  distrito. 

ministradores  áe  los  pue-  3.03.— Potestad  coercitiva. 

blo».       .     , 

tus.— No  basta  para  el  buen  régimea  de  un  estado  cen- 
tralizar los  diversos  ramos  de  la  administracioa  pública  y 
SQStítair  k  la  antigua  y  anárquica  ¡adependencia  que  en  to- 
do lo  guberi^ativo  y  económico  reinaba ,  un  movimienlo  or* 
denado  y  uniforme  sujeto  al  impulso  regulador  y  á  la  inme- 
diata inspección  del  soberano;  sino  que  se  requiere  además 
aproximar  á  los  pueblos  la  acción  del  poder  central,  incor- 
porando á  las  autoridades  superiores  de  la  provincia  otra^ 
autoridades  subalternas  igualmente  delegadas  del  gobierno. 
Como  al  Rey  pertenece  ejecutar  y  cuidar  de  que  se  ejecu- 
ten las  leyes,  mal  pudiera  cumplir  tan  diíicil  deber,  si  no  tu- 
viese en  todos  los  focos  mayores  y  medianos  de  actividad  so- 
cial agentes  nombrados  libremente,  dóciles  á  su  voluntad  y 
responsables  de  su  conducta  en  el  servicio.  Sin  esta  respon** 
sabiliilad  administrativa  que  de  grado  en  grado  asciende 
hasta  el  gobierno,  no  se  concibe  como  í  los  ministros  pueda 
exigirse  ninguna,  ni  moral,  ni  efectiva. 

994.- La  necesidad  de  instituir  autoridades  de  nombra- 
miento real  bajo  la  inmediata  dependencia  de  los  gefes  su- 
periores de  las  provincias ,  fue  reconocida  desde  que  estos 
gefes  han  sido  instalados  con  el  nombre  de  subdelegados  de 
fomento,  cuando  el  gobierno  de  aquella  época  anunció  que  en 
dos  ó  tres  poblaciones  principales  de  cada  provincia ,  según 
fuere  mayor  ó  menor  su  extensión,  se  establecerian  subdele- 
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g«dos  sabalterDod  (1):  penstiniento  que  se  baila  eonGrmado 
ea  el  decreto  que  cambia  el  titulo  del  ministerío  del  Fomea- 
to  general  del  reino  en  secretaria  de  estado  y  def  despacho 
de  lo  Interior,  el  de  los  subdelegados  principales  en  gober- 
nadores civiles,  y  el  de  los  de  partido  en  subdelegados  del 
gobierno  ciyil  (2). 

••j^.— A  pesar  de  los  deseos  del  gobierno,  por  entonces  no 
se  instituyeron  estas  autoridades,  sea  que  las  cuestiones  po-** 
llticás  absorbiesen  los  cuidados  de  la  administración,  ó  que  la 
petnria  dejos  tiempos  no  hubiese  permitido  agravar  el  pre* 
supuesto.  Restablecida  en  4836  la  Constitución  de  4812  y 
en  seguida  la  ley  de  3  de  febrero  para  e^  régimen  económico* 
político  de  las  provincias ,  desaparecieron  aquellos  pensa- 
mientos de  centralización  administrativa  muy  poco  análogos 
&  [la  Índole  de  dicha  ley;  pero  en  la  moderna  del  2  de  abril 
reaparece  consignado  en  los  términos  siguientes:  lEI  go- 
bierno podrá  establecer  en  las  provincias  en  que  lo  juzgue 
necesario ,  uno  ó  mas  gefes  políticos  subalternos,  los  cuales 
ejercerán  en  sus  respectivos  distritos,  bajo  la  dependencia 
del  gefe  poliUco  superior,  las  atribuciones  señaladas  á  esta 
autoridad ,  pero  con  las  modificaciones  que  el  gobierno  de- 
termine» (3).  • 

En  virtud  de  este  articulo  se  han  establecido  cincuenta 
g$f08  de  distrito  (4)  cuyo  título  cambiaron  á  poco  en  el  de 
gefa  dmUs^  que  él  gobierno  ha  preferido  últimamente,  por 
guardar  mas  perfecta  analogía  entre  la  denoftiinacion  y  las 
atribuciones  que  á  dichos  funcionarios  les  están  asigna- 
das (5). 

9IKI.— En  los  gefes  civiles  deben  distinguirse  dos  carac- 
teres, el  de  administradores  de  los  intereses  municipales  y 
el  de  agentes  de  la  administración  central. 

MI9.— Como  administradores  municipales,  son  alcaldes- 

(1)  Retí  decreto  de-23  deX>otttbre do  1833,  art.  2. 

(2)  Real  decreto  de  16  de  mayo  de  1834,  art.  4. 

(3)  Art.  10. 

(4)  Real  decreto  de  l.<>  de  diciembre  de  1847. 

(5)  Real  orden  de  6  de  enero  de  1848. 
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corregidores  en  los  paeblos  de  áh  residencia,  y  en  este  con- 
cepto tienen  las  mismas  atribuciones  que  la  ley  de  ayunta- 
miento señala  á  los  alcaldes. 

MBS. — Como  agentes  del  gobierno,  pero  subordinados  al 
gefe  de  la  proyincia ,  ó  en  calidad  de  gefes  políticos  subal- 
ternos, son  á  semejanza  de  los  superiores: 

91MI.—  I.  Órganos  de  comunicación  ó  agentes  auxiliares 
encargados  de  transmitir  los  mandatos  de  los  gefes  políticos, 
por  lo  cual  publican  y  circulan  las  leyes,  decretos,  órdenes  y 
disposiciones  que  aquellos  les  trasladen.  Revestidos  de  tal 
carácter  adquieren  la  cualidSid  de  medianeros  forzosos  entre 
el  gefe  superior  de  laT  provincia  y  los  alcaldes  de  los  pueblos 
y  sus  habitantes,  de  suerte  que  no  pueden  dirigirse  á  dicha 
autoridad,  sino  por  el  conducto  necesario  del  gefe  civil,  asi 
como  el  gefe  político  tampoco  se  corresponde  directamente 
con  ellos  (4).  • 

Los  gefes  civiles ,  en  cuanto  ejercen  las  funciones  de 
agentes  intermedios,  son  autoridades  impasibles,  sin  volun- 
tad propia  y  fíeles  ejecutores  de  la, voluntad  de  un  gefe  supe- 
rior cuyos  preceptos  transmiten  sin  poder  reusar  suobedien- 
cianisu  notiGcacion,  y  sin  facultades  para  modificar  sus  actos. 

8009—  II.  Agentes  de  ejecución  por  cuanto  les  corres- 
ponde en  virtud  de  autoridad  propia  conforme  á  la  ley  que 
los  instituye,  cumplir  y  velar  porque  sean  cumplidas  en  el 
distrito  de  su  mando,  ]as  leyes,  decretos,  (ordenes  y  disposi- 
ciones superiores  cuya  observancia  procuran ;  y  así,  como*de* 
legados  del  gobierno,  aunque  bajo  la  inmediata  dependencia 
del  gefe  político,  dictan  las  medidas  convenientes  dentro  del 
círculo  de  su  autoridad  para  dar  cumplimiento  á  los  manda- 
tos superiores :  mantienen  bajo  su  responsabilidad  el  orden 
y  el  sosiego  público :  protegen  las  personas  y  propiedades: 
reprimen  y  castigan  ciertas  faltas  dentro  de  los  límites  de 
la  policía  correccional,  instruyen  pór*sí  mismos  ó  por.  medio 
de  sus  delegados  la  sumaria  información  de  los  delitos  cuya 
averiguación  se  deba  á  sus  disposiciones  ó  agentes ,  entre* 

(1)    Retí  decreto  de  i.^át  diciembre  de  1847,  aris.  1  y  5. 
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gando  á  los  tribunales  .competentes  los  detenidos  ó  presos 
con  las  diligencias  practicadas,  dentro  del  término  señalado 
por  las  leyes:  cuidan  de  todo  lo  relativo  á  sanidad  eti  la  for- 
ma que  previenen  las  leyes  y  regl^poentos  :*  dictan  en  casos 
imprevistos  y  urgentes  las  medidas  que  la  necesidad  recla- 
mare, dando  cuenta  inmediata  al  gefe  político,  y  tienen  á  su 
cuidado  el  ramo  de  protección  y  seguridad  pública  en  el  pue* 
blo  de  so  residencia  (Ij. 

Como  agentes  de  ejecución  subordinados  al  gefe  políti* 
co  pueden  explicar  sus  actos,. ó  declarar  su  sentido ,  pero  no 
ampliar  ó  restringir  el  contesto  literal,  so  color  de  interpre- 
tación, ni  dictar  otras  disposiciones  que  las  análogas  á  su 
carácter  de  gefes  subalternos  y  autoridades  locales.  Tampo-* 
co  pueden  corresponderse  directamente  con  el  gobierno,  pro* 
hibicion  necesaria  para  mantener  fa  subordinación  gerár- 
quica  en  el  orden  administrativo;  y  solo  én  el  caso  que  ocur- 
ra participar  alguna  noticia  importante  y  urgente  cuya  co- 
municación se  retrasaría  esperando  el  conducto  ordinario, 
les  está  permitido  trastornar  la  regularidad  del  servicio  y 
quebrantar  esta  regla  de  disciplina. 

SOI. —  IlL  Medios  de  insirueciony  en  virtud  de  cuyo 
carácter  les-  pertenece  proponer  al  gefe  político  todo  lo  que 
pueda  contribuir  al  adelanto  y  desarrollo  intelectual  y  moral 
de  los  pueblos  que  administran  y  al  fomento  de  sus  intereses 
materiales  (2),  ilustrarle  en  punto  á  los  pormenoresiinteresan- 
tes  de  la  administración  local,  instruirle  del  estado  de  la  opi- 
nión y  evacuar  los  informes  que  les  fueren  pedidos. 

80!9.— Siendo  los  gefes  civiles  á  la  vez  representantes  de 
la  administración  central  y  agentes  inmedratamente  subor- 
dinados á  los  gefes  políticos,  deben  tener  y  tienen  la  consi-r 
déracion  y  la  potestad  de  superiores  gérárquicos  de  todas  las 
autoridades  encargadas  del  régimen  gubernativo  y  econó- 
mico de  los  pueblos  comprendidos  en  el  territorio  de  cada 
gobierno  civil;  por  cuya  razoa  vigilan  é  inspeccionan  todos 

0)    Arl.  2.  .  • 

(2;    Arl.  2. 
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los  ramos  de  la  admioistracion  comprendidos  eo  el  territorio 
de  su  mando  y  los  establecimientos  que  de  ellos  dependen: 
dictan  las  disposiciones  condacentes  k  la  buena  administra** 
cion  de  los  pueblos  encomendados  aso  potestad;  presiden, 
en  ausencia  del  gefe  político,  todas  las  corporaciones  depen- 
dientes del  ministerio  de  la  Gobernación  sitos  en  el  distrito 
de  su  mando,  y  suspenden ,  en  caso  necesario,  y  con  tal  que 
no  se  opongan  á  ello  las  leyes  ó  los  decretos  y  órdenes  del 
gobierno,  los  actos  de  las  aptoridades,  corporaciones  y  agen- 
tes subalternos,  dando  al  instante  cuenta  al  gefe  político  su*- 
perior(l). 

808. — La  autoridad  de  los  gefes  civiles,  como  la  de  todos 
los  agentes  administratÍTOs,  seria  ineficaz  y  del  todo  inútil,  si 
no  tuviesen  cierta  parte  del  poder  coercitivo  que  á  la  adminis^ 
tracion  corresponde,  como  complemento  de  su  potestad  de 
ejecutar  las  leyes.  Estos  medios  coercitivos  son:-— 4.^  apli^ 
car  gubernativamente  las  penas  determinadas  en  las  leyes  y 
disposiciones  de  policía  y  en  los  bandos  de  buen  gobier-^ 
no:— 2.^  imponer  hasta  400  reales  de  multa  en  los  pueblos 
que  no  lleguen  á  quinientos  vecinos,  hasta  300  en  los  qne 
no  lleguen  á  cinco  mil ,  y  hasta  500  en  los  restantes,  casti- 
gando por  via  de  corrección  todo*desacato  k  la  religión,  á  la 
moral  y  á  la  decencia  pública  y  cualquiera  falta  de  respeto  k 
su  autoridad.  En. caso  de  insolvencia  sustituirá  la  pena  pe^ 
cuniaria  con  la  de  detención  de  dos«  seis  y  diei  dias  respec- 
tivamente; y  si  los  excesos  fueren  merecedores  de  mas  ri-^ 
goroso  castigo ,  debe  dar  parte  al  gefe  político  para  que  de«^ 
termine  lo  conveniente: — 3.®  requerir  el  auxilio  de  la  fuerza 
armada,  cuando  los  frenos  de  la  obediencia  se  han  qoebran* 
tado  y  el  orden  público  no  puede  conservarse  ó  restablecerse 
de  otra  manera  mas  suave  (2). 

Consideramos  innecesario  decir  mas  acerca  de  los  gefes 
civiles,  supuesto  que  la  índole  y  las  atribuciones  de  estas 
autoridades  guardan  exacta  analogía  con  las  de  los  gefes  po* 

(1)  •Art.  3. 
(á)    Art.  3. 
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lítieos,  salvas  aqaellas  claras  diferencias  qae  introdocea  los 
dos  caracteres  de  agentes  subalternos  de  la  administración 
central  y  gefes  inmediatos  de  la  administración  local  que  los 
distinguen  de  las  autoridades  superiores  de  las  provincias. 

.   CAPÍTULO  vra. 

Be  !••  alcaldes,  tenientes  de  alealde»  y  «lc«lde« 
pedáneofi. 


304.— Idea  de  paeblo.  S2i. 

305. — Supone  mtereses  propios 

Í  comunes, 
os  pueblos  están   suje- 
tos á  dos  regimeDes ;  el    326. — i 
municipal  y  el  general. 

Fundamento  de  esta  nece- 
sidad. 

•Gonsecuencits  de    dicha 
teoría. 

>Oríceu  legal  de  los  al- 
caldes. 


307.- 

30S.- 

309. 

310. 

311. 

312. 

313. 

314. 
315. 

316. 

317. 

3t&. 

31». 
320. 
321. 

322. 
323. 


325. 


327.—; 
328.— 


—Ejercieron  jurisdicción  or- 
dinaria. 

—Alcaides  ordinarios  y  ma- 
yores. 

-Autoridad  de  los  antiguos 
alcaldes. 

—Vicios  de  aquella  insti- 
tución. 

—Legislación  moderna. 

—Alteraciones  que  introdu- 
jeron las  reformas  poli- 
ticas. 

—Doble  carácter  de  los  al- 
caldes. 

—El  alcalde «  delegado  del 
gobierno. 

—Sus  atribuciones  como  au- 
toridad delegada. 

—^Órganos  de  comunicación. 

— Agentes  de  ejecución; 

•^Sus  facultades  como  admi- 
nistradcnres  de  los  pueblos. 

—Sus  actos. 

—  Ejecutan  los  acuerdos  de 
los  ayuntamiemos. 


329. 

330. 
331. 
332. 


333.—: 


834. 
335. 


336.--] 


337 

338 
339. 
340 
341 


342 


Administran    la    fortuna 
municipal. 

Actos  de   gestn|  y    de 
tutela.  ^ 

Los  alcaldes  son  manda-^ 
tarios  de  los  pueblos. 
Pueden  delegar  todas  sus 
atribuciones? 
Caracteres  comunes  á  to- 
dos los  actos  de  los  al- 
caldes. 

—Subordinación. 

— Potestad  reglamentaria. 

—Reglas  de  su  ejercicio. 

—Diferencias  entre  los  re- 

5 lamentos  qne  los  aléal- 
es distan  como  delega- 
dos del  gobierno  y  co- 
mo admiuistradores  de  los 
puebles. 

roder    coercitivo   de  los 
alcaldes. 

Limites  de  este  poder. 
Suspensión,  enmienda   ó 
rcTocacion  de  los  actos 
de  los  alcaldes. 
Impugnación  de  sus  pro- 
videncias« 

— Hespoosabiiidad  de  los  al- 
caldes. 

-r-Alcaldes  corregidores. 

— Tenientes  de  alcalde. 

— Alcaldes  pedáneos. 

—Carácter  de  los  oficios  de 
alcalde  y  teniente  de  al- 
calde. 

—Principios  que  determinaa 


Digitized  by 


Google 


U^  DBRBCHO  ADMllflSTRATiyO  ESPAÑOL. 

go  origen  misto.  345.— Sospension  y  destitncíoa 

343.— Varios  sistemas  de  nom-  de  los  alcaldes. 

bramiento.  346.— Efecto  de  estas  províden- 

344.— Intervención   de  la  Go-  pías. 

roña.  347.— Agentes  inferiores. 

_  • 

30^.— Para  formarse  idea  exacta  del  pueblo,  sea  yilla  ó 
ciudad ,  es  preciso  ver  en  él  ua  todo  y  la  parle  de  un  todo  al 
üHsmo  tienapo;  es  decir,  una  familia  ó  corporación  particu* 
lar,  y  un  miembro  de  la  familia  ó  corporación  general. 

80&.— Considerado  bajo  el  primer  aspecto,  tiene  el  pue- 
blo una  existencia  colectiva  independíente,  intereses  aisla- 
dos y  un  gobierno  peculiar,  con  la  sola  limitación  de  reco- 
nocer l^upremacía  del  poder  soberano  y  acomodarse  en 
la  gestión  de  sus  negocios  privativos  á  Jas  leyes  y  regla* 
mentes.  Bajo  el  segundo  aspecto  sacrifica  sus  intereses  de 
corporación  al  bien  del  estado,  respeta  sus  leyes,  obedece  á 
sus  autoridades,  y  en  suma,  pierde  todo  carácter  de  perso* 
nalidad  y  confunde  su  vida  propia  con  la  vida  social. 

30e.*De  esta  división  importante  nace  la  diferencia  en- 
tre el  régimen  municipal  y  el  gobierno  ó  la  administración 
del  estado,  y  surge  también  la  necesidad  de  instituir  ma- 
gistrados que  cuiden  á  la  vez  de  la  gestión  económica  de  los 
intereses  vecins^fes  y  velen  por  la  conservación  y  fomento  de 
los  públicos. 

309.— Cuanto  mas  nos  acercamos  al  fondo  de  la  sociedad, 
tanto  mas  claramente  divisamos  estos  dos  órd'enes  de  actos 
administrativos,  porque  conforme  el  círculo  de  los  afectos* é 
intereses  se  estrecha,  las  relaciones  son  mas  íntimas  y  las 
cadenas,  sin  hacerse  mas  pesadas,  son  mas  fuertes.  Los  vín- 
culos políticos  abrazan  mayor  número  de  personas  y  deter- 
minan relaciones  mas  extensas  y  variadas;  pero  sujetan  mas 
nuestro  corazón  el  nudo  sagrado  de  las  familias  y  los  lazos 
de  la  sangre.  Es  un  problema  todavía  si  conviene  fundarel 
orden  social  mas  bien  en  la  intensidad  que  en  la  extensión 
de  los  afectos,  dado  que  es  un  hecho  constante  en  nuestro 
siglo  que  cuanto  ganan  en  superficie  otro  tanto  pierden  en 
profundidad;  mas  como  qaiera,  estos  sentimientos  de  amor 
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concentrado  en  la  fomília,  en  el  pueblo  y  en  la  provincia 
existen,  y  deben  ser  respetados  por  el  legislador,  mientras 
no  degeneren  en  un  egoísmo  colectivo,  apareciendo  el  esta- 
do como  nn  vasto  sistema  de  asociacioB  cuyas  fuerzas  se  ba- 
ilan repartidas  en  mil  círculos  de  actividad  que  giran  alre- 
dedor de  un  solo  centro,  y  contribuyen  con  la  diversidad  de 
sus  movimientos  á  la  armonía  general. 

Por  manera  que  en  el  seno  de  la  grande  patria,  de  la  pa- 
tria común,  poseemos  una  segunda  patria,  el  pueblo  en  don- 
de hemos  nacido,  en  donde  habitamos,  en  donde  viven  nues- 
tras familias  y  se  hallan  nuestros  bienes;  el  centro,  en  su- 
ma, de  todos  nuestros  intereses  los  mas  caros  y  de  nuestros 
recuerdos  los  mas  tiernos. 

3#8. — Conforme  áesta  teoría,  el  gobierno  mira  al  bien 
de  la  nación:  el  gefe  político  al  público  y  al  de  su  proYincia, 
y  el  alcalde  está  instituido  para  procurar  el  común  juntamen- 
te con  el  local.  Asi  se  ha  comfirendido  en  Espafta  desde  los 
tiempos  mas  remotos  de  nuestra  monarquía,  pues  el  origen 
de  los  alcaldes  es* antiguo,  por  lo  mismo  que  la  necesidad  dé 
su  establecimiento  no  es  moderna. 

SO#. — Cuando  habláremos  de  tos  ayuntamientos,  expon- 
dremos en  breves  palabras  la  historia  del  gobierno  munici- 
pal de  España,  porque  ahora  solo  entra  en  los  limites  de 
nuestro  cuadro  describir  el  origen  y  las  facultades  de  los 
alcaldes,  que  si  son  miembros  de  las  corporaciones  munici- 
pales y  ejecutores  de  sus  acuerdos,  también  se  hallan  reves- 
tidos con  el  carácter  de  agentes  de  la  administración  central. 
Conquistada  Toledo  por  don  Alonso  VI ,  fue  dividido  el 
gobierno  de  aquella  ciudad  entre  tres  alcaldes,  el  mayor 
nombrado  por  el  Rey  y  dos  ordinarios,  uno  de  los  muzárabes 
ó  vecinos  antiguos,  y  otro  de  los  castellanos  ó  pobladores 
nuevos,  ambos  elegidos  por  sus  respectivas  otases  (1).  Aun- 
que la  institución  de  los  alcaldes  tuto  por  objeto  administrar 
justicia  según  fuero,  y  venfan  á  ser  estos  magistrados  unos 
jueces  foreros,  también  ejercian  airibuciones  gubernativas, 

(t)    Sempere,  Skíútia  M  demho  etpaéoít  cap«  S3. 
To«o  L  tO 
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jcpppcieAdo  por  yía  d^  apelación  de  )o8  f suatos  de  a|)MtO(f, 
propios  y  ái^ks  raruo^  de  policía. 

S;l^.—La  copcesioa  de  jarisdiccion  &los  alcaldes  desn^ 
ta^aljz^e^tos  oficios  que  debiendo  pfS|rteoecerealeraiQe|^(e)|) 
orden  administraüyo  y  ser  principalmente  muaicipales,  adr 
quírieron  el  carácter  de  público^,  porque  ^  su  desen^peOo 
iba  anejo  el  cargo  de  administrar  justicia;  y  pomo  el  mero  y 
misto  imperio  era  una  prerogativa  real,  la  libertad  de  los 
piueblos  ep  punto  &  su  gobierno  ecoi^ómico,  qus  bien  ^e  coi^r 
servó  por  el  influjo  4e  las  corporaciones  lUmadas  concej^sj) 
ayuí^tamíei^tp^ ,  «que  en  ^anos  de  }o^  natprales  ^ep^orje^  á,^ 
^u^  acuerdos  y  providencias. 

311. ^Sin  embargo,  algunos  puebjos  babiap-reflaYqado 
y  pl^tenido  el  fuero  de  no  recibir  jifeces  forasteros,  sino  pu^^n- 
do  todos  ó  U  maypr  parte  de  los  vepinos  le  pidiesen;  pj^ro  U^ 
Jleyes,  constantes  siempre  en  la  poUticade  robustecer  su  aur 
toridad  enflaquecida  por  )os  considerables  privilegio^  q^e  ba* 
^i^n  otorgado  antes  á  las  ciudades  y  villas  del  reiqp  en  6áiq 
^1^  la  nobleza,  perseveraron  desde  el  siglo  X Y  en  el  pensa- 
miento de  mandarles  corregidores;  a§í  fue  que  unos  pueblps 
se  regían  por  alcaldes  ordinarios  elegidos  por  ello^  Qoísm^i^,  y 
{Ttfp^  prestaban  obediencia  á  los  alcf^ldes  mayores  nombra^- 
(|qs  por  e|  Rey.  I4  autoridad  de  los  delegados  reales  s^  ^-* 
gr^n^eci/^  coi^  tienta  mas  facilidad, .cuanto  que  D.  Alof^so  %í^ 
p^ra  evjtar  varios  inconvenientes  del  gobierno  mu^jcjpal.^ 
introdujo  la  extraña  novedad  de  vincular  perp^ifa^epte^ 
cj^r^as  famjlisis  los  oficios  concejiles,  perdiendo  de^de  enton- 
fes  Is^  cqn^ideracjon  de  mfigistratqras  populares,  y  qufsdsindo 
r^uc^dp^  á  la  categoría  de  Utulqs  bppprificos  ó  v^ua^  (Us^tin- 
^ipoes  berfsditari^s  ^n  tiqaj^s  determinados. 

819.— ^^  alcaldes  fueron,  pueg^pirimitivfa^ntjevadeQ^á^ 
di|  miniqirqs^  de  jostipia^  depositafrÁ^^  de  uqi^  par^  de  |\qup- 
l|^  fif^rid^d  públípa  qi^c  á  1^  co^ceifs  c9iTi;esppA4í*  Mí^?> 
discutir  y  r^jver  los  asuntoi;  901001^%,  y  sup^ri^res  de  cier- 
tas ofícis^les  municipaileB?  4e  f^qyas  p^xl4flPPi^^  coAPi^iaü  ^ 
grado  de  apelación;  y  al  mismo  tiempo  que  participaban  del 
gobierno  eoonópúco  de  tos  pu^os,  aoliaarnaadar  Ufuer- 
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za  armada  qae  eada  concejo  mantenía  á  su  «neldo  para  pro- 
Teer  &  la  tranqnilídad  de  sus  juntas  ó  cabildos,  asegurar  el 
cumplimiettto  de  la  justicia,  perseguir  k  malbecliores,  soste^ 
ner  los  derechos  de  la  comunidad  y  salir  k  sertícío  del  prin* 
cipe  en  los  casos  estipulados  por  las  cartas  y  fueros. 

SIS.— Los  alcaldes,  jurados  ó  jueces  foreros,  k  diferen- 
cia de  losjneces  forasteros  ó  de  salario  que  el  Rey  nombra- 
ba y  retribuía,  llevaban  el  sefto  de  una  creación  monstruosa, 
porque  su  oficio  era  en  gran  parte  real ,  y  su  nombramiento 
de  origen  popular:  confusión  de  facultades  que  no  reprende* 
remesen  los  hombres  de  aquellos  tiempos,  pero  tan  viciosa 
entonces  como  ahora.  Verdaderamente  los  Reyes  y  los  con* 
cejos  protestaban  con  su  diaria  conducta  contra  los  vicios  de 
la  institución,  pugnando  aquellos  por  extender  su  influjo  en 
el  gobierno  de  los  pueblos,  y  resistiendo  estos  la  invasión 
credente  de  la  autoridad  real,  lucha  sostenida  con  empeño 
y  con  razón  sobrada  por  entrambas  partes,  pues  si  la  tenian 
poderosa  las  ciudades  y  villas  para  defender  sus  libertades 
municipales,  tampoco  había  sinrazón  en  los  Reyes,  coando 
revindícaban  el  ejercicio  exclusivo  de  sus  prefogaüvas.  El  in- 
terés público  demandaba  dar  al  Rey  la  justicia,  y  el  gobíer* 
no  ecooómico  de  las  ciudades  y  villas  á  sus  alcaldes  y  con^ 
cejos;  pero  en  vez  de  esta  solacion  fkcií  hoy,  imposible  en- 
tonces, hubieron  de  entrar  en  tratos  los  Reyes  y  los  pueblos 
y  avenirse  reciprocamente,  otorgando  al  gobierno  municipal 
mas  ó  iftnos  libertades,  aunque  comunmente  solía  prevale- 
cer cierta  propensión  hacia  el  encumbramiento  de  la  potes- 
tad real.  Porque  si  bien  se  consagraba  como  fuero  el  princi- 
pio que  los  alcaldes  ó  jueces  fuesen  puestos  por  los  vecinos, 
unas  veces  se  requería  la  aprobación  ó  confirmación  de  este 
nombramiento  por  el  Rey,  otras  estaban  los  pueblos  obliga- 
dos fi  recibir  jueces  reales,  y  otras  en  fin,  cuando  las  ciuda- 
des ó  villas  habían  obtenido  el  privilegio  de  gobernarse  por 
si  propias,  todavía  quedaba  á  ¿i  autoridad  real  abierta  una 
brecha  en  la  cláusula,  «salvo  en  aquellos  logares  do  nos  pi- 
diesen jueces  de  fuera  el  conceyo,  ó  la  mayor  parte  del  con- 
ceyo,  que  lo  podamos  nos  dar»:  ocasioDes  que  por  desgracia 
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fueron  harto  frecuentes  á  causa  de  los  bandos  y  parcialida- 
des que  dividieron  después  á  los  pueblos,  y  ofrecieron  ái los 
Monarcas  mil  felices  coyunturas  de  debilitar  el  gpbjerno  mu* 
nicipal,  nombrando  corregidores  que  reslableciaQ  la  paz  ad^ 
ministrando  iraparcialmentc  justicia. 

314.-- Esta  diversidad  de  legislación  subsistió  hasta  QUies- 
tros  días,  lo  mismo  que  el  principio  de  la  elección  popular, 
pues  todavía  en  la  Novísima  Recopilación  se  ordena  que  á 
las  ciudades,  villas  y  lugares  de  estos  reinos  les  sean  guar- 
dados sus  privilegios  y  se  les  confirma  en  el  goce  de  sus  li* 
bertades  y  franquezas,  buenos  usos  y  costumbres  (i), 

315.— Publicada  la  Constitución  de  1812 ,  la  autoridad  de 
los  alcaldes  fue  encerrada  dentro  de  sus  verdaderos  límites,, 
influyendo  la  nueva  organización  política  del  estado  en  la 
separación  de  las  facultades  judiciales  de  tas  administrativas 
que  por  tantos  siglos  estuvieran  confundidas.  La  ley  de  3  de 
febrero  de  1823  considera  á  los  alcaldes  como  agentes  del 
gobierno  y  como  presídenies  de  los  ayuntamientos  y  ejecu- 
tores de  sus  acuerdos.  En  1 824  recobraron  los  alcalde^  las 
atribuciones  judiciales  y  gubernativas  que  antes  ejercian, 
volviendo  á  ser  autoridades  de  doble  naturaleza,  y  perdieron 
en  cambio  su  origen  popular,  habiéndose  mandado  que  los 
ayuntamientos  propusiesen  en  terna  para  los  oficios  munici- 
pales, y  que  la  audiencia  ó  chancilleria  del  territorio  nom- 
brase entre  los  propuestos.  Mas  adelante,  dividido  el  territo- 
rio en  partidos  judiciales,  é  instituidos  los  jueces  letrados,  se. 
proveyó  de  otro  modo  tnas  conveniente  á  la  necesidad  de  ad- 
ministrar justicia,  prohibiéndose  á  los  alcaldes  ordinarios 
ejercer  acto  alguno  de  jurisdicción  contenciosa  (2). 

Desde  entonces  acá,  así  como  fueron  grandes  y  frecuen- 
tes las. vicisitudes  políticas,  varias  también  y  profundas  han 
sido  las  que  sufrieron  las  instituciones  administrativas;  pero 
todas  ellas  respetaron  constantemente  dos  principios,  la  elec- 
ción popular  y  el  carácter  administrativo  de  los  alcaldes ,  si 
bien  en  cuanto  á  su  desarrollo  buho  graves  diferencias  cuya 

(1)  Ley  i,  tit.  IV,  lib.  vii,  Nov.  Becop. 

(2)  Beal  drden  de  5  de  setiembre  de  183  i. 
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ioaporUncia  creció  por  habérselas  considerado  como  cuestio* 
Bes  de  (jartido. 

Sie; — La  ley  de  organízacioa  y  atribaciones  de  los  ayun- 
lamieolos  vigente  en  el  día,  distingue  en  los  alcaldes  dos 
caracteres,  según  los  cuales  ejercen  atribuciones  diversas, 
pues  obran  unas  veces  como  delegados  del  gobierno,  y  otras 
como  administradores  de  los  pueblos;  es  decir,  que  le  cor* 
responden  atribuciones  mistas  en  razón  de  su  doble  carác- 
ter de  autoridad  pública  é  individuos  del  ayuntamiento. 

8tl.— Que  el  alcalde  tenga  facultades  delegadas  por  la  ad- 
ministración central  y  que  las  baya  de  ejercer,  no  en  inte- 
rés del  distrito  municipal  cuyo  administrador  es,  sino  en  pro- 
vecho de  la  sociedad  general,  lo  exige  el  dogma  de  la  pnidad 
administrativa,  el  cual  requiere  que  así  como  hay  un  solo 
gefe  supremo  en  el  corazón  del  estado  y  una  sola  autoridad 
superior  k  la  cabeza  de  las  provincias,  haya  también  un  ma- 
gistrado único  en  el  seno  de  los  pueblos. 

Los  alcaldes,  como  delegados  del  gobierno,  están  bajo  la 
inmediata  autoridad  del  gefe  político  (1],  ó  del  gefe  civil  don- 
de le  hubiere:  son  agentes  de  la  administración  central,  y  la 
ley  los  subordina  enteramente  á  sus  superiores  gerárquicos 
en  el  orden  administrativo.  Son  puros  mandatarios  de  la  ad- 
ministración superior,  por  lo  cual,  no  solo  corresponde  á es- 
ta el  derecho  de  vigilancia  é  inspección,  sino  la  iniciativa  en 
ios  actos  de  los  alcaldes  por  medio  de  órdenes  é  instruccio- 
nes á  cayo  fiel  cumplimiento  están  obligados,  porque  todo 
mandatario  debe  seguir  la  voluntad  de  su  mandato,  animar- 
se con  su  espíritu,  empaparse  en  su  pensamiento. 

St8.— Como  delegados  del  gobierno,  los  alcaldes  pue- 
den ser: 

Sñ9. —  L  Órganos  de  comunicación  que  obran:  4.**  noti^ 
ficando  ó  publicando  las  leyes,  reglamentos,  reales  órde- 
nes y  disposiciones  de  la  administración  superior.  Adviérta- 
se, sin  embargo,  que  no  es  condición  esencial  para  que  las 
leyes  sean  obligatorias  esta  forma  de  promulgación ,  y  por 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  73. 
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taoto  la  ioterveacioa  oficial  del  alcalde  solo  es  oecesaria  con 
respeto  a*  las  leyes  y  reglameatos  de  general  observaacU 
cuya  notificacioa  le  fuere  maodada,  y  siempre  que  los  actos 
legislativos  ó  admiaistraüyos  no  debies^o  ser  ejecutados  si* 
no  por  los  habitantes  de  un  distrito  municipal,  porque  en* 
tonces,  no  siendo  promulgados  á  inanera  de  preceptos  comu- 
nes, es  preciso,  para  que  sean  ejecutorios,  el  concurso  de  h 
autoridad  de  los  alcaldes ,  con  el  fin  de  qtie  llegue  á  noticia 
de  aquellos  á.  quienes  obligan:  S.^  tran$mUimdo  á  los  gefes 
civiles  ó  gefes  políticos  las  reclamaciones  ó  quejas  que  los  ha- 
bitantes elevaren  á  estas  autoridades  por  au  conducto:  3.""  é 
ilustrando  á  las  mismas  autoridades  con  sus  informes  sobre 
pormenores  de  la  administración  ó  pretensiones  individuales, 
cuando  les  fueren  pedidos. 

99#.—  11.  Agentes  d$  qecucioñ  ó  encargados  de  cumplir 
y  hacer  cumplir  las  leyes  y  disposiciones  superiores  que  pro* 
ceden:  ñ .''  ejecutando  todos  los  deberes  especiales  que  les 
señalan  las  leyes  y  reglamentos  en  ponto  á  reemplazos  del 
ejército,  beneficencia,  instruccioB  pública,  estadística  y  á^^ 
más  ramos  de  la  administración:  3.^  mandando  6  adoptando 
por  sí  propios,  donde  no  hubiere  delegado  del  gobierno,  Uk 
das  las  medidas  protectoras  de  la  seguridad  personal  y  de  la 
tranquilidad  pública,  y  dictando  reglamentos  é  bandos  con-* 
ducentes  al  ejercicio  de  sus  atribuciones:  3.^  auxiliando  i 
los  recaudadores  de  las  contribuciones  y  suministrando  á  las 
tropas  nacionales  alojamientos  y  bagajes,  para  que  ninguno 
de  estos  servicios  se  dilate  ó  interrumpa:  4."*  reprimiendo  ó 
aplicando  gubernativamente  las  penas  señaladas  en  las  leyes 
y  reglamentos  de  policía:  5.^  y  por  último»  requiriemi^  t\ 
auxilio  de  la  fuerza  armada  cuando  fuere  necesario  su  apoyo 
para  conservar  el  orden  público  (4). 

3M.--Como  administradores  de  los  pueblos  poseen  \m 
alcaldes  autoridad  propia  emanada  de  la  ley » aunque  la  ejec^ 
cen  bajo  la  vigilancia  de  la  administración  superior;  es  d^ 
cir,  que  cuando  son  delegados  del  gobierno,  este  los  subor-* 

(1)    Ley  de  S  de  enero  de  1S49,  art.  73. 
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Atia'ft  aúa  ácéion  'mti^édiátia  y  tíétté  en  sus  actés  una  fttter-* 
v€(tí(Adíií  directa;  pete  ti  tAtan  efo'^ídad  de  mandatarios  de 
hr$  püebÍ6S,  laaccioü  éd  mediaífa  y  la  íQlerv^éttcton  se  limitar 
«i  ^rélcio  de  aquel  dereclio  dé  ^0]^réáiá  iútípéccion  qéé  ett> 
tbdtí6  kÉtoiépbnciofí^  pertenece  argefe'dét  pédeÉ^  ejeíétti- 
To,  á  fin  de.  que  las  leyes  y  reglamentos  seafá!  (ÁseMiifiM;  dé 
otra  sóferté^odiia  Süéedler  qbe  él  bien  p^lfco  ftlésé  p(>spoes- 
to  á  un  interés  coiecti?o,  y  el  todo  sacrificado  á  la  íñtíí&t  ñé 
sufi^párlérf. 

¿as  (áctttfades  de  tés  aAc«tdes  tinao  admiDi¿lradót*és*  de- 
tos  poéMod,  AáSon^pbés;  d^égadás  ^t  éígoMetno;  rilso  pim- 
plas éláh^fenlM  &'Iá  mi^ná  tmlarale^a,  A  lá  esencia  m1sm# 
d^  pddér  municipal,  porque  si  los  ayuntami^utois;  sób  eorpoK 
raciooes  reconocidas  y  aprobadas  péf  la  ley:  si  tietreü  uniÉr 
exíst^cfaf  pública  di^iuta  de  btida' general:  si  ligaii  á  tós^ 
teeiWHf  ettlre  si  tíéMüs  felációnes  y  tos'  tinen^ctettos  íike- 
re^te  q«e  ii\  son  dé  fia^fKa ,  ni  de  á^iédad;  j  sí  en  Bdí  po- 
seeil  bienes  propios  é  ñn  paitftnonlo  éouiiin  á  los  habitaíntes 
dé  éadá'  pMblo,  préeís^y  é^  qué  baya  tüií  rep^é^éiítante  dé  es- 
Cal  fi^MAad^y  nb  géí'dÉté  dé  la  fóftutta'mtitilcipal. 

S9t.--Todos  tos  actos  de  lo^  alcaldes  ébmo  addiibií^a^ 
doréfil  dé  lo!r  pUébléis,  éManaW  ptíes  del  (itíiícípio  de  conser- 
tiiAofti  a^tiéldó  á  didhás  asoéiaiciónes  pbtffiefáyr  séti  acibé 
cofi9«rf»torf<6d  dé  ñú  étísrtéñdi)»,  faVcyi^ablé  i  Su'  dteAftétto  y 
p^Meeto^ed  dé'  su  repé^ ;  pbr  ééya-  raiíon'  tos  atéalde^: 

•Mí.—  r.  ábn  ejeéüfóres  nátóS  dé^  lo^i  ácftfe^db»' de  toi^> 
ayulMíáWfémés,  cdáMo  tiénei^  togaTménte  el  carácter  de  eje- 
¿aTortos^;  mfeis  coaAdo  vérsiáfrcfií  sobré  apuntos  ágenos  k  lá 
competencia  de  la  corporación  municipal,  ó  pudiesen  ocáéto^ 
náf  pé^Ükiitis  ^biité^,  ^nspenderáti  su  éjeéución  hhélte  con- 
snlbf  tf^gefepólltíóó  (4).  tamábieñ  ejeéniab  las  déTibera^id"- 
MÉ  dé^fo^a^ubtáttfiétitUir,  M  ftielseii  conformé^  á  láb'leyes  f 
itgforiientos,  y  si'  ádieitftls  reéayese  h  aproB^cioh  del  géft^ 
politicé,  cnaücto^n  ehá  no  pueden  lieturse  á  eféétb  (3J. 
Por  manera  que  tos  akaldes  sotí  Ibs  administradoi'es  úáiv 

(1)  Art.74,§.  i. 

(2)  Art.  SI. 
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eos  de  los  pueblos:  las  corporaciones  muoícipales  aeuerdan 
y  deliberan :  en  la  emisión  del  voto  espiran  sus  facultades, 
y  alli  mismo  empiezan  las  dei  alcalde.  En  la  administración 
municipal,  como  en  la  general,  ia  deliberación  es  obra  de  . 
concejosLóautorklades  colectivas,  y  la  ejecución  pertenece 
siempre  &  las  autoridades  unipersonales. 

Como  á  tales  únitos  encargados  de  la  ejecución  les  cor* 
responde : 

i  .^  Dirigir  los  establecimientos  municipales  de  instruc- 
cion  pública',  beneGcencía  y  demás  sostenidos  ppr  los  fondojs 
del  común,  con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos  especia- 
les de  los  mismos  establecimientos,  precaviendo,  comproban- 
do, corrigiendo  é  dénúiiciando  los  abusos  que  observaren 
con  firmeza  y  discreción..  ,       '   • 

2.^  Elevar  al  gefe  político,  y  en  su  caso  al  gobierno  por 
conducto  del  'mismo  gefe ,  las  exposiciones  y  reclamaciones 
que  el  ayuntamiento  acuerde  en  asuntos  propios  de  sus  atri- 
buciones ,  y  corresponderse  con  los  alcaldes  de  otros  pueblos 
ó  distritos  de  la  misma  provincia,  cuando  fuere  necesario  pa- 
ra arreglar  intereses  comunales  ó  para  el  mejor  desempeño  de 
sus  peculiares  obligaciones  (I). 

Cuando  los  alcaldes  fuesen  de  distinta  provincia,  no  pue- 
den corresponderse  eidU^e  sí,  porque  no  perteneciendo  á  la 
misma  unidad  administrativa,  sus  relaciones  pudieran  com- 
prometer el  servicio  provincial ,  y  además  carecen  de  supe- 
rior común  que  termine  sus  desavenencias;  de  manera  qne 
si  dos  alcaldes  de.  diferente  provincia  necesitaren  comunicar- 
se oficialmente,  ambos  deben  dirigirse  á  su  gefe  político  res- 
pectivo. 

B.""  EjecuUr  todas  las  medidas  de  policía  urbana  y  ru- 
ral, eS;  decir,  velar  por  la  seguridad,  salubridad,  comodi- 
dad, ornato  y  reposo  público  en  las  ciudades^  y  proteger  las 
cosechas  en  el  campo  conforme  á  las  leyes,  reglamentos  y 
disposiciones  de  la  autoridad  superior  y  con  arreglo  alas  or- 
denanzas municipales:  nombrar  á  propuesta  en  terna  hecha 

(1)    Art.  74,§§.  8,  ily  12. 
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por  el  ayaaiamiento»  lodos  los  depeadientes  de  los  ramo9  de 
•  policía  ^urbana  y  rural  para  qaieoes  no  haya  establecido  un 
•modo  especial  de  aombramieiitQ,  suspenderlos  y  destiloirlos 
eomo  gefe  qixe.  es  de  este  servicio,  y  conceder  ó  negar  per-^ 
miso  para  toda  clase  de  diversiones  públicas  y  presidirlas* 
cuando  el  gefe  poUtico  no  lo  Iticiere  (4 ). 

8941.-^  IL  Sp«  gerentes  de  la  fortuna  nannicipal  ó  admi- 
nistradores 4el  patrímonia  de  los  pueblos  que  defienden  en 
juicio  ó  extrajudiciaimente.  Así  procuran  la  conservación  de 
las  fincus  pertenecientes  al  común:  vigilan  y  activan  las  obras 
públicas  que  sé  costean  con  fondos  municipales:  velan  sobre 
el  buen  desempeño  de  ios  adminislrallores  y  empleados  en  la 
recaudación  é  intervención  de  los  fondos  comunes:  presiden 
las  subastas  y  remates  públicos  dé  ventas  y  arrendamientos 
de  bienes  propios.,  arbitrios  y  derechos  del  eomun  con  asis'*- 
tencia  del  regidor  sindico :  otorgan  las  escrituras  de  com- 
pras, ventas,  transacciones  y  demás  para  que  se  halle  auto- 
rizado el  ayuntamiento  y  representan  en  juicio  al  pueblo  ó 
distrito  municipal ,  ya  sea  como  actor,  ya  como  demandado 
cuando  estuviere  competentemente  autorizado  para  litigar, 
y  en  casos  urgentes  podrá  también  presentarse,  en  juicio 
desde  luego,  dando  cuenta  inmediata^al  gefe  político  para  ob- 
tener la  debida  autorización  (S) ,  consideráadoso  aquel  acto 
como  interino  ó  puramente  conservatorio  de  los  bienes  ó  de 
los  derechos  del  ayuntamiento  comprometidos  tal  vez  en 
una  leve  dilación. 

Si  el  gefe  político  no  aprobase  después  el  acto  conserva^ 
torio,  la  responsabijidad  sería  personal  del  alcalde  6  eomun 
del  ayuntamiento,  según  que  hubiere  aquel  incurrido  en  un 
error  ó  falta  indisculpable,  é  hubiese  procedido  con  un  ex- 
ceso de  celo  mas  digno  de  aprecio  que  de  enmienda. 

8t5.— En  estos  casos  obra  el  alcalde  como  tutor  de  los 
pueblos  en  virtud  de  un  mandato  puramente  civil:  sus  actos 
son  de  carácter  privado  y  están  si^etos  á  las  reglas  del  dere^ 
cho  común  y  á  la  competencia  de  los  iribunales  ordinarios;  La 

(1)    Arl.  74,  §§.  5,  6  y  !►. 

(¿)    Art.  74,  §1.2.  3,  4,  7  y  10. 
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aatorizacioa  admiiiislratífa  fto  cambia  la  aiturites»  de  estos 
actos  de  geUíoa  y  taiela^  stncr  qw  protege  en  nombre  del 
estado  al  ayontaíniento  constderinidele  «enio  un  menor,  y  sir-  * 
ye  para  corroborar  hi  ebligaekm  coiiiraida  privtedofa  de  todo 
jefecto  retroacÜYo* 

*  Entre  una  ohligackfn  cetebradt  por  el  alealde  en  nombre 
del  ayontaniiento  préfia  la  atttoritacRm*|dmiirisirafittft  y 
otra  contraída  sin  este  requisito  previo,  hay  una  diferencial 
esencia),  á  saber,  que  la  convencioíi  no  autorizada  obliga  ai 
tercero  si«  que  la  administración  muniolpal  qotde  obligada, 
y  la  autorizada  liga  á  entrambos  contrayentes,  porque  es  per- 
fecta; pero  si  recayese  éa  la  primera  la  aproba^non  posterior 
dei  gefie  potUvco,  el e^onlrale adquiere  Tnertade  definitivo. 
Esto  se  aplica  á  la  convencfon  pvray  simple;  mas  si  fue- 
se condicional,  esApnlandO' los  contrayentes  bajo  el  stipuesto 
de  obtener  la  atftori2a^ioii>  ad^nistrativa,  nadiequéda  oMí'- 
gado,  sino  se  ateanssa. 

st^.^-Obsérvese^  abora  gomo  io^  alcalde^,  cualesquiera' 
que  ^an  las  atrtbofcíoifes  que  ejerzan  eon  el  carácter  de  ad- 
mínislfaddres  de  fOá  pueblois,  son  Étts  vefrditderds  mandáta- 
i^los^,  de  suerte  qtie  si  el  ayuntamiento  tiene  la  voz,  la  per-- 
sonaltdad  reside  esclusi^mente  en  el  alcaflde. 

»tY.—^Siend^  estos  magistrados  las  anioridades  soj[>eWo- 
íi^s  encargadas  de  M  adminisCracidn  com^tfal,  es  obvio  qM 
tendrán  f)BM;ijdtades  parft*  delegar  las  áCAfttMiiones  qw  tes  com- 
peten por  derecho  propio  ó  en  virtud  de  la  l€f  cmyos  agentéír 
son  en  este  caso,  y  no  del  gobierno,  en  sus  inmediaftosr  su- 
balternos á  quienes  podr&n  cometer  el  cuidado  de  todo  ó  par- 
te de  los  ramos  dependientes  dé  su  potestad  dentvdd<e  tos  li- 
mites prescritos  por  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones* 
superiores  (4 ) ;  pero  no  asi  podrán  delegar  ni  su  autoridad, 
n«su  representación  civil  en  oti^  persona  alguna,  annqec  lo 
consienta  el  ayuntamiento,  porque  todas  las  atribuciones 
del  alcalde  sotí  (te  orden  páblioo. 

sts.^Bn  todos  ios  afcloft  delbd  alcaldes  cbmo  dielegados 

(1)    Art.  77. 
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dd  gobierno*,  ora  ^oüBqoen,  IraDsroitaB  ó  tlusircB,  ora  eje- 
eatea,  manden,  avxílkit,  castígirai  ó  requierai,  y  en  todos 
los  demás  relativos  &  la  adininistracion  comnoai  y  á  la  ges- 
lioirdel  pairimonio  de  los  pueblos^  se  descubren  tres  carac- 
teres fiiadainenlalea,  á  saber  Ja  subordiiiacioagerárquica, 
la  potéiíiUd  reglamentaria  y  el  poder  eoerciüvo,  caracteres 
eoMonefl  &  los  actos  de  todas  las»  autoridades  administraüras. 

SBllv — ^La  sabaidÁaacioQ  ÍB4)one  &  los  alcaldes  el  estrecho 
deber  de  la  obediencia  á  las  disposiciones  del  gobierno  y  de 
SQS  repreaentaiKes  efi  las  provincias  y  ea  los  distritos,  asi 
como  la  superioridad  gerárquíca  de  estos  es  la  razón  porque 
la  ley  lea  confiere  el  derecho  de  suspender ,  reformar  ó  anu- 
lar los  actos  de  los  alcaides.  Mas  como  pudiera  ácoirtecer  qiM 
el  servicia  público  fuese  comprometido  par  el  abandono  ó-  la 
resistencia  formal  de  an  alcalde,  él  legislador,  previendo  este 
caso,  ha  dispuesto  que  cuando  un  alcalde  dejase  de  ejecutar 
algún  acto  prescrito  por  la  ley^  el  gefe  político  después  de 
haberle  requerido  al  cumplimiento ,  debería  proceder  oficial-- 
mente  k  su  ejecución  ya  por  sf ,  ya  por  medio  de  comisiona-* 
do»  dando  en  seguida  parte  al  gobierno  de  la  desobediencia 
del  alcalde  para  la  resolución  á  que  hubiere  lugat  (4 ).  P^ea* 
to  que  el  gobierno  estái  ea^eargado  do  k  ejecucioa  de  las  le- 
yes bajo  su  responsabilidad,  es  preciso  concederle  la  autori* 
dad  bastaola  para  reíaaver  coaleaquiera  obstáculos  á  la  ac-* 
cion  libre  del  poder  ejecutivo.  * 

sse.— La  plenitud  de  la  polestad  reglamentaria  reside  en 
él  Rey,,  quien  la  comanica  k  todaa  las  aulotidades  á  las 
cuales  dc^^  la  facultad  de  hacer  ejecutar  las  leyes»  porque 
no  soA  los  agenles  del  gobierao  m  ningún  grado  de  la  esea^ 
la  admiaistraiiva  instrumentos  det  ciega,  obediencia ,  sino 
delegados  de  su  pensamiento  y  de  au  acción.  Cuando  lo&  al- 
caldea  ol)ran.como  adaaíaisiradQres  de;  los  pueMoa,  la  potesr 
tad  reglameniaiia  resida  segim  la  ley  en  loa  ayuniamtentoe 
eufoa  individflM  son,  y  pattácipaa  coa  este  carácKr  de  $m 
ejerdmok 

(I)    Art.  76. 
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sst. — Varías  son  las  reglas  que  conriene  tener  presentes 
en  cuanto  al  ejercicio  de  esta  potestad  reglamentaria,  á 
saber: 

I.  .  Los  alcaldes  poseen  la  potestad  reglameAtaria,  do^Io 
respecto  á  las  materias  que  la  ley  de  8  de  enero  les  confia, 
bien  los  considere  como  delegados  del  gobierno ,  bien  como 
administradores  de  los  pueblos,  sino  también  relativamente 
al  ejercicio  de  las  atribuciones  que  segnn  leyes  especiales  les 
corresponden.  Dentro  de  dichos  límites  los  actos  de  su  au- 
toridad son  legítimos;  si  los  traspasaren,  constituirán  una 
ilegalidad  por  razón  de  incompetencia  ó  por  exceso  de  po-* 
der:  entonces  na  son  obligatorios,  ni  por  su  desobediencia 
incurre  líadié  en  falta.  Los  tribunales  tampoco  deben  apo- 
yarlos con  su  autoridad,  so  pena  de  hacerse  cómplices  del 
acto  ilegal ,  y  á  fuer  de  ilegal ,  nulo. 

Mas  si  la  disposición  reglamentaria  cabe  dentro  de  los 
poderes  del  alcalde,  aun  cuando  fuere  inoportuna,  perjudicial 
ó  inconveniente,  será  siempre  un' verdadero  acto  administra- 
tivo que  los  habitantes  deben  obedecer  y  los  tribunales  apli-' 
car,  hasta  que  el  superior  gerárqnico  tuviese  á  bien  refor- 
marlo ó  anularlo. 

IL  Si  la  ley  hubiere  reglamentado  ya  cierto  servicio  dé 
los  que  están  bajo  la  autoridad  del  alcalde,  éste  no  puede  al- 
terar las  reglas  establecidas  subrogando  su  voluntad  á  la  del 
legíslado'V,  ni  por  consiguiente  ampliar  ó  restringir  su  sen- 
tido, ni  imponer  penas,  ni  agravar  las  impuestas. 

HL  Cuando  la  ley  otorga  á  los  alcaldes  la  potestad  regla- 
mentaria sin  señalar  limites  fijos  á  su  autoridad,  no  se  en- 
tienda que  le  confia  un  poder  omnipotente.  Sí  obra  como  de- 
legado del  gobierno,  debe  respetar  los  principios  constitu- 
cionales y  las  leyes  fundamentales  del  estado :  p6r  ejemplo, 
no  podrá  un  alcalde  violar  el  domicilio  de  un  habitante,  so 
protesto  de  averiguar  ó  castigar  una  infracción  4e  sus  ban- 
dos. Si  procede  como  administrador  de  los  pueblos,  tampoco 
debe  publicar  las  deliberaciones  de  los  ayuntamientos  en 
materias  de  administración  municipal,  siendo  opuestas  á  las 
leyes  y  reglamentos. 
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[V.  AfltfliBflM,  ios  btttdos  relativos  á  iotereses  permaiien* 
tes  ó  de  observanoia  coaslaote  bo  soo  ejecutorios  míeatras  no 
faepeo  aprobados  por  el  gefe  poli  tico  ( 1 ),  porque  si  la  grave- 
dad de  las  di^posiciooes  oo  salva  la  linea  de  la  potestad  re* 
glamentaria,  baoe  por  lo  meaos  moy  delicado  su  ejereicio.  Bo 
tales  casos  iotervieoe  el  gefe  de  la  proviacíalimitaadolaau* 
toridad  del  alcalde  en  nombre  dei  estado  y  en  representación 
de  las  generaciones  futuras,  pues  tas  sociedades  no  tienen 
una  existencia  limitada  por  la  duración  de  la  vida  humana. 

Y.  El  reglamento  legalmente  hecho  es  una  IcV  común 
ó  Qoa  regla  de  la  administración  local  dentro  del  distri- 
to. Es  obligatorio  para  todos  los  vecinos  y  para  las  demás 
personas  residentes  ó  transeúntes:  s«i  carácter  es  la  ge- 
neralidad.  Cualquiera  disposición  dictada  por  el  alcaide  en 
¿dio  ó  en  favor  de  algún  individuo  ó  individuos  en  parti- 
cular, no  serin  ué  regUmento»  sino  un  acto  de  persecución, 
6  un  privilegio  reprobado  por  la  ley  constitucional  que  esta- 
blece la  igualdad  de  los  españoles  ante. la  ley.  Verdadera- 
aieote  puede  el  alcalde  dictar  reglamentos  relativos  á  ciertas 
clases  ó  profesiones;  pero  aun  entonce^,  no  mira  á  las  per- 
sonas, sino  alas  condiciones  previstas,  y  si  adopta  provi- 
dencias individuales,  debe  ser  en  cnanto  tuvieren  por  objeto 
la  ejeouiHon  de  algona  ley  ó  reglamento  general. 

YI.  Los  reglamentos  deben  publicarse  en  la  forma  de 
costumbre;  antes  de  la  promulgación  no  tienen  fuerza  obii* 
gatoria.  Esta  notificación  administrativa  no  convendrá  que 
sea  verbal  solamente,  sino  escrita,  y  habrá  de  fijarse  en  los 
patages  mas  públicos  para  que  llegue  á  pleno  y  exacto  cono- 
cimiento de  cuantos  estuvieren  obligados  á  su  observancia. 

sst.--*Ehtre  los  reglamentos  que  los  alcaldes  dictan  co- 
mo agentes  del  gobierno  y  los  que  mandan  observar  como 
mandatarios  de  los  pueblos,  median  las  signieotes  diíé- 
rencias: 

I.  Los  primeros  son  emanación  de  una  autoridad  delega- 
da: los  segundos  nacen  de  un  derecho  propio. 

(1)    Art.  73,  §.  6. 
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H.  Los  primeros  soq  relAlivos  4  ta  admiiiistrtoion  gene- 
ral :  los  segundos  i  la  admioistraeion  mnnieipal. 

III.  Aquellos  son  actos  de  la  autoridad  exclosin  de  los 
alcaldes,  porque  ellos  solos  están  encargados  de  la  acción  eje- 
cutiva en  los  pueblos:  estos  son  detiberacioues  de  los  ayun- 
tamienlos  á  quienes  la  ley  confia  la  potestad  reglamentaria. 

IV.  Los  unos  los  publican  y  ejecutan  bajo  la  autoridad 
de  la  administración  superior:  los  otros  biqo  su  inspección  6 
vigilancia. 

Y.  I  en  suma,  aquellos  son  ejecutorios  en  virtud  de  la 
delegación,  excepto  cuando  recaen  en  intereses  perma»en-* 
tes  6  fueren  de  observancia  constante;  y  estos  son  ejecuto- 
rios por  la  voluntad  misma  de  la  ley,  salvos  los  casos  en  que 
se  reserva  á  la  admtnistracioB  general  el  derecho  de  aprobar- 
los previamente. 

«88.— El  poder  coercitivo  es  el  comptemente  de  la  po* 
testad  reglamentaria,  porque  en  vano  hubieran  la  ley  f  el 
gobierno  otorgado  á  los  alcaldes  la  facultad  de  dictar  regla* 
meatos,  si  la  observancia  de  estos  no  estuviese  asegurada 
con  una  sanción  penal. 

La  facultad  de  los  alcaldes  para  aplicar  penas  es  puramente 
gobernativa  y  no  judicial,  de  suerte  que  si  castigan,  proe»^ 
den  tan  solo  por  via  de  corrección  ó  enmienda  y  para  ensat-* 
zar  y  robustecer  su  autoridad  administrativa:  es  también  la 
consecuencia  de  una  delegación  de  la  ley  en  favor  del  poder 
ejecutiva  del  cual  participan  como  agentes  del  gobierno  j 
administradorea  comunales. 

884.— Los  límites  de  esta  potestad  son  ciertos  y  est&a 
se&alados  por  la  ley.  Puede  el  alcalde  aplicar  gubernativa- 
mente las  penas  establecidas  en  las  leyes  j  reglamentes  de 
policía  y  en  las  ordenanzas  municipales,  é  imponer  y  eligir 
multas  con  las  limitaciones  siguientes:  hasta  400  reates  en 
los  pueblos  que  no  llegan  á  quíni^tos  vecinos:  hasta  300 
en  los  que  no  lleguen  k  cinco  mil  y  hasta  50^  en  los  res- 
tantes ( 1 ).  Si  se  excediese  en  rigor,  ooneteria  n  «eto  ilici- 

(1)    Art  76.  , 
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lo  que  el  código  penal  dístiagoe  con  la  denomínaeioii  da  abaso 
cooira  particaliires  y  castiga  con  mas  ó  meaos  severidad, 
segOQ  Iqs  qaaos. 

Cuaado  la  iafraeoion  ó  falta  de  observaaeia  de  na  regla*^ 
mentó  mereciese  por  su  naturaleía  ser  castigado  con  penas 
mas  graves,  el  alcalde  instrniri  la  correspondiente  samaría 
que  pasará  al  jaez  ó  tribunal  eompeitnie;  y  si  la  pena  peoe* 
niaria  no  pudiese  hacerse  efsctiva  por  insolvencia  del  muU 
tado,  debe  dar  parte  h  su  inn^ediato  superior,  k  fin  de  que  la  * 
conmute  en  corporal  en  uso  de  sos  facultades,  si  lo  estimare 
conveoientOi  dado  que  la  ley  no  autoriza  k  los  alcaldes  para 
imponer  la  de  deteuciou  por  tiempo  alguno. 

Sffil.-^Corao  los  alcaldes  ejercen  muj  distintas  atríbucioi^ 
nes ,  unas  propias  de  la  administración,  otras  relativas  i  la 
j(istícia,  correspoi^  anular,  suspender  ó  corregir  sus  actos 
á  distintos  superiores,  esto  es,  k  los  jneees  de  primera  inst* 
tanoia  y  i  las  audiencias  del  territorio  en  e(  orden  judicial,. 
k  loa  intendentes  d^  la  provincia  en  cuanta  al  servido  de 
las  rentas  públicas  y  al  gefe  poUlico  en  todos  I09  negocios  de 
la  administración  general  y  local. 

afU.-^  Cuando  los  aleald<vi  obran  en  virlud  de  ta  potes- 
tad reglamentaria,  sos  actos  na  pueden  ser  impagnados  por 
la  via  eontefteiosa,  la  cual  nunca  es  admisible  contra  el  po« 
der  discrecional:  e^  preciso^  eii  ut  cascí,  acudir  al  gefe  pon 
Utico  por  la  via  gubernativa,  quien  de  oficio^  á  á  petición  de 
parte^  a^ulai  suspepde 4  corrige  sus  providencias,  eseepto 
tn  punto  k  reglamenta  para  la  adminislraoion  nuaicípal^ 
que  bien  podrán  ^r  anulados  á  $«s|^endidoa,  pero  no  corre** 
gidos  ni  opoien^ados. 

En  verdad  rara  ve?;  las  disposicio.nes  de  los  alcaldes, 
mientras  (aerea  puramente  adminiatíraiivas,  provocarán  re-^ 
damacion  alguna  fundada  ante  U  aatoridftd  superier;  pero 
ce»  todo»  la  ley  debe  prever  los  oaso&  en  que  susi actos  pi^ 
dieran  Is^timi^r  i9tereses  legitimes  ó  tener  algún  contado 
con  los  dereiebos  del  dominia  príva4ft,  abriendo  recargad  fiá^ 
cilmente  accesibles  al  mas  leve  agravio.  De  otro  modo ,  las 
franquicias  municipales  torfiartaiose  en  dABo  de  las  libertades 
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públicas,  porque  si  no  se  otorgasen  al  ciudadano  garantías 
contra  los  abusos  del  poder  municipal,  enlazando  la  acción  de 
sus  agentes  con  la  del  gobierno  y  los  suyos,  correríamos  el 
peligro  de  caer  en  manos  del  peor  de  todos  los  despotismos, 
el  doméstico  apoyado  en  un  principio  popular. 

839. — A.  la  independencia,  pues,  de  los  alcaldes  conviene 
sustituir  su  responsabilidad,  no  solo  como  delegados  del  go- 
bierno, sino  como  mandatarios  de  los  pueblos.  Son  responsa* 
bles  los  alcaldes  de  sus  actos  ejercidos  con  el  carácter  de  agen- 
tes  administrativos  &  |a  manera  q«e  las  demás  antoridades: 
de  consiguiente ,  no  podrán  ser  encausados  sin  la  autoriza* 
cion  previa  del  gefe  político.  Esta  garantía  no  alcanza  mas 
que  á  sus  actos  de  administración,  pues  cuando  proceden  con 
el  carácter  de  jueces  de  diligencias  ó  en  uso  de  las  atribu- 
ciones judiciales  que  las  leyes  y  réglamelos  les  conceden, 
los  gefes  políticos  dejan  de  ser  sus  superiores  gerárquicos,  y 
por  tanto  incompetentes  para  impedir  ó  dilatar  la  acción  de 
tos  tribunales  ordinarios,  si  hallan  justo  procesar  ó  castigar 
á  un  alcalde  por  faltas  ó  delitos  cometidos  ejerciendo  juris- 
dicción. 

S89.— Hay  también  ciertos  magistrados  llamados  alcaldes 
corregidores  nombrados  por  el  Rey,  de  duración  ilimitada  y 
partícipes,  con  el  carácter  de  gefes^  de  la  administración  mu^ 
nicipal  (1).  Estos  magistrados  qoe,  si  en  Madrid,  Barcelona  ó 
Sevilla  pueden  acaso  parecer  convenientes,  en  poblaciones 
de  orden  inferior  gravan  inútilmente  el  presupuesto  munici- 
pal y  entorpecen  la  acción  administrativa,  porque  donde  él 
gobierno  económico  del  pueblo  no  es  muy  complicado,  basta 
con  la  vigilancia  inmediata  del  gefe  político.  T  si  al  Rey  se  re- 
serva el  derecho  de  nombrar  corregidores  con  ei  fin  de  velar 
sobre  los  alcaldes  y  ayuntamientos  y  hacer  cumplir  á  aque- 
llos con  sus  deberes  como  delegados  de  la  administración  ge- 
neral, y  encerrar  á  estos  en  el  circulo  de  sus  facultades  pa- 
ramente administrativas  ^  en  toda  capital  de  provincia,  no 
siendo  población  de  primer  orden  ,  la  presencia  del  gefe  po- 

(I)    Ley  de  ^  de  enero  de  t^49,  ert.  10. 
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HUco,  escosa  la  necesidad  de  mediaaeros  entre  su  autoridad 
y  la  de  ios  alcaldes;  y  cuando  los  agentes  intermedios  no 
son  necesarios,  en  logar  de  robostecer  la  acción  adminis- 
trativa, la  enflaquecen  y  debilitan,  como  las  ruedan  inútiles 
en  Tez  de  aumentar  la  potencia  de  ona  miqoina,  la  dismi- 
noyen. 

El  cargo  de  alcalde  corregidor  está  reunido  al  de  gefe  ci- 
vil donde  hobiere  estas  autoridades,  con  coyo  carácter  in* 
tervienen  según  hemos  dicho  en  la  administración  mu« 
nicipal. 

8S9.  ^Subordinados  á  los  alcaldes  apareeen  los  tenientes 
de  alcalde  y  los  alcaldes  pedáneos  qoe  tos  soplen  y  reem- 
plazan por  so  orden  en  ciertos  casos. 

Los  tenientes  de  alcalde  son,  como  los  alcaldes,  indivi^ 
dnos  del  ayontamiento  y  agentes  administrativos  del  mismo 
carácter  y  tienen  igoal  potestad ,  coando  los  sustituyen: 
cuando  no,  son  sus  auxiliares;  de  suerte  qoe  además  de  la 
parteque  como  concejales  toman  en  las  deliberaciones,  acuer^ 
dos  y  consultas  de  la  corporación  municipal,  ejercen  las  atri- 
buciones que  con  arreglo  á  las  leyes,  instrucciones  y  regla- 
mentos les  comete  el  alcalde  comoá  delegados  suyos  (4j.  El 
alcalde  puede,  pues,  señalar  á  los  tenientes  los  ramos  de  la 
administración  comunal  de  que  deban  cuidar  en  todo  ó  en 
parte,  dentro  de  los  limites  de  las  leyes ,  reglamentos  y  dis- 
posiciones superiores  (2). 

840.— Los  alcaldes  pedáneos,  aunque  delegados  también 
del  alcalde,  pertenecen  aun  orden  inferior  á  los  tenientes. 
No  participan  de  la  administración  municipal;  y  si  bien  la 
ley  dice  que  asistirán  al  ayuntamiento  siempre  que  en  él  se 
trate  de  asuntos  de  interés  especial  de  su  demarcación  (3),  su 
derecho  de  asistencra,  si  lleva  implícita  la  voz  consultiva,  no 
les  confiere  voto  deliberativo,  el  cual  es  una  prerogativa  espe* 
cial  de  los  mandatarios  del  pueblo,  y  en  donde  no  hay  elec- 
ción popular,  no  existe  tampoco  este  género  de  mandato.  La 

(I)  Arl.  86. 
(2}  Art.  77. 
(3)    Art.  88. 
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ley  les  establece  solameote  para  cokaonicar  ia  acción  del  al- 
caldea  los  pontos  mas  remotos,  y  por  eso  manda  que  los  ha* 
ya,  cuando  el  distrito  municipal  se  componga  de  varias  par-' 
roqnias,  feligresías  ó  poblaciones  apartadas  entre  si,  escepto 
en  el  caso  de  que  en  la  misma  resida  algún  teniente  de  al- 
calde (4).  Sus  atribuciones  son  las  que  aquel  les  señale  con- 
forme á  los  reglamentos  y  disposiciones  de  la  autoridad  su- 
perior, y  su  nombramiento  corresponde  al  gefe  político  á  pro- 
puesta del  alcalde  del  distrito,  y  debe  recaer  precisamente  en 
la  clase  de  los  electores  municipales  vecinos  de  la  respectiva 
población,  parroquia  ó  feligresía  (t). 

84t.— Los  oficios  de  alcalde  y  teniente  de  alcalde,  come 
todos  los  municipales,  son  un  cargo  público  y  por  tanto  obli- 
gatorio entre  los  vecinos.  Imponen,  á  fuer  de  obligatorios,  el 
deber  de  la  residencia,  aunque  no  exigen  el  domicilio  eu  el 
pueblo,  sino  en  el  distrito  municipal  del  que  no  podrán  au- 
sentarse los  alcaldes,  sin  avisar  á  quien  debe  suplirlos  y  dan- 
do parte  al  gefe  político ,  el  cual ,  por  justas  causas ,  podrá 
concederle  la  licencia  que  ju2;gue  oportuna  (3). 

S4t.— Los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde  son  los  hom- 
bres del  Rey  y  los  hombres  del  pueblo.  Si  fuese  posible  fa 
coexistencia  de  dos  autoridades  encargadas  de  la  ejecución, 
una  seria  nombrada  exclusivamente  por  el  Monarca  y  otra 
elegida  libremente  por  los  ciudadanos.  Mas  como  no  hay  na- 
ción tan  rica  que  pueda  soportar  el  gravamen  que  impondría 
á  ios  contribuyentes  la  atribución  de  esta  multitud  de  agen- 
tes administrativos;  y  como  por  otra  parte  tampoco  redunda- 
ría en  pro  del  orden  público  la  presencia  simultánea  de  dos 
autoridades  ejecutivas  é  independientes  y  rivales,  la  razón 
indica  que  sean  producto  de  una  Voluntad  doUe,  porque 
Cambien  son  mistas  las  atribuciones.  Deben  los  alcaldes  la 
autoridad  que  ejercen  como  delegados  del  gobierno  á  la  con- 
fianza del  Rey,  y  su  oaráctel:  de  mandatarios  del  pueblo»  dé* 
benlo  á  su  origen  popular,  El  nombraanento  y  la  elección 

(!)    Arl.  3. 

(2)  Art.  11. 

(3)  Art.  63. 
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eoDCiHaD  admirablemente  el  interés  páUico  con  el  partien- 
lar  de  cada  ciudad  ó  villa. 

S48.— De  tres  maneras  pueden  combinarse  diekos  dos 
métodos. 

I.  Presentando  el  Rey  tres  ó  mas  angetos  al  poeblo  y  eli- 
giendo este  sn  alcalde  entre  ellos.— Este  sistema  rebajaría  la 
dignidad  real,  y  privarla  de  mncba  parte  de  sn  jnsta  libertad 
k  los  electores  manicipales,  por  cuyos  motÍToa»  sin  mas  ez&* 
men,  merece  ser  desechado. 

II.  Proponiendo  el  pueblo  nna  terna  al  Rey  y  nombrando 
éste  entre  los  propuestos.-*- Adolece  de  un  inconveniente, 
cual  es,  dejar  mny  poca  latitud  al  gobierno  para  escoger  los 
ministros  inferiores  del  poder  ejecutivo. 

IIL  Designar  el  Rey  quién  haya  de  ejercer  el  cargo  de 
alcalde  ó  teniente  entre  todos  los  concejales.— Tal  es  el  sis- 
tema consagrado  por  la  ley  y  el  que  mejor  concilia  las  pre- 
tensiones é  intereses  de  todos.  El  principio  popular  se  respe- 
ta, porque  son  llamados  ik  emitir  su  voto  todos  los  electores 
municipales,  y  la  intervención  del  Rey  es  bastante  lata,  por^ 
que  nombra  para  alcalde  el  sogeto  de  mas  confianza  entre 
cierto  número  de  personas. 

«44.— Mas  como  un  nomlM'amiento  real  directo  y  exten- 
sivo i  todos  los  alcaldes  adolecerla  de  des  graves  inconve- 
nientes, á  saber,  absorber  la  atención  del  gobierno  en  la 
multitud  de  casos  que  deberla  intervenir  la  Corona»  lo  cual 
cederla  en  menoscabo  del  servicio  público,  y  proceder  en  la 
designación  de  las  personas  á  ciegas ,  porque  no  es  posible 
que  un  gobierno  conozca  infinitos  pormenores,  el  Rey  delC'-- 
ga  la  facultad  de  hacer  parte  de  estos  nombramientps  en  la 
forma  siguiente. 

En  todas  las  capitales  de  provincia  y  en  las  cabezas  de 
partido  judicial  cuya  población  llegue  á  dos  mil  vecinos;  el 
Rey  nombra  por  si  mismo  los  alcaldes  y  tenieate-alcaldes 
da  los  pueblos:  en  los  demás,  son  nombrados  por  los  gefes 
políticos  en  virtod  de  delegación  real  (4). 

(1)  An.  9. 
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841b.— El  Rey,  como  gefe  de  toda  administración  puede 
destituir  y  el  gefe  político  como  superior  de  la  provincial, 
suspender  á  un  alcalde  ó  teniente  alcalde  desobedientes  ó 
culpables;  pero  deben  entregarle  inmediatamente  á  los  tri- 
bunales, primero,  para  que  tengan  ocasión  de  lavar  su  man- 
cha y  vindicar  su  honor,  cuando  menos,  puesto  en  duda;  y 
segundo ,  para  que  el  gobierno  vea  en  el  fallo  del  juez  un 
freno  á  su  arbitrariedad  y  los  pueblos  hallen  una  garantía 
de  sus  derechos. 

También  pueden  los  intendentes  suspender  á  los  alcaldes 
del  ejercicio  de  sus  funciones  en  el  caso  de  reusar  ó  diferir 
el  cumplimiento  de  los  despachos  que  les  presenten  los  eje- 
cutores de  apremio  (4);  pero  á  Gn  de  evitar  conflictos  entre 
estas  autoridades  y  los  gefes  poHticos,  está  mandado  que 
cuando  los  intendentes  de  provincia  y  subdelegados  de  par- 
tido tengan  que  acordar  bajo  su  responsabilidad  la  suspen- 
sión de  les  alcaldes,  sea  y  se  entienda  con  la  obligación  de 
comunicarla  á  los  gefes  políticos  quienes  llevarán  á  ejecu- 
ción dicha  medida  por  sí  mismos  (2). 

34G.— La  suspensión  ó  remoción  de  un  alcalde  ó  tenien- 
te alcalde  no  les  priva  de  su  carácter  de  individuos  del  ayun- 
tamiento. Porque  dejaron  de  merecer  la  confianza  del  go- 
bierno se  les  retira  la  delegación  real;  mas  no  habiendo 
faltado  á  la  del  pueblo,  no  hay  razón  tampoco  para  que  cese 
el  mandato.  El  alcalde,  pues,  ó  teniente  de  alcalde  suspen- 
so, ó  removido  ,  continúan  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes de  concejal  hasta  completar  el  tiempo  que  la  ley  señala 
á  este  cargo. 

SAl.-r-Hay  otros  agentes  inferiores  á  los  alcaldes  y  te- 
nientes conocidos  de  muy  antiguo  en  algunos  pueblos  y  fe- 
ligresías con  el  nombre  de  alcaldes  de  barrio,  mayordomos, 
vicarios  y  celadores,  cuyo  encargo  es  ejecutar  las  órdenes 
de  la  administración  y  prestar  anxilio  á  sus  convecinos.  El 
gobierno,  respetando  las  costumbres  inveteradas  de  dichos 
pueblos  y  parroquias,  dispuso  que  se  conservasen  estas  au« 

(1)    Real  decreto  de  2.1  de  mayo  de  1845,  arl.  92. 
(i¡)    Real  orden  de  30  de  setiembre  de  1845. 
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toridades  con  sas  antiguas  denominaciones ,  y  les  dio  el  ca- 
rácter de  dependientes  municipales  subordinados  á  los  alcal* 
des  de  distrito,  á  los  tenientes  y  pedáneos,  debiendo  ser  nom- 
brados  en  la  forma  que  para  los  últimos  establece  la  ley  de 
ayuntamientos  (4). 

CAPÍTULO  IX. 

Be  oiriM  asentes  Inferiores 
de  (la  «dmlnisiraeton. 

348.— Agentes  inferiores.  352.— Límite  de  sos  facultades. 

349. — Comisarios  de  protección  353.— íadole  de  sa  autoridad. 

y  seguridad  pública.  354.— Forma  de    su   nombra- 
350.— Su  dependencia.  miento. 

351. — Sus  atribuciones.  355. — Celadores  de  barrio. 

S49.— Hay  todavía  ciertos  agentes  encargados  de  ejecu- 
tar las  leyes  concernientes  al  buen  orden,  y  de  dispensar 
protección  y  velar  por  la  seguridad  de  las  personas  y  propio* 
dades  de  los  vecinos,  ejerciendo  una  acción  paralela  en  par- 
te á  la  de  las  autoridades  municipales,  pero  mas  sumisa  al 
gobierno,  según  conviene  á  su  doble  carácter  de  política  y 
administrativa.  Tales  son  los  comisarios  de  protección  y  se- 
guridad pública  y  los  celadores  de  barrio. 

S49.— Existían  comisarios  en  todas  las  capitales  de  pro- 
vincia, en  los  pueblos  cabezas  de  partido  judicial  y  en  los 
demás  de  crecido  vecindario  en  que  por  circunstancias  par- 
ticulares creyó  conveniente  el  gobierno  establecerlos  (2)  an- 
tes de  la  creación  de  los  gefes  civiles,  á  cuya  autoridad  se  in- 
corporó después  el  ramo  de  policía,  por  lo  cual  fueron  su- 
primidos los  comisarios  de  distrito.  Quedaron,  pues,  comi- 
sarios solamente  en  las  capitales,  debiendo  ser  tantos  en  nú- 
mero, cuantos  los  juzgados  de  primera  instancia,  auxiliados 
por  un  celador  en  cada  uno  de  los  barrios  en  que  se  divida 
la  poblalcion  (3). 

(1)    Real  drdende  S7  de  enero  de  1846. 
(3)    Real  decreto  de  26  de  enero  de  1844. 
(3)    Real  decreto  de  2  de  setiembre  de  1847. 


Digitized  by 


Google 


466  MEtBGHO  AMimiSTBATlVO  SSPaSoL. 

sso.— Los  eofflisii'ios  de  proteeeíoA  y  segorMád  pública 
están  bajo  las  inmediatas  órdenes  del  gefe  político  de  enya 
autoridad  dependen  exclnsi vamente ,  porque  es  la  énica  com- 
petente para  dictar  proTÍdencias  relativas  4  la  conserfacioft 
de  la  tranquilidad  y  sosiego  de  los  pueblos. 

SSt.— Corresponde  á  los  comisarios: 

I.  Refrendar  los  pasaporles  de  los  que  viajan  por  el 
interior. 

II.  Conceder  las  licencias  para  uso  de  armas,  puestos 
ambulantes,  posadas,  carruajes  y  demis  permisos  y  docu- 
mentos pertenecientes  al  ramo  de  seguridad  que  antes  expe- 
dían los  alcaldes  constituctonales. 

III.  Auxiliar  y  hacer  que  sus  dependientes  auxilien  á  la 
autoridad  municipal ,  siempre  que  fueren  requeridos  para 
apoyar  las  medidas  protectoras  de  la  seguridad  personal, 
de  la  propiedad  y  de  la  tranquilidad  pública,  y  las  relativas 
á  policía  urbana  y  rural  ^út  aquella  dictare  en  uso  de  sus 
atribuciones  (4). 

•69.— Está  formalmente  vedado  á  los  comisarios: 

I.  Imponer  por  sí  mismos  multas  ni  otra  pena  alguna,  y 
solo  en  caso  de  abierta  desobediencia  á  sus  órdenes,  podrán 
detener  á  los  culpados  para  que  presentados  al  geie  político, 
adopte  esta  autoridad  las  disposiciones  oportunas. 

IL  Violar,  ni  permitir  que  ninguno  de  sus  agentes  viole 
el  domicilio  de  ntagun  ciudadano  sia  previa  autorización 
del  dueOo,  ó  sin  observar  las  formas  protectoras  de  la  sega* 
ridad  individaal,  para  que  no  degenere  en  acto  arbitrario 
el  allanamiento  de  la  morada.  En  caso  de  necesidad  deben 
ir  en  oompafiia  del  teniente  alcaUb  é  iregidor  del  distrito;*  y 
en  caso  de  urgencia  ó  negativa  de  la  autoridad  municipal, 
en  la  de  dos  vecinos  bonrados  que  tengan  su  domicilio  en 
aquel  barrio.— Esta  prohibición  no  se  extiende  á  les  cafas, 
tiendas  de  despacho  de  vino  y  demás  casas  donde  lícita  ó 
ilícitamente  se  reúna  el  público. 

III.    Mezclarse  ni  permitir  que  sus  subalternos  se  mez- ' 

(1;    Real  ordeo  de  30  de  enero  de  1844,  arta.  3  y  9,  y  31  de  ma- 
yo de  1 845. 
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clea ,  bajo  ningaB  pretesio ,  en  cosversaeioies  privadas^  eoal- 
qoiera  que  sea  su  asunto  y  el  sitio  ¿onde  Taerea  habidas,  sal- 
vo si  prodojereo  esc&ndalo  ó  inei taren  al  desorden  (4). 

•M.-^£l  encargo  exclusiTO  de  los  comisarios  es  protegei 
las  personas  y  las  propiedades,  y  por  eso  se  les  exige  que 
estén  siempre  dispuestos  &  coalquier  hora  del  día  ó  de  la 
noche  á  prestar  el  auxilio  de  su  autoridad  á  todo  vecino  que 
con  justo  motivo  reclame  su  proieccion.  Si  leyes  insensatas  ó 
un  espirüu  de  intoleraecia  no  pervierten  el  carácter  de  estas 
autoridades,  su  aecion  es  realmente  preven  ti  vi,  benévola, 
conciliadora  de  las  familias  y  mas  bien  paternal  que  rigorosa. 

SMl.— Los  comisarios  de  protección  y  seguridad  pública 
son  de  nombramiento  rea|  á  propuesta  en  terna  de  los  gef^ 
políticos. 

Sft6.— Los  celadores  desempeñan  las  funciones  que  antes 
los  alcaldes  de  barrio:  estto  bajo  la  dependencia  inmediata 
deloseomisarios,  ejecutan  sus  órdenes,  velan  por  su  cum- 
plimiento y  le  dan  parte  de  cuanto  ocurre  en  su  demarcacioii 
y  de  las  faltas  que  observen  en  el  ramo  de  policía  urbana  que 
esAááeargo  de  la  autoridad  municipal,  par^  que  éste  dé 
cttenta  ft  quien  corresponda. 

Los  eeladores  son  nombrados  por  el  gafe  político  res^ 
pectivo. 

CAPÍTULO  X. 

9e  to«  mg^mieñ  imbiUIIiupms  4e  te  aandUai^tracton. 

356.— Agentes  auxiliares.  362.— Directores  de  camuios  ve- 
357.— Inspectores  en  eeneral.  cíñalos. 

SSS.^ii8pectores  deadottaietra^  363.-*Goaiisarios  de  montes. 

cioo.  364.— Subdelegados  de  sanidad. 

359.— de  instniccion  publica.  365.— Delegados  de  la  cria  ca- 
360.— de  escoelas.  bailar. 

36 t.tT^ngeaiscM  de  caminos.  366.-^-^cinas  de  la  administra- 
ción. 


^. — ^Además  de  los  agentes  hasta  aqui  enumerados  hay 
otros  que  sin  tener  una  participación  directa  y  general  en  la 

(1)    Ibid.  aHs.  4, 6  y  6 ,  y  real  orden  de  31  de  mayo  de  1845. 
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accioa  admimstrativa,  concarren  síq  embargo  á  ella  de  ana 
manera  eGcáz,  ya  vigilando  el  camplimiento  de  las  leyes 
prescriptas  á  cada  servicio,  ya  empleando  sos  conocimien- 
tos facnltatifos  en  la  inmediata  dirección  de  ciertos  ramos 
especiales  de  la  administración  pública,  y  ya  en  fin  soste- 
niendo la  correspondencia  oficial  y  preparando  la  solución 
de  los  expedientes. 

•1^9.— Á  este  número  pertenecen  primeramente  todos  los 
inspectores ,  cayo  carácter^es  de  gefes  intermedios  encarga- 
dos de  examinar  si  las  órdenes  del  gobierno  se  complen,  si 
las  reglas  de  buena  administración  se  observan,  y  si  las  ne- 
cesidades públicas  se  satisfacen.  Por  esta  causa  los  inspecto- 
res no  tienen  residencia  fija;  sino  que  sé  presentan  en  el 
punto  que  el  gobierno  les  designa,  ó  en  donde  el  bien  del 
servicio  los  llama. 

•1^9.— -Los  inspectores  de  administración  tienen  á  su 
cargo  visitar  los  gobiernos  politices  y  demás  dependencias 
del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  en  los  distritos, 
épocas  y  términos  que  se  les  sefialen. 

Estas  inspecciones  se  dividen  en  dos  partes:  una  de  tra- 
bji^os  y  otra  de  personal.  La  primera  abraza  todo  lo  relativo 
al  despacho  de  los  negocios,  resultado  de  la  aplicación  de 
las  leyes,  decretos  y  órdenes,  ventajas  ó  inconvenientes  del 
sistema  administrativo,  mejoras  hechas  y  que  deban  hacer- 
se, obstáculos  removidos  y  por  vencer,  condición  y  necesi- 
dades de  los  pueblos.  La  segunda  comprende  la  cap^dad 
absoluta  y  relativa  de  los  empleados,  su  moralidad  y  su  com- 
portamiento en  las  relaciones  con  sus  superiores  >  inferiores 
y  con  los  administrados,  y  cuanto  puede  contribuir  á  que  el 
gobierno  forme  recto  y  cabal  juicio  de  sus  agentes  (4). 

3&9.-^Los  inspectores  de  instrucción  pública  visitan  los 
establecimientos  de  ensefianza,  así  públicos  como  privados,  y 
dan  cuenta  al  gobierno  del  resultado  desús  observacio- 
nes (2).    ' 

(1)  Real  decreto  de  8  do  enero  de  184 i,  cap.  iii. 

(2)  Plan  de  estudios  de  8  de  julio  de  1 847 ,  art.  1 04. 
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•eo.— Hay  también  iaspectores  generales  y  provinciales 
de  escaelas,  correspondiendo  á  los  primeros  visitar  las  nor- 
males y  las  ordinarias  establecidas  en  las  capitales  de  pro- 
vincia; y  á  los  segundos  la  inspección  inmediata  de  las  res- 
tantes [i).  Así  es  como  suplen  y  auxilian  la  acción  directa 
del  gobierno  y  de  sus  agentes  en  este  ramo  importantísimo 
del  servicio  público.  Las  autoridades  no  tendrían  tiempo  pa« 
ra  vigilar  por  sí  solas  tan  gran  número  de  establecimientos, 
ni  menos  para  entrar  en  la  infinidad  de  pormenores  que  esta 
vigilancia  exige;  y  además  carecen  por  lo  común  del  candal 
de  conocimientos  especiales  necesario  para  observar  mucbas 
cosas  que  solo  se  descubren  á  los  ojos  de  personas  facultati- 
vas  y  amaestradas  en  esta  clase  de  indagaciones  (2). 

sai.— A  los  ingenieros  de  caminos,  canales  y  puertos  les 
competen  bajo  las  órdenes  de  sus  gefes  especiales,  la  direc- 
ción facultativa  de  todas  las  obras  públicas  de  su  distrito,  y  el 
reconocimiento  de  aquellas  que  promovidas  por  el  interés  par- 
ticular, puedan.afectar  intereses  públicos  ó  comprometer  los 
colectivos  de  la  agricultura  y  del  comercio;  pero  están  en  el 
deber  de  prestar  obediencia  á  dichas  autoridades  en  punto  á 
los  reconocimientos ,  planos  y  presupuestos ,  y  de  cooperar 
á  las  obras  públicas  que  tuvieren  á  bien  encomendarles  como 
gefes  superiores  de  la  administración  provincial  (3). 

set. — Los  directores  de  caminos  vecinales  están  exclu« 
sivamente  encargados  del  trazado,  dirección  y  ejecución  de 
las  obras  relativas á  dichos  caminos,  al  aprovechamiento  de 
las  aguas  pluviales  y  de  corrientes  no  navegables  para  el  rie- 
go de  terrenos,  y  dependen  de  los  ayuntamientos  respec- 
tivos (4). 

sas.T-Los  comisarios  do  montes,  á  las  órdenes  inme- 
diatas  de  los  gefes  políticos,  vigilan  y  dirigen  el  servicio  del 
ramo  en  toda  la  extensión  de  su  distrito,  y  transmiten  direc- 

(1)    Real  decreto  de  30  de  marzo  de  1849. 

(S)    Exposición  que  precede  al  real  decreto  citado. 

(3)  Reglamento  de  14  de  abril  de  1846,  art.  l.<>  j  real  drdeo  de  3 
de  julio  de  1847. 

(4)  Real  decreto  de  7  de  setiembre  de  1848. 
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tatn^Bte  i  sus  sobaHemos  (as  ¿rdeoea  6  instruceíeiiM  del 
gobierno,  las  de  la  autoridad  admiaistraUTa  de  la  proTtncia 
y  las  sayas  partfoalare8(4). 

SSA.-^Los  subdelegados  de  sanidad  líeaen  las  siguientes 
obligaciones. 

I.  Velar  incesanlemenie  por  el  c«mplioiiento  de  las  le** 
yes,  4>rdenanzas,  reglamentos,  decretos  ó  reates  órdenes  so- 
bre sanidad,  espectalmente  sobre  las  relativas  al  ejercicio 
de  las  profesiones  médicas  y  &  la  elaboración  y  venta  de  las 
sustancias  medicinales  ó  venenosas. 

II.  Cuidar  de  que  ninguna  persona  ejerza  tü  todo  ó  par* 
te  de  la  ciencia  de  curar  sin  el  correspondiente  titulo,  y  de 
que  los  profesores  se  limiten  ai  uso  de  los  derechos  que  les 
confieren  los  suyos ^  salto  en,  los  casos  de  grave,  urgente  y 
absoluta  necesidad. 

UI.  Tigilar  la  exaete  observancia  de  lo  prevenido  en  las 
leyes,  reglamentos  y  demás  ditposícíooes  del  gobierno  acor* 
ea  de  las  condiciones  con  que  únicamente  pueden  ser  intro^ 
dncidas ,  elaboradas ,  puestas  en  venta  ó  suministradas  ks 
sustancias  ó  cuerpos  medicinales  ó  venenosos. 

IV.  Presentar  á  los  gefes  politices  y  á  los  alcaldes  enan* 
tas  redamaciones  ereyeren  necesarias  por  Caltas  de  obser- 
vancia ó  contravenciones  á  las  leyes  de  sanidad  y  á  las  re- 
glas de  higiene  pública. 

V.  Bsaitinar  los  títulos  de  ios  profesores  de  la  ciencia 
de  cvrar  que  ejercieren  ó  desearen  ejercer  su  profesión,  y  re^ 
coger  los  de  ios  inados  ú  inradar  los  sellos  ¿  firmas,  sí  los 
reclamaren  sos  familias. 

VI.  Formar  listas  generales  y  nominales  de  los  profeso^i- 
res  que  tuvieren  su  residencia  habitual  en  el  distrito  do  la 
subdelegacion  Despectiva,  y  remitirlas  á  ios  gefes  politioos 
directamente,  si  son  subdelegados  de  la  capital,  ó  por  oon**- 
ducto  de  los  alcaldes,  si  fueren  de  partido. 

VIL  Llevar  los  registros  necesarios  para  formar  las  lis- 
tas y  tomar  las  notas  anteriores. 

(1)    Reglamento  de  S4  de  mareo  de  1846,  art.  6. 
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YIIL  Desempefiar  los  encargos  y  comisiones  que  los  ge- 
fes  poHtícos,  los  gefes  cítíIcs  6  los  alcaldes  les  confien,  y  eva- 
coar  los  informes  que  les  pidan  sobre  asuntos  de  su  facul- 
tad (1). 

SSft.^Los  delegados  de  la  cría  caballar,  eomo  auxiliares 
de  la  dirección  de  agricultura»  industria  y  comercio ,  cuidan 
de  ejecutar  sus  disposiciones,  de  inspeccionar  los  depósi- 
tos particulares,  de  intervenir  en  los  del  estado,  y  de  pro- 
porcionar á  la  primera  cuantas  noticias  y  datos  exija  para  el 
mejor  servicio  del  ramo  (2). 

SMl.— Los  agentes  administrativos  que  en  el  silencio  del 
gabinete  se  consagran  al  modesto  trabajo  de  instruir  expe- 
dientes, evacuar  informes  y  preparar  el  despacho  de  los  ne- 
gocios, si  bien  no  poseen  ninguna  autoridad  nominal,  cuan- 
do la  instrucción  los  guia  y  la  experiencia  los  aconseja,  ejer- 
cen, un  poder  real  fundado  en  su  fidelidad  &  las  reglas  una 
vez  aplicadas.  Hacen  relación  de  los  asuntos,  proponen  las 
medidas  oportunas  y  aplican  la  decisión  del  ministro  ó  del 
gefe  inmediato  ó  casos  iguales.  Merced  á  esta  oscura  clase 
de  empleados,  digna  del  público  aprecio  y  de  la  protección 
déla  ley,  oaíentras  fuere  laboriosa  é  inteligente ,  las  oficinas 
Bon  mrchivoB  vivientes  y  depósitos  de  las  tradiciones  admi- 
nistrativas; y  solo  á  sus  esfuerzos  se  debe  el  mantener  aquel 
espirita  de  uniformidad  y  consecuencia  qoese  descubre  en 
todos  los  actos  de  un  gobierno  sabio,  á  pesar  de  los  cambios 
de  la  polttica  y  de  la  rápida  sacesion  de  los  tiempos  y  de  las 
personas. 


(t)    Reghmeoto  de  24  de  julio  de  1848,  ari.  7. 

(2)    Reades  decretos  de  3  de  mirzo  y  7  de  octabre  de  1847. 
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TITULO  II. 

DB  LAS  AUTORIDADES  CONSULTIVAS  T  DELIBERANTES. 
SECCIOM  PRIiUBBA. 


CAPÍTULO  I. 

De  la  MlminlBiraeion  consoUlTa  y  delllieraiite. 

367.— Ifecesidad  de  la  delibera-  37S.— Los  consejeros  de  la  admi- 

cion  admÍDÍstrati?a.  Dbtracion  deben  ser  amo* 

368.— Cuerpos  consultivos  de  la  vibles. 

administración.  373. — Atribuciones  deliberantes 

369.— Existen  en  todos  los  gra-  de  alguno^  consejos  admi- 

dos  de  la  gerarquía.  nistrativos. 

370.— Su  dictamen  no  es  siempre  374.— Atribuciones  judiciales  de 

necesario.  otros. 
371.— Jamases  obligatorio. 

•69.— La  administración  tiene  el  encargo  de  ejecutar  y 
hacer  ejecutar  las  leyes  de  interés  comnn  ,  y  para  esto  se 
organiza  su  poder  en  ana  serie  de  agentes  directos  y  auxi- 
liares que  transmiten  la  acción  de  unos  en  otros  desde  el  cen- 
tro del  gobierno  basta  los  mas  remotos  confines  del  territo- 
rio nacional.  Mas  aunque  las  atribuciones  de  la  administra- 
ción sean  esencialmente  activas ,  no  por  eso  se  excluye  de 
sus  actos  toda  deliberación  ni  consejo;  pues  ocurren  con  fre- 
cuencia casos  en  que  importa,  antes  de  resolverse  á  obrar, 
oír  el  dictamen  de  alguna  corporación  instituida  por  la  ley 
para  ilustrar  á  los  agentes  administrativos  en  negocios  ar- 
duos, en  materias  facultativas,  ó  en  asuntos  de  interés  local. 

868.— Como  el  auxilio  de  la  ciencia  y  las  luces  de  la  ex- 
periencia son  necesarias  en  todos  los  grados  de  la  gerarquía 
administrativa,  la  ley  cuida  de  colocar  al  lado  de  cada  agen- 
te un  consejo  que  le  alumbre  y  le  guie  con  acierto;  por  ma- 
nera que  toda  organización  administrativa^  conforme  á  los 
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priacipios  expuestos  (4),  debe  consistir  ea  dos  series  parale- 
las de  agentes  y  consejos :  aquellos  únieos  dispensadores  de 
la  acción ,  y  estos  solamente  instituidos  para  ilustrar  y  pre- 
parar la  solución  de  las  mas  difíciles  éc  importantes  cuestio- 
nes administrativas. 

369.— Esta  doble  organización  hállase  admitida  entre 
nosotros  y  se  observa  constantemente  desde  donde  el  poder 
central  tiene  su  elevado  asiento,  hasta  el  humilde  recinto  de 
una  administración  comunal.  El  gobierno  es  ilustrado  y  di- 
rigido por  los  cuerpos  colegisladores,  por  el  Consejo  Real  y 
otros  especiales :  el  gefe  político  oye  unas  yeces  al  Consejo  y 
otras  á  la  Diputación  provincial,  y  el  alcalde  consultará  su 
Ayuntamiento. 

S9#. — La  ley  señala  cuando  deben  los  agentes  adminis- 
trativos oir  el  dictamen  previo  de  estas  corporaciones,  en  cu- 
yos casos  es  tan  necesario  consultarlas  antes  de  adoptar  cual- 
quiera resolución,  que  las  autoridades  cometerían  un  exceso 
de  poder ,  si  no  les  pidiesen  consejo:  en  los  demás  casos  es 
s^bitrario  oir,  ó  no,  su  parecer. 

S9I.— Pero  es  regla  constante  que  el  dictamen  de  los 
constes  administrativos  no  es  obligatorio  para  las  autorida- 
des, ni  el  seguirlo  ó  apartarse  de  él  agrava  ni  atenúa  su 
responsabilidad.  Las  atribuciones  de  los  consejos  son,  como 
su  nombre  lo  indica,  puramente  consultivas:  los  actos  eje- 
cutorios emanan  todos  de  los  agentes  subordinados  al  Rey 
en  quien  reside  la  plenitud  del  poder  ejecutivo.  Quebranta^ 
da  la  unidad ,  roto  un  solo  eslabón  de  esta  cadena ,  ni  hay 
movimiento  libre ,  ni  acción  fuerte ,  ni  poder  independiente, 
ni  seria  posible  responsabilidad  alguna. 

S9t.— No  obstante  que  los  actos  de  los  consejos  adminis- 
trativos carecen  de  fuerza  obligatoria,  todavía  pudieran  con- 
trariar la  acción  de  las  autoridades ,  si  se  empeñasen  ^  lleva- 
dos por  un  espíritu  de  sistema  ó  de  oposición  al  gobierno^  en 
resistirle  ó  no  auxiliarle,  dando  dictámenes  contrarios  á  lo 
que  exigen  la  ley  ó  la  conveniencia  pública.  Entonces  la  ad- 

(t)    Véanse  niims.  92  y  99. 
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ininistracioQ  debe  remover  estos  obstáculos  que  debilitan  sa 
peasamieoto  ó  entorpecen  sa  marcha,  destituyendo  á  los  con- 
sejeros, como  destituye  álos  agentes  mismos,  de  suerte  que 
el  principio  de  la  reYOcacion  sea  aplicable  tanto  &  las  atribo* 
clones  activas,  como  á  las  consultivas. 

T  en  efecto,  toda  participación  en  el  poder  nace  de  dos 
fuentes ,  la  delegación  ó  el  mandato  expresados  por  el  nom* 
bramiento  real  ó  la  elección  popular;  y  asi  como  es  ley  cons- 
tante para  los  mandatarios  del  pueblo  que  sean  sus  poderes 
irrevocables  mientras  no  espira  el  plazo  del  mandato,  asi  la 
regla  general  coi|  respecto  á  los  delegados  del  Rey  es  que 
sus  Jacultades  estén  sujetas  á  revocación,  salvo  en  la  admi- 
nistración de  justicia,  porque  la  delegación  es  absoluta,  ea 
cuya  escepcion  se  funda  el  principio  de  la  inamovilidad  ju- 
dicial. 

39S.— Además  de  las  atribuciones  puramente  consulti- 
vas poseen  algunas  corporaciones  de  esta  clase  facultades  de- 
liberantes como  las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayunta- 
mientos, que  toman  acuerdos  y  adoptan  resoluciones  con  fuer- 
za ejecutoria. 

Nace  la  reunión  de  ambos  géneros  de  facultades  deta  do- 
ble consideración  que  dichos  cuerpos  tienen ,  como  encarga- 
dos de  administrar  una  provincia  ó  pueblo  y  revestidos  por  la 
ley  dentro  de  tales  límites  de  un  verdadero  poder  adminis- 
trativo que  ejercen  bajo  la  autoridad,  ó  bajo  la  vigilancia  de 
la  autoridad  superior;  y  como  corporaciones  dotadas  de  co- 
nocimientos especiales  cuyo  concurso  es  sumamente  útil  pa- 
ra resolver  cuestiones,  procurar  intereses  ó  dictar  medidas 
de  aplicación  local. 

Ni  son  estas  solas  sus  atribuciones :  también  examinan, 
discuten  y  dirigen  en  parte  lá  marcha  de  la  autoridad  admi* 
nislrativa,  aprobando  ó  reprobando  ciertos  actos,  y  entonces 
representan  el  ojo  de  los  ciudadanos  siempre  abierto  y  siem- 
pre fijo  en  la  administración ,  y  son  el  órgano  de  la  opinión 
dispuesto  á  ejercer  la  censura  en  nombre  de  la  libertad.  El 
poder  de  los  consejos  es  entonces  tanto  mas  alto ,  cuanto  su 
existencia  es  independiente  del  gobierno.  Mandatarios  de  los 
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pueblos,  á  la  elección  deben  su  origen;  y  si  hi  administración 
tiene  facultades  en  Ipicaios  previstos  por  la  ley  para  disol- 
verlos, también  está  obligada  á  promover  sn  reconstitución, 
llamando  de  nuevo  á  los  ciudadanos  á  emitir  sus  sufragios  y 
nombrar  los  administradores  de  sus  intereses  locales. 

Considerando  el  origen  popular  de  estos  cuerpos ,  parece 
que  predomina  el  carácter  deliberante ;  mas  si  observamos 
que  por  lo  común  sus  deliberaciones  no  son  ejecutorias  sino 
después  de  confirmadas  por  ia  autoridad  superior ,  resalta 
mas  su  carácter  consultivo ,  con  la  singularidad  de  existir 
el  derecho  de  iniciativa ,  no  en  el  agente,  sino  en  la  corpo* 
ración. 

S94.^Aunque  ciertos  Consejos  ejercen  también  judisdic- 
cíon  ,  fieles  á  la  severa  deducción  de  doctrinas  que  nos  he-* 
mos  propuesto  seguir ,  examinaremos  estas  facultades  de 
nueva  especiet  cuando  tratáremos  de  tos  jueces  y  tribunales 
administrativos.  Esto  nos  permitirá  observar  en  el  estudio  de 
las  facultades  consultivas  igual  método  que  hemos  aplicado  al 
análisis  de  las  atribuciones  activas ,  es  decir,  que  procede- 
remos también  de  ia  cabeza  á  los  miembros ,  del  centro  á  la 
circunferencia.  El  orden  inverso  cuadra  solamente  á  las  ma* 
terías  contenciosas  á  causa  de  las  alzadas ,  porque  asi  como  la 
autoridad  desciende  del  Rey  en  unión  con  el  Consejo,  asi  los 
recursos  de  apelación  ascienden  de  grado  en  grado  hasta  en- 
contrar al  gefe  del  estado. 

Vicio  gravees  el  método  opuesto  en  que  sin  embargo  ia- 
earríeron  todos  los  publicistas  al  exponer  la  teoria  y  la  prác- 
tica de  estos  cuerpos  consultivos  y  deliberantes,  y  en  que  no 
eabe  una  enmienda  parcial  sino  total,  dando  una  ordenación 
mas  lógica  y  una  «as  rigorosa  filiación  á  las  materias  que 
comprende  el  derecho  administrativa. 
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CAPÍTULO  II. 

Del  €)onuMjo  Real. 

375.— Antigoo  Consejo  de  Dues-  287. — Carácter  de  esta  instila- 

tros  Reyes.  cion. 

376.-*Proyect08  de  Enrique  IL  388.— So  composición. 

377.— Fundación  del  Consejo  de  389.— Intervención  de  losminis- 

Castilla  por  don  Juan  I.  tros  en  el  Consejo  Real. 

378.  —  I^ovedades    introducidas  390. — Nombramiento  de  los  con: 

por  don  Enrique  III.  sejeros  ordinarios. 

379. — ^Abusos  en  tiempo  de  don  391. — Condiciones  de  aptitud. 

Juan  II.  392.— Amovilidad  de  este  cargo. 

380.— Reformas  de  losReyes  Ca-  393. — IncompatibOidad. 

tdlicos.  394. — Consejeros    extraordina- 
381. — Espíritu  del  Consejo  se-  rios. 

Í;uo  Felipe  II.  395.— Razones  de  su  creación, 

ncremento  de  su  poder  396. — Observaciones.   ' 

bajo  Felipe  IV.  397 — Condiciones  de  aplilud. 

383.— Abolición  del  Consejo  de  398.~Forma  del  nombramiento. 

Castilla.  399.— Limitación  de  su  numero. 

384. — Su  existencia  ligada  al  an«  400.— Sus  facultades. 

tiguo  régimen.  401.— Secretario  general. 

385.— Proyecto  de  un  Consejo  402.— Auxiliares. 

de  estado.  403.  —  Secciones   del  Consejo 
386.— Consejo  Real.  Real. 

•91^.— Dorante  la  edad  medía  fué  el  gobierno  de  Castilla 
militar;  y  como  el  ascendiente  del  clero  y  de  la  nobleza  era 
tan  poderoso,  todos  los  prelados  y  rícos^bombres  tomaban 
parte  en  los  asuntos  públicos,  deliberando  sobre  los  graves 
intereses  de  la  nación  jontamenie  con  los  Reyes;  pero  estos 
solían  nombrar  adem&s  otras  personas  de  sn  particular  con- 
fianza las  coales  formaban  so  consejo  privado.  Sin  embar- 
go, semejante  consejo  no  constitoía  un  verdadero  cuerpo 
con  influencia  colectiva,  sino  mas  bien  individual,  porqoe  no 
lodos  los  consejeros  particolares  gozaban  de  igual  grado  de 
autoridad  y  merecían  la  misma  confianza  al  Monarca. 

S9e.— Don  Enrique  II  había  pensado  en  agregar  á  su 
consejo  privado  doce  hombres  buenos,  dos  por  cada  uñadle 
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tas  provincias  de  Castilla,  León,  Galicia,  Toledo,  Extrema- 
dora  y  Andalucía; ^as  este  proyecto  no  se  lleyó  á  cabo,.U- 
milándose  sus  pensamientos  de  reforma  á  declarar  conseje- 
ros á  los  oidores  y  alcaldes  de  corte. 

•99.— Don  Juan  I  fué  el  verdadero  fundador  del  Consejo 
Heal,  llamado  comunmente  de 'Castilla ,  cuya  organización 
decretó  en  las  cortes  celebradas  en  4385.  Compúsolo  de  do*. 
e^pAsonas,  cuatro  de  cada  uno  de  los  tres  estados,  eclesiág- 
tico,  noble  y  llano,  mandando  que  todos  los  negocios  se  li- 
brasen por  aquellos  doce  consejeros,  escepto  los  de  |üsticia 
que  estaban  encargados  á  la  audiencia,  y  algunos  otros qne 
se  reservó  para  si  propio,  en  cuyas  cosas  previno  que  no^ 
entrometiesen  sin  su  especial  mandato, *aunque  ofreció  con* 
sultarlos,  si  se  encontrasen  cerca  de  síu  persona. 

EntYe  varias  razones  que  el  Rey  expone  para  justificarla 
novedad  introducida  en  punto  á  la*gpbernacion  del  reino, 
son  notabFes  las  dos  primeras,  á  saber:  «La  primera  razón 
es  por  los  fechos  de  la  guerra,  los  cuales  son  agora  mui  mas 
é  mayores  que  fasta  aquí.  £t  si  nos  oviésemos  de  oir  é  librar 
todos  los  negocios  del  regno ,  non  podríamos  facer  la  guejr- 
ra,  nin  las  ccRsas  que  pertenecen  á  ella,  segund  que  á  nuestro 
servicio  é  á  nuestra  honra  cumple.  La  segunda  razón  es, 
porque  como  el  otro  dia  vos  dejimos,  que  de  Ws  se  dice  que 
facemos  las  cosas  por  nuestra  cabeza  é  sin  consejo,  nones 
ansi,  segund  que  vos  demostramos.  «Et. agora,  desde  que 
todos  los  del  reg^o  sopiesen  en  como  habernos  ordenado  cier- 
tos perlados,  é  caballeros,  é  cibdadanos  para  que  oyan  éli* 
bren  los  lechos  del  regno,  por  fuerza  habrán  á  cesar  lo$  d^ 
cires  6  teman  que  lo  facemos  con  consejo.»  • 

En  el  afio  i 390 «el  mismo  don  Juan  I  expidió  otro  re- 
glamento del  Consejo,  le  nombró  un  gobernador  )&  dispuso 
se  reservara  siempre  una  silla  para  el  Rey.  , 

•99.— Don  Enrique  lU  aumentó  algunas  plazas,  haciendo 
subir'su  número  á  diez  y  seis,  y  dio  nuevas  ordenanzas  al 
Consejo. 

399.— En  el  débil  reinado  de  don  Juan  U,  entre  otros 
abusos  á  que  la  privanza  de  don  Alvaro  de  Lun^  abrió  la 
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puerta,  no  fué  el  monorel  aumento  inconsiderado  de  empleos 
y  dignidades  qne  agotaban  el  erario  sin  provecho  del  reino. 
Entonces,  el  favor ,  y  no  (a  necesidad  ni  laeonvenienciapú'- 
blica,  hizo  que  el  número  de  consejeros  llegase  á»  sesenta  y 
cinca,  entré  \ob  cuales  no  debian  encontrarse  ciudadanos, 
puesto  que  las  cortes  de  Rbdñd  de  U49  hubieron  de  suplicar 
al  Rey  que  aestuvteran  en  el  su  Consejo  buenas  personas  de 
algunas'suscibdades.... ,  por  ser  el  Rey  mas  avisado  poAlIps 
de  los  fechos  de  las  sus  clbdades  é  villas,  como  de  aquellos 
que,  asi  por  la  plática,  como  por  la  especial  carga  qu(f  de 
la§  dichas  cibdades  é  villas  tienen  razonablemente,  sabrían 
m^de  sus  dallos,  é  de  los  remedios  que  para  ello  se  re* 
querían,  que  otros  algunos»  (1). 

S8#.— Los  Reyes  Católicos  reformaron  la  pUnta  del  Con- 
sejo reduciendo  á  doce  el  número  de  consejero^,  tres  ¿aballe- 
ros,  ocho  ó  nueve  letradas  y  un  prelado,  dejando  á  los  arzo- 
bispoá,  obispos,  duques,  marqueses,  condes  y  maestres  de 
las  órdenes  que  eran  consejeros  natos,  solo  el  titulo  y  los 
honores  del  Consejo.  Desde  entonces,  merce.d  á  la  preponde* 
rancia  de  los  letrados  y  por  el  influjo  de  las  nuevas  ordenan- 
zas, el  Consejo  empezó  á  tener  jurisdicción  pata  conocer  y 
sentenciar  dertas  causas* y  ciertos  negocios  civiles,  vicián- 
dose la  institueion  que  en^u  origen  fué  pura  y  simplemente 
gubernativa. 

S8t.— Esto  mismo*observó  Felipe  II  quien,  mientras  re- 
^prendía  en  el  Consejo  su  tendencia  «á*ocuparse  mas  en  lo 
accesorio  (los  pleitos)  que  en  Iq  principal  ó  su  propio  oficio 
flos  negocios  del  reino) ,»  cayó  en  la  inconsecuencia  de  re* 
formar  la  planta  del  Consejo,  nombrando  para  las  doce  anti- 
guas plazas  y  para  las  cuatro  mas  que  stfiadió,  otros  tantos 
consejeros  todos  letrados. 

ast,— Felipe  IV  expidió  un  real  decreto  dirigido  al  Con* 
sejo,  en  el  cual  le  recomendaba  «que  no  solo  le  represenllkse 
con  entera  libertad  cristiana,  sin  detenerse  en  motivo  alguno 
por  respeto  humano ,  cuanto  creyese  conveniente  al  bien  de 

(1)  Véase  Sempere,  Historia  del  derec/k  español^  lib.  iii,  ca- 
pítulos 56  y  27. 
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la  OKmarqiita,  sino  que  replicara  á.ias  reales  resolociones 
siempre  que  juzgase  no  haberlas  dictado  el  Rey  con  cabal  co* 
nocimiento  de  cansa.  9  Este  decreto,  útil  en  aquellos  tiempos 
en  que  ninguna  garantía  limitaba  el  pod^r  absoluto  de  ios 
Monarcas,  fué  causa  de  la  mayor  exaltación  del.  Consejo,  así 
como  después  produjo  serios  disturbios ,  porque  prevalido 
aquel  de  su  grande*  influencia,  la  empleó  en  hacer  una  opo« 
sicíon  inconsiderada  á  toda  tentativa  de  reforma  política. 
La  tnagfstratura  organizada  en  consejos  6  parlamentos,  fué 
siempre  un  cuerpo  intermedio  que  contribuyó  á  moderar  el 
poder  real  en  nombre  del  pueblo,  mientras  esperó  que  ce- 
dería en  aumento  de  su  influjo  la.  limitación  de  aquella  auto* 
ridad;  mas  cuando  ha  visto  claro  que  la  nación  profesaiMi 
otros  principios  mas  hondos  y  confiaba  la  defensa  de  sus  de- 
rechos é  intereses  á  otras  instituciones  muy  distintas,  vol- 
vió la  espalda  al  pueblo,  defendió  con  ardor  todo  lo  anti- 
guo y  procuró  ensalzar  la  autoridad  misma  que  antes  de* 
primia. 

SSS.^En  tal  estado,  salvas  leves  diferencias,  subsistió  el 
Consejo  Real  ó  Consejo  de  Castilla  hasta  4842.  En  aquella 
época  los  antiguos  consejos  fueron  abolidos  y  creados  en  si 
lugar  un  supremo  tribunal  de  Justicia  y  un  Consejo  de  esta- 
do, separando  el  poder  judicial  del  ejecutivo  conforme  á  los 
-principios  poUticos  eonstgnadcis  en  la  Constituciott  de  4842. 

S84.-^Las  vicisitudes  de  nuestras  leyes  fundamentales 
introdujeron  otros  tantos  cambios  análogos  en  el  ¿uerpocon*» 
sultivo  del  gobierno,  yendo  siempre  ó  casi  siempre  ligada  la 
existencia  de  ios  antiguos  consejos  con  la  causa  de  la  me* 
narquia  absoluta,  y  la  división  de  las  atribuciones  judiciales 
y  administrativas  con  el  triunfo  del  régimen  oonstjtociooal, 
hasta  que,  asentado  desptfes  de  tantos  embat»  y  trastornos 
el  gobieriio  representativo ,  f nerón  aquellos  definitivamente 
suprimidos  y  reemplazadas  por  el  tribunal  supremo  de  Jostí» 
cia  y  un  Consejo  Real  de  España  é  Indias  ( 4 ),  el  cual,  al  ca- 
bo de  poco  tiempo,  fué  también  abolido  como  incompatible 

(i)    Real  decreto  de  S4  de  marzo  de  1S34. 
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con  el  articulo  236  de  la  Constitacíon  de  4^42,  restablecida 
en  4836  (4);  pero  aunque  parecía  <iue  esta  abolición  ímplicii^* 
ba  el  restablecimiento  del  Ck>nsejo  de  estado,  no  revivió  se- 
mejante institución. 

•91^.— La  nueva  ley^  fundamental  de  4837  no  prescribía  en 
su  letra  la  creación  de  ningún  alto  cuerpo  consultivo  del  go-, 
bierno;  mas  su  espíritu  lo  reclamaba,  porque  solo  con  su 
auxilio  pudiera  mantenerse  la  reciproca  independencia  de  los 
poderes  y  dirigirse  la  acción  administrativa  con  acierto.  Es- 
ta necesidad  constitucional  y  administrativa  á  un  tiempo*  re- 
quería pronta  satisfacción,  y  así  es  que  el  goUerno  á  poco  de 
haberse  publicado  la  Constitución  de  4837,  nombró  una  co- 
misión para  redactar  un  proyecto  de  ley  relativx)  á  la  crea- 
ción de  un  Consejo  de  estado,  presentó  este  mismo  proyecto 
con  leves  alteraciones  al  Senado  en  la  legislatura  de  4838  y 
lo  reprofiujo  en  la  siguiente,  aunque  sin  haber  llegado  á  con- 
vertirse en  ley  del  reino. 

sse.— Por  fin,  en  época  mas  reciente ,  usando  el  gobier- 
no de  la  autorización  concedida  por  las  cortes  para  organi- 
zar la  administración  (2),  se  ba.  creado  el  Consejo  Real  (3), 
apenas  establecido  y  ya  dos  veces  reformado  (4). 

S99.— El  Consejo  Real  no  es  una  institución  política^  si- 
no puramente'  administrativa,  y  dentro  de  la  administración 
todavía  tiene  limites  muy  estrechos,  pues  no  ejerce  ningu- 
na autoridad,  cifiéndose  sus  atribuciones  á  ilustrar  al  Rey, 
auxiliarle  con  sus  luces  y  servirle  con  su  experiencia. 

El  Monarca,  en  quien  reside  la  plenitud  del  poder  eje- 
cutivo, y  los  ministros  en  su  nombre,  necesitan  de  con- 
sejo para  resolver  ciertos  negocios  arduos  de  laadministca- 
cion,  preparar  leyes  y  reglamentos,  dirimir  cuestiones  gra- 
ves de  competmcia,  resolver  asuntos  contenciosos,  introdu- 
cir la. unidad  en  la  jurisprudencia  administrativa,  /ortalecer 
él  gobierno  y  permitirle  consagrar  algún  tiempo  á  los  intere- 

(1)    Real  decreto  de  28  de  setiembre  de  1836. 
(S)    Ley  de  !.•  de  enero  do  18U. 

(3)  Ley  de  6  de  julio,  y  real  decreto  de  S2  de  setiembre  do  1845. 

(4)  Reales  decretos  de  29  de  setiembre  de  18i7  7  24  dejaoio 
(le  1849. 
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ses  de  la  política,  sin  menoscabo  de  sus  deberes  en  cuanto 
á  la  administración. 

'  Las  oficinas  sirven  para  instruir  expedientes  y  preparar 
decisiones  mediante  la  aplicación  de  las  reglias  estableci- 
das: sirven  para  conformarse  á  las  órdenes  ministeriales  y 
.  procurar  su  ejecución,  y  son  por  tanto  útilísimos  auxiliares 
del  gobierno;  pero  el  res(fetoálas  tradiciones  produce  el  es- 
píritu de  rutina,  y  el  b&bito  de  la  obediencia  extingue  aque- 
lla libertad  de  espíritu  tan  necesaria  para  concebir  miras  ele- 
fidas,  cuales  se  requieren  en  los  hombres  encargados  de  la 
dirección  general  y  superior  de  los  negocios  públicos. 

Las  comisiones  especiales  compuestas  de  personas  enten- 
didas en  ciertos  ramos  de  la  administración,  aprovechan  pa- 
ra ilustrar  al  gobierao  en  tal  cuestión  determinada;  pero  no 
corrigen  el  vicio  del  aislamiento  en  que  se  encuentra  el  po- 
der central:  «estas  juntas  auxiliares^  tan  varias  é  inconexas 
entre  sí,  son  recursos  precarios  é  ineficaces  á  que  han  teiri- 
do  que  apelar  los  gobiernos  por  la  irresistible  ley  de  la  nece* 
sidad»  (i).  Toda  administración  ilustrada  y  solícita  del  bien 
público  i  debe  rodearse  de  un  cuerpo  permanente  que  supla 
con  su  consejo  la  multitud  de  juntas  y  comisiones  acciden- 
tales que  rara  vez  prestaron  ni  eficaz  auxilio  al  gobierno,  ni 
verdaderos  servicios  at  estado. 

Jnfiérese,  pues,  clarameiUe  que  la  índole  del  Consejo 
Real  debe  ser  de  un  cuerpo  puramente  consultivo  «sin  entro- 
meterse jam&s  á  ejercer  acto  alguno  de  administración,  por- 
que la  administración  supone  un  poder  y  poder  legalmente 
responsable;  pero  el  Consejo  no  debe  administrar  nunca,  ni 
de  consiguiente  quedar  sometido  á  refponsabilidad  en  su 
acepción  rigorosa»  (2).  La  responsabilidad  íntegra  de  todos 
los  actos  administrativos  recae  siempre  sobre  los  ministros, 
ora  procedan  conforme  al  dictamen  del  Consejo  Real,  ora  se 
aparten  de  su  opinión. 

Extrafio  á  la  política  y  extraño  también  á  la  justicia,  no 

(1)  Dictamen  de  la  comisión  del  Sellado,  acerca  del  proyecto  de 
ley  relalifo  á  la  creación  de  un  Consejo  de  estado. 

(2)  Dictamen  referido. 
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participa  ni  de  las  veleidades  deaqaella,  ni  déla  iamovMídad 
de  esta,  sino  qae  obedece  al  espirita  de  trasformacion  leita 
y  gradaal  que  eo  el  mayor  nóiiiero  de  los  actos  iuimíaip|tra- 
iivos  domiaa; 

888.— El  Coasejo  Real  se  compone:  4.^  de  los  miaístros 
secretarios  de  estado  y  del  despacho:  2.°  de  treiata  conse- 
jeros ordinarios:  3.^  de  diez  y  sei^extraordinarios:  4.^desq  * 
secretario  general:  5.^de  cierto  número  de  auxiliares;  y^^.'' 
de  un  fiscal. 

8811. — Los  ministros  son  consejeros  natos  y  representa 
la  justa,  la  necesaria  intervención  que  el  gobierno  con  su 
voz  y  con  su  voto  debe  tener  en  las  deliberaciones  del  Con- 
sejo. T  no  solo  los  ministros  intervienen  ^n  calidad  de  con- 
cejeros ordinarios,  sino  también  dirig^iendo  las  discusiones 
cuando  concurrieren  á  ellas >  pues  el  presidente  del  Consejo 
de  ministros  preside  también  el  Consejo  ReaU  y  en  so  defec- 
to el  ministro  de  mas  edad  entre  los  que  se  hallaren  présen- 
les. Para  los  casos  en  que  ninguno  asistiere,  nombra  el  Rey 
á  un  consejero  ordinario  vice-presidente  (4). 

8110.— El  Rey  nombra  los  consejeros  ordinarios  á  propues- 
ta del  Consejo  de  ministros  y  en  deoreCos  especiales  refren- 
dados por  su  presidente,  los  ouales  se  comunican  al  minis- 
terio de  la  Gobernación  de  la  PeníasuJa  (2). 

89i.— Aunque  el  Rey  nonabra  libremente  los  individuos 
del  Consejo  Real,  esta  latitud  no  es  omnímoda,  sino  Umitas- 
da  por  las  condiciones  que  la  ley  orgánica  «xíge  en  las  per- 
aonas  que  hubieren  de  com{>onerle,  y  som  tener  treinta  afios 
cumplidos,  como  garantiade  madurez  en  las  deliberaciones, 
y  haberse  distinguido  notablemente  en  las  diversas  carrera 
del  estado  (3),  como  garantía  de  aptitud  para  aconsejar  en  los 
asuntos  y  cuestiones  mas  arduas  de  la  administración.  Esta 
eircunstannia  es  coi  estadio l>astante  vaga,  porque  la  ley,  si 

(1)  Ley  de  organización  y  atribuciones  del  Consejo  Real,  «rií- 
eulo  S,  y  reales  decretos  de  7  de  febrero  de  1848  j  fi4d»  junio 
de  1849. 

(3)  Art.  4  de  ia  ley  de  6  de  ji^o,  y  4.«  de  SS  de  setiembre 
de  1845. 

(3)    Ley  orgánica  ,  art.  5. 
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biea  eoarté  algún  tanto  la  espooLaneidad  del  Homaroa,  «o  to 
querido  oe&ir  su  ekccíon  al  punto  de  no  ser  el^gobienx^ii* 
brt  para  rodearse  de  las  personas  que  pudiera*  iosfrirarle 
mas  confianza.  *  *  t 

.^  Sl^it.—Los  consejeros  son  amovibles  y  4eben  serlo,  por- 
que el  Consejo  Real  carece  de  poder  adníinistraÜTo  y  de  i^- 
rÍ3diccion  propia,  cuyo  ejercicio  reclama  la  iadependéníeia 
que  4a  ley  garantiza  ^  la  autoridad  ju4iciai.  El  principio  de 
<|ue  la  plenitud  de  la  potestad  de  ejecutar  fas  leyes  reside  eo 
el  Aey ,  quien .b  ejerce  bajo  la  fesponsabilídad  dé  los  m'inis- 
tros,  nó  permite  considerar  al  Consejo  Real  sino  como  áfip^ 
cuerpo  puramente  «fonsoltivo,  auxiliar  del  gobierno  y  en- 
.  cargado  de  asistirre  con  sus  luces;  pero  ageno  enteramente 
á  los  actos  de  la  administración. 

Si  el  gobierno,  poeSf  halla  obstáculos  invencibles  á  su 
m^cha  en  el  espirita  dominante  en  él  Consejo  Real,  p^ede 
y  debe  remover  á  los  consejeros  que  en  vez  de  auxiliarle'  le 
contrarían,  y  reemplazarlos  con  otros  cuyas  ideas  y  senti- 
mientos se  hallan  mas  en  ai:monia  fo»  los  priu.cipios  de  po- 
Ulica  y  de  admi0istracion  que  en  el  jninisterio  prevalecen. 
Pero  al  mismo  tiempo  importa  á  la  dignidad  del  Consejo  Heat 
y  redama  ef  carácter  de  sus  atribuciones  cuasi -judiciales, 
que  el  cargo  de  consejero  tenga  foda  la  estabilidad  compati- 
ble con  las  bases  del  régimen  representativo;  y  poroso  la  ley 
q^gánipa  ya  citada  establece,  que  parí  la  separación  de^s 
consejeros  reales  se.observed  las  misnias  formalidades  que 
para  su  nombramiento  (4).  * 

808.— El  cargo  de  consejero  ordinario  es  incompatible 
con  cualquier  otro  empleo  efectivo  (2).  También  debiera  ser- 
lo COA  la  cualidad  de  diputado  ó  senador,  porque  no  convie- 
ne qile  el  Consejo  Real  partícipe  del  carácter  veleidoso  y  tal 
vez  agresivo.de  la  política,  sino  que  sea  de  índole  esencial- 
mente administraUva;  asi  sus  trabajos  serian  constanjtes ,  sus- 
estudios  prolijos,  uaif(H*m<su  marcha  y  económica  la  insti- 
tifcion.  Así  tibien,  respetados  los  consejeros  por§u  impar- 

(!)    Arl.  4. 

(í)    An.  5.     .  •  » 
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daUdad  eo  medio  de  las  contieirdas  polflícas,  podHas*opo- 
Der  al  espíritu  de  novedad  una  resistencia  pasifa,  cierla 
fuerza  de  inercia  que  sin  embarazar  la  marcha  del  gobierno, 
le  sirviese  de  cdhtrapeso. 

Pudieran  combatir  esta  opinión  aduciendo  las  ?entaj|is 
que  resultarían  de'  comunicar  el  e^íritu  de  las  leyes  á  los 
cuerpos  legislativos  por  medio' de  los  consejeros  senadores  ó 
diputados  >  y  manteo»r  la  unidad  del  pensamiento  en  los  pro- 
yectos presentados  4  las  cortes  por  el  gobierno;  mas  si  tal 
conveniencia  eiiste,  debiera  satisfacerse,  no4e  una  manera 
eventual  y  dudosa,  sino  por  medios  seguros  y  ciertos.  Ade- 
más, en  manos  de  los  ministros  está  evitar  ó  disminuir  la 
necesidad  de  dicbo  contacto»  prestando  á  lo  sucesivo  mas 
atención  ^  lo  que  menos  hoy  les  cautiva.  El  ministerio  es  el 
lazo  natural  y  el  medianero  forzoso  entre  el  Consejo  Real  y 
los  cuerpos  colegisladóres.     *  *  « 

Sfl4.— Los  consejeros«eitraordinarios  no  ejercen  u&  car- 
go como  los  ordinarios,  sino  mas  bien  desempefian  una  co- 
misión. Al  principio  déxada  afk>  el  presidente  del  Consejo  de 
ministros  propone  al  Rey  una  lista  de  personas  qne  deberán 
ser  autorizadas  para  tomar  parte  en  las  delij^eraciones  del 
Consejo  Real,  y  estas  personas,  en  virtud  de  dicha  autori- 
zación real ,  ison  los  consejeros  extraordinarios. 

895.— La  creación  de  los  consejeros  extraordinarios  se 
funda  en  la  conveniencia^  de  que  asistan  á  las  delibecacioi^s 
d^  Consejo  Real  los  gefes  principales  <}e  caSa  servicio  admi- 
nistrativo, para  que  lleven  al  seno  de  aquel  cuerpo  consulti- 
vo del  gobierno  datos  útiles,  conocimientos  prácticos  y  el 
tributo  de  su  larga  experiencia  de  los  negocio!,  y  se  apro- 
vechen en  cambio  del  saber  profundo  y  de  la  excelencia  de 
las  teorías  aplicables  á  la  administración  que  en  el  Consejo 
Real  se  dilucidan.  Para  que  esta  comunicación  reciprocado 
ideas  y  noticias  prodi^zca  la  apetecida  alianza  entre  la  es- 
peculación y  la  práctica,  es  preciso  que  el  nombramienlo  de 
consejeros  extraordinarios  recaiga  en  altos  empleados,  cflyo 
concurso  á  las  deliberaciones  del  Consejo  Real  represente  el 
espirito  del  gobierno ,  la  fuerza  de  las  tradiciones  adminis- 
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Iratívas,  y  la  redsteaeía  misma  de  los  intereses  creados  eo 
lanipicion.  \ 

SMü— Sin  embargo,  aunque  tal  es  la  jurisprudencia  ad* 
mimsIraUva,  no  dudamos  que  la  cualidad  de  consejero  ex- 
traordinario no  pudiese  estar  ligada  con  igual  ó  mayor  ven- 
taja con  ja  capacidad  reconocida  de  las  personas,  que  per* 
manecer  vinculada  en  sus  títulos  ó  posición  oficial ;  y  toda** 
•  víanos  inclinamos  á' creer  preferible  el  sistema  de  llamar  el 
gobierno  cerca  de  si  para  auxiliarle  en  la  "solución  de  ca- 
*da  negocio  arduo  á  hombres  especiales  y  facultativos  en  la 
materi^en  cuestión,  al  método  actual  de  conceder  una. au- 
torización por  ponto  general  para  discutir  y  resolver  todos. 
los  asuntos  aun  los  mas  inconexos.  El  gobierno  deberla  con- 
sultar según  los  casos  el  saber  distinguido  en  ciencia,  en 
letras,  en  artes,  en  agricultura,  en  comercio,  en  industria, 
eomuni<»ndo  §1  espíritu  de  unidad  á  sus  varios  dictámenes 
por  medio  de  alianzas  accidentales  y  momentáneas  dé  todos 
los  hombres  emiiyntes' con  el  Consejo  Real.  Siempre  sería 
mejor  buscar  las  aptitudes  alH  en  donde  resplandecen  sig- 
nos ciertos,  exactos  y  uniforma  de  capacidad,  que  fiarse  de 
indicios,  cálculos  y  conjeturas. 

Sfi9.— Ijli  ley  dispone  qu%  teste  nombramiento  solo  po^ 
drá  recaer  en  los  funcionarios  siguientes: 

4.®  Presidente,  ministros  y  fiscales  del  tribunal  supre- 
mo de  Justicia^  del  de'Guerra  y  Marina,  del  mayor  de  Cuea- 
las  y  del  de  la  Rota  de  la  Nunciatura. 

9íf    Directores  generales  de  todas  armas. 

'  3.^    Comisario  general  de  Cruzada. 

i.*'  Directores  generales  ^e  cualquier  ramo  de  la  admir 
nistracion  pública. 

5.""    Intendente  general  del  ejército. 

6.^  'Contadores  genérales. 

T.""    Comisario  regio  del  banco  de  San  Fernando. 

8.^  Presidente  y  vocales  de  la  junta'de  dirección  de  la 
Armada  (4).* 

(1)    Art.  7  do  la  ley  de  6  de  julio.  « 
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S99.-^Los  ooiisejerDs^  exiraordioarios  te  nómbraa  en. la 
misma*  forma  que  jos  ordinarios.  ComcL^li  comisión  ea  anual, 
al  ÜD  de  cada  ano  espira  su  aulorizaeiód  para^aai^tír  Á  las 
deliberaciones  del  Consejo,  de  soerle  qoeJsi  no  se  haUan  com- 
prendidos eñ  la  nuef alista,  cesan  de^dM  de  asistir:  á  ana 
sesiones  y'dejan  desde  el  noaoento  de  su  pttbficaciott  de  $er 
míeri)broSide  aqnel  coerpe  (4).iObsér?ese,  púes^-qne  no^  hay 
tanta  estabilidad  en  los  cargos  de  consejenas  éxtcaordinft-* 
rtos,  como  en  los  de  consejemos  ordÍBaríos;  y  es  b  razón  qoe 
estos  ejercen  atribuekmes  enasi-jüdiciales  cnya  ittdble  re* 
quiere,  si  no  la  indél)e&dea<;ia4)roj)ia  del  jnexi  por  b  meóos 
.  ciertas  garantías  proporeionadas  á  la  naturaleza,  de  sm  fa- 
oultades  que  no  es  preciso  otorgar  á  los  primeros ,.  cuyos 
actos  son  puramente  coüsnltÍTos  y  deliberantes. 

8li#.r~Et  número  de  ios  cobs^os  extraordinarios  no  es- 
cederá  en  ningan  caso  de  la  teneera  parte  de  los  ordina- 
rios (2),  cautela  aconsejada  por  el  temor  de  que  al^gona  y«fL 
el  votado  estos  preponderase  sebare  la  opiíüon  de  «qüeUos,  y 
dominado  el  Censejo  Real  por  iaOtteocias  de  oficina^  perdie* 
se  su  carácter  de  censor  de  erertiis  actos  admiaistratifos. 
Además,  debe  el  Consejo  Real  estar  doiado  de  firmeza  y  cons- 
tancia para  defender  la  integridad  de  sus  príécltiios,  y  de  un 
espirilu  de  consecuencia  tal  que  nunca  se  qniebre  el  hila  4e 
sus  tradicteoe^.  La  anidad  de  la  administración  y  la  unifbr- 
Biidád  de  BU  jorisprudebcut  eslrifaasí  ^pHáe&palmente  en  esa 
condición,  ni  instable,  ni  inmoble  qie  carMteriza  al  Conacia 
Real. 

400.— Los  consejeros  extraordinarios  ejercen  atribucio- 
nes pura  y  simplemente  admifystrattraS^  pues  son  los  ordi- 
narios tan  solo  quienes  .tienen  facultad  para  résolTer  los  ne- 
gocios contenciosos  de  la  competencia  díel  Comsejo  (3). 

40t.— El  secretario  general  extiende  las  actas  dé  las  se- 
siones del  Consejo  pleno,  distribuye  los  expedientes  entre  las 

»  á 

•  * 

(1)  Ley  citada,  art.  8  y  real  decreto  de  22  de  setiembre  de  1S45, 
artículo  2. 

(2)  Ley  citada,  art.  8. 

(3)  Id.  art.  9.      •  • 
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SMoionef ,  dirige  los  Irabajos  de  la  secretaría,  firma  las  con- 
solías  qoeelGoDsejo  Keal  eleva»  auiorísm  la  oorrespandeacia 
en  todos  los  casos  en  que  no  se  reqoiera  la  del  vice*presi<- 
denle;. y  en  fin,  vela  sobre  el  orden  interior  de  las  ofieinos  y 
sobre  el  cnmpKmienfto  de  los  deberes  (H*opios  de  los  auxilia- 
res y  demás  soballernos  (i).  •       . 
;  4#t.~Los  auxiliares  ae  han  íatredncido  m  solo  para 
cooperar  á  la  acción  del  Consejo  Real  ejecutando  tes  traba- 
jes preparatorios  de  sos. decisiones,  sino  para  que,  nutrién- 
dose con  las  buenas  docirinas^y  adquirteido  el  conocimiento, 
práctico  de  los  negocios,  sefoimen  ei  aquella  escuela  ad^ 
ministradores  habatos  y  experímeíAados.  Hay  auxtüafes  de 
número  de  tres  eategorias;y  otros  Eay  svperftumeraríos  (S). 
408.— El  Consejo  Real,  para  los  asiinfos  administrativos, 
se  divide  en  seccionen  análogas  á  la  Sistríbocion  de  todos  los 
■egocios  públicos  entibos  varios  ministerios.  Estas  seccio* 
nes  son  seia:Estltdo  y  Gracia  y  Justicia ,  Guerra  y  Marina, 
Gobernación,  Hacienda,  Comercia,  Instmiccion  y  Obras  pú- 
blica y  ultramar  (3).  Cada  sección  es  presidida  por  el  mi- 
nistro del  ramo  respectivo,  y  si  concurrieren  dos^eside  el 
de  mas  edad.  Hay  además  en  todas  ellas  un  vice-^esidente 
nombrado  por  el  Rey  á  propuesta  de)  'ministro  respectivo  de 
entre  los  vocales  de  la  misma  (4). 

Cada  sección  instruye  les  expedientes  relativos  á  los  ne- 
gocios de  su  competencia,  y  acuerda  el  informe  que  bubieren 
de  dar  al  gobierno  en  los  asuntos  sobre  que  hayan  sido  con- 
sultadas, y  también  forma  los  expedientes  y  prepara  los  in- 
formes que  hubieren  de  presentarse  al  Consejo  solare  los 
asuntos  de  que  deba  conocer  en  pleno  (5).        * 

La  sección  de  Gracia  y  Justiicia  instruye  además  los  ex- 
pedientes y  prepara  las  resoluciones  í$obre  la  valides  de  las 
presas  maritimas  y  sobre  las  competencias  de  j^irisdiccion  y 

(1)  Reglamento  de  27  de  julio  de  1848.  * 

(i)  Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1848,  art.  1.% 

(3)  Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1848,  art.  3.  * 

(4)  Arts.  I O  y  11  del  real  decreto  de  22  de  setiembre  ¿9  18  'i5. 

(5)  ArU.  12y13. 
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atribuciones  entre  las  autoridades  jQdiciales*y  las  adminis- 
trativas, 7  tiene  también  &  so  cargo  la  colección  y  clasifica* 
cion  de  las  leyes',  decretos,  reales  órdenes  y  reglamentos  vi- 
gentes (4).  '.   • 

La  de  Ultramar  será  siempre  oida  en  todos  los  asuntos 
relativos  á  aquellas  provincias  y  á  so  régimen  especial  en 
lafórmai  determinada  por  «el  reglamento  particular  de  esta 
sección  (2). 

La  dé  lo  contencioso  conoce  de  loff  asuntos  de  la  admi- 
nistración que  tengan  este  ctt'ácter  y  de  las  apelaciones  de 
los  Consejos  provinciales  (3).  Esta  sección  debe  estar  dotada 
de  competente  número  de  auxiliares  letrados  quienes  ejer- 
cen, alternando  entre  ti ,  las  atribuciones  que  antes  corres- 
pondian  á  los  abobados  fiscales. 

Coando  la  n^uraleCá  nle  un  asunto  lo  requiera,  pueden 
reunirse  dos  ó  mas  secciones  paraaiespacbarlo  de  común 
acuerdo  (i);  cuando  no,  cada seccioff  de3pacha  sola  los  ne* 
gocios  de  su  excli^va  competencia. 


A&ncv] 


¿LO  2.^— kVñWcMmí»  dftV  Co%h\o  lUol. 


404.— Doble  carácter  del  Gonse-  411.— Sobre  ei  p9se  y  retención 

jo  Real.  de  balas. 

405. — Es  un  cuetpo  consultifo  412.— Sobre  los  asuntos  del  Real 

delgolÑienio.  *        PatroDato  y  recursos  de 

405. — Debe  ser  consultado  en  protección  del  concilio  de 

materias       administrati-  •        Trento. 

Tas:  4 13.— Sobre  validez  de  las  presas 

407.— Sobre  los  reglamentos  de  maritimas. 

•administración  pública.  414.— Sobre    naturalización   de 

408.— Sobre  tratados  de  comer-  extranjeros. 

cío  y  navegación.  415.  —Sobre  la  aotorízacion  pa^ 

409.— Sobre  otros  asuntos  de  ad-  ra  litigar. 

ministracíon  interior .  416. —Sobre  el  per  miso  para  ena- 

410.— Debe  ser  consultado  en  genar.  * 

materias  cuasi*conteDcio-  417.— Sobre  autorización  para 

sas:  procesar. 


(1)  Arl.  ». 

(2)  Art.  15. 

(3)  Art.  17, 

(4)  Art.  16. 
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*  ♦      t 

41S.^Otro8  easos  en  qae  debe  miiüstracíon  exterior. 

ser  consultado.  42^— En  otrosde  administración 
419.— Wo  es  obligatoria  la  con-  interior. 

tolta:  423.  —  Consultas     en    Consejo 
420.— En  ciertas  materias  legis*  pleno. 

lativas.  424.— Consultas  ed  secciones. 
421.— En  algunos  puntos  de  ad- 

4I04.— El  Consejo  ^eal  debe  considerarse  como  cuerpo 
consultivo  del  gobierno  y  como  tribunal  supremo  en  el  or- 
den contencioso  de  la  administración.  Bajo  el  primer  punto 
de  vista  ejerce  facultades  puramente  administrativas :  bajo  el 
segundo  aspecto  ejerce  una  cuasi-juri^diccion.  Por  ahora 
solo  examinaremos  sus  atribuciones  consultivas,  aplazando  el 
estudio  de  las  cuasi-judiciales  paraxuando  tratemos  de  los 
tribunales  administrativos. 

4I05.— El  Consejo  Real  es  un  cuerpo  supremo  consultivo 
del  gobierno  establecido  para  la  mejor  administración  del 
estado  (1):  de' consiguiente  carece  de  autoridad  propia  y  sus 
actos  di  tienen  fuerza  sino  en  cuanto  el  Rey  los  aprueba  y 
los  adopta  como  suyos  en  virtud  de'sqs  prerogativas  consti- 
tucionales ,  porque  no  es  él  Consejo  Real  órgano  de  un  po- 
der distinto  é  independiente,  sino  instrumento  en  maños  del 
gobierno;  de  la  administración  activa.  Su  oficio  es  dar  dictá- 
menes, y  un  dictamen  no  es  nunca  ejecutorio. 

El  Consejo  Real ,  pues,  procede  siempre  consultado  por  el 
gobierno;  pero  uñas  veces  stt  dictamen  es  requerido  por  la 
ley^y  otras  queda  al  arbitrio  del  poder  ejecutivo  oírle,  ó  no 
oirle,  según  lo  crea  conveniente. 

4lO«.— Debe  ser  consultado: 

I.  En  materias  administrativas. 

II.  En  materias  causi-contenciosas. 

I.  Son  materias  puramente  administrativas  sobre  que 
debe  el  Consejo  Real  ser  consultado: 

4I09.—  I.  Todas  las  reglamentarías,  y  a^i  es  necesario 
oir  su  dictamen  acerca  de  las  instrucciones  generales  para  el 
régimen  de  cualquier  ramo  de  la  administración  pública,  ó 

(I)    Ley  orgánica,  art.  1.» 
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sobre  los  reglamentos  geoerales  pira  la  ejeeneiende  las  le* 
yes  (1).— -Lá  ¡nterveacioaviecesaria  del  Consejo  Real  en  es- 
te caso  se  funjda  en  ta  conveniencia  de  poner  coto  á  la  arbi- 
trariedad del  poder  reglamentario,  procorando  se  mantenga 
en  las  leyes  secundarias  aqael  espirita  d^  anidad ,  aquella 
consecuencia  de  principios  sin  los  cuales  no  hay  uniformi- 
dad en  la  jurisprudencia,  ni  el  dereehd  administrativo  puede 
formar  un  cuerpo  de  doctrinas.  La  cooperación  forzosa  del 
Consejo  Real  es  también  una  garaoifa  de  que  los  reglamen- 
tos no  conculcarán  ni  la  letra»  ni  el  espíritu  de  Iks  disposi* 
ciones  legislativas,  y  un  medio  de  conservar  puras  é  intactas 
las  buenas  tradiciones  de  la  adminialracion. 

Todo  reglamento  ó  instrucción  general  para  enalqqier 
ramo  del  servicio  público  decretado  por  el  Rey  sin  consultar 
al  Consejo  Real ,  será  imyn^itucional,  porque  no  -está  le- 
galmenU  hecho;  mas  no  adolecerá  de  este  vicio,  si  el  Conse- 
jo fuere  consultado  antes  de  publicarlo,  aunque  no  lo  forme, 
ni  tampoco  lo  prefare.  •  • 

408.—  II.  Ciertas  de  administración  exterior,  como  los 
aratados  de  comercio  y  navegación  (2).— Lo  grave  y  delica* 
do  de  estas  transacciones  diplomáticas  en  que  puede  un  error, 
al  parecer  leve,  eomprometer  perpetuamente  los  intereses  de 
'  toda  la  nación,  es  la  .ca^sa  porque  la  ley  exig^  que  el  gobier- 
no consulte  acerca  de  estos  puntos  al  Consejo  Real ;  pero  la 
opiision  de  dicha  circc^nstancia,  si  bien  implica  la  responsa- 
bilidad de  los  ministros,  no*  disminuye  la  validez  de  un  ^¡on* 
trato  bilateral  celebrado  entre  dos  naciones  legítimamente 
representadas:  será  motivo  paradina  cuestión  interior  cuyo 
desenlace  en  nada  altera  la  cuestión  intfrnacional. 

49II.—  III.  Algunas  de  administración  interior  en  que  el 
testo  particular  de  las  leyes  imponen  al  gobierno  el  deber 
de  oir  al  Consejo  Real,  como  enTel  otorgamiento  de  real  au* 
torizacion  pan^  constituir  toda  tompaiía  mercantil  por  ac- 
ciones^ y  en  punto  á  crear  ó  suprimir  establecimientos  públí- 

(1)  Ley  orgánica  de  0  de  julio  de  1945,  *trt.  11,  y  real  decreto  de 
32  de  setiembre,  art.  7,§.  1.* 

(2)  Id.  §.2. 
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coft  d«;  beidkmeia,  agregar  ó  segregar  sos  reatas  ea  lodo  ó 
dh  fuu'td  (i)s  y  á  la  sapresiott  de  los  particulares  cuyo  ob* 
jeto  hubiese  caducado  6  no  paeda  lleoarse  camplidamea* 
t^^r  ladismiaucioo  de  sos  rentas  y  para  la  destitución  de 
sos  paAioaos  (2).         ^  • 

4t#.-**LláÍDaise  materias  eitastttcoBteociosas,  á  diferencia 
de  las  rigorosaflMnie  administrativas^  aquejlos  asuntos  que 
sip  ser  verdaderamelite  conteneiosos  de  la  admiDistraoion, 
sigqea  irnos  trá;nites  parueulares^  parecidos  á  los  señalados 
para  Itiq^tmccioni  de  estos,  si  bien  difieren  .en  un  panto  taa 
esencial  como  es  la  publicidad  de  las  sebones  que  el  Consejo 
Real  celebra  á  pueAa  abierta,  cuamio  delibera  acerca  dene- 
goqioSw^Dleqciosos,  y  á  puerta  cerrada  en  los  reatantes. 

Pertemecenlá  esta  ctase: 

4(tl« —  L  El  pase  y  retención  de  las  bulas,  brevet  y  resr 
eriptes  pontificios  y  las  preees  para  obtenerlos  (3).«*-La 
quietad  A  las  copcieacias  y  el  bienestar  pábüccl  requiérela 
que  baya  perfecta  concordia  entre  el  poder  espiritual  y  el 
temporal.  Cuando  oeutre  aljgun  conflicto  entr^  estas  autori* 
dades;  es  inherente  al  4erecbo  de  soberanía  la  facultad  dp 
dirimirlo.  El  Rey,  pttea,  debe  defender  las  regalías  de  la  Co- 
rona y  la iddepei^dencia  del  estado,  velando  porque,  so,  pre- 
testo  de  disponer  en  materias  dblesiásticas ,  na  se  introduz- 
can disposiciones  que  mengüen  las  unas,  ni  alenteo  contra 
losiothis.  El  Rey  es  arbitro  y  supremo  regulador  de  todas  las 
jorísdicoiones,  y  como  tal  las  conserva  integras,  defeodién* 
délas  de  toda  invasión  de  paróte  de  un  soberano  extranjero. 

Esta  jnrisprudenícia  está  consignada  en  nuestros  códigos 
en  los, cuales  se  manda  bajo  penas  mty  rigorosas  que  se 
presentelí'  al  Consejo  tfbtes  de  su  poBlicacion  y"  uso,  to- 
das las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despachos  de  la  Curia  ro- 
mana qué  contuvieren  ley,  regla  ó  precepto  de  observancia 
jieneral, dándole, elpasepara  su  ejecución ,  en  cnanto  no  se 
opm^n  alas  regalías,  eonoordatosv  eosiumbres^  leyes  y  de- 

(1)  Ley  de  S8  de  enero  de  1848. 

(2)  Ley  de  20  de  junio  de  1849. 

(3)  Ley  orgánica,  art.  II,  §.2. 
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recbos  de  U  aacioa,  ó  no  iadazcan  en  ella  noredades  perpi- 
diciales,  giúyámea  público  ó  de  tercero ,  asi  cono  tambieA 
deben  presentarse  las  relativas  á  partícalares  en  ciertos  ca- 
sos (4).  .    ;  '     . 

Extinguido  el  antiguo  Consejo,  ifisaron  estas  faltados 
al  tribunal  supremo  de  Justicia  y  ahora  corresponde  al  Con* 
sejo  Real,  donde  con  mas  propiedad  están  depositadas «  por- 
que«el  conceder  ó  negar  el  pase  á  las  bulas,  breves  y  rescrip- 
tos pontificios,  no  es  un  asanto  de  derecho  privado  y  para- 
mente civil,  sino  un  negocio  de  orden  público  yjco^titucio- 
nal.  Si  ios  ministros  resolviesen  por  si  solos  estos  asuntos, 
pudieran  dejarse  fácilmente  seducir  ó  exaltar  por  falta  de  lu- 
cei ,  por  ef  descuido  ó  la  infidelidad  de  sus  agentes^.ó  por 
el  influjo  de  las  sectas  ó  de  los  partidos;  mas*Ia  intervención 
del  Consejo  Real  asegura  que  la  solución  de  estos  deKcados 
asuntos  llevará  el  sello  de  la  madurez  y  de  la  justicia,  y  qoe 
guardarán  todas  entre  si  un  espíritu  de  conseenélcia  inal- 
terable. 

419.—  II.  Los  asuntos  del  Real  Patronato  y  recursos  de 
p/oteccion  del  concilio  de  Trento.— El  Monarca  es  según  las 
leyes  de  España  y  en  virtud  de  concordatos  celebrados  con 
la  Santa  Sede,  protector  y  patrpno  de  todas.las  iglesias  cate- 
drales del  reino ,  y  por  taafb  le  compete  la  presentación  ó 
nombramiento  de  los  arzobispos,  obispos,  prelados  y  abades, 
y  la  elección  de  los  eclesiásticos  para  el  servicio  de  la^  dig- 
nidades, prebendas  y  beneficioa  que  vacaren  en  los  ocho  me- 
ses llamados  apostólicos.  Si,  pu^,  la  potestad  eclesiástica  se 
entrometiese  á  proveer  sillas  episcopales  ó  beneficios  cuya 
presentación  ó  nombramiento  es  fegalia  de  la  Corona,  el  Rey 
debe  revhidicar  su^  derechos  de  soberania ,  coostiltando  al 
Consejo  Real. 

Los  recursos  de  protección  del  concilio  de  Trento,  tenían 
por  objeto  procurar  que  se  guardase* ;  cumpliese  todo  lo  en 
él  establecido.  A  este  fin  habian  las  leyes  del  reino  enco^ 
mendado  el  conocimiento  privativo  de  sus  negocios,  y  espe* 

(1)    Ley  9,  lít.  III,  lib.  II,  Mov.  Recop. 
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cialmeatede  las  bolas  qae  contra  sus  disposiciones  se  impc* 
erasen,  al  antiguo  Consejo»  atribacíones  que  luego  pasaron 
al  sfft^remo  tribunal  de  Justicia  y  hoy  ejerce  el  Consejo  Real. 

4ts.—  III.  Las  decisiones  acerca  de  la  validez  de  las 
presas  maritimas.^Justiniano  fundó  el  derecho  de  las  pre- 
sas mafttimas  en  aquel  principio:  ea  qu(J^  $x  hostíbw  ca- 
ptmns.jure  gentinm  statim  nostra  finnt;  y  aunque  sería  de 
apetecer  que  el  comercio  gozase  <]e  seguridad  en  medio  de 
la  guerra,  es  io  cierto  que  todavía  la  ruptura  tle  las  hostili- 
dades legitima  esta  adquisición  á  vita  fuerza,  así  como  en 
tiempo  de  paz  nace  del  derecho  que  k  todas  las  naciones 
asiste  para  ejercer  la  policía  de  los  mares. 

La  decisión  de  estos  asuntos  está  enlazada  con  el  examen 
de  lo  que  prescribe  el  derecho  internacional,  con  la  interpre- 
tacion  de  los  tratados  y  convenciones  diplomáticas,  y  en  fin, 
con  cuanto  hay  de  mas  delicado  en  punto  á  relaciones  exte- 
riores :  por  cuyos  motivos  se  creyó  conveniente  retirar  á  los 
tribunales  civiles  el  conocimiento  de  semejantes  negocios  y 
confiar  su  resolución  al  Rey  oyendo  al  Consejo  Real ,  ó  ai 
poder  ejecutivo,  único  que  puede  apreciar  si  fué,  ó  no,  legi- 
timo el  acto  hostil  de  un  subdito  á  quien,  expidiendo  paten- 
te de  corso ,  autorizó  para  hacer  la  guerra  ó  que  combatió 
con  un  pirata. 

Por  otra  parte,  llamados  los  tribunales  á  conocer  de  estos 
asuntos,  la  discusión  pública  era  consiguiente,  y  la  revela- 
ción de  los  secretos  de  la  diplomacia  comprometería  la  segu- 
ridad del  estado  y  las  relaciones  exteriores,  "y  solo  el  Rey  de- 
be tener  en  su  mano  la  balanza  de  la  paz  y  de  la  guerra,  y 
solo  él  debe  inclinarla  á  uno  ú  otro  lado. 

414.—  lY.  La  naturalización  de  extranjeros  (1).  — El 
Rey  esquíen  concede  cartas  de  naturaleza  á  los  que  por  no 
haber  nacido  espafioles,  ó  por  no  haber  ganado  vecindad  se- 
gún derecho,  necesitan  de  habilitación  especial  para  gozar 
del  fuero  de  ciudadano  en  Espafia.  Esta  gracia  solo  pue- 
de otorgarse  consoltando  al  Consejo  Real  el  que  debe  exami- 

(1)    Real  decreto  de  22  de  setiembre,  art.  7,  $.  3. 
Tomo  L  13 
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nar  el  expedieole  insiroido  por  el  ¡gobierno  eo  averiguacioa 
de  si  el  solicitante  reone,  ó  no,  las  caalidades  requeridas  por 
la  ley.  • 

4115.—  y.  El  otorgamiento  de  autorización  á  los  pueblos 
y  provincias  para  litigar,  cuando  estos  asuntos  deban  ser  de- 
cididos por  el  gobierno  (4 ).— Son  actos  de  tutela  que  ejerce  el 
gobierno  respecto  á  las  corporaciones  y  establecimientos  pú- 
blicos á  quienes  dispensa  su  alta  é  imparcial  protección,  de- 
fendiéndolos de  las  pasiones  y  preocupaciones  de  la  actual 
generación  en  beneficio  de  las  futuras.  Estos  actos  adminis- 
trativos son  bastante  graves  para  que  el  gobierno  deje  de 
pedir  dictamen  al  Consejo  Real,  y  no  de  tan  rápido  despacho, 
que  n»  puedan  diferirse  basta  oir  el  voto  de  aquel  cuerpo 
consultivo;  además  de  que  en  tales  casos  debe  haber  una  de- 
liberación previa,  y  deliberar  es  propio  de  mochos,  asi  como 
ejecutar  de  uno  solo. 

En  algunos  casos  el  Consejo  Real  no  conoce  de  estos  asue- 
tos sino  en  segundo  grado  ó  por  via  de  apelación,  por  ejem- 
plo ,  cuando  es  un  ayuntamiento  quien  solicita  semejante 
autorización  denegada  por  el  gefe  político;  pero  otras  veces 
conoce  en  primer  grado,  v.  gr.  si  la  autorización  es  solicita- 
da por  una  provincia.  Esta  autorización  no  prejuzga  la  cues- 
tión judicial;  sirve  tan  solo  para  precaverlos  dallos  que  pu* 
dieran  seguirse  &  un  pueblo,  provincia,  corporación  ó  estable- 
cimiento público,  de  intentar  un  litigio  innecesario,  injusto  ó 
no  conveniente. 

4111.-^  VI.  Los  permisos  que  pidan  los  pueblos  ó  pro* 
vincias  para  enagenar  ó  cambiar  sus  bienes  y  para  contratar 
empréstitos  (2).— Son  también  actos  de  tutela  como  los  an- 
teriores y  de  igual  6  mayor  gravedad ,  porque  celebrado  el 
contrato  de  enagenacion,  se  habrá  disminuido  el  patrimonio 
de  las  provincias  ó  pueblos  de  una  manera  permamente. 

419.—  VIL  Las  autorizaciones  que  con  arreglo  á  las  le* 
yes  deba  dar  el  gobierno  para  encausar  á  los  funcionarios 
públicos  por  excesos  cometidos  en  el  ejercicio  de  su  autori- 

(1)    Id.  §.4. 
(?)    Id.  §.5. 
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dad  (1).— Somaprudeiiciá  s(j  téquiét'e  eti  el  gobierno  al  dis- 
pensar esta  garantía  eoüstitnciotiará  ios  agentes  administra- 
tivos y  cnbrir  sos  actos  con  el  escudo  de  la  responsabilidad 
ministerial ,  ó  abandonar  unos  y  otros  á  la  justicia  de  los 
tribunales.  Bien  ha  menester  de  todas  las  luces  del  Consejo 
Real,  para  que  la  garantía  de  Ib^  Aincíonaríos  públicos  no 
degenere  en  medio  de  iobpüuidad,  ó%o  propenda  á  relajar  los 
vínculos  de  Ik  garantit'administrativa; 

4M».— También  exigen  las  leyes  que  el  gobierno  consul- 
te al  Consejo  Real  sobre: 

Yin.  El  reconocimiento  previo  de  los  titulóse  instruc- 
ción de  los  expedientes  que  aicreditanel  derecho  dé  los  par- 
tícipes legos  á  iüdemnizaicion  (S). 

IX.  La  concesión  de  pertenencia  denna  mina  por  el  esta- 
do qoe  el  gobierno  no  puede  hacer  sin  la  previa  instrucción 
de  un  etpediente  en  debida  forma  (3). 

X.  La  destitución  del  patrono  de  un  establecimiento  par- 
ticular de  beneficencia,  la  cual  tampoco  puede  el  gobierno 
acordar  sin  justa  causa  y  sin  audiencia  del  interesado  (4). 

419.— Puede  ser  consultado  el  Consejo  Real,  es  decir,  que 
los  ministros  son  arbitros  de  oir,  ó  no,  su  dictamen  según  lo 
estimen  conveniente: 

4I90.—  L  En  materias  législaftivas,  ó  sobre  los  proyectos 
de  ley  que' hubieren  de  preáentatde  á  las  c6rtes{5).— El 
concurso  del  Consejo  Real  no  es  nieieeisario,  y  de  consiguien- 
te no  participa'  directa  ni  indirectamente  del  poder  legis- 
lativo. Carece  de  iniciativa ,  y  solo  expresa  su  dictamen 
acerca  de  los  proyectos  de  ley  sobre  que  el  gobierno  le  con- 
sulta, 6  redacta  los  que  le  eücíomietídai  cuando  es  requerido. 
En  el  concurso  deliberante  del  Conisejo  Real  para  redac- 
tar á  nomlii^  del  gobierno  los  proyefelos  de  ley  en  materias 
políticas,  pudiera  no  encontrarse  ni  bastante  sigilo,  á  pesar 

(1)  Id.  §.6. 

(S)  Ley  de  SO  de  marzo  de  1846. 

(3)  Ley  de  1 1  de  abril  de  1849. 

(4)  Ley  de  20  de  judío  de  1849. 

(5)  Real  decreto  de  22  de  setiembre  de  1845,  art.  8. 
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del  juramento,  ni  bastante  independencia,  á  cansa  de  la  amo- 
vilidad. En  materia  civil  ó  administrativa  hallarán  los  minis- 
tros entre  los  consejeros  excelentes  redactores  y  hombres  de 
conciencia  y  de  ilustración  cuyos  dictámenes  podrán  seguir 
con  acierto  (1). 

491.^  II.  En  algunas  materias  de  administración  exte- 
rior, ó  sobre  los  tratadoftcon  las  potencias  extranjeras  y  con- 
cordatos con  la  Santa  Sede  (2).— El  R^y  necesita  una  liber- 
tad amplía  para  celebrar  todo  género  de  convenciones  diplo- 
máticas; mas  cuando  estas  son  puranf^nte  políticas^  el  grado 
de  libertad  debe  ser  mayor,  que  si  fuesen  tratados  de  nave- 
gación ó  comercio.  Por  esto  mismo  es  arbitrario  en  el  Rey 
consultar,  ó  no,  al  Consejo  Real  en  punto  á  las  primeras,  y 
es  forzoso  oirle  con  respecto  á  los  segundos. 

499.*-  ni.  En  materias  de  administración  interior  ó  so- 
bre cualquier  punto  grave  que  ocurra  en  el  gobierno  y  ad- 
ministración del  estado  (3). 

498.— El  Consejo  Real  puede  ser  consultado  por  el  gobier- 
no en  pleno  ó  por  secciones.  Corresponde  al  Consejo  pleno 
conocer: 

4 .    De  los  proyectos  de  ley. 

2.  De  las  instrucciones  y  reglamentos  generales. 

3.  De  los  tratados  y  concordatos. 

4.  De  la  resolución  final  de  los  asuntos  contenciosos. 

5.  De  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

6.  De  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones. 

7.  Del  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y  rescriptos 
pontificios. 

8.  De  los  asuntos  graves  del  Real  Patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de  Trento. 

9.  De  los  demás  asantes  en  que  el  gobierno  quiera  oir  al 
Consejo  pleno  (4). 

494.— En  los  demás  casos  pnede  el  gobierno  á  su  libre 

(1)  M.  Gormenin,  Droit  administran f,  cap.  iii. 

(S)  Heal  decreto  de  32  de  setiembre,  art.  7,  §.  2. 

(3)  Id.  §.3. 

(t)  Art.  9. 
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arbitrio  consoltar  al  Consejo  pleno,  ó  solamente  alguna  ó  al- 
gunas de  sus  secciones.  Las  fórmulas  oido  el  Consejo  Real,  de 
acuerdo  con  su  dictamen,  conformándose  con  su  parecer ,  in- 
dican que  ha  sido  consultado  el  Consejo  pleno ;  cuando  no, 
los  reales  decretos  ó  reales  órdenes  expresan  qué  sección  fue 
la  consultada. 

CAPÍTULO  m. 

Be  losOoüfleJos  especiales  de  la  adminislraeion 
central. 

425.— Consejos  especiales    del  433.— Sus  atribaciones. 

gobierno.  434.— Cuándo  deberá  ser  con- 
426.— Su  necesidad.  sulUdo. 

-  427.— Carácter  de  sos  atribu-  435. — Cuándo  podrá  ser  consol- 

ciones.  tado. 

42S.— Consejo  desanidad.  436.— Antigua  Junta  general  de 
429. — Su  composición.  comercio. 

430.— En  qué   casos  debe  ser  437.— Consejo  de  A^cultura. 

consultado.  438. — Su  organización  actual. 

431 Consejo  de  Instrucción  pú-  439.— Sas  facultades. 

blica.  440. — Junta  general  de  BeneG- 
432.— Su  composición.  cencia. 

416.— Además  del  Consejo  Real  que  consulta  al  gobierno 
en  los  negocios  generales  de  la  administración,  la  ley  insti- 
tuye otros  especiales  que  le  ilustran  en  las  materias  facul- 
tativas. 

4te.— Bajo  los  regímenes  constitucionales  es  muy  fre- 
cuente que  los  diputados  pasen  de  la  tribuna  al  ministerio, 
y  no  siempre  sucede  que  sea  hábil  estadista  el  orador  elo- 
cuente. Bajo  un  sistema  de  centralización  mas  ó  menos  ab- 
soluta, el  ministro,  sin  ser  un  hombre  especial  en  cada  ramo 
de  los  que  su  secretaria  comprende,  debe  dictar  disposicio- 
nes para  regularizar  el  servicio  de  todos. 

De  aquí  nace  la  necesidad  en  que  los  ministros  se  suelen 
ver  de  dejarse  guiar  por  las  oficinas,  en  vez  de  guiarlas  ellos, 
abandonando  hasta  cierto  punto  el  despacho  de  los  negocios  • 
á  sus  agentes  auxiliares  mas  versados  en  la  práctica  de  cier- 
tos ramos  especiales  de  la  administración  pública,  y  reser- 
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v&ndoB6  únicamente  la  alta  direccioa  politice  y  el  impulso 
administrativo  análogo  y  uniforme. 

Pero  los  h&bilos  de  rutina,  los  trámites  dilatorios  y  la 
Taita  de  conocimientos  facok^tivos,  son, rasónos  harto  pode- 
rosas para  debilitar  el  v^ujo.de,)^^  qfici^as  colocando  cerca 
de  los  ministros  cuerpos  eonsultivos  capaces  áfi  equilibrar 
aquellos  inconvenientes,  oponiendo  al  apego  á  las  tradicio- 
nes la  sed  de  novedades,  á  la  ipropcipsion  á  los  expedientes 
un  despacho  rápido  y  expedito,  y  colmando  el  vacio  de  los 
estudios  con  la  entrada  de  hombres  espeeialesen  los<;onsejos 
Íntimos  del  gobierno. 

419.— Natur^lipente  estas  asambleas  ó  cuerpos  delibe- 
rantes no  ejercen  autoridad  .alguna,  ni  participan  del  poder 
ejecutivo f  ni  aun  intervienep  en  la  administración  oon  dic- 
támenes oficiosos,  sino  que  consultan  al  gobierno .,  cuando 
este  invoca  el  auxilio  de  sus  luces  y  el  apoyo  de  su  experien- 
cia. Obran,  si  son  requeridos;  y  aunque  los  reales  decre!lQS 
que  los  instituyen  seQalan  ciertos  casos  en  los  cuales  se 
impone  al  gobierno  la  obligación  de  consultarlos,  «o  por 
eso  tienen  derecho  para  reclamar  que  su  dictamen  se^  oido^ 
pues  solo  al  ministro  toca  reaponder  de  la  informalidad  de 
sus  propios  actos,  si  en  efeolo  ^oliÁ^  ^1  iivwrido  jen  «eme- 
jante  falta.  La  accipn  ^diPfínisirativa  no  debe  inerder  <nn  ^to- 
mo de  su  indepeadepcia  ai  de  su  responsabilidad  por  la  ia- 
gerencia  de  los  consejos  cuyo  encargo  es  ilustrarle  sin  re^ 
lardar  ni  entorpecer  su  marcha;  por  lo  cual  1^  ¡tttfini#aoíon 
de  dichos  caerpos  debe  ser  sieoip^e,  no  i^iv^,  wo  sípople- 
mente  pasiva. 

4t9.— Existía  poco  há  un^  junjUí  (lamada  4e  Sanidad  del 
reino  en  quien  residian  ciertas  f^uUades  ladaiiaistraiivas: 
desmembración  del  poder  de  ejecutar  \^  lefes  siempre  per- 
judicial, porque  debilita  la  fuerza  y  destr^yie  la  unidad  de 
la  administración,  y  organización  viciosa  oo^io  la  de  toda 
autoridad  qolectiva,  pues  si  deliberar  es  propio  de  muchos 
entendimientos,  ejecutar  requiere  una  sola  mano. 

El  creciente  predominio  del  principio  de  la  centraliza* 
cion  entre  nosotros ,  dominó  est^  materia  oon  mas  justicia 
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que  avasalló  otras  varias^  j  faé  caBsa  de  abolir  aquella  joola 
y  agregar  la  direeeíoB  general  de  esle  servicio  público  al 
ministerio  de  la  Gobernación ,  auxiliado  por  un  Consejo  de 
Sanidad  revestido  jcon  atribuciones  puramente  consulti- 
vas (4). 
499.^Compón6se  el  Consejo  de  Sanidad: 

I.  Del  ministro,  presidente  nato,  porque  siendo  el  gefe 
superior  y  responsable  de  este  servicio,  debe  reservarse  una 
participación  directa  é  inmediata  en  las  deliberaciones  de 
cualesquiera  cuerpos  cofisultivos.  £l  oye  en  el  seno  de  dicba 
corporación  las  laminosas  discusiones  que  los  proyectos  del 
gobierno  escitan,  se  empapa  en  los  conocimientos  facultativos 
y  lleva  un  rico  tesoro  de  ciencia  que  distribuirá  los  adminis- 
trados, aplicándolos  principios  de  la  higiene  pública  alas 
necesidades  de  la  nación. 

II.  De  un  vi^e-presidente  de  nombramiento  real  qire 
ejerce  la  presidencia  á  falta  del  ministro.  El  vice-presidente 
es  el  órgano  de  comunicación  entre  el  gobierno  y  el  Consejo» 
y  el  vocal  de  mas  confianza  entre  todos. 

III.  De  los  gefes  directores  de  los  ramos  de  Correccioif 
Beneficencia  y  Sanidad  en  el  propio  ministerio,  á  fin  de  reu- 
nir en  el  mismo  foco  la  especulativa  y  la  práctica,  las  luces 
de  la  ciencia  y  la  enseñanza  de  la  experiencia. 

IV.  De  trece  vocales  numerarios  nombrados  por  el  Rey 
á  propuesta  del  ministro  de  la  Gobernación,  cuyas  plazas  se 
distribuyen,  siempre  que  no  hay  inconveniente,  en  esta 
forma:  una  para  cada  una  de  las  carreras  de  guerra,  mari- 
na, hacienda,  diplomacia  ó  consular,  magistratura,  y  dos 
para  la  administración.  Las  seis  restantes  se  proveen  en  per- 
sonas distinguidas  por  sus  conocimientos  en  las  ciencias  mé- 
dicas, naturales  ó  químicas  (2). 

Debiera  eLgobierno  haber  reservado  expresamente  una 
plaza  de  vocal  numerario  para  un  profesor  veterinario,  con- 
siderando que  hay  muchas  epidemias  que  nacen  de  epizoó* 
tías,  otras  que  se  derivan  de  alimentos  animales  mal  sanos  ó 

(1)    Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1849. 
(ü;    Art.  G.  • 
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de  la  importación  de  productos  también  animales  suscep- 
tibles de  producir  algon  germen  de  infección  ó  de  propagarlo 
por  contagio. 

V.  De  ocho  vocales  supernumerarios  nombrados  en  igual 
forma  que  los  numerarios,  á  los  cuales  podrá  llamar  el  Con- 
sejo á  su  seno  en  los  casos  y  circunstancias  en  que  lo  creye- 
re conveniente,  teniendo  voz  y  voto  en  las  deliberaciones 
en  que  tomara  parte  (4). 

VI.  De  un  secretario  con  sueldo  de  nombramiento  real, 
quien  auxiliará  además  el  despacho  de  los  negocios  del  ramo 
en  el  ministerio  (2);  otro  punto  del  contacto  entre  la  admi- 
nistración activa  y  la  deliberante  con  respecto  al  servicio 
sanitario. 

4S0.— El  Consejo  de  Sanidad  será  consultado: 
L  Sobre  las  reformas  ó  mejoras  que  hubieren  de  hacer- 
se en  la  organización  y  servicio  de  la  policía  sanitaria  exte- 
rior, y  con  especialidad  en  la  marítima,  á  fin  de  poner  esta 
parte  del  sistema  sanitario  en  armonía  con  el  estado  de  los 
conocimientos  cientificos  y  con  los  adelantos  hechos  en  las 
d^más  naciones,  para  que  pueda  llenar  cumplidamente  el 
objeto  de  conceder  á  las  relaciones  comerciales  toda  la 
libertad  compatible  con  la  conservación  de  la  salud  pú- 
blica. 

II.  Sobre  el  establecimiento  de  un  sistema  ordenado  de 
policía  sanitaria  interior,  dirigido  á  la  preservación  de  con* 
tagios,  epidemias  y  epizootias,  ala  conservación  de  la  sa- 
lubridad pública  y  á  la  represión  eficaz  de  toda  contraven- 
ción á  las  leyes ,  reglamentos  ó  disposiciones  gubernativas 
pertenecientes  á  la  policía  sanitaria  y  á  la  médica. 

III.  Sobre  todo  lo  relativo  al  ejercicio  de  los  diversos 
ramos  de  la  ciencia  de  curar  y  á  los  establecimientos  de 
aguas  minerales. 

IV.  Sobre  la  importación,  elaboración  y  venta  de  las  sus- 
tancias venenosas  y  medicinales. 

En  estos  puntos  es  obligación  del  gobierno  oir  al  Consejo 

(i)    Arl.  7. 
(2)    Art.  9. 
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de  Sanidad:  en  todos  los  demás  relativos  &  la  sanidad  ma- 
rítima y  terrestre  y  á  la  policía  médica  y  de  salubridad,  no 
comprendidos  en  la  anterior  clasificación ,  dará  su  dictamen 
cuando  le  fuere  pedido. 

4Si.— El  Consejo  de  Instrucción  pública  está  mandado 
establecer  por  el  artículo  102  del  Plan  de  estudios  vigen- 
te (i) y  con  el  objetóle  auxiliar  al  ministro  en  la  dirección 
y  gobiernS  supremo  de  todos  los  ramos  de  la  ensefianza. 

Guarda  dicho  Consejo  mucha  analogía  en  su  organiza- 
ción y  en  el  carácter  de  sus  atribuciones  con  las  del  Conse- 
jo de  Sanidad,  puesto  que  son  unas  mismas  las  teorías  en 
que  ambos  se  fundan  y  que  la  administración  se  propuso 
realizar;  por  cuya  razón  seremos  parcos  en  la  demostración 
de  los  principios  y  nos  fijaremos  con  especialidad  en  la  ex- 
posición del  derecho  constituido. 

4St. — El  Consejo  de  Instrucción  pública  se  compone: 

I.  Del  ministro  del  ramo,  presidente. 

II.  De  un  vice-presidente  de  nombramiento  real. 
'  III.    Del  director  general  de  Instrucción  pública. 

lY.  De  veintiocho  consejeros  tomados  de  las  clases  de 
catedráticos  en  ejercicio,  cesantes  6  jubilados,  doctores  de 
las  varias  facultades  y  personas  distinguidas  por  su  gran  re- 
putación en  ciencias  6  literatura. 

y.  De  un  secretario  general  que  habrá  de  ser  oficial  del 
ministerio. 

El  Consejo  se  divide  en  seis  secciones^  á  saber:  de  ins- 
trucción primaria,  filosoña,  ciencias  eclesiásticas,  jurispru- 
dencia, ciencias  médicas  y  administración  y  gobierno  de  las 
escuelas  y  sus  fondos. 

El  vice-presidente  no  pertenece  á  sección  alguna  y  puede 
presidirlas  todas  con  voz  y  voto,  y  el  director  de  Instrucción 
pública  es  individuo  nato  de  todas  las  secciones. 
,  éSM.^LsLS  atribuciones  de  este  cuerpo  son,  como  su  nom- 
bre lo  indica,  puramente  consultivas:  su  oficio  es  ilustrar  al 
gobierno  con  s«6  dictámenes  cuando  los  reglamentos  lo  pres- 

(I)    Decretado  en  8  de  julio  de  1847. 
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criban  ó  siempre  qoé  el  gobierno  tuviere  por  conveniente 
oírle. 

494.— Puede  el  Consejo  ser  consoltado  en  pleno  ó  por 
secciones:  será  espeeialmeníe  consultado  el  Consejo  pleno: 

I.  Sobre  la  formación  ó  reforma  del  plan  general  de  es- 
tudios. 

U.  Sobre  la  creación  ó  supresión  de  escuelas  y  estable- 
cimientos científicos  y  literarios  de  toda  clase.     * 

III.  Sobre  el  aumento  ó  supresión  de  facultades  ó  cáte- 
dras en  las  escuelas  existentes  k  la  fecha  de  su  instalación. 

IV.  Sobre  remoción  de  los  catedráticos  propietarios. 
En  estos  casos  es  obligatorio  para  .el  gobierno  oír  previa- 
mente el  dict&men  del  Consejo  pleno,  porque  se  ha  impues* 
to  á  si  mismo  el  deber  de  consultarle  en  materias  tan  gra- 
ves de  la  ensefianza,  como  prenda  del  acierto  de  sus  disposi- 
ciones. 

4LS&.^Poirán  ser  consultadas  las  secciones  respectivas: 

I.  Sobre  los  métodos  de  enseñanza,  organización  de  los 
establecimientos,  libros  de  testo  y  calificación  de  obras  para 
premiar  á  sos  autores. 

II.  Sobre  los  expedientes  de  oposición  para  el  nombra* 
miento  de  catedráticos. 

III.  Sobre  la  antigüedad  y  clasificación  de  los  profesores. 

lY.  Sobre  las  cuestiones  que  se  susciten  relativas  al  go- 
bierno interior  de  los  establecimientos,  su  disciplina  y  ad- 
ministración económica  (1). 

En  estos  otros  casos  queda  al  arbitrio  del  gobierno  oír,  ó 
no,  á  las.  secciones;  y  sin  embargo,  parecía  preferible  que 
fuese  obligatorio  como  en  los  anteriores,  porque  cuanto  mas 
se  concretan  las  disposíeiones  del  gobierno ,  cuanto  mas  des- 
ciende la  administración  á  pormenores,  tanto  mas  há  menes- 
ter el  auxilio  de  las  luces  y  experiencia  de  personas  especia- 
les y  profesores  facultativos.  Reusar,  pues,  el  concurto  de 
las  secciones,  ó  por  lo  menos  no  imponerse  la  obligación 
de  consultarlas  en  materias  arduas  y  graves%  es  incurrir  en 

(1)    Real  decreto  de  17  de  febrero  de  184a. 
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Qoa  falta  qoe  do  jiMUifici  el  legior  4e  que  se  iogíeran  en  ios 
actos  administrativos,  no  Aeaienéo  el  Coose)#  de  iostroccion 
pública  sino  facttlUMles  pamioeote  oonsoltívas. 

£1  Cooseijo  de  lostroccíoi  pública  podrá  también  ser  con- 
saltado en  pleno  ó  por  secciones,  sobre  los  demás  pnnlos  re* 
laiíTos  á  la  eosefkanza  en  que  el  gobíei-no  ieo^  por  conre- 
niente  oír  su  dictamen,  además  «de  los  casos  sefialados  en  los 


PosterioraMiUe  á  la  iostítaeian  xte  este  iCoerpo  cónsul* 
iuro  del  gobierno,  «e  le  donró  cén  el  epilett  de  real ,  y  4es*- 
de  entoo^ees  se  deoomna  &eal  Consj^o  de  L»sUuccion  p^ 
Uíca. 

4sa.»Desde  mucho  tiempo  acá  se  conocen  íCA  Ir  legisla- 
císiB  de  Espafia  iciertas  oorporacioaes  cuyo  o|)|0to  foé  siem- 
pre piíomover  y  foo^eatar  la  riqoeza  pública^  Hubo  pna  Junta 
general  de  comercio  con  facuUadeseconMMoas  y  guberaati- 
vas  en  asuntos  de  comercio,  fábricas  y  ordenanzas  de  artes  y 
manufacturas  {ih  Después  de  baherse agregado  á  la  de  mo- 
neda y  de  haber  reunido  los  negocios  de  minas,  lomó  ia  deno* 
miaacion  de  Junta  general  de  comercio,  moneda  y  minas, 
cuya  corporación  concluye  por  paiderse  tn  el  Consejo  de  Ha* 
ciendaal  cual  fue  incorporada  (2). 

4tf .— Sus  atribuciones  estarían  hoy  en  disonancia  con 
la  ley  fundamental  del  estado  por  Id  que  teniaa  de  jndicia* 
les,  y  serian  opuestas  á  los  principios  de  la  administración, 
por  lo  qae  tenían  de  activas.  Era  preciso,  pues,  que  el  go** 
bierao  /oonciliase  la  necesidad  de  ilustración  con  la  indepen-* 
dencia  desús  actos,  estableciendo  un  cuerpo  eonsultivo  con 
quien  pudiese  conferir  acerca  de  todas  las  medidas  genera- 
les de  fomento,  y  esta  idea  produjo  el  Consejo  de  Agricul- 
tura y  Comercio,  creado  poiso  despoes  de  la  instalación  del 
ministerio  especial  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públi- 
cas, al  cual  fué  adicto. 
Compúsose  en  so  origen: 

i .    Del  ministro  del  ramo,  presidente. 

(1)    Tit.  I,  lib.  n,  Kov.  Recop. 

(S)    Real  decreto  do  1 1  de  agosto  de  1814. 
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2.  De  un  vice-presidente  nombrado  por  el  Rey. 

3.  .  Del  director  general  de  comercio. 

4.  De  catorce  vocales,  de  los  cuales  propone  al  Rey  do- 
ce  ti  ministro  de  Comercio,  y  los  dos  restantes  el  de  Ha- 
cienda. 

5.  De  un  secretario  general  que  será  oficial  del  ministe- 
rio encargado  de  este  ramo  (i). 

4S9.— En  época  mas  reciente  se  dio  nuevo  nombre  y  una 
organización  distinta  á  dicho  cuerpo,  llamándole  desde  en- 
tonces Consejo  Real  de  Agricultura ,  Industria  y  Comercio, 
refundiéndose  en  él  la  Junta  consultiva  de  la  cria  caballar,  y 
dividiéndose  en  tres  secciones  correspondientes  á  su  triple 
denominación. 

El  ministro  del  ramo  es  presidente  nato  de  todas  las  sec- 
ciones, en  cada  una  de  las  cuales  hay  un  vice-presidente 
nombrado  por  el  Rey,  y  un  secretario  que  es  el  gefe  del  ne- 
gociado respectivo  en  el  ministerio. 

El  director  general  de  agricultura,  industria  y  comercio, 
es  individuo  nato  de  todas  las  secciones,  y  también  el  presi- 
dente de  la  Asociación  general  de  ganaderos  del  reino  con 
agregación  á  la  sección  de  agricultura  (2). 

De  esta  manera  quedan  representados  en  el  Consejo  to- 
dos los  intereses  agrícolas,  industriales  y  mercantiles,  todos 
cuantos  en  fin  son  relativos  al  fomento  directo  de  la  riqueza 
pública,  y  dicho  cuerpo  será  á  lo  sucesivo  un  foco  perenne 
de  luces  de  grande  utilidad  y  de  muy  poderoso  auxilio  pa- 
ra el  gobierno,  en  quien  debemos  suponer  miras  elevadas  é 
ideas  generales,  pero  de  quien  no  podemos  exigir  noticias  de 
pormenores  y  conocimientos  facultativos.  Para  la  dirección 
superior  de  los  intereses  materiales  de  la  sociedad  basta 
con  lo  primero:  lo  segundo  es  hacedero,  no  exagerando  el 
principio  de  la  centralización  con  el  apoyo  de  estos  cuer- 
pos consultivos. 

4S9.— Las  atribuciones  del  Consejo  Real  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  son: 

(1)    Real  decreto  de  9  de  abril  de  1847. 
(S)    Real  decreto  de  24  de  febrero  de  1848. 
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I.  Dar  su  dictámea  sobre  todas  las  cuestioaes  en  que  el 
ministro  del  ramo  juzgue  cooveDÍente  oírle. 

II.  T  proceder  á  la  averiguaciou  de  hechos  que  puedan 
conTonirle  por  medio  de  información  escrita  ó  verbal,  cuan- 
do el  ministro ,  á  petición  del  Consejo  ó  de  oficio,  le  autoriza- 
re para  ello  (4). 

Al  examinar  estas  facultades,  ocurren  algunas  breves 
aunque  importantes  reQexiones.  En  primer  lugar,  no  hay  ca- 
sos señalados  en  el  decreto  orgánico  de  dicho  Consejo  en 
los  cuales  deba  el  gobierno  consultarle  necesariamente ,  an- 
tes de  adoptar  ciertas  graves  disposiciones;  omisión  lamen- 
table porque  las  cuestiones  económicas,  aun  sin  tener  el  ca- 
rácter de  negocios  legislativos,  están  erizadas  de  dificultades, 
y  su  desenlace  puede  comprometer  intereses  muy  extensos  y 
profundos.  T  si  cuando  los  derechos  individuales  son  holla- 
dos por  la  administración ,  hallan  los  particulares  asilo  y  pro- 
tección en  los  tribunales  contencíoso*administralivos  ¿por 
qué,  supuesto  que  los  intereses  legítimos  carecen  de  esta  ga- 
rantía posterior  contra  los  yerros  del  poder  discrecionj^ 
se  les  habrá  de  reusar  la  garantía  anterior  del  consejo  hL 
vio,  según  se  halla  establecido  para  otros  asuntos?  ¿ó  no  soA, 
por  ventura,  las  cuestiones  económicas  tan  arduas,  tan  hon- 
das y  complicadas  como  las  de  sanidad  ó  instrucción  públi^ 
ca?  ¿ó  no  merecen  tal  vez  los  intereses  de  este  orden  la  pre- 
dilección que  los  demás? 

Segunda  observación:  el  Consejo  de  que  hablamos  no 
ejerce,  á  semejanza  de  los  dos  anteriores,  facultades  pura- 
mente consultivas,  sino  también  activas,  cuando  procede  á 
la  averiguación  de  hechos  por  medio  de  información  verbal 
ó  escrita. 

Estas  informaciones,  si  se  reducen  á  escritura,  forman 
un  expediente  ordinario  que  debe  instruir  el  gobierno  por 
medio  de  sus  agentes  responsables;  y  si  se  quiere  ilustrar 
una  cuestión  d^eterminada  por  medios  extraordinarios  ^  en- 
tonces es  preferible  el  sistema  de  crear  una  comisión  ad  Aioc, 

(1)    Real  decreto  de  9  de  abril^  arts.  1  y  2. 
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cotxrpQesta  de  hombres  especiaifsimos,  resertándosi)  el  go- 
bierno alilizar  las  Ictees  del  Consejo,  para  cuando  llegare  el 
caso  de  resolver  ea  vísCa  de  las  notician  y  datos  reeogiá)s; 
asi  sa  conviccioa  sería  mas  ilustrada  y  mas  íadependietitef. 

Sí  las  informaciones  son  orales,  el  Consejo  no  puede  ha^* 
cer  uso  de  la  autorización  del  gobierno  sino  dentro  de  los 
maros  de  la  capitiar  del  reino,  recmto  por  demés  esti^cho  pa- 
ra estudiar  á  fondo  ninguna  cuestión  agrícola ,  ifidustriai  ó 
mercantil ;  y  en  uno  y  en  otro  caso,  las  facultades  activas  dé 
dicho  Consejo' desdicen  de  su:  organización  como  cuerpo  co- 
lectivo. 

Tercera  y  útfíma  otoertacion:  Íjk  denominación  de  Con^ 
sejoJteoI  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  causa  de 
hacer  extensivo  este  honroso  título  al  de  Instrucción  púbii^ 
ca,  nos  parece  muy  impropia^  porque  aqvel  epiCbUif  solo^dé^ 
be  aplicarse  al  alto  cuerpio  consvtlivo  del  Ifonarca,  y  en  ma- 
nera alguna  áest^  corporaciones,  modestos  auiHiaresde 
los  ministros. 

Bien  dicho  esti  Consejo  Real  el  cuerpo  cfue  consulta  al 
fty  en  punto  &  los  actbs  de  sus  ministros:  que  los  examina  y 
juzga,  cuando  los  particulares  ofendidos  en  su  derecho  repre- 
sentan al  Monarca  para  que ,  como  gefe  supremo  dé  la  admi- 
nistración, suspenda,  corrija  ¿anule  Ibs  disposiciones  de  sus 
secretarios  del  despacho:  que  propone  al  Soberano  la  deci- 
sión de  las  competencias  de  jurisdicción  á  las  cuales  no  al^^ 
canza  la  autbVidad  ministerial,  porque  es  preciso^*aeudir  á 
un  superior  común;  y  en  fin,  bien  llamado  está  ilati/ aquel 
cuerpo  cuyas  ieti$%(mes,  si  en  el  hecho  emanan  de  si  propio, 
en  derecho  emanan*  del  Rey. 

Pero  á  los  consejos  especiales  que  son  consultadas*,  por 
lo  común,  cuando  los  ministros'  quieren,  que  no'  son  cuer- 
pos consultivos  del  gobierno,  ni  aun  de  todo  un>  ministisrio, 
sino  de  un  ramo  particular  del  servicio  público:  que  nada 
deciden,  porque  nr  ejercen  autoridad  ni  jnrisdiccinn,  y  que 
sirven  principalmente  para  ilustrará  la  administración  acer- 
ca de  pormenores  facultativos,  es  decir,  en  aquellos  casos 
£n  que  el  ministro  no  procede  ni  aun  siquiera  como  conseje- 
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ro  de  la  Corona ,  síqo  ea  uso  de  la  autoridad  virtualmente 
delegada  por  el  Monarca,  según  se  colige  de  la  multitud  de 
reales  órdenes  expedidas,  oyendo  á  los  Consejos  de  Instruc- 
ción pública  y  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio;  á  esos 
Consejos  de  los  ministros,  repetimos,  no  cuadra  el  título  de 
Beal^  tan  pomposo,  cuanto  es  inmerecido.  Y  si  cuadra  ¿por 
qué  no  se  aplica  también  al  de  Sanidad?  ¿Es  acaso  de  di- 
versa índole?  ó  es  de  categoría  inferior?  ó  presta  servicios 
de  mas  leve  importancia?— No:  pertenece  á  distinto  ministe* 
rio  y  ha  sido  mejor  comprendida  la  institución. 

Vana  parecerá  á  primera  vista  y  estéril  esta  discusión;  pe- 
ro no  debe  juzgarse  así,  considerando  que  un  epíteto  mal 
aplicado  &  una  institución  administrativa^  induce  á  formar 
ideas  falsas  de  su  carácter^  y  k  revestirla  de  extrañas  atribu- 
ciones. 
440.— La  Junta  general  de  Benefieenciai^e  compone: 

I.  De  un^residente  nombrado  por  el  gobierno. 

II.  Del  Arzobispo  de  Toledo,  vice^presidente;  del  Patriar- 
ca de  las  Indias  y  del  Comisario  general  de  Cruzada,  indívi* 
dúos  natos. 

III.  De  un  consejero  real  de  la  sección  de  Gobernación  y 
otro  de  lo  contencioso;  de  un  consejero  de  Instrucción  pú- 
blica, otro  de  Sanidad  que  sea  médico,  y  cuatro  vocales  mas 
nombrados  todos  por  el  gobierno. 

lY.  Del  patrono  de  un  establecimiento  general  que  se  ba- 
ile domiciliado  en  Madrid t  y  si  fuesen  varios,  de  dos  que 
elegirá  el  presidenta. 

El  cargo  de  vocal  dura  cuatro  aOos,  podiendo  los  salten* 
tes  ser  reelegidos.  £1  presidente  et  asM? ibie. 

Esta  Junta,  además  de  ejercer  en  los  establecimientos 
generales  las  atribaciooes  que  las  provinciales  y  municipales 
en  los  de  su  respectivo  territorio,  es  cuerpo  consultivo  del 
gobierno  para  los  asuntos  de  beneficencia  (i). 


(1)    Ley  de  20  de  junio  de  1845. 
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SIECCIOM    SECIIJIVBA. 

CAPÍTULO  IV. 

Be  lo«  Coiuiejos  proTlneiales. 

441. — Consejos  de  la  adminis-  concurso. 

tracion  local.  448.— Fuerza  de  sus  deliberado^ 
442.— Consejos  provinciales.  nes. 

443.— Analoéía  entre  sus  faculta-  449.— Bl  gefe  político  las  publt-> 

des  y  las  del  Consejo  Real.  ca  en  su  propio  nombre. 

444.— Por  qué  no  pueden  suplir-  450.  — Facultades  administrati- 

los  las  Diputaciones  pro*  vas. 

vinciales?  451.— Enumeración  de  estas  fa- 
445.— Organización  de  los  Con-  cultades. 

sejos  provinciales.  452. — Sus  límites. 

446.— Sus  atribuciones.  453. — Sesiones  de  los  Consejos 
447.— Cuando  e^necesario  su  provinciales. 

441.— Hemos  examinado  la  orgaDÍzacion  y  tas  atribucio- 
nes de  los  cuerpos  auxiliares  de  la  administraciou  central: 
ahora  exige  el  orden  estudiar  la  organización  y  las  atribu- 
ciones de  otros  consejos  de  la  administración  local,  cuyas 
facultades  son  asimismo  unas  veces  puramente  consultivas  y 
otras  deliberantes. 

44t.— Aparecen  en  primer  término  los  Consejos  provin- 
ciales de  institución  reciente  (1);  y  aunque  además  de  su  ca- 
rácter administrativo  ejercen  una  verdadera  jurisdicción,  no 
los  consideramos  por  ahora  sino  bajo  el  primer  aspecto,  para 
mirarlos  después  por  su  segunda  faz,  cuando  descendiére- 
mos al  análisis  de  la  materia  contenciosa. 

44S.— Hay  una  grande  analogía  entre  las  facultades  del 
Consejo  Real  y  de  los  Consejos  provinciales,  pues  así  aquel, 
como  estos,  pronuncian  decisiones  y  dan  dictámenes,  ilus- 
trando con  ellos  á  la  administración  activa;  de  suerte  que  el 
auxilio  que  el  Rey  encuentra  en  las  luces  y  en  la  experien* 
cia  del  alto  cuerpo  consultivo  del  gobierno,  ese  mismo  halla 

(i)    Ley  de  2  de  abril  de  1845. 
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el  gefe  superior  de  una  proviocia  en  estos  otros  cuerpos  coq- 
sultívos  de  ioferior  grado. 

T  eo  efecto,  si  materias  gra?es,  si  cuestiones  arduas 
asaltan  diariamente  á  los  ministros,  también  surgen  díGcul- 
tades  y  se  ofrecen  obstáculos  á  la  marcha  de  los  agentes  su- 
balternos dentro  de  su  respectiva  esfera;  por  cuya  razón  la 
ley  ha  querido  organizar  la  gerarquía  administrativa,  {(h- 
mando  esa  doble  serie  de  autoridades  unipersonales  y  asam- 
bleas consultivas,  para  que  en  todos  los  grados  de  la  escala 
aparezca  la  acción  asistida  del  consejo. 

444. — Tal  vez  ocurra  preguntar  por  que  no  tendrían  bas- 
tante los  gefes  politices  con  el  concurso  de  las  Diputaciones 
provinciales,  pues  estas  corporaciones,  mejor  todaví^i  que  los 
Consejos  de  provincia,  pudieran  ilustrarlos  en  los  asuntos  de 
interés  local ,  facilitarles  el  conocimiento  de  las  personas  y 
la  práctica  de  las  cosas,  y  en  Gn,  ofrecerles  iguales  garantías 
de  madurez  en  sus  deliberaciones. 

Sin  embargo,  prescindiendo  de  que,  aun  cuando  se  des- 
carguen á  los  Consejos  de  provincia  de  todas  sus  facultades 
consultivas,  todavía  debieran  subsistir  como  tribunales  ad- 
ministrativos, no  pueden  jamás  ser  reemplazados  con  venta- 
ja estos  por  aquellos  cuerpos. 

Las  Diputaciones  provinciales  tienen  sesiones  periódicas 
y  la  administración  activa  há  menesler  un  consejo  perma- 
nente<.— Las  primeras  se  renuevan  con  frecuencia,  y  la  admi- 
nistración activa  debe  ser  consultada. ppr  corporaciones  ha- 
bituadas á  interpretar  las  leyes  y  reglamentos.— Aquellas  en- 
tienden mas  de  asuntos  de  interés  provincial  y  los  miran  con 
preferencia  á  los  de  utilidad  común,  y  los  Consejos,  si  no  li- 
bres de  toda  afección  local ,  por  lo  inenos  son  mas  dueños  de 
sí  mismos,  y  forman  juicios  mas  independientes;  y  en  su- 
ma, siendo  las  Diputaciones  de  origen  popular,  carecen  de 
unidad  de  pensamiento  y  están  exedtas  de  responsabilidad, 
de  lo  cual  se  infiere  que  su  cooperación  seria  pocas  veces 
eficaz  y  menos  todavía  espontánea  y  sincera. 

446.— Los  Consejos  provinciales  tienen  su  asiento  en  la 
capital  de  cada  provincia  y  se  componen  del  gefe  político  y 
Toao  L  14 
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de  tres  á  cinco  vocales  oombrados  por  el  Rey ,  dos  de  los 
cuales,  por  lo  menos,  deben  ser  letrados.  El  gefe  político  es 
presidente  nato -del  Consejo  provincial,  y  hay  además  un  vi- 
ce*pres¡dente  designado  por  el  gobierno  entre  los  consejeros. 

Para  reemplazar  á  estos  en  sus  ausencias,  enfermedades, 
recusaciones  y  separaciones,  puede  nombrar  el  gobierno  en 
cafla  provinoia  basta  un  número  igual  de  supernumerarios, 
quienes  tendrán  facultad  de  asistir  á  las  sesiones,  pero  sin 
Toz  ni  voto ,  escepto  cuando  entraren  en  ejercicio  (4). 

Tal  es  la  organización  de  los  Consejos  provinciales:  exa* 
minemos  sus  atribuciones  consultivas. 

4M. — Los  Consejos  provinciales ,  como  cuerpos  consol* 
tivos,  dan  su  dictamen  siempre  que  el  gefe  político  por  sí, 
ó  por  disposición  del  gobierno,  se  lo  pide,  ó  cuando  las  leyes, 
reales  órdenes  y  reglamentos  lo  prescriben  (2). 

Según  el  contesto  literal  de  este  artículo  el  concurso  de 
los  Consejos  provinciales  puede  ser  obligatorio  para  el  gefe 
político,  ó  puramente  voluntario :  obligatorio  cuando  las  dis- 
posiciones legislativas  ó  administrativas  lo  requieren:  volun- 
tario ,  cuando  el  gefe  político  baila  conveniente  oírle  para 
adoptar  alguna  resolución  importante,  previa  una  madura 
deliberación,  como  garantía  del  acierto. 

ün  gefe  político  no  puede  abarcarlo  todo :  ^aerá  tal  vez 
hombre  muy  entendido  en  administración  y  carecerá  de  co- 
nocimientos jurídicos  6  del  tiempo  necesario  para  examinar 
á  fondo  tal  cuestión  grave.  Cuando  la  ley.  ó  el  gobierno  han 
podido  prever  estos  casos  arduos,  han  impuesto  al  gefe  polU 
tico  la  obligación  de  consultar  al  Consejo  provincial;  y  cuan- 
do la  previsión  no  alcanza,  dejan  á  su  buen  criterio  escoger 
las  ocasiones  en  que  conviene  invocar  el  auxilio  de  las  luces 
y  de  la  experiencia  de  dicho  cuerpo. 

449.—- Exigen  las  leyes  y  disposiciones  administrativas 
que  el  gefe  político  oí^a  al  Consejo  provincial: 

I.  En  punto  á  elecciones  generales  ó  parlamentarias,  pa- 
ra decidir  acerca  délas  reclamaciones  ó  instancias  de  incío- 

(1)    Ley  cílida,  tít.  i. 
(S;    Ley  citada,  art.S. 
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sioQ  óexGlasioQ  de  los  electores,  rectificando  las  listas  elec- 
torales (4). 

II.  Eo  caaato  &DíputacioQes  provinciales,  para  declarar 
la  Talidei  de  las  actas,  si  no  hubiere  reclamacionesateüdibles, 
ó  remitir  al  gobterao  la  decisión  del  asunto,  si  hallare  vicios 
de  nulidad  (2). 

III.  En  materia  de  Ayontanientos,  para  resolver  definí* 
tivamenle  sobre  la  inclusión  ó  exclusión  de  los  vecinos  elec- 
tores ;  para  aprobar  ó  desaprobar  las  actas  de  elección  y  de- 
cidir las  reclamaciones  y  escusas  de  los  elegidos  ;  para  de- 
cretar á  instancia  de  parte  ó  de  oficio  la  suspensión  de  los 
acuerdos  ejecutorios  de  estas  corporaciones,  si  fueren  contra- 
rios á  las  leyes,  reglamentos  y  reales  órdenes,  y  al  censurar 
las  cuentas  de  los  fondos  del  común  (3). 

lY.  En  asuntos  de  beneficencia,  al  suspender  á  los  pa- 
tronos de  los  establecimientos  provinciales  y  municipales  de 
beneficencia;  al  conceder  ó  reusar  la  competente  aproba- 
ción á  los  reglamentos  para  el  régimen  interior  de  ios  mis- 
mos, y  ai  calificar  la  importancia  de  sus  negocios  litigiosos 
para  decidir  si,  no  obstante  ser  asistidos  en  justicia  como  po- 
bres, les  convendrá  elegir  letrado  que  no  sea  de  turno  (I), 

y.  En  orden  á  obras  públicas,^  en  la  instrucción  de  los 
expedientes  relativos  al  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
los  rios  á  fator  de  particulares,  para  resolver  sobre  la  clasi- 
ficación ,  dirección  y  anchura  de  los  caminos  vecinales,  y 
para  autorizar  con  este  motivo  la  imposición  de  alguna  ser- 
vidumbre temporal  á  los  terrenos- colindantes,  si  sus  dueños 
no  la  consienten  (5). 

VI.  En  negocios  de  minas,  para  conceder  el  permiso  de 
extraer  de  algún  terreno  particular  producciones  minerales 
de  naturaleza  terrosa  con  aplicación  á  ciertos  usos  fabriles; 

* 

(1)  Ley  de  18  de  marzo  de  t846,  art.  28. 

(2)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  arts.  32  y  33. 

(3)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  arts.  31,  54,  80  y  108. 

(4)  Ley  de  20  de  janio  de  1849,  y  realesórdcnes  de  2S  de  octubre 
de  1846  y  18  de  diciembre  de  t848. 

(5)  Real  orden  de  14  de  marzo  de  1846,  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848  y  ley  de  28  de  abril  de  1849. 
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para  abrir  calicatas  á  meoor  distaacía  que  ciacueola  varas 
de  un  edificio,  hacienda  ó  cercado  coatra  la  voluotad  de 
sus  dueños;  al  conceder  una  pertenencia  y  al  autorizar  la  cons- 
trucción de  cualquiera  artefacto  ú  oficina  de  beneficio  que 
requiera  el  uso  de  combustible  vejetal  ó  el  aprovechamiento 
de  algún  salto  de  agua  y  la  abertura  de  caminos  de  mas  de 
medía  legua ,  habiendo  oposición  de  los  pueblos  ó  particu  - 
lares  cuyas  tierras  hubieren  de  atravesar  (4). 

YII.  En  las  cuestiones  de  competencia  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  administra- 
tivas .(2). 

YIII.  Respecto  á  procedimientos  contencioso -adminis- 
trativos, al  fijar  las  dietas  que  hayan  de  devengar  los  ugie* 
res  del  mismo  Consejo,  cuaodo  salieren  de  la  capital  á  prac  • 
ticar  alguna  diligencia  de  su  oficio  (dj. 

448. —En  los  casos  referidos  los  acuerdos  del  Consejo 
provincial  no  tienen  otro  carácter  que  el  de  meros  dictáme- 
nes ó  deliberaciones  no  ejecutorias  >  las  cuales  solo  pue* 
den  convertirse  en  preceptos,  si  el  gefe  político,  único  en 
quien  reside  la  autoridad  administrativa,  los  acepta  y  les  co- 
munica fuerza  obligatoria;  por  manera  que  esta  autoridad  es 
libre  en  seguir  ó  no  seguir  el  parecer  del  Consejo  provincial, 
sin  que  ni  el  conformarse  atenúe  su  responsabilidad ,  ni  el 
oponerse  1^  agrave  según  ley  ó  disposición  alguna.^ 

4411.— Asi  pues»  aun  cuando  el  gefe  político  se  adhiriese 
enteramente  al  dictamen  obligatorio  ó  voluntario  del  Consejo 
provincial,  debe  dictar  la  providencia  en  su  propio  nombre  y 
autorizarla  con  su  firma,  si  bien  es  igualmente  deber  suyo 
añadir  la  fórmula,  oido  el  Can$qo  provincial^  cuando  su  con- 
curso fuere  forzoso,  para  que  conste  á  los  administrados  la 
legalidad  del  acto;  pero  ni  está  obligado  ni  sería  conveniente 
que  expresare  su  conformidad  con  el  parecer  del  Qonsejo pro- 
vincial, y  menos  su  disidencia,  pues  ni  ha  menester  en  aquel 
caso  para  dar  mayor  fuerza  á  sus  actos ,  requerir  el  auxilio 

(1)  Leydeildeabr¡ldel849.  arU.  3,  7,  lOySe. 

(2)  Real  decreto  de  4  do  jaoio  do  1847,  art.  13. 

(3)  Reglameoto  de  I.» de  octabre  de  1845,  art.  12. 
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de  dicha  cc^poracion  ,  oi  es  prudente  ea  el  segundo  hacer 
alarde  de  una  oposición  que  siempre  cedería  en  mengua  de 
su  prestigió  y  en  menoscabo  de  su  autoridad. 

Si  un  gefe  poUtico  dicta  por  sí  solo  tal  providencia  que 
las  leyes  ó  reglamentos  de  administración  pública  exigen  sea 
consultado  previamente  con  el  Consejo  provincial ,  la  parte 
lastimada  en  sus  intereses  puede  deducir  su  agravio  por  la 
vía  gubernativa  ante  el  ministro  competente ;  y  si  la  ofensa 
fuese  irrogada  en  sus  derechos,  hay  lugar  á  reclamación  por 
la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  Real. 

450.— Además  de  las  facultades  consultivas,  «tienen  los 
Consejos  provinciales  en  los  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración ,  la  participación  que  las  leyes  especiales  de  los  mis- 
mos, reales  órdenes  y  reglamentos  les  señalan»  (4).  Según  c$te 
articulo  de  la  ley  orgánica,  pueden  los  Consejos  provinciales 
ejercer  cierta  clase  de  atribuciones  que  ni  son  consultivas,  nk 
tampoco  emanan  de  su  jurisdicción,  sino  propias  de  la  admi- 
nistración pura.  En  el  mayor  número  de  casos  la  ley  les  otor- 
ga tales  facultades  en  unión  con  los  gefes  politices  á  quienes 
compete  la  resolución  deKniliva  de  aquellos  negocios  ;  pero 
siempre  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  que  es  la  fór- 
mula de  costumbre,  para  expresar  que  el  acto  administrativo 
no  será  perfecto,  ni  legalmente  ejecutorio  sin  el  concurso  d^ 
dichas  dos  voluntades. 

4&t.— Este  acuerdo  se  requiere: 

I.  Para  declarar  las  dudas  y  dirimir  las  cuestiones  sus- 
citadas entre  los  alcaldes  y  los  depositarios  de  los  fondos 
municipales  sobre  el  pago  de  libramientos  no  ajustados  á  las 
partidas  del  presupuesto. 

II.  Para  examinar  y  censurar  las  cuentas  de  los  mismos, 
cuando  el  presupuesto  del  pueblo  no  llegase  &  200,000  rs.  (%), 

III.  Al  decidir  si  el  diputado  provincial  electo  tiene,  ó 
no,  las  cualidades  requeridas  por  la  ley,  y  al  resolver  sobre 
las  solicitudes  de  exención  de  estos  cargos  (3). 

(1)    Ley  de  2  de  abril,  art.  7. 

(3)    Ley  de  8  de  enero  de  1845,  arls.  104  y  108. 

ffi)    Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  34. 
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lY.  A.I  distribuir  entre  los  pueblos  la  cantidad  votada  por 
ta  Diputación  provincial  para  la  canstruccion  de  caminos  ve- 
cinales; ai  señalar  el  precio  equivalente  ¿  la  prestación  per- 
sonal, Y  al  declarar  la  necesidad  ó  conveniencia  de  un  cami- 
not  cuando  los  pueblos  interesados  no  se  aviniesen  á  reco* 
nocerla  (1). 

T  por  último,  ejercen  los  Consejos  provinciales  actos  de 
administración  en  materias  de  sorteos  para  el  reemplazo  del 
ejército  por  la  facultad  de  oir  las  reclamaciones,  instruir  los 
expedientes  y  deshacer  los  agravios  de  los  Ayuntamientos, 
según  antes  lo  veriGcaban  las  piputacíones  (2),  en  cuyos  ca- 
sos entra  por  mas  la  deliberacioQ  que  la  acción  y  se  descu- 
bre también  cierto  carácter  contencioso. 

4&t.— Esta  escasa  participación  que  llegaron  á  adquirir 
en  ta  administración  pública,  podrá  revestirlos  de  cierto  gra- 
do de  autoridad  propia;  pero  siempre  será  una  autoridad  pu* 
ramente  escepcional,  y  de  consiguiente  carecerán  de  faculta- 
des para  hacerla  extensiva  á  otros  casos  análogos  y  para 
adoptar  resoluciones  reglamentarias  ó  generales  (3),  debien- 
do concretarse  á  los  hechos  y  circunstancias  testnalmente 
comprendidas  en  las  leyes  y  disposiciones  administrativas. 
Cuando  proceden  como  cuerpos  consultivos  ó  con  el  carácter 
de  auxiliares  de  la  administración  provincial,  no  pueden  ele- 
var ni  apoyar  petición  alguna  de  cualquiera  especie  que  sea, 
al  gobierno,  ni  á  las  cortes  (4),  porque  solo  el  gefe  político  es 
órgano  de  transmisión  é  información;  ni  publicar  sus  propios 
acuerdos ,  sin  permiso  del  mismo  gefe  ó  del  gobierno  (5), 
porque  solo  quien  ejerce  potestad  ejecutiva  tiene  derecho 
para  dirigir  la  voz  á  los  administrados  y  él  es  qoien  única- 
mente responde  de  todos  los  actos  de  autoridad. 

4ft8.— El  número  de  sesiones  que  pueden  celebrar  los 
Consejos  provinciales  es  ilimitado:  la  ley  lo  deja  enteramen- 

(1)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1847,  arts.  4  y  9,  y  ley  do  28 
de  abril  de  1849,  art.  7. 

(2)  Ley  de  4  de  octabro  y  real  <5rdcn  de  Sti  del  mismo  de  1846. 

(3)  Ley  de  2  de  abril,  art.  10. 

(4)  Art.  II. 

(5)  ídem. 
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te  á  jQÍcio  del  gere  politice  que  procurará  seaa  tantas,  caaa- 
tas  fueren  precisas  para  el  despacho  de  los  negocios.  Síem* 
pre  que  el  Consejo  proTíncial  proceda  como  cuerpo  consulti- 
vo, delibera  á  puerta  cerrada  (4 ). 

Para  adoplar  un  acuerdo  debe  estar  presente  la  mayoría 
de  los  vocales  contado  el  gefe  político,  cuando  asista,  y  ha« 
ber  por  lo  menos  un  letrado.  En  caso  de  empate  decide  el 
voto  del  presidente  (2). 

La  omisión  de  cualquiera  de  estas  circunstaflcias  lega- 
les, por  ejemplo ,  la  asistencia  de  un  número  menor  de  con- 
sejeros que  el  requerido  ó  la  falta  de  un  vocal  letrado,  etc., 
seria  causa  de  la  nulidad  de  la  deliberación «  y  transmitiría 
el  vicio  de  ioconstitucíonalidad  en  la  forma  al  acto  adminis- 
trativo que  la  autoridad  debiese  haber  adoptado  previo  el 
dictamen  del  Consejo  provincial,  porque  no  es  consultar  á 
la  corporación  oir  á  la  minoría  de  sus  individuos,  pues  solo 
la  mayoría  forma  cuerpo  y  está  facultada  para  tomar  acuer- 
dos colectivos. 

CAPÍTULO  V. 

Be  Umi  Dlp«i»eloiie0  proTf  nclale^* 

Articulo  < .° — OT^a'«Á%a.c\OU  d*  Va*  T>'\'ytttat\oiw,%  «(YOWMáOiUt. 

434.— Idea  de  proTÍncia.  uistrativa. 

455.— Unidad   administratÍTa.  459.— Carácter  de  las  Diputa- 

456.— Unidad  natural.  ciones  provinciales. 

457.— Las  provincias  tienen  in-  460. — Sus  facultades  distintas  de 
tereses  comunes  y  pro-  las  inherentes  á  los  Con- 

pios.  tejos  provinciales. 

458.— Consecuencias  en  cnanto  461.— Composición  de  estos 
á  su  organización  admi-  cuerpos. 

4ft4.— Son  las  provincias  verdaderas  unidades  adminis«- 
trativas  que  se  fundan  comunmente  en  vínculos  naturales  y 
espontáneos,  no  tan  estrechos  como  los  que  constituyen  el 

(1)  Arls.  12  y  i  3. 

(2)  Art.  14. 
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pueblo  y  dan  origen  al  AyuDlamíenio,  pero  lo  bastante  sia 
embargo  para  que  uo  deba  ser  considerada  esta  unión  como 
puramente  artificial  y  obra  tan  solo  del  legislador. 

4ftft.— En  Francia,  en  donde  á  fin  de  establecerla  Asam- 
blea nacional,  una  división  de  territorio  análoga  al  principio 
de  la  unidad  política,  empezó  por  nivelar  completamente  el 
territorio:  en  Francia,  en  donde  se  quiso  sustituir  de  un 
golpe  el  régimen  de  la  igualdad  al  régimen  aristocrático, 
era  necesario  principiar  por  confundir  los  antiguos  limites, 
borrar  los  nombres  históricos  y  precipitar  eu  el  olvido  las 
mas  vivas  y  remotas  tradiciones.  AIH  los  departamentos  ó 
provincias  son  creación  moderna  y  unidad  artificial ,  porque 
la  ley  destruyó  primero  una  existencia,  y  luego  forftió  indi- 
vidualidades á  quienes  comunicó  otra  nueva. 

46e. — Mas  en  España  los  confines  de  los  antiguos  reinos 
suelen  ser  hoy  todavía  la  línea  divisoria  de  las  modernas  pro- 
vincias, entre  las  cuales  hay  no  pocas  cuyos  naturales  aun 
conservan  el  apego  á  sus  costumbres,  se  eiplican  en  su  len- 
guaje primitivo,  se  distinguen  por  su  carácter  y  por  su  típi- 
ca fisonomía,  y  aman  con  pasión  sus  fueros  particulares.  Pa- 
ra demostrar  que  el  espíritu  provincial  en  gran  parte  QStá 
vivo,  basta  observar  que  las  circunstancias  topográficas  de 
la  Península  fueron  un  obstáculo  permanente  á  la  exaltación 
del  principio  de  la  unidad  política,  obstáculo  nunca  vencido 
por  la  escasez  y  dificultad  de  nuestras  comunicaciones  inte- 
riores. De  este  atraso  en  las  vias  de  comunicación  ha  nacido 
la  especie  de  aislamiento  en  que  muchas  provincias  espafio- 
las  han  vivido  hasta  ahora  poco,  y  en  el  cual  perseveran  al- 
gunas todavía.  De  aquí  resultó  haberse  fortificado  los  lazos 
del  provincialismo  con  su  séquito  de  intereses  y  afectos  lo- 
cales, y  de  aquí  en  fin  dimana  que  alimenten  aun  nuestras 
provincias,  principalmente  las  últimas  agregabas. á  la  corona 
de  Castilla,  aquella  propensión  á  la  forma  federal  que^n 
tiempos  de  revueltas  se  descubre  en  toda  su  desnudez,  y  en 
épocas  tranquilas  se  disfraza  con  el  modesto  nombre  de  pro- 
vincialismo. 

La  misma  variedad  de  los  climas  comprendidos  en  la  zo- 
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na  peninsular  ha  fomentado  estos  sentimientos  engendran- 
do la  variedad  infinita  de  las  producciones  de  nuestro  snelo 
alianzas  económicas,  ya  ofensivas,  ya  defensivas;  así  como 
por  otra  parte  la  diferencia  de  caracteres  y  hábitos  y  cier- 
tas condiciones  topográficas  han  hecho  á  lá  industria  casi 
indígena  de  ciertas  regiones  de  nuestro  territorio.  La  agri- 
cultura, las  artes  y  el  comercio  se  han  locatizado  entre  no- 
sotros y  apenas  tienen  patria  común.  La  oposición  de  inte- 
reses impele  á  buscar  auxiliares  benévolos  entre  los  igual- 
mente interesados,  el  espíritu  de  concentración  se  robustece, 
y  las  mismas  cuestiones  nacionales  se  transforman  en  cues  - 
tienes  de  provincia. 

Ved  ahi  el  cúmulo  dé  causas  á  que  debemos  atribuir  que 
ef  sentimiento  de  nacionalidad  no  hubiese  destruido  la  unión 
natural  de  la  provincia,  alterada  y  combatida  por  las  nuevas 
subdivisiones  de  territorio,  pero  demasiado  entera  aun  para 
Bo  ver  en  ella  sino  la  voluntad  del  legislador. 

La  provincia,  pues,  tiene  en  Espafia  entidad  propia,  an- 
terior al  establecimiento  de1  gobierno  central,  según  lo  de- 
muestra la  historia  de  nuestra  monarquía,  la  cual  creció  por 
agregaciones  de  territorios  que,  habiendo  sido  estados  inde- 
pendientes, hoy  son  unidades  administrativas  (f).  Hay  sin 
duda(  en  las  provincias  espafiolas  una  individualidad  admi- 
nistrativa y  civil,  posterior  á  otra  individualidad  natural,  sí 
bien  sus  necesidades,  origen  desús  derechos,  carecen  de 
aquel  grado  de  cohesión  y  vehemencia  que  se  observa  en 
los  pueblos. 

(1)  Insisto  de  propósito  en  esta  doctrina ,  á  ñn  de  apoyar  mi 
opinión  contraria  á  la  que  sustentó  la  respetable  comisión  del  Gon- 
creso  de  los  diputados  nombrada  para  íaformar  sobre  el  proyecto 
de  ley  de  organización  y  atribuciones  de  las  Diputaciones  pravin- 
cíales  presentado  por  el  señor  Silvela  en  la  legislatura  de  1838. 
Esta  ilustrada  comisión ,  acaso  preocupada  en  favor  de  las  teorías 
francesas ,  negó  resueltamente  la  existencia  natural  de  la&  proTÍn> 
cías,  siendo  asi  que  el  provincialismo  forma,  á  mi  entender,  uno 
de  los  rasgos  mas  profundos  de  nuestro  carácter  nacional,  y  esto 
solo  explica  la  repugnancia  con  aue  fueron  recibidas  en  España 
ciertas  leyes  administrativas  fundauas  en  el  principio  de  la  centra* 
Itzacion ,  y  la  necesidad  que  hubo  de  relajar  el  principio  en  al- 
gunos casos ,  bien  á  pesar  del  gobierno. 
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4ft9.— Como  quiera  que  las  províDCtas  sean  uqíod  natu- 
ra) ó  agregaciones  artiBciales,  si  esto  puede  influir  en  otor- 
gar mas  ó  menos  latitud  al  ejercicio  de  sus  derechos  priva- 
tivos, no  altera  en  modo  alguno  su  naturaleza.  Siempre  será 
la  provincia  un  todo  y  la  parte  de  un  todo:  bajo  el  primer 
aspecto  tiene  intereses  propios  é  inherentes  á*  sn  existencia 
particular:  bajo  el  segundo  abriga  intereses  comunes  con  la 
nación  de  la  cual  es  miembro. 

469.— Entre  los  intereses  del  estado  y  de  la  provincia  hay 
varios  pontos  de  contacto,  y  de  consiguiente  conviene  mu-* 
chas  veces  encomendar  á  los  empleados  públicos,  á  los  en- 
cargados de  los  intereses  generales,  la  parte  de  ejecncion  de 
los  intereses  locales;  así  como  también  la  administración  de- 
be valerse,  en  algunas  ocasiones»  de  los  representantes  de 
la  localidad. 

Habr&  también  puntos  de  divergencia  ú  oposición  mas 
bi>n  aparente  que  efectiva.  En  estos  casos  el  interés  pro- 
vincial del  momento  debe  ceder  al  interés  permanente  del 
estado;  debe  quedarle  subordinado  y  sometido,  porque  en  la 
constancia  y  validez  de  los  intereses  nacionales»  halla  la  pro- 
vincia su  conveniencia  pasada  y  presente  y  su  compensación 
futura;  y  por  tanto,  para  resolver  estas  cuestiones,  el  esta- 
do no  puede  desprenderse  de  cierta  vigilancia,  de  cierta  tu- 
toría de  los  intereses  locales:  de  forma  que,  aun  dejando  á 
la  provincia,  como  es  debido,  U  iniciativa  y  la  acción,  la  di- 
rección y  la  regularidad,  parta  siempre  de  un  solo  centro  (I). 
.  En  resumen,  considerada  la  provincia  como  parte  del  es- 
tado, se  halla  sujeta  á  la  autoridad  inmediata  del  gobierno  6 
desús  delegados:  considerada  como  un  todo,  se  rige  así 
misma  bajo  la  vigilancia  de  la  administración  superior. 

4ftll.— Conrorme  á  esta  sencilla  teoría  la  ley  asocia  á  las 
Diputaciones  á  todos  los  actos  administrativos  de  gravedad  é 
importancia  que  interesan  á  sus  respectivas  provincias»  son 
el  órgano  de  sus  necesidades  y  deseos,  representan  la  per- 


(1)    Informe  citado»  Estudios  prácticos  dt  administración  ,  pági- 
na 105. 


Digitized  by 


Google 


LIB.  in/opeATfIZ.  T  ATBIB.  DR   LAS  AUTORIDADES.         219 

sona  moral  y  rorman  una  especie  de  consejo  de  familia.  La 
coDcarrencia  de  los  delegados  del  Rey  y  los  mandatarios  de 
los  pueblos  para  dirigir  la  administración  profíncial,  es  el 
medio  mas  cuerdo  y  eficaz  de  moderar  sin  extinguir  la  vida 
local :  de  respetar  los  afectos  ó  intereses  de  cada  provincia, 
sin  quebrantarla  unidad  del  poder  ni  debilitar  sus  fuerzas. 
Este  objeto  se  alcanza  por  medio  de  las  Diputaciones, 
cuerpos  electivos  que  con  su  deliberación  y  consejo  concur- 
ren á  la  administración  provincial.  La  deliberación  y  el  con*' 
sejo:  he  aquí  las  palabras  que  reasumen  el  carácter  proemi-* 
nente  de  las  Diputaciones  provinciales  y  explican,  si  no  to- 
das, la  mayor  parte  de  sus  facultades. 

ASO.— Percíbese  á  primera  vista  que  entre  las  Diputacio- 
nes y  los  Consejos  provinciales  hay  cierta  analogía  de  atri- 
buciones, porque  asi  aquellas,  como  estos,  ejercen  faculta* 
des  consultivas;  mas  obsérvese  también  qué,  aun  aconsejan- 
do, tienen  ambos  cuerpos  un  encargo  distinto.  £1  ministerio 
de  los  Consejos  provinciales  es  auxiliar  la  acción  del  poder 
central ,  ilustrando  y  dirigiendo  al  gefe  político ,  cuando 
aplica  las  leyes  comunes  al  territorio  sujeto  á  su  autoridad; 
y  el  oficio  de  las  Diputaciones  es  ilustrarle  y  dirigirle,  cuan- 
do se  propone  dictar  medidas  de  interés  local :  por  manera 
que  los  primeros  satisfacen  la  necesidad  de  la  deliberación 
previa  al  lado  del  representante  del  gobierno,  y  las  segun- 
das suplen  el  mismo  vacío  cerca  del  administrador  de  la  pro- 
vincia. En  el  concurso  voluntario  ó  forzoso  de  aquellos  do- 
mina la  propensión  á  la  generalidad  de  los  intereses,  y  en  la 
cooperación  libre  ú  obligada  de  estas  prepondera  el  espíri- 
tu local. 

4et.— Las  Diputaciones  provinciales  se  componen  del  ge- 
fe  político,  del  intendente  y  de  tantos  diputados  cuantos  son 
los  partidos  judiciales  en  que  se  bailare  dividida  la  provin- 
cia; mas  si  los  partidos  no  llegasen  á  nueve,  los  de  mayor 
población,  por  su  orden, 'nombrarán  dos  diputados  basta 
completar  dicho  número  (1). 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  184.i ,  arU.  1  y  3. 
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La  teoría  recomienda  qae  estas  corporaciones  no  sean, 
ni  tan  numerosas  que  la  multitud  embarace  el  despacho  de 
los  negocios,  ni  tan  reducidas  que  falten  los  elementos  de  una 
amplia  deliberación ,  el  examen  colectivo,  la  discusión  razo- 
nada y  por  resultado  un  maduro  consejo. 

Esta  base  electoral  es  sin  embargo  interina,  quedan- 
do el  gobierno  encargado  por  la  ley  orgánica  de  las  Di- 
putaciones provinciales,  de  plantear  una  nueva  división  de 
distritos  mas  análoga  al  objeto,  reforma  que  aun  no  se  ha 
intentado. 

Las  Diputaciones  provinciales  se  renuevan  cada  dos  afíos 
por  mitad,  y  cuando  el  número  de  diputados  fuere  impar, 
se  renueva  su  mayoría.  Siendo  este  un  cargo  honorífico, 
gratuito,  obligatorio  y  electivo,  no  puede  ser  perpetuo  ni  de 
larga  duración  tampoco  (4).  Como  derecho  politice  es  preci- 
so facilitar  el  acceso  á  las  Diputaciones  provínciaks  á  cuan- 
tos ciudadanos  ofrezcan  garantías  de  aptitud  y  moralidad: 
como  carga  pública,  conviene  no  hacer  insoportable  el  gra- 
vamen, prolongando  demasiado  el  período  de  este  servicio: 
como  mandato  revocable,  exige  que  de  tiempo  en  tiempo 
juzguen  los  pueblos  en  elecciones  sucesivas  la  conducta  de 
sus  mandatarios,  otorgándoles  de  nuevo  su  confianza  ó  reem- 
plazándolos con  personas  mas  aptas;  y  en  fin,  siendo  las  di  - 
pntaciones  administradoras  de  los  intereses  provinciales,  de- 
ben  conservar  las  tradiciones  administrativas  y  transmitirse 
unos  á  otros  miembros  el  caudal  de  luces  y  experiencia  ad- 
quirido en  el  despacho  de  los  negocios,  por  cuya  razón  es 
preferible  á  todos  el  método  de  renovación  parcial  adoptado 
por  nuestra  ley. 

Qué  cualidades  se  requieren  para  ser  elector  y  elegible  y 
de  qué  manera  se  verifican  las  elecciones,  lo  examinaremos 
al  tratar  del  ejercicio  de  los  derechos  políticos;  así  como 
expondremos  las  escusas  lejftimas  ó  causas  que  permiten 
reusar  este  cargo,  cuando  habláreínos  de  las  cargas  públicas 
en  general. 

(I)    Ley  cil.  arls.  5  y  6. 
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deliberantes.  cas.* 
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das  del  poder  legislalifo.  '  474. — Sesiones  extraordinarias. 

464.— Atribuciones  administra-  475. — La  asistencia  es  obligato* 

tivas.  ria. 

465.— Casos  en  que  deliberan.  *476. — Diputados  refractarios. 

466.— I^uerza  de  sus  delibera-  477.— Abertura  de  las  cesiones. 

cienes.     ,  478. — Modo  de  celebrarlas. 

467.— Casos  en  que  informan.  479 — Acuerdos  de  lasDiputacio- 
468. — Casos  en  que   deben  ser  nes. 

oídas.  480.— 'Suspensión  de  sus  sesio- 
46S.— Carecen  de  facultades  ac-  nes. 

tivas.  481.— Deliberaciones  y  acuerdos 
470.— Relaciones  del  stte  politi-  nulos. 

co  con  la  Dipnnicion  pro-  482.— Las  Diputaciones ,  drga- 

vincial.  nos  é  intérpretes  de  las 

471. —La  acción  délas  Diputa-  necesidades  de  las  provin- 

ciones  provinciales  no  es  cias. 

*  constante. 


4et.— Las  Diputaciones  proviociales  ejercen  ciertas  atri- 
bocioaes  aaáiogas  á  su  carácter  de  cuerpos  consultivos  y  de- 
liberantes de  la  administracíoQ,  y  oirás  que  emanan  de  una 
delegaciou  esplícila  de  la  ley. 

403. — T  en  efecto,  proceden  las  Diputaciones  provincia- 
les como  autoridad  delegad#del  poder  legislativo: 

4.^  Cuando  reparten  entre  los  .ayuntamientos  de  la  pro* 
víncia  las  contribuciones  generales  del  estado  y  las  derra- 
mas para  gastos  provinciales  de  cualquiera  clase  (4).  En  es- 
tos casos  las  Diputaciones  provinciales  ejercen  facultades  le- 
gislativas ,  pues  se  trata  de  aplicar  el  artículo  6  de  la  Constitu* 
cíon  que  impone  á  todos  los  españoles  el  deber  de  contribuir 
en  proporción  de  so  fortuna  para  los  gastos  públicos.  Claro 
está  que  la  delegación  sobredicha  solo  alcanza  á  las  contri- 
buciones directas  ó  impuestos  de  repartimientos,  quedando 
tos  indirectos  ó  de  consumos  exentos  de  su  intervenoion. 

%,""    Cuando  señala  á  los  ayuntamientos  el   número  de 

(1)    Art.  55. 
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hombres  que  les  correspoade  para  el  reemplazo  del  ejérci- 
to (1).  El  servicio  militar  es  una  coQtribucioa  de  sangre,  y 
está  de  coQsiguiente  sobordinada  á  ios  mismos  priocipíos  qae 
las  de  diaero. 

3.®  Al  decidir  ea  las  primeras  sesiones  de  cada  año  y  an- 
tes de  proceder  á  nuevos  repartimientos,  las  reclamaciones 
que  se  hiciesen  contra  los  anteriores  (2).  Este  derecho  es  tan 
absoluto ,  que  de  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  provincia- 
les en  punto  á  su  ejercicio,  no  hay  recurso  ante  ninguna  au- 
toridad. Mas  no  por  eso  se  entienda  que  este  poder  discrec- 
cional  sea  ilimitado,  ni  se  abriguen  temores  de  ver  los  de- 
rechos de  propiedad  comprometidos,  porque  las  Diputacio* 
nes  provinciales  están  en  el  deber  de  ejercer  semejantes  fa- 
cultades, conformándose  á  lo  que  determinen  las  leyes  yre^ 
glamentos  {3).  Existen,  pues,  ciertas  reglas  de  observancia 
obligatoria  al  repartir  las  contribuciones  y  los  cupos  de  sol- 
dados entre  los  pueblos  de  la  provincia.  Si  las  Diputaciones 
quebrantan  estos  preceptos,  el  gefe  político  suspenderá  la 
ejecución  de  sus  actos,  no  por  via  de  apelación,  ni  como  su- 
perior gerárquico,  sino  representando  al  gobierno  que  tiene 
autoridad  para  encerrar  á  cada  autoridad  en  el  circulo  de  su 
competencia.  Hubo  exceso  de  poder  de  parte  de  las  Diputa- 
ciones provinciales,  y  así  sus  actos  no  se  enmiendan  ni  cor- 
rigen, sino  que  se  declaran  nuiSs  por  cuanto  no  pueden  de- 
liberar sobre  mas  asuntos  que  los  comprendidos  en  la  ley  (4), 
y  el  gefe  político  no  hace  sino  reusar  el  cumplimiento  de  un 
acuerdo  ilegal. 

4.°  Las  Diputaciones  provinciales  vigilan  también  y  fisca- 
lizan á  la  administración  provincial,  en  virtud  de  la  facultad 
que  les  compete  para  examinar  y  glosar,  aprobar  ó  no  aprobar 
la  cuenta  anual  de  los  gastos  que  deben  rendirles  los  gefes  po- 
líticos (5).  Es  un  principio  que  toda  gestión  de  caudales  públi- 

(1)  Ibid. 

(2)  Ibid. 

(3)  Ibid. 
Í4)  Art.  58. 
(5)  Arl.  70. 
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eos  esté  sojelaá  iatervencion,  ó  cuando  meóos,  á  examen 
posterior;  y  siendo  el  gefe  político  el  adminislrador  de  la 
provincia  y  el  ejecutor  nato  de  los  acuerdos  de  las  Diputacio- 
nes, naturalmente  debe  rendir  cuentas  á  los  administrados 
cuyo  gerente  es ,  ó  á  la  corporación  que  ha  recibido  sus  po- 
deres de  la  elección  popular. 

4eA.— Las  facultades  comunes  ú  ordinarias  de  Jas  Dipu- 
taciones se  refieren  todas,  segnn  bemos  dicho,  á  la  delibe- 
ración y  al  consejo.  Deliberan  en  asuntos  de  interés  local, 
sean  relativos  á  la  gestión  económica  ó  á  la  administración  de 
la  provincia.  Informan  en  negocios  de  interés  común ,  en 
cuestiones  de  orden  público,  en  las  cuales  baila  la  ley  conve- 
niente que  el  gobierno  invoque  el  auxilio  de  las  luces  ó  de  la 
experiencia  de  estas  corporaciones. 

406.— La  ley  orgánica  de  las  Diputaciones  provinciales 
les  concede  la  potestad  de  deliberar  (4): 

L  Sobre  el  modo  de  administrar  las  propiedades  que  ten- 
ga la  provincia»  condiciones  de  los  arriendos  ó  nombramien- 
to de  Administradores. — Las  Diputaciones  carecen  de  poder 
reglamentario  en  punto  á  la  administración  de  las  propiedades 
provinciales,  é  diferencia  de  los  Ayuntamientos  que  dictan 
reglas  ó  determinan  el  modo  de  administrarlas:  todos  los  ac- 
tos de  gestión  económica  emanan  del  gefe  político,  como  úni- 
co administrador  de  la  provincia.  Este  carácter  le  reviste 
también  de  autoridad  para  proveer  en  casos  urgentes  y  por 
si  mismo  á  las  necesidades  perentorias  de  la  administración, 
ejecutando  actos  conservatorios,  sin  deliberación  previa  de 
la  Diputación  provincial. 

IL  Sobre  la  compra,  venta  y  cambio  de  las  mismas  pro- 
piedades.— La  (ifovincia  es  un  propietario  que  posee  bienes 
muebles,  inmuebles  y  derechos  ó  cosas  incorporales.  Como 
tal,  es  persona  jurídica  y  está  sujeta  á  las  leyes  comunes  en 
sus  actos  puramente  civiles.  Su  propiedad  es  legalmente  del 
género  de  las  propiedades  privadas,  porque  las  adquiere,  dis- 
fruta y  enagena  como  un  simple  particular.  El  mayor  núme- 

(l;    Art.  56. 
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ro  de  estas  se  halla  afecto  á  alguo  servioio  público;  las  res- 
tantes, si  las  habiere,  constituiráa  el  patrimonio  de  la  pro- 
vincia. 

III.  Sobre  el  oso  ó  destino  de  ios  edificios  pertenecien- 
tes á  la  provincia.— Estos  edificios  son  las  casas  construidas 
á  expensas  de  la  provincia,  á  fin  de  proveer  á  cierto  servicio 
público,  y  ottos  cualesquiera  concedidos  por  el  estado  para 
algún  establecimiento  provincial. 

IV.  Sobre  ios  establecimientos  provinciales  que  conven- 
ga croar  ó  suprimir,  y  las  obras  de  toda  clase  que  puedan 
ser  de  utilidad  para  la  provincia.— Alúdese  aqui  á  los  esta- 
blecimientos provinciales  de  beneficencia,  instrucción  pú- 
blica y  otros  análogos,  lo  mismo  que  á  las  obras  que  según 
la  legislación  vigente  deben  ser  construidas  ó  reparadas  con 
fondos  también  provinciales. 

y.  Sobre  los  litigios  que  convenga  intentar  ó  sostener.— 
Siendo  la  provincia  una  persona  moral,  y  gozando  de  todos 
los  derechos  inherentes  á  un  propietario  particular,  es. llana 
que  debe  tener  capacidad  para  presentarse  enjuicio,  ora  co^ 
mo  demandante,  ora  como  demandada. . 

AI  intentar  una  acción  ó  al  contestar  á  una  demanda^  se 
liga  la  provincia  mediante  un  contrato  judicial  y  comprome- 
te gravemente  sus  intereses,  empeñándose  en  gastos  tal  vez 
ruinosos  y  temerarios:  debe,  pues,  deliberar  con  toda  madu- 
rez antes  de  presentarse  el  gefe  político  á  los  tribunales  con 
ei  carácter  dé  actor  ó  de  reo. 

VI.  Sobre  la  aceptación  de  donativos,  mandas  ó  legados. 
—Las  Diputaciones  deliberan  en  tales  casos»  porque  Tensan- 
do, pueden  perjudicar  á  la  fortnna  y  al  bienestar  de  las  pro- 
vincias, y  aceptando  pueden  también,  en  x€í  de  acrecentar- 
la, disminuirla  si  por  este  bochóse  imponen  obligaciones 
cuyo  gravamen  esceda  á  los  beneficios  que  de  la  adquisición 
resultan,  ó  si  se  someten  á  condiciones  nocivas  al  servicio 
público. 

VIL  Sobre  el  presupuesto  anual  de  la  provincia  que  el 
gefe  político  forma,  la  Diputación  discute  y  vota  y  el  Rey 
aprueba;  y  sobre  el  sefialamiento  délos  arbitrios  necesarios 
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paraltenar  el  déficit  qne  resoltare  cuando  .el  producto  de 
los  ingresos  no  alcanzase  á  cubrir  el  importe  de  los  gastos 
obligatorios  de  la  administración  provincial  (4).  Ambos  son 
negocios  de  interés  especial;  pero  de  tan  grave  importancia, 
que  pueden  afectar  á  los  generales  del  estado ,  y  por  tanto 
conviene  la  intervención  simultánea  de  las  diputaciones 
y  del  gobierno  en  la  adopción  de  un  acuerdo  deGnitívo.  El 
derecho  de  discutir  y  votar  los  presupuestos,  y  la'  iniciativa 
en  la  proposición  de  arbitrios  suponen  una  deliberación  pr.é- 
via,  así  como  la  necesidad  de  la  aprobación  posterior  indica 
que  el  acto  no  es  ejecutorío  sin  la  subsiguiente  homologación 


VIH.  Sobre  la  clasificación  de  los  caminos  vecinales  de 
primer  orden,  su  dirección  y  el  señalamiento  de  los  pueblos 
que  deben  concurrir  á  su  construcción  y  reparación. — Las 
Diputaciones  provinciales,  previo  informe  de  los  ayunta- 
mientos y  á  propuesta  de  los  gefes 'políticos,  declaran  los 
caminos  vecinales  de  esta  clase,  designan  so  dirección  y  de- 
terminan los  pueblos  que  deben  concurrir  á  construirlos  y 
repararlos  (2).  En  estos  casos  las  Diputaciones  deliberan^  pues 
aunque  el  real  decreto  citado  no  lo  expresa,  el  ejercicio  de 
aquello» derechos  tan  absolutos  supone  un  acuerdo,  no  un 
consejo  ni  on  mero  informe:  son  actos  ejecutorios  dentro 
de  los  limites  de  las  leyes  y  reglamentos. 

IX.  Sobre  todos  los  demás  asuntos  acerca  de  los  cuales 
las  leyes  conceden  ó  cMpedieren  en  adelante  el  derecho  de 
deliberar  á  las  Diputaciones. — Estos  asuntos  son  siempre 
ó  verdaderos  actos  de  gestión  económica,  ó  acuerdos  relati- 
vos á  intereses  especiales  de  la  provincia,  en  los  cuales  las 
Diputaciones  intervienen  unas  veces  con  el  carácter  de  per- 
sonas morales,  y  otras  bajo  el  concepto  de  corporaciones  ad- 
ministrativas. 

4611.— Las  deliberaciones  relativas  á  los  asuntos  arriba 
expuestos  no  constituyen  jamás  un  acuerdo  ejecutorio  sin 
la  aprobación  posterior  del  gobierno  ó  del  gefe  político,  se* 

(1)  Arts.  60  y  65. 

(2)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848,  art.  2. 
Tomo  L  15 


i 


Digitized  by 


Google 


3^6  DBRBCno  ADMINISTiATiVO    B8PAN0L. 

guQ  lo  que  las  Jeyes  disponen  ó  dispusieren  para  cada  oaso* 
Temió  el  legislador  que  las  Diputaciones,  aun  en  los  nego-^ 
cios  de  mero  interés  provincial ,  pudiesen  abusar  de  sus  po* 
deres  reglamentarios  y  sujetó  sus  actos  á  una  inspección  mi- 
nuciosa y  tal  vei  exagerada.  Enhorabuena  que  esta  figi- 
lancia  exista;  pero  bien  pudiera  ser  compatible  con  la  tuerza 
obligatoria  de  aquellas  deliberaciones  en  los  asuntos  en  qqe 
la  provincia  aparece  revestida  de  una  existencia  indepen- 
diente del  estado.  Abandone  la  ley  el  d$re€kú  di  iñidatiea 
á  las  Dipotaciones,  no  coartado  hasta  el  punto  de  qaedar 
convertido  en  una  simple  propuesta  ó  petition;  concédales 
autoridad  reglamentaria,  y  reserve  al  gobierno  la  facultad 
de  interponer  su  poderoso  veto  en  nombre  del  interés  gene- 
ral y  suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  nocivos  a|  bien 
de  la  nación  ó  de  la  misma  provincia.  Si  queremos  aprove- 
char todos  los  beneficios  del  principio  de  la  centralización, 
empecemos  por  no  exagerar  sus  consecuencias  transfomiaii- 
do  en  reglas  sus  abusos.  Que  no  caiga  en  olvido  aquella  pru» 
dente  máxima  de  aplicar  una  centralización  grande  para  lai 
cosas  mayores,  media  para  las  medianas,  ypara  las  menores 
mínima:  en  fin,  tenga  el  legislador  presente  que  un  grado 
del  meridiano  decide  á  veces  de  la  bondad  relativa  de  las  le- 
yes; y  si  en  España  son  las  provincias  unidad  natural  y  no 
simplemente  agregación  artificial  como  en  Francia,  cumple 
mas  á  nuestra  nación  que  á  la  vecina,  un  régimen  menos 
severo  de  centralización  administ^va. 

4M9.— Las  Diputaciones,  ademas  de  sus  facultades  como 
cuerpos  deliberantes,  ejercen  atribuciones  cnnsnltivas.  En- 
tonces ya  no  son  aquellas  corporaciones  encargadas  de  una 
simple  gestión  económica,  ni  tampoco^la  persona  moral  man- 
dataria  de  la  provincia;  son  los  consejos  instituidos  por  la  ley 
para  alumbrar  y  dirigir  á  la  administración  en  sas  aplica- 
ciones locales.  Entonces  no  tienen  ni  pue¿kn  tener  «oloridad 
alguna,  ni  de  consiguiente  les  está  permitido  adoptar  acner-r 
dos,  ni  deliberar  siquiera,  sino  exponer  su  opinión,  dar  su 
dictamen  que  la  admioistracion  activa  aceptará,  ó  no,  segnn 
lo  creyere  acerlado.  Tales  casos  como  estos  llevan  el  sello 
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profundo  de  negocios  de  iateréfi  cooiqq,  y  así  debe  dominar 
sin  rival  la  toluntad  del  gobierno.  La  ley  puede  exigir  que 
su  acción  sea  ilustrada;  mas  ni  le  quita»  ni  h  debe  quitar  un 
átomo  de  su  independencia. 

Conforme  k  dicba  doctrina  se  oirá  el  informe  de  las  Di- 
putaciones protinciales,  es  decir,  será,  obligatorio  pedirles 
consejo  (4): 

I.  Sobre  la  formación  de  nuevos  ayuntamientos,  unión  y 
segregación  de  los  pueblos.^EI  servicio  público  y  el  bien- 
estar de  los  administrados  requieren  ia  estabilidad  en  ios 
limites  de  cada  distrito  municipal,  la  conveniencia  en  la  for-^ 
.macion  de  estas  secciones  de  territorio  y  el  respeto  á  los 
hábitos,  y  sobre  todo,  á  los  derdbhos  adquiridos.  Yed  ahí 
por  qué  las  Diputaciones,  como  mas  conocedoras  de  las  ne- 
cesidades de  su  provincia,  deben  ser  consultadas  en  este 
punto. 

II.  Sobre  la  demarcación  de  límites  de  la  provincia,  par- 
tidos y  ayuntamientos  y  señalamiento  de  capitales.— -En  este 
caso  prevalecen  las  mismas  razones  que  en  el  anterior. 

in.  Sobre  los  establecimientos  de  beneficencia,  instruc- 
ción pública  ú  otros  cualesquiera  de  utilidad  para  la  provin- 
cia que  convenga  crear  ó  suprimir  en  ella.— Son  objetos  de 
utilidad  mista  ó  provincial  y  general  á  un  tiempo,  porque  si 
bien  dichos  establecimientos  prestan  tn  servicio  público, 
ceden  en  beneficio  especial  de  laprorincia,  6  quizás  redun- 
dan en  su  dafio,  cuando  son  excesivamente  onerosos  á  la  pro- 
vincia y  no  producen  yentajas  equiralentes  á  este  grava- 
men. Por  eso  exige  la  ley  el  concurso  de  un  consejo  y  una 
voluntad ,  el  informe  de  las  Diputaciones  y  ia  decisión  del 
gobierno. 

IV.  Sobré  la  necesidad  ó  conveniencia  de  ejecutar  toda 
clase  de  obras  públicas  que,  no  siendo  del  cargo  exclusivo 
del  eMido  ó  de  los  ayuntamientos,  hayan  de  costearse  por 
los  fondos  provinciales,  como  igualmente  sobre  la  elección 
de  los  planos,  formación  de  los  presupuestos  y  condiciones 

(i;    Art.  57. 
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de  las  coQtralas.— Hablase  aqui  de  las  obras  provinciales  cu- 
ya declaracioD,  asi  como  el  levantamieato  de  los  planos  y  re- 
dacción de  los  presupuestos  corresponde  al  gobierno  (4).  Las 
Diputaciones  no  tienen  parte  alguna  activa:  su  concurso  es 
puramente  consultivo  y  posterior  á  la  conclusión  de  dichos 
trabajos.  Tal  vez  hubiera  sido  conveniente  que  las  Diputa- 
ciones tuviesen  en  este  caso  facultades  deliberantes;  por  lo 
menos  es  seguro  que  el  aguijón  de  las  necesidades  locales  in- 
quietaría mas  á  la  administración  provincial,  que  acosa  hoy  á 
lasuperíor.  Si  la  iniciativa  partiese  de  las  Diputaciones,  ha- 
bria  probablemente  mas  actividad  en  las  empresas,  reserván- 
dose el  gobierno  el  derecho  de  moderar  el  ardor  de  aquellos 
cuerpos,  si  pareciere  inconsiderado  ó  escesivo,  en  propor- 
ción a  los  recursos  de  los  pueblos  y  á  las  cargas  pre^rentes 
del  estado. 

V.  Sobre  todas  las  cuestiones  relativas  á  las  obras  pú- 
blicas que  interese  al  estado  construir ,  cuando  la  provincia 
por  sí  sola  ó  en  unión  con  otras  tuviere  parte  en  ella^^La 
ley  establece  que  las  Diputaciones  sean  oidas  acerca  de  la 
necesidad  ó  de  la  conveniencia  de  ejecutar  las  obras  pro- 
vinciales, cuya  intervención  sería  vana  si  no  fuesen  tam- 
bién consultadas  en  las  cuestiones  que  el  enlace  íntimo  de  los 
intereses  de  su  provincia  con  los  de  otra  vecina  ó  con  los  ge- 
nerales del  estado  pudiera  suscitar;  de  modo  que  esta  fa* 
cuitad  es  el  complemento  de  la  anterior.  El  gobierno  deslin- 
da los  derechos  y  las  cargas  de  cada  cual;  pero  en  semejantes 
conQictos  conviene  sea  ilustrado  con  el  informe  de  las  Di- 
putaciones, oyéndolo  ya  por  via  de  consejo  ímparciai,  y  ya 
como  reclamación  de  parle  interesada. 

VL  Sobre  exceptuar  de  la  obligación  de  costear  las  obras 
nuevas  ó  de  reparación  á  los  pueblos  situados  en  las  carre- 
teras cuyos  recursos  no  alcancen  á  cubrír  el  todo  ó  la  parte 
que  les  corresponda  (2). 

VIL    Sobre  cualquier  otro  objeto  que  determinen  las  le- 


(1)    InstroccioQ  de  10  de  octubre  de  1845. 
(ti)    Ley  de  11  de  abril  do  184'J. 
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yes,  ó  cuando  el  gobierno  6  el  gefe  polUico  tengan  á  bien 
oír  sn  dictamen. — En  el  primer  caso  será  todavía  obligatorio 
el  consejo:  en  el  segundo  arbitrario,  á  juicio  de  la  adminis- 
tracion  activa. 

4«8.— Según  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  del 
gobierno  acerca  de  intereses  permanentes,  deben  seroidas 
las  Diputaciones  provinciales,  además  de  los  casos  referidos^ 
en  los  siguientes: 

I.  Para  formar  nuevos  ayuntamientos  en  distritos  que  no 
lleguen  á  cien  vecinos  (4). 

II.  Para  reunir  dos  ó  mas  ayuntamientos,  y  para  segre- 
gar pueblos  de  nn  ayuntamiento  y  agregarlos  á  otro  (2). 

III.  Para  dar  aplicación  y  destino  útil  á  los  edificios  va- 
cantes después  de  la  abolición  de  las  comunidades  religio- 
sas  (3). 

1Y.  Para  declarar  que  una  obra  es  de  utilidad  pública, 
sin  cuya  preliminar  declaración  no  puede  precederse  á  la  ena* 
genaoion  forzosa  de  la  propiedad  privada  (4). 

V.  Para  establecer  hospitales  públicos  en  los  pueblos 
que  no  fueren  capitales  de  provincia,  y  señalar  el  número 
de  los  que  debe  haber  en  cada  uno;  y  para  destinar  á  ca- 
sas de  beneficencia  los  edificios  del  estado  mas  convenien- 
tes entre  los  que  pertenecieron  á  los  conventos  suprimi- 
dos (5). 

VI.  Para  resolver  las  dudas  que  se  suscitaren  sobre  si  las 
obras  pías  existentes  en  cada  provincia  de  patronato  particu- 
lar, fueron  destinadas  por  sus  fundadores  á  objetos  de  bene- 
ficencia común  de  los  pueblos,  ó  aplicadas  á  determinados  es- 
tablecimientos de  caridad  (6). 

YU.  Para  designar  los  edificios  de  los  antiguos  conven- 
tos y  monasterios  suprimidos  que  por  su  belleza  arquitecto- 

(i)  Ley  de  S  de  enero  de  1845,  art.  71. 

(2)  Ibid  art.  72. 

(3)  Real  decreto  de  25  y  real  drden  de  26  de  enero  de  1836. 

(4)  Ley  de  17  de  julio  de  1836,  art.  3. 

(5)  Reglamento  de  beDeficencia  de  6  de  febrero  de  1822,  res- 
tablecido en  8  de  setiembre  de  1836,  artículos  105,  106  y  437. 

(6)  Realdrdende  12  de  abril  de  1836. 
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nica  ó  por  so  interés  artístico  merezcaD  conservarse,  desti- 
nándolos á  oficinas  públicas,  tribunales  ú  otros  estableci- 
mientos (4). 

VIH.  En  los  expedientes  relativos  á  la  supresión  de  los 
ayuntamientos  existentes  «i  poblaciones  que  no  pasen  de 
treinta  Tecinos  y  acerca  de  la  agregación  de  estos  pueblos  á 
otro  distrito  mnaicipal  (2). 

IX.  En  la  formación  del  presupuesto  anual  de  la  provin  - 
cia<3). 

46B.--0tras  varias  facultades  fueron  concedidas  i  las  Di- 
putaciones provinciales  que  boy  no  pueden  considerarse  co- 
mo vigentes,  pnes  dándoles  los  reglamentos  y  órdenes  ante- 
riores á  la  ley  de  8  de  enero  partkípaciea  directa  en  ciertos 
negocios  públicos «  deben  reputarse  como  contrarias  al  espí- 
ritu de  la  actual  legislación  fundada  en  el  principio  de  divi- 
dir y  separar  la  administración  activa  de  la  consultiva,  de- 
positaado  la  primera  en  el  gobierno  qae  es  el  único  poder 
revestido  por  la  Constitución  de  un  soberano  imperio  sobre 
todo  cuanto  concierne  al  orden  público,  potestad  que  ejerce 
por  sí  mismo,  ó  por  medio  de  sus  delegados  (4>*  Bajo  este 
concepto  todas  las  instituciones  administrativas ,  ora  sean 
provinciales,  ora  municipales,  experimentaron  una  trans-* 
formación  importante  y  snfriéfen  una  reforma  profunda» 
cuyas  consecuencias  alcanzan  á  los  mas  minuciosos  porme- 
nores. No  vacilamos  en  afirmar  que  dicho  cambio  fué  un 
verdadero  adelanto,  pues  no  solo  ejecutar  es  impropio  de 
muchos,  sino  que  en  donde  un  cuerpo  electivo  está  en- 
cargado de  la  acción,  la  responsabilidad  legal  es  impo- 
sible y  la  moral  ineficaz,  vicios  inherentes  á  todas  las  res^ 
ponsabilidades  colectivas.  Compruébase  la  expuesta  doc- 
trina con  la  multitud  de  casos  en  que  el  gobierno  se  ha 
visto  en  la  necesidad  de  reiterar  la  observancia  de  órde- 
nes de  sumo  interés  para  la  administración ,  cuyo  cumpli- 

r 

(1)  Real  orden  do  7  de  junio  de  1S37. 

(2)  Keal  orden  de  25  de  enero  de  1845. 
\:\)  Ley  orgánica,  artículos  61,  63  y  64. 
(i)  Rcaldrdeode  S5  de  marzo  de  1846. 
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miento  se  confiaba  á  estas  corporaciones  populares:  prae- 
ba  clara  de  que  si  son  útiles  como  consejos,  no  asi  como 
instrumentos  dóciUs  ni  subordinados  para  la  ejecución  de 
las  leyesi^ 

490.— £1  gefe  politi^  ó  quien  hiciere  sus.veces  es  pre- 
sidente nato  de  la  Diputación  provincial.  Cuando  no  asiste 
i  las  sesioJies  preside  el  intendente ,  y  en  ausencia  de  ambos 
el  diputado  de  mas  edad  «]•  £1  representante  del  gobierno 
vigila  de  este  modo,  y  algunas  veces  dirige  la  administración 
local,  y  defiende  los  intereses  comunes  de  cualquiera  inva- 
sión que  en  su  daño  pudiera  intentar  nt&  ciego  ó  extraviado 
sentimiento  de  egoísmo  colectivo. 

491  .^-Las  Diputaciones  provinciales  no  ejercen  una  ac- 
ción constante  como  las  autoridades  y  aun  los  mismos  Conse- 
jos provinciales.  Tanta  asiduidad  en  los  trabajos  no  puede 
exigirse  de  quienes  no  se  consagran  enteramente  k  la  vida  pú- 
blica, ni  obtienen  otra  remuneración  por ^s  servicios  que  la 
gratitud  de  sus  conciudadanos.  Adem^^e  esto,  los  nego- 
cios de  interés  particular  de  una  provincia  no  suelen  ser  ni 
tan  nonerofios^  ni  tan  graves  que  sea  menester  una  adminis- 
tración permanente,  cuya  perpetua  actividad,  dando  pávulo 
al  espíritu  de  aislamiento,  pudiera  entorpecer  la  marcha  de 
la  administración  central,  así  como  la  perenne  reunión  de  las 
cortes,  en  vez  de  aumentar,  debilitaría  las  fuerzas  del  go« 
bierno. 

49Ü.— Parece^  pues,  que  los  servicios  ada\inístrativos 
dependientes  de  las  Diputaciones  estarán  bien  atendidos  con 
solo  tener  aquellos  cuerpos  reuniones  periódicas ,  mas  ó 
menos,  segpn  1^  necesidades  de  la  administración  pro- 
vincial. 

49S.-*Noestras  Diputaciones  celebran  anualmente  dos 
sesiones  ordinarias  en  las  épocas  que  determina  el  gobier- 
no, cada  una  de  las  cuales  durará  veinte  dias,  á  menos 
q«e  no  se  hallen  cpncluidos  sus  trabajos,  en  cuyo  caso  po- 
drá el  gefe  político  prorogarlas  hasta  por  otros  veinte  mas, 

(1)    Art.40. 


Digitized  by 


Google 


233  DeRBCBO  ADMINISTBATITO  BSPARDL. 

si  lo  creyere  Decesarío  (4)*  Estas  sesiooes  son  obligadas  ó 
forzosas. 

494. — También  celebran  sesiones  extraordinarias  á  las 
cuales  convocan  el  gefe  político  ó  el  gobierno:  aqnel,  cnan- 
do  se  reúnen  en  los  casos  y  para  los  objetos  testualmente 
prevenidos  por  las  leyes:  este  cuando  la  administración  su- 
perior lo  dispone,  fijando  en  el  decretó  de  convocación  el 
objeto  y  el  tiempo  que  haya  de  durar  la  reunión.  Laconvo* 
catoria  puede  ser  general  ó  parcial,  es  decir,  común  á  todas 
las  provincias,  ¿  especial  para  algunas  (2).  Las  demás  sesio- 
nes son  accidentales. 

En  el  primer  caso  tiene  el  gefe  político  la  iniciativa  de 
la  convocatoria  con  la  única  limitación  de  dar  parte  al  go- 
bierno, porque  así  cumple  á  su  carácter  de  gefe  de  la  ad- 
ministración provincial,  subordinado  á  la  autoridad  del 
Rey.  En  el  segundo ,  es  la  administración  superior  quien 
expide  la  convocarla,  pues  no  estando  la  necesidad  pre- 
vista por  la  ley,  solo  al  gobierno  corresponde  suplir  su  si- 
lencio. 

En  las  sesiones  ordinarias  despachan  las  Diputaciones 
provinciales  todos  los  negocios  de  su  competencia :  ea 
las  extraordinarias  tratan  solamente  del  objeto  especial 
para  que  fueron  convocadas.  Ni  unas  ni  otras  tienen  épo- 
ca fija. 

Toda  reunión  de  la  Diputación  provioeial  fuera  de  los  ca- 
sos expresados  es  ilegal  y  nulo  de  consiguiente  cuanto  en 
ella  se  acordare,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que 
incurrieren  los  diputados  (3). 

495.— Estos  tienen  obligación  de  concurrir  á  la  capital 
de  la  provincia  siempre  que  la  Diputación  fuere  legalmente 
convocada,  y  el  gefe  político  esta  revestido  de  facultades  pa- 
ra compelerlos,  amonestándoles  por  primera  y  segunda  vez, 
y  aun  imponiéndoles  una  multa  de  500  á  2,000  reales  si  to- 
davía dejaren  de  asistir  y  participándolo  al  gobierno;  pfcro 

(1)  Arl.  36. 

(2)  Art.  37. 

(3)  Art.  ;S9. 
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dieha  aatoridad  paede  también ,  habiendo  motivo  legitimo, 
diapensaries  de  la  asistencia  por  un  térmíQO  limitado  (i).  Mas 
si  ia  mayoría  de  la  Diputación  se  negase  á  asistir,  despoes  de 
amonestados  basta  tres  veces  los  diputados  refractarios  y  de 
eligirles  el  m&ximode  la  multa,  los  que  concurran  despa- 
chan los  negocios  mas  urgentes ,  mientras  el  gefe  político 
da  cuenta  inmediatamente  al  gobierno  para  la  resolución 
oportuna  (9). 

49«. — Aqui  aparece  el  legislador  rigoroso  y  califica  de 
r$fra€tanot  á  los  diputados  que  resisten  presentarse ,  pues 
en  efecto  reusan  obedecer  &  la  ley  y  cumplir  las  órdenes  su- 
periores. Si  la  abierta  desobediencia  se  funda  en  motivos  per- 
sonales, es  culpable  el  diputado,  porque  k fuer  de  buen  ciu- 
dadano tiene  el  deber  de  sufrir  dócilmente  el  yugo  de  la  so- 
ciedad y  conllevar  las  cargas  públicas,  por  lo  mismo  que  go- 
za también  de  derechos.  Sí  estriba  en  un  sentimiento  de 
oposición  política,  el  grado  de  culpa  no  es  menor ,  supuesto 
que  los  diputados  provinciales  no  pueden  levantarse  á  tan  al- 
ta región,  como  es  la  de  los  poderes  públicos,  ni  es  otro  so 
encargo  que  concurrir  á  la  administración  de  la  provincia, 
dejando  á  los  verdaderos  representantes  de  la  nación ,  fc  los 
intérpretes  legítimos  de  su  voluntad,  el  eiíidado  de  influir  oi 
la  marcha  del  gobierno ,  pues  cosas  tan  grandes  no  son  dig- 
nas de  ser  tratadas  en  un  circulo  tan  pequefio,  ni  el  interés 
general  debe  quedar  á  merced  de  un  corto  número,  ni  la 
unidad  constitucional  pendiente  del  egoísmo  colectivo. 

499.— El  gefe  político  abre  cada  sesión  leyendo  el  real 
decreto  de  convocatoria,  y  en  seguida  toma  juramento  á  los 
diputados  que  no  lo  hubiesen  prestado.  Instalada  ya  la  Di- 
putación provincial,  debe  nombrar  en  el  primer  dia  de  cada 
reunión  ordinaria  ó  extraordinaria  un  secretario  y  un  vice- 
secretario entre  sus  individuos,  cuyos  cargos  ejercerán  sola- 
mente durante  aquella  reunión  (3). 

498.— Las  Diputaciones  provinciales  celebran  sus  sesio- 

(1)  Arl.  42. 
Í2)  Art.  44. 
(3)    Arr.  41. 
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nesá  puerta  cerrada,  excepto  en  los  cados  especiales  sefiala* 
dos  por  las  leyes  (4);  pradéute  cautela  para  evAar  que  «nos 
cuerpos  admiaírtraUvos  degeoeren  en  políticos  y  el  banco  de 
los  diputados  se  convierta  en  tribuna.  Las  votaciones  se  ve* 
rífican  por  mayoría  absoluta  de  votos,  sin  que  ningún  dipu- 
tado de  los  presentes  pueda  abstenerse  de  veiar,  aunque  §í  le 
es  permitido  salvar  so  voto  y  hacerlo  constar  en  el  acia.  En 
caso  de  empátese  repite  la  votación  en  la  sesión  inmediaia,  y 
si  el  empate  se  renueva,  decide  la  cuestión  el  presideale.  El 
escrutinio  es  secreto ,  solo  cuando  asi  lo  soliciCa  la  mi- 
tad roas  uno  de  los  diputados  presentes :  en  tes  demás  casos 
es  púbKca  la  votación  entre  los  cireunstantes  (2).  * 

49S.— Para  formar  acuerdo  se  requiere  la  presencia  de 
la  mitad  mas  uno  de  los  diputados:  estos  acuerdos  son  irnuM- 
dos  por  quien  hubiere  presidido  y  por  el  secretario.  Las  Di- 
putaciones no  pueden  publicarlos  sin  permiso  del  gefe  políti- 
co, á  quien  corresponde  etclusívaniente  llevar  á  efecto  los 
que  adoptaren  en  uso  de  sus  atribuciones  (3);  de  suerte  4|ue 
esta  aotorited  hace  veces  de  poder  <S|jecutivo  en  la  esfera  de 
la  administración  provincial. 

Si  el  gefe  politice  hallare  qoe  la  Dipetacion  se  ba  excedí* 
46  de  sus  facultades,  debe  suspender  el  cumpUmiento  de  su 
acuerdo,  dando  cuenta  al  gobierno  para  Ufosolucion  conve^ 
niente  (i):  en  tal  caso  procede  como  delegado  del  gobierno, 
defendiendo  los  intereses  pormanentes  de  la  sociedad,  é  invo- 
cando la  decisión  superior  en  enta  espeoia  de  oenflielo  enbr e 
la  nación  y  la  provincia. 

48«i.--EI  ley  puede  suspender  las  sesiones  de  las  Dipu* 
tacioaes  provinciales  y  también  el  gefe  poKtieo  en  casos  muy 
graves,  dando  cuenta  inmedialaaiente  al  gobierno;  pero  si  la 
medida  no  fuese  urgente,  consultará  primero  (5).  La  califica- 
ción de  gravedad  y  de  urgencia  se  deja  al  buen  criterio  de 


(«) 

AfUU. 

(2) 

Art.  46. 

(3) 

Art.  60. 

(4) 

Ibid. 

(5) 

Arte.  52  y  63. 
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lo6  gefes  polHicos  que  probablemeole  no  hallaran  Ai  la  nna, 
ni  la  otra,  mientras  no  vean  ona  abierta  resistencia  i  la  ley, 
ó  no  teman  por  el  orden  público. 

481. — Las  Diputaciones  provinciales  no  pueden  delibe- 
rar en  mas  asuntos  que  los  expresados  é  que  las  leyes  ex- 
presaren á  lo  sucesivo.  Tampoco  pueden  hacer  por  si ,  ni 
prohijar,  ni  dar  curso  á  exposiciones  sobre  negocios  politi* 
eos  (4);  primeramente ,  porque  la  índole  de  estos  cuerpos  es 
rigorosamente  administrativa;  y  en  segundo  lugar,  porque 
solo  á  las  autoridades  corresponde  ser  órganos  de  transmisión 
y  agentes  de  información  respecto  al  gobierno.  Está  vedado 
asimismo  á  las  Diputaciones  provinciales  publicar  sin  permi*- 
so  del  gefe  poUtico  las  exposiciones  que  hicieren  en  uso  de 
sus  facultades,  ni  otro  papel  alguno,  sea  de  la  clase  que  fue- 
re (2),  porque  solo  la  autoridad ,  es  decir ,  el  gobierno  y  sus 
delegados ,  tienen  derecho  á  dirigir  oficialmente  la  voz  á  los 
administrados.  De  otra  manera  podrian  suscitar  obstáculos  á 
la  marcha  de  la  administración  central  violentando  su  acción 
que  es  preciso  sea  siempre  independiente ,  pues  así  como 
el  interés  común  debe  prevalecer  sobre  el  local ,  asi  el  po- 
der ejecutivo  debe  manifestarse  superior  á  todas  las  resisten- 
cias parciales. 

Tampoco  pueden  corresponderse  con  el  gobierno,  con  las 
autoridades  ni  con  los  administrados,  sino  por  conducto  de 
los  gefes  políticos  (3) ,  porque  las  Diputaciones  provinciales, 
fuera  de  los  casos  en  que  obran  por  delegación  del  poder  le- 
gislativo, no  ejercen  sino  facoltades  pasivas  >  como  son  todas 
las  consultivas  y  deliberantes.  La  actividad,  el  maado,  la  eje- 
cución pertenecen  al  gefe  superior  de  la  provincia. 

Las  deliberaciones  6  acuerdos  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales acerca  de  asuntos  extrafk)$  á  sa  conocimiento  son 
nulos,  de  ningún  valor  ni  efecto,  lo  mismo  que  si  fuesen,  dic- 
tados por  una  Diputación  no  legalmente  convocada  ó  iiegíti- 
mamente  reunida, 

(1)  Art.  58. 

(2)  Ibid. 

(3)  Art.  49. 
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Al  géfe  político  pertenece  snspeoder  la  ejecución  de  es- 
tos acuerdos  (4),  y  al  gobierno  pronanciar  su  nulidad  y  exi- 
gir la  responsabilidad  competente  á  sus  autores. 

489. — Por  último,  son  las  Diputaciones  órganos  legiti* 
mos  y  verdaderos  intérpretes  de  las  necesidades  é  intereses 
desús  respectivas  provincias,  y  como  k  tales  les  pertenece 
dirigir  al  Rey  por  conducto  del  gefe  político  las  exposicio- 
nes que  crean  oportunas  sobre  asuntos  de  utilidad  provin- 
cial, y  elevar  al  trono  sus  observaciones  acerca  del  estado  en 
qne  se  hallaren  los  diferentes  ramos  de  la  administración  y 
sobre  las  mejoras  de  que  fueren  susceptibles  (2).— Este  de- 
recho no  es  absoluto,  sino  limitado  |)or  lo  especial  de  los  in- 
tereses, según  la  ley  orgánica ,  y  por  el  respeto  á  las  prero- 
gativas  de  la  Corona,  conforme  á  la  Constitución.  Coando  las 
Diputaciones  representan  significan  solamente  su  opinión, 
manifiestan  su  voluntad  y  dirigen  sus  votos  al  Rey  :  no  es 
acuerdo  ni  deliberación:  no  es  nn  acto,  sino  un  deseo. 

Articüio  3.® — ^i  Va  sus'^mxou  «^  A.\$oWc\o\v 

\z  Vo&  d.\i^VadiO%  '^TOx»\u(>\QiVes. 

483  .—Esta  facultad  es  inherente  485. — No  hay  limites  fijos  al  ejer- 
á  la  potestad  real.  cicio  de  este  derecho.     . 

484. — Es  uo  recurso  extremo  de  486. — Formación  de  causa  á  los 
mantener   el  orden  pü-  dipotados, 

blico.  487,*- Juzgado  competente. 

48S.— Aunque  las  Diputaciones  provinciales  son  cuerpos 
electivos  y  por  tanto  gozan  de  una  existencia  propia,  so  in- 
dependencia llega  solo  hasta  cierto  punto.  El  ^rden  público 
exige  que  el  Rey  ejerza  la  plenitud  de  su  potestad ,  como 
gefe  del  poder  ejecutivo,  en  toda  la  extensión  del  territorio 
nacional :  sos  mandatos  deben  ser  respetados  y  cumplidos 
tanto  por  los  agentes,  como  por  las  corporaciones  administra- 
tivas, porque  la  administración  no  puede  ser  nna,  ni  respon- 
sable mientras  la  ley  de  la  subordinación  gerárquica  no  al* 

(1)  Art.  50. 

(2)  Art.  55. 
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caoce  á  toda  autoridad  activa  ó  deliberante.  A  ao  solo  es- 
tado OD  solo  gobierno. 

494.^Las  DipQtaciones  provinciales,  pues,  no  obstante 
su  origen  popular ,  pueden  ser  suspendidas  y  también  di- 
sueltas  á  semejanza  de  los  demás  cuerpos  consultivos  de  la 
administración;  pero  esle  recurso  no  lo  autoriza  la  ley  sino 
como  un  medio  extremo  de  salvar  las  prerogativas  de  la  Co- 
rona, triunfando  el  gobierno  de  cualquiera  oposición  inconsi- 
derada, ó  como  una  medida  vigorosa  y  fuerte  que  la  necesi- 
dad reclama  para  defender  los  intereses  generales,  humillan- 
do cualesquiera  pretensiones  injustas  fundadas  en  un  egois* 
mo  colectivo. 

49S.^Solo  el  Rey  tiene  autoridad  para  disolver  las  Di- 
putaciones provinciales  y  para  separar  á  uno  ó  mas  indivi- 
duos de  ellas  (4).  La  ley  no  expresa  en  qué  casos  lees  lícito 
ejercer  este  derecho  de  destitución ,  sin  duda  porque  surgen 
graves  dificultades  al  trazar  límites  al  ppder  ejecutivo  en  un 
caso  tan  delicado ,  y  por  eso  ha  preferido  el  legislador  que  el 
gobierno  procediese  discreccionalmente  bajo.la  garantía  de 
la  responsabilidad  ministerial.  También  queda  al  arbitrio 
del  gobierno  someter^  ó  no^  laconducta.de  la  Diputación  ó 
de  los  diputados  al  examen  de  los  tribunales,  y  provocar  ó  no 
provocar  la  formación  de  cansa  ante  el  juez  competente  (2), 
porque  si  fuese  obligatorio,  la  autoridad  judicial  sería  llama- 
da por  la  ley  á  conocer  de  ciertos  actos  administrativos,  á  ca- 
lificarlos y  pronunciar  sobre  ellos. 

49a.— El  gobíerAO  debe  promover  la  formación  de  causa 
cuando  la  Diputación  provincial,  ó  alguno  ó  algunos  de  sus 
individuos  fuesen  suspensos  ó  destituidos  por  delitos  comu- 
nes cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  facultades ,  por  ejem- 
plo, la  concusión ,  la  prevaricación  ó  malversación  de  cau- 
dales. Mas  debiendo  ser  la  honra  de  los  ciudadanos  tan  res- 
petable como  la  vida  misma,  y  mucho  mas  que  sus  propie- 
dades ,  hubiera  convenido  que*  la  ley  hubiese  abierto  las 
puertas  de  la  justicia  de  par  en  par,  á  fin  de  que  los  ¡nocen* 

(i)    Arl.  53. 
(2)    Ibid. 
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tes  pudiesen  justificarse  de  las  acusaciones  de  que  son  obje* 
to,  y  lavar  la  mancha  con  que  el  gobierne  empafia  su  bonor. 
El  gobierno,  por  otra  parte,  teme  acaso  la  absolución  de  los 
tribunales,  porque  la  opinión  la  interpretaría  como  una  táci- 
ta condena  de  su  proceder,  inconveniente  no  leve,  si  en  al* 
go  se  estima  el  prestigio  de  la  autoridad. 

Este  apremiante  dilema  hubiérase  evitado  si  la  ley  no 
concediese  en  los  casos  referidos  facultad  al  gobierno  para 
destituir  á  las  Diputaciones  ni  á  los  diputados  provinciales, 
sino  únicamente  para  suspenderlos  y  sujetarlos  k  formación 
de  causa  dentro  de  un  breve  plazo.  La  suspensión  no  prejuz- 
garla cuestión  alguna:  si  recayese  sentencia  absolutoria,  vol- 
verían las  Diputaciones  ó  diputados  exentos  de  toda  sospe- 
cha de  impureza  á  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  á  los 
cuales  tienen  derecho  durante  el  término  legal,  sin  aparecer 
vencido  el  gobierno;  y  si  al  contrario  la  sentencia  fuese  con- 
denatoria, podria  y  debería  el  gobierno  confirmar  con  la  des- 
titución la  medida  de  la  suspensión  que  habia  adoptado  con 
el  carácter  de  provisional. 

Mas  cuando  la  suspensión  ó  la  destitución  fueren  provi* 
dencias^  provocadas  por  actos  puramente  adomistniAivos,  so- 
lo ai  gobierno  cumple  y  debe  oumpHr  el  dictarlas ,  sin  co-> 
Bocer  otros  limites  en  el  ejercicio  de  su  poder  discreccio- 
nal,  que  los  señalados  en  la  Constitución  á  la  potestad  eje- 
cutiva. 

489. — Las  Diputaciones  y  diputados  provinciales  no  pue- 
den ser  procesados  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de 
sus  facultades  sin  autorización  previa  del  gefe  político;  pero 
una  vez  concedida,  son  los  juzgados  ordinarios  competentes 
para  conocer  de  sus  causas,  atendido  que  no  gozan  de  fuero 
alguno  especial  (4). 

(1)    Real  orden  de  8  de  n^ayo  de  1846. 
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CAPÍTULO  VI. 

Be  lo9  AymftiaiiiieiitiM. 

4g8._OHgeD    remoto     de    los  493.— FormacioD  de  ligas  ó  ber- 

AyuDtamieDtos.  mandades. 

489.— AyantemieDto  de  Toledo.  494.— Decadencia  de  las  liberta^ 

490.—  de  Gdrdofa,  SfvUla,  Ma-  des  miiDicipales. 

drid,  etc.  495.— Gonfaston  de  las  atribu- 

491.— Régimen  manicipal  en  el  ciooes    de    los  antiguos 

siglo  XI.  concejos. 

492.- Greaciondelas  mepaadas. 

48i8.— La  íBstUacioii  de  los  AyuoUBsieatos  es  antiquísi- 
ma en  EspaAa  j  su  origen  desconocido.  Fueron  sin  dada 
coetáneos  de  la  monarquía ,  é  introdujéroase  mas  en  fuerza  de 
la  costumbre,  que  en  virtud  de  ley  alguna,  tomando  á  las 
curias  romanas  por  modelo,  ó  asentando  en  los  restos  de  la 
legislación  de  aquel  pueblo  el  nuevo  rógimen  municipal.  Co^ 
mo  quiera,  consta  que  existían  Ayuntamientos  á»Coflcejos 
(consilium)  mucho  antes  de  Alonso  V ,  pues  en  laa  célebres 
cortes  de  León  de  1930,  hablase  por  primera  vea  de  ellos, 
como  pudiera  de  la  mas  remota  institución. 

499.— Despiies  que  Alonso  VI  ganó  á  Toledo,  coneedió  á 
esta  ciudad  y  su  tierra  fuero  municipal,  y  otorgó,  tanto  á 
los  muzárabes  ó  vecinos  aatignos,  como  k  los  castellanos  ó 
pobladores  nuevos»  que  nombrasen  varios  oficios  de  justicia 
y  poitcfei,  y  les  dio  también  intervención  directa  en  su  pro^ 
pió  gobierno,  autoriacándolos  para  reunirse  en  cabildos -ó  Jun- 
tas, en  los  cuales  tratasen  del  bien  común,  de  donde  vino  el 
nombre  de  Ayuntamientos. 

4#o.-«Cóidova,  Sevilla,  Murcia,  Madrid  y  otras  ciuda- 
des y  villas  de  consideración,  obluvieron  franquicias  igua- 
les á  las  concedidas  á  Toledo ,  cuyo  ayuntamiento  fué  el 
ijempi»  vivo  de  los  dem&s  concejos. 

4111.— En  el  siglo  XI,  mientras  el  feudalismo  dominaba 
en  toda  Europa,  era  común  en  EspaQa  el  régimen  municipal: 
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había  concejos  hasta  en  las  tierras  de  señorío,  realengo  y 
abadengo,  y  celebrábanse  juntas  de  los  vecinos  de  las  ciu- 
dades y  villas  y  sus  alfoces,  para  establecer  reglas  de  buen 
gobierno  ó  adoptar  medidas  de  policia  municipal. 

«•ü.— La  importancia  de  los  concejos  subió  de  punto,  en- 
tre otras  causas,  por  la  creación  denlas  mesnadas  ó  tropas 
que  militaban  bajo  el  estandarte  de  la  ciudad  ó  villa  y  eran 
acaudilladas  por  sus  magistrados  municipales;  pero  esta  no- 
vedad inQuyó  no  poco  en  el  decaimiento  de  los  mismos  con- 
cejos que  fueron  por  ella  un  instante  enaltecidos;  porque  des- 
de que  hubo  fuerzas  que  mandar,  la  nobleza  castellana  soli- 
cKó  con  empeño  los  cargos  concejiles.  Entonces  introdujo- 
se  el  espíritu  aristocrático  en  los  concejos,  dividiéronse  los 
pueblos  en  bandos  muy  reñidos,  los  cargos  concejiles  se  ob- 
tuvieron por  derecho  hereditario  y  se  instituyeron  los  síndi- 
cos persoaeros  ó  defensores  de  la  clase  plebeya,  lo  cual  prqe- 
ba  que  el  instrumento  de  libertad  se  habia  ya  trocado  en 
arma  de  opresión  y  tiranía.  Los  Reyes,  por  otra  parte,  con 
el  objeto  de  restablecer  laipaz  y  administrar  recta  justicia,  ó 
aprovecbando  hábilmente  la  feliz  coyuntura  de  extender  y 
afirmar  su  poder,  solían  enviar  corregidores  ó  nombrar  asis- 
tentes que  enOaquecian  tanto  la  autoriiad  municipal,  cuan* 
to  dilataban  el  influjo  de  la  Corona. 

49S.— Otra  novedad  contribuyó  á  dar  mas  importancia  á 
los  concejos,  y  fue  la  formación  de  hermandades  ó  confede- 
raciones que  tal  importancia  tuvieron  bajo  la  regencia  de 
doña  María  de  jolina,  y  que  después  se  repitieron  en  tiempo 
de  Isabel,  á  causa  de  la^guerra  con  doña  Juana  cuyas  pre- 
tensiones al  trono  apoyaban  los  portugueses.  En  aquella  épo- 
ca empieza,  no  solo  en  España,  sino  en  toda  Europa,  la  cen- 
tralización del  poder,  porque  la  inclinación  á  las  artes  y  al 
comercio,  'escitada  con  el  descubrimiento  de  un  Nuevo  Mun- 
do, requería  unidad  en  el  estado  y  fortaleza  ea  el  gobierno: 
y  asi  fué  que  cuando  en  la  guerra  de  las  <H>munidades  se  in- 
tentó renovar  la  liga  de  los  coocejos  contra  los  flamencos,  la 
España  no  respjondió  á  este  grito  que  había  dejado  de  herir 
un  sentimiento  popular. 
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494.— Los  campos  de  Villalar  decidieron  la  suerte  de  las 
franquicias  municipales  que  no  hubieran  caído  lan  repentina- 
mente, ó  no  se  hubiesen  rebajado  tanto  sin  aquel  combate. 
El  poder  real  abusó  de  su  victoria,  y  el  Consejo  de  Castilla 
recogió  el  botín  apropiándose  gran  parte  de  las  atribuciones 
gubernativas  que  antes  ejercían  los  Ayuntamientos. 

La  dinastía  de  Borbon  no  fué  mas  condescendiente  con  los 
fueros  municipales;  de  modo  que  al  terminar  la  guerra  de 
sucesión,  hasta  el  derecho  electoral  había  desaparecido  casi 
del  todo,  y  aun  esos  leves  fragmentos  de  la  antigua  grande- 
za de  los  concejos  acabaron  en  nuestros  días,  confiriendo  el 
Rey  á  las  audiencias  la  facultad  de  nombrar  para  los  cargos 
concejiles,  á  propuesta  de  los  Ayuntamientos  salientes  (1). 
Tal  fué  en  resumen  el  régimen  municipal  desde  el  si- 
glo XI  al  XV:  este  régimen  administrativo,  del  cual  dice  un 
ilustre  escritor  que  «era  el  único  posible  entonces ,  entre  el 
rumor  de  las  armas,  la  inseguridad  pública,  el  corto  poder 
de  los  Reyes,  las  incursiones  súbitas  de  los  moros  y  la  igno- 
rancia de  los  tiempos»  (2).  Entonces  no  había  para  los  pueblos 
otras  garantías  de  libertad,  ni  otra  defensa  para  las  perso- 
nas, ni  para  las  propiedades  mas  protección. 

49S.— Los  antiguos  concejos  ejercían  atribuciones  de  jus* 
ticía  y  de  administración:  el  gobierno  residía  en  lo  interior 
de  cada  ciudad  ó  villa:  el  régimen  fue  militar  al  principio  y 
alimentó  este  espíritu  guerrero  jurante  su  próspera  fortuna. 
Abrigaban  los  pueblos  esperanzas  inquietas  y  vagos  deseos 
de  libertad;  pero  sin  formar  causa  común,  ni  ligar  su  por- 
venir al  triunfo  de  una  idea  general,  el  aislamiento  era  su 
estado  y  su  ley  el  privilegio. 

Articulo  2.*— ^aTÓtUt  OLd>MiV  A.t  Vo%  K'^>vtii\a'iam\os. 

496. — Pueblo,  la  unidad  del  es-     498.— Necesitan  una  doble  admi- 

tado.  nistracioo. 

497. — Los  pueblos'  tienen  una    499.— La  libertad  gmoicipal  de- 
doble existencia.  be  ceder  á  la  unidad  po- 
lítica. 

« 

(1)  Real  decreto  de  17  de  abril  de  1824. 

(2)  D.  Alberto  Lista,  lUvista  de  AfadriUj  tom.  i. 

Tomo  L  16 
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500.— Lo8  Ayontamieutos   soo  titacioo. 

cuerpos  admioístrativos.  50^. — Principios    fandameDUles 

501.— El  régimeo  municipal  de-  de  todo  régimen  mnnici- 

be  ser  «nálogo  á  la  Cons-  gnL 

4fHl.— El  pueblo  es  la  aaidad  admíBístrativa  por  excelen- 
^idL,  la  forma  mas  sencilla,  la  primitiva  de  la  asociación.  An- 
tes de  fundar  el  estado  ha  sido  preciso  que  hubiese  pueblos, 
porque  para  constituir  .un  todo,  la  preexistencia  de  sus  par* 
tes  es  de  rigor.  Es  el  pueblo  el  nudo  que  liga  á  la  nación  coa 
las  familias,  y  él  mismo  compone  una  grande  familia.  Si  no 
hay  lazos  de  sangre  entre  los  vecinos,  existen  vínculos  muy 
estrechos  de  afecto  y  de  iuterés  que  nacen  de  un  origen,  y 
se  fortifican  con  la  perseverancia  en  dna  vida  común. 

4119.— Los  pueblos  tienen,  pues,  una  existencia  propia, 
anterior  á  la  institución  de  lodo  gobieroo  central:  son  agre* 
gacíones  espontáneas,  no  unidades  artificiales:  son  efecto  de 
la  naturaleza,  no  producto  de  la  ley. 

Considerados  como  un  todo,  sienten  necesidades  y  expe* 
rimentan  deseos  privativos  de  su  pequera  sociSdad  á  cuya 
satisfacción  ocurren  por  sí  mismos;  y  considerados  como 
miembros  del  estado  poseen  intereses  coleqtivos,  gozan  de- 
rechos uniformes,  soportan  cargas  iguales. 

4119.— De  aqui  procede  la  diferencia  de  la  administración 
general  y  la  municipal:  de  aquí  dimana  la  necesidad  de  ejer- 
cer esta  doble  acción  en  los^iueblos. 

Al  gobierno  corresponde  todo  lo  relativo  al  interés  nacio- 
nal, todo  cuanto  abraza  la  esfera  del  derecho  .común:  á  los 
Ayuntamientos  pertenece  la  gestión  de  los  intereses  vecina-^' 
les,  el  régimen  puramente  municipal. 

El  gobierno  goza  de  entera  libertad  en  el  uso  de  sus  fa- 
cultades, sin  mas  freno  que  el  moral  de  la  opinión  ó  el  legal 
de  la  censura  parlamentaria.  Los  Ayuntamientos  no  tienen, 
no  deben  tqper  una  acción  tan  independiente,  sino  subordi- 
nada unas  veces  á  la  autoridad  y  otras  II  la  vigilancia  de  la 
admjnistracion  superior. 

4fMi.— Sin  esta  dependencia  mediata  ó  inmediata  no  es 
posible  la  unidad  monárquica,  ni  tampoco  la  nacional,  pues 
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en  lagar  de' reconocer  on  solo  estado  con  aa  solo  gefe,  ha- 
bríamos de  admitir  taatos  soberanos^  cuantos  fueren  los  Ayon* 
iainientos.  Sin  esta  dependencia  no  es  posible  la  igualdad, 
porque  el  régimen  municipal  es  el  régimen  de  los  Tueros,  asi 
como  la  subordinación  á  un  poder  único  significa  el  imperio 
de  la  ley  común ;  y  en  fin ,  sin  esta  disciplina  perece  la  liber-^ 
tad,  porque  no  hay  libertad  sin  orden,  ni  orden  sin  gobier- 
no fuerte,  tti  gobierno  fuerte  con  magistrados  mnníóipales 
independientes  é  írresponsablíis. 

Hoy  no.  está  la  poHtica  aGanzada  en  las  instituciones  mu-^ 
nicipaies,  sino  en  las  leyes  fundamentales  del  estado,  ni  es 
una  conquista  alcanzada  por  tal  ó  cual  pueblo  y  obtenida  por 
Tiade  privilegio,  sino  el  régimen  común.  Los  poderes  pá* 
blicos  están  exclusivamente  encargados  de  mantener  el  ór-' 
den  cpnstitucional,  y  los  Ayuntamientos  de  velar  por  los  in- 
tereses comunales.  •. 

500.— El  carácter,  pues,  de  los  Ayuntamientos  en  núes- 
troádias,  es  esencialmente  administrativo:  sus  facultades 
políticas  espiraron  desde  que  han  cesado  de  combatir  con  la 
turbulenta  nobleza  ó  el  despotismo  real,  y  desde  que  las  ga- 
rantías positivas  de  la  libertad  se  han  colocado  en  mas  alto  y 
distinguido  asiento.  Empeñarse  en  defender  la  necesidad  6  la 
conveniencia  de  resucitar  el  antiguo  régimen  municipal ,  st- 
ría  un  delirio  tan  grande,  como  sostener  que  entre  las  insli*' 
tuciones  políticas  y  las  administrativas  no  debe  haber  conio^ 
nancía,  ó  negar  que  el  tiempo  ha  corrido  y  que  la  sociedad 
ha  cambiado. 

»ot.-ANuestro  régimen  tt\onicipal  debe, ser  nuevo,  por- 
que son  nuevas  las  instituciones  políticas,  otra  la  legislacioB, 
distintas  las  costumbres.  Lo  único  que  razonablemente  puede 
exigirse  del  legislador,  es  que  de}e  á  la  administración  de  los 
pueblos  toda  la  libertad  compatiMe  con  el  principiolle  la  uni- 
dad y  la  fuerza  nacional,  y  á  Jas  autoridades  munieipales  to- 
do el  poder  conciliable  con  la  independencia  y  la  responsa- 
bilidad del  gobierno;  en  suma,  que  no  sacrifique  la  existen- 
cii^  administrativa  de  los  ayuntamientos  al  ídolo  de  la  centra- 
lización. 
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ft09.— Dos  son  los  priocipíos  fandamenlales,  los  elemen- 
tos eseaciales  del  derecho  municipal :  la  facultad  de  elegir 
mandatarios,  y  el  ejercicio  de  la  autoridad  que  el  mandato 
confiere  á  los  elegidos.  La  ley  positiva  ordena»  regola  el  ejer- 
cicio de  ambos  derechos,  pero  no  los  confiere;  y  en  este  sen- 
tido puede  aplicársele^  el  jus  ante  omnia  natum. 

Si  al  poner  la  mano  en  las  instituciones  municipales  de 
cualquiera  nación  conviene  meditar  antes  muy  despacio  so- 
bre su  historia,  también  importa  en  extremo  no  equivocar 
las  fechas.  Apegarse  con  exceso  á  los  antiguos  usos,  invocar 
el  ejemplo  de  nuestros  mayores,  y  condenar  en  nombre  de 
lo  pasado  toda  reforma  presente,  equivaldría  á  combatir  to- 
do progreso  oponiendo  el  hecho  al  derecho  y  á  la  razón  las 
tradiciones. 

^  Artigólo  3.®  — OT^amxcido^  ¿tt  Vos   K^uuVawiitiVo». 

503.— Mudanzas  de  nuestra  le-  505.— Composición  de  estos  cuer- 

Sislacion  muDicipal.  pos. 

oé  pueblos  deben  lener  506.— Priocipío  popular. 

Ayuntamiento?    *  507.— Oficios  municipales. 

ftos.— Experimentaron  los  Ayuntamientos  en  Espa&a  tan- 
tas y  tan  graves  mudanzas,  como  cambios  profundos  sufrieron 
nuestras  instituciones  políticas,  con  las  cuales  viven  y  mue- 
ren, ganan  ó  pierden  terreno.  El  decreto  de  las  eórtes  de  Cá- 
diz expedido  en  23  de  mayo  de  1813:  la  ley  de  3  de  febrero 
de  1823:  el  real  decreto  de  23  de  julio  de  1835:  la  ley  de  14 
de  julio  de  18M ,  y  la  vigente  de  8  de  enero  de  1845«  rea- 
sumen y  explican  la  historia  de  nuestro  derecho  constitucior 
nal,  y  son  las  piedras  miliarias  que  señalan  la  dirección  de 
la  sociedad,  dorante  el  laborioso  período  que  ha  corrido  en 
este  siglo*de  revueltas  y  trastornos. 

Extenso  y  confuso  sería  el  código  de  ios  Ayuntamientos», 
si  hubiésemos  de  consultar  cada  una  de  aquellas  fuentes  pa- 
ra deducir  en  puridad  el  derecho  establecido;  mas  la  última 
ley  nos  alivia  de  peso  tan  grande  y  de  tanta  fatiga ,  declaran- 
do delgadas  todas  las  leyes,  decretos'y  disposiciones  ante- 
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riores  sobre  organízacioQ  y  atribuciones  de  los  AyunlaoiieD- 
tos  (1);  por  manera  que  en  virtud  de  dicha  cláusula  la  legis- 
lación municipal  es  toda  ella  modecna. 

&04.— Deben  tener  una  administración  municipal  y  nom- 
brar su  Ayuntamiento  los  pueblos,  distritos  ó  concejos  que 
llegaren  k  treinta  vecinos,  y  el  número  de  concejales  será 
proporcionado  á  la  escala  de  su  población  dentro  del  mínimo 
^e  cuatro  y  el  máximo  de  cuarenta  y  ocho  (2).  La  cuestión 
del  número  de  concejales  no  es  fácil  de  resolver,  porque  es 
preciso  consultar  á  un  tiempo  lo  que  exigen  la  deliberación 
y  la  acción  de  los  Ayuntamientos.  Una  asamblea  muy  nume- 
rosa darla  fácil  entrada  á  las  pasiones  y  adoptaría  los  acuer- 
dos con  dificultad;  y  por  el  contrario,  una  asamblea  muy  re- 
ducida,  aunque  mas  propia  para  dirigidla  administración, 
no  representaría  con  verdad  los  intereses  vecinales.  Tanto 
valdría  depositar  el  gobierno  económico  de  los  pueblos  en  ma- 
nos de  una  autoridad  unipersonal. 

505. —Componen  el  Ayuntamiento  los  alcaldes  y  tenien- 
tes de  alcalde  que  los  presiden,  los  regidores  y  los  procura- 
dores síndicos  que  el  mismo  Ayuntamiento  designa  entre  sus 
individuos  en  la  primera  sesión  de  cada  año  (3). 

ftee.— Los  Ayuntamientos  son  elegidos  por  los  vecinos  de 
los  pueblos  cuyos  nombres  estuvieren  comprendidos  en  las 
listas  d#electores  municipales,  debiendo  siempre  recaer  los 
sufragios  en  personas  elegibles  según  la  ley  (4).  El  principio 
popular  en  que  los  Ayuntamientos  descansan ,  se  descubre  y 
realiza  en  el  derecho  electoral:  la  ley  reconoce  y  sanciona  la 
existencia  natural  de  los  Ayuntamientos,  respetando  en  los 
Tecinos  la  facultad  de  nombrar  administradores  de  sus  inte- 
reses comunes.  Si  hubiese  un  gobierno  capaz  de  abolir  este 
derecho,  seria  t;úlpable  como  usurpador  de  la  mas  antigua 
de  las  libertades  públicas.  Pero  nada  condena  que  la  ley  re- 
gule el  ejercicio  del  derecho  electoral  y  precava  sus  abusos, 

(1;  Ley  de  8  de  enero  de  1845  ,  art.  113. 

(2)  Ibid.  art.  3.       ' 

(3)  Arts.  2  y  3. 

(4)  Art.  12. 
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exigiendo  garantías  deaplilud  y  moralidad  en  los  elegibles  y 
en  los  electores. 

509.— Los  oficios  municipales  son  cargos  concejiles  y  co- 
mo tales  honoríficos,  gratuitos,  obligatorios  y  de  duración 
limitada. 

Aunque  obligatorios,  en  caso  de  reelección,  pueden  los 
alcaldes,  tenientes  y  regidores  reusar  su  acepts^cion,  perqué 
es  justo  repartir  los  gravámenes  equitativamente  entre  lo^ 
vecinos;  y  como  temporales,  duran  cuatro  años,  renován- 
dose el  Ayuntamiento  por  mitades  sucesivas  cada  biennio. 
Los  alcaldes  y  tenientes,  después  de  haber  servido  dos  años 
en  estos  puestos,  deben  todavía  cumplir  los  cuatro,  desem- 
penando  otros  dos  el  cargo  de  concejal. 

Articulo  4.**— UnWdoM*  \i  Vo?.  \\^u^lamiul<)ft. 

¿eS.—Lioiites  de  la  acción  ma-  513.— Actos   privativos    de   los 

Dicipal.  Ajuottmíentos. 

50'i.— Priocipios  que  los  deter-  5 14. -Actos  de  su  pote^t^  re- 

miDan.  glameotaria. 

519.— La  libertad  muQioipál  raa-  515— Deliberaciones  y   acaer- 

yor  ó  menor   seguD  los  dos. 

casos.  516.— Informes  y  consultas. 

511.— Análisis  de  las  facultades  517.— Otras    ficaltades   de   jos 

de  los  AyuntatoientoB.  Ayuntamientos. 

512. — Síntesis  de  sus  atribucio-  518. — Actos  que  la  ley  prohibe 

nes  según  la  ley.  á  estos  cuerpos. 


&o$.— Al  sefialar  la  ley  las  facultades  de  los  Ayuntamien* 
tos  debe  proponerse  resolver  este  arduo  problema:  otorgará 
la  administración  municipal  la  niayor  latitud  posible,  sin  de- 
bilitar la  acción  del  poder  central.  Todos  convendrán  en  re-- 
servar  al  gobierno  ciertas  atribuciones  de  orden  público;  to- 
dos convendrán  también  en  conceder  á  los»  Ayuntamientos 
otras  de  interés  local ;  pero  entre  estos  bien  señalados  confi- 
nes queda  todavía  un  campo  neutral,  un  terreno  de  dudosa 
pertenencia  que  puede  repartirse  entre  la  administración  su- 
perior y  la  de  los  pueblos  con  mas  ó  menos  discreccion  ó  for- 
tuna. 

La  historia  ha  resuelto  el  problema  de  muy  distintas  ma* 
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oeras  y  eon  ^ito  vario;  mas  su  aotoridad  es  recusable,  por- 
que no  ofrece  uaa  solución  permanente.  La  ciencia  no  podrá 
jactarse  de  haber  vencido  la  dificultad ,  mientras  existan  di- 
ferencias tan  profundas  como  las  que  hoy  separan  á  los  par- 
tidarios de  la  centralización  de  los  defensores  de  las  liber-* 
tades  municipales;  y  la  legislación  puede  en  verdad  arrojar- 
se en  medio  de  los  contendientes;  pero  si  basta  la  voluntad 
de  la  ley  para  resolver  la  cuestión  de  hecho,  no  satisface  á 
la  cuestión  mas  alta  de  derecho,  á  las  exigencias  rigorosas 
delateoríar  * 

ü99^, — Dos  principios,  sin  embargo,  pueden  servirnos  de 
guhi  en  este  confuso  laberinto,  principios  derivados  del  ca* 
rácter  actual  de  las  corporaciones  municipales,  á saber:  pri- 
mero, que  siendo  los  pueblos  una  sociedad  por  si  sola,  ana 
agregación  natural  de  personas  6  una  grande  familia  con  de- 
rechos é  intereses  aparte,  deben  tener  una  vida  propia  y  se- 
parada, una  existencia*,  dentro  de  ciertos  limites ,  indepen- 
diente; y  segundo,  que  colocadas  en  el  régimen  constitucional 
las  garantías  positivas  de  la  libertad  en  la  limitación  recipro- 
ca y  en  la  mátaa  concordia  dé  los  altos  poderes  del  estado, 
ninguna  prerogativa  política  debe  concederse  ni  permitirse 
á  los  Ayuntamientos. 

5to.— Mas  en  el  derecho  de  administrarse  los  pueblos  á 
•si  mismos  por  medio  de  sus  mandatarios  libremente  elegidos 
caben  distintos  grados  de  libertad  é  independencia.  Si  hay 
asuntos  que  interesan  exclusivamente  á  los  pueblos ,  otros 
hay  cuya  esfera  se  dilata  basta  acercarse  mas  ó  menos  á  la 
importancia  de  los  negocios  de  utilidad  general.  De  aquí  na- 
ee  q«e  la  administración  superior  ^andone  los  unos  sin  re- 
serva á  los  Ayuntamientos:  que  otros  se  los  encomiende  pa- 
ra que  los  arreglen  bajo  la  autoridad  del  gobierno:  otros  ba^ 
jo  so  mera  vigilancia  ó  inspección,  y  otros,  en  fin,  los  reten^ 
ga  para  sí  y  los  resuelva  sin  mas  intervención  de  los  cner* 
pos  municipales  que  la  de  expresar  su  dictamen;  cuando  fue- 
ren requeridos ,  ó  emitir  su  informe  ó  dar  su  consejo.  En 
estas  bases  está  calcada  la  ley  vigente  de  organización  y  atri- 
bóciooes  de  los  Ayuntamientos :  la  dificultad  no  se  descubre 
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al  asentar  lospríDcipios,  sino  al  hacer  sas  aplicaciones  y  des- 
arrollar sos  últimas  consecueocias. 

fttt.— Antes  de  exponer  las  atribuciones  de  los  Ayunta- 
mientos, conviene  advertir  primeramente  que  todas  son  re- 
lativas á  dos  objetos,  esto  es,  á  la  gestión  económica  de  la 
fortuna  municipal,  considerando  al  Ayuntamiento  como  una 
persona  moral,  susceptible  de  adquirir,  poseer ,  enagenar  y 
capaz  en  tin  de  celebrar  actos  civiles;  ó  al  gobierno  del  pue* 
blo,  considerándole  como  una  pequeña  sociedad  dotada  de 
una  administración  propia  A  cuanto  á  sus  interesas  comunes. 
La  razón  indica  que  los  Ayuntamientos  deben  gozar  de 
una  mayor  libertad  en  punto  á  sus  actos  de  gestión,  que  con 
respecto  á  sus  disposiciones  administrativas.  Cuando  proce- 
den coma  personas  morales ,  pueden  sus  desaciertos  com- 
prometer el  patrimonio  ó  la  fortuna  municipal ,  pero  pocas 
Teces  causar  perjuicios  irreparables.  Mientras  este  recelo  no 
exista,  la  acción  de  los  Ayuntamientos  deberá  ser  libre,  sal- 
vo el  derecho  de  vigilar,  corregir  ó  anular  sus  actos  reser- 
vado á  la  administración  superior.  Cuando  gobiernan,  deben 
deliberar  con  plena  libertad  acerca  de  cuanto  interese  al  bien 
común,  pero  con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos.  Tengan 
enhorabuena  los  gefes  políticos  facultad  para  suspender  sus 
acuerdos,  y  aun  en  casos  raros  convendrá  exigir,  como  requi^ 
sito  preliminar,  sii  aprobación;  mas  en  rarísimo,  si  alguno,« 
la  autorización  previa  del  gobierno. 

En  segundo  lugar  debe  tenerse  muy  presente  que  la  ad- 
ministración municipal  se  divide,  á  semejanza  de  la  del  esta- 
do, en  deliberación  y  acción  ,  aquella  á  cargo  del  Ayunta- 
miento y  esta  en  manos  dSt  alcalde,  significación  del  poder 
ejecutivo  en  el  s%no  de  dichas  corporacioñies,  conforme  á  la 
regla  constante  que  deliberar  es  propio  de  muchos  y  ejecu- 
tar corresponde  á  uno  solo. 

&!•.— Los  Ayuntamientos  ordenan,  reglatMntan^  delibe^ 
ran,  informan  &  aconsejan  y  representan. 

Ordenan,  cuando  adoptan  ciertas  disposiciones  privativas 
de  su  autoridad,  de  aquel  poder  que  emana  de  la  Índole  mis- 
ma de  las  sociedades  municipales  y  la  ley  respeta  y  sancio- 
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na.  Es  eUttmfiitfm  yti5  de  la  admiaistracion  manicipal:  son 
T^olociones  absolutas  (1).— Los  Ayuntamientos  mandan  en 
virtud  de  derecho  propio.      , 

Reglamentan^  es  decir ,  arreglan  por  medio  de  acuer- 
dos (í)  en  virtud  de  la  potestad  reglamentaria  que  ejercen -en 
los  negocios  relativos  k  la  gestión  económica  del  patrimonio 
comunal,  ú  otros  concernientes  al  bienestar  ^e  los  vecinos. 
En  este  caso  deben  los  Ayuntamientos  conformarse  á  las  leyes 
y  reglamentos  establecidos  sin  cuya  condición  no  serán  eje- 
cutorios ,  porqu(  puede  el  gefe  politice  por  si,  ó  á  instancia 
de  parte,  acordar  su  suspensión,  oido  previamente  el  conse- 
jo de  la  provincia.^Los  Ayuntamientos  administran  bajo  la 
vigilancia  del  gobierno. 

DeMeran  acerca  de  negocios  mas  graves,  ó  sobre  asna* 
tos  de  interés  permanente,  ó  con  respecto  á  ciertas  medidas 
administrativas  cuya  ejecución  pudiera  causar  irreparables 
perjuicios,  6  redundar  en  dafio  de  generaciones  futuras,  ó  ser 
nociva  al  bien  del  estado.  Entonces  la  ley  les  atribuye  la  ini- 
ciativa en  estos  actos  de  administración  comunal,  pero  no 
reviste  con  fuerza  ejecutoria  sus  acuerdos  sin  la  anterior 
aprobación  del  gefe  politice  ó  del  gobierno  (3).— Los  Ayun* 
tamientos  administran  bajo  la  autoridad  superior. 

La  apllbacion  subsiguiente  del  gefe  politice  dada  á  un 
reglamento  municipal  no  cambia  la  naturaleza  de  este  acto 
en  reglamento  de  administración  provincial ;  es  el  ejercicio 
del  derecho  de  inspección  ó  vigilancia  reservado  &  la  auto- 
ridad superior  y  no  mas. 

La  desaprobación  del  gefe  potítíco  6  del  gobierno  en  su 
caso  lleva  fuerza  de  eeto  perentorio  ó.  de  negativa  absoluta 
á  los  reglamentos  municipales;  pero  ni  el  gefe  político  ni  el 
gobierno  mismo  podrán  reformarlos;  primeramente  porque  la 
ley  no  les  otorga  este  derecho  de  acción  positiva ,  y  en  se- 
gundo lugar,  porque  si  tal  facultad  les  fuese  concedida  ,ia 
administración  comunal,  reducida  á  la  mera  prerogativa  de 

(t)  Arl.  79. 
(9)  Arl.  80. 
(3)    Art.  81. 
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proposicioD,  desaparecería  confundiéndose  en  ia  del  estado, 
y  los  actos  del  AyunUmieato  no  estarían  sujetos  á  U  in§ilan^ 
da  unos,  y  otros  bajo  la  autoridad  de  la  administración  su- 
perior, sino  todos  igualmente  subordinados  al  poder  central. 
.  No  obstante,  tiene  el  gefe  político  facultades  para  excitar  & 
los  Ayuntamientos  y  aun  dospe&derlosv  asi  como  las  tiene  el 
gobierno  para^estitoirlos  «  si  no  cuo^plen  con  los  deberes 
que  les  impone  su  encargo  de  adonnistrador  local ;  pero  ni 
uno,  ni  otro  podrán  suplirle  en  el  ejercicio  de  sus  atribncio* 
ne».  La  ley  las  delega  en  el  Ayuntamiento  fiomo  mandatario 
de  tos  pneblos,  y  así  en  él  exclosiramente  reside  la  plenttad 
del  poder  municipal. 

Informan  ó  aconsejan  cuando  se  trata  de  objetos  ó  cues-^ 
tienes  que  solo  indirectamente  interesan  á  la  adminAtracion 
cMnunal ,  euya  iniciativa  pertenece  á  otros  poderes  y  cuya 
decisión  excede  á  la  ajitoridad  de  los  Ayuntamientos.  Enton* 
ees  ia  administración  superior  bGFsca  tan  solo  un  dictfcmen 
*  que  la  goie^  un  parecer  que  la  ilostre  (4).-^Los  Ayuntamien^ 
tos  proceden  como  cuerpos  consol tHos. 

T  por  últioK),  representan  é  eletaná  la  adneíínistfacion 
profincial  ó  á  la  superior  por  conducto  del  alcalde  las  expo- 
siciones y  reclamaciones  sobre  ascmtos  propios  de  sucompe-^ 
Uncía.  En  tal  caso  proceden  como  jueces  de  Ss  necesi- 
dades de  los  pueblos,  órganos  de  s«  voluntad  é  jnt^pretes 
de  sus  desees  (S).-:Los  Ayuntamientos  ejtrceft  un  simple 
derecho  de  petición. 

51  s.— Corresponde  ala  primera  categoría  de  los  actos  de 
admtnistractoa  muDicipal ,  ó  es  prítativo  de  los  Ayunta- 
mientos: 

L  Nombrar  bajo  su  responsabilidad  los  depositarios  y  en- 
cargados  de  la  intervención  de  los  fondos  del  común,  donde 
sean  necesarios,  y  exigirles  las  competentes  fianz^. 

II.  Admitir  bajo  las  condiciones'  proscriptas  en  las  leyes 
ó  reglamentos  los  (lacnltativos  de  medieina,  eirujía,  farmacia 


(1)    Art.  8?.  ' 

(9)    ArU.  74  y  85. 
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y  veterinaria -y  los  mae»tro$  de  primeras  letras  y  los  de  otras 
enseñanzas  que  se  paguen  de  los  fondos  del  común. 

No  obsiaate,  cuando  los  Ayuntamientos  quieran  contratar 
facultativos,  estáa  obligados  4.8olieitar  permiso.previo.de  los 
gefes  polKicos\  quienes  lo  concederán  ó  denegarán  pruden- 
cialmente  según  las  circunstancias  del  pi^eblo;  é  igual  requi-- 
sito  6^  exige  para  renovar*  la  obligación  contraída  por  los 
facultativos  titulares  existentes  (4). 

IIL  *  Nombrar  los  empleados  y  dependientes  de  su  inme-' 
diato  servicio  (2). 

514. — ^Entraa  en  la  iseguada  categoría  de  los  actos  de  la 
administración  munieipal,  ó  incumbe  á  la  potestad  reglamen- 
taria de  los  Ayuntamientos: 

I.  El  sistema  4e  administración  de  los  propios,  arbitrios 
y  demás  fondos  del  comun.-^Es  decir  que  determinan  la 
manera  de  cuidar  y  utilizar  stts  bienes  muebles  ó  sas  pro-» 
piedades  rurales  ó  urbanas,  y  la  forma  de  recaudar  los 
iippuestos  vecinales  y  las  rentas  del  Ayuntamiento.  Es  la 
gestión  económica  del  patrimonio  comunal  en  todo  su  rigor. 

II.-  £1  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y  demás  aprovecha- 
mientos comiues,  en  donde  no  haya  un  régimen  especial 
autorizado  eompetenlemente.:— Estos  son  derechos  de  co- 
munidad que  pertenecen  á  todos  los  vecinos  pro  indiviso^ 
como consecuenoiade  la  agregación  natural  de  cierto  núme- 
ro de  habitantes  bajo  un  gobierno  municipal.  La  autoridad  de 
los  Ayuntamientos  interviene  con  el  carácter  de  doméstica  y 
familiar,  y  proceden  á  manera  de  arbitros  doiide  no  bay  leyes, 
oses  6  costumbres  con  fuerza  obligatoria. 

III.  El  cuidado  jcdáseryacion  y  reparación  de  los  cami*^ 
nos  y  veredas,  puentes  y  pontones  vecinales.— E^  un  ramo 
interesante  de  policía  municipal  (fue  está  á  cargo  de  los 
Ayonlamientos  y  un  servicio  que  debe  ser  retHbutdo  á  ex- 
pensas de  los  fondos  del  común,  porque  á  los  vetínoses  á 
quienes  especísdmente  inieresa  el  imim  esla^de  estas  vías 


(1)    Real  órdcD  de  81  de  marzo  de  1846. 
W    Art.  79. 
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menores  de  comaoicacioo ,  y  ellos  son  también  quienes  prin- 
cipalmente las  usan  y  deterioran. 

IV.  Las  mejoras  materiales  de  que  sea  susceptible  el 
pueblo,  cuaqdo  su  costo  no  pase  de  200  reales  vellón  en  tos 
pueblos  de  menos  de  doscientos  vecinos ;  de  500  en  los 
de  doscientos  á  inil,  y  de  2,000  en  los  restantes.— Auu- 
que  es  justo  que  el  gobierno  ó  sus  delegados  intervengan  en 
nombre  del  interés  general  para  impedir  que  el  celo  indis- 
creto de  un  Ayuntamiento  le  precipite  en  obras  muy  costo- 
sas imponiendo  gravámenes  insoportables  á  los  vecinos, 
también  parece  demasiada  suspicacia  atraerse  el  examen  de 
todos  los  expedientes  relativos  á  mejoras  materiales  dentro 
de  los  límites  sefialados,  que  cuanto  mas  estrechos,  mas  ilu- 
sorios. Debiera  considerar  el  legislador  que  asf  debilita  y  tal 
vez  apaga  los  deseos  de  mejora  cuya  vehemencia  es  mayor, 
en  proporción  que  mas  se  confunde  el  amor  del  bien  públi- 
co con  los  afectos  de  familia  y  con  el  sentimiento  de  pro- 
piedad. 

V.  La  repartición  de  granos  de  los  Pósitos  y  la  adminis- 
tración y  fomento  de  estos  establecimientos.— Este  es  un  ne- 
gocio de  interés  pura  y  simplemente  comunal  relativo  á  la 
policía  de  tas  subsistencias  y  al  alivio  de  los  labradores  me- 
nesterosos. El  estado  no  debe  entrar  á>arte  ni  en  los  bene- 
ficios, ni  en  las  cargas  municipales,  mientras  los  vecinos 
obtengan  á  sus  expensas  los  unos,  ó  puedan  sin  vejamen  so- 
portar los  otros. 

M&.— Pertenecen  á  la  tercera  categoría  de  los  actos  de 
la  administración  municipal  las  deliberaciones  de  los  Ayun- 
tamientos sobre: 

1.  Algunos  negocios  de  observancia  constante  ó  interés 
permanente,  como: 

I.  La  formación  de  ordenansas  minicipales  y  reglamen- 
tos de  policía  urbana  y  rural. 

II.  El  establecimiento,  supresión  ó  traslación  de  ferias  y 
mercados  (4). 

(I)    Art.  8!,§§.  ly  10. 
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II.  Ciertos  acuerdos  caya  ejeeueioii  puede  causar  perjui- 
cios irreparables ,  como  son  todos  ios  actos  civiles  de  los 
Ayuntamientos  y  algunos  otros  de  gestión  que  no  admiten 
fácil  enmteuda ,  á  saber: 

I.  El  plantío,  cuidado  y  aprovechamiento  de  Jos  montes 
y  bosques  del  común,  y  la  corta,  pod^a  y  beneficios  de  sos 
maderas  y  lefias: 

II.  Los  arrendamientos  de  fincas^  arbitrios  y  bienes  del 
cpmun: 

III.  La  enagenacion  de  bienes  muebles  é  inmuebles  y 
sus  adquisiciones,  redención  de  censos,  préstamos  y  tran- 
sacciones de  cualquiera  especie  que  tuviere  que  celebrar: 

iv.  La  aceptación  de  las  donaciones  ó  legados  que  se  hi- 
cieren al  común  ó  á  cualquiera  establecimiento  municipal : 

Y,  La  demanda  6  contestación  en  algon  pleito  que  hu- 
biere de  entablarse  ó  sostenerse  á  nombre  del  común  (4)- 

III.  Otros  asuntos  que,  aunque  de  utilidad  especialmen- 
te local,  pueden  interesar  al  bien  del  estado,  y  son: 

i.  La  supresión,  reforma,  sustitución  y  creación  de  ar- 
bitrios, repariimieatoi  ó  derechos  municipales  y  el  modo  de 
su  recaudación: 

II.  La  creación- ó  supresión  de  establecimientos  munici- 
pales *de  beneficencia,  instruccion^ pública  y  demás  (%). 

lY.  Otros  de  gravedad  ¿  importancia  tal  que  halla  el  go* 
bierno  conveniente  ejercer  su  autoridad  tutelar  con  respecto 
á  los  Ayuntamientos,  cuando  son  objeto  de  sus  deliberacio- 
nes, á  saber: 

I.  La  construcción  de  las  obras  de  utilidad  pública  que 
se  costean  de  los  fondos  dekomnn: 

it.  Las  mejoras  materiales  de  los  pueblos,  cuando  su  cos- 
te exceda  de  las  cantidades  que  puede  invertir  libremente  la 
administración  municipal: 

III.  La  formación'  y  alineación  de  las  calles,  pasadizos  y 
plazas: 

IV.  El  señalamiento  de  socorros  ó  pensiones  individaa- 

(1)    Ibid.  §§.  5,  6,  9,  11  y  12 
(3)    Ibid.  §§.  7  y  8. 
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les  k  los  empleados  del  común  en  recompensa  de  sa3  bueaos 
servicios,*  igaalmente  qae  á  sos  viudas  y  huérfanos  (4). 
'  V.    T  en  fia^-losAyonlaoíitntos  deliberan -sobre  los  dem&s 
asuntos  y' objetos  que  las  leyes  y  reglamentos  determinan  ó 
determinaren  á  lo  sucesivo. 
ftttt.-rDeben  seroidos  los  Ayuntamientos: 

I.  Para  reducir  ó  desechar  cualquiera  partida  de  gastos 
voluntarios  incluidos  en  el  presupuesto  mnnicipal,  6  para  ha- 
cer algún  aumento  en  la  parte  relativa  á  gastos  obligato- 
rios (2). 

II.  Sobre  las  cuentas  anuales  que  4os  alcaldes  presentan 
y  los  Ayuntamientos  examinan'y  censuran^  ]f  con  su  informe 
remiten  á  los  gefes  políticos  para  su  aprobación  ó  la  del  go- 
bierno )(3).  •  * 

ni.  Para  declarar  la  Diputación. provincial  cuales  son 
los  caminos  vecinales  de  prioáer  orden,  señalar  su  dirección 
y  determinar  qué  pueblos  deben  concurrir  á  conservarlos  y 
repararlos  (4). 

IV.  Para  designar  el  gefe  político  los  caminos  vecinales 
de  segundo  orden,  6jar  sus  límites  y.ancbora  (5). 

y.  T  para  señalar  el  orden  ó  el  turno  en  qoe  los  contri- 
buyentes hayan  de  concurrir' con  la. prestación  personal  á 
estas  obras,  su  época  ó  épocas  dorante  el  afto,  él  mltxmo 
anual  de  la  prestación  y  el  precio  de  su  conversión  en  di- 
nero (6). 

51 9.— Ejercen  todavía  los  Ayuntamientos  otras  facultades 
no  comprendidas  en  la  clasi6cacion  anterior,  á  sabef:. 

1.  Concurren  al  repartimiento  de  las  cóntrümciones.  Pa- 
ra dicho  objeto  se  asocian  con  cierto  número  de  peritos  re- 
partidores en  cuya  elección  toman  parte  los  contribuyentes, 
el  intendente  ó  subdelegado  y  el  Ayuntamiento  mismo;  Esta 
es  una  operación  en  todo  rigor  administrativa  ó  catastral, 

(1)  Ibid.  §§.  2,  3, 4  y  13. 

(2)  Art.  loo. 

(3)  Art.  107.        • 

(4)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848. 

(5)  Ibid. 

(6)  Ley  de  28  de  abril  de  1849. 
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poes  conocido  el  tanto  por  ciento  con  que  sale  gravada  la  ri- 
queza iomueble  an  aqoel  distrito  y  evaluada  la  riqueza  de 
cada  contri buyeole,  están  indicados  los  cupos  individua^ 
Jesll)!     ; 

II.  Forman  el  alistamiento  de  los  mozos  sujetos  al  servi- 
cio militar,  dirigen  y  presidan  las  operaciones  del  sorteo,  ha- 
cen el  llamamiento,  oyen  y  deciden  las  reclamaciones  y  de- 
claran los  soldados  (2). 

III.  Discuten  y  votan  el  presupuesto  municipal  (3). 

IV.  Proponen  los  repartimientos  vecinales  ó  arbitrios  ex- 
traordinarios que  crean  convenientes  para  cubrir  el  déficit 
que  resultare  en  su  presupuesto  de  gastos  obligatorios  (4). 

M9.— Está  formalmente  prohibido  á  los  Ayuntamientos 
hacer  por  sí,  prohijar  ó  dar  curso  á' exposiciones  sobre  ne^^ 
gocios  políticos,  y  publicar  sin  permiso  del  gefe  superior  de 
la  provincia  las  que  elevaren  en  uso  de  sus  mismas  atríbu^^ 
cion^  ú  otro  cualquier  papel,  sea  de  la  clase  que  fuere  (5). 

Articulo  5.^— ?>í.%*\ouw  \^  Vos  ^uut<\muivVo%. 

519.r^9^one8  ordintñas  y  ex-    522.-- Acuerdos  de  los  Ayonta*- 

traordioarias.  miei^tos. 

520.'~Presideocia.  523. — Vicios  de  nulidad, 

B81. ^Sesiones  pdbHcas  y  pri-    524.— Guaudoy  comopnedenser 

vadaa.  •  encaoflados  los  individttCA 

de  AyaDtamiento. 

fttn.— Los  Ayuntamientos  celebran  sesiones  ordinarias  y 
extraordinarias:  aquellas  son  las  periódicas  para  las  coales 
señala  la  ley  dos  dias  k  la  semana  á  fin  dé  despachar  Iqs  ne* 
gocios  de  la  administración  municipal,  y  estas  son  bal)idas 
cuando  el  alcalde  convoca  á  los  concejales  para  al^un  asunto 
determinado,  y  en  ellas  no  podrá  tratarse  de  otras  cosas  que 
de  las  expresadas  en  la  cédula  convocatoria. 

(1)  Art.  83  de  la  ley  de  8  de  enero  y  real  decreto  de  23  de  mayo 
de  1845. 

(2)  Art.  84  de  id.  y  ley  de  2  de  noviembre  de  1837. 

(3)  Art.  91. 

(4)  Art  101  é  lastraccioa  de  8  de  jonio  de  1847. 

(5)  Art.  85. 
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A90.— El  Ayuntamiento  se  reúne  bajo  la  presidencia  del 
alcalde  ó  quien  le  sustituya ,  salvo  si  estu|fere  presente  al- 
gún delegado  del  gobierno  de  superior  categoría,  es  decir, 
el  gefe  político,  el  gefe  civil  ó  un  alcalde  corregidor. 

Todos  los  individuos  del  Ayuntamiento  están  obligados  á 
asistir  á  sus  sesiones,  cuando  fueren  legalmente  convoca- 
dos ,  á  no  ser  por  causa  de  enfermedad  ú  otro  impedimento 
legítimo  de  que  darán  cuenta  al  alcalde.  Este  deber  de  asis- 
tencia es  tan  rigoroso,  que  ningún  concejal  puede  ausen- 
tarse sin  c(4nocimiento  previo  del  mismo  por  mas  de  ocho 
.dias(4). 

511.— Los  Ayuntamientos  celebran  á  puerta  cerrada  sus 
sesiones,  excepto  aquellas  en  que  traten  de  los  alistamien- 
tos y  sorteos  para  el*  servicio  militar  (2);  cautela  que  tiene 
por  objeto  alejar  las  pasiones  políticas  del  recinto  donde  so- 
lamente deben  ventilarse  asuntos  de  administración  muni- 
cipal. La  excepción  es  una  garantía  de  rectitud,  de  severa 
justicia  que  la  ley  otorga  á  los  interesados ,  oponiendo  á  la 
debilidad  del  hombre  un  correctivo  en  la  publicidad  de  sus 
actos. 

&tt.— Los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  se  adoptan  á 
pluralidad  absoluta  de  votos;  pero  en  el  acta  pueden  los  que 
hayan  disentido  de  la  mayoría  hacer  constar  su  voto. 

Cuando  ocurra  empate  se  debe  repetir  la  votación  en  la 
sesión  inmediata;  y  si  esta  saliese  nuevamente  empatada,  de- 
cide el  voto  del  presidente  (3). 

ft9S.— Las  deliberaciones  y  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos sgn  nulos  por  informalidad  y  por  incompetencia. 

I.    Por  informalidad. 

I.  Si  el  Ayuntamiento  no  estuviese  reunido  bajo  la  presi- 
dencia de  las  autoridades  llamadas  por  la  ley  á  ejercer  este 
encargo  (4). 

II.  Si  no  estuviese  presente  la  mitad  mas  uno  de  los  con- 

(1)  Art.  63. 

(S)  Art.  65. 

(3)  Art.  66,  y  real  orden  de  15  de  enero  de  1846. 

(4)  Art.  62. 
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eejales.  Sía  embargo,  si  después  de  reqoeridos  para  asistir 
á  la  sesioo  la  mayoría  se  negase  á  ello ,  los  qoe  coneurrao 
pueden  despachar  los  negocios  ordinarios  mas  urgentes ;  y 
sí  ninguno  concurre,  el  alcalde  resolverá  por  si,  dando  en 
ambos  acasos  parte  al  gefe  político  para  la  determinación  á 
que  hubiere  lugar  (4).  • 

II.  Por  incompetencia ,  cuando  los  Ayuntamientos  re^ol- 
vieren  sobre  asuntos  no  comprendidos  en  la  ley  orgánica  (2), 
ni  en  las  posteriores,  ni  en  los  reglamento^  ó  disposiciones 
del  gobierno,  y  extraños  por  tanto  á  sus  facultades. 

En  tales  casos  no  solo  pueden  y  deben  los  gefbs  políticos 
impedir  la  qecucion  de  aquellos  actos  ilegales,  sino  que  ade- 
más incurren  en  grave  responsabilidad  los  individuos  que  hu- 
biesen tomado  parte  e^  ellos. 

ft)i4.— Los  Ayuntamientos  no  pueden  ser  procesados  por 
hechos  relativos  ai  ejercicio  de  sus  funciones  sin  autoriza* 
cion  previa  de  los  gefes  poKticos  que  la  conceden  ó  la  niegan 
á  todos  los  empleados  y  corporaciones  dependiemes  de  su 
autoridad  (3).  De  sus  delitos  comunes^  es  decir,  de  aquellos 
hechos  que  ni  son  actos  administrativos,  ni  se  han  originado 
con  ocasión  de  ellos,  conoce  sin  resérvala  justicia  ordinaria. 

Akticuxo  6.®— Suft^tu«\(ya  ^  A.\%oVuc\ou  d.t.  los  k'^uutammW. 

525.— Fundamento  de  este  de-  tamientos. 

recho.  527. — Disolncitn. 

526.— Sospcnsion  de  los  Ayon-    5S8.— lluevas  elecciones. 

fttft.— Las  mismas  razones  en  que  se  funda  el  derecho 
de  suspender  y  disolver  las  diputaciones  provinciales ,  pre- 
valecen con  respecto  á  los  Ayuntamientos. 

ftiie.— El  gefe  politice,  como  superior  gerárquico  de  la 
administración  provincial,  y  además  como  delegado  del  Rey, 
-vela  cuidadosamente  por  la  conservación  del  público  re- 
poso, y  protege  las  personas  y  propiedades;  y  si  este  ór- 

(1)  Art.  54. 
(3)  Art.  S5« 
(3)    Art.  4  de  la  ley  de  S  de  abril  de  f845. 

Toso  L  17 
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dea  y  esta  seguridad  llegaran  á  turbarse  ó  comprometerse 
con  los  actos  de  uu  Ayuntamiento,  ó  sí  cometiere ,  al  hacer 
uso  de  sus  atribuciones,  abusos  tales  que  merezcan  la  cali- 
ficación de  faltas  graves,  entonces  está  el  gefe  politice  auto- 
rizado para  suspenderle,  dando*  cuenta  inmediata  al  gobier- 
no (4).  » 

ft99. — El  derecho  mas  fuerte  de  la  disolución  solo  reside 
en  el  gobierno  mismo  que  no  debe  empleároste  remedio  ex-* 
tremo,  sino  mediando  causas  graves  (é),  pero  del  cual  debe 
usar  discreccíonalmenie,  sin  motivar  la  providencia,  pues  lo 
contrario  sería  coartar  el  libre  ejercicio  de  la  acción  adminis- 
trativa. La  ley  deja  también  á  su  albedrio  pasar,  é  no,  noticia 
de  los  hechos  al  tribunal  competente,  para  que  proceda  con 
arreglo  á  justicia  en  la  averiguación  y  castigo  de  los  culpa- 
bles, acercado  lo  cual  damos  por  repetidas  las  observacio- 
nes que  hicimos  con  respecto  á  las  Diputaciones  provinciales. 
H.  Bteríon  de  Pansey  reconoce  la  necesidad  de  una  ga- 
rantía á  áKror  de  los  individuos  del  Ayuntamiento  suspenso, 
y  cree  encontrarla  en  una  ley  que  autorizase  á  los  conceja* 
les  para  recobrar  la  plenitud  de  sus  atribuciones,  sí  deatro 
de  un  plazo  determinado,  no  los  entregase  el  gobierno  á  los 
tribunales  (3). 

^s.— En  caso  de  disolución  de  un  Ayuntamiento  se  con- 
vocará á  nueva  elección  para  su  reemplazo  dentro  del  térmi- 
no de  tres  mesA,  y  en  el  entretanto  el  gobierno  puede  llamar 
para»componer  el  Ayuntamiento  interino  á  los  concejales  de 
los  años  anteriores,  ó  nombrar  concejales  de  entre  los  veci- 
nos inscritos  en  la  lista  de  los  elegibles  (4).  La  administra- 
ción municipal  no  puede  ser  interrumpida,  y  por  eso  autori- 
za la  ley  estos  medios  interinos  de  constituirla;  pero  al  mismo 
tiempo  impone  al  gobierno  la  obligación  de  acudir  al  sufra- 
gio de  los  electores  dentro  de  un  plazo  que  tal  vez  debiera  ser 
mas  breve,  para  instalar  la  definitiva. 

(1)  Art.  67. 

(2)  Art.  68. 

(3)  Del  poder  municipal^  cap.  x. 

(4)  Art.  C9. 
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Cuando  un  Ayuntamiento  fuere  disuelto  no  podrán  ser 
elegidos  en  la  primera  elección  extraordinaria,  ni  en  la  ordi- 
naria general  inmediata,  los  individuos  que  le  hubieren  com- 
puesto (1):  prohibición  fundada  en  el  justo  recelo  de  que  el 
derecho  de  nombrar  administradores  municipales  y  geren- 
tes de  la  fortuna  de  los  pueblos /no  degenere  y  se  vicie  toi^ 
virtiéndose  en  arma  «de  oposición  al  gobierno,  el  cual  solo 
debe  ser  reprimido  por  los  altos  poderes  del  estado. 

•      .   \    » 
529.— La    lej   crea  y  suprimo    $3I.T-R.eaDion  y  segregación  de 

Ayuntamieutos.  '      pueblos.' 

530. —Bl  gobierno  ejerce  ana  an-    532.— Deslio  Je de  territorios  mu- 

torídad  delegada.  nicipales. 

ifttM.-^Solo  en  el  poder  legislativo  hay  autoridad  bastan- 
te para  dar  ó  quitar  la  existencia  á  un  Ayuntamiento  ;  lo  pri- 
mero, porque  siendo  estas  corporaciones  personas  morales, 
tienen  una  capacidad  civil  que  nadie  sino  la  ley  puede  con* 
ceder  ó  retirar ;  y  lo  segundo ,  porque  crear  ó  suprimir  un 
Ayuntamiento  equivale  á  establecer  ó  abolir  tantos  derechos 
y  obligaciones,  cuantos  nacen  de  la  comunidad  de  intereses 
vecinales,  y  es  sabido  que  solo  una  ley  puede  introducir  los 
unos ,  é  imponer  las  otras. 

5SO. — El  gobierno,  sin  embargo,  está  autorizado  para 
formar  nuevo$  Ayuntamientos  en  distritos  que  lleguen  á  cien 
vecinos  oyendo  á  la  Diputación  provincial  (2);  pero  en  tal  ca- 
so procede  por  delegación  explicita  del  legislador,  á  fin  de 
conciliar  la  constitucionalidad  del  acto  con  las  diarias  exi- 
gencias del  servicio  administrativo ^  á  las  cuales  no  puede 
acudir  en  tiempo  un  poder  cuya  acción  no  es  permanente. 

SSt.— La  reunión  de  dos  ó  mas  Ayuntamientos  y  la  se* 
gregacion  de  pueblos  de  un  Ayuntamiento  para  reunirlos  á 
otro,  deben  ser,  según  los  mismos  principios,  objeto  de  una 

(1)  Art.  24. 

(2)  Art.  71. 
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ley ;  mas  también  por  igoales  razones  el  legislador  ha  de- 
legado SQ  autoridad  ea  el  gobierno,  quien  habrá  asimismo  de 
oir  previamente  á  la  Diputación  provincial  (f  ]. 

Para  que  la  reunión  se  verifique  deben  concurrir  dos  con- 
diciones: instancia  de  los  interesados  y  acuerdo  ó  avenencia 
de  todos.  Otras  dos  condiciones  se  requieren  para  la  segre* 
gacion,  á  saber,  solicitud  del  que  la  iniente  y  audiencia  de 
los  demás  (S) ;  es  decir ,  que  la  ley  provoca  la  oposición  y 
abre  una  especie  de  juicio  contradictorio,  porque  se  decide 
de  la  existencia  de  un  Ayuntamiento  y  se  resuelve  acerca  de 
derechos  á  la  propiedad  y  aprovechamientos  vecinales^  y  en 
ambos  casos  se  ventilan  intereses  recíprocos. 

El  gobierno  >  al  tiempo  de  decretar  estas  agregaciones  ó 
segregaciones  de  territorio,  determina  sus  efectos  en  cuan- 
to >  los  derechos  de  propiedad  y  aprovechamientos  comuna- 
les. Sin  embargo  de  que  nada  hay  establecido  en  nuestra  le- 
gislación administrativaacerca  de  este  punto,  es  fácil  prever 
los  casos  siguientes. 

Guando  el  pueblo  agregado  ó  segregado  poseía  derechos 
exclusivos  ó  suyos  propios,  las  reglas  de  una  recta  interpre- 
tación indican  claramente  que  los  debe  llevar  consigo  á  don- 
dd^<|uiera  que  vaya,  ora  constituya  un  Ayuntamiento  por  si 
solo,  ora  forme  parie  de  otro.  SI  los  bienes  muebles  6  inmue- 
bles perteneciesen  á  todo  el  Ayuntamiento,  ó  son  susceptibles 
de  cómoda  división,  ó  no:  en  el  primer  caso  deben  repartir- 
se por  fuegos,  considerando  á las  familias  como  unidades  de 
la  sociedad  municipal ,  y  no  contando  las  personas ,  sino  los 
vecinos ;  «n«l  segundo ,  es  decir ,  si  fuesen  indivisibles ,  la 
equidad  aconseja  nivelar  los  intereses  por  la  via  de  una  jus- 
ta indemnización  ó  mutua  compensación. 

Todas  las  cuestiones  de  propiedad  ó  de  posesión  que  se 
suscitaren  con  motivo  de  estas  agregaciones  ó  segregaciones 
de  pueblos  ó  territorios,  son  cuestiones  de  derecho  común,  y 
por  tanto  de  la  exclusiva  competencia  de  los  tribunales  or* 
dinarios. 

(1)    Art.  72. 
(¿)    Ibid. 
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liMM, — Por  último,  conviene  no  confundir  las  agregacio- 
nes y  segregaciones  con  el  deslinde  ó  apeo  de  los  territorios 
municipales  que  son  simples  operaciones  administrativas, 
porqoB  respetan  la  existencia  de  los  Ayuntamientos  creados, 
y  no  alteran  en  nada  ni  los  derechos  de  propiedad,  ni  los 
aprovechamientos  comunes. 

CAPÍTULO  VIL 

Be  Vis  eeiui^o*  espeeialcfl  de  la  administra- 
eleii  ¡prevlneial. 

SBS.-'Guerpos  copsnltÍTos  de  la  540.— Sus  atribuciones. 

admmistracioD  proWocial  541. — Jautas  proviooiales  de  Be- 

eu  negocios  especiales.  neñcencia. 

534.— Jantasprovincialesde Agri-  542.— Jnotasprofinciales  de  Gir- 

cultura.  celes. 

535. — Su  composición.  543. — Gomisionesprovincialesde 
536. — Sus  atribuciones.  Instrucción  primaria. 

537.— Juntas  provinciales  de  Sa-  544.— Sus  facultades. 

nidad.  545.— Atribuciones  que  se  opo- 
538. — Su  clasificación.  ncn  al  espíritu  de  la  legis- 

539. — Su  composición.  lacion  municipal  vigente. 

ftSS.— A  semejanza  de  lo  qoe  observamos  cerca  del  go- 
bierno á  cuyo  lado,  además  de  los  cuerpos  consultivos  ge- 
nerkles,  vemos  otros  especiales  de  suma  utilidad  para  la  ad- 
ministración, sucede  también  qoe  rodean  al  gefe  político,  no 
solo  los  Consejos  y  las  Diputaciones  provinciales,  sino  tam- 
bién algunas  comisiones  6  juntas  cayo  encargo  es  auxiliarle 
con  sos  luces  y  experiencia  en  la  dirección  de  ciertos  ramos 
del  servicio  público,  para  la  cual  se  requieren  conocimien- 
tos facnltativos.  La  administración  es  siempre  la  misma  en 
todos  los  grados ;  y  por  eso  en  todas  las  esferas  de  su  activi- 
dad experimenta  idénticas  necesidades,  remueve  iguales 
obstáculos  y  adopta  los  propios  medios  de  asegurar  el  acier- 
to sin  comprometer  sn  independencia. 

ftSJl.— Las  juntas  provinciales  de  agricultura  fueron  ins- 
tituidas á  petición  de  algunas  provincias  con  el  objeto  de  qte 
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podiesea  servir  de  centros  para  conocer  las  aecesid«dei  lo- 
cales del  ramo ,  y  de  órganos  para  exponerlas  y  remediar- 
las,  y  tienen  el  carácter  de  ana  institución  local  llamada  á 
representar  y  sostener  intereses  graves  y  permanentes,  co- 
mo son  los  agrícolas  en  todo  el  reino. 

Residen  en  la  capital  de  cada  provincia ,  excepto  la  de 
Cádiz  que  por  circunstancias  especiales  se  ha  establecido  en 
Jerez,  y  se  componen  de  tantos  individuos,  como  vocales 
cuenta  la  Diputación  provincial.  Este  cargo  es  voluntario, 
gratuito  y  honorífico  ,  y  no  es  incompatible  con  otro  alguno 
del  estado,  provincial  ó  municipal:  dora  csatro  afios,  reno- 
vándose las  juntas  cada  biennio  por  mitad,  y  pudiendo  ser  los 
individuos  salientes  reelegidos  (4]. 

Todavía  no  está  acordado  el  método  de  hacer  la  elección 
de  los  individuos  de  estas  juntas,  si  bien  el  gobierno  ha 
mandado  que  las  actuales ,  fundadas  sobre  la  base  de  las  co- 
misiones consultivas  de  la  cria  caballar,  propongan  lo  conve- 
niente acerca  de  dicho  punto,  partiendo  del  principio  que 
la  elección  sea  directa ,  hedía  por  d  cuerpo  de  agrieuUorcs 
y  en  personas  que  lo  fueren,  ó  propietarios  rurales,  ganade- 
ros ó  catedráticos  de  agricultura  ó  botánica,  ó  sngetos4o(a- 
dos  de  conocirpientos  especiales  en  el  ramo ,  y  fijando  una 
cuota  que  deben  pagar  los  electores  y  los  elegibles  (% 

^M¡^. — Son  individuos  natos  de  h  junta  el  gefe  político, 
el  gefe  civil  del  distrito,  si  lo  hubiere ,  el  atcalde  del  pueblo 
¿•nde  se  halle  establecida,  á  quienes  corresponde  la  presi* 
dencia  por  so  orden,  cuando  asisten;  el  regidor  síndico  de  la 
población,  el  catedrático  de  agricultura  ó  botánica  déla  Uni- 
versidad ,  ó  á  falta  de  esta  del  Instituto,  «1  delegado  de  la 
cría  caballar,  el  subdelegado  de  veterinaria  (3)  y  un  indivi- 
duo de  la  comisión  auxiliar  de  ganaderos  elegido  de  entre 
ellos  mismos  por  el  método  que  estimen  conveniente ,  pero 
sis  asignación  especial  á  ningún  partido,  en  las  provincias 
de  Cuenca,  Onadalajara,  Logr^>fio^  León,  Falencia,  Segó- 

(1)  Real  decreto  d»  7  de  abril  de  1848,  arts.  1,  2  y  3. 

(2)  Art.  19. 

(3)  Art.  6. 
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via,  Soria,  Terael,  Burgos,  Yailadolíd,  Sahoaaoca  y  Za- 
mora (1). 

Las  juntas  eligen  un  vice-presidente  y  un  secretario  en- 
tre sus  mismos  individuos,  de  cuyos  nombramientos  dá  cuen- 
ta elgefe  político  al  gobierno  para  su  aprobación  (2). 

Celebran  sesiones  generales  y  ordinarias:  las  primeras  se 
abren  dos  veces  al  año  y  duran  un  mes  por  lo  menos  cada 
una,  debiendo  ser  convocados  todos  los  vocales  de  la  pro- 
vincia. Las  segundas  se  repiten  todas  las  semanas,  reanién* 
dose  un  dia  los  individuos  que  habitual  ó  accidentalmente 
residan  en  la  capital.  Las  sesiones  extraordinarias  se  cele- 
bran en  virtud  de  convocatoria  del  gefe  p^^tico  ó  del  vica* 
presidente  de  las  juntas  (3). 

5Se.— Las  atribuciones  de  las  juntas  de  Agricultura  son 
esencialmente  consultivas,  y  su  dictamen  previo  es  un  re- 
quisito indispensable  que  los  gefes  políticos  deben  llenar, 
antes  de  adoptar  ciertas  resoluciones;  otras  veces  queda  al 
arbitrio  de  estas  autoridades  consultarlas,  ó  no,  según  lo  juz- 
guen conveniente.  También  suelen  ser  cuerpos  consultivos 
del  gobierno;  pero  la  administración  superior  nunca  recono-^ 
ce  la  obligación  de  oirías. 

Son  las  juntas  de  Agricultura  el  consejo  obligado  del  ge- 
fe  político : 

I.  Sobre  pósitos. 

II.  Sobre  la  manera  de  organizar  en  la  provincia  el  ser- 
vicio de  bagajes.       * 

lU.  Sobre  fomento  y  mejora  de  la  cria  caballar,  y  el  cru- 
zamiento y  mejora  de  toda  clase  de  ganados. 

IV.  Sobre  los  establecimientos  agronómicos 'que  el  go- 
bierno planteare  por  cuenta  del  estado  ó  con  otros  fondos 
cualesquiera.  • 

y.  Sobre  extinción  de  animales  nocivos  y  plagas  del 
campo  (4). 

(1)  Real  orden  de  29  de  diciembre  de  1848. 

(2)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848,  art.  7. 
(<)    Art.  7. 

(4)    Art.  10. 
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VI.  Sobre  las  órdeaaQzas  manicipales,  si  tavierea  coe- 
tacto  con  la  policía  raral ,  caando  no  constare  en  el  expedien- 
te qae  los  Ayontamientos  las  hubiesen  ya  consultado  para 
SQ  formación  (4). 

Son  consejo  voluntario;  ó  pueden  ser  especialmente  con- 
sultadas por  el  gefe  político  ó  por  el  gobierno: 

I.  Sobre  las  alteraciones  ó  reformas  que  se  proyecten  en 
la  legislación  si  pueden  afectar  á  los  intereses  agrícolas  con 
relación  ya  á  los  impuestos,  ya  4  los  derechos  de  entrada. 

II.  Sobre  arbitrios  ora  generales,  ora  provinciales  ó  lo- 
cales que  hayan  de  establecerse  y  afecten  á  los  productos  de 
la  agricultura,  f 

III.  Sobre  reforma  del  sistema  hipotecario  y  servicio  de 
bagajes. 

lY.    Sobre  materias  de  acotamientos  y  de  policia  rural. 

V.  Sobre  ordenanzas  municipales  en  cuanto  tengan  rela- 
ción con  este,  y  por  eso  se  recomienda  á  los  Ayuntamientos 
que  las  conjsulten  al  efecto. 

VI.  Sobre  concesión  de  privilegios  ó  patentes  que  tengan 
relación  con  materias  agronómicas. 

VII.  Sobre  el  establecimiento  de  nuevos  riegos,  aprove* 
chamiento  de  aguas  sobrantes  y  obras  nue^  en  los  ríos. 

VIH.    Sobre  forftiacion  y  aprobación  de  cartillas  rurales. 

IX.  Sobre  declaración  de  hallarse  en  el  caso  de  admitir 
granos  extranjeros  con  arreglo  á  la  ley.  y  sobre  las  disposi* 
cienes  que  convenga  adoptar  para  evitar  la  carestía. 

X.  Sobre  creación  de  bancos  agrícolas ,  granjas:-mode- 
los,  institutos  agrarios,  cátedras  de  agricultura,  depósitos  de 
caballos  paires  y  dem&s  establecimientos  análogos. 

XI.  Sobre  proposición  de  premios,  y  en  general  acerca 
de  cuanto  pueda  ser  concerrfénte  á  los  intereses  que  las  jun- 
tas estéa  llamadas  á  promover  y  representar  (2). 

Corresponde  también  á  las  juntas  de  agricultura: 
I.    Evacuar  los  informes  que  les  pidan  el  gobierno ,  el  Con- 
sejo Real  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio ,  ó  su  sección 

(!)    Art.  9. 
(2)    Art.  9. 
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de  Agricultura  y  el  gefe  politico;  pero  eo  niogoa  caso  po- 
dráD  ser  obligadas  á  suministrar  datos  fiscales  ó  que  puedao 
serrir  para  levantar  conlribuciones. 

II.  Reclamar  las  medidas  que  creau  oportunas  en  favor 
de  los  intereses  colectivos  generales  ó  locales  de  la  agri- 
cultura (4). 

III.  Proponer  al  gefe  politico  los  labradores  que  en  cali- 
dad de  peritos  deben  examinar  ios  granos  que  se  introduz- 
can, cuando  haya  sospecha  en  que  sean  extranjeros  (2). 

lY.  Designar  los  vocales  que  por  la  provincia  hayan  de 
concurrir  á  las  juntas  generales  de  Agricultura  de  todo  el  rei- 
no cuando  se  celebren ,  y  para  las  de  información  si  se  con- 
vocaren j[3). 

T.  Ejercer  las  atribuciones  de  consejo  de  disciplina ,  y 
su  presidente  las  de  director  inmediato,  donde  haya  esta- 
blecidos ó  se  establecieren  en  lo  sucesivo,  institutos  ó  es* 
cuelas  de  agricultura  (4). 

Todas  las  autoridades  y  corporaciones  están  obligadas  á 
facilitar  á  las  juntas  de  Agricultura  cuantos  datos  y  noticias 
necesiten  y  pidieren  para  el  mejor  desempefio  de  su  en* 
cargo  (5). 

Las  consultas  de  las  juntas  de  Agricultura  se  elevan  al 
gobierno  por  conducto  del  gefe  político,  quien  puede  infor* 
mar  acerca  de  ellas,  si  lo  haHa  conveniente  (6);  y  en  fin,  to- 
dos los  gastos  que  dichas  juntas  hicieren,  gravitan  sobre  el 
presupuesta  provincial  (7). 

ftM.-^Las  juntas  provinciales  de  Sanidad  son  &  la  adminis- 
tración provincial,  lo  que  el  Consejo  de  Sanidad  es  á  la  su* 
perior.  Compónense  del  gefe  político  ó  quien  hiciere  sus  ve- 
ces, presidente;  del  alcalde  y  cinca  vocales  mas,  debiendo 
ser  tres  á  lo  nienos  profesores  de  medicina  ó  farmacia  y  des- 

(i)    Arl.  8. 


(S) 

Art.  11. 

(3) 

Art.  12. 

(4) 

Art.  18. 

(5) 

Art.  13. 

(6) 

Art.  30. 

(7) 

Arts.  16  y  17 
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empeñaado  el  cargo  de  secretario  a  a  oficial  del  ^bierno  po^ 
Utico.  Ed  la  de  Madrid  hay  siete  vocales  entre  los  que, 
además  de  los  profesores  de  medicíDa  y  farmaeia,  entra  imo 
de  veterinaria  que  debe  ser  siempre  un  catedrático  del  co- 
legio de  esta  facultad  (4).  Guando  los  directores  de  aguas  mi- 
nerales sitos  en  la  provincia  residen  de  ordinario  en  la  capi^ 
tal,  son  considerados  eomo  vocales  agregados 4  las  jonlas 
provinciales  con  los  mismos  derechos  y  deberes  que  los  de 
número  (3).  En  casos  extraordinarios  el  gobierno  puede  au* 
mentar  el  de  vocales  (3). 

El  nombraipiento  pertenece  al  ministro  de  la  Goberoa* 
cion  á  propuesta  de  los  gefes  politices,  y  los  cargos  son  ho- 
noríficos, gratuitos  y  voluntarios  (4). 

i»S9.-*Estas  juntas  se  dividen  en  joatas  marUiínas  y  jun- 
tas del  interior.  Son  marítimas  las  existentes  ea  los  puertos 
de  mar  alas  cuales,  además  del  servicio  sanitario  marítimo, 
les  corresponde  el  terrestre:  son  del  interior  las  restantes. 

Las  juntas  provinciales  marítimas  son  de  puertoaó  lito- 
rales. Llámanse  de  puertos  las  existeales  en  las  capitales  de 
provincia  que  fueren  puertos  de  mar  ó  est4ivíeren  iamedia^ 
tas  á  algún  rio  navegable;  y  litorales  son  las  residentes  eo 
capitales  que  no  son  puertos,  siempre  qae  los  hubiere  en  el 
distrito  de  la  misma  provincia. 

'SM,— Las  juntas  provinciales  de  puertos  se  compoaea 
por  regla  general  del  gefe^polHioo,  presidente;  del  inte»^ 
dente,  vice-presidente,  y  de  once  individuos,  deles  cuales 
son  vocales  natos  el  alcalde,  el  capitán  del  puerto,  el  «oBian- 
dante  del  resguardo,  el  cura  párroco  mas  antiguo  y  el  mé- 
dico de  visita  de  naves,  también  mas  antiguo,  donde  hubie- 
re mas  de  uno. 

Los  gefes  políticos  proponen  al  gobierno  otros  seis  voca- 
les, de  quienes  uno  debe  ser  profesor  de  medicina  y  cirujía, 
y  el  otro  de  farmacia  ó  química:  los  cuatro  restantes  son  ele- 

(1)  Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  15. 

(2)  Art.  Í6. 

(3)  Art.  18. 

(4)  Art.  20. 
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gidas  de  la  ciase  de  propíelarios,  diputados  provinciales  ó 
concejales «  preGriendo  á  los  que  hubiesen  segui(h>  la  carre- 
ra condnlar  ó  conozcan  la  navegacíoa. 

Cuando  por  ser  paertos  de  primera  clase  ó  por  otras  cir- 
cunstancias particuUres ,  convenga  aumentar  el  número  de 
vQcaleg,  el  gefe  potíticó  lo  debe  hacer  presente  al  gobierno, 
proponiendo  desde  luego  dos  individuos  ma»  4e  las  clases 
sefialadas. 

Las  jautas  provinciales  litorales  se  componen  de  las  mis- 
áis^ personas,  salvo  que  el  número  de  vocales  nombrados  por 
el  gobierno  es  de  cinco ,  de  los  cuales  dos  serjm  facultativos 
en  la  forma  expresada  (4)- 

ftJio.— Las  atribuciones  de  las  juntas  provinciales  de  Sa« 
nidad,  tanto  marítimas  como  del  interior,  son  puramente  con- 
sultivas, residiendo  en  los  gefes  políticos  la  dirección  y  go- 
bierno de  este  ramo  del  servicio  público.  No  obstante,  las 
primeras  siguen  desempeñando  las  visitas  de  baques  y  demás 
ofaligacioi\ps  de  policía  sanitaria  de  los  paertos  de  mar,  se- 
gon  sns  antiguos  reglamentóos  (3). 

ft4t. — Las  juiíias  provinciales  de  beneficencia  se  compo- 
nen del  gefe  político,  presidente;  del  prelado  diocesano  ó 
quien  haga  sus  veces  en  ausencia  ó  vacante ,  vice -presiden- 
te; de  dos  capitulares  propuestos  por  el  cabildo  al  gobierno, 
y  donde  no  hubiere  catedral,  dedos  eclesiásticos  que  pro- 
pone el  prelado;  de  un  diputado  provincial;  de  un  conse- 
jero provincial,  de  un  médico,  de  dos  vocales  mas ,  todos  do- 
miciliados en  la  d^ital  y  nombrados  por. el  gobierno  á  pro- 
puesta del. gefe  político,  y  del  patrono  de  un  establecimien* 
to  provincial  que  se  halle  domiciliado  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia; y  si  fuesen  varios,  de  dos  que  propone  el  gefe  po- 
lítico (3). 

So  objeto  es  auxiliar  á  dichas  aatoridades  en  la  dirección 
y  gobierno  de  este  ramo  del  servicio  públido,  como  cuerpos 
consultivos  de  la  administración  provincial. 

(1)  Real  orden  de  17de  diciembre  de  1847. 

(2)  Real  decrelo  de  17  de  mano  de  1847. 

(3)  Ley  de  SO  de  jmne  de  1849. 
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ft4t.— Las  JaDtas  llamadas  de  Cárceles  de  qoe  son  ¡adí- 
viduos  natos  oo  magistrado  de  la  aadieocia  designado  por 
sa  sala  de  gobierno  con  el  carácter  de  více-presidente»  an 
consejero  provincial  elegido  por  el  gefe  polUico  7  un  ecle* 
siástico  nombrado  por  el  diocesano ,  auxilian  i  la  aotoridad 
superior  de  la  provincia  bajo  cuya  presidencia  se  constitu- 
yen, en  todo  lo  relativo  al  régimen  interior  y  á  la  adminis- 
tración económica  de  las  prisiones,  como  consejos  especia- 
les instituidos  por  la  ley  para  ilustrarle  con  su  opinión  y  se- 
cundar sus  esfuerzos  en  un  punto  tan  grave  é  interesante  al 
bienestar  de  las  naciones  (4). 

Verdaderamente  la  ley  es  poco  previsora  al  establecer  es- 
tas juntas  solo  en  las  capitales  donde  reside  una  audiencia; 
como  si  en  las  otras  no  necesitase  la  acción  administrativa  de 
consejo,  ó  pudiese  ser  aquella  consultiva  de  mas  de  un  gefe 
político,  ó  no  fuese  el  juez  de  primera  instancia  capaz  de  su- 
plir la  falta  de  un  magistrado. 

5JIS.— Para  la  díreccio.n  y  régimen  de  la  ínstmccion  pri- 
maria de  cada  provincia  existe  en  todas  las  capitales  una  co- 
misión compuesta  del  gefe  político,  presidente;  de  un  indi- 
viduo de  la  Diputación  provincial  nombrado  por  ella;  de  un 
eclesiástico  condecorado  elegido  por  el  diocesano,  y  de  otras 
dos  personas  ilustradas  designadas  por  el  gefe  político  á  pro- 
puesta de  aquella  corporación.  Estos  cargos  son  honoríficos, 
gratuitos  y  renunciables  (2).  Hay  además  un  secretario  re- 
tribuido que  debe  ser  en  adelante  un  mostró  con  título  de 
escuela  superior,  nombrado  por  el  gobierno  á  propuesta  de 
las  comisiones,  cuyo  cargo  es  incompatible  con  otro  empleo 
y  con  el  ejercicio  del  magisterio  (3). 

«44.  Fueron  instituidas  dichas  corporaciones  por  la  ley 
de  instrucción  primaria,  en  donde  se  les  han  señalado  sos 
facultades  que  eran  las  siguientes: 

I.  Cuidar  de  que  se  estableciesen  escuelas  en  todos  los 
pueblos  que  debían  tenerias. 

(f )    Ley  de  26  de  jalio  de  1849. 

(3)    Ley  de  31  de  julio  de  1838,  art.  38. 

(3)    Real  decreto  de  30  de  marzo  de  18^9. 
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U.  Formar  los  distritos  de  las  escuelas  y  adoptar  ó  pro- 
poQer  al  gobierno  todas  las  medidas  que  considerasen  opor* 
tonas  para  el  fomento  jle  la  instraccion  primaria  en  su  pro- 
vincia. 

III.  .  Vigilar  á1o  menos  anoalmeple  por^persona  de  den- 
tro ó  fuera  de  su  seno,  todos  los  establecimientos  de  ins- 
trucción primaria  de  so  distrito. 

lY.  Reunir,  si  lo  hallaren  conveniente,  las  escuelas  de 
varios  pueblos  é  de  uno  ó  mas  partidos  bajo  la  inspección  de 
una  comisión  local,  dando  conocimiento  de  esta  disposición 
al  gobierno  psira  su  aprobación. 

.  Y.  .  Reconvenir  á  los  maestros  que  no  cumpliesen  con  su 
deber,  suspendiéndolos  por  un  mes  con  sueldo,  ó  sin  él; 
y  aun  proponer  al  gobierno,  la  privación  de  empleo ,  en 
cuyo  caso  la  suspensión  será  hasta  la  determinación  su- 
perior. 

YI.-  Propoaer  al  gobierno  los  nüdios  de  atender  y  mejo- 
rar la  educación  en  la  provincia  y  las  reformas  que  convi- 
niere introducir  en  los  reglamentos  de  instrucción  primaria. 

VII.  Nombrar  los  individuos  que  hubieren  de  componer 
la  comisión  de  examen  de  los  que  aspirasen  al  titulo  de  maes- 
tros de  escueUs  elementales  ó  superiores. 

VIH.  Cuidar  de  que  los  fondos  aplicados  á  la  enseñanza 
no  se  distrajesen  de  su  objeto,  y  proponer  al  gobierno  la  mis- 
ma aplicación  respecto  de  las  obras  pías,  cuyo  destino  pri- 
mitivo hubiese  caducado  ó  dejase  de  ser  de  utilidad  común. 

IX.  Proporcionar  al  gobierno  todos  los  datos  que  les  pi- 
diese acerca  de  la  enseñanza,  y  formar  la  estadística  anual 
de  las  escuelas  de  la  provincia  (4  }• 

ft4ft.— Posteriormente  se  han  dictado  nuevas  reglas  á 
que  las  comisiones  debian  ajustarse  en  el  desempeño  de  sus 
facultades,  á  fin  de  dar  impulsó  á  las  mejoras  contenida^  en 
el  plan  de  instrucción  primaria  descuidadas  por  los  Ayunta- 
mientos, proponiéndose  el  gobierno  obrar  con  la  mayor  ener- 
gía de  que  puede  hacer  uso  toda  administración  centralizada 

(I)    Ibid.  art.S9. 
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y  fuerte,  y  reemplazando  para  ello  el  consejo  con  el  pre- 
cepto (4). 

Estas  disposiciones  qoe  no  enumeramos  por  su  carácter 
de  providencias  relativas  á  pormenores  de  ejecución,  asi  co- 
mo las  comprendidas  en  la  ley  citada,  nos  parecen  en  gran 
parle  inaplicables  en  la  época  presente.  Los  principios  y  las 
reglas  de  la  jurisprudencia  nos  obligan  á  considerar  en  vigor 
aquellas  facultades,  mientras  no  aparezcan  opuestas  á  la  le- 
tra ó  al  espíritu  de  la  ley  de  2  de  abril  de  18i5,  según  se  co- 
lige además  de  órdenes  posteriores  (2);  pero  en  todo^o  demás, 
como  no  existe  ninguna  derogación  explícita,  solamente  las 
entendemos  corregidas. 

La  ley  actual  para  el  gobierno  de  las  provincias,  á  seme- 
janza de  todas  las  leyes  orgánicas  de  la  administración  vigen- 
tes, propenden  á  separar  de  los  cuerpos  colectivos  la  gestión 
administrativa  y  á  depositarla  en  manos  de  autoridades  uni- 
personales, quedando  afelios  únicamente  con  el  carácter  y 
atribuciones  de  auxiliares,  y  limitándose  á  proponer  y  acon- 
sejar, pero  sin  resolver  ó  decidir,  ni  tomar  parta  activa  en 
la  administración.  Asi  está  declarado  con  respecto  á  las  jun- 
tas municipales  de  beneficencia  que  se  hallaban  en  igual  ca- 
so que  estos  otros  cuerpos  (3).  • 

Las  comisiones  de  instrucción  primaria  no  pueden  cor- 
responderse directamente  con  el  gobierno,  sino  dirigirse  á 
él  por  conducto  del  gefe  político  (4). 

CAPÍTULO  vra. 

De  im  C^ümJ*  especial  de  la  aditilnigtraelea 
de  partido. 

546.— Especialidad  de  este  cuer-  548.— Joatas  de  Sanidad  de  par- 
po, tido. 

547. — Bipartido  DO  es  anidad  ad-  549. — Juntas  del  interior, 

miuistrativa.  550. — Juntas  marítimas. 

&4II.— La  única  corporación  consultiva  que  conocemos 

(i)  Real  orden  de  4  de  marzo  de  1 844. 

(2)  Real  orden  de  S6  de  febrero  de  1846. 

(3)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 
(4;  Real  orden  de  16  de  mayo  de  18  i4. 
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agregada  á  los  partidos,  son  estas  jantas  de  Sanidad  que 
tai  vex  no  sean  necesarias  habiendo  anas  superiores ,  las  pro- 
Tineiales,  y  otras  inferiores,  las  municipales. 

4M9.— El  partido  no  es  anidad  administratiya,  sino  el  ter* 
rí  torio  de  cierta  jurisdicción:  la  adninistracion  oreó  los  dis- 
tritos como  circalos  intermedios,  menores  que  la  provincia 
y  mayores  que  los  Ayuntamientos,  y  estableció  en  ellos  un 
gefe  civil.  Por  este  motivo  no  debiera  haberse  adoptado  una 
división  puramente  jodiciat  por  base  de  un  servicio  pura- 
mente administrativo;  y  supuesto  que  al  tiempo  de  expedir 
el  gobierno  el  último  real  decreto  organizando  el  ramo  de 
Sanjflad,  ni  habia  aun  aquellas  secciones  intermedias',  ni 
eran  conocidos  los  igefes  civiles,  desde  la  instalación  de  di- 
chas  aatoridades  las  juntas  de  Sanidad.de  partido  debieron 
transformarse  en  juntas  de  distrito.  Tal  es  la  razón  por  qué 
las  eolocamos  en  este  lugar. 

ft49.— Las  juntas  de  Sanidad  de  partido  se  distinguen ,  i 
semejanza  de  las  provinciales,  en  marítimas  y  del  inte- 
rior (4). 

iM^.^Bstas  se  componen  del  alcalde,  presidente,  y  de 
cuatro  vocales  nombrados  por  el  gefe  político,  debiendo  ser 
uno  de  ellos  profesor  de  medicina  y  otro  de  farmacia.  Los 
secretarios  Al  Ayantamienlo  lo  son  también  de  dichas  jung- 
las (2). 

Donde  hubiere  gefe  civil  preside  esta  autoridad,  no  so- 
lo por  su  carácter  de  alcalde  corregidor,  sino  como  delega- 
do del  Rey  por  so  cnalidad  de  gefe  político  subalterno. 

Sus  atribuciones  son  equivalentes  á  las  que  correspon- 
den á  las  Juntas  provinciales  de  igual  clase  de  su  territorio, 
con  la  sola  diferencia  qne  sus  recales  focultativos  reúnen  el 
cargo  de  subdelegados  en  sus  respectivas  profesiones,  con 
tal  de  tener  residencia  fija  en  la  cabeza  del  mismo  partido  (3). 

IMM.— Las  Juntas  marítimas  de  partido  subsisten  con  la 
organización  y  atribuciones  que  tenían  las  de  Sanidad  en  los 

(1)  Real  orden  de  17  de  diciembre  de  1847,  reglas  1.*  y  S.* 

(2)  Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  16.^ 

(3)  Real  drden  citada,  regla  14. 
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puertos  de  mar;  sitriea  el  gefe  político,  oyendo  á  las  Jautas 
proYÍQCÍales,  puede  proponer  al  gobierno  las  reformas  que 
en  bien  del  servicio  considere  Q#cesarías  por  razón  de  las 
circunstancias  especiales  de  algunos  puertos.  .Considerando 
que  est&n  encargadas  también  del  servicio  sanitario  interior^ 
además  del  médico  de  visita  de  naves,  son'^vocaies  natos  los 
actuales  subdelegados  de  medicina  y  farmacia  del  partido  (I ). 

CAPÍTULO  rx. 

De  los  eoASCjo»  espeetales  de  la  admlnlstracloit 
mimlelpal. 

• 
551.— Gaerpos   consultivos  del    556.^ParticiparoB  de  la  admi- 

alcalde.  nistracion. 

552.— Su  oecesidad  en  asuntos    5^7.— Hoy  son  los  alcaldes dni- 

de  beneficencia.  eos  administradores. 

553.— Juntas  manicipales  de  be-    558. — Juntas  numicipales  de  Sa- 

neficencia.  nidad. 

554.— Su  organización.  559.— Su  organización. 

555.— Sus  facultades.  5éO.— Sus  atribuciones. 

ftftt.— La  administración  municipal,  asi  como  la  provin* 
cial  y  superior,  há  menester  algunas  veces  en  su  limitada 
esfera  el  auxilio  de  ciertas  corporaciones  especiales  que  la 
ilustren  con  sus  conocimientos  facultativos,  lá  apoyen  con 
sus  virtudes  ó  la  guien  con  su  experiencia. 

ftftt.— Acaso  nunca  es  mas  provechoso  y  eficaz  este  con- 
curso, que  cuando  la  administración  procura  aliviar  los  su- 
frimientos y  mitigar  el  dolor  de  nuestros  semejantes,  no  so- 
lo por  la -dificultad  de  la  empresa,  sino  también  por  la  san- 
tidad del  objeto.  Entonces  la  virtud  privada  reúne  su  celo 
ardiente  á  los  esfuerzos  del  gobierno,  comunícase  ¿la  bene* 
ficencia  pública  el  fuego  de  la  caridad,  dejan  los  socorros  de 
ser  cálculo  de  la  política  ó  deuda  del  estado,  y  aparece  el 
amor  del  prójimo  en  lucha  con  la  miseria,  teniendo  &  la 
sociedad  de  su  parte.  • 

iftiftS.— La  ley  que  ha  reconocido  la  importancia  de  esta 

(1)    Ibid.  regla  10. 
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asociación  entre  la  caridad  pública  y  la  privada ,  ha  creado 
juntas  muDicipalesde  beneficencia. 

4ft4,— Compónense  del  alcalde  ó  qnienr  haga  sus  veces, ' 
presidente;  deán  cura  párroco  en  los  pueblos  donde  no  hu- 
biere mas  de  cuatro  parroquias,  y  de  dos  doode  pasaren  de 
este  número;  de  un  regidor  ó  dos,  en  el  caso  de  exceder  de 
cuatro  el  número  de  los  que  componen  su  Ayuntamiento;  dei 
médico  titular,  y  en  su  defecto  de  un  facultativo  domicilia* 
do  en  el  pueblo  y  de  un  vo^l  mas,  si  los  vecinos,  del  pue  * 
blo  no  llegasen  á  doscientos»  y  de  dos  en  caso  contfario,  y 
del  patrono  de  un  establecimiento  destinado  á  socorrer  á  hijos 
del  pueblo,  con  tal  que  esté  domiciliado  en  el  mismo,  y  si 
hubiere  varios  de  dos,  cuyos  vocales  serán  todos  nombrados 
por  el  gefe  político  á  propuesta  del  alcalde  (4 ). 

I^ft4.--Las  Juntas  municipales  de  beneficencia^  además  de 
sos  atribuciones  como  cuerpos  consultivos,  organizan  y  fo- 
otentan  los  socorros  domiciliarios  y  mny  particularmente  los 
en  especie;  determinan  el  número  de  juntas  subalternas  de 
socorros  domiciliarios  que  ha  de  haber,  y  examinan  las  cuen- 
tas qoe  estas  les  rinden  mensualmente,  expresando  el  nú- 
mero y  cantidad  de  los  auxilios  recibidos  ya  en  efectos,  ya 
en  dinero  y  su  distribución  (2). 

iftft^— El  reglamento  de  beneficencia  de  23  de  enero 
de  4 833  (3)  revestía  á  estos  cuerpos  de  facultades  activas;  pe- 
ro con  la  legislación  actual  de  Ayuntamientos  es  ya  insosteni- 
ble aquel^tema.  Ni  la  letra,  ni  el  espíritu  de  las  nuevas  le- 
yes orgámas  consienten  que  la  gestión  administrativa  resida 
en  otras  manos  qoe  en  la  de  autoridades  unipersonales^  se- 
parándola (fe  toda  corporación  y  dejando  á  estas  solameu- 
te  una  intervención  indirecta,  á  fuer  de  cuerpos  consultivos 
de  la  auioridad. 

ftSl.— A  los  alcaldes,  pues,  pertenece  dirigir  casi  exclu- 
sivamente todos  los  establecimientos  municipales,  como  ad- 
ministradores únicos  de  los  pueblos;  á  ellos  también  corres - 

(1)  Ley  de  20  de  }noío  de  1S49,  art.  8. 

(2)  Ibid.  art  13. 

(3)  Reatablecido  por  real  decreto  de  6  de  setiembre  de  1836. 
Tomo  I.  18 
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poade  ejecutar  y  bacer  que  se  ejecuten  las  leyes,  regiamen* 
^  tos  y  disposiciones  del  gobierno  relatiras  á  los  mismos  en 
calidad  de  únicos  delegados  de  la  administración  superior. 
Conforme  á  estos  principios  está  declarado  que  el  alcalde  es 
gefe  de  los  establecimientos  municipales  de  benefioencia  y 
las  juntas  su  consejo  (4).  Si  conservan  todavfa  alguna  parle 
de  acción ,  es  muy  limitada,  puramente  auxiliar  y  de  caráe* 
ter  excepcional. 

&59.— Las  Juntas  municipales  de  Sanidad  existen  en  los 
pueblos*  litorales  quepor  no  ser  capitales  de  provincia  ni  ca- 
bezas de  partido,  no  pueden  tenerlas  próviociales  ai  de  par* 
tido  (2),  y  en  los  pueblos  fronterizos  en  donde  se  bailaban 
establecidas  al  publicarse  el  real  decreto  citado,  coniinuaii- 
do  con  la  organización  y  atribuciones  que  entonces  tenían; 
mas  los  gefes  políticos ,  de  acuerdo  con  las  Juntas  provincia- 
les, pueden  proponer  las  variaciones  que  estimen  oportunas, 
tanto  en  los  puebldis  fronterizos,  eomo  en  los  situados  á4m« 
lias  de  ríos  navegables  (3). 

&59.— Por  consiguiente  estas  Juntas,  como  todas  las  de 
los  puertos,  se  rigen  en  cuanto  á  su  organización,  por  leyes 
muy  anteriores  á  las  últimas  vigentes.  El  Ayuntamiento  las 
nombra  anualmente,  y  se  componen  del  alcalde  ó  quien  bi- 
ciere  sus  veces,  del  cura  párroco  mas  antiguo,  y  de  cierto 
número  de  facultativos ,  de  regidores  y  vecinos  proporcio- 
nado á  la  escala  de  la  población  y  á  las  necesidades  del  ser- 
vicio (4).  áL 

5eo.— Enumerar  sus  extensas  atribuciones  equivaldría  á 
exponer  las  leyes  sobre  policía  sanitaria,  materia  que  bailará 
mejor  cabida  en  otro  lugar  de  esta  obra. 


(1)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

(2)  Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  22. 

(3)  Real  orden  de  17  de  diciembre  de  1847,  regla  U. 

(4)  Decreto  de  las  cortes  de  ^B  de  jonio  de  1813. 


Digitized  by 


Google 


LtB.  m.  OBOANIZ.  T  ATBIB.  DI  LAS  ADTORIDADBS.         375 

CAPÍTULO  X. 

De  algVBto»  eoBisc^os  ex.eepeloBBaleiB. 

$6i«—  Carácter  pecaliar  de  estoi  $66. --Juntas  do  comercio  do  los 

consejos   de  administra-  paertos  habilitados. 

cion.  967.— Juntas  inspectoras  do  los 

963.^Ánlieaa8  Jimtas  proTiooia-  institutos. 

les  do  comercio,  moneda  568.— Sus  facultades. 

y  minas.  569. — Autoridades  que  las  presi- 

563.— Actuales  Juntas  de  comer-  den . 

cío.  570.-*Janta  general  de  i^cul- 

564,>*Sn  composición.  tura. 
565.— Sus  atribuciones. 

ftUt.— El  estudio  de  ia  or^aizaotOQ  y  alribaciones  de  hs 
autoridades  adttiQÍstratiyas  no  fuera  completo,  si  no  hicié- 
semos mérito  aquf  de  aquellos  cuerpos  cousolttyos  cuya  pre* 
•encía  se  determina  por  las  necesidades  actuales  de  la  admi- 
Bistracion  y  q«e,  por  tanto»  no  existen  en  ciertas  secciones 
de  territorio,  ni  redean  á  los  agentes  de  cierto  grado  de  una 
manera  constante  y  oniforme.  Expresión  de  un  accidente,  allí 
están  donde  el  bien  público  lo  reclama,  y  desaparecen  en 
cesando  la  necesidad  de  so  anxilio.  Tales  son  las  Juntas  de 
comercio  y  las  inspectoras  de  los  institutos. 

•••«—Además  de  la  Junta  general  de  comercio,  moiieda  y 
minas  de  que  hemos  hablado  ea  otra  parte ,  habíalas  tam- 
bién provinciales  que  entendian  en  todo  lo  gubernativo,  po- 
lítico y  económico  de  los  colegios  y  gremios  de  artes,  y  en 
cnanto  tuviese  relación  con  el  fomento  de  la  industria  y  con  la 
observancia  de  sos  ordenaneas  respectivas,  bajo  la  dirección 
de  aquella  superior  (4). 

Establecido  el  código  de  comercio  y  creados  los  tribuna- 
les especiales  de  este  ramo,  las  juntas  fueron  despojadas  de 
sus  facultades  contenciosas,  pero  conservaron  integras  las 
gubernativas,  se  dictaron  reglas  de  orden  y  se  roi^mendó 
guardasen  ambos  cuerpos  la  mejor  armonía  (2). 

(1)  Real  drden  de  29  de  abril  de  1818. 

(2)  Reales  órdenes  de  23  de  enero  de  f  831  y  29  de  febrero 
de  ia|2. 
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&«8.— Las  JoDtas  de  comereio  íaeron  reorganizadas  en 
época  muy  reciente.  El  de^to  de  reorganizacioa  do  solo  coa- 
serva  las  veíate  á  la  sazoirexisteiites,  síao  que  crea  cua- 
tro mas  ea  otros  taatos  puertos  habilitados  de  la  Peníasnla, 
y  añade  que  el  gobierno  las  iastalará  ea  otro  cualquier  puo- 
to  cuya  importaacía  mercaatíl  lo  reclame,  á  iostaacia  de 
los  principales  comerciantes,  apoyada  por  el  gefe  poUtico  y 
coa  tal  que  aparezcaa,  por  lo  meaos,  ciacuenta  matricula- 
dos (4). 

ft«4.— Compóaense  las  Juntas  de  once,  nueve  ó  siete  in- 
dividuos en  las  plazas  donde  hubiere  respectivamente  un 
tribunal  de  comercio  de  primera,  segunda  ó  tercera  clase. 
Sus  vocales  soa  electivos  por  ua  aúmero  proporcional  de  co- 
merciaates  matriculados  empezaodo  por  los  mayores  contri- 
buyentes, y  se  renuevan  cada  dos  afios  por  mitad  (2). 

Son  presidentes  natos  de  las  Juntas  de  comercio  los  ge- 
fes  políticos  en  las  capitales  de  provincia,  en  la  cabeza  de 
distrito  los  gefes  civiles  y  los  alcaldes  ea  pueblos  donde  no 
reside  otra  autoridad  superior;  pero  el  vice-presidente  y  se- 
cretario son  elegidos  por  las  mismas  Juntas  entre  sus  voca- 
les (3). 

&S5.^Las  atribuciones  de  las  Juatas  de  comercio  son 
puramente  consultivas,  pues  sus  facultades  se  reducen á  eva- 
cuar los  informes  que  el  gobierno  ó  el  gefe  político  les  pidie- 
ren, y  á  proponer  las  medidas  que  juzguen  oportunas  á  favor 
del  comercio. 

Unas  veces  deben  ser  consultadas  por  la  admioístracion 
activa,  y  otras  es  arbitrario  en  esta  oír,  ó  no,  su  dicláiften. 
Su  concurso  es  obligatorio  ó  serán  especialmente  consul- 
tadas: 

L  Sobre  las  alteraciones  ó  reformas  qne  se  proyecten  ea 
la  legislación  mercantil. 

II.  ¥obre  la  creación  de  úuevas  juatas  y  tribunales  de 
comercio. 

(1)    Real  decreto  de  7  de  octubre  de  1847,  arls.  1  y  2. 
(S)    Arts.  4  y  9. 
(3)    Arts.  10  y  ti. 
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III.  Sobre  el  establecímieoto  de  bolsas ,  agentes  de  cam- 
bio 7  corredores. 

IV.  Sobre  los  araoceles  6  tarifas  de  corretaje  y  de  coaU 
quier  otro  servicio  mercaatil  sujeto,  é  que  conviniere  sujetar 
á  tai'ifa. 

Y.    Sobre  la  creacioQ  de  bancos  locales, 

VI.  Sobre  los  proyectos  de  obras  públicas  locales  que 
tengan  relación  con  el  comercio  (i). 

&0M. — Además  de  estas  atribuciones  generales,  las  esta- 
blecidas en  puertos  habilitados  tienen  la  especial  de  aconse- 
jar lo  conveniente  respeeta  k  la  compra  y  conservación  de 
utensilios  para  socorra  de  los  buques,  limpia  y  reparación  de 
los  puertos  y  gastos  de  vigías  y  Aros.  Las  autoridades  y 
agentes  á  quienes  corresponda,  están  en  la  obligación  de  pro- 
porcionarles todos  los  datos  que  necesiten,  y  permitir  á  sus 
comisionados  se  enteren  del  estado  de  los  almacenes ,  pro* 
gresion  de  las  obras  y  demás  que  tenga  relación  con  el  ser- 
vicio marítimo «  á  fin  de  que  puedan  dar  acerca  de  él,  en  be- 
neficio del  comercio,  los  informes  convenientes  {%), 

El  vice-presidente  de  estos  cuerpos  es  director  inmedia- 
to de  las  escuelas  de  comercio,  y  las  juntas  componen  su 
consejo  de  disciplina  (3). 

ft«9.— El  plan  de  estudios  vigente  establece  que  en  cada 
Instituto  provincial  de  segunda  enseñanza  baya  una  Junta 
inspectora  nombrada  por  el  gobierno  con  el  encargo  de  vtgi<* 
lar  la  parte  económica  y  gubernativa  de  aquellos  establecí* 
mientos.  Compónense  en  las  capitales  de  provincia  de  un  in- 
dividuo de  la  Diputación  provincial,  otro  del  Ayuntamiento,  y 
un  eclesiástico  ó  un  vecino  de  conocida  instrucción  y  arrai* 
go,  bajo  la  presidencia  inmediata  de  la  persona  que  el  go«- 
bierno  designe.  En  los  pueblos  no  capitales  el  individuo  de  la 
Diputación  provincial  será  reemplazado  por  otro  del  Ayun* 
tamiento.  Cuando  el  todo  ó  parte  de  las  rentas  de  un  Instituto 
consiste  en  fundaciones  piadosas  agregadas  al  establecimien- 

(I)  Art.  13. 
(2;  Art.  14. 
(3)    Art.  20. 
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to  por  conveDíos  entre  el  gobierno  y  los  patronos ,  uno  de 
estos  será  vocal  de  la  Junta  en  lugar  del  vecino  del  pueblo 
arriba  dicho,  siempre  que  no  reúna  la  cualidad  de  director 
del  Instituto.  Todos  estos  cargos  son  honoríficos,  gratuitos  y 
voluntarios  (4). 

5«s. — Las  facultades  de  las  Juntas  inspectoras  son  de  dos 
clases,  económicas  y  gubernativas.  Estas  últimas  se  refieren 
á  ciertos  actos  de  protección  y  vigilancia  con  respecto  á  los 
Institutos,  á  una  verdadera  acción  tutelar,  como  velar  ya 
sobre  la  enseñanza  literaria,  ya  sobre  el  orden  y  disciplina 
de  los  alumnos,  y  ya  en  fin  sobre  la  moralidad  de  los  profe- 
sores, promover  la  prosperidad ,  del  establecimiento,  y  ele- 
var al  gobierno  las  consultas  que  coa  este  objeto  estimaren 
oportunas  (2). 

Sus  facultades  económicas  son  relativas  al  cumplimiento 
exacto  de  todas  las  obligaciones  del  establecimiento,  á  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  y  rentas,  á  la  propuesta  de  admi- , 
nístradores  y  depositarios,  á  la  celebración  de  contratos  de 
arriendo,  subastas  y  demás  actos  civiles,  al  examen  y  cea- 
sura  de  cuentas  y  á  los  medios  de  procurar  recursos,  inda- 
gando las  memorias,  fundaciones  y  obras  pías  que  conforme 
á  la  legislación  vigente  pueden  aplicársele,  é  impetrando  el 
auxilio  de  la  autoridad  ó  del  gobierno  para  lograrlo»  sí  fuere 
necesario.  Cuando  los  Institutos  poseen  el  derecho  priva- 
tivo de  administrarse  á  sí  mismos  por  convenio  coa  el  go* 
bierno ,  las  Juntas  Inspectoras  carecen  de  toda  atribución 
económica  y  deben  limitarse  á  sus  facultades  gubernati- 
Tas  (3). 

Las  Juntas  inspectoras  de  los  Institutos  representan  la  in* 
tervencion  de  la  provincia  en  la  enseñanza  secundaria;  inter- 
vención cuya  justicia  y  conveniencia  se  fundan  en  la  natura- 
leza de  este  asunto  de  interés  local  y  en  la  idea  de  que  con 
fondos  provinciales  principalmente  se  sostienen  dichos  esta- 
blecimientos. 

(1)  Real  drden  de  24  de  diciembre  de  1847 ,  art.  l.« 

(2)  Art.  6. 

(3)  Arts.  17  y  18. 
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5IM.— Los  gefes  polfticos,  los  gefes  civiles  y  los  alcaldes 
son  presidentes  natos  de  las  Juntas  inspectoras,  y  en  repre- 
sentación de  estas  autoridades^  como  delegados  suyos  >  los 
▼ice-presidentes  ejercen  aquel  cargo  (1). 

&9e.— La  Junta  general  de  agricultura  no  es  una  rueda  de 
la  administración,  porque  carece  de  existencia  permanente 
que  la  constituya  cuerpo  en  el  estado:  es  una  especie  de  co* 
micio  agrícola  que  celebra  sus  reuniones  periódicas  en  épo- 
ca cierta,  pero  en  dia  indeterminado,  para  ilustrar  al  gobier- 
no acerca  de  los  puntos  de  ciencia  ó  legislación  que  somete 
i  su  examen  (2). 


(1)  Real  drden  de  16  de  eoero  4o  1849. 

(2)  Real  decreto  de  2€^  lU  jiáio  de  1849. 
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TITULO  I. 

DE    LOS   DEBERES   DE   LA   At>MINISTRAG10ri    EN    CUANTO 
Á  LAS  PERSONAS. 

CAPÍTULO  L 

Olijeto»  del  dereelMi  «dmtmfgirmttvo. 

571.— Administración  objetiva.       573.— A[>licacion  al  derecho  ad- 
57  ¿.—Clasificación  del  derecho  ministratiTo. 

civiL  *  574.— Deberes  y  derechos  de  la 

administración. 

ftVt.— Hasta  aqai  hemos  tratado  de  la  administradonsu- 
getiva,  esto  es,  considerada  como  poder  ó  instrumento  de  la 
acción  social;  ahora,  nos  corresponde  estudiar  la  admtntt- 
tracion  objetiva^  es  decir,  la  materia  de  sus  actos. 

499.— Los  juriscoasaltos  romanos  enseñan  qne  son  tres 
los  objetos  del  derecho,  personas^  cosas  y  acciones^  cuya  di- 
visión prevalece  aun  en  nuestros  dias  y  es  seguida  en  la  doc- 
ta  Alemania  por  los  partidarios  de  la  escuela  histórica,  apar- 
tándose sin  embargo  mas  ó  menos  de  ella  los  que  defien- 
den el  opuesto  sistema  filosófico. 

De  esta  cuestión  se  deriva  otra  de  muy  alta  importancia 
para  Alemania  é  Inglaterra ;  la  4e  codificación ,  que  entre 
nosotros  carece  de  interés  en  cuanto  á  la  práctica ,  porque 
nuestro  derecho  civil  no  es  consuetudinario,  sino  que  está 
codificado  según  el  principio  clasificador  de  la  jurisprudencia 
de  Roma.  T  siendo  el  derecho  administrativo  una  rama  cola- 
teral del  derecho  civil ,  y  debiendo  verse  en  el  estudio  del 


Digitized  by 


Google 


LIBRO  IV.   DÉ  LA  VAIBRIA  ADMINlSTfiATIVA.  S84 

BDo  el  eómplemeato  del  otro,  el  rigor  lógico  exige  aplicar  k 
la  exposición  y  ensefianza  del  primero  igual  método  que  se 
observa  en  el  segundo,  dando  asi  á  toda  la  jurisprudencia 
patria  formas  análogas  y  proclamando  la  unidad  de  sistema. 

S9S.— Tres  serán,  por  tanto,  lo»  objetos  del  derecho  ad^ 
ministrativo,  &  saber,  personas,  cosas  j  juicios.  Examínense 
cuanto  se  quiera  las  leyes  de  la  administración,  analicense 
sus  actos ,  medítense  sus  providencias,  siempre  aparecerán 
influyendo  en  las  personas  ó  en  las  cosas,  aunque  en  último 
resultado  terminará  su  acción  en  las  primeras,  porque  omné 
jus  circa  personas  vcrsatur.  Los  juicios  son  fórmulas  para  apli- 
car el  derecho,  y  de  consiguiente  medios  de  influir  ya  en  las 
personas,  ya  en  las  cosas. 

ft94.^Quien  gobierna  ejerce  derechos  y  contrae  obliga- 
ciones á  las  cuales  son  correlativas  otras  obligaciones  y 
otros  derechos  por  parte  de  los  gobernados.  En  la  adminis-* 
tracion  se  personifica  la  sociedad ,  y  esta  no  existe  sino  me- 
diante el  cambio  recíproco  de  servicios  entre  el  príncipe  y 
los  subditos. 

Debei'es  y  derechos  de  la  administración  relativamente  á 
las  personas ;  deberes  y  derechos  de  la  administración  res* 
pecto  á  las  cosas,  y  la  jurisdicción  administrativa  come 
fuerza  reguladora  de  toda  autoridad,  seráa  el  objeto  de  núes- 
ti^s  estudios  suceísivos. 

CAPÍTULO  n. 

Be  Um  peMoiUMi  y  ^^  -•«•  relaeione«  senerAles 
la 


575.— Materia  admiaistrativa.  personas. 

576, — Distincioa  entre  personas  578.<*Priiner  deber  general ,   la 
y  cosas.  conaenracion  de  ios  indi- 

577.— ülasificacion  de  los  dere-  víduos. 

ches  y  deberes  admÍDÍs-  579.— Método  que' exige  el  dea- 
tratives  con  respecto  á  las  arrollo  de  este  principio. 
■ 

Mft.— El  hombre  y  el  mnado  exterior  en  sus  relaciones 
de  interés  público  componen  la  materia  administrativa ,  y 
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delira  4le  este  inmenso  eirctlo  se  ejereUa  la  actividad  del 
gobierno. 

ftlii.— Generaloieiite  es  cla^a  la  desep^anaa  entre  estos 
dos  objetos  del  defecbo  administrativo ;  mas  sucede  algimas 
veces  ligarse  con  nados  tan  estrechos  las  cosas  á  las  pensó- 
ñas,  qne  ofrece  dificultad  clasificar  ciertos  actos  de  kt  ad* 
ninistracion  de  4rden  misto.  Vk  lenguaje  económico  y  aun 
d  vulgar  reconocen  la  fortaleza  de  semejantes  vincules,  cuan^ 
do  llaman  i  ios  artículos  de  primera  necesidad  en  la  vida  sub- 
siskñciés,  y  con  íms  eiLactitod  iodavia  meiio$  de  existencia. 
Para  obviar  estos  inconvenientes  de  método  deberemos 
trazar  una  linea  divisoria  bien  mareada  y  profonda  antro  los 
dos  campos,  asentando  la  regla  que  corresponden  á  la  prime- 
ra clase  aquellos  actos  en  los  enales  aparecen  las  personas 
como  objeto  inmediato  y  directo  del  poder  administrativo ;  y 
al  segundo  aqnellos  otros  en  que  los  hombres  están  interesa-  ' 
dos  á  consecuencia  de  sus  rdaeiones  intimas  con  las  cosas,  ó 
por  so  cualidad  de  poseedores  ó  propietarios. 

MI.— Hay  deberes  y  derechos  administrativos  generales 
ó  comunes  á  todos  los  individuos  de  la  sociedad  politíca,  cual- 
quiera quesea  su  condición,  y  otros  hay  particulares  ó  an&* 
logos  al  estado  de  las  personas.  Los  primeros  son  absolutos; 
losseguüdos  relativos.  Unos  y  otros  se  refieren  á  la  conserva- 
ción ó  á  IdL  perfección  de  las  personas,  porque  siendo  el  fin  de 
toda  asociación  política  el  desarrollo  del  individuo  en  la  socie- 
dad, todos  los  actos  admíniárativos  con  respecto  al  hombre 
deben  proponerse  alguno  de  dichos  objetos. 

5tS.— H  primer  deber  generalde  ía  adnrinistraeion  háeía 
las  personas  es  telar  por  su  eonservadon  6  proteger  la  vida 
de  los  administrados,  alejando  los  peligros  que  pueden  ame- 
nazarla ó  destruirla ,  asi  como  es  un  derecho  de  los  admi- 
nistrados exigir  de  la  administración  actos  protectores  de  su 
existencia. 

^  ft99.— Tres  cansas  comprometen  la  vida  del  hombre  en  la 
sociedad  á  las  cuales  puede  la  administración  poner  remedio 
total  ó  parcial,  &  saber:  la  escasez  de  mantenimientos,  la  in- 
salubridad pábUca  y  la  falta  de  orden  interior :  tres  serán» 
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por  UDl*,  los  tratados  que  usAarahueate  se  ofreceo  los  prí-* 
meros  á  nuestro  examen,  á  saber,  la  polida  de  subsislen- 
cias ,  la  policía  sanitaria  y  la  políeia  de  seguridad. 

Mas  como  antes  de  procurar  la  eonservacion  de  las  per- 
sonas, conviene  asegurarse  de  su  eiíistencia  ó  conprobar- 
la de  una  manera  oficial,  abriendo  registros  en  donde  conste 
de  una  manera  anténtica  y  solemne  que  el  homlM'e  vive  para 
la  sociedad  y  pertenece  á  cierla  categoría,  sí  ba  de  gozar  de 
los  fueros  inherentes  á  su  estado  ó  condteion ,  consideramos 
como  necesaria  ínlroducGÍoii  á  estas  materias  ó  como  doctrina 
preliminar  la  exposición  de  nuestro  derecbo  administrativo 
en  puntQ  ¿  registro  civil. 

SE€€IOI¥  PRIIMEBA. 

Deberé*  de  !•  admlnlrtraclon  eomames  4  ioúmm  te»  peraenas. 

CAPÍTULO  m. 

Bel    re^Uitro.  cAtII. 

SSO.— linporUDcia  de  la  pobla*  584. — Reeistro  civil  á  principios 

•  cion.  del  siglo. 

58t.— Wecesidad  de  los  censos.  585.— Beformag. 

582.— Loe  actos  civiles  se  coofun-  586. — Sistema  vigeiHe. 

dieron  con  los  actos  reli-  587. — Medidas  coaftívas. 

ciosos.  588. — Diferencias  entre  elregi0- 
583.— La  «dministracion  teviodi-  tro  eclesiáelioo  y  el  civil. 

có  stts  derecbes. 

688.— «La  candad,  decía  Augusto  á  los  romanos ,  no  la 
componen  las  casas»  ni  los  pórticos,  ni  las  plazas;  son  los 
hombres  quienes  constituyen  la  ciudad.»  La  población  ti»-' 
ne  la  mayor  importancia  á  los  ojos  del  gobierno ,  porque  no 
hay  derechos  ni  deberes  administrativos  sin  título  de  ciuda- 
dano ,  como  no  hay  vínculos  de  sociedad  donde  no  existen 
una  vida  común  é  intereses  recíprocos.  La  administración 
cuenta  los  miembros  del  estado  y  los  ordena  por  clases,  por^ 
que  cada  individuo  que  nace  le  impone  obligaciones  nuevas, 
cada  nno  que  muere  desala  con  los  lazos  de  la  vida  los  de  la 
sociedad,  y  siempre  que  el  hombre  cambia  de  condición  entra 
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eo  dístifita  esfera  y  sas  relaciones  coa  el  poder  se  modilicaa 
y  Iraasforman. 

&8t  .—Oirás  graves  consideraciones  obligan  á  la  autoridad 
á  seguir  el  moviniiento  de  la  población,  á  formar  un  censo  de 
los  habitantes  y  á  clasificar  las  personas  por  sesos ,  por  eda* 
des  y  por  razón  de  su  estado  político  y  civil.  En  primer  lu- 
gar ,  asi  como  para  imponer  una  contribución  es  preciso  em- 
pezar formando  la  estadística  de  la  riqueza  y  conociendo  la 
materia  contribuyente,  asi  también  para  cumplir  la  adminis- 
tración con  sus  deberes  con  respecto  á  las  personas  ó  repar- 
tir equitativamente  las  cargas  y  los  beneficios  entre  ellas,  de- 
be comenzar  averiguando  el  número  y  la  categoría,  q  la  can- 
tidad y  la  calidad  de  la  población. 

En  segundo  lugar,  el  incremento  ó  decreroento  de  la  po- 
blación es  un  barómetro  seguro  de  la  prosperidad  pública, 
porque  si  no  siempre  el  aumento  de  habitantes  supone  un  pro- 
greso proporcional  en  la  felicidad  de  los  pueblos,  por  lo  me- 
nos es  una  verdad  eterna  que  sin  medios  de  existencia,  sin 
cierto  grado  de  abundancia'de  artículos  necesarios  á  la  vida, 
la  población,  en  vez  de  crecer,  menguaría ,  ya  porque  la  ley 
de  los  nacimientos  caminarla  con  suma  lentitud  disminu- 
yendo el  número  de  matrimonios ,  y  ya  porque  el  exceso  de 
la  miseria  precipitaría  en  la  tumba  á  millares  de  hombres 
gastados  antes  de  tiempo  por  crueles  privaciones  y, víctimas 
de  una  precoz  ancianidad,  ó  porque  las  débiles  generaciones 
que  viniesen  al  mundo,  apenas  nacidas,  caerían  lastimosa- 
mente segadas  en  flor  y  pasarían  en  breves  instantes  desde  la 
cuna  al  sepulcro. 

*  &S9.— Cuando  los  derechos  del  sacerdocio  y  del  imperio 
no  estaban  bien  deslindados,  todos  los  actos  civiles  se  consi* 
deraban  como  actos  religiosos  que  eí  párroco  registraba  en  sus 
libros  á  los  cuales  debía  acudir  la  administración  para  com* 
probar  la  edad  ó  el  estado  de  las  personas.  El  nacimiento  no 
constaba  sino  por  el  bautismo,  ni  el  matrimonio  sino  por  la 
bendición  nupcial,  ni  el  óbito  sino  por  la  sepultura  eclesiás- 
tica. En  suma,  el  ciudadano  y  el  cristiano  eran  una  cosa  mis- 
ma, el  estado  civil  y  el  religioso  se  confundían,  el  sacerdote  y 
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el  magistrado  constituiaD  uoa  sola  aiMoridad.  Taa  encarnado 
estaba  en  las  costumbres  este  priacipio  de  coarusíoQ,  que  el 
solo  ioteiilo  de  separar  lo  sagrado  de  lo  profano  esclarecien- 
do y  deslindando  los  derechos  de  la  sociedad  y  de  la  Iglesia, 
hnbíérase  calificado  de  impiedad;  y  sin  embargo,  el  hombre 
tiene  dos  patrias,  la  religión  y  el  estado,  y  ambas  le  reciben 
en  las  puertas  de  la  vida,  y  le  acompafian  hasta  pisar  los  um- 
brales de  la  muerte. 

&98.— Ni  la  dignidad  de  la  administración ,  ni  el  bien  pú- 
blico podian  consentir  que  el  clero  fuese  por  mas  tiempo  ex- 
clusivo depositario  de  las  noticias  comprobantes  del  movi- 
miento de  la  población  y  del;  estado  de  las  personas.  La  ig- 
norancia unas  veces ,  el  descuido  otras  y  la  falta  de  una  res- 
ponsabilidad efectiva- para  con  el  gobierno  siempre,  eran  las 
causas  mas  frecuentes  de  la  poca  exactitud  con  que  solían 
llevarse  los  libros  parroquiales,  de  cuyas  faltas  y  abusos  re- 
sultaba que  la  administración  estuviese  á  merced  del  clero 
en  tan  vital  asunto,  que  la  paz  de  las  familias  peligrase  y  los 
derechos  personales  se  hallasen  comprometidos. 

484. — Ta  en  una  época  lejana  se  reconoció  esta  necesi- 
dad y  se  procuró  remediarla  dictando  varias  providencias  las 
cuales,  aunque  con  las  variaciones  oportunas  para  facilitar  su 
ejecución  y  ponerlas  en  armonía  con  las  instituciones  moder- 
nas, hállanse  todavía  vigentes  (1).  Posteriormente  se  encargó 
á  los  alcaldes  que  anotasen  en  diferentes  libros  los  nacidos, 
casadosy  muertos  y  también  los  expósitos  de  sus  respectivos 
territorios ,  custodiándose  estos  registros  en  el  archivo  del 
ayuntamiento  y  remitiendo  al  gefe  político  de  la  provincia 
cada  tres  meses  un  extracto  de  su  resultado  confrontado  con 
los  libros  parroquiales  (2). 

1^9».— Resublecida  la  ley  de  3  de  febrero^  continuaron 
las  corporaciones  municipales  con  el  deber  de  llevar  el  re- 
gistro civil ,  para  cuyo  exacto  cumplimiento  se  ha  mandá- 
is 

(1)    Beal  orden  de  S  de  maj^o  de  ISOl. 

(3)  Real  decreto  de  23  de  julio  do  1835  para  el  arreglo  proW- 
siooalde  los  Avuntamientos,  arl.  36,  y  realórdea  de  l'J  de  euero  d« 
1836. 
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do  qae  todas  las  personas  cabezas  de  casa,  caalquíera  qne 
fuese  su  clase,  condición,  fuero  ó  jurisdicción  diesen  parte 
al  Ayuntamiento  ,  bajo  la  multa  que  los  alcaldes  establecie- 
ren, de  los  nacidos,  casados  y  muertos  qne  ocurrieren  en  sus 
respectivas  familias  'con  las  mismas  circunstancias  qae  se 
exigen  para  los  libros  parroquiales,  debiéndolo  verificar  ea 
el  término  de  tres  días  tos  que  habitaren  en  los  pueblos  don^ 
de  residiese  la  autoridad  municipal,  y  dentro  de  ocho  los  que 
vivieren  en  aldeas  ó  caseríos  distantes  de  aquellos.  La  misma 
obligación  se  impuso  k  los  conventos^  casas  de  venerables, 
hospitales  y  demás  establecimientos  de  beneficencia,  colegios 
6  casas  de  educación  (4). 

&«•.— Por  último,  el  sistema  vigente  en  4804  fué  resta- 
blecido y  modificado  por  la  moderna  instrucción  sobre  regis- 
tro civil  (2).  Mándase  en  ella  que  los  arsobispos  -,  obispos, 
vicario  general  castrense  y  todos  los  que  ejercen  ana  ju- 
risdicción superior  eclesiástica,  comeoiqnen  las  órdenes  com- 
petentes á  los  superiores  de  los  conventos  no  soprintdos,  así 
como  los  gefes  polfticos  k  los  directores,  rectores  ó  adminis- 
tradores de  hospicios,  hospitales,  casas  de  expósitos  y  de- 
más establecimientos  de  beneficencia,  para  que  en  los  for- 
mularios de  sus  respectivos  libros  se  expresen  las  circuns- 
tancias que  determina,  así  en  tas  partidas  de  bautismo,  como 
en  las  de  casamiento  y  defunción. 

Los  párrocos  y  superiores  de  las  casas  de  beneficencia  de- 
ben pasar  á  los  respectivos  Ayuntamientos  estados  numéricos 
por  trimestres  de  los  nacidos,  casados  y  muertos  en  sus  feli- 
gresías ó  establecimientos;  y  los  alcaldes  cuidan  bajo  sn  res- 
ponsahilidad  de  exigir  esta  puntual  remisión  y  de  examinar 
los  estados,  con  facultad  de  ventilar  las  dadas  qae  ocurrie- 
ren, comisionando  al  intento  á  un  concejal;  y  si  por  parte  de 
los  párrocos  ó  superiores  se  faltase  á  dicha  pantoafidad,  los 
alendes  les  recordarán  de  oficio  sa  deber,  antes  de  dar  parte 
al  gefe  político. 

El  alcalde  compendia  los  estados  de  los  trimestres  en  un 

(1)  Real  orden  de  10  do  diciembre  de  1836. 

(2)  Circular  de  1  .<>  de  diciembre  de  1837. 
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resútnen  con  arreglo  á  los  modelos  aprobados,  y  lo  remite 
precisamente  en  el  mes  siguiente  al  recibo  de  los  datos  al  gefe 
politice,  y  este  forma  el  de  la  provincia  y  lo  eleva  al  ministe- 
rio de  la  Gobernación  dentro  de  otro  igual  plazo.  Así  se  con- 
centran en  manos  del  gobierno  todos  los  resúmenes  parciales 
con  cuyo  conjunto  puede  ir  formando  un  censo  general  de 
población.  * 

La  Regencia  provisional  del  reino  inculcó  la  observancia 
de  la  instrucción  citad^,  y  dictó  algunas  providencias  relati- 
vas á  establecer  la^nniformidad  y  corregir  la  inexactitud  de 
los  estados  trimestrales  ,  pero  sin  modificar  aquella  legisla- 
ción (f). 

581.'— Posteriormente  se  mandó  que  los  Ayuntamientos 
de  las  capitales,  de  las  cabezas  de  partido  y  do  todos  los  pue- 
blos cuyo  vecindario  excediese  de  quinientos  vecinos,  abrie- 
sen ^  sus  respectivas  secretarias  un  registro  civil  de  naci- 
dos, casados  y  muertos  dentro  de  su  término  jurisdiccional, 
tomando  por  modelo  el  de  Madrid.  A  fin  de  lograr  la  mayor 
exactitud  en  las  noticias  dispuso  el  gobierno  que  los  párro- 
cos no  pudiesen  bautizar  ni  sepultar  á  nadie,  sin  que  se  les 
presentase  papeleta  del  encargado  de  llevar  el  registro  civil 
en  que  constase  estar  sentada  en  él  la  partida  de  nacimiento 
ó  defunción,  y  con  respecto  á  matrimonios,  se  imponía  á  los 
párrocos  la  obligación  de  dar  parte  circunstanciado  de  los 
qne  celebrasen  cada  dia  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes (2).  Mas  oonsíderando  S.  M,  los  graves  inoonvenien- 
les  anejos  á  la  ejecución  de  estas  disposiciones,  fueron  dero- 
gadas conmutando  este  medio  excesivamente  severo  y  poco 
piadoso  de  averiguacioa,  en  el  deber  impuesto  á  los  párrocos 
de  remitir  un  estado  mensual  de  los  nacidos,  casados  y  muer- 
tos en  cada  feligresía  darante  dicho  geríodo  (3) ;  pero  rife  el 
decreto  citado  en  cnanto  á  los  pormenores  de  ejecución  y  á 
la  responsabilidad  de  los  alcaldes  por  {altas  de  puntualidad  y 
exactitud. 

(1)    Ordeo  de  la  Regencia  de  21  de  Doviembro  de  1840. 
(S)    Decreto  de  la  Regencia  de  24  do  enero  de  1841 . 
(3)    Real  orden  de  24  de  mayo  de  1 845. 
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A88.— Hay,  poes,  dos  registros,  el  eclesiástico  y  el  civil: 
en  el  primero  ejerce  el  gobierno  una  iaterveocioo  indirecta, 
vigilando  la  manera  de  llevar  los  libros  parroquiales  y  dic- 
tando reglas  onirormes  á  que  se  sujeten,  porque  la  puntua- 
lidad y  la  exactitud  de  tas  partidas  interesan ,  no  solo  á 
la  tranquilidad  de  las  conciencias,  sino  también  al  estado  de 
las  Tamilias.  El  segunda  no  es  negocio  de  orden  misto ;  es 
puramente  civil  y  por  lo  mismo  de  la  exclusiva  competencia 
de  las  autoridades  administrativas. 

CAPÍTULO  iv; 

De  Imi  muhmÍMtewkeísm  pábllcMi. 

589. — Sabsistencias.  597.>-ProbibicioD  de  exportar. 

590.— Policía  de  abastos.  598. — Permiso  de  importar. 

591. — Medios   de    proporcionar  599 Acopios. 

subsistencias.  .  600. — Orken  de  los  pósitos. 

598.— Sistema  de  estimular  el  in-  601. — Su  decadencia. 

teres  privado.  602.— Sa  administración.^ 

593.— Disminución  6   supresión  603.— Puntos  que  comprende. 

de  los  derechos  de  con-  604. — Existencias. 

sumo.  605. — Socorros. 

594.— Prima  á  los  especuladores.  606. — Reintegro. 

595.— Sistema   de  intervención  607.— Contabilidad. 

directa  del  gobierno.  608.— Medios  extraordinarios  de 
596.— Trabajo  á  las  clases  me-  abastecer  á  los  pueblos. 

nesterosas. 

599.— No  son  los  particulares  quienes  deben  vivir  á 
cuenta  del  estado,  sino  el  estado  quien  debe  subsistir  k  ex- 
pensas délos  particulares,  porque  no  hay  otra  fortuna  pú- 
blica que  la  suma  ó  agregado  de  las  fortunas  privadas,  ni 
otro  fondo  de  consumos  que  la  riqueza  individual.  Mas  al  ha- 
blar de  esta  materia,  establecemos  una  gran  diferencia  entre 
el  estado  normal  de  las  naciones  y  un  momento  de  crisis  pa- 
sajera: entre  laactivi^d  del  trabajo  libre  y  los  esfuerzos  del 
gobierno  por  colmar  el  vacio  a^ccideotal  de  los  mantenimien- 
tos ;  y  en  suma  ,^  no  entendemos  lo  mismo  por  abundancia  que 
por  subsistencias. 

Por  subsistencias  significamos  aquf  lo  extrictamente  ne- 
cesario para  alimentar  á  un  pueblo  ó  na£ion  en  una  época 
dada,  y  no  queremos  decir  la  copia  y  seguridad  de  las  sub- 
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sísteocias  mismas,  pues  eso  ya  seria  abuadancia.  Subsisten- 
cias son  los  antiguos  abastos  ^  y  su  policía  las  medidas  que 
la  administración  dicta  encaminadas  á  evitar  la  escasez  y  la 
carestía  momentáneas  de  los  objetos  de  uso  mas  frecu^te  en 
la  vida.  No  se  trata  de  aquella  acción  indirecta  que  el  go- 
bierno ejerce  para  promover  la  constante  abundancia,  remo- 
viendo los  obstáculos  que  paralizan  el  desarrollo  del  interés 
individual,  y  protegiendo  y  escitando  la  libertad  de  indus- 
tria y  de  comercio;  sino  de  otra  intervención  directa  que  la 
sociedad  reclama  en  épocas  azarosas ,  cuando  la  aquejan  ó  se 
temen  los  males  de  una  crisis  económica  ó  el  azote  de  las  ca- 
lamidades públicas. 

Ano.— En  otro  tiempo  la  policía  de  los  abastos  era  de  al- 
ta importancia,  la  legislación  minuciosa  el  primer  deber 
délos  magistrados  procurar  no  faltase  la  provisión  de  los  ar- 
tículos que  todo  pueblo  necesita  para  su  sustenta.  Fiábase 
muy  poco  del  interés  individual,,  y  asi  la  administración  ve- 
jaba y  oprimía  interviniendo  á  cada  paso,  ya  con  prohibicio- 
nes y  permisos,  ya  con  tasas  y  posturas.  Hoy  la  administra- 
ción abandona  el  campo  al  interés  particular,  y  los  pueblos 
96  hallan  mejor  servidos;  pero  sin  embargo,  ocurren  acaso 
tales  circunstancias  que  reclaman  la  acción  extraordinaria 
del  gobierno  ó  su  influjo  mas  ó  menos  inn)ediato  y  decisivo 
en  punto  á  subsistencias. 

ftOl.  — Dos  sistemas  puede  emplear  la  administración 
para  velar  sobre  la  provisión  de  los  pueblos  dentro  de  los 
limites  de  la  policía  de  subsistencias:  primero  escitar  aun 
mas  el  interés  privado,  alzando  las  trabas  que  la  legislación 
económica  ó  fiscal  pusiere  todavía  á  la  libre  circulación  de 
los  artículos  de  primera  necesidad;  y  segundo  suplir  momen- 
táneamente con  su  poder  la  flojedad  ó  la  inercia  de  los  es- 
fuerzos individuales,  mientras  no  desaparezcan  las  causas  ac- 
cidentales de  la  perturbación  de  los  mercados  >  y  la  actividad 
libre  no  recobre  su  curso  sosegado  y  tranquilo. 

Mas  medios  hay  todavía  de  mitigar  los  rigores  de  la  es- 
casez y  de  la  carestía  de  las  subsistencias;  pero  tienen  ya  otro 
sello  y  otro  carácter:  son  socorros  públicos  y  actos  de  bene- 

Toio  I.  19 
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fíceocia  en  favor  de  algunos  individuos  6  clases,  y  que  ím* 
porta  no  confundir  con  las  medidas  de  policía  encaminadas 
á  procurar  la  provisión  general  de  alimentos. 

A99.— Para  avivar  el  ^estímulo  de  las  ganancias  y  desear* 
gar  el  gobierno  su  tarea  en  el  celo  inquieto  del  interés  indi- 
vidual ,  conviene  recurrir  á  alguna  de  estas  providencias: 

598. —  I.  Abajar  ó  suprimir  enteramente  los  derechos 
de  introducción  ó  de  consumo  impuestos  á  los  artículos  de 
primera  necesidad.  — Si  son  protectores  ¿qué  protección  por 
verdadera  y  eficaz  que  fuere,  debe  mostrarse  inflexible  para 
con  los  padecimientos  y  angustias  de  un  pueblo  escaso  do 
subsistencias?  Si  equivalen  á  contribuciones  ¿hay  por  ventu- 
ra gravamen  mas  injusto  é  irritante  que  el  que  pesa  sobre  las 
clases  menesterosas,  y  crece  en  proporción  que  la  miseria 
pública  va  en  aumento? 

Cuando  el  mal  consistiere  en  la  carestía,  promuévase  la 
baratura;  si  radica  en  la  escasez ,  foméntese  la  abundancia, 
y  para  esto  redúzcanse  los  gastos  de  producción  y  otorgúese 
una  latitud  indefinida  al  comercio.  En  desapareciendo  la  cri* 
sis  puede  la  administración,  si  lo  considera  necesario  ó  con- 
veniente, coartar  esta  libertad  mercantil  tan  absoluta  y  en- 
eerrarle  dentro  de  sus  límites  antiguos;  pero  mientras  la  cues- 
tión propter  vitam  aparezca  en  pié,  no  hay  motivo  bastante 
poderoso  para  no  suspender  ó  relajarla  legislación  económi- 
ca ó  fiscal  establecida. 

Esta  doctrina  fué  aplicada  en  una  disposición  reciente  en 
la  cual  el  gobierno  ha  declarado  exentos  de  todo  derecho  real, 
provincial  ó  municipal,  y  de  todo  arbitrio  ó  impuesto  de 
cualquiera  clase  ó  denominación  los  granos  y  semillas  ali- 
menticias (4),  á  fin  de  evitar  la  carestía  de  subsistencias  que 
por  entonces  empezaba  á  notarse;  y  en  otra  posterior  que 
manda  vuelvan  á  exigirse  en  todo  el  reino  los  derechos  rea* 
les  y  demás  impuestos  y  arbitrios  que  gravitaban  sobre  di- 
chos artículos  (2),  en  atención  &  haber  desaparecido  las  cau- 
sas de  aquellas  providencias  extraordinarias. 

(1)  Real  orden  de  H  de  marzo  de  1847. 

(2)  Real  orden  de  23  de  julio  de  í847. 
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••4.—  11.  Ofrecer  QDB  prima  á  los  especaladores.— Es- 
tas recompensas  ó  gratificaciones  pueden  servir  á  veces  pa- 
ra atraer  las  subsistencias  á  un  panto  dado«  aumentando  el 
incentivo  de  las  ganancias.  Son  medios  artificiales  de  pro- 
curar el  abastecimiento  de  nn  puc{})loó  nación,  de  utilidad 
relativa  y  de  transitoria  aplicación ;  pero  jamás  deben  eli- 
girse en  sistema  porque  son  muy  costosos,  están  sujetos  á 
fraude ,  empeñan  á  los  capitales  y  al  trabajo  en  una  senda  pe- 
ligrosa separándolos  de  su  dirección  natural,  y  porque  por  s( 
solos  son  ineficaces  ó  insuficientes.  No  recordamos  ninguna 
disposición  administrativa  de  este  género,  aunque  sf  que'fué 
indicada  por  el  gobierno  á  los  gefes  políticos ,  como  remedio 
de  la  carestía  en  la  época  á  que  se  refieren  las  órdenes  an- 
teriores (4). 

^(•ft.— Cuando  el  gobierno  se  propone  influir  de  una  ma- 
nera mas  directa  en  el  ab$istecimiento  de  los  pueb^s,  puede 
ejercer  este  influjo  de  los  modos  siguientes: 

ft9S.—  1.  Facilitando  trabajo  á  las  clases  menesterosas.— 
Este  no  es  seguramente  nn  medio  de  aumentar  en  el  instan- 
te las  subsistencias,  aunque  si  de  facilitar  su  adquisición  al 
gran  oámero  de  personas  que  viven  de  su  jornal.  Donde  hay 
empleo  útil  para  los  brazos,  hay  también  dinero,  y  donde  la 
moneda  circulante  abunda,  no  escasean  los  artículos  de  pri- 
mera necesidad ,  porque  el  comercio  libre  los  lleva  hacia  don- 
de mas  compradores  se  presentan  y  mejor  se  pagan. 

Cnando  la  ocupación  es  productiva,  como  lo  son  todas  las 
obras  públicas,  entonces  hace  el  gobierno  un  doble  beneficio 
por  las  mejoras  materiales  que  proporciona  á  los  pueblos ,  y 
por  la  solicitud  paternal  con  que  mira  á  la  clase  obrera. 

Algunas  veces  es  también  una  necesidad  política  ofrecer 
trabajos  útiles  y  productivos  á  los  brazos  involuntariamente 
ociosos,  y  asi  lo  ha  comprendido  el  gobierno  en  varias  oca- 
siones (S). 

A»l.—  IL  Prohibir  la  exportación  de  los  artículos  de  pri- 

(1)  Real  drdeode  l.^de  mayo  de  1847. 

(2)  Reales  órdenes  de  9  de  junio  de  1847,  12  de  abril  de  18i8,  j 
otras. 


Digitized  by 


Google 


293  DERECHO   ADMmiSTBATIVO  BSPAÍ^OL. 

mera  aecesidad.— Si  la  prohibición  es  rigorosa,  su  efeet» se- 
rá estancar  las  subsistencias  en  los  mercados  nacionales  y 
detener  el  alza  de  sus  precios.  Esta  providencia  no  debe  dic- 
tarse sino  bajo  las  condiciones  siguientes: 

I.  Que  la  escasez  sea  verdadera  y  no  imaginaría,  lo  cual 
n6  siempre  es  Tácil  distinguir,  porque  el  terror  pánico  del 
hambre  en  todos  tiempos  ha  impresionado  vivamente  á  los 
pueblos;  y  por  eso  mismo,  antes  de  cerrar  las  puertas  á  los 
artículos  de  primera  necesidad,  coAviene  reunir  datos  y  no- 
ticias acerca  de  sus  existencias  en  toda  la  nación,  de  las  can* 
tidades  que  se  extraen  y  del  estado  general  de  los  pueblos 
vecinos  en  punto  á  mantenimientos  (4). 

II.  Que  la  escasez  sea  general  ó  casi  general  en  los  mer- 
cados extranjeros  mas  inmediatos,  y  el  desnivel  de  los  pre- 
cios interiores  y  exteriores  tanto,  que  deba  abrigarse  el  pru- 
dente «recdo  de  que  el  movimiento  espontáneo  del  comercio 
precipitara  la  exportación,  y  disminuirá  las  reservas  hasta  el 
punto  de  no  bastar  las  existencias  ciertas  ó  probables  para 
el  propio  consumo. 

lu.  Que  no  existan  causas  artificiales  de  escasez  ó  ca- 
restía^  como  trabas  al  comercio,  dificultad  de  transportes, 
impuestos  onerosos,  reprobados  monopolios  y  otras  seme- 
jantes. 

IV.  Que  el  gobierno  haya  tentado  antes  otros  medios 
mas  suaves  de  abastecer  á  los  pueblos,  considerando  que  la 
prohibición  de  exportar  es  un  recurso  extremo  y  un  remedio 
peligroso,  pues  si  bien  empleado  aliviará  el  dolor  de  la  esca- 
sez y  de  la  carestía  de  las  subsistencias,  aplicado  sin  discrec* 
cion  agravará  el  mal,  porque  impidiendo  la  salida  de  los  pro- 
ductos existentes,  pudiera  llegarse  hasta  secar  la  fuente  mis- 
ma de  la  producción. 

«Antes  de  dictar  tan  extremadas  resoluciones  (dice  el  go- 
bierno), el  gefe  de  ilna  provincia  encargado  de  la  policía  de 
las  subsistencias,  debe  adoptar  en  caso  de  penuria  otras  me- 
didas que,  sin  estar  fundadas  en  prohibiciones  y  restriccio- 

(1)    Real  órdcQ  circular  de  11  de  febrero  de  1847. 
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Des  que  aDÍquilao  el  comercio,  socorren  la  necesidad  Igcal 
y  transitoria  producida  por  la  carestía  de  granos;  ya  ilus- 
trando á  sus  administrados  sobre  la  necesidad  de  comprar 
mas  caro  el  pan  en  los  años  de  escasez,  so  pena  de  aumen- 
tar y  hacer  mayores  y  pertnanenles  las  escaseces  y  miserias 
para  lo  futuro,  si  por  abaratarlo  se  dictan  providencias  que 
agoten  las  fuentes  productivas,  entre  las  cuales  es  una  de  las 
principales  el  tráfico  interior;  ya  procurando  trabajo  á  las  cla- 
ses menesterosas;  ya  promoviendo  obras  públicas;  ya  escí- 
tando  el  celo  de  los  pudientes  por  medio  de  suscripciones 
hacia  el  socorro  de  sus  convecinos;  ya  vigilando  lo^merca- 
dos  para  evitar  el  monopolio  queptenga  por  mira  hacer  subir 
el  precio  de  los  objetos  de  primera  necesidad;  ya  destruyen- 
do toda  gabela  ó  imposición  que  los  encarezca;  ya  presen- 
tando en  el  mercado  trigos  procedentes  de  los  pósitos  á  mas 
bajo  precio  que  el  ordinario  para  establecer  una  saludable 
concurrencia;  ya  destinando  cantidades^ en  metálico  para  que 
los  panaderos  puedan  ejercer  su  industria  á  mas  bajo  pre- 
cio» (1).  Tal  es  nuestra  jurisprudencia  administrativa  en  este 
punto. 

V.  Y  por  último,  que  disipados  los  temores  de  escasez  y 
carestía,  vuelva  el  tráfico  de  las  subsistencias  á  su  estado 
normal,  y  se  restituya  á  la  agricultura  y  al  comercio  toda  la 
libertad  de  acoion  que  de  justicia  se  les  debe  y  de  la  cual, 
solo  en  circunstancias  extraordii^rias,  pueden  ser  priva- 
dos (2). 

&08.—  III.  Permitirla  importación  de  los  objetos  de  ge- 
neral consumo,  si  estuviereordinariamente  prohibida.— So- 
lo el  comercia  exterior  puede  llenar  los  huecos  de  la  produc- 
ción interior.  Estos  permisos  suelen  ser  temporales  y  los  otor- 
ga la  administración  ora  por  un  plazo  cierto,  ora  durante  un 
término  indefinido ,  porque  siendo  la  relajación  de  las  leyes 
económicas  establecidas,  tanto  debe  durar  su  suspensión, 
cnanto  las  circunstancias  que  la  motivan. 

También  hizo  el  gobierno  uso  de  esta  facultad  en  la  épo- 

(i)    Beal  orden  circular  de  l.^de  mavo  de  1847. 
(2)    Real  drdeo  do  23  do  julio  de  1847.  ' 
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ca  4e  penuria  á  que  hemos  aludido;  pero  fue  solamente  una 
medida  de  parcial  aplicación  á  las  provincias  donde  mas  ame- 
nazaban la  escasez  ó  la  carestía  de  las  subsistencias  (4),  y  un 
régimen  verdaderamente  transitorio  y  escepcional  (2). 

ft90.—  IV.  Formar  acopios  de  artículos  de  primera  ne- 
cesidad por  cuenta  de  la  administración. — Este  sistema  es 
antiquísimo  en  España  en  donde  conocemos  los  estableci- 
mientos destinados  á  dicho  servicio  público  con  el  nombre  de 
pósifos.  Verdad  que  el  objeto  de  los  pósitos  no  es  solamente 
remediar  la  falta  de  subsistencias,  pues  además  prestan  gra* 
no  á  los* labradores  para  la  siembra;  pero  nosotros  hablare- 
mos aquí  de  ellos,  porque  no  tanto  es  una  institución  seme- 
jante á  un  banco  agrícola,  cuanto  un  simple  repuesto  ó  fon- 
do de  reserva  consistente  en  especies  alimenticias,  el  cual  se 
forma  en  épocas  de  abundancia  y  baratura  para  combatir  las 
eventuales  escaseces  y  carestías.  Tampoco  deben  ser  consi* 
derados  como  remedios  accidentales  ó  medidas  de  circuns- 
tancias, sino  como  ilistituciones  permanentes  bijas  de  un 
sentimiento  de  previsión. 

eoo.— Es  incierto  el  origen  de  los  pósitos:  la  primera  ley 
que  á  ellos  se  refiere  es  del  tiempo  de  Felipe  II.  Debieron  so 
principio  á  coavenios  entre  los  vecinos  de  tos  pueblos  los 
mas,  y  algunos  á  fundaciones  piadosas,  por  ejemplo,  los  de 
Toledo ,  Alcalá  y  otros  que  ha  creado  á  sus  expensas  el  carde- 
nal Jiménez  de  Cisneros.^a  necesidad  de  combatir  lapenu* 
ria  que  antes  experimentaban  los  pueblos  con  frecuencia,  ya 
porque  las  cosechas  de  nuestro  suelo  no  alcanzasen  para  el 
consumo  interior,  ya  porque  la  indiscreta  policía  de  los  abas- 
tos públicos,  en  vez  de  procurar  la  abundancia,  airajese  la  es* 
caséz,  sugirió  este  J)uen  pensamiento  que  fué  generalmente 
imitado  en  todo  el  reino.  Sigúese  de  aquí,  que  conforme  la 
agricultura  fuere  prosperando,  y  á  medida  que  las  verdades 
económicas  vayan  ejerciendo  mas  poderoso  influjo  en  la  ad- 
ministración, la  utilidad  de  los  pósitos,  como  graneros  públi- 
cos ó  reservas  de  provisiones,  irá  en  progresiva  decadencia, 

(1)  Real  drden  de  3  de  mayo  do  1847. 

(2)  Real  drdeu  de  23  de  juliu  de  1847. 
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y  al  fia  acabará  por  perder  enteramente  este  carácter,  y  se 
bará  cada  vez  mas  argente  reorganizarlos  ó  sustituirlos  con 
unos  verdaderos  bancos  agrícolas >  según  ya  se  ha  intentado, 
aunque  en  vano  hasta  ahora. 

•IM.— A  fines  del  siglo  pasado  y  entrado  ya  el  presen- 
te, no  bastando  el  producto  de  las  rentas  para  cubrir  las  car« 
gas  ordinarias  y  extraordinarias  del  erario,  aceptó  el  góbier* 
no  las  ofertas  qu^  varias  justicias  y  juntas  de  pósitos  le  hi* 
cieron  de  sus  fondos,  y  mandó  exigir  el  veinte  por  ciento  en 
granos  y  dinero  (4);  y  poco  después  se  les  exigió  la  tercera 
parte  aunque  en  calidad  de  préstamo,  para  atenderá  las 
provisiones  del  ejército  y  de  la  armada  (2). 

Con  estas  exacciones  ruinosas  y  con  los  abusos  que  en  la 
administración  de  los  pósitos  se  introdujeron  á  la  sombra  de 
las  guerras  civiles  y  extranjeras  que  se  han  sucedido,  lle- 
garon aquellos  montes  de  socorro  á  su  mayor  grado  de  pos- 
tración y  abatimiento. 

eo9.— El  gobierno  de  los  pósitos  estuvo  al  principio  al 
cuidado  de  juntas  especiales  nombradas  por  los  interesados 
mismos  ó  por  los  Ayuntamientos;  pero  reconociendo  la  ad- 
ministración la  necesidad  de  ejercer  su  derecho  de  suprema 
inspección  y^  vigilancia,  encargó  al  Consejo  de  Castilla  la  di- 
rección superior  de  este  ram(f  en  4608.  Una  corporacroa  tan 
numerosa  y  revestida  con  tan  latas  facultades,  era  muy  poco  á 
propósito  para  administrar:  la  experiencia  acreditó  su  descui- 
do ó  su  incapacidad,  y  pasaron  dichos  establecimientos  al  mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  en  1754 .  Una  contaduría  espe- 
cial entendía  en  todo  lo  gubernativo,  y  una  subdelegacion  co* 
nocía  de  lo  judicial  que  en  los  pueblos  estaba  encomendado 
á  los  corregidores  ó  alcaldes  mayores. 

Volvieron  los  pósitos  al  Consejo  de  Castilla;  las  cortes  de 
Cádiz  confiaron  su  administración  á  las  autoridades  provin- 
ciales; en  4  SU  tornaron  á  su  antiguo  estado ;  en  4848  creó- 
se una  superintendencia  general  de  pósitos  agregada  al  mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia;  fué  suprimida  en  4820  resta- 

(I)    Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1799. 
Ci)    Real  decreto  de  8  de  marzo  de  1801. 
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bleciéndose  el  régimen  administrativo  de  4842;  reapareció 
la  autoridad  ()el  superintendente  en  4823,  y  en  4833  se  agre- 
gó definitivamente  el  ramo  de  pósitos  al  nuevo  ministerio  del 
Fomento,  y  hoy  subsiste  en  el  de  Gobernación. 

Esto  en  cuanto  á  la  administración  superior:  la  inmedia- 
ta corresponde  á  la  autoridad  local,  si  los  pósitos  son  reales, 
porque  según  la  ley ,  pertenece  á  los  Ayuntamientos  acordar 
sobre  la  repartición  de  los  granos  de  pósitos,  y  la  adminis* 
tracion  y  fomento  de  dichos  establecimientos  (4). 

Los  alcaldes  ejercen  una  acción  directa  y  ticBen  una  in- 
mediata intervención  en  la  administración  de  los  pósitos: 

1 .  Como  ejecutores  de  todos  los  acuerdos  y  deliberacio- 
nes de  los  Ayuntamientos. 

2.  Como  encargados  de  dirigir  todos  los  establecimien- 
tos municipales  sostenidos  con  los  fondos  del  común.      ^ 

3.  Como  encargados  también  de  velar  sobre  el  buen  des.- 
empeño  de  los  administradores  y  empleados  en  la  recauda- 
ción é  intervención  de  los  fondos  comunes. 

Por  manera  que  en  los  Ayuntamientos  reside  la  potes- 
tad reglamentaría  en  materia  de  pósitos,  y  á  los  alcaldes 
competen  las  atribuciones  activas. 

Los  gefes  políticos  participaban  también  con  el  carácter 
de  autoridades  superiores  del  gobierno  de  los  pósitos,  por 
cuanto  entra  en  el  número  de  sns  facultades  vigilar  é  ins- 
peccionar todos  los  ramos  de  la  administración  comprendí-, 
deseo  el  territorio  de  su  mando,  y  los  establecimientos  que 
de  ellos  dependen  (2);  pero  es  de  advertir  que  deben  oír 
previamente  á  las  Juntas  provinciales  de  Agricultura,  pues 
son  su  consejo  obligado  en  esta  materia  (3). 

Si  los  pósitos  fueren  píos  ó  de  fundación  particular,  ad- 
ministran sus  legítimos  patronos,  limitándose  la  interven- 
ción del  gobierno  á  ejercer  un  simple  derecho  de  protecto- 
rado ó  tutela  i  encaminado  áque  la  voluntad  del  fundador  sea 
eumplida,  pues  tal  es  la  jurisprudencia  común  á  todas  las 

(1)  Ley  de  8  de  enero  de  t845,  art.  80,  §  5. 

(2)  Ley  de  2  de  abril  de  1845,  art.  4,  §.  7. 

(3)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848,  art.  1 0,  §  I . 
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fuadaciones  ó  estableciinientos  que,  si  bien  son  de  origen 
privado  t  satisfacen  intereses  colectivos. 

Los  negocios  contenciosos  del  rafno  de  pósitos  están  su- 
jetos á  la  jarisdiccion  ordinapia  (4). 

•4IS. — En  la  administración  de  los  pósitos  deben  -consi* 
derarse  cuatro  pnntos  principales,  á  saber:  4.^  la  custodia 
de  los  granos  y  caudales;  2.®  el  método  de  distribuir  los  so- 
corros; 3.^  el  reintegro  de  los  anticipos,  y  4.^  la  contabi- 
lidad. 

€104.—  I.  De  tas  existencias  en  metálica  ó  especies  per* 
tenecientes  á  los  pósitos,  asi  como  de  iodo  cnanto  se  recau- 
de, debe  hacerse  cargo  un  depositario  nombrado  por  el  Ayun- 
lamientQ.  Unas  y  otras  deben  estar  cerradas  en  parage  seguro 
y  bajó  tres  llaves  distintas  que  tienen  el  alcalde,  el  regidor 
individua  de  la  junta  y  el  misma  depositario.  Hay  dos  libros 
de  asiento  para  la  entrada.y  salida  de  caudales,  y  otros  dos 
para  llevar  la  cuenta  y  razón  de  los  granos:  estos  últimos  se 
depositan  en  otra  arca  de  tre^  llaves  que  habrá  en  el  granero 
con  tal  destino.  Los  libros  deben  formarse  con  papel  del  sello 
cuarto,  excepto  la  primera  y  última  hoja  que  serán  de)  pri- 
mero. No  se  permite  extraer  cantidad  alguna,  ni  en  dinero, 
ni  en  especies,  que  no  fuere  intervenidá'^r  todas  estas  tres 
personas  ó  por  otras  de  su  confíanaa  que  lo  hagan  á  cuenta 
y  riesgo  de  los  principales  responsables.  Tampoco  es  lícito 
invertir  los  caudales  ni  los  granos  en  otros  fines  que  los  de 
su  instituto  y  destino.,  bajo  la  responsabilidad  de  los  que 
acordaren  y  ejecutaren  lo  contrario,  y  de  ser  castigados  con 
la  pena  correspondiente  á  su  malicia  (2). 

0OA.—  IL  El  repartimiento  de  los  granos  pertenecientes 
á  los  pósitos  tiene  dos  objetos ,  suministrar  á  los  labradores 
pobres  las  semillas  de  la  próxima  cosecha  y  procurarles  sub- 
sistencias durante  los  meses  mayores  (3). 

En  el  primer  caso,  cuando  llega  la  época  de  la  semente- 
ra, el  alcalde  á  nombre  del  Ayuntamiento  llama  por  edictos 

(1)  Real  drden  de  2  de  mano  ^e  1834. 

(2)  Ley  4,  til.  xx,  lib.  vii^Wo?.  B'eeop. 

(3)  Abril ,  ma jTO ,  janio  y  julio. 
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á  todos  los  jornaleros  y  labradores  pobres  para  que  le  diri- 
jaa  sus  solicitudes,  expresando  las  tierras  que  labran,  el  gra- 
no que  poseen,  las  faltas  qne  notan  y  todas  cuantas  circuns- 
tancias fueren  conducentes  á  ilustrarle  acerca  de  sus  nece* 
sidades.  La  corporación  municipal  debe  acordar  en  vista  de 
los  memoriales  y  con  presencia  de  informes,  la  manera  de  ?e- 
rificar  el  repartimiento. 

Si  hubiere  agravios,  tiene  el  vecino  que  se  considera 
perjudicado,  facultad  para  reclamar  ante  la  misma  corpora- 
ción ,  de  cuya  resolución  definitiva  puede  todavia  elevar  qae- 
ja  á  la  Diputación  provincial  (1);  atribución  que  no  creemos 
derogada  por  la  ley  orgánica  de  estos  cuerpos,  sino  por  el 
contrario  confirmada  en  la  cláusula  que  les  otorga  el  derecho 
de  deliberar  en  todos  los  asuntos  acerca  de  los  cuales  las  le- 
yes l6  conceden  ó  concedieren  dicha  facultad  (2).  En  este  pri* 
roer  repartimiento  no  deben  los  Ayuntamientos  expender  ar^ 
riba  de  la  tercera  parte  de  los  granos  existentes  en  el  pósi-* 
to;  pero  si  podrán,  como  arbitros  y  jaeces  exclusivos,  dispo-* 
ner  nuevos  repartos,  si  la  necesidad  asi  lo  reclama. 

En  el  segundo  caso,  cuando  el  objeto  es  facilitar  subsis- 
tencias á  los  menesterosos,  hácese  la  distribución  según  el 
mismo  método  que  én  el  anterior.  Si  hubiere  grano  sóbranos 
te  del  primer  repartimiento,  puede  el  pósito  reducirlo  á  pan 
por  su  cuenta,  ó  dárselo  fiado  á  los  panaderos  que  lo  solici- 
ten y  mas  ofrezcan,  con  tal  que  el  plazo  para  pagarlo  no  ex- 
ceda de  ocho  dias.  Si  no  hubiese  necesidades  públicas,  aun* 
que  sí  se  experimentase  carestía,  debe  vender  sus  existen-^ 
cias  para  renovarlas,  y  para  aumentar  la  provisión  de  los 
mercados  y  promover  la  baratura;  mas  no  lo  hará,  silos 
precios  estuvieren  bajos,  porque  entonces  sufrirla  pérdida 
ó  quebranto  el  establecimiento  (3).  Si  no  tuviese  granos 
existentes,  y  sí  caudales,  el  Ayuntamiento  se  halla  autoriza- 
do para  disponer  la  compra  de  aqoellos,  encargando  dicha 
comisión  á  personas  de  su  confianza  que  podrán  desempe- 

(1)  Ley  de  3  de  febrero  de  18Í3,  art.  92. 

(2)  Ley  do  8  de  enero,  art.  56,  §.  7. 

(3)  Real  drdcu  de  14  de  noTicmbre  de  1836.     . 
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ñarla  eo  el  poeblo  iDismo  ó  eo  los  iomédiatos,  según  crea 
mas  coBveoieDte  á  los  iniereses  generales  y  á  los  particula- 
res del  pósito.  La  ley  de  la  Novisíma  Recopilación  citada  que 
contiene  casi  todas  estas  disposiciones  reglamentarias,  en- 
carga por  últi^io  que  los  Ayuntamientos  procedan  como  dili- 
gentes padres  de  Tamilia,  y  procuren  que  la  administración 
ceda  en  mayor  bien  de  los  pueblos. 

•oe.-*  III.  El  reintegro  de  los  granoso  caudales ade* 
lantados  ha  merecido  una  especial  atención  al  legislador;  y 
si  alguna  vez  parece  excesivamente  canto  y  hasta  rigoroso, 
obsérvese  que  no  de  otro  modo  seria  posible  impedir  la  pron- 
ta ruina  de  los  pósitos. 

No  se  entrega , partida  alguna  de  granoso  dinero,  sin 
preceder  el  otor^miento  de  una  obligación  hipotecaria  de 
reintegro  corroborada  con  fianzas.  Llegada  la  próxima  eo* 
secba,  que  suele  ser  la  época  en  que  espira  el  plazo  de  todos 
los  préstamos  del  año  anterior,  deben  los  deudores  reintegrar 
ai  pósito  devolviéndole  las  cantidades  recibidas,  con  masías 
creces  que  se  llaman  pupilares  consistentes  en  medio  cele- 
mín por  fanega,  si  fueren  especies,  y  si  metálico  el  tres  por 
ciento  (4).  Queda  á  elección  del  deudor  v.erifícar  el  rein- 
tegro en  granos  ó  en  dinero;  y  si  prefiriese  lo  primero,  ¿aa 
de  ser  trasladados  al  pósito  desde  la  era  antes  de  entrojar- 
los (2). 

La  recaudación  está  al  cuidado  de  los  Ayuntamientos  cu* 
yos  individuos  son  responsables  de  las  partidas  fallidas  por 
su  tolerancia  ó  negligencia;  pero  pueden  las  Diputacioaes 
provinciales  conceder  moratorias  á  los  pueblos  ó  á  particu- 
lares que  las  soliciten  con  conocimiento  de  causa  justa /an- 
dada en  esterilidad,  en  ape4reoa  por.  nubes»  destrucción  por 
langosta  y  otras  semejantes  (3). 

Tales  eran  los  privilegios  de  los  pósitos  k  fin  de  mante- 
ner la  integridad  de  sus  fondos,  que  los  créditos  incobrables 
se  satisfacían  por  medio  de  arbitrios  ó  repartimientos  veei- 

(1)    Real  cédala  de  15  de  jalio  de  1815. 

(S)    Gircalar  de  18  de  junio  de  1819. 

(3)    Decreto  de  las  cdrtes  de  14  de  setiembre  c^e  1837. 
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nales;  pero  bao  cesado  ya  las  formas  de  reintegro  que  antes 
se  verificaban  según  las  reglas  de  encabezamiento,  de  uten- 
silios ó  de  otra  manera  directa  (1);  asi  como  la  exacción  de 
cualesquiera  arbitrios  é  impuestos  establecidos  para  la  res- 
tauración de  los  fondos  de  pósitos ,  sea  cual  fuere  la  natura- 
leza de  dichos  gravámenes  (2). 

Todos  los  débitos  anteriores  al  dia  1  .^  de  junio  de  1 8U 
están  perdonados  y  declarados  extinguidos,  ya  provengan  de 
los  préstamos  ó  repartimientos  ordinarios  y  extraordinarios 
hechos  á  los  particulares,  ya  de  menos  cargos  de  cuentas  en 
que  no  pueda  hacerse  efectiva  la  responsabilidad;  pero  están 
exceptuadas  de  esta  gracia  aquellas  pendas  de  la  citada  épo- 
ca que  procedan  de  alcances  contra  los  depositarios  ó  indivi- 
duos de  los  Ayuntamientos  y  juntas  que  han  manejado  los  pó- 
sitos, ó  de  malversación  de  fondos,  y  también  las  que  se  ha- 
llen ya  aplazadas  ó  afianzadas,  ó  se  estén  reintegrando  con 
los  productos  dé  bienes  ó  fincas  arrendadas  ó  en  adminis- 
tración (3). 

De  los  débitos  posteriores  á  aquella  fecha  y  anteriores  á  31 
de  diciembre  de  1843  se  les  condona  el  setenta  por  ciento,  así 
á  los  Ayuntamientos,  como  á  los  particulares,  siempre  que 
no«resulten  segundos  contribuyentes  responsables  á  su 
pago  (4). 

Como  los  pósitos  se  hallasen  en  posesión  de  varias  fincas 
rústicas  y  urbanas  que  habian  adquirido  en  pago  de  deudas, 
cuya  administración  era  poco  lucrativa,  sino  gravosa  á  di- 
chos establecimientos,  se  ha  mandado  proceder  á  la  venta  y 
enagenacion  en  pública  subasta  de  todas  cuantas  les  perte- 
neciesen en  plena  propiedad  previa  tasación  y  con  citación 
de  los  antiguos  dueños. ó  sus  herederos,  esceptuando  sola- 
mente los  edificios  destinados  á  paneras  y  oficinas  del  ra- 
mo (5).  El  gobierno  ha  creido  con  razón  que  esta  riqueza 

( 1 )  Real  decreto  de  25  de  setiembre  de  1 833 . 

(3)  Real  drden  de  SO  de  enero  de  1834. 

(3)  Real  drden  de  9  de  junio  de  1833,  arts.  1  y  S. 

(4)  Real  orden  de  n  de  julio  de  1 848. 

(5)  Ibid.  arl.  3. 
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territorial  seria  mas  útil  al  estado,  enagenáifdose  y  convir- 
tiéndose en  propiedad  particular. 

669.—  [V.  Siendo  los  pósitos  unos  establecimientos  mu- 
nicipales, su  sistema  de  cuenta  y  razón  debe  ajustarse  á  las 
reglas  señaladas  para  la  contabilidad  municipal.  El  importe 
de  los  jornales  necesarios  para  conducir  granos,  conservar- 
los, expenderlos  y  otros  trabajos  semejantes,  habrá  de  con- 
siderarse como  un  gasto  obligatorio,  porque  pertenecen  á  es- 
ta categoría,  además  de  los  expresados  en  la  ley  orgánica  de 
los  Ayuntamientos,  todos  los  proscriptos  á  dichas  corpora- 
ciones por  las  leyes.  Antes  se  aplicaba  el  uno  por  ciento  por 
razón  de  administración  en  beneficio  de  los  Ayuntamientos  ó 
jnntas  administradoras  de  los  pósitos;  mas  hoy  está  implíci- 
tamente abolido  este  derecho,  en  cuanto  pertenece  á  aquellos 
arreglar  por  medio  de  acuerdos  la  administración  de  dichos 
establecimientos  y  nombrar  bajo  su  responsabilidad  los  de- 
positarios y  encargados  de  la  intervención  de  los  Tondos  co- 
munes, y  por  consiguiente  imponerles  condiciones.  El  gra- 
vamen de  tres  maravedís  en  Tanega  que  también  se  exigía 
anteriormente  para  gastos  de  las  oficinas  centrales  está 
igualmente  suprimido  por  el  mf  ro  hecho  de  carecer  de  apli- 
cación. 

668.— Todavía  el  gobierno,  no  confiando  sin  duda  en  la 
eficacia  de  los  pósitos,  ó  extendiendo  su  previsión  á  los  pue- 
blos que  carecen  d» ellos,  autorizó  en  una  época  reciente  de 
alarma,  mas  bien  quede  verdadera  escasez,  á  los  Ayunta- 
mientos para  que  bíciesen  pedidos  de  granos  á  los  mercados 
interiores  ó  á  los  extranjeros,  y  á  los  géres  políticos  para  que 
aplicasen  cualesquiera  fondos  ¿  levantasen  préstamos  bajo  la 
garantía  de  un  próximo  reembolso,  si  aquellas  corporaciones 
careciesen  de  recursos  con  que  hacer  frente  á  la  penuria  (1). 
Medidas  son  eslas  no  de  interés  permanente,  sino  de  apli- 
cación transitoria,  y  que  por  tanto  no  forman  una  constante 
jurisprudencia  administrativa;  pero  enseñan,  sin  embargo, 
un  camino  trillado  y  sugieren,  si  la  experiencia  los  abona,  un 

(i)   Real  orden  de  3  de  mayo  de  1847. 


igitized  by 


Google 


30%  DBRKCaO  ADM1NI8TBAT1V0   B8PAN0L. 

recurso  mas  para  combatir  con  éxito  fayorable  la  escasez  ó 
la  carestía  de  las  subsisteocías. 

CAPÍTULO  V. 

De  Im  poUjeiA  Miiiitorta. 

(>09. — Salud  publica.  611. — Policía  sanitana. 

610.— Higiene  piiblica.  613.— Puntos  que  abraza. 


-El  sentimiento  innato  de  la  propia  conservación 
domina  á  las  sociedades  como  á  los  individuos.  Existir ,  ó  no 
existir  es  el  perpetuo  dilema  en  que  la  humanidad  se  agita,  y 
todos  sus  esfuerzos  en  el  orden  físico,  y  todas  sus  investiga- 
ciones en  el  orden  moral,  son  la  expresión  exacta  de  la  lucba 
constante  del  hombre  con  la  destrucción ;  lucha  en  que  las 
generaciones  se  reemplazan  y  cuyo  premio  á  veces  perdido, 
á  veces  reconquistado,  es  la  vida  bajo  todas  sus  faces,  la  vida 
depurándose  por  grados  y  dilatándose  con  los  siglos. 

La  salud  es  el  mayor  bien  del  hombre,  porque  la  sa- 
lud es  la  plenitud  de  la  vida.  El  enfermo  oscila  entre  la  vi- 
da y  la  muerte^  vive  solameqte  á  medias  en  un  estado  pe- 
noso de  dolor.  La  sociedad  sufre,  si  sufren  sus  miembros;  se 
priva  de  su  concurso  temporal  cuando  padecen ,  y  los  pierde 
para  siempre  cuando  mueren. 

MO.-— Mientras  bastan  los  esfuerzos*  individuales  para 
neutralizar  las  causas  perturbadoras  de  nuestro  organismg, 
la  administración  abandona  el  cuidado  de  la  salubridad  al 
interés  particular  y  la  higiene  es  privada ;  mas  cuando  los 
principios  de  destrucción  resisten  á  la  eficacia  de  estos  me- 
dios ordinarios  de  combatirlos,  entonces  interviene  la  autori- 
dad para  proteger  la  salud  de  los  administrados,  y. la  higiene 
será  pública. 

La  higiene  pública  no  es  sino  la  misma  higiene  indivi- 
dual; solóse  diferencia  de  la  privada  en  la  escala  de  sus  apli- 
caciones: la  una  habla  al  hombre,  la  otra  se  dirige  á  la  so- 
ciedad. 

•tt.— Las  providencias  de  la  administración  encamina- 
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das  á  mantener  la  salubridad  pública  constituyen  la  policía 
sanitaria  que  es  un  ramo  de  la  policía  general,  y  también  par- 
te de  la  policía  municipal. 

La  acción  administrativa  en  punto  á  sanidad  pública  es 
esencialmente  previsora:  la  higiene  preserva  la  salud  comba- 
tiendo las  causas  generales  ó  locales  de  enfermedad,  di- 
sipando los  focos  de  infección  é  impidiendo  el  contagio.  El 
orígen  de  las  enfermedades  asi  endémicas,  como  epidémicas  y 
esporádicas  se  encuentra  en  la  naturaleza  del  suelo ,  en  el 
aire,  en  las  aguas,  en  los  alimentos,  en  las  costumbres  y  en 
otras  causas  todavía  mal  conocidas.  Cuando  la  administración 
puede  eUirpar  la  raiz  del  mal,  debe  hacerlo;  cuando  no,  ate- 
nuar sus  efectos;  y  si  las  dolencias  fuesen  exóticas,  le  que- 
da aun  el  recurso  A  adoptar  medidas  que  impidan  su  impor- 
tación y  atajen  su  propagación. 

Descepando  bosques  unas  veces ,  haciendo  plantaciones 
otras,  desecando  lagunas  siempre,  y  sustituyendo  el  cultivo 
al  estado  salvaje  de  las  tierras,  se  purifica  el. aire,  se  suaviza 
la  temperatura  y  se  corrige  la  insalubridad  de  los  climas. 
Asi  han  desaparecido  de  las  antiguas  Galías  y  de  la  Germa- 
nia  las  enfermedades  que  diezmaban  su  población;  y  en  nues- 
tros dias,  descuajando  los  bosques  seculares  de  la  Pensilva- 
nia,  han  cesado  las  fiebres  malignas  que  antes  eran  allí  tan 
frecuentes  y  mortales. 

También  el  régimen  alimenticio  influye  de  una  manera 
notable  en  la  salud  púMica:  las  escaseces  y  carestías  engen- 
dran unas  enfermedades  y  agravan  oti^s,  y  el  predominio  de 
ciertas  sustancias  determina  la  especialidad  de  tales  dolen- 
cias, asi  como  la  adulteración  de  los  alimentos  y  bebidas  es 
causa  de  muchas. 

La  eieiicia  y  el  arte  de  curar  deben  ser  asimismo  objeto 
de  la  inspección  sanitaria  del  gobierno.  Xos  estudios  previos 
y  las  pruebas  de  capacidad  que  se  exigen  á  los  médicos,  ci- 
rujanos y  farmacéuticos  demuestran  que  la  solicUud  paternal 
de  la  administración  comprende  cuanto  peligro  no  habría  en 
abandonar  el  ejercicio  de  estas  profesiones  á  la  libre  concur  • 
rencia,  igualmente  que  la  elaboración,  introducción,  venta  y 
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aplicacioo  de  las  sustaacías  medicinales  y  venenosas.  Tales 
garantías  hubieran  sido  ineficaces  ó  ilusorias ,  si  la  adminis- 
tración no  prohibiese  ejercer  aquellas  facultades  á  quien  no 
sea  profesor  y  no  castigase  á  los  intrusos  con  toda  severidad. 
•19.— Á  tres  puntos,  pues,  reduciremos  las  doctrinas  ad- 
ministrativas concernientes  á  la  policía  sanitaria  consideran- 
do en  globo  el  diverso  origen  de  las  causas  perturbadoras  de 
la  salud  pública,  á  saber,  la  atmósfera,  los  alimentos  y  la  cu- 
ración de  las  enfermedades. 


Articulo  1  .** — ^lLY\Aaftm\as. 


613 
614. 
615. 
616. 

617. 
618. 
619. 
620. 

621. 


622.--1 

623. 
624. 

625.— 


626 
627 
628 
629. 
630, 


—Epidemias. 

—Policia  sanitaria  interior, 

—Aguas  estancadas. 

—Establecimientos  de  ense- 
ñanza. 

■—Hospitales. 

—Cárceles  y  presidios. 

—Vacuna. 

—Inhumación  y  exhumación 
de  cadáveres. 

—  Establecimientos  insalu- 
bres y  peligrosos. 
Medios  de  evitar  el  con- 
tagio. 

-Período  de  sospecha. 
Declaración  de  la  enferme- 
dad. 

Precauciones  por  la  viadel 
mar. 

—Cordones  sanitarios. 

—Eficacia  de  este  medio. 

— Desaparición  del  mal. 

— Cuarentena. 

— Expurgo. 


631. — Libre  comunicación. 

632. — Policia  sanitaria  exterior, 

633.— Cer|ttcado8  de  sanidad. 

634.— Patente  sucia. 

635. — Patente  sospechosa. 

636. — Patente  limpia. 

637.— Admisión  de  las  proceden- 
cias. 

638.— Cuarentenas. 

639. — Lazaretos. 

640.  — Aprehensión  de  géneros 
infestados. 

641. — Precauciones  contra  el  có- 
íera-morbo, 

642.— Patentes  de  sanidad.    . 

643 Deberes  de  los  gefes  poli- 
ticos. 

644.— de  los  empleados  públicos. 

645.  —de  los  facultativos. 

646 — ^Prohibición  de  oponer  cor- 
dones sanitarios  al  cólera. 

647. — Otros  medios  de  combatir 
la  epidemia. 


ets.— La  atmósfera  ejerce  suma  influencia  en  la  salud 
pública,  ya  por  la  periodicidad  de  sus  fenómenos,  y  ya  por  las 
modificaciones  que  experimenta  en  sus  propiedades  meteoro- 
lógicas ó  en  su  composición;  de  donde  se  originan  todas  las 
enfermedades  que  por  su  cualidad  de  propagarse  y  extender- 
se á  un  gran  número  de  individuos ,  designaremos  con  el 
nombre  genérico  de  epidemias. 
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La  administración  no  debe  liinitarso,  como  ba  solido  por 
mucho  tiepipo ,  á  impedir  el  contagio  por  la  via  del  mar ,  ni 
tampoco  es  admisible  en  buenos  principios  la  división  de  la 
sanidad  en  marítima  y  terrestre ,  puesto  que  ambos  compo- 
nen la  policía  sanitaria,  significan  un  mismo  interés  y  repre- 
sentan un  solo  ramo  del  servicio  público  que  debe  estar  con- 
fiado á  las  propias  autoridades.  La  diferencia  debe  existir  en 
e.  los  reglamentos,  porque  siendo  distintas  las  causas  de  insalu- 
bridad ,  diversos  habrán  de  ser  también  los  medios  de  com« 
batirlas. 

§.  L — Policía  sanitaria  interior. 

U4.— La  policía  sanitaria  interior  vela  por  la  salud  pú- 
blica: 

Stl^.—  L  Dando  salida  á  las  aguas  estancadas  cuyas  me- 
fíticas exhalaciones  alteran  el  aire,  vician  la  atmósfera  y  des- 
arrollan calenturas  intermitentes,  Tnas  rebeldes  y  peligrosas 
en  las  zonas  meridionales  en  donde  es  mas  intensa  la  acción 
de  un  sol  abrasador.  Estas  ú  otras  causas  análogas  de  insa- 
lubridad deben  ser  combatidas  por  los  medios  higiénicos  que 
fueren  mas  apropiados  &  la  situación  del  país  y  á  las  influen- 
cias de  la  estación  (4). 

•te.—  IL  Cuidando  de  que  los  establecimientos  públi- 
cos y  privados  de  ensefianza,  los  hospicios,  los  hospitales,  las 
casas  de  corrección  de  ambos  sexos,  los  teatros,  y  en  gene- 
ral todas  las  reuniones  numerosas  ocupen  edificios  salubres 
y  se  sometan  á  un  régimen  higiénico  muy  severo. 

Por  esta  razón  se  ba  dispuesto  que  las  escuelas  públicas 
estén  bien  situadas  y  ventiladas,  en  lugar  sano  y  distribui- 
das de  una  manera  conveniente  para  que  los  nifios  quepan 
con  comodidad;  y  en  cuanto  á  las  privadas  es  obligación  de 
quien  intentare  establecerlas  dar  parte  del  sitio  en  que  pro- 
yecta colocarlas  á  la  autoridad,  la  cual  lo  hará  visitar  para 
asegurarse  de  que  ni  el  parage,  ni  el  edificio  ofrecen  incon- 

(1)    Instrnccion  de  30  de  noviembre  de  1833^  cap.  v. 
Toio  L  SO 
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venientes  que  puedan  perjudicar  á  la  salud  de  ios  alumnos. 
También  debe  la  autoridad  civil  reconocer  el  iQcal  que  se 
destina  á  los  colegios  y  fijar  el  número  de  alumnos  que  pue- 
de admitir  cada  unoalendída  su  capacidad;  y  si  el  estableci- 
miento se  tra8lada3e  á  otro  edificio,  habrá  de  ser  visitado 
nuevamente  y  modificada  la  autorización  según  las  circuns- 
tancias (4). 

•19.— Los  hospitales  públicos  deben  situarse  en  cuanto ^^ 
fuere  posible  en  los  ángulos  6  extremos  de  las  poblaciones,  y 
el  número  de  dichos  establecimientos  ser  proporcional  al  de 
habitantes,  á  fin  de  evitar  el  hacinamiento  de  los  enfermos 
que  tanto  influye  en  la  salubridad.  Es  una  observación  cons- 
tante que  la  mortalidad  es  mayor  en  los  grandes  hospitales 
que  en  los  pequeftos:  pasando  de  mil  6  mil  doscientos  enfer- 
mos es  muy  difícil  ó  tal  vez  imposible  reprimir  los  abusos  y 
evitar  los  peligros  de  la  infección.  Los  reglamentos  especia- 
les determinan  todo  lo  relativo  á  la  ventilación  ,  limpieza  y 
fumigaciones,  al  modo  de  depositar  los  cadáveres  y  á  todo 
cuanto  interesa  á  la  higiene  de  estas  casas  de  beneüceneia  (2). 

•18.— En  las  cárceles  y  presidios  también  se  adoptan 
precauciones  sanitarias,  unas  relativas  á  la  ventilación  de 
los  edificios  y  cuadras,  otras  tocantes  á  la  limpieza  y  aseo  de 
los  presos  y  confinados,  y  lo  mismo  en  las  casas  de  correc- 
ción para  mujeres  (3).  Prescindiendo  del  pernicioso  influjo 
que  el  desaseo  personal  ejerce  en  el  carácter  de  los  detenidos, 
es  constante  que  la  falta  de  limpieza  de  los  establecimientos 
penales  los  convierte  en  focos  de  infección  y  en  sentinas  de 
graves  enfermedades  tifoideas,  ouyos  estragos  no  se  con- 
tienen dentro  de  los  muros  de  aquellas  prisiones,  sino  que 
amenazan  invadir  á  los  pueblos  inmediatos.  El  abandono  de 
la  persona  en  la  vida  privada  es  un  ^rmen  de  enfermedad: 
en  la  vida  común  es  la  muerte.  Para  el  hombre  libre  es  el 

(1)  Reales  órdenes  de  12  de  agosto  de  18?S ,  de  4  de  marzo  de 
1844,  y  Beglamonto  de  estadios  de  19  de  agosto  de  1847,  arts.  151 
y  352. 

(2)  Reclamonto  de  beneficencia  de  23  de  enero  de  1822,  llt.  vii. 

(3)  Ordenanzas  de  presidios  y  reglamentos  para  las  cárceles  y 
casas  de  corrección  de  mujeres. 
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«tseo  oa  ¿eber  personal,  y  «n  deber  páblico  para  iodo  eocar- 
•cektdo. 

Pero  aan  coaado  los  presos  fuesen  las  únieas  victimas  de 
esas  causas  latentes  de  insalubridad,  de  esas  influencias  sor- 
das que  gastan  su  vida  y  los  arrastran  á  una  nmerte  prema- 
tura, la  razón,  Ja -bumanidad,  la  justicia  exigen  que  no  se  les 
i»ponga  una  pena  mayor  que  la  ley  sefiala  y  el  juez  aplica, 
á  saber ,  la  privación  de  su  MberUd  y  de  809  derechos  de 
ciudadano.  La  prisión  por  si  sola  agrava  ya  «I  castigo  legal, 
porque  nanea  se  conseguirá  reducir  el  tributo  que  en  ella  se 
paga  á  la  mnerle  hasta  igualarle  con  el  que  satisfacemos  en 
la  vida  libre:  doble  motivo  para  que  la  administración  cui- 
de con  esmeró  de  la  higiene  carcelaria.  Aun  cuando  fuese 
verdad  nqneUa  severa  máxima :  ctodo  lo  qae  se  puede,  to* 
do  k>  que  se  debe  exigir  de  una  prisión,  es  que  no  mate,» 
{cuánto  no  debe  hacer  todavía  la  administración  hasta  dis- 
minuir en  las  cárceles  y  presidios  la  espantosa  ley  de  la 
mortalidad! 

Sto.—  lll.  Generalizando  los  beneUcios  déla  vacuna.— 
La  inoculacton  de  las  viruelas  natnrales  pudo  oon  aparien- 
cias de  razan  ser  resistida,  puesto  que  muchos  nifios  eran 
▼letímas  de  eUa;  pero  en  la  vacuna  no  existe  tal  peligro,  y 
por  eso  la  administración  adopta  disposiciones  eficaces  para 
extenderla.  De  antiguo  está  mandado  que  en  todos  tos  hos- 
pitales de  las  capitales  de  provincia  se  destine  una  sala  para 
vacunar  gratuitamente  á  enantes  nifios  les  fueren  presenta- 
dos á  tos  cirujanos  del  establecimiento  en  los  dias  de  cada 
semana  sefialados  para  esta  operación  (I),  y  además  se  reco- 
miendaá  los  gefes  poli  ticos  no  permitan  concurrir  á  las  es- 
cuelas de  primeras  letras  á  los  que  no  presentaren  certifica- 
ción de  estar  vacunados  (2). 

Los  beneficios  que  la  humanidad  debe  al  descubrimiento 
de  Jenner  son  haber  disminuido  el  número  de  ciegos,  preser- 
var la  belleza  nativa  de  nuestra  especie  y  alargar  el  término 
medio  de  la  vida.  Estos  no  son  en  verdad  bienes  individua- 

(1)  Real  orden  de  14  de^igosto  de  1S15. 

(2)  iQstraccioQ  de  30  de  noviembre  de  1S33,  c^.  v. 
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les  solamente,  sino  también  ventajas  sociales,  porque  aumen- 
tan el  número  y  el  valor  de  la  población  de  los  estados,  aun 
cuando  la  virtud  preservativa  de  la  inoculación  no  alcance 
mas  que á  disminuir  la  frecuencia  y  la  intensidad  de  la  viruela. 

eto.— Dictando  rígidas  providencias  acerca  de  la  inhu- 
mación y  exhumación  de  los  cadáveres.  — A  este  fin  orde- 
nó el  gobierno  en  varias  ocasiones  la  construcción  de  cemen- 
terios, para  que  las  exhalaciones  de  los  muertos  no  infesta- 
sen el  aire  que  han  de  respirar  los  vivos,  y  no  aumentasen  así 
las  epidemias  que  por  esta  sola  causa  adquieren  una  asolado - 
ra  intensidad.  La  administración  cela  particularmente  para 
que  donde  aun  no  los  hay,  se  levanten  al  punto  estos  asilos  de 
la  muerte  ;  para  que  sean  sometidos  á  una  policía  severa,  y 
sobre  que  en  los  depósitos  de  los  cadáveres,  en  ,los  entierros 
y  en  las  exhumaciones  se  observen  las  reglas  que  la  experien- 
cia ha  revelado  ser  necesarias,  entre  tanto  que  estas  se  fijan 
en  una  ley  particular  (I). 

Desde  muy  antiguo  existe  en  España  la  prohibición  ge- 
neral de  enterrar  en  los  templos.  «Soterrar  non  deven  ningu- 
no en  la  eglesia,  si  non  á  personas  ciertas  que  son  nombra* 
das  en  esta  ley»,  dijo  don  Alonso  el  Sabio (2);  y  esta  legis- 
lación fue  confirmada  por  la  posterior  que  manda  construir 
cementerios  fuera  de  poblado  <3). 

Los  cementerios  deben  colocarse,  pues,  extramuros  siem- 
pre que  no  hubiere  dificultades  invencibles  ó  grandes  an- 
churas dentro  de  los  pueblos ,  en  parages  ventilados,  inme- 
diatos á  las  parroquias  y  lejos  de  tas  moradas  de  los  vecinos. 
La  naturaleza  del  terreno  debe  ser  silícea  ó  calcárea  para 
que  la  putrefacción  sea  mas  rápida,  y  las  exhalaciones  des- 
prendidas de  la  materia  animal  muerta  en  menor  cantidad  y 
menos  dañinas.  También  se  ha  de  procurar  no  construirlos 
cerca  de  las  corrientes  que  surten  de  aguas  potables  á  la  po- 
blación á  fin  de  que  no  se  inficionen  en  su  tránsito  (4). 

(1)  Ibidem. 

(2)  Ley  1.»,  lU.  XIII,  Parí.  1. 

(3)  Loy  1,  lil.  III,  lib.  1  y  y,  lít.  xl,  Ub.  vii,  Kov.  Recop. 

(4)  Real  drdea  de  2  de  junio  de  1833. 
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Todavia  debieran  ser  las  leyes  mas  explícitas  y  desigaar 
la  profundidad  de  las  zanjas,  la  colocación  de  los  cadáveres^ 
su  distancia  recíproca,  la  forma  de  las  plantaciones  que  ero* 
bellecen  la  mansión  de  los  muertos  y  depuran  la  atmós- 
fera sin  impedir  la  circulación  del  aire  y  la  diseminación  de 
los  miasmas,  prohibir  la  construcción  de  edificios  y  la  aber- 
tura de  pozos  á  las  inmediaciones  de  los  cementerios,  y  otros 
pormenores  al  parecer  de  escasa,  pero  en  realidad,  de  suma 
importancia  para  la  higiene  pública. 

Los  cadáveres  de  las  monjas  en  clausura  deben  ser  se- 
pultados en  los  atrios  ó  huertos  de  los  monasterios  ó  conven- 
tos y  nunca  en  los  coros  bajos  ni  en  las  iglesias.  Si  alguna  co- 
munidad careciese  de  parage  conveniente  para  este  uso,  de* 
ben  ser  conducidos  los  restos  de  sus  religiosas  á  los  cemente^ 
rios  públicos  en  donde  se  les  designará  un  sitio  á  propósito.  La 
autoridad  civil  Viene  la  obligación  de  reconocer  dichos  atrios 
ó  huertos  para  asegurarse  de  su  ventilación  y  demás  condi- 
ciones higiénicas,  antes  de  permitir  la  inhumación  en  ellos  (1 ). 

Las  exhumaciones  requieren^  una  policía  especial  que 
concille  la  justa  satisfacción  de  los  deseos  piadosos  de  las  fa- 
roilias  ó  personas  interesadas  en  la  traslación  de  los  cadáve- 
res, y  los  graves  intereses  de  la  salubridad  pública. 

También  (}ebe  la  administración  adoptar  aquellas  medi- 
das que  una  ilustrada  prudencia  aconseja  para  impedir  los 
horribles  accidentes  de  sepultar  á  personas  vivas.  El  estableT 
cimiento  de  salas  de  observación  en  donde  se  depositen  to- 
dos los  cadáveres  verdaderos  ó  presuntos  antes  de  condu- 
oirlos  á  su  última  morada,  y  un  servicio  público  bien  orga- 
nizado con  esté  objeto,  garantizarían  á  la  sociedad  contra  los 
criminales  descuidos  de  un  médico  inexperto,  ó  la  precipita- 
ción temeraria  de  los  parientes  del  enfermo. 

La  exhumación  y  traslación  de  cadáveres  no  pueden  ve-* 
rificarse  sin  que  precedan  los  siguientes  requisitos: 

L  Que  hayan  transcurrido  dos  afios  por  lo  menos  desde 
su  inhumación. 

(1)    Real  6rden  de  30  de  octubre  de  1835.  ^ 
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IL  AutorízacioQ  del  gefe  político  previo  oq  reeoooci- 
miento  facultativo  hecho  por  dos  profesores  ea  la  cieacia  de 
curar,  del  cual  resolte  que  no  perjudican  á  la  salud  pública. 

III.  Véoia  de  la  autoridad  eclesiástica. 

IV.  Que  los  cadáveres  exhumados  seao  trasladados  á  ce- 
menterios ó  panteones  particulares. 

Cuando  hubieren  pasado  cinco  afios  después  de  darles  s(S- 
pultura,  el  gefe  político  puede  ordenar  su  exhumación  de  la 
manera  y  con  los  requisitos  oportunos,  di^niendo  siempre 
que  se  haga  con  el  respeto  debido,  dando  conocimiento  al  de 
la  provincia  á  donde  hubieren  de  ser  trasladados  y  obtenien- 
do antes  el  asentimiento  de  la  autoridad  eclesiástica;  y  si  los 
cadáveres  estuviesen  embalsamados^  pueden  ser  exhumados 
en  cualquier  tiempo  y  sin  necesidad  de  recoDocimiento  facul- 
tativo. 

Las  solicitudes  para  trasladar  á  España  los  cadáveres  se- 
pultados en  tierra  extranjera  ó  vice-versa,  se  dirigen  al  Rey 
por  conducto  del  ministerio  de  la  Gobernación,  ac^reditándo- 
se  previamente  la  circunstancia  de  hallarse  embalsamados,  ó 
probando  que  habiendo  pasado  mas  de  dos  afios  desde  que 
recibieron  sepultura,  se  encuentran  ya  en  un  estado  de  com- 
pleta desecación  (1). 

ett.—  V.  Prohibiendo  en  los  pueblos  el  establecimien- 
to de  fábricas*,  talleres,  laboratorios,  almacenes  ó  depósitos 
insalubres,  porque  alteran  el  aire  ó  lo  impregnan  de  emana- 
ciones nocivas;  peligrosos,  porque  j>ueden  causar  explosiones 
ó  producir  incendios,  é  incómodos  que  suelen  ser  mas  ó  me- 
nos insalubres  además  de  vecinos  molestos  y  desagradables. 
Nuestra  legislación  sanitaria  es  sumamente  parca  en  este 
punto  importantísimo  para  la  salubridad  general:  una  sola 
ley  dice  que  siendo  útil  á  la  salud  pública  que  dentro  del 
corto  recinto  de  la  corte  y  demás  poblaciones  no  se  establez- 
can fóbricas  y  manufacturas  que  alteren  ó  inficionen  nota-- 
blemente  la  atmósfera,  como  jabonerías,  tenerías,  fábricas  de 
velas  de  sebo,  cuerdas  de  vihuela,  ni  los  obradores  de  arte- 

(i)    Real  drden  de  19  de  marzo  de  1848. 
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saaos  qtf6  se  ocopaii  en  alígaciooies  de  metales  y  fósiles  que 
alteran  el  aire,  b  jnnlade  gobierno  propondrá  cuanto  le  pa- 
rezca convenieate  para  corUr  las  fnnestas  consecuencias  que 
pueden  sobrevenir  de  esta  tolerancia  (4). 

Las  ordenanzas  municipales  pueden  suplir  en  gran  parte 
el  stleBcio  de  h  ley,  procurando  conciliar  el  libre  ejercicio  de 
la  industria  con  el  respeloqne  se  debe  á  la  salud  publica  (9). 
A  este  fin  deben  clasificar  los  establecimientos  mas  6  meaos 
iusalobres  en  tres  categorías:  en  la  primera  entran  los  que 
convieoe  alejar  de  las  babilaciones  particulares  y  de  todo  pa- 
seo ó  camino;  á  la  segunda  corresponden  los  que  pueden  si- 
tuarse en  poblado,  pero  con  ciertas  precauciones  y  bajóla 
vigilancia  de  la  policía;  y  á  la  tercera  los  que  son  del  todo 
inofiensivosé  inocentes,  y  qoe  si  requieren  una  autorí^actott 
previa,  es  solo  por  adquirir  la  oeriesa  de  que  sus  operaetoaes 
no  molestarán  al  vecindario. 

•99.— Cuando  á  pesar  de  las  medidas  preveoitivas  se  ba^ 
ya  declarado  alguna  enfermedad  de  carácter  contagioso  en 
algún  pueblo  del  rekko ,  deben  las  autoridades  procurar  la 
extinción  de  los  gérmenes  del  mal  y  alajar  la  propagación  de 
esta  plaga  á  los  demás  puntos.  Las  providencias  sanitarias 
que  otra  legislación  adminisiraítiva  manda  adoptar  son  reía* 
tívas  á  tres  distintos  estados  en  que  la  salud  de  aquel  pueblo 
puede  encontrarse,  á  aaber.  ^ 

I.  Mientras  se  sospecha  el  mal: 

II.  Durante  su  rigor: 

III.  Cuando  cesa  (Sj. 

fiis.-^  I.  Los  alcaldes,  inmedíalajMnte  qne  tuvieren  no- 
ticia de  algún  caso  de  enfermedad  sospechosa,  deben,  lo 
primero,  informarse  del  a»édico  y  de  la  familia  acerca  de  los 
síntomas,  progresos  y  método  curativo  de  la  enfermedad,  si 
ha  muerto  el  enfermo,  si  hay  esperanaaa  de  salvarle,  su 


(1)  Ley  5,  tít.  xl,  Ub  tr,  19ot.  Recop. 

(2)  Véanse  la«  ordenanzas  de  poJicia  urbana  y  rural  de  Madrid, 
artícalos  291  y  siguientes. 

(3)  Instiíuckme»  de  tUrecka  admimisiratm;!^  por  el  selior  Gonez 
do  la  Serna. 
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conplexioQ,  edad  y  sexo,  procedencia  y  trato  en  los  .quince 
dias  antes  de  enfermar;  si  negociaba  ó  se  rozó  con  efectos 
extranjeros  susceptibles  de  contagio,  si  visitó  á  alguno  ó 
algunos  enfermos,  donde  y  como,  y  si  estos  padecieroi  tam- 
bién, aunque  bayan sanado,  igual  dolencia.  Lo  segando  re- 
comendar k  la  familia  y  domésticos  la  mas  cautelosa  asisten- 
cia y  disponer  el  mayor  aislamiento  posible,  aconsejando 
qne  en  su  estancia  solo  entre  la  persona  encargada  desde  el 
principio  ó  con  mas  frecuencia  de  su  servicio.  Lo  tercero, 
dar  al  instante  parte  al  gefe  político  de  aquella  ocurrencia. 
Este  informa  al  gobierno^  quien,  sí  hubiere  fundados  te- 
mores de  contagio,  usará  probablemenie  de  su  derecho  de 
aumentar  el  número  de  vocales  de  las  juntas  de  Sanidad  re- 
servado para  los  casos  extraordinarios.  Mientras  no  se  disi- 
pen las  sospechas,  solo  con  causa  necesaria  y  urgente  se  pue- 
den expedir  pasaportes,  debiendo  hacerse  mención  de  ellas 
en  estos  y  en  las  patentes  de  sanidad  (4)* 

S9A.—  U.  Luego  que  la  existencia  del  contagio  fuere 
cierta,  el  alcalde  da  parte  al  gefe  político  y  declara  por  ban- 
do ó  de  otro  modo  solemne  el  «stado  sanitario  de  la  pobla- 
ción, dispone  que  la  correspondencia  sea  despachada  con 
piques  6  aberturas  de  una  regular  dimensión  por  ambas 
superfícies  y  empapada  en  vinagre,  incomunica  al  pueblo  y 
prohibe  las  reuniones  públicas.  Esta  última  providencia  no 
siempre  se  adopta  por  no  aumentar  la  alarma  y  consterna- 
ción de  los  habitantes  y  para  impedir  el  abandono  délos  en- 
fermos aun  en  el  seno  de  las  familias  (2). 

•M.— En  los  puertos  de  mar  se  prohibe  la  entrada  fc  las 
embarcaciones  que  no  fueren  de  so  matrícula ,  excepto  en 
el  caso  de  naufragio  próximo  ú  otros  urgentes,  y  asimis- 
mo se  manda  recoger  todos  los  timones  de  los  buques  sur- 
tos en  él  para  que  no  se  den  á  la  vela;  pero  cumplido  el  mes 
del  contagio,  pueden  ser  habilitados  los  buques  surtos  en 
el  puerto  con  patente  sucia  para  los  lazaretos  de  Mabon  ó 
Yigo  antes  de  dirigirse  á  otro  puerto  espafiol.  Aunque  se 

(1)    Real  decreto  da  17  de  marzo  de  1847,  ari.  18. 
(3)    Sr.  Gomoz  de  la  Serna. 
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permite  salir  á  los  pescadores^  es  bajo  probibicioa  de  alejar- 
se de  la  vista  del  puerto,  de  rozarse  cod  otros  boques,  de 
pemoetar  en  la  mar  y  de  extraer  gentío  para  desembarcarla 
eo  cualquier  punto  de  la  costa,  ó  de  violar  por  otros  medios 
la  incomunicación  de  cuya  rigorosa  observancia  son  respon- 
sables los  patrones  (i). 

CMl.--Para  que  la  incomunicación  sea  eficaz,  debe  esta- 
blecerse un  cordón  sanitario  ó  una  línea  de  tropas  á  me- 
dia legua  del  pueblo  en.  toda  su  circunferencia,  y  otro  á  la 
distancia  de  diez  leguas.  El  primero  permite  la  salida  de  to- 
das las  familias  é  individuos,  á  excepción  de  las  autoridades 
locales  y  Ayuntamientos.  Tampoco  se  estorba  la  salida  k 
los  facultativos  que  la  intenten  con  objeto  de  visitar  en  sus 
enfermedades  á  los  habitantes  del  campo,  á  no  ser  que  la 
escasez  de  profesores  los  hiciere  necesarios  en  el  pueblo; 
mas  el  profesor  que  residiendo  en  él  le  abandonare  des- 
pués que  se  puso  en  duda  su  estado  sanitario,  incurre  en  la 
pérdida  del  título,  donde  quiera  que  se  halle.  Los  que  hu- 
bieren salido  no  pueden  regresar  al  pueblo  mientras  no  sea 
declarado  en  libxe  comunicación ;  y  si  quieren  pasar  á  punto 
sano,  deben  sujetarse  á  cuarentena  rigorosa  y  á  expurgo  ge- 
neral de  sus  efectos  (3). 

La  segunda  línea  se  establece  para  prohibir  que  durante 
el  primer  mes  de  declarado  el  contagio ,  ningún  morador 
comprendido  en  esta  zona  sospechosa  la  traspase  para  pene- 
trar en  lo  interior  sin  una  causa  calificada  de  urgentísima; 
pero  cumplido  el  mes  y  asegurado  el  aislamiento  del  conta- 
gio en  el  pueblo  infestado,  se  permite  el  tránsito  á  todas  las 
personas  que  llevaren  patente  de  sanidad  (3). 

«99.— La  conveniencia  de  los  cordones  sanitarios  es  to- 
davía objeto  de  controversia  en  la  medicina;  sin  embargo,  la 
opinión  general  se  inclina  á  que  en  las  enfermedades  contagio* 
sas,  el  aislamiento  eslítil,  aunque  en  varias  circunstancias, 
á  saber,  sin  el  hacinamiento  de  los  enfermos,  sin  la  escasez 

(1)  Reglamento  citado,  art.  15. 

(2)  Ibid. 

(3)  Art.  16. 
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de  viveres  y  otros  objetos  de  necesidad  y  de  comodidad  pa«- 
ra  la  vida,  sin  dificultad  de  prestar  los  auxilios  de  la  medi- 
cioa,  ios  coQSoelos  de  la  caridad  y  los  cuidados  de  la  fa-- 
milia  á  los  dolientes,  y  en  suma,  eoociliando  la  severa  ejecu- 
ción de  las  leyes  sanitarias  con  los  deberes  de  la  humanidad 
que  santiñca  el  infortunio.  Cuando  no  reunieren  estas  con- 
diciones, en  vez  de  favorables,  serán  muy  nocivos  á  la  salud 
pública. 

En  cuanto  á  las  enfermedades  q«e  se  transmiten  por  la 
acción  de  un  aire  contaminado,  los  cordones  son  inútiles  co^ 
mo  ineCcaces  para  contener  las  corrientes  atmosféricas  que 
sirven  de  vehículo  á  los  gérmenes  de  la  enfermedad,  y  como 
inútiles ,  perjudiciales. 

•99.—  111.  Al  entrar  el  último  enfermo  contagiado  en  su 
periodo  de  convalecencia  debe  anunciarse  la  cesación  de  la 
enfermedad  de  igual  manera  solemne  que  se  anunció  su  in^ 
vasion.  El  alcalde  lo  pone  en  conocimiento  del  gefe  político  y 
este  lo  eleva  á  noticia  del  gobierno  para  que  lo  comunique  k 
todos  los  agentes  diplomáticos  residentes  en  la  corte. 

«)i9.— Desde  entonces  se  constituye  el  pueblo  en  rigorosa 
cuarentena :  durante  los  veinte  primeros  dias  se  dá  lugar 
k  remover  todo  escrúpulo ,  repararse  de  las  ansiedades  su*- 
fridas  y  prepararse  para  el  expurgo  que  se  verifica  en  los 
veinte  siguientes. 

•SO.— Debe  hacerse  el  expurgo  en  las  iglesias,  hospitales, 
cementerios  y  en  los  edificios  públicos  á  expensas  de  sus 
propios  fondos  por  medio  de  los  gases  oxígeno*miriát¡cos. 
Con  respecto  k  las  casas  y  edificios  particulares,  la  autoridad 
procura  que  se  ventilen  las  babitaciei^s ,  se  remuevan  y 
laven  los  objetos  susceptibles  de  transmitir  el  contagio  y  se 
purifiquen  por  todos  los  medios  posibles.  El  expurgo  debe 
repetirse  desde  4.^  de  junio  siguiente  hasta  cumplidos  otros 
veinte  dias. 

•St.-— Pasada  la  cuarentena  entra  el  pueblo  ^  libre  co- 
municación por  mar  y  tierra ,  salvo  en  cuanto  á  la  extracción 
ó  comercio  de  los  efectos  propensos  al  contagio  que  existían 
durante  la  calamidad,  los  cuales  no  pueden  circular,  ni  en 
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las  adaanas  se  les  expiden  guias,  basta  despaes  de  tres  me* 
ses,  á  DO  ser  que  fuesen  purificados  ó  introducidos  recobra- 
da ya  la  salud  pública.  Las  patentes  de  sanidad  se  despa- 
chan limpias  y  todo  vuelve  k  su  estado  normal  (4). 

§.  n.*- Policía  sanitaria  exterior. 

•89.— La  policía  saaitaria  citerior  comprende  el  servicio 
de  sanidad  relativo  á  evitar  la  introducción  de  enfermedades 
pestilenciales  por  las  costas  y  fronteras  del  reino. 

Entre  el  régimen  sanitario  marítimo  y  el  terrestre  hay 
una  diferencia  esencial,  á  saber ,  que  el  primero  es  perma- 
nente y  el  segundo  temporal  ó  aplicable  tan  solo  cuando  lo 
exigen  tas  comunicaciones  con  un  pueblo  infestado  por  al- 
guna enfermedad  contagiosa. 

•88.— El  temor  de  que  ciertas  dolencias  exóticas  de  ca- 
rácter contagioso  se  introdujesen  principalmente  poj*  la  via  del 
mar,  ha  sido  la -causa  de  la  distinción  de  los  certificados  de 
sanidad  ó  patentes  en  limpia,  sucia  y  sospechosa,  según  el 
grado  de  confianza  ó  recelo  que  el  estado  sanitario  de  los 
boques  inspira. 

•84.— Repátanse  como  de  patente  sucia: 

L  Las  procedencias  que  están  ó  han  estado  después  de 
su  salida  del  puerto  infestadas  de  alguna  enfermedad  conta- 


H.    Las  que  vienen  de  pais  contagiado: 

III.  Las  que  han  comunicado  con  personas  ó  cosas  con- 
tagiadas. 

lY.  Las  procedencias  que  de  las  Antillas  y  Seno  mejica- 
no llegaren  á  nuestros  puerto^ desde  4.^  de  julio  hasta  34 
de  octubre  (2). 

Las  épocas  de  adoptar  precauciones  sanitarias  respecto 
á  los  boques  de  esta  procedencia  empiezan  á  contarse  desde 
su  salida  de  aquellos  puntos,  y  no  desde  su  arribada  á  los 
puertos  de  la  Península  (3). 

(1)    Reglamento  citado,  arts.  19  y  24. 
(S)    Real  orden  de  13  de  octubre  de  1842. 
(3)    Real  orden  de  24  de  abril  de  1844. 
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•Sl^.— Se  coa$ideran  como  de  patéate  sospechosa : 
[.    Las  procedencias  de  país  coyo  estado  sanitario  es  du- 
doso ó  infonde  recelo. 

II.  Las  de  punto  exento  de  enfermedad ,  pero  que  estuvo 
en  comunicación  con  paises  contagiados. 

III.  Las  que  hubieren  comunicado  con  lugares,  personas 
ó  cosas  sospechosas  de  contagio. 

lY.  Las  que  por  cualquiera  circunstancia  no  ofrezcan  la 
seguridad  conveniente  acerca  de  su  sanidad. 

V.  Las  de  las  Antillas  y  Seno  mejicano  que  salieren  des- 
de i.^  de  mayo  hasta  fin  de  setiembre,  aun  cuando  gocen 
del  mas  próspero  estado  durante  su  navegación  y  vengan 
con  patente  limpia.  Pero  si  el  buque  llegase  k  la  Penín- 
sula después  de  finalizado  el  mes  de  octubre  ,  cesa  para 
los  que  arriben  á  la  costa  del  Norte  el  concepto  de  sospe- 
choso, y  en  los  del  mediodia  queda  sujeto  á  una  corta  obser- 
vación (1). 

•8S.— Son  de  patente  limpia  las  procedencias  que  no  ins- 
piran la  menor  sospecha  acerca  de  sa  estado  sanitario* 

Las  procedencias  de  mar  deben  traer  como  pasaporte  de 
sanidad,  su  patente  visada  por  los  agentes  consulares  de 
Espafía,  y  donde  no  los  hubiere,  expedida  por  las  autorída- 
des  extrañas.  Esta  patente  debe  ser  refrendada  en  todos  los 
puntos  de  la  escala. 

•89. — Según  las  diversas  clases  de  patentes  hay  tres  ma- 
neras de  admitir  las  procedencias,  á  libre  plática,  á  obser- 
vación y  á  cuarentena. 

A  libre  plática  se  admiten  solamente  las  persoaas  y  cosas 
que  traen  patente  limpia,  y§| considerando  los  puertos  de 
donde  proceden,  ya  teniendo  en  cuenta  el  estado  sanitario  de 
los  pasajeros  y  tripulación.  Algunas  veces,  sin  embargo, 
cuando  ocurre  duda  se  suele  sujetar  á  estos  buques  á  obser- 
vación, que  es  una  medida  provisional  para  averiguar  el  esta- 
do sanitario  de  las  procedencias.  Esta  observación  es  mayor 
ó  menor  según  el  grado  de  desconfianza  que  inspiran  las 

(1)  Reales  órdenes  de  13  de  octubre  de  1843  y  24  de  abril 
de  1844. 
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procedeacias  y  se  bace  ea  la  mayor  parle  de  los  puertos  (4). 

1189.— CaareQleoa  es  la  secoestracion  ó  aislamieoto  al 
cual  se  somelen  los  hombres  y  las  cosas  procedentes  de  paí- 
ses iofestados  ó  sospechosos,  y  que  por  lauto  se  recelas!,  ad- 
mitidos desde  luego  á  libre  plática,  comprometeráu  la  salud 
pública. 

•39.— Los  lazaretos,  fundados  eu  la  época  de  las  Cru- 
zadas para  atajar  la  propagación  de  la  peste  de  Levante, 
son  puntos  de  observación  ó  mas  bien  verdaderas  prisio- 
nes para  los  viajeros  y  tripulamos  sospechosos  de  conta- 
gio, y  almacenes  donde  se  depositan,  ventilan  y  eipurgan 
los  efectos  de  igual  procedencia.  Su  objeto  oGcial  es  facilitar 
las  medidas  de  observación  y  purificación  que  deben  destruir 
los  gérmenes  del  mal  cuyo  desarrollo  se  teme. 

Si  los  lazaretos  y  cuarentenas  no  corresponden  á  su  ins- 
tituto ó  se  abusa  de  ellos,  bien  porque  ciertas  enfermedades 
habidas  por  contagiosas  no  lo  sean  en  efecto,  ó  bien  porque 
las  precauciones  fueren  imaginarias,  no  serán  ya  medidas 
sanitarias,  sino  obstáculos  puestos  á  la  libre  circulación  de 
los  productos,  gravámenes  para  la  industria  y  el  comercio,  y 
medios  de  explotar  que  el  interés  y  la  codicia  ponen  en  jue- 
go á  expensas  de  los  huéspedes  forzados  que  reciben.  Un 
régimen  sanitario  severo  en  demasía  alejará  el  comercio  de 
nuestros  puertos,  porque  el  tráfico  huye  de  donde  le  molestan 
y  oprimen,  y  se  refugia  en  donde  le  ofrecen  libertad. 

Según  nuestro  código  sanitario  están  sujetas  á  cuarente- 
na las  procedencias  de  patente  sucia.  Toda  cuarentena  rígi- 
da debe  hacerse  precisamenle  en  los  lazaretos  de  Mahon  ó 
Yigo  y  ser  de  cuarenta  dias ,  cuyo  término,  puede  no  obs- 
tante abreviarse  ó  dilatarse,  según  la  distancia  del  pais  in- 
festado ,  las  ocurrencias  de  la  navegación  y  la  estancia  en  el 
lazareto,  estando  adeqaás  sujetas  á  expurgo  y  ventileo  con- 
forme lo  establecen  los  reglamentos. 

Las  procedencias  de  patente  sospechosa  hacen  una  cua« 
renlena  de  quince  á  veinte  dias  con  sujeción  á  expurgo  y 

(1)  Instituciones  de  derecho  administrativo ,  por  el  seíior  Go- 
mex  de  la  Serna,  lib.  ii,  tít.  xiv. 
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venlileo  en  igual  forma  qat  las  antemret ,  si  hs  soflpeehaB 
eoBtra  sn  estado  sanitario  faesen  vefaeflMBle8(4). 

•^•. — Guando  se  Terifieare  ta  aprehensión  4e  géneros 
de  ¡licito  comercio  contagiados  ó  sospechosos,  las  juntas 
de  sanidad  ofician  á  los  empleados  principales  del  resguar^ 
do,  previúiéndoles  lo  qae  según  las  leyes  sanitarias  debe 
hacerse  con  las  personas  y  efedos  apreiiendidos  y  con  los 
goardas  que  los  hubiesen  tocado,  i  fin  de  evitar  que  se  pro- 
pague la  infección;  pero  en  ningún  caso  dichas  juntas  impe- 
dirán ni  perturbarán  el  corso  ét  la  justicia  ó  la  acción  de  los 
tribunales  competentes.  Los  gefes  del  resguardo  tienen  la 
obligación  de  cumplir  bajo  so  mas  estrecba  responsabilidad 
las  prevenciooes  saoftarías  que  acuellas  }««tas  les  hictereQ^ 
y  los  jueces,  ai  pronunciar  sn  sentencia  en  estos  procesos,  to* 
inarán  en  cuenta  la  mayor  gravedad  <lel  deMo,  coando  recae 
sobre  objetos  promovedores  ó  susceptibles  de  infección  (9). 

§.  nL— Cólera -morbo. 

•4t.^Bntre  las  epidemias  que  was  estragos  causan  y 
mas  cruelmente  afligen  hoy  4  la  humanidad,  la  terrible  en* 
fermedad  conocida  con  el  nombre  de  cólera  morbo  asiálíoo, 
coya  presencia  en  Europa  parece  hacerse  periódica,  descne- 
ila  sobre  todas.  Mientras  ia  oíeocia  no  resuelve  de  un  modo 
posiltvo  las  cuestiones  pendientes  acerca  del  carácter  del 
cólera  y  su  sistema  curativo  corresponde  á  la  administracíoa 
ser  cauta,  y  adoptar  preeaocioiies  sanitarias  y  «n  buen  régi- 
men de  socorros  públicos,  porque  h  experiencia  ensefia  que 
los  estragos  de  esta  epidemia  han  sido  menos  terribles  aUi  «n 
donde  el  gobierno  se  propar^^  en  tiempo  para  combatiHa, 
wiiendo  á  los  auxilios  de  la  medicina  los  esfuereos  de  la  be* 
neficencia. 

«49.— B^s  medidas  preventivas  no  son  otras  ^ne  las  re- 
comendadas para  todas  las  enfermedades  ^contagiosas,  salvas 
algunas  leves  diferencias.  Recooócense  cvatro  grados  en  las 


(1 )    Aeal  d<%reto  de  25  de  «gosto  de  f  SI  7 ,  art.  10. 
(8)    Realdrden  de  18  de  marzo  ée  1S34. 
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patentes  de  sanidad  con  respecto  al  cólera,  limpia,  sospe- 
ebosat  snciay  apestada. 

I.  Pertenecen  á  la  primera  clase  las  procedencias  de 
puertos  sanos,  cuando  el  buque  no  se  hubiese  comunicado 
con  otros  por  lo  menos  sospecbosos,  y  cuando  no  hubiesen 
tocado  en  puntos  cuyo  estado  sanitario  no  inspirase  total  con- 
fianza. Estos  son  admitidos  desde  luego  á  libre  plática. 

II.  Corresponden  á  la  segunda  los  buques  procedentes 
de  puertos  que,  aun  cuando  á  su  salida  se  hallasen  libres  del 
cólera,  estuvieren  en  franca  comunicación  con  otros  puertos  ó 
puntos  del  interior  distantes  menos  de  treinta  leguas,  si  en 
unos  ú  otros  reinase  aquella  enfermedad.  El  mismo  concepto 
merecen  los  puertos  comprendidos  en  un  territorio  que  el 
gobierno  declare  sospechoso.  Sí  estos  buques  arribaren  á 
nuestros  puertos  en  lastre  ó  sin  traer  á  su  bordo  géneros  sus- 
ceptibles de  contagio,  se  admiten  en  todos  los  puertos  ha- 
bilitados para  el  comercio  ,  debiendo  hacer  una  observa- 
ción de  tres  dias,  si  en  el  viage  hubiesen  i'nvertido  mas  de 
doce,  y  hasta  quince ,  si  hubiesen  tardado  menos.  Mas  si 
condujeren  géneros  ó  efectos  susceptibles  de  contagio ,  no 
podrán  hacer  la  cuarentena  de  observación  sino  en  los  puetv 
tos  de  Barcelona,  Tarragona,  Mahon,  Alicante,  Cartagena, 
Almerfa,  Mátaga,  Cádiz,  Vigo,  CoruQa,  Gijon,  Santander, 
Bilbao,  San  Sebastian  y  Santa  Cruz  de  Tenerife,  siendo 
aquella  ét  cinco  dias  con  ventilación  al  aire  ó  expurgo  de  los 
géneros  y  efectos,  si  hubiesen  tardado  en  el  viage  mas  de 
doce ,  y  aumentándose  ^ieha  observación  basta  completar 
diez  y  siete ,  si  habieron  empleado  menos  tiempo ,  á  cuyo 
fin  se  establecen  lazaretos  provisionales,  donde  puedan  eje^ 
eutarse  las  eperacioses  arriba  dichas. 

III.  Se  reputan  de  patente  sucia  los  boques  procedentes 
de  puerios  en  donde  á  su  salida  se  padeciese  el  cólera- 
morbo  y  ios  que,  no  obstante  proceder  de  puertos  libres  del 
cólera  al  tiempo  de  su  salida,  hubieren  hecho  escala  ó  arri- 
bada detenida  en  algún  puerto  donde  reinase  aquella  enfer- 
medad, ó  hubiesen  tenido  roce  muy  inmediato  durante  su 
travesía  con  otro  buque  de  la  primera  procedencia.  Estos 
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buques  sufren  diez  días  de  cuareolena  en  los  lazaretos  de 
MahoD  ó  Vigo  ó  ea  otros  que  se  habiliten,  empezando á  con- 
tarse el  tiempo  desde  el  dia  en  que  el  buque  concluya  su 
descarga,  y  observando  en  ella  las  reglas  que  para  la  purifi- 
cación y  expurgo  establecen  los  reglamentos  de  sanidad.  Pero 
si  el  buque  durante  su  travesía  hubiese  tenida  algún  muerto 
que  no  fuese  de  cólera,  se  le  recargan  cinco  días  de  cua- 
rentena. 

IV.  Los  buques  de  patente  sucia  pasan  al  grado  de  pa- 
tente apestada :  4 .°  coando  han  tenido  algún  enfermo  ó 
muerto  de  dicho  mal  durante  la  travesía,  sin  haber  pasa* 
do  treinta  dias  después  de  su  fallecimiento  ó  convalecencia: 
2.®  cuando  á  su  arribada  tienen  á  su  bordo  algún  colérico: 
3.^  cuando  durante  la  cuarentena  enferma  de  dicho  mal 
algún  individuo.  Estos  buques  hacen  precisamente  en  los 
lazaretos  de  Mahoo  ó  Vigo  una  cuarentena  de  quince  dias 
á  contar  desde  el  último  de  la  descarga,  y  las  operaciones 
de  ventilen  y  expurgo  son  en  un  todo  conformes  á  lo  pre- 
venido por  punto  general  para  semejantes  casos. 

Las  Juntas  de  Sanidad  resuelven  cualquiera  duda  que 
ocurra  acerca  de  la  declaración  de  estos  grados  con  presen- 
cia de  la  patente,  rol,  manifiesto  y  demás  papeles,  y  según 
las  noticias  oficiales  que  tuvieren  ora  del  gobierno,  ora  de 
nuestros  agentes  consulares. 

•43.— Los  gefes  políticos  están  muy  especialmente  en- 
cargados de  velar  por  la  observancia  de  las  demás  medidas 
sanitarias,  ya  respecto  á  los  barcos  pescadores,  y  ya  relati- 
vamente á  las  naves  que  por  arribada  forzosa  entrasen  en 
nuestros  puertos,  y  deben  asimismo  procurar  que  se  casti- 
gue con  todo  rigor  cualquiera  ¡nfracoion  de  las  leyes  y  re- 
glamentos sanitarios  (4). 

•4A.-^Ningun  empleado  público,  sea  cualquiera  su  clase 
ó  gerarqufa«  puede  ausentarse  del  pueblo  de  su  destino,  en 
6l  caso  de  ser  invadido  por  el  cólera,  sin  expreso  mandato  de 
sus  gefes,  porque  si  en  circunstancias  ordinarias  es  un  deber 

(1)    Real  orden  de  15  do  noviembre  de  1848. 
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generBi  de  lod  ageates  del  gcfbíerno  la  resideneia  duraoie  las 
calamidades  públicas,  cuando  sus  servicios  puedea  coalribuir 
it  la  coDservacioD  de  la  vida  y  de  la  propiedad  de  sus  con* 
cNidadaoos,  se  convierte  este  deber  em  una  obligación  sa- 
grada (4). 

•4».— ^Lod  faeultatívos  de  medicina  y  cirujía  que,  olvi- 
dando los  deberes  mas  sagrados  de  so  profesión  y  quebran- 
tando el  juramento  que  prestaron,  abandobasen  16»  pueblos  de 
m  residencia' en  estos  dias  de'confllcto,  incurren  en  la  pena 
de  inhabilitación  perpetua  y*  se  les  recogen  sus  títiflos  de 
l^rolésore8(2). 

•4M.— En  época  mas  reciente  se' ha  mandado  que,  aun* 
cuando  aparezca  el  c6lera  en  Francia  6  Portugal  y  amenace 
invftdtrMa  Peninsula  por  nuestras  fronteras  terrestres,  no  se 
establezcan  oordodes,  lazaretos  ni  cuarentenas  de  ninguna 
oíase;  y  si  se  declarase  en  algún  punto  det  reino,  no  se  pongan 
por  eso  obstáculos  á  la  libre  circulación  de  los  pueblos  entre 
9í,  ni  se  canse  con  tal  motivo  la  menor  vejación  á  los  viaje- 
ros, ni  tampoco  permitan  las  autoridades  el  aislamiento  de  los 
coléricos  en  los  barrios,  casas  ó  establecimientos  de  las  po- 
blaciones (3). 

Fúndase  esta  real  orden  en  et  deseo  de  evitar  los  males 
qoeel  sistema  de  aislamiento  produce,  paralizando  el  tráfi- 
co é  impidiendo  el  abastecimiento  de  los  pueblos,  y  en  la  ine- 
Ocacta  de  los  cordones,  aun  en  los  casos  de  contagio;  de 
donde  infiere  el  gobierno  que  no  hay  razón  para  suspender 
los  beneficios  que  resultan  de  conservar  Ubres  y  francas  las 
comunicaciones. 

Comparando  la  disposición  citada  con  las  anteriores  rela- 
tivas á  sanidad,  se  observa  la  contradicción,  ó  mas  bien  la 
perplejidad  reinante  en  nuestra  legislación  sanitaria.  Si  los 
cordones  son  inútiles,  aun  en  los  casos  de  contagio  ¿por  qué 
abolirlos  solamente  cuando  invade,  ó  amenaza  invadir  el  có- 

(1)  Real  ^deii  de 28  de  joaiode  1834. 

(2)  Real  orden  de  4  de  julio  de  183  4.  >> Véanse  también  las  reales 
órdenes  de  19  de  junio  y  11  de  julio  de  dicho  aSo. 

(3)  Real  orden  de  18  de  enero  de  1849. 
Tomo  I.  21 
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lera?  ¿No  existe  igual  dificultad  para  atajar  la  propagaoiofi 
de  las  demás  ealermedades  epidémicas? 

049.— El  gobierno  ha  dispuesto,  entre  otros  m^^ios  40 
disminuir  ios  estragos  de  la  epidemia,  el  ^stabUcÍBMeflo  da 
juntas  municipales  de  sanidad  en  todas  las  poblaoipnes  en 
donde  no  las  hay  de  ninguna  clase,  si  so  vecifi4arioii^gaá 
veinte  mil  almas  y  además  la  creación  de  comisiones  per*- 
Qianentes  de  salubridad  pública  con  el  encargo  de  ausHli^r 
sus  trabajos. 

Remover  las  causas  necesarias  ó  acci4ental6s  c(e  iasahibri^ 
dad  de  toda*  clase  que  existan  en  la  población  ó  en  su  ténsinOi 
^  contener  ó  minorar  los  estragos  del  cólera  é  d^  cuajqiiiara 
otra  enfermedad  de  mal  carácter  reinante,  aconsejando  ^  Ws 
alcaldes  las  providencias  conducentes  á  este  fin,  tales  sonJ^s 
deberes  de  las  primeras.  Las  segundas  velan  m^  de  c^rc^ 
sobre  la  policía  saoitaria,  cuidan  de  la  asistencia  y  coraeion 
de  los  enfermos  y  proponea  a  las  juntas  municipales  las  ^m^ 
didas  oportunas  para  la  conservación  de  (a  salud  públie^  qn 
eistos  periodos  de  amenaza  (4). 

Articulo  2.**— kV\me.\\lacÍM)tv. 

648.— Alteración  de  alimentos  y  de  sustancias  medicínales. 

bebidas.  65 2. —Composición  de  «f^uas  mi- 

649.— Policía  de  la  alimentación.  neraJes. 

65Ü. — Inspección  sobre  las  facul-  653. — Denuncia  de  las   conlra- 

taoes  médicas.  venciones. 
651.— Elaboración  y  eipendicion 

•49.— Las  alteraciones  de  los  alimentos  y  de  ias  bej^idas 
deben  ser  6bjeto  muy  especial  de  la  inspección  administrati- 
va. No  se  trata  ya  de  abastecer  á  los  pueblos,  sino  de  prabí*' 
bir  que  los  artículos  destinados  á  su  consumo  sean  adulterar 
dos  en  daño  de  la  salud  pública. 

El  ciego  espirítu  de  especulackm  ensayó  primerdoienle 
todo  linaje  de  fraudes  á  fin  de  vender  al  mas  alto  precio  la  me- 
nos materia  nutritiva  posible;  después  quiso  tograr*  ganan- 

(1}    Real  orden  de  18  de  enero  de  1819. 
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éim  por  ^ofiw  (uMios  mB^  pcfRgrosoB;  (tesnauíreivzaádo  Uk 
composición  de  'ios  aKmtétés  y  bebidas,  hacmido  mesthMi 
t>erj8dtÉiales  y  empleatiéé  sustaneiaB  avenadas.  Hasta  déode 
estos  abusos  si  no  tolerados,  mai  reprraiidos,  iaflo^eo  eo  irt 
estado  sanitario  4e  las  poUaoiones;  ooibo  e£^  eatasas  gene¿ 
rales  f  permanentes  tiirhn  en,  mettoecabo  de  ia  salud ,  fá  tfe- 
leribriiBdo  progresivamente  nuestra  coostitocíon,  ya  a«meii«^ 
tasde  el  mánaer»  y  graredad  de  las  enfermedades  qde  aqoefan 
prlnéípaláiente  á  he  ciases  menesterosas  >  y  ya  w  fin  soMe^ 
tíéndoias  á  una  ley  de  «brtalidad  desproporcienadá -raspéela 
dé  las  clases  sope^io^s^  es  dífieil  de  sefilalar,  anif^ue  se 
adMna. 

Las  leyes  repnebifas  deben  mr  «taibamaste  seten»  en 
este  pufitOv  y  la  idoMoistraeíon  tenet*,  eorao  A.rg08,  cieo  ojos 
siempre  «bíertos  para  perseguir  el  fraude  bajo  cualquiera 
formta  qué  tome  este  nuevo  Prátéo.  ACtrtuDadameuüs  ios  pro** 
grecos  dé  lá  ((uftiiicá  faeiKtao  los  medite  ée  'descubrir  to¿ 
da  sut)erchéria  latente  y  criminaL  Aqui,  cúmo  en  otros  mH 
cases,  la  cue^ion  de  higiene  pibüéa  es  una  ciiestioaile  tno* 
nküdad. 

MHl.v^Lapelicia  de  la  aumentación  es  «n  tamb  ét  la  m«r 
nftcipai  V  porqtie  á  los  Ayuntamientos  pertenece  deliberar 
sobre  fas  ordenantes  muokipales  y  reglaiftentd»  de  poiíeta 
urbana  y  rvral  m,  Bn  toe  de  dbltberacíaiiee,  debieran  los 
Ajf untamientos  pronunciar  acuerdo?  ^ecutériós^  poes  si  éa 
esto  no;  si  al  tratar  en  cíettd  mbdo  dé  cuidados  domóstioos, 
de  quehaceres  de  faotilia,  no  ejercen  de  lleno  so  potestad 
re^mentaria  ¿éuando  es  útil  ni  autoridad?  ¿para  cuando  se 
résehra? 

En  virtud  de  estas  facultades,  la»  ordenanzas  muni¿iti«les 
eontienén  ó  debéa  eontener  disposiciones  riélativas  á  ia  puré* 
za  de  las  aglias  petÉbles^  á  ia  bbtíescíoii  y  venta  del^n,  ft 
la  salubridad  de  las  carnes,  á  la  expendicion  de  los  comesti- 
bles de  toda  clase  y  al  despacho  de  los  liqoidds ,  sea  prohi- 
biendo el  uso  de  unos  en  determinadas  épocas  del  aSo ,  ^éa 

(t)   Leyde8dbeB0rode184&,arU8t. 
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velando  porque  do  sean  adulterados  los  otros  con  mezclado 
sustancias  nocivas  á  la  salud  páblioa(4). 

El  código  penal  castiga  como  un  delito  contra  la  salud 
pública  al  que  con  cualquiera  mezcla  alterase  las  bebidas 
ó  comestibles  destinados-  al  consumo  general  (2). 

e&O.-— La  inspección  sanitaria  del  gobierno  y  sus  delega^ 
dos  sobre  la  ciencia  y  el  arte  de  curar  se  extiende  t  tres 
puntos:  al  ejercioio  de  las  profesiones  médicas,  á  la  elabo-^ 
ración  y  venta  de  las  sustancias  peligrosas  para  la  salud  j 
al  uso  de  los  baños  y  aguas  minerales. 

I.  Prohiben  las  leyes  el  ejercicio  de  la  ciencia  y  del  artb 
de  curar  á  los  que  no  fueren  profesores,  ó  no  tuvieren  tftíxi 
lo  competente  expedido  previo  examen  de  las  mateHas  cuya 
enseñanza  comprenden  las  facultades  de  medicina  y  ciru^ 
jfa(3).  Tienen  además  los  médicos  y  cirujanos  la  obligacíoH 
de  presentar  á  los  subdelegados  de  sanidad  sus  títulos  al  en-^ 
trar  en  el  ejercicio  de  su  profesión  en  el  distrito  de  la  subde- 
legación  respectiva,  ó  cuando  cambiaren  de  domicilio,  y 
deben  exhibirlos  iieste  gefe  siempre  que  les  pidiere  sá  mani- 
festación. Bajo  tales  reglas  de  disciplina,  y  observando  lo  £r 
puesto  en  las  leyes,  ordenanzas,  reglamentos,  decretos  ó 
reales  órdenes  vigentes,  están  autorizados  para  ejercer^  su 
profesión,  aunque  solo  en  cuanto  á  la  parte  quecorrespondie*' 
re  á  cada  uno  según  su  título;  y  únicamente  les  será  permt^ 
tido  ejercer  el  todo,  si  tuvieren  autorización  para  ello,  ó  en  \oii 
casos  de  grave,  urgente  y  absoluta  necesidad: 

A  fin  de  evitar  la  intrusión  de  personas  agenas  á  la  fa^- 
cultad ,  los  sucesores  ó  herederos  de  los  profesores  que  falle^ 
cieren,  tienen  el  deber  de  presentar  los  diplomas  del  difunto 
al  subdelegado  de  sanidad  del  distrito  quien  dispondrá  ^ean 
horadados  sus  sellos  y  firmas;  y  así  cancelados,'  los  devolve- 
rá á  las  familias  ó  interesados,  sí  los  reclaman  (i). 

(1)  Ordenanzas  de  políéía  arbana  y  raral'de  filadrid. 

(2)  Art.  250. 

(3)  Código  penal ,  art.  244. 

(4)  Reglamento  para  las  sabdelegaciones  de  sanidad  interior 
de  24  de  julio  de  1848,  art,  7,  y  real  Orden  de  i6  ét  mayo  de  1844. 


Digitized  by 


Google 


(.IBRO   I?.    DE   LA   MATERIA   ADUINISTRATIVA.  39^ 

•  Los  sangradores  sob  castigados  como  íútrusos,  si  exce- 
den los  limites  de  la  cirujia  méaor  ó  roinistraQte  para  cuyo 
ejercicio  soiamente  estáo  autorizados  (1). 

La  iafraccioQ  de  estas  leyes  es  castigada  por  los  gefes 
políticos  coD  pena  correccional ;  pero  cnando  excediere  de 
mil  reales  la  multa  que  deba  ser  impuesta  á  los  infractores  (9), 
pasan  el  tanto  de  la  culpa  á  los  tribunales  ordinarios  para  la 
formación  de  causa  (3). 

H.  A  los  farmacéuticos  únicamente  'pertenece  ia  facultad 
de  elaborar  y  expender  las  sustancias  que  puedan  usarse 
c»mo  medicinas  ó  considerarse  como  venenos,  en  los  térmi- 
nos señalados  por  las  leyes  y  reglamentos  y  por  las  disposi- 
ciones gubernativas  vigentes  para  cada  caso. 

Para  obtener  título  de  farmacéutico  se  requiere  haber  se- 
guido tos  estadios  quo  componen  la  facultad  de  farmacia,  su- 
frir exánoen  y  tener  veinticiqco  afios  de  edad  (4).  El  ejerci- 
do de  esta  es  incompatible  con  el  de  la  de  medicina  ó  ci- 
rujia (5). 

Corresponde  á  los  farmacéuticos  la  venta  de  las  medici- 
nas simples  en  cantidad  inferior  á  cuatro  onzas  castellanas  y 
el  despacho  exclusivo  de  todas  las  compuestas;  pero  no  poe- 
dep  eicpender  ninguna  sin  que  les  faere  pedida  por  receta  de 

raéáiee  ó  cirujano,  según  sus  respectivas  facultades  (6). 

o&t.— Nadie  puede  elaborar  medicina  alguna  simple  ó 
compuesta  sin  ser  boticario  aprobado,  ni  aun  con  el  pretesto 

de  especifico  ó  secreto ,  ni  tampoco  vender  yerbas  secas  ó 

frescas  sin  licencia  (7). 

Estas  prohibiciones  se  han  renovado  posteriormente,  dis* 

poüreodo  el  gobierno  se  atajase  el  abuso  de  vender  cspe* 

cíficos  5<  bálsamos  de  varías  clases  (9);  y  mas  adelante 


(i)  Real  drden  de  29  de  janio  de  1S46. 

(9}  Real  cédala  de  10  de  diciembre  de  1828. 

(3)  Real  drden  de  4  de  marzo  de  1846. 

(4)  Ley  1.*,  tit.  xiu,  lib.  viii,  Nov.  Recop. 

(5)  Ley  10.  ibid. 

(6)  Ley  8,  ibid.  y  real  drden  de  22  de  agosto  de  1833. 

(7)  Ibid.  y  real  orden  de  17  de  junio  de  1846. 
(H)  Real  órdeo  de  24  de  diciembre  de  1838. 


Digitized  by 


Google 


32.6  OBIBCaO  AI>I11MISTRAT1V0  BSPANOL. 

se  íochIcó  la  obaervaaeia  de  las  leyes  que  vedaa  la  vieala 
al  público  de  nedícameatod .  nnfL  i  los  mtsoMS  profese*^ 
res  de  farmacia,  ao,  siendo  eo  bokica legaimeole cwsUbMn 
da  (1). 

••s.-^-Las  leyes  de  policía  saDÜaria  prolúbea  Uaibíen  U 
etaboraoion  de  las  agoas  mioecales  artifioialefl,  ao^sieodo  bajo 
ciertasi  cQodicio&es  ó  garanilas  á  tavor  de*  lak  salad  pública,  ^ 
saber: 

1.  Q\m  seaa  elaborad^^^  ea  boticas  i  establecivúeiitost  di- 
i;igid«is  por  farmacéuticosA 

Ih  Que  el  direotM'.  ó  gefe  de  diobo.ofitableQiiDieaiO!,  antes 
de  elaborarlas,  dé  caeota  á  la  autoridiad  del  esiablecrmtealo 
de  la  fábrica,  presealaado  las  recetas  ado^ladaa  pava  la  ela^ 
boracioa  de  cada  uoa  de  ellas. 

IU.  Que  las  vasijas  qjue  salgan  de  la  fabnca  cea  elagttf 
allí  elaborada.  Hevea  precisameiilei  uoa  etiqueta  ó  nota  en 
que  conste  la  misDia  reóeta  y  el  selb  de  la.  fábf  ioa  sobre  el 
tapoQ  de  la  vasija. 

lY.  Que  no  pueda  hacerse  anuncie  aigune.de  eslas.aguas 
sin  expresar  en  él  sus  compoAentes. 

V.  Que  estas  aguas  queden  sujeits  en  tedo*  tíeapo  á 
la  íospeocíott  de  la  autoridad,  para  qae  cuando  le  teüga  por 
conveniente  mande  examinar  si  el  agua  elaborada  es  ceafo^ 
ne&'la  receta* 

VI.  Que  se  vendan  preoisamealie  en  botieas»  y  noisciden 
sin  receta  de  prefesor  conocido» 

Son  libres  la  elaboración  y  venta  de  las<  bebidas  gaseosas^ 
ceaio  la  de  todas  las  detrás  que  se  »bsaa  por  refresqa  ien  es- 
tado de  salud  por  puro  placer^  ípor  considerarse  íne^j^ti^ 
pero  oe.asi  otras  cualesquiera  en  cuya  oomposicion  editen 
drogas  medicíDales(2). 

•&3.— Los  subdelegados  de  sanidad  est^,  encsij^gfido^  de 
presentar  á  los  gefes  psifticos  y  á  les  alcalde»  cviaotas  denun- 
cias creyeren  necesarias  por  las  fatta,só  conti-av^nciooes  que 


(1)  Real  drdeu  de  14  dejump  de  1H42. 

(2)  Heal  órdeo  du  15  de  juoio  de  i  842. 
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bMhwi  eq  él  euoiplimíeBle  de  las  leyes  y  órdenes  del  gobter- 
fie.  refereoies  ai  eferoioio  de  las  profesioaes  médicas  (4 ) . 

ArticuiíO  3." — T)%  \q%  V>aw>s  ^  Cb^^v^as  mmmVw. 

6S  V.— Oso  anti^o  de  los  bafios.  bleciinicntós. 

b^y.-^'ttameB  minerales.  6i9. — La  civilnsacion  preserva  y 
Gdft.-rCfttableeiBiieotos  de  bafioa  mejora  la  salud  pública. 

'  V  aguas  minerales.  CfiO. — Infracción  do  los   rej^la- 
6i^7;-^ffi8pecci(m  facQlcafíra.  mentos  de  policía  sünits- 

SOS.^OiDMdllos  y  beberes  da  los  th, 

ducuos  de  aquellos  osU- 


•64I.^La'  soeledad  moderna  no  protege  la  salad  de  los 
pueblos  siso  de  un  modo  negativo.  En  la  antigiledad  mas  re-* 
mota  eran  de  uso  coman  los  bafios»  medidas  higiénicas  i|ue  la 
religión  consagraba  como  un  rito  con  el  nombre  de  ablueio-*- 
fiesí  y  fjuriScaoíonefi.  Los  romanos  tuviéronlos  públicos t-  en 
miyor  es^lecimieaio  éo  debemos  descubrir  solamente  un 
goée  Rsieo  ó  an  mero  placer,  sino  mas  bien  una  precaución 
sanilaria. 

éiUk>.**^Eü  et  dia  es  la  higiene  privada  quien  regula  el  uso 
é0ltts<agaas  no  medieinales,  y  solo  las  minerajes  termales  y 
fpias  como  fevorables  á  la  salud  6  nocivas,  segnn  la  aplicación 
4pie  de  ellas  se  bacot  eatran  en  el  dominio  de  la  higiene  pú« 
blioa. 

Bn  todos  tiempis  les  manantiales  medicinales  estavieroa 
balo  la  iDspeeeioD  del  gobierno;:  y  aunque  las  leyes  reconoz» 
oau  y  proteja  la  propiedad  particular  ea  estas  fuentes  de 
salud  V  la  administraoioa  coarta  los  derechos  del  propietario 
ysefiata  lí  miles  al^  aprovechamiento  de  estos  dones  de  la  Pro- 
vMenoia'en  beneficio  de  k>s  pueblos. 

MpGi^Todos  los  establecimientos  de  aguas  y  baQos  mtae- 
rates  debéb  tener  undirector  facultativo  que  cuida  de  su  buen 
orden  y  gobierno  y  entiende  exclusivamente  en  todos  los 
asuntos  propios  de  su  dirección  médico- política.  Durante  la 
época  en  que  segon  la  costumbre' del  pais  se  Jmco  uso  de  las 

(Ijf  '  Refiameoto  de  94  de  julio  de  I SiH,  art.  7. 
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aguas  y  baños,  tieoea  obligacioo  de  residir  en  el  punto -oías 
iDQiediato  del  maoaalial,  para  que  puedan  vigilar  de  cerca 
sobre  la  policía  física  y  moral  de  dichos  establecimientos. 

e&9.— NióguQ  enfermo  puede  beber  las  aguas  minerales, 
bañarse,  entrar  en  estufa,  ni  exponerse  al  chorro  sin  recibir 
del  director  una  papeleta  firmada  ó  permiso  de  usarlas  con 
sujeción  á  las  circunstancias  de  hora,  duración,  temple  y 
demás  que  expresare*  Si  el  director  por  los  efectos  que  hu- 
biere observado  en  los  enfermos,  hallase  conveniente  suspen* 
der  la  aplicaciou  del  remedio,  recógela  papeleta  ó  la  mo- 
difica haciendo  nuevas  prevenciones.  A  ningún  facultativo 
titular  de  la  población,  ó  domiciliado  ó  residente  por  acaso  en 
ella,  le  es  lícito  visitar  á  los  enfermos  concurrentes  sin  su 
anuencia,  ó  sin  ser  en  consulta  con.el  director  que  es  el  ver- 
dadero responsable. 

0&9.— Los  dueños  de  los  establecimientos  de  esta  clase 
tienen  su  dominio  y  el  goce  de  todas  las  prerogativas  que  les 
corresponden  por  derecho  de  propiedad ;  pero  estos  derechas 
no  les  autorizan  para  abusar  de  las  aguas  consideradas  como 
remedio,  ni  para  disponer  de  ellas  en  perjuicio  públioo.  Es- 
tán de  consiguiente  sujetos  á  la  difeocion  médico-política 
en  todo  lo  relativo  á  la  polida  de  las  aguas  y  baños,  y  se  les 
obliga  á  emprender  las  obras  y  reparos  que  los  directores 
les  indiquen  para  corregir  cualquier  defecto  sustancial  en  las 
fuentes,  baños,  estufas,  chorros  ú hospederías  de  los  enfer- 
mos; y  en  caso  de  resistencia  ó  desidia  culpables,  ios  direc- 
tores acuden  ¿  la  autoridad  del  terrilorío  que  les  presta  su 
auxilio  hasta  hacer  invertir  en  mejoras,-  por  lo  menos,  una 
décima  parte  de  la  renta.  Sus  administradores  ó  arrenda- 
tarios tienen  la  intervención  que  «los  dueños  les  conceden 
para  cuidar  de  su  conservación  y  de  la  recaudación  de  los 
productos.  Los  derechos  qne  se  cobran  á  los  enfermos  son 
ajustados  á  un  arancel  que  la  justicia  ó  autoridad  del  ter- 
ritorio (hoy  el  alcalde],  si  no  fuere  la  propietaria,  forma 
de  acuerdo  con  el  directoral  empeiar  cada  temporada  (4). 

(1)    Reglamento  para  la  dirección  y  gobierno  de  los  ba&os  y  aguat 
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.—Ademas  de  estos  medios  conoretos  de  preservar  la 
salad  pública,  la  administración  adopta  tantas  medidas  hi- 
giénicas cuantos  son  ios  adelanios  qoe  ¿  la  sociedad  procura 
en  todos  los  ramos  de  la  civilización.  Las  ciencias  y  las  art^ 
sugieren  en  el  día  recursos  contra  las  enfermedades  que 
eran  desconocidos  en  otros  tiempos^  y  un  bienestar  mas  ge- 
neral dísnúaaye  el  periodo  de  las  epi()émias  y  mitiga  la  ley 
de  la  mortalidad  bajo  la  maligna  influencia  de  estas  cala- 
midades. 

I  no  solo  las  bienes  materiales  de  la  civilización ,  sino 
sos  dones  mócales,  cononrrea  á  tan  favorable  resultado.  Dijo 
un  filósofo  que  toda  cuestión  moral  era  una  cu^tion  de  hi- 
giene; y  si  bien  mejor  dicho  estaría  que  toda  cuestión  de  hi- 
giene es  una  cueetioo  moral,  aceptamos  ia  una  ó  la  otea 
mtoima  como  eipresion  del  intimo  enlace  de  la  pureza  de 
noesiras  costumbres  con  las  regias  de  conducta  necesarias  á 
la  conservación  del  individua;  por  manera  que  la  administra* 
cion,  era  aumeatando  las  jiquesiis  y  couiodÜMes  de  la  vida, 
era  disminuyendo  los  vicies  y  moderando  las  pasiones  por  me- 
die de  la  ensefianza ,  del  eíemple  y  del  caeUgo  >  protege  coa 
tmma  eficacia  la  salud  de  los  pueblos  y  dilata  la  vida  de  las 
sociedades. 

.€jM.— Eairjeteato  vela  por  la  obseivaaeia  de  las  leyes  y 
«ucarga  &  las  autoridades  administrativas  el  castigo  de  toda 
iofraeoioo  de  los  reglamentos  de  policía  sanitaria  dentro  de 
los  limites  de  su  potestad  cprreeeional ;  pero  si  la  inffamon 
fuese  tal  que  mereciese  penas  mas  gravees,'  Ips  contraventores 
deben  ser  puestos  á  disposición  de  los  tribunales  competen- 
tes» para  que  los  juzguen  como  acusados  de  un  delito  ó  de 
uoa  folta  mas  ¿menos  grave  contra  la  salud  pública. 


uiiDerales  delreÍDO  de  3  de  febrero  de  i834y  reales  órdenes  de  l.<* 
de  junio  de  f8a9y  28  de  febrero  de  1844.  .     ... 
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CAPÍTULO  VT. 

Bel    órtfen    pMilieo. 

661.--Kee4Miclad  del  drden  piir-  GO^.^^Autotidades    encargad*» 
blico.  de  coDservar  el  drden. 

662.— El  drden  debe  estar  unido  6r»4.  -  Medios  pfevénlivog. 

álatlberuul.  6tf5«'^Ol0diot  repMaivM; 

e«i.— üoa  de  las  condicioaes  esenciales  de  nuestra  ct)Q- 
servacion  ts  el  órdlen  públicd  iateriof  ó  la  par  doméstica  de 
hts  naciones.  Sin  éráeñ  pábli<co  no*  hay  seguridad  personal, 
sosiego  eü  las  familias,  estabilidad  ea  la  poise^M,  esUmu-* 
lo  para'  el  trabajo.  Cuando  el  6rdefi  no  exlsae,  daefitnt^vi-- 
da  y  nuestros  bienes  están  á  disposicioní  de  0ualc|uí6r  atre- 
vido, coaio  las  cosas  sin  duefío  á  mer««ddd  primer  ocupttD*^ 
te,  ó  como  en  et  estado  sali^aje  toda  propieéad'dede  á^  ki  tio^ 
lencia  del  mas  fuerte. 

e69!.--^Sfn  ei^bargo,  el  priaoi(>i« del  dpdeii> ft<y debe  ejer^ 
car  un  impertooiboimodo  y  absduf*  en  las  sociedades  potl«^ 
ticas  r  sino  com^tMo  con  el  priaeijMO  de  la  libertad.  Ordab 
y  libertad  sob  ib»  dos  platillos  de  ta  balanza  coyo  Sel  es  cd 
derecho  ó  la  ley  de  la  equidad  aplicada  al  régimen  de  los 
pueblos.  SuprtnHd  la  libertad  y  el  orden  d^generi»  en^d^po- 
lismo:  eHminad  el  orden  y^  la  libertad^raya^o  aodrqiila;  Q«e 
la  seguridad  pet^sonal  y  real  séauíeoaK^das  por  el  gobiei«io<d 
por  tos  individuos,  el  desérden  reiWaí  de  bitidistea  s<ieiHe^  t 
produce  iguales  resultados. 

Como  la  administración  oo  tant^erea  feePías  sodiafesi 
(fQant<^  dirige  y  regula  las  indiriduale»,  itrvportá^  e»  eKlrenvé 
que  el  gobierna,  respetando  y  haciendo  respetan  las>  persi^ 
ñas  y  las  propiedades  de  los  administrados,  proteja  el  libre 
desarrollo  de  la  actividad  particular  ó  el  movimiento  espon- 
táneo de  la  sociedad  misma. 

e«8.— Nuestras  ley^s  conflan  el  cuidado  de  conservair  el 
orden  en  el  reino  al  poder  ejecutivo  (4),  es  decir,  al  gobier- 

(1)    Art.  43  déla  Goustitucion. 
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no  par  coaduoio  del  moistro  de  la  Gobernacioa  en  todo  el 
territorio:  eo  las  provincias,  incumbe  á  los  gefes  políticos 
nnantener  bajo  so  responsabilidad  el  orden  y  el  sosiego  pú- 
blico y  proteger  las  personas  y  propiedades  (1>:  en  los  dis* 
tritos,  corresponde  á  los  gefes  civiles,  atribución  declarada 
en  iguales  términos  (2):  en  las  capitales,  pertenece  especial- 
roeote*  k  los  comisarios  velar  pof  el  buen  órdea  interiM*  y 
dispensaf  pf!QAeecioii  y  segufidad  á  las  personas  y  bieoes  de 
im  veeittos  (3);  y  enr  todes  lo»  pueblos,  donde  no  bobiere  de« 
legado  del  gobierno,  es  oUigaeion  de  los  alcaildes  adoplat 
oMdidas  pifotectorasde  la  seguridad  personal^  de  la  propie- 
4ul  y  d(e  ifiblíraiifioiiiéad  pública  (4). 

A  esto  fisi  empJtkaQ  las  aiatoridades.  ya  ««dios  preveittiw 
nos,,  ya  medios  repiesiviC^s  dé  toda.  petlttrbaci(HSi  del  únko 
públino;. 

•G4.r-EI  sisteora  p^ evonlivo  cossiilnye  la  polieia  desch* 
guridad  que  tan  fácilmente  se  presta  á  lo  arbiloarío,  y  coyo 
^c^ioiO'CO«l!vi«ie  pop  Iwtaieikctrras  dentro  de  tales  Jtnwtes, 
qpe  ni  aten  al,  gobierno  las  nuMnoar  para  el  biea,  ni  ae  las  de* 
jen  sueltas  para  el  mal;  ea  snnuí ,  e»  pceoiso  ^rle  fuerzas  paia 
mantener  el  orden,  aunque  no  tantas  que  peligre  la  libertad. 

•íSi^.— 'La  aplieaoioo  del  sistema  represivo  es  de  (a  com- 
petencia ota  de  laadmioisHucioit,  ora  dio  la  justicia;  peio  aun 
en  aquellos  casos  en  que  corresponde  á  los  tribunales  neprÍN- 
mir ,  el  juez  proauncia  la  sentenoía ,  después  de  té'  cual  la 
aaloridadpolíliea  so  apodera  del  rceyleaplíbaeí  condigno 
castigo  que  debe  servir  para  la  corrección  ó  emaienda  propia 
y  para  desoarmienlo ageoo. 

66(^,-— Policía  de  seguridad.  668^f-Pa8ap(>rtes  y  pas^s. 

667. — Ljmítes  del  régimen  pre-    669. — Autoridades  que  loa  expi- 
wenú^o.  den. 

ai  L^^ft  lde,abriVde  1845„  *et  4,  ft  2, 

(^)  Beal  acerolo  do  I.®  de  diciembre  de  1847,  art.  2,  §.  3. 

(3)  Real  decreto  de  26  de  enero  de  1845,  art.  7. 

(4)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  79,  §.9. 
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G79.^t*enonaB^  i  quienes  pne-.  674.-«Regiiarode  pMiporles, 

den  expedirlos.  575.— Pases. 

671.~Gircuostancia8de  todo  pa-  676.— Extranjeros  que  viajan  por 

sa porte  en  regla  EspaSa. 

672.-*Refrendack)n  de  pasapor-  677.» Stibdiios  espafiMesproce^ 

tes.  dentea  del  extranjero. 

<{73.— Pasaportes  cólect¡?os. 


l.-*-La  policía  de  segaridad  es  la  Tigiltncia  que  la  ad-* 
mioistracioa  eieroe  sobre  los  iadividaos  y  los  logares  sospe^ 
chosos  para  evitar  el  me«or  ateatado  contra  la  seguridad  de 
las  personas  y  contra  las  propieilades  de  tes  administrados. 
El  empleo  de  estos  medios  prcTenlivos  de  mantener  el  orden 
póblico,  sofocando  las  tentativas  y  aun  d  peasamiento  de  per- 
turbarlo en  su  origen,  sopóne  siempre  algún  grado  de  res- 
tricción de  la  libertad  individual.  A.  ^etes  la  restricción  al- 
canza solamente  á  cierta  clase  de  personas  propensas  at  cri- 
men; á  veces  son  medidas  generales  de  precaución  que  obli- 
gan á  todos  los  habitantes.  ^ 
•  «aav— Para  que  dichas  medidas  paedan  joalificarse,  ó  pa- 
ra que  el  régimen  preventivo  no  tra^aae  la  Unea  de  la  pru* 
denfta  y  penetre  en  el  campe  vedado  4e  to  arbitrario,  es 
preciso: 

I.  Que  sean  necesarias;  pues  si  )a  necesidad  no  las  ju^i- 
ica,  hay  abuso  de  poder  éinfraecion4e  alguna  ley  consli- 
tueienai. 

U.  Qáe  no  sea^n  vejatorias,: porque  8i>étiles  y  constitu- 
cionales en  el  fondo,  pueden  degeáerar  en  petniciotas  é  la* 
const^tucionaies  por  vioioa  de  fornuu 

lü.  Que  se  ajusten  extrictamente  á  los  limites  que  las 
leyes  señalan,  es  decir,  que  las  autoridades  encargadas  de 
la  policía  de  seguridad ,  no  pn^sden  detener ,  ni  prender ,  ni 
separar  de  su  domicilio  á  ningtin  español,  ni  allanar  su  casa 
sino  en  ciertos  casos  y  bajo  ciertas  formas  (4),  ni  pueden  tam- 
poco imponerle  penas  corporales  ó  pecuniarias:  su  deber  es 
aprehender  á  los  culpables  y  entregarlos  &  sus  jueces  compe- 
tentes que  los  castiguen,  salto  si  dichas  autoridades  partici- 

(1)    Art.  7  de  la  Constitución. 


Digitized  by 


Google 


LIBIO  ir.   OB  ¿A   MATIBIA  ADMlNISTftATIVA.  333 

{KiO  M  poder  coercitivo  olM'gado  por  la  ley  ala  admiaí»- 
traeioav  porqpe  eaiooces  üeoea  facultad  para  aplicarlas 
dentro  del  radio  de^u  potestad  por  ,TÍa  de  correccioo  6*  dis- 
«iplioa.  I 

ees.— Eatre  las  medidas  generales  de  precaueíon  que 
adopta  la  policía  de  seguridad,  se  enooieran  las  siguientes. 

I.  Los  pasaportes  y  pases.—En  rigor  de  principios,  toda 
persona  pacífica  puede  trasladarse  de  un  lugar  á  otro  sin  per*, 
fl^iso  préyío  de  la  aatoridad »  deiecho  que  algunas  constüo- 
cienes  reconocieron  comiQ  inherente  al  lioni|)re  y  sanciona* 
ron  con  el  titulo  de  libertad  de- locomoción.  La  suspicacia  de 
los  gobiernos  y  US  iafrigas  de  los  partid ,  masi  acaso  que 
vadnos  de«<kden  público,  introdujeron  los  pases  y  pasapor*^ 
tes  que  primero  han  sido  precauciones  temporales^  y  luego 
be  hicieron  de  uso  permanente.  * 

Los  pasaportes  son  documentos  que  habilitan  para  Viajar 
por  el  interior,  ó  por  el  extranjero* 

ee#.-^Para  que  unos  y  otros  sean  válidos  deben  ser  ex- 
pedidos por  autoridad  competente  en  esta  forma: 

Por  el  «ministerio  de  Estado  á  los  príncipes ,  grandes  de 
EspaAa,  embajadores,  ministros  plenipotenciarios  y  residen** 
tes,  encargados  de  negocios,  secretarios  de  legación^  agrega- 
do», y  á  todos  los  empieadoa  dependientes  de  dicha  seerela^r 
ría  inclusos  los  correos  de  gabinete,  debiendo  tos  interesa- 
dos solicitarlo  por  escrito  del  ministro  (4). 

Por  los  demás  ministerios  á  las  personas  y  en  los  casos  en 
que  se  practica  según  costumbre,  asi  eomo  también  las  licea* 
ciasde  embarque  á  todos  los  empleados  xlel  estado  que  pa- 
saA  k  los  dominios  de  Ultramar  (S). 
'  Por  los  capitanes  generales,  eomandantes  generales  y 
de  armas  á  los  militares  y  personas  que  gozan  fuero  de  guer* 
ra(»). 

-Por  los  gefes^ políticos  en  las  capitales  de  provincia  ,  por 

(t)    Real  drdoo  de  3  de  abril  de  1S46. 

(2)  Reales  órdenes  de  18  de  agosto  de  1838,  art.  5,  y  10  de  julio 
de  1S35. 

(3)  Ibíd.  art.6. 
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los  gefes  civiles  en  lis  cabezas  de  distrito  y  por  los  laloaldes 
en  los  demás  pueblos  á  todas  las  personas  dd  faero  coiiioii(4). 
«90.— Debe  expedirse  pasaporte á  i|iiÍ€q  quiérale  lo 
solicite,  si  es  libre  para  viajar,  ó  no  teniendo  la  antoridad 
fondado  motivo  para  negárselo. 
Carecen  de  aqoella  libertad: 

I.  Por  causa  de  so  estado  civil  los  bijos  de  fa«iília>  las 
mujeres  casadas  y  los  pupilos  y  Menores  á  quienes  no  se 
concede  pasaporte  sin  hacer  coAstar  el  consentimiento  de 
sus  padres,  maiúdos>  tutores  ó  curadores. 

II.  Por  razón  de  su  oficio  se  reosa  á  los  jueces  de  pfíifie^ 
ra  instancia  y  promotoras  fiscales,  nó  prenotando  real  licen- 
cia para  ausentarse^  ó  en  su  oáso  la  del  regente  de  la  audí^- 
cia  respectiva  (2). 

III.  Por  motivos  de  intenés  general  se  niega  pasaporté 
para  el  extranjero  ó  para  Ultramar  á  los  úiozos  sujetos  á 
quintas,  si  no  aseguran  las  resoltas  de  los  sorteos  sucesivt)s, 
otorgando  fianza  por  medio  de  escritora  públiea  Ja  t^ñalde- 
berá  ser  aprobada  por  el  alcalde  de  so  pueblo,  después  de  oif 
por  escrito  á  los  padres,  parientes  ó  tutores  de  tréá  mozos  de 
la  misma  edad  que  el  inttresadOt  y  á  los  de  otros  tres  de  la 
inmediata.  Esta  fianza  servirá  llegado  «I  caso  para  lacoM'^ 
pra  de  un  sustituto  en  la  Forma  boy  establecida,  ó  que  en  16 
adelante  se  estableciere  (3)* 

Sin  embargo ,  si  el  mozo  menor  de  veinticinco  anos  que 
solicita  pasaporte  justifica  debidamente  alguna  etcepcion  le- 
gal que  le  exima  del  servicio*  debe  serle  expedido  (4). 

lY.  Por  consideraciones  de  orden  páblico  se  niega  táfil* 
bien  á  los  que  son  objeto  d^  pesquisas  judiciales :  á  ios  qnf^f 
están  oopfioadoa  á  un  punto  en  virtud  de  sentencia  ó  de  pro- 
videncia gubernativa:  á  los  que  no  poseen  medios  ó  ind^striii 
para  vivir  honradamente:  á  los  expulsados  de  Turquía  con 


(1)  Real  orden  de  21  de  abril  do  18i5.  art.  1. 

(2)  Real  orden  de  S3  de  febrero  de*  1849. 
($)  Real  órdeo  do  17  de  enero  de  1840. 

(4)  Reales  órdenes  de  12  de  noviembre  de  1838  y  5  de  játtld  de 
1846. 
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prohihiewn  de  tolver,  si  lo  soIidUrren  para  dichos  esla-^ 
dos  (i)i  y  á  toda  persona  qué  lo  pida  para  Gibrallar  6  para 
sos  ioBiediacioBesdetitro  del  radio  de  diez  ó  doce  leguas,  si 
antes  aobace  coni^tar  el  objeto  de  su  viaje  (^). 

Puede  la  autoridad  reusar  pasaporte  coa  fundado  motivo 
á  cualquiera  persona  sospechosa  ó  desconocida ,  oo  presen- 
tando fiador  que  abone  su  conducta;  pero  debe  ejercer  esta 
facultad  con  parsimonia  y  circunspección,  á  fin  de  no  causar 
molestias  ni  entorpecimientos  indebidos(3). 

119 1.-— Para  qae  un  pasaporte  pueda  considerarse  en  re* 
gla  debe  contener  los  siguientes  requisitos: 

L  Estar  extendido  en  hojas  impresas  conforme  á  ios  mo-* 
délos  adopDados  (4). 

II.  Aparecer  firmado  por  una  autoridad  competente. 

III.  Tener  la  nota  del  número  déi  registro  y  estar  cubier^ 
tas  las  casillas  con  las  señas  del  portador  y  con  su  firma,  ó 
la  nota  de  que  no  sabe  firmar  (5). 

lY.  No  estar  cumplido,  pues  tal  pasaporte  se  reputa  co- 
mo no  existente  (6). 

V.  T  por  último ,  haber  sido  refrendado  en  los  pueblos 
del  tránsito  donde  el  viajero  hubiere  pernoctado. 

119 9. ^'Corresponde  visar  los  pasaportes  á  la^  mismas  au* 
toridades  á  quienes  compele  expedirlos;  pero  en  las  capita^ 
les  de  provincia  pueden  además  refrendarlos  los  comisarios 
de  protección  y  seguridad  pública. 

En  los  puntos  donde  el  viajera  pernocte,  el  gefe  poli- 
tico,  el  comisario  >  el  celador,  ó  en  su  caso  el  alcalde,  pue^ 
den  exigir  la  presentación  del  pasaporte,  aunque  sin  moles* 
tar  á  los  interesados,  ni  causarles  por  ello  gasto  ni  vejamen 
alguno. 

Guando  el  vis^ero  hubiere  llegado  al  punto  de  su  desiíjio, 


(\)  Beai  drdcn  de  9  de  agosto  de  183H. 

(2)  Bcal  orden  de  15  de  abril  du  1839. 

(3)  Real  orden  de  21  de  abril  de  18i5.  art.  íí. 

(4)  Por  reglamento  de  20  de  febrero  de  183 i. 
(5j  Beal  <lrden  do  18  de  agosto  de  1838,  arl.  3. 
(B)  Ibid.  art.  7. 
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debe  preseatar  su  pasaporte  al  celador  del  barrio  dentro  de 
cuarenta  y  ocho  horas;  y  si  se  hospedase  en  Tonda,  posada, 
mesón,  casa  de  huéspedes  ú  otra  cualquiera  de  esta  especie, 
es  el  dueño  del  establecimiento  responsable  de  la  obsenran- 
cia  de  esta  disposición.  En  ios  caminos  y  despoblados  la  guar- 
dia civil  está  facultada  para  requerir  la  exhibición  de  los  pa^ 
saportes  á  los  viajeros  y  transeúntes,  aun  cuando  sean  milita* 
res  (4). 

OÍS.— Además  de  los  requisitos  comunes  á  todos  los  pa- 
saportes, hay  algún  otro  especial  para  los  pasaportes  colecti- 
vos, á  saber  [  que  se  anoten  al  respaldo  los  nombres,  apeíK- 
dos  y  demás  circiinstancias  de  los  miepbir.os  de  una  misma 
familia  y  délos  criados  que  llevan  para  su  inlnedlato  servi- 
cio, sin  comprender  los  individuos  que  viajen  en*compáñía, 
quienes  deben  proveerse  de  pasaportes  personales  (2). 

«741.— Las  autoridades  encargadas  de  expedir  y  refrendar 
los  pasaportes  deben  llevar  un  registro  en  que  anoten  los  que 
conceden  ó  visan  con  expresión  de  los  nombres,  fechas,  pun- 
tos de  dirección  y  demás  circunstancias. 

eift.— Los  pases  son  documentos  menos  solemnes  que  ha- 
bilitan para  viajar  denUo  del  radio  de  ocho  leguas  del  domi-^ 
cilio.  Los  expiden  los  comisarios  y  á  falta  de  estos  el  celador 
del  barrio  en  las  capitales,  y  los  alcaldes  en  los  demás  pue- 
blos. Ningún  pase  vale  por  mas  de  cuatro  meses  contados 
desde  la  fecha  de  su  expedición.  En  losgobiernos  políticos, 
en  las  comisarías,  celadurías  y  alcaldías  respectivamente,  se 
lleva  un  registro  especial  en  que  se  anotan  las  expediciones 
de  pases  con  expresión  del  nombre  de  la  persona  á  quien  se 
hubieren  concedido  y  la  fecha  de  la  concesión  (3). 

Las  autoridades  deben  proceder  contra  todo  español  que 
viajare  por  el  interior  sin  pasaporte  ó  pase  en  regla,  dete- 
niéndole, multándole  ó  remitiéndole  de  justicia  en  justicia  al 
pueblo  de  su  naturaleza  ó  de  su  domicilio,  pero  procurando 

(1)  Reales  órdenes  de  2t  de  abril  y  15  de  majo  de  1845. 

(2)  Real  orden  de  14  de  agosto  de  1846. 

(3)  Reales  órdenes  de  13  de  diciembre  de  1835  y  SI  deabríLde 

1845. 
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siempre  coaciliar  los  intereses  del  orden  público  con  la  ma- 
yor libertad  de  las  personas. 

09e.— Los  extranjeros  no  pueden  viajar  por  España  sin 
pasaporte  de  su  gobierno  y  autoridades  respectivas  refren- 
dado por  nuestros  agentes  diplomáticos  ó  consulares  residen- 
tes en  los  países  de  donde  aquellos  procedan,  ó  por  las  autori- 
dades legítimas  españolas,  si  el  pasaporte  hubiere  sido  dado 
por  alguno  de  los  agentes  diplomáticos  ó  consulares  extran- 
jeros en  estos  reinos.  Los  que  fueren  hallados  viajando  con 
pasaporte  falto  de  estos  requisitos  deben  ser  detenidos',  dan- 
dose  parte  al  gobierno  por  la  autoridad  á  quien  corres- 
ponda ;  y  si  hubieren  venido  por  mar  sin  pasaporte ,  ó  no  lo 
trajesen  en  los  términos  indicados  no  se  les  deja  poner  pié 
en  tierra,  ó  se  les  hace  reembarcar  inmediatamente. 

Si  los  extranjeros  procediesen  de  Madrid  deben  llevar  pa- 
saporte de  los  embajadores  de  su  nación  ó  de  los  que  hicieren 
sus  veces,  visado  por  el  ministerio  de  Estado,  sin  cuyo  previo 
requisito  no  lo  refrenda  la  autoridad  civil. 

W9.— Los  subditos  españoles  procedentes  del  extranjero, 
si  no  vinieren  provistos  del  competente  pasaporte  expedido 
por  nuestros  agentes  diplomáticos  ó  consulares,  son  tam- 
bién detenidos  y  reembarcados,  pues  todos  deben  traerlo  en 
regla,  excepto  los  individuos  de  la  tripulación  á  quienes  bas- 
ta estar  incluidos  en  el  rol  (4).  Si  proceden  de  Francia,  es- 
tán obligados  á  visar  sus  pasaportes  en  los  consulados  de 
Bayona,  Perpiñanú  otro  cualquier  punto  de  la  frontera  por 
donde  desean  penetrar  en  este  reino ,  pues  sin  este  requisito 
las  autoridades  españolas  no  les  permiten  la  entrada  (3). 

Articulo  2.® — ^Wfto  A*  armas. 

678. — Clasificación  de  las  armas.  sitan  permiso. 
679. — Libre  uso  de  las  armas.  683.— Autoridades  encargadas  de 
680.  ~Ü80  legitimo  en  España.  expedir  estas  licencias. 
681.— Ciases  que  pueden  usar-  684. — A  quienes  pueden  otorgar- 
ías sin  licencia.  •           las. 
682. — Las  demás  personas  nece-  685. — Penas  en  que  incnrren  los 

(1)  Real  orden  de  18  de  agosto  de  1838,  arts.  8^  9  y  10. 

(2)  Real  drden  de  3  de  abril  de  1846. 
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que  ugarea  armas  sin  au-  usarlas, 
torízacion.  689.— Castigo  en  que  incurren  los 
686. —Obligaciones  de  los  arme-  infractores  de  la  prohibi- 
ros. cioD. 
687.— Armas  prohibidas.  690.— Fabricación  y  venia  de  ar- 
688. — Personas  autorizadas  para  mas  prohibidas. 


eis.— Las  armas  se  disiingaen  en  lieitfts  é  ¡Hcitas,  ó  per- 
ojudas  y  prohibidas  por  la  ley*  , 

•!•. — Hay  alguaos  publicistas  que  reooapcea  como  ua 
derecho  iodividual  el  libre  uso  de  las  armas  para  proveerá 
la  propia  defeusa;  pero  aun  aceptando  el  priacipk) ,  nadie 
puede  disputar  i  la  adroÍDistraeíoo  la  facultad  de  desarro^ 
liarlo  ea  reglamentos  aoitlogos  i  las  necesidades  y  costum-* 
bresde  cada  naeioo. 

e9#.--Ea  EspaQa  el  uso  legitimo  de  las.  armas  esl&  sujeto 
á  ciertas  restricciooes  ó  garantías  que  la  prudencia  del  go- 
bierno ba  esoogitado  y  exige  para  evitar  el  abuso.  Por  regla 
general  á  nadie  es  licito  usar»  ni  tener  arma  alguna,  aunque 
sea  de  la  clase  de  las  permitidas  ,  sin  autorización  especial 
concedida  por  la  autoridad  competente. 

Hdt.-^Kstán  sin  embargo  habilitados  para  usarlas  sio 
necesidad  de  licencia: 

I.  Todos  los  que  las  llevan  como  parte  de  su  uniforme. 

II.  Los  matriculados  y  aforados  de  nurina  (O- 

III.  Los  individuos  del  ejército  y  los  del  resguardo  pú- 
blico y  municipal  (3). 

lY .    Los  conductores  de  fes  caudales  del  estado  (3). 

V.  Los  comisarios,  celadores  y  agentes  de  protección  y 
seguridad  pública  (4). 

TL  Los  guardas  de  los  montes  y  plantíos  del  estado  y  de 
los  propios,  comunes  y  establecimientos  públicos  (5). 


(1)  Real  drdende.  18  de  febrero  de  18S5. 

(2)  Ibid.  y  reglamento  de  p^ficia  para  las  provincias  do  SO  de 
febrero  4e  1984. 

(3)  Real  drden  de  29  de  noTiembre  de  1828. 

(4)  Regltmeqto  de  policía  y  real  orden  de  12  de  fehrero  de  IS46. 

(5)  Reglamento  de  24  de  marzo  de  1846,  art.  36. 
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Vil.    Los  órdeiu&zas  de  tos  lelégimfos  (i ). 

TUL    Los  empleados  y  éepeftdieates  de  los  porUtgos  {%). 

09t.^A  todas  las  denás  persoeas  se  les  concederá  el  per*^ 
miso  4|ii&  soUciten,  si  ofreceD  garantías  suficteotes  y  meáíM- 
le  la  relribucioQ  señalada»  excepto  k  los  rabadaoes ,  paslores 
y  zagales  del  ganado  estanle  ó  trasbumaite  á  quienes  se  lea 
expide  giitis  (3). 

098. — Corresponde  ordinariamente  expedir  las  licencias 
de  armas  á  las  mismas  antorídades  k  ifoicnes  pertenece 
Ubrar  loe  pasaportes,  pues  a«nqüe  posteriermente  se  ba 
dispuesto  qoe  se  obtnriese  esta  autorización  de  los  gefes  po« 
Htioos  (4) ,  semejante  dísposidoa  tiene  el  eaiáoter  de  naa 
medída^  de  circunstancias  requerida  por  la  necealad  de 
conservar  el  orden  público  ameaaaiade.  La  regia  general  y 
eonslaate  es  qoe  sea  atribocion  de  las  autofidades  encarga- 
das de  velar  por  la  seguridad  de  las  personas  y  propiedades; 
mas  sin  embargo,  mientras  no  haya  una  declaración  explíci- 
ta en  ceatrario»  díebemos  atenemos  i  h  jnriapnidencia  esta- 
blecida. 

•944—- Les  gefes  políticos  no  conceden  <ticba  Keeneía 
sino  á  los  vecinoi  qoe  se  hallaren  empadronados  en  los  libros 
de  sn  barrio  respectivo,  si  al  fMpio  tiempo  inspiran  completa 
eonfianta  de  que  no  harán  iko  punible  de  tas  armas. 

Todas  las  lioeftctas  de  esta  clase  oadncfta  de  dertcbo  el 
último  dia  del  afio.  Los  que  quieran  continuar  usando  de  eHas 
deben  renovarlas  antes  qne  espire  «1  plazo  (5). 

•9ll.«^Las  personas  que  tuvieren  é  nsaren  armas  sin  la 
competente  autorización  incurren  ei  la  pena  de  den  ducados 
de  OMilta  y  treinta  dias  de  prisión  (6);  el  que  no  renueve  la  ii  - 
concia  pasado  el  término  desigttado  para  su  duración ,  según 
reglamento,  será  corregido  con  la  multa  de  cien  ducados;  y  al 

(1)  Real  orden  de  20  de  mayo  de  1846. 

(2)  Real  orden  de  26  de  marzo  de  1 844. 

(3)  Real  drdeo  de  3  de  diciembre  de  1824. 

(4)  Real  drden  de  14  de  julio  de  1844. 

(5)  Reglamento  de  policía  de  20  de  febrero  de  1824,  art  123  y 
real  drden  de  30  de  mayo  de  1846.  .    , 

(6)  Reglamento  citado,  y  dicha  r^l  drdeo,  art.  i. 
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que  tuviere  ó  usare  mas  de  las  tonteaidas  en  la  concesíóD, 
se  le  castiga  conciocueata  ducados  y  además  se  leiahabilrta 
para  asarlas  por  espacio  de  ud  año  (1 ). 

II9II.— Los  armeros  están  obligados  á  preseular  á  los  ge- 
fes  políticos  UQ  estado  de  las  armas  que  posean,  y  en  los  ocho 
primeros  diasde  cada  mes  una  nota  de  las  que  hubieren  ven- 
dido en  el  anterior  y  de  1^  que  todavía  conservan  en  su  po> 
der  (2). 

«89.-— Son  armas  prohibidas  todas  las  cortas  blancas  y 
de  fuego,  como  pistolas,  trabucos  y  carabinas  que  no  Uegnen 
&  la  marca  legal,  es  decir,  que  no  tengan  cuatro  palmos  de 
oafion,  y  los  puñales,  gíferos,  almaradas  ,  navajas  de  muelle 
con  golp«  ó  virola,  daga  sola  y  cuchillos  de  punta  (3).  Tam-^ 
bien  suelen  algunos  autores  enumerar  entre  las  armas  prohi- 
bidas los  instrumentos  cortantes  y  punzantes  que  usan  los 
artesanos  en  sus  oficios,  de  «uerte  que  no  pueden  UevarloB 
conmigo  para  su  defensa. 

T  no  solo  están  prohibidas  las  armas  cortas,  sino  también 
las  espadas  mayores  de  cinco  cuartas,  las  de  vaina  abierta  y 
los  berdugos  buidos  de  marea  ó  mayores  de  ella  aunque  bajo 
penas  mas  leves  (4). 

Estas  prohibiciones  fúndanse  en  que  siendo  dichas  aro- 
mas puramente  ofensivas  y  fáciles  de  ocultar,  suelen  dar 
ocasión  á  muertes  alevosas  que  la  autoridad  debe  pre* 
caver. 

088.— Hállanse  autorizados  para  usar  armas  prohibidas: 

I.  Con  respecto  á las  pistolas  de  arzón,  las  personas  <fue 
fueren  á  caballo  y  en  traj«  interior  decente  (5). 

II.  Los  marineros  y  gentes  de  mar  que  pueden  usar  á 
bordo  los  «aehitlos  necesarios  para  sus  maniobras  y  fae- 
nas (6). 

IlL    Los  visitadores ,  ministros  y  guardas  de  las  rentas 

(1)  Ibid.  artB.  3,  4  y  5. 

(2)  Ibid.  art.  9. 

(3)  Ley  19,  til.  xix,  lib.  xii,  Nov.  Becop. 

(4)  Ibid.  leyes  3  y  7. 

(5)  Ibidileyl9. 

(6)  Real  drden  de  1  .•  de  setiembre  de  1790. 
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públicas  á  qaieaes  es(á  permitido  el  uso  de  todas  las  armas 
de  fuego  prohibidas,  mieotras  sirven  sas  oficios  (1). 

lY.  Los  empleados  eQ  diligencias  pefieaecientes  al  ser- 
vicio del  estado  que  pueden  llevar  cuchillos  con  licencia  por 
escrito  de  los  gefes  de  la  tropa  destinada  á  perseguir  contra- 
bandistas y  malhechores  (2). 

T.  Los  militares  que  fueren  disfrazados  en  busca  de 
desertores  ó  con  otro  encargo  de  la  autoridad ,  llevando  para 
ello  los  correspondientes  despachos  por  tiempo  limitado  (3). 

YL  Los  generales  y  oGciales  hasta  el  grado  de  coronel 
inclusive  pueden  usar  en  viaje  y  tener  en  su  casa  carabinas 
y  pistolas  de  arzón  de  las  marcas  regulares ;  pero  los  demás 
oficiales  inferiores  solo  las  pueden  llevar  cuando  fueren  con 
su  regimiento ,  compañía  ó  destacamento  ó  con  licencia  de 
sus  gefes  (4). 

090.-- El  uso  de  las  armas  prohibidas  es  castigado  por 
la  autoridad  como  una  contravención  á  los  reglamentos  de 
policía  con  las  mismas  penas  que  si  fuesen  permitidas ;  pero 
además  el  infractor  será  entregado  al  tribunal  competente  pa- 
ra la  formación  de  causa  (5). 

IIOO.— Las  leyes  prohiben  la  fabricación  y  venta  de  toda 
clase  de  armas  ilícitas  (6). 

Articulo  3.° — ^ue^os  '^To\v\\)"\<loft. 

€91. — Juegos  ilícitos.  693. — Deberes  de  la  administra - 

692.— Juegos  vedados  por  la  ley.  cien. 

694.— Sorteos  y  rifas. 


L.— El  juego  como  pasatiempo  ó  distracción  debe  ser 
permitido  por  las  leyes  á  semejanza  de  todos  los  medios  ho- 
nestos de  esparcir  el  ánimo  fatigado;  pero  cuando  los  juegQS 
pervierten  las  costumbres  de  los  pueblos  ó  los  arruinan ,  ya 

(1)  Ley  12,  tit  xix,  lib.  xii,  r^ov.  Recop. 

(2)  Ibid.  ley  20. 

(3)  Ordenanzas  del  ejército^  trat.  viii,  Ut  ii,  arU  2. 

(4)  Ley  13,  lít.  xii,  lib,  xii,  Nov.  Becop. 

(5)  Real  orden  de  14  de  julio  de  1841 

(6)  Ibid.  ley  19. 
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distrayéndolos  del  trabajo,  ya  corrompiendo  la  virtud,  y  ya 
ea  fin  expoDÍeade  y  aaiquilando  los  ahorros  del  joroalero,  el 
cajMt^l  del  ttegoetai>te  y  el  patrimoato  de  las  familias,  éfi  un 
vicio  odioso  por  sí  taismo  y  digno  de  severo  castigo.  Taato 
mas  debe  la  administracioa  perseguir  los  juegos  ilícitos, 
cuanto  que  la  pasión  del  jugador  es  ardiente  y  su  sed  inex- 
tinguible. Dominado  su  corasen  por  este  vicio  funesto,  no 
hay  desorden  que  le  acobarde,  ni  temor  que  ie  arredre,  ni 
crimen  que  no  sea  capaz  de  cometer  á  trueque  de  ganar  fna&, 
sí  el  cebo  engaikoso  de  anteriores  ganancias  le  sedace,  ó  de 
tentar  iin  cambio  de  suerte  y  desquitarse,  si  ha  perdido. 

En  nuestra  antigua  legislacíoQ  era  el  juego  de  suerte  y 
azar»  sin  embargo,  tolerado.  £1  Rey  éon  Alonso  X  permüió 
casas  públicas  de  estos  juegos  á  las  cuales  llamaban  enton- 
ces tafurerías  que  estaban  arrendadas  por  cuenta  del  estado 
ó  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  á  quienes  se  había  otorga- 
do el  privilegio  de  abrirlas.  Para  contener  sin  duda  el  des- 
enfreno del  juego,  intentó  el  sabio  autor  de  las  Partidas  re«- 
glamentarko,  mandando  formar  el  cuerpo  legal  conocide  con 
el  título  de  Ordenamiento  de  las  t^fwrerias ;  pero  tales  fueron 
los  escáldalos,  y  tan  graves  los  daños  que  causaron  «testa- 
do y  á  las  familias,  que  á  la  vuelta  de  pocos  años  hebterom 
de  ser  cerradas,  y  la  anterior  tolerancia  se  trocó  en  severa 
prohibición. 

Compete,  pues,  á  la  administración  celar  para  que  no  ha- 
ya juegos  prohibidos  y  no  se  abose  de  los  permitidas  hasta 
el  punto  de  privarlos  de  su  inocencia,  porque  depravando  el 
carácter  de  los  hombres  ó  labrando  su  ruina,  se  aventura 
siempre  la  tranquilidad  y  el  sosiego  público. 

01I9.— Nuestras  leyes  abundan  en  disposiciones  relativas 
á  tan  interesante  objeto.  Están  prohibidos: 

I.  Todos  los  juegos  de  suerte  ó  azar  y  aquellos  en  que  in- 
tervenga envite ,  los  cuales  con  su  propio  nombre  se  expre- 
san en  la  ley  (1). 

II.  Todos  aquellos  en  que  se  interesen  alhajas,  prendas 

(I)    Ley  15,  tít.  XXIII,  lib.  xii.  No?.  Recop. 
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á  Otros  bieoes  caalesquiera,  sean  muebles,  sean  raices,  en 
poca  ó  mucha  caotidad,  y  los  juegos  á  crédito,  á  fiado  ó  ba- 
jo palabra,  aun  cuaado  aoeatreii  por  so  clase  en  el  áúmero 
de  los  vedados. 

ill.  También  lo  están  los  permitidos,  si  el  tanto  suehe 
que  se  jogare  excediere  de  un  real  de  vellón,  y  toda  1^  can- 
tidad pasase  de  treinta  ducados,  aunque  sea  en  mochas  par- 
tidas, siempre  que  intervenga  en  ellas  alguno  de  los  jugado- 
res ,  ó  se  atravesaren  apuestas. 

IV.  Igualmente  se  prohibe  á  los  artesanos  y  menestrales, 
tantea  los  maestros,  como  &  los  oficiales  y  aprendices  y  á  los 
jornaleros  de  todas  clases,  entretenerse  en  juegos  permití^ 
dos  durante  los  dias  y  horas  de  trabajo,  es  decir,  desde  las 
seis  de  la  mañana  hasta  las  doce  del  dia^  y  desde  las  dos  de 
(a  tarde  hasta  las  ocho  de  la  noche. 

V.  Asimismo  se  prohibe  toda  especie  de  juego  en  1^  ta* 
bernas^  figones,  hosterías,  mesones,  botillerías,  cafés  y  de- 
más casas  públicas,  excepto  los  de  damas,  ajedrez,  tablas 
reales  y  ebaquete  en  las  de  trucos  y  villar  (1). 

•SS.'^A  la  admhiistracion  toca  eviUr  los  juegos  ílidtos,' 
perseguirlos,  sorpren<ler  á  los  jugadores  y  castigarlos  pqr 
vía  de  corrección  dentro  de  los  límites  de  su  potestad  disci- 
plinar, y  entregarlos  después  al  tribunal  competente  para  que 
ios  juzgue  con  arreglo  á  las  leyes  (2).  Para  hacer  estas  sor- 
presas en  lugares  públicos,  basta  tener  noticia  ó  fundados 
motivos  desospecha;  pero  para  reconocer  casas  particulares 
es*preciso  instruir  antes  una  información  sumaria  de  la  cual 
conste  la  contravención ,  y  proceder  después  en  la  forma  que 
ias  leyes  disponen,  por  no  incurrir  la  autoridad  en  la  tacha 
de  violadora  de  domicilio. 

Ninguna  persona  puede  resistir  el  cumplimiento  de  las 
órdenes  que  la  autoridad  dictare  respecto  á  juegos,  ni  deso- 
bedecer sus  providencias  so  pretesto  de  fuero  por  privilegia - 


(i)    Ibid. 

(^)    Ley  provisional  para  la  e^cucion  del  código  peDa||^gla  li.' 
y  real  decreto  de  íi2  de  setiembre  de  ISiS,  art.  2. 
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do  qaesea,  porque  sobre  qo  reconocerse  en  negocios  de  po- 
licía, ia  ley  los  anula  expresamente  en  estos  casos  (4). 

0041. — También  se  hallan. prohibidas  las  rifas,  como  jue- 
gos de  azar,  aun  las  celebradas  en  casas  particulares,  ó  á 
extractos  de  lotería,  ó  á  título  de  piedad  en  las  puertas  de  los 
templos,  ó  para  objetos  de  eulto,  siendo  castigada  toda  con- 
travención con  la  pérdida  de  la  cosa  puesta  en  rifa  y  una  can- 
tidad duplicada  del  valor  que  se  la  diere  en  billetes,  á  no  ser 
que  se  hubiese  solicitado  y  obtenido  el  permiso  de  la  autori- 
dad competente. 

Solo  al  gobierno  pertenece  otorgar  semejante  autorización 
en  favor  de  los  establecimientos  de  beneficencia  que  se  ha- 
llen indotados,  dejando  la  cuarta  parte  á  beneficio  de  la  ren- 
ta de  loterías,  sin  admitir  petición  en  contrario  y  justifican- 
do previamente  la  necesidad  de  recurrir  á  semejante  arbi- 
trio (2). 

Tal  es  la  serie  de  las  principales  disposiciones  encamina- 
das á  reprimir  la  funesta  pasión  del  juego;  pero  ¿podrá la  ad- 
ministración lisonjearse  de  haber  cumplido  con  sus  deberes 
y  de  que  sus  esfuerzos  serán  coronados  con  un  éxito  feliz, 
mientras  el  gobierno  irrite  la  sed  de  ganancias  aleatorias  con 
el  poderoso  atractivo  de  las  loterías?  ¿O  no  es  verdad  que  los 
pueblos  ceden,  mas  que  á  la  predicación  y  al  castigo,  á  la 
imitación  y  al  ejemplo? 

Articüi.0  4.*— NcüQOf. 

695.— Vagos.  GQQ.—Gonsecuencjas. 

6 96. ~ Legislación  antigua.  700. — Legislación  actual. 

697.— Ordenanza  de  levas.  701.— Deberes  délas  autoridades 

698.— Prinaipios  en  que   debei  judiciales  y  administrati- 

fundarse  las  leyes  repre-  vas  con  respecto  á  la  ex- 

sivas  de  la  vagancia.  tirpacion  de  la  vagancia. 

enft.— Uno  de  los  medios  preventivos  mas  eficaces  de  con- 
servar^l  orden  público,  es  impedir  la  ociosidad  y  perseguir 
a  las  gentes  ociosas  y  mal  entretenidas. 

(1)    Ley  ditada  déla  Dov.  Recop. 

(S)^^ale8  drdenesde  10  de  mayo  de  1835,  SO  de  julio  de  1836 
y  27  iipgosto  de  1838. 
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I.— El  código  de  las  Partidas  llama  á  estos  balHos  (va- 
Mi)  V  de  los  cuales  «non  viene  niagun  pro  &  la  tierra» ,  y 
manda  que  «non  tan  solamente  sean  ecbadQ3  de  ella,  mas 
aun  que  si,  seyendo  sanos  de  sus  miembros^  pidieren  por 
Dios,  que  non  les  den  limosna,  porque  escarmienten  á  facer 
bien  viviendo  de  su  trabajo»  (O-  Estas  penas  ban  sido  reno- 
vadas y  algunas  veces  agravadas  notablemente  en  varias  le- 
yes y  ordenanzas  posteriores,  hasta  imponer  la  de  muerte  ¿ 
los  reincidentes  (2). 

En  el  siglo  XTI  cuidaron  las  cortes  celebradas  en  distin- 
tas égecas,  de  llamar  la  atención  del  emperador  C¿rlos  V 
acerca  de  la  necesidad  de  reprimir  la  vagancia  y  la  falsa 
mendicidad.  A  consecuencia  de  tan  reiteradas  peticiones  se 
dictaron  varias  providencias  con  el  fin  de  atajar  semejantes 
abusos^  cometiendo  á  los  Ayuntamientos,  corregidores  y  jus- 
ticias  el  encargo  de  velar  por  su  observancia  y  de  cuidar  de 
este  ramo  de  policía  (3). 

En  el  siglo  XTII  el  mal  fué  en  aumento  con  las  desgra- 
cias de  la  nación  y  con  so  decadencia  en  agricultura,  artes 
y  comercio. 

En  el  XVIU  se  ha  expedido  la  famosa  ordenanza  de  va- 
gos de  4745  y  se  han  definido  las  gentes  de  mal  vivir  clasi- 
ficándolas en  ociosos,  vagabundos  y  mal  entretenidos  (4). 
Entonces  se  creó  una  secretaría  llamada  de  Um$  para  cui- 
dar de  la  policía  y  castigo  de  los  vagos  y  holgazanes,  se  or- 
denó la  manera  de  proceder  contra  ellos  y  se  ha  dispuesto 
aplicar  los  vagos  á  la  armada  ó  al  ejército  de  tierra,  según 
su  edad,  y  destinar  á  presidio  ó  á  los  arsenales  á  los  mal  en- 
tretenidos con  otras  reglas  para  su  recogimiento,  conduc- 
ción á  la  caja  y  á  su  final  destino  (5). 

0119. — Carlos  III  dio  una  nueva  ordenanza  de  levas 
en  4775  en  la  cual  declara  vago  á  toda  persona  que  careciendo 


(!)  Ley  4,  tít.  xx,  Pirt.  H. 

(S)  Ordenanzas  muBÍcipales  de  Toledo  lormacias  en  el  aSo  1400. 

(3)  Ley  14,  tít.  xxxix,  lib.  vu,  Nov.  Becop. 

(4)  Ley  11,  tít.  xvi,  lib.  xii,  Ifov.  Reoop. 

(5)  Ley  1,  tít.  XXXI,  lib.  x,  I^o?.  Becop. 
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de  reatas  fijas,  no  se  ocupa  ea  la  labranza,  ni  se  dedica  á  ofi- 
cio alguno  ó  anda  mal  entreteaido;  seríala  los  trámites  6  pro- 
cedimientos para  hacer  semejantes  deciaráeioíifes,  y  los  apli- 
ca á  las  armas,  á  la  marina,  á  los  hospicios  ú  otros  desti- 
nos equivalentes,  segnnlas  circunstancias  de  edad,  estatura 
y  robii^x  (4). 

Pero  antes  de  adoptar  tan  severas  providencias,  la  ley 
excita  al  empleo  de  medidas  mas  suaves.  Recomienda  á  las 
justicias  que  si  los  vagos  tuvieren  padres,  se  dirijan  á  ellos 
exhortándolos  á  que  den  buena  educación  4  sus  hijos  y  los 
envien  alas  escuelas  públicas  para  que  reciban  instrucción 
civil  y  religiosa.  Siendo  huérfanos,  el  estado  los  prohija  y 
los  Ayoniamiéntos  sustituyen  en  autoridad  y  en  obligacio- 
nes al  padre  natural,  procurando  acomodará  los  vagos  de 
corla  edad  ó  enfermos  en  los  hospitales,  hospicios  ú  otras 
casas  cualesquiera  de  beneücencia,  proporcionándoles  edu- 
cación y  enseñándoles  un  oGcio  para  convertirlos  en  hom- 
bres útiles  y  buenos  ciudadanos. 

Los  Ayuntamientos  son  jueces  exclusivos  y  calificadores 
legales  de  estas  personas,  porque  dice  la  ley,  aasf  como  no 
podría  haber  apelación  de  los  arreglos  domésticos  con  que 
sus  padres  aplican  sus  hijos  al  trabajo  y  á  los  oficios,  es  ra- 
tón que  no  salga  del  Ayuntamiento  toda  esta  materia  qne 
debe  considerarse  doméstica  y  paterna ,  por  soplír  los  ma- 
gistrados el  abandono  é  imposibilidad  de  los  deudos  ¿  parten- 
tes  cercanos»  (^. 

eii8.— Tal,  con  leres  diferencias,  fué  la  legislación  fie- 
bre vagos  vigente  basta  nuestros  días  en  que  se  promulgó 
una  ley  relativa  á  este  punto:  mas  antes  de  exponer  so  doc- 
trina, conviene  fijar  con  alguna  precisión  cuales  son  los  de- 
beres de  la  administración  acerca  de  la  vagancia. 

La  ociosidad  puede  ser  voluntaria  ó  forzosa  en  los  indi- 
viduos, accidental  ó  habitual,  simple  ó  calificada. 

La  voluntaria  supone  un  vicio,  un  verdadero  desarreglo 
de  costumbres  que  la  administración  está  obligada  á  corre - 

(1)  Ley  7,  lít.  xxxi,  Ub.  xii,  Wov.  Recop. 

(2)  Ibid,  ley  iO. 
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gir  por  el  bien  iiel  vicioso,  por  la  seguridad  de  todos  y  para 
evitar  el  mal  ejemplo.  La  forzosa  es  una  de^raoia  partioilar 
hija  ya  de  la  igoorancia,  ya  de  la  iroprevisíoB,  ó  resoltado 
de  ciertas  causas  generales  imposibles  de  contrarestar  por 
nú  hombre  solo.  Este  género  de  ociosidad  inocente,  6  esta 
Taita  de  trabajo  debe  ser  remediada  por  el  influjo  de  la  cari- 
dad pública,  si  DO  bastasen  los  auxilios  de  la  privada. 

La  ociosidad  accidental ,  aunque  voluntaria,  no  es^l  vi- 
cio mismo,  sino  sos  anuncios:  es  la  semilla,  no  el  froto.  Co- 
me son  desórdenes  leves  todavía  y  por  lo  comon  privados, 
faltas  en  fin  d^  nuestra  conducta  doméstica,  mas  bien  entran 
en  la  esfera  de  Ja  moral,  que  caen  bajo  el  imperio  de  la  ad- 
mnistracioQ.  Las  autoridades  polüicas  pueden  sin  embar* 
go  combatirla  indirectamente  imbuyendo  en  los  pueblos  por 
medio  de  la  edocacioa  el  amor  al  trabajo,  y  alentando  la 
perseverancia  con  el  estímulo  de  la  recompensa.  La  habí* 
tual  envuelve  un  estado  de  guerra  con  la  sociedad,  el  hom-* 
bre  vive  en  oposición  con  el  interés  general  y  es  su  constan- 
te enemigo. 

En  la  ociosidad  simple  hay  peligro  de  turbar  el  érden  pú- 
blico: en  la  ociosidad  calificada  6  acompañada  de  circuns- 
tancias agravantes,  el  orden  público  está  de  hecho  pertur- 
bado. La  primera  se  combate  con  medios  preventivos  dentro 
de  los  límites  del  poder  administrativo:  la  segunda  es  un  de- 
lito comua  que  debe  ser  reprimido  y  castigado  por  el  juez 
competente. 

•••.—De  todo  lo  expuesto  se  infiere  que  solo  la  vagancia 
voluntaría,  habitual  y  simple,  corresponde  á  la  policía  de  se- 
guridad, repartiéndose  el  dominio  de  la  forzosa,  acciden- 
tal y  calificada  entre  la  beneficencia  pública,  la  moral  y  la 
justicia. 

Estadoctrína  nos  esplica  la  insuficiencia  de  las  antiguas 
leyes  relativas  á  extirpar  la  vagancia ,  y  la  ineficacia  de 
aquellas  penas  tan  severas  que  rayaban  en  cmeMad ,  porque 
en  política,  lo  mismo  que  en  medicina  ,  para  acertar  con  el 
remedio «  lo  primero  es  conocer  el  achaque. 

Si  el  vicio  de  la  ociosidad,  ó  la  escasez  de  jornales,  ó  la 
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profusión  indiscreta  de  limosoas  eran  causas  de  la  vagancia 
¿cómo  conducirían  á  extirpar  el  mal,  ni  la  prisión,  niel 
cambio  forzoso  de  domicilio,  ni  el  destierro  temporal  ó  per- 
petuo, ni  la  pena  infamatoria  de  los  azotes?  Procúrese  la  edu* 
cacion  del  pueblo,  desarróllese  la  industria,  no  sea  ciega 
la  caridad,  y  la  vagancia  quedará  tan  reducida,  que  á  po- 
cos esfuerzos  logrará  la  administración  contenerla  y  des- 
truirla. 

900.— La  legislación  moderna  en  punto  á  vagancia  se 
ajusta  bastante  á  estos  principios.  Son  vagos  los  que  no  po- 
seen bienes  ó  rentas,  ni  ejercen  habitualment^  profesión,  ar- 
te ú  oficio,  ni  tienen  empleo,  industria,  ocupación  lícita  ó 
algún  otro  medio  legítimo  y  conocido  de  subsistencia,  aun 
cuando  sean  casados  y  con  domicilio  fijo  (4). 

Distingue  á  los  vagos  en  simples  y  calificados  y  declara 
pertenecer  á  la  primera  clase: 

I.  Los  que  no  tienen  oficio,  profesión ,  renta,  sueldo,  ocu- 
pación ó  medio  lícito  con  que  vivir. 

II.  Los  que  teniendo  oficio  ó  ejercicio,  profesión  ó  ia- 
dustría  no  trabajan  habitualmente  en  ellos,  y  no  se  les  cono- 
cen otros  medios  lícitos  de  adquirir  su  subsistencia. 

IIL  Los  que  con  renta,  pero  insuficiente  para  vivir,  no  se 
dedican  á  alguna  ocupación  licita  y  concurren  ordinariamen- 
te á  casas  de  juego,  tabernas  ó  parages  sospechosos. 

IV.    T  los  que,  pudiendo,  no  se  dedican  á  ningún  oficio 
ni  industria,  y  se  ocupan  habitualmente  en  mendigar. 
Son  vagos  calificados  ó  con  circunstancias  agravantes: 

I.  Los  vagos  simples  que  hubiesen  entrado  en  alguna  ca- 
sa, habitación,  almacén  ú  oficina  sin  permiso  del  duefio,  ó 
de  otra  manera  sospechosa. 

II.  Los  que  lo  hubieren  verificado  usando  de  engaños  ó 
amenazas. 

III.  Los  que  se  disfracen  ó  tengan  armas ,  ganzúas  ú 
otros  instrumentos  propios  para  ejecutar  algún  hurto  ó  pe- 
netrar en  las  casas. 

(t)    Gddigo  penal,  art.  251. 
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IV.  Los  vagos  contra  quienes  apareciera  alguna  otra  fun- 
dada sospecha  de  delito  (1). 

901.— Corresponde  al  tribunal  competente  hacer  la  de- 
claración de  vago;  pero  los  gefes  políticos,  los  alcaldes  y  los 
comisarios  de  protección  y  seguridad  pública  pueden  ins- 
truir á  prevención  las  primeras  diligencias,  pasando  luego 
el  sumario  contra  el  presunto  vago  al  juez  de  primera  ins- 
tancia de  su  domicilio. 

Si  aquel  fuese  declarado  vago  con  circunstancias  agra- 
vantes, la  administración  se  abstiene  de  todo  procedimiento 
y  confía  la  represión  de  la  vagancia  á  la  justicia,  conside- 
rándola comd  un  delito;  mas  si  la  declaración  fuese  de  vago 
simple,  los  tribunales  deben  poner  á  disposición  de  los  gefes 
políticos  los  sentenciados  de  esta  especie,  para  que  los  des- 
tinen á  los  talleres  de  los  establecimientos  que  el  gobierno 
designare  al  efecto,  por  el  tiempo  de  uno  hasta  tres  años, 
según  la  sentencia  (2). 

Los  gefes  políticos  deben  formar  un  padrón  de  todos  los 
comprendidos  en  el  número  de  los  vagos  simples,  instruir- 
les el  correspondiente  sumario  y  entregarlos  á  los  tribuna- 
les (3). 

Los  alcaldes  están  obligados  á  dar  aviso  al  gefe^del  desta- 
camento de  la  guardia  civil ,  siempre  que  les  fuere  posible, 
déla  presentación  de  cualquiera  persona  sospechosa (4). . 

Sin  embargo,  la  ley  represiva  de  la  vagancia,  asi  como 
las  providencias  concernientes  al  asunto,  no  podrán  tener  ca- 
bal y  útil  ejecución,  mientras  no  cumpla  el  gobierno  su  pro- 
mesa de  abrir  establecimientos  fabriles  ó  talleres  en  donde 
dar  trabajo  á  los  vagos  no  calificados,  procurando  además  su 
corrección  y  enmienda  (5). 

(1)  Ley  de  9  de  mayo  de  1845,  arts.  1  y  S. 

(2)  Ley  citada,  art.  3  y  real  orden  de  S7  de  mayo  de  1846. 
(i)    Real  drden  de  30  de  marzo  de  1848. 

(4)    Real  drdeo  4.e  24  de  setiembre  do  1846. 
(.5)    Real  drden  de  27  de  mayo  de  1846. 
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•  Articfio  5 . *  —  CaIcluos  . 

703.— GitauoB.  704.*— L«gislacioii  acerca  ée  los 

703.— Condición    de  las    razas  gilanos. 

proscriptas.  705.— La  civilización  hará  des- 

aparecer esta  raza. 

909. — Cualesquiera  qae  seao  el  origen  de  los  gitanos  y 
las  causas  de  su  venida  á  Europa;  ora  procedan  del  Egiplo, 
según  así  lo  dan  á  enlender  las  primeras  leyes  que  acerca 
de  ellos  se  leen  en  nuestros  códigos;  ora  sean  subdivisiones  de 
las  tribus  de  los  Parias,  x]ue  huyendo  de  las  conqaistas  del 
famoso  Timus  ó  lamerían  emigraron  del  Asta,  es  lo  cierto 
que  hacia  fines  del  siglo  XIV  ó  principios  del  XV  divagaban 
en  gran  número  por  España. 

9IIS.— Las  razas  proscriptas  suelen  tener  inclinación  k  la 
vida  errante  y  vagabunda.  Cuando  la  opinión  las  maldecía  y 
las  leyes  las  acosaban,  no  era  posible  que  fijasen  su  asiento 
en  pueblo  alguno,  ni  se  apegasen á  ningún  territorio  por  me- 
dio del  cultivo.  Alzaban  su  morada  y  emigraban  con  sus  fa- 
milias huyendo,  si  la  persecución  era  viva,  y  establecían  en 
otra  parte  su  domicilio,  ó  preferían  ejercer  oficios  ambulan- 
tes, ya  que  ao  fuesen  un  protesto  para  mejor  encubrir  su 
completa  vagancia,  y  un  medio  de  ejecutar  sus  robos  y  disi- 
mular BUS  fraudes  y  supercherías. 

904.— En  el  siglo  XV  empiezan  nuestras  leyes  á  ocupar- 
se en  esta  gente ,  k  la  -cual  daban  entonces  elnombre  de  egip- 
cíanos.  Los  Reyes  Católicos  mandaron  que  en  el  término  de 
sesenta  días  saliesen  del  reino,  encargando  á  las  justicias  la 
persecución  y  castigo  de  los  que  encontraran  (1).  Felipe  IV 
prohibió  que  habitasen  en  un  mismo  barrio,  y  dispuso  que 
en  cualquiera  población  donde  hubiese  muchos  reunidos,  se 
los  esparciese  entre  los  distintos  barrios  de  ella  (2).  Felipe  V 
les  obligó  á  tomar  oficio  prohibiéndoles  dedicarse  &  otros, 
por  ejemplo,  al  de  cerrajero (3). 

(1)  Ley  1,  tít.  XVI,  lib.  xri,  Nov.  Recop. 

(2)  Ibid.  ley  5. 

(3)  Ibid.  Ioy7. 
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Carlos  III,  ahaadoiiando  d  eamiao  trillado  de  la  ▼iolcn*- 
da ,  ensayó  otro  sistema  de  reducir  á  los  .gitanos  mas  coa-- 
forme  con  los  principios  de  la  administración.  Empezó  com** 
batiendo  las  preocupaciones  vulgares  que  aumentaban  el  des- 
vio entre  aquellas  tribus  y  la  sociedad,  declarando  que  no 
son  por  origen,  ni  por  naturaleza,  ni  proceden  de  raíz  in- 
fecta alguna:  prohibió  nombrarlos  con  las  voces  de  gitanos  ó 
cristianos  nuevos ,  bajo  las  penas  de  los  que  injurian  ií  otros 
de  palabra  ó  por  escrito,  y  mandó  tildar  y  borrar  de  oficio  ó 
á  petición  de  parte  estas  voces  injuriosas  y  falsas  en  cuales- 
quiera documentos  en  que  se  hubieren  puesto  ó  se  pusieren. 
También  les  ordenó  avecindarse  en  los  pueblos  que  eligieren, 
d(ijar  su  traje,  lengua  y  modales,  aplicarse  á oficio,  ejercicio 
ú  ocupación  honesta  sin  distinción  de  la  labranza  ó  artes, 
no  satisfaciendo  co*n  emplearse  en  sus  habituales  profesiones 
de  esquiladores,  traficantes  de  bestias  ó  venteros  y  posado* 
ros  en  despoblado,  para  lo  cual  se  les  abrieron  las  puertas  de 
los  gremios,  multando  á  los  que  contradijeren  su  admi- 
sión (i). 

T  aunque  se  impusieron  gravísimas  penas,  así  á  los  gita- 
nos que  no  se  dedicasen  á  ningún  oficio  ni  ocupación,  si- 
'  quiera  á  la  de  jornaleros  ó  peones  de  albañil,  y  continuasen 
vagando  por  caminos^  y  despoblados  sin  objeto  ó  con  el  li- 
viano protesto  de  recorrer  las  ferias  y  mercados,  como  i  sus 
auxiliadores,  receptadores,  encubridores  y  protectores  de-* 
cifrados,  su  aplicadion  desdeciría  de  nuestro  actual  régimen 
político  y  de  nuestras  mas  suaves  costumbres.  Hoy  debcA 
ser  los  gitanos  perseguidos  y  castigados  como  vagos  y  al  te* 
ñor  de  la  ley  vigente. 

VOft.— El  saludable  rigor  de  la  policía,  y  mas  que  tpdo,  el 
influjo  creciente  de  la  civilización  en  EspaHa,  acabarán  al 
fin  por  allanar  todas  las  barreras,  y  la  sociedad  absorberá  en 
su  seno  á  la  clase  ya  disminuida  y  menos  abyecta  de  los  gi- 
tanos, cuya  anterior  existencia  nómade,  sin  hogar,  sin  l^ie- 
nes,  sin  oficio  ni  amor  al  trabajo,  sin  fé  y  sin  moral,  cons- 

(!)    Ibid.  ley  11. 
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titaía  QQ  estado  dentro  del  estado  ea  daño  de  las  personas, 
con  menoscabo  de  las  propiedades  y  á  riesgo  constante  de 
torbar  el  público  reposo. 

Articulo  6."— \)í,HTVotí%. 

706.— Desertores.  de  los  desertores. 

7,07.— Autoridades  encargadas  de  709.— Responsabilidad  de  los  ca- 

perseguirlos.  pitanes  y  patronos  que  los 

708.— Aprehensión  y  conducción  admiten  á  su  bordo. 


voe.— La  deserción  es  un  delito  que  castigan  severamen- 
te las  leyes  militares.  El  soldado  perjuro  que  abandona  sus 
banderas,  falta  al  mayor  de  los  deberes  que  un  ciudadano  ha 
contraído  para  con  su  patria,  el  de  defenderla  con  las  armas 
en  la  mano,  siendo  llamado  por  la  ley. 

909.— Después  de  aprehendido  el  desertor  y  entregado  á 
sus  jueces  competentes,  nada  queda  por  hacer  á  la  policía  de 
seguridad;  pero  mientras  anda  oculto  en  los  bosques  ó  huido 
por  las  montañas,  es  obligación  de  las  autoridades  perse- 
guirle y  no  descansar  hasta  lograr  su  captura.  El  desertor, 
si  no  es  malhechor,  está  en  camino  de  serlo,  pues  el  deseo 
de  huir  las  penas  que  le  amenazap,  le  obliga  á  emprender 
una  vida  fugitiva,  y  á  procurarse  el  sustento  á  costa  de  cua- 
lesquiera medios  crimínales,  y  así  se  convierte  fácilmente  en 
salteador,  ó  se  alista  en  una  cuadrilla  de  bandidos.  « 

Todas  las  justicias  de  los  pueblos  están  obligadas  á  perse- 
guir y  prender  á  los  desertores  del  ejército  ó  de  la  armada,  y 
si  resultare  que  alguno  ba  residido  en  cualquiera  población 
mas  de  ocho  días,  los  alcaldes  incurren  en  pena  pecunia- 
ria (4). 

El  alcalde  que  prendiere  á  un  desertor  debe  recibirle  por 
ante  escribano  ó  fiel  de  fechos  declaración  de  los  pueblos  por 
donde  ha  transitado  y  de  las  personas  que  le  han  ocultado 
ó  auxiliado  á  sabiendas,  á  fin  de  que  se  proceda  contra  ellas, 

(I)  Circular  del  Consejo  supremo  de  la  Guerra  de  30  de  marzo 
de  1827. 
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y  remitirle  con  las  diligeacias  á  disposición  de  la  autoridad 
militar  (4)- 

En  el  dia  es  la  guardia  civil  quien  tiene  principalmente  el 
encargo  de  prender  á  los  desertores ,  porque  á  este  cuerpo 
corresponde  ejercer  la  policía  de  seguridad  en  los  caminos  y 
despoblados. 

KQS. — Todos  los  gastos  causados  por  un  desertor  en  su 
aprehensión  y  conducción,  los  abona  él  mismo  á  cuenta 
de  los  haberes  que  devengue  en  el  nuevo  servicio.  Los  indí« 
vidttos  desertados  de  Ultramar,  son  conducidos  en  los  bu- 
ques de  guerra  que  salieren  para  aquellos  dominios.  Los  re* 
gimientos  de  donde  proceden  ó  á  los  cuales  fueren  agrega- 
dos, abonan  el  importe  de  las  raciones  con  que  fueren  asis- 
tidos; y  si  los  embarcasen  en  naves  mercantes  ó  en  correos 
marítimos,  á  falta  de  buques  de  guerra,  el  socorro  que  los 
desertores  devenguen  durante  la  navegación,  les  será  sa- 
tisfecho á  los  capitanes  por  los  gefes  respectivos  en  llegando 
al  puerto. 

909.— Los  capitanes  ó  patrones  de  buques  que  admitan  á 
su  bordo  y  transporten  á  individuos  desertados  de  Ultramar, 
incurren  por  via  de  pena  en  el  pago  de  todos  los  gastos  y  da- 
ños que  se  originen  para  volverlos  á  sus  regimientos,  salvo 
si  justifican  que  el  desertor  se  embarcó  con  pasaporte  en  re- 
gla y  con  su  correspondiente  boleta  de  sanidad  (3). 

Artigólo  7.° — ^^aVWViOT^s.  • 

710. — Persecución    de    malhe-,  712. — Responsabilidad    de     los 

chores.  pueblos. 

711.— >RespoD§abilidad  delosge-    713. — Juicio  del  sistema   déla 

fes  políticos  y  alcaldes.  responsabilidad     manco- 

munada. 

910. — Los  gefes  políticos  están  obligados  á  velar  por  el 
orden  público  y  á  proteger  las  personas  y  propiedades,  no  solo 
dentro ,  sino  fuera  de  las  poblaciones.  A  este  fin  la  ley  les 
manda  disponer  de  la  fuerza  de  seguridad  pública  que  exija 

(1)  Véase  el  tít.  ix,  lib.  xii,  ríov.  Recop. 

(2)  Real  orden  de  21  de  marzo  de  1835. 
Tomo  L  23 
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la  persecucioQ  activa  de  toda  cuadrilla  de  malhechores  y  re- 
querir el  s^uxilio  de  la  militar,  sí  aquella  no  fuese  bastante,  y 
les  autoriza  para  que  organicen ,  siempre  que  lo  juzguen  ne- 
cesario, compañías  ó  partidas  sueltas  de  escopeteros  (4).  Hu- 
biéramos creído  que  esta  autorización  había  caducado  des- 
pués de  la  organización  de  la  guardia  civil,  si  no  la  viésemos 
repetida  en  una  disposición  posterior  á  la  creación  de  dicho 
cuerpo,  aunque  con  la  circunstancia  de  ser  indispensable 
el  auxilio  de  esta  fuerza  especial  (2).  Cuando  las  cuadrillas 
de  malhechores  llegaren  á  ser  considerables  á  juicio  de  la 
autoridad  superior  política,  se  ponen  las  partidas  respec- 
tivas de  protección  y  seguridad  pública  á  las  órdenes  inme- 
diatas de  la  autoridad  militar,  á  la  cual  deben  prestar  los  ge- 
fes  políticos  toda  U  cooperación  que  sea  dable  en  el  círculo 
de  sus  atribuciones  (3). 

911. — Los  gefes  políticos  son  responsables  de  cualquier 
roboá  mano  armada,  ó  de  la  continuación  por  algún  tiempo 
de  cualquier  gavilla  en  los  limites  de  su  provincia,  siempre 
qae  no  hagan  constar  las  precauciones  ó  medidas  que  hubie- 
ren adoptado  para  llenar  cumplidamente  los  deberes  que  ks 
imponen  la  ley  y  la  naturaleza  de  su  cargo  (4). 

Los  alcaldes  están  sujetos  á  igual  responsabilidad  que  les 
será  exigida  por  los  gefes  políticos ,  quienes  proceden  a 
suspender  y  formar  causa  á  aquellos  en  cuyo  término  se  re- 
pitan con  alguna  frecuencia  los  atentados  á  mano  armada  con- 
traías personas  y  propiedades  (5).  Además  de  ser  responsa- 
bles por  los  robos  y  excesos  copietidos  en  sus  respectivos  dis- 
tritos, lo  son  también  muy  especialmente  de  la  fuga  de  los 
reos  que  sin  la  competente  seguridad  fueren  conducidos  por 
los  tránsitos  de  justicia  (6]. 

(t)    Reales  órdenes  de  It  de  enero  y  26  de  febrero  de  1844. 

(2)  Real  drdende  11  de  mayo  de  1^44,  art.  1.* 

(3)  Ibid.  art.  2. 

(4)  Reales  órdenes  de  11  de  enero,  art.  I,y26  de  febrero  ar- 
ticalo  5. 

(5)  Real    orden  de  26  de  febrero  de  1844,  art.  4. 

(6)  Reales  órdenes   de  29  de  enero  de  182^,  y  23  do  octubre 
do  1829. 
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919.— También  participan  de  dicha  responsabilidad  tos 
pueblos  mismos,  poesloqae  losgefes  políticos  tienen  facni- 
tad  para  disponer  la  inmediata  indemnización  de  los  daAos 
qne  cansen  los  foragidosá  cualquier  vecino  en  sns  propieda* 
des  sitnadas  fuera  de  las  poblaciones ,  asi  oomo  de  las  canti- 
dades que  para  evitar  estoa^daflos  exijan  los  malhechores  á 
sos  dueños,  siempre  que  estos  justifiquen  haber  acudido á  la 
autoridad  local  ó  provincia)  antes  de  entregar  la  suma  ped¡da> 
sin  haber  obtenido  protección  y  auxilio.  Esta  índemnizacioa 
se  verifica  mediante  una  derrama  entre  los  vecinos  pudientes 
del  pueblo  en  cayo  término  se  halle  la  propiedad  incendiada 
ó  asaltada  por  los  bandidos,  ó  que  motive  la  reclamación  de 
la  suma  de\  rescate  (1). 

9ts.— Aunque  no  ha  faltado  algún  ardiente  apologista  de 
esta  especie  de  responsabilidad  mancomunada,  porque  (dice 
un  escritor)  asemejante  medida  tiende  á  nivelar  el  perjuicio, 
distribuyendo  su  importe  entre  la  masa  de  propietarios,  de- 
jando al  espoliado  una  parte  no  pequeña  de  los  sufrimientos 
ñsicos  y  morales,  y  en  fin,  estableciendo  la  solidaridad  ó  ga« 
rantfa  mutua  que  deben  tener  todas  las  institucienes  sociales 
y  todos  los  ramos  de  la  producción  y  de  la  riqueza»;  noso- 
tros creemos  mas  acertado  censurarla  como  poco  justa, 
pues  los  principiog  del  socialismo  no  influyeron  á  buen  segu- 
ro en  la  mente  del  gobierno. 

Los  pueblos'  contribuyen  al  estado  con  su  sangre  y  sus 
tesoros,  en  cambio  de  la  protección  quo  á  sus  personas  y 
propiedades  la  autoridad  y  la  fuerza  pública  les  dispensan. 
Verdad  que  es  deber  de  todo  ciudadano  contribuir  al  aosiéA- 
del  orden  público,  acudiendo  en  auxilio  del  magislirado  cuan- 
do fuere  requerido;  pero  entre  esio  y  ser  responsable  de  ac- 
tos que  ni  puede,  ni  es  llamado  á  evitar ,  media  una  gran 
distancia.  Los  pueblos  dejaron  de  estar  armados  desde  la 
suspensión  ó  extinción  de  la  milicia  nacional ,  y  desde  eoton* 
e^  cesó  también  su  obligación  de  perseguir  á  los  malbeoho'- 
res,  que  es  el  instituto  de  la  fuerza  de  protección  y  segori- 

(1)    Real  orden  de  S6  de  febrero  de  1844,  arts.  6  y  7. 


Digitized  by 


Google 


356  DEBBCno  ADMINISTRATIVO    ESPAÑOL. 

dad  pública  y  de  la  g^iardia  civil.  T  do  solo  déla  agresión, 
sino  aun  de  la  resistencia  se  hallan  dispensados  por  la  razón 
y  por  la  equidad,  cuando  carecen  de  medios  de  hacerla  con' 
probabilidades  de  buen  resultado;  y  las  probabilidades  de 
vencer  es  obvio  que  están  siempre  de  parte  de  los  facinero- 
sos contra  los  pueblos,  es  decl^,  de  la  gente  armada  con- 
tra la  desarmada,  excepto  si  esta  ventaja  estuviese  compen- 
sada con  la  desventaja  del  número. 

Por  otra  parte,  la  indemnización  de  los  daños  causados 
por  las  cuadrillas  de  bandidos,  ó  es  una  contribución  ó  una 
pena.  Si  lo  primero,  el  gobierno  careció  de  potestad  para  im- 
ponerla: si  lo  segundo,  no  debe  gravar  tan  solo  sobre  los  ve* 
cinos  mas  pudientes,  sino  alcanzar  á  todos  los  ciudadanos. 

En  resumen,  nuestra  humilde  opinión  es  que  esta  pro- 
videncia del  gobierno  lleva  profundamente  impreso  el  sello 
de  la  época  azarosa  en  que  fué  dictada;  y  como  no  la  consi- 
deramos ni  muy  equitativa,  ni  muy  constitucional,  sino  pu- 
ramente como  una  exigencia  de  la  política,  nos  atrevemos 
á  sostener  que  es  inaplicable  en  tiempos  tranquilos  y  á  pro- 
vincias sosegadas. 

Articulo  8.°— ^í,umo\w.s  i^úUvcas. 

714. — Libertad  de  asociación.  716. — DebeAsde  la  administra- 
715. — Reuoioaes  ilícitas.  clon. 

9 1 4. ^Nuestras  leyes  constitucionales  no  reconocen  co« 
rao  un  derecho  político  la  libertad  de  asociación ,  y  asi  pue- 
blen limitar  su  ejercicio  según  lo  crean  conveniente  al  orden 
público.  Las  autoridades  encargadas  de  velar  por  la  tranqui- 
lidad del  estado,  conceden  ó  niegan  su  permiso  para  juntar- 
se á  las  personas  que  desean  conferir  sobre  asuntos  de  inte- 
rés común  ó  privado,  y  presiden  estos  actos  si  les  place  (1). 

915.— Pero  si  las  leyes  y  el  gobierno  dejan  á  su  pruden- 
te arbitrio  el  uso  de  esta  facultad  cuando  las  reuniones  son 
de  suyo  inofensivas,  también  les  imponen  la  obligación  de 

(I)    Ley  de  2  de  abril  de  1845,  art.  5. 
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iolpedtrlas  ó^  disolverlas ,  sí  fueren  ílfcitas,  á  cuya  clase  per- 
tCDeceo: 

I.  Las  sociedades  secretas  y  todas  las  demás  asociacioDes 
prohibidas,  eotendiéndose  por  tal  la  reunipo  diaria  ó  perió- 
dica de  ísíhs  de  veíate  personas  para  tratar  de  asuntos  reli- 
giosos, literarios  ó  de  cualquiera  otra  clase ,  siempre  que  do 
se  hubieren  formado  con  el  consentimiento  de  la  autoridad 
páblica,  ó  se  faltare  á  las  condiciones  que  esta  les  hubiere 
impuesto  (I). 

II.  Las  sociedades  en  donde  se  leen  periódicos  y  se  de- 
baten cuestiones  políticas  en  público  (2). 

III.  Los  ayuntamientos  f  ligas  entre  las  ciudades,  vi- 
llas, lugares,  concejos  y  otras  comunidades  que,  so  color 
de  bien  y  guarda  de  su  derecho^  solo  sirven  para  producir 
escándalos,  discordias,  enemistades  ¿  impedimentos  á  la 
justicia  (3). 

lY.  Las  cofradías  de  oficiales  y  gremios,  las  cuales  de- 
berán ser  conmutadas  ó  instituidas  en  montes  píos  y  acopios 
de  materias  para  las  artes  y  oficios  que  faciliten  las  manu- 
facturas y  trabajos  á  lo9  artesanos,  fomentando  la  industria 
popular  (4). 

Y.  T  por  último^  también  las  cofradías  ó  hermandades 
fundadas  por  causas  puramente  piadosas  6  espirituales,  eri- 
gidas sin  autoridad  real  y  eclesiástica  (5). 

VIH.— Las  autoridades  administrativas  deben  perseguir  á 
los  contraventores  como  perturbadores  del  orden  público, 
castigándolos  dentro  de  los  límites  de  su  potestad ,  ó  entre- 
gándolos á  los  tribunales  competentes  para  que  los  juzguen 
con  arreglo  á  las  leyes. 


(O    Código  penal,  arta.  202  y  209. 

(2)  Reales  ordenes  de  14  de  febrero  de  184t  y  30  de  mayo 
de  1848. 

(3)  Ley  1,  tit.  xii,  lib.  xii,  Mov.  Recop. 

(4)  Leyes  6,  til.  n,  Hb.  i,  y  13,  lít.  xii,  lib.  xii,  Nov.  Recop. 

(5)  Leyes  6,  tit  ii,  lib.  i,  y  12,  tít.  xii,  lib.  xii,  Kot.  Recop. 


Digitized  by 


Google 


35^  DBRBGHO  ADMINISTBATIVO   BSPANOL. 

Articulo  9.® — KftouaAa»  "^  motKm*. 

7i7. — Asonadas  y  motines.  72t.— Legislación  posterior. 

718.— Sus  clases.  722.— Cencerradas. 

7t9.— Deberes  de  la  aatoridad  723.— Asonadas  políticas. 

encargada  de  mantener  el  72i, — Estados  de  sitio. 

orden.  725. — Fíecesidad  de  una  naeva 
720.— Obsenraciones  á  esta  lej.  ,  ley  de  orden  público. 

919.— Hay  momeatos  de  peligro  para  las  sociedades  en 
que  se  vea  atacadas  y  combatidas,  no  por  vagos,  ni  por  mal- 
hechores, ni  por  cuadrillas  de  bandidos  en  despoblado,  sino 
por  turbas  de  malcootentos  ó^rebeldes  que  desobedecen 
abiertamente  á  la  ley,  escarnecen  á  los  magistrados,  alteran 
el  orden  público  y  tal  vez  am^azan  trastornar  el  sistema  po- 
lítico existente. 

Estos  bollicios  ó  levantamientos,  como  los  llaman  las  Par- 
tidas, pueden  nac^  de  varias  caucas.  La  mis^ia  de)  pueblo, 
los  impuestos  excesivos,  los  vicios  de  las  leyes,  los  abusos  de 
la  administración,  el  fanatismo  político  ó  religioso  y  Ao  po- 
cas veces  las  maniobras  de  un  partido  que  aspira  á  conquistar 
el  poder  exaltando  las  pasiones  populares,  son  las  ordioarías 
y  las  mas  frecuentes. 

El  objeto  suele  ser  también  muy  dijstinto.  Ta  se  reducen 
los  perturbadores  á pedir  paq  ó  trabajo;  ya  solicitan  dismi- 
nución en  el  precio  de  las  subsistencias;  ya  reclaman  ta  abo- 
lición de  un  impuesto  ó  se  resisleo  ¿  pagarlo;  ya  exigen  la 
destitución  ó  el  castigo  de  algún  magistrado,  ó  desprecian 
los  mandatos  de  la  justicia,  ó  impiden  á  las  autoridades  el  li- . 
bre  ejercicio  de  sus  atribuciones,  é  pretenden  extraer  violen- 
tamente á  los  reos  de  las  cárceles  ;  ya  proyectan  mudar  la 
forma  de  gobierno,  deponer  á  las  autoridades  legítimas  y  esta- 
blecer otras  nuevas,  derribar  un  trono  ó  cambiar  la  dinastía; 
ó  ya,  por  fin,  tienden  á  exterminar  un  partido  y  encender  ja 
guerra  civil. 

Amargos  son  ios  frutos  de  toda  asonada  y  mas  ó  menos 
nocivos  según  la  causa,  el  objeto,  la  disposición  de  los  áni- 
mos y  la  resistencia  que  sí  no  sofoca,  enfurece.  Las  asonadas 
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constilayen  á  la  sociedad,  mientras  el  desórdeo  reina,  en  uq 
estado  salvaje.  Como  la  ley  no  tiene  prestigio  ,  ni  fuerza  la 
autoridad,  tampoco  hay  protección  de  ningún  género  ni  para 
las  vidas,  ni  para  las  haciendas. 

91^.— Sigúese  de  lo  dicho  que  las  contnociones  popula* 
res  poeden  ser  de  dos  linages,  las  unas  con  carácter  político 
y  las  otras  sin  tal  carácter.  En  ambos  casos  pertenece  á  las 
autoridades  políticas  mantener  el  orden  público  reprimiendo 
toda  tentativa  de  perturbación,  pero  de  distinta  manera. 
*  9t9.— Luego  que  adviertan  bullicio  ó  resistencia  popu- 
lar de  muchos  que  se  alzan  públicamente  para  impedir  la 
promulgación  ó  la  ejecución  de  las  leyes,  ó  la  libre  celebra- 
ción de  las  elecciones  populares  en  alguna  junta  electoral^  ó 
para  coartar  el  libre  ejercicio  de  sus  atribuciones  &  cualquie- 
ra autoridad,  ó  resistir  el  cumplimiento  de  sus  providen^ 
cías  (1) ,  deben  publicar  bando  para  que  inmedi2\¿amente  se 
sepárenlos  sediciosos,  apercibiéndolos  de  que  en  otro  caso 
serán  castigados  con  las  penas  proscriptas  por  las  leyes ,  y 
declarando  que  serán  tratados  como  reos  y  autores  del  bolli* 
cío  todos  los  que  se  encontraren  reunidos  en  número  de  diez 
personas. 

Se  manda  retirar  á  los  curiosos  ,  bajo  pena  de  ser  tra- 
tados como  inobedientes,  cerrar  todos  los  sitios  públicos,  ase* 
gnrar  las  cárceles  y  guardar  los  campanarios  pars^  impedir  que 
los  amotinados  toquen  á  rebato.  La  tropa  se  retira  á  sus 
cuarteles,  donde  se  mantiene  sobr^  las  armas  para  prestar 
aniilio  k  la  autoridad  pública,  cuando  fuere  requerida. 

La  autoridad  auxiliada' con  la  tropa  y  vecinos  procede 
sin  pérdida  de  tiempo  %  prender  á  lo^  amotinados  contuma- 
ces ,  aunque  no  tengan  otro  delito  qrffe  su  inobediencia, 
y  emplea  la  fuerza  contra  los  que  hicieren  armas,  ó  ím* 
pidieren  las  prisiones,  ó  intentaren  poner  en  libertad  á  los 
aprehendidos ,  basta  reducirlos  á  la  obediencia  de  los  ma- 
gistrados que  nunca  consentirán  quede  agraviada  la  jus- 
ticia. 

(l)    Código  penal,  art.  174. 
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Mientras  estavieren  con  las  armas  en  la  mano  está  abso- 
latamente  piohibido  que  los  delincuentes  bulliciosos  puedan 
tener  representación  alguna,  ni  capitular  por  medio  de  per- 
sonas de  autoridad  de  cualesquiera  dignidad,  calidad  y  condi- 
ción que  sean,  y  también  les  está  vedado  á  dichas  personas 
admitir  semejantes  mensages  y  representaciones  (4).  Al  de- 
coro del  gobierno  y  á  la  causa  pública  importa  no  tratar  nun- 
ca de  igual  á  igual  con  subditos  sediciosos  ó  rebeldes.  La  so- 
la proposición  de  capitular  es  un  nuevo  ultraje  hecho  á  la 
ley  y  una  nueva  humillación  para  la  autoridad.  * 

Estos  reos  serán  entregados  á  la  justicia  ordinaria  para 
que  los  juzgue  con  arreglo  al  fuero  común. 

990. — En  esta  ley  que  respira  toda  la  prudencia  y  firme- 
za de  su  autor  Carlos  HI ,  notaron  sin  embargo  los  juriscon- 
sultos un  grave  defecto.  Si  los  amotinados  no  dan  tiempo,  ó 
si  el  motin  |e  precipita  y  estalla  antes  de  precaverse  la  auto- 
ridad ¿cómo  se  publica  el  bando  en  que  esta  intima  la  obe- 
diencia á  las  leyes  y  amenaza  usar  de  la  fuerza,  si  no  son  al 
instante  respetadas?  La  sociedad  debe  defenderse ,  cuando  de 
improviso  se  ve  acometida;  pero  también  recomienda  la  po- 
lítica y  demanda  la  justicia  que  el  requisito  déla  intimacioA 
sea  cumplido  antes  de  disipar  el  tumulto  á  viva  fuerza.  Y  no 
siendo  posible  leer  el  bando,  ni  fijarlo  en  las  esquinas  en  las 
mas  de  las  revueltas  ó  asonadas,  tal  vez  seria  mas  oportuno 
que  el  magistrado  acompañado  de  tropas,  si  las  circuns- 
tancias lo  reclamaren ,  anunciase  su  presencia  con  alguna 
señal  extraordinaria,  con  algún  símbolo  respetable  que  ha- 
ble á  los  ojos,  que  todo  lo  diga  de  un  golpe  hiriendo  á  la  ima- 
ginación; y  si  fuese  necesario  juntaf  á  la  palabra  los  sig- 
nos, pudiera  hacefce  uso  de  la  trompa  ó  bocina,  como  se 
acostumbra  en  el  mar  para  comunicarse  desde  iejés.  «Este 
modo  de  publicar  el  bando  dará  mas  brillo  y  dignidad  á  las 
órdenes  de  la  justicia ,  intimidará  tanto  mas ,  cuanto  no  se 
creerá  oir  á  un  hombre,  sino  al  heraldo  de  la  ley,  no  podrá 
hacerse  ilusorio  con  el  estrépito  y  la  gritería,  surtirá  suefec- 

(1)    Ley  5,  til.  xr,  lib.  xii,  Nov.  Recop. 
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to-á  largas  distancias  y  salvará  cuando  menos  á  los  inocen- 
tes  »  (I). 

991.— El  código  penal  vigente  procuró  colmar  este  vacio 
de  nuestras  leyes  de  orden  público,  mandando  que  luego  de 
manifestada  la  rebelión  ó  sedición,  la  autoridad  gubernativa 
intime  hasta  dos  veces  á  los  sublevados  que  inmediatamente 
se  disuelvan  y  retiren,  dejando  pasar  entre  una  y  otra  inti- 
mación el  tiempo  necesario.  Si  los  sublevados  no  se  retira- 
sen al  instante  después  de  la  segunda  intimación,  la  auto- 
ridad emplea  la  fuerza  para  disolverlos.  Las  intimaciones  de- 
ben hacerse  mandando  ondear  al  frente  de  los  sublevados 
la  bandera  uacional,  si  fuere  de  dia,  y  si  de  noche,  requirien- 
do la  retirada  al  toque  de  tambor,  clarin  ú  otro  instrumento 
á  propósito.  Si  las  circunstancias  no  permiten  hacer  uso  de 
dichos  medios,  se  ejecutan  las  intimaciones  por  otros  pro- 
curando siempre  la  mayor  publicidad  ;  pero  no  son  necesa- 
rias respectivamente  ni  la  primera,  ni  la  segunda  intimación 
desde  el  momento  en  que  los  rebeldes  ó  sediciosos  rompieren 
el  fuego  (2). 

999.— Las  cencerradas  deben  también  ser  consideradas 
por  la  autoridad  como  un  exceso  reprensible  en  si  mismo,  y 
una  causa  muy  frecuente  de  graves  desórdenes.  La  bárbara 
y  ridicula  costumbre  de  dar  cencerradas  á  los  que  pasan  á 
segundas  nupcias ,  merece  ser  reprimida  como  una  ofensa 
hecha  á  la  santa  y  social  institución  del  matrimonio.  Las 
leyes  que  veían  antes  con  ceno  y  aun  castigaban  estas  segun- 
das nupcias,  hoy  son  mas  indulgentes ,  ó  mas  sabias  y  mas 
justas,  pues  prohiben  correr  las  calles  y  agruparse  á  las  per- 
sonas que  lleven  instrumentos  adecuados  al  objeto^  y  mandan 
disipar  las  reuniones  formadas  con  este  malicioso  intento  {3). 

'998<— Coando  la  asonada  tuviere  un  carácter  político 
porque  atentase  á  la  religión,  á  la  Constitución,  á  la  persona 
del  Monarca  ó  á  la  independencia  y  libre  ejercicio  de  las  pre- 
rogativas  propias  de  los  poderes  constituctonales ,  constituye 

(I)    Escriche,  Diccionario  de  legislación  y  jurisprudencia. 

(S)    Código  penal,  art.  181. 

(3)    Ley  7,  tít.  xxv,  lib.  xii,  Wov.  Recop. 
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el  delito  de  rebelión  (1).  Tan  pronto  como  las  autoridades  tu- 
viesen noticia  de  existir  alguna  partida  rebelde  en  su  terri- 
torio, deben  publicar  un  bando  señalándoles  plazo  dentro 
del  cual  se  dispersen  y  retiren  k  sus  bogares.  Los  obedientes 
á  esta  primera  intimación  quedan  indultados  de  toda  pena; 
pero  si  hicieren  resistencia  á  las  tropas  encargadas  de  per- 
seguirlos y  fueren  aprehendidos  con  las  armas  en  la  mano,  ó 
en  la  fug9,  ó  desarmados  en  compaftfa  de  los  rebeldes,  ú  ocul- 
tos en  alguna  caía,  deben  ser  entregados  á  la  autoridad  mi- 
litar que  los  juzgue  en  consejo  de  guerra  (2). 

La  obligación  impuesta  á  la  autoridad  de  publicar  dicho 
bando,  no  impide  adoptar  las  medidas  oportuna^ á  fin  de  dis- 
persar cualquiera  reunión  de  facciosos ,-  prender  á  los  delin  - 
cuentes  y  atajar  el  mal  en  su  origen. 

Entre  las  varias  medidas  favorables  k  la  paciBcacion  de 
un  territorio  puede  dictarse  la  de  ofrecer  indulto  á  los  rebel- 
des; y  á  fin  de  que  los  arrepentidos  no  encuentren  ningún  gé- 
nero de  impedimento  para  deponer  las  armas ,  prestar  obe- 
diencia á  la  ley  y  responder  á  la  voz  de  la  t)atria,  se  ha  dis- 
puesto que  los  tribunales  ordinarios  no  adopten  providencia 
alguna  contraria  alas  disposiciones  que  en  dicho  sentido  to* 
maren  las  autoridades  políticas  ó  militares  (3). 

994.— Hay  todavía  otro  medio  de  mantener  el  orden  pú^ 
blico  y  es  la  declaración  de  una  ciudad,  de  una  provincia  y 
aun  de  todo  un  reino,  en  estado  de  sitio:  estado  indefinible, 
porque  ni  las  leyes,  ni  las  prácticas  dan  una  idea  fija  ó  exac- 
ta de  lo  que  es  ó  debe  ser.  Sabemos,  sí,  que  es  un  estado  ex- 
cepcional ,  fundado  en  la  ficción  de  que  tal  ciudad  ,  plaza 
fuerte  ó  población  murada,  se  halla  amenazada  por  enemigos 
exteriores  :  sabemos  también  que  entonces  sube  de  punto  la 
preponderancia  del  poder  militar,  así  como  se  deprime  al  po- 
lítico  y  al  judicial:  nos  consta  que  las  garantías  del  ciudada- 
no desaparecen  ,  la  Constitución  se  viola  en  todos  sus  artícu- 
los, las  haciendas  se  maltratan  y  las  vidas  están  pendientes 

(1)  Código  penal,  arts.  167  y  168  y  ley  de  17  de  abril  de  1821 . 

(2)  Ley  5,  tít.  xvii,  lib.  xri,  Nov.  Kecop. 

(3)  Real  órdeD  do  16  d«  agosto  de  lHi8. 
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del  sable;  pero  ígnovamos  cuando  hay  motivo  legal  para  ta- 
les declaraciones,  y  qué  atribicioaes  se  reservan  todavía,  ba- 
jo esta  especie  de  dictadura,  las  autoridades  del  orden  civil 
y  los  tribunales  ordinarios. 

Concebimos  que^en  circunstancias  extraordinarias  solici- 
te y  obtenga  nn  gobierno  de  las  cortés  la  autorización  para 
no  respetar  las  garantías  constitucionales,  conforme  los  ro* 
manos  tenían  su  fórmula  oaveant  cónsules,  y  los  ingleses  sus- 
penden el  hateas  eorpus  en  loa  dias  de  peligro  ;  por  lo  me- 
nos esta  terrible  investidura  lleva  con  el  exceso  del  poder 
un  aumento  de  responsabilidad.  Mas  nn  estado  indefinido  y 
arbitrario:  un  estado  que  reviste  con  el  terrible  dereeho  de 
vida  y  muerte  á  una  eonision  militar  qae  jvBga  en  pié  y  en 
consejo  degoerra  verbal,  con  escasas  pruebas,  por  lev^  sos* 
pechas  y  1^1  vez  durante  atn  el  calor  del  combate,  es  el  lu- 
dibrio de  las  leyes,  el  escarnio  de  la  humanidad  y  el  oprobio 
de  nuestro  siglo. 

9tl^.— De  todos  modos  se  colige  de  lo  expuesto  la  ne^ 
cesidad  de  una  nueva  ley  de  orden  púbiicfi.  La  pragmática 
de  Carlos  III  «e  limita  á  reprimir  los  motines  ó  tumultos  sin 
objeto  poHtico:  la  ley  de  17  de  abril  se  propone  principal* 
mente  deshacer  y  castigar  las  bandas  armadas  que  hoeti- 
üzan  al  gobierno  en  despoblado,  y  los  estados  de  sitio  son 
ilegales.  Existe ,  pues ,  nn  vacio  en  nuestra  legislación ,  á 
saber,  una  ley  relativa  á  contener  y  reprimir  las  conmociones 
populares  ó  las  revueltas  politicas  en  lo  interior  de  ios  pne- 
Uos;  vack)  que  se  ha  colmado  algnna  vez  con  la  aplicación 
de  la  de  n  de  abril  á  los  culpables  de  estos  trastornos,  come 
mas  análoga,  sé,  pero  no  acomodada  á  las  circunstancias 
especiales  de  estotro  linage  de  desórdenes. 
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CAPÍTULO    VI. 

De  las  prisiones. 

7  2(i.  —Derecho  de  castigar.  (ropía. 

7S7.-^EDmieDda  del  delincuente.  731.— Peligros  de  una  excesiva 

728.— La  justicia  y  la  administra-  -    severidad. 

cion  conocen  de  las  pri-  733. — Carácter  de  todo  buen  sis- 
siones.  *    tema  carcelario. 

729.— Objeto  de  la  prisión.        •  733.— Efectos  de  la  reforma  pe- 
730.— Errores  de  la  ciega  filan-  nitencial. 

9ii«.— La  sociedad  política  descansa  en  los  eternos  é  in- 
mutables principios  del  derecho  y  del  deber:  el  individuo  re- 
cibe y  obedece  la  ley  común;  no  la  dicta,  ni  aun  la  acepta. 

Esta  existencia  colecli?a  no  llenaría  ios  fines  ^e  la  aso- 
ciación, sí  la  autoridad  pública  careciese  de  potestad  y  de 
fuerza  para  reprimir  todo  atentado  contra  el  orden,  lodo  ex- 
ceso de  independencia ,  todo  sentimiento  de  egoísmo.  El  po- 
der coercitivo  que  la  sociedad  confia  al  gobierno,  y  el  dere- 
cho de  castigar  que  la  ley  deposita  en  manos  del  magistrado, 
producen  el  beneficio  de  amparar  á  las  personas  y  proteger 
las  propiedades.  Ni  la  administración,  ni  la  justicia,  llenando 
los  severos  deberes  de  la  represión,  coartan  la  libertad,  antes 
favorecen  su  desarrollo  y  dilatan  su  ejercicio. 

Si  hay  en  todas  las  naciones  del  mondo  casas  de  deten- 
ción para  los  sospechosos  y  prisiones  para  los  delincuentes, 
es  porque  la  sospecha  debe  ser  lavada  y  expiado  el  crimen. 
El  hombre  impuro  ó  de  dudosa  pureza,  es  apartado  de  la  so- 
ciedad como  á  un  miembro  corrompido  ó  gangrenado  se  le 
separa  del  cuerpo  humano.  La  ley  le  restituye  á  la  vida  libre, 
inocente  ó  corregido,  y  tal  vez  corta  los  lazos  que  la  unen  á 
la  sociedad  y  á  la  naturaleza,  reteniéndole  en  una  prisión  per- 
petua ó  entregando  su  cabeza  al  verdugo ,  si  tan  daOado  tu- 
viese el  corazón  que  aparezca  incorregible.  ¡Triste  necesi- 
dad, bija  de  la  flaca  condición  humana ,  la  de  destruirse  pa- 
ra conservarse ;  pero  derecho  terrible,  sacrificio  expiatorio 
orrecido  al  Dios  vengador  de  la  justicia  ultrajada,  y  satisTac- 
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cíon  legitima  qoe  la  concieacia  acepta  ei^  las  aras  de  aá  ca*- 
daUo! 

991.— El  hombre,  sio  embargo,  no  debe  ser  deslraido, 
mientras  exista  una  remota  esperanza  de  salvarle  de*  si  mis- 
mo por  medio  de  an  sincero  arrepentimiento.  Lá  enmienda 
puede  convertirle  de  miembro  perjudicial  en  miembro  útil 
de  la  sociedad,  y  el  mundo  se  ahorrarla  presenciar  con  tan- 
ta frecuencia  esos  sangrientos  espectácolos  que  afectan  do- 
torosamente  el  ánimo  de  los  buenos  y  acaso  endurecen  el  co* 
razón  de  los  malos  y  los  familiarizan  con  la  muerte,  última 
barrera  del  crimen. 

198.— Sigúele  de  aquí  que  hay  un  íntimo  enlace  entre  la 
legislación  penal  y  el  sistema  carcelario  cuyas  reformas  pue- 
den suplir  la  severidad  de  los  castigos ,  así  como  el  código 
criminal,  por  su  parte,  asienta  las  bases  de  toda  mejora  im- 
•porlante  en  las  prisiones.  La  justicia  y  la  administración  se 
dividen  el  imperio  de  las  prisiones :  la  primera  absuelve  ó 
condena  y  establece  la  escala  de  las  penas  que  corresponde 
á  los  distintos  grados  de  colpa,  ya  aumentando,  ya  disminu- 
yendo el  rigor  y  el  plazo  del  encarcelamiento:  la  segunda  se 
apodera  del  delincuente,  le  custodia ,  le  castiga  por  lo  pasa- 
do y  le  corrige  para  lo  venidero.* 

9911.— El  objeto  pues  de  la  prisionf  así,como  el  objeto  de 
toda  pena^  es  castigar  y  corregir.  El  castigo,  bajo  el  aspecto 
de  la  moral,  es  una  expiación;  bajo  el  punto  de  vista  políti- 
co, un  medio  de  intimidación  y  escarmiento.  La  corrección 
se  propone  moralizar  al  delincuente,  sembrando  en  su  cora- 
zón la  esperanza  de  obtener  el  perdón  de  Dios  y  de  reconci- 
liarse con  los  hombres. 

Toda  prisión  que  no  tienda  &  precaver  futuros  delitos 
quitando  al  delincuente  to  facultad  y  el  deseo  de  reincidir,  é 
intimidando  &  otros  que  pudieran  tener  intención  de  seguir 
sus  pasos,  no  corresponde  á  los  fines  sociales.  T  como  ni  la 
demasiada  indulgencia  intimida,  ni  corrige. la  excesiva  seve- 
ridad ,  la  administración  debe  huir  cuidadosamente  de  am- 
bos extremos  al  establecer  ó  reformar  el  sistema  carcelario. 

van.— La  ciega  filantropía  de  este  siglo  ha  sido  causa  de 
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que  muchas  personas  viesea  en  los  presos  mas  bien  desgra  - 
ciados  digaos  de  compasioo ,  que  culpables  merecedores  de 
castigo.  Las  puertas  de  las  cárceles  se  abrieron  &  la  caridad 
cristiana  qoe  ha  derramado  sobre  ellos  los  tesoros  de  sus 
consuelos  y  beneficios:  se  les  dirigieron  palabras  de  amor, 
se  encendió  en  sus  pechos  la  llama  de  la  religión  y  se  ha  lo- 
grado el  arrepentimiento  y  la  conversión  de  algunos  crimina- 
les. Esta  ferviente  cruzada  ha  producido,  euYuelta  con  mu* 
chos  bienes,  una  cosecha  no  escasa  de  males.  Semejantes  pri- 
siones perdieron  su  carácter  de  intimidación,  y  Tueron  consi- 
deradas como  lugares  soportables  y  aun  preferibles  á  una  vida 
libre  consagrada  á  un  constante  trabajo.  El  número  de  los 
reincidentes  se  multiplicó  relajada  la  severidad  de  la  disci- 
plina; y  en  vez  de  disminuir ,  hubo  de  aumentarse  la  dura- 
ción de  la  pena;  daño  gravísimo,  porque  un  prolongado  cau- 
tiverio hace  perder  al  culpable  los  hábitos  de  sociabilidad,* 
extingue  sus  afectos  de  familia  y  le  acostumbra  á  aquel  nue- 
vo género  de  vida  reemplazando  en  su  pecho  á  la  inquietud 
de  la  pesadumbre,  la  calma  inalterable  de  la  indiferencia. 

tst.— La  excesiva  severidad,  por  el  contrario,  produce 
en  ios  presos  una  irritación  mental ,  un  vivo  sentimiento  de 
aversión ,  porque  se  cree  abandonado  del  cielo  y  victima  de 
la  injusticia  de  la  tierra;  un  olvido  completo  en  fin  de  la 
ofensa  que  ha  cometido  cuyo  recuerdo  debiera  humillarle, 
y  en  tal  estado  de  exaltación,  cierra  sus  oidos  á  toda  palabra 
benévola  y  su  corazón  á  todo  arrepentimiento  y  á  todo  deseo, 
y  solo  le  abre  á  la  pasión  reconcentrada  de  la  venganza. 

789. — Un  sistema  carcelario  justo  y  prudente ,  debe  ser 
rigoroso,  sin  crueldad:  debe  intimidar  al  culpable  sin  amor- 
tiguar sus  sentimientos,  y  reformar  sus  costumbres  sin  extin- 
guir su  amor  á  la  libertad.  Muerto  el  deseo  de  tornar  á  la  vi- 
da libre,  no  hay  esperanza  próxima  que  le  alíente  á  perseve- 
rar en  la  difícil  obra  de  su  regeneradon  moral. 

788.— La  reforma  penitencial  asi  compi^^dida  y  á  estas 
máximas  ajustada,  será  un  medio  de  precaver  muchos  crí- 
menes, intimidando  y  corrigiendo,  y  la  pena  de  reclusión  un 
nuevo  bautismo  que  purifique  el  corazón  dañado  del  criminal 
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y  le  abra  las  paerkas  de  la  sociedad,  si  es  sincero  su  arrepen- 
iimiento. 

DesooBiieaios  igoalmeiite  de  los  que  esperan  mucho  de  la^ 
reforma  peuiteneial  y  de  los  que  no  esperan  nada.  Los  unos 
exageran  la  perfectibilidad  de  la  especie  humana  al  creer  en 
la  fácil  y  perseverante  conversión  del  criminal  por  el  influjo 
de  nna  caridad  ardiente,  pero  ciega,  y  que  olvidando  los  crU 
menes  del  hombre,  la  perversidad  de  su  corazón,  la  degrada^ 
cion  de  su  alma,  quisieran  mitigar  su  cautiverio  hasta  el  ponto 
de  ser  tratada  el  delincuente  al  igual  de  la  virtud  degracia- 
da,  sustrayéndole  al  voto  de  la  opinión ,  á  la  venganza  de  las 
leyes  y  á  la  justicia  social.  Otros  mas  prácticos,  mas  familia* 
rizados  con  los  presos,  mas  conocedores  de  sus  vicios,  creen 
que  la  única  reforma  posible  en  las  prisiones  es  introducir  el 
orden  moral  y  sacar  partido  de  su  tiempo  y  de  sus  brazos, 
mirando  todo  proyecto  de  reforma  moral  como  un  suefto  que  • 
ocupará  á  la  administración  é  irrogará  considerables  dispen- 
dios sin  ningún  resultado  positivo  para  la  sociedad. 

Ninguna  de  estas  opiniones  extremas  es  la  verdadera,  nin- 
gún sistema  exclusivo  debe  guiar  á  la  administración.  La  re* 
generación  moral  de  los  sentenciados  á  prisión  es  posible,  pe* 
ro  también  difícil ;  todo  depende  del  acierto  en  la  elección  de 
los  medios  y  de  la  prudencia  en  aplicarlos. 

Articulo  1 .® — ^\\\%\ona  ^i  laTi^otma  caiwVaña. 

734.~Idea  de  la  rerorma  car-  737.— Bentbam. 

celarla.  73^.— Aplieacioodesas  ideasen 
73$.— Antiguo  estado  de  laspri-  los  Estados- Unidos. 

siones.  739.— Dos  sistemas  de  reforma. 
736.— Hovvard. 

laA.-^Creemos  preferible  el  nombre  de  sistema  caréela^ 
rio  al  de  sistema  penitencial  que  suele  usarse  con  mas  fre-» 
cuencia,  porque  a(  tratar  de  la  reforma  de  las  prisiones^  se 
comprende  no  solamente  aquel  conjunto  de  providencias  ett* 
caminadas  á  conseguir  la  enmienda  de  los  setenciados ,  sino 
también  las  relativas  á  las  .casas  en  donde  se  detiene  á  los 
sospcNchosos,  mientras  se  hallan  pendientes  de  juicio. 

9Si^.— El  mal  estado  de  las  prisiones  era  un  vicio  que  no 
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♦ 

ha  mucho  tiempo  reinaba  ea  toda  Europa.  Hírábanse  las  cár- 
celes como  fortalezas  en  doude  se  confuadiaD  los  sospecho- 
sos ;  ios  crimioales  de  todos  grados «  coadicion ,  edad  y  aun 
sexo,  sin  reparar  las  autoridades  en  otra  cosa  que  en  impedir 
su  evasión.  Del  mismo  calabozo  .salía  el  inocente  á  quien 
volvían  la  libertad,  y  el  abominable  parricida  á  quien  arras- 
traban al  suplicio.  La  humedad  de  los  subterráneos ,  la  difí- 
cil circulación  del  aire ,  el  hacinamiento  y  el  desaseo  de  los 
presos  y  la  escasez  y  mala  calidad  de  los  alimentos  diezma* 
ban  la  población  de  aquellos  infiernos  y  alimentaban  cons* 
tantemente  unfoeode  infección  que,  propagándose  á  lo  ex- 
terior ,  vengaba  en  pueblos  inocentes  el  descuido  culpable 
de  los  gobiernos.  Tales  eran  los  efectos  de  tanto  abandono 
en  el  orden  físico. 

En  el  orden  moral,  eran  las  cárceles  escuelas  de  enseñan - 
za  mutua  para  el  vicio  y  el  crimen.  Allí  el  contagio  de  la  in- 
moralidad hacia  progresos  horribles  y  sacrificaba  cada  día 
nuevas  victimas.  El  hombre  timorato  quebrantaba  el  freno  de 
su  conciencia,  el  ratero  salía  salteador  y  el  salteador  asesi- 
no. Cada  año  una  turba  de  crimínales  educados  profesional- 
mente  ,  inoculaba  en  la  sociedad  el  veneno  que  con  tal  im- 
prudencia les  diera  á  beber.  Cuantos  han  respirado  el  aire 
corruptor  de  las  prisiones ,  ligados  entre  si  con  los  vínculos 
contraidos  durante  un  mismo  cautiverio,  impelidos  por  el  sen- 
timiento de  un  común  infortunio  y  exasperados  al  ver  que  la 
reprobación  general  los  persigue  sin  descanso,  se  buscan,  se 
solicitan,  reúnen  sus  esfuerzos  y  se  conjuran  contra  el  esta- 
do. Allí  el  tímido  encuentra  amparo  y  el  huérfano  solícitos 
protectores:  allí  se  exploran  las  malas  pasiones,  penetrando 
hasta  el  fondo  del  alma  en  busca  de  la  semilla  del  vicio  que 
los  maestros  del  crimen  desarrollan  á  viva  fuerza ;  sacrilego 
aprendizaje,  fuente  impura  cuyo  veneno  se  desprende  á  tor- 
rentes y  penetra  en  todas  las  venas  del  cuerpo  social.  Des- 
pués del  proselitismo,  sigue  la  organización  de  los  malhecho- 
res en  corporación  con  su  código. y  sus  reglamentos,  y  al  fin 
llega  el  atentar  al  reposo  de  la  sociedad  y  causar  serias  in- 
quietudes al  gobierno. 
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9S0.— El  exceso  deldafio  produjo,  como'easi  siempre  su- 
cede, el  deseo  del  remedio.  Eo  4772  Tue  erigida  ea  Gaate  una 
prisión  purgada  de  estos  vicios.  En  4773,  afligido  el  sensible 
corazón  de  Howard  al  ver  ei  repugnante  espectáculo  que 
ofrecía  el  interior  de  las  cárceles  de  Inglaterra,  y  consideran- 
do los  peligros  á  que  la  sociedad  se  exponía  si  no  atajaba  pron- 
tamente esta  peste  moral ,  recorrió  las  prisiones  de  la  mayor 
parte  de  los  estados  europeos,  como  quien  sondea  toda  la  pro* 
fundidad  de  la  llaga  para  mejor  corarla.  De  regreso  á  su  patria 
propuso  su  proyecto  de  reforma  carcelaria  que  descansaba  ea 
dos  bases  principales,  el  sistema  celolar  durante  la  noche  y 
el  trabajo  en  común  con  clasificación  de  los  presos  durante  el 
dia,  según  el  cual  fue  fundada  la  penitenciaria  de  Glocester 
en  4785. 

9S9.— En  4842  Bentham  derramó  nueva  luz  sobre  es- 
ta cuestión  con  su  plan  panóptico  que  por  causas  agenas  á  la 
reforma,  dejó  de  ensayarse ,  á  pesar  de  las  vivas  instancias 
de  su  autor  y  de  la  eficaz  cooperación  de  sus  amigos. 

9S9. — Estas  ideas  generosas  atravesaron  el  Atlántico  y 
hallaron  favorable  acogida  en  los  Estados- Unidos :  la  exalta- 
ción religiosa  de  los  cuákeros  debia  naturalmente  favore- 
cer su  desarrollo  y  aplicación.  Híciéronse  los  primeros  ensa- 
yos en  la  Pensilvania  el  afio  4786,  fundándose  la  casa  cor* 
reccional  de  Walmit-Street.  La  clasificación  de  los  presos,  el 
aislamiento  absoluto  para  algunos,  el  trabajo  en  común  con 
la  libertad  de  comunicarse  y  corromperse  mutuamente  en 
cuanto  á  otros,  era  el  régimen  penitencial  adoptado  en  aquella 
prisión;  régimen  muy  imperfecto  todavía,  según  lo  acredita- 
ban los  muchos  casos  de  reincidencia. 

El  estado  de  Nueva-Tork  siguió  en  4797  el  ejemplo  de  la 
Pensilvania,  pero  dando  mayor  amplitud  al  sistema  del  ais- 
lamiento absoluto,  si  bien  aplicado  solamente  á  cierta  cla- 
se de  criminales.  En  4846  fundóse  la  prisión  de  Aoburn  en 
la  cual  se  suprimió  la  vida  común,  sustituyéndole  el  régimen 
celular  para  todos  los  presos  que  vivian  en  una  completa  so- 
ledad noche  y  dia,  y  á  quienes  se  reusaba  hasta  el  consuelo 
del  trabajo. 
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La  Pensilvanía  creó  otras  dos  penileDciarias,  ia  de  Piliis- 
burg  y  la  de  Cherry-Bill,  abandonando  el  antiguo  sistema 
de  ia  clasificación,  y  prefiriendo  el  de  celdas  solitarias  y  el 
aislamiento  absoluto  en  una  devoradora  ociosidad. 

La  experiencia  ha  sido  funesta  y  la  necesidad  del  traba- 
jo fue  al  instante  reconocida.  £n  Nueva-York  se  conservó 
el  aislamiento  absoluto  por  la  noche  y  se  introdujo  el  traba- 
jo en  comua  durante  el  dia,  pero  en  medio  del  mas  rigoroso 
silencio,  &  fin  de  no  perder  las  ventajas  en  una  inviolable  in- 
comunicación. Tal  es  la  regla  de  Auburn. 

Pensilvania  conservó  el  aislamiento  por  la  noche  y  por  el 
dia,  agregándole  el  trabajo  también  solitario.  Tal  es  la  dis- 
ciplina de  Cberry-Hill. 

9Sfi.— Estos  son  los  dos  sistemas  de  corrección  dominan- 
tes. El  primero  se  extendió  á  casi  todos  los  Estados  de  la 
Union:  el  segundo  es  casi  exclusivo  de  la  Pensilvania.  Exa- 
minarlos y  juzgarlos  equivale  á  exponer  y  discutir  la  teoría 
del  encarcelamiento. 

Articulo  2.*— \«>m  \i  Va  tt^ovw^a  wiTwVana. 

740.— Teoría  déla  reforma  car-  755.— Administración. 

celaría.  756.— Empresa. 

741.— /'fwíon  preventiva,  757.— Trabajo  de  las  prisiones. 

742.— Derechos  del  detenido.  758.— GoDCurrencia  con  el  tra- 
743.- Separación  de  los  culpa-  bajo  libre. 

bles.  759.— Precauciones  de  la  admi- 
744.— Medios  de  realizarla.  nislracíon. 

745.— Clasificación  pot  catego-  760.— Aplicación  de  los  produc- 

rías.  tos  del  trabajo. 

746. — Aislamiento.  761.— Reservas. 

747.— Pnsion  represiva,  762.— Distribuciones  periódicas. 

748.— Trabajo  de  los  presos.  763.— Efectos  de  la  ignorancia. 

749.— Su  organización.  764.- Instrucción  de  los  presos. 

750.— Regla  del  silencio.  765.— Eficacia  de  este  medio  de 
75 1.— Disciplina  de  Auburn  y  Fi-  regeneración. 

ladelfia.  766.— ^í/octo  de  libertad. 

752.— Inconvenientes  de  la  pri-  767.— Protección  al  excarcelado. 

mera.  768. — Socorros. 

763.— Objecciones  á  la  segunda.  769.— Talleres. 

754.— Prisión  individual.  770.— Sociedades. 

9411.— La  prisión  tiene  tres  fines  principales ,  á  saber:  im- 
pedir las  evasiones,  evitar  la  corrupción  mutua  de  los  presos 
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y  precaver  las  reincidencias ;  y  por  tanto,  debe  considerarse 
á  los  presos  en  tres  situaciones  distintas,  en  estado  de  deten- 
ción ó  acusación,  en  estado  de  reclusión  ó  pena,  y  en  esta- 
do de  libertad  ó  excarcelamiento.  Como  consecnencia  de  es- 
ta doctrina,  se  reconocen  dos  clases  de  prisiones,  preveníi^ 
vas  para  los  acusados  y  represivas  para  los  criminales.  Las 
represivas  deben  subdividírse  en  earreeeianaUs  para  los  sen- 
tenciados por  delitos  leves,  y  penitenciales  en  donde  purguen 
sus  crímenes  y  bailen  enmienda  los  mayores  delincuentes. 

94t.— Xa  prisión  preventiva  es  una  mera  precaución  pa- 
ra evitar  la  fuga  de  una  persona  sospechosa  de  crimen.  Mien- 
tras el  juez  no  le  declare  culpable,  el  objeto  de  la  prisión  so- 
lamente debe  ser  asegurar  la  custodia  del  acusado.  Toda  se- 
veridad es  un  vicio  en  la  ley  ó  en  la  administración,  porque 
no  ha  llegado  todavía  el  momento  del  castigo;  tal  vez  el  acu- 
sado sea  absuelto,  y  harto  sufre  el  inocente  con  la  pérdida 
de  su  libertad,  sin  que  se  agraven  sus  penas  con  inútiles  é 
injustos  rigores. 

949. — El  detenido  tiene  derecho  á  una  prisión  salubre,  á 
cuantos  cuidados  requiere  la  conservación  de  su  vida  y  á  to- 
das las  atenciones  compatibles  con  su  estado.  Tiene  también 
derecho  á  una  franca  comunicación  con  sos  parientes  y  ami*- 
gos,  salvo  durante  el  breve  tiempo  en  que  el  interés  de  la 
justicia  reclama  lo  contrario.  No  se  le  puede  sujetar  á  nin- 
gún trabajo,  porque  el  trabajo  en  las  prisiones  es  parte  de 
pena  ó  medio  de  moralización,  y  no  es  lícito  castigar,  ni 
corregir  á  quien  no  se  halla  aun  sentenciado;  mas  si  pidiere 
trabajo,  tampoco  se  le  debe  reusar. 

943.— Tiene  además  todo  detenido  el  derecho  de  exigir 
que  mientras  la  ley  presume  su  inocencia,  no  se  le  obligue  á 
vivir  en  compañía  de  los  culpables,  contacto  siempre  peli- 
groso, y  á  veces  funesto,  que  la  sociedad  por  su  propio  bien 
debe  á  toda  costa  impedir. 

944.— Dos  medios  se  ofrecen  de  realizar  esta  separación: 
la  clasificación  de  los  detenidos  según  sus  presuntos  grados 
de  moralidad  y  el  aislamiento  individual. 

944.— La  clasificación  en  categorías  de  inmoralidad  es 
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eDteramenle  arbitraria.  Ora  se  adopte  la  edad  por  base,  ora 
la  naturaleza  del  delito  ó  el  carácter  del  deliacuente,  sieoi- 
pre  dará  equívocos  resoltados,  porque  dentro  de  la  misma 
edad,  en  la  misma  ofensa,  en  un  temperamento  igual,  cabe 
un  grado  mucho  mayor  ó  mucho  menor  de  perversidad.  To- 
da clasificación,  pues,  debe  signiflcar  para  nosotros  corrup- 
ción, porque  si  el  crimen  es  contagioso  entre  el  inocente  y 
el  culpable,  crece  el  peligro  de  la  comunicación  entre  dos  ó 
mas  viciosos  ó  criminales.  Para  atenuar  estos  inconvenien- 
tes seria  preciso  introducir  una  clasiGcacion  tan  minuciosa 
que  se  acercase  á  un  absoluto  aislamiento,  y  entonces  tam- 
bién sería  preferible  optar  por  tal  sistema. 

'3f4«. — Objétase  la  severidad  de  la  disciplina ,  y  dícese 
que  la  separación  es  por  sí  sola  una  pena,  bien  aplicada  á 
los  culpables,  pero  mal  extendida  á  los  sospechosos.  Quienes 
asi  discurren  no  distinguen  el  aislamiento  represivo  de  la  se- 
paración puramente  preventiva.  Aquel  debe  ser  absoluto  é 
ir  acompasado  del  silencio,  del  trabajo,  de  las  privaciones,  de 
la  sujeción  á  una  regla  muy  dura,  á  una  verdadera  peniten- 
cia: en  esta  no  habrá  incomunicación  exterior,  ninguna  disci- 
plina susceptible  de  irritar,  ninguna  autoridad  temible,  nin- 
gún castigo  cruel.  La  administración  muestra  al  detenido  su 
solicitud  paternal  alejándole  de  la  compañía  del  malvado, 
para  que  ni  su  alma  se  mancille  con  el  contacto  del  crimen, 
ni  al  oír  las  blasfemias  del  impío  se  ruborice  su  frente. 

Si  todavía  se  abrigase  alguna  duda  acerca  del  rigor  ex* 
cesivo  de  la  prisión  preventiva  con  el  aislamiento,  pregún- 
tese al  acusado  no  perverso  qué  prefiere,  si  la  soledad  ó  la 
compañía  del  criminal?  Pregúntesele  al  inocente  si  no  tiem- 
bla al  verse  libre  de  ser  reconocido  y  tr^^tado  con  odiosa  fa- 
miliaridad por  alguno  de  sus  antiguos  compañeros  de  vi- 
vienda. 

tA1í.-~ La  prisión  represiva  debe  procurar  el  castigo  y  la 
enmienda  de  los  culpables,  para  lo  cual  emplea  dos  medios 
de  regeneración,  el  trabajo  y  la  instrucción  moral  y  religiosa. 

''AS. — El  trabajo  debe  ser  una  condición  esencial  de  la  dis- 
ciplina de  las  prisiones  represivas  por  varios  motivos. 
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I.  En  primer  lugar,  es  ud  medio  moralizador,  porque 
coQtribuye  á  adquirir  los  hábitos  de  orden ,  de  laboriosidad 
y  economía  que  tao  útiles  le  seráa  después  en  la  vida  libre, 
distrae  su  imagioacion  de  todo  pensamiento  malévolo  y  le 
dispone  á  seguir  con  docilidad  el  camino  del  arrepenti- 
miento. 

II.  En  segundo  lugar,  cuando  se  abren  para  el  culpable 
las  puertas  de  su  prisión,  hállase  con  un  oficio  en  el  cual  pue- 
de fundar  sus  esperanzas  de  subsistencia,  y  tal  vez  posee  un 
pequefio  capital,  fruto  de  sus  ahorros,  que  le  auxilia  y  sos- 
tiene en  los  primeros  pasos  de  su  nueva  vida.  Con  hábitos  de 
trabajo  es  posible  reincidir;  sin  ellos  la  reincidencia  es  ne- 
cesaria, á  menos  que  supongamos  en  todo  excarcelado  la  vir- 
tud de  un  ángel  y  el  heroísmo  de  un  mártir. 

III.  En  tercer  lugar,  el  criminal  debe  una  reparación  á 
la  sociedad  por  el  mal  que  la  causó,  y  por  el  gravamen  dia- 
rio que  la  impone  para  proveer  á  su  sustento  y  á  su  enmien- 
da; reparación  imposible  de  otro  modo  que  á  costa  del  pro- 
ducto de  su  trabajo. 

IV.  Por  último,  el  trabajo  forzoso  es  pena  para  el  culpa- 
ble que  ha  vivido  siempre  en  el  ocio  y  proporciona  alivio 
al  que  no  es  perverso,  sino  solamente  desgraciado.  El  traba- 
jo forzoso  será,  pues,  expiatorio  en  proporción  al  carácter 
de  cada  preso,  y  además  intimida  al  qtie  en  la  vida  libre  pue- 
de abrigar  pensamientos  criminales. 

949. — No  basta  aceptar  el  principio  del  trabajo;  es  pre- 
ciso organizarle  en  las  prisiones  y  someterle  á  la  disciplina 
penitencial.  Cuatro  cuestiones  prfticipales  se  ofrecen  á  nues- 
tro examen  con  tal  motivo,  á  saber:  ¿debe  hacerse  el  traba- 
jo en  común  ó  en  soledad?  ¿debe  ser  por  empresa  ó  por  ad- 
ministración? ¿es,  ó  no,  perjudicial  al  trabajo  libre  la  con- 
currencia del  trabajo  reglamentado?  ¿qué  uso  conviene  ha- 
cer de  los  productos  del  trabajo  interior  de  las  prisiones? 

9&0.—  I.  Es  un  axioma  en  el  sistema  carcelario  que  no 
se  consigue  jamás  la  enmienda  de  los  culpables ,  sin  sujetar- 
los á  la  estrecha  regla  del  silencio.  Este  recogimiento  interior 
que  la  prohibición  de  comunicarse  impone,  es  la  causa  pri- 
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mera  de  la  regeoeracion  moral.  Quebrantado  el  silencio^ 
rompiéroQse  ios  diques  del  vicio  y  penetró  el  contagio  de  la 
inmoralidad  en  las  prisiones.  Así  es  como  en  toda  reforma 
carcelaria,  bien  se  adopte  el  sistema  del  trabajo  en  común, 
ó  se  prefiera  el  trabajo  solitario,  siempre  se  procura  conser- 
var entre  los  presos  una  incomunicación  absoluta  oral  y 
epistolar. 

951.— La  regla  de  Aubnrn  y  la  de  Filadelfia  difieren 
esencialmente  en  este  ponto.  La  primera  establece  el  aisla- 
miento absoluto  por  la  noche,  y  el  trabajo  en  común  duran- 
te el  dia,  pero  en  medio  del  mas  rigoroso  silencio.  La  segun- 
da consiste  en  el  aislamiento  de  noche  y  de  dia,  y  el  traba- 
jo también  solitario. 

959. — Ambas  tienen  sus  partidarios  y  elocuentes  defenso- 
res. Objétase  á  aquella  que  el  sistema  de  la  reunión  siten* 
ciosa,  nacido  de  una  convicción  profunda  acerca  de  los  gra- 
vísimos inconvenientes  inseparables  de  la  asociación  de  los 
criminales,  cuyas  funestas  consecuencias  se  procura  evitar^ 
es  impracticable  en  la  ejecución,  incapaz  de  conseguir  so 
objeto  y  que  su  buen  resultado  depende  de  un  conjunto  de 
circunstancias  cuya  coincidencia  es  casi  siempre  imposible. 
No  se  niega  que  podrá  producir  algún  bien;  pero  en  cambio 
de  un  corto  número  de  beneficios  esencialmente  dudosos  ó 
accidentales,  encierra  peligros  verdaderos  é  inevitables.— 
Argúyesele  que  no  despierta  en  los  presos  ningon  pensamien- 
to reflexivo  sobre  su  anterior  conducta,  ningon  propósito 
de  reforma,  ninguna  idea  de  arrepentimiento.  T  por  último, 
se  aduce  la  fatal  necesidad  de  mantener  la  disciplina  em- 
pleando severos  castigos  y  rigores  arbitrarios,  que  agravan 
muchas  veces  la  pena  legal  á  merced  de  una  mera  providen- 
cia administrativa,  ;  producen  el  efecto  de  irritar  la  mente 
y  depravar  el  carácter  del  preso,  inspirándole  sentimientos 
de  odio  y  deseos  de  venganza. 

953.— A  la  regla  de  Filadelfia  se  opone  la  crueldad  de  un 
aislamiento  absoluto  y  las  enfermedades  que  tanto  rigor 
ocasiona,  y  como  consecuencias  de  este  vicio,  la  grande 
mortalidad  de  los  presos  y  sus  accesos  de  locura.  Objétase 
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quepesa  desígaalmenle  sobre  los  encarcelados  seguo  so  ca- 
rácter y  la  energfa  de  su  espirito ,  que  hace  perder  los  há- 
bitos sociales  conservados  en  la  reunión  silenciosa:  y  en  so- 
ma, se  pone  en  dnda,  ó  acaso  se  niega,  la  mayor  eficacia  del 
sistema  celular  sin  relajación,  para  conseguir  la  regeneración 
moral  de  los  delincuentes. 

Sin  embargo,  parece  que  la  estadística  de  las  prisiones, 
no  confirma  el  inOojo  de  la  disciplina  solitaria  en  la  morlali* 
dad  relativa,  ni  en  la  demencia  de  los  presos.  Sí  la  pena  es 
severa,  podrá  abreviarse  su  duración,  corregirá  mas  pronto 
¿  intimidará  mas  con  lo  terrible  del  escarmiento. 

La  objeccion  de  la  desigualdad  comprende  á  todos  los  sis- 
temas de  reclusión,  y  aun  abraza  todo  castigo.  Los  hábitos 
sociales  se  sostienen  con  las  visitas  y  exhortaciones  de  los 
capellanes,  de  los  directores,  maestros  é  inspectores,  y  con 
la  lectora  de  libros  morales  religiosos  ó  instructivos;  y  por 
último,  tan  lejos  de  disputar  la  eficacia  de  la  soledad  en  el 
arrepentimiento  del  criminaU  este  es  el  secreto  resorte  que 
mueve  el  corazón  humano  y  lo  inclina  hacia  el  bien. 

164.— El  aislamiento  intimida  mas  que  los  castigos  ordi- 
narios; y  no  solo  tiene  el  carácter  de  una  pena  ejemplar ,  si- 
no que  es  el  agente  mas  poderoso  de  toda  reforma  moral.  So- 
lo el  preso,  abandonado  del  mundo,  empieza  evocando  sus 
recuerdos  y  medita.  El  tránsito  de  la  irreflexión  á  la  refle- 
xión, es  el  primer  paso  en  la  senda  del  arrepentimiento.  Ima- 
gen de  Prometeo  encadenado  á  la  roca  y  despedazadas  por  el 
buitre  las  entrañas,  es  el  preso  devorado  por  crueles  remor- 
dimientos que  le  acosan  y  le  persiguen  con  rigor  implaca- 
ble en  su  soledad.  En  la  vida  libre  siquiera,  podría  ahogar 
entre  el  rumor  de  la  sociedad  los  gritos  de  su  conciencia; 
pero  en  la  reclusión  no  hay  olvido  del  crimen,  no  hay  tre- 
guas á  la  tortura,  no  hay  calma  para  el  dolor.  £1  silencio  es 
la  voz  de  Dios  en  el  desierto. 

La  soledad  ejerce  una  acción  continua  en  el  ánimo  del 
delincuente.  Primero  recoge  su  espíritu,  reconoce  sus  extra- 
víos, y  en  presencia  de  sí  mismo  y  de  su  crimen,  se  conven- 
ce de  que  aquel  prolongado  suplicio  no  será  tolerable  para  él. 
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míeoiras  do  se  poDga  en  paz  cod  Dios  y  con  su  coDciencia. 

Las  palabras  benéfotas,  los  cuidados  paternales,  las  ex- 
hortaciones religiosas  van  poco  á  poco  reconciliándole  con 
los  hombres,  su  pecho  se  entreabre  á  la  esperanza  y  su  co- 
razón se  abandona  al  arrepentimiento.  Entonces  se  completa 
su  educación  penitencial  por  tales  medios ,  á  cuya  eficacia 
muy  pocos  resisten,  porque  según  un  escritor «  «el  influjo  de 
la  prisión  soKtaria  produce  un  cambio  casi  instantáneo  en  los 
caracteres  mas  rebeldes:  el  hombre  perezoso  é  indolente  se 
transforma  en  activo  y  laborioso  ,  los  arrebatos  de  cólera  ce- 
den su  lugar  á  una  sumisión  absoluta,  y  los  corazones  mas 
endurecidos  se  ablandan  á  la  voz  de  la  benevolencia  y  de  la 
religión.» 

En  un  reciente  congreso  de  filósofos,  publicistas  y  juris- 
consultos celebrado  en  Francfort,  triunfó  la  opinión  en  fa- 
vor de  la  prisión  individual  para  los  crimínales,  agrava- 
da ó  mitigada  según  la  clase  de  delitos  y  sentencias  de  cada 
uno  y  la  conducta  individual  de  los  presos,  de  suerte  que  to- 
dos se  ocupen  en  algún  trabajo  útil ,  que  hagan  diariamente 
ejercicio  al  aire  libre  y  participen  de  la  instrucción  moral, 
religiosa  y  literaria  y  asistan  á  los  actos  del  culto  (4). 

En  resumen,  la  regla  de  Auburn  es  mas  severa;  la  disci- 
plina de  Filadetfia  mas  inflexible:  en  aquella  se  descubre  una 
tendencia  casi  exclusivamente  material  y  negativa;  en  esta 
prevalece  un  pensamiento  mas  moral  y  positivo. 

La  cuestión,  pues,  del  trabajo  solitario  ó  común  está  su- 
bordinada á  la  solución  definitiva  de  la  otra  cuestión  que  la 
prejuzga.  Probado  que  el  silencio  absoluto  es  necesark)  para 
corregir  al  delincuente,  y  probado  además  que  este  silencio 
es  imposible  de  guardar  sin  prohibir  toda  comunicación  in- 
clusa la  visual,  debemos  optar  sin  reserva  por  el  trabajo  ais- 
lado. Será,  en  efecto ,  menos  productivo;  mas  no  son  los  be- 
neficios pecuniarios  el  fruto  principal  del  trabajo  de  las  pri- 
siones, ni  el  rédito  de  un  capital  ha  de  aparecer  como  idea 
dominante  en  toda  reforma  carcelaria.  La  corrección  y  el 

(I)    Bnpport  fcdt  á  la  Chambre  des  Pairs  par  M.  Bérengerdela 
Dróme. 
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ejemplo  sod  los  fioes  primeros  de  toda  pena;  la  reparación  y 
la  ecoQomfa  son  fines  secundarios.  El  objeto  moral  debe  pre- 
dominar en  la  cárcel ,  y  refúgiense  en  las  fábricas  el  cálen- 
lo de  las  ganancias  y  el  deseo  de  la  especulación.  Las  enes- 
tienes  de  moralidad  jamás  se  reducen  á  gQarismo«  ni  se  en- 
cierran en  los  estrechos  limites  de  un  presupuesto. 

Vftft. —  II.  La  segunda  cuestión  relativa  al  sistema  eco- 
nómico preferible  en  la  dirección  y  beneficio  del  trabajo  de 
las  prisiones,  no  puede  resolverse  de  una  manera  tan  positi- 
va. En  Auburn  fué  la  administración  quien  tuvo  al  principio 
el  encargo  exclusivo  de  comprar  las  materias  primeras  y  ven- 
der los  objetos  elaborados;  pero  este  método  ocasionó  pérdi- 
das tan  considerables,  que  hubo  de  ser  abandonado.  Después 
se  adoptó  el  medio  de  admitir  empresarios  particulares  en 
cada  ramo  de  industria,  obligándose  los  especuladores  á  su- 
ministrar los  materiales  y  á  satisfacer  un  tanto  al  estado  en 
recompensa  del  trabajo  diario  de  cada  preso.  Los  empresa- 
rios pueden  penetrar  en  las  prisiones;  ;mas  les  está  severa- 
mente prohibido  mezclarse  en  nada  tocante  á  la  disciplina,  ni 
aun  dirigir  la  palabra  á  los  encarcelados. 

En  Bélgica  todavía  subsiste  el  sistema  de  la  administra- 
ción, y  tan  bien  entendido,  que  no  solo  cubre  los  gastos,  si- 
no que  deja  un  beneficio  no  despreciable  según  las  reglas 
ordinarias  del  comercio.  El  estado  ocupa  á  los  presos  en  la  fa- 
bricación de  los  objetos  necesarios  al  equipo  del  ejército  y 
al  servicio  interior  de  las  mismas  prisiones,  comprando  las 
materias  primeras  á  pública  subasta  por  medio  de  comisiones 
administrativas. 

.  9ft«.— Siempre  que  puedan  conciliarse  las  ventajas  de  la 
economía  con  el  sistema  de  administración,  es  preferible  es- 
te método  al  de  empresa.  Los  empresarios  apoyados  en  sos 
contratos,  suelen  resistir  toda  novedad,  la  introducción  de 
cualquiera  reforma,  como  atentatoria  á  sus  derechos  y  noci- 
va á  sus  intereses.  Delante  de  este  obstáculo  insuperable  ce- 
ja la  administración  reducida  á  la  impotencia ,  ya  para  apar- 
tar el  mal,  ya  para  promover  el  bien.  Olvídase  en  este  régi- 
men ,  ó  descuidase  el  objeto  moral  de  la  pena  que  es  la  cor- 
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reccioDdel  culpable  y  el  público  escarmiento,  porque  se 
acostumbra  á  ver  eu  el  preso,  no  taolo  oq  criminal  á  quien 
importa  corregir,  cuanto  un  obrero  activo  é  inteligente  de 
cuyos  brazos  se  espera  y  se  procura  sacar  el  mejor  partido 
posible.  La  empresa,  sin  embargo ,  principalmeote  cuando 
se  limita  á  suministrar  los  viveros  y  otros  artículos  de  pri- 
mera necesidad,  ofrece  la  gran  ventaja  de  apartar  de  la  ad- 
ministración toda  sospecha  humillante  de  obtener  beneficios 
ilegales,  y  le  conserva  aquella  fuerza  moral  de  que  tanto  ne* 
cosita  para  trabajar  con  fruto  en  la  regeneración  moral  de  los 
delincuentes. 

En  suma,  el  régimen  administrativo  concillado  con  la  mas 
severa  economía  es  preferible;  pero  también  es  aceptable  el 
sistema  de  empresas  particulares  sujetas  á  la  vigilancia  ast^ 
dua  de  la  administración,  a  fin  de  que  la  especulación  no 
neutralice  los  efectos  de  la  prisión  como  agente  moral  y  co- 
mo pena. 

Lo  que  si  conviene  desterrar  de  las  prisiones,  es  el  siste- 
ma de  las  empresas  generales,  como  perjudiciales  al  senten- 
ciado y  á  la  disciplioa  carcelaria.  Siempre  será  temible  el  in- 
flujo de  un  empresario  de  quien  todos  dependen,  que  sumi- 
nistra los  víveres,  los  vestidos,  las  materias  brutas,  y  es  due- 
fio  de  los  objetos  fabricados,  y  cuya  acción  abarca  en  suma 
el  servicio  entero  de  las  prisiones.  £1  interés  de  la  em- 
presa asi  concentrado,  tiene  demasiada  fuerza  para  torcer 
la  disciplina  en  su  provecho  y  mudar  el  carácter  de  la  ins- 
trucción industrial  de  los  presos,  convirtiendo  el  instrumen- 
to de  moralidad  en  simple  objeto  de  especulación.  Los  mis- 
mos empleados  subalternos  le  serán  sumisos  y  obedientes,  y 
la  autoridad,  privada  de  sus  ojos  y  de  sus  manos,  acabará 
por  caer  bajo  la  vergonzosa  tutela  de  un  especulador  en  to- 
do lo  concerniente  al  régimen  carcelario. 

VdV.—  IlL  La  tercera  cuestión  que  la  organización  del 
trabajo  en  las  prisiones  suscita,  es  tocante  á  la  concurrencia 
entre  el  trabajo  libre  y  el  reglamentado.  Quéjanselos  obreros 
y  fabricantes  de  esta  competencia  como  nociva  á  la  industria 
y  llámanla  peligrosa  é  invencible,  porque  el  preso  devenga 
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UD  salario  muy  escaso,  sas  necesidades  eo  la  reclusión  son 
reducidas,  y  tal  vez  el  estado  soporta  una  parte  de  la  pérdi- 
da, no  considerando  que  el  objeto  principal  de  los  estableci- 
mientos de  corrección  sea  producir  beneficios  industríales. 

En  estas  reclamaciones  y  lamentos  hay ,  como  suele  ba*- 
ber  en  todas  las  cuestiones  de  interés  prívado,  un  fondo  de 
verdad,  pero  también  algún  terror  pinico  y  no  poca  exage- 
ración. 

9ft9.— Pocos  son  los  establecimientos  correccionales  su- 
jetos á  un  régimen  económico  y  administrativo  tan  severo  y 
tan  bien  entendido,  que  fabriquen  con  economia  y  puedan  ri- 
valizar con  la  industria  libre;  y  aunque  las  prisiones  bajo 
cierto  punto  de  vista  se  hallan  en  circunstancias  favorables 
para  la  producción,  otras  circunstancias  les  son  adversas. 
Lo  costoso  de  la  administración,  el  dividir  la  disciplina  car- 
celaria el  tiempo  y  la  actividad  de  los  presos  entre  el  traba- 
jo y  su  instrucción  moral  y  religiosa,  el  no  considerar  la  ga- 
nancia como  objeto  primario  de  la  fabrícacíon ,  el  aprendiza- 
je de  los  entrantes  y  la  falta  de  un  estímulo  tan  vivo  como 
es  el  que  acosa  al  obrero;  son  causas  bastante  graves  para 
inclinar  generalmente  la  balanza  á  favor  de  la  industria  li- 
bre y  contra  el  trabajo  forzoso,  y  mucho  mas  si  fuere  solitario, 
á  pesar  de  las  ventajas  que  el  encarcelado  obtiene  en  la  lid 
de  la  concurrencia  en  consideración  &  una  vida  mas  eco- 
nómica. Añádese  á  esto  que  el  número  de  obreros  y  la  can- 
tidad de  productos  elaborados  en  las  prisiones  son  tan  cor- 
tos comparados  con  el  movimiento  general  de  la  industria  li- 
bre, que  no  pueden  suscitar  una  verdadera  competencia. 

VftO.— Sin  embargo,  basta  que  el  caso  sea  posible  una 
sola  vez  para  no  contentarse  con  desflorar  la  cuestión,  por- 
que si  no  ofrece  interés  presente,  puede  tenerlo  para  lo  ve- 
nidero, y  ya  resuelta  eo  principios,  las  dificultades  serán  de 
orden  secundario  ó  de  mera  aplicación. 

Cuando  la  concurrencia  del  trabajo  reglamentado  empe- 
zase &  ser  nociva  á  la  industria  libre,  la  administración  debe 
primeramente  nivelar  los  precios  de  los  productos,  no  esfor- 
zándose á  lograr  considerables  ganancias  á  favor  de  un  rápi- 
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do  consumo,  sino  procurando  no  causar  perjaicioá  los  fabri- 
cantes y  obreros.  Esta  regla  solo  será  aplicable  en  toda  su 
amplitud,  cuando  la  demanda  fuese  superior  ó  por  lo  roe* 
nos  igual  á  la  oferta  reunida  del  trabajo  libre  y  del  regla- 
mentado. 

Debe  la  administración  de  las  prisiones  dar  constante 
preferencia  á  la  fabricación  de  aquellos  productos  que  sirven 
para  el  consumo  de  los  encarcelados;  y  si  estas  necesidades 
interiores  no  bastasen  para  alimentar  su  actividad,  imitar  el 
ejemplo  de  la  Bélgica  que  los  ocupa  en  fabrrcar  los  objetos 
necesarios  para  el  equipo  de  su  ejército.  Semejante  sistema 
podría  extenderse  á  la  fabricación  de  los  productos  industria- 
les de  uso  frecuente  en  los  establecimientos  de  beneficencia 
y  otros  sostenidos  á  expensas  del  estado. 

T  por  último,  en  caso  necesario,  nada  mas  fácil  á  la  ad* 
ministracion  que  disminuir  la  actividad  del  trabajo  reglamen- 
tado, aunque  estamos  persuadidos  que  nunca  habrá  exceso 
de  vida,  ni  rebosará  la  producción  en  los  establecimientos 
correccionales. 

Algunos  aconsejan  que  se  ocupe  á  los  presos  en  indus- 
trias nuevas,  incapaces  de  competir  con  las  usuales  de  los 
alrededores  de  la  prisión;  mas  al  dar  este  consejo  olvidan 
que  el  preso  debe  recobrar  su  libertad  algún  dia  y  vivir  á 
costa  de  na  salario.  Si,  pues,  el  o6cio  que  aprendió  durante 
su  reclusión  no  es  común,  nadie  le  recibirá  en  sus  talleres, 
porque  nadie  necesitará  á  un  obrero  de  aquella  profesión  ó 
arte.  Esta  falta  de  armonía  entre  la  instrucción  del  excar- 
celado y  las  condiciones  de  la  industria  exterior  es  peli- 
grosa para  su  Daca  virtud,  pues  la  necesidad  incita  á  la 
reincidencia. 

9«o.—  IV.  La  última  cuestión  es  relativa  al  destino  que 
conviene  dar  á  los  productos  del  trabajo  correccional.  En  las 
prisiones  americanas  prevalece  el  sistema  de  aplicarlo  ínte- 
gramente al  estado;  y  si  algo  reciben  los  presos  al  tiempo  de 
recobrar  su  libertad,  es  una  leve  suma  que  por  via  de  so- 
corro se  le  entrega,  sin  reconocerles  el  menor  derecho  á 
exigirla.  En  Europa  se  cuida  de  excitar  el  amor  al  trabajo 
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dentro  de  las  prisiones,  interesando  á  los  presos  en  su  pro- 
pia actifidad  con  ofrecerles  en  recompensa  una  parte  de 
sns  productos  qae  se  depositan  en  la  caja  del  establecimien- 
to, para  entregarle  estos  ahorros  el  dia  de  su  salida. 

9«l.— La  idea  de  las  reservas  fué  considerada  como  muy 
favorable  al  objeto  de  inspirar  hábitos  laboriosos,  de  orden 
y  de  economía  á  los  presos,  y  también  como  un  medio  eCcaz 
de  influir  en  su  rehabilitación  social,  porque  estos  peculios 
encerraban,  en  concepto  de  algunos  escritores,  todo  el  por- 
venir  de  los  sentenciados. 

Otros,  al  contrario,  intentan  probar  con  la  estadística  de 
los  reincidentes,  que  de  nada  aprovechan  las  reservas,  ni 
para  despertar  la  emulación,  ni  para  la  reforma  moral.  No 
como  un  medio  de  emulación ,  porque  una  recompensa  tan 
lejana  no  inclina  á  los  presos  al  trabajo ,  ni  los  alienta 
k  soportar  con  resignación  sus  fatigas*  Tampoco  influye 
en  su  enmienda,  pues  el  peculio  (dicen)  no  los  preo- 
cupa  sino  en  cuanto  les  puede  proporcionar  goces  de  presen- 
te. Consumen  basta  el  último  óbolo  en  verdaderas  saturnales 
á  que  se  entregan  con  tanto  mayor  desenfreno ,  cuanto  ha 
sido  mas  dura  su  penitencia  y  mas  largas  sus  privaciones.  El 
porvenir  es  el  deus  ignotus  del  delincuente  encarcelado. 

9«9.— Un  recurso  se  ofrece  para  combatir  la  indiferencia 
hacia  el  trabajo,  í  saber:  distribuir  á  los  presos  diaria  ó  se- 
manalmente  una  parte  de  sus  ahorros,  de  suerte  que  se  re* 
partan  los  productos  del  trabajo  entre  el  establecimiento, 
el  fondo  de  reserva  y  el  bolsillo  de  los  presos.  Mas,  ¿qué  es- 
timulo tendrán  aun  asi,  si  no  se  les  permite  la  cantina?  ¿y 
cómo  tolerarla  cuando  son  tan  conocidos  sus  gravísimos  in- 
convenientes? 

En  nuestro  .dictamen,  la  solución  de  esta  dificultad  de- 
pende de  mas  altas  cansas.  Si  en  las  prisiones  de  Francia  se 
observa  la  tenue  eficacia  moral  del  peculio  y  la  general  des- 
aplicación de  los  precios ,  consiste  en  que  su  régimen  peni- 
tencial está  por  lo  común  muy  lejos  de  ser  un  modelo.  Somé- 
tanse á  la  regla  severa  de  Cherry-Hill,  adóptese  el  siste- 
ma celular  con  su  disciplina  de  la  soledad  y  el  silencio,  y  el 
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trabajo  será  pedido  con  avidez  cobm>  oaa  dislraecion  y  un 
constelo.  La  soledad  sin  el  trabajo  mataría;  con  el  trabajo 
reforma.  La  actividad  es  una  ley  de  nuestra  natnraleía,  ana 
condición  de  nuestra  existencia ,  y  por  eso  en  la  reclusión, 
trabajar  es  vivir,  es  conservarse.  En  Filadel6a  el  aliciente 
del  peculio  está  demás  como  medio  de  emuhcion,  y  los 
castigos  corporales  sobran  para  obligar  el  trabajo. 

Procuremos,  pues,  acercar  nuestros  establecimientos  pe- 
nales á  este  sistema,  conservando  el  principio  noraiizador  de 
las  reservas  de  que  tanto  mejor  dispondrán  los  excarcelados, 
cuanto  mas  corregidos  salieren  de  la  pristen. 

9«S. — El  segando  medio  de  regenerar  al  colpable  es  pro- 
porcionarle instniccion  literaria,  moral  y  religiosa  acomodada 
á  sa  condición.  La  estadística  carcelaria  prueba  que  la  igno- 
rancia es  la  causa  mas  frecuente  del  crimen,  porque  la  igno- 
rancia, dice  nn  escritor,  es  la  irreligión  de  la  inteligencia,  la 
coal  no  vicia  menos  el  corazón  del  bombre,  que  la  irreligión 
de  la  té.  El  hombre  es  muchas  veces  malo  por  no  conocer  la 
felicidad,  por  ignorar  los  medios  de  llegar  á  ella  y  el  interés 
que  tiene  en  ser  bueno.  Mr.  Wiltse  cuyo  testimonio  es  irre- 
cnsable,  pues  ha  pasado  casi  toda  su  vida  entre  los  crimínales, 
asegura  qne  la  mayor  parte  de  los  crímenes  deben  atribuirse 
originariamente  al  culpable  abandono  de  los  padres  y  de  los 
tutores  en  cuanto  á  velar  por  la  educación  de  sus  hijos  y  de 
sos  pupilos,  de  donde  dimana  el  coatraer  estos  viciosas  cos- 
tumbres. 

El  carácter  de  esevelas  profesionales  que  el  gobierno  die- 
re á  las  prisiones  solo  será  útil,  cuando  las  industrias  des- 
conocidas en  %\  interior  fueren  de  tal  naturaleza  que  se  arrai* 
guen  pronta  y  fácilmente,  propagándolas  los  excarcelados  en 
provecho  propio  y  en  beneficio  del  reino;  mas  este  es  nn  re- 
medio temporal,  porque  después  de  naturalizadas  se  renue- 
va el  conflicto  entre  la  industria  y  la  reglamentada. 

Si,  pues,  se  procura  la  enmienda  del  encarcelado,  es  pre- 
ciso que  al  trabajo,  al  silencio,  á  la  soledad  acempafte  alguna 
cosa  qne  afecte  profundamente  m  espíritu ,  que  vibre  las 
cuerdas  mas  sensibles  de  s«  corazón  y  que  haga,  en  fin,  pe- 
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letnur  hasta  I0  (nümo  del  alma  la  moral  divina,  úoico  poder 
capaz  de  renovarla. 

«•4.^La  lectara^  escrtUira  y  artiméliea,  la  enseftanza 
profesional,  los  saladables  consejos  y  las  exhortaciones  reli- 
giosas tienden  una  red  de  infloencias  moralizadoras  sobre  el 
delincaente,  y  trabajan  de  consono  en  la  obra  de  su  regene- 
ración. El  maestro,  los  inspectores,  el  sacerdote  son  otros 
tantos  delegados  del  director,  verdadero  magistrado  llamado 
k  reinar  soberanamente  en  la  casa,  pero  como  reina  la  justi- 
cia, con  calma,  con  moderación,  sin  cólera,  y  en  quien  deben 
bailarse  al  mismo  tiempo  una  virtud  sólida  y  un  profundo  co* 
nocimiento  de  los  bombres. 

Este  solo  grado  de  cultura  debilitará  la  propensión  á  la 
reincidencia,  asi  como  fortificará  toda  inclinación  á  la  perse- 
verancia en  la  enmienda.  Pues  que  la  ley  provee  al  alivio  del 
cuerpo  cuando  lucha  con  el  mal  físico,  cure  también  las  al- 
mas enfermas  y  combata  el  mal  moral. 

V#i^.— La  eficacia  de  estos  medios  moralizadores  no  ad- 
mite duda:  los  escritores  que  han  tenido  ocasión  de  estudiar 
mas  de  una  vez  el  carácter  de  los  delincuentes,  afirman  que 
hay  ciertos  periodos  en  la  vida  de  los  hombres  mas  perver* 
sos  y  mas  endurecidos  en  los  cuales  su  espíritu  se  despierta 
á  la  reflexión,  y  su  corazón  se  abre  al  arrepentimiento.  Estos 
momentos  de  sensibilidad  y  abandono  son  las  ocasiones  pro- 
picias para  arraaoar  á  los  criminales  de  la  dominación  del 
vicio,  inculcándoles  las  máximas  del  Evangelio  y  esforzán- 
dose á  imprimir  una  buena  dirección  ásus  pasiones.  La  so- 
ledad de  la  celda  auxilia  la  palabra  del  apóstol  cristiano:  na- 
da diatrae  la  atención  del  delincuente,  m  el  ejemplo  de  sus 
compafteros  le  anima  á  perseverar  en  la  impenitencia.  Humi- 
llado p<^r  sus  remordimientos  acoge  como  un  beneficio  ines- 
timable las  advertencias,  las  promesas,  los  consuelos  y  las 
esperanzas  de  aquella  dulce  religión  que  no  desea  la  muerte 
del  pecador»  sino  que  viva  y  se  convierta.  Movidos  estes  se- 
cretos resortes  del  corazón  h«n>ano,  rara  vez  dejarán  de  pro- 
ducir el  efecto  apetecido  de  reconciliar  al  culpable  con  la 
sociedad,  si  la  ley  olvida  y  los  hombres  perdonan. 
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9€S.— £{  $$íaio  de  libertad  es  el  tercer  período  de  la 
reforma  peníleocial. 

Cuando  el  encarcelado  ha  cumplido  su  condena^  ó  antes 
de  cumplirla,  sí  obliene  de  la  real  clemencia  la  remisión  de 
una  parte  de  la  pena,  hállese  ó  no  corregido,  tiene  todo  preso 
derecho  á  su  libertad  y  le  debe  ser  al  instante  restituida.  En- 
tonces entra  en  una  nueva  condición  de  la  vida,  en  la  cual  ha 
menester,  mas  que  nunca,  la  protección  de  sus  semejantes. 
9«9. — Abandonarle  á  su  suerte  equivaldría  á  eiponerle  k 
una  reincidencia  casi  segura:  ejercer  sobre  él  una  vigilancia 
molesta  y  degradante,  es  denunciarle  como  sospechoso  y 
presentarle  como  un  objeto  de  la  desconfianza  pública.  La 
administración  puede  someter  k  los  presos  á  una  disciplina 
severa  y  reformadora ,  pero  no  alcanza  hasta  dispensar  una 
protección  plena  y  eficaz  al  hombre  libre. 

T  sin  embargo  la  primera  necesidad  del  excarcelado  es 
proveer  á  su  sustento,  y  si  carece  de  peculio  ó  no  encuentra 
ocupación  lucrativa,  se  verá  forzado  k  mendigar  su  pan  ó  á 
ganarlo  sin  reparar  en  medios,  y  en  ambos  casos  corre  peli- 
gro de  ser  aprehendido  por  la  autoridad  cojdo  vago,  ó  como 
reincidente. 

La  caridad  privada  es  el  único  poder  que  puede,  librando 
á  los  excarcelados  de  los  horrores  de  la  miseria  y  ofrecién- 
doles un  asilo,  apartarlos  de  recaer  en  el  vicio  y  de  manchar- 
se con  nuevos  crímenes.  Los  esfuerzos  de  todos  los  hombres 
generosos  y  benévolos  deben  reunirse  en  un  haz,  fundando 
asociaciones  caritativas  con  este  objeto,  alentadas  y  protegi- 
das por  el  gobierno. 

VO^.-^Yarios  son  los  medios  imaginados  para  acudir  al 
socorro  de  los  excarcelados,  sin  caer  en  los  inconvenientes 
que  ocasiona  una  beneficencia  ciega  é  indiscreta.  Discurrió 
una  persona  caritativa  el  arbitrio  ingenioso  de  ofrecer  á  los 
desprovistos  de  recursos  unos  bonos  que  les  servían  para  pa- 
gar su  comida  y  su  alojamiento  en  ciertas  casas  destinadas  á 
este  servicio.  La  entrega  de  dichos  bonos  advertía  á  los  hom- 
bres de  cuyas  benéficas  manos  habían  salido ,  que  había  un 
ser  desgraciado  á  quien  dispensar  protección.  Se  le  daba 
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hospitalidad  por  espacio  de  ocho  días,  se  le  buscaba  ocapa- 
cioD,  se  le  ofreciao  vestidos,  y  ea sama,  proveian  á  todas  sus 
necesidades  las  mas  urgeotes. 

9«9.— Otras  veces  abriéronse  talleres  particulares  iume- 
diatos  á  las  casas  de  reclusioo  con  el  solo  objeto  de  ocupar 
á  los  excarcelados  de  una  manera  lucrativa,  y  llevando  sos 
fundadores  la  solicitud  por  esta  clase  mas  allá  de  lo  presente, 
les  proporcionaban  vivienda  y  los  comprometian  á  traer  sus 
mujeres  é  hijos  si  eran  casados,  ó  si  celibatarios  los  empe* 
fiaban  á  casarse  con  mujeres  arrepentidas  como  ellos,  consi- 
derando en  el  espíritu  de  Tamilia  un  agente  moralizador  de 
grande  eficacia  en  la  vida  libre. 

990.— También  se  han  organizado  sociedades  cuyo  insti- 
tuto es  ejercer  cierto  patronato  caritativo  en  favor  de  los  ex- 
carcelados alentándolos  á  perseverar  en  la  senda  del  bien, 
proporcionándoles  trabajo,  socorriendo  sus  necesidades  y  vi- 
gilando su  conducta;  vigilancia  benévola,  paternal,  que  reem- 
plazaría con  creces  la  suspicacia  humillante  de  la  pollcia. 

El  celo  de  estas  asociaciones  benéficas  será  tanto  mas  efi- 
caz, cnanto  mas  desinteresado,  y  la  llama  de  la  caridad  pue- 
de arder  libremente,  pues  ya  no  hay  peligro  de  que»  miti- 
gando el  dolor  de  la  pena,  quede  sin  expiacion^el  crimen,  las 
leyes  sin  venganza  y  el  hombre  vicioso  sin  saludable  escar- 
miento. 

CAPITULO  vn. 

nel  ffoblemo  de  las  prtolone*. 

Articulo  4  .* — Kuton^a^is  Ob  (\uuui%  oote^U  d  ^oVur(vo 

771.— Policía  jadicial  y  admÍDÍs-  774.— Begta  de  la  anidad  coDsa- 

traüvade  las  prisiones.  erada  por  la  ley. 

772.— Geatralizacioo  de  la  ac-  775.— ínter veDcion  áe  las  auto- 

cion administrativa,  como  rídades  jadiciales. 

condición  de  mejora.  776.— Alcaides. 

773.— Justos  limites  de  esta  een-  777.— Su  nombramiento. 

tralizacion.  778.— Su  carácter  y  obligacio- 
nes. 

991.— 'Las  cárceles  dependen  á  un  mismo  tiempo  de  la 
Tono  L  25 
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justicia  y  de  la  admíQistracion.  Hay,  pues,  una  policía  judi- 
cial y  otra  policía  interior  en  el  sistema  carcelario:  la  prime- 
ra veía  por  la  custodia  de  los  presos  á  fin  de  que  no  eludan 
la  acción  de  las  leyes,  provee  autos  de  prisión,  da  ó  quita  la 
comunicación,  separa  al  preso  del  detenido  y  manda  en  cuan- 
to concierne  al  encarcelamiento  y  &los  trámites  de  los  pro- 
cesos; en  suma,  su  inspección  y  autoridad  se  eitíenden  á  to- 
do lo  que  tiene  relación  directa  con  el  curso  de  la  justicia. 
La  policía  interior  comprende  la  clasificación  de  las  prisio- 
nes, la  distribución  de  los  presos,  el  régimen  económico  del 
establecimiento,  la  salubridad^  seguridad  y  orden  de  los  de- 
tenidos, los  trabajos  y  la  corrección  de  los  sentenciados. 

999. — La  base  de  toda  reforma  carcelaria  es  la  centrali- 
zación conveniente  de  la  acción  administrativa  en  punto  í 
prisiones  en  manos  del  gobierno  superior  bajo  la  inmediata 
vigilancia  de  sus  delegados  en  cada  provincia  ó  pueblo,  co- 
mo encargado  de  la  policía  administrativa  en  todo  el  reino. 

Pueden  oponerse  á  este  principio  de  mejora  dos  tenden- 
cias distintas. 

L  La  excesiva  intervención  de  las  autoridades  judiciales 
en  la  policía  de  las  cárceles,  porque  á  los  jueces  compete  ex- 
clusivamente juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,  y 
porque  no  sería  conveniente  que  una  misma  autoridad  pren- 
diese á  una  persona  y  la  guardase  en  la  prisión.  La  autoridad 
judicial  entrega  al  acusado  á  la  autoridad  administrativa  ,  y 
esta  le  custodia  y  le  retiene  á  disposición  de  aquella  :  la  uqa 
es  todo  severidad;  la  otra  mezcla  con  saludables  rigores  cui- 
dados verdaderamente  paternales. 

IL  La  intervención  también  extremada  de  las  autoridades 
locales^  es  un  embarazo  para  que  el  gobierno  pueda  imprimir 
una  dirección  única  á  la  reforma  carcelaria  y  establecer  una 
misma  disciplina  en  todas  las  prisiones  del  reino.  Esta  orga- 
nización administrativa  hará  que  los  progresos  sean  indepen- 
dientes del  capricho  de  las  autoridades  locales,  de  parciales 
vicisitudes  y  del  espíritu  de  sistema,  recibiendo  del  gobierno 
un  impulso  rápido,  constante,  inteligente  y  uniforme. 

I!*.— La  centralización  propuesta  no  excluye  la  justa  y 
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necesaria  asocíacioD  de  las  autoridades  y  corporaciones  po- 
pulares en  cuanto  á  la  proposición  y  voto  de  arbitrios ,  al  ré- 
gimen económico,  á  la  compra  ó  venta,  construcción  ó  répa,- 
ración  de  los  edificios  y  también  á  la  vigilancia  de  la  disci- 
plina carcelaria,  mientras  su  inspección  no  suscite  obstáculos 
á  la  marcha  regular  de  los  establecimientos  correccionales. 

Tampoco  excluye  la  acción  de  la  caridad  privada  y  ann 
de  la  beneficencia  pública  en  favor  de  los  presos,  pero  sola-r 
mente  como  auxiliar,  como  colaboradora  con  el  gobierno  en 
ia  tarea  de  enmendar  y  corregir  á  los  delincuentes,  sin  quitar 
á  la  prisión  su  carácter  expiatorio.  Si  una  caridad  ciega  é  in- 
discreta penetrase  con  so  ardiente  celo  en  la  mansión  del 
crimen  para  endulzar  la  pena  del  culpable^  en  vez  de  coope- 
rar á  su  regeneración  moral,  frustraría  toda  tentativa  y  toda 
esperanza  de  reforma. 

La  administración  provee  á  las  primeras  necesidades  deíi 
sentenciado  con  parsimonia,  acaso  con  escasez  para  que  sien- 
ta dolor  y  sufra  las  amargas  consecuencias  del  delito.  Todo 
alivio  de  su  penitencia  disminuye  el  castigo  legal  en  lo  inte- 
rior de  las  prisiones  y  el  horror  al  crimen  en  lo  exterior.  Bien 
se  pueden  prodigar  consuelos  al  sentenciado  y  alentarle  con 
palabras  benévolas  en  el  camino  de  la  enmienda;  mas  los  be- 
neficios, los  cuidados  que  tienen  por  objeto  hacer  soporta- 
ble, si  no  grata,  la  prisión,  deben  reservarse  para  los  deteni- 
dos á  quienes  la  ley  considera  todavía  como  inocentes. 

Conforme  á  esta  doctrina  se  dispuso  que  los  alivios  que 
se  procuren  á  los  enfermos  cuyo  delito  esté  probado,  vayan 
siempre  acompañados  de  circunspección,  y  sean  ilustrados  los 
actos  de  caridad  y  beneficencia  que  con  ellos  se  ejerzan,  te- 
niendo presente  que  para  esta  clase  de  presos  es  la  prisión 
un  sitio  de  castigo,  durante  el  cual  no  se  pertenecen  á  sí  pro- 
pios y  si  á  la  pena  impuesta  por  los  tribunales  (4). 

994.^Esta  regla  esencial  de  la  unidad  está  consagrada 
por  la  ley  que  establece  que  todas  las  prisiones  civiles ,  en 
cuanto  á  su  régimen  interior ,  es  decir,  en  todo  lo  concer- 

(I)    Real  orden  de  10  de  abril  de  1844. 
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níente  á  su  seguridad,  salubridad  y  comodidad  ,  á  su  policfa 
y  disciplioa,  á  la  distribución  y  tratamieoto  de  los  presos, 
dependan  del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  y  de  sus 
delegados  en  las  provincias  y  en  los  pueblos.  Auxilia  á  la  au- 
toridad superior  política  en  las  capitales  donde  reside  au- 
diencia, una  junta  de  cárceles  como  cuerpo  consultivo  de  la 
administración  provincial  (4). 

99d. — Los  jueces  y  tribunales  no  tienen  otra  interven- 
ción en  la  policía  de  las  prisiones  y  establecimientos  penales, 
que  el  derecho  de  visita  ó  la  participación  necesaria  para 
asegurarse  de  que  se  cumplen  con  exactitud  sus  providen- 
cias y  se  ejecutan  las  condenas  como  han  sido  impuestas ,  y 
para  impedir  que  los  presos  y  detenidos,  aunque  lo  sean  gu- 
bernativamente, sufran  detenciones  ilegales,  ó  para  disponer, 
en  Gn,  la  traslación  de  uno  ó  mas  presos  con  causa  pendien- 
te, cuando  motivos  que  directamente  se  refieran  á  la  admi- 
nistración de  justicia  lo  aconsejen  según  las  leyes  (2).  El  de- 
recho de  visita  corresponde  en  las  c&rceles  y  establecimien- 
tos menores  al  juez  y  promotor  fiscal  del  partido  donde  se 
hallen  situados. 

99«.— Las  prisiones  de  toda  clase  están  bajo  la  inmedia- 
ta autoridad  de  sus  alcaides  cuyo  nombramiento  pertenece 
al  gobierno  á  propuesta  del  gefe  político,  ó  á  este  á  propues- 
ta de  los  alcaldes  respectivos,  según  que  las  cárceles  fueren 
de  las  capitales  de  provincia  ó  de  las  cabezas  de  partido  ju- 
dicial. Los  demás  empleados  subalternos  los  nombran  libre- 
mente los  gefes  políticos  y  los  alcaldes  en  cada  uno  de  aque- 
llos casos  (3). 

999. — El  nombramiento  directo  de  los  alcaides,  es  una 
condición  precisa  de  toda  mejora  carcelaria,  porque  solo  una 
dependencia  próxima  del  gobierno  ó  sus  delegados  puede 
proteger  la  debilidad  de  los  presos  y  extirpar  de  raiz  los  abu- 
sos mas  inhumanos. 

La  experiencia  demuestra,  dijo  un  escritor,  que  no  pue- 

(1)  Ley  de  26  de  julio  de  1 849,  arts.  i  .•  y  sig. 

(2)  Ibid.  arls.  10  y  sig. 
('¿)    Ibid.  arte.  3  y  4. 
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de  fiarse  enteramente  el  trato  de  los  presos  á  los  carceleros, 
hombres  ea  general  duros,  y  qae  ,  en  fuerza  de  ver  padecer 
y  de  ser  instrumentos  de  dolor,  han  perdido  toda  sensibili- 
dad (4).  A  veces  también  la  codicia  mezcló  sus  amarguras 
con  la  pena,  y  penetró  en  las  c&rceles  el  tráfico  impío  de  las 
privaciones  y  los  tormentos. 

Nuestra  legislación  administrativa  tropezaba  siempre  en 
sus  proyectos  de  reforma  carcelaria  con  un  obstáculo  insu- 
perable en  la  propiedad  de  las  alcaidías  enagenadas  por  la 
Corona  y  servidas  por  sus  mismos  dueños  ó  tenientes.  Como 
no  se  proveían  ni  quitaban  estos  oficios  á  voluntad  del  gobier- 
no, no  eran  estrechamente  responsables  de  su  conducta  á  la 
autoridad,  gozaban  sus  poseedores  de  cierto  grado  de  inde- 
pendencia incompatible  con  la  regularidad  y  exactitud  del  ser- 
vicio, y  en  fin  estaban  mas  atentos  á  beneficiar  sus  plazas,  que 
á  mantener  la  disciplina  en  los  establecimientos  penales. 

Propúsose  la  administración  obviar  este  grave  inconve- 
niente mandando  que  los  Ayuntamientos,  previa  la  aproba- 
ción de  las  Diputaciones  provinciales,  introdujesen  demandas 
de  tanteo  de  alcaidías  de  las  cárceles,  y  que  cuando  ocurrie- 
sen vacantes  de  dichos  oficios,  no  empezasen  á  servirse  por 
propietarios  ó  tenientes  sin  la  aprobación  del  gobierno  (2). 
Posteriormente,  para  allanar  mas  el  camino  á  las  mejoras  car- 
celarias, se  indagó  el  origen  de  las  alcaidías,  y  se  distinguió  si 
procedian  de  concesión  graciosa  de  la  Corona  ó  de  título  one- 
roso. En  el  primer  caso  quedaban  desde  luego  desposeídos  sus 
dueños  cesando  de  servirlas  los  propietarios  ó  sus  tenientes; 
y  en  el  segundo,  se  impuso  á  los  Ayuntamientos  de  las  pobla- 
ciones donde  aquellos  oficios  hubiesen  sido  enagenados,  la 
obligación  de  introducir  las  demandas  de  tanteo  y  de  satis- 
facer el  valor  de  las  alcaidías,  reintegrándose  con  el  produc- 
to de  los  arbitrios  ó  repartimientos  provinciales  aprobados 
para  este  objeto.  Pero  no  se  reconoció  derecho  al  reintegro  á 
los  propietarios  en  cuyos  títulos  apareciere  que  habían  cnage- 
nado  las  alcaidías  y  recibido  el  precio  de  la  egresión,  por  lo 

(1)  Salas,  Comenlario  al  Panóptico, 

(2)  Real  drden  de  9  de  junio  de  1838. 
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coal  86  les  obligó  á  presentar  á  las  Diputaciones  respeeiíras 
los  títulos  primordiales  de  pertenencias  (4). 

999.— Los  alcaides  de  las  cárceles  tienen  el  doble  ca- 
rácter: 

I.  De  agentes  de  la  administración.— Como  tales,  cnidan 
del  bnen  orden  y  disciplinado  las  prisiones,  hacen  observar 
los  reglamentos  y  dan  parle  sin  demora  á  la  autoridad  oom* 
pétente  de  toda  infracción  cometida  por  los  presos  (Vj*  Para 
que  esta  dependencia  sea  mas  directa,  se  baila  establecido 
que  los  alcaides,  aun  cuando  fueren  militares,  no  gocen  fue- 
ro en  ningún  acto  ni  caso  en  el  cual  se  interese  al  servicio  de 
la  cárcel  (3). 

II.  De  dependientes  de  la  autoridad  judicial.— En  este 
concepto  están  obligados  á  cumplir  los  mandamientos  y  provi- 
dencias de  los  tribunales  y  jueces  respectivos  en  lo  tocante  á 
la  custodia,  incomunicación  y  soltura  de  los  presos  con  cau- 
sa pendiente  (i). 

Probíbese  por  la  ley  á  los  alcaides  recibir  dádiva  de  los 
presos  ni  retribución  de  ningún  género ,  limitándose  sus 
emolumentos  á  la  dotación  de  su  empleo  y  derecbos  estable- 
cidos en  los  aranceles  (5);  prohibición  justa  y  sobre  cuya  ob- 
servancia deben  las  autoridades  velar  con  sumo  rigor ,  por- 
que es  la  primera  regla  de  la  disciplina  carcelaria. 

A&Ticuto  2.^— ^if^viMtw  '\t^Unot  U  Vo*  yñwM*. 

n9.'^Bégimen  de  Ifts  prisiones.  786  —Aislamiento  de  los  presos. 

780. — Admisioo  de  los  presos.  787. — Salubridad. 

781. — Legislación  anterior.  l^^.-^Seguridad, 

782.— Clasificación  de  las  prisio-  789.— Orden. 

nes.  790. — Manutención. 

783.— Distríbacion  de  los  presos.  79i.— Asistencia  de  los  presos 
784.— Argoitectnra  carcelaria.  pobres. 

785.— Edificios  para  eárcetes.  792.— Gastos  de  las  prisiones. 


(t;  Real  orden  de  26  de  enero  de  i840. 

(2)  Ley  de  26dejaUode  1849,  art.  18. 

(3)  Reglamento  de  25  de  agosto  de  1847,  art.  6. 

(4)  Ley  de  26  dejalio,  art.  17. 

(5)  Ibid.,art.  SI. 
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793.  ^Trabftjo,  7  95. — Corrección . 

794. — Aplicación  de  sas  produc-     796.^Sn8  liioites. 

t08.  797.~Impuc8t08  carcelarios. 


V'ia.'EI  régíroeQ  iateríor  de  las  prisiones  comprende 
varios  puntos  principales,  á  saber: 

980. —  L  Admisión  de  los  pr€SOS.=Los  alcaides  de  las 
prisiones  están  obligados  á  llevar  dos  registros  en  papel  se- 
llado de  oficio,  foliados  y  rubricados  por  la  autoridad  política 
local,  el  uno  destinado  á  los  presos  con  causa  pendiente,  y  el 
otro  á  los  sentenciados  á  las  penas  de  arresto  mayor  ó  menor, 
cuyos  registros  deben  presentarse  en  las  visitas  alas  autori- 
dades gubernativas  y  judiciales.  Los  registros  fenecidos  pa- 
san á  los  archivos  del  juzgado  de  primera  instancia  del  ter- 
ritorio. 

En  el  acto  de  entregarse  el  alcaide 
debe  sentar  en  el  registro  correspondienl 
llido,  naturaleza  y  vecindad,  edad  y  estai 
cuya  orden  procede  su  entrada  en  la  p 
continuación  el  mandamiento  ó  sentenc 
la  causare  (4).  Si  falta  alguno  de  estos  i 
la  admisión  del  preso,  dando  cuenta  al  gefe  político  y  al  juez 
ó  autoridad  de  quien  la  orden  dimana  (2). 

ISl.—  11.  Distribución  de  los  presos. =LdLslQy es  de  far- 
tida  prohiben  que  «muger  alguna,  seyendo  recabdada,  la  me- 
tan en  la  cárcel  con  los  varones,  antes  decimos  que  la  deben 
levar  et  dexar  en  algunt  monesterio  de  dueñas,  si  lo  hobiere 
en  aquel  logar,  et  meterla  hi  en  prisión ,  ó  pónganla  con  otras 
buenas  mugeres,  fasta  que  fagan  della  los  judgadores  lo  que 
la  ley  manda»  (3).  La  separación  de  los  jóvenes  y  adultos  fue 
acordada  por  un  auto  del  Consejo  en  vista  de  varios  desórde- 
nes observados  en  las  cárceles  de  Madrid.  La  administra- 
ción insistió  en  la  necesidad  de  separar  á  los  presos,  al  ver 
qne  en  algunas  cárceles  estaban  confundidos  el  delincuente 

(1)    Ibíd.,  arto.  14  y  sig. 

(3)    Reglamento  citado,  art.  8. 

^3)    Ley  5,  tít.  ix,  Parí.  VIÍ. 
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á  qoíeo  aguardaba  el  suplicio,  y  el  aturdido  que  expía  con 
unos  pocos  días  de  eocierro  una  falta  líjerisíma,  y  que  eo 
otras  vivían  mezcladas  las  personas  de  sexos  difereotes  coa 
daño  de  las  costumbres  y  mengua  de  la  civilización  (1);  y 
por  último,  al  autorizar  el  ministro  de  la  Gobernación  á  los 
gefes  políticos  para  formar  y  someter  á  la  aprobación  del 
gobierno  un  proyecto  de  reglamento  de  cárceles,  entre  otras 
bases  les  sefialó  la  separación  de  sexos  y  edades,  de  acusa- 
dos y  sentenciados  y  la  de  presos  por  delitos  graves ,  leves  y 
políticos  (2). 

989.— Conrorme  á  estos  principios  ,  divídense  las  prisio- 
nes en  depósitos  municipales,  cárceles  y  establecimientos 
penales,  cuya  clasíGcacion  es  el  Tundamento  de  nuestro  sis- 
tema carcelario,  que  si  no  es  tan  perfecto  como  Tuera  de  ape- 
tecer, encierra  por  lo  menos  el  germen  de  todas  las  mejoras 
posibles  para  lo  futuro  y  satisface  las  primeras  necesidades 
de  lo  presente. 

En  cada  distrito  municipal  debe  establecerse  un  depósi- 
to para  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  menor  y  para  te- 
ner en  custodia  á  los  procesados  criminalmente «  mientras  no 
se  les  traslada  á  las  cárceles  de  partido. 

Estas  y  las  existentes  en  las  capitales  de  las  audiencias 
están  destinadas  á  la  custodia  de  los  presos  con  causa  pen- 
diente, y  á  cumplir  las  penas  de  arresto  mayor. 

Los  presidios  reemplazan  por  ahora  á  los  establecimien- 
tos de  corrección  que]  el  código  penal  prescribe,  é  ingresan 
provisionalmente  en  ellos  los  sentenciados  á  cadena  tempo- 
ral ó  perpetua  (3). 

18S. — En  los  depósitos  municipales  no  se  reconoce  otra 
clasificación  de  presos  que  la  que  exige  la  conveniente  sepa- 
ración de  sexos:  defecto  de  la  ley  que  solo  halla  disculpa  en 
la  falta  de  edificios  acomodados  á  una  mejor  distribución  de 
los  detenidos  y  sentenciados  por  categorías  de  edad  y  mora- 
lidad, ya  que  el  aislamiento  absoluto  no  fuere  posible';  ó  en 

(1)  Instrucción  de  30  de  enero  de  1833. 

(2)  Real  drden  de  10  de  abril  de  1844. 

(3)  Ley  de  16  de  julio  de  1849. 
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la  proDtiiud  coa  que  deben  ser  puestos  en  libertad  los  unos, 
ó  trasladados  los  otros  á  las  cárceles  de  partido. 

En  las  cárceles  ,  además  de  los  departamentos  distintos 
para  hombres  y  mujeres,  deben  estar  con  separación  los  va- 
rones menores  de  diez  y  ocho  años  y  las  mujeres  menores  de 
quince,  de  los  mayores  de  estas  edades.  Los  presos  políticos 
ocupan  también  un  local  distinto  de  los  demás,  y  en  cuanto 
lo  permita  la  disposición  de  los  edificios,  debe^procurarse  que 
los  presos  con  causa  pendiente  estén  separados  de  los  que  se 
hallen  cumpliendo  las  condenas  de  arresto  mayor  (4). 

En  los  presidios  se  distribuyen  los  sentenciados  en  la 
forma  que  expondremos  al  hablar  de  dichos  establecimien- 
tos penales. 

184. — Como  esta  distribución  de  los  presos  no  puede  veri- 
ficarse sino  en  edificios  acomodados  al  objeto,  resulta  que  la 
arquitectura  carcelaria  es  una  rama  muy  principal  de  la  teoria 
y  de  la  práctica  de  las  prisiones.  Una  cárcel  es ,  según  dijo  un 
escritior,  el  símbolo  en  piedra  y  en  hierro  de  esa  pena  amarga 
á  lacoal  llaman  prisión,  y  el  arquitecto  el  primer  ejecutor  de 
la  pena,  el  principal  fabricante  del  instrumento  del  suplicio, 
y  también  el  precursor  de  la  enmienda  del  delincuente.  Un 
buen  ó  mal  sistema  arquitectónico  agrava  ó  atenúa  la  pena 
y  facilita  ó  dificulta  la  regeneración  moral  de  los  presos.  El 
artista  debe  subordinar  las  inspiraciones  de  su  genio  al  pen- 
samiento severo  de  corrección  y  de  reforma  de  los  culpables. 
Para  construir  las  prisiones,  dijo  un  ministro,  es  preciso 
aceptar  un  sistema  cuyo  programa  es  el  pensamiento  y  los 
planos  su  expresión. 

986.— El  gobierno  ha  reconocido  esta  necesidad  al  dis- 
poner que  á  los  edificios  de  las  cárceles  susceptibles  de  me- 
joras ,  se  les  diese  la  distribución  interior  conveniente  á  su 
objeto;  y  no  siéndolo ,  se  escogiese  entre  los  edificios  perte- 
necientes al  estado  aquel  que  mejor  reuniese,  además  de  las 
condiciones  ordinarias  de  seguridad  y  salubridad  los  requi- 
sitos siguientes: 

(1)    Ibid.  art.  11. 
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I.  Estar  situados  fuera  del  centro  de  las  poMaeioaes. 

II.  Teoer  la  exteosioa  necesaria  para  establecer  la  sepa- 
ración entre  ambos  sexos ,  entre  detenidos  y  presos ,  entre 
jóvenes  y  fiejos,  entre  reos  de  delitos  atroces  y  los  de  otros 
mas  leves,  y  entre  los  comunicados  é  incomunicados. 

III.  Tener  asimismo  capacidad  bastante  para  las  piezas 
de  trabajo,  talleres,  almacenes,  dormitorios,  enfermerías,  pa* 
tíos,  huertos  si  fuere  posible,  oratorio,  habitación  para  el 
alcaide,  cuerpo  de  guardia  y  otras  dependencias  (4). 

18«.— Si  la  distribución  del  edificio  lo  permiUere»  ó  en 
cuanto  lo  permita,  debe  procurarse  el  aislamiento  de  los  pre- 
sos; mas  el  aislamiento  que  se  recomienda  no  es  el  absoluto 
ó  la  soledad  del  sistema  celular,  sino  la  incomunicación  con 
toda  persona  de  afuera,  excepto  sus  defensores  con  quienes 
pueden  conferenciar  siempre  que  les  convenga,  si  están  co- 
municados. También  pueden  conferenciar  con  sus  familias  y 
con  extraños ,  si  llevaren  permiso  por  escrito  de  la  auto- 
ridad civil  que  lo  concede  cuando  el  que  lo  solicita*^  los 
presos  alegan  fundados  motivos  para  obtener  esta  excep- 
ción {%);  mas  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  me- 
nor pueden  comunicar  con  sus  parientes  y  amigos  en  la 
forma  que  determinen  los  reglamentos  generales  ó  particu- 
lares (3). 

989.—  ILl.  Policía  de  salubri4ad.^=Es\A^vlñ  del  régi- 
men interior  de  las  cárceles  comprende  dos  puntos,  primero, 
las  precauciones  higiénicas  que  consisten  en  el  aseo  perso- 
nal de  los  presos  y  en  la  ventilación  y  limpieza  de  las  cua- 
dras y  corredores,  y  segundo  en  el  establecimiento  de  enfer- 
merías dentro  del  edificio  con  las  separaciones  convenientes 
para  alejar  los  hombres  de  las  mujeres,  los  comunicados  de 
los  incomunicados. 

A.  fin  de  conservar  las  cárceles  en  buen  estado  sanitario, 
hay  en  las  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provincia  bculta- 

(1)  Real  orden  de  9  de  janio  de  1S3S. 

(2)  Realdrden  de  10  de  abril  de  1S4I,  y  ley  de  26  de  jalio,  ar- 
ticulo 1S. 

(3)  Ibid.  art.  8. 
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iivos  que  debea  ser  medí  eos  cirujanos  precisameaie,  y  cu- 
yas obligaciones  soq: 

I.  Cuidar  de  que  Qo  pasen  á  la  enrermeria  sino  los  presos 
que  realmente  lo  necesiten  y  deque  no  permanezcan  en  ella 
sino  el  tiempo  necesario  para  recobrar  su  salud. 

II.  Visitar  &  todos  los  presos  una  vez  al  dia  y  á  los  enfer- 
mos dos,  y  si  obserra  algún  síntoma  sospechoso  de  contagio, 
dar  cuenta  al  director. 

III.  Reconocer  semanalmente  todas  las  habitaciones  del 
establecimiento  y  hacer  presente  al  director  el  estado  en  que 
se  encuentran. 

lY.  Llevar  un  libro  en  donde  anote,  asi  la  naturaleza  de 
las  enrermedades  á  que  estén  mas  propensos  los  encarcela- 
dos, como  los  medios  empleados  para  su  curación  y  el  resul- 
tado conseguido.  Este  libro  es  propiedad  del  establecimiento. 

El  destino  de  facultativo  de  las  cárceles  es  incompatible 
con  otro  cualquier  cargo  público  (4). 

Las  cárceles  restantes  deben  ajustarse  en  punto  á  salubri* 
dad  alo  prevenido  anteriormente,  á  saber,  que  en  aquellas 
cuyo  local  y  recursos  lo  permitan  se  establezcan  enfermerías, 
las  cuales,  además  del  ahorro  que  han  de  producir  en  las  es- 
tancias de  los  hospitales,  sirvan  para  que  estén  mejor  asis- 
tidos y  seguros  los  enfermos  (2). 

988.—  lY.  Polieüi  de  8eguridad.=^Los  alcaides,  como 
responsables  de  la  custodia  de  los  presos ,  pueden  adoptar 
las  medidas  convenientes  para  la  seguridad  de  la  casa  ó  for- 
taleza sin  causar  vejación  personal  á  los  reclusos,  y  obran- 
do siempre  con  conocimiento  y  aprobación  de  la  autoridad 
competente,  quedando  á  cargo  de  esta  consultar  al  gefe  po- 
lítico en  los  casos  en  que  considere  necesaria  su  resolu- 
ción. Mas  si  la  custodia  de  los  presos  exigiere  adoptar  in- 
continenti como  medio  indispensable  de  proveer  á  la  segU'» 
ridad  de  la  prisión ,  algunas  medidas ,  inclusa  la  agrava- 
ción de  la  pena  con  encierros,  grillos  ó  cadenas,  están  fa- 

(1)    Reglamento  de  25  de  agosto  de  1S47,  cap.  ti  y  xr. 
(i)    Ley  de  26  de  julio,  arU.  19  y  22. 
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cuitados  para  ello,  daodo  cuenta  eu  el  acto  á  la  autoridad  (1). 
A  Gd  de  precaver  todo  conato  de  fuga  de  los  presos ,  de- 
ben los  alcaides: 

I.  Registrarlos  á  su  entrada  en  la  cárcel  para  cerciorar* 
se  de  que  no  ocultan  armas,  limas,  cnerdas  ni  otro  objeto  al- 
guno que  pueda  favorecer  su  evasión. 

II.  Reconocer  escrupulosamente  en  presencia  del  con- 
ductor cuanto  se  introduzca  para  los  presos ,  y  si  apareciere 
alguna  cosa  cuya  introducción  estuviere  prohibida ,  detener 
al  conductor,  dando  cuenta  al  gefe  político  quien  dicta  la  re- 
solución conveniente. 

III.  Practicar  cuantos  reconocimientos  crea  necesarios  y 
adoptar  cuantas  precauciones  considere  oportunas  para  im- 
pedir la  evasión  de  los  presos. 

En  todas  las  cárceles  hay  una  guardia  con  la  fuerza 
proporcionada  al  número  de  presos,  destinada  exclusivamen- 
te á  su  custodia  y  á  prestar  auxilio  al  director  ó  alcaide, 
cuando  lo  reclamen . 
18©.—  Y.  Policía  de  órien.^=Se  prohibe  á  los  presos: 

I.  El  uso  del  vino,  aguardiente,  licores  y  demás  bebidas 
espirituosas,  toda  clase  de  juegos,  y  cuantas  palabras  y  ac- 
ciones son  contrarias  á  la  decencia  y  á  la  moral. 

II.  Manchar  ó  desmoronar  las  paredes  del  edificio  y  des- 
truirlos enseres  del  establecimiento  ó  de  los  otros  presos. 

III.  Conservar  en  su  poder  ningún  dinero,  debiendo  de- 
positáronla caja  del  establecimiento  bajo  recibo  la  cantidad 
que  posean  á  su  entrada. 

IV.  Vender  ó  cambiar  entre  si  su  ración  ó  la  ropa  nece- 
saria para  su  uso. 

Aunque  la  existencia  de  las  cantinas  está  formalmente 
prohibida  en  las  cárceles  de  la  corte  y  de  las  capitales ,  no 
asi  se  incluye  dicha  prohibición  en  las  bases  adoptadas  por 
la  real  orden  que  manda  á  los  gefes  políticos  formar  un  pro- 
yecto de  reglamento  aplicable  á  las  de  su  respectiva  provin- 
cia. No  obstante,  es  de  suponer  que  el  celo  é  ilustración  de 

(t)    Ueal  drden  de  10  de  abril  de  184^. 
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estas  autoridades  habráa  hecho  desaparecer  semejante  abu* 
so,  origen  de  los  mas  graves  desórdenes  en  el  interior  de  las 
prisiones.  Los  hábitos  de  sobriedad  y  templanza,  además  de 
mantener  la  disciplina  dentro  de  las  cárceles,  pueden  influir 
con  extremo  en  la  conducta  futura  de  los  encarcelados. 

A.I  instante  que  los  presos  entren  en  la  cárcel  debe  pro- 
curarse instruirlos  en  sus  deberes  y  de  los  castigos  á  que  es- 
tán sujetos  por  faltas  de  disciplina  (4). 

1911.—  VI.  A¡iment08.=El  gravamen  que  ocasionare  el 
sustento  de  los  presos  debe  recaer  primeramente  sobre  ellos 
mismos,  si  poseen  algún  medio  de  subsistencia,  ó  si  pueden 
subvenir  en  todo  ó  en  parte  á  las  necesidades  de  la  vida  á 
costa  de  su  trabajo ;  y  en  segundo  lugar  debe  ser  una  carga 
del  estado  y  por  tanto  una  partida  de  los  presupuestos  ge- 
nerales ó  locales,  como  recurso  subsidiario,  pero  estricta- 
mente obligatorio. 

!•!.— Eneste  punto  nuestra  legislación  no  es  uniforme 
ni  equitativa.  Ta  se  dispuso  que  los  presos  pobres  fuesen 
alimentados  por  cuenta  de  las  penas  de  cámara,  ya  á  expen- 
sas de  los  propíos,  y  ya  en  fin  se  recomienda  acudir  á  pres- 
taciones voluntarias ,  como  si  los  desgraciados  á  quienes  la 
ley  priva  de  su  libertad  é  imposibilita  para  el  trabajo,  hubie- 
sen de  tener  su  vida  pendiente  de  los  dones  eventuales  é  in- 
ciertos de  la  compasión.  Bien  que  la  caridad  privada  auxilie 
en  esta  obra  de  humanidad  á  la  administración ;  pero  reco- 
nózcase el  principio  que  si  para  el  hombre  benéfico  es'  un  ac- 
to espontáneo,  en  las  autoridades  una  deuda  de  justicia. 

Los  presos  pobres  deben  ser  alimentados  según  el  dere- 
cho positivo  con  los  productos  de  las  fundaciones  piadosas  ú 
otras  rentas  particulares  destinadas  á  este  objeto ,  donde 
existan,  justificando  antes  aquellos  su  pobreza;  pero  cesan 
los  socorros  si  en  cualquier  tiempo  se  prueba  que  el  preso 
tiene  bienes  de  fortuna  ú  otros  medios  cualesquiera  de  pro- 
veer á  su  manutención. 

No  obstante  que  hacer  la  declaración  de  pobreza  es  de  la 

(1)    Real  orden  y  reglamento  citados. 
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exclusiva  competencia  de  los  jueces  y  tribunales  ,  el  alcalde 
del  pueblo  cabeza  de  partido  donde  se  halle  situada  la  cárcel, 
puede  practicar  las  diligencias  convenientes  en  comprobación 
de  aquella  circunstancia,  y  dar  luego  conocimiento  á  la  auto- 
ridad judicial  del  resultado  de  sus  diligencias  para  rectificar 
la  clasificación  del  preso,  según  corresponda. 

999.— De  todas  suertes  es  obligación  colectiva  de  los 
Ayuntamientos  alimentar  á  los  presos  pobres  de  sus  depósi- 
tos respectivos,  ya  sean  arrestados,  ya  detenidos,  y  satisracer 
las  atenciones  del  material  y  del  personal  de  dichos  estable- 
cimientos á  expensas  de  sus  recursos  locales ,  votando  para 
este  objeto  la  cantidad  necesaria  é  incluyendo  la  partida  en 
el  presupuesto  municipal  (4),  sin  derecho  á  repetir  contra  la 
provincia,  cualquiera  que  fuere  la  naturaleza  ó  procedencia 
de  aquellos,  ya  estén  detenidos,  ya  reclusos,  bien  sean  tran- 
seúntes ó  no ,  y  aplicando  á  tal  destino  los  fondos  de  pro- 
pios, ó  los  sobrantes  de  sus  respectivos  encabezamientos ,  y 
no  acudiendo  k  repartos  vecinales  sino  en  el  caso  extremo 
de  carecer  de  todo  medio  de  otra  especie  (2). 

Estos  suministros  son  un  gasto  obligatorio  para  los  Ayun- 
tamientos, cuya  consignación  ,  inversión  y  comprobación  se 
ajustan  á  las  reglas  establecidas  por  la  ley  en  punto  k  pre- 
supuestos municipales. 

La  manutención  de  presos  pobres  en  las  cárceles  de  par- 
tido y  audiencia  es  también  de  cuenta  del  partido  ó  partidos 
&  que  los  establecimientos  corresponden ;  pero  su  material  y 
personal  son  á  cargo  del  estado. 

También  gravitan  sobre  el  estado  el  personal  y  material 
de  los  establecimientos  penales  y  la  manutención  y  vestuario 
de  los  sentenciados ,  exceptuando  sin  embargo  los  gastos  de 
construcción  de  un  presidio  correccional  en  cada  capital  de 
provincia  que  debe  realizarse  según  las  circunstancias  lo  per- 
mitan, empezando  por  aquellas  en  donde  residen  las  audien- 
cias, cuyos  gastos  habrán  de  costearse  con  fondos  provincia- 

(1)    Ley  de  S6  de  jalio,  art.  37. 

(S)  Reales  órdenes  de  23  de  enero,  3  de  mayo  de  1837^  S4  de  abril 
de  1839  y  10  de  junio  de  1842. 
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les,  debiendo  al  efecto  las  Diputaciones  incluir  las  cantidades 
necesarias  en  sus  presupuestos  (4). 

99S.—  VIL  Trabajo,=Ldí  ciencia  de  las  prisiones  es 
demasiado  moderna  para  'poder  exigir  de  nuestras  antiguas 
leyes  que  diesen  trabajo  á  los  presos  como  un  medio  de  cor- 
rección y  de  disciplina ;  mas  á  poco  de  haberse  organizado 
de  una  manera  regular  la  administración  pública,  se  dictaron 
disposiciones  muy  importantes  relativas  á  esta  materia,  ha- 
llándose consignadas  en  nuestro  derecho  administrativo  las 
reglas  siguientes: 

I.  Hacer  trabajar  á  los  reclusos  por  sentencia  judicial. 

II.  Adjudicarles  la  mayor  parte  posible  de  los  productos 
de  su  ocupación. 

III.  Inspirarles  con  esta  cesión  de  los  beneficios  el  amor 
al  trabajo,  al  cual  pueden  deber  algún  dia  su  rehabilitación 
social  y  la  ventura  del  resto  de  su  vida  (2). 

En  los  depósitos  municipales  es  el  trabajo  voluntario^  y 
la  solicitud  de  la  administración  se  limita  á  permitir  los  que 
fueren  compatibles  con  el  buen  orden  y  seguridad  del  esta- 
blecimiento, y  á  procurárselo,  si  puede  á  los  presos  que  lo 
soliciten.  El  producto  íntegro  de  las  labores  será  para  ellos, 
excepto  si  reciben  socorro  de  pobres,  en  cuyo  caso  abonan 
el  coste  de  su  manutención  (3);  de  suerte  que  el  deber  de  ali- 
mentar impuesto  á  los  Ayuntamientos  es  siempre  subsidiario 
del  de  proveer  á  la  propia  subsistencia  y  propter  vitam  sola- 
mente. 

En  las  cárceles  es  obligatorio  el  trabajo ,  considerando  la 
ley  á  los  reclusos  como  á  siervos  de  la  pena.  Así  los  pre- 
sos con  causa  pendiente  como  los  sentenciados  á  sufrir  el 
arresto  mayor,  deben  ocuparse  en  los  talleres  de  sus  res- 
pectivos establecimientos,  observándose  con  todo  rigor  du- 
rante  los  trabajos  la  regla  del  silencio  (4).  Sin  duda  que  es- 
ta providencia  es  muy  buena  condición  de  orden  y  discipli- 

(1)  Ley  de  85  de  julio,  arts.  88  y  29. 

(8)  lustroccioD  de  30  de  noviembre  de  1833,  art.  48. 

(3)  Lev  de  86  de  julio,  art.  9. 

(4)  Ibíd.  art.  86. 
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na,  pero  también  muy  poco  eficaz  para  la  reforma  de  los  de- 
lincuentes. 

Los  gefes  políticos  excluyen  de  esta  especie  de  trabajos 
los  que  á  su  juicio  pueden  perjudicar  á  la  industria  del  pais 
con  una  ruinosa  competencia  (4). 

194. — La  ley  de  prisiones  no  expresa  qué  parte  de  be- 
neficios se  reserva  á  los  presos  de  las  cárceles  en  recom- 
pensa y  como  estímulo  de  su  trabajo,  ni  le  cumplía  tampoco 
descender  á  estos  pormenores  reglamentarios.  A  falta,  pues, 
de  nuevas  disposiciones,  acudiremos  á  las  anteriores  en  toda 
su  fuerza  y  vigor  mientras  no  dejen  de  ser  conformes  al  de- 
recho últimamente  establecido. 

I.  A  cada  sentenciado  se  le  impone  la  mitad  del  produc- 
to líquido  de  su  trabajo  en  la  caja  del  establecimiento  para 
entregárselo  por  terceras  partes,  una  á  su  salida,  y  las  otras 
dos  á  los  tres  y  seis  meses,  si  no  reincide  ó  comete  noevo 
delito,  en  cuyo  caso  cede  la  suma  retenida  á  beneficio  del 
establecimiento. 

II.  Si  durante  la  prisión  observaren  los  reclusos  buena 
conducta,  les  está  permitido  disponer  hasta  la  mitad  de  su 
peculio  en  favor  de  sus  familias,  justificando  previamente  la 
pobreza  de  estas,  á  quienes  en  tal  caso  se  hará  directamente 
la  entrega  por  mano  del  alcaide ,  precediendo  orden  escrita 
del  gefe  político. 

iii.  Sí  los  presos  fueren  sentenciados  á  presidio  se  li- 
bran sus  reservas  á  la  caja  del  establecimiento  á  que  fueren 
destinados,  y  si  sufrieren  la  última  pena,  les  son  entrega- 
das á  sus  herederos  ó  á  las  personas  que  hubieren  desig- 
nado. 

iv.  Los  empleados  y  dependientes  de  los  establecimien- 
tos penales  no  pueden  ocupar  á  los  presos  en  cosas  de  su 
uso  ó  servicio  particular  (2). 

9116.—  YIIL  Corfemone«.=La  subordinación  de  los  pre- 
sos ala  disciplina  correccional és un  deber  tan  rigoroso,  que 

(1)  Ibid. 

(2)  Reglamento  de  25  de  agosto  de  18  i?,  cap.  xvi. 
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no  pudiendo  corregirlos  con  benignidad  y  con  dalzura,  no 
queda  otro  medio  sino  el  de  intimidar  con  el  castigo. 

Cuando  sus  actos  constituyan  verdaderos  delitos  ó  Taitas 
de  las  que  considera  como  punibles  el  código  criminal,  son^ 
los  jueces  ordinarios  la  única  autoridad  competente  para  co- 
nocer de  ellos  y  reprimir  á  sus  autores;  mas  si  fueren  sim- 
ples infracciones  de  los  reglamentos  carcelarios,  corresponde 
á  la  autoridad  política  ó  ásus  delegados  en  el  establecimien- 
to  la  aplicación  de  las  penas  correccionales. 

9fM.— Prohíbese  en  todas  las  cárceles  del  reino  imponer 
mas  privaciones  y  padecimientos  que  los  paramente  necesa* 
rios  para  la  segura  custodia,  disciplina  interioré  incomuni- 
cación de  los  presos,  mientras  el  estado  de  la  causa  lo  requie- 
ra, debiendo  los  alcaides  que  se  vieren  precisados  en  inte- 
rés de  la  seguridad  á  imponer  los  castigos  de  ayuno,  encier- 
ro, grillos  ó  cadenas,  dar  cuenta  inmediata  á  la  autoridad 
política  que  aumenta  ó  disminuye  la  pena^  según  lo  tiene  por 
conveniente  (1). 

Esta  parsimonia  hállase  fundada  en  un  principio  de  hu- 
manidad y  en  otro  de  justicia.  De  humanidad,  porque  los 
presos  deben  ser  tratados  con  benignidad  y  dulzura,  no  so- 
lo por  el  derecho  que  le  asiste  á  quien  expía  resignadamen- 
te  la  falta  que  cometió,  sino  porque  la  bondad  con  que  se 
les  mire  modi6cará  ó  cambiará  sus  hábitos,  pues  el  espectá- 
culo constante  de  la  indulgencia,  no  puede  menos  de  hacer 
indulgentes  á  los  que  lo  presencien  (2):  de  justicia,  porque 
aumentar  el  dolor  equivale  á  agravar  la  pena  impuesta  por 
los  tribunales,  cuya  sentencia  debe  ser  ejecutada  sin  que  ni 
la  cólera  la  agrie,  ni  la  endulce  la  compasión. 

En  las  cárceles  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provincia^ 
no  pueden  emplearse  otros  medios  de  corrección  que  los  se- 
fialados  en  su  reglamento,  á saber: 

I.  Prohibir  al  reo  la  comunicación  con  su  familia. 

II.  Encarcelarle  en  un  calabozo. 

(1)    Ley  de  26  de  julio,  art.  19,  y  reglamento  do  S5  de  agosto, 
art.  59. 
(S)    lostmccioD  de  30  de  noviembre  de  1833  ,  art»  48. 

Tobo  I.  26 
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III.  Reducir  sa  alimento  á  pan  y  agua. 

IV.  DescoQtarle  4  favor  del  establecimieoto  uoa  parte  de 
lo  que  le  baya  correspoodido  ó  le  correspcoda  por  su  Ira- 

•  bajo. 

Los  castigos  de  eucierro  en  calabozo  y  ayuno  á  pan  y  agua 
no  pueden  exceder  de  cinco  días. 

909.~Asímismo  están  abolidos  cualesquiera  derechos  ó 
impuestos  carcelarios  no  establecidos  en  el  arancel,  orase 
cobrasen  por  alquiler  de  las  habitaciones  y  fuesen  conocidos 
con  el  nombre  de  entrepuertas,  grillos  y  otros,  ora  se  acos* 
iumbrasen  á  exigir  por  los  presos  á  los  nuevos  encarcelados 
con  la  denominación  de  entrada  ó  bien  venida  (i);  penas  pe- 
cuniarias que  los  jueces  no  hablan  aplicado,  pero  que  abusos 
y  escandalosas  prácticas  carcelarias  hicieron  estensivas  has- 
ta Iqs  inocentes. 

CAPÍTULO    VIII. 

De  los  presidios. 

798.— Origen  de  los  presidios  en  particulares. 

España.  809. — Keclusion. 

799. — Sudasifíoacion,  810.— Ord^  económico  y  admi- 
800. — Su  gobierno,  nislraíivo. 

801.— lotcrvencion  de  los  gefes  811. — loterveAcion  de  las  jaolas 

políticos.  económicas. 

S02,r-Bégimen  y  disciplina,  812. — Mayores. 

803.— GomandaDte  de  los  pre-  813.— Ayudantes. 

sidios.  814. — Cumplimiento   de   conde- 
804.— Distribución  de  "los  con*'  ñas, 

finados.  8 15.— Rebajas. 

805.— Clasificación  según  la  edad  81G.— Licénciamiento. 

Íla  moralidad.  8 1 7.-^PoUcia  judicial. 

rabajo  é  instrucción.  818.— Derecho  de  visita. 

807.— Obras  exteriores.  8 1 9.— Autoridades  á  quienes  cor- 
808.— Concesión  de  confinados  á  responde  su  ejercicio. 

198.— Hay  una  diferencia  esencial  entre  las  cárceles  y 
los  presidios,  pues  las  prináeras  son  ya  preventivas,  ya  re- 
presivas ,  y  los  segundos  verdaderos  establecimientos  pe- 
nales. 

(1)    Ibid.  aft.  80,  y  real  orden  de  10  de  abril  de  1844. 
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Carlos  III  fae  el  faadador  priocipal  de  Iqs  presidios  de 
España,  porque  si  biea  antes  existían  en  nuestras  posesio- 
nes de  Árrica,  considerando  el  Rey  que  muchos  por  evadirse 
de  la  pena  se  pasaban  al  campo  enemigo  y  renegaban  de  núes* 
tra  fé ,  y  hallando  útil  por  otra  parte  ocuparlos  en  los  gran- 
des Jlrabajos  de  la  marina,  mandó  que  los  reos  de  gravedad 
y  los  sentenciados  por  largo  tiempo,  sufriesen  su  condena 
en  los  arsenales  de  Cádiz ,  Ferrol  y  Cartagena. 

Sucesivamente  se  establecieron  presidios  en  varias  ciu- 
dades de  la  Península,  aunque  sin  plan  fijo,  sin  reglas  uni- 
formes, sin  una  disciplina  común,  rigiéndose  cada  cual  por 
sus  reglamentos  particulares  hasta  la  publicación  de  la  or- 
denanza general  para  todos  los  del  reino  (1).  Esta  orde- 
nanza es  la  base  de  legislación  administrativa  vigente  acer- 
caHe  presidios ,  aumentada ,  declarada  ó  corregida  por  una 
serie  de  nuevas  providencias  que  también  constituyen  de- 
recho. 

Para  mayor  claridad  del  asunto  dividiremos  la  materia 
en  las  secciones  siguientes: 

9tlo.—  I.  Clasificación  de  los  presidios. =J)istingue  la 
ordenanza  tres  clases  de  presidios,  depósitos  correccionales, 
presidios  peninsulares  y  de  África. 

A  los  primeros  se  destinan  los  sentenciados  á  presidio 
correccional,  dura  de  siete  á  treinta  y  seis  meses,  y  debe 
sufrirse  la  pena  en  el  establecimiento  de  la  provincia  donde 
tuviere  el  reo  su  domicilio,  y  en  su  defecto  en  el  de  aquella 
donde  hubiera  cometido  el  delito. 

A  los  segundos  se  envian  los  seiítenciados  á  presidio  ma- 
yor 6  menor,  debiendo  cumplir  su  condena  aquellos  en  los 
situados  en  la  Península,  Islas  Baleares  ó  Canarias»  y  estos 
en  los  contenidos  dentro  del  territorio  de  la  audiencia  que  lo 
imponga  (2). 

En  los  terceros,  es  decir,  en  el  de  Ceuta  y  menores  de 
África,  ingresan  los  sentenciados  á  cadena  perpetua »  y  los 


(1)  DecreUdaen  11  de  abril  de  1834. 

(2)  Código  penal,  art.  10  i. 


Digitized  by 


Google 


404  DBBBGflO  ADMINISTRATIVO  BSPaKoL. 

seolenciados  á  cadena  temporal  son  destinados  á  los  arsena* 
les,  obras  públicas  y  de  rorüGcacion  (4). 

Los  depósitos  correcciooalés  existen  en  ciertas  capitales 
de  provincia:  los  presidios  peninsulares  dentro  del  territorio 
de  la  Península  y  sus  islas  adyacentes,  y  los  presidios  de  Ul  • 
tramar  en  las  Canarias,  en  nuestras  posesiones  de  África  y 
en  los  dominios  de  la  América. 

La  aplicación  de  los  reos  á  los  presidios  especíGcados  an- 
teriormente conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ordenanza  del  ra- 
mo y  alas  variaciones  introducidas  por  el  código  penal,  so- 
lo puede  alterarse  en  caso  de  necesidad;  pero  esta  alteración 
no  debe  durar  mas  tiempo  que  las  circunstancias  que  la  mo- 
tiven, ni  por  eso  pierden  los  reos  la  condición  de  so  clase. 

La  eGcacia  de  las  penas  y  razones  de  economía  eiígen 
que  los  sentenciados  complan  su  condena  en  los  presidios 
mas  inmediatos  al  teatro  de  sus  crímenes,  y  al  tribunal  qoe 
pronunció  sus  sentencias. 

80#.—  IL  Gobierno  superior  y  particular,=ToáQa  los 
establecimientos  penales  y  correccionales  del  reino  dependen 
del  ministerio  de  la  Gobernación  y  de  sus  delegados  en  las 
provincias. 

Para  el  mejor  gobierno  de  los'^presidios  hay  una  direc- 
ción especial  de  beneficencia,  corrección  y  sanidad,  encar- 
gada de  auxiliar  el  despacho  de  los  negocios  dentro  de  los  11  - 
mites  señalados  á  los  directores.  La  vigilancia  inmediata,  las 
órdenes  secundarias,  la  instrucción  de  expedientes,  los  in- 
formes, registros  y  la  propuesta  al  ministro  de  cuanto  consi* 
dere  útil  para  la  mejorare  dichos  establecimientos  son  en 
globo  las  facultades  y  los  deberes  de  estos  agentes  auxiliares 
de  la  administración. 

El  gobierno  particular  de  los  presidios  está  á  cargo  de  sos 
gefes  locales  bajo  la  autoridad  de  los  gefes  políticos  respec- 
tivos, como  delegados  del  Rey  y  superiores  gerárquicos  de  la 
administración  provincial,  y  sus  obligaciones  giran  sobre 
el  principio  invariable  de  la  vigilancia  y  protección  qoe  toda 

(1)    lbiJ.«arU.  9i  y  95,  y  ley  de  26  de  julio  de  I8i5,  art  S3. 
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institocioQ  centralizada  reclama  (4);  de  suerte  que  su  autori* 
dad  en  punto  á  los  establecimientos  presidíales,  se  concreía 
al  protectorado  é  inspección  que  ejercen  en  los  de  bene* 
ucencia,  instrucción  pública  y  otros  análogos,  extendién- 
dose esta  acción  tutelar  á  todos  los  existentes  en  cada  pro- 
vincia (2). 
8M.— El  auxilio  eficaz  de  los  geres  políticos  consiste: 

I.  En  velar  por  la  custodia  y  seguridad  de  los  presidios  y 
depósitos  correccionales  reclamando  la  fuerza  militar  nece* 
saria  al  efecto. 

II.  En  proporcionar  á  los  presidiarios  trabajo  ordenado  y 
bien  entendido  á  propósito,  no  solo  para  su  enmienda  y  para 
la  conservación  de  su  salud ,  sino  útil  por  las  economias  que 
proporciona  (3). 

III.  En  hacer  frecuentes  y  oportunas  visitas,  extraordi- 
narias &  los  establecimientos,  sin  perjuicio  de  las  generales 
y  periódicas  establecidas  por  la  ordenanza  (4). 

IV.  *En  promover  todo  lo  que  conduzca  á  la  mejora  y 
fomento  de  los  establecimientos  penales,  proteger  la  autori* 
dad  de  los  comandantes  y  auxiliar  á  los  comisionados  espe- 
ciales que  nombrase  el  gobierno  con  encargo  de  visitarlos. 

V.  En  elevar  á  conocimiento  de  la  dirección  los  defectos 
y  abusos  que  notare  al  girar  sus  visitas,  y  en  proponer  al 
gobierno  por  conducto  de  aquella  cuanto  crean  conducente 
al  progreso  de  un  ramo  de  tamaño  influjo  en  la  moralidad  de 
los  individuos,  al  bien  de  las  familias  y  por  consiguiente  hl 
progreso  de  la  sociedad  tan  interesada  en  la  satisfacción  de 
la  vindicta  pública,  como  en  la  mejora  de  las  costumbres  (5). 

Además  de  estas  atribuciones  ordinarias,  en  casos  ur- 
gentes ó  imprevistos,  como  sí  ocurriese  la  invasión  de  una 
epidemia,  ó  estallase  un  incendio,  ó  se  sublevasen  los  pena- 
dos ó  emprendiesen  la  fuga  y  en  otros  equivalentes,  pueden 

(1)    Real  orden  de  3  de  octubre  de  1843. 
(S)    Real  drdcn  de  15  de  abril  do  1844. 

(3)  Art.  38  de  la  ordenanza.  « 

(4)  Ibid.  arts.  353  y  354 ,  y  reales  órdoDcs  de  3  de  octubre, 
art.  2,  y  15  de  abril ^ art.  2. 

(5)  Rea]  orden  de  15  de  abril,  art.  5. 


Digitized  by 


Google 


406  •      DKRBCHO  ADMINfSTRATIVO   BSPAÍ^OC. 

dictar  las  providencias  que  reclamen  las  circunstancias  (4}; 
pero  aunque  en  tales  casos  reasumen  toda  la  autoridad,  solo 
cuando  la  ocurrencia  fuere  de  tal  gravedad  que  no  diese 
tiempo  á  esperar  las  órdenes  de  la  dirección  están  faculta^ 
dos  para  suspender  al  comandante  y  mayor  y  á  cualquiera 
subalterno,  poniéndolo  en  noticia  del  gobierno  y  mandando 
instruir  la  correspondiente  sumaria  (3). 

En  los  presidios  de  África  y  en  las  Antillas  ejercen  las  fa^ 
cultades  propias  de  los  gefes  políticos  los  respectivos  gober- 
nadores militares  ó  capitanes  generales. 

SU».—  III.  Régimen  y  disciplina  interior, z=Los  presidios 
en  su  régimen  interior  están  sujetos  auna  disciplina  militar, 
sin  que  pierdan  por  esto  su  condición  de  establecimientos 
civiles,  ni  su  dependencia  de  las  autoridades  políticas.  Los 
presidios  que  hoy  existen  en  todo  el  reino  son  trece,  en  Bar- 
celona, Burgos,  Badajoz,  Coruña,  Cartajena,  Ceuta,  Gra- 
nada, Madrid,  Sevilla,  Toledo,  Valencia,  Yalladolid  y  Za- 
ragoza, y  además  dos  destacamentos  fijos  en  las  Islas  Baleares 
uno,  y  otro  en  las  Canarias,  y  los  accidentales  de  las  Cabrillas, 
Motril,  Bonanza  y  el  Canal  de  Castilla  (3).. 

Cada  presidio  peninsular  tiene  una  planaonayor  compues* 
ta  de  un  comandante  de  la  clase  de  gefes  del  ejército  ó  ar- 
mada, un  mayor  de  la  de  capitanes,  un  ayudante  de  la  de 
subalternos,  un  furriel  de  la  de  sargentos  primeros  retira- 
dos, un  capellán,  un  facultativo,  un  capataz  escribiente  y  del 
número  fijo  de  capataces  de  brigada  que  se  les  seQalen  (4). 
Exceptúanse  de  esta  regla  los  presidios  de  Ceuta,  los  desta* 
camentos  de  Palma  y  Canarias  y  los  presidios  de  las  carre* 
teras  de  Motril  y  las  Cabrillas  y  del  Canal  de  Castilla  en  cu- 
yas planas  mayores  hay  algunas  leves  diferencias  (5). 

8M.~Los  comandantes  son  los  gefes  inmediatos  de  los 
presidios  y  los  primeros  responsables  á  la  direcqion  de  las 

(1)    Ordenanza  de  presidios ,  arts.  39  y  40. 
(S)    Real  drdon  de  15  de  abril ,   art.  7. 

(3)  Real  decreto  de  5  de  setiembre,  arts.  2,  3  y  9. 

(4)  Real  decreto  de  S5  de  febrero  de  1848,  art.  3. 

(5)  Ibid.  art.  7  y  real  decreto  de  5  de  setiembre  de  1844, 
ails.  6  y  9  y  ordenanza  de  presidios ,  arls.  77  y  78. 
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faltas  y  abusos  que  en  sus  establecimientos  se  cometau,  por 
lo  cual  los  gefes  políticos  deben  dejar  expedita  la  autoridad 
de  aquellos  en  lodo  lo  relativo  al  régimen  y  disciplina  inte- 
rior establecida  por  el  gobierno  (\). 

Dentro  de  los  cuarteles  no  se  conoce  mas  autoridad  que 
la  soya,  circunstancia  necesaria  para  gozar  del  prestigio  que 
necesitan,  y  para  responder  de  los  actos  de  sus  subordina- 
dos. La  superioridad  absoluta  de  dichos  gefes  se  extiende  no 
solo  á  todos  los  dependientes  del  establecimiento  de  su  cargo 
cuya  gradual  obediencia  deben  mantener,  sino  también  á  los 
que  se  bailen  fuera  del  radio  del  presidio ,  sea  cual  fuere  su 
ocupación  (2).  Cuando  se  emplean  los  confinados  en  obras 
públicas  están  á  las  órdenes  de  los  ingenieros  directores  de 
las  mismas  durante  las  horas  que  permanecen  en  los  trabajos 
y  en  cuanto  tenga  relación  con  ellos;  pero  en  todo  lo  demás 
dependen  del  comandante  .del  presidio  (3). 

Las  graves  obligaciones  que  sobre  los  comandantes  de  los 
presidios  pesan,  exigen  una  incesante  vigilancia,  y  por  tan- 
to ,  la  continua  residencia  de  estos  gefes  en  sus  puestos,  por 
cuyo  motivo  no  puede  ausentarse  del  radio  de  la  población 
sin  permiso  de  la  dirección  del  ramo  (4). 

1^0  obstante  la  autoridad  exclusiva  (|ue  el  gobierno  con- 
fiere á  los  comandantes  en  cuanto  al  régimen  y  disciplina  in- 
terior de  ios  establecimientos  penales,  deben  estos  igual- 
mente que  sus  subalternos ,  reconocer  y  respetar  á  los  gefes 
políticos  como  protectores  natos  de  todos  ios  situados  en  las 
provincias  de  su  respectivo  mando  (5). 

804.— Cada  depósito  se  divide  en  brigadas  de  á  cien  hom- 
bres á  cuyo  frente  hay  un  capataz  elegido  ^n  las  clases  de 
sargentos  ó  cabos  retirados  del  ejército  ó  de  la  armada :  cada 
brigada  se  subdivide  en  cuatro  escuadras  de  &  veinticin- 

(1)  Reales  órdenes  de  3  de  octubre  de  1843  y  J5  de  abril 
de  1844. 

(2)  Real  drden  de  15  de  abril,  art.  10. 

(3)  Parte  adicioDal^  la  ordenanza  de  presidios*  publicada  eo  2 
de  marzo  de  1843,  art.  3. 

(4)  Real  orden  de  15  de  abril,  art.  18.  . 

(5)  Ibid.  art.  20. 
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co  hombre,  y  á  so  cabeza  se  ponen  los  cabos  de  vara, 
uno  primero  y  olro*segondoY  nombrados  entre  los  presidia* 
rios(l). 

El  sistema  de  encomendar  la  vigilancia  de  los  sentencia- 
dos á  sus  iguales  no  parece  aconsejado  ni  por  razones  de 
prudencia ,  ni  por  principios  de  equidad.  Suelen  los  mayo* 
res  criminales,  para  granjearse  la  confianza  de  sus  gefes, 
poner  en  juego  las  artes  de  la  mas  vil  hipocresía  y  tal  vez 
lograr  disminuir  el  rigor  de  la  pena  á  costa  de  ágenos  sa- 
frimientos.  Suelen  también  dejarse  corromper  con  dádivas  ó 
disimular  las  faltas  de  sus  antiguos  cómplices  por  motivos 
de  amistad  ó  de  temor,  y  es  constante  que  los  presidiarios 
jamás  reconocen  como  legítima  la  autoridad  que  un  compa- 
fiero  no  mejor  que  ellos  ejerce ,  ni  excita  en  su  corazón 
otros  sentimientos  que  el  desprecio,  si  es  blando,  y  si  rigo- 
roso«  el  odio  y  la  venganza. 

Por  estas  razones  se  recomienda  á  los  comandantes  em- 
pleen toda  la  circunspección,  prudencia  y  tino  que  se  nece- 
sitan para  el  acierto  en  una  elección  de  la  cual  penden  la  tran- 
qnilidad  y  el  sosiego  de  cualquier  establecimiento  penal.  Los 
buenos  cabos  previenen  los  delitos,  evitan  castigos,  disminu- 
yen las  deserciones;  nada  malo  en  ningún  sentido  pyede 
ejecutar  el  penado  sin  que  ellos  los  trasluzcan  y  penetren, 
porque  conocen  sus  inclinaciones,  genio,  índole  y  propen- 
siones: su  roce  y  permanencia  continua  entre  ellos  los  pone 
al  alcance  de  sus  intentos,  y  no  basta  toda  la  sagacidad,  su- 
tileza é  hipocresía  que  estos  desgraciados  poseen  generalmen- 
te, para  burlar  la  vigilancia  de  un  buen  cabo  (2). 

No  puede  str  nombrado  cabo  primero,  ni  segundo  de 
vara  ningún  confinado  quo  además  de'  llevar  extinguida  la 
mitad  de  su  condena,  deje  de  haber  observado  una  conducta 
irreprensible  y  que'no  inspire  á  sus  gefes  fundadas  esperan- 
zas de  no  abrigar  conatos  de  reincidencia  (3). 

(i)    Ordenanza  de  presidios,  arts.  103  y  ill. 
(S)    Regiamento  para  el  6rden  y  régimen  interior  de  los  prest** 
dios  del  reÍDO>  de  ¿  de  setiembre  de  1844.' 
(V,    Real  orden  do  16  de  mayo  de  1846,  art.  3. 
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Mas  dado  qoé  con  todas  estas  precauciones  fuese  fácil 
distinguir  y  encontrar  este  tipo  extraño  de  bondad  en  una 
población  de  criminales,  lo  roas  que  se  habria  logrado  seria 
tener  un  agente  útil  para  mantener  el  orden  y  conservar  la 
disciplina,  sin  dar  un  paso  en  punto  á  la  enmienda  de  los 
presidiarios:  todo  en  favor  de  la  probidad  legal  y  negativa; 
nada  en  bien  de  la  regeneración  moral  y  de  la  honradez 
positiva. 

94I&.— Los  confinados  á  los  establecimientos  presididles 
se  clasifican  por  categorías  de  moralidad  y  por  razón  de 
la  edad; 

9M.-— Hay  una  sección  de  jóvenes  en  la  cual  entran  los 
menores  de  diez  y  ocho  afios,  quienes  son  destinados  fc* los 
talleres  que  elijan,  permitiéndoles  poruña  sola  vez  el  cambio 
áotro,  si  lo  solicitan  antes  de  cumplidos  los  quince  primeros 
diasde  su  entrada.  Se  les  obliga  á  concurrir  diariamente  á  la 
escuela  de  frrimera  educación  del  establecimiento  y  perma- 
necer en  esta  secciqn  basta  la  edad  de  veinte  años;  entonces 
pasan  á  brigada  sin  dejar  de  asistir  á  su  respectivo  obrador 
y  á  la  escuela. 

La  sección  de  adultos  se  compone  de  los  penados  mayo- 
res de  veinte  años ,  los  cuales  se  dividen  en  primera,  segun- 
da 7  tercera  clase  y  rematados  de  África.  Se  recomienda  la 
distribución  de  los  sentenciados  -según  su  clase  en  brigadas 
distintas  y  aun  separadas  si  el  local  lo  permite,  y  se  manda 
mantener  en  una  entera  separación  á  los  rematados. 

Los  adultos  desde  el  dia  siguiente  al  de  su  entrada,  son 
destinados  á  los  talleres  que  el  comandante  ordene,  exci- 
tándolos al  trabajo  con  el  abono  de  un  tanto  por  cada  pieza 
que  elaboren  en  sos  respectivos  obradores;  si  hubiere  al- 
gunos no  susceptibles  de  aprender  oficio  á  cfosa  de  su 
edad>  anterior  ejercicio,  rudeza  natural  ó  inaptitud  desús 
miembros  debe  dárseles  entretenimiento  en  obras  ó  traba- 
jos análogos  á  su  capacidad  ó  fuerzas ,  de  modo  que  no 
haya  un  solo  penado  sin  ocupación  (1).  Estos  trabajos  son 

(1)    Reglamento  de  5  de  setiembre  de  1844. 
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Torzosos  en  lodos  los  establecimieatos  penales ,  dentro  de  los 
límites  de  la  prisión  en  qne  sufran  la  condena  (4)# 

También  asisten  á  la  escuela,  aunque  por  la  tarde,  asi  co- 
mo los  jóvenes  por  la  mañana,  á  fin  de  que  no  se  rocen  unos 
con  otros,  ni  perjudiquen  al  aprendizaje  de  artes '^  oficios 
asistiendo  mas  de  una  vez  al  dia  (3). 

El  gobierno  prestó  suma  atención  al  establecimiento  y 
mejora  de  las  escuelas  de  instrucción  primaria  en  los  presi- 
dios, considerándolas  como  un  agente  moralizador,  y  por 
tanto  ha  mandado  que  los  sentenciados  sobrantes  del  trabajo, 
ó  porque  no  sean  capaces  de  aprender  oficio ,  ó  porque  no 
se  hubieren  establecido  aun  talleres  bastantes ,  concurran 
necSsariamente  á  las  escuelas,  aun  cuando  sean  ineptos  tam* 
bien  para  aprender  á  leer  y  escribir,  á  fin  de  que  oigan  las 
explicaciones  de  doctrina  cristiana,  religión  y  urbanidad. 

Igual  pensamiento  de  reforma  moral,  así  como  ideas  muy 
exactas  de  economía  pública,' le  han  guiado  al  disponer  que  se 
instalen  talleres  en  todos  los  presidios,  lijnitando  su  fabrica- 
ción i  los  objetos  de  consumo  del  establecimiento  ú  otros  de 
uso  general  y  despacho  seguro,  y  prefiriendo  siempre  la  mo- 
ralización resultante  de  los  hábitos  del  trabajo  á  los  bene- 
ficios de  una  especulación  (3). 

Estos  medios  de  regeneración  moral  son  secundados  can 
la  prohibición  impuesta  á  los  penados  de  comunicarse  con 
personas  libres,  inclusa  su  familia;  regla  cuya  severidad 
puede  sin  embargo  ser  mitigada  en  favor  de  aquellos  pena- 
dos que  dieren  pruebas  (ales  de  arrepentimiento  y  corrección, 
que  el  comandante  los  considere  dignos  del  permiso  para  ha* 
blar  á  sus  parientes  los  domingos  por  la  tarde;  y  también 
con  el  cumplimiento  de  los  deberes  del  cristiano  y  las  pláti- 
cas morale^y  religiosas  que  debe  dirigirles  el  capellán  del 
establecimiento,46egun  dispone  ki  ordenanza  (4).  Cuando  la 
enseñanza,  las  exhortaciones,  el  ejemplo  y  otros  medies  de 

(1)  Código  penal,  art.  104. 

(2)  ReglamcQlo  citado. 

(3)  Real  orden  de  1 0  de  marzo  de  1 844. 

(4}    Ibid'  y  ordenanza  de  presidios,  lit.  v,  sección  i. 
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dulzura  no  bastasen  para  corregir  á  los  penados,  ios  coman- 
dantes paeden  emplear  la  severidad,  disponiendo  por  vía  de 
castigo  el  encierro  en  calabozos ,  el  recargo  de  hierros  hasta 
unir  á  los  presidiarios  en  cadena,  ayuno  á  pan  y  agua,  pri* 
vacion  de  la  gratificación  de  su  trabajo  con  destino  al  Tondo 
económico,  privación  de  toda  comida  hasta  acabar  sus  ta- 
reas, y  el  que  pasado  estos  extremos  sin  enmendarse,  se  ca- 
lifica de  incorregible  y  se  remite  á  los  presidios  de  carretera  ó 
k  los  arsenales  (i). 

809. — La  disciplina  de  los  establecimientos  presidiales  se 
relaja  casi  de  todo  punto,  cuando  se  emplea  á  los  presidia- 
rios en  obras  exteriores;  sistema  cuya  utilidad  será  poco  dis- 
putable bajo  el  punto  de  vista  económico  ó  material,  pero 
digno  de  amarga  censura  bajo  el  aspecto  de  la  corrección  y 
de  la  pena. 

La  administración  sin  embargo  procuró  atenuar  tan 
graves  inconvenientes,  esforzándose  á  conciliar  la  libertad 
que  reclaman  los  trabajos  con  las  reglas  de  la  disciplina  cor- 
reccional. A  este  fin  se  dispuso: 

I.  Que  soIq  el  gobierno  determina  cuando  alguna  obra* 
páblica  se  habrá  de  ejecutar  con  penados  y  el  número  de 
estos^2);  y  que  no  se  facilite  á  los  Ayuntamientos  de  las 
ciudades  donde  existan  los  presidios,  ninguna  sección,  aun- 
que las  pidan  por  conducto  de  las  mismas  autoridades  pro- 
tectoras >  para  obras  de  policía  urbana  ó  de  ornato  público, 
sin  permiso  previo  de  la  dirección  (3). 

II.  Que  la  organización  interior  del  presidio  ocupado  en 
las  obras  corresponda  á  sus  comandantes,  debiendo  distribuir 
de  acuerdo  con  el  ingeniero,  en  una  ó  mas  brigadas  álos 
confinados  que  tengan  conocimientos  ó  principios  de  al- 
gún oficio  ó  arte  útil ,  las  cuales  se  denominan  brigadas  de 
obreros. 

Todos  los  confinados  que  trabajan  en  las  obras  de  cami- 

* 
(t)    Real  drdon  de  15  de  setiembre  de  1844. 

(2)  Reales  órdenes  de  3  de  octubre  de  1843  y  15  de  abril 
de  1844. 

(3)  Real  drden  de  30  de  abril  de  1844. 
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DOS,  canales  y  paerlos  gozan  de  un  píos  proporcionado  á  so 
clase,  y  se  abona  otro  mayor  á  los  capataces  y  furrieles. 

Para  la  custodia  de  los  presidiarios  debe  facilitarse  ana 
escolta  con  la  fuerza  correspondiente,  cuyo  comandante  dis' 
pone  la  colocación  de  los  centinelas  y  vigilantes,  tanto  en  las 
casernas  y  sus  inmediaciones  como  en  los  trabajos,  y  tam- 
bién auxilia  al  ingeniero  director  en  lo  relativo  k  la  seguri- 
dad de  caudales  y  efectos  de  la  propiedad  del  estado,  y  en 
todo  lo  concerniente  al  mayor  orden  y  progreso  de  las  obras. 

809.— La  concesión  de  secciones  de  penados  á  empresas 
particulares  es  mas  opuesta  todavfá  á  las  reglas  de  la  disci- 
plina conveniente  en  los  establecimientos  penales,  ün  em- 
presario tiene  interés  tan  solo  en  explotar  al  hombre,  ningu- 
no en  corregirle.  La  administración  podrá  intervenir,  vigi- 
lar, dictar  sus  providencias;  mas  siempre  el  influjo  de  un 
poderoso  especulador,  el  obstáculo  de  un  contrato  solemne 
y  aquella  constante  fuerza  de  inercia  contra  la  cual  se  estre- 
llan el  carácter  mas  impetuoso  y  el  espíritu  mas  ardiente^  se- 
jrán  remoras  invencibles  de  todo  progreso  encaminado  á  me- 
jorar la  condición  física  y  moral  de  estos  siervos  de  la  pena. 
El  gobierno  no  conche  en  el  día  destacamentos  presídia- 
iesá  corporaciones,  autoridades,  establecimientos  y  particu- 
lares, sin  la  condición  de  satisfacer  un  real  por  el  jornal  de 
cada  presidiario ;  y  no  solo  puso  esta  limitación  á  las  conce- 
siones sucesivas,  sino  que  retiró  las  anteriormente  hechas 
en  el  caso  de  no  avenirse  los  interesados  á  la  cláusula  pro- 
puesta, excepto  los  confinados  concedidos  á  las  empresas  de 
Bonanza  y  Canal  de  Castilla,  por  cnanto  media  con  ellas  un 
contrato  solemne  (4). 

8ÍO0.— Los  confinados  no  pueden  salir  de  sus  respectivos 
cuarteles,  á  no  exigirlo  su  traslación  á  otro  punto,  6  su  ocu- 
pación en  las  obras  públicas  ó  en  los  trabajos  de  policía  ur- 
bana á  que  el  gobierno  los  destine;  y  aun  entonces  llevarán 
el  hierro  qm  por  sus  afios  de  condena  les  corresponde*  Los  co- 
mandantes son  responsables  de  la  deserción  de  aquellos  pena- 

(1)    Real  orden  de  30  de  abril  de  1844. 
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dos  que  no  deben  salir  de  los  presidios,  mientras  no  jnslifi- 
qnen  la  connivencia  ó  falta  de  cumplimienlo  de  sus  órdenes 
de  otro  empleado  sobre  quien  recaerá  entonces  la  responsabi- 
lidad. También  son  responsables  los  comandantes  de  la  de- 
serción exterior,  si  los  penados  no  saliesen  con  el  hierro  cor- 
respondiente ,  ó  cuándo  desertase  un  cabo  de  vara  que  no  reú- 
ne las  circunstancias  sefialadas  en  otro  lugar;  pero  si  tuviese 
las  cualidades  requeridas,  solo  el  empleado  que  vaya  man- 
dando la  fuerza  incurre  en  la  pena  correccional  á  que  por  su 
falta  de  vigilancia  se  hiciere  acreedor  (4). 

Cuando  aconteciere  la  deserción  de  algún  confinado ,  el 
gefe  político  debe  encargar  k  una  persona  exlrafia  al  estable- 
cimiento la  instrucción  de  un  sumario  gubernativo  en  averi- 
guación del  motivo  de  la  fuga  y  de  la  complicidad  si  la  hu- 
biere (2). 

Los  confinados  que  fuesen  hallados  fuera  de  los  presidios 
sin  permiso  de  los  comandantes  ^  serán  arrestados  y  condu- 
cidos á  la  cárcel  por  los  agentes  de  protección  y  seguridad 
pública ,  debiendo  instruirse  en  seguida  el  sumario  en  ave- 
riguación de  quien  les  concedió  licencia  para  salir,  á  fin  de  ^ 
exigir  la  responsabilidad  competente  (3). 

9t0.—  IV.  Ord$n  económico  y  administrativo. — En  ca- 
da presidio  hay  una  junta  económica  presidida  por  los  gefes 
políticos  y  por  los  gobernadores  en  África,  compuesta  del  co- 
mandante, del  comisario  y  del  mayor  ó  quien  haga  sus  ve- 
ces, la  cual  resuelve  los  negocios  económicos  f  adminis- 
trativos tocantes  al  establecimiento ,  sin  entrometerse  en 
los  gubernativos,  pues  debe  dejar  intacta  la  autoridad  de  los 
comandantes  para  que  dichos  gefes  no  puedan  eludir  bajo 
ningún  protesto  la  responsabilidad  á  que  están  sujetos  (4). 

Stt.— Las  juntas  económicas  examinan  los  presupuestos 
que  deben  formar  los  comandantes  para  los  gastos  anuales  de 

(t)    Real  drdeu  de  16  de  mayo  de  1S46. 
(9)    Real  drden  de  13  de  agosto  de  1S48. 
(Z)    Real  orden  de  21  de  enero  de  1846. 
(4)    Ordenanza  de  presidios,  art.  83,  y  reales  órdenes  de  3  de 
octubre  de  1833,  y  30  de  abril  de  1844. 
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cada  presidio,  compraebaQ  las  cantidades  recibidas  por  los 
mayores  como  habilitados  del  establecimiento,  revisan  las 
nóminas  y  listas  de  revista  mensual,  llaman  á  licitación  pa- 
ra el  suministro  de  raciones,  utensilios  y  vestuario  que  debe 
verificarse  con  preferencia  por  contrata,  presiden  las  subas- 
tas públicas  y  las  rematan  en  el  mejor  pbstor.  Si  no  se  pre- 
sentasen licitadores,  ó  no  se  hiciesen  postoras  admisibles, 
las  mismas  juntas  económicas  convocan  á  los  panaderos  y  ad- 
judican el  suministro  al  que  ofrezca  mas  libras  de  pan  por  fa- 
nega de  peso  determinado;  y  no  siendo  tampoco  realizable 
este  medio,  adoptan  las  medidas  convenientes  para  que  la 
provisión  se  haga  por  cuenta  del  establecimiento ,  y  ejercen 
otras  facultades  análogas  (1). 

919. — Los  mayores  llevan  la  cuentay  razón  de  los  cauda- 
les y  efectos  de  los  presidios,  intervienen  en  la  entrada  y  sa- 
lida de  fondos  y  todo  recibo  y  distribución  de  víveres,  pren- 
das y  mas  objetos,  desempeñan  las  atribuciones  de  habilitado 
para  el  cobro  de  los  intereses  correspondientes  al  estableci- 
miento, entregan  por  datas  al  ayudante  las  cantidades  nece- 
sarias para  la  subsistencia  de  las  brigadas,  disponen  los  de- 
más pagos  siempre  en  virtud  de  acuerdo  de  la  junta  econó- 
mica y  con  orden  expresa  ó  libramiento  del  comandante, 
forman  y  autorizan  las  listas  de  revista  y  los  recibos  de  cnanto 
se  cobre  en  tesorería  ó  se  extraiga  de  tos  almacenes  (2). 

818.— Finalmente,  los  ayudantes  cuidan  de  otros  porme- 
nores ecoílbmicos  relativos  á  la  salud,  provisión,  aseo  y  tra- 
bajo de  los  confinados,  y  los  furrieles  tienen  k  su  cargo  el 
menage  de  hierros,  herramientas,  enseres  y  maquinaria  de 
los  establecimientos  presidíales,  eiaminanlas  provisiones  y 
dan  parte  de  las  faltas  que  observen  en  ponto  k  su  peso  ó  ca- 
lidad (3). 

814.—  Y ,  Cumplimiento  de  «onefomi^.— Siendo  el  con- 
finamiento k  presidio  una  pena,  no  puede  aplicarse  sino  en 
virtud  de  sentencia  judicial,  por  cuya  razón  á  cada  confina- 

(1)  OrdenaDza  de  presidios,  parte  iri. 

(2)  Ibid.  parte  ii,  y  real  orden  de  5  de  setiembre  de  1845. 
(3;    Ibid. 
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do  debe  aeompafiar  iestimonio  ó  eertifíeado  de  su  eondeoa;  y 
si  faltare  este  documento  ó  no.vioíere  en  forma,  el  gefe  po- 
lítico oficia  á  la  autoridad  competente  para  que  se  aclaren 
los  hechos  ó  se  subsanen  las  faltas. 

El  cumplimíeato  de  la  condena  empieza  á  contarse  desde 
el  dia  en  que  se  notificó  al  reo  la  última  sentencia,  sin  mas 
interrupción  que  la  del  tiempo  que  estuviere  fugado,  si  de- 
sertase. 

Los  reos  sentenciados  á  presidio  no  pueden  extinguir  sus 
condenas  sino  en  los  establecimientos  penales  á  que  fueren 
destinados ,  desterrándose  de  ellos  la  práctica  abusiva  de 
tener  presidiarios  rebajados  ó  destinados  con  cualquier  titulo 
al  servicio  doméstico ,  y  prohibiéndose  la  concesión  de  reba- 
jas,  licencias  temporales  y  otras  gracias  reservadas  á  la  Co- 
rona, porque  asi  se  eluden  las  penas  impuestas  poc  lo^  trí* 
bunales  y  dejan  de  corresponder  á  sus  verdaderos  fines. 

Tampoco  se  permite  por  circunstancias  ni  consideración 
nes  de  ninguna  especie  á  ningún  penado  por  delitos  comunes, 
prestar  servicios  militares*  durante  el  tiempo  de  su  condena, 
ni  el  gobierno  concede  en  ningún  caso  á  los  reos  destinados 
&  presidio  que  se  les  coeaten  como*afios  de  pena  los  trans- 
curridos en  el  ejercicio  de  las  armas,  porque  la  profesión 
militar  recibe  desdoro  y  mancilla  con  el  ingreso  de  los  mal<- 
heehores  en  las  filas  <iel  soldado,  y  el  contagio  del  cr^en 
66  |in  ataque  direc0  contra  la  disciplina ,  y  las  fatigalTde 
la  milicia  no  son  expiación  suficiente  para  ios  delitos  comu- 
nes (4). 

»t6.^-Las  rebajas  de  condena  son  una  recompensa  que  el 
gobierno  ofrece  á  los  confinados  cuyo  mérito  particular,  tra- 
bajos extraordinarios  ó  sefiales  visibles  de  arrepentimiento 
les  hicieron  acreedores  á  la  clemencia  real; 

No  se  propone  para  esta  gracia  á  los  senttnciados  que  po 
hubiesen  cumplido  sin  nota  la  mitad  de  su  condena,  ni  la  re- 
baja puede,  exceder  nunca  de  la  tercera  par tc^dei tiempo  que 
debiera  durar  la  pena  (2). 

(1)  Real  decreto  de  23  de  agosto  d^  1843. 

(2)  Ordenanza  de  presidios,  arle.  303  y  sig. 
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Las  rebajas  no  son  extensÍTas  á  los  sentenciados  k  cade- 
na, reclasion  ó  extrañamiento  perpetuos,  qníenes  deben 
cumplir  su  condena  dia  por  dia  hasta  que  mueran;  pero  sí 
podrán  tenerse  presentes  su  conducta -y  circunstancias  al 
ejercer  la  Corona  su  prerogativa  ó  derecho  de  gracia. 

9te.— Cumplida  la  condena  debe  entregarse  su  licencia 
á  cada  confinado,  instruyéndose  con  cuatro  meses  de  antici- 
pación el  expediente  oportuno,  á  fin  de  que  la  reciban  pre- 
cisamente  el  dia  en  que  espire  el  término  de  su  sentencia. 
Ningún  pretesto,  ni  motivo  real  puede  alegarse  para  diferir 
la  expedición  de  la  licencia,  ni  aun  la  razón  poderosa  de  ser 
incorregible.  El  respeto  á  la  libertad  del  hombre  y  á  la  in- 
dependencia del  ciudadano  quiere  que  el  cumplido,  satisfe- 
cha ya  la  vindicta  pública,  vuelva  á  la  vida  común,  donde  la 
policía  deberá  vigilarle  y  la  justicia  castigarle  otra  vez,  si 
reincide;  pero  mientras  no  se  hace  culpable  de  un  nuevo  de- 
lito, está  bajo  la  protección  de  las  leyes. 

Las  licencias  no  expresan  jamás  las  causas  de  la  condena, 
para  que  los  cumplidos  puedan  presentarlas  sin  rubor  y  sea 
mas  fácil,  á  favor  del  olvido,  reconciliarse  con  la  sociedad  á 
quien  tuvieron  por  enemiga.  Los  cumplidos  reciben  el  pasa- 
porte y  un  socorro  ó  haber  de  marcha,  si  no  tuvieren  reser- 
vas en  las  cajas  del  establecimiento,  fruto  de  sus  trabajos  y 
e(^omía;  pero  las  licencias  no  se  les  entregan ,  sino  que  se 
remiten  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  de  su  naturaleza  para 
que  sean  archivadas  en  la  secretaría  del  Ayuntamiento  (4). 

^19. —  VL  PoItc{ayu(ltctaI.=Aunque  los  establecimien- 
tos penales  dependen  de  las  autoridades  políticas,  sin  embar- 
go, considerando  que  á  los  fiscales  de  las  audiencias ,  como 
partes  en  la  administración  de  justicia  y  representantes  del 
interés  público,  les  corresponde  reclamar  ante  los  tribunales 
la  aplicación  de  las  penas,  la  ley  cjreyó  conveniente  revestirlo 
de  la  potestad  de  celar  si  se  ejecuta,  ó  no,  lo  juzgado. 

919.— Por  eso  es  que  la  autoridad  judicial  y  el  ministe- 
rio fiscal  tienen  derecho  de  visita  en  todos  losestablecimien- 

(!)  Ordenanza  de  presidios,  arts.  309  y  sig  t  y  retí  orden  de  23 
de  junio  de  1848. 
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tos  penales,  aanqae  para  el  solo  efecto  de  ÍDquirir  si  se  cum- 
plea  las  condenas  según  han  sido  ímpaestas,  debiendo  los 
gefes  respectivos  obedecer  las  órdenes  que  en  esta  parte  les 
comuniquen  conrormc  al  reglamento. 

819. — El  derecho  de  visita  en  los  presidios  peninsulares 
corresponde  á  las  audiencias  y  al  ministerio  fiscal  de  las  bis- 
mas  en  cuyo  territorio  se  hallen  situados,  y  en  los  de  Áfri- 
ca pertenece  al  empleado  del  orden  judicial  de  mayor  gopr- 
quLacon  residencia  fija  en  aquellas  posesiones.  £1  tribunal 
supremo  de  Justicia  goza  de|  derecho  de  visita  en  todas  las 
prisiones  del  reine  (1)* 

CAPÍTULO  IX. 

De  la  eondaeelon  y  traslaelon  de  los  preso». 

820. — GoDduccion  de  presos.  826.'Guando  pertenece  á  laau- 
821. — Cuerdas  de  confinados.  torídad  judicial. 

822.— Conducción  en  carruajes  ^27.-— Guando  á  la  administra- 
cerrados,  tiva. 

823. — Legislación.  828.— Guando  á  las  dos. 

824.— Gastos.  829. — Desacuerdos  con  este  mo- 
825.— Traslación  de  presos.  tivo. 

8tO.— La  conducción  délos  presos  desde  el  lugar  de  su  en- 
cierro ai  de  su  condena,  y  la  traslación  de  los  conGnados  de 
uno  &  otro  establecimiento,  deben  sujetarse  á  las  reglas  mas 
severas  de  ladjscipUna  penitencial. 

891.— El  sistema  de  hacerlos  viajar  públicamente  de  dia 
y  reunidos  en  cuerdas,  adolece  de  gravísimos  inconvenientes. 
Pierden  los  sentenciados  los  restos  de  pudor,  si  todavía  alber- 
gaban alguno  en  sus  almas  criminales,  y  su  audacia ,  des- 
pués de  estas  pruebas,  raya  en  cinismo;  se  familiarizan  du- 
rante tan  larga  peregrinación  con  sus  compañeros  de  infor-- 
tunio  y  con  los  detenidos  en  las  cárceles  donde  hacen  noche, 
contacto  que  no  solo  aumenta  su  inmoralidad ,  sino  que  les 

(1)    Ley  de  26  de  julio,  art.  34. 
Tomo  L  27 
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da  fuerzas  para  triuofar  del  sentimiento  de  su  propia  igiio* 
minia,  y  por  último  son  un  triste  espectáculo  que  se  ofrece  á 
los  pueblos  de  su  tránsito,  y  cuyos  efectos  no  son  felices  ya 
provoquen  maldiciones,  ya  exciten  simpatías,  ya  inspiren 
compasión.  La  repugnante  desnudez  en  que  se  presentan,  los 
excesos  de  la  cantina,  la  feroz  alegría  de  aquellos  rostros, 
los  cantares  obscenos  y  las  palabras  insultantes,  son  precé- 
delas harto  desfavorables  para  la  enmienda  del  culpable  y 
lecciones  de  funesto  ejemplo  para  las  costumbres. 

Un  buen  sistema  carcelario  empieza  en  la  prisión  preven- 
tiva, acompaña  al  delincuente  durante  su  condena  y  todavía 
le  sigue  mas  allá  de  los  moros  del  establecimiento  correc- 
cional: es  una  serie  no  interrumpida  de  actos  ya  de  dulzura, 
ya  de  severidad,  con  que  la  administración  procura  conser- 
var la  inocencia  del  preso  en  su  estado  de  sospecha,  intimi- 
dar y  corregirle  en  su  estado  de  pena,  y  fortalecer  al  cum- 
plido contra  toda  tentación  de  reincidencia  en  su  estado  dé 
libertad.  Roto  un  solo  eslabón  de  la  cadena,  la  reforma  del 
culpable  es  ó  muy  dilicil  ó  imposible. 

899.— Estas  graves  consideraciones  movieron  á  otros  go- 
biernos á  adoptar  un  nuevo  sistema  de  conducción  y  trasla- 
ción de  los  sentenciados  al  lugar  de  su  condena.  Verificase  el 
servicio  en  carruajes  cerrados  y  divididos  en  celdillas  sepa- 
radas entre  sí ,  de  suerte  que  los  presos  carezcan  de  toda  co- 
municación interior  y  exterior. 

Semejante  método  de  transporte  es  útil  en  sunK>  grado  ba- 
jo el  aspecto  de  la  justicia,  porque  permitiendo  conducirá 
los  sentenciados  con  mas  rapidez  á  su  destino,  la  acción  de 
las  leyes  aparece  mas  pronta  y  mas  eficaz;  la  pena  es  prefe- 
rible bajo  él  aspecto  moral,  porque  evita  que  los  criminales 
se  mezclen  y* contagien  formando  parte  durante  mucho  tiem- 
po de  un  mismo  convoy,  hace  imposibles  las  relaciones  que 
los  forzados  conducidos  en  cuerdas  mantienen  con  sus  cóm- 
plices, y  los  aisla  de  los  presos  sedentarios  en  cuya  compañía 
pasan  las  noches,  cuando  las  cárceles  del  transitóles  dan 
alojamiento.  T  no  solo  el  método  expuesto  es  mas  humano, 
mas  expedito,  mas  moral,  sino  que  regularizado  el  servicio, 
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llegará  á  ser  también  mas  económico. por  la  brevedad  del 
transporte  que  reduce  considerablemente  la  cantidad  de  los 
socorros  diarios  con  qae  ahora  es  preciso  asistir  á  los  confi- 
nados y  ft  sa  escolta. 

998.-— En  España  distamos  macho  de  alcanzar  este  grado 
de  perfección  en  la  manera  de  conducir  los  presos,  la  cual 
está  en  perfecta  consonancia  con  nuestro  grande  atraso  en  lo- 
dos los  puntos  del  sistema  carcelario. 

Los  sentenciados  á  presidio  en  los  peninsulares*,  eran  con- 
ducidos por  tránsitos  de  justicia  en  justicia  con  escolta  de 
paisanos  armados  según  la  ordenanza  del  ramo  (1);  mas  en 
el  dia  presta  la  guardia  civil  este  servicio,  ó  en  su  defec- 
to, cuando  se  hallare  ocupada  en  aigun  servicio  preferente, 
cualquiera  otra  fuerza  organizada  dependiente  del  ministerio 
de  la  Gobernación,  y  en  último  término  debe  recurrirse  á  las 
autoridades  militares  para  que  faciliten  la  necesaria  escolta 
del  ejército.  Eiceptúanse  los  encausados  por  delitos  leves  en 
los  casos  que  determinen  las  respectivas  autoridades  judi- 
ciales (2).  Sin  embargo»  mientras  no  se  haga  entrega  del 
preso  ó  confinado  al  gefe  inmediato  de  aquel  cuerpo,  los  pue- 
blos deben  conducirlos  de  orden  de  sus  alcaldes,  lo  mismo 
que  á  los  reos  fugados  y  á  los  malhechores  aprehendklos  por 
ellos «  satisfaciendo  los  gastos  ocasionados  en  su  alimento  en 
la  misma  forma  que  se  provee  á  la  manutención  de  los  presos 
pobres  (3). 

Los  sentenciados  á  los  presidios  de  África  son  condu- 
cidos en  cuerdas  que  salen  una  ó  dos  veces  al  afio,  según 
su  número^  ea  los  meses  de  abril  y  setiembre  y  en  los  dias 
señalado^  por  la  dirección.  Un  gefe  militar  llevando  á  sus 
órdenes  la  suficiente  escolta ,  cuya  fuerza  se  fija  en  la  propor- 
ción de  un  soldado  por  cada  diez  presidiarios,  es  et  encarga- 
do de  la  conducción  bajo  su  responsabilidad.  Las  escoltas  se 
relevan  ei  los  puntos  donde  hubiere  comodidad ,  procurando 
que  el  relevo  se  repita  con  la  mayor  frecuencia  posible. 

(1)  Art.  54. 

(2)  Hcal  órdeu  de  S6  de  agosto  de  1849. 

(3)  Real  orden  de  26  de  mayo  de  1846. 
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Cuando  los  presos  transeúntes  se  detienen  en  los  pueblos 
para  pernoctar,  ó  por  efecto  del  temporal,  ó  por  otra  causa 
que  justiGque  la  detención^  ingresan  por  regla  general  en  los 
depósitos  municipales,  colocándolos  con  separación  de  ios 
procesados  y  de  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  menor; 
pero  pueden  no  obstante  tener  ingreso  en  las  cárceles,  sí  el 
pueblo  es  cabeza  de  partido  judicial  y  el  depósito  no  ofrece 
la  seguridad  ó  la  capacidad  necesarias  (1). 

Si  las  tonducciones  se  verifican  á  largas  distancias  fue- 
ra de  la  provincia,  las  autoridades  civiles  cuidan  de  la  segu- 
ridad de  los  presos,  poniéndose  de  acuerdo  con  las  mili- 
tares (2). 

Cuando  algún  presidiario  enferma,  el  comandante  déla 
cuerda  lo  hace  reconocer  por  un  facultativo,  quien  declara  si 
puede  ó  no  continuar  la  marchjBi.  Pudiendo  continuar,  y  ha- 
biendo en  la  ruta  á  distancia  proporcionada  algún  hospital  ci- 
vil ó  militar,  continúa  el  enfermo  incorporado  á  la  cuerda 
hasta  hacer  entrega  de  él  en  calidad  de  preso  al  administra- 
dor ó  gefe  del  establecimiento  bajo  recibo.  No  pudiendo  pro- 
seguir el  camino,  debe  dejarlo  encargado,  también  bajo  re- 
cibo ,  al  alcalde  para  que  le  proporcione  la  asistencia  y  so- 
corros que  reclama  lahumanidad  aQigida,  ó  le  traslade  al  hos- 
pital mas  inmediato,  si  este  no  cae  en  el  itinerario  ó  no  se 
halla  á  distancia  regular. 

Restablecido  elenfermo,  los  alcaldes  cuidan  de  remitir- 
le al  presidio  mas  inmediato,  desde  donde  le  envía  el  gefe 
político  á  su  destino ;  y  si  el  mal  se  agrava  hasta  el  punto 
de  peligrar  la  vida,  la  autoridad  local  procura  que  el  con- 
finado haga  testamento  teniendo  bienes ,  y  no  tenféndolos, 
declaración  de  pobre,  cuyos  documentos  con  la  fé  de  muer- 
te, si  falleciese,  pone  en  manos  de  la  autoridad  superior  de 
la  provincia  y  éste  en  las  de  la  dirección. 

No  puede  acompañar  1t  los  presidiarios  conducidos  en 
cuerdas  individuo  alguno  de  su  familia,  y  menos  todavía  pa- 

(1)  Real  orden  de  13  de  setiembre  de  1849. 

(2)  Real  drdeo  de  26  de  agosto  de  1849. 
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sar  coQ  ellos  á  las  plazas  de  Árrica  á  donde  fueren  destina- 
dos (4). 

994. — Los  gastos  qae  ocasiona  la  conducción  de  rema- 
tados á  presidio  no  deben  gravar  á  Iqs  pueblos  del  tránsito, 
sino  satisfacerse  por  cuenta  del  presupuesto  del  ramo  (% 
porque  siendo  un  servicio  público  del  cual  reporta  interés  to- 
da la  nación,  parece  justo  que  sea  también  á  cargo  del  es- 
tado. 

996*-*La  traslación  de  los  presos  ó  su  mudanza  de  una  á 
otra  prisión  es  un  asunto  de  la  exclusiva  competencia  de  la 
autoridad  judicial,  ó  de  la  administrativa,  ó  en  fin,  de  una 
potestad  mista. 

99«.— Pertenece  solo  á  la  autoridad  judicial  cuando  se  re- 
fiere á  presos  con  causa  pendiente  y  motivos  que  se  refieren 
de  una  manera  directa  á  la  admUiistracion  de  justicia  la  exi- 
gen con  arreglo  á  las  leyes;  pero  en  ningún  caso  puede  de- 
cretar la  traslación  en  masa  de  los  presos  de  una  cárcel  á  otra 
por  si  misma. 

999.— A  la  administración,  por  su  parte,  corresponde  or- 
denar la  traslación  de  una  á  otra  cárcel :  4 .®  si  los  presos  no 
tuvieren  cajisa  pendiente;  2.®  si  teniéndola,  no  salieren  del 
lugar  de  residencia  del  tribunal  ó  juez  instructor  del  proce- 
so; d."*  y  en  fin,  fuera  de  aquellos  limites,  en  casos  de  abso- 
luta necesidad  y  como  medida  temporal,  dando  al  instante 
aoticia  de  la  disposición  y  de  sus  motivos  al  regente  de  la 
audiencia  ó  al  juez  de  primera  instancia,  según  que  la  cau- 
sa pendiere  en  el  juzgado  ó  en  el  tribunal  superior. 

898.— Por  último,  la  traslación  de  los  presos  con  causa 
pendiente,  cuando  circunstancias  extraordinarias  no  obligan 
á  la  aoloridad  administrativa  á  decretar  su  traslación  por  sí 
sola,  es  asunto  de  mista  competencia,  por  lo  cual  debela 
administración  ponerse  previamente  de  acuerdo  con  el  re- 
gente de  la  audiencia  ó  juez  instructor  para  llevarla  á  efecto. 

899. — Si  con  este  motivo  hubiere  desacuerdo  entre  un 
alcalde  y  un  juez  de  primera  instancia,  el  gefe  poUlico  del 

(f )    Ordenanza  de  presidios ,  arts^ 57  y  sig. 
(S)    Real  orden  do  31  de  marzo  de  1837. 
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territorio  y  el  regente  de  la  audiencia  lo  dirimen.  Na  resul- 
tando aveaencia  entre  estas  dos  autoridades,  elevan  los  ante- 
cedentes al  ^ierno  para  que  decida. 

Si  el  Jesacuerdo  oeiirriese  entre  el  regente  y  na  alcalde, 
ó  el  gefe  politico  y  un  juez,  también  resuelve  el  gobierno 
á  quién  ae  remiten  los  antecedentes  por  el  conducto  ordí« 
nario,  como  en  el  caso  anterior. 

Mientras  la  cuestión  no  se  decide,  el  preso  no  será  tras- 
ladado; mas  si  ya  lo  estuviere  por  cansa  urgente,  sobmlirá 
en  la  cárcel  donde  se  baile  (1). 

CAPÍTULO  X. 

Be   lo«  esiaMeeimieiitos  penales  para  Imm 
■MiJ^nres. 

830. — Influjo  de  las  mojeres  en  numeres. 

la  moral  publica  j  prí-  832.— ^asas  de  correceion. 

vada.  833. — Prisiones  en  que  extin^en 
831.— Importancia  de  los  esta-  sas  condenas  las  mujeres 

blecimientos   penales   de  sentenciadas. 

sao.-— Es  opinión  general  que  las  mujeres  cometen  meftos 
delitos  que  los  hombres,  diferencia  que  nnos  atribuyen  á  cau- 
sas morales,  otros  á  la  mayor  debilidad  del  sexo  femenino. 
Como  quiera^  el  influjo  de  las  mujeres  ya  esposas,  ya  ma- 
dres ,  en  la  moralidad  de  las  familias  es  muy  superior  al^  de 
los  hombres.  Este  ascendiente  que  con  su  palabra  y  con  m 
ejemplo  ejercen  .en  las  costumbres  sociales ,  sube  de  punió 
en  las  clases  cuya  ignorancia  y  miseria  ponen  en  riesgo  dia- 
rio de  quebrantar  las  leyes.  Una  esposa  prudente  y  une  ncia- 
dre  virtuosa  abrazan  toda  la  vida  doméstica,  que  es  la  vidn 
entera  de  las  familias  últimas  en  la  escala  sociaF;  y  «na  m«* 
jer  desprendida  de  hábitos  de  trabajo,  ée  orden  y  de  econo- 
mía y  cuyo  corazón  se  ha  cerrado  á  todo  sentimiento  dé  vir- 
tud y  de  pudor,  arrastra  por  una  pendiente  irre»stíble  á  su 
marido  y  á  sus  hijos  hasta  los  abismos  insoadabies  del  cri- 
men. Extinguidos  los  afectos  de  familia  nada  la  detiene  en 

(1)    Ley  de  26  de  julio,  arts.  31  y  sig. 
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la  carrera  del  vicio,  y  despaes  de  pervertir  á  caantos  la  ro- 
deas ,  la  mujer  críminaLcorrompe  á  los  extraños,  los  atrae, 
los  anima  y  les  comuaíca  la  actividad  de  su  espíritu  y  la 
viveza  de  sos  impresiones.  Casi  siempre  ea  la  vida  de  los 
grandes  criminales  aparece  una  mujer  como  autora  ó  iosti- 
gadora  de  sus  mas  saagrieotas  escenas;  demonio  tentador  que 
tal  vez  concluye  por  hacer  traición  á  sus  cómplices  y  entre- 
garlos á  la  venganza  de  la  justicia. 

9S1.— Si  tal  es  el  inBujo  de  las  mojeres  en  la  moral  pú- 
blica y  privada,  el  sistema  penitenciario  no  debe  olvidarlas, 
sino  procurar  su  enmienda  con  tanto  6  mas  empeño  que  la 
corrección  de  los  hombres.  La  regeneración  moral  de  los 
hombres  no  es  obra  tan  dificil  como  la  rehabilitación  social 
de  los  varones,  porque  son  aquellas  mas  impresionables ,  el 
crimen  es  mas  opuesto  á  su  organización  y  hay  en  sus  cora- 
zones cuerdas  muy  delicadas  que  haciéndolas  vibrar  oportu- 
namente, decideii  el  triunfo  de  la  virtud.  Mrs.  Fry  supo  in- 
sinuarse en  fA  ánimo  de  las  disolutas^risioneras  de  Newga- 
te,  granjearse  su  confianza  y  obtener  su  enmienda ,  cuando 
todos  desesperaban  de  lograrla,  prodigando  primeramente 
cariñosos  cuidados  á  los  hijos  de  aquellas  infelices,  las  cuales, 
aunque  sumidas  en  un  estado  de  espantosa  abyección ,  no 
tuvieron  fuerzas,  sin  embargo,  para  desoir  los  consejos  de 
una  bienhechora  que  las  hablaba  en  nombre  del  amor  ma- 
ternal. 

939.— Nuestras  casas  de  corrección  de  mujeres  están  su- 
jetas í  las  mismas  autoridades  qne  los  presidios ,  es  decir,  al 
ministro  de  la  Gobernación ,  á  la  dirección  del  ramo ,  á  los 
comandantes  y  gefes  políticos  en  sus  respectivas  atribucio- 
nes. La  clasificación  de  las  reclusas  por  categorías  de  mora- 
lidad, aunqae  sin  la  separación  conveniente,  el  trabajo  en  co- 
mún, un  régimen  igual  para  todas,  prácticas  y  exhortaciones 
religiosas  y  castigos  leves  comunmente,  y  severos  sin  cruel- 
áíA  en  algunos  casos,  san  las  bases  de  la  disciplina  peniten- 
cial de  dichos  establecimientos  (i). 

(i)    Reglamento  de  9  de  juaio  de  1847. 
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888.— loterÍQ  no  se  plaateaa  los  esUblecimieatos  qoe  el 
código  penal  exige»  las  mujeres  delígcaentes  ingresan  en  las 
casas  de  corrección  que  ahora  existen,  y  con  la  limitación  de 
que  las  sentenciadas  á  arresto  mayor  ó  menor  extinguen  sos 
condenas  en  las  cárceles  ó  en  los  depósitos  municipales  (4). 

Sin  duda  que  mucho  falla  aun  por  hacer  hasta  elerar  es- 
tas casas  de  corrección,  así  como  nuestras  cárceles  y  presi- 
dios ,  á  la  altura  en  que  se  encuentran  en  varias  naciones  de 
Europa  y  en  parte  de  la  América;  mas  por  ahora  será  fuerza 
contentar  nuestros  deseos  con  aplicar  á  los  establecimientos 
penales  de  Espafia  los  principios  de  «la  reforma  penitencial  y 
las  reglas  de  disciplina  mas  urgentes  y  de  mas  fácil  ejecu- 
ción. Del  gobierno  y  del  tiempo  esperamos  mejores  frutos: 
de  aquel  porque  comunicará  el  impulso ;  de  este  porque  su- 
ministrará los  medios  de  realizar  el  progreso  apetecido. 

SECCIOIV  SEGVIVBA. 

■•fcergji  de  Ia  adailitMlptraelMi  rvlatlvMi  al  ertadto  aatanü 
de  ÍMu  perm^mmm. 

CAPÍTULO  XI. 

Bel  estado  de  Imm  permmtum. 

834. — Derechos  y  deberes  per-    835.— Estado  de  las  personas  y 
señales.  su  división. 

ssü.^Hemos  dicho  en  otra  parte  (2)  que  la  administra- 
ción reconocía  derechos  y  deberes  personales,  unos  genera- 
les ó  comunes  á  todos,  y  otros  particulares  ó  relativos  á  al- 
gunos índiriduos ;  en  el  primer  caso  la  ley  considera  en  el 
hombre  solamente  el  carácter  de  miembro  de  la  nación,  y  en 
el  segundo  atiende  á  su  estado  en  la  sociedad. 

986.— Estado  de  las  personas  es  la  condición  ó  manera 
en  que  los  hombres  viven  ó  están  (3),  y  nace  siempre  de  la 

(i)    Ley  de  26  de  julio  de  1849,  art.  24. 

(2)  Véase  niím.  577. 

(3)  Ley  1,  Ut.  iii,  Part.  IV. 
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ley,  porque  solo  la  potestad  legislativa  orea  derechos  é  im* 
pooe  obligaeiones:  de  donde  se  colige  qué  según  las  leyes 
fueren  naturales ,  civiles  ó  políticas,  asi  el  estado  será. tam- 
bién natural,  civil  ó  político. 

Seguramei^te  que  al  examinar  bajo  este  nuevo  punto  de 
vista  las  relaciones  entre  la  administración  y  los  administra-, 
dos,  habremos  de  pisarlos  linderos  de  otras  ramas  de  la  ju- 
risprudencia agenas  á  nuestro  asunto;  pero  aun  así  procura- 
remos contraernos  lo  mas  posible  en  la  exposición  de  la  doc- 
trina administrativa,  respetando  únicamente  aquellos  vínculos 
que  la  identidad  de  psincipios  y  un  origen  común  establecen 
,  entre  todas  las  ciencias  hermanas. 

CAPÍTULO  xn. 

Be  la  benefleeiiela  pifrMIea. 

S36.— Estado  natural  de  las  pe#-  844.— Derecho    á  la  asisteocia 

senas.  del  estado. 

837.— Hombres  Tálidos  é  inváli-  845.— ObligacioDes  de  alimentar 

dos.  á  expensas  del  erario. 

838.— Beneficencia  publica.  846.— Caridad  legal. 

839.— ¿Debe  ser  un  servicio  ad-  847.— Influjo  de  las  leyes  econó- 

ministratifo?  micas  en  el  remedio  de  la 

840.— Utilidad  délos  reglamen-.  indigencia. 

tos  de  beneficencia.  848.- Caridad  social. 

84t.— La  beneficencia  publica  se  849.— Medida  incierta  de  ta  be- 

reoneá  la  caridad  priTada.  neftcencia  pd^ica. 

842.— La  beneficencia  es  un  de-  850.— Es  imposible  apreciar  los 

ber  social.  erados  del  infortunio. 

843.— Carácter  de  este  deber.  851.— Objeto  de  la  beneficencia 

pdblica. 

8S«.— Segia  su  estado  natural  {se  distinguen  las  perso- 
nas en  válidas  é  inválidas ,  pues  hay  hombres  á  quienes  la 
naturaleza  dotó  con  la  plenitud  de  facqltades  fisicas'y  mora- 
les necesaria  para  procurarse  sos  medios  de  existencia « y 
otros  mas  infelices  cuyas  fuerzas  originariamente  flacas  ó  de* 
bilitadas  por  la  edad,  la  desgracia  orla  fatiga,  no  pueden  so- 
^rtar  ningún  trabajo  asiduo  y  penoso. 

889.— Mientras  los  válidos  y  los  inválidos  poseen  recur- 
sos propios  con  que  satisfacer  las  primeras  necesidades  de  la 
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tida,  la  dtfBhriatracioB  no  les  tfebe  «ím  aqoelhi  cotsM  pfo* 
teccioa  que  aHiaeiiU  la  actividad  iodiTÍdoál  defeadietdo  h» 
personas  y  «segurando  las  pre^dades;  mas  eitaddo  los  hfñ* 
zos  llegan  á  ser  inútiles  al  hombre  váNdo  potqoe  Ixisea  tra-^ 
baje  y  no  lo  eneoentra  ,  ó  sr  la  incapaeidad  del  mvfiiMo  fae- 
re  abseima  y  ambos  sofrieren  ó  esiimerett  eipaestos  á  smftk 
|ot  horrores  de  la  miseria,  la  adminristraciíon  debe  ««liliarios 
con  socorros,  es  deei  r,  dispeiffiándoles  los  dones  y  ios  eonsoe- 
los  de  la  caridad  social. 

Bale  doble  iafortomío  conslitnye  al  hombre  en-  nn  estado 
de  mtttorf a  á  qne  cotrespende  nna  solfoíca  toiehí  en  el  gobier^^ 
no  cuyos  paternales  cuidados  le  revísfea  con  e(  cnrtcter  de 
segunda  proridencia  para  el  desvalido^ 

888.  ^Tal  es  er  objeto  (fe  la  beneficencia  pública  qae  no 
es  sino  la  beneficencia  oolectivay  la  caridad  ejercida  en  sn 
mas  lata  esfera^,  derramando  sus  tesoros  á  expensas  y  en  nom- 
bre del  estado. 

889. — Pero  ¿debe  la  ley  erigir  la  beneficencia  en  serri- 
cío  adnnisliratíyo?  ¿Tiene  la  indigencia  derecho  á  los  socor- 
ros públicos?  ¿Hasta  donde  alcanzan  los  deberes  de  la  cari- 
dad social?-* Bó  aqui  tres  grares  cuestiones  que  examinare- 
mos sucesivamente. 

Hay  deberes  morales  para  la  sociedad  eomo  para  los  indi- 
▼idttos,  y  por  eso  mismo  hay  una  beneficMcia  pública  como 
nna  candad  privada.  La  administración  no  puede  mantenerse 
indiferente,  inmóvil  y  muda  en  presencia  del  infortunio :  sn 
obligación  es  aliviar  his  padecimientos  de  las  clases  indigen- 
tes, DO  solo  porque  interesa  á  la  pai,  al  orden ,  á  la  salud ,  al 
bien  pút>IÍco,  sino  porqse el  estado,  k  manera  deta  Aimüia, 
áe  la  corporación,  de  la  citdad,  de  nna  aoaciaoion  caalqaie* 
ra ,  tiene  el  deber  rigomso  db:  Tota»  por  la  ooMervaoion  de 
sus  mitmbsos. 

La  benefieencia  púbUeaes  el  c^eteicio  de  ana  caridad  sn- 
porior  inteligente  y  líberd  qne  re^elaial  cMeiidimionta  y  al 
corazón  del  hombre  loa  oNdios  de  lograr  la  mejom  iBdefiiud% 
de  la  sociedad;  la dioBtrneeion  déla  miseriav  de)  ^Am,  d«l*do* 
loren  sos  raécesy  et  otermaüadel  mal  en>so8  cansas. 
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ML#.-^Preteiiden  algaaos  qmt  es  ihisorii^  Itf^aee^idad  de 
reglamentos admÍDÍstrativot  para  dirigirá  la  sociedad  portas 
sendas  tfo  la  beaefieencia;  que  los  socorros  públicos  no  tic« 
Ben  con  la  cafídad  siao  Qoa  grosera  semejanza;  quedando  á 
los  senümienlos  índifidnales  orgaiizacion  y  coflJaDita,  re-* 
basfecidos  con  el  poder  de  la  asociación ,  condacirfan  á  la 
sociedad  hasta  nn  perftodo  de  progresa  en  qne  desapareciesen, 
oemo 'innecesarias,  las  leyes  de  pobres.  Este  risneño  porve- 
nir ,  si  n^es  ua  utopia,  se  nos  presenta  en  boríionte  muy 
lejano ;  por  lo  cnal  ninguna  administración  debe  descansar 
confiando  en  b  caridad  privada,  porque  siendo  sus  dones  es- 
pontáneos, la  suerte  de  los  indigentes  sería  tan  precaria,  co- 
ma eventuales  é  incierlos  los  socorros  particulares. 

941.— Pero  la  beneficencia  páUicá  no  rensa,  sin  embar- 
go, el  anxtlio  de  la  caridad  privada,  sino  que  por  el  contrario 
perfecciona  y  completa  su  acción.  La  caridad  sodal  es  de  su- 
yo infleiible  porque  está  sujeta  á  reglamentos;  costosa  por- 
qat  se  convierte  en  un  servicio  administrativo ;  descuidada 
porque  confunde  á  cada  paso  la  verdadera  con  la  falsa  pobre^ 
sa,  y  por  Allimo,  poco  benévela  y  arecluosa,  pues  para  ejer* 
eerla  estiAlece  el  gobierno  nnei  geracquia  que  se  posee  del 
cumplimiento  de  un  deber,  y  no  simpatiía  con  el  desgracia- 
doL  Á  la  caridad  privada  toca  llenar  estos  huecos,  socovrieede 
ciertos  inforluntos  impesiUes  de  adivinar,  ciertaadesgraciaa 
oIMftas,  ciertos  aceídenles  pasajeros  que  huyen  á  la  petspi- 
cacia  del  l^lador  y  i  la  previsten  de  los  reglaaMUtos. 

La  justicia  social  respeta  en  la  índigelicia  su  titulo  á  los 
socorros  públicos ,  primerasaente  porque  eikitírán  derechoe 
y  deberes  anteriores  á  toda  sanción ,  mientras  la  conciencia 
reconoaca  principios  eternos  de  metal  universal  superiores  á. 
toda  ley  positiva;  y  e&  segundo  lugar  porque  si  c(  progreso 
de  las  sociedadenaumenla  el  dssnivei  de  las  oondicíoneSi  so- 
bre el  estado  pesa  la  obfigacion  de  pon^  remedio  á  lo»  males 
pardaleafue  él  miráio  cansa  procurando  el  bien  del  nuqrer 
nteMro.  Tanta  ccueldad  seria  eotnegar  el  gobierno  las  victí- 
maa  de  la  etviliaacion  á  su  destino,  como  abandonar  an  ca- 
pitán vencedor  á  sus  heridos  en  el  campo  de  hatada* 
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84it.— E9t^  deber  de  la  administracioa  crece  coq  el  ade- 
lanto de  los  pueblos,  porque  el  aumento  de  la  riqueza  públi- 
ca y  de  la  felicidad' general  suministra  medios  alendan- 
tes de  darle  fiel  cumplimiento.  Cuando  lo  su^rOoo  abun- 
da para  nosotros ,  bien  podemos  proreer  á  los  demás  de  lo 
necesario. 

948.— No  basta  asentar  el  principio  del  deber  social  co- 
mo base  de  las  leyes  de  beneficencia ;  es  preciso  calificar 
aquel  deber  y  decidir  la  cuestión  de  doctrina  pap  sefialar 
con  exactitud  las  reglas  de  la  beneficencia  práctica  y  la  mejor 
organización  de  un  sistema  de  socorros  públicos. 

Del  infortunio  nace  un  (brec&o  moral  á  la  asistencia  del 
gobierno ;  pero  no  un  derecho  civil ,  ni  un  derecho  político, 
sino  una  obligación  fundada  en  la  equidad ,  proclamada  por 
la  voz  de  la  naturaleza  y  santificada  por  el  Evangelio.  Con- 
vertir el  sentimiento  de  la  caridad  en  un  deber  estricto,  trans- 
formar el  precepto  de  conciencia  en  deuda  del  estado ,  equi- 
vale á  reconocer  el  derecho  del  pobre  al  impuesto  integro  á 
toda  la  renta,  al  capital  mismo,  y  á  proclamar  en  suma  la 
abolición  de  la  propiedad;  y  como  sin  esta  no  se  concibe  la 
sociedad,  ni  la  existencia  del  hombre  fuera  de  ella,  admitir 
en  el  gobierno  una  obligación  eficaz,  anterror  á  la  ley  escrita 
ó  positiva,  de  otorgar  socorros  públicos,  es  un  supuesto  con- 
tradictorio, es  erigir  un  derecho  contra  el  derecho. 

Hay  ciertos  deberes  que  no  tienen  derechos  correlativa: 
la  caridad  pertenece  á  esta  clase ,  porque  el  hombre  tlebe  so- 
correr al  prójimo  sin  que  el  necesitado  posea  el  derecho  de 
exigir  de  persona  determinada  el  alivio  á  su  desgracia.  Son 
preceptos  del  orden  moral  ó  religioso  que  las  constituciones 
políticas  no  consagran ,  ni  las  leyes  civiles  establecen ,  ni 
desenvuelven  los  reglamentos  administrativos,  pues  el  legisla* 
dor  solamente  considera  y  desarrolla  los  principios  de  estricta 
justicia.  El  estado  no  protege  sino  el  libre  ejercicio  de  los  de- 
rechos absolutos,  de  los  derechos  rigorosos  de  los  individuos, 
y  jamás ,  sin  violar  el  santuario  de  la  conciencia  y  sin  des- 
truir la  libertad ,  podría  exigir  al  ciudadano  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  puramente  morales. 
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944. — La  cnestíoD  de  la  asistencia,  tal  cual  el  socialismo  la 
propooe,  es  la  cuestión  de  vivir  los  particulares  á  expensas  del 
estado  en  vez  de  subsistir  el  estado  á  costa  de  los  particula- 
jres,  considerando  á  la  sociedad  como  un  ser  ideal,  una  persona 
fantástica  dotada  de  una  existencia  distinta  de  los  individuos  # 
y  aun  opuesta  á  sus  intereses.  Entendido  asi,  el  derecho  ab- 
soluto á  la  asistencia  es  el  derecho  al  salario,  á  una  recom-* 
pensa  proporcionada  á  las  necesidades  verdaderas  ó  facticias 
del  obrero  y  de  su  familia ;  y  como  estas  necesidades  variaa . 
según  los  tiempos ,  los  lugares ,  los  sucesos  y  las  situaciones 
de  la  vida,  es  condición  implícita  que  el  obrero  se  fije  &  sí 
mismo  al  precio  del  trabajo. 

846.— La  obligación  de  dar  alimentos  solo  es  natural  ó 
civil  entre  particulares :  el  estado  no  la  reconoce  sino  como 
un  deber  moral  mientras  puede ,  y  dentro  del  límite  de  sus 
recursos ,  porque  no  hay  contrato  social ,  no  bay  leyes  con- 
vencionales anteriores  á  las  leyes  positivas.  El  derecho  es 
una  cos}  cierta ;  el  poder  incierta  :  el  primero  es  revindi- 
cable;  el  segundo  no:  aquel  nace  de  la  ley;  este  es  hijo  del 
corazón. 

84«.— La  expresión  caridad  legal  significa  la  negación  de 
toda  simpatía  con  la  d*esgracia  y  revela  una  contradicción 
manifiesta,  porque  no  hay  beneficio  cuando  el  socorro  no  es 
espontaneó ,  ni  actos  espontáneos  donde  no  existe  indepen- 
dencia. Convertir  la  obligación  moral  en  obligación  civil, 
reemplazar  el  sentimiento  con  el  deber,  es  amortiguar  el  es- 
píritu religioso  en  el  individuo  cuya  benevolencia  cesa  al  ver 
que  la  ley  declara  el  infortunio  una  carga  de  justicia  para  el 
astado.  La  expresión  caridad  legal  excluye  las  ideas  de  bene- 
ficio y  gratitud,  porque  no  hay  favor  cuando.se  satisface  una 
deuda,  ni  reconocimiento  al  aceptar  un  derecho. 

No  quiere  decir  que  la  sociedad  abandone  al  pobre  des- 
valido: la  administración  no  debe  con  imprudentes  socorros 
eximir  al  individuo  de  tpda  responsabilidad  por  sus  faltas  de 
previsión  y  de  economía ,  dejando  la  virtud  sin  recompensa  y 
sin  castigo  el  vicio;  pero  tampoco  se  opone  al  principio  de  la 
libertad  humana  que  el  estado  acuda  en  auxilio  de  las  des- 
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gr»eiis  íQdifidaales ,  porqae  ta  pretisioa  p&rtieüUr  bo  ei* 
claye  U  previsioQ  coman. 

La  candad  es  el  bákamo  qae  cura  estas  heridas  sociales  y 
mitiga  el  dolor  de  la  miseria^  triste  coodícioQ  de  la  flaca  Aalon 
,  raleza  humana  y  ley  c<ftistaate  de  todas  las  soeiedades;  porqae 
cuando  el  capital  crece  mas  á  prisa  que  la  población  hay  bien- 
estar, y  cuaodo  la  población  adelanta  al  capital  hay  privacio- 
nes y  sufrimiento,  y  asi,  mientras  existan  estos  datos  y  fuere* 
posible  la  perturbación  de  aquel  equilibrio  (que  sucedetá 
siempre),  habrá  pobres  en  la  tierra. 

IMcese  que  la  limosna  hamiHa;  no,  la  caridad  no  degrada: 
laobligaciou  de  socorrer,  si,  quebrantarla  todos  los  Tlncnlos 
de  fraternidad,  porqae  al  practicar  el  bien  no  habría  mérito 
en  el  rico ,  ni  motivo  de  gratitud  para  el  pobce.  No  todo  se 
mauda,  ni  puede  exigirse  todo:  si  la  ley  reusael  apoyo  vo* 
luDtarío  de  la  moral,  la  sociedad  será  tiránica  ó  impia. 

Ningún  plan  para  socorrer  la  pobreza  merece  atención^ 
sino  aquel  qne  conduce  á  los  pobres  al  estado  de  nc^necesi- 
.  tar  socorres,  mnltipltcaodo  los  medios  de  existencia  cou  les 
productos  del  trabajo.  Todos  los  demás  proyectos  fúndanse 
en  el  sistema  de  socorrer  b  miseria  á  costa  de  la  miseria  oms- 
ma^  de  la  miseria  uairersal  llevada  basta  la  destrucción,  pues 
proclamar  falsos  derechos  es  poner  en  evidente  petigro  los 
verdaderos. 

849. -«-Buenas  leyes  económicas  para  precaver  la  mdi- 
gencia,  y  á  donde  estos  recursos  preventivos  no  akaneen, 
las  máximas  del  cristianismo  aplicadas  k  la  política  por  el 
influjo  de  la  ley  y  llevadas  al  seno  de  la  familia  y  al  ooraam 
mismo  del  individao  por  medio  de  la  edacaeton,  lograrás  or- 
ganizar con  mas  acierto  un  sistema  desoeorrod  pttUces,  que 
la  práctica  estéril  y  temeraria  de  toáa  obUgacíon  l^gal.  Los 
gobiernos  han  eonsiderado  siempre  k  benticencia  púUíca 
como  un  deber  social,  annqne  jamás  se  h^a^escrilo  w  los  có- 
digos el  derecho  individual  á  la  as¡s)eacia;  y  si  á  la  caridad 
privada  puede  oponérsele  alguna  tacka,  no  serán  segura*- 
mente  la  dureza,  ni  tampoco  la  avaricia;  sino  al  contrario  su 
celo  excesivo  y  su  liberalidad  indiscreta. 
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s#d.^La  caridad  social  aoes,  en  sqma,  el  der^cbo  de  re- 
querir UD  auxilio,  de  exigir  una  prestación  determinada, 
ejercitando  el  iadividuo  una  acción  contra  el  estado  para  ob<- 
tener  tal  asistencia;  es  un^esperan;(a  legitima  de  alivio ,  uo 
título  de  protección  respetable  á  los  ojos  del  gobierno:  no  ve^ 
mos  en  ella  la  reclamación  de  una  denda^  sino  la  demaada  d^ 
un  beneficio. 

S49,^Por  estst  cau$a  no  puede  ser  cierta  la  oiedida  de 
la  beneficepcia  pública:  siempre  carecerán  sus  actos  deaquQ* 
lia  fijeza  y  exactitud  que  se  descubre  en  todo  deber  rigoro- 
so. Un  vago  espíritu  de  equidad  señala  sus  reglas,  si  no  coa 
una  precisión  absoluta,  guardando  por  lo  menos  algún  grado 
de  correspopdencia  y  analogía  con  la  intensidad  y  la  exten- 
sión de  cada  infortunio,  ia  beneficencia  pública  debe  apoyo 
á  la  ínrancia  abandonada,  enseñanza  á  la  frágil  juventud,  am- 
paro á  la  vejez  desvalida,  y  al  enfermo  pobre  ó  socorros  do- 
mésticos ó  una  hospitalidad  común. 

Sí  tratamos  de  deslindar  las  verdaderas  de  las  falsas  ne« 
cesidades  para  discernir  la  indigencia  real  de  la  facticia;  si 
DOS  proponemos  syustar  la  medida  de  los  socorros  á  lo  grave 
de  la  desdicha,  á  lo  extenso  de  las  privaciones,  á  lo  profun- 
do del  padecimiento;  si  intentamos  fijar  el  tiempo,  el  modo, 
la  forma  de  la  asistencia ,  nuestros  esfuerzos  serán  vanos, 
porque  cuanto  mas  adelantáremos  en  estas  cuestiones « tanto 
mas  se  hallará  nuestra  razón  envuelta  en  las  tinieblas  de  la 
incertidumbre. 

850.-^EI  infortunio  no  es  un  fenómeno  simple,  absoluto, 
comensurable:  hay  dolor  físico,  penas  verdaderas,  males  ima- 
ginarios y  también  amarguras  nacidas  de  la  opinión.  Ia  be- 
neficencia pública  solo  debe  socorrer  el  infortunio  positivo; 
¿mas  cómo  distinguir  el  padecimiento  digno  de  alivio  de  los 
quebrantos,  asi  del  cuerpo  como  del  espíritu,  que  á -la  ad- 
ministración no  es  lícito  remediar?— Yé  ahí  por  qué  la  ao» 
cion  de  la  caridad  social  se|^  siempre  indefinida  en  cuanto  á 
la  clase  y  al  grado  de  asistencia  debida  á  cada  persona «  pues 
siendo  tantas  y  taa  varias  las  desdichas  individuales,  fuera 
loco  empeño  subordinar  enteramente  su  remedio  á  reglas  in* 
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Oexibles  y  Qníformes.  Mas  aunque  la  administración  no  po- 
sea una  medida  común  del  infortunio,  basta  á  su  propósito 
conocer  por  los  signos  exteriores  ciertos  hechos  generales, 
ciertas  necesidades  de  todo  individuo,  y  sobre  esta  base  se- 
gura, aunque  un  tanto  indeterminada,  asienta  la  legislación 
relativa  á  los  socorros  públicos. 

,  951.— La  beneGcencia  pública  es  una  tutela  del  estado^ 
centro  y  apoyo  del  patroüato  individual  en  favor  del  infortu- 
nio', y  realización  del  principio  fundamental  de  la  sociedad 
humana  que  asegura  al  débil  la  protección  del  fuerte.  Precaver 
la  miseria  combatiéndola  en  su  origen,  ijistituir  ó  reformar 
los  establecimientos  piadosos  destinados  á  reprimirla,  y  dic- 
tar leyes  y  reglamentos  administrativos  que  organicen  el  ré- 
gimen de  los  socorros  públicos  de  la  manera  mas  conforme  á 
su  fin  y  al  interés  social,  tal  es  el  triple  objeto  de  la  benefi- 
cencia. 

CAPÍTULO  Xffl.      *      • 

De  los  pobres    wélíúoB, 

852.— Causas  de  la  indigencia.  ciencia  y  de  policía. 

853. — Condiciones  del  socorro  á  857.— Diferencia  entre  la  pobre- 
Ios  pobres  válidos.  za  y  la  vagancia. 

854. — Deben  trabajar  para  el  es-  858#^Antigaa8  leyes  de  pobres, 

tado.  859.— Su  ineficacia. 

855.— Teoría  del  derecho  al  tra>  860.— Su  reforma. 

bajo.  861.— Legislación  vigente. 

856.— Es  solo  un  deber  de  con-  862.— TaUeres  públicos. 
♦                                  __,  * 

96t.— La  indigencia  nace  ^de  varias  cansas^  unas  inter^ 
ñas  y  otras  externas:  las  primeras  son  personales  y  consisten 
en  alguna  enfermedad  del  cuerpo  ó  del  espíritu  que  incapa- 
cita á  quien  la  padece  para  el  trabajo;  las  segundas  son  acci- 
dentes de  la  vida  doméstica,  calamidades  públicas,  vicios  de 
las  leyes  ó  errores  de  la  administración  que  precipitan  á  cier- 
tos individuos  en  un  estado  de  pobreza;  ya  temporal,  ya 
perpetuo:  por  manera  que,  ó  las  faltas  del  hombre,  ó  los  re- 
veses de  la  fortuna  son  las  causas  de  toda  miseria. 
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868.~Las  condiciones  natarales  de  vigor  ó  debilidad  in- 
troducen graves  diferencias  ^n  los  deberes  del  gobierno  para 
con  el  pobre.  Cuando  el  indigente  pide  asistencia  al  estado 
con  el  doble  tftalo  de  la  miseria  y  de  la  enfermedad,  la  admi- 
nistración debe  acadir  en  su  aaxilio,  proporcionándole  socor- 
ros gratuitos  y  desinteresados;  mas  si  el  pobre  válido  recla- 
ma el  mismo  beneficio,  el  socorro  puede  y  debe,  en  bien  de 
la  moral  y  en  nombre  del  interés  común,  ir  acompaQado  de 
una  condición  rigorosa,  el  trabajo. 

8S4I.— El  indigente  válido  tiene  pues  la  obligación  de  tra- 
bajar para  el  estado  que  le  asiste  con  sus  recursos^  mostrán- 
dose agradecido  á  su  bienhechor  y  procurando  serle  lo  me- 
nos oneroso  posible  en  medio  de  su  infortunio.  Si  suponemos 
que  tal  obligación  no  existe,  despojamos  á  los  actos  humanos 
de  su  sanción  natural ,  á  la  previsión  de  su  mérito,  á  la  eco- 
nomfa  de  sus  frutos  y  á  la  perseverancia  del  interés  que  la 
sostiene.  Si  la  recompensa  de  todos  los  desórdenes  de  la  vida 
es  una  existencia  segura  y  cómoda  en  la  ociosidad,  nadie 
querrá  soportar  las  fatigas  del  campo,  ni  someterse  á  las  ta- 
reas fabriles,  ni  adelantaren  su  arte»  ni  ahorrar  para  si  ni 
para  su  familia,  porque  el  estado  garantiza,  aun  al  hombre 
que  llega  á  pobreza  por  su  culpa,  como  término  de  su  des- 
dicha, el  pan  y  el  reposo.  No,  ningún  estado  pudiera  sub- 
sistir un  solo  dia  bajo  una  legislación  que ,  reemplazando  los 
esfuerzos  individuales  con  la  acción  del  gobierno,  hiciese 
promesas  temerarias  y  alimentase  esperanzas  tan  crimina- 
les, como  engañosas. 

8SS.— Supuesto  que  el  indigente  válido  está  sujeto  á  la 
obligación  de  trabajar  para  el  estado  mientras  le  socorre  ¿no 
posee  por  su  parte  un  derecho  equivalente,  el  derecho  al  tra- 
bajo en  circunstancias  extraordinarias»  en  momentos  de  cri- 
sis, cuando  en  virtud  de  ciertas  condiciones  de  fuerza  ma- 
yor, de  ciertos  accidentes  superiores  á  la  previsión  humana, 
el  trabajo  privado  no  puede  aliviar  sus  dolencias? 

El  derecho  absoluto  al  trabajo  es  el  derecho  condicional 
á  la  asistencia;  y  asi,  resuelta  aquella  cuestión ,  esta  se  halla 
también  decidida.  No  obstante ,  haremos  algunas  reflexiones 
Tomo  I.  28 
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acerca  de  este  dogma  del  socialismo,  mas  con  el  propósito  de 
dar  á  conocer  la  teoría,  que  por  el  interés  directo  de  la  cien- 
cia administrativa. 

Si  la  fórmula  socialista  derecho  al  trabajo  significase  so- 
lamente el  derecho  de  trabajar,  el  libre  ejercicio  de  nuestras 
facultades,  ni  encerraba  ninguna  doctrina  nueva,  ni  expre- 
saba ninguna  garantía  que  no  estuviese  comprendida  en  las 
palabras  libertad  y  propiedad,  cuya  consagración  por  la  ley 
es  un  deber  de  rigorosa  justicia;  mas  escitando  la  idea  de  un 
derecho  á  vivir  á  expensas  del  estado  de  quien  se  reclama, 
como  si  fuese  una  deuda,  el  trabajo  durante  los  períodos  de 
perturbación  económica,  otorgar  semejante  derecho  equival- 
dría á  subvertir  el  orden  social. 

Admitir  aquel  derecho  es  asentar  un  principio  absoluto, 
es  reconocer  un  titulo  imperativo  é  imprescriptible  á  favor 
del  individuo  contra  el  estado  para  obtener  la  materia  y  los 
instrumentos  del  trabajo.  Dar  derecho  á  una  cosa  es  conce- 
der  el  derecho  de  exigirla:  garantizar  el  trabajo  es  asegurar 
k  cada  uno  el  empleo  de  su  inteligencia  y  de  sus  brazos;  es 
prometer  el  capital  necesario  para  alimentar  la  industria  na- 
cional y  erigir,  en  fin,  la  dictadura  económica  mas  horrorosa 
é  insoportable,  cuyo  próximo  desenlace  no  puede  ser  si- 
no el  gobierno  absoluto  en  la  política  y  el  comunismo  en  la 
sociedad,  es  decir,  la  unidad  en  vez  de  la  libertad,  el  dere- 
cho colectivo  en  vez  del  individual,  y  la  propiedad  social  en 
lugar  de  la  privada. 

El  derecho  al  trabajo  supone  un  contrato  entre  el  indivi- 
duo y  ia  sociedad,  según  el  cual  debe  el  estado  á  cada  miem- 
bro la  existencia,  sin  que  los  miembros  deban  nada  al  es- 
tado: el  derecho  sin  la  obligación  de  trabajar  y  sin  poder 
coercitivo,  aun  cuando  la  obligación  se  consagrase.  El  in- 
dividuo se  alza  como  tirano  y  la  sociedad  se  postra  como  es- 
clava. 

Si  el  derecho  existe,  debe  recibir  una  aplicación  normal, 
y  el  estado  no  puede  ofrecer  trabajo  mas  allá  de  las  necesida- 
des del  mercado,  ni  sus  gastos  exceder  de  sus  recursos,  ni 
las  rentas  dejar  de  acomodarse  á  las  exigencias  de  la  poUtí- 
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ca.  Sí  el  trabajo  tiene  derecho  á  una  parte  del  impuesto ,  le 
tiene  también  á  toda  la  propiedad. 

Si  se  consigna  este  derecho,  el  estado  debe  ejercer  todas 
las  industrias  para  asegurar  trabajo  k  todos  los  individuos,  á 
cada  uno  según  su  aptitud  y  su  profesión;  y  es  bien  claro 
que  un  trabajo  general  serla  insuGciente,  y  una  multitud  de 
trabajos  especiales  imposible.  El  gobierno  se  arrogaría  el 
monopolio  de  la  producción,  y  el  obrero,  ahora  libre,  per- 
derla su  dignidad  é  independencia  para  convertirse  en  sier- 
vo del  estado. 

96«. — El  deber  social  de  procurar  trabajo  no  puede  con- 
cebirse sino  como  una  condición  de  la  beneficencia  pública 
en  los  momentos  de  crisis;  deber  de  conciencia  y  de  política 
que  han  reconocido  siempre  los  gobiernos  y  le  han  practica- 
do sin  estar  escrito,  y  sin  haberse  siquiera  imaginado  un  de- 
recho individual  correlativo.  Para  cumplirle  con  exactitud 
no  se  necesita  investir  al  individuo  de  una  acción  revindica- 
toria  contra  el  estado,  ni  armar  &  media  sociedad  contra  la 
otra  media,  pues  como  no  hay  mas  fortuna  pública  que  el 
conjunto  de  las  fortunas  particulares,  si  la  ley  impone  al  go- 
bierno el  deber  absoluto  y  rigoroso  de  suministrar  trabajo, 
se  obliga  á  dar  lo  ageno,  y  se  compromete  á  despojar  á  unos 
para  socorrer  á  otros.  Asentado  el  principio,  la  cuestión  de 
justicia  se  convertirá  en  cuestión  de  fuerza. 

Nada  hay  que  conceda  á  los  trabajadores  un  derecho  po- 
sitivo con  respecto  al  estado,  ni  nada  que  autorice  la  sus- 
titución de  la  previsión  común  por  la  previsión  individual, 
ni  que  legitime  el  monopolio  de  la  industria,  ni  llame  el  sis- 
tema reglamentario;  y  nada,  por  último,  pudiera  disculpar 
la  tiranía  que  la  administración  ejerciese  en  el  individuo,  so 
pretesto  de  gobernarle.  La  sociedad  camina  por  sí  misma,  y 
en  su  propia  organización  halla  fuerzas  con  que  combatir  los 
accidentes  pasajeros  y  las  desgracias  parciales.  El  obrero  se 
prepara  en  los  dias  de  bonanza  para  la  tempestad  con  su  pre- 
visión y  economía;  los  particulares  acuden  con  los  dones  de 
la  caridad  al  remedio  de  los  leves  infortunios,  y  cuando  su 
acción  es  ya  insuficiente,  la  administración,  en  vez  de  pro- 
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clamar  una  máxima  sin  verdad  y  sin  valor,  derrama  sobre 
el  pobre  desvalido  todos  los  tesoros  y  todos  los  consuelos  de 
la  beneficencia  pública. 

969. — El  indigente  válido  puede  vivir  en  el  ocio  por  su 
voluntadlo  ser  víctima  de  las  circunstancias.  En  el  pri- 
mer caso,  no  es  considerado  como  pobre,  ni  su  persona  se- 
rá objeto  de  la  beneficencia  pública,  sino  que  la  ley  le  per- 
seguirá como  vago,  entrando  la  acción  administrativa  en  los 
límites  de  la  policía  de  seguridad.  Mas  si  el  hombre  válido 
sufre  los  rigores  de  la  miseria  porque  le  falta  el  trabajo  en 
cuyo  producto  libra  su  existencia  y  la  de  su  familia,  ó  por- 
que el  salario  es  insuficiente  para  atender  á  las  primeras  ne- 
cesidades de  la  vida,  ya  su  infortunio  dimane  de  causas  ge* 
nerales,  ya  provenga  de  otras  mas  ó  menos  individuales,  en- 
tonces tiene  un  título  verdadero  á  los  socorros  del  estado  con 
la  condición  de  someterse  al  trabajo  en  que  la  administra- 
ción hallare  conveniente  ocuparle. 

Esta  diferencia  entre  la  pobreza  y  la  vagancia  no  siem- 
pre ha  sido  reconocida  por  nuestras  leyes  que  han  solido 
confundir  la  mendicidad  voluntaria  y  la  forzosa,  persiguien- 
do á  todo  indigente  válido  como  falso  mendigo.  No  obstante, 
la  administración  debe  hacer  justicia  al  infortunio,  y  dis- 
tinguir el  culpable  del  desdichado.  Verdad  es  que  en  Es- 
paña no  ocurre  con  frecuencia  escasear  el  trabajo ,  porque 
las  crisis  económicas  no  suceden  sino  en  las  naciones  indus- 
triales, y  rara  vez  en  aquellas  cuya  producción  es  casi  ente- 
ramente agrícola;  mas  sin  embargo,  todavía  acontece  que 
en  ciertas  épocas  del  año  el  jornalero  se  halle  sin  empleo  pa- 
ra sus  brazos,  porque  la  estación  interrumpe  las  faenas  del 
campo.  Esta  población  laboriosa,  condenada  á  vivir  en  una 
ociosidad  involuntaria,  no  merece  los  rigores  de  la  ley  ,  sino 
el  amparo  del  gobierno. 

858.— Léense  en  las  leyes  de  Partida  las  siguientes  pala- 
bras: ttEstablescieron  los  sabios  antiguos  que  ficieron  los  de- 
rechos que  tales  como  estos  que  dicen  en  latin  mendicantes  m- 
Itdi,  é  en  lengua  castellana  baldíos,  de  que  non  viene  ningún 
pro  á  la  tierra,  que  non  tan  solamente  fuesen  echados  de  ella, 
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mas  auQ  qae  si,  seyeodo  sanos  de  sus  miembros,  pidiesen  por 
Dios,  que  non  les  den  limosna,  porque  escarmentasen  á  Tacer 
bien,  viviendo  de  su  trabajo»  (1).  T  respondiendo  el  Rey  á 
una  petición  de  las  cortes  ordenó  que  « lodo  ome  ó  muger 
que  fuere  sano  y  tal  que  pueda  afanar,  que  les  apremien  los 
alcaldes  de  las  cibdades,  é  villas,  é  logares  de  nuestros  reg- 
nos  que  afanen  y  vayan  á  trabajar,  y  á  labrar,  ó  vivan  con 
señores  ó  que  aprendan  oficios  en  que  se  mantengan ,  é  que 
non  los  consientan  que  estén  baldíos»  (9). 

Otras  varias  disposiciones  ya  generales,  ya  municipales 
se  han  dictado  por  esta  época,  agravadas  con  penas  severas 
y  aun  crueles,  si  bien  todas  ineficaces,  porque  no  era  política 
acertada,  para  poner  coto  á  la  verdadera  indigencia,  man- 
dar trabajar,  sino  ofrecer  trabajo. 

En  las  cortes  de  1555,  solicitó  el  reino  la  creación  en  to- 
dos los  pueblos  de  un  padre  de  los  pobres^  «ó  una  persona 
diputada  que  tenga  cargo  de  buscarles  en  que  entiendan,  po- 
niendo á  unos  á  oficios,  y  á  otros  dándoles  cada  dia  en  que 
trabajar,  asi  en  obras ,  como  en  otras  cosas  conforme  á 
su  disposición  y  á  la  que  tuviere  tal  ciudad  ó  villa.  Porque 
allende  que  ellos  son  mal  inclinados  á  trabajar,  tienen  muy 
buena  excusa  con  decir  que  nadie  los  querrá  llevar:  y  pro- 
veyéndolos de  esta  manera,  podrán  ser  mantenidos  y  socor- 
ridos.» 

S5».— A  pesar  de  tan  buenos  deseos,  los  abusos  crecie  • 
ron  con  rapidez,  y  la  gravedad  del  mal  hizo  pensar  á  ios  po- 
líticos en  el  medio  de  atajarlos.  El  canónigo  don  Miguel  de 
Giginta  escribió  un  proyecto  para  el  socorro  de  los  verda- 
deros pobres,  encaminado  á  recogerlos  en  hospicios,  el  cual 
fué  tan  bien  acogido  por  el  reino,  que  suplicó  al  Rey  prove- 
yese su  ejecución,  «pues  demás  de  los  abusos  é  inconvenien- 
tes grandes  que  se  obviarán  (decían  los  procuradores),  no  se 
quita  el  objeto  de  la  caridad,  porque  solo  se  reformará  la 
mendicidad,  quedando  en  pié  lo  lícito  y  honesto  con  debida 


(1)  Ley  4,  lít.  xx.  Partida  II. 

(2)  Cortes  de  Burgos  de  1379,  pet.  19. 
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asistencia  d$  los  verdaderamente  pobres ,  sin  usar  de  rigor 
contra  los  que  no  lo  son  (1)». 

8«0.-*Las  leyes,  sin  embargo ,  no  aplicaroa  hasta  muy 
tarde  estos  principios  de  justicia  y  de  baen  gobierno,  y  con- 
tinuaron confundiendo  á  todo  pobre  válido  con  el  hombre  vo- 
luntariamente ocioso,  vagabundo  y  mal  entretenido,  pues 
tai  se  consideraba  el  que  a  vigoroso,  sano  y  robusto  en  edad, 
y  aun  con  lesión  que  no  le  impidiese  ejercer  algún  oficio,  an- 
daba de  puerta  en  puerta  pidiendo  limosna»  (2). 

8«i.— La  legislación  moderna  es  mas  justa  y  roas  ilus* 
trada,  porque  no  reputa  vago  á  todo  mendigo,  sino  sola- 
mente al  que  pudiendo  no  se  dedica  á  ningún  oficio  6  in- 
dustria (3);  y  como  el  legislador  no  distingue  si  el  impe- 
dimento ha  de  ser  personal  ó  común  á  la  clase  obrera,  las 
reglas  de  una  recta  interpretación  nos  conducen  á  estable- 
cer que  nuestra  jurisprudencia  administrativa  excluye  de 
la  nota  de  vagancia,  no  solo  á  los  trabajadores  inválidos, 
sino  también  á  los  válidos  que  no  por  su  culpa  mendigan 
el  pan. 

Confirman  esta  doctrina  varias  providencias  del  gobier- 
no en  las  cuales  se  reconoce  como  una  necesidad  política 
el  proporcionar  trabajos  útiles  á  los  brazos  faltos  de  ocupa- 
ción, á  cuyo  fin  manda  activar  la  construcción  de  todas  las 
obras  públicas ,  para  que  los  jornaleros  y  sus  familias  no  se 
hallen  desprovistos  de  sus  medios  ordinarios  de  subsisten- 
cia (i). 

Por  último,  el  reglamento  general  de  beneficencia  dispo- 
ne que  en  cuanto  sea  posible,  las  casas  de  socorro  propor- 
cionen trabajo  á  aquellas  personas  de  ambos  sexos  que  sien- 
do naturales  de  la  provincia,  no  hallen  en  ciertas  tempora- 
das ocupación  y  carezcan  de  recursos  con  que  vivir,  debien- 
do ser  retribuidas,  no  por  jornal,  sino  por  obra,  arreglan- 


(O    Gdrtes  de  Madrid  de  1578,  pet.  73. 

(2)  Ordenanza  de  vagos  de  1745  ,  (ley  11,  tít.  xvi,  lib.  xii.  Notí- 
sima Recopilación. 

(3)  Ley  de  9  de  mayo  de  1845. 

(4)  Reales  órdenes  do  9  de  jimio  de  1847,  y  12  de  abril  de  1848. 
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dola  segua  la  materia,  naturaleza  y  calidad  del  trabajo  (1 ); 
y  también  establece,  á  propósito  de  socorros  domiciliarios, 
que  cuando  la  necesidad  provenga  de  falta  de  empleo,  las 
juntas  parroquiales  de  beneficencia  procuren  suministrar  ma- 
terias primeras  á  ios  individuos  de  ambos  sexos,  determinan- 
do su  cantidad  y  calidad  según  las  circunstancias  de  los  in- 
teresados, y  adoptando  las  precauciones  necesarias  para  que 
al  devolverlas  elaboradas,  no  se  cometa  la  menor  defrauda- 
ción. T  si  por  ser  muchas  las  personas  necesitadas  hubieren 
de  recurrir  á  la  distribución  de  alguna  sopa  económica,  las 
juntas  descontarán  á  los  socorridos  el  valor  del  alimento  al 
satisfacerles  el  precio  de  su  trabajo  (2). 

8e9. — El  establecimiento  de  talleres  públicos  ó  naciona- 
les como  sistema  de  socorros ,  convertiría  al  gobierno  en 
productor  y  le  erígíria  en  arbitro  de  la  industria,  quedando 
la  sociedad  expuesta  á  todos  los  peligros  que  el  reconocimien- 
to del  derecho  individual  al  trabajo  llevaría  consigo.  Dos  con- 
diciones de  pérdida  implican  la  existencia  de  los  talleres  del 
estado:  enormes  sálanos  y  trabajo  improductivo  ¿Qué  se  hizo 
la  actividad  del  obrero  libre?  ¿qué  su  inteligencia?  ¿qué  su 
perseverancia  infatigable?  Desaparecieron  con  el  estimulo 
del  interés  prívado,  de  aquel  calor  que  sostiene  la  concur- 
rencia. 

Puede  exigirse  al  hombre  que  muera  por  su  patria;  mas 
no  se  le  puede  exigir  que  trabaje  con  tal  grado  de  inteligen- 
cia y  soporte  tal  grado  de  fatiga. 

Los  talleres  públicos  existen  á  expensas  de  los  contribu- 
yentes; y  si  cuando  el  comercio  sufre  ó  el  crédito  declina, 
se  aumentan  los  males  de  la  industria  libre  con  nuevos  sa- 
crificios, toda  producción  muere  y  la  ruina  es  general. 

Si  se  garantiza  al  trabajador  solamente  un  salario  míni- 
mo, un  socorro prop/er  viiam,  la  producción  mas  económi- 
ca del  estado  ahogará  la  producción  libre  mas  costosa;  por 


(1;    ReglamoDto  de  27  de  diciembre  de  1821,  restablecido  en  8  do 
setiembre  de  1836,  arts.  77  y  78. 
(2;    Ibid.  arts.  89  y  90. 
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manera  que,  gane  ó  pierda  el  gobierno » la  industria  nacional 
perece  y  acaba. 

En  suma,  el  sistema  de  socorrer  á  los  obreros  válidos  ins- 
tituyendo talleres  públicos,  entraña  el  ingenioso  pensamien- 
to de  combatir  la  pobreza  de  algunos  con  la  miseria  de  todos. 

CAPÍTULO    XIV. 


He  IwB  pelares  tiiTálidoii. 

ge3.— Personas  inválidas.  864.— Deberes  del  gobierno. 

SUS.— Las  personas  son  inválidas  por  razón  de  su  edad 
ó  de  sus  enfermedades»  según  qpe  los  aüos  ó  los  achaques 
las  incapacitan  para  el  trabajo. 

8«4.— Porque  el  hombre  es  débil  en  ios  primeros  y  en  los 
últimos  días  de  su  vida,  la  infancia  y  la  senectud  del  indigen- 
te están  bajo  la  tutela  especial  del  gobierno;  y  porque  sus 
fuerzas  se  postran  cuando  su  salud  se  quebranta  temporal 
ó  habitualmente,  los  enfermos  y  los  valetudinarios  son  dig- 
nos también  de  los  socorros  del  estado.  Este  es  el  objeto  co- 
mún y  exclusivo  de  los  establecimientos  de  beneficencia,  ya 
sean  públicos,  ya  particulares. 

Articulo  4.**— ¥.%\aV)VM^m\wiiV)ft  yibUwft  ^l  \íVm!^xmxm.. 


865.— Bstablecimientos  páblicos    879.— i 
de  beneficencia. 

866.— Sos  clases. 

sey.^Gasas  de  maternidad. 

868.— Sa  ob][eto. 

869.— Su  régimen  interior. 

870.— Expósitos. 

87 1.— La  administración  los  pro- 
tege. 

872.— Lactancia. 

873,— .Crianza  y  educación. 

874.— Razones  contra  los  asilos    885.—] 
de  la  infancia  desvalida. 

875.— Razones  en  pro. 

87  6. —Consecuencias. 

877.— Inconvenientes  de  los  tor- 


880.—] 

881.— I 

889.-: 

883.- 
884.- 


886.— 


nos. 
878.— Reformas  necesarias. 


887. 
888. 


Expósitos  reclamados  por 
sus  padres. 

Expósitos  prohijados  por 
extraños. 

Gasas  de  huérfanos  j  des- 
amparados. 

Deberes  de  la  administra- 
ción. 

Régimen  interior. 
EducacioB  de  los  huérb- 
nos. 

Razones  en  pro  de  la  edu- 
cación extenor. 
Razones  en  pro  del  opues- 
to. 

-Resumen  de  la  cuestión. 
Reglas  de  la  educación  en 
familia. 
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mun.  903.— Legislación. 
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extranjeros.  de  los  establecimientos  de 

897. — La  admisión  delosenfer-  beneficencia. 

mos  subordinada  á  reglas  909.— Participación  de  los  obis- 

de  prudencia.  pos  en  el  derecho  de  vi- 

898.— Hospitalidad  retribuida.  sita. 

399. — Multiplicación  de  estos  es-  910.— Fondos  de  beneficencia. 

tablecimientos.  91 1  .—Presupuestos  y  cuentas. 

900.— Ancianos  y  valetudinarios.  9 1 2. — Litigios. 
901.— Sistemas  de  asistencia. 


806.— Llámanse  establecímíealos  públicos  de  beneficea- 
cía  aquellos  que  en  todo  ó  eo  parte  se  sostienen  á  expensas 
de  la  nación,  y  también  los  que  han  sido  particulares  en  su 
origen,  pero  cuyo  patronato  llega  á  extinguirse  por  la  su- 
presión del  oficio  al  cual  estaban  vinculados  (i). 

80a.— Distínguense  entre  si  por  razón  del  servicio  que 
prestan »  y  por  la  procedencia  de  sus  fondos. 

Bajo  el  primer  aspecto  son,  ó  casas  de  maternidad  y  de 
expósitos,  ó  casas  de  huérfanos  y  desamparados,  ó  en  fin 
hospitales  y  hospicios. 

809. —  I.  Las  primeras  tienen  un  triple  objeto,  á  saber, 
servir  para  el  refugio  de  las  mujeres  embarazadas  y  paridas, 
ofrecer  un  asilo  á  los  niños  que  nacieren  en  la  casa  de  ma- 
ternidad y  k  los  que  en  la  edad  de  la  lactancia  fueren  expues- 
tos ,  y  recoger  &  los  huérfanos  y  á  los  abandonados  de  sus  pa- 
dres, cuando  ningún  pariente  ni  persona  extraña  los  ampara, 
y  darles  crianza  y  educación. 

808.— El  objeto  de  las  casas  de  maternidad  es  salvar  el 

(1)    Ley  de  20  de  junio.de  1849,  art.  I."" 
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hoQor  de  las  mujeres  que  habieado  concebido  ilegitíiDameQ- 
te,  se  hallen  en  la  necesidad  de  implorar  este  socorro ,  y  evi- 
tar los  infanticidios  que  la  vergüenza  provoca.  No  son  admiti- 
das en  estas  casas  de  refugio  mientras  no  se  hallen  en  el  sép- 
timo mes  de  sq  prefiéz ,  á  menos  que  por  causas  justas  y  gra- 
ves, ajuicio  del  director  del  establecimiento,  deban  serlo  an- 
tes, ó  excepto  sí  pagan  una  pensión  ó  ganan  el  sustento  con 
su  propio  trabajo. 

9«9*— Las  mujeres  acogidas  se  distribuyen  en  dos  depar- 
tamentos según  la  conducta  pública  que  hubieren  observado, 
pues  no  es  justo  confundir  la  fragilidad  de  un  instante  con 
el  libertinaje  de  toda  la  vida,  ni  la  victima  de  un  seductor 
con  la  mujer  del  mundo. 

Es  condición  rigorosa  que  en  tales  establecimientos  se 
guarde  el  mayor  sigilo;  y  por  eso  lodo  empleado  que  con  su 
indiscreción  comprometiese  ó  pudiese  comprometer  el  ho- 
nor de  las  familias,  debe  ser  inmediatamente  despedido.  La 
ley  protege  á  las  refugiadas  hasta  el  punto  de  recusar  como 
prueba  legal  contra  ellas  el  descubrimiento  de  cualquiera 
mujer  en  dichas  casas  (1). 

Cada  provincia  debe  tener  su  casa  de  maternidad ;  pero 
además  de  la  principal,  pueden  establecerse  otras  subalter- 
nas (2). 

890. ^Los  niños  expósitos,  ya  procedan  de  las  salas  de 
maternidad,  ya  fueren  expuestos  ó  entregados  á  mano,  son 
recibidos  en  el  departamento  de  lactancia  y  allf  subsisten  has- 
ta la  edad  de  dos  años,  en  cuya  época  se  les  traslada  al  de 
crianza  y  educación  hasta  completar  los  seis. 

891— La  administración  vela  con  ardiente  solicitud  so- 
bre estas  débiles  criaturas  á  quienes  la  desgracia  priva  de 
los  auxilios  que  reclama  la  infancia  del  hombre  y  la  natura- 
leza confia  al  amor  paternal ,  mandando : 

I.  Que  ninguna  autoridad  ni  particular  detenga,  examine 
ni  moleste  en  manera  alguna,  á  las  personas  que  llevaren 

(1)  Reglamento  de  beneflcencia  de  23  de  enero  de  1S22,  arti- 
cnlos  41  y  sig. 

(2)  Ley  de  20  de  junio,  art.  12. 
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donados:  resta  examiaarla  á  la  laz  de  los  principios  para  for- 
mar nn  juicio  recto  de  nuestras  primeras  instituciones  de  be- 
neficencia. 

994. — Muchos  escritores  han  combatido  la  existencia  de 
los  tornos,  de  las  inclusas ,  y  en  general  de  todos  los  asilos 
de  la  inrancia  desvalida;  y  no  porque  dejen  de  abrigar  senti- 
mientos piadosos  en  su  corazón,  sino  porque  ven  en  estas 
larguezas  de  los  gobiernos  cargas  para  la  sociedad ,  escollos 
para  la  moral  y  peligros  para  los  mismos  socorridos;  de  suer- 
te que  descobren  todos  los  inconvenientes  mas  graves  de  la 
caridad  ciega  é  indiscreta,  de  aquella  caridad  que  mide  los 
beneficios  por  la  compasión. 

Debilitan  los  sentimientos  de  la  naturaleza  (dicen)  y  que- 
brantan los  sagrados  vínculos  de  Tamilia:  protegen  las  rela- 
ciones ilícitas  y  disminuyen  el  interés  de  legitimar  su  fruto 
por  medio  de  un  subsiguiente  matrimonio:  aumentan  el  nú- 
mero de  hijos  ilegítimos  eximiendo  á  sus  padres  de  la  carga 
de  darles  crianza  y  educación:  corrompen  y  envilecen  á  la 
mujer  cuyo  honor  se  pretende  salvar  y  la  precipitan  en  la 
senda  del  libertinaje:  muchos  expósitos  son  hijos  legítimos 
cuyos  padres  hallan  muy  cómodo  sustentarlos  á  expensas  del 
estado,  cuando  tal  vez  no  tienen  derecho  al  pan  de  los  po- 
bres; y  en  suma,  los  estragos  de  la  muerte  en  esta  clase  de 
establecimientos  son  tan  grandes  de  ordinario,  que  hay  mo- 
tivos de  dudar  si  se  han  abierto  para  salvar  su  población ,  ó 
para  perderla  (1). 

895. — Sin  embargo  de  que  estos  escritores  apoyan  su 
opinión  en  razones  de  gran  peso  y  en  datos  estadísticos,  cau- 
sa todavía  mucha  repugnancia  el  creer  que  unas  institucio- 
nes fundadas  por  el  celo  ardiente  de  los  apóstoles  de  la  cari- 
dad (2),  sean  viciosas  hasta  aquel  extremo  y  de  consecuen- 
cias inmorales. 

(i)    Dúchate!,  De  la  charilé  ,  seconde  partió,  chap.  4. 

(2)  Santo  Tomás  de  Villanueva,  obispo  de  Valencia,  coQvirti6 
sn  palacio  episcopal  en  hospicio  en  donde  recogía  los  oiQos  expó- 
sitos de  toda  su  diócesis,  y  los  mandaba  criar  á  sus  expensas.  Esto 
sucedía  á  principios  del  siglo  X:  en  el  XVII  apareció  San  Vicente  de 
Paula. 
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No;  las  costumbres  no  padecen  con  el  establecimiento  de 
estas  casas  de  refugio:  las  madres  menos  delincuentes  son 
las  que  mas  suelen  hacer  el  sacriiicio  de  su  ternura  á  la  con- 
servación de  su  honor.  Suprimid  estos  asilos  y  la  publicidad 
de  la  falta  quebrantará  los  frenos  de  la  vergüenza ,  asi  como 
el  socorro  en  el  misterio  mantiene  el  rigor  de  la  opinión. 
No  porque  la  madre  se  vea  precisada  á  criar  á  su  hijo,  fo- 
menta la  ley  la  existencia  en  familia,  pues  el  espíritu  de  fa- 
milia no  reina  en  las  uniones  ilegitimas,  sino  donde  hay  un 
nudo  conyugal,  y  afectos  que  lo  forman,  y  deberes  que  lo 
estrechan,  y  virtudes  que  lo  eternizan,  y  una  religión  que  lo 
consagra. 

Tampoco  es  exacto  afirmar  que  entibiando  el  deseo  de 
legitimar  la  prole,  alejen  á  los  padres  del  matrimonio  que 
debiera  reparar  sus  faltas  y  mejorar  la  condición  de  sus  hi- 
jos. Donde  no  hay  asilos  semejantes  no  es  mayor  el  número 
de  casamientos;  pero  sí  son  mas  frecuentes  otros  abusos  de 
la  naturaleza  que  las  leyes  condenan  como  inmorales. 

Todavía  es  menos  cierto  que  las  inclusas  esciten  á  la  ex- 
posición y  al  abandono  de  los  niños,  porque  si  la  estadística 
suministra  datos  con  los  cuales  se  prueba  el  aumento  abso- 
luto de  aquellos  casos,  su  número  no  puede  servir  para  fun- 
dar un  cálculo,  mientras  no  se  le  compare  con  el  movimien- 
to progresivo  de  la  población. 

Además  de  incurrir  en  este  error,  los  que  asi  raciocinan 
padecen  otro  muy  esencial.  No  debe  ser  el  número  de  los  ni- 
ños existentes  en  los  asilos  la  base  del  cálculo,  sino  el  de  los 
presentados,  porque  las  mejoras  introducidas  en  estas  casas 
de  refugio,  han  prolongado  la  vida  de  la  infancia  desvalida:  de 
manera  que,  vista  asi  la  cuestión,  el  mal  se  trueca  en  bien. 

Pocos,  bien  pocos  serán  los  hijos  legítimos  cuya  crianza 
y  educación ,  por  el  abandono  de  los  padres,  lleguen  á  conver- 
tirse en  un  gravamen  para  el  estado.  Es  preciso  contar  pri- 
meramente con  los  sentimientos  de  la  naturaleza  como  un 
obstáculo  muy  general  y  muy  poderoso  á  semejante  desvío; 
mas  sí  la  extrema  indigencia  ó  las  costumbres  estragadas 
fueren  causa  de  algún  culpable  abandono ,  á  estos  asilos  pía- 
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dosos  deber&  la  sociedad  la  salvacioa  de  las  víctimas  qae  hu- 
bieran hecho  la  miseria  ó  el  HbertíQaje.  ¿Qué  importa  k  los 
mismos  hijos  legítimos  perder  una  familia  qae  le  habría 
muerto  de  hambre  6  corrompido  con  su  mal  ejemplo?  En  vez 
de  unos  padres  indigentes  al  extremo  ó  libertinos,  encuen- 
tran una  familia  adoptiva  y  una  solícita  tutela  en  la  adminis- 
tración. 

Por  último ,  verdaderamente  es  mayor  la  mortalidad  en 
los  níQos  expósitos  que  en  los  otros  de  su  misma  edad;  pero 
no  á  los  vicios  de  la  institución,  sino  k  las  circunstancias  que 
preceden  ó  acompañan  á  su  nacimiento,  deben  achacarse  los 
estragos  de  la  muerte*  Unos  sufren  ya  en  el  seno  de  sus  ma- 
dres los  esfuerzos  mas  violentos  para  ocultar  su  estado:  otros 
llegan  estenuados-por  la  miseria  y  por  las  horrorosas  priva- 
ciones que  ocasiona:  un  número  mayor,  fruto  del  desenfre- 
no de  las  costumbres,  llevan  desde  la  cuna  el  germen  de  las 
enfermedades  que  enflaquecen  y  extinguen  su  vida:  algunos 
llegan  moribundos  á  las  puertas  de  estas  casas  de  misericor- 
dia, cuyos  cuidados  solo  alcanzan  á  dilatar  el  término  de  su 
breve  existencia  (1). 

89tt.— Tal  es  el  estado  de  la  cuestión:  nosotros  optaría- 
mos, siempre  que  fuere  posible /por  la  crianza  y  educación 
de  los  hijos  así  legítimos ,  como  ilegítimos,  en  el  regazo  de 
sus  madres,  favoreciendo  la  libre  expansión  de  su  inagotable 
ternura  con  socorros  domiciliarios  y  otros  medios  de  proteger 
á  los  padres  indigentes;  mas  si  estos  recursos  no  bastasen,  ja- 
más daríamos  á  la  administración  el  cruel  consejo  de  cerrar  las 
puertas  de  la  caridad  al  niQo  expósito  ó  abandonado.  Cuando 
ios  auxilios  del  estado  interesan  á  la  vida  de  estos  inocentes, 
no  debe  el  gobierno  disputar  con  los  autores  de  sus  dias  acer- 
ca de  los  deberes  de  la  paternidad ,  sino  abrirles  sus  brazos  y 
protegerlos  contra  sus  mismas  familias. 

899.— Mas  fundadas  objeciones  pueden  hacerse  al  sis- 
tema de  admisión  de  los  niños  en  las  inclusas  por  el  medio 


(1)    Gdrando,  De  la  óienfaisance  pu6Ugue^  tome  ii,  seconde  partie, 
libr.  I,  cbap.  6. 
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secreto  de  los  tornos.  Parece  constaate  que  sq  existencia, 
ofreciendo  mayor  facilidad  al  abandono,  aumenta  de  una 
manera  tan  considerable  la  población  infantil,  que  la  admi- 
nistración nada  ó  muy  poco  puede  hacer  en  su  favor,  y  por 
otra  parte  se  ha  observado  que  su  clausura  carece  de  influen- 
cia en  la  suerte  de  los  recien-nacidos,  pues  que  en  los  pue- 
blos donde  se  ha  ensayado  la  supresión,  no  por  eso  fueron  mas 
frecuentes  los  casos  de  infanticidio  ni  los  de  exposición  en 
las  calles  y  caminos  públicos. 

898.— La  reforma  que  mas  aconsejan  la  razón  y  la  expe- 
riencia es  admitir  á  los  niños  bajo  declaración  secreta  á  la 
autoridad  encargada  de  este  delicado  asunto ,  á  fin  de  cono- 
cer la  verdadera  situación  de  las  familias  y  comprometer  á  las 
madres  á  quedarse  con  sus  hijos,  ó  admitirlos  ó  reusarlos  se- 
gún su  conciencia;  de  suerte  que  este  magistrado  deposita- 
rio del  honor  de  tantas  personas,  debe  ser  digno  de  tan  ele- 
vada confianza  por  su  carácter  dulce,  por  su  corazón  sensi- 
ble y  por  sus  pensamientos  generosos. 

Pero  mientras  esta  prudente  reforma  no  se  practique, 
convendria  por  lo  menos  disminuir  el  número  de  los  tornos 
y  alejarlos,  para  oponer  algún  obstáculo  al  abandono  de  los 
recién- nacidos ,  dando  tiempo  á  que  los  afectos  de  familia 
se  desarrollen  en  el  corazón  de  sus  padres  y  triunfe  la  natu- 
raleza. 

899.— Los  niños  expósitos  y  abandonados  pueden  ser  re- 
cogidos por  sus  padres,  si  estos  acreditasen  serlo,  y  sí  por  su 
conducta  no  inspirasen  sospecha  de  que  les  darán  mala  edu- 
cación. En  tal  casOf  antes  de  precederse  á  la  entrega  de  los 
que  hubieren  sido  reclamados ,  tienen  los  padres  la  obliga- 
ción de  resarcir  el  todo  ó  la  parte  que  pudieren  de  los  gastos 
ocasionados  á  la  casa  por  la  crianza  y  educación  de  sus  hi- 
jos, excepto  si  no  pudieren  satisfacer  cosa  alguna,  pues  en- 
tonces se  los  entregan  sin  exigirles  nada. 

880.— También  pueden  ser  prohijados  por  personas  hon- 
radas que  se  hallen  en  estado  de  mantenerlos;  mas  la  admi- 
nistración vela  siempre  sobre  ellos  y  cuida  .de  que  se  les 
guarden  sus  derechos;  y  si  por  cualquier  motivo  conociese 
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que  ia  prohijacioa  no  era  benéfica  al  expósito,  lo  vuelve  & 
tomar  bajo  sa  amparo,  en  uso  del  deber  de  tutela  que  perte- 
nece al  estado. 

Si  algún  niño  prohijado  fuere  reclamado  después  por  sus 
padres  naturales,  lo  recobran  estos,  concertándose  antes  con 
el  prohijante  é  interviniendo  la  administración  en  punto  al 
modo  de  indemnizarle  de  los  gastos  hechos  en  su  crianza  por 
el  padre  adoptivo  (4). 

88t.—  II.  El  instituto  de  las  casas  de  huérfanos  y  des- 
amparados es  acoger  á  los  niños  que  habiendo  sido  abando- 
nados por  sus  padres  ó  quedado  huérfanos,  no  fueren  reco- 
gidos por  pariente  alguno ,  ni  por  persona  extraña  con  el  pro- 
pósito de  cuidar  de  su  crianza  y  educación.  En  estas  nuevas 
casas  de  misericordia  que  la  administración  abre  á  los  pár- 
vulos, se  reciben  los  niños  de  dos  á  seis  años. 

989. — Proteger  al  huérfano  es  un  deber  moral,  político  y 
civil  para  el  estado.  La  adversidad  amenaza  su  vida  y  el  go- 
bierno acude  en  su  auxilio,  no  solo  libertándole  de  los  peli- 
gros de  la  miseria,  sino  también  abriéndole  un  porvenir  á 
cuyo  fin  forma  su  corazón,  ilumina  su  entendimiento  y  des- 
arrolla en  él  todas  las  fuerzas  necesarias  para  obtener  en  la 
edad  adulta  una  situación  independiente.  El  huérfano  espera 
de  la  sociedad  mas  que  un  bienhechor,  le  pide  un  padre;  de 
suerte  que  los  deberes  de  la  administración  para  con  la  hor- 
fandad  son  mucho  mas  graves  y  estrechos  que  los  de  una  tu- 
tela ordinaria.  El  tutor  legal  cuida  de  la  persona  y  de  los  bie- 
nes del  pupilo;  pero  el  huérfano  pobre,  como  nada  posee  en 
este  mundo,  tiene  derecho  para  esperarlo  todo  de  la  socie- 
dad ,  hasta  la  creación  de  su  existencia.  La  tutela  del  estado 
en  tal  caso  se  extiende  hasta  donde  alcanza  la  protección  po- 
sible del  gobierno  ejercida  por  medio  de  sabias  instituciones 
de  beneficencia  pública. 

88S.-«-Debe  haber  en  cada  provincia  un  establecimiento 
de  esta  clase  (2),  dividido  en  dos  departamentos  separados. 


(1)  Reglamento  de  beneficencia,  arla.  63  y  signientes. 

(2)  Ley  de  20  de  janio,  art  9. 
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el  ano  Astinado  á  los  hombres  y  el  otro  á  las  mujeres.  Álli 
reciben  la  primera  enseñanza  y  aprenden  an  artera  oficio  en 
las  fábricas  ó  talleres  de  la  casa,  procurando  la  administra- 
ción que  la  industria  reglamentada  no  haga  una  ruinosa  con- 
cnrrencia  á  la  fabricación  libre. ' 

Si  el  producto  del  trabajo  diario  de  cada  recogido  exce- 
diese de  los  gastos  que  ocasione  al  establecimiento,  se  le 
reserva  el  exceso  y  se  aplica  al  fondo  de  ahorros  que  se  le 
entregan  &  su  salida  (1).. 

Las  casas  de  huérfanos  y  desamparados  no  son  estable- 
cimientos de  corrección,  ni  penales,  ni  tampoco  prisiones 
preventivas,  sino  un  honroso  asilqi  de  la  gente  {menesterosa  é 
impedida ;  por  cuya  razón  nadie  puede  ser  detenido  en  ellas 
mas  tiempo  que  el  necesario  para  su  socorro  (2).  Los  hospi- 
cios nada  tienen  de  coman  con  las  cárceles :  aquellos  son  el 
santuario  de  la  inocencia  y  estas  la  mansión  del  crimen. 
Confundir  su  objeto  y  mezclar  su  población ,  equivale  á  cor- 
romper voluntariamente  la  viitud  poniéndola  en  peligroso 
contacto  con  el  vicio,  y  á  imprimir  en  la  desgraciad  sello  de 
la  ignominia.  Ni  aun  los  hijos  de  los  detenidos  en  las  prisio- 
nes, ni  de  los  sentenciados,  ni  los  vagabundos  deben  reunirse 
á  los  huérfanos  y  desamparados,  por  el  prudente  recelo  de 
que  no  derramen  en  sus  tiernos  corazoneis  el  veneno  de  la 
mala  educación ,  y  les  inspiren  las  costumbres  licenciosas 
propias  de  lá  vida  errante  y  disipada  de  sus  padres  ó  de  ellos 
mismos* 

884.— Según  se  colige  de  lo  expuesto,  nuestra  legislación 
administrativa  no  considera  los  hospicios  como  un  depósito 
momentáneo  de  huérfanos  y  desamparados,  sino  como  un 
asilo  perpetuo,  no  hallando  un  modo  de  vivir  inde|$endiente. 
En  otros  paises  se  prefiere  la  vida  aislada  y  exterior  á  la  edu- 
cación y  al  trabajo  en  común  dentro  del  establecimiento,  li- 
mitándose los  beneficios  de  la  casa  á  colocarlos  con  labrado- 
res ó  artesanos  que  provean»  á  sus  necesidades  y  les  enseñen 
su  oficio. 

(i)    Reglamento  de  beneficencia,  art.  76. 
(2)    Ibid.  art.  79. 
Tomo  L  *  29 
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9Slft.— Recomiendan  el  sistema  de  educar  á  los^imérfa* 
nos  en  el  ^eno  de  las  familias  privadas,  al  decir  de  sos  de- 
fensores, varias  razones,  á  saber:  4  ,^  consideraciones  de  eco- 
nomía, pues  solo  grava  al  estado  en  la  tercera  'parte  de  los 
gastos  que  eropuesto  ocasiona,  lo  cual  permite  al  gobierno 
extender  sos  beneficios  á  mayor  número  de  aquellos  desgra* 
ciados:  2.^  la  facilidad  suma  del  servicio  y  la  extrema ^ncí- 
Hez  de  la  administración,  no  exigiéndose  ni  muchos  emplea- 
dos, ni  grandes  edificios,  ni  extensos  salones  para  los  talle- 
resf  fábricas  y  otras  oficinas  del  establecimiento:  3.^  Ia*sa- 
lud|  de  los  socorridos,  porque  el  régimen  de  un  hospicio  con 
su  vida  sedeigaria,  con  sus  habitaciones  y  trabajos  comunes, 
no  es  tan  salubre  como  el  áfre  puro  de  los  campos  y  los  ejer- 
cicios de  la  vida  agrícola:  4.^  el  porvenir  de  los  huérfanos, 
porque  hacen  mas  progresos  en  el  aprendizaje,  pueden  cul- 
tivar otras  artes  menos  vulgares  y  mas  lucrativas  y  tienen 
mas  fácil  acceso  á  las  profesiones  elevadas  y  distinguidas: 
5.^  y  por  último,  existe  un  interés  moral  en  que  el  huérfano 
guste  de  la  vida  en  familia,  participe  de  sus  sentimientos, 
contraiga  nuevos  lazos  y  se  adquiera  un  apoyo  en  estos  afec- 
tos casi  paternales. 

ss«.— Idas  sin  embargo  de  tan  poderosos  argumentos  es 
preferible  la  asistencia  interior,  pues  no  hay  verdadera  eco- 
nomía, sino  cuando  con  menpres  gastos  se  obtienen  igua- 
les ó  mas  útiles  resultados.  La  sencillez  del  servicio  debe 
juzgarse  de  la  misma  suerte,  y  la  diferencia  entre  uno  y  otro 
régimen  administrativo  no  será  tan  considerable ,  si  se  or- 
ganiza un  sistema  de  protección  y  vigilancia  en  favor  de  los 
huérfanos  tal,  que  lleve  al  hogar  doméstico  los  beneficios  de 
la  tutela  del  estado.  La  salud  y  la  educación  de  los  recogidos 
pudieron  acaso  ó  pueden  todavía  resentirse  de  los  vicios  ó 
de  los  errores  de  la  administración;  pero  estos  males.no  son 
en  manera  alguna  incorregibles,  ni  defectos  inherentes  á  los 
hospicios.  Y  en  fin,  ensalzar  la  ^liz  influencia  que  los  afec- 
tos y  hábitos  de  familia  ejercen  en  el  carácter  privado  y 
en  las  costumbres  de  los  huérfanos,  es  combatir  todo  estable- 
cimiento de  educación  pública  y  común ,  y  es  suponer  tam- 
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bien  ó  que  todas  las  familias  saben  y  pueden  inspirar  esos 
benévolos  sentimientos,  ó  que  la  administración  conoce  aque- 
llas á  quienes  entrega  sus  protegidos  y  que  está  segura  de 
sus  virtudes  domésticas  y  sociales. 

Lejos  de  ser  esté  linage  de  educación  un  mal ,  pruébase 
lo  contrarío  con  el  ejemplo  de  los  padres  que  envian  á  sus 
hijos  á  los  colegios  donde  viven  sujetos  á  un  régimen  unifor- 
me y  á  una  saludable  disciplina:  alU  aprenden  á  distribuir 
su  tiempo  y  arreglar  su  fl*abajo:  allí  contraen  hábitos  de  or- 
den y  de  obediencia,  y  adelantan  escitados  por  un  vivo  senti- 
miento de  emulación,  y  beben  en  las  fuentes  mas  puras  las 
verdades  morales  y  religiosas  que  son  el  mas  firme  cimiento 
de  toda  sociedad. 

989. — En  suma,  esta  controversia  se  dirime  fácilmente 
sefialando  las  miras- verdaderas  de  la  administración  al  adop- 
tar uno  ú  otro  sistema.  Si  el  estado  desea  proveer  á  la  sub- 
sistencia de  los  huérfanos  á  leve  costa  y  ofrecerles  un  asilo  pa- 
sajero, tirando  á  desembarazarse  cuanto  antes  de  los  cuida- 
dos de  una  paternidad  adoptiva,  como  quien  arroja  una  car- 
ga pesada  ó  molesta,  prefiera  el  régimen  de  la  crianza  y  edu- 
cación exteriores.  Mas  si  la  sociedad  quiere  sincerajnente 
cumplir  para  con  estos  desvalidos  deberes  mas  extensos  y 
dispensarles  una  protección  mas  generosa:  si  consulta  el  bien 
de  las  costumbres  y  los  intereses  de  la  industria ,  no  los  en- 
tregará en  las  manos  mercenarias  de  una  familia  pobre,  igno- 
rante y  de  una  moralidad  incompleta  ó  dudosa ,  sino  que  el 
estado  los  prohijará  y  la  administración  les  abrirá  escuelas 
en  donde  reciban  la  enseñanza  moral  y  religiosa  y  aprendan 
las  profesiones  útiles  en  el  curso  de  la  vida. 

Cualquiera  que  sea  el  sistema  preferido  por  la  ley  ó  por 
el  gobierno*,  hay  ciertas  reglas  de  necesaria  observancia ,  sí 
han  de  obtenerse  todas  las  ventajas  y  alejarse  los  mas  graves 
inconvenientes  y  peligros  de  cada  uno. 

988.— Los  huérfanos  colocados  en  familia  deben  encon- 
trar, en  sus  padres  adoptivos ,  no  solo  una  probidad  experi- 
mentada, sino  afectos  íntimos,  lecciones  y  ejemplos  de  moral, 
medios  de  instrucción  y  ef  aprendizaje  del  trabajo:  deben,  á 
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falla  de  otros  bienes ,  hallar  la  salad  del  cuerpo  y  ta  salud 
del  alma  que  son  el  fruto  de  una  buena  educación  industrial 
y  religiosa.  Por  grandes  que  fueren  las  garantías  de  los  pro- 
hijantes, no  se  considere  la  adnoinistracion  exenta  del  cuidado 
de  velar  sobre  los  huérfanos,  haciéndolos  visitarcon  frecuen- 
cia por  inspectores  atentos  á|  dispensarles  los  beneficios  del 
benévolo  patronazgo  de  la  sociedad. 

SSH.^Los  huérfanos  acogidos  en  el  hospicio  y  sujetos  al 
régimen  de  la  comunidad,  deben  recibir  la  educación  mas 
adecuada  á  su  calidad  de  niños  pobres.  La  administración  les 
facilitará  el  acceso  á  las  profesiones  útiles  ,  á  las  artes  y  ofi- 
cios capaces  de  conducirlos  á  una  situación  independiente. 
No  se  les  cierre  la  puerta  á  las  profesiones  liberales ,  pero 
tampoco  se  les  abra  indiscretamente.  Los  estudios  clásicos 
suelen  ser  un  don  funesto  para  las  personas  que  carecen  de 
cierto  grado  de  bienestar  y  de'riqueza,  porque  la  inconside- 
rada afluencia  de  la  juventud  ha  obstruido  las  salidas;  de  suer- 
te que  en  vez  de  ser ,  como  en  otro  tiempo ,  el  camino  de  la 
fortuna,  apenas  sirven  sino  para  infundir  esperanzas  temera- 
rias y  encender  el  fuego  de  mil  ambiciones  vagas  é  inquie- 
tas. Qie  los  huérfanos  no  gusten  ese  fruto  amargo  de  nues- 
tra imperfecta  civilización;  mas  tampoco  se  prohiba  alargar 
la  mano  hacia  él  y  cogerle  al  que  durante  el  curso  de  su  edu- 
cación mostrarse  un  talento  privilegiado  para  las  artes,  para 
las  ciencias  ó  las  letras,  pues  favoreciendo  el  desarrollo  de 
sus  facultades,  no  solo  se  le  guia  por  la  senda  de  su  verdade- 
ra vocación,  sino  que  además  se  presta  un  servicio  impor- 
tante al  estado  (4). 

Sl^O.—  III.  La  hospitalidad  pública  era  desconocida  en 
ios  pueblos  antiguos:  las  costumbres  patriarcales  miraban  es- 
te deber  de  la  sociedad  moderna  como  una  virtud  privada,  y 
las  primitivas  leyes  precavian  la  necesidad  de  la  asistencia 
con  la  institución  de  la  esclavitud  y  la  organización  de  la  fa- 
milia. 

991. —Dos  causas  contribuyeron  á  transformar  la  virtud 

(1)    Gérando,  De  la  óienfaisance  puilique^  II  part. 
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.privada  en  beneficio  público  j  despertaroo  e!  pensamiento  de 
establecer  asilos  para  el  enrermo,  para  el  valetudinario  y  pa- 
*ra  el  anciano  pobres  y  delvalidos. 

La  emancipacioB  del  trabajo  dio  mas  ensanche  á  la  liber- 
tad individual ,  si  bien  este  grado  mayor  de  independencia 
produjo  asimismo  un  aislamiento  mayor  de  afectos  é  intereses 
personales.  Después  que  el  obrero  se  ha  visto  en  la  necesi* 
dad  de  vivir  á  costa  de  su  salario,  trocó  el  techo  paterno  por 
la  fábrica  y  el  taller  y  los  lazos  de  la  sangre  fueron  sustitui- 
dos en  parte  por  los  vínculos  del  trabajo.  El  proletario  bizose 
dueño  de  su  voluntad ,  de  su  tiempo  y  de  sus  brazos ;  mas 
también  único  responsable  de  su  imprevisión  ,  de  sus  erro- 
res, de  sus  faltas  y  hasta  de  los  accidentes  de  la  fortuna. 

8119.— Al  socorro  de  estas  nuevas  necesidades  acudió  el 
Cristianismo  con  remedios  nuevos  sacados  del  fondo  inagota- 
Ue  de  sus  do<^inas.  En  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  no 
nubo  hospitales,  porque  no  hubo  pobres;  y  solo  cuando  la 
caridad  individual  empezó  á  ser  tibia,  han  venido  los  esta- 
blecimientos colectivos  á  colmar  sus  vacíos.  Estos  asilos 
abiertos  al  doble  infortunio  de  la  miseria  y  del  dolor  son  una 
extensa  aplicación  del  principio  de  la  caridad  cristiana,  por- 
que convierten  la  limosna  eventual  y  acaso  indiscreta  en  asis- 
tencia ilustrada  y  cierta. 

8113.— España  no  fue  la  nación  menos  solícita  por  fundar 
y  abrir  estas  casas  de  misericordia  á  los  pobres  inválidos  que 
hallaron  siempre  liberal  protección  en  la  piedad  de  sus  Re- 
yes ,  en  la  caridad  de  los  particulares  y  en  el  celo  de  algu  - 
ñas  congregaciones  religiosas. 

.811^.— El  siglo  XYIU,  ñel  á  su  espíritu  innovador,  pro- 
púsose combatir  la  existencia  de  los  hospitales,  cayendo  la 
institución  en  desgracia  de  algunos  filósofos,  mas  bien  en 
consideración  á  su  origen  y  á  su  carácter  religioso ,  que  por 
razones  sólidas  de  pú})lica  utilidad.  Afortunadamente  preva- 
leció el  buen  sentido,  y  los  hombres  de  gobierno,  distinguien- 
do los  efectos  naturales  de  los  abusos,  se  apegaron  cada  vez 
con  mas  fuerza  á  las  antiguas  ideas  de  humanidad  que  el 
tiempo  y  la  opinión  de  todo  el  mundo  han  consagra4o. 
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89&.— Nuestros  hospitales  públicos  están  destinados  k  la. 
asistencia  de  los  enfermos  que  no  pueden  ser  curados  en  sus 
propias  casas.  Cada  capital  debe  tener  uno  cuando  menos,  y« 
el  gobierno  cuida  de  establecerlos  en  los  oiros  pueblos,  asi  co- 
mo de  6jar  su  número  según  la  (loblacion  y  demás  circnns- 
I  mcías,  oyendo  á  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  pro?iir* 
ciales;  pero  en  ninguna  ciudad  ó  villa  puede  haber  mas  de 
cuatro,  y  los  que  hubiere  han  de  estar  situados,  en  cuanto 
sea  posible,  en  sus  ángulos  ó  extremos.. 

El  hospital  de  convalecencia  es  distinto  del  de  enfermos 
y  deben  estar  separados,  si  obstáculos  insuperables  no  lo  im* 
piden;  mas  la  casa  de  dementes  siempre. 

También  debe  haber  departamentos  ó  salas  distintas  pa- 
ra hombres  y  mujeres ,  niños  y  adultos,  parturientas  y  pari- 
das, enfermos  y  convalecientes,  hasta  donde  el  edificio  lo  per- 
mita, y  habitaciones  reservadas  para  los  enf^os  cuyas  ^ 
tancías  costearen  ellos  mismos  ú  otras  personas  en  su  nombré. 
El  servicio  interior  de  los  hospitales  públicos  está  á  cargo 
de  un  director,  gefe  inmediato  de  todos  los  empleados  de  la 
casaé  inspector  de  sus  actos.  Para  la  asistencia  corporal  hay 
un  número  correspondiente  de  facultativos  y  enfermeros,  y 
para  la  espiritual  la  conveniente  dotación  de  capellanes  ador* 
nados  de  las  circunstancias  necesarias  al  ejercicio  de  su  sa- 
grado ministerio,  sin  menoscabo  de  la  autoridad  y  derechos 
parroquiales  (4). 

9MI.— No  obstante  que  el  mayor  número  de  hospitales 
son  establecimientos  sostenidos  á  expensas  de  las  provincias 
ó  de  los  pueblos  y  destinados  al  uso  de  sus  habitantes,  la  hu- 
manidad aconseja  no  reusar  sus  socorros  al  natural  de  otfo 
pais  ó  estado,  si  los  implora.  El  extranjero  ó  el  peregrino 
hállanse  aislados  en  la  tierra  donde  habitan  y  desprovistos 
por  lo  común  de  los  medios  mas  necesarios  de  asistencia;  por 
cuya  razón,  acogerlos  en  los  asilos  púl^licos  de  beneficencia 
es  cumplir  con  un  deber  reciproco  de  hospitalidad  á  que  al- 
gún día  corresponderán  su  pueblo  ó  su  patria. 

(1)    Reglamento  de  beneficencia,  arts.  104  y  sig. 
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S99.— Mas  DO  sería  un  acto  de  caridad  discreta  y  prudea* 
(e  admitir  sin  distíDcion  á  los  verdaderos  y  á  los  falsos  enfer- 
nios,  á  los  pobres  y  k  los  que  poseen  recursos  para  curarse 
en  su  domicilio.  El  hombre  válido  que  fingiendo  dolores  pre- 
tende sorprender  la  caridad  pública  y  vivir  ocioso  en  el  hosr 
pital,  sea  rechazado  síi»  compasión  de  aquel  asilo;  y  el  invá- 
lido, pero  no  indigente,  sea  gravoso  á  sí  mismo  ó  á  su  fami- 
lia, aates  que  á  la  sociedad  cuya  protección  es  siempre  sub- 
sidiaria, ó  propt$r  tH/am  solamente.  He  abi  porque  estas  ca- 
sas de  refugio  no  deben  ofrecer  otras  comodidades  que  las 
necesarias  k  su  instituto,  pnes  si  en  lugar  de  repeler  cqu  un 
régimen  austero,  atrajesen  con  un  traté  blando  y  agradable, 
la  administración  no  lograría  Jamás  verse  desembarazada  de 
importunos  sin  el  menor  título  á  los  socorros  de  la  beneficen- 
cia pública. 

999.— >La  hospitalidad  retribuida ,  es  decir ,  la  admisión 
de  enfermos  en  los  hospitales  mediante  el  pago  de  una  pen- 
sión en  recompensa  de  los  gastos  y  de  los  coidados  que  al  es^ 
tablecimiento  ocasionan,  es  ventajosa  bajo  el  aspecto  de  la 
economía  y  de  la  salud,  porque  pueden  los  particulares,  me- 
diante un  precio  módico ,  ser  asistidos  con  esmero  y  tra- 
tados por  los  profesores  mas  distinguidos.  Bajo  el  punto  de 
vista  moral,  fomenta  en  laclase  laboriosa  el  espíritu  de  pre* 
Vision  y  el  sentimiento  de  la  dignidad  propia,  y  disminuye  al 
mismo  tiempo  las  cargas  de  los  asilos  hospitalarios  y  les  per'- 
mite  ejercer  una  caridad  mas  amplia  y  liberal. 

^••.^La  multiplicación  de  este  género  de  establecimien- 
tos unas  veces  tiene  por  objeto  satisfacer  las  necesidades  lo- 
cales, otras  clasificar  las  enfermedades  y  otras,  en  fin,  impe- 
dir la  acumulación  de  los  enfermos  en  unas  mismas  habita- 
ciones. En  el  primer  caso  se  disemina  por  varios  pueblos:  en 
el  segundo  se  separan  dentro  de  la  misma  ciudad ,  y  en  el 
tercero  se  dividen  para  reducir  su  servicio. 

•#o.— Los  ancianos  y  los  valetudinarios  son  hombres  in- 
capaces de  valerse  á  fti  mismos  porque  la  debilidad  senil  ó  los 
achaques  crónicos  los  postran  é  incapacitan  para  ganar  su 
pan.  Si  no  son  indigentes  ó  tienen  hijos  ó  deudos  que  velen 
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por  SQ  existencia  ,  la  beoeficencia  pública  les  retira  sos  so  • 
corros;  mas  si  carecen  de  familia,  de  amigos  ó  personas  qae 
les  auxilien  con  los  dones  de  la  caridad,  la  administración  d^ 
be  acogerlos  bajo  su  tutela. 

Verdaderamente  ni  la  ley^  ni  el  gobierno  deben  mostrar- 
se demasiado  fáciles  al  desprenderlos^  de  la  vida  en  familia, 
no  solo  porque  un  anciano  ó  un  enfermo  rara  vez  son  exce- 
sivamente gravosos  en  el  bogar  doméstico,  donde  bay  mil 
ocupaciones  suaves  y  sedentarias  que  confiar  á  sus  débiles  y 
trémulas  manos^  sino  también  porque  su  reunión  en  los  bos- 
pícios,  comunicándose  sus  dolencias,  sus  impresiones  de 
tristeza,  tropezándose^^todos  los  dias  en  el  camino  de  la  tumba 
y  viendo  fallecer  uno  á  uno  sus  compañeros  de  retiro,  con- 
vierten ^qoel  último  asilo  en  una  mansión  dólorosay  una  es- 
pecie de  sepultura  anticipada.  Masa  pesar  de  estos  inconve- 
nientes, el  pobre  inválido,  el  celibatario,  el  viudo  sin  hijos 
ó  el  otro  mas  desgraciado  todavía  que  los  tiene,  si ,  pero  vi- 
ciosos, ingratos,  egoístas  de  quienes  recibe,  en  vez  de  socor- 
ros, mal  trato  ¿qué  puede  hacer ,  sino  implorar  la  caridad 
pública  y  echarse  en  brazos  de  la  sociedad? 

•ot.— Acostúmbrase  en  algunos  pueblos  colocar  á  los 
ancianos  decrépitos  ó  enfermos  incurables  en  casas  de  labra- 
dores como  símele  hacerse  con  los  nifios  expósitos ,  mediante 
una  pensión  que  las  casas  de  beneficencia  satisfacen.  Este  sis- 
tema no  debe  merecer  la  preferencia  de  la  administración, 
sino  cuando  aparezca  muy  en  consonancia  con  las  costum- 
bres dulces  y  los  hábitos  sencillos  de  las  gentes  del  campo. 
Es  preciso  que  haya  un  gran  fondo  de  moralidad  ^n  el  pue- 
blo para  que  la  hospitalidad  don^stíca  sea  benévola  y  afec^ 
tuosa,  y  no  áspera  y  dura;  vicios  propios  de  toda  asistencia 
sostenida  por  la  idea  de  especulación  y  por  el  estímulo  de  un 
sórdido  interés.  La  falta  absoluta  de  simpatías  en  el  bienhe- 
chor hacen  muy  amargo  el  beneficio;  y  he  ahí  la  razón  por 
qué  la  hospitalidad  en  común,  á  pesar  de  todos  sus  inconve- 
nientes, convida  con  un  régimen  físico  y  moral  mas  favora- 
ble al  anciano  y  al  enfermo,  durante  el  breve  período  de  su 
triste  y  penosa  existencia. 
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.^La  demencia  es  una  terrible  enfermedad  qae,  mas 
que  otra  alguna,  inspira  compasión  y  respeto.  Por  espacio  de 
muchos  siglos  la  administración  abandonó  á  los  dementes  á 
su  desgracia;  mas  al  fin  dejóse  oir  la  voz  de  la  humanidad  f 
hoy  tienen  su  parte  en  los  socorros  públicos. 

Las  casas  destinadas  á  los  dementes  proveen  á  tres  clases 
distintas  de  necesidades,  porque  primeramente  cuidan  de  res- 
tablecer la  salud  del  enfermo,  si  su  dolencia  no  es  incurable: 
en  segundo  lugar  ofrecen  un  asilo  al  demente  destituido  de 
recursos  y  falto  de  toda  protección  de  amistad  ó  familia,  y 
en  tercero  defienden  á  la  sociedad  de  los  peligros  á  que  el  aban- 
dono del  hombre  privado  de  razón  la  espondria.  He  ahí  co- 
mo tales  establecimientos  participan  del  carácter  de  hospita- 
les y  casas  de  refugio  y  reclusión. 

•US  —Nuestra  legislación  administrativa  establece  que 
estos^asilos  puedan  ser  comunes  á  dos  ó  mas  provincias,  se* 
gun  su  población,  distancia,  recursos  y  mas  circunstancias, 
y  aun  según  el  número  ordinario  de  enfermos.  Estas  casas 
no  están  precisamente  situadas  en  la  capital,  sino  en  aque-- 
líos  pueblos  que  ajuicio  del  gobierno,  ofrezcan  mas  comodi* 
dades  para  llenar  su  objeto. 

Debe  haber  en  ellas  un  departamento  para  hombres  y 
otro  distinto  para  mujeres,  y  las  estancias  de  los  enfernlos 
estar  separadas,  en  cuanto  fuere  posible,  según  el  diferen- 
te carácter  y  período  de  la  enagenacion  mental. 

Prohiben  las  leyes  el  encieri'o  continuo,  la  aspereza  en 
el  trato ,  los  golpes,  grillos  y  cadenas  que  con  brutal  violen- 
cia han  solido  emplearse  en  estas  casas;  sistema  inhumano,  no 
solo  por  lo  que  tiene  de  cruel  la  pena  y  de  injusta  aplicada  á 
un  infeliz  privado  de  razón,  sino  porque  irrita  y  enfurece  ai 
eftfermo,  exalta  su  iiaaginacion  y  aumenta  el  desorden  de 
sus  facultades  mentales.  £1  trabajo  puede  servirles  como  un 
medio  de  distracción  y  templar  de  consiguiente  sus  arreba- 
tos, y  por  eso  la  ley  recomienda  se  proporcione  á  cada  uno 
el  mas  adecuado  á  su  situación,  según  los  recursos  de  la  casa 
y  el  dictamen  facultativo.    • 

Pueden  los  particulares  establecer  por  si|  cuenta  casas'de 
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dementes,  aunque  la  administración  ejerce  sobre  ellas  so  de- 
recho supremo  de  inspección  y  ?igilancia  á  fin  de  precaver 
cualesquiera  abusos  en  dafio  de  la  salud,  y  poner  á  salvo  de 
todo  peligro  la  libertad  de  las  personas  [i).  Es  esta  una  pre- 
rogativa  del  hombre  demasiado  preciosa  para  exponerse^  á 
perderla  por  un  error  ó  una  combinación  maliciosa;  y  por  eso 
cuida  el  gobierno  de  inquirir  la  realidad  de  la  enagenacíon 
mental,  y  si  el  desorden  existe,  todavía  protege  al  enfermo 
curable  ó  incurable. 

•04. — Según  la  procedencia  de  los  fondos  distfnguense 
los  establecimientos  públicos  de  beneficencia  en  generales, 
provinciales  y  muaicipales.  Et  gobierno  clasifica  todos  los 
del  reino,  teniendo  presentes  la  naturaleza  de  sus  servicios 
y  el  origen  de  sus  recursos;  y  oyendo  previamente  á  las  jun- 
tas  creadas  por  la  ley  para  auxiliar  al  gobierm^  en  la  direc- 
ción de  este  servicio. 

iMlft.— Son  establecimientos  provinciales  por  su  naturale- 
za: 1 .°  jas  casas  de  maternidad  y  de  expósitos,  porque  como 
loa  nifios  no  llevan  la  marca  del  pueblo  de  su  naturaleza ,  y 
aun  cuando  la  llevasen,  no  seria  posible  abandonarlos,  resul- 
taría que  el  pueblo  que  costease  una  inclusa  municipal  baria 
un  servicio  sin  recompensa  á  otro  que  no  la  tuviese  (2); 
S.^  las  de  huérfanos  y  desamparados  (3).  También  deben  con- 
siderarse como  establecimientos  provinciales  de  beneficencia 
las  casas  de  dementes  (4). 

•oe.-^AI  hacer  el  gobierno  esta  clasificación  debe  huir 
de  dos  extremos  ambos  peligrosos  ,  la  centralización  excesi- 
va y  la  excentralizacion  también  demasiada.  Los  estableci- 
mientos de  beneficencia  se  han  fundado  por  el  ioOujo  de  un 
sentimiento  de  amor  local,  de  donde  ha  nacido  la  idea  de  una 
asistencia  mutua;  y  así  es  como  muckos  llevan  hoy  todaVIa 
el  sello  de  cierta  individualidad  que  los  constituía  en  un  es- 
tado de  aislamiento  é  independencia. 

(1)  Reglamento  de  boDeficencia,  arta.  119  y  síg. 

(2)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

(3)  Ley  de  20  de  judío  do  1849. 

(i)    Real  orden  de  1.»  de  abril  de  1846. 
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Todos  los  socorros  qoe  parecieren  la  emanación  directa 
de  aquel  deber  reciproco  de  protección  que  liga  á  los  miem- 
bros de  la  familia  municipal,  deben  ser  á  cargo  de  los  Ayun- 
tamientos, pues  así  como  los  vecinos  son  participes  de  los  bie- 
nes y  aprovechamientos  comunes,  asi  también  viven  sujetos 
k  las  cargas  anejas  á  la  existencia  local. 

Mas  si  la  beneficencia  pública  representa  intereses  gene- 
rales y  provee  á  la  satisfacción  de  otras  necesidades  de  orden 
superior  derivadas  délos  víqcuIos  sociales,  entonces  la  ac- 
ción central  sustituye  á  la  local  y  los  establecimientos  deben 
entrar  en  la  categoría  de  generales  y  sostenerse  é  expensas 
del  estado.  « 

Entre  unos  y  otros  hay  los  provinciales  de  carácter  inter- 
medio, porque  no  participan  ni  de  la  especialidad  de  los  pri- 
meros, ni  de  la  generalidad  de  los  segundos. 

•09.— Es  la  clasificación  de  las  casas  de  misericordia  dis- 
creta aplicación  de  las  leyes  de  beneficencia ,  de  los  princi- 
pios de  equidad  y  de  las  reglas  de  conveniencia  pública,  por- 
que debe  el  gobierno  tomar  en  cuenta  la  necesidad  de  regn- 
larizar  este  servicio  administrativo,  sin  perder  de  vista  que 
la  fuente  de  los  socorros  voluntarios  se  seca  cuando  la  admi- 
nistración propende  á  una  centralización  extrema. 

•OS.^Organizado  el  servicio  de  la  beneficencia  pública, 
tiene  la  administración  todavia  otros  deberes  que  cumplir 
con  respecto  á  los  pobres  inválidos,  á  saber,  la  inspección  de 
los  establecimientos  á  fin  de  asegurarse  si  las  leyes  se  cum- 
plen, si  las  reglas  se  guardan,  si  las  instrucciones  se  obser- 
van y  si  en  suma  los  desvalidos  hallan  en  efecto  la  protec- 
ción que  el  gobierno  les  ofrece.  A  este  fin  hállanse  autoriza- 
dos el  presidente  de  la  Junta  general  de  beneficencia  y  los  ge- 
fes  políticos  para  girar  visitas  por  sí  ó  pof  medio  de  sus  dele- 
gados, sin  que  ningún  establecimiento  público  ó  particular»  ni 
sus  patronos  puedan  oponer  la  menor  dificultad  ni  suscitar  el 
mas  leve  embarazo  al  desempeño  de  su  comisión.  La  autori- 
dad de  inspección  de  estos  representantes  del  gobierno  es 
omnímoda  en  el  acto  de  visita  sobre  cuanto  conduzca  &  exa- 
minar el  estado  de  la  casa,  la  regularidad  de  su  adminístra- 
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cioD  y  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  á  que  por  regla* 
mentó  se  hallan  consagrados  (4]* 

•OH.— Los  obispos  en  desempeño  de  su  ministerio  pasto- 
ral ,  pueden  visitar  los  establecimientos,  de  beneficencia  de 
sus  respectivas  diócesis  y  poner  en  noticia  de  los  gefes  políti- 
cos, de  la  Junta  general  ó  del  gobierno,  las  observaciones  que 
creyeren  útiles  á  los  mismos  y  no  fueren  de  su  propia  com- 
petencia (2):  disposición  digna  de  alabanza,  porque  la  ley  lla- 
ma en  auxilio  de  la  acción  administrativa  á  la  caridad  cristia- 
na representada  en  las  personas  mas  dignas  por  la  bondad  de 
su  corazón  y  por  la  pureza  de  sus  costumbres. 
*  llill.— Constituyen  los  Tondos  de  beneficencia:  I."*  los  bie- 
nes propios  de  los  establecimientos  que  actualmente  poseen 
ó  á  cuya  posesión  tuvieren  derecho:  9>,^  los  que  adquieran  á 
lo  sucesivo  con  arreglo  alas  leyes:  3.^  las  cantidades  que  se 
les  consignen  en  los  presupuestos  generales ,  provinciales  ó 
municipales  (3). 

•tt.— Todos  los  establecimientos  de  esta  clase  deben  for- 
mar sos  presupuestos  y  rendir  anualmente  cuenta  circunstan- 
ciada de  su  respectiva  administración,  cuyos  presupuestos  y 
cuentas  serán  examinadas  y  repasadas  por  la  Junta  general, 
por  las  provinciales  y  municipales  según  la  clase  de  los 
establecimientos ,  dándoles  después  el  curso  correspondien- 
te (4);  es  decir,  sujetándolas  á  las  reglas  comunes  de  la  con- 
tabilidad administrativa,  según  la  naturaleza  de  los  gastos. 

91 9.^Tanto  en  los  negocios  contencíoso-administrativos, 
como  en  los  ordinarios,  bien  sean  actores,  bien  demandados, 
los  establecimientos  de  beneficencia  necesitan  autorización 
para  litigar  (5) ,  y  si  la  obtienen,  litigan  como  pobres  (6);  no 
obstante,  en  casos  ei^traordinarios,  si  la  entidad  del  asunto  lo 
exige,  previa  la  calificación  del  gefe  político,  oyendo  al  Con- 

(1)  Lev  de  20  de  junio,  art.  11«  §.  5. 

(2)  Ibíd.  §.6. 

(3)  Ibíd.;  art.  14. 

(4)  lbid.,art.  11. 

(5)  Véase  lít.  ii,  cap.  iv. 

(6)  Ley  de  20  de  jomo,  art.  17. 
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sejo  provincial,  pueden  elegir  para  su  defensa  ájariscoasal- 
tos  jde  conocida  reputación  y  experiencia  fuera  de  los  letrados 
de  turno  O). 

« 


913.— Establecimieotosparticula-  918.— En  ciertos  casos  pueden 

res  de  beneficencia.  ser  suspensos  y  ann  des- 

914.— Gomo  se   convierten    en  tíruidos. 

pdblicos.  919.— ¿Quién  reemplaza  al  patro- 

915.— Derechos  de  la  adminis-  no  destituido?        , 

tracion  en  los  establecí-  920. — ¿Quién  suple  la  falta  de  pa- 

mientes  particulares.  trono? 

916. — Derecbos  de  sus  patronos.  921.— Establecimiento  cuyo  pa- 

917.— Los  patronos  son  inamo-  tronato  pertenece  al  Real 

▼¡bles.  Patrimonio. 


•13..:— Llámanse  particulares  los  establecimientos  de  be- 
neficencia costeados  con  fondos  propios  donados  ó  legados 
por  personas  piadosas,  si  cumplen  con  el  objeto  de  su  funda- 
ción. Las  corporaciones  autorizadas  por  el  gobierno  para  es- 
te efecto  ó  los  patronos  designados  por  el  fundador  son  los 
encargados  de  dirigirlos  y  administrarlos. 

•14.— Los  establecimientos  particulares  se  convierten  en 
públicos,  si  estando  agregado  el  patronato  á  un  oficio,  que- 
dase este  suprimido  (2). 

•ift.— La  administración  según  bemos  visto,  rige  y  go- 
bierna los  establecimientos  públicos  de  beneficencia,  y  orde- 
na  y  regula  este  servicio;  pero  con  respecto  á  los  particula- 
res ejerce  únicamente  un  derecho  de  suprema  inspección  y 
vigilancia,  es  decir,  tiene  tan  solo  la  intervención  necesaria 
para  que  la  voluntad  M  fundador  sea  cumplida,  porque  es- 
ta voluntad  debe  ser  respetada,  mientras  no  se  oponga  á  la 
moral,  ni  á  la  naturaleza  ni  á  las  leyes  (3). 

•to.— Conforme  á  este  principio  los  derechos  dé  patrono, 

(1 )  Real  orden  de  1 8  de  diciembi'c  de  1848. 

(2)  Ley  de  20  de  junio  de  1849,  art.  I.® 

(3)  Real  drden  de  25  de  marzo  de  1846. 
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ora  estaviere  anejo  el  patronato  á  an  oficio,  ó  corporación,  ora 
fuere  an  cargo  personal,  serán  los  sefialados  en  la  fundación 
ó  los  adquiridos  por  posesión  inmemorial;  mas  si  no  lo  tuvie- 
sen terminante  para  nombrar  en  todo  ó  en  parte  los  emplea- 
dos del  establecimiento ,  la  Junta  general  de  beneficencia 
propone  al  gobierno  los  que  no  pueda  nombrar  el  patrono ,  si 
aquel  Tuese  general:  si  fuese  provincial  ó  municipal  hace  la 
propuesta  la  Junta  correspondiente. 

•19.— Sigúese  del  mismo  principio  que  un  patrono  no 
puede  ser  suspenso  ni  removido  de  su  cargo  por  autoridad 
alguna  sin  causa  probada,  porque  no  es  patrono  por  la  volun- 
tad del  gobierno,  sino  en  virtud  de  un  derecho  propio,  ni  es 
el  patronato  un  empleo,  sino  una  propiedad. 

•18. — Mas  como  la  administración  inspBcciona  Jos  esta- 
blecimientos particulares  de  beneficencia  y  vigila  la  conduc- 
ta de  sus  gefes  y  agentes  subalternos,  siempre  que  advierte 
abusos  ó  descuidos  culpables  cuya  tolerancia  redunda  en  me- 
noscabo del  bien  público  y  se  opone  á  la  voluntad  expresa  ó 
presunta  del  fundador,  tiene  el  derecho  yann  el  deber  de  ata- 
jarlos y  reprimirlos  con  cierta  reserva,  en  esta  forma: 

El  presidente  de  la  Junta  general  de  beneficencia,  median- 
do faltas  graves  y  previa  la  instrucción  de  un  expediente  gu- 
bernativa en  que  será  oido  aquel  cuerpo  >  puede  suspender  á 
los  patronos  de  los  establecimientos  generales.  Los  gefes  po- 
líticos gozan  de  iguales  atribuciones  con  respecto  á  los  pro- 
vinciales y  municipales,  oyendo  al  Consejo  provincial;  pero 
en  ambos  casos  debe  darse  cuenta  inmediata  al  gobierno 
con  remisión  del  expediente  ínstrhido,  para  que  confirme  la 
suspensión  ó  la  modifique  en  los  términos  convenientes  (4). 

El  derecho  de  destitución  pertei^ce  exclusivamente  al 
gobierno ,  quien  no  puede  acordarla  sin  dos  condiciones,  la 
audiencia  del  interesado  y  la  consulta  del  Consejo  Real.  To- 
davía el  patrono  así  destituido  puede  reclamar  ante  los  tri- 
bunales competentes  (2),  es  decir,  ante  el  superior  en  el  ór- 


(1)    Ley  de  SOdejanio,  art.  It. 
(S)    Ibid. 
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den  conteacioso-admisislratifo ,  á  fuer  de  agra¥tado  por  el 
ae(o  de  oq  ministro  eh  aso  de  si  poder  díscrecciooal. 

•!•.— Destitoido  aa  patrono ,  si  sa  cargo  fuere  anejo  á 
un  oficio ,  el  gobierno  npmbra  otro  patroofo  temporal  para 
mientras  el  destitnido  viviere  ó  sirviere  el  oficio  que  lleva 
'  consigo  el  patronato.  Si  el  oficio  fuere  eclesiástico,  el  gobier- 
no nombra  patrono  temporal  á  un  sacerdote  de  categoría  an&* 
loga,  en  cuanto  fuere  posible,  ^  la  del  separado.  Si  el  patro-» 
no  proviene  de  elección  de  alguna  corporación  perpetua,  e»* 
ta  debe  elegir  otro;  y  si  no  lo  hiciere  dentro  de  quince  días 
después  que  le  baya  sido  comunicada  la  destitución ,  lo  hace 
el  gobierno.  Si  el  patronato  es  pecsonal,  recae  en  quien  cor* 
responde  con  arreglo  á  la  fundación,  sin  perjuicio  de  ios  de- 
rechos existentes  ó  eventuales  que  la  misma  hubiere  estable- 
cido (1). 

•90.— Por  úUimo,  si  un  estableeimient*  de  beneficencia  ó 
ona  fundación  cQal()uiera  de  aquellas  en  que  tienen  parte  los 
intereses  públicos  ó  colectivos  se  halla  sin  patrono,  sea  por* 
que  todos  reusasen  el  patronato,  ó  porque  nadie  se  creyese 
con  derecho  para  ejercerlo ,  debe  dicha  áutorídad^nombrar 
por  si  mismo  persona  qne  lo  desempefte,  mientras  un  fallo 
judicial  no  decide  la  cuestión  (% 

•9t.— Los  establecimientos  que  pertenecen  exelnstva- 
mente  al  Patrimonio  Real,  continúan  rigiéndose  por  sos  regla^ 
mentes  particulares (3).  Los  no  voluntarios,'  yasean  discipíi*- 
nares ,  ya  correccionales ,  tampoco  se  comprenden  én  está 
doctrina  (4). 

Articulo  3.* — CiTiCJtc\ou  -^  %uyw%\ou,  a^n^acKcwv  \^  %e^t^at^01^ 

9SS.— El  ntfoiero  de  establee!-  9S3.*-AgregaciOD¡v  se^rregacion 

mieutos  de    beneficencia  de  los  estabfeciioientos  de 

proporcionado  á  las  nece-  beoeflcencia. 

sidades  sociales.  924.— ¿Qdéa  posee  la  facultad 

(1)  Ibid. 

(S)  Real  orden  de  95  de  marzo  de  1846. 

(3)  Ley  de  20  dejanio>  art.  19. 

(4)  Ibid.  art.  SO. 
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de  erotr  6  suprimir  los  particulares? 

püblicos?                       -  926. — Lds  fondos  de  beneflcen- 

925. — ¿Guindo  puede  el  gobier-  cia  no  se  disiraen  por  la 

no  crear  6  suprimir  los  supresión  de  su  destino. 


•M.— La  extensión  de  la  miseria,  ó  las  necesidades  so- 
ciales verdaderas ,  no  facticias ,  deben  seftalar  con  exacli- 
tad  el  número  de  establecimientos  públicos  y  particnlares 
de  beneficencia  contenientes  á  cada  estado.  Si  la  adminisira- 
cíon  tiene  de  menos ,  abandona  al  indigente  á  toda  suerte  de 
prífaciones  y  al  dolor:  si  tiene  de  mas,  fomenta  el  úcio,  cor- 
rompe las  costumbres  y  convierte  la  vagancia  en  una  profe- 
sión protegida  por  el  gobierno. 

•9S.— La  agregación  de  dos  ó  mas  establecimientos  de 
caridad  puede  ser  reclamada,  ó  por  la  conveniencia  de  dismi- 
nuirlos para  que  su  exceso  no  dañe  á  la  sociedad,  ó  por  razo- 
nes de  prudente  economía:  su  segregación  puede  ser  exigida 
por  el  bien  común,  si  aumentándolos  se  pretende  satisfacer 
mejor  las  necesidades  locales,  ó  por  el  interés  de  los  socorri- 
dos, si  la. administración  lleva  las  miras  de  clasificarlos  ó  dis- 
tribuirlos en  varias  casas  ó  habitaciones. 

•94. — Solo  al  gobierno  pertenece  la  facultad  de  crear  ó 
suprimir  establecimientos,  agregar  ó  segregar  sus  rentas  en 
todo  ó  en  parte,  previa  consulta  del  Consejo  Real,  después  de 
haber  deliberado  la  Junta  general  de  beneficencia  respecto  á 
los  establecimientos  generales,  las  Juntas  y  Diputaciones  pro- 
vinciales respecto  á  los  provinciales,  y  las  Juntas  munrcipa» 
les  y  Ayuntamientos  en  cuanto  á  los  municipales. 

•9&.— También  puede  el  gobierno  usar  de  iguales  facul- 
tades en  punto  á  los  establecimientos  particulares  cuyo  obje- 
to haya  caducado  ó  no  pueda  llenarse  cumplidamente  por  la 
disminución  de  sus  rentas;  pero  en  ambos  casos  deben  ser 
oidos  previamente  el  Consejo  Real  y  los  interesados  (4). 

•til.— La  supresión  de  cualquier  establecimiento  de  be- 
neficencia público  ó  particular,  supone  siempre  la  incorpora- 

* 

(!)    Ibid.  art.  II. 
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cioQ  de  SOS  bienes ,  rentas  y  derechos  á  otro  (i) ,  pues  si  el 
patrimonio  de  los  pobres  puede  ser  distribuido  ó  aplicado  de 
esta  ó  aquella  manera,  jamás  debe  cambiar  de  destino.  Nin- 
gún servicio  administrativo  hay  mas  privilegiado  que  lá  be- 
neficencia, porque  asistir  al  indigente  es  satisfacer  uua  deu* 
<)a  sagrada  de  la  sociedad^  dispensarle  un  socorro  propUr 
miam. 

Articulo  4.**--\s'\sU\vt\a  Aom\c\V\OLTm. 

927,— Asistencia  domicfliana.  933.— Debereg  de  las  juntas  mu- 

928. — Razones   en   pro  de  esta  nicipales  de  beneficencia 

clase  do  socorros.  en  punto  á  socorros  en  el 

929.— Sus  inconvenientes  y  pe-  domicilio. 

ligros.  934. — Permiso  para  hacer  cues > 

930.'— Reglas  para  apartarlos.  *         taciones. 

931.— Legislación.  935.— Resumen. 

932 — Hospitalidad  domiciliaria.  * 


•99.— Llevar  los  socorros  de  la  caridad  al  interior  de  las 
familias  es  ejercer  actos  de  beneficencia  preventiva  y  an* 
ticiparse,  por  decirlo  así,  al  infortunio. 

•98. — Los  socorros  domiciliarios  combaten  la  desgracia 
en  el  hogar  doméstico,  añadiendo  á  los  dones  de  la  género- 
sitiad  ios  beneficios  de  la  previsión.  Si  no  alcanzan  á  destruir 
la  miseria  en  su  origen,  por  lo  menos  la  descubren  en  su 
nacimiento,  y  auxilian  al  menesteroso  para  que  triunfe  de  la 
adversidad,  si  su  desventura  tiene  remedio.  No  quebrantan 
los  lazos  de  la  familia,  porque  dejan  al  esposo  en  brazos  de  su 
esposa  y  al  padre  en  medio  de  sus  hijos,  de  suerte  que  á  la 
protección  del  estado ,  se  añaden  los  cuidados  y  los  consi^e- 
los  que  en  vano  se  buscan  sino  entre  los  deudos  y  los  amigos; 
y  como  el  infortunio  no  es  solo  privación  física,  sino  dolor 
mtral,  esta  asistencia  es  mas  útil,  porque  es  también  mas 
tierna  y  benévola  que  la  hospitalaria. 

Razones  de«econonía  recomiendan  asimismo  este  siste- 
ma preventivo  de  socorroi^  públicos.  El  pobre  asistido  en  su 

(1)    Ley  de  20  dé  junio,  art.  16. 
Tomo  L  3U 
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domicilio  no  se  despoja  de  su  ajuar ,  oo  lo  neeesita  todo,  no 
se  ÍDcapacila  de  una  manera  absoluta  para  el  ejercicio  de  su 
profesión ,  ni  se  expone  á  perder  sus  antiguos  hábitos  de  tra^ 
bajot  Por  otra  parte,  nacen  de  aqui  relaciones  intimas  de 
patronato  j  clientela  que  enlatan  estrechamente  á  dos 
clases  del  estado  desiguales  por  razón  de  la  fortuna,  apren- 
diendo  el  rico  á  socorrer  al  pobre,  y  este  4  respetar  af  rico 
por  cuya  mano  recibe  tantos  beneficios. 

Las  desgracias  ocultas»  aquellos  grandes  infortunios  que 
los  ojos  de  la  muchedumbre  no  penetran,  y  que  las  fami- 
lias deploran  en  secreto  por  no  aumentar  su  amargura,  ofre- 
ciendo al  mundo  el  contraste  de  una  prosperidad  anterior  con 
la  adversidad  .presente;  la  miseria,  en  fin,  y  el  dolor  de  los 
pobres  vergonzantes^  reclaman  la  asistencia  domiciliaria,  co- 
mo un  medio  delicado  de  encubrir  los  socorros  de  la  caridad 
con  el  velo  del  misterio. 

Últimamente ,  ninguna  forma  de  la  beneficencia  se  adap- 
ta roas  á  la  cualidad  y  á  la  medida  del  infortunio,  ventaja 
muy  importante,  porque  graduando  los  socorros  economiza 
el  gasto,  y  apropiándolos  aumenta  su  eficacia. 

•99.--Mas  al  organizar  eslje  ram#  del  servicio  público  es 
precisó  huir  de  los  escollos  á  que  una  beneficencia  ciega  y 
compasiva  pudiera  conducimos.  La  administración  debe  pre- 
caver los  abusos  .mas  fáciles  en  la  asistencia  domiciliaría, 
que  en  la  hospitalidad  común.  Alejar  á  los  falsos  pobres  sus- 
tituyendo al  sentimiento  de  una  ciega  compasión  la  inflexi- 
bilidad  de  Ja  justicia:  ajustar  á  la  medida  del  infortunio  la 
extensión  de  los  beneficios:  satisfacer  necesidades  verdade-^ 
ras  y  no  fomentar  vicios,  ni  contribuir  á  perseverar  en  las 
malas  costumbres ,  y  sobre  todo ,  retirarlos  á  tiempo  para  que 
los  pobres  no  consideren  el  socorro  como  un  patrimonio  he- 
reditario en  la  familia,  ni  la  indigencia  degenere  en  un  ofitio 
protegido  por  el  gobierno,  tales  son  las  reglas  principales  de 
la  asistencia  domiciliaria.  *  - 

•SO. —Para  observarlas  con  rigor  es  preciso  que  los  mi- 
nistros de  la  beneficencia  se  armen  de  severidad  y  se  adop- 
ten precauciones  que  sin  humillar  al  pobre  verdadero,  impi- 
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dan  que  et  falso  necesitado  le  robe  el  pan  dé  laearidad,  porr 
qae  nadie  tiene  derecho  á  los  socorros  donticiliarios,  sino 
aqael  que  alega  como  título  una  indigencia  verdadera,  ave- 
riguada y  superior  á  la  voluntad  del  indigente.  Quien  pueda 
trabajar,  ó  viviendo  con  mas  orden,  bastarse  asi  mismo,  de* 
be  bailar  cerradas  las  puertas  de  toda  caridad ,  así  pública 
como  privada,  tanto  doméstica  cuanto  común. 

^  Conocidos  los  verdaderos  pobres,  coaviene  todavía  clasi- 
ficarlos y  auxiliar  á  cadtf  clase  con  la  especie  de  socorros 
análogos  á  su  infortunio,  reuniendo  las  ventajas  de  la  uni- 
formidad y  sencillez  de  las  reglas  generales  con  la  equidad 
respecto  á  los  individuos.  De  esta  manera  se  logrará  dismi- 
nuir repentinamente  el  número  de  las  personas  que  viven  i 
expensas  de  la  limosna,  segiin  ha  sucedido  donde  quiera  que 
se  ha  repartido  con  prudencia  y  perseverancia. 

•SI.— Nuestra  legislación  distingue  la  asistencia  domici- 
liaria en  dos  clases,  la  una  que  tiene  por  objeto  distribuir  á 
los  pobres  medios  útiles  de  combatir  todo  género  de  necesi- 
dades, y  la  otra  cuyo  propósito  es  asistirlos  durante  alguna 
enfermedad:  de  aquí  la  diferencia  entre  los  socorros  y  la  hos- 
pitalidad domiciliaria. 

Solo  tiene  derecho  k  ser  socorrído  en  su  casa  el  vecino 
residente  en  la  parroquia,  de  buenas  costumbres  y  aplicado 
Á  un  oficio  ú  ocu|mcion  conocida.  Las  mujeres  gozan  de  igua^ 
beneficio  bajo  las  mismas  condiciones  y  también  los  extraa* 
jeros  establecidos  en  un  pueblo  con  oficio,  arte  ó  profesión 
útil,  si  se  imposibilitan  para  ganar  su  sustento,  poes  la  ley 
los  hace  partícipes  de  todos  los  socorros  que  la  nación  dis- 
pensa á  los  españoles. 

Si  4a  necesidad  proviene  de  falta  de  trabajo,  debe  la  ad- 
ministración suministrar  materias  primeras  á  los  individuos 
de  am6os  sexos,  determinando  la  cantidad  y  calidad  de  dichas 
materias  conforme  á  las  circunstancias  de  los  interesados,  y 
tomando  las  precauciones  necesarias  para  que  al  devolverlas 
elaboradas  no  se  cometa  la  menor  defraudación.  Si  los  nece- 
sitados fueren  muchos  y  hubiere  que  recurrir  á  la  distribu- 
ción de  una  sopa  económica,  se  descuenta  del  precio  del  tra- 
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bajo  el  yaior  del  alimento;  y  cuando  el  pobre  no  tOTtere ca- 
sa propia,  ni  agena  en  que  albergarse,  ó  cuanda por  otra 
causa  cualquiera  no  pudiese  ser.  socorrido  en  el  pueblo  de.sa 
domicilio,  se  le  expide  pasaporte  y  se  le  suministran  los  auii- 
lios  necesarios  para  llegar  al  establecimiento  de  beneficencia 
á  que  le  destinen  con  prohibición  de  pedir  limosna  durante 
su  viaje.  Tampoco  está  permitido  mendigar  bajo  ningún  tí- 
tulo ni  protesto  en  donde  se  hallen  establecidas  casas  de  so- 
corro, ó  en  donde  se  faciliten  los  iiuxilios  domiciliarios  con 
arreglo  ala  ley  (4 ). 

•S9. — La  hospitalidad  domiciliaria  tiene  por  objeto  asistir 
á  los  enfermos  pobres  en  sus  casas ,  limitándose  la  pábliea  á 
la  curación  de  los  que  carezcan  de  domicilio  en  los  pueblos 
donde  enfermaren ,-  á  los  que  padecieren  enfermedades  syospe- 
chosas  y  á  las  personas  á  quienes  la  ley  excluye  de  toda  par- 
ticipación en  los  socorros.  Las  Juntas  de  beneGcencia  nom- 
bran los  facultativos  necesarios  para  la  asistencia  de  ios  en- 
fermos pobres,  y  cuidan  de  suministrarles  las  medicinas, 
nombrando  uno  ó  mas  vocales  que  bajo  el  titulo  de  enferme- 
ros tengan  este  ramo  á  su  cuidado. 

Corresponde  á  los  enfermeros  tomar  los  correspondientes 
informes,  y  oir  el  parecer  de  los  facultativos  antes  de  sumi- 
nistrar ningún  socorro,  excepto  en  los  casos  de  grave  é  in- 
tninente  peligro  de^rida.  Deben  también  dar  cuenta  exacta 
de  las  cantidades  invertidas  con  este  objeto,  de  los  enfermos 
curados,  de  los  muertos  (^adolecidos  de  nuevo,  y  todas  las 
demás  noticias  que  creyeren  oportuno  comunicar  á  las  Jun- 
tas respectivas.  . 

Los  enfermeros  procuran  ponerse  de  acuerdó  con  las  aso- 
ciaciones  particulares  de  caridad  en  los  pueblos  donde  exis  - 
ten,  para  auxiliarse  recíprocamente  en  el  desempeño  de  sn 
benéfico  míaisterio  (2). 

•88.— Las  Juntas  municipales  de  beneficencia  organizan 
y  fomentan  todo  género  de  socorros  domiciliarios,  muy  par- 

(i)    Reglamento  de  beneficencia,  arts.  Sñ  y  sig.     • 
(2)    Ibid.,arl8.  98ysig. 
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tícularmente  los  socorros  en  especie,  y  determíDaQ  el  Quine- 
ro convejiiente  de  las  suballeroas  de  socorros  domiciliarios 
que  podr&Q  ser  laDtas,  cuaolos  los  barrios  de  la  población. 
Al  frente  de  cada  Jimta  subalterna  de  socorros,  hay  por  lo  co- 
monr  un  eclesiástico  nombrado  por  el  alcalde  á  propuesta'de 
la  Junta  municipal:  los  curas  párrocos  están  por  razón  de  su 
ministerio  á  la  cabeza  de  las  parroquiales  de  beneficencia  do- 
mibiliaria. 

Las  cuentas  de  las  Juntas  parroquiales  comprenden  y.  re- 
funden en  una  las  de  las  Juntas  de  barrio  en  que  se  bailen 
subdivididas.  Estas  cuentas  se  rinden  mensualmente  á  la 
municipal,  y  expresan  el  número  y  la  cantidad  de  auxilios  re- 
cibidos ya  en  efectos,  ya  en  dinero  y  su  distribución. 

•S4.~EI  alcalde  concede  las  licencias  para  hacer*  las 
cuestaciones  públicas  y  domiciliarias  (4). 

9B9^. — En  suma,  todo  el  mérito  y  toda  la  dificultad  de  un 
buen  régimen  de  socorros  domiciliarios  consiste  en  su  con- 
veniencia, en  su  analogía  y  en  su  equilibrio  con  las  necesida- 
des. Esta  apropiación  comprende  tres  condiciones  principa- 
les: la  especialidad  del  socorro,  su  medida  y  su  oportunidad. 

La*  especialidad  es  su  relación  con  el  sexo,  la  edad,  la  sa- 
lud, el  carácter  mismo  de  la  persona  socorrida:  la  medida  es 
la  proporción  entre  el  beneficio  y  el  infortunio,  y  la  oportuni- 
dad es  la  coincidencia  del  mal  y  del  remedio. 

Todo  linage  de  socorros  domiciliarios  se  distingue  por  dos 
caracteres,  á  saber:  su  extensión  variable  y  su  condición  íio 
permanente.  Cuando  la  necesidad  dispiinuye ,  los  socorros 
disminuyen,  y  cesan,  si  la  necesidad  cesa. 

AaTicuLO  5 .  ®  —  ^«'wd^Á^od . 

936.— La  mendicidad  puedo  ser  939.^-Ba8es  de  toda  legislación 
un  delito.  de  mendigos. 

937.— No  siempre  es  un  acto  ill-  940.— Teoría  de  la  libertad  ab- 
cito.  soluta  de  mendigar. 

938.— Policía  déla  mendicidad.  941.— Juicio  de  este  sistema. 

(!)    Ley  de  20  de  junio,  art.  i3. 
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9ét.— Amigaas  leyes  dé  nen-    944.— TraslacioD  de  ios  meodi- 
dicidad.  .  gos  á  los  pueblos  de  sa 

943.— Legislación  moderna,  n  vec¡i\dad  6 naturalexa. 


-El  código  {^ecal  considera  como  oa  delito  el  pedir 
hftbituaimente  4imosiia  sin  la  debida  licencia;  también  oastt-, 
ga  al  mendigo  qne  bajo  nn  motito  ñibo  la  hubiere  ctbtenido, 
ó  si  continnare  mendigando  después  de  haber  cesado  la  i^a- 
sadel  permiso  (4). 

En  efecto,  hay  un  ínierés  de  orden  p&biico  eft  prohibir  á 
todo  hombre  válido  que  implore  de  la  caridad  la  subsisten- 
cia q«e  debe  ganar  4  costa  de  su  trabajo.  Es  una  ley  de  la 
naturaleza  y  de  la  sociedad  comer  el  pan  regado  con  el  su- 
dor del  rostro,  y  quien  la  quebranta  manteniéndose  en  un 
ocio  Yoluntario  y  y¡ye,  como  las  plantas  parásitas,  á  expen- 
sas de  otro  indifiduo ,  es  un  miembro  pernicioso  al  ^estado 
coya  conducta  merece  severa  represión  y  castigo. 

••V.— Mas  si  el  pobre  es  inválido  y  la  administración  le 
niega  lodo  socorro,  al  pedir  limosna  obedece  á  la  ley  supre^ 
ma  de  sa  conservación  sin  causar  la  mas  leve  ofensa  al  esta- 
do, porque  si  la  beneficencia  *ie  derra  sns  pttertas.¿á  donde 
llamará  sino  á  las  de  la  caridad  privada? 

MS. -^Resulta  de  lo  expuesto  que  en  toda  naeioa  bien  or- 
denada no  debe  haber  mendigos,  pues  la  multiplicación  de 
asilos  para  los  pobres,  excluye  la  necesidad  de  la  limosna. 
Infiérese  ignalmente  tuneen  donde  la  caridad  social  no 
llegase  á  tal  grado  de  perfección,  aHí  es  de  rigor  qne  exista 
una  policía  de  mendicidad. 

9S9.— Toda  legislación  acerca  de  mendigos  debe  descan- 
sar en  un  principio ,  á  saber :  que  la  mendicidad  no  se  ejerza 
' sin  licenciado  las  autoridades  administrativas.  El  permiso 
para  implorar  la  piedad  del  público  es  una  garantía  en  favor 
de  la  sociedad  y  del  mendigo:  de  aquella,  porque  la  ley  no 
puede  consentir  que  con  el  manto  de  la  indigencia  y  de  la  in- 
capacidad física,  se  oculten  vicios  horribles,  costumbres  de- 

(I)    Aris.  256  y  257. 
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pravadas  y  tal  vez  se  maquine  cootra  el  estado:  de  este,  por- 
que dístioguieodo  el  verdadero  pobre  del  mendigo  de  profe^ 
sion,  la  caridad  pública  será  mas  liberal  y  sus  dones  se  re- 
partirán entre  un  número  menor  de  necesitadas. 

•4#.— A4gunos  escrítoi^  combaten  el  sistema  anterior  y 
proponen  la  libertad  omnímoda  de  implorar  la  caridad  públi- 
ca, porque,  dicen,  al  pobre  debe  concedérsele  la  libertad  de 
mendigar,  como  al  obrero  la  libertad  de  industria  y  la  li* 
bertad  personal  á  todos  ios  miembros  del  estado.  Suprimir  la 
mendicidad  srn  violar  las  reglas  de  la  justicia  (prosiguen),  es 
destruir  la  parte  mas  degradante  y  afrentosa  de  la  miseria; 
pero  ni  la  prisión,  ni  la  cadena  remedian  la  miseria,  ni  la 
eficacia  dé  todo  el  código  penal  alcanza  para  aliviar  donde 
un  óbolo  de  limosna.  El  infeliz  padre  de  familia  que  carece 
de  pan,  cuyos  recursos  están  agotados  y  cuyas  facultades  se 
niegan  á  todo  trabajo,  no  tiene  otro  medio  de  evitar  la  muer- 
te y  sustentar  á  su  familia,  que  mendigar.  Si  las  leyes  de  po- 
licía se  ejecutan  con  rigor,  castigan  en  él  la  miseria,  el  deli- 
to de  ser  pobre  y  enfermo  y  el  experimentar  en  su  vida  ne- 
c&sidades  comunes  á' todos  los  hombres  (4).. 

•41.— Tales  soa  en  concreto  los  argumentos  en  apoyo  de 
esta  doctrina,  bella  como  toda  teoría  apasionada,  pero  digna 
de  censura  considerada  bajo  el  aspecto  administrativo. 

Al  dictar  una  lejí  de  pobres  debe  el  gobierno  atender  á 
mil  intereses  distintos.  Los  bay  de  política,  económicos ,  de 
érden  público,  morales  y  religiosas.  Todos  deben  pesarse 
con  imparctaüdad ,  si  bien  inclinándose  la  administración  á 
proteger  siempre  el  principio  moral.  Cerrar  los  ojos  á  los  abu- 
sos de  la  mendicidad  y  confundir  el  verdadero  con  el  falso 
pobre,  es  abandonar  la  sociedad  á  esa  lepra  moderna  qoe  la 
consume 4  áesa  enfermedad  lenta  que  la  mina:  estal)lecer 
una  justa  diferencia  entre  el  infortunio  y  el  vicio,  es  dispen- 
sar sd  pobre  ana  protección  legítima,  reducir  la  pobreza,  ha- 
cerla inofensiva,  acreter  el  bienestar  y  mantener  la  paz  pú- 
blica. 

(1)    Véase  Duchatel,  Ih  la  chañlé,  secoade  partie»  cbap.  v. 
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•49.— La  legislacioQ  de  Espafta  ba  sido  en  todos  tiempos 
may  severa  coatra  los  falsos  mendigos.  «Hay  algunos  po- 
bres (dice  don  Alonso  el  Sabio)  qae  por  menester  que  han,  ó 
por  su  trabajo-,  podrían  ganar  de  que  viviesen  ellos,  é  otros,  é 
non  lo  facen,  ante  quieren  andar  por  casas  agenas  gobeni&n- 
dose.  6  á estos  á  tales  por  mayor  derecho  tiene  Santa  Egle- 
sia  de  les  tirar  el  comer,  que  gelo  dar,  pues  que  ellos  dejan 
de  \o  ganar,  podiéndolo  focer,  é  non  quieren,  ante  tienen 
por  mejor  de  lo  facer  por  arlotería»  (4);  y  el  Rey  d«n  Pedro 
mandó  que  «ningonos  ornes  ó  mugeres  que  sean  é  pertenes- 
can  para  labrar  no  anden  baldíos,  nin  pidiendo  nin  mendi- 
gando, mas  que  todos  trabajen,  é  vivan  por  labor  de  sus  ma- 
nos, salvo  aquellos  ó  aquellas.que  ovíeren  tales  enfermeda- 
des, ó  Ifsiones,  ó  tan  gran  vejez,  que  lo  non  puedan  h- 
cer»  (2). 

Apenas  se  han  celebrado  cortes  algunas  en  el  siglo  XVI, 
en  las  epates  no  se  clamase  contra  los  abusos  de  la  mendici- 
dad y  no  se  propusiesen  algunas  providencias  .para  atajarla 
y  reprimirla.  En  las  de  Yalladolid  de  4523  solicitó  el  reino 
que  los  pobres  no  pudieran  pedir  fuera  de  los  lugares  de  %h 
naturaleza,  como  asi  fue  dispuesto,  y  en  las  de  4525  se  pi- 
dió que  aun  en  los  pueblos  de  sus  naturalezas  no  pudiesen 
pordiosear  los  mendigos  por  las  calles,  sin  licencia  de  algu- 
na persona  diputada  por  los  Ayuntamientos  para  cuidar  de 
este  ramo  de  policía.  Tal  fué  con  leves  diferencias  la  doctri- 
na consagrada  en  la  Novísima  Recopilación  y  la  vigente  has- 
ta el  dia,  4;uya  mayor  parte  hállase  confundida  con  las  le- 
yes represivas  de  la  ociosidad  y  de  la  vagancia  (3). 

•4S.— Según  el  derecho  administrativo  mas  reciente,  no 
se  permite  pedir  limosna  bajo  ningún  título  ni  pretesto  en 
los  pueblos  donde  e&istan  casas  de  socorro  ó  se  distribuyan 
auxilios  domiciliarios,  cuidando  las  autoridades  civiles  de 
que  esta  prohibición  sea  guardada.  En  los  restantes  solo  pue- 

• 

Cl)    Lev  40,  Üt.  V,  Part.  I. 

(2)  OraeDamieDto  de  los  meoeslrales  publicado  on  1351.  Véase 
\di  Bidlioleca  económico-poUtica  de  Sempcre  y  Guarióos,  lom,  1.** 

(3)  Véanse  los  udmeros  675  y  8tg. 
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de  |)edir  Ihnosna  qoien  tuviere  Kcencia  por  escrito  de  ta  aa- 
toridad  local ,  después  de  informarse  del  estado  de  pobreza  y 
de  sos  motivos  (1)- 

Los  gefes  políticos  disponen  la  traslación  de  ios  mendi- 
gos á  los  pueblos  de  su  domicilio  ó  naturaleza,  cuyas  autori- 
dades, previos  los  informes  convenieates  para  colaocer  las 
verdaderas  necesidades  de  cada  uñó,  les  prestan  los  socorros 
oportunos  {2). 

•44. — Trasladar,  dice  M.  Duchatel,  no  es  destruir.  Dis- 
poner una  batida  contra  la  miseria  es  acosarla  por  un  lado 
para  que  se  refugie  en  otro  en  donde  tiene  necesidad  de  igual 
asistencia.  Los  mendigos  no  acuden  sino  á  los  parages  mas 
favorecidos  por  fa  abundancia  del  trabajo  6  por  una  caridad 
mas  ardiente:  expulsarlos  k  viva  fuerza  equivale  á  despojar- 
los del  derecho  común  de  los  ciudadanos,  alejando  al  obrero 
del  trabajo  y  al  pobre  de  la  bene6ceucia  (3). 

Aceptado  el  principio  de  la  libertad  de  mendigar,  esta 
doctrina  es  su  forzosa  con'secuencia;  así  como  reconocida  fa 
necesidad  de  una  policía  especial  para  los  pordioseros,  tam- 
bién se  deriva  la  regla  común  de  Su  trasracíon  á  los  pueblos 
de  su  origen  6  vecindad.  Allí  pueden  ser  perfectamente  dis- 
tinguidos el  verdadero  pobre  y  el  mendigo  de  oficio,  castiga- 
do éste  y  socorrido  aquel  *en  proporción  de  sus  necesida- 
des. 

La  ley,  sin  embargo,  no  prevé  un  casomay  posible  en  el 
cnal  debiera  hacer  una  excepdibn  terminante ,  á  sater,  cuan- 
do el  número  de  pobres  de  un  distrito  municipal  fuere  tan 
considerable,  que  el  socorrerlos  se  convirtiese  én  carga  muy 
pesada  para  los  vecinos.  Entonces  no  sería  equitativo  que 
ellossolos  soportasen  el  grav&men ,  antes  los  principios  de  la 
justicia  y  las  reglas  de  la  conveniencia  pública  demandan  que 
acudan  en  auxilio  del  ayuntamiento,  la  provincia  ó  el  estado, 
según  lo  grave  del  mal  y  lo  difieil  del  remedio. 


(i)    Reglamento  de  beneficencia,  arts.  04  y  96. 

(S)    Ibid.  art.  95. 

(3)    De  la  diarité,  seconde  partie^  chap.  v. 
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CAPITULO  XV. 


De  la  edaeaelon. 


945.~PecfeccioQ  de  las  perso- 
nas. 

946.— EducacioB. 

947.— Sus  caracteres. 

948.— Deba  fundarse  en  el  espí- 
ritu religioso. 

949.— La  Té,  cimiento  de  la  so- 
ciedad. 

950.— El  Efangelio,  la  mejor 
base  de  la  edacacíon. 

951.— Debe  ser  análoga  á  la 
constitución. 

952. — Debe  ser  uniforme. 

95.1. — Debe  ser  profesional. 

954. — Autoridades  .compptentes 


para  dirigir  la  educación 

del  pnebR). 

EdacBcioa  piibtica. 

privada. 

religiosa. 

*IntervendoD  déla  iglesia 

V  del  estado. 
959. — Díñcultades  en  la  aplica- 
ción. 
966.*-*Keceaidad  de  que  el  clero 

9ea  ilustrado. 

AuloriJad  paterna. 

Derecbos  de  la  sociedad 

doméstica. 


955. 
956. 
957. 
958. 


961. 
968. 


.—La  sociedad  do  saüslace  su  deuda  procurando  so- 
lamente la  coBservacíoa  de  las  persooas,  pues  quédaale  to- 
darla  grandes  deberes  que  cumplir  en  cuanto  á  su  perfección- 
Por  ley  constante  de  la  naturaleza  |el  hombre  es  perfectible 
hasta  un  grado  incierto  de  bondad;  y  h&cta  este  porvenir  os- 
curo caortna  sin  descanso  impelido  por  las  oleadas  de  las  ge- 
neraciones que  se  suceden  y  reemplazan  en  el  dilatado  espacio 
de  ios  siglos.  La  aptitud  de  nuestras  facultades  para  toda  me- 
jora y  el  deseo  innato,  ardiente,  eterno  de  aspirar  al  bien  ab- 
soluto, oos  revelan  que  la  perfección  es  una  coadicion  de 
nuestra  existeupia  individual,  y  el  progreso  una  ley  de  nues- 
tra eiisteucia  colectiva. 

Mas  la  sociedad  no  progresa  si  los  individuos  no  se  per^ 
feccionan,  porque  en  el  estado  reflejan,  como  en  un  espejo  fiel, 
las  virtudes  y  los  vicios  de  sus  miembros.  Si  la  administra- 
ción, pues,  pretende  formar  al  ciudadano,  debe  empezar  for- 
mando al  hombre,  y  á  éste  tomarle  de  brazos  de  la  naturale- 
za, cuando  su  alma,  virgen  todavía,  cede  dócilmente  á  toda 
ensefianza.  La  niñez  y  la  primera  juventud  son  las  edades 
mas  perfectibles,  y  estos  breves  periodos  de  la  vida  las  épo- 
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cas  favorables  para  ¡afluir  en  aaestro  corazón  y  ea  nuestro 
euteadímiento  por  medio  de  ia  educacioo  dopiéstioa  ó  sociaL 

•4e.— Educación  es  el  conjuntó  de  aquellas  influencias 
que  desarrollan  en  la  criatura  los  dones  del  Criador,  que 
dan  al  hombre  todo  el  valor  posible  en  su  naturaleza,  y  que 
contribuyendo  á  su  perfección  durante  el  curso  de  la  vida, 
le  disponen  al  exacto  cumplimiento  de  sus  deberes  morales 
y  politices.  Este  aprendizaje  de  I9  vida  es  objeto  de  Tu- 
mensa  importancia  á  los  ojos  del  individuo  y  del  gobierno, 
y  asunto  igualmente  propio  de  la  filosofía  y  de  la  adminis- 
tración. Interesa  á  la  fé  religiosa,  á  la  constitución  del  esta- 
do, á  la  suerte  futura  de  las  clases  superiores  é  inferiores,  á 
las  relaciones  complejas  de  los  poder/^  espiritual  y  temporal, 
y  en  suma ,  nada  grave  y  trascendental  sucede  en  la  región 
de  las  ideas  ó  en  el  mundo  de  los  hechos,  que  no  sea  deter* 
minado  ó  no  pueda  ser  moderado  ó  combatido  por  el  influjo 
casi  omnipotente  de  la  educación  popular. 

•49.— Para  que  la  educación  social  adquiera  esa  fuerza 
jiganie  que  detiene  al  mundo  en  su  carrera,  ó  cambie  el 
rumbo  de  la  opinión  en  pro  de  la  humanidad,  necesita  subor- 
dinarse á  las  máximas  siguientes: 

•49.—  I.  Que  se  funde  en  el  Cristianismo.— La  educ^* 
cion  no  será  perfecta,  mientras  no  desarrolle  un  principio 
moral  que  conduzca  á  la  práctica  de  los  deberes  del  hombre 
y  del  ciudadaifo  por  amor  a(  bien,  por  precepto  de  concien- 
cia. Ni  el  frío  cálculo,  ni  la  razón  pura^  ni  el  convencimien- 
to de  la  necesidad  son  sólidos  fundamentos  de  la  moral  pú*" 
blica  ó  privada;  es  preciso  alimentar  el  fuego  sagt-ado  de  la 
revelación  divina,  avivar  la  llama  de  la  fé  religiosa  y  des- 
pertar aquel  entusiasmo  con  que  obrafOn  prodigios  nuestros 
mayores. 

•M.— Sin  fé  no  hay  sociedad,  porque  sin  un  símbolo  co- 
mún de  creencia»  religiosas,  morales  y  políticas  tampoco 
hay  unidad  posible.  Los  pueblos  en  tanto  existen  eb  cuanto 
los  hombres  abrigan  los  mismos  pensamientos  y  ceáeñ  á  los 
mismos  deseos  en  una  multitud  de  puntos  y  de  casos  que 
afectan  á  la  vida  intima  de  las  naciones.  Los  vínculos  sociales 
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son  roas' fuertes  alK  en  doode  las  ideas  camiaaa  fnas  unifor- 
mes,  donde  la  opinión  es  mas  convergente,  donde  en  fío 
reina  un  verdadero  espíritu  público. 

•6#. — Si  no  tuviésemos  altas  pruebas  del  origen  divino 
de  nuestra  religión;  si  no  fuese  preferible  la  moral  del  Evan- 
gelio á  la  moral  de  todas  las  sectas  y  de  todas  las  escuelas 
fílosóGcas,  todavía  debiéramos  aceptar  la  fé  cristiana  como 
base  de  la  educación  d^l  pueblo :  primeramente  porque  en 
líspaña,  mas  que  en  Europa,  quien  dice  religión,  dice  Cris- 
tianismo; y  en  segundo  lugar,  porque  ningún  principio  sino 
el  cristiano  realiza  la  unidad  de  los  bombees  en  Dios,  de 
los  pueblos  en  el  espacio,  de  las  generaciones  en  el  tiempo, 
de  las  almas  en  la  eternidad. 

Educados  los  pueblos  en  la  fé  cristiana,  el  amor  del  padre 
hacia  el  hijo,  la  obediencia  á  las  leyes,  el  sacrificio  por  la 
patria  llevan  el  sello  de  la  sanción  religiosa,  sin  el  cual  toda 
abnegación  personal  es  vanidad  ó  cálculo,  y  no  el  cumpli- 
miento de  un  santo  deber  que  revela  la  virtud  sólida  del  hé- 
roe y  del  mártir.  Educados  en  la  fé  cristiana,  bien  podrán  los 
pueblos  sustituir  un  principio  político  con  otro;  pero  el  eje 
moral  será  eterno,  inmutable,  y  jamás  se  verán  los  gobier*- 
nos  aislados  en  medio  del  movimiento  universal,  fija  la  vista 
en  lo  qne  fué  apoyáhdose  obstinadamente  en  creencias  muer- 
tas y  al  fin  sepultados  bajo  las  ruinas  de  lo  pasado. 

En  medio  de  las  revueltas  y  trastornos  qué  hoy  conmue- 
ven las  entrañas  de  la  Europa  agitada  por  la  insurrección  de 
las  ideas  y  por  la  lucha  de  los  intereses,  sabrá  resistir  mejor 
á  la  tormenta  aquella  nación  en  donde  la  fé  religiosa  fuere 
mas  ardiente,  y  se  conservare  mas  unánime  el  dogma. 

Objétase  que  el  Cristianismo  recomendando  la  pobreza 
voluntaria,  las  privaciones,  la  vida  contemplativa,  y  no  vien- 
do en  el  dolor  sino  una  prueba ,  ni  en  el  mundo  sino  una 
breve  peregrinación  cuyo  término  es  la  eternidad,  no  cua- 
dra á  la  época  presente  en  que  la  actividad  incesante  es  el  ca- 
rácter distintivo  de  la  sociedad.  Has  el  Cristianismo  así  como 
se  ajusta  á  todas  las  edades  y  condiciones  del  individuo,  asi 
también  se  acomoda  á  todas  las  situacionei^  de  los  pueblos 
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cambistndó,  seguo  las  circuaslancías,  no  el  fondo,  sino  la 
forma  y  el  lenguaje  de  la  easeA^nza. 

No  es  la  iodusiria  quien  resolverá  esos  cándenles  proble- 
mas que  ponen  en  combustión  á  las  naciones  fabricantes  y 
dividen  la  población  en  opresores  y  oprimidos;  tampoco  la 
ciencia  con  su  pálida  antorcha  que  ilumina  sin  fecundizar; 
menos  la  fuerza,  porque  falta  una  idea  que  legitime  su  im> 
perio  y  consagre  su  dominación;  es  el  principio  cristiano  ino- 
culado en  la  sociedad  por  medio  de  una  educación  religiosa 
quien  puede  precaver  las  grandes  crisis  sociales  ó  darles  so- 
lución conveniente  inspirando  á  los  ricos  la  beneGcencia  y 
el  sacriKcio«  á  los  pobres  la  resignación  y  la  esperanza,  y  á 
todos  el  amor  á  su  semejante  y  el  respeto  á'  la  propiedad. 

La  educación  moral  fortalecida  con  el  espiritu  religioso 
es,  por  tanto,  la  primera  necesidad  de  los  pueblos.  Cualquie- 
ra otra  educación  moral  ó  intelectual  que  no  tenga  raices 
tan  hondas,  lejos  de  producir  ningún  beneficio  sólido,  esta-» 
rá  cercada  de  graves  peligros.  La  verdadera  felicidad  de  los 
pueblos,  como  la  dicha  de  los  individuos,  descansa  en  una 
moralidad  rígida,  en  el  imperio  de  sí  mismo,  en  la  humanidad 
y  moderación,  en  el  cumplimiento  espontáneo  de  todos  núes- 
tros  deberes  de  hombre  y  de  ciudadano,  sentimientos  de  be- 
nevolencia que'solo  el  Cristianismo  sabe  escitar. 

•61.—  n.  Que  sea  análoga  á  la  constitución  def  estado.— 
No  son  las  buenas  leyes  el  fundamento  de  la  constituQion 
de  un  estado,  sino  las  costumbres  del  pueblo  favorables  á  la 
organización  política.existente,  propagadas  y  corregidas  por 
medio  de  qn  sistema  conveniente  de  educación.  Un  gobierno 
que  se  transforma,  en  tanto  tiene  condiciones  de  vida,  en 
cuanto  los  pueblos  están  educados  de  una  manera  análoga  á 
los  nuevos  principios  constitucionales.  Si  la  juventud  llamada 
al  ejercicio  de  los  derechos  políticos  y  á  la  práctica  de  los  de- 
beres del  ciudadano  ni  estima  los  unos,  ni  conoce  los  otros, 
la  constitución  del  estado,  en  vez  de  consolidarse  y  conver- 
tirse en  ley  perpetua ,  cederá  al  primer  esfuerzo  de  sus  ene- 
migos ,  ó  caerá  en  menosprecio  violada  á  cada  paso  por  los 
poderes  que  mas  debieran  respetarla. 


Digitized  by 


Google 


478  DBHICHO  ABUUffSTBATlTO  BSPAROU 

Ají  como  los  gobiernos  absolotos  se  amparan  de  la  igno- 
rancia, los  gobiernos  libres  se  apoyan  en  la  instraccion.  Otor- 
gados á  un  paeblo  derechos  potíttcos,  ya  es  necesario  ense- 
narle á  ponerlos  en  ejercicio,  so  pena  de  abandonarle  á  los 
excesos  de  la  anarquía:  insiroirle  es  gobernarle. 

La  igualdad  civil  y  la  elección  son  dos  semillas  de  qoe 
nacen  el  bien  ó  el  mal,  según  que  el  gobierno  las  cultive.*  Un 
sistema  de  educación  general  y  adecuada  á  las  leyes  funda- 
mentales de  la  nación,  regenera  el  espíritu  público,  distin- 
gue la  igualdad  civil  de  la  social,  establece  la  gerarquía  de 
las  inteligencias  y  da  por  resultado  la  aptitud  de  cada  ciuda- 
dano para  la  categoría  á  que' la  constitución  le  llama. 

La  educación  del  pueblo  es  la  mejor  barrera  á  la  invasión 
creciente  de  la  centralización  administrativa,  porque  mien- 
tras no  llegue  cierto  grado  de  inteligencia  á  ser  patrimonio 
común  de  los  ciudadanos,  no  se  otorgarán  sus  justas  liberta- 
des á  los  Ayuntamientos,  ya  porque  seria  imprudente  conGar 
á  manos  inexpertas  la  dirección  de  los  intereses  locales,  y  ya 
porque  fuera  peligroso  depositar  aquel  poder  en  tales  perso- 
nas que,  haciendo  inconsiderado  alarde  de  su  ánimo  hostil 
al  gobierno,  convirtiesen  su  autoridad  en  arma  de  oposición 
y  la  empleasen  en  destruir  la  unidad  política  del  estado. 

•5t.—  IIL  Que  sea  uniforme.— Una  educación  asentada 
sobre  un  plan  uniforme  de  enseñanza  promueve-  la  identidad 
de. ideas  y  costumbres  sin  la  cual  no  hay  concordia  en  los 
ánimos,  fomenta  el  amor  á  la  patria  y  contribuye  áformar  el 
carácter  nacional,  esa  fisonomía  moral  que  distingue  á  cada 
nación  de  las  demás  del¡mundo,  y  al  mismo  tiempq  distribuye 
equitativamente  los  beneficios  de  la  instrucción  entre  todas 
las  clases  del  pueblo,  porque  la  educación  no  es  un  privilegio 
de  nacimiento  ó  un  favor  de  la  fortuna,  sino  deuda  sagrada 
de  la  sociedad  que  el  gobierno  satisface  con  mas  empeño  á 
las  personas  que  por  falta  de  riquezas  no  pueden  proporcio' 
nar  la  conveniente  enseñanza  á  sus  pobres  familias. 

•ftS.—  IV.  Que  sea  profesional.— No  solo  debe  la  edu- 
cación estar  en  perfecta  armonía  con  las  necesidades  comu- 
nes de  la  humanidad  y  con  las  generales  de  la  nación,  sino 
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también  ser  relativa  á  la  condición  especial  de  cada  índtri- 
duo  en  el  estado  y  á  sa  vocación  particular. 

Esta  máxima  limita  la  aplicación  de  la  anterior  desechan- 
do el  principio  de  la  uniformidad  absoluta  que  conduciría  al 
exceso  de  capacidades,  á  la  confluencia  de  ambiciones  peli- 
grosas y  al  trastorno  del  orden  social.  La  educación,  lejos  de 
extraviar,  debe  dirigjr  las  vocaciones  por  el'buen  camino, 
seftalaodo  el  grado  de  enseñanza  y  los  estudios  facultativos 
que  convienen  á  cada  profesión ,  arte  ú  oficio.  £1  secreto  del 
gobierno  consiste  en  dictar  reglas  adecuadas  al  desarrollo  y 
empleo  de  nuestra  actividad  moral,  disponiendo  nuestras  fa- 
cultades para  el  cumplimiento  de  los  deberes  propios  de 
aquella  condición  en  que  vivimos^  y  preparándonos  para  el 
tránsito  de  la  existencia  ideal  y  de  los  suefios  dorados  de 
la  juventud,  á  la  vida  real  que  vienen  en  pos  con  sus  cáU 
culos,  sus  intereses  y  sus  inquietudes. 

•&4. — Resta  ahora  examinar  quién  es  la  autoridad  com- 
petente para  aplicar  las  máximas  expuestas  á  la  educación  y 
hasta  donde  alcanza  su  poder.  El  estado  tiene  grandes  dere- 
chos á  dirigir  la  enseñanza  moral  y  la  instrucción  común  y 
técnica  de  sus  miembros;  pero  esta  acción  administrativa 
debe  respetar  otras  dos  potestades  que  concurren,  al  mismo 
objeto,  la  eclesiástica  y  la  paterna. 

•ft4.— La  educación  pública,  aquella  que  la  ley  ordena  y 
dirige  el  magistrado,  era  la  única  compatible  con  la  antigua 
civilización.  Entonces  no  se  reconocian  derechos  individuales, 
sino  una  libertad  colectiva,  porque  la  sociedad  lo  era  todo  y 
las  personas  nada;  expropiación  que  alcanzaba  á  los  senti- 
mientos mas  tiernos  de  la  naturaleza,  pues  aun  los  hijos,  mas 
qneá  sus  padres,  pertenecian  al  estado.  La  religión  tampoco 
limitaba  un  poder  tan  absoluto ,  porque  el  sacerdocio  se  con* 
sideraba  como  una  magistratura  sobre  la  cual  descollaba 
el  pontífice,  principe  de  este  orden  de  magistrados,  y  noso- 
.  berano  de  las  conciencias  como  el  vicario  de  Crísto  entre 
nosotros. 

•JM.— Mas  cuando  la  dignidad  del  bombre.empezó  á  ser 
comprendida,  la  autoridad  de  los  padres  con  respecto  á  la 
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educación  ¿e  sus  hijos  priucipió  tambiea  áser  respetada  y  la 
ley  penetró  coa'  temor  en  el  saotuario  de  las  familias.  La 
Iglesia,  por  otra  parte,  iotrodujo  uu  elemento  nuevo  con  el 
poder  espiritual  que  creció  hasta  igualarse  con  el  temporal, 
y  hubo  leyes  religiosas  y  civiles,  un  sacerdocio  al  lado  del 
imperio.  La  sociedad  cristiana  debia  ser  independiente ,  su 
autoridad  en  punto  á  religión  omnimo^a  y  su  influjo  en  la 
enseñanza  necesario. 

M9.— El  hombre  nacido  en  el  seno  de  un  pueblo  católi- 
co es  miembro  á  la  vez  de  la  Iglesia  y  del  estado,  y  desde  la 
cuna  está  en  la  obligación  de  cumplir  con  unos  deberes  como 
cristiano  y  con  otros  como  ciudadano.  La  ensefianza  del  dogma 
pertenece  al  clero  solamente,  y  la  educación  política  es  de  la 
competencia  exclusiva  de  la  administración;  mas  entre  am- 
bos linderos  queda  todavía  un  terreno  ambiguo,  ó  maS  bien 
de  dominio  común,  á  saber,  la  instrucción  moral  en  cuya 
dirección  se  interesan  al  mismo  tiempo  el  sacerdote  y  el  ma- 
gistrado. 

•69.— Hay  dos  series  de  ideas  y  de  hechos,  unos  que  se 
refieren  al  espíritu,  otros  á  la  materia.  El  estado  tiene  el  en- 
cargo especial  de  promover  el  desarrollo  de  los  intereses 
mundanos,  de  los  bienes  positms;  y  aunque  al  fomentar  la 
riqueza  y  las  demás  condiciones  de  bienestar  público  subor- 
dina sus  actos  al  principio  moral,  es  mirando  principalmente 
á  la  utilidad.  La  Iglesia,  al  contrario,  aparece  siempre  aten- 
ta á  seguir  el  bien  absoluto  y  á  procurar  la  perfección  del 
hombre  fuera  del  circulo  de  los  intereses  presentes,  y  su  doc- 
trina contiene  la  noción  mas  pura  del  deber.  T  como  el  or- 
den moral  y  el  material  se  hallan  ligados  con  lazo  indisolu- 
ble en  la  tierra,  ni  el  sacerdote  puede  abandonar  la  enseñan- 
za al  magistrado,  ni  este  confiarla  al  sacerdote  sin  reserva. 

•Ifc^.— En  la  teoría  la  cuestión  mista  de  la  enseñanza 
queda  así  resuelta;  pero  en  la  práctica  se  suscitad  graves 
dificultades  que  turban  la  concordia  de  ambos  poderes.  El 
clero  imputa  á  la  admínistj'acion  su  indiferencia  hacia  el  dog^ 
ma,  sus  tibios  esfuerzos  por  volver  á  la  vida  las  moribundas 
creencias  y  la  idea  puramente  material  que  domina  en  el  go- 
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bierno  aan  coando  promueve  los  estadios  morales  y  religio- 
sos. La  admioistracioa  achaca  al  clero  su  desvio  eo  puolo  á 
iatereses  generales,  su  anlipatía  con  los  progresos  de  la  ¡a* 
dustria  y  los  adelantos  materiales  del  siglo ,  y  sobre  todo, 
la  sed  de  dominación  y  los  proyectos  de  reconquistar  por 
medio  de  la  enseñanza  el  antiguo  ascendiente  y  la  perdida 
fortuna. 

Rebajando  de  estas  razones  lo  que  por  una  y  otra  parte 
puede  haber  de  exagerado  ,  creemos  que  la  paz  y  la  alianza 
perpetua  del  estado  y  de  la  Iglesia  en  punto  á  enseñanza,  se 
lograrían  si  el  gobierno  mostrase  mas  celo  por  hacernos  me> 
jores  y  el  clero  no  aparentase  tanto  desden  hacia  los  bienes 
del  mondo.  Ese  mismo  clero  que  tantos  servicios  ha  presta- 
do á  la  civilización  de  Europa  tiene  todavía  santos  deberes 
que  llenar,  procurando  á  los  pueblos  una  instrucción  moral  y 
religiosa  análoga  á  las  necesidades  de  la  vida  en  el  siglo  pre 
senté.  Si  en  vez  de  dirigir  la  actividad  social  purgándola  de 
sus  vicios,  la  combate  imprudente,  la  misión  del  clero  dejará 
de  ser  popular  é  inútil  su  cooperación.  El  trabajo  es  la  ley 
del  hombre  y  el  goce  el  estímulo  del  trabajo,  y  por  eso  la 
educación  para  el  mundo  debe  ser  muy  distinta  de  la  que  dis- 
ponia  para  el  claustro.  "^' 

IMO.-^De  lo  dicho  se  infiere  cuan  necesario  es  que  el  ele* 
ro  sea  ¡lastrado;  no  solamente  con  la  ilustración  de  los  siglos 
primitivos  de  la  Iglesia  y  de  las  edades  posteriores,  sino  con 
el  saber  de  la  ¿poca  moderna.  Las  mas  de  las  doctrinas  so- 
cialistas son  doctrinas  heterodoxas,  verdaderas  heregias  mo- 
dernas que  el  clero  está  obligado  á  combattr  por  conservar  el 
.dogma  en  su  pureza,  como  el  gobierno  por  mantener  la  cons* 
titucion  en  su  integridad.  El  socialismo  es  demasiado  pers  < 
picáz  para  conocer  que  no  hay  revolución  posible  sin  reforma 
religiosa ,  porque  sin  ella  la  sociedad  mas  subvertida  vuelve 
al  fin  á  aferrarse  en  sus  antiguas  áncoras ;  por  eso  niegan 
unos  al  Ser  supremo,  otros  sostienen  que  el  Cristianismo  es- 
tá gastado  y  está  muerto,  otros  atenían  á  la  santidad  del  ma- 
trimonio y  pretenden  quebrantar  los  vínculos  sagrados  de  la 
familia,  y  en  fin,  algunos  añaden  á  la  exposición  de  sus  teo- 
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rias  políticas  é  iadastriales  un  sistema  theosóGco,  ana  espe* 
cíe  de  teología  acompañada  de  una  cosmogonía  y  psicología 
particulares,  que  encubren  con  cierto  aparato  de  misticismo 
la  impiedad  de  sus  ideas,  y  propenden  á  establecer  por  el  ca- 
mino de  la  duda  cierto  nuevo  linage  de  teocracia. 

Dos  armas  tiene  el  gobierno  en  sus  manos. para  combatir 
opiniones  tan  peligrosas,  la  discusión  y  la  fuerza;  mas  aque- 
lla se  dirige  k  la  razón  pnra  y  este  es  un  acto  de  pasajera  vio- 
lencia. Solo  la  religión  goza  el  singular  privilegio  de  mover 
el  corazón  de  todos  y  sojuzgar  con  su  voz  las  pasiones  de  un 
modo  permanente,  si  el  clero  sabe  aplicar  los  divinos  precep- 
tos á  la  enseñanza  y  acierta  á  dirigir  la  educación  pública  en 
la  escuela,  en  el  confesonario,  desde  las  cátedras  ó  el  pul- 
pito, y  si  el  gobierno,  confiando  en  su  ilustrada  virtud,  prote- 
ge con  sinceridad  el  libre  ejercicio  de  su  santo  ministerio. 

Sea  la  educación  política  una  con  la  moral,  y  la  religión  y 
la  sociedad  se  salvan,  pues  con  el  advenimiento  de  las  jóve- 
nes generaciones  exentas  de  los  vicios  y  errores  de  sus  pa- 
dres, reniBicerá  la  calma,  y  á  las  tempestades  que  hoy  rugen, 
sucederán  dias  bonancibles  y  serenos. 

eet.— La  autoridad  paterna  limita  asimismo  la  interven- 
ción del  estado  en  la  enseñanza,  poniendo  en  duda  sí  puede, 
ó  no,  el  gobierno  prescribir  á  los  padres  la  obligación  de  en- 
viar á  los  hijos  á  las  escuelas  públicas  en  donde ,  aun  á  pe- 
sar de  sus  familias ,  reciban  la  instrucción  primaria.  Esta 
obligación  hállase  consignada  en  las  leyes  de  Sajonia  ,  Aus- 
tria, Prusia  y  en  varios  estados  de  la  América  del  Norte;  pero 
no  en  Francia  cuyo  carácter  y  costumbres json  (á  decir  de  al- 
gunos) muy  opuestas  al  empleo  de  tales  medios  coercitivos,  si 
bien  no  repugna  el  uso  de  otros  indirectos,  por  ejemplo,  la 
prohibición  de  ejercer  derechos  políticos  impuesta  á  toda 
persona  que  no  supiere  leer  y  escribir. 

Creemos  que  la  administtacion  debe  agotar  todos  los  re-> 
cursos  de  la  dulzura  y  del  ejemplo,  combatir  la  ignorancia, 
facilitar  la  instrucción  y  poner  en  juego  cualesquiera  medios 
coercitivos  indirectos,  antes  de  menoscabar  la  potestad  de  los 
padres  compeliéndolos  &  dar  educación  á  sus  hijos;  mas  caan* 
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do  baio  el  techo  paterno  ni  se  cuida  de  instruir  á  las  familias, 
ni  de  proporcionarles  la  ense&anza  pública  que  reemplaza  á  la 
doméstica,  el  legislador  tiene  autoridad  para  baeer  el  bien  de 
instruir  y  moralizar  á  las  familias,  ann  contra  la  voluntad.de 
sus  gefes. 

•eit.— La'edttca/cion  íateresa  al  individuo,  pero  también 
al  estado,  y  la  sociedad  política^  como  la  doméstica^  tiene  de- 
rechos y  deberes  para  con  sus  miembros.  La  causa  de  la  ii  - 
bertad  no  está  aliada  con  la  ignorancia,  sino  con  la  fiel  eje- 
cución de  aquel  siitesM  de  eiis»fiaasa  que  mas  favorezca  el 
desarrollo  de  nuestras  facultades  y  mejor  dirya  el  sentimíen* 
to  de  la  conciencia.  Inglaterra  no  vacila  en  p«ner  límites  á 
la  autoridad  paterna,  fijando  en  sos  leyes  la  edad  que  deben 
tener  los  niños  para  ser  admitidos  al  trabajo  de  las  {abricas; 
y  si  esto  hace  un  legislador  mirando  á  la  salud  del  cuerpo 
¿no  pudiera  otro  hacer  lo  mismo  por  la  salud  del  alma?— Si 
nuestras  leyes  corrigen  los  abusos  de  la  patria  potestad  evttndo 
un  padre  niega  indiscretamente  su  asenso  para  la  celebra- 
ción de  un  matrimonio  ¿no  tendrán  autoridad  para  suplir  su 
consentimiento  en  punto  á  la  enseñanza? 

Ningún  ramo  de  industria  perecerá  por  falta  del  débil 
apoyo  de  la  infancia  retenida  algunas  horas  en  las  eseoelas; 
mas  si  el  trabajo  y  la  enseñanza  fuesen  incompatibles,  perez- 
ca antes  la  fábrica  que  se  hunda  el  principio  sagrado  de  la 
educación;  de  la  educación  única  fuerza  capaz  de  combatir 
la  ignorancia  y  la  inmoralidad  ;de  las  turims  de  obreros,  en 
quienes  el  hábito  de  practicar  siempre  las  mismas  operacio- 
nes mecánicas  extinguen  la  luz  del  pensamiento,  y  en  cuyos 
corazones  la  atmósfera  eorruptora  de  las  fábricas  ahogan  la 
última  semilla  de  virtud! 

Y  si  tal  vez  contra  todas  las  probabilidades,  ae  siguiese 
una  leve  y  momentánea  elevación  de  los  salarios,  pronto  fue- 
ra compensada  aquella  desventaja  coa  las  ventajas  de  la  ma- 
yor penetración  y  actividad  de  los  obreros  que  á  sus  dotes 
comunes  reuniesen  los  beneficios  inestimables  de  uaaeduca* 
cion  análoga  á  su  clase  é  industria.  £1  trabajo  de  esloa  hom*- 
bres  inteligentes,  robustos  y  morigerados  seria  mas  prodncti- 
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vo  y  al  mismo  tiempo  los  iatereses  morales  de  la  sociedad  no 
quedarían  olvidados. 

La  reforma  de  la  educación  moral  del  puebFo  es  uno  de  los 
mas  arduos  problemas  de  la  política,  porque  influye  como 
causa  y  como  efecto  de  las  costumbres.  Con  una  buena  edu- 
cación moral  lograremos  tener  una  buena  sociedad ,  y  con 
una  buena  sociedad  una  bueoa  educación. 

CAPITULO  XVI. 

Be  im  liifltraeeloia  pAbllea. 

963.^  Idea  de  la  iastraccion.  pública. 

9C4.— La  iostrocclon  moraliza.  968.— Teoría  de  la  enseñanza  li- 

965. — La  instrucción  produce.  bre. 

966. — La   instrucción     popular  969. — Límites  de  la  iatervencion 

nunca  es  demisiada.  administrativa  en  laense- 

967.— Gobierno  de  la  instrucción  ñanza. 


.-^La  idea  de  instrucción  está  comprendida,  en  la  de 
educación ,  porque  quien  nos  ilustra ,  nos  explica  también 
nuestros  derechos  y  deberes,  y  quien  suaviza  las  costumbres 
moraliza  á  los  pueblos,  supuesto  que  es  quitar  al  vicio  la  mi- 
tad de  su  dafio  despojarle  de  su  grosería. 

••4. — La  instrucción  general  es  el  pan  moral  de  los  pue- 
blos y  la  garantía  mas  eGcaz  del  orden  interior;  por  eso  las 
cuestiones  de  ensefianza  son  altas  cuestiones  de  estado.  Si 
en  el  vacío  de  las  creencias  religiosas  descubrimos  la  raiz  de 
muchos  crímenesfun  número  do  menor  tiene  su  origen  en 
la  falta  absoluta  de  instrucción.  La  ignorancia  es  la  irreligión 
de  la  inteligencia,  la  cual  no  engendra  menos  delitos  que  la 
irreligión  de  la  fé.  Esta  destruye  en  el  hombre  la  conciencia 
del  deber,  y  aquella  oculta á  su  entendimiento  la  idea  de  la 
utilidad.  El  hombre  solo  es  malo  cuando  no  conoce  la  felici- 
dad ó  ignora  el  interés  que  le  llama  á  ser  bueno.  La  fé  religio- 
sa nos  inspira  el  sentimiento  moral ,  y  la  iostruccion  forma 
la  conciencia  intelectual  cuya  necesidad  crece  á  medida  que 
se  debilitan  las  creencias.  La  estadística  de  las  prisiones 
prueba  que  la  ignorancia  literaria  es  un  hecho  casi  general 
entre  los  sentenciados  á  reclusión. 
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•0&.— La  inteligencia  es  auxiliar  de  la  fuerza  y  por  lo 
mismo  la  inslruccion  aliada  del  trabajo.  Vano  y  ridículo  in- 
tento sería  el  de  un  gobierno  que  pretendiese  fomentar  la  ri- 
queza pública  de  un  modo  empírico,  como  si  las  ciencias  no 
arrastrasen  en  su  progreso  á  la  agricultura ,  á  las  artes ,  al 
,  comercio,  y  como  si  toda  industria  próspera  fuese  sino  la 
aplicación  exacta  y  feliz  de  los  principios  que  el  estudio  re- 
vela! 

Míe.— No  se  tema  que  la  instrucción  popular  llegue  á  ser 
excesiva,  y  que  extendiéndose  á  demasiadas  clases  de  la  so- 
ciedad produzca  el  abandono  de  las  profesiones  mecánicas,  y 
avivando  la  inclinación  á  las  carreras  literarias  multiplique 
las  ambiciones  ilegítimas  y  temerarias  y  las  ilusiones  de  la 
vanidad;  lo  que  si  debe  temerse  es  la  instrucción  incomple- 
'  ta,  los  conocimientos  vagos  y  superGciales,  el  divorcio  de  la 
ciencia  y  la  moral,  y  los  errores  de  la  administración  cuando 
no  proporciona  á  la  juventud  los  estudios  profesionales  en  que 
funda  su  porvenir  y  el  de  sus  familias. 

Las  clases  obreras  que  tanto  derecho  tienen  á  la  pro* 
teccion  del  gobierno  mejorarán  de  suerte  si  una  instruc- 
ción sólida,  es  decir,  literaria,  moral  y  religiosa  penetrase 
basta  ellas ,  porque  no  solo  será  entonces  mas  lucrativo  su 
trabajo,  sino  que  inspirándoles  el  seatimíento  de  la  previsión 
y  el  amor  al  orden  y  á  la  economía,  obtendrán  mayor  parte 
en  la  distribución  de  los  bienes  de  la  fortuna. 

se?. — La  dirección  y  gobierno  supremo  de  la  instrucción 
pública  pertenece  en' España  al  ministro  de  Comercio ,  Ins- 
trucción y  Obras  públicas  auxiliado  por  un  consejo  y  una 
dirección  especiales.  Los  gefes  políticos  en  cada  provincia,  los 
gefes  civiles  en  sus  distritos  y  los  alcaldes  en  los  pueblos,  y 
además  los  gefes  particulares  de  los  establecimientos  de  ins- 
trucción, completan  el  número  de  las  autoridades  encargadas 
de  velar  por  la  enseñanza  pública ,  dirigirla  y  proteger  su 
desarrollo;  de  suerte  que  nuestra  administración  está  muy 
lejos  de  abandonar  el  progreso  intelectual  á  sí  mismo ,  decla- 
rándolo exento  de  toda  intervención  del  estado. 

•69.— Este  principio  es  el  único  admisible  si  no  quere- 
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mos  que  la  sociedad  sedisnelva,  dejando  seguir  al  p^Ka- 
raieulo  de  los  iadtYÍduos  y  k  las  tendencias  de  las  g;eaeraci»* 
nes  mil  nnilwq  disttolos ,  y  dispersarse  sus  creencias  y  su 
actividad  ea  una  mabitad  de  direcciones  tan  opaestas,  coms 
son  contradictorias  las  doctrinas  y  ios  sisleoaas  á  que  puede 
apasionarse  el  espíritu  humano.  ¡Paes.qné!  será  permitido  á 
todo  el  mundo  lanzar  sus  td^as  aI  viento,  sin  caparse  el  go- 
bierno de  examinar  si  pueden  producir  la  calma  ó  atraer  las 
tempestades? 

La  Kbertad  absolata  de  eosefianaa  ea  h»  estados  euro- 
peos seria  «n  absurdo  y  una  mentira  al  mismo  tiemfo.  Ai»- 
surdo ,  ponqué  la  enseOaaza  libre  equivale  á  levantar  vn  po- 
der al  lado  de  otro  poder,  á  coastituir  qo  estado  «dentro  del 
estado.  La  enseñanza  Ubre  signiica  la  negación  de  toda  creen- 
cia, la  diversidad  de  sentimientos,  U  folta  de  unidad  en  el 
ia  y  ea  ios  medios,  y  es  en  snota,  el  caos  en  la  sociedad  pro- 
ducido por  la  anarquía  en  la  educación.  Hentira ,  porque 
aqui  también,  como  en  otras  pactes,  la  palabra  libertad  es 
engafiadora.  Qoienes  solicitan  la  OBsebanza  Ubre,  no  la  de- 
mandan sia  trabas,  siso  con  sujeción  á  pruebas  de  ooraHdad 
y  aptit«d,  y  reservando  al  gobierno  el  derecho  de  vigilancia, 
de  inspección  y  4e  censara.  Entonces  ya  no  existe-  tal  liber- 
tad, sino  un  orden  fiío,  una  voluntad  única^  porqve  aquellas 
pruebas  y  estos  derebhos  suponen  el  respeto  4  ciertos  dog- 
mas y  cierto  cuUio,  la  obediencia  4  una  ley  sobre  todas  y  la 
uairormídad  de  preceptos  morales  y  deberes  políticos. 

••9.— Mas  sí  la  libre  concurrencia  eaeierra  graves  peli- 
gros para  la  sociedad,  no  es  menos  nocivo  &  los  progresos  del 
entendifliiento  el  rigoroso  monopolio  4e  la  ínstroeckn.  fiay 
varios  grados  de  easefiaiiza,  y  según  que  fuere  acercándose 
á  la  educación  poUtica»  6  convirtiénésae  en  profesional,  «debe 
el  gobierno  ejercer  en  ella  una  aceioa  mas  dn'oda  y  positiva. 
Pero  aun  cuando  la  instrucción  sea  regtaanenUda,  conviene 
al  ipoder  respetar  la  justa  libertad  del  peiBMiieQio.  y  no  ce- 
der al  vano  é  inátil  deseo  de  reducirle  i  tutela  y  4e  crear  una 
ciencia  oGcial. 
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CAPÍTULO  XVII. 

De  la  Instmeeloift  primarla. 


070. —Necesidad  déla iostruccioQ  los  padres  y  tulores  pro- 
primaria,  porcionar  esla  ensefiunza 
971.— Legislación.  á  sus  hijos  ó  pupilos. 
972.— No  es  un  deber  civil  para 


*  •90.— La  ÍQStruccioQ  primaria  merece  considerarse  en  el 
día  como  uoa  verdadera  necesidad  social  6  el  complemento  de 
la  libertad  obtenida  por  las  clases  inferiores  del  estado.  Sin 
este  principio  moderador,  el  movimiento  intelectual  y  mate- 
rial del  siglo  pudiera  empeñarse  en  sendas  peligrosas ,  y  el  am- 
plio ejercicio  de  los  derechos  políticos  producir  frutos  vene- 
nosos. La  instrucción  primaria  abre  camino  á  la  educación 
sólida  del  pueblo,  y  esta  resuelve  el  grave  problema  del  adve- 
nimiento de  la  democracia  al  poder  sin  revoluciones  sangrien- 
tas y  sin  funestos  trastornos. 

De  tal  manera  completa  la  instrucción  primarili  la  exis- 
Xenciadel  individuo,  que  quien  no  sabe  leer  y  escribir  vive 
en  perpetua  minoría,  porque  niara  los  negocios  mas  comunes 
de  la  vida  ha  menester  acudir  á  manos  mercenarias  ó  se  ve 
precisado  á  mendigar  el  favor  ageno.  Por  eso  mismo  algunos 
escritores  reclaman  de  los  gobiernos  el  fomento  de  la  instruc- 
ción primaria,  para  que  pueda  la  ley  declarar  que  el  no  sa- 
ber leer  y  escribir  sea  una  incapacidad  política  sin  que  el 
saber  se  erija  en  privilegio  social.  Nuestra  Constitución 
de  4812  establecía  que  desde  el  año  1830  nadie  que  no  su- 
piese leer  y  escribir  seria  admiiido  al  ejercicio  de  los  dere- 
chos de  ciudadano  (1). 

991. — La  instrucción  primaria  se  divide  en  pública  y  pri- 
vada: es  pública  cuando  la  enseñanza  se  da  en  escuelas  sos- 
tenidas por  los  fondos  públicos  ó  por  legados ,  obras  pias  ó 

(1)    Art.  25. 
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fundaciones,  y  llámase  privada  cuando  la  nifiéz  la  recibe  de 
maestros  particulares  (\). 

Subdivldese  la  primera  en  elemental  y  superior:  aquélla, 
sí  fuere  completa,  abrazará  la  lectura,  escritura,  elementos 
de  aritmética  y  gramática  castellana  y  principios  de  moral  y 
religión;  y  esta,  además  de  los  ramos  expresados,  comprende 
mayores  nociones  de  aritmética,  elementos  de  geometría  y 
sus  aplicaciones  mas  usuales,  dibujo  lineal,  nociones  genera- 
les de  física  é  historia  natural  y  elementos  de  geografía  é  his- 
toria particularmente  de  España  (%), 

Todo  pueblo  que  llegue  á  cien  vecinos  está  obligado  a 
sostener  una  escuela  primaria  elemental  completa  (3);  las  in- 
completas no  se  permiten  sino  en  pueblos  de  menor  vecinda- 
rio (4). 

Para  que  las  poblaciones  menores  gocen  de  los  benefi- 
cios de  la  instrucción  primaria,  deben  reunirse  hasta  compo- 
ner el  número  de  cien  vecinos,  y  si  la  naturaleza  del  terreno 
permite  á  todos  los  niños  asistir  á  una  escuela  común  deben 
establecer  una  escuela  elemental  completa  (5). 

Cuando  no  fuese  practicable  formar  distritos  de  escuela 
que  reúnan  cien  vecinos,  porque  la  población  estuviese  muy 
diseminada  en  pequeñas  aldeas,  barrios  ó  caseríos,  y  las  dis- 
tancias 6  el  mal  estado  de  las  comunicaciones  vecinales  im- 
pidiese la  cómoda  reunión  de  los  niños  de  una  sola  escuela, 
se  compondrán  con  el  mayor  número  de  vecinos  posible;  y  si 
tampoco  de  esta  suerte  se  hiciere  fácil  la  asistencia  queda  á 
discreción  de  la  autoridad  disponer  que  los  maestros  se 
trasladen  por  meses  ó  temporadas  á  cada  población  de  las  per- 
tenecientes al  distrito ,  facilitándoles  un  local  en  donde  se 
hospeden  y  den  sus  lecciones  (6). 

Las  poblaciones  decrecido  vecindario  deben  tener  siempre 

(1)  Ley  de  21  de  julio  de  183«,  art.  t.» 

(2)  Ibid.  art.4. 
(3}    Ibid.  art.  7. 

(4)  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1847  ,  art.  31. 

(5)  Ley  de  21  de  julio,  art.  8. 

(6)  Ley  de  21  de  julio  ,  art.  8  ,  y  real  decreto  de  23  de  setiem- 
bre ,  art.  33. 
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uQa  escuela  elemental  completa  de  niños  y  otra  de  niñas  por 
cada  quinientos  vecinos  entre  públicas  y  privadas,  cuya  ter^ 
cera  parte  por  (o  menos  pertenezca  á  la  primera  de  estas  dos 
clases  (1). 

Están  en  la  obligación  de  sostener  una  escuela  superior 
primeramente,  toda  ciudad  ó  villa  cuyo  número  de  vecinos 
llegue  á  mil  doscientos;  y  en  segundo'lugar  todos  los  pueblos 
que  poseyeren  ó  pudieren  proporcionarse  los  medios  de  man- 
tenerla, cualquiera  quesea  su  vecindario  (2),  siempre  que 
estuviere  suGcientemente  atendida  la  instrucción  primaria  ele- 
mental y  no  de  otra  manera  (3). 

Además  de  esta  enseñanza  ordinaria,  procuran  los  Ayun- 
tamientos establecer  clases  de  noche  ó  en  dias  festivos ,  ya 
para  los  niños  que  no  puedan  asistir  de  día,  ya  para  los  adul- 
tos cuya  educación  fuere  descuidada  ó  no  quieran  olvidar  lo 
aprendido  (4). 

La  instrucción  primaria  no  es  enteramente  gratuita ,  sino 
para  los  niños  pobres;  los  demás  pagan  la  retribución  sema- 
nal ó  mensual  que  los  Ayuntamientos  determinen  y  forma 
parte  de  la  dotación  de  los  maestros  (5).  Esta  disposición  se 
funda  en  razones  de  justicia  y  de  conveniencia  pública:  de 
justicia  porque  quien  puede  proporcionarse  á  sus  expensas  la 
instrucción  primaria,  no  debe  ser  gravoso  á  la  sociedad ;  y  de 
conveniencia  porque  una  enseñanza  enteramente  gratuita  ins- 
pira poco  interés  á  los  que  gozan  ó  pueden  gozar  de  sus  be- 
neficios; y  aunque  en  la  América  del  Norte  está  recibido  co- 
mo un  axioma  que  todos  los  hijos  de  un  estado  deben  ser  ins- 
truidos gratuitamente  por  el  estado  mismo,  fúndase  la  máxi- 
ma en  las  preocupaciones  políticas  de  aquel  pueblo,  inspira- 
das por  la  inteligencia  exacta  de  las  necesidades  y  de  los  pe- 
ligros de  la  democracia,  en  el  espíritu  de  secta  inherente  á  la 
libertad  religiosa,  y  en  la  necesidad  de  combatir  las  ideas  y 


(1)  Real  decreto  citado ,  art.  32. 

(S)  Ibid.  arts.  9  y  10. 

(3)  Real  drden  de  2  de  febrero  de  1846. 

(4)  Ibid.  art.  35. 

(n)  Ley  de  21  dejalio,  art.  18. 
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ios  hábitos  europeos  qae  una  inmigración  constante  vá  depo- 
sitando en  el  fondo  de  la  población  indígena. 

•9t.— La  ley  no  declara  obligatorio  civilmente  el  deber 
moral  de  los  padres,  tutores  y  curadores  de  proporcionar  a 
sus  hijos ^  pupilos  ó  menores  aquel  grado  de  instrucción  que 
debe  hacerlos  útiles  k  sí  mismos  y  á  la  sociedad,  limitándose 
á  recomendar  á  las  comisiones  locales  que  exciten  el  celo  de 
unos  y  otros,  y  los  estimulen  al  cumplimiento  de  tan  impor- 
tante deber  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  y  les  dic- 
te la  prudencia.  En  otro  parage  hemos  significado  nuestro 
pensamiento  en  punto  á  la  cuestión  del  derecho:  la  obliga- 
ción legal  no  deprime  la  autoridad  paterna,  ni  daña  al  bien- 
estar de  las  familias,  cubando  la  administración  acierta  á  con- 
ciliaria con  el  respeto  debido  á  la  libertad  individual  y  á  la 
santidad  de  la  pobreza.  La  incapacidad  política  es  una  garan- 
tía social  contra  los  peligros  de  la  ignorancia;  pero  no  inOu- 
ye  como  estímulo,  ni  puede  aplicarse  en  principios  de  equi- 
dad como  pena. 

Leyes  y  reglamentos  especiales  señalan  los  deberes  par- 
ticulares de  los  maestros  para  con  sus  díscipufos.  Por  no  des- 
cender á  tan  minuciosos  pormenores,  indicaremos  solamen- 
te que  les  está  prohibido  enseñar  otra  ortografía  que  la  adop- 
tada por  la  Academia,  y  aplicar  castigos  que  causen  lesión 
en  los  miembros,  ofendan  el  pudor  ó  tiendan  á  debilitar  el 
sentimiento  del  honor  en  quién  los  sufre»  al  paso  que  envi- 
lecen y  degradan  á  quien  los  impone  (1). 

Articulo  í.^ — ^a«,slTO$  A<í,  '^nnvtxa  i-aHuau^a. 


973. — La  enseuaDza  primaria  no  975.— Condiciones      necesarias 
debe  ser  libre.  para  obtener  el  titulo  de 

974.— La  ley  exige  garantías  á  maestro. 

los  maestros.  976.— Maestros  públicos. 

(\)  Decreto  de  las  cortes  de  17  de  agosto  do  1813,  restablecido 
eu  3 1  de  enero  de  1837  ,  reglamento  de  las  escuelas  de  26  de  no- 
viembre de  1838 ,  y  reales  órdenes  de  25  de  agosto  do  1834  y  25  de 
abril  de  1 8  ii. 
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177, -.Provisión  do  Ifts  Tacantes.  cxtetiéer  (o  ioslraecioopri' 

!/78.— £1  clero  debe  concurrir  á  maria.  , 


O'VS.— -La  enseñanza  primaria  no  podrá  ser  munca  consi- 
derada por  el  estado  solamente  como  una  indastria,  ni  el  car- 
go honorífico  de  guiar  á  los  niños  por  la  senda  de  la  virtud 
formando  su  corazón  é  ilustrando  su  entendimiento ,  como  una 
profesión  enteramente  libre.  La  dirección  de  la  enseñanza 
primaria  puede  ser  definida  el  influjo  que  la  administración 
ejerce  en  el  ánimo  de  los  maestros,  y  la  manera  de  formar  ó 
estrechar  estos  lazos  misteriosos  que  unen  el  poder  con  el  mas 
oscuro  profesor,  es  el  arduo  problema  de  la  educación. 

De  la  alianza  de  tres  principios  y  de  su  feliz  combina- 
ción, depende  la  existencia  de  un  buen  sistema  de  instruc- 
ción primaria:  el  principio  de  la  libertad  individual,  es  de- 
cir ,  de  la  libertad  de  las  familias  y  de  los  maestros;  el  prin- 
cipio municipal  para  colmar  los  vacíos  que  dejaren  la  acción 
y  los  esfuerzos  particulares ,  y  la  intervención  del  estado  á 
fin  de  suplir  el  silencio  ó  la  ineficacia  de  los  anteriores. 

•14.— Annqne  la  profesión  de  maestro  de  primeras  letras 
fue  declarada  libre  (1),  siempre  quedó  la  enseñanza  privada 
sujeta  á  ciertas  condiciones  previas  y  á  otras  posteriores  cu- 
yo conjunto  constituía  la  vigilancia  é  inspección  que  el  go- 
bierno ejerce  en  este  ramo  importante  de  la  educación  indi- 
vidual. Cualquiera  podía  abrir  una  escuela,  siendo  maestro 
examinado, 'y  sometiéndose  á  las  disposiciones  que  respecto 
al  método  y  materias  de  enseñanza  señalaba  la  ley  (2). 

La  libertad  de  la  enseñanza  primaria  está  nuevamente 
consignada  en  la  legislación  vigente  como  principio;  pero  el 
estado  se  reserva  una  justa  intervención  que  Kmita  el  dere- 
cho de  los  particulares  en  bien  del  público ,  exigiendo  ga- 
rantías de  edad ,  de  aptitud  y  moralidad  según  veremos  al  ha- 
blar de  ios  maestros. 

•ift. — El  gobierno  ejerce  este  influjo  en  la  ensefianza  pri- 

(I)    L«y  7,  tít.  I,  lib.  VIII,  Nov.  Recop. 
(e)    Real  decreto  de  aodeabrüde  18S6. 
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vada,  exigiendo  ea  la  persona  que  quisiere  establecer  por  su 
cuenta  y  dirigir  una  escuela  primaria  las  siguientes  circuns- 
tancias : 

I.  Ser  español  mayor  de  veinte  a&os. 

II.  No  haber  sido  condenado  á  penas  infamatorias  ni 
aOictivas,  ni  hallarse  procesado  criminalmente  habiendo  re- 
caido  auto  de  prisión. 

UI.    Presentar  á  la  autoridad  civil  local  certiGcado  de  la 
'  buena  conducta. 

IV.  Tener  titulo  de  maestro  correspondiente  al  grado  de 
la  escuela  que  quiera  establecer,   . 

V.  Participar  por  escrito  á  la  misma  autoridad  la  casa 
donde  piense  colocar  el  establecimiento  (4). 

El  título  de  maestro  de  instrucción  primaria  se  expide 
por  la  dirección  general  de  Instrucción  pública,  previo  exa- 
men ante  las  comisiones  provinciales  nombradas  al  erec- 
to (2),  En  los  expedientes  de  examen  debe  constar  la  asisten- 
cia del  aspirante  á  cualquiera  escuela  normal  por  espacio  de 
dos  años  escolares ,  si  solicitasen  el  titulo  de  maestro  de  es- 
cuela elemental ;  y  si  el  de  maestro  de  escuela  superior,  acre- 
ditarán haber  asistido  los  tres  años  que  constituyen  el  estu- 
dio completo  de  estos  seminarios  (3}. 

•ve. — Los  maestros  públicos  deben  reunir  las  mismas 
condiciones  de  edad,  aptitud  y  moralidad,  salvo  si  aspirasen 
á  ocupar  la  vacante  de  alguna  escuela  cuya  dotación  fija  as- 
cienda á  3000  reales,  pues  entonces  habrán  de  tener  veintiún 
años,  permaoeciendo  en  clase  de  interinos  hasta  cumplir 
veinticuatro  (4).  Para  optar  á  escuela  elemental  cuya  dota- 
ción llegue  á  4000  reales,  es  preciso  tener  título  de  maes-, 
tro  superior  (5). 

•'aí'V.—En  la  provisión  de  las  plazas  vacantes  de  maes- 


(1)  Ley  de  21  de  julio  de  1838,  art.  25. 

(2)  Reglamento  de  17  de  octubre  de  1839. 

(3)  Reales  órdenes  de  21  de  noviembre  de  1845,  24  de  abril 
de  1846  y  real  decreto  de  30  de  marzo  de  1849,  arta.  13  y  14. 

(4)  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1847,  arts.  21  y  30. 

(5)  Real  decreto  de  30  do  marzo  de  1849,  art.  15. 
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Iros  de  iaslruccíoo  prímaria,  se  sigueo  varias  reglas  según 
la  dotacioQ  de  las  escuela».  Si  esta  llegase  á  la  cantidad  ar- 
riba dicha,  se  abre  un  concurso  público  en  la  capital  de  ca- 
da provincia,  y  el  Ayuntamiento  elige  entre  los  propuestos 
en  lerna  por  el  tribunal  de  censura  (i);  las  demás  escuelas 
las  proveen  los  Ayuniamientos  por  oposición  6  elección  en- 
tre loa  aspirantes,  anunciándose  la  vacante  en  el  Boletín  06- 
cial,  y  señalando  un  término  no  menor  de  un  mes  para  que 
los  interesados  puedan  dirigir  sus  solicitudes.  En  ambos  ca- 
sos debe  remitirse  el  acta  de  la  elección  á  la  comisión  supe- 
rior de  la  provincia  para  que  previo  su  informe,  sea  apro- 
bada por  el  gefe  político  [i], 

998. — Nada  hizo  el  gobierno  á  fin  de  interesar  al  clero  en 
la  instrucción  primaria,  antes  parece  que  ha  procurado  ale- 
jarle de  las  escuelas  (3);  y  sin  embargo,  su  concurso  es  un  he- 
cho necesario,  principalmente  en  un  pueblo  católico,  porque 
asi  como  no  hay  una  separación  absoluta  entre  el  orden  mo- 
ral y  el  material,  asi  también  no  puede  concebirse  este  di- 
vorcio de  la  religión  y  del  estado.  La  unión  del  párroco  y  del 
maestro,  principalmente  en  las  escuelas  rurales,  seria  un 
medio  eficaz  de  mejorar  la  educación,  porque  ambos  ejercen 
una  misma  autoridad  y  una  común  influencia. 

Articulo  2.° — l£.%CAW.\,as  uoTmaVts. 

979.— Infloiode  los  maestros  en  981.— Legislación. 

la  educación.  982. — Gomo  se  forman  en  las  es- 
980.«-Objeto  de  las  escuelas  ñor*  cáelas  normales  los  maes  - 

males.  tros. 

•''•.— Los  maestros  son  verdaderos  custodios  de  la  moral 
pública  y  responsables  ante  Dios  y  los  hombreado  los  tier- 
nos corazones  y  de  las  almas  vírgenes  que  el  estado  ó  los 
padres  confian  á  su  cuidado;  pues  según  que  su  enseñanza 
fuere  buena  ó  mala,  asi  saldrán  de  sus  manos  miembros  úti- 

(1)  Ibid.  arts.  13y8ig. 

(2)  Real  orden  de  28  de  febrero  de  1846. 

(3)  Real  decreto  de  23  de  setiembre ,  art.  36. 
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leso  corrompidos,  los  ni&os  que  edacaren  para  la  sociedad 
6  la  ramilia.  Pudiéramos  llamarlos  verdaderos  fuacionarios 
públicos,  cuyo  encargo  es  desenvolver  el  principio  moral  jr 
las  facultades  intelectuales  de  la  nación  inOuyendo  en  la  dó- 
cil  infancia;  de  donde  se  colige  que  la  ley  debe  procurar 
con  grande  empeño  que  ellos,  por  su  parte,  reciban  otra  edu- 
cación preparatoria,  á  fia  de  establecer  la  unidad  de  miras  y 
de  acción  conveniente  entreoí  consejo  de  los  padres^  las  lec- 
ciones de  la  escuela  y  la  ensefianza  del  gobierno. 

Solo  enlazando  estos  tres  períodos  de  la  educación  y  su- 
bordinándolos á  un  plan  uniforme,  es  posible  sembrar  la  vir- 
tud y  disminuir  los  vicios  de  la  sociedad  moderna,  inspiran- 
do á  las  nuevas  generaciones  la  fé  en  la  Providencia,  la  san- 
tidad del  deber,  la  sumisión  &  la  autoridad  paterna,  el  amor 
á  las  leyes,  la  obediencia  á  los  poderes  y  el  respeto  á  los 
derechos  de  todos.  Imbuidos  en  estas  máximas,  nuestros  hi- 
jos gozarían  de  la  calma  y  vivirían  en  la  concordia  que  noso- 
tros en  vano  pedimos  á  la  sociedad,  es  decir,  á  nuestras  ti- 
bias creencias  y  á  nuestras  turbulentas  pasiones. 

09O. — Tal  es  el  pensamiento  que  presidió  k  la  fundación 
de  las  escuelas  normales,  verdadero  plantel  de  maestros, 
porque  allí  se  forman  todos  los  destinados  por  el  gobierno  á 
difundir  la  instrucción  primaría,  recibiendo  la  enseñanza 
conveniente  á  su  ministerio,  estudiando  el  arte  de  la  educa- 
ción y  corrigiendo  su  propio  carácter.  La  prosperidad  de  la 
instrucción  primaría  estriba  en  la  prosperidad  délas  escue- 
las normales;  en  ellas  está  encerrado  el  porvenir  de  la  'edu- 
cación popular,  pues  la  reforma  debe  empezar  por  los  mis- 
mos que  deben  darla.  En  vano  se  clamará  porque  se  creen 
escuelas  en  los  pueblos;  en  vano  suministrarán  estos  sus 
fondos  para  dotarlas:  todo  sacrificio  será  perdido  si  el  niño 
se  confía  á  ira  maestro  ignorante  y  grosero.  Aquella  tierna 
rama  recibirá  en  sus  manos  una  forma  torcida  y  viciosa ,  y 
mas  valiera  dejarla  crecer  espontáneamente  al  mero  impulso 
de  la  naturaleza....  El  objeto  es  formar  maestros  de  escuela, 
y  mas  que  todo  maestros  de  aldea:  cuantos  conocimientos  ad- 
quieran estos  han  de  ser  sólidos,  prácticos,'  capaces  de  trans- 
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mitirse  á  hijos  de  gente  sencilla  y  pobre ,  los  cuales  destina- 
dos á  un  trabajo  continuo  y  material,  no  tendrán  el  tiempo 
necesario  para  la  reflexión  y  el  estudio  (i). 

•91  .—Había  antes  una  escuela  normal  de  instrucción  pri- 
maria en  cada  capital  de  provincia,  y  una  central  en  la  cor- 
te ;  mas  h6y  ha  quedado  reducido  el  número  de  dichos  esta- 
blecimientos de  enseñanza  al  siguiente: 

Una  escuela  central  en  Madrid,  superior  para  su  distrito 
universitario. 

Nueve  escuelas  superiores  en  los  pueblos  de  provincia 
donde  también  existe  universidad. 

Veinte  escuelas  elementales  en  la  Península,  y  dos  en 
las  islas  Baleares  y  Canarias  en  los  puntos  designados  por  el 
gobierno. 

La  escuela  normal  central  se  entiende  directamente  con 
el  gobierno:  las  superiores  dependen  de  los  rectores  de  las 
universidades,  y  las  elementales  de  los  directores  de  los  ins- 
titutos como  delegados  de  aquellos. 

Los  estudios  duran  tres  años  en  la  primera;  en  las  demás 
dos,  y  comprenden  no  solo  nociones  mas  extensas  de  todos 
los  ramos  de  la  instrucción  primaria,  sino  conocimientos 
prácticos  de  agricultura  y  pedagogía,  ó  principios  generales 
de  educación  y  métodos  de  enseñanza. 

En  las  escuelas  superiores  hay  alumnos  internos  y  exter- 
nos; en  las  elementales  solo  se  admiten  de  la  última  clase- 
Todas  las  provincias  están  obligadas  á  sostener  en  la  escue- 
la superior  de  su  respectivo  distrito  universitario  dosalom-; 
nos  por  lo  menos,  con  la  pensión  que  para  cada  estableci- 
miento señalare  el  gobierno. 

Los  aspirantes  á  las  plazas  de  internos  deben  no  bajar  de 
diez  y  siete  ni  pasar  de  veinticinco  años,  y  sufrir  un  exa- 
men comparativo  de  ciertas  nociones  elementales  de  la  ins* 
trnccion  primaría  (2). 


(t)    Rep:1aménlo  orgánico  de  las  escuetas  nomales  de  M  de  oc- 
tubre de  1843. 
(^)    Reales  decretos  de^^  de  setiembre  de  1847.  y  30  de  marzo 
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•9it.— La  orgaaizacioD  de  las  escuelas  oormales  ea  forma 
de  semÍDarios,  sujetando  á  los  peusioaistas  á  ana  Tída  co- 
mún, á  una  enseñanza  mas  metódica  y  á  una  disciplina  ge- 
neral ,  tomando  el  establecimiento  el  carácter  de  una  nume- 
rosa familia  gobernada  por  la  inQuencia  moral  de  un  direc- 
tor ilustrado,  de  recto  juicio,  de  piedad  sólida  y  conocedor ' 
profundo  del  corazón  humano;  prepara  admirablemente  al 
joven  alumno  para  el  ejercicio  de  su  ministerio,  porque  el 
objeto  de  las  escuelas  normales,  según  dicen  las  leyes  de  Prn* 
sia,  es  formar  profesores  sanos  de  cuerpo  y  de  espíritu,,  in- 
culcarles el  sentimiento  religioso  y  los  afectos  pedagógicos 
que  tanto  se  hermanan  con  él. 

Como  las  escuelas  normales  no  tienen  una  relación  direc- 
ta con  las  necesidades  locales,  sino  inmediata  con  los  inte- 
reses comunes  del  estado,  la  adnunistracioa  no  debe  limitar- 
se á  ejercer  su  derecho  de  simple  inspección  ó  vigilancia, 
abandonando  la  dirección  á  las  provincias;  sino  arrogarse  la 
facultad  de  regirlas  por  sí  misma,  ya  sometiéndolas. á  la  au- 
toridad de  sus  delegados  en  cada  pueblo,  y  ya  nombrando 
entendidos  y  celosos  inspectores  sin  los  cuales  nada  ve,  na- 
da sabe,  nada  puede  remediar  (4)* 

Articulo  3.**— \.tOLA,m\0b  dt  i^To\e.%OTife  ^«,  iuslmcdow,  \mma\\a. 

983. — Academias  de  profesores    U8S.— Su  importa  ocia, 
de  iostruccioQ  primaria. 

09S. — Cada  capital  de  provincia  debe  tener  una  acade- 
mia de  profesores  de  instrucción  primaria,  siendo  las  comi- 
siones superiores  las  encargadas  de  promover  su  creación. 
Estas  academias;  de  acuerdo  con  los  Ayuntamientos  y  con  la 
comisión  superior,  procuran  formar  bibliotecas  populares  (S). 

•94.— La  fundación  de  dichas  corporaciones  será  útil  en 
sumo  grado,  si  los  maestros  se  penetran  de  la  grande  impor- 

de  1 849  ,  y  reales  órdenes  de  S4  y  30  de  junio  y  6  de  julio  de  Ibif»  y 
reglamento  de  15  de  octabí^  de  1843.  W 

(t)    ExposicioD  del  real  decreto  de  30  de  marzo. 

(9)    Real  decreto  de  23  de  selicmbre  de  1847,  lít.  vji. 


Digitized  by 


Google 


LlBaO  IV.   DB  LA   ÜATttlA  A AMUUSTR ATIV A .  497 

tanoia  de  sa  prineipal  objeto,  que  es  ¡Qtrjoducir  on  plan  uní* 
forme  de  easefianza  en  todas  las  escuelas  de  la  proyiDcia.  A 
este  fia  coa  vendría  qae  tuviesen  reuniones  periódicas,  á  las 
cuales,  asistiesen  también  ios  profesores  no  residentes  en  la 
capital,  y  todos  juntos  conferenciasen  acerca. de  los  métodos 
de  enseñanza,  y  se  diesen  cuenta  de  los  resoltados  que  cada 
uno  obtiene.  La  razón  ilustrada  por  la  experiencia  produci- 
ría sazonados  frutos  entre  nosotros,  como  Ips  produoen  en 
Alemania  estos  congresos  de  profesores  que  se  celebran  dos 
veces  al  afio»  en  la  primavera  y  en  el  otoño.  Así  se  lograría 
establecer  aquella,  uniformidad  que  en  la  infancia  no  tiene 
precio,  dejando  á  la  edad  adulta  la  libertad  de  desarrollarse 
en  el  sentido  mas  análogo  al  carácter  y  al  genio  del  indivi* 
dúo.  Asentada  con  firmeza  la  base  de  la  educación,  no  solo 
no  es  peligroso  para  la  sociedad  el  libre  vuelo  del  pensa- 
miento,  sino  un  manantial  vivo  y  copioso  de  bienes. 

Articulo  4.* — ^¥i%cue.VQi%  4e,  '«lu^t'Wft. 

9S5.^Inflajo  de  la  edneacíon  de    9S6.— Escuelas  de  niñas, 
las  miqeres. 

09ft.— La  educación  del  hombre  empieza  en  la  cuna,  y 
por  eso  el  primer  cuidado  del  legislador  debe  ser  formar  ma- 
dres virtuosas,  porque  el  corazón  del  nido  se  abre  natural^ 
mente  á  la  virtud ,  como  el  cáliz  de  las  flores  á  los  benéficos 
rayos  del  sol.  Todo  revela  que  la  primera  educación  es  la  mas 
importante,  pues  las  primeras  impresiones  dejan  huellas  muy 
profundas  en  el  corazón  de  la  inhneía. 

Esta  primera  educación  la  confió  la  naturaleza  á  las  mu- 
jeres; de  donde  se  colige  cuan  grande  debe  ser  el  empefto 
del  gobierno  en  fundar  escuelas  de  nifias  en  las  cuales  se  ins- 
pire á  las  futuras  esposas  y  madres,  la  dulzura  del  carác- 
ter, la  fé  religiosa,  la  instrucción  conveniente  y  el  amor  á 
la  familia. 

Mientras  las  mujeres  de  los  obreros  sean  económicas  y 
laboriosas,  sus  maridos  y  sus  hijos  podrán  experimentarlas 
privaciones  de  la  pobreza,  mas  no  los  rigores  de  la  indígen-  « 

Tomo  L  32 
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cía.  La  virtud  de  la  espesa  ó  de  la  madre  sofocará  los  cooa^ 
tos  contra  el  orden  social  y  combatirá  el  desarreglo  de  las 
costumbres  qoe  conduce  á  la  miseria  y  precipita  á  los  des^ 
graciados  en  los  eioesos  de  la  desesperación.  Si  la  mujer  es 
viciosa,  todos  los  frenos  se  rompen  y  ya  no  hay  dique  para 
la  inmoralidad;  lejos  de  reprimir,  alienta  con  sus  consejos  y 
con  su  ejemplo  á  cometer  los  mayores  crímenes. 

La  esposa  y  la  madre  del  obrero  están  destinadas  por  la 
Providencia  á  domar  la  natural  rudeza  de  estos  hombres  cu* 
ya  vida  se  consume  toda  en  el  trabajo,  sin  tiempo  para  abrir 
su  entendimiento  á  la  luz  y  su  pecho  á  los  afectos  morales; 
de  suerte  que  la  mujer  es  la  parte  vulnerable  del  pueblo ,  la 
mas  sensible  á  los  dardos  de  la  civilización. 

^^•. — La  ley  manda  establecer  escuelas  separadas  para 
niñas  donde  los  recursos  lo  permitan,  acoi^odándose  su  en- 
señanza á  las  correspondientes  elementales  y  superiores  de  ni- 
ños  con  las  modificaciones  convenientes  á  la  diferencia  del 
sexo.  En  las  poblaciones  de  crecido  vecindario  las  escuelas 
de  niñas  deben  ascender,  por  lo  menos,  á  la  tercera  parte  de 
las  de  niños  ,  contando  las  públicas  y  las  privadas. 

La  inspección  de  estas  escuelas ,  el  examen  de  los  maes- 
tros y  la  provisión  de  sus  plazas  vacantes,  corresponde  á  las 
mismas  autoridades  y  corporaciones  que  dijimos  hablando  de 
los  maestros,  con  la  diterencia  que  hasta  los  veintidós  años 
no  pueden  las  mujeres  obtener  escuela  ninguna  en  propie* 
dad  (1).^ 

La  separación  de  los  lüfios  y  niñas,  estableciendo  ^scue* 
las  separadas  para  cada  sexo«  no  es  siempre  Cácil  en  el  cam-^ 
po.  Afortunadamente ,  no  parece  tan  peligrosa  la  reunión  de 
ambos  sexos  en  una  misma  sala  y  en  una  edad  temprana  que 
justifique  las  exageradas  precauciones  que  algunos  aconse- 
jan. Pues  que  al  fin  los  hijos  de  los  labradores  viven  lejos  de 
toda  vigilancia  eficaz ,  mejor  seria  iaoulcarles  máximas  de 
moral  y  enseñarlos á guardarse  recíprocos  miramientos,  que 

(1)  Ley  de  SI  de  julio ,  art.  33,  y  real  decreto  de  33  de  setiembre, 
arts.  29  y  30. 
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099. —Aunque  las  salas  de  asilo  llevan  el  nombre  de  es- 
cuelas, nada  mas  opueslo  á  su  espíritu  que  el  aspecto  serio 
V  grave  del  magisterio  y  el  aparato  metódico  de  la  enseñan- 
za. La  instrucción  misma  no  debe  &er  llevada  al  extremo, 
porque  perjudica  al  desarrollo^ del  entendimiento  si  es  pre- 
coz; y  aun  la  líjeraque  los  párvulos  reciban,  conviene  que 
sea  fácil,  variada  y  amena,  disfrazando  su  objeto  con  el  re- 
creo, y  haciendo  la  infantil  alegría  veces  de  maestro*  Ensa- 
yos de  lectura,  escritura,  cálculo  y  dibujo,  y  algunos  ejer- 
cicios gimnásticos  acompañados  siempre  del  canto  que  for- 
tifica el  pecho  de  los  niños  y  desarrolla  Ips  órganos  de  la  voz, 
al  paso  que  añade  á  la  instrucción  el  atractivo  de  la  armo- 
nía, es  lo  que  debe  comprender  este  temprano  período  de  la 
educación. 

Hay  tanta  bondad  en  estos  cuidados,  tal  grado  de  ternu- 
ra en  estos  afectos  de  familia,  que  solo  al  corazón  de  una 
madre  podemos  pedir  las  amorosas  inspiraciones  que  deben 
guiar  á  la  infancia  por  aquel  primer  sendero  de  la  vida.  Con- 
fiadas las  escuelas  de  párvulos  á  la  dirección  inmediata  de 
una  mujer,  sería  mas  fácil  propagarlas  considerándolas  co- 
mo anejas  á  las  escuelas  primarías,  y  encomendando  á  ¡a,  es- 
posa, hija  ó  hermana  del  maestro  de  cada  pueblo  tan  cariño- 
so encargo. 

CAPÍTULO  xvn. 

Ito  la  eiuicnAiisa  «ejeiiiMlaria. 


989.— Ense&tnzt  secundaria.  995.— Los  colegios  no  son  libres 

91)0.— Institutos.  en  cuanto  á  ia  enseSanza. 

991.— Lecislacion.  996.— Carácter  de  ia  segunda  en- 

992.— Colegios.  seQanza. 

993.— Legislación.  997.— LiberUd  conveniente  á  la 

994 .  —  A  utor izacion  para  abrir  nn  enseñanza  secundaria, 
colegio. 

•SU.— La  segunda  enseñanza  es  continuación  de  la  pri- 
maria elemental  completa  y  llámanla  también  intermedia, 
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porque  udo  de  sus  extremos  toca  en  las  escuelas  y  otro  eu 
las  universidades.  La  ¡ostruccioQ  de  este  segundo  grado  es 
pública  ó  privada:  la  pública  se  da  en  los  establecimientos 
conocidos  con  el  nombre  de  institutos,  y  la  privada  en  colé* 
gíos  particulares. 

La  enseñanza  secundaria  gravita  á  un  tiempo  sobre  el  es- 
tado y  sobre  las  provincias  ó  los  pueblos,  pues  representa 
intereses  de  orden  misto  por  lo  que  tienen  de  generales  y  es- 
peciales. 

90O.— Los  institutos  se  distinguen  en  provinciales  y  loca* 
les:  los  primeros  deben  existir  en  todas  las  capitales  de  pro- 
vincia, salvo  si  por  alguna  razón  particular  conviniese  6jarlos 
en  otro  punto;  por  ejemplo,  los  institutos  van  siempre  agre- 
gados á  la  universidad  en  las  provincias  donde  la  hubiere, 
aunque  no  esté  en  la  ciudad  capital.  Los  segundos  pueden 
establecerse  en  todos  los  pueblos  mayores  de  doscientos  ve  - 
cinos  con  ciertas  condiciones,  á saber: 

I.  Que  se  halle  debidamente  atendida  la  enseñanza  pri- 
maria elemental  completa  y  el  todo  ó  parte  de  la  superior. 

II.  Que  estén  cubiertas  las  atenciones  de  policía,  benefi* 
cencía  y  demás  cargas  que  la  ley  incluye  en  los  presupuestos 
municipales  como  gastos  o^gatorios. 

ni.  Que  el  gravamen  causado  á  los  pueblos  con  este  au- 
mento de  gastos  no. sea  insoportable.  Tampoco  pueden  gra- 
varlos celebrando  contratos  con  los  particulares  relativos  á  la 
creación  de  colegios  privados,  sin  la  autorización  del  go- 
bierno (1). 

OM.— Los  institutos  provinciales  dan  los  cinco  años  de 
enseñanza  señalados  en  el  plan  de  estudios  vigente,  si  están 
provistos  de  los  medios  materiales  necesarios  al  efecto;  mas 
si  carecen  de  ellos >  solo  se  les  autoriza  para  los  años  que 
puedan  enseñar  debidamente.  Los  institutos  locales  no  ex- 
tienden su  enseñanza  mas  allá  de  los  tres  primeros,  excepto 
si  sosteniéndose  con  rentas  propias,  alcanzan  estas  para  pro- 
veer á  la  de  los  dos  siguientes.  El  año  escolar  empieza  en  to- 

(1)    Real  drdcD  de  31  de  octubre  de  1848. 
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dos  los  iostitutos  y  colegios  el  4  .^  de  setiembre  y  conclaye 
el  SO  de  junio. 

Los  alumnos  de  los  ¡ostitutos,  asf  provinciales  como  loca- 
les,  son  internos  ó  externos:  aquellos  pueden  ser  pensionistas 
ó  medio  peosionistas  sostenidos  por  sus  propias  familias  ó  á 
costa  del  establecimiento  en  virtud  de  convenio^  hechos  con 
los  patronos  de  las  fundaciones  agregadas  k  los  institutos,  ó 
en  fin,  por  cuenta  del  estado,  cuando  el  gobierno  les  hiciere 
gracia  de  beca  entera  ó  media  beca;  favor  que  solo  se  concede 
para  los  institutos  provinciales  k  los  huérfanos  de  militares, 
de  funcionarios  públicos  ó  de  personas  que  hubiesen  prestado 
extraordinarios  servicios  á  la  patria  (4).  Cada  instituto  recono- 
ce como  gefe  inmediato  al  director  del  establecimiento  nom- 
brado por  el  gobierno  pndiendo  serlo  uno  de  los  catedráti- 
cos: sus  facultades  y  obligaciones  son  las  mismas  que  las  de 
los  rectores  en  las  universidades.  Una  junta  inspectora  nom- 
brada por  el  gobierno  vigila  á  los  institutos  en  la  parte  gu- 
bernativa y  económica,  y  un  consejo  de  disciplina  impone  las 
penas  académicas  á  que  hubiere  lugar  (2). 

El  sistema  económico  y  el  orden  administrativo  de  los 
institutos  está  determinado  cñ  una  instrucción  especial  y  eo 
varias  disposiciones  posteriores^alcadas  sobre  el  espíritu 
de  unidad  y  consecuencia  que  debe  reinar  entre  todos  los 
establecimientos  de  instruccioi^  pública  del  reino  (3).  La  se* 
gunda  enseñanza  es  voluntaria,  porque  el  estado  no  debe  á 
sus  miembros  sino  aquel  grado  de  instrucción  que  completa 
la  existencia  del  individuo ;  y  es  retribuida,  aunque  en  parte 
sostenida  con  fondos  provincialeils  ó  municipales,  porque  no  es 
indiferente  á  la  administración  local,  ni  á  la  central  tampoco, 
que  sus  beneficios  se  difundan,  si  bien  ceden  en  particular 
provecho  de  las  familias  primeramente,  y  después  del  pue- 
blo ó  de  la  provincia. 


(1)  Plan  de  estudios  decretado  en  8  de  julio  de  1S47. 

(2)  Ibid.  arta.  114  y  sigaientes,  y  regUmeoto  de  8  de  julio 
do  1847,  arts.  13  y  siguientes. 

i'i)    Reales  órdenes  de  6  de  julio  y  14  de  diciembre  de  1846,  26  de 
agosto  de  1848  y  SO  de  enero  de  1849. 
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.—Los  colegios  soQ  establecimientos  privados  de  se* 
guada  eQseñaaza  fundados  por  personas  particulares,  socie* 
dad«s  ó  corporaciones  de  oaaíquiera  clase,  y  sostenidos  á 
sus  propias  expensas  ^  pero  con  autorización  previa  del  go- 
bierno que  si  otorga  este  grado  de  libertad,  no  por  eso  re- 
nuncia á  dirigir  la  educación,  y  menos  á  ejercer  su  derecho 
supremo  de  inspección  y  vigilancia. 

mis.— Divídense  en  colegios  de  primera  y  segunda  clase, 
iegtin  que  abrazan  los  cinco  afios  de  la  enseñanza  secunda- 
ria, ó  solamente  dos,  tres  6  cuatro,  y  en  casas-pensiones 
que  se  limitan  &  admitir  alumnos  internos  con  la  obligación 
de  asistir  á-  los  cursos  del  instituto,  pudiendo  tener  dentro 
del  establecimiento  lecciones  de  repaso. 

Dos  personas  son  necesarias  para  abrir  un  colegio,  á  sa- 
ber, un  empresario  y  un  director,  es  decir,  el  capital  y  el  ta- 
lento para  dar  la  enseñanza. 

Bien  sea  el  empresario  un  particular,  ó  ya  sea  el  gerente 
de  alguna  sociedad  autorizada  por  las  leyes,  debe  reunir  las 
siguientes  circunstancias: 

I.  Ser  mayor  de  veinticinco  años. 

II.  Depositar  previamente  la  cantidad  de  6000  reales 
si  el  colegio  fuere  de  primera  clase,  y  de  3000  si  de  según- 
ó  casa  de  pensión. 

III.  Haber  obtenido  la  competente  autorización  delgo- 
bierno,  oído  el  Consejo  de  instrucción  pública.     . 

904.— Al  solicitar  dicha  autorización  el  empresario  ó 
gerente  debe  presentar  al  gobierno: 

I.  Su  fé  de  bautismo. 

II.  Testimonio  de  buena  conducta  expedido  por  el  alcal- 
de y  el  párroco  de  todos  los  pueblos  donde  hubiere  tenido  su 
domicilio  durranle  los  tres  últimos  años. 

III.  El  programa  de  las  enseñanzas  que  han  de  darse  en 
el  establecimiento,  acompañado  del  reglamento  interior  del 
mismo. 

IV.  Las  señas  del  local  donde  intente  colocarlo  para  que 
se  proceda  á  su  reconocimiento,  advirtiendo  que  una  vez  apro- 
bado el  local,  no  puede  el  empresario  trasladar  el  colegio  á 
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Otro  punto  sin  el  permiso  competente,  so  pena  de  conside- 
rarse como  no  concedida  la  antorizacion  (i), 

V.  Justificación  de  tener  los  medios  materiales  necesarios 
para  las  enseñanzas  que  proyecta  establecer. 

VI.  T  una  persona  que  desempeñe  el  cargo  de  director. 

Para  ser  director  se  exige: 

I.  Ser  espafioi  mayor  de  veinticinco  afios. 

II.  Acreditar  su  moralidad  y  buena  conducta  en  la  for- 
ma prevenida  para  los  empresarios. 

III.  Haber  recibido  el  grado  de  doctor  en  cualquiera  sec* 
cion  de  la  facultad  de  Filosofía  siendo  el  colegio-  de  primera 
clase»  el  de  licenciado  siendo  de  segunda,  y  el  de  bachiller 
si  fuere  casa- pensión  solamente. 

La  misma  persona  puede  ser  empresario  y  director  de  un 
colegio,  reuniendo  las  circunstancias  que  para  ambos  cargos 
se  requieren. 

99lb.-^Los  establecimientos  privados  de  segunda  ense- 
ñanza están  sujetos  en  cuanto  á  los  estudios  académicos  al 
mismo  orden  y  combinación  de  asignaturas  de  los  institutos, 
y  obligados  á  seguir  los  mismos  libros  de  testo  autorizados 
por  el  gobierno  para  los  establecimientos  públicos.  Con  tales 
condiciones  los  estudios  que  se  hicieren  en  ellos  tendrán  va- 
lidez y  efectos  académicos  mediante  su  incorporación  en  los 
institutos  provinciales.  Las  escuelas  pías  no  están  excep* 
tuadas  de  seguir  las  reglas  de  uniformidad  en  las  materias  y 
orden  de  la  enseñanza,  ni  tampoco  exentas  de  las  forn^alida- 
des  relativas  á  los  exámenes  de  los  alumnos  é  incorporación 
de  estudios;  aunque  sí  el  gobierno  les  dispensó  de  las  prue- 
bas y  garantías  de  moralidad,  aptitud  y  responsabilidad  que 
se  exigen  á  todos  los  establecimientos  privados,  atendiendo 
al  respetable  carácter  de  las  personas  que  dirigen  la  ense- 
ñanza ó  ejercen  el  profesorado  en  estos  colegios ,  y  al  lauda- 
ble celo  que  siempre  baa  mostrado  dichas  congregaciones  ea- 


(t)    Heal  órdeo  de  31  de  octubre  de  lS4Sv 
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caminando  á  la  juventud  por  el  sendero  de  la  ciencia^  de  la 
moral  y  de  la  religión  [i). 

La  iotervencien  del  estado  en  la  dirección  de  la  segunda 
enseñanza  no  es  anterior  solamente,  sino  además  posterior; 
de  suerte  que  el  gobierno  por  causas  graves  y  oido  el  Conse- 
jo de  instrucción  pública,  puede  suspender  ó  cerrar  cualquier 
colegio  autorizado  con  arreglo  á  las  leyes  (2)¿ 

•INI.— El  carácter  de  la  segunda  enseñanza  es  esencial^ 
mente  profesional,  porque  asi  dispone  á  la  joventufl  para  el 
ejercicio  de  las  arte»,  como  para  el  cuUivo  de  las  ciencias.  El 
gobierno,  otorgando  cierto  grado  de  libertad  á  la  enseñanza 
secundaria  por  medio  de  la  concurrencia  entre  los  estableci- 
mientos públicos  y  privados,  no  podia  abandonar  estos  últi- 
mos á  sí  propios,  sin  exponerse  al  peligro  de  quebrantar  el 
espíritu  de  unidad  que  debe  reinar  en  las  inteligencias  y  en 
las  costumbres,  si  el  orden  material  ha  de  subsistir  en  los 
pueblos.  Esta  intervención  del  estado  dista  mucho  del  mo* 
nopolio  de  la  administración  en  la  enseñanza:  Su  acción  es 
reguladora  de  la  voluntad  individual.  ,  , 

••9. — Hoy  dia  la  enseñanza  secundaria  no  constituye  ua. 
privilegio:  es  una  aplicación  moderada  y  prudente  del  prin- 
cipio de  libertad.  La  exaltación  del  sentimiento  religioso  y 
una  instrucción  mas  común  serán  motivos  para  que  el  go- 
bierno conceda  mayor  latitud  á  este  ramo  de  la  educación, 
porque  entonces  podrá  conGar  mas  en  el  celo  de  las  autori- 
dades  locales  y  en  el  buen  sentido  de  la  nación.  Otros  tiem- 
pos, otras  necesidades. 


(t)    Reales  órdenes  de  15  de  novíembro  de  1845  y  8  de  majo 
de  1846. 
(S)    Fian  de  estadios,  art  5S  y  signientes. 
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CAPÍTULO  xvm. 

De  la  ensenianxa  «uperloi*. 

99f  . — Origen  de  las  eoqN>racio-  tad  de  ciencias  adminb- 

Des  ensefiantes.  trativas. 

999. — Decadencia  posterior.  1008. — Gobierno  de  las  univer- 
í  600.  —Postración de  las  ciencias.  sidades. 

100 1 .— Usiversidadea .  1009. — Enseñanza. 

lOOS. — Sm  doble  objeto.  1010.— Condiciones  del  profeso 
1001.  —  lotervenciou  del  estado  rado. 

en  la^  enseñanza  supe-  1 01 1.— Moralidad. 

rior.  1019.— Aptitud. 

1004.— Organización  de  las  uni-  1013.— Independencia. 

versidades.  1014. — Justa  libertad  de  la  en- 
1005. — Sos  prerogatifas  esencia-  sefianza  superior. 

les.  101$. — Importancia  actual  de  las 
100(.— Facultades  académicas.  universidades. 

1007. — necesidad  de  una  facnt* 

••^.^Las  corporaciones  enseñantes  tuvieron  su  origen 
remoto  en  los  siglos  de  decadencia  y  esclavitud  del  impe- 
rio romaoo,  cuando  los  emperadores  Yatente  y  Yalentiníano 
fundaron  escuelas  que  luego  han  sido  el  modelo  de  nuestras 
universidades.  La  educación  pública  esp¡r6  eon  ta  libertad 
pública.  El  clero  aceptó  primeramente  esta  institución  como 
un  medio  de  mantener  la  unidad  religiosa:  después  á  los  es- 
tudios teológicos  se  asociaron  otros  de  diversa  Índole,  pero 
conservando  siempre  las  escuelas  aquel  espirito  eclesiástico 
que  les  habían  inspirado  sus  piadosos  fundadores. 

fNm.— Si  en  un  tiempo  fueron  las  universidades  lumbre- 
ras del  mundo  y  foco  permanente  de  las  ideas  progresivas, 
al  cabo  se  convirtieron  en  estacionarias,  y  aun  llegaron  hasta 
cobrar  odio  implacable  á  todo  adelanto  y  á  toda  novedad  que 
pudiese  alterar  la  antigua  rutina.  La  Inquisición  pesaba  tam- 
bién con  mano  fuerte  sobre  los  profesores  y  ahogaba  el  ger- 
men de  las  ciencias,  poniendo  trabas  crueles  á  la  libertad  de 
la  palabra  y  aun  del  pensamiento.  Así  es  como  la  filosofía 
de  nuestras  universidades  fué  hasta  ahora  poco  la  tilosofia 
aristotélica,  cuyas  doctrinas  y  tradiciones  tanto  fortalecían  é 
principio  político  y  religioso  de  la  autoridad. 
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tMH. — El  carácter  de  los  estudios  filosóficos  trascendía 
á  todas  las  ciencias ,  y  ve  ahf  la  causa  por  ^ué  ninguna  es« 
eaela  grande,  ningún  sistema  importante  ha  nacido  bajo  et 
sol  de  la  Espafta;  ;  si  á  pesar  de  tanta  suspicacia  el  ingenia 
de  los  natarales  logré  descubrir  algún  prineipto  generador, 
ó  tal  verdad  fecunda,  la  Inz  naciente  espiró  en  breve  por  falta 
de  atmósfera  én  que  pudiese  vivir.  Asi  se  eclipsó  la  memoria 
de  Juan  de  Huarte,  cuyas  doctrinas  coinciden  con  el  moderno 
sistema  de  Gall;  de  Francisco  de  la  Reina  á  quien  se  debe  el 
descubrimiento  dé  la  circulación  de  la  sangre  antes  que  al 
inglés  Harvey;  del  benedictino  Pedro  Ponee  que  inventó  pri- 
mero que  el  abate  I'  Epée  el  arte  de  expresarse  los  mudos;  de 
Blasco  de  Garay  que  precedió  al  americano  Fnlton  en  la  apU* 
cacion  del  vapor  á  la  navegación  y  de  otros  muchos  sabios  es- 
yas  glorias  nos  son  ahora  disputadas  por  extranjeros:  castiga 
bien  merecido  por  no  haber  sabido  aprovecharlas. 

Esto  prueba  la  necesidad  de  hacer  esfuerzos  colectivos,  ya 
simultáneos  ya  sucesivos,  para  alimentar  en  un  estadp  el  fue« 
go  sagrado  de  la  ciencia.  Si  la  instrucción  que  las  universi- 
dades de  aquella  época  daban  á  la  juventud  fuese  mas  sólida 
ó  la  Inquisición  no  abatiese  el  vuelo  de  los  entendimientos, 
el  hábito  general  de  pensar  y  la  mancomunidad  de  las  ideas 
hubieran  convertido  en  patrimonio  de  la  nación  lo  que  ha  si* 
do  un  progreso  aislado  y  estéril.  El  grano  sembrado  á  la  aven- 
tura no  hubiese  perecido  y  la  ciencia  habría  fructificado,  si 
en  las  universidades  de  entonces,  como  dijo  un  agudo  escri- 
tor, no  se  perdiese  el  tiempo  en  palillos  y  sutilezas  de  inge- 
nio, Dores  que  lleva  el  viento  sin  dar  frutos. 

taot. — La  universidad  debe  ser  la  representación  viva  de 
todos  los  conocimientos  humanos:  su  objeto  es  iniciar  á  la  ju« 
ventud  en  los  misterios  de  la  ciencia,  dirigir  sus  sentimientos 
hacia  la  contemplación  de  las  ideas,  y  en  fin,  crear  hombres 
aptos  no  solo  para  ejercer  una  profesión  especial,  sino  fuertes 
para  penetrar  el  enlace  Intimo  de  los  hechos,  conocer  sus 
causas,  medir  sus  efectos,  y  diestros  en  seguir  el  movimien- 
to intelectual,  moral;  religioso  y  político  de  la  sociedad.  ' 

tao9.~Toda  universidad  debe  ejercer  el  doble  encargo 


Digitized  by 


Google 


508  DBR8CB0   ADUINISTBATIVO   ESPAÑOL. 

(le  mantener  ia  unidad  de  las  doctrinas  dirigiendo  ia  ense- 
ñanza, y  guiar  á  la  juventud  por  la  senda  de  la  vida,  sefia- 
lando  á  cada  capacidad  su  puesto  según  sus  facultades  y  sas 
medios. 

tees.— Si  la  intervención  del  estado  es  conveniente  en 
ia  instrucción  primaría  y  secundaria,  mas  todavía  en  los  es- 
tadios superiores,  pprque  coiirorme  se  cultiva  él  espíritu  y  las 
ideas  se  levantan,  crece  la  necesidad  de  la  concordia  entre 
la  enseñanza  y  la  constitución;  de  suerte  que  los  modernos 
reglamentos  reemplazan  en  parte  á  las  leyes  severas  de  la 
educación  uniforme  de  los  pueblos  antiguos.  Las  universida* 
des  quedan  así  convertidas  en  cuerpos  reguladores  de  toda 
enseñanza  profesional,  no  con  libertad  omnímoda,  sino  con 
sujeción  á  ciertos  preceptos  generales  impuestos  por  el  go- 
bierno de  quien  viene  el  impulso,  pero  absteniéndose  de  co- 
municarlo á  los  pormenores.  Este  sistema  tiende  á  sustituir 
la  dominación  absoluta  y  acaso  tiránica  del  poder  en  la  cien- 
cia con  cierto  grado  de  autoridad  moral  concedido  á  una  ge- 
rarquía  de  inteligencias:  lo  primero  conduciría  al  absurdo 
entronizamiento  de  los  principios  y  de  las  verdades  oficiales; 
lo  segundo  nos  llevaría  á  la  concentración  de  las  luces  y  á  la 
educación  común  de  la  juventud  que  no  puede  abandonarse 
á  los  particulares,  mientras  existan  tantos  intereses  opuestos, 
tantas  opiniones  divergentes,  tantas  pasiones  enemigas,  sin 
riesgo  de  turbar  el  orden  social,  perpetuando  las  causas  de 
desunión  y  abriendo  nuevas  fuentes  de  discordia  en  daño  de 
las  naciones. 

tee4.— Considerando  á  las  universidades  como  cuerpos 
encargados  de  la  enseñanza  superior,  deben  constituir  un  cen- 
tro cieotitico  y  abarcar  el  extenso  horizonte  de  este  género 
de  estudios,  reuniendo  en  un  haz  todas  las  facultades  á  íin  dé 
que  se  presten  mutuo  apoyo,  se  comuniquen  sus. luces  y  se 
transmitan  su  movimiento.  Las  escuelas  completas  son  un  la- 
zo que  une  los  conocimientos  dispersos  y  un  instrumento  de 
progreso  colectivo;  las  incompletas  son  una  organización  vi- 
ciosa de  este  alto  grado  de  enseñanza  que  con  mas  razón  que 
otra  alguna  debe  aparecer  exenta  de  graves  defectos. 
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t00&.— Taseaa  las  universidades  cuerpos  reguladores  de 
la  enseñanza,  ya  verdaderas  escuelas  superiores,  es  condi- 
ción esencial  á  su  régimen  el  privilegio  de  conferir  grados 
académicos  á  las  personas  cuya  vocación  fuere  el  ejercicio  de 
ciertas  profesiones  liberales.  Sin  este  derecho  exclusivo  no  se 
concibe  la  existencia  de  ninguna  facultad,  porque  facultad 
es  la  serie  de  estudios  metódicos  que  el  gobierno  exige  que 
los  particulares  cursen  en  las  universidades  como  garantía 
de  su  instrucción  profesional,  acreditada  por  medio  de  gra* 
dos  académicos.  Para  que  la  garantía  sea  verdad  é  inspire 
coníianza  la  corporación  que  confiere  el  grado,  debe  estar  re* 
vestida  de  un  elevado  carácter;  y  si  la  instrucción  ha  de  lle- 
var impreso  el  sello  de  la  unidad,  la  investidura  debe  reci- 
birse en  las  escuelas  superiores. 

Con  arreglo  á  estos  obvios  principios  se  había  declarado 
que  los  estudios  de  facultad  se  hiciesen  solamente  en  las  uní. 
versidades,  y  que  solo  en  ellas  pudiesen  conferirse  los  grados 
académicos  (4);  regla  destruida  por  el  gobierno  al  autorhar  á 
los  institutos  provinciales  que  dieren  tos  cinco  años  de  ense- 
ñanza, para  conferir  el  de  bachiller  en  filosofía  á  sus  alum* 
nos  (2). 

Esta  disposición  dictada  en  obsequio  k  intereses  pura- 
mente locales,  relaja  la  disciplina  de  la  enseñanza  y  quebran- 
ta la  uniformidad  de  la  instrucción  sostenidas  por  el  régimen 
universitario,  sin  producir  el  menor  délos  beneficios  que  al- 
gunos esperan  de  la  libre  concurrencia  entre  los  estableci- 
mientos públicos  y  privados. 

tooe. — Las  facultades  son  cinco,  á  saber,  Filosofía,  Juris- 
prudencia, Teología,  Medicina  y  Farmacia,  aunque  no  todas 
existen  en  todas  las  universidades  del  reino. 

t009.— Es  evidente  que  se  necesita  una  facultad  de  cien- 
cias políticas  y  administrativas  cuyos  estudios  y  grados  aca- 
démicos preparen  para  la  gestión  de  los  intereses  generales, 
alejen  á  las  incapacidades  del  servicio  público,  proporcionen 


(1)  PIau  de  estudios  de  8  de  julio  de  1847,  art.  48. 

(2)  Real  decreto  y  reales  órdenes  de  4  y  31  de  mayo  de  1848. 
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aQxHkres  histratdos  al  gobierno,  y  ea  suma,  pora  que  bt  cien- 
cia penetre  en  la  administración  y  sea  desterrado  el  ciego 
empirismo. 

Esta  necesidad  es  poHtica  y  social  á  nn  mismo  tiempo: 
política,  porque  exigiendo  pruebas  de  aptitod  y  garantías  de 
capacidad  en  los  candidatos^  se  pondrá  coto  á  tantas  ambicio- 
Bes  ilegflimns  como  boy  se  alimentan^  qoe  si  no  se  satisfacen, 
ttciioMnte  se  convierten  en  crimínales :  social ,  porqne  con 
los  progresos  de  la  civilización  crecen  las  necesidades  en 
proporción  qoe  los  medios/se  complican  los  intereses  y  se 
dilata  la  esfera  del  gobierno.     , 

Cuando  se  combate  á  tos  poderes  en  nombre  de  una  filo- 
sofía, los  poderes  deben  defenderse  invocando  otra  filosofía 
mejor,  oponiendo  á  las  vagas  ideas  de  los  utopistas  verdades 
practicas  y  bienes  positivos.  El  estudio  de  la  medicina  social 
es  de  rigor  para  curar  á  la  sociedad  enferma.  Sin  nociones 
det  derecho  oatoral  y  de  gentes,  del  politioo  y  adminístrati- 
vo,  de  economía  y  estadística,  nadie  puedo  servir  útilmente  al 
gobierno.  Condenar  los  principios,  desdeñar  la  teoría  eqaiva* 
le  á  desconocer  que  la  adminisiracioa  sea  la  ciencia  de  ios 
hombres  y  de  las  cosas  en  sus  extensas  relaciones  con  el 
estado. 

La  administración  como  ciencia  exige  estudios,  como  arte 
requiere  aprendizaje.  Á  esta  evidente  necesidad  se  propaso 
acudir  el  gobierno  en  el  proyecto  de  ley  para  el  nombramien- 
to de  empleados  en  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  reí* 
no  (4);  pensamiento  estéril,  parcial  y  dentro  de  sus  límites,  ' 
incompleto.  Estéril,  porque  so  protesto  de  respetar  derechos 
adquiridos,  perpetúa  los  abusos  que  pretende  extirpar:  par* 
cial,  porque  comprende  á  los  agentes  administrativos  de  nn 
solo  orden,  como  si  en  los  demás  ramos  bastase  con  caminar 
á  ciegas;  incompleto,  por  cnanto  ni  organiza  ni  afeoma  si* 
quiera  la  idea  de  organizar  una  facultad  administrativa. 

t009.— Las  universidades  están  bajo  la  dirección  espe- 
cial de  sus  rectores;  y  aun  cuando  la  ley  para  el  gobierno  de 

(1)    Presentado  i  las  cdrtes  ea  16  de  marzo  de  IKiO^ 
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las  proviaeiiu^  concede  i  los  gefes  políticos  el  dereebo  de 
ÍQspeccioQ  ea  lodos  los  establecímienlosde  íastraccioa  pú- 
blica cooteaidos  ea  el  distrito  de  sa  mando,  ao  pueden  adop- 
tar por  sí  medida  alguna  relativa  á  la  enseñanza  ó  al  régimen 
interior  de  las  esencias,  limitándose  sus  facultades  á  acense^ 
jarales  rectores  cuanto  crean  conveniente,  participar  al  go^ 
biernolos  vicios  6  abusos  que  observen^  proponer  las  refor-^ 
mas  que  estimen  oportunas,  y  dictar  en  los  asuntos  de  orden 
público  las  disposiciones  propias  de  su  autoridad.  Los  recto- 
res son  de  nombramiento  real  y  deben  ser  elegidos  en  la  cla- 
se de  doctores.  El  cargo  de  rector  es  incompatible  con  el  de 
catedrático. 

Al  frente  de  cada  facultad  bay  un  decano  que  nombra  el 
Rey  &  propuesta  del  rector:  este  cargo  dura  cuatro  afios  y  es 
reelegible. 

Los  catedráticos  reunidos  de  cada  facultad  bajo  la  presi* 
dencia  del  rector  ó  del  decano  en  virtud  4e  delegación  suya« 
forman  el  claustro  de  la  misma,  el  cual  solo  entiende  en  los  ' 
negocios  que  tuvieren  relación  con  las  ciencias  y  la  enser 
Qanza. 

La  reunión 'de  los  doctores  de  todas  las  facultades  residen- 
tes en  el  pueblo  donde  exista  universidad  forma  el  claustro 
general  de  la  misnaa »  sea  cual  fuere  el  establecimiento  de 
donde  procedan.  £1  rector  convoca  el  claustro  general  para 
ciertos  actos  solemnes  según  previenen  los  reglamentos  (4 }. 

Para  mantener  el  orden  interior  en  las  universidades  y 
corregir  las  faltas  ú  excesos  de  los  alumnos  se  emplea  la  au* 
toridad  de  los  catedráticos  respectivos^  del  gefe  del  establecí- 
miento  y  de  un  consejo  de  disciplina  que  impone  por  via  de 
corrección  penas  académicas  ó  corporales  (2). 

teoo.^La  enseñanza  está  encomendada  al  cuerpo  de 
profesores,  bajo  la  vigilancia  inmediaia  del  rector  y  la  sape- 
cior  del  gobierno.  La  organización  del. profesorado,  es  la  ciar- 
ve  de  las  nniversidades,  y  el  mayor  escollo  de  la  instrucción 
pública.  • 

(1)    Plan  de  estudios,  trts.  107ys¡g. 
<2)    Ibid.  art.  117. 
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!•!•.  — Tres  circunsla&cias  habr&n  de  concarrir  en  el 
profesorado,  á  saber,  moralidad,  aplilod  é  independencia* 

t^tt.— La  moralidad,  porque  la  buena  doctrina  influye 
en  las  bueuas  costumbres  é  inspira  amor  y  respeto  á  las  leyes. 
Guando  estas  son  dignas  de  censura,  el  sacerdote  de  la  ciea- 
cía  debe  mostrar  sus  defectos ,  no  con  la  acrimonia  de  una 
oposición  apasionada,  sino  con  la  calma  y  dignidad  del  hom* 
bre  que  rinde  tín  culto  desinteresado  á  la  verdad  y  desea  el 
triunfo  de  los  principios,  pero  inculcando  entretanto  la  obe- 
diencia de  los  preceptos.  Dura  kx;  sed  Ux. 

t9t>.—> Aptitud,  estoes,  copia  de  doctrinas,  fácil  criterio 
y  el  talento  de  la  enseñanza.  La  aptitud  no  debe  buscarse  en 
las  pruebas  equivocas  de  los  concursos  ú  oposiciones  que  si 
prueban  algún  mérito  absoluto,  no  prueban  ninguno  relati- 
vo; sino  por  medio  de  una  organización  conveniente  del  pro- 
fesorado á  cuya  carrera  haya  acceso  por  el  camino  de  la  cien- 
cia y  de  nn  verdadero  aprendizaje.  La  oposición  mas  rígida  é 
imparcial  prueba  dudosamente  el  grado  de  saber  de  cada  can- 
didato; pero  aun  cuando  lo  fijase  con  certeza,  aun  habria  lar- 
ga distancia  entre  el  ingenio  que  brilla  en  un  ejercicio  públi- 
co y  el  don  especial  de  exponer  las  ideas  con  claridad  y  trans- 
mitirías con  precisión. 

No  por  eso  consideramos  del  todo  inútil  el  sistema  de  las 
oposiciones^  sino  como  muy  á  propósito  para  formar  la  base 
del  profesorado,  colocando  entre  ellas  y  el  ascenso  á  la  cate* 
dra  un  periodo  de  estudio  y  de  experiencia,  durante  el  cual 
maduren  las  doctrinas  y  contraiga  el  candidato  los  hábitos  de 
la  enseñanza.  Asi  como  hoy  tenemos  catedráticos  y  regentes 
agregados  sin  constituir  un  cuerpo  de  profesores,  fórmese 
una  sola  gerarquía ,  sea  la  primera  clase  el  plantel  de  la  se* 
gunda,  éntrese  en  aquella  mediante  rigorosa  oposición  y  as- 
ciéndase á  esta  por  antigüedad  ó  por  mérito  comprobado  de 
una  manera  positiva  en  el' desempeño  de  la  agregación.  La 
ciencia  se  manifiesta  en  el  concurso,  y  el  genio  para  la  ense- 
ñanza se  desarrolla  ó  revela  en  los  «nsayos  del  profesorado. 
En  el  aislamiento  actual,  ni  se  ofrece  estímulo  al  regente ,  ni 
se  utiliza  el  aprendizaje  de  catedrático.  Otros  medios  habría 
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tal  vez  de  organizar  el  proftoorado;  pero  el  expuesto  parece 
mas  (&cil  y  expedito  y  mas  conforme  con  el  estado  de  las 
ciencias  en  España  y  con  nuestras  costumbres. 

La  aptitud  exige  asimismo  que  el  profesor  obtenga  los 
ascensos  naturales  en  su  carrera  dentro  de  la  misma  asigna- 
tora  á  fin  de  no  perder  el  fruto  de  sus  estadios  predilectos  y 
largas  meditaciones ;  sistema  adoptado  en  la  legislación  vi- 
gente y  mejora  muy  principal  respecto  á  la  anterior. 

t^ts.— La  independencia  del  profesorado  se  funda  en 
dos  bases: 

L  Que  el  estado  vele  por  su  subsistencia  y  la  de  sn  fami- 
lia, á  fin  de  que  pueda  consagrarse  en  cuerpo  y  alma  á  la  cien- 
cia y  &  la  enseñanza  de  la  juventud. 

IL  Que  el  gobierno  le  otorgue  la  justa  libertad  de  ejer- 
cer su  ministerio,  permitiéndole  manifestar  sin  temor  ni  re- 
bozo sus  opiniones  sobre  los  varios  puntos  que  la  enseñanza 
comprende. 

De  aquí  dimana  que  las  atenciones  de  la  instrucción  pú- 
Mica  son  una  deuda  sagrada  del  estado,  pues  el  profesor  pac- 
ta con  el  gobierno  cgnsagrarse  totalmente  á  una  vida  ideal  y 
contemplativa,  si  le  exime  *de  los  cuidados  de  la  tierra.  Su 
deber  y  su  gloria  le  llaman  á  regiones  muy  apartadas  del 
mundo  en  donde  el  estado  debe  mantenerle  por  su  propio  pro-^ 
vecho.  Por  esta  razón  Umbien  deben  ser  los  profesores  in- 
amovibles, no  con  la  inamovilidad  incompleta  que  nace  de  la 
necesidad  de  instruir  un  expediente  gubernativo,  dar  audien- 
cia al  interesado  y  consultar  previamente  al  Consejo  de  ins- 
trucción pública,  sino  con  la  que  ofreciese  una  ley  declarato- 
ria de  la  perpetuidad  de  sus  derechos,  mientras  no  se  les  pri- 
vase de  ellos  en  virtud  de  sentencia  judicial. 

tOt4.— La  justa  libertad  de  la  enseñanza  pública  desean* 
sa  en  el  respeto  del  gobierno  i  la  ciencia  y  de  esta  á  las  leyes 
fundamentales  y  á  los  poderes  del  estado.  Una^ intervención 
administrativa  que  excediese  dichos  límites ,  equivaldría  a 
someter  la  enseñanza  al  sistema  reglamentario,  á  coosliluir 
una  ciencia  ministerial  y  sujetar  la  razón  á  una  perpetua  tu- 
tela. Cierto  grado  de  independencia  es  necesario  en  las  uni* 
ToaoL  33 
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versidades  por  no  caer  en  el  moifopolio  de  la  enseñanza  re- 
mitiéndola toda  á  an  centro  común,  y  á  fin  de  etilarciue  la 
excesiva  unirormidad  apagóte  toda  digension. 

Por  este  motivo  es  dadosa  la  conveniencia  de  formar  pro- 
gramas generales  á  que  hayan  de  ajustar  sus  explicaciones  los 
profesores  de  las  universidades  del  reino  (1);  pues  aon  cuan-» 
do  la  mente  del  gobierno  no  sea  coartar  la  jnstá  libertad  de 
|os  catedráticos,  sino  imprimir  una  dirección  uniforme  á  la 
enseñanza,  esta  iniciativa,  con  solo  trazar  el  orden  de  las  ma- 
terias, comprime  el  vuelo  del  profesor  cuyas  ideas  originales 
habrán  de  ajustarse  al  lecho  de  Procusto  de  un  programa. 
Toda  teoría  nueva  tiene  formas  y  proporciones  particulares 
que  pierde  vaciada  en  la  turquesa  del  gobierno:  la  libertad 
de  las  doctrinas  es  vana,  sin  la  libertad  del  método. 

Si  se  advirtiesen  abusos  en  la  enseñanza,  autoridades  hay 
encargadas  de  reprimirlos,  sin  acudir  al  extremo  de  impo- 
ner á  todo  el  profesorado  el  yugo  de  un  sistema,  y  sin  so- 
meter el  presente  y  el  porvenir  dé  cada  ciencia  al  jnicio  de 
un  solo  hombre.  En  realidad ,  el  programa  oficial  ¿no  es  la 
censura  y  condenación  de  todos  los  programas  existentes  y 
posibles? 

tot&. — Las  universidades  bien  constituidas  son  fuentes 
de  saber  y  de  virtud;  mal  organizadas  fomentan  la  insurrec- 
ción de  las  inteligencias  y  se  convierten  en  remora  de  todo 
progreso.  Espíritus  vulgares,  hombres  de  rudo  entendimien- 
to ó  de  imaginación  enferma ,  gentes  incapaces  de  abarcar 
con  su  débil  mirada  el  extenso  horizonte  de  la  sociedad,  acha- 
can álos  estudios  superiores  los  vicios  de  la  enseñanza  y  con- 
cluyen por  atribuir  á  esta  causa  el  desfallecimiento  de  la  agri- 
cultura y  el  abandono  de  las  profesiones  mecánicas;  como  ^i 
las  ciencias  y  las  artes  ligadas  con  vincules  indisolubles  no 
caminasen  siempre  paralelas,  ó  como  si  todos  los  gobiernos, 
y  principalmente  los  representativos,  no  necesitasen  ahora 
mas  que  nunca  lo  que  Ayax  pedía  á  los  dioses  en  otro  tiempo^ 
luz  para  combatir, 

(t)    Real  orden  de  3t  deoctnbre  de  1848. 
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•     CAPÍTULO  XIX. 

1016.— La   relígi<m«   neoMidtd  tot  nooástioot. 

social.  1024.— PreseoUcioo  pira  sillas 

1017. — Es  UQ  medio  de  educa-  y  benefícios  eclesíáslicos. 

cioD.  103$.— Los  ministros  dd  ahir 

1 0 1  S.^Los  estados  Iíobcb  sa  £e^  son  nkml^rds  d«l  «atado. 

ligioD.  1026.— ^La  admÍQÍ9tractoa  prote- 

1019,— Leyes  eclesiásticas.  ^c  el  culto. 

1020.— Sacerdoefo  é  imperio.  lOSr.-^rAlgoiias  tacos  promaeve 

1021.-^1  poder  civil  concurre  á  ciertas  prácticas  religio* 

la  organización  del  clero.  sas. 

1022.— ProbiDicion   de*  conferir  10ÍS.— Celebración  de  concilios. 

f^rdeaea  nayoraa.  10^.r*»P8se  da  loe  breves  y  ras- 

1023.— Prohibición  de  hacer  vo-  criptos  pontificios. 

• 

tM6.— La  rcUgiott  es  aoa  neeeaidad  social  qaa  crece 
confomie  \k  demoerácia  se  «c^ca  al  poder,  porqoe  «aaato 
mas  débiles  soa  los  freftos  de  la  ief,  mas  faertes  debea  ser 
los  diqoes  de  la  coacieacia.  La  libertad  política,  sia  el  seoti^ 
miento  religioso  por  base,  dos  conduciría  á  la  forma  absurda 
de  ua  gobierno  fondado  ea  la  eiutiiacioa  y  ea  el  deseofread 
de  las'fttsieaes  populares. 

totir.— Cuanto  mas  profaadameate  gravadas  estuvieren 
las  creencias  en  el  corazón  del  ctudadaao,  taato  aaaseficát 
será  este  medio  de  eduoaeion  y  de  enseftaftia  para  los  a(}mi* 
nistrados.'La  fé  por  sí  sola  es  aa  principio  de  vida;  y  asionan-* 
do  un  símbolo  desaparece,  oU-o  le  leetbplazav  so  pena  ée  mo- 
rir la  nación  ^céptica  reparttéadose  sus  despojos,  ¿  altando  • 
se  sobre  sus  ruinas  «otros  pueblos  que  vengan  á  regenerar  el 
caído  con  naevas  ideas,  ya  políticas,  ya  religiosas. 

.  Todo  gobierno  debe,  pies,  descansar  en  el  principio  mo^ 
i«l  que  en  la  sociedad  domi«a,  sin  el  cual  no  existe  unidad 
en  las  vokmlades,  ni  en  los  intef«es,  ni  en  loa  esfuerzos. 

La  idea  de  Dios  y  de  sapnifviéeacía  coadujo  en  poUtica  h 
la  emancipación  de  los  esclavos,  á  mejorar  la  condición  de 
las  mujeres,  á  la  libertad  moderna,  á  la  igusMad  anta  U  ley 
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cullo.  ^ 

La  religioa  de  la  nacioD  española  es  la  católica,  apostóli- 
ca romana:  el  estado  rnaatiene  el  culto  y  sus  ministros  (4). 

tote.— Las  leyes  eclesíásfeícas  son  relativas  al  dogma ,  á 
la  disciplina  ó  á  la  policía  exterior  del  culto.  La  enseñan- 
za de  la  fé  pertenece  exclusivamente  al  poder  espiritual, 
y  el  temporal  respeta  el  ejercicio  de  su  sagrado  ministerio. 
La  disciplina  interior,  es  decir,  los  ritos  sagrados,  las  ce- 
remonias religiosas,  la  administracian  espiritual  son  tam- 
bién negocios  extraños  á  la  competencia  de  la  autoridad  civil. 
La  policia  exterior  del  eulto,  estQ  es,  a(^ellos  actos  religio> 
sos  une  salen  ya  del  santuario  de  la  conciencia  y  ostentan  for- 
mas sensibles,  son  materia  de  la  jurisdicción  mista. 

toso. — Ambos  poderes,  el  sacerdocio  y  el  imperio^  ejer- 
cen autoridad  en  ellos;  el  uno  en  bien  de  la  iglesia,  el  otro  en 
interés  del  estado. 

Cuando  fuere  inseparable  lo  qoe  se  debe  á  Dios  de  lo  que 
se  debe  al  Cé^ar ,  la  autoridad  civil  y  la  eclesiástica  habrán 
de  concurrir  á  la  formación  y  ^cucion  de  estas  leyes;  mas 
si  se  tratase  de  cosas  puramente  temporales,  sola  ad  gobierno 
pertenece  dictar  los  reglamentos. 

(i)    GoD8litucion ,  art.  11.  : 
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Los  depositarios  de  ta  potestad  administrativa  prolegeo  la 
religioD  del  estado,  ya  concai-rteiido  á  la  o^gaDizacion  del 
clero,  ya  velando  sobre  la  conducta  de  los  ministros,  y  ya  en 
fin  haciendo  respetar  ei  cnlto. 

tott.— Concurre  el  poder  civil  á  la  organización  det  cle- 
ro, procurando  que  los  eclesiásticos  presentados  para  algún 
beneficio  reanan  las  cnalidades  que  los  cánones  y  las  leyes 
exigen.  Como  nna  de  dichas  cualidades  es  la  instrucción  ne- 
cesaria para  el  desempeño  desn  ministerio,  se  ha  intentado 
por  los  reyes  de  Bspaf^a  en  repetidas  ocasiones  ejecutar  lo 
prevenido  en  el  concilio  deTrento  acerca  del  establecimien-* 
lo  en  todas  las  diócesis  de  seminarios  conciliares.  Las  cor- 
tes  del  reino  celebradas  en  Madrid  se  lo  soplicaron  así  á 
Felipe  II  que  lo  mandó  practicar:  Felipe  V,  Carlos  III  y 
Fernando  Vil,  reiteráronlo  mandado,  si  bien  la  voluntad 
de  estos  monarcas  no  ha  obtenido  aun  cabal  cumplimien* 
10(4). 

t099.-*Como  del  excesivo  y  desproporcionado  número 
de  eclesiásticos  se  siguen  gravísimos  dafios  al  estado,  por- 
que sobre  los  seglares  exclusivamente  vienen  á  recaer  las 
cargas  públicas  de  que  aquellos  se  hallan  exentos,  es  obvio 
que  la  admiiíistraotoatiene  derecho  para  impedir  ó  remediar 
estos  males;  por  cuyo  motivo  prohibió  el  gobierno  á  los  dio-* 
cesanos  ex|)edir  dtmtsorias  y  conferir  órdenes  mayores  sino 
en  ciertos  qpisos  fundados  en  razones  de  conveniencia,  ó  en  la 
necesidad  de  no  atribuir  á  la  ley  efecto  retroactivo  (2).  Esta 
prohibición  fue  alzada  con  respecto  á  las  personas  que  ha- 
biendo concluido  sus  estudios  en  kks  seminarios  conciliares  6 
clericales  ó  en  las  univerádades,  bubieseft  obtenido  ú  obtu- 
vieren^ previo  concurso,  algnn  curato;  y  asimismo  en  favor 
•de  los  que  solicitaren  ordenarse  á  titulo  de  cátedra  ó  de  re- 
gencia de  cátedra  con  sueldo  (3).  Todas  las  demás  que  sin 
bailarse  en  dichas  ciroónstancias  desearen  recibirlas  ór- 
denes sagradas,  deben  obtener  previamente  la  venia  real, 

(1)    Leyes!,  S  j3,  tít.  xi,  iib.  i,  TIot.  Reoop. 
(S)    Beal  decreto  de  8  de  oclubre  de  1835. 
(3)    Deal  decreto  de  16  de  julio  dé  1846. 
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pqes  mientras  oo-ealran  ea  el  sacerdocio,  son  subditos  legos 
en  quienes  ejerce  plena  potestad  el  imperio. 

tosa. — Por  iguales  motivos  tiene  el  gobieroo  facultad 
para  intervenir  en  los  votos  monásticos;  y  no  ciertamente 
porque  deba  ni  pueda  oponerse  á  la  celebración  de  estoi  pac- 
tos solemnes  entre  Dios  y  la  conciencia;  sino  en  cuanto  per- 
tenece al  soberano  conceder  6  negar  su  aprobación  legal  y  la 
sanción  exterior  á  un  acto  del  fuero  interno.  T  si  el  cumpli- 
miento de  estos  votos  espirituales  lleva  ya  implícita,  ya  t%- 
plicita  la  condición  de  vivir  en  común  constituyendo  una  con- 
gregación religiosa ,  entra  mas  todavia  en  el  dominio  de  la 
administración  pública,  porquetoda  corporación  debe  ser  re- 
conocida y  aprobada  por  las  leyes  dtl  reino  (4)  que  no  reco- 
nocen la  libertad  de  asociación,  hasta  el  punto  de  encerrar  el 
supremo  derecbo  de  v^tlaftcta  inherente  al  estado  em  los  lí- 
mites de  una  acción  paramente  represiva. 

tÓS4. — También  influye  el  gobierno  en  la  organización 
del  clero,  presentando  á  la  Santa  Sede  sngetos  id6«e<is  para 
los  arzobispados,  obispados,  prelacias  y  abadías  en  virtud 
del  derecho  de  patronato  que  en  todas  las  catedrales  del  rei- 
no ejerce  la  Corona  (2). 

tO»&.-— Los  ministros  del  altar  son  á  un  tiempo  miembros 
de  la  Iglesia  y  del  estado;  como  sacerdotes  obedecen  á  sus 
superiores  gerárquicos,  y  como  ciudadanos  respetan  las  le- 
yes y  las  autoridades  civiles.  Si  abusasen  de  su  miiiisterio  tur- 
bando la  paz  de  las  conciencias,  predicando  la  desobediencia 
al  magistrado,  ó  concitando  los  ánimos  á  la  rebelión  contra 
los  poderes  constituidos,  la  autoridad  administrativa  á  cuyo 
cargo  estuviere  la'bonservacíon  del  orden  público ,  debe  re- 
primir tales  excesos  dentro  de  los  límites  de  su  potestad,  y  en- 
tregar  el  culpable  al  tribunal  competente  para  que  sea  juz- 
gado con  arreglo  á  las  leyes  (3). 

La  necesidad  de  reconocer  un  caito  libre  é  iiidependiente, 
influye  en  que  la  índole  de  esla  intervención  sea  mas  bien 

(1)  Leyes  6,  tít.  ii,  líb.  xii,  y  12,  tít.  iiii,  lib.  xii.  I9ov.  Recop. 

(2)  Ley  4,  lit.  xvn,  lib.  r,  Ko?.  Recop. 
(.3)    Ley  23,  iit.  i,  lib.  i.  Kov.  Becop. 
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represiva  que  preveotiva,  pues  á  fuerza  de  precaver,  pudie- 
ra el  estado  lastimar  los  derechos  de  ta  Iglesia  que  deben  ser 
taa  respetables  á  los  ojos  del  gobierno,  como  las  prerogativas 
de  la  Corona. 

tose.— Por  últinio,  laadminíslracioii  íaierpone  su  auto- 
ridad para  que  el  culto  sea  respetado,  prohibiendo  ^trabajar 
en  los  domingos  y  en  los  demás  días  que  la  Iglesia  samifica, 
salvo  si  hubiere  necesidad,  con  la  véoia  de  la  autoridad  cele- 
siástipa  (4):  mandando  se  observe  la  debida  reverencia  y  se 
guarde  el  decoro  conveniente  en  los  templos,  principalmente 
mientras  se  celebran  los  divinos  oGcios  (2);  concediendo  ó  ne- 
gando el  permiso  para  las  procesiones  exteriores ,  vedando 
todo  espectáculo  religioso  que  no  cause  ediücacion,  las  pro^ 
cesiones  de  noche,  los  bailes  en  las  Iglesias,  atrios  y  cemen- 
terios ó  delante  de  las  imágenes  de  los  santos  (3),  y  asocian* 
dose  á  ciertas  eeremoaiag  religiosas,  como  á  las  üestas  de  Se- 
mana Santa,  del  Corprn  y  otras,  á  las  acciones  de  gracias 
por  los  beneficios  de  la  Providencia  y  á  las  rogativas  públi- 
cas para  implorar  la  divina  misericordia  en  favor  del  reino. 
Al  gobierno  secular  corresponde  solicitar  estas  rogativas  so^ 
leoines,  aunque  sean  interiores  en  el  templo,  y  el  estado  ecle- 
siástico está  obligado  á  concurrir  á  ellas  con  tan  devoto  lio; 
y  si  llegaren  á  ser  procesionales,  deben  suspenderse  las  di* 
versiones  populares  los  dias  que  duraren  (4). 

11199. -"-Estas  prácticas  piadosas  en  que  el  gobierno  invi- 
ta á  la  oración  pública  para  aplacar  la  cóleradel  cielo  ó  atraer 
sus  bendiciones  sobre  los  pueblos,  se  rigen  y  ordenan  por 
las  leyes  eclesiásticas.  La  policía  local  las  protege,  y  además 
el  estado  asiste  en  representación  de  todos  los  subditos  fie- 
les,  en  la  persona  de  los  miembros  de  sus  cuerpos  colegis- 
ladores  y  en  la  de  sus  autoridades  administrativas  y  judicia- 
les. El  delegado  superior  del  gobierno  convoca  á  todos  los 
gefes  civiles  y  militares  y  preside  el  acto  solemne,  contribu- 

(1)  Leyes  7  y  8,  tít.  i,  Ub.  i,  Kov.  Rccop. 

(2)  Leyes  9  y  10,  y  real  órdea  de  7  de  abril  de  1829. 

(3)  Ley  tl,ibid. 

(4)  Ley  20,  ibid. 
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yendo  coa  su  presencia  á  dar  majestad  al  culto  y  á  fortificar 
en  el  espíritu  de  los  admiaistrados  la  fé  tan  necesaria  á  la 
conservación  y  adelanto  de  los  pueblos,  y  estos  se  adhieren 
de  todo  corazón  al  pensamiento  de  una  autoridad  que  parti- 
cipa activamente  de  aquella  sagrada  ceremonia  y  da  ejemplo 
de  virtud  ofreciendo  á  Dios  su  tributo  religioso. 

tOt9.— Aunque  la  Iglesia  ejerce  su  potestad  legislativa 
con  absoluta  independencia  del  estado,  no  pueden  sin  em- 
bargo congregarse  los  obispos,  ni  publicarse  las  leyes^ecle- 
siásticas  en  un  territorio  sin  consentimiento  del  soberano. 
Asi  pues,  ni  los  concilios  generales,  ni  los  provinciales,  ni 
los  sinodos  diocesanos  pueden  reunirse  sin  la  anuencia  de  ios 
principes  católicos,  no  solo  por  lo  que  interesa  al  orden  pú- 
blico, si[\o  en  consideración  á  las  regaHas  de  la  Corona  me- 
noscabadas ó  comprometidas,  si  las  decisiones  de  la  Iglesia  en 
punto  á  disciplina  fuesen  ejecutorias  sin  la  aprobación  real. 
Bste  requisito  nada  aOade  á  la  fuerza  obligatoria  de  los 
cánones  como  leyes  eclesiásticas;  pero  procura  su  obser- 
vancia publicándolas  y  haciéndolas  obedecer  como  leyes  del 
reino. 

t09e.— Tampoco  pueden  publicarse  en  España  los  bre- 
bes  y  rescriptos  pontificios  singla  autorización  del  Rey,  de- 
recho inherente  á  la  misma  soberanea,  y  cuyo  ejercicio  no 
disminuye  la  justa  libertad  déla  Iglesia,  ni  su  independen- 
cia respecto  i  el  estado.  £1  gobierno  está  obligado  á  consul- 
tar siempre  al  Consejo  Real  en  ponto  afpase  y  retención  de 
estas  bulas  y  breves  de  interés  general  y  de  las  preces  para 
obtenerlos  (i). 


(I)    Reales  decretos  de  6  de  julio  de  1845,  art.  If^  y  22  de  se- 
tiembre de)  mismo  afío,  art.  8. 
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CAPÍTULO    XX. 

Be  !••  edpeeMeolo»  pAblieos. 

1030.— Policía  de  los  espectácu-  1036.— Autorización. 

los.  1037.— Previa  censura. 

1031.— Conveniencia  de  las  di-  1038. — Sa  fondamento. 

versiones  publicas.  1039.— Facultades  do  la  autori* 
1033.— Deberes  de  la  administra-  dad  en  las  representacio- 

cioo.  nes  escénicas. 

1033. — Inflaencia  del  teatro.  1040.— Cargas  de  los  teatros. 

1034. — Su  verdadera  importan-  1041. — Teatro  español. 

cía.  1042.— Toros. 

1035.— PrÍDcipios  de  naestri^le-  1043.— Juegos  y  diversiones  me- 

gislacion  administrativa.  ñores. 

toso.— La  policia  de  los  espectáculos  se  divide  en  dos 
partes,  una  relativa  al  orden  páblico,  otra  concerniente  alas 
coslambres:  de  lo  primero  hemos  hablado  en  su  lugar,  y  lo 
segundo  pertenece  k  la  educación. 

tosí. — No  es  la  ciencia  administrativa  tan  austera  que  se 
limite  á  enseñar  como  se  mantiene  en  quietud  á  los  adminis- 
trados, pues  también  se  extiende  hasta  aconsejar  los  medios 
de  procurarles  honestos  placeres.  La  virtud  política  no  va  re^ 
vestida  con  la  severidad  ascética  propia  del  monge  ó  del  ere* 
mita,  antes  conviene  ásus  fines  aparecer  expansiva  de  todos 
los  afectos  inocentes  del  corazón,  porque  de  una  manera  se 
educa  al  hombre  para  la  sociedad,  y  de  otra  muy  distinta  se 
le  forma  para  el  claustro  ó  el  desierto. 

Las  diversiones  públicas  hacen  amable  el  gobierno  y  tor- 
nan al  hombre  dócil  á  la  autoridad,  sumiso  á  la  ley,  activo  y 
laborioso,  porque  aumentando  su  fortuna,  aumentan  en  pro- 
porción los  goces  de  la  vida.  «Creer,  dice  Jovellanos,  que 
los  pueblos  pueden  ser  felices  sin  diversiones,  es  un  absur- 
do; creer  que  las  necesitan  y  negárselas,  es  una  inconsecuen- 
cia tan  absurda  como  peligrosa;  darles  diversiones  y  pres- 
cindir de  la  influencia  que  pueden  tener  en  sus  ideas  y  cos- 
tumbres, sería  una  indolencia  harto  mas  absurda,  cruel  y  pe* 
ligrosaque  aquella  inconsecuencia;  resulta,  pues,  que  el 
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establecimiento  y  arreglo  de  las  di?ersioaes  páblieas,  será 
uno  de  los  objetos  de  toda  baena  política»  (4). 

t089. — La  admiaistracioD  debe,  pues«  procurar  el  solaz 
y  el  esparcrmieoto  de  una  población  atareada,  asi  como  tam- 
bién debe  moderar  la  pasión  de  los  espectáculos  y  encami- 
narlos hacia  el  bien.  Siendo  el  trabajo  el  caudal  del  pue- 
blo, conspira  contra  este  caudal  el  que  disminuye  el  trabajo, 
y  hace  por  tanto  un  daAo  público,  á  veces  irreparable;  por 
cuya  razón  pertenece  á  los  gefes  poUticos ,  á  los  gefes  civi- 
les y  á  los  alcaldes,  según  ios  casos,  dar  é  negar  permiso  pa- 
ra las  funciones  públicas  que  hayan  de  verlGcarse  en  los  pun- 
tos de  su  residencia,  y  presidir  e^os  acto»,  cuaado  lo  esti* 
me  conveniente  (2). 

Por  otra  parte  el  espectáculo  tiene  una  gran  fuerza  sim- 
pática dentro  de  los  límites  que  á  la  accioa  seftalaa  «I  tiem- 
po y  el  lugar;  de  suerte  que  ora  se  mirea  bajo  el  aspecto  ma- 
terial, ora  bajo  el  moral,  las  diversiones  jamás  son  indiferea- 
tes  á  la  administración,  porque  si  el  uso  redunda  en  prove- 
cho ,  el  abuso  cede  en  menoscabo  de  las  costumbres  ó  rique- 
za de  los  pueblos» 

tUSS.^— El  teatro  es  de  todas  las  diversieoes  públicas  la 
mas  general  y  la  mas  digna  de  cualquiera  aaeion  culta.  La 
escena  es  un  cuadro  moral,  la  historia  viva  de  la  víitnd  ó 
del  vicio:  mil  cerebros  se  agitan  con  uoa  misaa  idea  y  m'ú 
corazones  vibrají  heridos  en  la  misma  cuerda.  Por  eso  han 
solido  llamarle  escuela  de  las  costumbres;  tHolo  que  si  no  le 
cuadra  en  rigor  por  su  íafiujo  en  la  enmienda  del  hombre  ya 
corrompido^,  le  aviene  perfectamente  por  sus  estragos,  cuan- 
do degenera  en  insirumento  de  corrupcioo.  Un  teatro  tal  se* 
ría  una  peste  pAUica,  y  el  gobierno  se  vería  en  la  aUernaüva 
de  relbffmarle  ó  proscribirle  (3). 


(1)    Memoria  para  el  arreglo  de  la  policía  de  los  espectáculos, 
(^    Leyes  de  8  de  enero  y  2  de  abril  éa  1S4S ,  j  real  decrete 
de  l.«  de  diciembre  de  1847. 

(3)  £1  desgraciado  Larra,  conocedor  profundo  del  teatro,  escri- 
bid á  propósito  de  sa  influjo  en  bi«D  de  las  coslnmbres  las  signíentes 
palabras:  ««£1  hombire  qo  es  aoiiaU  de  esoarmieato,  j  por  tanto,  el 
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Pero  auoque  su  acCíon  moralizadora  no  sea  doble ;  aua- 
que  el  teatro,  sieado  malo,  provoqae  masa  la  imitación, 
que  siendo  bueno,  alecciona  y  escarmienta,  hay  sobrados 
motivos  para  no  descuidar  su  policía.  Debemos  mirar  el  tea* 
tro  de  los  pueblos  con  igual  ó  mayor  respeto  que  sus  leyes, 
pues  si  estas  se  dirigen  á  la  razón  del  hombre,  aquel,  lison- 
jeándolas^ halaga  y  extravía  sus  pasiones. 

Sería  muy  tenue  la  importancia  civilizadora  del  teatro, 
si  le  considerásemos  en  interés  solamente  de  la  literatura  y 
Ao  viésemos  en  la  escena  sino  un  ntedio  de  ostentar  las  galas 
del  arte  dramático ,  ni  en  aquel  templo  de  las  Musas  sino 
una  gloria  nacional.  No  conocemos  razón  alguna  bastante 
poderosa  para  inclinarnos  á  creer  que  el  gobierno  deba  pro- 
teger con  mas  eficacia  las  bellas  letras  ó  las  bellas  artes,  que 
las  ciencias,  no  tan  amenas  en  verdad,  pero  en  cambio  mas 
ttiles  al  estado,  parque  si  las  unas  adornan  la  existencia 
del  hombre  produciendo  lo  supérfluo,  las  otras  se  la  conser- 
van, procurándole  lo  necesario. 

tllSA.— La  verdadera  importancia  de  los  teatros  se  funda 
en  los  intereses  de  orden  público  y  de  moralidad  que  el 
abandono  del  gobierno  pudiera  comprometer.  Taima  creía 
que  los  furores  de  la  revolución  fraacesa  no  empezaron  mien- 
tras los  teatros  no  llegaron  á  ser  la  arena  de  las  pasiones 
populares;  pero  desde  que  la  escena  se  convirtió  en  tri- 
buna, el  movimiento  fué  irresistible.  No  se  necesita  tanto 
para  pervertir  al  público;  tal  vez  no  tolere  representacio- 
nes francamente  sediciosas  ó  inmorales;  pero  beberá  el  ve- 
neno de  la  inmoralidad  ó  de  la  sedición  gota  á  gota  y  se  ha- 
llará corrompido  antes  de  advertirlo. 

Esta  es  la  raioa  por  qué  conviene  que  la  ley  revista  al  go- 


teatfo  tiene  poquísima  iofloencia  en  la  moral  publica ;  no  solo  do  la 
forma  ,  sino  que  sigue  él  paso  i  paso  su  iinpnlso.  Lo  qne  llaman  mo- 
f  al  publica  tieac  mis  boadaa  cansas:  éccir  que  el  teatro  Sottia»  la  moral 

Súbiica  es  invertir  las  cosas ,  es  entenderlas  al  revés:  es  lo  mismo  que 
ecirque  un  hombre  cavila  mucbo  porque  es  Calvo,  en  vez  de  decir 
que  es  calvo  porque  cavila  mucho,  n  oSras  de  Fígaro^  tom.  iii,  pá- 
gina 1S4  (1843). 
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bierDo  del  poder  necesario  para  alejar  de  los  pueblos  los  pe- 
ligros de  la  escena ,  ya  exigiendo  autorización  especial  para 
abrir  un  teatro,  ya  prohibiendo  toda  representación  sin  pre- 
via censura. 

t08&.— Nuestra  legislación  administrativa  consagra  am- 
bos principios,  como  las  de  Francia  é  Inglaterra,  establecien- 
do, en  cuanto  alo  primero,  que  nadie  pueda  construir  un 
teatro  público  sin  obtener  licencia  del  gobierno ,  previa 
presentación  del  plano  del  edificio  para  su  aprobación  (1), 
y  que  á  ningún  empresario  ó  formador  de  compañía  le  sea 
lícito  dar  principio  á  las  representaciones  escénicas  sin 
autorización  del  gobierno ,  solicitada  por  conducto  del  ge- 
fe  político  respectivo,  quien  la  concede  en  los  casos  ur- 
gentes, sometiéndola  inmediatamente  i  la  aprobación  supe- 
rior (2). 

tose. — La  autorización  previa  tiene  dos  objetos,  uno 
impedir  que  los  espectáculos  se  multipliquen  hasta  el  extre- 
mo de  distraer  al  pueblo  de  sus  tareas  habituales,  robándole 
el  tiempo  consagrado  al  trabajo;  y  el  otro  proteger  á  lá  es- 
cena contra  los  Vicios  que  la  mancharían,  si  el  gobierno  la 
abandonase  al  azar  de  los  esfuerzos  privados  y  á  la  ciega 
lid  de  la  concurrencia.  El  interés  de  los  empresarios  se  ci* 
fra  én  atraerse  un  gran  númefo  de  espectadores  á  quienes 
procuran  cautivar  con  los  peligrosos  encantos  de  la  escena 
especulando,  si  es  preciso,  con  sus  pasiones;  y  el  gobierno 
que  vela  por  la  conservación  de^las  buenas  costumbres,  no 
debe  ,  no  puede  consentir  un  sistema  de  libertad  ó  un  régi* 
men  de  licencia  que  introduciendo  la  anarquía  moral,  mina- 
se ó  pervirtiese  la  educación  del  pueblo.  Al  exigir  esta  auto- 
rización se  propone  además  el  gobierno  no  dejar  al  público  y 
á  los  actores  k  merced  de  especuladores  de  mala  fé  que  con 
una  quiebra  fraudulenta  rompen  todos  sus  compromisos.  En 
la  legislación  actual  se  procura  corregir  semejantes  abusos, 
imponiendo  á  los  empresarios  la  obligación  de  hacer  el  depó- 


(1)  Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1849,  art.  33. 

(2)  ibid.arU.  64y65. 
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sito  de  uDa  caolídad  proporcioaada  á  la  importaacía  del  tea- 
tro por  via  de  caucioa  ea  las  secretarias  de  los  gobiernos 
politicos,  ó  se  suple  este  requisito  preseutando  uu  üadorá  sa- 
tisfaccioa  de  dichas  autoridades.  Transcurrido  uq  mes  á  con- 
tar  desfte  el  dia  en  que  termine  el  año  ó  temporada  teatral, 
no  habiendo  reclamación  de  parte,  se  devuelve  inmediata- 
mente á  la  empresa  la  suma  depositada  ó  se  cancela  la  fianza. 
£1  empresario  que  quiebre  no  puede  volver  á  serlo  de  ningún 
teatro,  mientras  no  obtenga  rehabilitación  conforme  á  las 
leyes  (O- 

Los  Tormadores  de  compafiias  ambulantes  no  necesitan  mas 
Ucencia  que  la  de  la  autoridad  civil  del  distrito  donde  se  pro- 
pongan trabajar ,  acompañando  k  la  solicitud  la  lista  nomi  - 
nal  de  los  actores.  También  están  exentos  de  derechos  de 
licencia  y  de  la  obligación  de  hacer  depósito  ó  prestar  fianza 
alguna  (2). 

tosí.— Uas  como  dentro  de  los  límites  de  una  razonable 
competencia  todavía  pudieran  cometerse  graves  abusos ,  la 
administración  acudió  á  precaverlos  con  la  censura  también 
previa  de  las  obras  destinadas  á  la  escena.  Ninguna  obra 
dramática  puede  ejecutarse  en  los  teatros  de  la  corte  sin  la 
aprobación  anteViorMe  la  Junta  de  censura  de  Madrid,  y  en 
las  provincias  sin  la  del  censor  nombrado  por  el  gefe  políti- 
co, so  pena  de  perder  el  empresario  ó  formador  que  la  pusie- 
re en  escena  el  producto  total  de  las  entradas ,  sujetándose 
además  al  castigo  que  mere;;iere,  si  la  representación  bubie* 
se  producido  algún  daño  á  la  moral  ó  causado  algún  escán- 
dalo público  (3).  Las  atribuciones  de  la  censura  son  calificar 
la  parte  moral  y  política  de  las  obras  prescindiendo  de  su 
mérito. literario,  cuidar  de  que  no  se  ponga  en  escena  otra  al- 
guna no  aprobada  y  vigilar  su  ejecución,  advirtiendo  si  se  al- 
tera el  testo  y  si  los  actores,  ó  con  ademanes,  ó  con  palabras 
no  escritas  en  aquel,  ofenden  á  la  moral,  ó  faltan  al  decoro  (4). 

(i)  Ibid.  arla.  75,  76,  77  y  85. 

(S)  Ibid.  arta.  88  y  89. 

(3)  Ibid.  arls.  7  y  80. 

(4)  Ibid.  arls.  10  ysig. 
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Los  aDiores  dramáticos  remiten  sos  obras  á  U  Junta  y  se 
entienden  directamente  con  ella:  la  Junta  las  examina  por  or- 
den rigoroso  de  antigüedad  en  la  presentación,  debiendo  rna* 
nifestar  su  dictamen  lo  mas  tarde  dentro  de  (|aince  días  con- 
tados desde  la  entrega.  Cuando  el  dictamen  faerl  nega- 
tivo debe  fundarlo,  en  cuyo  caso  pnede  el  autor  apelar  del 
juicio  de  la  censura  al  gobierno.  En  los  negocios  árdaos  la 
censura  suspende  su  voto  y  consulta  antes  al  ministro. 

A  igual  censura  están  sujetos  los  argumentos  de  ios  bai- 
les escénicos. 

t088.— A  primera  vista  parece  que  siendo  en  un  gobier- 
no constitucional  libres  la  palabra,  la  imprenta  y  la  jndus* 
tria ,  libre  debiera  ser  también  la  escena ;  pero  4os  que  así 
piensen  olvidan  el  gran  poder  de  fascinación  que  ejercen  el 
atractivo  de  las  arles  y  el  prestigio  de  la  declamación  en  un 
público  á  quien  se  electriza  con  mayor  facilidad ,  cuanto  es 
mas  numeroso.  Un  régimen  paramente  represivo  serla  inefi- 
caz y  aun  injusto,  porque  obligarla  al  gobierno  á  castigar  en 
los  espectadores  el  desenfreno  del  teatro.  Los  tribunales  4p- 
jarían  impunes  mil  venenosas  doctrinas  escondidas  bajo  las 
flores  del  lenguaje,  y  mil  expresiones  mas  corruptoras  que 
impías,  y  mil  actos  mas  groseros  que  indforales^  aLa  censura 
defiende  las  costumbres  sin  desterrar  de  la  escena  la  pintu- 
ra del  desorden  y  del  vicio;  garantiza  las  instituciones  y  los 
poderes  del  estado,  sin  prohibir  que  se  revelen  ai  mundo  las 
flaquezas  de  la  vida  política;  da  lo  suyo  al  tiempo,  k  los  lu- 
gares, á  las  opiniones,  estima  las  propiedades  de  cada  gene* 
ro,  estudia  el  carácter  de  cada  público  y  evita  con  igual  cui- 
dado la  gazmoñería  y  la  licencia»  la  debilidad  y  la  intoleran- 
cia» (1).  De  donde  se  infiere  que  esteeticargo  es  sumamente 
peligroso  y  delicado,  pues  la  censura  debe  á  un  tiempo  otor- 
gar á  la  escena  una  parte  de  las  libertades  públicas  y  preca- 
ver la  violación  del  orden  y  de  la  moral  en  cuya  conserva- 
ción tanto  se  interesa  el  estado. 
tose.— No  obstante  que  una  obra  dramática  fuere  apro- 

(1)    ^r,  Y'men^  Eludes  administratives,  §.  5. 
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bada,  la  autoridad  poUtieapoede  sospeiider  6  impedir  so  re- 
preseolacioQ.  Este  es  ud  derecho  discreccíonal  que  es  fuer- 
za reconocer  en  ios  magistrados  á  qoieoes  la  ley  confia  el 
sostén  del  orden  público,  y  á  los  Cuales  debemos  considerar 
como  tkaicos  jueces  competentes  de  las  causas  que  pudieran 
alterarlo.  Tal  espectácolo  hoy  inofensÍTo,  turbaría  el  sosiego 
délos  habitantes  puesto  mañana  en  escena,  si  en  el  inter- 
medio ocurriese  algún  suceso  ó  alguna  grave  mudanza  que 
exaltase  el  ánimo  de  los  espectadores  y  los  indujese  al  desór^ 
den.  Mas  como  no  serla  justo  que  un  particular  exento  de  to- 
da culpa  sofriese  en  sus  intereses  las  consecuencias  de  esta 
providencia  de  la  autoridad,  nuestras  leyes  administrativas  re- 
conocen á  los  autores  y  empresarios  el  derecho  de  solicitar 
una  indemnización,  si  justifican  haber  hecho  gastos  para  po- 
nerla en  escena  con  posterioridad  á  su  aprobación  por  la 
censura.  Para  fijar  el  tanto  de  la  indemnización  el  gobierno 
oye  á  los  interesados  y  á  la  Junta  consultiva  de  teatros,  y  si 
no  hay  avenencia,  el  gobierno  nombra  un  perito  que  con  otro 
elegido  por  los  interesados  y  un  tercero  designado  por  los 
mismos  peritos,  en  caso  de  discordia,  dirimen  la  cuestión.  Si 
la  obra  dramática  cuyas  representaciones  se  suspendiesen  ó 
prohibiesen  no  fuese  nueva,  el  gobierno,  oyendo  á  la  Junta 
consultiva  de  teatros,  resolverá  si  ha  lugar  á  indemnización 
y  cual  deba  ser  esta  (1). 

La  fuerza  de  las  circunstancias  es  tan  varia,  que  no  bas- 
ta la  censura  de  la  capital  para  todo  el  reino,  sino  que  asi 
como  cada  pueblo  está  sujeto  á  distintas  impresiones,  debe 
cada  teatro  tener  sus  censores  especiales.  El  drama  aproba- 
do en  Madrid  puede  representarse  en  los  teatros  de  la  corte, 
pero  no  asi  en  los  de  provincia. 

La  censura  no  ejerce  en  la  escena  sino  un  influjo  negatí* 
vo;  y  DO  contentos  con  esto,  aspiraron  los  gobiernos  á  exten- 
der su  imperio  á  la  moral  por  medio  de  la  literatura  dramá- 
tica. De  aqui  la  protección  del  teatro  manifestada  de  distin- 
tas maneras  y  llevada  quizás  al  exceso ;  reacción  violenta 

(t)    Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1849,  arts.  61,  84  y  85. 
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contra  el  estado  de  abandono  y  servidumbre  en  que  poco  an- 
tes se  encontraba  el  arte. 

111411.— El  gobierno  declara  á  los  teatros  exentos  de  toda 
carga  pública ,  mandando  que  no  se  imponga  á  lo  sncesivo 
ningún  arbitrio  sobre  ellos  á  Taror  de  los  establecimientos  de 
benefíceocia,  ni  para  otros  objetos  ágenos  á  la  industria  tea- 
tral y  suprimiendo  los  que  hoy  existen  previos  los  trámi- 
tes legales  (1).  Creemos  que  fueron  bien  abolidas  todas  las 
cargas  inútiles  ó  muy  onerosas  y  todos  los  privilegios  de 
orden  que  humillaban  esta  industria  an(^  la  opinión  y  ñola 
permitían  prosperar;  mas  también  reconocemos  la  convenien- 
cia y  aun  la  justicia  de  aquellos  leves  impuestos  sobre  los 
espectáculos,  cuyo  efecto  es  que  los  placeres  del  rico  contri- 
buyan para  aliviarlas  miserias  del  pobre. 

11141.— El  último  grado  de  protección  que  el  gobierno 
dispensa  al  arte  dramático  consiste  en  fundar  y  sostener  á 
sus  expensas  un  teatro  de  declamación  ó  teatro  español  que 
dirige  y  administra  en  su  nombre  un  comisario  regio  (2). 

El  gobierno  se  proposo  abrir  un  teatro  normal  en  donde 
se  conservase  en  toda  su  pureza  el  gusto  literario  y  presen- 
tarlo como  un  modelo  á  todos  los  del  reino.  No  ha  creído  qoe 
las  leyes  protectoras  de  la  propiedad  y  el  régimen  de  la  libre 
concurrencia  fuesen  estimulo  bastante  para  el  ingenio,  si 
bien  las  ciencias  no  tienen  otros.  Hay  una  clase  de  i^ombres 
científicos  á  quienes,  con  sobra  de  razón,  han  dado  en  llamar 
los  mártires  de  la  industria;  y  mientras  todos  los  gobiernos  á 
porfía  procuraban  favorecer  á  los  autores  dramáticos,  nadie 
se  acordó  de  premiar  sus  vigilias.  Es  un  achaque  del  siglo,  es 
una  especie  de  monomanía  la  que  hoy  padecen  los  gobier- 
nos mostrándose  tan  propicios  á  constituir  á  los  literatos  en 
upa  verdadera  aristocracia  del  talento ;  vicio  lamentable  j 
error  manifiesto,  porque  en  las  obras  del  ingenio  no  se  pne-* 
den  admitir  como  legítimos  sino  aquellos  privilegios  que  se 
fundan  en  la  superioridad  de  la  inteligencia,  ni  es  aceptable 

(t)    Ibid.  art.  S6. 
(S)    Ibid.  art.  34. 
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otradisciplÍDa  literaria  ^\ie  la  coaVeniente  como  garantía  de 
la  moralidad  pública. 

Todos  los  espectáculos  y  diyersiooes  públicas  que  se  die- 
ren en  el  reino  contribuyen  ó  con  los  derechos  de  licencia, 
ó  con  un  tanto  por  ciento  de  la  entrada  total  para  el  sostén 
del  teatro  español  (4):  gravamen  impuesto  á  una  industria  sin 
autorización  del  poder  legislativo,  ó  perjuicio  que  se  irroga  á 
la  nación  entera  encareciendo  las  fiestas,  los  juegos  y  las  de- 
más distracciones  populares  en  favor  de  un  teatro  privile- 
giado. 

tOlt,— Los  toros  fueron  ejercicios  de  valor  y  destreza  en 
que  los  nobles  se  entretenían  durante  la  edad  media:  poco  á 
poco  se  levantaron  tablados  y  luego  se  construyeron  plazas, 
hasta  que  por  último  degeneraron  en  un  espectáculo  popu- 
lar. Isabel  la  Católica  intentó  prohibir  esta  cruel  diversión; 
pero  los  cortesanos  lograron  disuadirla  imaginando  arbitrios 
con'que  siendo  menor  el  peligro,  aplacaron  su  disgusto.  Car- 
los III  prohibió  las  fiestas  de  toros  de  muerte  en  todos  los 
pueblos  del  reino  á  excepción  de  las  en  que  hubiere  conce- 
sión temporal  ó  perpetua  con  destino  público  de  sus  produc- 
tos útil  ó  piadoso,  encomendando  al  Consejo  propusiese  la  sub- 
rogación de  equivalentes  ó  arbitrios,  y  ordenando  que  no  se 
admitiese  recurso  ni  representación  sobre  el  particular  (2). 
Sin  embargo  del  fin  benéfico  que  el  buen  Rey  se  propuso  al 
admitir  aquellas  excepciones,  mal  parece  la  política  de  exal- 
tar la  beneficencia  á  costa  de  la  moralidad,  y  aliviar  las  mi- 
serisCs  del  pueblo  disminuyendo  su  riqueza  y  su  trabajo.  Mas 
prescindiendo  de  las  pérdidas  materiales  que  las  corridas  de 
toros  ocasionan,  sacrificando  al  bárbaro  placer  de  atormen- 
tarlos animales  útiles  para  la  agricultura  y  otros  capaces  aun 
de  prestar  varios  servicios,  examinaremos  este  espectáculo 
bajo  el  punto  de  vista  moral  ó  como  influyente  en  la  educa«* 
cion  pública.  Estas  diversiones  depravan  las  costumbres  en- 
dureciendo el  corazón  de  los  espectadores  y  familiarizándo- 

(1)  Ibid.art.  93. 

(2)  Leyes  5  y  7,  lít.  ixxiir,  lib.  vii,  No?.  Rocop. 
Tomo  I.  34 
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los  coQ  aquellas  escenas  de  dolor  y  Ae  muerte.  Los  azares  de 
la  lucha  cauliVan  su  ánimo  y  le  extravian  hasta  el  punto  de 
hallar  vivo  placer  en  toda  sensación  fuerte,  en  toda  escena 
de  peligro;  y  embotada  asi  la  sensibilidad  del  hombre,  ca- 
da arrebato  de  cólera  es  una  rifta,  y  cada  rifta  produce  una 
herida  ó  un  asesinato.  ¿Porqué  hay  oficios  que  inspiran  sen- 
timientos de  ferocidad  á  quienes  los  ejercen?  Porque  el  va- 
por de  la  sangre  embriaga  ¡y  nosotros  embriagamos  al  pue- 
blo! ¡Y  en  vez  de  reprimir  sus  pasiones,  las  exaltamos  c^  es- 
pectáculos sangrientos! 

Seria,  pues,  dar  un  gran  paso  hacia  ia  civilizacioB  pro- 
hibir absolutamente  las  corridas  de  toros,  empresa  demasia- 
do ardua  tal  vez  para  acometerla  de  un  solo  golpe;  mas  la  po- 
lítica aconsejaría  los  medios  indirectos  que  el  gobierno  de- 
biera emplear  á  fin  de  lograr  su  objeto  sin  abierta  resisten- 
cia. Reusar  el  permiso  de  construir  nuevas  plazas,  disminuir 
el  número  de  las  funciones,  gravar  las  entradas  en  favor  de 
los  establecimientos  de  beneficencia  y  otras  medidas  seme- 
jantes, allanarían  el  camino  de  la  prohibición  absoluta  con  la 
cual  ganarían  infinito  en  suavidad  y  blandura  las  costumbres 
de  nuestras  clases  inferiores. 

11148. -«Hay  otro  género  de  diversiones  menores  que  la 
administración  tolera,  reservando  su  protección  páralos  mas 
influyentes  en  la  cultura  de  los  pueblos.  Las  autoridades  de- 
ben permitirlas  considerándolas  como  ua  desahogo  del  es- 
píritu, si  no  producen  resultados  adversos,  ya  con  respecto  á 
la  moral,  y  ya  relativamente  al  trabajo.  La  teoría  y  la  prác- 
tica administrativa  en  estS  punto,  se  reasume  admirablemen- 
te en  aquellas  palabras:  <¡tEn  los  volatineros  y  titiriteros  que 
andan  corriendo  los  pueblos,  conviene  no  ver  sino  infelices 

que  mendigan  su  pan  haciendo  habilidades Socorrerlos 

una  vez  es  un  deber  de  humanidad;  alejarlos  en  seguida  es 
una  ley  de  la  admiaistracioá  (1). 

(1)    IdsItuccíoq  de  30  de  noviembre  de  1833,  c»p.  xiv. 
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aquella  Tamilia.  Sin  embargo,  la  teciodad  do  debe  ser  ua 
lazo  diricil  de  contraer  ni  desatar,  porque  á  la  libertad  de 
las  personas,  así  como  á  la  prosperidad  del  estado,  coofíeae 
no  poner  trabas  á  la  Facultad  de  ir  y  venir  á  donde  la  vo- 
luntad ó  la  conveniencia  de  cada  uno  le  llama. 

También  se  considera  veciao  el  extranjero  si  hubiese  ob- 
tenido carta  de  naturaleza;  si  se  convirtiese  en  este  reino  á 
la  fé  católica  y  establece  aquí  su  domicilio;  si  pide  y  ob- 
tiene vecindad  en  algún  pueblo;  si  se  casa  con  mujer  natu- 
ral y  se  domicilia;  si  se  arraiga  comprando  y  adquiriendo 
bienes  raices  y  posesiones;  si  siendo  oGoial  viniese  á  morar 
y  ejercer  su  oficio;  si  desempeña  cargos  concejiles  ú  otros 
cualesquiera  que  solo  pueden  ejercer  los  naturales;  si  goza 
de  los  pastos  y  comodidades  propias  de  los  vecinos;  si  mora 
diez  a&os  con  casa  poblada  en  el  reino  con  tal  que  no  depen- 
da del  consulado  de  su  país,  ni  hubiese  demostrado  ánimo  de 
subsistir  acogido  á  su  pabellón  nacional,  y  en  todos  los  de- 
más casos  en  que  conforme  á  derecho  común,  leyes  y  rea- 
les órdenes  adquiere  vecindad  el  extranjero,  y  según  ellas 
está  obligado  á  las  mismas  cargas  que  los  naturales  par  la 
legal  y  fundada  razón  de  comunicar  sus  utilidades  ,  sien- 
do todos  estos  legítimamente  naturales,  y  estando  obligados 
á  contribuir  como  ellos  (1). 

Recientemente  se  declaró  por  el  ministerio  de  estado  >  á 
consecuencia  de  varias  reclamaciones  sobre  conservación  de 
exenciones  y  franquicias  de  extranjería,  que  los  subditos  ex- 
tranjeros avecindados  en  España  están  sujetos  á  las  mismas 
cargas  y  gravámenes  que  los  demás  vecinos  (2). 

t049.— La  vecindad  da  derecho  al  disfrute  de  los  pastos 
y  demás  aprovechamientos  comunes  y  á  intervenir  en  la  ad- 
ministración municipal,  como  elector  ó  como  elegible,  coa 
exclusión  de  todo  forastero  ó  transeúnte, 

t^AS.*— Los  vecinos  están  sujetos  á  las  cargas  y  tributos 
inherentes  á  su  estado,  según  aquel  principio  de  derecho  ó 

(1)  Ley  3,  lit.  xi,  lib.  vi,  Nov.  Recop.  y  real  orden  do  10  do 
marzo  de  1762. 

(2)  Real  orden  de  11  de  agosto  de  1837. 


Digitized  by 


Google 


LIBRO   lY.    DE   L\   MATERIA    ADMINISTRATIVA.  533 

máxima  de  equidad,  qui  sentit  cómoda^  incomoda  BÜam  sen^ 
tire  debet. 

t04».— Conócese  en  algunas  parles  una  media  vecindad 
que  con«;iste  en  aprovechar  el  ganadero  para  su  cabafla  iof; 
pastos  de  los  pueblos  en  donde  no  reside,  pagando  la  mitad 
de  los  tributos  vecinales.  Este  es  uq  derecho  consuetudina- 
rio confirmado  en  la  nueva  ley  orgánica  de  los  Ayuntamien- 
tos, la  cual  señala  como  atribución  de  dichas  corporaciones, 
entre  otras,  arreglar  por  medio  de  acuerdos,  conformándose 
con  las  leyes  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas 
y  demás  aprovechamientos  comunes ,  en  donde  no  haya  un 
régimen  especial  autorizado  competentemente  [\),  es  decir, 
dejando  á  salvo  las  legítimas  costumbres  en  contrario. 

tuso.— Denominanse  independientes  las  personas  cuan- 
do están  exentas  de  toda  autoridad  escepto  la  pública  (sui 
juris),  y  dependientes  si  viven  bajo  potestad  agena  (alieno 
juri  subjectce). 

105t. — Las  primeras  tienen  deberes  especiales  que  cum  • 
plír  según  las  leyes  administrativas,  deberes  propios  de  su 
estado. 

Aunque  la  sociedad  se  abstenga  todo  lo  posible  deli- 
mitar el  derecho  de  los  individuos,  el  silencio  de  la  ley  no 
puede  ser  absoluto,  porque  la  idea  de  libertad  no  se  opone 
á  las  justas  restricciones.  El  hombre  es  libre,  pero  carece  de 
derecho  para  abusar  de  su  libertad  descuidando  su  propia 
educación ,  abandonando  á  sus  hijos  y  exponiéndolos  á  todas 
las  consecuencias  de  la  miseria,  de  la  ignorancia  y  del  vicio. 
La  naturaleza  nos  dio  en  nuestros  padres  generosos  protec- 
tores, y  después  de  ellos  en  las  personas  que  mas  de  cerca  nos 
pertenecen  por  los  vínculos  de  sangre,  ó  en  otras  designa- 
das por  la  ley  para  que  amparen  á  la  horfandad  desvalida. 

tll5t.  Los  padres  están  obligados  á  sustentar  y  educar 
ásus  hijos  por  derecho  natural  y  civil:  mientras  cumplen 
con  este  deber  moral  y  obedecen  este  precepto  de  la  ley,  la 
administración  pública  robustece  con  su  apoyo  la  autoridad 

(1)    Ley  de  8  de  enero  do  1845,  art.  80. 
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pateraa;  mts  si  la  indifereocia  ocupa  el  lugar  del  earifio  en 
el  corazón  de  los  padres,  y  la  iafancia  no  halla  en  el  hogar 
doméstico  la  protección  k  qae  por  su  debilidad  tiene  derqcho, 
la  administración  vela  por  sn  suerte,  primeramente  exhor- 
tando ó  compeliendo  i  los  padres,  tutores  ó  curadores  al 
eumplimiealo  de  sus  obligaciones,  y  después  ejerciendo  el 
gobierno  mismo  una  tutela  que  el  infante  no  encuentra  en 
persona  alguna.  El  gratámen  y  la  responsabilidad  de  ali- 
mentar é  instruir  k  la  niiés  es  un  deber  de  la  familia,  an- 
tes que  del  estado;  y  por  eso  mismo  los  establecimientos  de 
beneBeencia  solo  acogen  á  los  expósitos  y  á  los  desampara- 
dos que  no  pueden  ser  socorridos  en  sus  casas  (4). 

Kp  el  esÉdo  ciril  de  padre  de  familia  fúndanse  también 
varias  disposiciones  contenidas  en  la  ley  para  el  reemplazo 
del  ejército ,  unas  relativas  á  la  designación  del  poeUo  en 
donde  deben  ser  incluidos  los  motos  sorteables,  y  otras  con- 
cernientes á  la  parte  que  los  padres,  tutores  ó  curadores  pue- 
den tomar  en  la  rectificación  del  alistamiento,  en  el  juicio  de 
excepciones  y  en  la  declaración  de  prófugos,  según  explicare- 
mos en  otro  lugar  (9). 

En  tal  misma  cualidad  estriba  también  la  responsabili- 
dad civil  que  se  les  exige  en  las  infracciones  de  los  regla- 
mentos de  policía  por  menores  de  quince  afios,  pues  los 
guardadores  legales  son  responsables  civilmente  de  los  de« 
lítos  y  faltas  cometidas  por  aquellos,  salvo  si  probasen  que 
no  bobo  por  so  parte  culpa  ni  negligencia  (3). 

tOftS.— Finalmente,  es  un  derecho  de  la  patria  potestad 
conceder  ó  reusar  á  los  hijos  el* coasentimíehto  legal  para 
contraer  matrimonio,  mientras  los  contrayentes  no  llegaren 
á  cierta  edad  (4).  Cuando  la  resistencia  de  los  padres  ó  de  los 
que  hicieren  sus  veces  fuere  inmotivada,  el  gefe  pditico  de 
la  provincia  en  donde  tuviesen  su  vecindad,  domicilio  ó  re- 


(1)  Reglamento  de  beneficencia,  art  SI. 

(2)  Lev  de  reemplazos  de  2  de  noviembre  de  1837. 

(3)  G<Ídigo  penal,  »rt.  16. 

(4)  Ley  18,  Ut.  ii,  hb.  x,  Hov.  Reeop. 
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sídeacia  ordinaria  el  padre,  la  madre  ó  persoaa  cuyo  con- 
seatiroíeato  se  necesita,  lo  suple  ó  lo  niega  (1). 

11154. — La  autoridad  administrativa  se  presenta  en  estos 
ca§os  moderando  el  poder  paterno  y  ejerciendo  un  verdadero 
acto  de  tutela  en  favor  de  un  miembro  oprimido  de  la  socie- 
dad doméstica,  encargo  tan  grave  y  delicado,  que  la  ley  no 
confía  á  ningún  agente  subalterno;  pues  aun  cusido  los  al- 
caldes depositan  i  las  mujeres  que  intentan  celebrar  matri- 
monio contra  la  voluntad  de  sus  padres,  abuelos  ó  tutores, 
no  gozan  de  esta  facultad  en  virtud  de  un  derecho  propio,  si- 
no por  delegación  deLgefe  político  de  h  provincia  (2). 

El  examen  y  calificación  de  las  causas  del  disenso  pa- 
terno fué  antes  de  la  competencia  de  la  potestad  judicial,  y 
^  asi  eran  los  jueces  quienes  praAicaban  las  diligencias  del 
depósito  de  las  mujeres  menores.  Sin  embargo,  nunca  se  con- 
sideró como  contencioso,  porque  no  podía  haber  debate  con- 
tradictorio en  un  asunto  en  el  cual  ni  la  persona  que  nega- 
ba el  eonsentimiento  estaba  obligada  &  revelar  los  motivos 
de  su  oposición ,  ni  en  caso  de  exponerlos  se  podian  comu- 
nicar á  los  interesados,  ni  darles  copia  sencilla  ni  certifica- 
da de  lo  actuado  en  el  expediente,  sino  hacerles  saber  la  re- 
solución definitiva  (3). 

Posteriormente  se  declaró  propio  de  la  autoridad  guber- 
nativa suplir  el  consentimiento  de  las  personas  á  quienes  con 
arreglo  á  la  ley  deben  pedirlo  los  hijos  de  familia  en  ciertos 
casos  para  contraer  matrimonio  (i);  legislación  que  sufrió  las 
vicisitudes  de  la  política,  hasta  que  esta  facultad  se  hizo  de- 
finitivamente privativa  de  la  administración  que  con  su  pru- 
dente arbitrio  templa  el  rigor  del  poder  paterno,  y  precave 
los  daños  que  á  la  paz  doméstica  y  á  la  moral  pública  se  se- 
guirían de  encontrar  los  hijos  un  obstáculo  invencible  á  su 
honesta  voluntad  en  un  ciego  disenso. 


(1)  Ley  de  2  de  abril  de  1845,  arl.  5,  §.  9. 

(2)  Real  orden  de  2G  de  marzo  de  1846. 

(3)  Ley  9,  til.  11,  IíIk  x,  Ifov.  Recop. 

(4)  Decreto  de  las  cortes  de  14  de  abril  do  1814,  restablecido 
CD  30  de  agosto  de  1836. 
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(\)  Real.drdeD  de  !.•  de  julio  de  f84n. 

(2)  Ley  de  8  de  enero  de  1845 ,  art.  S2. 

(3)  Ley  de  18  de  mario  de  1846,  art.  4. 

(4)  GoDstituoton ,  art.  15. 
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Sopuesto  qoe  el  clero  goza  de  casi  todos  los  derechos  po- 
li&icos  y  rife  bajo  la  protección  de  las  mismas  leyes  y  auto- 
ridades qoe  los  seglares,  es  justo  qoe  participe  en  proporción 
de  las  cargas  comunes  á  todos  los  miembros  del  estado,  sal- 
vas las  inmunidades  que  el  poder  temporal  creyere  convenien- 
te introducir  en  su  favor,  las  coales  deben  estimarse  como 
otros  tantos  privilegios  de  su  clase,  procurando  la  adminis- 
tración cefiirlas  á  muy  estrechos  límites,  á  fin  de  no  debilitar 
con  excepciones  innecesarias  el  principio  de  la  igualdad  le- 
gislativa (4). 

1069.— Las  leyes  de  España  fijan  la  mayor  ¿dad  civil  eú 
los  veinticinco  aikos»  y  en  los  mismos  también  empieza  la 
mayor  edad  política.  Ningún  español  entra  en  el  goce  pleno 
de  sus  derechos  de  ciudadano  antes  de  aquel  periodo  de  la 
vida,  pues  los  menores  no  son  electores  ni  elegibles  para  el 
cargo  de  diputado  provincial  (í),  ni  para  el  de  diputado  á  cor- 
tes (3);  si  bien  no  están  excluidos  de  concurrir  á  la  adminis- 
tración municipal  con  su  voto  como  vecinos,  ó  con  sos  ac- 
tos como  individuos  del  Ayuntamiento  (i). 

tUftO.— También  se  distinguen  las  personas  por  razón  de 
su  estado  civil  en  casados  y  solteros,  y  esta  división  era  cau- 
sa de  algunas  diferencias  en  el  orden  administrativo,  porque 
con  la  mira  de  fomentar  los  matrimonios,  concedían  las 
leyes  ciertos  privilegies  y  exenciones  de  cargas  y  oficios 
concejiles  á  los  casados  por  espacio  de  cuatro  afios ,  y  en 
todo  tiempo  á  lost|ne  llegasen  á  tener  cierto  número  de  hi- 
jos (5). 

Esta  legislación  jam&s  fué  constante  y  generalmente  ob- 
servada; ni  es  de  lamentar  tampoco  que  hubiese  caído  en  ol- 
vido, porque  no  se  fomenta  la  población  con  leves  favores,  y 
menos  todavía  premiando  en  el  hombre  los  prodigios  de  su 
fecundidad,  sino  difundiendo  la  moral  que  inclina  á  las  unio- 

(1)  Til.  IX,  lib.  I,  Nov.  Recop. 

(2)  Ley  do  8  de  enero  do  184.5,  art.  7. 

(3)  Ley  de  18  de  marzo  de  1846,  aris.  \  y  t4. 

(4)  Ley  de  8  de  enero  de  1845  ,  arls.  13  y  sig. 
(3)  Ley  7,  tít.  ii,  lib.  x,  No?.  Rccop. 


Digitized  by 


Google 


538  DERKCflO    ADMINISTEATIVO  ESPAÑOL. 

jiies  licitas,  anmenUndo  las  riquezas  y  hacieodo  llegar  al  se- 
no de  las  ramílias  aquel  grado  de  bienestar  que  permite  con- 
traer Tínculos  perpetuos  sin  imprudencia. 

fiUBCCIOlV    CIJABTA. 

•efcerwi  de  Ui  admlntotraelmi  relailTMi  »1  ctedo  péUUem 


CAPITULO  xxn. 

De  los  derechos  clTiles  j  poliileos. 

1060. — Estado  político.  tías  indifidaales. 

1061.— Derechos  cifiles.  1068.— Extraojeros. 

lOGS.-^Garaotias  iodividnales.  1069.— Son  domiciliados  ó  tripi* 
1063.— Seguridad  personal.  seuntes. 

1064.— Infiolabilidad  del  domi-  lOTO.^Cartas  de  naturaleza. 

cilio.  1071.— Derechos  politicoe. 

1065.— Allanamiento  de  morada.  1072.— Admisión  á  los  empleos  y 
1066.— Igualdad  aole  la  ley.  cargos  piiblicos. 

1067.— Suspensión  delasgaran-  1073.— Derecho  de  petición. 


."^Diridense  las  personas  por  razón  de  so  estado 
político  en  naturales  y  extranjeros,  ciudadanos  y  no  ciuda- 
danos: 

Son  naturales  ó  se  reputan  espafioles: 
4.    Todas  las  personas  nacidas  en  los  dominios  de  Es* 
pafía. 

%.    Los  hijos  de  padre  ó  madre  espafioles,  aunque  hayan 
nacido  fuera  de  España. 

3.  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido  carta  de  natu- 
raleza. 

4.  Los  que  sin  ella  hayan  ganado  vecindad  en  cualquier 
pueblo  de  la  monarquía. 

La  calidad  de  español  se  pierde  por  adcpuirir  naturaleza 
en  país  extranjero  y  por  admitir  empleo  de  otro  gobierno  sin 
licencia  del  Rey  (1). 
tuei . — La  CoDslilucion  garantiza  á  todo  español  ciertos 

(l)    Gonst.  art.  1.» 
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derechos  driles  cuya  mas  elevada  siatesis  est&  sigalficada 
ea  dos  solas  palabras:  libertad,  propiedad.  Son  dos  necesi- 
dades del  ¡adividao,  y  por  taato  dos  condiciones  indeclina- 
bles de  la  existencia  social. 

Los  derechos  civiles,  aquellos  que  pertenecen  al  hombre 
como  hombre,  descansan  .en  el  principio  de  la  igualdad  ab^ 
soluta]  y  asf  todos  los  españoles  tienen  igual  derecho  á  la  pro- 
tección de  sus  personas  y  propiedades. 

IMKI.— Las  garantias  individuales  consisten  en  la  segu- 
ridad personal,  en  la  inviolabilidad  del  domicilio  y  en  la 
igualdad  ante  la  ley. 

*i •OS.— Porque  la  Constitución  respeta  la  seguridad  per- 
sonal, establece  que  ningún  español  pueda  ser  preso,  ni  se- 
^  parado  de  su  domicilio  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
las  leyes  prescriben  (4);  es  decir,  después  de  instruida  una 
sumaria  información  de  la  cual  resulte  haber  acaecido  un  he* 
cho  que  merezca,  según  la  ley,  ser  castigado  con  pena  cor- 
poral, y  arroje  algún  motivo  ó  indicio  legal  suficiente  para 
creer  que  tal  persona  fué  su  autor  (2).  Esta  detención  es  un 
acto  de  mera  defensa  del  orden  público,  una  simple  medida 
de  policía;  por  cuya  razón  la  autoridad  polilica  debe  entre^ 
gar  al  tribunal  competente  á  los  detenidos  con  las  diligencias 
practicadas  en  el  término  de  veinticuatro  horas  (3). 

Entonces  auxilian  las  autoridades  administrativas  á  las 
judiciales  instruyendo  á  prevención  por  sí  ó  por  medio  de 
sus  delegados  el  sumario  en  averiguación  del  delito;  pero 
además  pueden  detener  á  los  infractores  de  los  reglamentos 
de  policía  y  bandos  de  buen  gobierno  por  via  de  corrección, 
y  á  toda  persona  legítimamente  sospechosa  de  mal  vivir,  dic- 
tando en  tales  casos  las  providencias  oportunas  dentro  de  los 
límites  de  su  potestad  disciplinar. 

tMK4.— La  inviolabilidad  del  domicilio  es  el  derecho  que 
la  Constitución  concede  á  todo  español,  de  impedir  que  laau- 

(1)    Tbid.art.  1.» 

(3)    Decreto  de  Las  cortes  de  11  de  setiembre  de  1820,   resta- 
blecido en  30  de  agosto  de  1836,  art.  2. 
(3)    Ibid.  art.  3,  j  ley  de  2  de  abril  de  1845 ,  art.  5. 
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loridad  penetre  eo  su  morada  sin  su  conseotimiento,  salvo  en 
ciertas  circunstancias  y  bajo  tales  formas  protectoras,  que 
excluyen  el  mas  leve  asomo  de  arbitrariedad  en  el  allana- 
miento forzoso.  Si  se  trata  de  averiguar  el  cuerpo  de  un  de- 
lito ó  de  prender  al  presunto  delincuente,  deben  preceder 
las  mismas  circunstancias,  por  regla  general,  que  las  leyes 
exigen  para  la  detención  de  las  personas. 

tlM5.~A  los  comisarios  de  protección  y  seguridad  pú- 
blica y  á  sus  agentes  subalternos  les  está  expresamente  pro- 
hibido penetrar  en  las  casas  particulares  sin  previa  autori- 
zación del  dueño.  Si  hubiere  necesidad,  por  exigirlo  asi  la 
investigación  de  un  hecho  criminal  ó  la  detención  de  algún 
delincuente,  deben  proceder  á  ello  en  compañía  del  teniente 
alcalde  ó  regidor  del  distrito;  y  en  caso  de  urgencia  ó  nega* 
tiva  de  la  autoridad  municipal,  se  hará  acompaftor  dedos  ve- 
cinos honrados  cuyo  domicilio  estuviere  dentro  del  propio 
barrio  (1). 

Tampoco  es  lícito  al  resguardo  registrar  ni  allanar,  á  pre* 
testo  de  perseguir  el  contrabando,  las  Casas  y  almacenes  si- 
tuados dentro  de  la  circunferencia  de  las  murallas,  casetas 
de  vigilancia  ó  cercas  de  las  capitales  y  puertos  habilitados* 
á  excepción  de  aquellos  casos  en  que  el  seguimiento  de  una 
causa  requiera  que  se  busque  el  cuerpo  del  delito,  ó  cuando 
de  hecho  se  persiga  el  bulto  ó  género  desde  el  puntopor  don- 
de se  introdujo,  ó  por  hallarle  en  la  calle  (2);  pero  de  todo  re- 
conocimiento que  se  intente  hacer  en  cualquier  casa  particu- 
lar ó  de  comercio  ,  debe  darse  previo  aviso  por  escrito  á  la 
autoridad  local  requiriendo  su  asistencia.  Es  un  deber  del 
alcalde  prestar  este  auxilio  á  los  gefes  y  agentes  subalternos 
de  la  Hacienda  pública;  y  si  negase  su  cooperación  ó  no  acu  -* 
diese  con  brevedad,  podrán  aquellos  ejecutar  el  reconoci- 
miento con  asistencia  de  dos  vecinos  honrados  (3). 

La  legislación  vigente  sobre  inviolabilidad  del  domicilio 

(i)    Real  orden  de  30  de  enero  de  1844,  art.  f>. 
(2)    Real  orden  de  18  de  enero  do  1834. 
(3j    Ley  de  3  de  mayo  de  1830,  art.  H8,  y  real  orden  de  16 
•de  setiembre  de  1842,  regla  3.* 
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ni  es  homogéaea ,  dí  completa,  ni  lo  será  loienlras  oo  se  dic- 
te uoa  ley  general  que  ponga  en  consoaancia  el  ejercicio  de 
este  derecho  con  los  príDcipios  constitutioaales. 

tone.— La  igualdad  ante  la  ley  está  consignada  en  el  ar- 
ticulo de  la  Constitución  en  el  cual  se  establece  que  unos 
mismos  códigos  regirán  en  toda  la.monarquia  (1);  asunto  que 
•no  atañe  directamente  al  orden  administrativo,  sino  al  ju- 
dicial. 

tlM9.— Si  la  seguridad  del  estado  exigiese  en  circuns- 
tancias extraordinarias  la  suspensión  temporal  en  toda  la  mo- 
narquiaóen  parte  de  ella  de  las  garantías  individuales,  el 
gobierno  debe  solicitar  de  las  corles  la  autorización  compe- 
tente que  será. objeto  de  una  ley  (2);  y  del  uso  que  hiciere 
de  tan  latas  facultades,  dará  pronta  y  estrecha  cuenta  á  los 
cuerpos  colegisladores. 

toes.—Extranjero  es  la  condición  opuesta  al  natural. 
Viven  como  I09  españoles  bajo  la  protección  de  nuestras  le  • 
yes  y  autoridades;  pero  no  gozan  de  ningún  derecho  políti- 
co, porque  no  se  consideran  miembros  del  estado. 

tlM9  — Los  extranjeros  de  origen  se  diferencian  en  do- 
miciliados y  transeúntes;  y  según  que  pertenezcan  á  una  ú 
otra  clase,  gozan  de  distinto  fuero. 

Los  primeros  ó  avecindados  se  reputan  por  las  leyes  de 
España,  asi  en  cuanto  á  los  derechos  como  en  punto  á  las 
cargas,  cual  si  fuesen  vecinos. 

Los  segundos  son  los  que  viven  de  paso,  sin  ánimo  de 
permanecer  en  nuestro  territorio.  Los  transeúntes  no  pueden 
ejercer  en  España  las  artes  liberales  ni  los  oGcios  mecánicos 
sin  autorización  competente  de  los  gefes  políticos,  sometién- 
dose al  pago  del  subsidio  industrial  ó  de  la  contribución  que 
la  sustituya;  mas  si  tuviesen  tienda  ó  taller  abierto,  se  con- 
sideran como  avecindados  y  pagan  todas  las  contribuciones 
que  los  naturales  del  pais. 

Están  exentos  los  extranjeros  transeúntes  de  servicios 


(1)  Arl.  5. 

(2)  Arl.  8. 
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personales  y  del  pago  de  coatribaciones,  aunqoe  qo  de  los 
derechos  de  aduana,  ni  de  los  impuestos  de  consumos,  ni 
tampoco  de  cargas  (fbncejiies  (4). 

Para  editar  perjuicios  á  los  interesados  est&  mandado  re- 
petidas veces  formar  matrículas  de  todos  los  extranjeros  re**^ 
Bidentes  en  Espafia  con  expresión  de  domiciliados  y  tran- 
seúntes (2);  deber  hoy  cometido  especialmente  á  los  celado- 
res de  protección  y  seguridad  pública  (3). 

Los  extranjeros  transeúntes  o|)edecen  á  las  leyes  de  Espa- 
ña en  todo  lo  concerniente  al  derecho  internacional  prirado, 
ó  sea  al  estado  y  capacidad  de  las  personas,  salvo  si  exis- 
tiesen tratados  que  modifiquen  en  este  panto  la  letra  y  el  es- 
píritu de  nuestra  legislación  civil  y  administpativa;  y  asi,  al 
contraer  matrimonio ,  puede  la  autoridad  administrativa  su- 
plir el  disenso  paterno  y  limitar  la  patria  potestad,,  como  sí 
los  contrayentes  fuesen  naturales  ó  estuviesen  avecinda- 
dos (4). 

1090. — También  pueden  los  extranjeros  entrar  en  el  ejer- 
cicio de  todos  los  derechos  y  prerogativas  propias  del  espa&ol, 
obteniendo  privilegio  de  naturalización  ó  carta  de  aatu raleza. 
Esta  habilitación  es  de  dos  maneras;*  absoluta  ó  la  total  in- 
corporación en  el  reino  del  sugeto  á  quien  se  concede  para 
poder  disfrutar  todos  y  cualesquiera  oficios,  como  sí  verda- 
deramente hubiese  nacido  en  España,  y  limitada  ó  una  mera 
aptitud  para  aquella  determinada  gracia  que  en  la  carta  se 
expresa  (5). 

Antiguamente  no  se  otorgaban  estas  naturalezas  k  los  ex- 
tranjeros, sino  en  caso  de  precisa  necesidad ,  ó  por  especia- 
les méritos  de  la  persona,  ó  por  no  haber  cosa  proporciona- 
da con  que  premiar  sus  servicios,  sino  con  algún  oficio  ó  dig« 
nidad  que  pidiese  para  su  goce  semejante  cualidad,  y  aun 


(1)  Real  6rden  de  11  de  agosto  de  f837. 

(2)  Ibid.  V  loyos  8,  9  y  !0,  üt.  xi ,  Ub.  vi,  rfov.  Recop. 

(3)  Real  orden  de  30  de  enero  do  1844. 

(4)  Véase  esta  cuestión  en  la  Jurisprudencia  adminislralivt  por 
Don  Juan  Sunyé,  lom.  l.«  pi|r.  375. 

'     (5)    Ley  6,  tít.  xit,  lib.  i,  Nov.  Recop. 
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\,oj    i^uuigo  penal,  aris.  sy  y  44. 
(4)    GoDül.  art.  3. 


Digitized  by 


Google 


544  DBRBCHO   ADMINISTRATIVO   BSPA!^0L. 

en  que  se  concilie  la  franca  expresión  del  pensamiento  indi^ 
vidual  ó  colectivo  con  los  intereses  del  orden  público,  con 
el  respeto  debido  á  las  prcrogatívas  constitucionales  y  con  el 
libre  ejercicio  de  las  atribuciones  propias  de  cada  autoridad, 
carecemos  de  una  serie  de  disposiciones  que  contengan  re- 
glas fijas  y  uniformes  acerca  de  la  materia. 

Sin  embargo,  limitan  el  derecho  de  petición  la  ley  de 
Ayuntamientos  en  cuanto  les  prohibe^hacer  por  sí,  prihijar,  ni 
dar  curso  á  exposiciones  sobre  negocios  políticos  (4);  la  de  Di- 
putaciones provinciales  que  ordena  lo  mismo  (2);  la  de  Conse- 
jos provinciales  según  cuyo  contesto  no  pueden  elevar  ni  apo- 
yar petición  alguna  de  cualquiera  especie  que  sea  al  go- 
bierno ni  á  las  cortes  (3) ,  y  una  disposición  del  ministerio  dh 
la  Guerra  en  la  cual  se  resuelve  que  los  individuos  del  ejér- 
cito no  promuevan  nunca  solicitudes,  recursos,  exposicio- 
nes ,  ni  manifestaciones  en  voz  de  cuerpo  de  ninguna  espe- 
.cie,  bajo  ningún  motivo  ni  pretesto  por  plausible  ó  justifi- 
cado que  parezca,  ya  sea  firmando  varios  individuos,  ya  uno 
solo  á  nombre  y  en  representación  de  otros,  bien  para  soli- 
citar alguna  gracia,  bien  para  reclamar  de  agravios,  para  di- 
rigir felicitaciones  al  gobierno,  para  manifestarle  adhesión  ú 
ofrecerle  servicios  (4);  providencia  muy  necesaria,  no  solo 
porque  la  libertad  opuesta  quebrantarla  la  rigidez  de  la  dis- 
ciplina militar,  sino  porque  asi  lo  exige  la  dignidad  del  go- 
bierno, pues  las  manifestaciones  de  la  fuerza  armada  mas 
pueden  reputarse  por  exigencias,  que  por  reverentes  y  su^ 
misas  exposiciones. 


(l)  Ley  de  8  de  enero  de  18i5,  art.  8.5. 

<2)  Ley  de  8  de  enero  de  18i5,  art.  58. 

(:t)  Ley  de  2  do  abril  de  1845,  art.  11. 

(4;  Real  orden  de  S5  de  agosto  de  1843. 
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CAPÍTULO  xxm. 

De  Itt  libertad  de  imprenta. 

1074.— Libertad  de  imprenta,  1080.— Hojas  sueltas. 

10J5.— Justas  restriccioDes.  1081. —Periódicos. 

1076.— GírcuDstaDciasDecesarias  1082.— Garantías  de  su  publica- 

Sara  la  publicación  de  to-  cion. 

o  impreso.  1083. — Agravios  á  particulares. 

1077. — Glasificacioo  de  los  im-  1084. — Respeto  á  las  personas 

presos.  reales, 

1078.— Obras.  t08S.— Delitos  de  imprenta. 
1079.— Folletos- 

t094.— Todos  los  espafioles  puedea  impriiuir  y  pablicar 
líbremeate  sas  ideas  sin  previa  censura,  cod  sujecioD  á  las 
leyes  (4). 

La  ímpreDta  no  será  Ubre  solo  porque  la  £on8titucioB  asi 
lo  declare;  es  preciso  además  que  los  reglamentos  no  la  opri- 
man con  trabas,  nt  ia  vejen  coa  impuestos,  ni  entorpezcan  la 
circulación  de  los  impresos  con  exhorbitantes  tarifas.  Pues 
que  el  gobierno' acepta  el  principio  de  la  libertad,  debe  des- 
arrollarlo con  buena  fé  y  proteger  la  emisión  del  pensamien- 
to de  tal  manera,  que  la  imprenta  sirva  para  moralizar  la  edu* 
cacion  del  pueblo  por  medio  de  la  sociedad  y  la  sociedad  se 
moralice  por  el  influjo  de  la  educación. 

t09ift.— La  administración  adopta  varías  medidas  preven- 
tivas á  fin  de  que  el  ejercicio  de  la  libertad  de  imprenta  esté 
exento  de  los  abusos  que  pudieran  convertir  el  uso  legitimo 
de  aquel  derecho  en  una  verdadera  licencia.  Las  medidas  re* 
presivas  sonde  la  competencia  casi  exclusiva  de  los  tribuna- 
les comunes,  á  quienes  por  lo  tanto  corresponde  castigar  los 
delitos  de  la  imprenta  contra  la  religión,  ó  la  seguridad  del 
estado,  ó  el  orden  público,  ó  las  buenas  costumbres,  así  co- 
mo las  calumnias  y  las  injurias  contra  corporaciones  y  parti- 
culares. Si  alguna  vez  la  autoridad  administrativa  aparece 

(1)    Gonst.  art.  2.         . 
To«o  L  35 
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reprimíeado  ea  materias  de  imprenta,  es  taa  solo  cuando  em- 
plea su  poder  coercitivo  para  hacer  cumplir  los  reglamentos 
que  tienen  |¡)or  objeto  asegurar  la  acción  del  gobierno  en  cier- 
tos casos,  y  en  otros  la  responsabilidad  de  los  culpables  ante 
la  justicia. 

De  las  medidas  represivas  algunas  se  refieren  á  los  im- 
presores ,  libreros  y  expendedores  de  impresos ;  las  demás 
conciernen  á  los  impresos  mismos. 

Las  primeras  serán  objeto  de  nuestro  examen  cuando  tra- 
táremos de  las  industrias  reglamentadas;  las  segundas  per- 
tenecen con  propiedad  á  este  lugar. 

Distinguense  en  generales  á  todos  los  impresos  y  especia- 
les á  cada  clase. 

t07e.— Son  generales  ó  comunes  las  circunstancias  de  po- 
ner el  nombre  y  apellido  del  impresor  y  el  lugar  y  afio  de  la 
imprenta,  y  el  deber  de  entregar  al  gere  político,  antes  de 
proceder  á  la  expendicion ,  un  ejemplar  y  otro  al  promotor 
fiscal ;  y  si  no  residiese  el  gefe  político  én  el  pueblo  donde  se 
hace  la  publicación,  debe  ser  entregado  al  gefe  civil  y  en  su 
defecto  al  alcaide.  Ambos  ejemplares  irán  corregidos  y  fir- 
mados por  el  editor  responsable,  siendo  el  primero  remitido 
dentro  de  un  mes  á  la  biblioteca  nacional,  y  el  segundo  á  la 
provincial,  si  la  hubiere,  y  si  no,  devuelto  al  interesado.  Las 
contravenciones  á  esta  última  disposición  se  castigan  con  ana 
multa  de  500  á  4000  reales  (4). 

10Y9.— Las  especiales  son  varias  según  que  los  impresos 
pertenecen  á  laclase  de  obras,  folletos,  hojas  sueltas  y  pe- 
riódicos. 

Entiéndese  por  obra  todo  impreso  que  excede  de  veinte 
pliegos  de  la  marca  del  papel  sellado:  folleto  es  el  impreso  qtk 
excediendo  de  un  pliego  de  dicha  marca  y  no  pasando  de 
veinte,  se  publica  sin  los  requisitos  dispuestos  por  la  iey  pa- 
ra los  periódicos:  hoja  suelta  llámase  cualquier  impreso  que 
se  publica  sin  los  requisitos  necesarios  al  periódico  y  que  no 
exceda  del  volumen  sefialado  para  constituir  obra,  si  contie- 

(1)    Real  decreto  de  10  de  abril  de  Í8i4,  arl.  5. 
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ne  alguna  noticia  ó  artículo  concerniente  á  la  política;  y  en 
fin,  se  denomina  periódico  todo  impreso  que  se  publique  en 
épocas  ó  plazos  determinados  ó  inciertos,  ya  se  diere  á  cono- 
cer con  un  título  adoptado  previamente,  ya  lo  cambie  en  al- 
guna ó  algunas  de  sus  publicaciones,  insertando  noticias  po- 
líticas ó  variedad  de  artículos  (i). 

t079.— Para  la  publicación  de  las  obras  y  folletos  no  se 
exigen  por  regla  general  otras  circunstancias  que  las  comu- 
nes á  todos  los  impresos,  exceptuando  los  escritos  relativos 
al  dogma,  á  la  sagrada  Escritura  y  á  la  moral  cristiana ,  los 
cuales  no  podrán  imprimirse  sin  previo  examen  y  aprobación 
del  diocesano;  y  si  se  publicaren  sin  tal  licencia,  serán  em- 
bargados por  la  autoridad  civil  (2). 

Fúndase  esta  ma;or  libertad  concedida  á  las  obras  en  que, 
como  su  composición  requiere  tiempo,  su  adquisición  como- 
didades y  su  lectura  reflexión ,  no  se  dirigen  á  un  público 
numeroso  y  fácil  de  extraviar,  sino  á  ciertas  clases  superio- 
res de  la  sociedad ,  á  quienes  su  madura  inteligencia  y  su 
recto  criterio,  defienden  contra  el  contagio  de  toda  mala  doc- 
trina. Bastan^  pues,  las  medid^  represivas  para  contener  los 
abusos  de  la  imprenta  en  este  linage  de  escritos  siempre  ex- 
tensos, y  las  mas  veces  graves  y  profundos,  siendo  legalmen- 
te  responsable  de  cualesquiera  excesos  el  autor  ó  editor  de  la 
obra,  y  el  impresor,  en  caso  de  ausencia,  fuga,  incapacidad 
ó  insolvencia  de  aquellos  (3). 

I07fl. — Con  respecto  á  los  folletos  se  observa  lo  preve- 
nido para  las  obras  (4),  porque  se  acercan  á  estás  mas  que 
otro  impreso  alguno;  y  si  bien  su  circulación  suele  ser  mu- 
cho mayor,  como  no  hieren  sino  con  un  solo  golpe,  no  pare- 
ce tan  fácil  la  seducción.  Si  el  gobierno  fuere  con  tanto  ex- 
tremo suspicaz  que  exigiese  mil  molestas  garantías  antes  de 
permitir  estos  desahogos  de  la  opinión,  sería  muy  posible  que 
el  picante  folleto  se  convirtiese  en  libelo  infame  y  clandesti- 

(1)  Ibid.  arU.  13  y «^. 

(2)  Ibid.  art    10  5. 

(3)  Ibid.  art.  15. 

(4)  Ibid.  art.  16. 
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no;  de  suerte  que  por  oo  conceder  una  libertad  razonable  de 
escribir  se  provocaría  al  desenfreno  de  la  imprenta. 

i090. — La  publicación  de  las  hojas  sueltas  debe  estar  su* 
jeta  á  reglas  mas  severas,  porque  excitan  y  alimentan  la  cu- 
riosidad general,  hablan  el  lenguaje  del  vulgo  y  lisonjean  coa 
frecuencia  sus  pasiones.  Cualquiera  tiene  dineros  para  com- 
prar una  hoja  suelta  y  tiempo  para  leerla,  pero  pocos  raxon 
para  juzgarla.  T  como  la  parle  pensadora  de  las  naciones  es 
tan  corta  comparada  con  la  población  general,  de  ahí  nace  la 
necesidad  de  exigir  garantías  previas  contra  los  peligrosos 
abusos  de  esta  clase  de  escritos.  La  ley  ordena  que  de  la  pu- 
blicación de  toda  hoja  suelta  salga  garante  un  editor  en  quien 
se  reúnan  las  mismas  circunstancias  requeridas  para  los  edi- 
tores responsables  de  los  periódicos,  y  si  no  las  Ivvierea,  res- 
ponderá de  cualesquiera  abusos  el  impresor,  salvo  su  de- 
recho para  reclamar  contra  el  autor  6  editor  la  índemnízacipn 
competente  (4). 

t09t.-^En  el  periódico,  y  principalmente  en  el  diario,  es- 
triba el  gran  poder  de  la  imprenta ,  cuyo  movimiento  conti- 
nuo de  percusión  y  cuyos  es|jpcrzos  incesantes  para  gravar 
las  ideas  en  el  pueblo,  le  convierten  en  una  verdadera  palan- 
ca social.  La  imprenta  sin  el  periódico  es  el  peosamieato 
sin  brazo  que  ejecute,  la  voz  sin  eco  que  la  repita. 

Mientras  la  imprenta  periódica  interprete  con  lealtad  y 
con  inteligencia  las  necesidades  y  los  deseos  de  la  nación,  se- 
rá fuerte  porque  es  la  opinión  viva,  el  favor  ó  la  resistencia 
general  organizados.  La  imprenta,  así  entendida,  ha  cambia- 
do la  naturaleza  de  los  medios  administrativos  y  trastornado 
las  fuerzas  que  pierden  ó  salvan  á  las  sociedades,  que  levan- 
tan ó  derriban  las  instituciones.  La  imprenta  despojó  de  su 
antigua  eficacia  á  los  gobiernos  de  violencia,  pues  solo  una 
idea  puede  vencer  á  otra  idea,  un  periódico  domar  á  otro  pe- 
riódico. 

Mas  cuando  la  imprenta  se  transforma  en  instrumento  de 
decepción  ó  en  máquina  de  guerra,  su  poder  para  el  bien  es- 

(1)    Ibid.  art.  18. 
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pira  ,  porque  solo  á  Dios  es  dado  agitar  las  tormeDlas  y  cal- 
mar las  tempestades,  y  quédale  ÚDicámente  su  nocivo  ioflojo 
extraviaado  la  opinión,  atizando  el  fuego  de  las  discordias  ci- 
viles ó  encendiendo  las  pasiones  populares. 

Los  periódicos  de  la  oposición  Taltan  á  sus  deberes  de  ilus- 
trar y  moralizar  al  pueblo ,  si  hallan  legítimo  todo  ataque  y 
asaltan  de  mil  maneras  el  gobierno  y  debilitan  la  sociedad 
combatiendo  -ciegamente  sus  principios  fundamentales ,  su 
religión,  su  orden  público,  las  prerogativas  de  los  poderes 
políticos,  sus  leyes,  y  muchas  veces  se  exceden  hasta  pene- 
trar en  el  secreto  de  las  intenciones  revelando  al  público  ac- 
tos de  la  vida  íntima  del  hombre  que  rige  los  destinos  del  es- 
tado. 

El  gobierno,  por  su  parte,  hostiliza  á  la  oposición  con  de- 
nuncias, procesos,  multas  y  embargos;  remedios  insuficien- 
tes y  negativos,  cuando  no  son  peores  que  la  enfermedad, 
y  empeña  la  discusión  en  otros  periódicos  sostenidos  ó  auxi- 
liados por  el  ministerio.  Mas  el  periódico  ministerial ,  en 
cuanto  está  sujeto  á  extrañas  influencias  y  es  órgano  de 
agenas  convicciones  y  defensor  obligado  por  su  interés  de 
todos  los  actos  del  gobierno,  no  merece  la  general  confianza: 
tellum  imbelle  ^ne  icíu.  Así  es  como  el  gobierno,  escaso  de 
influencia  mbral  y  de  ascendiente  político,  en  vez  de  reinar 
sobre  la  opinión  conforme  reina  en  los  intereses  ,  está  á 
merced  de  un  corto  número  de  personas  que  dominan  la  im- 
prenta. 

La  única  manera  de  enfrenar  este  poder  absoluto  de  los 
gobiernos  libres,  es  destruir  el  monopolio  que  entrega  toda 
la  fuerza  de  la  imprenta  en  manos  de  unos  pocos  privilegia- 
dos, y  facilitar  los  medios  de  circulación  de  las  opiniones  po- 
líticas de  todos.  Así  será  la  opinión  mas  ilustrada  por  el  in- 
flujo de  la  concurrencia,  y  el  gobierno  mas  poderoso  atribu- 
yéndole laexcentralizacionde  las  ideas  una  superioridad  re- 
lativa con  respecto  á  cada  foco.  Es  sabido  que  mas  fácilmen- 
te se  gobierna  á  la  muchedumbre,  que  se  sujeta  un  corto  nú- 
mero de  proceres  orgulloso». 
i099.— Según  la  legislación  de  España,  para  la  publica- 
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eíoQ  de  ctmlqaier  periódico,  se  exigen  los  sí^aieates  requisi- 
tos ó  garantías: 

I. '  Editor  responsable  de  cnanto  en  él  se  escribá.=Para 
ser  editor  responsable  de  un  periódico  se  requiere: 

I.  Hallarse  avecindado  un  año  antes  con  casa  abierta  en 
el  pueblo  en  donde  se  publique  el  periódico. 

II.  Pagar  anualmente  4000  reales  de  contribución  di- 
recta en  Madrid,  800  en  Barcelona,  Cádiz,  Corufía,  Granada,^ 
Málaga,  Sevilla,  Valencia  y  Zaragoza,  y  300  en  los  demás 
pueblos. 

iif .  Acreditar  que  está  satisfaciendo  desde  un  año  antes 
dichas  contribuciones. 

Ningún  editor  responsable  puede  serlo  mas  quede  un  so- 
lo periódico  al  mismo  tiempo. 

Los  documentos  que  acrediten  la  aptitud  de  los  editores 
responsables  se  presentan  al  gefe  polKtco,  el  cual  debe  man- 
dar se  instruya  el  oportuno  expediente  para  averiguar  si  los 
^e  solicitan  serlo  reúnen  las  cualidades  señaladas  pOr  la  ley 
y  dictar  su  decisión  en  el  término  de  ocho  dias.  Sí  su  rosolu- 
eion  no  fuese  favorable,  puede  todavía  el  interesado  recurrir 
al  gobierno. 

IL  Un  depósito  de  420000  reales  efectjfos  en  Madrid, 
80000  en  las  capitales  arriba  expresadas  y  45000  en  los  de- 
más pueblos  del  reino.  Si  el  periodo  de  la  publicación  fuere  de 
quince  dias,  el  depósito  podrá  reducirse  á  la  mitad  de  estas 
sumas. 

El  editor  responsable  debe  hacer  la  consignación  de  aque- 
llas cantidades  en  el  Banco  de  san  Fernando  ó  en  poder  de 
sos  comisionados  en  las  provincias,  devolviéndosele  tan  Ine- 
go  como  cese  la  publicación  del  periódico.  Son  admisibles 
como  dinero  los  efectos  de  la  deuda  consolidada  del  tres, 
cuatro  y  cinco  por  ciento,  según  la  cotización  del  dia  en  que 
se  veriGque  el  depósito,  ó  del  mas  próximo ,  si  en  aquel  no 
hi  hubiese  habido. 

El  depósito  debe  mantenerse  siempre  íntegro;  por  manera 
que  si  sufriese  menoscabo  á  consecuencia  de  exigir  de  él  el 
importe  de  cualesquiera  penas  pecuniarias  ó  las  costas  de  al- 
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guD  proceso  por  delitos  cometidos  ea  el  periódico,  el  editor 
respoQsable  está  obligado  á  completarlo  dentro  de  tres  dias, 
y  no  verificándolo,  se  le  devuelve  la  cantidad  restante  y  cesa 
la  publicación. 

Exceptúanse  de  la  obligación  del  depósito  y  de  presentar 
editor  responsable  los  Boletines  oficiales  y  los  Diarios  de  avi- 
sos, siempre  que  se  limiten  á  los  asuntos  que  declaran  sus  tí- 
tulos, como  igualmente  los  periódicos  que  no  traten  de  ma- 
terias políticas  ó  religiosas. 

Ningún  periódico  puede  imprimirse  ni  publicarse  sin  las 
formalidades  arriba  dichas ,  siendo  obligación  de  los  gefes 
políticos  suspender  todos  los  que  se  encontraren  en  este  caso, 
y  lo  mismo  aquellos  que  la  ley  declara  exentos  de  tales  re- 
quisitos, si  se  exceden  de  su  verdadero  objeto. 

1088.— Cuando  una  persona  se  crea  ofendida  en  algún 
periódico  tiene  derecho  el  interesado  ú  otro  cualquiera  en  su 
nombre,  áque  se  inserte  en  el  mismo  periódico  la  contesta- 
ción que  quiera  dar,  reducida  á  negar,  desmentir  ó  explicar 
los  hechos  que  sirvan  de  pretesto  ó  fundamento  á  la  ofensa, 
y  no  está  obligada  á  pagar  cosa  alguna  por  esta  inserción,  no 
excediendo  la  respuesta  del  doble  del  artículo  contestado ,  ó 
de  treinta  líneas,  si  el  artículo  ocupa  menos  de  quince ;  pe- 
ro pagará  lo  restante  según  la  tarifa  ó  práctica  del  periódi- 
co. £n  caso  de  ausencia  ó  muerte  de  la  persona  ofendida, 
tienen  igual  derecho  sus  parientes  dentro  del  segundo  grado. 
La  contestación  se  insertará  en  alguno  de  los  tres  números 
primeros  que  se  publiquen  después  de  entregada  en  la  re- 
dacción (1). 

t084.— Está  rigorosamente  prohibido  imprimir  y  publi- 
car escrito  alguno  en  que  se  trate  de  la  vida  privada'  del  Rey 
ó  de  su  real  consorte,  so  pena  de  ser  suprimido  el  periódico 
que  publicare  artículos  semejantes,  incurriendo  además  en  la 
pérdida  del  depósito;  y  si  fuere  el  impreso  de  la  clase  de  los 
folletos,  su  autor  ó  impresor  incurre  en  la  multa  de  60000 
reales ,  sin  perjuicio  en  ambos  casos  de  las  otras  penas  im* 

(1)    Ibid.  arts.  20  y  sig. 
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puestas  por  las  leyes  á  los  delitos  coatra  lá  real  persooa  y  sa 
augusta  familia  (4). 

t09lft.— La  clasificación  de  los  delitos  de  la  imprenta,  sus 
penas ,  la  forma  de  las  denuncias  ,  la  organización  de  los  tri- 
bunales ,  la  sustanciacion  del  proceso,  el  juicio  de  califica- 
ción y  ta  ejecución  de  las  sentencias  son  asuntos  de  la  exclu- 
siva competencia  de  los  tribunales  (S),  y  solamente  pertene- 
cen al  orden  administrativo  cuando  los  escritos  tuviesen  ca- 
rácter oficial  como  expresión  de  las  autoridades  constituidas, 
en  cuyo  caso  quedan  sujetos  á  las  leyes  vigentes  sobre  res- 
ponsabilidad de  los  empleados  públicos  (3>. 

CAPÍTULO  XXIV. 

De  las  eleeeienes  política». 

1086.— Derecho  electoral.  1087.— Laadmini^tnicioD  proto^ 

ge  su  ejercicio. 

tose.— La  Constitución  declara  que  el  Congreso  de  los 
diputados  se  compone  de  los  que  nombren  las  juntas  electo- 
rales en  la  forma  que  determina  la  ley  (4).  También  esta- 
blece que  cada  provincia  tenga  su  Diputación  provincial  ele- 
gida según  la  ley  dispone  (5j ,  y  que  baya  en  los  pueblos 
alcaldes  y  Ayuntamientos,  siendo  estos  úllimos  nombrados 
por  los  vecinos  á  quienes  la  ley  concede  tal  derecbo  (6). 

Resulta  del  testo  expreso  de  la  Constitución  que  todo  espa- 
ñol en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  de  ciudadano,  tiene 
una  participación  indirecta  en  el  poder  y  en  los  negocios^  del 
estado  por  medio  de  la  elección,  y  que  los  sufragios  del  pue- 
blo ó  de  aquella  parte  del  pueblo  en  quien  la  ley  reconoce 
capacidad  electoral,  recaen  sobre  asuntos  de  interés  común 

(1)  Bcal  drdeo  de  3  de  setiembre  de  1847. 

(S)  Reales  decretos  de  10  de  abril  de  1844  y  6  de  julio  de  184&. 

(3)  Real  decreto  de  10  de  abril  de  1844,  art.  108. 

(4)  Art.  20. 

(5)  Art.  72. 

(6)  Art.  73. 
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de  mayor  ó  meQor  grado  en  razón  de  so  importancia;  de 
donde  se  sigue  la  división  de  las  elecciones  en  políticas  ó 
parlamentarias,  provinciales  y  municipales. 

t099. — El  primer  deber  de  la  administración  es  defender 
la  libertad  de  los  electores,  porque  siu  ella  no  hay  verdad 
en  el  sufragio.  Si  la  ^lección  ba  de  expresar  la  voluntad  públi- 
ca, conviene  que  la  ley  y  el  gobierno  protejan  la  seguridad 
personal  de  todos  los  electores,  cualquiera  que  sea  su  opi- 
nión, y  amíparen  el  libre  ejercicio  de  su  derecho  contra  la  vio- 
lencia de  las  pasiones  exaltadas  por  el  espíritu  de  partido. 

Cuando  las  autoridades,  en  vez  de  proteger  la  libertad  mas 
amplia  de  elección  y  de  guardar  y  hacer  guardar  las  leyes 
que  la  garantizan,  se  entrometen  en  las  operaciones  elec- 
torales apoyando  6  combatiendo  esta  ó  aquella  candidatura, 
desconocen  su  obligación  de  mantenerse  pasivos  en  la  con- 
tienda y  esperar  con  calma  el  juicio  del  pais.  Su  neutralidad 
no  debe  interrumpirse  sino  cuando  fuere  necesario  inter- 
venir para  sofocar  toda  influencia  ilegitima  que  pudiese  bas- 
tardear la  elección,  violentando  ó  extraviando  la  conciencia 
de  los  electores.  £1  dia  en  que  se  consagrase  como  principio 
la  intervención  del  gobierno  en  las  elecciones  v  la  ciega  su- 
misión de  todos  los  empleados  á  -la  voluntad  "nel  ministerio 
ducante  estas  pruebas  solemnes  de  tolerancia,  ese  mismo 
dia  peligraban  las  públicas  libertades. 

Articulo  4  .**  — Y.Uc\iOW%  "^  dí-^^WíUft. 

1088.— Electores.  1096.— Elegibles. 

1089.— Lo  son  por  derecho  pro-  1097. — Condiciones  de  elegibiii- 

pio.  dad. 

1090.— Domicilio  político.  1098.— Causas  de  incapacidad. 

1091.— Garantías    del    derecho  1099.— Incapacidad  absoluta. 

electoral.  11 00.— Incapacidad  relativa. 

1092. — Censo  electoral.  1101.— Opción  entre  variq^  dis- 

1093.— Capacidades.  tritos. 

1094. — ridmero  de  electores.  1102. — Naturaleza  del  cargo  de 

1095.— Causas  de  incapacidad.  diputado. 

1088.— Tiene  derecho  de  ser  incluido  en  las  listas  de 
electores  para  diputados  á  cortes  en  el  distrito  donde  estuvie- 
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(1)  Ley  de  18  de  marxo  du  I84C,  art.  14. 

(2)  Ibid.  arls.  6,  7  y  15. 
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pago  de  la  coatribocioa  cod  los  recibos  del  último  afio  (1),  y 
aprovechan  estos  al  pagador  legal  de  la  cuota,  y  de  coQsi- 
guieote  á  la  persona  ó  personas  que  perciban  los  productos 
líquidos  de  cada  (inca  y  según  la  parte  que  cada  cual  per- 
cibiere, si  son  varios  los  condueños. 

tOOS.— También  tienen  derecho  á  ser  íacluidos  en  las 
listas,  sj  pagan  200  reales  de  contribución  directa  y  tienen 
las  demás  cualidades  que  la  ley  requiere: 

I.  Los  individuos  de  las  academias  Espafiola,  de  la  Histo- 
ria y  San  Fernando. 

II.  Los  doctores  y  licenciados. 

III.  Los  individuos  de  cabildos  eclesiásticos  y  los  curas 
párrocos. 

IV.  Los  magístradgs,  jueces  de  primera  instancia  y  pro^ 
motores  fiscales. 

V.  Los  empleados  activos,  cesantes  y  jabilados  cuyo  suel- 
do llegue  á  8000  reales  anuales. 

VI.  Los  oficiales  retirados  del  ejército  y  armada  desde 
capitán  inclusive  arriba. 

VII.  Los  abogados  con  un  afio  de  «studio  abierto. 

VIH.  Los  médicos,  cirujanos  y  farmacéuticos  con  un 
año  de  ejercicio. 

IX.  ^  Los  arquitectos,  pintores  y  escultores  con  título  de 
académicos  de  alguna  de  las  de  nobles  artes. 

X.  Los  profesores  y  maestros  de  cualquier  instituto  de 
enseñaniui  costeado  por  los  fondos  públicos  (2). 

Obsérvese  como  nuestro  sistema  electoral  descansa  en  la 
base  mista  de  riqueza  y  capacidad.  La  primera  supone  cierto 
interés  positivo  en  conservar  el  orden  público  y  un  grado  de 
educación  equivalente  á  otro  grado  de  fortuna;  y  la  segunda, 
ó  el  desempeño  de  una  profesión  literaria  ó  artística,  en- 
vuelve la  presunción  de  cuanta  aptitud  es  necesaria  para 
ejercer  con  acierto  el  derecho  electoral. 
1004.— Si  en  algún  distrito  no  llegaren  á  ciento  cincueo- 


(I)     Ibid.art.  14. 
(^)    Ibid.art.  IR. 
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la  los  electores  que  tengan  las  condiciones  requeridas  por  la 
ley  ,  debe  completarse  dicho  número  con  los  mayores  con* 
thbuyenles  de  contribuciones  directas,  en  cuyo  caso  son 
también  electores  todos  los  que  paguen  una  cuota  igual  á  la 
que  pagare  el  menor  contribuyente  para  completar  aquel  nú- 
mero (1). 

toii&.— La  ley  declara  incapaces  para  el  ejerciciq  del  de- 
recho electoral: 

I.  A  los  que  al  tiempo  de  hacerse  las  elecciones  se  hallen 
procesados  criminalmente,  si  hubiere  recaido  antó  de  prisión 
contra  ellos. 

II.  A  los  que  por  sentencia  judicial  hubieren  padecido 
penas  corporales ,  aflictivas  ó  infamatorias,  no  habiendo  ob- 
tenido su  rehabilitación.  • 

III.  A  los  que  estén  bajo  interdicción  judicial  por  inca- 
pacidad física  ó  moral. 

IV.  A  los  fallidos  ó  declarados  en  suspensión  de  pagos  ó 
que  tengan  sus  bienes  intervenido^. 

V.  A  los  apremiados  como  deudores  k  los  caudales  públi- 
cos en  concepto  de  segundos  contribuyentes  (S). 

En  todos  los  casos  referidos  hay  una  tacha  que  oponer  á 
su  conducta,  cierta  presunción  desfavorable  á  la  moralidad 
del  elector  que  la  ley  halla  motivo  bastante  para  excluirle  ó 
suspenderle  del  ejercicio  de  su  derecho  mientras  el  vicio  no 
se  subsana,  ó  la  causa  de  la  interdicción  no  desaparece. 

tooe.— Para  ser  diputado  se  requiere  ser  español  del  es- 
tado seglar ,  haber  cumplido  veinticinco  años  de  edad  y  po* 
seer  con  un  año  de  antelación  al  dia  en  que  se  verifiquen 
las  elecciones,  una  renta  de  12000  reales  procedente  de 
bienes  raices,  ó  pagar  anualmente  con  la  misma  antela- 
ción 1000  reales  de  contribución  directa  (3). 

t009.— La  ley  exige  mas  garantías  al  elegible  que  "al 
elector,  no  obstante  que  por  lo  común  las  de  propiedad  sue* 
len  ser  ilusorias  y  poco  eficaces,  pues  las  únicas  verdaderas 

(1)  Ibid.  art.  17. 

(2)  Ibid.  art.  15. 

(3)  Ibid.  trl.  4. 
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y  positivas  existen  en  la  composición  del  colegio  electoral. 

La  circunstancia  de  español  equivale  á  la  cualidad  de 
miembro  del  estado  y  partícipe  de  los  derechos  y  cargas  del 
ciudadano:  la  de  seglar  fundase  en  la  conveniencia  de  alejar, 
al  clero  de  los  negocios  temporales,  si  bien  la  ley  utiliza  su 
inOujo  en  la  política  abriéndole  las  puertas  del  Senado  en 
donde  tienen  entrada  todos  los  elementos  conservadores  de 
la  sociedad:  la  edad  señala  el  ingreso  del  ciudadano  en*  la 
mayoría  legal  en  cuya  época  adquiere  la  plenitud  de  sus  de- 
rechos políticos  y  civiles^  y  la  renta  ó  la  contribución  son 
signos  de  propiedad,  y  esta  una  débil  garantía  de  indepen* 
dencia. ' 

La  renta  de  12000  reales  se  prueba  acreditando  el  inte- 
resado haber  pagado  con  un  año  de  antelación  la  cuota  de 
contribución  directa  que  en  el  pueblo  ó  pueblos  donde  radi- 
quen los  bienes  corresponda  á  dicha  renta.  La  contribución 
de  los  4000  reales  pruébase  acreditando  el  interesado  su  pa- 
go con  el  reci^bo  ó  recibos  de  las  respectivas  oficinas  de  Ha- 
cienda (1 ). 

Para  computar  la  renta  y  la  contribución  á  los  elegibles 
se  observa  igual  jurisprudencia  que  hemos  expuesto  con  res- 
pecto á  los  electores  (2). 

1099. — Hay  circunstancias  que  incapacitan  para  desem- 
peñar el  cargo  de  diputado  á  cortes:  estas  causas  de  incapa- 
cidad son  las  mismas  que  inhabilitan  para  el  ejercicio  del  de- 
recho electoral  (3). 

tOdO.— Otras  causas  hay  de  incompatibilidad  ya  absolu- 
ta, ya  relativa.  La  primera  consiste  en  la  prohibición  legal 
de  ejercer  simultáneamente  el  cargo  de  diputado  y  desempe- 
ñar ciertos  empleos  activos,  cuales  son: 

I.  Capitanías  generales  de  provincia. 

II.  Comandancias  generales  de  departamento  de  marina. 

III.  Fiscalías  de  las  audiencias. 

IV.  Gobiernos  políticos. 

(1)    Ibid.  art.  5. 

(S)    Véase  nüm.  1092. 

(3)    Véase  ndm.  1095. 
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V.    Intendencias  de  rentas. 

Los  que  hallándose  comprendidos  en  alguna  de  las  clases 
mencionadas  fueren  elegidos  diputados,  deben  optar  en  el 
término  de  ud  mes  entre  este  cargo  y  el  empleo  que  desem- 
peñan, contándose  el  plazo  desde  la  aprobación  de  las  actas^ 
de  los  respectivos  distritos  electorales.  Si  dentro  de  nn  mes 
no  optasen,  se  entiende  que  renuncian  el  cargo  de  dípu* 
tado(1]. 

La  ley,  pues,  no  priva  de  la  cnalídad  de  elegibles  á  los 
funcionarios  de  las  expuestas  categorías,  sino  que  en  interés 
del  orden  público,  por  no  interrumpir  los  servicios  adminis- 
trativos mas  importantes,  ó  por  no  descuidarlos  durante  lü 
ausencia  de  sus  gefes,  pone  al  diputado  electo  en  la  forzosa 
alternativa  de  permanecer  en  su  puesto  ó  tomar  asiento  en  el 
Congreso.  No  se  funda  la  incapacidad  en  la  naturaleza  con* 
tradictoria  de  las  funciones  legislativas  y  administrativas,  sino 
en  la  imposibilidad  de  conciliar  el  deber  de  residencia  de 
aquellas  autoridades  con  la  presencia  del  djpntado  en  la 
legislatura.  Por  eso  mismo  esta  incompatibilidad  no  com** 
prende  á  los  funcionarios  de  igual  clase  que  por  razón  de  sus 
empleos  residen  en  Madrid  (S). 

ttOO.— La  incompatibilidad  relativa  es  la  inhabilitación 
para  ser  elegidos  los  funcionarios  de  provincia  ó  de  otras  de- 
marcaciones particulares  que  ejerzan  autoridad,  mando  polí- 
tico ó  militar  ó  jurisdicción  de  cualquiera  clase  en  los  dis* 
tritos  sometidos  en  todo  ó  en  parte  á  su  autoridad,  mando  ó 
jurisdicción;  y  si  estos  funcionarios  dejasen  sus  empleos  por 
renuncia,  destitución  úotra  causa,  tampoco  pueden  ser  ele- 
gidos en  dichos  distritos  hasta  seis  meses  después  de  haber 
cesado  en  ei  ejercicio  de  sus  empleos  (3). 

Fúndase  esta  incompatibilidad  relativa  en  el  temor  de 
que  las  autoridades  pudiesen  abusar  de  su  potestad  violen* 
tando  la  conciencia  de  los  electores,  si  se  presentaban  co- 


(1)  Ibid.  art.  8. 

(2)  Ibid.  art.  9. 

(3)  Ibid.  art.  10. 
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mo  candidatos  en  el  territorio  sujeto  á  su  mando  é  juris- 
dicción. 

ttot. — Nadie  puede  ser  diputado  por  dos  ó  mas  distritos 
ala  yez.  Si. una  misma  persona  fuese  elegida  en  varios,  de- 
be optar  ante  el  Congreso  por  uno  de  ellos  dentro  de  ios  ocho 
días  siguientes  á  la  aprobación  de  la  última  de  sus  actas  elec- 
torales, si  hubiere  sido  admitido  como  diputado.  Si  no  ha- 
biese  sido  admitido,  debe  optar  dentro  de  dos  meses  contados 
desde  dicha  aprobación;  y  á  falta  de  opción  hecha  en  los  pla- 
zos designados ,  la  suerte  decide  por  qué  distrito  habrá  de  ser 
representante  (4). 

tt09.—EI  cargo  de  diputado  es  gratuito  y  voluntario,  y 
se  puede  renunciar  antes  y  después  de  haber  lomado  asiento 
en  el  Congreso  (S). 

Articulo  2.°— YoTmac\o«ty»  A.Í,  Ws  \\'h\^%  ^UcVotclVí,*. 


f  1 03.—- Lisias  electorales.  1 1 07 .— DecisioDes  del  gefe  poli- 

1104. — Su  formación.  tico. 

1105. — Su  permanencia.  1108. — Recorso  á  las  audiencias. 

1106.— Su  rectificación.  11Ü9.*— Ultimación  de  las  listas. 

IHO.-  Sus  efectos., 


tt#8.— Los  electores  lo  son  por  derecho  propio,  de 
suerte  que  la  administración,  inscribiendo  sus  nombres  en  la 
lista  electoral,  no  confiere  prerogativa  alguna,  sino  declara  la 
voluntad  de  la  ley. 

tt04.— Losgefes  políticos  de  las  provincias,  oyendo  á  los 
alcaldes  y  Ayuntamientos  de  los  pueblos ,  recogiendo  de  las 
oficinas  de  Hacienda  los  datos  convenientes  y  valiéndose  de 
cuantos  medios  haik  creido  oportunos  para  lograr  la  exactitud 
y  el  acierto  en  esta  operación  administrativa ,  formaron  las 
primeras  listas  electorales. 

tt#&.^La  ley  las  declara  permanentes,  salvas  las  recti- 
ficaciones á  que  están  sujetas  cada  dos  años. 


(1)  Art.  1«. 

(2)  Art.  13. 
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teresados  y  habiendo  tomado  ya  el  asanto  el  carácter  de  liti- 
gioso entre  partes,  el  gefe  político  pronsncia  como  juez  ad- 
ministrativo y  decide  para  el  día  4.^  de  abril  todas  las  cues- 
tiones relativas  al  ejercicio  del  derecho  electoral,  sí  bien  con 
la  condición  precisa  deoir  previamente  al  Consejo  provincial. 
,  tt#9.— De  estas  providencias  puede  interponerse  recur- 
so de  apelación  ante  la  audiencia  del  territorio  por  los  in- 
teresados, si  acuden  por  si  ó  por  medio  de  procurador  ó  me- 
ro apoderado  dentro  de  ios  quince  primeros  dias  del  mismo 
mes.  La  audiencia  pide  al  gefe  político  el  expediente  original, 
y  la  sala  manda  pasarlo  al  ministerio  fiscal  y  al  defensor  del 
recurrente,  á  cada  uno  por  un  solo  dia,  para  el  solo  efecto  de 
instruirse,  citándose  al  mismo  tiempo  para  la  vista  con  prefe- 
rencia á  cualquier  otro  negocio.  Hecha  relación  en  el  acto  de 
la  vista,  informan  de  palabra  el  ministerio  fiscal  y  el  defensor, 
y  la  sala  pronuncia  inmediatamente  su  sentencia  contra  la 
cual  no  hay  ulterior  recurso.  Devuélvese  el  expediente  al  ge- 
fe político  dentro  de  los  quince  últimos  dias  del  mes  de  abril 
y  librase  al  recurrente  testimonio  de  la  sentencia,  si  lo  pide,  , 
'  advirtiendo  que  todos  los  procedimientos  se  consideran  de 
oficio. 

El  gefe  político  rectifica  las  listas  electorales  en  vista  de 
la  sentencia,  si  con  arreglo  á  su  contenido  hubiere  lugar  á  la 
rectificación. 

Parecía  mas  natural  que  el  debate  contradictorio  suscita- 
do entre  el  gefe  político  y  el  elector  agraviado  se  decidiese 
por  el  Consejo  provincial,  como  asunto  propio  de  su  compe- 
tencia á  fuer  de  tribunal  contencioso-administrativo.  Sin  em- 
bargo, considerando  que  al  fin  el  derecho  electoral  debe  po- 
nerse bajóla  protección  de  una  autoridad  independiente,  re- 
sulta menor  la  anomalía  de  conceder  á  las  audiencias  potes- 
tad para  enmendar  los  actos  del  gefe  político  ó  corregir  una 
simple  operación  administrativa,  que  extender  su  jurisdic- 
ción ha3ta  reformar  las  sentencias  de  los  Consejos  provincia- 
les que  constituyen  verdaderos  tribunales  administrativos  de 
primera  instancia. 
1109.— El  dia  43  de  mayo  declara  el  gefe  político  ultí- 
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finadas  las  listas  €leelorale8,  y  ya  qo  puede  hacerse  nmgtiia 
aiteraeicm  en  ellas.  La  MBoripciqja  ea  las  listas  declara  el  de- 
recho electoi^l,  de  suerte  qae  solo  las  persooas  inserí  tas  tie- 
fieu  derecho  á  votar;  y  come  este  derecf>o  es  uooé  inditisi- 
Me,  nadie  poede  estar  inserí  to  á  la  ves  ea  atas  de  un  distíito 
ó  sección* 

ttt#.— Teda  eleoetoo  de  diputados  á  «eclro,  emlqoíem 
que  sea  la  época  eu  que  se  fiebre ,  se  haee  ftfeeisancnie 
conferiré  fu  las  listas  «Mntadas  ai  üempo -de  empezar  Ja  elee* 
cien. 

Todos  los  iránites  son  iavuifiabies  y  ledos  los  fáazos  -tér^ 
mióos  fatales  (4). 

AaTicin.0  3.^— ^a^  ^i  \síjulx  \jí3S  ektc%oui%. 

ltll.--Fonnas  de  la  elección.  1118.— Proctamacion  del  dS^MX- 

1 1 12. — Dinsion  en  distríios.  tadcf . 

lili.— Secciooesdedistcilp.  UlQ.-r^I^oeva  elección. 

1 1 14.— Constitución  de  ia  mesa.  1 120.— £1  Condeso  decide  sobe- 

1 1 1 5. — Votación.  '  ranamente  todas  las  ones- 

11 16.-*B8cretÍDioe  Hi'clales.  ttoats  electecaJiM. 

1  i  1 7.— EfSQruUnio  ¿eoDral.  M  21.— (jjai;aoti|0  de  ¿cden. 

tttt.-^-Iias  formas  de  Ja  eleiccíoo  no  deben  ser  indiferen- 
tes ni  arbiirarias«  sino  t^^les  que  aseguren  M  isccion,  la  sin- 
ceridad  y  la  independencia  de  los  sufragios.  La  ley  sefiala  con 
{precisión  estas  romas  que  para  w^yor  claridad  expondremos 
con  separaciioa,  según  ímfídñ  relativas  h  ca4a  uno  de  los  si- 
guientes actos  ó  periodos  de  la  elección. 

tttt.—  I.  JWm#wn  en4írtrj¡/oí.=iJEI  gobierju)»  eu  vir- 
tud de  autorización  legislativa,  dÍ3tribuF6  las  p^vincias  en 
tantos  distriios  eiecloüraies,  cuMtosson  los  diputados  que  cor- 
responden á  cada  una,  y  designó  los  piijieblaf  cabezas  de  dis- 
trito. Esta  división  y  deaignaciou  jm>  puede,n  varí^rsQ  sino  en 
virtud  de  una  ley,  porque  á  ellas  va  anejo  el  ejercicio  de.on 
derecho,  y  los  derechos  no  dehe^  estar  I  merced  def gobier- 
no (2). 

(I)    Ley  de  18  de  marzo,  tit.  iv. 
^2}    V4anf e  los  ^üms.  60  y  124. 
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tit8.--'C4niiá»  loB  eieelores  de  un  dkKríto  pMt»  de  aeis- 
cieoies,  7  cfUHMla  exoedieado,  ó  no,  d»  eslt  número  do  pue^- 
dan  ir  fácil BMttte  á  TOlar  á  la  cabeza  del  distrito,  el  gefe  pe* 
Utico  di Wde  éste  eufeemeaes  y  seiala  les  pneMos^  é  coárte- 
les que  baa  de  ser  cabezas  de  sección,  y  el  gobierno  aprveliía 
6  rectifica  la  difisie»  establecida,  la  cual  do  deber  alterarse 
en  tod^  ni  en  parte,  sin  la  avtM'Raoiott  del  mismos. 

.  La  elección  se  hoce  esclBBi?saNnli&:en  las  cabezas  de  üs- 
trito  ó  de  sección,  y  en  his  edifioíos  6  locales  desigaados  p^ 
el  gete  polRico  de  antemano.  ^ 

1114.—  II.  CimHiiumn  i$  to  fMafi-.=:Et  priioer  día  de 
eteccíenes  se  renn^n  bs  electores  á  las  echo  de  la  mafianaen 
el  sitio  seftalado,  presididos  por  el  alealde  de  la  cabeza  de  dis- 
trito 6  seeciott,  é  por  quien  haga  svs'  fecesw  En  segtiidisr  se 
asocian  al  alcalde,  teniente  ó  regidor  qne  presida,  en  calidad 
de  secretarios  escrotadores  interinos,  coaird  electores  qne  se- 
rán  los  dos  ñas  ancianos  y  los  dos  nMts^  jéf  enes  de  entre  los 
crrcmistantes*,  decidiendo  el  presidente  cnalquiera  dnda  acer* 
ca  de  la  edad. 

Forniada  asf  la  mesa  interina  empíezi^  b  votación  para 
consfiturrla  definítívamenle.  Cada  elector  entrega  al  presi- 
dente ana  papeleta  en  la  cual  nombra  dos  secretarios  esern* 
tadores ,  el  presidente  deposita  el  voto  en  la  nraa*  á  presen- 
era  del  mismo  eleetor  enyo  nom>bre  y  demieiNo  se  anotan  en 
nna  lista  nomerada.  Esta  tetaron  debe  permaneear*  abierta 
bástalas  doce  del  día,  excepto  en  el  única  caso  de  haber  vo^ 
tado  todos.los  electores  de  la  sección  ó  distrito.  * 

Cerrada  la  votación  comienza  el  escmlinío  leyendo  el 
presidente  en  alta  voz*  las  papeletas,  y  c)»nfrontanch]^los^se« 
cretarios  escrutadores  et  númeA  de  ellas  con  el  de  los  votan* 
tes;  y  si  acerca  del  contenido  de  alguna  ocnrpíese  dt#eiHta(f, 
cualquiera  elector  tiene  derecho  &  pedir  que  se  ^  maestre, 
para  verificar  por  si  misme  la  exnotitvd  de  su  lectura. 

Conckride  el  escrutinio  quedan  nombrados  secretarios  es- 
crotadores los  cuatro  electores  que  estando  presentes  al  actot, 
bnbiesen  reunido  mayor  námero  de  votos,  cuyos  secretarios 
bfl}o  la  presidencia  del  alcalde,  teniente  6  regidor,  coostHu^ 
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yen  la  m«sa  definitiva.  Si  el  escrutiaio  qo  diese  por  resulta- 
do OQ  número  suficiente  de  escrutadores,  el  presidente  y  los 
elegidos  nombran  de  entre  los  electores  presentes  los  que  Tai- 
tan  para  completar  la  mesa,  y  en  caso  dp  empate,  decide  la 
suertel 

ttt&.—  III.  Fo^tofi.=Constituida  la  mesa,  empieza 
la  votación  para  elegir  el  diputado,  la  cual  dura  hasta  las 
cAtro  de  la  tarde,  sin  que  pueda  cerrarse  antes,  ano  ser 
que  hubiesen  concurrido  ya  todos  los  electores. 

La  votación  es  secreta  y  se  hace  de  esta  manera.  £1  pre- 
sidente entrega  una  papeleta  rubricada  al  elector,  quien  es- 
cribe en  ella  dentro  del  local  y  á  vista  de  la  mesa,  ó  hace  es- 
cribir á  otro  elector,  el  nombre  del  candidato  á  quien  vola -y 
devuelve  la  papeleta  doblada  al  presidente  que  la  deposita 
en  la  urna  á  presencia  del  mismo  elector,  cuyo  nombre  y  do- 
micilio se  anotan  en  un  registro  numerado. 

A  las  cuatro  de  la  tarde  se  cierra  la  votación,  y  el  presi- 
dente y  los  secretarios  proceden  acto  continuo  al  escrutinio 
en  la  for;na  que  para  el  nombramiento  de  la  mesa  queda  di- 
cha; los  secretarios  escrutadores  verifican  la  exactitud  de  l^ 
lectura,  examinando  las  papeletas  y  cerciorándose  de  su  con- 
tenido. 

Cuando  una  papeleta  contuviere  mas  de  un  nombre,  solo 
valdrá  el  voto  dado  al  que  estuviere  escrito  en  príiner .lugar. 

Terminado  el  escrutinio  y  anunciado  el  resultado  á  los 
electores,  deben  quemarse  á  su  presencia  todas  las  pape- 
letas. *     , 

La  mesa  forma  en  seguida  dos  listas  comprensivas  de  los 
nombres  de  los  electores  que  hayan  tomado  parte  en  la  vo- 
tación y  del  resumen  de  los*votos  que  cada  candidato  hu- 
biere obtenido,  autorizándolas  con  sus  firmas.  El  presidente 
remite  una  al  gefe  político  por  expreso,  cuya  autoridad  la 
manda  insertar  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  y  hace 
fijar  la  otra  antes  de  las  ocho  de  la  mañana  siguiente  en  la 
parte  exterior  del*ediücio  donde  se  verifiquen  las  elecciones. 

El  presidente  y  los  escrutadores  extienden  después  y  fir- 
man el  acta  de  la  junta  electoral  de  aquel  dia,  expresando 
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precisamente  en  ella  el  púmero  total  de  electores  que  hubie^ 
re  én  el  distrito  6  seccioD,  el  numero  de  los  que  hayan  toma- 
do parte  en  la  elección,  y  el  de  votos  obtenidos  por  cada  can- 
didato. 

k  las  ocho  de  la  mañana  siguiente  continúa  la  votación 
hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  sin  que  pueda  cerrarse  antes, 
salvo  si  todos  los  electores  hubiesen  concurrido  á  emitir  sus 
sufragios,  repitiéndose  las  mismas  operaciones  que  en  el  día 
anterior  se  practicaron.   • 

lite.—  IV/£s(Ttftíiiio.  =  yeríflcanse  los  escrutinios 
parciales,  primeramente,  en  las  secciones  á  las  diez  de  la  ma* 
ñaña  del  dia  siguiente  al  último  de  la  votación,  para  hacer  el 
re9Úmen  de  los  votos  emitidos  en  cada  colegio  electoral,  de 
cuyo  resultado  se  extiende  un  acta  que  Grmau  el  presidente 
y  los  secretarios  escrutadores.  De  esta  acta  se  sacan  dos  co- 
pras certificadas,  una  de  las  cuales  se  remite a(  presidente  de 
la  mesa  constituida  en  la  cabeza  del  distrito^  y  otra  se  en- 
trega al  escrutador  que  hubiere  obtenido  mayor  número  de 
votos,  para  que  concurra  con  ella  al  escrutinio  general,  ó  al 
que  le  siga  en  orden,  si  por  justa  causa  no  pudiese  desempe* 
fiar  el  primero  dicho  encargo.  En  caso  de  empate  entre  dos  ó 
mas  escrutadores,  deóide  la  suerte. 

1119.— En  segundo  lugar,  procédese  al  escrutinio  gene- 
ral á  los  tres  días  de  haberse  hecho  la  elección  de  diputado 
en  las  secciones,  en  el  pueblo  cabeza  de  distrito  ante  unajun* 
ta  compuesta  de  la  mesa  de  la  sección  de  dicho  pueblo  ó  de 
la  mesa  de  la  sección  primera,  si  en  él  hubiere  mas  de  una, 
y  de  los  secretarios  escrutadores  que  concurran  con  las  actas 
particulares  de  las  secciones.  El  presidente  y  secretario  de  la 
sección  donde  se  celebra  la  junta,  desempeñan  estos  oficios 
en  la  misma. 

Si  por  enfermedad,  muerte  ú  otra  causa,  dejase  de  con- 
currir algún  escrutador  á  la  junta  de  escrutinio  general,  el 
presidente  de  la  mesa  respectiva  cuida  de  remitir  la  copia  del 
acta  que  aquel  debiera  llevar  consigo. 

Al  tiempo  de  hacer  el  escrutinio,  se  confrontan  las  dos 
copias  para  verificar  si  están  enteramente  conformes. 
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111*9.— Heeho  él  resumen  geoer^  de  ios  fotos  46l  disiri- 
to,  el  presidente  proclama  dípitado  al  candidale  que  tibíe- 
se obtenido  la  nuiyoria  absolnta  de  los  safragios;  mas  si  el 
distrito  no  se  dividiese  en  secciones,  la  proclamación  se  haoe 
en  el  eserutiiio  qne  resiHíe  h  yntaoioa  diaria  de  acfMl  co- 
legio. 

Si  eñ  el  primer  escrutinto  general  no  resallase  niogna 
candidato  oca  mararia  absoluta.,  el  presidente  proclama  los 
nombres  de  los  que  han  obtenido  mayor  flimere  de  votos, 
para  que  se  ppocedamtre^flosá  secada  elección*  Si^^rre 
empa te ,  lo  dirí  me  la  smt ke. 

liilti.  ^La  segunda  ekiccion  te  teittfioa ,  la  mas  tarde,  aeis 
días  después  de  haberse  Terificado  el  esoroliaio  ge»eral^ 
Gajroefecto el  alcalde tle  la  cabeza  del  distrito  •oamuiii^  las 
órdenes  oportaoasá  los  presidentes  de  las  mesas.  Estos  pu- 
blican la  elección,  Yoelfvn  á  rcooirse  las  juntas  electorales, 
constttúyense  las  mismas  mesas,  y  se  procede  en  &n^  en  to- 
das las  operaciones  cono  en  la  primera  elección. 
*  £1  presidente  y  escrntadores  ide  cada  sección  ó  (distrito, 
y  el  presidente  y  vocales  de  la  janta  general  de  escrutbio, 
re^elven  cada  dia  definitivamente  y  A  pluralidad  de  votos 
coantas  dudas  y  reclamacioies  se  presenten,  expresáadolafi 
ea  el  acta,  asi  como  las  resolutáones  motivadas -que  aoepca 
de  ellas  aouenden,  y  Jas  protestas  que  contra  estos  acuerdos 
se  hubieren  hecho. 

'  La  jnnta  de  escrutinio  general  no  tiene  facaltad'  para  anu- 
lar ningún  acta,  ni  voto;  solo  al  Congreso  pertenece  este 
derecho,  porque  solo  el  Congreso  tiene  potestad  para  verifi- 
car los  poderes  de  sus  miembros  y  oenslituirse  despees  de  la 
elección.  Pero  esto  no  impide  que  la  jualta  haga  constaren 
su  acta  cuantas  reclamaciones,  dudas  y  protestas  se  presen- 
ten eoa  tal  motivo,  debiendo  además  coasignar  su  propia  opi- 
nión acerca  de  dichas  redamaciones,  protestas  y  4adas,  pa- 
ra que  con  pleno  conocimiento  de  causa  pueda  el  Congreso 
resolver  definitivamente  aquellas  cuestiones. 

El  acta  original  de  la  junta  de  escrutinio  se  deposita  en 
el  archivo  del  Ayontamiento  de  la  cabeza  del  distrito,  y  tres 
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c&pias  autorizadas  por  el  pcesideiUe  y  Las  secrelanos  eseru- 
tadore»  se  cemiien  al  g^  i^lUico,  uaade  las  coales  se  ar- 
ehiva eo  el  gobierno  político,  otra  se  eleva  al  gobierno,  y  la 
tercera  es  la  credencial  del  di  potado  electo. 

tt9#.— El  Congreso  es  juez  único  de  las  condiciones  de 
elegibilidad ,  y  en  este  sentido  verifica  los  poderes ,  comprue- 
ba los  hecho&>  confirma  las  operaciones  electorales,  anuíalas 
acUfi  y  proclama  diputado  á  oiro  eoocurrente,  cuando  la  vio- 
lación de  las  formas  esenciales  y  protectoras  de  la  libertad 
del  sufragio  y  de  la  verdad  de  los  votos  lo  requieren.  Sin  em- 
barga,. coaio>el  dtpiilis^;«Aecl^  tiene  á  su  favor  la  preswkcion 
legal,  es  ftdQiitíí(l#^á  defender  lale^timidad  de  sus  poderes. 

1 191  .—V.  Garantías d0^ár4eni=AMM  Juntas  electorales  so- 
lo pueden  iratitf  <)e  eleccidnes:  todo  lo  demás  que  en  ellas  se 
baga  es  nulo  y  de  ninguB.  valor,  sin  perjuicio  de  precederse 
judkíBlmeitei  «entra* quien  hubiere  lu^iaj:  por  cualquier  ex- 
ceso que  se  cometa.  La  razón  es  que  tienen  uñ  mandato  de 
les  eleotoren  limitado  alas  operaciones  electorales,  y  por  eso 
su  autoridad  no  se  extiende  fu«ita  deljanestaeolios  confines. 
Solo  los  electores  t  la»  aitforiddde»  civiles  y  les  auxiliares 
que  el  presidente  estime  necesario  llevar  consigo,  como  res- 
ponsable* del  orden  públiieo  y  prolector  de  la  libertad  de  los 
suflragios,  tienen  entrada  en  las  juntas  electorales.  Ningún, 
ettctor*  cualquiera  quA  sea*  puede  presentarse  en  ellas  con 
armas,  palo  ó  bastón;  el  infractor  debe  ser  expulsado  del  lo- 
ofti  f  privade^Uel  voto  activo  y  pasivo  en  aquella  elección,  sin 
peij«úcio  de  kta  demás  penas á  que  hubiere  lugar;  precau- 
ción de  la  ley  para  «.lejar  todo  peligro  y  aun  toda  sospeolia 
de  intimidación  y  de  violencia*  Las  autoridades,  sin  embar- 
go, pmeden  usar  el  bastón  y  demás  insignias  de  su  ministe- 
rio, porque  sus  atributos  de  mando  no  son  el  símbolo  de  la 
fuorsa^  sioot  de  respeto  á  la  ley. 

M  presidentie  de  1&  juntas  eleictorales  teca  mantener  el 
orden  eii'  «q^l  recinlabajo  su  mas  estrecba  responsabili- 
dad, á  ettyo«iiaesiÁ  revestido  da  toda  la  autoridad  necesaria 
por  la  ley  electoral.  Su  poder  es  una  verdadera  excepción,  una 
potestad  de  privilegio  que  á  tantoi se  extiende»  á  ouanU)  el  le- 


Digitized  by 


Google 


568  *  DBRBGIH)  ADMINlSnATlTO  BSf  aSoL. 

gisíador  deterroina:  fuera  de  aquel  acto,  de  aquel  tiempo  y 
de  aquel  lugar,  espira  so  autorida(]Py  recobrao  su  imperio 
las  leyes  comunes  (4). 

Articulo  4.® — Y.Utcww*  ^amaU*. 

1 1 22.  —Elecciones  parciales.  1 1 24.  «Deberes  de!  gobierno. 

1 1 23.— Casos  ea  que  se  Terificail.    1125.— Espirita  de  esta  legiilar- 

cion. 


1199.— ^Además  de  las  elecciones  generales  ó  extensi?as 
á  todo  el  reino,  ocurren  con  frecnencia  elecciones  parciales, 
es  decir,  particulares  á  cierto  distrito. 

1198.— Manda  el  gobierno  proceder  á  elecciones  parcia- 
tes  de  diputados  á  cortes  en  los  casos  siguientes: 

i.  CuandQ  un  diputado  renuncia  so  cargo  ante  el  gobier- 
no,  mientras  se  halla  suspensa  ó  cerrada  la  legislatura. 

II.  Cuando  durante  las  mismas  circunstancias  ocurre  el 
fallecimiento  de  algún  diputado. 

in.    T  coando  lo  acuerda  el  Congreso. 

11 94.— En  tales  casos,  el  gobierno  publica  en  la  Gaceta 
on  real  decreto  convocando  á  los  electores  del  distrito  den- 
tro de  diez  días  contados  desde  que  se  reciba  la  renuncia  del 
diputado,  la  noticia  oficial  de  su  muerte  ó  el  acuerdo  del 
Congreso. 

Dentro  de  los  diez  dias  siguientes  á  esta  publicación  se 
inserta  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva,  salvo 
en  las  Islas  Baleares  y  Canarias  que  empezará  &  contarse  es- 
te plazo  desde  que  los  gefes  politices  reciban  la  noticia  ofi- 
eial  de  la  convocatoria,  sea  por  la  Graceta,  ó  por  comunica- 
ción directa  del  gobierno. 

La  elección  no  puede  hacerse  antes  de  los  veinte  días  si- 
guientes á  la  publicación  del  real  decreto,  ni  diferirse  mas 
de  treinta.  Si  el  gobierno  no  designa  el  dia  fijo  de  la  elección, 
lo  señala  el  gefe  poHtico  dentro  de  los  plazos-establecidos. 

(1)    Ley  de  18  de  marzo,  tít.  v. 
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Eq  toda  «lecdoii  parcial  se  observan  los  mismos  trámites 
prescritos  para  las  elecciones  generales  (4). 

tt9&. — La  sana  idea  de  enOaquecer  el  inQujo  del  gobier- 
no en  esta  serie  de  elecciones  sucesivas  que  por  ser  parcia- 
les despiertan  poco  la  atención  general ;  la  necesidad  de  so- 
meter sus  actos  á  una  regla  fija,  y  la  conveniencia  de  subor- 
dinarlos á  un  cierto  régimen  de  publicidad  >  fueron  las  causas 
de  esta  legislación. 

A&ncín^  5.**— ^twUccvyiWA. 

1 1  Sft.-^Reeleociones.  1 1S9.— Gracias  que  no  sojetao  á 

11Í7. ^necesidad  de  fija^  ju-  reeleccioD. 

risprudencia.  1130. — Deber  del  diputado  agrá- 

1 1 28.— Empleos  de  escala.  ciado. 

1131.— Observación  final. 

•  — 

tt9e.*^Los  diputados  que  admitan  del  gobierno  6  de  la 
casa  real  pensión,  empleo  que  no  sea  de  escfala  en  su  res- 
pectiva carrera,  comisión  con  sueldo,  honores  ó  condecora* 
cienes  quedan  sujetos  á  reelección  (S). 

ttW.— La  jurisprudencia  parlamentaria  fué  siempre  mny 
vaga  y  aun  contradictoria  en  punto  á  la  declaración  de  los 
casos  comprendidos  en  el  anterior  artfcalo  constitucional,  de- 
cidiendo el  Congreso  haber,  ó  no,  lugar  á  la  reelección,  se- 
gún el  pensamiento  dominante  de  la  mayoría;  pero  como  es- 
tas decisiones  ,  antes  que  cuestiones  de  partido,  son  ó  de- 
ben ser  la  rigorosa  aplicación  de  los  principios  de  justicia  y 
la  observancia  uniforme  de  las  reglas  de  conveniencia  pública, 
se  ha  creido  necesario  dictar  una  ley  que  desentrañando  el  es- 
píritu de  la  Constitución,  fijase  aquella  jurisprudencia. 

1199.— En  el  dia  se  consideran  empleos  de  escala  para 
los  efectos  de  la  Constitución: 

I.  Los  que  por  antigüedad  se  conceden  en  los  cuerpos  mi- 
litares que  tengan  establecida  rigorosa  escala. 

(1)  Ley  de  16  de  febrero  de  1849. 

(2)  Goaititncion ,  art  S5. 
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II.  Los  ascensos  que  del  mismo  modo  m  conoe4eii  e^tor 
das  las  carreras  eo  virtad  de  leyes,  reglamentos  ó  dísposU 
ciones  generales  préviamenle  establecidas. 

tu.  Loí  ascensos  que  se  concedan  en  cialqoier  ramo  de 
la  administración  que  no  tepgan  orden  rigoroso  para  obto- 
nerfos,  con  tal  que  sean  al  grado  inmediato  y  el  ascendido 
haya  servido  cinco  afios  en  el  destino  anterior. 

IV.  Los  ascensos  que  á  los  empleados  en  ons^  dependen- 
cia se  concedan  dentro  de  la  misma,  siempre  que  no  se  alte- 
re el  orden  de  prioridad  de  los  que  q«edeE  en  ella  y  hayan 
servido  tres  años  en  el  destino  anterior. 

T.  Todo  empleo  ó  destino  dado  por  opostcioB*  si  el  ele- 
gido obtuvo  en  la  propuei 

tito.— No  están  com  ue  admiten  em- 

pleo del  gobierno  6  de  la  aismos  efectos: 

I.  Los  que  son  trasla(  otro  de  laftis- 
ma  carrera  que  tenga  sebamaa  iguai  o  menor  sueldo* 

II.  Los  diputados  á  quienes  se  declare  cesantes  y  se  les 
reponga  ea  los  misiBOs  empleos  u  oíros  iguales  de  la  propia 
carrera  y  sueldo,  antes  de  ser  disvelto  el  Congreso  para  el 
cual  fueron  elegidos. 

iiu    Los  que  obtienen  empleos  en  el  campo  de  batalla^ 
Taimpoco  esi&n  comprendidos  para  los  efectos  expresa- 
dos eoAre  losqiie  admiten  honores  6  condecaraoJ^^e»  de;  la 
casa  real: 

I.  Los  que  obtienen  condeooracipnes  ea  la  orden  miUtar 
de  Sao  Eermenegildo» 

u.  Los  que  obtienen  enjuicie  cootradiclorio  la  croide 
San  Fenokando  de  seguiKia  ó  cuarta  c^se. 

III.  Los  qu6  obtienea  grados^  hpnorea  é  condecoraciones 
anejas  á  ciertos  destioos  eiv  virtud  de  leyesn  reglamemos  ó 
disposiciones  generales  préviamente^stablecidas. 

IV.  Los  que  pof  sjüierte,  por  elecoioa  de  los  gefes,  óá 
propuesta  de  estos  obtienen  honoies  ó  condecoraciones  coq«* 
cedidas  colectivamente ^á  la  corporación,  ó  genéricamente  á 
la  acción  ó  servicio  que  se  premia.  . 

V.  Los  que  reciben  gracias,  honores  6  condecoraciones 
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ceoteBídas  en  aateriores  disposieíoQes  gefterales,  como  pro* 
mío  de  talento  ó  de  adelantos  hechos  en  la  agrieoltura,  titea, 
ia4ustria  y  comercio. 

▼1.  Los  que  obtieqea  grados  ó  condecoraciones  en  el  cam- 
po de  batalla. 

Tampoco  están  sujetos  á  reelección  los  diputados  que  hu- 
biesen recibido  empleo,  gracias,  honores  ó  coodecoracio* 
nes,  m  antes  de  la  declaración  del  Congreso  fuesen  nombra- 
dos ministros  de  la  Corona. 

Para  los  efectos  de  la  ley,  el  diputado  se  reputa  como  ^1, 
desde  ei  día  siguiente  al  del  escrutinio  general  en  que  fuere 
proclamado.  « 

liso.— Dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  nombra- 
miento para  su  empleo  ó  concesión  de  una  gracia  en  favor  de 
cualquier  diputado,  debe  éSte  participarlo  aj  Congreso,  es- 
tando abierta  la  legislatura ,  y  siendo  en  el  intermedio  de 
una  á  otra/al  gobierno  que  lo  hará  publicar  en  la  Gaceta. 
Los  agraciados  deben  también  manifestar  ai  Congreso  sí  es- 
tá abierta  la  legislatura,  y  sí  cerrada  al  gobi«yrno  por  escrito, 
si  aceptan  á  renuncian  el  empleo  6  condecoración  ea  el  (ér- 
mJQO  de  ocho  días,  de  un  mes  ó  de  tres,  isegun  que  esluvie- 
rea  en  la  o^rte,  ea  la  Península  ó  en  el  extranjero.  El  silen- 
cio se  interpreta  por  aceptación.  ^ 

Luego  que  conste  la  aceptación  expresa  ó  tácita  del  agrá-* 
ciado,  hace  el  Congreso  la  declaración  oportuna  conformo  k 
su  reglamento,  y  desde  este  mismo  instante  el  diputado  su- 
jeto á  reelección  deja  de  tomar  parte  en  sus  deliberaciones  (i  }• 
I  tai. —La  aceptación  de  un  empleo  é  gracia  por  un  di- 
putado inspira  justa  sospecha  acerca  de  su  independencia,  y 
por  tanto  debe  desnudarle  la  ley  de  su  carácter  para  que  vuel- 
va á  presencia  de  los  electores «  quienes  le  favorecerán  otra 
vez  con  sus  sufragios  si  todavía  le  consideran  acreedor  á  su 
confianza,  ó  le  reemplazarán  con  otro  mas  digno,  si  ha  Hel- 
gado á  perderla.  De  esta  fácil  manera  se  coocilían  los  injle- 
reses  de  la  administración  que  debe  ser  libr^  para  tomar  k  su 

(i)    Ley  de  16  de  febrero  de  1849. 
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servicio  las  capacidades  donde  quiera  que  las  encuentre,  y 
los  derechos  del  ciudadano  no  bien  defendidos  por  represen- 
tantes dóciles  á  los  halagos  del  poder.  « 

CAPÍTULO  XXV.    • 

He  1a«  elecciones  proTlncIales. 

1 132.— Garantías  para  ejercer  el  1 141. — Forma  de  la  elección. 

cargo   de  diputado  pro*  1142.— Votación. 

*      viucial.  1143.— Escrutinios  parciales. 

1133. — Censo  electoral  que  las  1144.— Escrutinio  general. 

determinan.            «  1145.— Aprobación  y  desaproba' 

1134. — Electores.  cton  de  las  actas. 

1135.— Elegibles.  1146.— Juicio  de  las  condiciones 

1 136.— Causas  de  incapacidad.  ^         de  elegibilidad  y  decisión 

1 137. — Incompatibilidades.  de  las  soliciludesde  exen- 

1138.— Convocatoria  para  laselec-  cíon. 

ciones.  1 1 47.— Opción  de  los  diputados  y 

1 139. — Listas  electorales.  nuevas  elecciones. 
1 140.— División  en  distritos. 

ttst. — El  cargo  de  diputado  provincial,  si  no  es  tan  gra- 
ve como  el  de  diputado  á  cortes,  no  deja  de  requerir  condi- 
ciones análogas  de  aptitud  y  propiedad,  dos  constantes  garan- 
tías, según  U  ley,  de  toda  elección.  La  provincia,  á  semejan- 
za del  estado,  pide  á  sus  administradores  cierto  grado  de  mo- 
ralidad, de  saber  é  independencia,  y  juzga  de  estas  cualidades 
por  los  signos  exteriores  que  las  suponen,  es  decir,  por  la 
educación,  la  profesión  y  la  riqueza. 

ttSS.— De  aquí  nace  la  iastitucion  de  un  nuevo  censo 
electoral  que  determina  las  circunstancias  necesarias  para  ser 
elector  y  elegible  en  este  orden  intermedio  de  nombramiento 
popular,  cuyas  circunstancias  ni  deben  ser  tantas  en  núme^ 
ro,  ni  tan  rigorosas  como  se  exigen  en  las  elecciones  políticas, 
ni  tan  escasas  y  leves  cual  se  requieren  ea  las  municipales. 

1194.— Las  Diputaciones  provinciales  son  nombradas  por 
los  mismos  electores  que  eligen  los  diputados  á  cortes,  á  cu- 
yo efecto  sirven  las  propias  listas  con  sus  últimas  rectifica- 
ciones. 
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tt9&.— Para  ser  diputado  provincial  es  preciso: 

I.  Ser  español  mayor  de  veiaticíoco  años. 

II.  Tener  uoa  reata  anual  procedente  de  bienes  propios 
que  no  baje  de  8000  reales,  ó  pagar  500  de  contribuciones 
directas.  En  los  partidos  donde  no  hay  veinte  personas  con 
estos  requisitos,  se  completa  el  número  con  los  mayores  con- 
tribuyentes inscritos  en  las  listas  de  elegibles  para  los  Ayun- 
tamientos del  partido. 

iii.  Residir  y  llevar  á  lo  menos  dos  años  de  vecindad  en 
la  provincia,  ó  tener  en  ella  propiedades  por  las  cuales  se  pa- 
guen 4000  reales  de  contribución  directa  (4),  porque  siendo 
las  Diputación^  autoridades  .locales ,  conviene  localizar  la 
elección. 

11941.— Las  causas  de  incapacidad  absoluta  para  ejercer 
el  cargo  de  diputado  á  cortes  (2)  inhabilitan  igualmente  para 
el  desempeño  del  de  diputado  provincial ,  y  además ,  por  ra- 
zones de  conveniencia  pública,  tienen  incapacidad  relativa: 

i.  Los  administradores  ó  arrendatarios  de  fincas  de  la 
provkióia  y  sus  fiadores. 

II.  Los  contratistas  de  obras  públicas  de  la  misma  y  los 
suyos. 

III.  Los  que  perciben  sueldo  ó  retribución  de  los  fondos 
provinciales  ó  municipales. 

IV.  Los  encargados  de  los  montes  de  la  provincia. 
1199. — El  cargo  de  diputado  provincial  es  incompatible 

con  los  empleos  de  jueces  de  primera  instancia,  secretario  y 
oficial  de  gobierno  político,  consejero  provincial,  contador, 
administrador,  tesorero  y  demás  agentes  de  la  recaudación, 
intervención  y  distribución  de  las  rentas  públicas  é  ingenie- 
ro civil  (3).  "  - 

De  las  exenciones  y  escusas  hablaremos  en  otro  lugar. 
1188..— La  elección  de  diputados  provinciales  se  hace  en 
.virtud  de  real  convocatoria,  si  fuere  general,  y  de  orden  del 
gefe  político  de  la  provincia,  si  parcial  solamente. 

(1)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  7. 

(2)  Véaqse  los  números  1073  j  1076. 

(3)  Ley  de  8  de  enero,  art.  8.  « 
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Es  Qfta  operación  puramoDle  adminislraUva,  emanaeion 
del  poder  discrecciopal ,  aoaque  subordiaada  tñ  cnaato  á  sa 
ejercicio  á  los  limites  y  reglas  estable(^idas  por  la  ley. 

**••.— Kt  gefc  polllico  cuida  de  publicar  las  lístaa  para 
coDOcimiealo  de  los  electores  y  las  remite  á  los  alcaldes  de 
los  pueblos  cabezas  de  distrito  electoral. 

tt4«.-^Q  Bámero  es  igual  al  de  partidos  judiciales  ea 
que  se  divide  la  proviacía.  Esta  dívisiM  hecha  íaroeéiata- 
meote  después  de  la  promulgaciou  de  la  ley  de  8  de  enero, 
fue  apmbada  por  el  gobierúo  y  debe  servir  para  todas  las 
eleccioues  sucesivas  siu  variación  algana,  á  no  ititrodactrse 
con  aulorízacioo  del  mismo  concedida  preveía  iMlroccion 
de  expediente. 

**^*-— El  primer  dia  sefialado  para  la  votación  reéaense 
los  electores  k  las  nueve  de  la  mañana  eft  el  liifid  designado 
con  ires  dias  de  anticipación  por  fel  atcafde  de  fe  ciabeza  dd 
distrito,  y  bajo  sa  presidencia  6  la  de  qtiíeil  bagaaus  veces,  á 
fin  de  constituir  la  mesa.  El  presidente  se  asoeia  con  dos  elec- 
tores nombrados  por  el  mismo  de  entre  los  presentes,  y  abre 
la  votación  para  elegir  cuatro  secretarios  escniud^es  en  la 
forma  dicha  al  tratar  de  las  elecciones  políticas. 

**^*-— ta  votación  es  secreU  y  dura  tres  días^  salvo  en 
el  único  caso  de  haber  votado  antes  todo^  les  eledfores  del 
distrito.  Las  operaciones  electorales  empieíaa  á  l^a  nueve  de 
la  maflana  y  terminan  á  las  dos  de  la  tardCi 

Cuando  las  papeletas  coatienen  mas  n#nibi^  <fie  tos  pre- 
cisos, son  nnlos  los  votos  dados  á  los  últimoitióbraníedr  pero 
valen  los  délas  papeletas  que  contengan  meaos  de  los  neoe^ 
sarios. 

tt4S.— El  escrutinio  es  parcial  ó  general.  Et  priméfo 
conáiste  en  el  resumen  de  l#»  votos  que  el  presidente  y  los 
secretarios  deben  hacer  &  las  diez  de  la  mafiana  del  di»  si- 
guiente al  postrero  de  la  votación.  Este  escrutinio  equivale  al 
general  ó  definitivo,  si  h  elección  se  huMese  hecho  solamen- 
te en  la  cabeza  del  partido  judicial,  en  cuyo  caso  se  veriGca 
en  la  misma  forma  que  aquel  y  produce  ¡guales  efectos. 

1144.— Al  escrutínía  general  se  procede  seis  dias  después 
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de  hid^ene  eonduMo  las  deccíoaes  ante  el  Ayuntamiento  ple- 
no del  pueblo  cabeza  de  partido  bajo  la  presidencia  del  ge- 
fe  poIHico  6  de  la  pefsona  ^oe  designare.  La  janta  de  ascru- 
tiaio'declara  el  resuUado  de  la  votación  y  píxclaiAa  el  dipula-* 
do  tiecio. 

tlAS.-^El  gere  pdUico  ofendo  al  Oonsejo  provincial  ex* 
tiende  ti  noB^hramiento,  sí  no  halla  reclamaciones  atendibles 
ó  no  descubre  vicios  en  la  elección  y  se  lo  participa  al  intere- 
sado. Si  por  ei  coAtraiTio  observa  nulidades  ó  hay  reclamacio- 
nes fondadas  contra  so  validez,  paaa  todos  los  documenioB  al 
gobierno  con  su  informe  y  oido  también  el  Consejo  provin- 
cial, para  qoe  dedaresi  es  válida  aquella  aleceíon,  ó  si  debe 
repetirse  en  todo  ó  en  parte. 

tt4«.— Corresponde  &  la  misma  autoridad  decidir  oon 
acuerdo  del  Consejo  provincial,  si  el  electo  tiene  ,  ó  no  ^  l^s 
cualidades  requieridas  por  la  ley,  y  resolver  en  la  misma  /o? • 
ma  las  solicitudes  de  exención,  de  cuyas  providenciafi  pueden 
los  interesados  apelar  al  gobierno  á  quien  pertenece  dictar 
las  de6nitivas. 

flt49.**EI  diputado  elegido  por  dos  é  mas  dislrito^debe 
eptar  por  uao  de  eHos,  procediéndose  ea  los  demás  á  nueva 
eleccisda.  También  kay  lugar  k  nueva  eleceioo,  ouando  ua 
diputado  cesa  por  cualquier  motivo  ^i  el  desempeño  de  so 
encargo,  fuera  del  case  en  que  aokrfalften  mia  meses  para  la 
renovación  ordinaria  (4). 

Tales  son  las  variaoies  qoe  resaltan  de  la  comparación 
entre  las  elecciones  políticas  y  te  provinciales»  debiendo  por 
tanto  colmar  los  vacIoB  de  este  capitalo  las  doctrixua  nuiles - 
lasen  el  anterior. 

CAPITULO   XXVI. 

Ve  lae  cl«e«loiiee  mpaJeifiiUee. 

.  Ilél.— Bleecion    de    Ayunta-    Ui^.-^Bosandie  del  principio 
miemtos.  popular. 

1149.— Los  Ayuntamientos  son  elegidos  por  los  vecinos 

(1)    Ley  citada,  lit  ni. 


Digitized  by 


Google 


576  DERBCUO    ADMINISTRATIVO  ESPaKoL. 

de  los  pueblos  que  coo  arreglo  á  las  leyes  se  hallen  íaelai- 
dos  en  las  listas  electorales  (1). 

11411.— Conrorme  la  elección  Ta  descendiendo  de  grado 
en  grado,  el  interés  del  elector  crece,  se  necesita  menos  ca- 
pacidad, la  importancia  general  es  menor  y  mayor  de  con- 
siguiente debe  ser  el  ínQujo  del  principio  populad.  Así ,  las 
elecciones  municipales,  últimas  en  la  escala  de  este  derecho, 
son  también  las  mas  accesibles  á  la  muchedumbre,  porque 
el  censo  electoral  se  abaja,  y  las  condiciones  de  elegibilidad 
disminuyen  en  número  y  rigor. 

Articulo  4 .® — ¥.UcioTt«  -^  tU^\\)W. 

1150.— Bases  def  derecho  elec-  1153. — GoQtribacioii. 

tora!.  1154.— Su  evaluacioo.  *    - 

1151.— Vecindad.  1155.— Capacidades. 

1 152.— If  dmero  de  electores  pro-  1 156.— Electoret  iooapaces. 

porciooado  á  la  escala  de  1157.— Elegibles. 

la  población.  115b. — Incompatibilidades. 


tl&0.— Fúndase  el  derecho  electoral  en  dos  bases  ó  con- 
diciones, á  saber,  la  vecindad  y  la  propiedad  ó  el  arraigo, 
como  signos  rara  vez  equívocos  de  aptitud  y  garantías  de 
una  elección  acertada. 

tt5t.— La  ley  considera  como  vecinos  en  este  caso  á 
todos  los  que  siendo  cabeza  de  Familia  con  casa  abierta,  ten- 
gan adem&s  un  año  y  un  dia  de  residencia  ó  hayan  obtenido 
vecindad  con  arreglo  á  las  leyes. 

1159.— El  censo  electoral  comprende  á  todos  los  vecinos 
del  pueblo,  concejo  ó  término  municipal  que  paguen  mayo- 
res cuotas  de  contribución  hasta  el  número  de  individuos 
que  determina  la  escala  siguiente.: 

En  los*  pueblos  que  no  pasan  de»  sesehtj^  vecinos ,  todos 
son  electores  escepto  los  pobres  de  solemnidad:  en  donde  no 
pasan  de  mil  hay  sesenta  electores,  mas  la  décima  parte  del 
número  de  vecinos  que  excedan  de  sesenta:  en  donde  no  pa- 

(1)    Ley  de  S  de  enero  de  1845,  art.  12. 
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san  de  ciaco  mil  hay  ciento  cincaenta  y  cuatro  electores, 
mas  la  undécima  parte  de  los  que  excedan  de  mil :  en  donde 
no  pasan  de  veinte  mil  hay  quinientos  diez  y  siete  electores, 
mas  la  duodécima  parte  de  los  vecinos  que  excedan  de  cinco 
mil:  en  los  de  mayor  población  hay  mil  setecientos  sesenta 
y  siete  electores,  mas  la  décimatercia  parte  del  número  de 
vecinos  que  excedan  de  veinte  mil. 

Por  manera,  que  la  extensión  del  derecho  electoral  está 
en  razón  inversa  de  la  población  y  subordinada  en  cada  su^ 
puesto  á  un  máximo  y  á  un  mínimo  que  son  correlativos  en 
todos  los  grados  de  la  escala. 

También  son  incluidos  en  las  listas  lodos  los  que  con  - 
tribuyen  con  una  cuota  igual  á  la  mas  baja  que  en  cadsi 
pueblo  se  debe  pagar  para  ser  elector.  ^ 

1158.— La  cuota  se  estima  acumulando  todas  lasque  pa* 
guen  los  contribuyentes  dentro  y  fuera  del  pueblo  por  con- 
tribución general  directa  y  los  repartimientos  vecinales  que 
satisfagan  para  cubrir  el  presupuesto  ordinario  municipal  6 
provincial.  En  los  pueblos  donde  no  hubiere  contribuciones 
directaf  ni  repartimientos  vecinales,  se  completa  el  núme- 
ro de  electores  con  los  vecinos  mas  pudientes. 

tt&4.— Para  evaluar  la  contribución  ó  la  renta,  en  su 
caso,  se  reputan  bienes  propios  los  que  aprovechan  al  elec- 
tor y  al  elegible  según  la  ley  de  elecciones  políticas  (1). 

tt&ft.— Disfrutan  igualmente  del  derecho  electoral  las 
capacidades  llamadas  á  ejercerlo  en  las  elecciones  políticas 
con  dos  solas  diferencias,  una  leve  y  otra  grave.  Es  la  una 
que  los  tenientes  de  cura  párroco  votan  el  Ayuntamiento  y 
no  el  diputado  á  cortes,  cosa  muy  puesta  en  orden  ya  que 
de  esta  clase  hace  mérito  la  ley,  porque  menos  garantías  de- 
ben exigirse  en  el  primer  caso,  que  en  el  segundo.  La  otra 
diferencia  consiste  en  que  los  empleados  activos  cesantes  y 
jubilados  participan  y  votan  asimismo  el  Ayuntamiento,  si  su 
sueldo  llega  á  40,000  reales  anuales,  mientras  que  solo  8,000 
les  exige  la  ley  para  ser  elector  parlamentario. 

(1)    Véase  el  numero  1092. 
Tomo  L  37 
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La  jorísprodeDoia  do  está  aquf  de  acuerdo  con  la  legisla^* 
cioDt  porque  es  un  priueipio  superior  á  toda  controversia 
que  las  garantías  de  los  electores  crecen  según  la  importan* 
da  de  las  elecciones,  de  suerte  qoe  este  desvio  de  las  reglas 
ée  administración  públíc^  ó  es  una  inconsecuencia  de  U  ley, 
ó  una  inadvertencia  del  legislador ,  ó  en  fin  encierra  el  ocul- 
to pensamiento  de  dilatar  el  ejercicio  del  primero  de  los  de- 
rechos electorales  entre  una  clase  cuyos  hábitos  de  discipli- 
na y  posición  dependiente  prometen  una  ciega  sumisión  á 
la  voluntad  del  gobierno. 

Los  electores  á  titulo  de  capacidad ,  si  pagan  la  cuoia  ne« 
cesaría,  son  incluidos  en  la  lista  de  los  mayores  contríbo- 
yenles  y  votan  en  calidad  de  tales, 

lisa.— Declara  la  ley  incapaces  para  ejercer  el  derecho 
electoral  á  los  mismos  que  también  lo  son  con  respecto  á  las 
elecciones  políticas  (4),  y  además  á  los  que  en  virtud  de 
sentencia  judicial  se  hallan  bajo  la  vigilancia  de  las  antori'^ 
dades(S). 

ttftV.-*-Son  elegibles  en  los  pueblos  que  no  pasen  de  se- 
senta vecinos  todos  los  electores:  «n  los  que  no  [Asen  de 
mil,  las  dos  terceras  partes  de  los  electores  contríbuyeotes 
contándose  de  mayor  á  menor,  mas  todos  los  que  paguen 
cuota  igual  á  la  del  último  de  dichas  dos  terceras  partes.  En 
donde  excedan  de  aquel  número,  la  mitad  de  los  electores 
contribuyentes,  mas  todos  los  que  paguen  cuota  igual  ala 
del  último  de  dicha  mitad,  no  debiendo  bajar  nunca  de  cien* 
to  dos,  máximo  del  caso  anterior. 

Además  de  estas  condiciones  de  elegibilidad,  se  requiere 
en  los  pueblos  que  pasen  de  sesenta  vecinos,  como  cualidad 
precisa  para  ser  alcalde  6  teniente,  saber  l^r  y  escribir,  si 
bien  el  gefe  político  puede  dispensar  esta  circunstancia  don* 
de  lo  creyere  necesario. 

ttftS.— No  solo  todos  los  que  la  ley  declara  incapaces 
para  ejeroer  el  derecho  electoral  lo  son  para  desempeñar  loi 


(i)    Véase  el  ndmero  109S. 

(S)    Ley  de  S  de  enero  de  1845,  cap.  i. 
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vil  de  las  personas  puesto  en  controversia,  siendo'  los  tribs- 
nales  comunes  los  únicos  competentes  para  conocer  de  estos 
asuntos,  la  autoridad  administrativa  no  puede  dictar  provi- 
dencia alguna  acerca  de  inclusión  ó  exclusión  de  las  listas, 
sin  que  antes  resuelva  la  jurisdicción  ordinaria  la  cuestión 
prejudicial. 

Articulo  2.® — L'\%\tt.*  iVttVomUs. 

1159. — FormacioD  de  las  listas.     llGf.— RectifícacioDes. 
1160.— Su  permanencia.  1162.— Efectos  de  la  iuscrípcioo. 

liso. — Por  primera  vez  después  de  publicada  la  ley 
de  8  de  enero,  los  alcaldes  asociados  á  dos  concejales  y  dos 
mayores  contribuyentes  formaron  las  listas  de  electores  y 
elegibles  con  sujeción  á  los  datos  estadísticos  de  contribucio- 
nes y  repartimientos  que  les  habrán  suministrado  las  ofi- 
cinas de  Hacienda. 

tino.— Estas  listas  una  vez  formadas  son  permanentes, 
salvas  las  rectificaciones  oportunas  que  hará  también  el 
alcalde  con  sus  asociados,  como  tribunal  competente  para 
juzgar  en  primera  instancia  todas  las  reclamaciones  acerca  de 
la  inclusión  y  exclusión  de  los  electores. 

tt«t.— Deben  ser  excluidos  los  que  hubieren  fallecido  ó 
mudado  de  vecindad,  é  incluidos  los  que  por  cualquiera  cau- 
sa deban  entrar  en  el  goce  del  derecho  electoral  según  la 
ley;  mas  aquellos  de  quienes  se  creyere  que  por  algún  mo- 
tivo han  perdido  aquel  derecho,  no  pueden  ser  eliminados 
sino  después  de  citados  y  oidos,  si  se  presentasen  á  impug- 
nar la  exclusión. 

Las  listas  rectificadas  firmadas  por  el  alcalde  y  sus  aso- 
ciados se  exponen  al  público  todos  los  años  en  que  corres* 
ponde  hacer  elección  general  desde  el  dia  45  de  agosto  hasta 
el  31  inclusive.  Durante  este  plazo  se  hacen  las  reclamacio- 
nes por  omisión  ó  inclusión  indebidas.  Todo  elector  inscrito 
está  facultado  para  hacer  dichas  reclamaciones,  y  además  el 
omitido  que  se  presume  elector,  puede  pedir  su  personal  ia- 
clusion. 
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Decididas  por  el  alcalde  y  los  asociados  las  reclamacio- 
nes y  rectificadas  de  ouevo,  vuelven  á  exponerse  al  público  el 
dia  40  de  setiembre.  Los  que  no  se  conformen  con  la  decisión 
del  alcalde,  pueden  acudir  antes  del  20  siguiente  al  gefe  po- 
lítico, quien  decide  definitivamente  y  sin  ulterior  recurso 
hasta  eH5  de  octubre,  oyendo  al  Consejo  provincial.  La  ley 
no  pone  en  este  caso  el  derecho  electoral  bajo  la  protección 
de  un  poder  independíente  según  acontece  en  las  elecciones 
políticas  y  provinciales,  sin  embargo  de  que  la  garantía  de- 
biera ser  extensiva  á  todos  los  electores. 

La  competencia  de  aquella  autoridad  nace  de  que,  siendo 
formación  y  rectificación  de  las  listas  una  operación  adminis- 
trativa, al  gefe  político  como  superior  gerárquico  toca  re- 
formar los  actos  de  sus  subalternos.  Al  dictar  estas  providen- 
cias la  ley  quiere  oigan  el  dictamen  del  Consejo  provincial, 
y  acaso  hubiera  sido  mejor  que  así  como  el  alcalde,  juzgan- 
do en  primera  instancia,  se  asocia  á  cuatro  personas  y  forma 
con  ellas  un  tribunal  colectivo,  así  el  gefe  político,  decidieun^ 
do  en  grado  de  apelación,  resolviese  de  acuerdo  con  dicho 
Consejo. 

El  gefe  político  comunica  antes  del  25  de  octubre  sus 
resoluciones  al  alcalde,  quien  con  arreglo  á  ellas  publica 
las  listas  ya  definitivamente  rectificadas,  las  cuales  sirven 
para  la  nueva  elección  general  y  para  todas  las  parciales  que 
ocurran  durante  los  dos  años  siguientes.  Cuando  es  necesario 
completar  las  listas  con  los  mayores  contribuyentes  se  obser- 
van trámites  iguales  á  los  anteriores  (4).  ' 

tt«*.— La  inscripción  en  la  lista  no  confiere  el  derecho 
electoral,  porque  emana  de  la  ley,  pero  regula  su  ejercicio 
hasta  el  punto  que  solo  los  comprendidos  pueden  votar  para 
los  cargos  municipales:  los  no  comprendidos  no  votan,  aun 
cuando  tengan  los  requisitos  necesarios  para  .ser  electores, 
pues  no  basta  poseer  las  cualidades  que  la  ley  exige;  es  pre- 
ciso además  acreditarlas.  La  inscripción  definitiva  en  la  lista 
de  los  elegibles  produce  también  una  presunción  de  elegibi- 

(I)    Ley  (le  8  de  enero,  cap.  iir. 
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Hdad,  cuando  hay  térmiaos  hábiles  para  fundarla;  de  suerte 
que  una  persona  inscrita  en  dos  ó  mas  pueblos  donde  Xm^ 
?íere  casa  abierta,  aunque  no  sea  vecino,  desempeña  el  car- 
go de  concejal  si  fuere  elegido  en  algunos  de  ellos  y  no  hu- 
biese reclamado  su  exclusión  en  tiempo  oportuno;  y  si  dos  á 
mas  le  elig^,  opta  por  cualquiera  (4>. 

Articulo  3.^— ¥.VftWWWft. 

i  1 63.  —División  en  distñtOB.  cienes  y  escasti. 

1 164.— Elección.  1 1 68.-.  Nulidades. 

1165. — Bscratinio.  1 169.— Posesión  del  nnevo  Aynih 
1166. — Elegidos.  tamiento. 

1167.— AprobacioD  de  las  aotas  1 179.— V acantea  de  regídoresv 
y  juicio  de  las  reclama- 

11419.— En  los  pueblos  donde  no  corresponde  nombrar 
teniente  de  alcalde  ó  se  nombra  uno  solamente ,  hay  ua  solo 
distrito  electoral.  En  donde  corresponden  dos  ó  mas  tenien- 
tes, el  pueblo  se  diyide  en  tantos  distritos  cuantos  sean 
aquellos. 

El  alcalde ,  oyendo  al  Ayuntamiento ,  hace  la  división 
procurando  que  el  distrito  mas  numeroso  no  exceda  de  cin- 
cuenta electores.  Esta  división  sirve  para  todas  las  elecciones 
sucesivas  y  no  puede  alterarse  sin  orden  del  gafe  político. 

El  28  de  octubre  á  mas  lardar  el  alcalde  anuncia  al  pú- 
blico la  designación  de  los  distritos  y  el  sitio  y  hora  en  que 
deben  celebrarse  las  juntas  electorales. 

En  los  pueblos  que  no  tengan  mas  de  un  distrito  electo- 
ral ,  los  electores  nombran  todos  los  individuos  del  Ayunta- 
miento; donde  hay  mas  de  un  distrito,  los  electores  nombran 
el  número  de  concejales  que  corresponde  al  suyo.  Este  nú- 
mero es  igual  en  todos,  excepto  cuando  el  de  concejales  no 
se  pueda  dividir  exactamente  por  el  de  distritos ,  en  cuyo 
caso  nombran  un  concejal  mas  los  que  designe  la  suerte. 
11414. — Se  procede  á  la  elección  general  de  Ayuntamicn- 

(1)    Real  drden  de  G  de  octubre  de  1846. 


Digitized  by 


Google 


LIBBO  IT.   hK  LA   MATVRIA  ADMIMSTBAIIVA .  583 

tos  ea  todos  los  pueblos  de  la  Pealas.ula  é  Islas  adyacentes  el 
día  4.°  de  noviembre,  cada  dos  años. 

El  alcalde,  y  donde  hubiere  mas  de  un  distrito,  los  te* 
nientes  ó  regidores  por  su  orden ,  presiden  el  acto  de  la  elec- 
ción (4),  cuyas  operaciones  son  en  un  todo  conformes  á  las 
pC^scritas  por  la  ley  para  la  elección  de  los  diputados  pro- 
vinciales (2). 

tte4l.--EI  escrutinio  general  se  verifica  k  las  diez  de  la 
mafiana  del  dia  siguiente  al  último  de  votación,  ante  el  Ayun* 
tamiento  pleno  del  pueblo. 

ttee.— Quedan  elegidos  concejales  los  candidatos  que 
hubiesen  obtenido  mayoría  relativa  de  votos  cualquiera  que 
sea  el  número  de  votantes,  porque  ni  la  ley  lo  fija,  ni  sería 
acertado  repetir  sin  necesidad  las  elecciones,  y  porque  ade** 
mis  el  elector  que  no  se  presenta  á  emitir  su  sufragio^  pa^ 
rece  delegar  sus  Facultades  en  los  concurrentes  (3).  La  lisia 
de  los  elegidos  se  expone  al  público  desde  el  40  de  noviem^ 
bre  al  45  inclusive,  durante  cuyo  plazo  pueden  hacerse  a| 
alcalde  las  reclamaciones  y  presentársele  las  escusas  á  que 
hubiere  logar.  El  dia  46  remite  esta  autoridad  al  gefe  poliii-* 
ce  el  acta  de  las  elecciones ,  la  lista  de  los  elegidos  y  una 
nota  de  los  concejales  correspondientes  á  la  mitad  que  no  se 
renueva,  con  los  expedientes  de  las  reclamaciones  y  escu* 
sas  que  se  hubieren  presentado. 

11419.— El  gefe  político,  oyendo' al  Consejo  provincial, 
decide  acerca  de  la  validez  de  las  actas  y  resuelve  las  recla^ 
maciones  y  solicitjides  de  escusa,  aun  cuando  los  reclamantes 
reúnan  la  circunstancia  de  haber  sido  nombrados  por.  la  Co- 
rona alcaldes  ó  tenientes  (4).  Acaso  hubiera  sido  mas  propio 
conferir  la  facultad  de  resolver  unas  y  otras  i  los  Consejos 
provinciales  como  tribunales  de  primera  instancia  en  el  ór* 
den  contencioso- administrativo,  á  cuya  categoría  pertenecen 
todas  las  oposiciones  que  suscita  el  ejercicio  del  derecho 

(1)  Ibid.  cap.  IV. 

(2)  VeáseelDiíai.  114f. 

(3)  Realórdeo  de  16  de  enero  de  1S46. 
(i)  Real  drden  de  23  de  octubre  de  1846. 
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TITULO  II. 

DE  LOS  DEEECHOS  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  CON  RESPECTO 
A  LAS  PERSONAS. 


CAPÍTULO  I. 

Be  las  ^mrgmm  jfMMemm. 

1171  • — Gtrgaft  publicas  ea  gene-        1172. —Su  dividioo . 
ral. 

ti  91— La  administracioD  tiene  grandes  deberes  qae  cam- 
plir ;  mas  no  paede  llenarlos  de  modo  alguno  sin  derechos 
correlativos,  sin  medios  de  existencia  social ,  es  decir,  sin 
fuerzas  y  riquezas.  £1  estado  es  un  ente  moral,  un  agregado 
de  individuos  y  fortunas  que  solo  subsiste  en  virtud  del  cam- 
bio de  servicios  entre  sus  miembros  por  una  parte,  y  por  otra 
entre  los  gobernados  y  el  gobierno.  Esta  cooperación  mutua 
constituye  los  vínculos  sociales ,  da  fortaleza  á  la  ley  y  crea 
los  poderes  públicos. 

1199.— Cada  hombre  ocupa  su  puesto  en  el  estado,  y 
usando  discretamente  de  su  libertad  contribuye  á  la  armenia 
general.  Asi  todo  ciudadano  tiene  derecho  para  reclamar  una 
parte  de  libertad  política  como  un  medio  de  conservación  y 
adelanto;  pero  también  en  cambio  tiene  derecho  el  estado  pa^ 
ra  imponerla  ciertas  cargas  y  exigirle  el  cumplimiento  de 
ciertas  obligaciones  que  represeptan  el  precio  de  sus  servi-« 
cios  á  favor  de  las  personas  y  propiedades;  de  donde  dimana 
la  división  fundamental  de  las  cargas  públicas  en  persona- 
Us  y  reales. 

Las  primeras  obligan  al  individuo  ó  por  su  cualidad  de 
miembro  del  estado,  ó  por  la  de  habitante  de  una  provincia, 
ó  en  fin  por  la  de  vecino  de  tal  pueblo;  y  de  aquf  se  deriva  la 
subdivisión  de  las  cargas  personales  en  generales ,  provin- 
ciales y  concejiles. 

Consagraremos  este  título  al  examen  de  dichas  tres  clases 
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de  cargas  públicas  considerándolo  como  el  complemento  de 
la  doctrina  expuesta  en  el  anterior  y  aplazando  el  estudio  de 
las  reales  para  otro  logar,  pues  se  enlazan  naturalmente  con 
el  iratado  de  las  cosas. 

CAPÍTULO  n. 

Bel  «erTielo  ntllltor. 

1173 —Fuerza  pifblica.         '  1176.-«en  Edpaüau 

1174.  —Su  antigua  orgaDizacíuD.  1177. — Necesidad  presente  deqae 
1  l75.~Orígeo  delejército  perma-  el  serricio  militar  conslt- 

nente  en  £uropa.  tuya  una  profeéion. 

1199. — Aunque  los  gobiernos  deben  ser  esencialmente 
racionales  y  apoyarse  en  el  común  asentimiento  de  los  poe« 
blos,  todavía  necesitan  una  fuerza  pública  que  comprima  las 
tentativas  de  algún  maléyolo  en  el  interior,  y  defienda  el  ter** 
ritorio  de  cualquiera  invasión  enemiga. 

1194.— En  otros  tiempos  la  milicia  no  era  una  profesión, 
porque  todo  ciudadano  eorria  á  la  defensa  de  su  patria  en  pe. 
ligro,  y  en  cesando  tornaba  á  sus  hogares.  La  guerra  organi- 
zaba las  legiones  y  la  paz  las  desarmaba.  No<  se  ceooefet'la 
institución  del  ejército  permanente  que  introddjo  et  aparato 
bélico  en  el  seno  de  las  mas  pacificas  ciudades^ 

1195.— Carlos  YII,  rey  de  Francia,  fue  ({«ieif  dio  kw  pri- 
meros pasoi  para  modificar  el  sistema  mBitar  de  Europa,  imi- 
tándole todos  los  demás  soberanos,  porque  cad»  principe  se 
creyó  en  la  necesidad  de  defenderse  contra  una  nation  sien- 
.pre  armada;  y  si  con  miras  ambiciosas ¿  por  cualquiera  can- 
sa aumentaba  alguno  su  ejército,  los  otros  le  seguían  en  pro^ 
porción  ignal,  para  mantener  el  equilibrio  de  fuerzas  inagi* 
nado  en  la  política  como  garante  de  la  mutua  independencia 
de  las  naciones. 

11941.— Las  poderosas  huestes  con  que  los  reyes  de  Gas- 
tilla  combatieron  á  los  moros  componíanse  de  gente  allegadi- 
za. Acudían  los  nobles  al  llamamiento  del  monarc»,  venian 
los  ricos- bornes  con  sus  vasallos,  y  los  pecheros  tomaban  las- 
armas  en  los  concejos  y  villas  y  militaban  en  sus  mesnadas. 
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Ó  en  an  solo  cuerpo  á  las  órdenes  del  alférez  mayor  de  los 
peones  concejiles,  ó  bien  salían  á  campaña  bajo  las  banderas 
de  sus  gremios  ú  oficios.  Las  leyes  imponían  á  todo  habitante 
la  obligación  de  mantenerse  y  costear  las  armas,  y  la  de  ser- 
vir tres  meses  cada  afio,  componiendo  los  nobles  la  caballería 
;  formando  la  infanierfa  los  plebeyos. 

Este  método  tan  imperfecto  debia  hacerse  imposible,  cuan- 
do la  perfección  de  las  maniobras  militares  y  Jos  adelantos  en 
todos  los  ramos  del  arte  de  la  guerra,  unidos  &  la  necesidad 
de  un  grado  mayor  de  libertad  civil  que  los  progresos  de  la 
industria  requerían,  erigieron  la  milicia  en  una  profesión  con 
sus  estudios  y  aprendizaje,  é  inclinaron  las  ideas  de  los  go- 
biernos h&cia  el  establecimiento  de  las  tropas  fijas  y  regladas. 

La  política  también  entró  por  mucho  en  estos  cálculos, 
porque  veían  los  soberanos  en  la  institución  del  ejército  per- 
manente un  medio  seguro  de  abatir  el  orgullo  de  la  no- 
bleza y  ensalzar  su  autoridad  y  su  poder,  como  supo  hacerlo 
el  cardenal  Jiménez  de  Cisneros  en  pro  de  la  corona  de  Cas- 
tilla, mientras  fue  gobernador  del  reino. 

Ta  los  Reyes  Católicos  habían  ensayado  aquel  sistema  con 
•el  establecimiento  de  las  hermandades,  especie  de  tropa  des- 
tinada á  ejercer  un  servicio  de  protección  y  seguridad  en  los 
caminos  y  despoblados;  pero  Cisneros  fue  mas  allá  mandando 
alistar  un  cierto  número  de  hombres  de  cada  pueblo  que  de- 
bían disciplinarse  los  días  de  fiesta,  y  granjeándose  la  volun- 
tad de  los  gefes  con  pagarles  su  salario  del  tesoro  público. 

Estos  proyectos  sufrieron  fuertes  impugnaciones  princi- 
palmente por  parte  de  los  grandes,  y  no  se  'realizaron  por 
completo  hasta  el  advenimiento  de  la  casa  de  Austria,  en  cu- 
ya época  cesaron  los  apellidos^  el  servicio  militar  de  los  no- 
bles se  convirtió  en  pecuniario  con  el  nombre  de  lanzas,  y 
empeíktdos  los  espafioles  en  las  guerras  de  Flandes,  sin  nece- 
sidad de  pelear  con  enemigos  interiores,  cesó  definitivamen- 
te el  sistema  antiguo. 

Entonces  se  reemplazaba  el  ejército  con  reclutas  volunta- 
rios que  causaban  muy  considerables  gastos  y  desertaban  con 
facilidad,  y  con  la  contríbucion  de  un  hombre  ó  dos  por  cien- 
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U>  del  vecindario  del  estado  llano,  sacados  por  elección,  sor- 
teo ó  de  la  mejor  foroia  que  los  paisanos  hallasen  de  prestar- 
se &  dicho  servicio,  debiendo  los  elegidos  ser  mozos  solterost 
y  sin  que  les  fuese  permitido  eximirse  de  aquel  cubriendo  su 
plaza  con  otro,  é  poniendo  sustituto. 

Adem&s  de  las  tropas  de  línea  habia  otra  clase  llamada 
milicias  provinciales  sumamente  útiles  al  estado,  porque  no 
le  gravaban  en  tiempo  de  paz,  y  en  tiempo  de  guerra  contri- 
buían en  unión  con  las  anteriores  &  la  defensa  de  la  patria;  mas 
en  época  reciente  desapareció  este  ,  resto  de  nuestro  antiguo 
sistema  militar ,  confundiéndose  hoy  todas  las]  tropas  en  un 
solo  ejército  que  se  considera  dividido  en  dos  cuerpos,  uno 
destinado  al  servicio  activo  y  otro  á  la  reserva  (4). 

tt'l'I.^Hoy  descansa  el  sistema  militar  de  Europa  en  la 
institución  del  ejército  permanente ,  ni  puede  ser  otra  cosa. 
Solo  en  los  pueblos  bárbaros  son  todos  los  hombres  soldados, 
pues  en  la  misma  civilización  antigua  esencialmente  guerre- 
ra, la  milicia  formaba  una  casta  ó  raza  privilegiada  á  la  cual  le 
estaba  prohibido,  como  deshonroso  y  servil,  el  ejercicio  de 
toda  profesión  mecánica.  T  ahora  que  la  sociedad  se  funda 
en  la  rehabilitación  del  trabajo,  debe  ser  y  es  en  efecto,  mas 
incompatible  con  la  vida  industrial  de  las  naciones  servir  al- 
ternativamente á  la  patria  en  el  tallar  y  en  el  campamento. 

Añádese  á  esto  que  si  basta  el  entusiasmo  de  las  tropas  ir- 
regulares y  de  la  gente  colecticia  para  rechazar  del  territorio 
una  invasión  enemiga,  cuando  las  guerras  son  lejanas  nece- 
sitanse  ejércitos  disciplinados  y  aguerridos,  soldados  vete- 
ranos acostumbrados  á  la  obediencia  pasiva,  á  las  privacio- 
nes de  la  campaña  y  á  seguir  la  voz  de  sus  gefes. 

El  arte  de  la  guerra  no  consiste  solamente  en  el  fácil  ma- 
nejo del  arma ,  en  la  exactitud  de  los  movimientos  y  en  la 
precisión  de  las  maniobras;  es  una  profesión  distinta  de  las 
que  se  ejercen  en  el  seno  de  la  paz ,  la  cual  necesita  instru- 
mentos adecuados  al  objeto.  La  primera  coiidicíon  de  la  vic- 
toria es  un  buen  ejército,  y  no  se  forma  un  buen  ejército  sin 

(1)     Real  decreto  de  7  de  setiembre  de  1846. 
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(1)    Ley  de  S  de  novíembi^de  1837,  art.  US, 
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Se  entiende  que  dependen  de  un  pueblo: 

I.  Los  qoe  tienen  habitación  ó  casa  propia  6  arrendada 
en  el  mismo  con  verdadera  vecindad;,  aanqae  residan  tem- 
poralmente en  otro  y  tengan  también  en  él  casa  abierta. 

II.  Los  que  están  sujetos  k  la  potestad  de  su  padre  veci- 
no del  pueblo. 

III.  Los  que  sin  bailarse  en  ninguno  de  los  casos  predi* 
ehos,  no  llevan  un  afio  de  residencia  fuera  del  pueblo  de  don- 
de BOU  naturales  ó  fueron  sus  padres  últimamente  vecinos, 
contando  este  afio  desde  4  .^  de  enero  del  anterior  al  en  que 
se  forma  el  padrón. 

IV.  Los  que  aun  cuando  lleven  mas  de  un  año  de  residen- 
oía  fuera  del  pueblo,  no  prueben  con  certificación  del  Ayun- 
tamiento de  aquel  en  que  residen,  estar  comprendidos  en  su 
alistamiento. 

T.  Las  que  hallándose  en  las  mismas  circunstancias  de  mas 
de  un  año  de  residencia  fuera  del  pueblo,  hayan  manifestado 
por  escrito  al  Ayuntamiento  su  ánimo  de  continuar  pertene- 
ciendo á  él,  manif^tándolo  sucesivamente  en  el  mes  de  ene- 
ro de  cada  afio,  so  pena  de  no  recobrar  la  dependencia  perdi- 
da sin  volver  á  residir  por  otro  año  en  el  mismo  pueblo. 

y.  También  deben  ser  comprendidos  en  el  padrón  los 
expósitos  y  huérfanos  recogidos  en  los  asilos  de  beneficen* 
ciade  la  sección,  distrito  ó  pueblo  á  que  los  establecimientos 
pertenezcan;  mas  si  los  hospicianos  tuvieren  padres ,  deben 
ser  alistados  en  los  pueblos  dondef  estos  se  hallaren  avecin- 
dados (4). 

ttst, — Los  pueblos  de  mucho  vecindario  pueden  dividir* 
se  en  varios  distritos  para  los  efectos  de  la  ley  de  reemplazos 
á  juicio  de  los  Ayuntamientos  y  con  aprobación  de  las  Dipu- 
taciones provinciales.  Entonces  cada  distrito  debe  contener 
por  lo  menos  quince  mil  almas  y  considéranse  como  un  pue* 
blo  á  parte,  dirigiendo  todas  las  operaciones  relativas  al  sor- 
teo una  sección  del  Apuntamiento. 

También  se  verifican  separadamente  las  operaciones  del 

(1)    Real  Orden  de  9  de  abril  de  1S48. 
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reemplazo  hasta  la  declaración  de  soldados  ,y  supleates  y  sa 
eatrega  ea  caja  (4)«  cuando  eí  distrito  del  Ayuntamiento  se 
compone  de  una  ó  mas  poblaciones  reunidas  ó  dispersas  coa 
el  nombre  de  lugar,  feligresía  ú  otro  cualquiera  coa  demar- 
cación de  territorio  propia  y  conocida. 

Hecho  el  padrón  se  saca  un  extracto  en  el  cual  se  mañi- 
ñesta  el  número  de  persotias  que  contiene,  incluyendo  los  in- 
dividuos expresados,  pero  ao  los  ausentes  por  dependencia 
de  otro  pueblo.  El  extracto  se  forma  á  presencia  del  Ayunta- 
miento, y  firmado  por  sus  individnos  y  el  secretario  responsa- 
bles de  su  exactitud ,  se  remite  á  la  Diputación  proyincial  en 
los  ocho  primeros  dias  del  mes  de  enero. 

1198.— En  los  siguientes  dias  del  mes  de  febrero  se  forma 
el  alistamiento  tomando  del  padrón  general  todos  los  indivi- 
duos que  siendo  españoles  y  solteros  ó  viudos  sin  hijos,  se  ha- 
llen el  día  30  de  abril  del  afto  en  que  se  hace  el  alistamiento, 
en  la  edad  de  diez  y  ocho  á  veinticinco  años  cumplidos.  La 
inclusión  de  los  viudos  no  se  entiende,  sin  emfañargo,  coa 
aquellos  que  habiendo^  casado  cuando  tenían  ya  la  edad  de 
«veintidós  años,  enviudasen  después  del  34  de  diciembre  pró- 
ximo precedente ;  pero  si  serán  comprendidos  los  casados  y 
ordenados  in  sacris  menores  de  veintidós  años  en  dicho  día; 
y  los  distinguidos  del  ejército,  é  individuos  de  la  adminis- 
tración militar;  y  los  enganchados  para  las  banderas  de^UU 
tramar,  todos  los  cuales,  si  salen  soldados,  cubren  plaza  por 
los  pueblos  á  que  pertenecen  (2);  y  los  maestros  y  oficiales 
de  las  fábricas  de  arlilleria  (3);  y  los  procesados  criminal- 
mente sin  perjuicio  de  sus  causas  (4)  y  en  fin  los  mozos  que 
dependen  del  pueblo  donde  se  hace  el  padrón,  aunque  residan 
en  otro. 

A  todos  los  mozos  comprendidos  en  el  alistamiento  se  les 
anota  á  la  margen  la  edad,  separándolos  por  categorías  de 

(1)    Real  órdeo  de  6  de  junto  de  1846. 

(S)    Reales  órdenes  de  3  de  juoio  de  1838, 3  de  jalio  de  1839  y  5 
d^mayo  de  1842. 

(3)  Real  orden  de  10  de  noviembre  de  1839. 

(4)  Real  orden  de  20  de  setiembre  de  1839. 
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diez  y  ocho  afios»  diez  y  nueve  y  así  sueesivameDte,  siempre 
con  relaciop  al  30  de  abril ,  pues  el  1.^  de  mayo  es  el  dia  en 
qae  se  eutieuden  publicados  los  reemplazos  laolo  ordíDaríos 
como  eitraordíoarios. 

Para  la  mayor  exactitud  de  este  acto  concurren  al  Ayun- 
tamiento, sentándose  entre  los  regidores,  los  párrocos  ó  per- 
sonas que  diputen,  con  los  libros  parroquiales  á  Gn  de  sumi- 
nistrar las  noticias  que  se  les  pidan  y  consten  de  sus  registros. 

Los  concejales  y  el  secretario  firman  el  alistamiento,  ce- 
lebrando á  puerta  abierta  las  sesiones  relativas  á  su  forma* 
cton. 

Concluido  el  alistamiento  se  exponen  al  público  copias  ea 
los  parages  acostumbrados,  cuidando  de  que  permanezcan  fi- 
jadas á  lo  menos  por  espacio  de  tres  dias. 

1194.— En  el  primer  dia  festivo  del  mes  de  marzo,  y  pre- 
vio anuncio  al  público  para  la  concurrencia  de  los  interesa- 
dos, se  hace  la  rectificación  del  alistamiento^  satisfaciendo  las 
reclamaciones  personales  ó  las  que  expusieren  los  padres,  cu- 
radores, amos  ó  parientes  en  grado  conocido  de  aquellos,  ya 
en  cuanto  á  su  propia  exclusión,  ya  con  respecto  á  la  inclu- 
sión de  otros  y  á  la  edad  anotada  á  cada  uno.  El  Ayuntamiento 
oye  breve  y  sumariamente  á  las  partes  y  admite  en  el  acto 
las  justificaciones  que  se  le  ofrezcan,  determinando  á  plurali- 
dad absoluta  de  votos  lo  que  crea  justo.  Si  las  justificaciones 
no  pudieren  darse  en  el  acto,  porque  deban  practicarse  en 
otros  pueblos,  ó  porque  haya  necesidad  de  pedir  documentos 
lejos  de  allí,  debe  señalarse  un  término  prudente  dentro  del 
cnal  se  practiquen,  y  entretanto  no  se  altera  el  orden  del  alis- 
tamiento. 

Cuando  algún  concejal  tuviese  hijos,  hermanos  ó  parien* 
tes  sujetos  al  servicio  de  quintas,  no  puede  decidir  sus  recla- 
maciones personales ,  debiendo  ser  sustituidos  en  aquel  acto 
por  un  regidor  del  último  Ayuntamiento  que  la  suerte  de- 
signe (1). 

Si  no  fuere  posible  terminar  la  rectificación  en  aquel  solo 

• 

(1)   Real  orden  de  6  de  julio  de  1846. 
Tono  I.  .  38 
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día  ,  coattBimrá  eit  los  festivos  siguientes  sin  iolemipoiott 
hasta  concluirla. 

ttSft.— Los  interesados  que  se  consideren  agraviados  por 
la  providencia  del  Ayuntamiento  deben  exponerlo  así  por  es- 
crito en  el  término  de  dos  días  á  contar  desde  la  fecha  de 
la  decisión,  pidiendo  certificado  para  apoyar  su  queja,  cuyo 
documento  se  extiende  con  audiencia  verbal  del  sindico  y 
previa  citación  recíproca,  y  se  les  entrega  dentro  de  los  tres 
siguientes  al  de  la  presentación  del  Bscrito^  sin  exigirle  dere- 
chos y  anotando  el  de  la  devolución.  * 

Dentro  de  otros  diez  acude  el  interesado  al  Consejo  pro- 
vincial presentando  el  certitícado  det  Ayuntamiento ,  sin  el 
cual,  ó  pasado  dicho  término  no  se  admite  su  instancia,  á  no 
ser  en  queja  de  que  se  le  niégalo  TCtarda  indebidamente  la 
certificación. 

El  Consejo  provincial  resuelve  en  el  acto,  si  no  necesitar 
mas  ilustración,  el  expediente;  pero  si  requiriese  mayor  ins- 
trucción, ordena  el  curso  que  debe  seguir,  fijando  los  plazos 
puramente  necesarios  según  las  circunstancias.  Estos  acuer- 
dos son  ejecutorios,  salva  la  facultad  del  gobierno  para  admi- 
tir los  recursos  extraordinarios  que  Icr elevan  las  parles  con- 
tra las  providencias  de  dichas  corporaciones.  El  gc^bierno,  en 
vista  de  estos  recursos,  y  oyendo  á alguno  de  sus  cuerpos 
consultivos  si  lo  cree  conveniente,  revisa  y  enniieáda  ó  anu- 
la los  acuerdos  y  resoluciones  de  los  Condejos  provineiales 
contrarios  á  la  ley  (1). 

tiSS.— Cuando  ocurre  competencia  entré  dos  6  mas  pue- 
blos pretendiendo  cada  cual  incluir  á  un  mozo,  sí  después  de 
pasarse  mutuos  oficios  no  se  aviniesen,  remiten  los  expedien- 
tes respectivos  á  la  Diputación  de  la  provincia  que  decide  el 
asunto,,  si  todos  pertenecen  á  la  misma;  pero  si  corresponden 
á  distintas,  no  logrando  ponerse  de  acuerdo ,  resuelve  el  go- 
bierno. Si  antes  de  empezar  el  sorteo  no  se  terminase  la  cues- 
tión, el  mozo  es  comprendido  en  todos  los  pueblos  que  le  dts* 


'    (1)    Real  decreto  de  25  de  abril  de  1844,  y  ley  de  4  de  octubre  de 
1846.— Véase  el  uiimcro  463. 
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pateo,  sia  perjaício  de  estar  á  la  proyídencia  de  la  autoridad 
competente  (1). 

A&TicüLo  3.° — SotUo. 

1187.— Sorteo  general.  •  1190.— Reclamaciones. 

1 188.-  Su  forma.  1191.— Sorteos  parciales. 

1 1 89  .—Responsabilidad. 

1199. — Rectificado  el  alistamteDto  se  saca  una  lista  de 
todos  los  mozos  comprendidos  en  la  edad  de  diez  y  ocho  y 
diez  y  nueve  afios;  otra  délos  de  veinte  y  veintiuno,  y  otras 
tres  separadas'de  los  de  veintidós,  veintitrés  y  veinticuatro. 
El  primer  domingo  del  mes  de  abril  se  hace  el  sorteo  general 
en  toda  la  Peoinsulaé  Islas  adyacentes  sin  detenerlo  por  nin- 
gún motivo.  Empieza  el  acto  á  las  siete  de  la  ma&ana,  pue- 
de suspenderse  durante  una  hora  al  medio  ;dia  y  al  ponerse 
el  sol;  pero  estas  suspensiones  no  deben  admitirse  sino  con^ 
cluido  el  sorteo  de  la  clase  pendiente,  continuándose  el  dia 
siguiente  ó  siguientes  necesarios  para  terminar  la  operación. 

1199.— Primeramente  se  sortean  los  mozos  comprendi- 
dos en  la  primera  serie,  y  después,  por  su  orden  sucesivo  y 
con  numeración  separada,  los  de  la  segunda,  tercera,  coarta 
y  quinta.  El  acto  es  público  presidiéndolo  el  Ayuntamiento. 
Los  nombres  y  los  números  se  escriben  en  papeletas  iguales 
que  se  introducen  en  globos  y  estos  se  depositan  en  una  ur- 
na. Dos  nifios  menores  de  diez  años,  sacan  el  uno  las  bolas 
que  contienen  los  números,  y  el  otro  las  que  comprenden  los 
nombres.  El  sindico  lee  estos  en  alta  voz,  y  el  presidente  pro- 
nuncia en  seguida  el  número  leyéndolo  de  igual  modo.  Las 
papeletas  se  manifiestan  á  los  demás  individuos  del  Ayun- 
tamiento y  aun  álos  interesados  si  quieren  verlas. 

ti99.— Los  Ayuntamientos  son  responsables  por  la  ile*^ 
galidad  de  esta  operación  que  debe  conducirse  con  todafor* 
malidad  y  exactitud*  y  el  secretario,  al  extender  el  acta,  coi- 
da  do  anotar  escrupulosamente  los  nombres  y  los  números  en 

(I)    Ley  de  2  de  noviembre,  caps,  ii,  ni  y  iv. 

s 


Digitized  by 


Google 


596  DBRBCnO  ADMINISTRATIVO    ESfAÑOL. 

letra  conforme  vayan  saliendo.  Estas  actas  se  firman  por  el 
Ayontamienlo  y  secretario. 

ti90. — No  se  admite  reclamación  alguna  sobre  inclusión 
ó  exclusión  de  individuos  que  no  hubiere  sido  propuesta  al 
hacer  la  rectificación  del  alistamiento;  pero  si  puede  ser  in- 
cluido ó  excluido  cualquiera  por  resulta  de  su  solicitud  pen- 
diente. 

tt9t. — Cuando  se  excluye  al  reclamante,  si  se  hubiese 
hecho  ya  el  sorteo^  descienden  sucesivamente  todos  los  nú- 
meros posteriores;  y  si  debe  ser  incluido,  se  le  sortea  con 
otros  tantos  números  cuantos  son  los  comprendidos  en  la  se- 
rie á  que  corresponde ,  debiendo  verificarse  después  nuevo 
sorteo  entre  él  y  el  mozo  que  hubiese  sacado  un  número  igual 
en  el  primer  sorteo  general.  Verificada  la  extracción,  loma 
el  primer  número  el  mozo  á  quien  tocó  conservar  el  que  te- 
nian  antes  los  dos,  el  otro  le  sigue  en  orden  y  lodos  los  de- 
más ascienden  un  grado  de  la  escala. 

Si  fueren  mas  de  uno  los  incluidos,  se  practica  lo  mismo 
hasta  llegar  al  tercer  sorteo,  el  cual  debe  verificarse  para  ca- 
da individuo  por  separado  (4). 

Ningún  sorteo  legatmente  hecho  se  renueva  ni  anula  por 
reclamación  extemporánea  sobre  inclusión  ó  exclusión  de  in- 
dividuos en  los  alistamientos  (2). 

Articulo  4.^ — l\e\^aTVV'Wi*uuVo  íic  cym^Xo*. 

1192.— BepartimieDlo  de  quintos.     1194.— Deberes  de  las  Diputa- 
1193. — Reclamaciones.  cienes  provinciales. 

1195.— Ferma  del  repartimiento. 

• 

ttfit.— Es  atribución  de  las  Diputaciones  provinciales 
señalar  á  los  Ayuntamientos  el  cupo  de  hombres  que  les  cor- 
responda para  el  reemplazo  del  ejército  (3),  á  cuyo  fin  piden 
oportunamente  los  extractos  de  la  población,  y  reunidos  lo- 
dos los  de  la  provincia ,  con  la  rebaja  de  cuatro  habitantes 

(I)    Ley  de  2  de  noviembre  ,  caps,  v  y  vi. 

(S)    Real  orden  tío  18  de  febrero  de  1«39. 

(3;    Ley  de  8  do  enero  de  1845 ,  art.  55.— Véase  ndm.  463. 
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por  cada  inscrito  ea  la  matrfcala  de  hombres  de  inar,  bapea 
el  repartimieato. 

fifis.— Los  AyuDtamieDtos,  y  aan  los  particulares,  pue- 
den reclamar  aate  las  Diputaciones  contra  cualquier  fraude 
cometido  con  el  objeto  de  ocultar  la  verdadera  población ,  pe- 
ro sin  que  esto  suspenda  ni  dilate  la  ejecución  del  servicio. 
Las  Diputaciones  mandan  instruir  el  eipediente  necesario 
para  justiRcar  la  queja  por  los  medios  mas  breves  que  les  dien- 
te su  prudencia^  y  resuliandoel  fraude,  recargai^el  cupo  del 
pueblo  culpable  en  cinco  décimas  por  cada  entero  ocultado, 
y  por  las  fracciones  lo  que  falte  hasta  completar  el  entero, 
rebajándose  estos  quintos  del  cupo  general  de  la  provincia, 
si  no  estuviese  hecho  ya  el  repartimiento  entre  sus  pueblos,  y 
en  caso  contrario ,  se  rebajan  en  el  primer  reemplazo  inme- 
diato, en  el  cual  deben  tomarse  en  cuenta  las  fracciones  del 
recargo  que  hubiesen  quedado  pendientes.  La  enmienda  de 
los  agravios  causados  es  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
de  sus  autores  á  quienes  puede  el  gefe  político  castigar  ó  so* 
meter  al  tribunal  competente. 

1194. — Si  las  Diputaciones  provinciales  estuviesen  reuni- 
das al  tiefnpo  de  recibir  el  decreto  para  el  reemplazo,  ejecu- 
tan el  repartimiento  dentro  de  ocho  dias;  si  no  lo  estuviesen, 
el  gefe  político  las  convoca  señalando  para  su  reunión  el  dia 
mas  próximo  posible,  según  la  distancia  á  que  se  halle  el  pue- 
blo mas  lejano  del  domicilio  de  los  diputados ,  y  desde  este 
dia  se  cuentan  los  ocho.* 

1195.— El  repartimiento  se  hace  por  enteros  y  décimas 
partes,  de  manera  que  se  señalen  á  cada  pueblo  los  hombres 
que  debe  dar  y  las  décimas  que  le  toquen  sortear  con  otros 
según  las  fracciones  que  resulten,  ó  por  los  habitantes  que  le 
sobran  después  de  los  correspondientes  a^  número  de  ente- 
ros, ó  porque  no  tenga  el  número  suficiente  para  dar  un  sol- ' 
dado.  ^ 

Para  que  la  carga  se  lleve  con  igualdad,  sí  algún  pueblo 
no  tuviese  el  número  de  habitantes  necesario  para  dar  una 
décima,  se  reúne  su  población  con  la  de  otro  ú  otros  que  se 
hallen  en  igual  caso  y  tengan  el  número  bastante  para  dar- 
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la;  y  no  habiéndolos,  con  el  que  tenga  mayor  fracción  desr 
pues  de  designados  sus  enteros  y  décimas ,  decidiendo  un  8or«- 
teo  cuál  debe  dar  una  décima.  Fuera  de  estos  casos  no  se  ha* 
ce  aprecio  de  las  fracciones. 

La  Diputación  provincial  dispone  los  pueblos  que  han  de 
sortear  los  quebrados  entre  si,  de  modo  que  el  sorteo  se  ve- 
riGqne  con  6ada  diez  décimas  para  dar  un  entero.  £1  órdeo 
numérico  sefiala  los  pueblos  que  deben  contribuir  con  el  sol- 
dado, si  tiQpen  mozos  de  la  primera  serie,  y  sino  el  siguiente 
hasta  encontrar  mozos  de  la  edad  de  diez  y  ocho  y  diezy  nue« 
ve  años;  y  sí  ninguno  hubiese  en  aquellos  pueblos,  se  ob- 
serva la  misma  regla  con  respecto  á  las  series  sucesivas.  Es^ 
tos  sorteos  se  verifican  á  puerta  abierta  y  previo  anuncio  al 
público  con  veinticuatro  horas  de  anticipación  á  lo  menos. 

Formalizado  el  repartimiento  se  imprime  y  comunica  & 
los  pueblos  (1).     , 

A&TICUI.0  S.^^T^tcVatacKoii  &i  %oUaibOs. 

1196.— DeclaracioD  de  soldados.  1  SO l.^en  razones  de  equidad. 

1 107. — Juicio  de  exenciooes.  1202. — Aclaraciones. 

1198.— Causas  de  exención.  1203.— Declaración  dn suplentes. 

1199. — Exenciones  fundadas  en  1204. — Conducción  de  quintos. 

incapacidad  física.  1205. — Deberes  del  comisionado. 
1200.— en  principios  de  justicia. 

—  / 

ttfis.— Recibido  en  cada  pueblo  el  cupo  correspondien* 
te^  lo  publica  sin  tardanza,  citando  á  todos  los  mozos  alista- 
dos para  que  se  presenten  el  primer  dia  festivo  siguiente  en 
el  parage  que  se  les  designe,  si  median  tres  dias  naturales  á 
lo  menos  desde  el  anuncio.  Además  de  este  aviso  general,  se 
cita  personalmente  á  los  mozos  que  tengan  los  números  pri- 
meros y  á  sus  suplentes  hasta  en  número  cuadruplo.  Si  los 
mozos  no  pueden  ser  habidos,  se  cita  á  su  padre  ó  madre, 
curador,  pariente  mas  cercano,  amo  ó  persona  de  quien  de- 
pendan. 

Reunido  el  Ayuntamiento,  procede  á  la  declaración  de 

(1)    Ley  citada ,  caps,  vi  y  vii. 
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soldado^  para  lo  cual  llama  al  mozo  de  diez  y  ocho  ó  diez  y 
Dueve  años  que  teaga  el  número  primero  de  su  serie  y  se  le 
mide  á  presencia  de  los  concurrentes.  Si  no  llega  á  la  marca 
de  cinco  pies  menos  una  pulgada  sin  calzado,  se  le  excluye  y 
es  llamado  el  número  siguiente.  Si  tiene  la  talla  necesaria,  se 
anota  asi  y  se  procede  al  examen  de  las  otras  cualidades. 

ttfl9.-^En  seguida  expone  el  mozo  ú  otra  persona  que 
le  represente  sus  razones,  si  las  tuviere,  para  ser  excluido 
del  servicio,  admitiéndose  en  el  acto,  tanto  al  proponente,  co- 
mo á  quienes  le  contradigan,  las  justificaciones  que  ofrezcan 
y  los  documentos  que  exhiban  ;  y  el  Ayuntamiento,  oyendo 
al  sindico,  decide  á  pluralidad  absoluta  de  votos,  declarando 
al  mozo  soldado  ó  excluido.  Esta  declaración  no  puede  sus- 
penderse, ni  aun  con  el  prelesto  de  esperar  á  testigos  ausen- 
tes, pues  los  interesados  deben  estar  prevenidos  de  antema- 
no y  disponer  en  tiempo  sus  medios  de  defensa.  Para  hacer 
la  de  libertad  deben  ser  citados  en  persona  ó  en  la  de  sus 
padres,  curadores,  etc.  otros  de  los  números  siguientes  que 
completen  el  cuadruplo  á  lo  menos  del  de  soldados  que  faU 
ten  todavía  por  declarar.  Si  la  exclusión  se  funda  en  inutili- 
dad para  el  servicio  por  enfermedad  notoria  ó  defecto  físico 
visible,  se  declara  la  exclusión  conviniendo  los  interesados; 
si  no  convienen,  se  practican  en  el  acto  los  reconocimientos 
oportunos  por  los  facultativos  nombrados  por  el  Ayuntamien- 
to, los  cuales  deben  hallarse  presentes.  Estos  emiten  su  jui- 
cio en  una  declaración  jurada,  y  nunca  se  admite  ccrtiOca- 
cion  ,  informe,  ni  atestado  para  justificar  achaque  ó  enfer- 
medad, que  00  conste  hecha  bajo  juramento  y  en  virtud  de 
mandato  judicial. 

Si  la  enfermedad  ó  defecto  no  fueren  visibles,  ó  los  in- 
teresados no  conviniesen  en  su  notoriedad,  se  reciben  las  jus- 
tificaciones oportunas,  y  oyendo  el  dictamen  de  los  faculta- 
tivos que  se  inserta  en  el  acta ,  pronuncia  el  Ayuntamiento 
su  decisión,  sin  atender  á  que  la  inutilidad  hubiese  sido  de- 
clarada en  reemplazos  anterfores,  pues  para  que  aproveche 
debe  referirse  al  tiempo  y  al  estado  actual. 

fifis.— Solo  están  excluidos  del  servicio  militar  los  que 
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pueden  aducir  alguna  éscepcion  legal  fnadadaen  iucapaci- 
dad  nsica  ó  moral,  eu  principios  de  justicia,  ó  en  razones  de 
convenieDcia  pública. 

1199.^  I.  Por  incapacidad  física  están  esceptuados  los 
inútiles  para  dicho  servicio,  es  decir,  los  hombres  cuya  orga- 
nización débil  ó  imperfecta  los  inhabilita  para  soportar  las  fa- 
tigas militares,  y  para  ejecutar  con  precisión  y  rapidez  los 
movimientos.  Disposiciones  reglamentarías  determinan  estas 
causas  de  incapacidad  (4 ).  '  • 

1900.—  II.  Según  los  principios  de  justicia  están  ex- 
cluidos: 

L  Los  inscritos  en  la  matricula  especial  de  los  hombres 
de  mar,  con  anterioridad  al  dia  4  .^  del  afio  en  que  se  verifi- 
ca el  reemplazo  (2). 

n.  Los  licenciados  por  haber  cumplido  el  tiempo  de  su 
empefio  (3). 

III.  Los  que  hayan  puesto  sustitutos  en  los  términos  y  por 
el  tiempo  señalado  en  las  leyes,  ordenanzas  y  reales  decre- 
tos (4). 

IV.  Los  que  hayan  redimido  el  servicio  militar  por  el  pe- 
cuniario en  los  términos  y  por  el  tiempo  igualmente  permi- 
tido (5). 

V.  Los  que  redimieron  su  suerte  por  dinero  ó  poniendo 
sustituto  para  cubrir  la  plaza  de  soldado  que  les  hubiese  ca- 
bido, pues  la  ley  los  considera  en  el  mismo  caso  que  los  li- 
cenciados por  cumplidos  (6). 

Todos  estos  han  satisfecho  su  deuda  &  la  patria,  y  la  regla 
de  la  igualdad  que  debe  presidir  el  repartimiento  de  todas  las 
contribuciones,  principalmente  si  se  pagan  en  sangre,  exi- 
ge que  se  les  dé  por  quitos  para  siempre,  llenando  otros  el 

(1)  Ley  de  reemplazos ,  art.  63  ,  §.  1,  reghmento  de  13  demo- 
lió de  184S ,  y  real  orden  de  19  de  febrero  de  1845. 

(2)  Ibid.  §.  i,  órdeo  del  Regente  de  S5  de  marzo  de  1842  ,  y 
real  orden  de  28  de  enero  de  1840. 

(3)  Ibid.  §.  3,  y  drden  del  Regente  de  22  de  marzo  de  1842. 

(4)  Ibid.  §.4. 

(5)  Ibid.  §.  5.     . 

(6)  Real  orden  de  18  de  ÍQbrero  de  1835. 
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puesto  que  dejaroo  vacante  ea  las  filas  del  ejército  ó  de  la  ar- 
mada. 

ttOi.—  III.  Por  razones  de  equidad  j  de  conveniencia 
pública,  están  exentos: 

I.  El  hijo  único  que  mantenga  á  su  padre  pobre,  siendo 
impedido  ó  sexagenario  (4). 

II.  El  hijo  único  de  viuda  pobre  si  la  mantiene  (2). 
Estas  dos  escepciones  no  aprovechan  al  que  mantiene  en 

iguales  circunstancias  á  su  padrastro  ó  madrastra  (3). 

III.  El  hijo  único  que  mantiene  á  su  madre  pobre,  si  el 
marido  de  esta  sé  halla  sufriendo  la  pena  de  trabajos  pú- 
blicos ó  presidio,  y  no  habiéndola  de  cumplir  dentro  de  seis 
meses  contados  desde  el  dia  en  que  se  proponga  la  excep- 
ción (4). 

IV.  El  nieto  único  que  mantiene  á  su  abuelo  ó  abuela  po- 
bre, siendo  aquel  sexagenario  ó  impedido,  y  ésta  viuda  (5). 

V.  El  hijo  único  natural  que  mantiene  á  su  madre  pobre, 
habiéndole  criado  ésta  y  educado  como  á  tal  hijo  natural  (6). 

VI.  El  hermano  de  uno  ó  mas  huérfanos  de  padre  y  madre 
pobres,  que  desde  un  año  antes  de  la  publicación  del  reem*, 
plazo,  ó  desde  que  han  quedado  en  la  horfandad,  los  tiene  á 
su  cuidado  y  bajo  su  amparo  y  dirección,  siempre  que  algu- 
no de  ellos,  varón  no  imposibilitado,  no  llegue  á.diez  y  seis 
años  (7),  sin  que  desvirtúe  la  escepcion  la  circunstancia  de 
tener  los  menores  huérfanos  otro  hermano  casado  mayor  de 
dicha  edad  (8). 

vir.  El  hijo  de  padre  ó  de  madre  viuda  que  tengan  otro 
ó  mas  sirviendo  en  el  ejército,  si  no  tuvieren  mas  hijos  varo- 
nes de  cualquier  estado  (9),  ó  si  teniéndolos  fueren  menores 

(1)  Ley  de  reemplazos,  art.  63,  §.  8. 

(2)  Ibid.  §.  9. 

(3)  Real  orden  de  18  de  febrero  de  1839. 

(4)  Ley  de  reemplazos,  art.  63,  §.10. 

(5)  Ibid.  §.  II. 

(6)  Ibid.  §.  12. 

(7)  Ibid.  §.  ir. 

(8)  Real  drdeo  de  28  de  enero  de  1839. 

(9)  Ibid.  §.  14 ,  y  real  orden  de  12  de  octubre  de  1842. 
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de  diez  y  seis  años,  ó  aonqae  mayores ,  impedidos  para  tra- 
bajar (1). 

Esta  escepcioQ  es  extensiva  y  aplicable,  asi^n  su  letra 
comoeo  sa  seoticío  literal,  á  todos  los  hijos  áaícos  de  padres 
ó  madres  viudas  qae  leogaa  uo  herioano  ó  hermaaos  sirvien- 
do ea  el  ejército  por  haberse  engaochado  voluatariameote,  ó 
por  habetle  cabido  la  suerte  eo  un  reemplazo  anterior ;  pero 
no  aprovecha  á  los  hermanos  de  los  qoe  sirven «omo  sustíta- 
tos,  ni  tampoco  á  los  de  los  sustituidos,  ni  á  los  de  los  que  sirr 
ven  en  clase  de  oficiales  por  haber  abrazado  como  carrera  la 
profesión  núlitar,  ni  á  los  de  los  cadetes  ó  alumnos  de  los  co* 
legios  y  academias  militares,  bien  se  encuentren  estudiando, 
bien  se  hallen  destinados  á  cuerpos  (2);  ni  tampoco  aprove- 
cha al  mozo  cuyo  padre  tenga  otro  hijo  sirviendo  de  cirujano 
en  el  ejército  (3),  ni  á  los  hermanos  de  ios  matriculados  de 
marina,  mientras  estos  se  hallen  en  sus  hogares  (4). 

Las  respectivas  Diputaciones  provinciales  están  autoriza- 
das para  conceder  á  los  padres  un  término  prudente  dentro 
del  cual. acrediten  que  tienen  otro  hijo  ó  hijos  en  actual  ser- 
vicio, considerando  la  distancia  á  que  se  encuentren  los 
cuerpos  en  dónde  sirven  y  la  major  ó  menor  movilidad  de 
las  tropas  (5). 

El  hijo  muerto  en  acción  de  giJierra  ó  por  heridas  recibi- 
das en  el  campo  de  batalla.,  se  considera  vivo  en  el  servi- 
cio (6);  pero  no  gozan  de  igual  consideración  los  que  fallecen 
de  resultas  de  enfermedades  cootraidas  en  el  servicio  ó  por 
el  exceso  de  las  fatigas  militares  (7). 

Los  enganchados  voluntariamente  en  las  banderas  de  Ul- 
tramar sufren  la  suerte  que  por  su  edad  les  corresponde  en 
los  respectivos  pueblos,  por  cuyos  cupos,  si  les  toca  la  de  sol- 

0)    Beal  orden  de  10  de  junio  de  1838.' 
(3)    Beal  orden  de  S8  de  enero  de  1849. 
(3)    Heal  orden  dle  28  de  enero  de  1839. 
(4).  Reales  órdenes  de  18  do  febrero  do  1839  y  28  de  enero 
de  1849. 

(5)  Real  orden  de  27  de  junio  de  1838. 

(6)  Ley  de  reemplazos,  art.  63,  §.  14^ 

(7)  Real  óté&ü  de  17  de  marzo  de  1839. 
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dados,  soQ  entregados  ea  la  caja;  y  si  hobiesen  sido  embar- 
cados ya  para  sos  deslinos  algooos  de  estos  declarados  soldad- 
dos,  se  estiman  en  caeüta  del  contingente  de  sos  poeblos  en 
la  quinta  (1)* 

t^ot.^Para  no  dar  ocasión  á  fraudes  y  perjoicios  inde* 
bidos  doclara  la  ley: 

!•  Que  no  se  entiende  por  bijo  único  el  que  tiene  otra 
hermano  varón  mayor  de  diex  y  seis  aflos  y  no  impedido  para 
Irabs^ar,  aunque  sea  eclesiástico  ^  casado,  viudo  ó  eman- 
cipado. * 

II.  Que  tampoco  se  entiende  por  nieto  único  aquel  cuyo 
aboelo  ó  abuela  tenga  otro  hqo  ó  nieto  varón,  mayor  de  diez 
y  seis  afios  y  no  impedido  para  trabajar,  cualquiera  que  sea 
su  estado. 

III.  «Para  que  el  impedimento  del  padre  ó  del  abuelo  exi- 
ma del  servicio  al  hijo  ó  nieto  que  los  mantenga,  ha  de  ser 
tal,  que  procediendo.de  enfermedad  habitual  ó  defecto  físico, 
no  les  permita  el  trabajo  corporal  y  continuo  necesario 
para  adquirir  su  subsistencia. 

IV.  No  se  considera  que  mantiene  á  su  padre,  madre, 
abueld  ó  abuela  el  mozo  que  no  les  entregue  el  producto  de 
su  trabajo. 

V.  ¥■  por  último ,  también  es  requisito  indispensable  que 
el  mozo  viva  en  compafiía  del  padre,  madre,  aboelo  ó  abuela 
á  quien  mantenga  desde  un  afto  antes  de  la  publicación  del 
reemplazo,  ó  desde  que  el  padre  ó  abuelo  llegaron  i  la  edad 
sexagenaria,  y  la  madre  ó  abuela  quedaron  vii»las,  si  estos 
accidentes  ocurrieron  dentro  de  aquel  afio  (%). 

Si  alguno  de  los  interesados  se  oblígase  á  dar  alimentos  i 
los  padres  ó  abuelos  del  mozo  que  los  mantiene,  otorgando 
fianza  segura  de  satii^facerles  por  mesadas  anticipadas  la  can- 
tidad necesaria  para  la  subsistencia  de  aquellos,  á  juicio  del 
Ayuntamiento,  no  aprovecha  aquella  escepcion  al  hijo  ó  nie- 
to (3).  Esta  obligación  no  se  rescinde  por  el  hecho  de  haber 

(1)  Real  orden  de  3  de  jnnio  de  1838. 

(2)  Ley  de  reemplazos,  art.  64. 

(3)  Ibid.art.65. 
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tocado  la  suerte  de  soldado  al  qoe  la  coQtrajo,  y  de  cottsi- 
galeote  continúa  en  servicio  el  mozo  en  favor  de  cuyos  pa- 
dres ó  abuelos  hubiere  sido  otorgada  (4). 

IV.  También  se  hallan  exentos  del  servicio  militar  por 
privilegio  fundado  en  altas  razones  políticas  y  religiosas,  los 
novicios  y  profesos  de  los  colegios  de  misioneros  de  Filipinas 
establecidos  en  Yalladolid,  Ocafi^  y  Monteagudo.  El  número 
de  la  suerte  que  les  quepa,  se  baja  en  el  cupo  del  pueblo 
respectivo;  mas  si  los  novicios  no  llegasen  á  cumplir  el  ob- 
jétenle su  instituto,  quedan  sujetos  á  la  suerte  que  les  hu- 
biese correspondido  (2). 

Si  algún  individuo  comprendido  en  el  alistamiento  usare 
de  fraude  para  eximirse  del  servicio,  sufre  en  caso  que  le 
toque  la  suerte,  un  recargo  de  seis  meses  á  dos  aHos ;  y  si  no 
le  tocase,  la  pena  de  cuatro  á  seis  años  del  mismo  s^vicio. 
Si  con  igual  objeto  se  inutilizare  voluntariamente,  se  le  impo- 
ne el  castigo  de  dos  á  cuatro  años  de  obras  públicas;  y  en 
caso  de  caer  soldado,  no  se  le  reemplaza  por  los  números  si- 
guientes. 

t  tos  .—Hecha  la  declaración  de  soldados  por  orden  suce- 
sivo de  números  y  categorías  de  edad,  se  procede  á^la  de 
otros  tantos  suplentes  en  la  misma  forma. 

í^as  operaciones  relativas  al  llamamiento  y  declaración  se 
practica  desde  una  hora  cómoda  de  la  mafiana  hasta  ponerse 
el  sol ,  suspendiéndose  por  espacio  de  una  hora  al  medio  dia: 
si  no  puede  concluirse  en  el  primer  dia,  se  continúa  en  los 
siguientes  aunque  no  sean  festivos. 

ttOA.— Dentro  de  los  tres  días  siguientes  k  la  conclusión 
de  estas  diligencias  deben  ser  conducidos  los  soldados  y  los 
suplentes  á  la  capital  de  la  provincia,  yendo  á  cargo  de  na 
comisionado  del  Ayuntamiento.  Los  gastos  ocurridos  en  ia 
conducción,  asi  con* motivo  del  socorro  que  deben  recibir  los 
soldados  y  suplentes,  como  en  razón  k  la  ayuda  de  costa 
del  comisionado ,  deben  ser  abonados  por  los  feudos  pú* 
blicos. 

(t^  Real  orden  de  18  de  febrero  de  ISas. 
(2)    Ley  de  15  de  marzo  de  1848. 
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tt06.— El  comisioaado  lleva  una  certíficacioa  literal  de 
todas  las  operaciones  practicadas  para  la  declaración  de  sol- 
dados y  suplentes  que  deposita  en  la  secretaría  de  la  Dipu- 
tación provincial:  otra  que  expre^  el  nombre  de  soldados  y 
suplentes  y  el  dia  de  su  salida  para  la  capital  que  entrega  al 
comandante  de  la  caja,  para  que  con  este  documento  y  el  del 
comisionado  justifique  la  cantidad  que  satisfaga  por  via  de 
socorros  &  los  primeros,  y  por  último  lleva  también  las  filia- 
eiones  de  unos  y  otros  (4). 

Articulo  6.® — YitAti^a  &i  Vos  o^mulos. 


1206. — Entrega  d^  qnintoB.  1208.— Reemplazo  de  los   intí- 

1207.— Reconocimieotos  facolta-  tiles, 

tivos. 


t9#0.— Entréganse  los  quintos  en  la  caja  por  el  comisio- 
nado á  presencia  de  dos  diputados  provinciales,  de  los  su- 
plentes y  de  otras  cualesquiera  personas  que  tengan  interés 
por  ellos  y  gustan  concurrir,  presenciando  todos  la  me- 
dida, los  reconocimientos  y  las  demás  diligencias  prelimina- 
res á  su  recibimiento. 

tt1l9.— Los  reconocimientos  facultativos  se  practican  por 
dos  profesores  de  la  facultad  á  que  corresponda  el  defecto  ale- 
gado, nombrado  el  uno  por  los  dos  individuos  de  la  diputación 
presentes  y  el  otro  por  el  oficial  comandante  de  la  caja.  En 
caso  de  discordia  la  Diputación  nombra  un  tercero. 

tt09.~*Los  quintos  desechados  por  falta  de  talla,  enfer-* 
medad  ú  otro  defecto  que  le  haga  inútil  para  el  servicio  son 
reemplazados  por  los  suplentes  según  su  orden  numérico; 
mas  si  después  de  hacerse  la  entrega  formal  de  los  quintos 
en  la  caja,  desechare  alguno  el  cuerpo  »  que  fuere  destina-* 
do,  ya  no  se  dará  otro  hombre  en  su  lugar  (2). 


(1)  Ley  de  reemplazos ,  caps,  viii  y  ix. 

(2)  Ibid.  cap.  X. 
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1209.-^  Reclamaciones  de   los     1210.— Deberes  del  gefe  poUtioo. 
quintos. 

t9a^.7*Lts  DipotaeioDes  provinciales  coBociaa  antes  en 
grado  de  apelación  de  las  reclamaciones  y  quejas  de  los 
quintos  qne  se  consideraban  agraviados  por  las  providencias 
de  los  Áyaalaroientos.  Estas  facultades  residen  boy  en  les 
Consejos  provinciales,  quedando  solamente  reservado  á  las 
primeras  el  derecho  de  hacer  el  reparto  de  los  contingentes 
respectivos  entre  los  pueblos  (1). 

De  los  acuerdos  del  Consejo  provincial  en  materia  de  jqnin- 
tas  se  admite  recurso  ante  el  gefe  político  dentro  de  les  oeho 
días  siguientes  al  de  su  publicación  que  se1)aee  ijando  lo 
resuelto  á  la  puerta  de  la  sala  donde  celebra  sus  sesiones  el 
mismo  día  del  acuerdo,  ó  lo  mas  tarde,  el  inmediato. 

t9to.— El  gefe  político  manda  anotar  la  fecha  en  qte  se 
presenta  la  reclamación  al  pié  del  escrito  ó  solicitad,  coya  no* 
ta  firman  el  secretario  del  gobierno  político  y  el  interesado 
ú  otra  persona  á  su  ruego.  En  seguida  ordena  la  tnstroccíoa 
del  oportuno  expediente,  constando  en  él  losaenerdosé  infor^ 
mes  del  Ayuntamiento  y  del  Consejo  provincial;  ysílarecla-^ 
macion  se  fundare  en  aptitud  ó  inaptitud  para  el  setvieio, 
acompañan  los  certificados  facultativos,  despoea  de  lo  cnal 
lo  remite  al  ministro  de  la  Gobernación  qoe4i<^  ^a  previ*- 
dencia  definitiva.  Si  esta  declarase  la  indebida  aplicación  de 
la  ley  al  reclamante,  se  le  dá  de  baja  en  la  caja  ó  cuerpo  & 
que  pertenezca,  siendo  llamado  el  suplente  inmediato  k  en- 
br¡rla(2). 

Ni  en  el  gobierno  político,  ni  en  el  ministerio  se  da  cnrso 
á  solicitudes  extemporáneas,  ni  surten  efecto  caalesqniera 
reclamaciones  de  esta  clase,  no  siendo  interpuestas  dentre  del 
plazo  señalado.  ^ 


(1)  Ley  de  4  de  octubre  de  1 846. 

(2)  Real  drden  de  25  de  abril  de  1844. 
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Siendo  asi  que  los  Consejos  provinciales  reemplazan  á  las 
Dipulaciones  en  sns  facultades  de  oír  las  quejas  de  los  inte- 
resados y  reparar  los  agravios  de  los  Ayuntamientos,  es  apli- 
cable á  los  primeros  la  prohibición  impuesta  á  las  segundas 
de  revisar  las  excepciones  que  estos  declaren,  aunque  fueren 
indebidas ,  cuando  no  las  contradigan  los  comprendidos  en  el 
sorteo  (1),  ó  alguna  persona  por  quien  esté  legítimamente  re- 
presentado en  su  nombre. 

Artigólo  8.® — ?>m\c\o  \^X  %UftV\tut\otv. 

1211.— Examen  del  principio  de  1216.— Reconocimientos  facúlta- 
la snstitucion.  tivos. 

1212.— Derecho  establecido.  1217.— Depósito. 

1213.— Dos   maneras  de  SQStitu-  1218.— Subrogación  del  depósito 
cíon.  por  ñanza  hipotecaria. 

1214.— Alribucionos  délos  Con-  1219.— Gracia  de  segunda  sus- 
sejos  provinciales.  titncion. 

1215.- Término  parala  snstitu-  1220.— Deserción  del  sustituto, 
cion. 

tttt.— Mucho  se  ha  combalido  el  principio  de  la  snsti- 
tucion como  contrario  á  la  ley  de  la  igualdad.  Todo  el  inun* 
do  (dicen)  está  obligado  á  defender  á  la  patria,  pero  si  el  ser- 
vicio personal  se  conmuta  en  pecuniario,  solamente  las  clases 
menesterosas  del  estado  presentan  su  pecho  al  enemigo  y 
derraman  so  sangre  en  los  campos  de  batalla. 

T  sin  embargo,  lejos  de  que  la  sustitución  destruya  la 
igualdad  política,  por  el  contrario  la  mantiene.  El  servicio 
militar  favorece  á  las  gentes  del  campo  ó  por  lo  menos  nó 
destruye  su  carrera,  y  oprime  á  las  profesiones  liberales  cu- 
ya primera  necesidad  es  la  perseverancia  en  los  estudios  y  en 
el  trabajo. 

La  sustitución  protege  la  libertad ,  permitiendo  que  un 
hombre  sin  aptitud  y  sin  inclinación  á  las  armas  sea  reem- 
plazado por  otro  mediante  un  precio  convenido,  cuyo  contra- 
to cede  en  recíproca  utilidad  de  entrambos. 

Y  por  último,  la  sustitución  es  útil  al  estado,  porque  si  la 

(\)    Real  orden  de  25  de  marzo  de  1842. 
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suerte  ciega  trastorna  el  oatoral  destino  de  \os  individaos, 
los  contratos  particulares  corrigen  sus  yerros,  colocan  á cada 
uno  en  el  puesto  que  le  pertenece  y  le  llevan  á  donde  su  vo- 
cación le  llama. 

La  desigualdad,  el  error  y  la  injusticia  serian  el  efecto  ne- 
cesario de  sujetar  á  las  mismas  condiciones  á  todas  las  clases, 
porque  no  consiste  la  verdadera  igualdad  en  imponer  las  mis- 
mas cargará  todos,  sino  en  repartirlas  proporcionalmente  k 
las  fuerzas.  -  u, 

t9tt. — Según  nuestro  derecho  administrativo  el  servicio 
militar  puede  desempeñarse  por  medio  de  sustitutos ,  pero  la 
sustitución  debe  ser  siempre  individual,  y  no  colectiva  ,  á  fin 
de  exigir  la  responsabilidad  al  individuo  á  quien  cupo  lasuer^ 
te  de  soldado. 

ttts.— La  sustitución  puede  hacerse  por  cambio  de  nú- 
meros entre  los  mozos  sorteables  de  la  misma  provincia,  ó  por 
licenciados  del  ejército  y  milicias  provinciales. 

En  el  primer  caso  deben  ser  los  sustitutos  menores  de 
veinticinco  años,  solteros  ó  viudos  sin  hijos  que  no  tengan 
pendiente  recurso  de  excepción,  y  sí  estuviesen  bajo  la  pa- 
tria potestad,  presentarán  licencia  de  sus  pa4res  coa  el  visto 
bueno  del  Ayuntamiento.  El  sustituido  queda  obligado  á  ocu- 
par el  lugar  del  sustituto  en  los  ceemplazos  sucesivos  (1). 

Ed  el  segundo  caso ,  deben  los  licenciados  de  ejército  ó 
los  mozos  mayores  de  veinticinco  años,  ser  también  solteros 
ó  viudos  sin  hijos,  menores  de  treinta  años^.aptos  para  el  ser- 
vicio ,  sin  mala  nota  en  su  liceocia,  ó  con  certificadQ  de  bue- 
na conducta  expedido  por  el  Ayuntamiento  de  su  pueblo  en 
que  conste  no  baber  sufrido  pena  aflictiva  ó  infamatoria,  pre* 
sentándole  su  padre,  abuelo  ó  curador,  si  los  tuviere,  ú  otra 
persona  autorizada  por  ellos  con  un  poder  especial,  sin  facul- 
tad para  sustituirlo.  Este  poder  no  es  eflcáz  sin  acompañar  do- 
comento  justificativo  de  haber  depositado  la  persona  que  pre- 
tende usarlo,  en  el  banco  de  san  Fernando  ó  en  la  caja  de  sus 
comisionados  en  las  provincias,  la  cantidad  de  croco  mil  du- 

(1)    Loy  do  reemplazos,  art.  93. 
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ros,  como  fianza  qae  garantice  sú  respoosabilidad  para  con  el 
gobierno  por  espacio  de  dos  años  (1 ). 

Esta  sama  debe  ser  consignada  precisamente  para  cada 
provincia  y  para  cada  reemplazo,  pues  de  otro  modo  con  un 
solo  depósito  quedarían  cubiertas  las  formalidades,  y  podrían 
presentarse  los  sustitutos  de  todas  las  provincias,  eludiéndo- 
se las  garantías  que  se  exigen  con  el  fin  de  evitar  los  repetí* 
dos  abasos  que  se  cometían  en  materia  de  sustituciones  (2). 

1914. — El  Consejo  provincial  examina  los  documentos 
que  justifican  la  aptitud  legal  del  sustituto,  y  los  remite  al  juez 
de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponde  el  pueblo 
de  su  procedencia,  para  que  puedan  ser  reconocidos  y  rati- 
ficados por  las  personas  que  los  hayan  expedido  ó  legaliza- 
do (3). 

ttt&. — A  este  fin,  en  lugar  de  un  mes  que  la  ley  de  reem- 
plazos concede  como  término  para  la  presentación  de  los'sus- 
titatos,  se  otorga  otro  mas  solo  en  favor  de  aquellos  que  soli- 
citen la  sustitución  y  presenten  el  sustituto  dentro  del  pri- 
mero. 

tsto. — Los  reconocimientos  facultativos  se  practican  por 
dos  profesores  del  cuerpo  de  Sanidad  militar,  nombrado  el 
ano  por  el  Consejo  provincial  y  otro  por  el  comandante  de  la 
caja  ó  por  el  comandante  general,  si  aquella  estuviese  disuei* 
ta,  y  en  caso  de  discordia  la  dirime  un  tercero  elegido  por  el 
Consejo,  si  el  reconocimiento  se  verifica  ante  él,  y  por  el  ca- 
pitán general  ó  el  gefe  inmediato,  si  se  hace  en  el  cuerpo. 

A  falta  de  profesores  activos  del  cuerpo  de  Sanidad  mili- 
tar se  nombran  jubilados  de  la  misma  clase ;  en  defecto  de 
estos  á  los  procedentes  del  antiguo  cuerpo  de  médicos  y  ci- 
rujanos castrenses,  y  por  último  á  los  profesores  civiles^  todos 
los  cuales  son  estrechamente  responsables  de  sus  juicios. 

1119.— Ningún  sustituto  es  admitido  en  la  caja  ó  cuerpo 

(1)  Ibíd.  art.  94,  ley  de  1  «  de  mayo  de  1838  y  real  decreto  de 
S5  de  abril  de  1844,  arU.  1  y  2. 

(3)    Real  orden  de  24  de  mayo  de  1S48. 

(3)    Real  orden  de  14  do  jalío  de  1842,  real  decreto  de  25  de 
abril  de  1844  y  ley  de  4  de  oclubre  de  lKi6. 
Tomo  I.  39 
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en  que  debe  servir,  g¡  no  se  aerediu  por  so  expeátenle  haber 
depositado  en  manos  del  Conseja  prot ineial  el  precio  de  sa 
sostitocion  qae  se  eslíma  en  5000  reales,  de  les  cnales  poede 
recibir  el  sustitoto  160  en  el  acto  y  disponer  de  640  en  favor 
de  su  padre  ó  madre  ó  de  otra  persona  cuyas  relaciones  con  el 
sustituto  convenzan  de  su  buena  aplicación.  Los  4200  restan- 
tes se  colocan  en  el  Banco,  hasta  qae  cumplido  por  el  susti- 
toto el  tiempo  de  su  empefio  ó  inutilizado  en  el  servicio,  se 
presente  á  recoger  dicha  cantidad  provisto  de  los  documeBlos 
oportunos  (4). 

t tts. — El  gobierno,  accediendo  á  las  reclamaciones  de  al* 
gunos  interesados,  otorgó  la  gracia  de  conmutar  el  depósito 
de  4200  reales  en  una  fianza  hipotecaria  por  valor  eqniválen* 
te  (2) ,  y  los  Consejos  provinciales  admiten  la  subrogación, 
constando  el  consentimiento  de  los  sustitutos  (3). 

Por  regla  general  no  se  puede  presentar  mas  de  un  susü- 
tulo,  de  suerte  que  desertado  este,  no  es  Ucito  presentar 
otre  nuevo  para  servir  en  su  lugar  la  plaza  de  soldado  (1). 

t  tío.— Disfrutan  no  obstante  la  gracia  de  segunda  sus-^ 
ütucíon: 

L    Los  sustifuidos  que  Tueren  casados. 

IL  Los  hijos  únicos  de  padres  que  no  tengan  otro  varoa 
mayor  de  catorce  aflos,  ó  que  sí  lo  tuvieren,  sea  ordenado 

UI.  El  bijo  único  de  viuda  y  el  nieto  de  abuelo  ó  abueUk 
sin  otros  hijos  ni  nietos  mayores  de  aquella  edad. 

lY.  El  huérfano  único  sin  mas  hermanos  mayores  de  la 
misiua. 

y.  El  que  tenga  otro  hermano  único  sirviendo  en  el  ejér- 
cito ó  en  la  marina  militar ,  aunque  sea  en  clase  de  oficial 
soltero  por  llamamiento  6  convocatoria  legal,  ó  por  empefio 
voluntario  contraído  un  a&o  antes  de  aqueUa  qmita. 

YL    Los  matriculados  en  cualquiera  ubi versidad  del  reino, 

(i)  Real  decreto  de  25  de  abril  de  1844,  arts.  9  y  10. 

(S)  Real  érden  de  Si  de  octubre  de  lSá6. 

(3)  Real  drden  de  £0  de  mavo  de  iS4a 

(4)  Reales  órdenes  de  14  de  abril  j  28  ito  setiembre  de  1S39. 
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estableoimieiito  de  enseñanza  pública  ó  colegios  incorporados^ 
habiendo  ganado  tres  cursos  á  lo  menos  con  buenas  notas. 

VIL  Los  alumnos  de  la  Academia  de  las  nobles  artes  de 
San  Fernando  en  iguales  circunstancias  (4). 

t990.— La  deserción  del  sustituto  antes  del  primer  alio 
de  su  serricio  contado  desde  el  dia  de  su  entrega  en  la  caja  6 
en  el  cuerpo  (2)  empeña  la  responsabilidad  personal  del  so^ 
tituido  (3),  bien  proceda  la  sustitución  de  cambio  de  n6méro, 
ó  it  coalquier  otro  conirenio  gratuito  ú  oneroso  entre  los  in- 
teresados (4),  y  sean,  ó  no,  los  snstitotos  licenciados  del 
ejército  (5). 

Los  sustitutos  desertados  y  después  aprehendidos  ó  pre^ 
sentados,  aun  cuando  fueren  sentenciados  á  presidid^  no  se 
reemplazan  con  sus  sustituidos,  porqo^  la  captura  ó  sumisión 
del  delincuente  hace  cesar  en  el  acto  toda  respodsabftidad  ét 
parte  de  aquellos  á  quienes  sustituyen  (6).  < 

ARTIGütO  9  .^^-^^TÓ^U^O*. 

l2St. — QniéDes  son  prófugos.  sion  del  prdfugo. 

1222.— Casos  que  la  ley  explica.  1228.— Enlroga  delprdfago  por 
1223. — Declaración  de  prófugos.  .    no  alistado. 

1224.  -^  loslraccioQ    del    ezpe-  1 229«— Pena  del  prdfugo, 

diente.  1230.— Extradición  de  los  pr6- 
1225.— Decisión.  fugos  y  desertores. 

1226.— Efectos  de  la  providencia.  1231.— Aplicacioiká  las  armas  po» 
1227.— Presentación  6  aprehen-  via  de  castigo. 

tt9t. — La  ley  considera  como  prófugos:  , 

L  A  los  que  no  se  presentan  personalmente  en  losl.flias 
señalados  para  el  llamamiento  de  Iqs  mozos  y  su  declaración 
da  soldados,  hallándose  en  el  pueblo  ó  ji  distancia  d«(  díee  le-* 

(1)  Real  decreto  de  95  de  abril  de  1844y  art.  42. 

(2)  Orden  del  Regente  de  11  de  diciembre  de  1842. 

(3)  Ley  de  reemplazos,  art.  94,  y  decreto  de  25  de  abril,  art.  i:{. 

(4)  Real  decreto  de  27  de  oetabre  de  1938,  y  real  orden  de  25  de 
Ionio  de  1839. 

(5)  Orden  del  Regente  de  21  de  noviembre  de  tSi2,  -  .  ,  ,.^ 

(6)  Ordenes  del  Regente  de  2  i  de  noviembre  de '  1 84 1  y  1  f  dé  di- 
cienbro  de  1842.  *  .  ^ '  '•''   "I 
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guaso  meaos,  si  áo  acreditan  causa  jasU  para  ao  habéis 
presentado.  '  ^   ' 

11.  A  los  que  declarados  soldados  ó  suplentes  no  se  pre- 
senten cuando  se  les  cite  para  ser  conducidos  á  la  capital ,  ó 
no  concurran  prontamente  á  ella,  de  modo  que  puedan  ser 
entregados  en  la  caja  ,  antes  de  que  se  retire  el  comisionado 
al  efecto. 

tttt. — No  se  reputan  prófugos: 

1.  Los  que  se  hallan  distantes  mas  de  diez  leguas  del  pne* 
blo  en  que  se  les  declara  soldados  ó  suplentes,  si  se  presen-» 
tan  dentro  del  término  prudencial  que  el  Ayuntamiento  fes 
seDalare  en  consideración  á  las  distancias. 

H.  Los  que  no  se  hubiesen  presentado  ni  á  la  rectificación 
del  alistamiento  en  los  dias  festivos  del  mes  de  marzo ,  ni  al 
sorteo  del  mes  de  abril;  pero  no  tienen  derecho  para  reclamar 
contra  estos  actos. 

IMS.— Para  hacer  la  declaración  de  prófugo  se  abre  una 
especie  de  juicio  contradictorio  de  dos  grados,  porque  cono- 
ce de  estos  asuntos  contenciosos  el  Ayuntamiento  en  primera 
instancia,  y  en  seguida  el  Consejo  provincial  en  uso  de  una 
jurisdicción  extraordinaria. 

tvtl. — El  Ayuntamiento  manda  instruir  un  expediente 
individual,  haciendo  constar  brevemente  la  falta  de  presenta* 
cion  con  certificado  de  lo  que  resulte  de  las  actas  céi  dos  ó 
tres  testigos.  En  seguida  se  pasa  el  expedienté  aVlsfódicoco-* 
mo  parte  fiscal,  para  que  exponga  lo  conveViiénte  en  el  tér- 
mino preciso  de  veinticuatro  horas,  y  después  8% ^airé|ff)or 
un  plazo  igual  al  padre,  curador  ó  pariente  cercano  del  inte- 
resado á  fin  de  que  den  sus  descargos;  y  si  no  hubiere  aque- 
llas personas,  ó  no  quisieran  aceptar  semejante  defensa,  se 
nombra  de  oficio  un  vecino  honrado  que  la  sostenga.  El  Ayun- 
tamiento oye  en  juicio  verbal  las  justificaciones  de  entrambas 
partes  y  decide  el  negocio,  en  el  supuesto  que  todas  las  dili- 
gencias deben  ocupar  á  lo  mas  cinco  dias. 

1195. —La  decisión  del  Ayuntamiento  comprende  la  de- 
claración de  ser,  ó  no,  prófugo  la  persona  acusada  como  tal, 
y  en  el  primer  caso  abraza  también  la  condenación  al  pago 
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át  los  gastos  que  se  ocasíonea  en  su  busca  y  coaduccioa  ,  y 
ti  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que  sufra  el  suplen- 
te, si  Tuese  preciso  llevarle  á  la  caja ,  salvo  su  derecho  para 
la  liquidación  del  importe.  Asimismo,  si  hubiere  indicios  de 
la  complicidad  de  otras  personas  en  la  fuga,  el  Ayuntamien- 
to debe  resolver  que  se  pase  certiíicacion  de  aquel  resultado 
al  tribunal  competente,  para  que  proceda  á  la  formación  de 
causa  según  sus  atribuciones. 

t99G.— Esta  providencia  se  lleva  al  instante)  á  efecto;  pe* 
ro  si  el  prófugo  se  presenta  después,  ó  fuere  aprehendido,  se 
remite  e(  expediente  al  Consejo  provincial ,  quien  en  su  vis- 
ta y  dyendo  al  prófugo  de  plano  é  instructivamente,  contir- 
ma  ó  revoca  la  primera  providencia,  y  dispone  la  entrega  de 
aquel  individuo  en  la  caja  de  quintos  ó  en  el  cuerpo  en  que 
sirva  su  suplente. 

También  se  remite  el  expediente  M  mismo  Consejo  cuan« 
do  el  Ayuntamiento  absuelve  al  acusado,  para  que  lo  tenga 
presente  si  ocurre  alguna  reclamación,  en  cuyo  caso  procede 
de  la  manera  breve  y  sumaria  que  en  el  anterior. 

t9t9.-*PreseDtado  ó  aprehendido  el  prófugo  queda  libre 
el  último  suplente  en  el  servicio,  ó  aquel  que  tuviere  el  nú  ^ 
mero  mas  alto  0);  y  si  el  prófugo  fuera  conducido  'ante  la 
autoridad  por  algún  mozo  comprendido  en  el  alistamiento  del 
mismo  ó  de  otro  pueblo,  el  aprehensor  queda  libre  de  la  suer- 
te que  tenga  en  aquel  reemplazo,  entendiéndose  subrogado 
en  su  lugar  el  aprehendido,  sin  perjuicio  deque  también  sea 
dado  de  baja  el  suplente  de  este,  si  lo  tuviere,  no  obstante  que 
resulte  un  hombre  de  menos  en  el  ejército. 

Esta  compensación  es  un  beneficio  de  la  ley  y  un  dere- 
cho personal.  Bajo  el  primer  aspecto  no  alcanza  al  quinto 
aprehensor,  sino  mientras  no  fuere  filiado  en  el  cuerpo  á  que 
se  le ha'destinado:  otorgarle  mayor  latitud,  sería  menoscabar 
la  instrucción  y  la  disciplina  del  ejército. 

tM9. — Por  la  otra  faz  es  intransmisible,  y  así  no  aprove- 
cha sino  al  aprehensor  ó  á  su  suplente,  si  lo  tuviere;  mas  pa- 

(1)    Real  orden  de  28  de  enero  de  184<J. 
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ra  que  la  aprehensión  canse  la  libertad  del  apreheosor,  eseir- 
ciinslaacia  aecesaría  que  el  prófago  sea  de  su  misoio  puebla 
éá  lo  meaos  de  so  mísaia  provincia  (4). 

tt^o.— El  prófugo  es  desUoado  al  senrício  por  el  tiempo 
ordinario  coa  el  aomenlo  de  ono  á  dos  años;  y  ai  no  fuere 
apto  para  las  armas  por  falta  de  talla  ó  por  otro  defecto ,  sa« 
tísface  por  vía  de  castigo  todas  las  costas  y  dafios  á  que  bo- 
biere  dado  lugar  con  sa  fuga,  y  además  naa  multa  de  cinco  á 
treinta  duros  (S). 

t^SO.-^En  virtud  de  tratados  existentes,  las  autoridades 
espaiolas  pueden  reclamar  de  las  portuguesas  la  entrega  de 
los  prófugos  y  desertores  refugiados  en  el  reino  Tocino  fS). 

tMt.-^EI  servicio  militares  un  deber  del  ciudadano,  y 
asi  no  puede  hacer  nunca  las  veces  de  pena  para  los  reos  da 
delitos  comunes.  Solian  antes  los  tribunales  castigar  á  los  va- 
gos, viciosos  y  mal  entretenidos  con  la  aplicación  á  tas  armas 
por  cierto  ntímero  de  afios;  pero  boy  se  halla  formalmente  pro- 
hibido apNcar  á  nadie  á  las  armas  en  virtud  de  providencia 
gubernaliva  ó  sentencia  judicial,  ya  porque  el  cédigo  penal 
no  lo  establece,  y  ya  también  porqué  asi  lo  exigen  la  oiarali- 
dad  del  ejército  y  las  reglas  severas  de  la  discípiina  militar  (4). 

CAPÍTULO  ra. 

Be  la*  iia«fi!»ie«l«i  ele  naar. 

1832.— ScrTicio  naval.  1237.— Drganitacion  del  servi- 
les 3.— Fondamento  de  la  umn-  cíe  maritino. 

na  miliur.  t23&— Excluidos. 

1234.— Importaocia  de  las  ma-  1239.— Volúntanos  y  sastitatos. 

trícalas  de  nar.  1240.-^Prí?í)6gios  de  los  matriz 
ISII^. — laiBerípoioa.  cntaéM. 

1236.— Obligaciooes  de  los  ins- 
critos. 

t!rs9.— Bl  servicio  naval  es  ona  parte  eseDCialísíma  del 
militar,  porque  á  la  defensa  de  la  aacioa  conoirren  igual- 

(1)  Realdrdan  de  l.«  dedicianbrade  1839. 

(2)  Ley  de  reemplazos,  cap.  xy. 

r3)    Real  drden  de  1 4 de  abril  de  1838.. 
(4)    Real  orden  de  !3  deagoslo  de  1839. 
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menie  el  ejército  y  la  armada.  La  importaacia  de  la  marina 
de  goerra  es  sama  para  los  estados  que  como  la  Espafia  con*» 
senran  todavía  ricas  posesiones  en  los  mas  remotos  confínes 
del  mundo;  preciosos  restos  de  nuestra  grandeta  en  aquellos 
tiempos  en  que  el  sol  nunca  se  ponía  en  nuestros  dominios.  Los 
buques  de  guerra  son  además  fortalezas  flotantes  que  prote-* 
gea  el  comercio  ejerciendo  la  policía  de  los  mares,  y  hacien^ 
do  respetar  donde  quiera  que  tremole  el  pabellón  nacional. 

t9SS«— tfas  para  que  exista  una  marina  hábil,  fuerte  y 
aguerrida,  es  preciso  procurarse  antes  de  nada  marineros 
diestros  en  la  maniobra,  prácticos  en  la  navegación  y  acos** 
tumbrados  á  domar  con  rostro  sereno  la  furia  de  los  elemen- 
tos. Esta  es  la  razón  por  qué  la  marina  mercante  y  aun  la  pes* 
cadora  son  la  base  de  la  de  guerra,  y  la  causa  de  reclutar  el 
gobierno  la  gente  necesaria  para  tripularlos  entre  los  bom- 
bees de.mar. 

ttS4.— «Las  matriculas  de  mar  ó  milicias  navales  son 
indudablemente  la  base  y  único  cimiento  de  la  marina  pesca- 
dora*  mercante  y  de  guerra,  pues  que  ellas  educan  y  orga- 
nizan bueaos  marineros  que  ni  se  forman  en  poco  tiempo, 
ni  se  adquieren  con  caudal  alguno»  (1). 

t9S&.— La  matrícula  naval  es  el  registro  que  cada  co«* 
mandante  de  marina  lleva  de  los  hombres  de  mar  alistados 
en  el  distrito  de  su  mando.  Esta  incripcion  es  voluntaria,  sien- 
do admisible  todo  individuo  de  diez  y  ocho  á  cuarenta  y  cin-^ 
co  afios,  que  según  reconocimiento  facultativo  tenga  la  ro* 
bustez  suficiente  para  servir  con  utilidad  en  los  bajeles  de  la 
armada. 

ttse.— Todo  inscrito  en  la  matrícula  de  mar  está  su- 
jeto á  servir  en  los  buques  de  guerra  y  á  salir  á  campaña 
cuando  fuere  convocado,  según  el  orden  sucesivo  que  cor- 
r0sp6ndei  cada  uno,  como  individuo  del  trozo,  difísion,  bri- 
gada y  tercio  á  que  se  halle  incorporado,  siendo  igual  y  co^ 
mun  la  obligación  de  acudir  al  servicio  de  los  bajeles  y  ar- 
senales. 

(I)  Exposición  del  decreto  de  la  Regencia  de  S7  de  notiéiif^ré 
da  1840. 
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t0S9.-^Las  dos  brigadas  de  cada  tercio  aliefoaik'aQiial-* 
méate  y  de.uoa  manera  uniforme  en  la  carga  de  proveer  la 
gente  necesaria  para  el  servicio  ordinario  de  campaña,  reem- 
plazando las  bajas  y  haciendo  las  remesas  de  aumento  que  se 
les  pidieren.  Las  divisiones,  cada  una  de  las  cuales  oomprea- 
de  la  tercera  parte  de  la  marinería  que  forma  ja  brigada,  es- 
tablecen entre  sí  la  propia  alternativa.  Los  trozos  coatieaea 
la  gente  de  mar  avecindada  en  cada.pueblo  de  los  compren» 
didos  en  los  límites  de  una  provincia  marítima.  Al  repartir  la 
gente  en  los  trozos  debe  procurarse  que  los  padres,  hijos  y 
hermanos  no  sean  incluidos  en  uoo  mismo ,  ai  en  los  de  nú- 
meros semejantes  en  la  calidad  de  pares  ó  impares,  con  ta 
mira  de  impedir  que  se  vean  en  la  necesidad  de  prestar  jun- 
tos el  servicio  marítimo  dejando  abandonados  sus  hogares. 

Una  división  presta  el  servicio  activo,  y  otra  está  embar- 
gada para  el  año  siguiente;  mas  si  quedaren  algunos,  indivi- 
duos de  la  primera  sin  %lir  á  campaña,  deben  estar  en  em- 
bargo para  el  próximo  reemplazo. 

Por  campaña  de  mar  se  entiende  et  servicio  de  on  año  en- 
tero á  bofdo  de  los  bajeles  de  la  armada  en  cualquier  desti- 
no ó  comisión  en  que  se  hallaren,  ó  bieaea  los  depósitos  de 
arsenales  para  las  faenas  marineras  que  ocurran,  y  proveer 
los  reemplazos  de  los  armamentos. 

El  embargo  de  un  año  para  otro  se  redaee  á  que  sus  ma- 
triculados solopueden  navegar  á  puertos  de  los  dominios  es* 
pañoles  en  Europa  en  tiempo  proporcionado,  para  que  no  ba- 
gan falta  á  su  convocatoria;  pero  los  embargados  para  reem- 
plazos en  el  mismo  año,  no  pueden  navegar  á  puertos  fuera 
del  departamento. 

ttS9.— No  se  incluyen  en  el  repartimiento  ó  convoca- 
toria: 

I.  Al  hijo  único  de  un  padre  de  quien  consta  estar  desti^ 
nado á  campaña,  siendo  dudoso  su  regreso  en  el  mismo  año. 

IL    Al  padre  que  tuviere  un  hijo  en  el  propio  caso. 

III.  Al  hijo  soltero  de  viuda  que  tuviese  otro  hermano  en 
campaña,  si  provee  k  la  subsistencia  de  su  madre. 

IV.  Ni  á  otro  cualquiera  cuya  auseacia  por  circunstancias 
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raras,  exponga  en  notorio  riesgo  su  honra  y  hacienda,  si  no 
tiene  medios  de  veri&car  una  permuta. 

Las  excepciones  deben  alegarse  y  proponerse  las  permu- 
tas en  tiempo  suficiente  anterior  á  la  convocatoria ,  pues  si 
aguardan  ios  interesados  el  momento  de  salir  la  marinería  á 
campaña  son  desatendidas,  á  no  ser  que  bobieren  ocurrido 
recientemente  motivos  moy  graves  y  notorios  para  declarar- 
los exentos  (1). 

1: 980.— También  se  admiten  voluntarios  en  el  servici^ 
raarftimo  con  sujeción  á  ciertas  reglas  encaminadas  á  impe- 
dir que  la  tolerancia  excesiva  del  gobierno  redunde  en  me- 
noscabo de  los  intereses  de  la  armada. 

I.  Los  voluntarios  deben  pasar  de  veinte  aíios,  tener  ap- 
titud conocida,  y  no  exceder  de  la  octava  parte  del  cupo  de 
cada  provincia.      ^  ' 

IL  Los  cambios  de  número  solo  están  permitidos  entre 
individuos  de  iguales  circunstancias,  y  nunca  con  el  que  tenga 
menos  de  dos  aftos  de  matriculado,  sin  que  pueda  considerar- 
se libre  el  sustituido  mientras  no  sea  admitido  el  sustituto, 
previos  los  debidos  reconocimientos  y  un  mes  después. 

IIL  Las  provincias  quedan  obligadas  á  reemplazar  todo 
hombre  que,  resulte  ínátil  en  el  primer  afk>  de  servicio  {%). 

f  )i40. — Las  leyes  que  imponen  estas  cargas  á  los  matri- 
culados de  mar,  también  procuran  hacerlas  mas  llevaderas 
dispensándoles  ciertos  privilegios  fundados  en  los  principios 
de  justicia  y  en  razones  de  conveniencia  pública. 
Disfrutan  los  matriculados  de  mar: 

L    De  la  exención  de  quintas  (3), 

IL  De  la  exención  de  alojamientos,  bagajes  y  otras  car- 
gas concejiles  (4). 

IIL  Del  derecho  exclusivo  de  la  pesca  y  navegación  en 
el  agua'salada  (5). 

(1)  Ordenanza  de  las  matrículas  de  mar. — Véai»e  el  tít.  vii,  h- 
bro  ¥1,  Mov.  Recop. 

(2)  Real  orden  de  2  de  febrero  de  184S. 

(3)  Véase  el  oiim,  ISOO. 

(4)  Véase  el  nüm.  1247. 

(5)  Ley  1,  tít.  vu,  lib.  vi,  Nov.  Recop. 
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lY.  Del  faero  militar  de  marina  ea  todas  sos  cansas  mi- 
les  y  criminales  (4). 

A  Gn  de  que  estos  privilegios  y  principalmente  la  exención 
de  sorteos  les  sean  guardados,  los  comandantes  de  los  tercios 
y  provincias  deben  remitir  á  los  geres  políticos  por  el  mes  de 
enero  de  cada  año,  ona  relación  clasificada  de  todos'las  oui'- 
triculados  que  hallándose  comprendidos  en  la  edad  prevé* 
nida  en  la  ley  de  reemplazos,  estén  inscritos  ea  kts.Ustas 
desde  antes  de  primero  de  julio  anterior,  y  sehayaii  ejerci- 
tado en  las  industrias  de  mar  exceptuadas  de  la  Ubertad  co* 
mun  en  su  beneficio  (2). 

CAPÍTULO   IV. 

De  las  ear^as  proTineiales. 

ISéL-^Fandamento  de  estas  car-  i243.~Gargo  de  diputado  pro- 
bas, víncial. 

1S42.—KazoD  de  aa  corte  nü*  tS44.— -Eaonaas. 
mero. 

1941. — Pertenecen  las  cargas  provinciales  á  la  segunda 
especie  de  las  públicas,  y  obligan  en  consideración  á  la  cua- 
lidad de  habitante  de  esta  6  aquella  provincia. 

Sea  la  provincia  unidad  natural  ó  administrativa  (3),  comT 
pónese  de  una  agregación  de  individuos  que  moran  en  cierto 
territorio  y  están  ligadas  por  vínculos  de  interés  común;  de 
donde  nace  el  derecho  á  los  aprovechamientos  y  la  sujeción 
á  las  cargas  provinciales. . 

1949.— Entre  esta  clase  de  obligaciones  hay  muy  pocas 
personales «  siendo  el  mayor  número  de  las  relativas  á  las  per- 
sonas, cuando  no  generales,  municipales.  Procede  su  esca- 
sez de  que  la  provincia  no  liga  con  lazo  tan  estrecho  á  los  in- 
dividuos como  el  estado  y  el  pueblo,  por  su  carácter  de  agre- 

(1)  Ibid.  V  las  2,  3,  7  y  8  del  mismo  tit. 

(2)  Real  orden  do  3  de  marzo  de  1846. 

(3)  Véase  udm.  454. 
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praa  á  costa  de  gravámenes  ímpaestos  á  las  personas  y  á  las 
propiedades  de  sus  administrados;  de  suerte  que  asi  como  la 
existencia  colectiva  lleva  implicito  el  goce  de  ciertos  dere- 
chos, asi  lleva  también  anejo  el  cumplimiento  de  ciertos  de- 
beres correlativos.  Los  jurisconsultos  romanos  exponían  es- 
ta regla  de  equidad  y  este  principio  de  justicia  en  aquella 
máxima  tan  sabida,  qui  sentit  cómoda,  incomoda  etiam  sen- 
tiré debet. 

i t4e.— La  primera  de  las  cargas  municipales  ioherentes 
á  las  personas  es  la  obligación  de  servir  los  oficios  conceji- 
les ó  Tormar  parte  del  Ayuntamiento,  contribuyendo  á  la ad  • 
roinistracion  local  cada  uno  en  el  puesto  á  que  el  sufragio  de 
sus  convecinos  le  llama.  Nadie  puede  reusar  el  cargo  sin 
causa  legítima  según  la  ley  debidamente  probada  á  juicio  de 
la  administración. 

I!t41.— Están  exentos  de  servir  los  oficios  concejiles: 

L  Los  mayores  de  sesenta  años  y  los  físicamente  impe- 
didos. 

11.  Los  diputados  á  cortes  y  diputados  de  provincia  has- 
ta un  año  después  de  haber  cesado  en  sus  cargos  (1). 

IH.  Los  retirados  de  todas  clases,  tanto  del  ejército,  co- 
mo de  la  armada  (21). 

IV.  Los  matriculados  de  marina,  si  bien  no  deben  consi- 
derarse autorizados  por  su  fuero  para  eximirse  por  si  aban- 
donando sus  cargos  mientras  no  se  hallen  en  actual  servicio, 
sino  hacer  sus  reclamaciones  por  conducto  de  los  gefes  res- 
pectivos, y  esperar  la  resolución  conveniente  (3). 

Y.  Los  empleados  de  correos  que  tengan  nombramiento 
real  ó  del  director  del  ramo,  pues  para  que  puedan  desem^ 
peQar  cumplidamente  su  servicio  con  el  esmero  personal ,  fi- 
delidad y  secreto  que  exige  el  sagrado  de  la  correspondencia, 
se  les  exime  de  todo  cargo  de  república  (4). 

Tal  vez  el  legislador  debiera  declarar  el  ejercicio  de  es- 


(!)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  SS. 

(Si  Reales  órdenes  de  21  de  marzo  y  ti  de  abril  de  1815. 

(3)  Real  orden  de  i.**  de  marzo  de  1846. 

(4)  Acuerdo  de  las  cdrtes  de  I  .•  de  julio  de  1837. 
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tos  empleos  incompatible  con  el  desempeño  de  los  cargos  mu- 
nicipales, mas  bien  que  señalarlo  como  una  causa  de  exen- 
ción, pues  cuando  la  importancia  de  un  servicio  administra- 
tivo lo  reclama,  quien  lo  desempeña  debe  consagrarle  forzo- 
samente todo  su  tiempo  y  todo  su  trabajo. 

1949.— El  carácter  general  de  las  escusas  es  el  de  una 
escepcion  voluntaria,  porque  constituyen  una  especie  de  pri- 
vilegio ya  personal,  ya  de  clase,  y  según  las  reglas  mas  sen- 
cillas de  la  jurisprudencia,  cada  uno  es  dueño  de  renunciar 
el  derecho  introducido  en  su  Tavor. 

1949.— Es  el  alojamiento  otra  carga  personal  inherente 
á  la  cualidad  de  vecino,  y  consiste  en  la  obligación  de  hos- 
pedar y  aposentar  en  sus  casas  á  los  individuos  del  ejército  ó 
armada,  cuando  transitan  por  los  pueblos. 

tt&O. — Tienen  derecho  á  ser  hospedados  ó  gozan  del  alo- 
jamiento activo  dentro  del  itinerario  ó  ruta  señalada  en  sus 
pasaportes  (1): 

I.  Los  oficiales,  soldados,  ministros  y  dependientes  del 
ejército  y  sus  familias. 

II.  Todo  oficial,  sargento,  cabo  ó  soldado  que  vaya  en 
comisión  del  servicio,  aunque  no  sea  en  partida,  expresán- 
dolo el  pasaporte;  pero  no  el  que  usare  de  licencia  para  sus 
negocios. 

III.  Los  que  obtienen  licencia  para  retirarse  á  sus  casas 
y  los  que  la  trajeren  absoluta  para  dejar  el  servicio,  aunque 
con  la  limitación  de  dias,  proporcionada  á  la  distancia  entre 
los  ejércitos  ó  cuarteles  y  los  logares  á  donde  se  retiran. 

IV.  Los  matriculados  de  marina  cuando  van  á  servir  ó  se 
retiran  á  sus  casas  (2). 

Y.  Toda  fuerza  que  subsista  en  cualquier  punto  menos 
de  un  mes,  pues  se  considera  como  destacada  en  comisión  del 
servicio  personal,  y  no  de  guarnición  (3). 

tt&f .— El  alojamiento  pasivo  era  antes  un  gravamen  que 
pesaba  principalmente  sobre  el  estado  llano  á  causa  de  los 

(1)    Ley  15,  art.  94  del  tít.  xix,  lib.  vi,  Noy.  Recop. 

(tí)    Leyes  14,  16  y  18,  y  nota  3  de  la  ley  de  23  del  mismo  tít. 

(3)    Real  drden  de  6  de  agosto  de  1845. 
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muchos  privilegios  que  se  otorgabaa  á  las  demás  clases  del 
estado.  Uoa  resolución  de  las  cortes  posterior  k  la  jora  de  la 
CoQstitucion  de  1837,  declara  como  incompatibles  con  el  prin- 
cipio del  igual  repartimiento  de  las  cargas  públicas  las  exen- 
ciones de  alojamiento,  y  convierte  este  servicio  en  una  car- 
ga general ,  con  la  sola  excepción  de  los  obispos  y  párrocos 
á  quienes  dispensa  de  la  obligación  común  de  alojar  en  sus 
palacios  y  moradas  (4 ).  ^ 

1951.— Posteriormente,  á  pesar  de  dicha  ley,  se  ha  otor- 
gado exención  de  alojamientos: 

I.  A  los  gefes  y  oficiales  del  ejército  excedentes  ó  en  si- 
tuación de  reemplazo  (3) . 

II.  A  los  alumnos  de  la  Academia  especial  de  ingenieros 
del  ejército  en  cuanto  á  sus  casas  propias  ó  arrendadas ,  por- 
que se  reputan  como  militares  en  activo  servicio  (3). 

lU.  A  los  aforados  de  guerra  y  marina  que  no  disfratei 
otra  renta  que  su  sueldo  ó  haber  de  retiro,  exceptuando  los 
casos  extraordinarios  de  llena  en  que  se  hallen  ocupadas  las 
viviendas  de  todos  los  individuos  del  Ayuntamiento,  ó  que  el 
vecindario  tenga  alojamientos  duplicados.'Mas  si  los  aforados 
fuesen  además  labradores  ó  granjeros  y  vecinos  con  casa 
abierta  y  con  el  goce  de  todos  los  aprovechamientos  coomi*' 
nes,  contribuyen  bajo  este  concepto  al  servicio  de  alojamien- 
tos, del  cual  se  hallan  sin  embargo  exentas  su  casa  y  ha- 
bitación (4). 

lY.  A  los  administradores  principales  de  correos,  áios 
de  estafetas  y  á  los  carteros  distribuidores  de  la  correspondeA- 
eia,  aunque  no  en  la  parte  que  esta  carga  tiene  de  servicio 
personal,  sino  por  lo  relativo  á  sus  casas,  de  suerte  que  de- 
ben proporcionar  hospedaje  á  cada  alocado  según  su  clase, 
abonándolo  á  su  propia  costa  (5). 

y.    Finalmente ,  una  real  orden  posterior  at  «cnerdo  de 

(1)  Acuerdo  de  fas  cortes  publicado  en  19  de  marzo  de  t8^^. 

(2)  Betl  orden  de  24  de  febrero  de  I84S, 

(3)  Real  orden  de  8  de  junio  de  1841. 

(4)  Reales  órdenes  de  28  de  febrero  de  1845,  24  de  abril  de  1946, 
y  22  de  abril  de  1848. 

(5)  Real  orden  de  21  de  mayo  de  1846. 
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las  cortes  citado  (1),  sapoae  vigeotes  otras  aoteriores  (2)  de« 
claratorias  de  la  exeocíoo  de  alojamiente  material  en  favor 
de  los  empleados  depositarios  de  caudales  ó  efectos  de  la  ha- 
cieoda  pública  eo  la  misma  forma  qoe  los  de  correos,  si  biea 
con  la  limitacioa  de  no  exceder  el  hospedaje  de  tres  dias, 
,  pues  de  otro  modo  se  entiende  que  la  exención  es  absoluta. 

tt5S.— Donde  hubiere  cuarteles  debe  alojarse  en  ellos 
la  tropa,  y  en  el  caso  de  ser  preciso  alojar  á  los  oficíales  en 
las  casas  de  los  vecinos ,  se  procura,  destinar  á  cada  uno  el 
aposento  que  según  su  grado  le  corresponda.  El  alojamiento 
que  se  diere  á  los  oficíales  del  ejército  en  marcha  ,  n»  debe 
pasar  de  tres  dias  en  cada  pueblo  (3). 

ItftA.— For  último,  haj  todavía  otras  cargas  del  mismo 
Knage  como  la  construcción  y  reparación  de  muros,  puen- 
tes, calzadas  y  fuentes  públicas  y  caminos  vecinales. 

Héllanse  exentos  de  la  prestación  personal  para  constmír 
y  mejorar  estas  obras  los  ordenados  in  sacrii,  pero  no  de  con* 
tribuir  con  su  equivalente  en  dinero  (4).  También  están  es- 
ceptuados  los  babitualmente  impedidos  y  los  pobres  de  solem- 
nidad de  dicha  obligación  con  respecto  á  los  caminos  vecina^ 
les  (5);  escepcíon  que  la  equidad  y  las  reglas  de  la  jurispru* 
denota  aconsejan  hacer  extensiva  con  respecto  á  las  obras  de 
«raros  y  fnentes,  de  puentes  y  calzadas. 


(1)    Beal  drdea  de  13  de  nayo  de  1837. 

(S)    Reales  órdenes  de  29  deinavo  de  1S35  y  S3  del  mismo  de  1836. 

(9)    Leyes  21  y  27,  tit.  xix,  liS.  ti,  Not.  Iteeop. 

(4)  Leyes  51  y  54,  til.  vi,  Parí.  I,  VI  y  VU,  til.  ix,  W>.  i,  Wo?í- 
sima  Recopilación. 

(5)  Ley  de  28  de  abril  de  1848^  art.  3. 
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CAPÍTULO  VI. 

De  las  personas  nterales. 

\  S5 5;— Corporaciones.  pecto  á  las  prorincias. 

1256.— So  dÍTisioD.  -  tS5<  .-*á  los  AyuDlamíeDtos. 

1257.— Su  naturaleza»  1262.— á  los  establecimientos  pd- 
1258.— PersoDas  morales.  blicos  y  fundaciones  ^- 

t259.— Tutela  administrativa.  Ucnlares. 

1260.— Actos  de  tutelt  con  res- 

t)i&ft.— Hay  en  los  estados,  además  de  las  relaciones  co- 
munes k  todos  ios  miembros  en  los  distintos  grados  de  la  so- 
ciedad civil ,  vínculos  particulares  que  constituyen  varios 
cuerpos  dotados  de  una  existeocia  colectiva  ,  pero  siempre 
subordinados  al  gobierno;  y  ora  sean  establecimientos  de  ca- 
ridad, ofa  oorporacíoaes  científicas ,  instituios  religiosos  ú 
otros  cualesquiera,  dividense  en  legítimos  é  ilogitimos,  pú- 
bKcofi.y  priíados. 

tM«.'— Sdü  legítimos  aquellos  que  la  lef  aprueba  ó  con- 
siente, é  ilegítimos  ios  que  prohibe  ea  coosideracíoa  á  "Sus 
gQ^,péli¿Q0)5os  ó  reprobados:  piblícos  los  establecidos  ó  au- 
torizados por  el  soberano»  y  particulares  los  que  deben  so  ori- 
gen á  convenciones  individúate».  Los  ilegítimos  corresponden 
al  dominio  de  la  legislación  penal,  y  los  particulares  pertene- 
cen exclusivamente  al  derecho  civil,  salvo  aquellos  cuyo  obje- 
to Tuere  satisfacer  alguna  necesidad  politica  ó  prestar  algún 
servicio  administrativo,  pues  estos  y  los  públicos  oalran  eila 
compettencia  de  la  administración.  .^ .:; 

t)i&7.— Las  corporaciones  legítimas  y  públicas  |^iy  len- 
ticulares que  se  les  asemejan,  forman  un  ente  absirá^lo  re- 
vestido con  los  derechos  y  las  facultades  de  su$^  miembros 
reunidos  en  cuerpo  para  adquirir  una  exísteacia  común,  me- 
diante la  autorización  del  poder  público.  Asi  se  convierte  la 
corporación  en  una  persona  colectiva,  y  una  vez  constituida, 
es  ella  quien  manda  y  ejecuta,  quien  adquiere  y  posee,  y  no 
los  individuos  que  la  componen.  La  abnegación  de  la  volun- 
tad propia  en  favor  del  cuerpo  llega  hasta  el  punto  de  no  te- 


Digitized  by 


Google 


I 


LIBRO   KV.    DB   LA   MATBBIA  ADMINISTRATIVA.  625 

ner  derecho  á  reclamar  una  mfaima  parte  de  los  bienes  co- 
'  lecUiros  el  miembro  que  se  separa;  y  sí  todos  jautos  mútoa* 
mente  consintiesen  en  disolverla  sociedad,  aun  permanecerá 
viva,  puestas  instituciones  creadas  por  la  ley,  solo  por  la  ley 
pueden  ser  muertas  y  destruidas. 

DiiftS.— Tal  es  el  carácter  de  estas  corporaciones  ó  perso- 
nas morales  que  asi  las  llama  el  derecho  administrativo.  En 
la  comunidad  dé  intereses  se  funda  su  naturaleza,  y  la  capa- 
cidad de  adquirir,  enajenar  y  poseer  constituye  su  represen- 
tación civil  y  sus  medios  de  existencia. 

Sin  embargo  medía  entre  los  individuos  y  las  corporacio- 
nes una  grave  diferencia  bajo  su  aspecto  de  propietarios^ 
pues  el  derecho  de  propiedad  es  ilimitado  para  los  primeros, 
y  en  las  segundas  está  circunscrito  á  una  especie  de  fideico* 
miso  en  interés  de  las  futuras  generaciones.  En  efecto,  es- 
tos cuerpos  se  perpetúan  en  la  serie  de  personas  que  se  snce* 
den  encadenándose  como  los  siglos:  son  un  conjunto  de  par- 
tes que  se  modifican  continuamente  ,  subsistiendo  siempre 
el  espíritu  de  la  comunidad. 

ttfti».— Por  esta  causa  la  administración  considera  á  las 
corporaciones  públicas  en  un  estado  de  perpetua  minoria,  y 
ejerce  con  respecto  á  ellas  su  derecho  de  patronato  ó  una  su- 
prema vigilancia  é  inspección,  ya  con  la  mira  de  conservar  ea 
bien  del  estado  unos  establecimientos  tan  útiles,  y  ya  con  el 
fin  de  proteger  los  derechos  de  las  generaciones  futuras,  de- 
fendiéndolas de  las  pasiones  é  intereses  de  la  generación  pre- 
sente* 

He  aquí  la  fuente  de  los  actos  de  tutela  administrativa  ca- 
yo ejercicio  pertenece  ai  gefe  del  estado  en  qoien  reside  la 
plenitud  del  poder  necesario  para  ejecutar  las  leyes;  actos  del 
poder  discreccional  quesi  son  graves  ó  requieren  maduro  con- 
sejo, no  los  dicta  la  autoridad  sin  una  deliberación  previa. 

DiO^.— Las  provincias,  los  ayuntamientos  y  los  estable- 
cimientos públicos  de  toda  clase  son  fas  tres  categorías  ea 
que  se  distribuyen  las  personas  morales. 

Todos  los  actos  de  gestión  provincial,  á saber,  los  relati- 
vos á  la  administración  de  las  propiedades,  condiciones  de  los 
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arrienilos  y  oombramiento  de  adoioistradores;  á  lá  codapni, 
venta  y  cambio  de  fiacas;  á  los  litigios  que  convenga  intentad 
ó^sostener;  á  la  aceptación  de  mandas  y  legados  ó  á  otros  net 
gocios  de  igual  naturaleza,  son  objeto  de  una- deliberación  de 
las  Diputaciones  provinciales,  si  bien  carecen  de  fuerza  eje- 
cutoria ,  mientras  el  gefe  político  ó  el  gobierno ,  según  los 
casos,  no  las  aprueben  [i)  en  uso  de  su  protectorado  6  deber 
de  tutela. 

ttet. — Los  actos  análogos  de  gestión  municipal,  esdecir, 
los  arrendamientos  de  fincas,  arbitrios  y  bienes  del  común; 
el  plantío,  cuidado  y  aprovechamiento  de  sus  bosques  y  la 
corta,  poda  y  beneficio  de  sus  maderas  y  lefias;  la  enagenacion 
de  bienes  muebles  é  inmuebles  y  sus  adquisiciones ,  reden- 
ción de  censos,  préstamos  y  transaciones  de  cualquiera  es- 
pecie; la  aceptación  de  donaciones  y  legados;  la  introducción 
de  una  demanda  en  juicio  y  su  contestación  y  otros  equiva- 
lentes, son  materia  de  un  acuerdo  del  Ayuntamiento ,  aun- 
que sin  la  aprobación  del  gefe  político  ó  del  gobierno  tam- 
poco son  ejecutorios  (2);  y  al  aprobar  ó  desaprobar  estos  actos, 
el  gefe  del  estado  ó  las  autoridades  en  quienes  delega  su 
potestad,  ejercen  el  mismo  derecho  de  patronado  ó  tutoría  con 
respecto  á  dichas  corporaciones. 

19e9. — Por  último ,  los  establecimientos  públicos  y  las 
fundaciones  particulares  están  asimismo  bajo  la  tutela  del 
gobierno.  Antes  residía  este  protectorado  en  varias  autorida- 
des, extendiéndose  hasta  los  negocios  contenciosos  de  aque- 
llos cuerpos  por  medio  de  la  institución  de  juzgados  especia* 
leso  de  privilegio.  ;  i  ■:        n 

Restablecido  el  sistema  representativo ,  los  principios 
constitucionales  exigen  que  todo  lo  administrativo  lo  retenga 
el  Rey,  y  de  todo  lo  contencioso  conozca  la  justicia  ordinaria; 
de  suerte  que  corresponde  al  gobierno,  á  los  gefes  políticos,  & 
los  alcaldes,  y  en  suma  á  cada  autoridad  política  dentro  de  su 
esfera,  el  protectorado,  no  tan  solo  de  los  establecimientos 

* ,  ■ '    ^ '  ''■  ■■'''  *'*•  I 

(1)  Véagendm.  465.  i  T 

(2)  Véase  mím.  515. 
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que  pertenecea  al  estado,  á  las  proviacias  ó  á  los  pueblos, 
sino  también  el  de  los  intereses  colectivos  que  como  el  so- 
corro de  los  pobres,  el  dote  de  las  doncellas  y  otros,  requie- 
ren una  especial  tutela  de  parte  de  la  administración  pública, 
ya  por  su  importancia,  ya  por  carecer  de  representante  que 
eficazmente  los  defienda. 

Siempre  que  el  protectorado  y  el  patronato  ó  la  adminis- 
tración de  los  intereses  públicos  ó  colectivos  están  reunidos 
en  una  sola  mano,  el  gobierno  ejerce  en  toda  su  plenitud  el 
imperio  de  que  se  halla  constitucionalmente  revestido  ;  mas 
cuando  los  patronos  ó  administradores  so*n  personas  particu- 
lares, el  ejercicio  del  protectorado  queda  reducido  á  la  vigi- 
lancia é  intervención  necesarias  para  que  la  voluntad  del  fun- 
dador tenga  debido  cumplimiento  (4). 

La  sumisión  de  las  corporaciones  al  gobierno  impide 
que  constituyan  un  estado  dentro  del  estado,  qu^  sean  noci- 
vas al  bien  público  y  atentatorias  á  los  intereses  de  la  co- 
munidad. 

(1)    Real  orden  de  25  de  marzo  de  1846. 


FIN    DEL    TOMO    PRIMERO. 
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que  8$  hallan  de  venta  en  la  librería  de  Don  Ángel  Calleja^ 
calle  de  Carretas  ^  frente  á  la  Imprenta  nacional, 

A19QÜETIL.  Compendio  de  la  Historia  Universal,  aumentada  con 
los  acontecimientos  ocurridos  en  Europa  desde  donde  cesó  de  es- 
cribir su  autor  hasta  1830 ,  y  un  resumen  geográfico  político  de 
su  estado  actual,  por  don  Fermin  Caballero.  Madrid,  1830:  8.<» 
marquilla  prolongada,  bella  impresión ,  adornada  con  408  estam- 
pas escelentemente  grabadas;    19  tomos,  800  rs.  en  pasta. 

BELLO.  Principios  de  Derecho  de  Gentes.  Due?a  edición  revis- 
ta y  corregida.  Madrid,  1844  :  8.<»,  un  tomo,  14  rs.  en  pasta. 

BEI9THAM.  Compendio  de  los  tratados  de  Legislación  civil  y 
penal,  por  Escriche.  Madrid,  1839:  8.o,  tres  tomos,  25  rs. 
en  pasta. 

BORRELLI.  Elementos  de  Lógica;  nueva  edición  corregida  y 
aumentada  por  don  Luis  de  Mata  y  Araujo.  Madrid,  1844:  16.^ 
un  tomo,  13  rs.  en  pasta. 

GAPEFIGDE.  España  y  Francia  en  sus  relaciones  diplomáticas 
desde  el  advenimiento  de  los  Borbones  hasta  el  dia:  1698.— 1846. 
Traducción  de  don  Baltasar  Anduaga  y  Espinosa.  Madrid,  1847:  8.o 
mayor ,  un  tomo,  20  rs.  en  pasta. 

GASTRILLON.  Lecciones  y  modelos  de  elocuencia  sagrada  y  fo- 
rense. Madrid ,  f840:  8.S  dos  tomos,  26  rs.  en  pasta. 

CAVALLARIO.  Compendio  de  las  instituciones  del  Derecho 
canónico,  traducción  nuevamente  corregida  poc  un  profesor  de  ju- 
risprudencia de  la  universidad  de  esta  Corte,  y  con  notas  orde- 
nadas para  ilustrar  la  doctrina  del  autor  con  cánones ,  leyes ,  de 
Historia  de  Espafia,  por  el  doctor  don  Jorge  Gisbert,  antiguo  di- 
putado á  cortes,  y  presidente  de  sala  de  la  audiencia  de  Valen- 
cia ,  tercera  edición ,  adicionada  con  nuevas  é  importantes  no- 
tas. Madrid,  1850:  8.o  mayor,  dos  tomos  44  r^.  en  pasta. 

COUSIN.  Curso  de  filosofía  sobre  el  fundamento  de  las  ideas 
absolutas  de  lo  verdadero ,  lo  bello  y  lo  bueno ;  traducción  li- 
teral aumentada  connotas  por  don  N.  de  Losada.  Madrid,  1847:  8.<» 
un  tomo,  14  rs.  en  pasta. 

DROZ.   Pensamientos  sobre  el  cristianismo  y  pruebas  de  su 
verdad.  Madrid,  1845:  S.^  mayor,  un  tomo,  14  rs    en  pasta. 
DUPII9.  £1  proceso  de  Jesucristo ,  tratado  histórica  y  jurídi- 
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carneóte;  tradacido  con  notas  por  donF,  Y.  Haerta.  Madrid,  1840: 
16.^  un  tomo,  8  rs.en  pasta. 

FUERO  VIEJO  DE  CASTILLA  y  ORDENAMIENTO  DE  AL- 
GALA,  publicados  con  notas  históricas  j  legales  por  los  doctores 
don  Ignacio  Jordán  de  Asso  y  de)  Rio ,  y  don  Mignel  de  Manuel 
y  Rodríguez.  Nueva  edición,  aumentada  con  un  discurso  del  Excmo. 
Sr.  D.  Pedro  José  Pidal.  Madrid,  1846:  folio,  un  tomo»  A$  n. 
en  pasta. 

HEINEGGIO.  Elementos  del  Derecho  natural  y  de  Geoles, 
corregidos  y  reformados  por  el  profesor  don  Mariano  Locas  Oar* 
rido,  á  loa  <|se  aftadtd  los  de  la  Filosofía'  moral  del  mismo  autor,  y 
traducidos  al  castellano  por  el  bachiller  en  leyes  don  J;  A*  Ojea. 
Madríd,  1837:  4.o,  dos  tomos  en  nao^^Srs.  en  pasta. 

ELfilNEGGIO.  TraUdo  de  >la9  antigüedades  romaáas  para  ilus- 
trar la  jurisprudeoeia ,  arreglado  'según  el  orden  de  las  Institu- 
dones  de  JustiniaDO,  y  tradackk  del  latái  por  don  FraocisceLo- 
rente.  Madríd,  1845:  8.«  mayor,  dos  tomos,  40  rs.  en  pasta. 

JO.  GOTTUEB  HEUfEGH.  ElemenU  Juris  Gtvüis,  4ecim* 
dum  ordinem  institutionom  comaoda  aiditoribns  melbodo  adoma- 
ta.  Madrid,  1846:  8.<' mayor  ^  dos  tomos,  Í4  rsw  eo  pasta. 

UkSERNA  Y  MONTALfiAN.  Tratado  académico  fbrense  de 
procedimieatos  jodieiales.  -  Tres  tomos,  60  rs.  en  nbtioa. 

LASO.  Elementos  deLDerecbo  Heroantü  de  España,  fomiadoe 
con  arreglo  al  programa  de  tercer  año  de  lurispmdeiicia.  Ma- 
dríd«  1849:  8.»,  un  tom»»  12  rs*  ea  rustica. 

LASO.  Elementos  del  Deredro  Penal  de  EspAa,  fomadoa  con 
arreglo  al  prograaui  de  tercer  afio  de  Jurisprudencia.  Mad^id^  1849: 
un  tomo  en  8.^  18  re.  en  rustica. 

MANUAL  DEIi  ABOGADO  ARAGONÉS,  por  na  juriacoosulto 
de  Zaragoza.  Madrid^  1842:  8.^  un  tomo,  ISrs.  en  pasta. 

SEIJAS  lozano.  Teoría  de  las  instituciones.  ittdietaFÍas  con 
proyectos  formulados  ét  Gddigos  aplicables  á  Esfatía;  Madnd,  1841: 
dos  tomes ,  8^o  Mayor ,  54  rs.  ea  pasta. 

SEMPERE.  Btstoria  del  Defcecfao  espa&ol ,  contínaada  hasu 
nuestros  di4s  por  Ara  teodon»  Moreno ,  doctor  en  Jnrisprnden- 
oía  en  la  universidad  de  esta  Gorte^  Madrid,  1847:  4.\  an  to- 
rno:, 30  rs./6n  pasta. 

TAPIA.  Febrero  novísimamente  redactado  con  las  vañacioaes 
y  mejoras  represadas  en  el  prospecto  que  sirve  de  prólogo  i 
la  obra.  Madrid,  18.45 y  1847;  8.«  mayor,  diez  tomos,  240  rs- 
ea  pasta. 
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